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La presente adenda se configura como un complemento al título “Régimen legal y práctica 
judicial de las inmisiones medioambientales en Aragón”. La misma constituye un trabajo de 
investigación alentado desde el Justicia de Aragón para dotar de sistematicidad las 
sugerencias elaboradas por la Institución en materia de medio ambiente.  
Por lo que se refiere al objetivo de esta adenda, como se ha avanzado con anterioridad, se 
instrumenta con la finalidad de proporcionar una visión ordenada de las sugerencias 
medioambientales tramitadas por el Justicia, de forma que cualquier interesado en la materia 
tenga a su disposición una herramienta de rápida y fácil consulta. 
La adenda recoge y clasifica por orden cronológico y materia las sugerencias del Justicia 
elaboradas entre los años 2002 a 2011. Para mayor precisión, debe decirse que esta 
publicación recoge la totalidad de las sugerencias medioambientales de los años 2008 a 2011, 
mientras que de los años 2002 a 2007 se recogen aquellas solamente que han suscitado mayor 
interés. 
Los expedientes se han clasificado dentro de alguna de las siguientes categorías: 
1. Ruidos: en esta categoría se agrupan los expedientes relativos a molestias acústicas y 
vibraciones molestas. Esta categoría constituye el principal vector de actuación en 
materia medioambiental por parte del Justicia, presentando los expedientes 
tramitados gran diversidad de situaciones tales como ruidos aeroportuarios, 
vibraciones procedentes del tránsito viario y, especialmente, molestias sonoras 
provocadas por zonas de ocio nocturno. 
2. Vertidos y aguas residuales: en este apartado se agrupan las sugerencias relativas a 
la contaminación de las aguas. Se trata de episodios generalmente asociados al 
deficiente tratamiento de las instalaciones de depuración, especialmente aquellas 
asociadas a polígonos industriales y a los que, con frecuencia, se asocian episodios 
de muerte de la fauna piscícola. 
3. Residuos y vertederos: se abordan aquí los problemas derivados del abandono de 
residuos o a su gestión de forma incontrolada, así como los problemas asociados a 
categorías específicas de residuos. 
4. Especies protegidas y protección animal: en esta categoría se recogen los 
problemas relacionados con la pérdida de biodiversidad, especialmente de aquellas 
especies, animales o vegetales, que se encuentran protegidas. Asimismo, se recogen 
las sugerencias asociadas a la protección de animales en general y a la evitación de 
su maltrato. 
5. Actividades clasificadas o peligrosas: este apartado recoge todos aquellos 
expedientes relacionados con las instalaciones sometidas a un régimen autorizatorio 
previo por la Administración competente. Generalmente, los expedientes tramitados 
por la Institución se asocian a actividades industriales enclavadas en el entorno 
urbano, las cuales generan inmisiones por ruido, vibraciones o humos. 
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6. Espacios naturales protegidos: por último, se agrupan es este apartado las 
sugerencias relativas a conductas que inciden en los espacios naturales merecedores 
de una especial protección desde el punto medioambiental. 
Debe señalarse que las sugerencias, en ocasiones, son susceptibles de clasificarse dentro de 
varias de las anteriores categorías. Así por ejemplo, los expedientes referentes a actividades 
clasificadas, llevan a menudo asociados problemas de ruidos. Para solventar esta cuestión se 
ha optado por ponderar caso por caso cuál resulta la cuestión principal abordada en el 
expediente. 
Asimismo, con ánimo de facilitar la consulta de las diferentes sugerencias, se ha incorporado 
al comienzo de cada uno de los diferentes expedientes una breve introducción en la que se 
describe de forma resumida la cuestión contemplada en el mismo. 
Del conjunto de sugerencias analizadas puede señalarse que los problemas derivados del 
ruido, especialmente de aquellos que derivan de actividades de ocio nocturnas, se configuran 
como la principal fuente de actividad de la Institución. En la misma medida, la problemática 
ligada a las actividades clasificadas, productoras asimismo de molestias acústicas, se erige 
como uno de los temas abordados con mayor frecuencia por la Institución. En menor medida, 
la Institución ha mediado en asuntos relativos a la protección de los espacios naturales, 
especialmente de los espacio naturales urbanos, promoviendo la protección del arbolado 
urbano, y en materias de protección de fauna, flora, residuos y vertidos.  
Por lo que se refiere a la actividad desarrollada por la Institución, debe ensalzarse la labor de 
mediación que esta realiza, posibilitando la solución de conflictos, en ocasiones, aquilatados 
por el tiempo. Asimismo, debe destacarse la celeridad con la que el Justicia ha dado respuesta 
a los problemas ambientales, iniciando un buen número de expedientes de oficio a raíz de la 




1. AÑO 2002 
1.1 Ruidos 
1.1.1 24 de junio de 2002. Ayuntamientos mayores de 10.000 habitantes. Diputación 
General de Aragón. Actualización de datos de Informe Especial sobre Ruidos. 
Necesidad de normativa sobre contaminación acústica. Ruido y derechos 
fundamentales. Competencias de policía ambiental. Actividades sometidas al RAMINP 
y condicionados ambientales. Estadísticas de inspección, control y sanción. 
Ordenanzas Municipales. Programas de control de ruidos. Horarios de apertura. 
Zonas de ocio y zonas saturadas. 
El Justicia de Aragón, a raíz de un expediente iniciado de oficio para conocer las políticas 
desarrolladas por los municipios de más de 10.000 habitantes en materia de ruidos, detecta 
insuficiencias en la protección del derecho de los ciudadanos a disfrutar de un medio 
ambiente urbano adecuado y a no sufrir ruidos molestos en su domicilio. La Institución 
termina recomendando la implementación de una normativa propia en materia de protección 
contra el ruido, especialmente el producido como consecuencia de la concentración de bares 
nocturnos, el cual constituye la principal fuente generadora de denuncias administrativas. 
I. ANTECEDENTES 
La contaminación por ruidos constituye un importante problema que afecta a la salud y a la 
calidad de vida de las personas, y viene siendo en años sucesivos el motivo más frecuente de 
las quejas relativas a problemas ambientales que se presentan ante esta Institución. Por este 
motivo, en el año 2000 presenté ante las Cortes de Aragón un Informe Especial relativo a 
problemas de ruidos y vibraciones en nuestras ciudades, para cuya elaboración se encuestó a 
51 Ayuntamientos con el fin de conocer la situación existente, los medios humanos y 
materiales destinados a su control, y las estadísticas sobre expedientes sancionadores. 
El referido Informe Especial finaliza con unas conclusiones en las que se realizan 
recomendaciones y sugerencias a las distintas Administraciones implicadas, que fueron 
mayoritariamente aceptadas. 
Durante el pasado año 2001 el ruido continuó siendo el principal problema ambiental objeto 
de queja ante esta Institución, y especialmente durante el verano, por tratarse de una época del 
año en que se desarrollan más actividades de ocio al aire libre, se amplían los horarios de 
apertura de algunos establecimientos, aumenta la ocupación de las calles en horario nocturno, 
se incorporan los ruidos producidos por los equipamientos de refrigeración, entre otros, 
añadiéndose además la circunstancia de que el calor obliga a abrir las ventanas de las 
viviendas, en detrimento del aislamiento acústico de las mismas. 
Por todo ello, en uso de las facultades que me confiere la Ley 4/1985, de 27 de junio, con 
fecha 7 de agosto de 2001 acordé iniciar expediente de oficio para conocer las actuaciones 
municipales realizadas en esta materia en los Ayuntamientos de las poblaciones mayores de 
10.000 habitantes de Aragón, con la finalidad de llevar a cabo las gestiones oportunas de 
información y mediación, expediente que quedó registrado con el número de referencia arriba 
indicado. 
Dichos Ayuntamientos son los siguientes: 
En la provincia de Huesca: Huesca, Jaca, Barbastro, Monzón y Fraga. 
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En la provincia de Zaragoza: Zaragoza, Calatayud, Ejea y Tarazona. 
En la provincia de Teruel: Alcañiz y Teruel. 
ANTECEDENTES DE HECHO 
Una vez asignada la tramitación del expediente a la asesora Dª. Nuria Gayán, se remitió con 
fecha 14 de septiembre una petición de información a los 11 Ayuntamientos antes citados, en 
la que se solicita un informe escrito sobre la cuestión, la remisión de un ejemplar de la 
Ordenanza Municipal de aplicación en cada Ayuntamiento, e indicación de si en los últimos 
dos años se han incrementado los medios materiales y humanos destinados al control de este 
problema. 
Así mismo, se solicitó que se cumplimentasen los datos siguientes para el período 
comprendido entre el 1 de junio y el 15 de septiembre de 2001: 
- Nº de denuncias recibidas por ruidos. 
- Nº de actuaciones de oficio realizadas. 
- Causa de unas y otras: actividad productora del ruido y ubicación de la misma. 
- Nº de expedientes sancionadores iniciados en dicho período 
- Nº total de expedientes que se encuentran en trámite a fecha 15-9-2001, señalando la fecha 
de inicio de los mismos. 
- Estadística de las mediciones de ruido efectuadas y cuántas de ellas han sobrepasado los 
límites legales, señalando la actividad productora del ruido y su ubicación. 
En lugar de reproducir uno por uno los informes recibidos, dado su elevado número y 
considerando que todos responden a las mismas cuestiones concretas, para una mejor 
exposición de los resultados obtenidos se han incorporado en una tabla, que se presenta en las 
páginas siguientes. También se hace constar la fecha de recepción del informe 
correspondiente, que oscila entre septiembre de 2001 y mayo de 2002, con demoras 
importantes, durante las cuales se fueron enviando varios escritos recordatorios (el último de 
ellos el pasado 11 de enero de 2002). El único Ayuntamiento del cual no se ha recibido 




































II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera: Es competencia de los Ayuntamientos, a través de sus Ordenanzas Municipales, 
dictar las normas que impongan límites máximos a las emisiones de ruidos en el municipio, 
así como a las inmisiones (ruido ambiental resultante) en los domicilios particulares de los 
vecinos afectados. Otra posible vía para regular estas cuestiones es introduciendo 
determinaciones normativas sobre el ruido en el planeamiento urbanístico.  
En ausencia de una normativa municipal que regule los niveles máximos permitidos de ruidos 
y vibraciones, o en aquéllos aspectos no contemplados por ésta, son de aplicación las Normas 
Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento Municipal de la Provincia, de obligado 
cumplimiento para los particulares y para la Administración. Uno de los objetivos básicos de 
las citadas Normas, tal y como se señala en su exposición de motivos, es establecer 
Ordenanzas en suelo urbano y Normas en suelo no urbanizable, que serán de aplicación 
directa en Municipios que carecieren de ellas, así como actuar con carácter de Norma 
complementaria del Planeamiento Municipal en aquellos aspectos que, en su caso, no fueran 
contemplados con suficiente detalle en dicho Planeamiento. 
Por su parte, el ejercicio de las funciones de policía ambiental y el control de las actividades 
sometidas al RAMINP, que corresponde a los Ayuntamientos, es especialmente necesario en 
materia de ruidos. Cuando por parte del Ayuntamiento se detecta que una determinada 
actividad clasificada sometida al RAMINP no cumple con sus condicionados, tanto si este 
incumplimiento ha sido denunciado por los vecinos como si se ha comprobado de oficio, 
procede iniciar un expediente, que podrá dar lugar a que el titular haga las correcciones 
oportunas y no se imponga ninguna sanción, o bien a que se sancione, incluso al cierre del 
establecimiento y la revocación de la licencia. Todo ello con arreglo al procedimiento 
establecido en la normativa vigente, y en especial en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
Además de exigir la insonorización de un local, que es la medida más importante por resultar 
efectiva ante cualquier fuente de producción de ruidos en su interior, existen otras medidas 
correctoras complementarias que pueden aplicarse, como la colocación de limitadores de 
volumen, que actúan como un precinto para limitar el volumen máximo de los aparatos 
sonoros. Igualmente, puede ser necesario modificar algún aparato en concreto por resultar 
demasiado ruidoso (por ejemplo, el aire acondicionado), exigir puertas con cierre automático, 
o doble puerta, etc. 
Por su parte, si en un establecimiento autorizado para la realización de una determinada 
actividad se comienza a ejercer otra actividad distinta (pasando, por ejemplo, de bar a pub 
musical o a restaurante) se deberá proceder a la tramitación del oportuno expediente de 
autorización conforme al RAMINP, al margen de las modificaciones que corresponda tramitar 
ante distintos organismos (Inspección de Turismo, Administración de Hacienda, u 
otros), ya que las medidas correctoras y los condicionados que se establecieron en su día a la 
actividad pueden ser totalmente insuficientes ante la introducción de nuevos elementos en la 
instalación (por ejemplo, equipos reproductores o productores de sonido, equipos de 
extracción de aire, cocinas, cámaras frigoríficas, etc.) 
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En ese sentido, la Disposición Transitoria Tercera del RAMINP señala la necesidad de 
proceder a una nueva tramitación de expediente para la ampliación o reforma de las 
instalaciones, al disponer que: “No se podrán conceder licencias para la ampliación o 
reforma ni se autorizará el traspaso de industrias o actividades que no reúnan las 
condiciones establecidas en este Reglamento, a no ser que las medidas correctoras que se 
adopten eliminen con la debida garantía las causas determinantes de su calificación como 
actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas.” 
La falta de actuación municipal o actuación insuficiente ante la recepción de denuncias 
vecinales por ruidos de actividades sometidas al RAMINP ha sido calificada, en reciente 
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Murcia de 29 de octubre de 2001 (Recurso 
Contencioso- Administrativo núm. 2458/1998), como una dejación de las funciones de policía 
ambiental, y por ello dicha Sentencia impone al Ayuntamiento demandado el deber de 
indemnizar a los particulares por los daños ocasionados, y en concreto, por la depreciación del 
valor de su vivienda y por el daño moral continuado y privación del uso normal del inmueble. 
Es más, las inmisiones acústicas molestas que se producen en el interior de los domicilios 
constituyen una violación de un derecho fundamental de los ciudadanos, que justifican la 
actuación de la Administración para dar solución a la contaminación acústica, no sólo durante 
la tramitación de una licencia de apertura, sino que también obligan a realizar una vigilancia 
posterior suficiente del desarrollo de estas actividades, de las molestias que generan, del 
cumplimiento de horarios, etc. A este respecto, destaca la  Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de las Islas Baleares de 29 de julio de 1999, que considera lo siguiente: 
“Las inmisiones acústicas molestas en el propio domicilio suponen una vulneración de los 
artículos 15 y 18.1 y 2 de la Constitución Española, a tenor de los cuales “todos tienen 
derecho a la vida y a la integridad física y moral...” (art. 15); y “se garantiza el derecho... a 
la intimidad personal y familiar” (art. 18.1), declarándose asimismo “el domicilio es 
inviolable” (art. 18.2)”. 
Tal y como expone D. Pablo Acosta, profesor de Derecho Administrativo, en un comentario a 
la citada Sentencia (Rev. REALA nº 282, 2000), “en ella se argumenta que la jurisprudencia 
española, tradicionalmente recelosa en la interpretación de que tales molestias implicaban 
violación de derechos constitucionales, ha acabado aceptando, por la vía del artículo 10.2 de 
la Constitución, la interpretación que del Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, 
habían venido realizando la Comisión y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Según 
esta interpretación, la inmisión de ruidos molestos en el domicilio constituye una infracción 
del artículo 8.1 del Convenio... 
...Se reconoce en la Sentencia que puede existir un conflicto entre los derechos de los vecinos 
y los derechos de propiedad y libertad de empresa de los hosteleros, pero el conflicto debe 
resolverse a favor de los primeros; como ha establecido el Tribunal Supremo, el derecho de 
propiedad y la libertad de empresa se hallan normalmente condicionados a otros derechos 
constitucionales. Afirma la Sentencia que los derechos a la intimidad y a la integridad física 
tienen prioridad sobre los intereses económicos de los empresarios que se lucran con 
actividades que, directa o indirectamente, generan molestias a terceros. En concreto, en 
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materia de locales de ocio, por la naturaleza de su actividad, prevalecen las medidas de 
policía sobre las de fomento del libre comercio.” 
También ha declarado el Supremo la prevalencia de lo medioambiental sobre lo urbanístico, 
en distintas ocasiones, afirmando la protección del medio ambiente como interés público 
prevalente. 
Por último, señalar que en el caso concreto de los ruidos generados por locales de ocio, según 
reiterada Jurisprudencia, son ruidos perfectamente evitables, siempre que los poderes públicos 
adopten las medidas adecuadas en el cumplimiento de sus obligaciones. El hecho de que se 
trate de ruidos evitables sin un especial coste económico o social refuerza la obligación de las 
Administraciones competentes de combatirlos. 
Segunda: De los resultados facilitados por los Ayuntamientos consultados, podemos destacar 
los aspectos siguientes:  
Por una parte, destacan los avances logrados por algunos Ayuntamientos como Huesca y 
Alcañiz, que han aprobado nuevas Ordenanzas municipales regulando las obligaciones de los 
productores del ruido y el control por la Administración municipal, más la implantación de 
una estrategia de control de ruidos por el Ayuntamiento de Huesca. También destaca la mayor 
repercusión de problemas de ruidos nocturnos por actividades de ocio en la ciudad de Jaca, 
por su condición turística, que obligan a ese Ayuntamiento a realizar mayores esfuerzos de 
control. 
Con respecto a los medios materiales y personales, en 7 Ayuntamientos (Barbastro, Monzón, 
Fraga, Ejea, Calatayud, Alcañiz y Teruel), lo que supone el 60% del total de Ayuntamientos 
encuestados, o bien se afirma expresamente que no se han incrementado, o bien no se cita esta 
cuestión, lo que puede interpretarse como una negativa, por tanto se detecta una escasez de 
nuevas inversiones en medios materiales y personales para el control de la contaminación por 
ruidos. En concreto, en el caso de Fraga se recurre a la contratación externa para realizar 
mediciones de ruidos. 
Sí se han producido inversiones en Jaca, cuyo Ayuntamiento ha adquirido en junio de 2001 un 
nuevo equipo, si bien el personal no ha aumentado en los últimos dos años, y especialmente 
en los Ayuntamientos de Huesca y Tarazona, que han ampliado tanto los medios personales 
como materiales. Además en Huesca se han realizado actividades de formación, a las que 
también asistieron 2 policías locales de Monzón.  
En general se detecta un escaso número de actuaciones de oficio, que sería recomendable 
incrementar. 
 Así mismo, cabe señalar la diferencia constatada en algunos Ayuntamientos (por ejemplo, 
Jaca o Monzón, en el período estival de 2001) entre el número de denuncias y el de 
mediciones acústicas realizadas, que es bastante inferior, cuando ante la presentación de 
denuncias, salvo en casos justificados, en la mayor parte es importante realizar mediciones 
sonoras, que constituyen el medio de prueba necesario para evaluar la infracción cometida, en 
su caso. Otra cuestión es la disparidad que se observa entre denuncias recibidas y expedientes 
sancionadores iniciados, si bien a falta de conocer las circunstancias y hechos de cada 
denuncia caso por caso, no puede valorarse adecuadamente si el número de expedientes 
sancionadores debería haber sido mayor. 
 
 23/606 
Es de destacar el problema generado por las actividades de ocio nocturno (pubs, bares 
musicales, etc.) cuando éstas se concentran en una determinada área concreta del casco 
urbano, conocida como “zona”, puesto que se incrementa enormemente la contaminación 
acústica. En esta Institución y con motivo de otras actuaciones, se tiene constancia de la 
existencia de estas “zonas” en varias de las ciudades incluidas en este informe, que 
describimos a continuación, señalando que no se trata de una lista exhaustiva, pues no se ha 
podido recabar esta información para todos los municipios, ni en todos los casos las 
dimensiones del problema son las mismas, pero puede ser ilustrativa a modo de muestra, de lo 
extendida que se encuentra esta situación en general: 
 
INFORMACIÓN OBTENIDA SOBRE “ZONAS” DE OCIO NOCTURNO EN 
LOCALIDADES MAYORES DE 10.000 HAB. (con motivo de la elaboración de un nuevo 
informe sobre medio ambiente urbano, aún no concluido): 
SABIÑÁNIGO: En el cruce entre Calle Serrablo y Calle Ciudad de Fraga existen 4 
establecimientos de ocio que permanecen abiertos en horario nocturno, produciendo 
problemas de ruidos por música a elevado volumen, ruidos por presencia de personas en las 
calles, suciedad y vandalismo con el mobiliario urbano y el arbolado (información facilitada 
por el Agente de Protección de la Naturaleza). 
BARBASTRO: En el perímetro comprendido entre Vía taurina, C/Santiago, C/Fonz. En el 
Paseo del Coso y en la Avenida del Ejército Español – Avenida de Navarra, se cuentan 24 
establecimientos, de los cuales 13 permanecen abiertos en horario nocturno. Ocasionalmente 
hay quejas por ruidos, hay personas en las calles durante el verano y los fines de semana, y 
suciedad. Ocasionalmente hay roturas del mobiliario urbano (información facilitada por el 
Ayuntamiento de Barbastro). 
MONZÓN: En el perímetro comprendido entre las calles Santa Bárbara, Estudios, Avenida 
Lérida, Goya y Plaza Mayor, se encuentran 12 establecimientos de ocio, de los cuales 10 
permanecen abiertos en horario nocturno, produciendo problemas ambientales de ruidos por 
música a elevado volumen, ruidos por presencia de personas en las calles, suciedad y basuras 
en la vía pública (información facilitada por el APN). 
EJEA: En la zona comprendida entre las calles Herrerías, Ramón y Cajal y Plaza de España, 
se encuentran 21 establecimientos de ocio, todos ellos permanecen abiertos en horario 
nocturno los fines de semana, apareciendo los mismos problemas ambientales que hemos 
citado más arriba, e incluso problemas de inseguridad ciudadana y vandalismo. Una segunda 
zona es la comprendida entre las calles Palafox, Delfín Bericat, Plaza Diputación, Avenida 
Cosculluela, Calle Independencia y Plaza de la Villa, donde existen 20 establecimientos y 3 
de ellos abren en horario nocturno, esta segunda zona es mucho más tranquila que la primera, 
pero existen 3 establecimientos en C/ Palafox que generan los mismos problemas que la 
primera zona, por prolongar el cierre hasta las 9 de la mañana los fines de semana 
(información obtenida del APN). 
CALATAYUD: En la zona delimitada por las calles Justo Navarro, Pasaje Calvo Sotelo y 
jardines, se ubican 25 establecimientos de ocio, de los cuales 15 permanecen abiertos en 
horario nocturno, apareciendo los mismos problemas ambientales que acabamos de describir 
para el caso de Tauste (información obtenida del APN). 
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ALCAÑIZ: En el entorno de la C/ Caldereros se producen todos los problemas descritos, por 
la proliferación de disco-bares, presencia de personas en la calle, consumo de bebidas 
alcohólicas en la vía pública, falta de higiene, abandono de residuos en la calle, etc. El 
Ayuntamiento ha tenido en consideración la situación de esta “zona”, y con la aplicación de la 
nueva Ordenanza aprobada en abril de 2002, es de esperar que, si no queda totalmente 
resuelto, al menos se paliará en gran medida el problema (información obtenida de un 
expediente de queja tramitado en la Institución). 
Sin duda, los problemas ocasionados por estas “zonas” trascienden con mucho a los aspectos 
ambientales, apareciendo otras cuestiones a tener en cuenta, como consumo de alcohol y otras 
drogas, problemas de seguridad ciudadana, cuestiones relativas al ocio de la juventud 
(incluidos los menores de edad), etc., pero no es menos cierto que la contaminación acústica 
que generan es un problema ambiental de primer orden que causa graves trastornos a la salud 
y la calidad de vida de los vecinos afectados. 
Por ello, los Ayuntamientos deben emprender toda una serie de acciones para el control de 
estas actividades de ocio, pasando por contemplar en la normativa municipal el concepto de 
“zona saturada”, imponer restricciones en dichas áreas, y muy especialmente incrementar los 
controles y realizar inspecciones de oficio para el cumplimiento de todos y cada uno de los 
condicionados impuestos a los establecimientos ubicados en las mismas, aplicando el régimen 
sancionador con agilidad y eficacia cuando sea necesario. 
Tercera: Otra cuestión relevante, cuando el ruido es producido por actividades de ocio, es la 
del horario de cierre de los establecimientos. El artículo 44 de la Ley 7/1999, de 
Administración Local de Aragón, señala los servicios municipales obligatorios que deben 
prestar todos los Ayuntamientos: 
“Los municipios, por sí mismos o asociados a otras entidades locales y, en su caso, con la 
colaboración que puedan recabar de otras administraciones públicas, prestarán, como 
mínimo, los siguientes servicios: a) En todos los municipios: ... ...control sanitario de 
alimentos, bebidas y productos destinados al uso o consumo humano, así como de edificios y 
lugares de vivienda y convivencia humana y de industrias, actividades y servicios, 
transportes, ruidos y vibraciones, garantizar la tranquilidad y pacífica convivencia en los 
lugares de ocio y esparcimiento colectivo.” 
En su virtud, es competencia de los Ayuntamientos la inspección de los establecimientos 
públicos destinados al ocio, tanto para su control sanitario como para garantizar la 
tranquilidad y pacífica convivencia en los mismos, además del control de las actividades 
sometidas al RAMINP y de que éstas cumplen con las condiciones de las licencias otorgadas: 
por todo ello, entre las competencias del Ayuntamiento está incluida también la vigilancia del 
cumplimiento de los horarios de cierre, competencia esta última compartida con la 
Administración Autonómica (Dirección General de Interior del Departamento de Presidencia 
y Relaciones Institucionales de la Diputación General de Aragón), competente en materia de 
espectáculos públicos, y estando regulado el ejercicio de la potestad sancionadora en materia 
de espectáculos públicos por Decreto 80/1999, de 8 de junio, del Gobierno de Aragón (BOA 
de 30 de junio). 
En caso de que un establecimiento de los llamados “bares especiales” (pub. wiskería, barra 
americana), contando con las preceptivas licencias para el ejercicio de su actividad, desee 
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aplicar una ampliación del horario de apertura, deberá solicitarlo al Delegado Territorial (si se 
encuentra en las provincias de Huesca o Teruel) o a la Dirección General de Interior (si se 
encuentra en la provincia de Zaragoza): Con carácter previo a la concesión de ampliación de 
horario, la Administración Autonómica solicita un informe al Ayuntamiento, para conocer si 
el mencionado establecimiento reúne las características propias de los bares especiales con las 
pertinentes medidas de insonorización, aislamiento, doble puerta, etc., de tal modo que la 
prórroga de su horario no suponga molestias adicionales al vecindario o alteraciones del orden 
público. Si el informe del Ayuntamiento es favorable, se procede a la concesión de dicha 
ampliación de horario. 
Sin embargo, en numerosos expedientes de queja tramitados en esta Institución por ruidos 
producidos por estos establecimientos, se pone de manifiesto que los horarios de apertura en 
la práctica superan incluso a los horarios ampliados a que nos hemos referido en el párrafo 
anterior, en muchos casos sin haber tramitado dicha autorización (o estando tramitada, 
también se supera ampliamente el horario concedido) y sin estar acondicionado el local para 
ello. 
Cuarta: A la vista de los resultados obtenidos, puede afirmarse que han existido avances en 
los dos años transcurridos desde la elaboración del Informe Especial sobre el Ruido en el año 
2000, pero prácticamente la totalidad de las conclusiones del mismo siguen estando 
plenamente vigentes, las cuales incluyen unas Recomendaciones y Sugerencias a las distintas 
Administraciones implicadas, que se reproducen literalmente a continuación: 
“CONCLUSIONES, RECOMENDACIONES Y SUGERENCIAS: 
(DEL INFORME ESPECIAL SOBRE EL RUIDO DEL AÑO 2000): 
De carácter general 
1. El problema del ruido afecta a actividades culturales, de ocio juvenil, de ordenación 
territorial o de urbanismo, en tanto conviven espacialmente usos residenciales y terciarios 
(también industriales) que deberían estar segregados. 
2. Existen deficiencias en la actuación administrativa: precariedad de medios, escasa 
capacidad de inspección, imposibilidad de operar con sistemas de medición continua del 
ruido y vibraciones, lentitud en la tramitación del procedimiento e insuficiencia del régimen 
sancionador. 
3. Cuando se analiza el problema y se observan los distintos intereses y derechos en juego (la 
diversión, el trabajo, el descanso, etc.), nunca hay que olvidar que la parte más débil es la 
que tiene mayor derecho y preferencia a ser protegida, y no es otra que la que reclama su 
derecho a la tranquilidad y el descanso (ancianos, niños, enfermos, personas que trabajan de 
noche o que madrugan para trabajar). 
4. Por todo ello hay que reclamar una mayor sensibilidad tanto de los particulares como de 
los poderes públicos frente al problema del ruido.  
Necesidad de un nuevo marco normativo  
5. Ni España ni la Unión Europea han legislado de manera específica e integral sobre el 
ruido. En España desde hace varios años se suceden los borradores de Proyecto de Ley sin 
que ninguno vea la luz. En ausencia de una Ley de ruidos y vibraciones la herramienta 
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normativa estatal más importante de que hemos dispuesto y disponemos es el Decreto 
2.414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP). 
6. Aragón, pese a ostentar desde el principio competencias en la materia, no se ha dotado de 
una Ley y un Reglamento propios para la protección del medio ambiente contra ruidos y 
vibraciones, ni ha desarrollado el RAMINP, ni tampoco una Ordenanza-Marco. Tan solo las 
Normas Subsidiarias Provinciales. 
Por todo ello es precisa y urgente una regulación específica de la problemática del ruido, 
desarrollando mediante Ley el derecho constitucional que a los ciudadanos aragoneses 
corresponde a vivir sin sufrir agresiones sonoras. Esta norma, sin perjuicio de las 
reglamentaciones administrativas que actuando sobre las fuentes de los ruidos los eliminan o 
mitigan, ha de tender a exigir el silencio y la tranquilidad que corresponde a los ciudadanos.  
Dicha Ley debería autorizar al órgano competente, judicial o administrativo, para la 
adopción de las medidas cautelares que aseguren, con carácter prioritario y urgente, el 
derecho del ciudadano, y abordar entre otros temas la actualización del régimen 
sancionador, homogeneización de las condiciones técnicas de medición, fijación de los 
niveles máximos de emisión permitidos e inmisión tolerados, calibración y homologación de 
aparatos contemplando equipos de medición continua que puedan dejarse varios días en el 
lugar afectado, etc.). 
7. Además de la Ley y su Reglamento, también es necesario el desarrollo del RAMINP y 
sobre Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos en relación con los niveles de 
contaminación acústica. 
8. Tanto en el marco de la legislación de régimen local como en la legislación sectorial 
consideramos esencial la realización de un decidido esfuerzo de los municipios en el 
adecuado ejercicio de sus competencias en la prevención y reducción de la contaminación 
acústica. Los instrumentos básicos de intervención deben ser: la aprobación de Ordenanzas 
Municipales específicas o reguladoras del medio ambiente y en concreto de ruidos y 
vibraciones y la aprobación y aplicación generalizada de Ordenanzas para evitar la 
aparición de zonas saturadas de bares, discobares, etc. En su defecto, la Administración 
Autonómica debería proporcionar una Ordenanza-Marco a los Ayuntamientos que no 
dispusieran de una propia. 
9. La evolución de la sociedad ha hecho aparecer una serie de establecimientos que no están 
contemplados en la normativa vigente en materia de control de horarios de espectáculos, 
fiestas y establecimientos públicos -Orden de 23 de noviembre de 1977, modificada por 
Orden de 29 de junio de 1981-, lo que hace necesario su adaptación a esta nueva realidad. 
Necesidad de una correcta aplicación de la legislación vigente 
10. Pero además de la necesidad de mejorar el marco normativo, constatamos que el que 
tenemos no se aplica o se hace de forma insuficiente. Para el cumplimiento efectivo de las 
normas vigentes consideramos que sería necesario: 
- Exigir la licencia municipal para la apertura y funcionamiento de establecimientos. 
- Abreviar los plazos de tramitación del procedimiento de concesión de licencias. 
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- Potenciar de forma efectiva el cauce de participación ciudadana en la tramitación de estos 
procedimientos. 
- Realizar comprobaciones preventivas previas a la autorización del inicio de la actividad, 
así como la inspección periódica del cumplimiento de los requisitos iniciales para su 
funcionamiento. 
- Establecer una mayor coordinación administrativa entre las distintas delegaciones 
municipales con competencia en la materia (urbanismo, medio ambiente, Policía Local), así 
como incrementar la coordinación entre los servicios municipales y la Administración 
autonómica y estatal. 
Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas 
11. Es necesario un mayor compromiso en el control de las actividades sujetas al RAMINP 
por ruidos y vibraciones. 
12. Ello se debe concretar en la realización de comprobaciones preventivas previas a la 
autorización del inicio de la actividad, así como la inspección periódica del cumplimiento de 
los requisitos iniciales para su funcionamiento, reforzando las plantillas de inspección y 
vigilancia. 
13. También hay que desarrollar campañas intensivas de control de las condiciones en que 
los establecimientos ejercen su actividad, ya que han demostrado ser la principal fuente de 
problemas.  
14. Y finalmente es necesario mayor rigor, celeridad y eficacia en la tramitación, resolución 
y ejecución de las denuncias de los ciudadanos y el régimen sancionador aplicable, así como 
en la adopción de medidas cautelares, ordenándose el cese de la actividad ocasionadora de 
los ruidos excesivos de forma inmediata y cautelar cuando se desarrolle sin la preceptiva 
licencia municipal o sin ajustarse a sus determinaciones. Ello no obsta a que una vez 
obtenida la correspondiente licencia o adoptadas las medidas correctoras necesarias se 
desarrolle nuevamente la actividad.  
Urbanismo y transporte 
15. En la precisa intervención de los Municipios en la solución de la problemática generada 
por el ruido, tiene especial trascendencia la adopción de una adecuada ordenación 
urbanística que responda básicamente a una doble función: 
- Como marco regulador de los usos urbanos y sus niveles de intensidad en función de la 
tipología del suelo. En este sentido, se procurará resolver adecuadamente la compatibilidad 
de los distintos usos urbanos con el uso básico residencial y aplicar políticas sostenibles de 
urbanismo y transporte. La planificación estratégica es la principal herramienta para ello. 
- Como soporte legitimador de la actividad de disciplina urbanística. Se deberá resolver la 
ubicación de las actividades sujetas a la legislación específica de actividades molestas, en 
cuanto actividades potencialmente más nocivas al uso residencial, evitando la alta 
concentración de tales actividades en espacios urbanos reducidos o densamente habitados y 
trabajando en la línea de segregar espacialmente las zonas residenciales de las de ocio 
(trasladar las “zonas” de bares, pubs, discotecas y similares, locales utilizados en fiestas, 
etc. a un entorno urbano donde no moleste al vecindario). 
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16. Impulsar el transporte público: plantear estrategias para hacer real la paulatina 
implantación de transporte público mediante vehículos eléctricos u otros con menores niveles 
de emisiones sonoras que los actuales. 
17. En el transporte privado, facilitar el uso de la bicicleta, los desplazamientos a pie y los 
vehículos eléctricos. 
18. Insonorizar paulatinamente los vehículos de recogida de basuras, limpieza de calles y en 
general la maquinaria empleada por la Administración Local para limpieza y mantenimiento. 
19. Incrementar la vigilancia de las emisiones de ruidos de vehículos en la vía pública y 
endurecer las sanciones a aquellos que circulen con tubo de escape libre. 
Medios humanos y materiales 
20. Los Ayuntamientos de las principales ciudades deben dotarse de los medios técnicos y 
humanos necesarios para la medición y control de las vibraciones y, en los casos en que no 
esté adecuadamente cubierta, de los ruidos. 
21. Por su parte la Administración Autonómica y Provincial debe prestar una eficaz 
cooperación técnica y material a los municipios con escasa capacidad de gestión, para el 
efectivo cumplimiento de las esenciales competencias en la materia. Al respecto, las 
Diputaciones Provinciales de Huesca y Zaragoza deben ejercer esta labor con eficacia. 
22. Hay que actualizar periódicamente los mapas de ruido de las tres capitales provinciales y 
desarrollar indicadores sobre el estado del ruido urbano que informen permanentemente a la 
población. 
Información y sensibilización 
23. Sigue siendo necesario realizar campañas educativas dirigidas al conjunto de la 
población, y en especial a los jóvenes, destinadas a mostrar el ruido como un problema real y 
evitable, informando de sus orígenes, niveles de exposición, efectos sobre el medio ambiente y 
la salud y normativa de aplicación. 
24. Trabajar en el cambio del modelo de ocio juvenil mediante la educación y campañas 
informativas. 
25. Ausentes hasta ahora, la situación revela necesario crear equipos específicos de estudio y 
lucha contra el ruido y las vibraciones, tanto en la Administración Autonómica, encargada de 
estudiar el problema del ruido en Aragón y plantear un plan o estrategia para combatirlo, 
como en los principales Ayuntamientos. Estos equipos cumplirían también la función de 
informar a la población llevando para ello un registro informatizado, publicando una 
memoria anual de actuaciones, etc., mejorando en todos los casos los servicios de recogida 
de datos y poniéndolos a disposición de los ciudadanos. 
Contratación pública 
26. Como última propuesta a las Administraciones, examinar cómo afecta al problema del 
ruido la política de contratación pública. Generalizar la introducción de baremos de 
contaminación sonora en la valoración de las ofertas de manera que se prime la utilización 
de materiales, equipos o tecnologías silenciosas.”  
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Cabe observar que desde el Departamento de Medio Ambiente se está trabajando en la 
redacción de un Anteproyecto de Ley autonómica sobre contaminación acústica, aunque 
todavía no se ha tramitado ante el Consejo de Gobierno para su aprobación como proyecto de 
Ley. 
Finalmente, en el ámbito local, que es el más adecuado para hacer frente al problema, destacar 
la conveniencia de elaborar programas municipales de prevención y control de la 
contaminación acústica, en los que se realice un diagnóstico de la situación, inventario de las 
actividades más ruidosas, campañas de inspección y control rutinarias, etc. Una propuesta de 
programa municipal de control del ruido podría ser la que se resume brevemente a 
continuación (siguiendo el modelo propuesto por M. Seoánez Calvo, con algunas 
variaciones), que abarcaría las siguientes fases: 
- Comenzar por un estudio basado en la toma de datos de niveles sonoros en diferentes 
puntos, e identificación de las fuentes. Realización de un listado de las actividades que más 
ruido generan. Cuando sea posible, desarrollar un mapa de ruido municipal. 
- Delimitación de las zonas que, por algún motivo, deben ser particularmente silenciosas. Fijar 
los límites sonoros según los usos del suelo, los horarios, etc. (en su defecto, se aplicarán los 
límites contenidos en la normativa –Ordenanzas o Normas Subsidiarias de Planeamiento-). 
- Una vez detectados los principales focos, comprobación de si cumplen con los niveles 
permitidos, las molestias que están causando en cada caso, máximos y mínimos del ruido, 
horarios, etc. En esta fase, además de utilizar la normativa vigente, se realizarán entrevistas a 
los productores del ruido y a los afectados por el mismo, para valorar adecuadamente los 
problemas. 
- Diseño de medidas para minimizar el ruido (medidas correctoras estructurales en locales, 
insonorización, modificaciones de horarios de actividades, sustitución de equipos ruidosos, 
cambios de materiales en el pavimento, cambios en la ordenación del tráfico, instalación de 
barreras acústicas, etc.). También se incorporan medidas de prevención específica 
(aislamiento de viviendas, sistemas de vigilancia, etc.) 
- Aplicación práctica de las medidas de control y comprobación de los resultados obtenidos. 
- Desarrollo adecuado de la función inspectora y sancionadora por parte de los 
Ayuntamientos, para el mantenimiento de los logros conseguidos. 
- Dentro de este programa, crear un subprograma específico para tratar los problemas de las 
“zonas” de ocio, introduciendo medidas específicas para su control, que debe coordinarse con 
programas de actuación de otras áreas municipales (que introduzcan, por ejemplo: acciones 
educativas, oferta de espacios y actividades lúdicas alternativas, programas preventivos del 
consumo de alcohol y drogas, etc.) 
III. RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, HE RESUELTO: 
Primero: Recordar a los 11 Ayuntamientos aragoneses con población superior a 10.000 
habitantes y al Departamento de Medio Ambiente de la Diputación General de Aragón, las 
conclusiones, recomendaciones y sugerencias realizadas en el Informe Especial sobre Ruidos 
elaborado en el año 2000, reproducidas más arriba, teniendo en cuenta que, transcurridos dos 
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años desde su finalización, aunque se han producido avances en algunos municipios, se 
pueden considerar mayoritariamente vigentes. 
Segundo: En particular, RECOMENDAR al Departamento de Medio Ambiente que acelere 
en la medida de lo posible los trabajos de elaboración del anteproyecto de Ley autonómica 
sobre contaminación acústica. Tercero: SUGERIR a los Ayuntamientos que todavía no lo 
hayan emprendido, la puesta en marcha de un programa de prevención y control de la 
contaminación acústica, en los términos expresados en el Informe Especial sobre el ruido y en 
las consideraciones precedentes. Igualmente, en aquellos casos en que se produzca el 
fenómeno de las “zonas” de ocio, sugerir a los Ayuntamientos la elaboración y puesta en 
práctica de programas específicos de control para dichas zonas, en los términos expuestos en 
las consideraciones precedentes. 
Agradezco de antemano su colaboración y quedo a la espera de que me comunique si acepta o 
no las Sugerencias formuladas, así como, en caso negativo, las razones que se estimen para su 
no aceptación. Atentamente, 
24 de Junio de 2002 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
1.1.2 3 de octubre de 2002. Ayuntamiento de Zaragoza. Fiestas del Pilar. Recinto Ferial y 
Pabellón Interpeñas. Control del aforo, accesos y evacuación del público. Seguridad 
ciudadana. Ruido y derechos fundamentales. Cumplimiento de condicionados de 
licencia para actuaciones musicales en carpa. Prohibición de Disco-Móvil. 
Competencias de policía ambiental. Inspección, control y sanción por contaminación 
acústica. Control Horario. 
Esta sugerencia trae causa de la queja de remitida a la Institución por varios vecinos 
residentes en las inmediaciones del Recinto Ferial de Miguel Servet, en el que se ubicaba 
durante las Fiestas del Pilar el recinto de la Federación de Interpeñas. Con anterioridad a 
esta sugerencia, en el año 2000, el Ayuntamiento de Zaragoza había incorporado las 
prescripciones manifestadas por la Institución, incluyendo en los pliegos en las 
autorizaciones de apertura relativas al recinto ferial condiciones restrictivas de 
funcionamiento que redundasen en la disminución de las inmisiones acústicas. Pese a lo 
anterior, dichas medidas se revelan insuficientes, recomendándose la instalación de pantallas 
acústicas y otra batería de sugerencias tendentes a erradicar las perturbaciones acústicas 
sufridas por los vecinos de la zona. 
I. ANTECEDENTES 
Tuvo entrada en esta Institución, con fecha 11 de octubre de 2001, queja que quedó registrada 
con el número de referencia señalado en el encabezamiento.  
En la misma se hacía alusión, por una parte, las molestias producidas por ruidos en el recinto 
ferial durante las fiestas del Pilar. Al parecer, se viene incumpliendo reiteradamente el 
Decreto por el que se autoriza a la Federación de Interpeñas de Zaragoza la realización de 
actividades, y así ha ocurrido tanto en las pasadas Fiestas del Pilar de 2001 como en las 
anteriores del año 2000, puesto que se instala disco-móvil a pesar de estar prohibida y el 
horario de finalización de actividades no es respetado. Solicita el interesado que formula la 
queja, en nombre de un grupo de vecinos, que se estudie el traslado del recinto ferial a otra 
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ubicación. Igualmente, el interesado que formula la queja solicita que no se autoricen las 
llamadas “aperturas paralelas” de las Facultades en el Recinto Ferial. 
Por otra parte, en el mismo escrito se formuló una queja por molestias producidas por una 
discoteca cercana situada en la C/ Miguel Servet. 
ANTECEDENTES DE HECHO 
Los ruidos ocasionados por la presencia del Recinto Ferial de Zaragoza fueron objeto de un 
expediente de queja tramitado en el año 1999, dando lugar a una Sugerencia del siguiente 
tenor literal: 
« I.- MOTIVO DE LA QUEJA 
Tuvo entrada en esta Institución con fecha 1 de octubre de 1999 escrito de queja que quedó 
registrado con el número de referencia arriba indicado, en el que se hacía alusión textual a lo 
siguiente: 
«Vivimos a treinta metros del recinto ferial de Miguel Servet. Soportamos todos los años, 
desde febrero hasta Semana Santa los ensayos de las Cofradías en el ferial. Después la Feria 
de Andalucía y por último las atracciones de las Fiestas del Pilar.  
Hemos llamado a la Policía Municipal muchísimas veces para medir decibelios a las dos de la 
mañana. Y siempre se han superado los 48 decibelios cuando la normativa creo que establece 
un máximo de 30 dB. Ellos tienen sus registros y nosotros hemos firmado los justificantes de 
las mediciones desde hace diez años. Y no se han tomado medidas para bajar el volumen de 
las atracciones a partir de las doce de la noche. Todos los vecinos trabajamos entre semana. 
Pero el ruido continúa hasta las cinco de la mañana todos los días hasta el uno de noviembre. 
Y creemos que se conculca nuestro derecho al descanso por un poder público que autoriza, 
saca beneficio económico de la actividad y no cumple ni lo que legisla ni vela por los 
derechos que como ciudadanos nos amparan. 
Mediante esta queja queremos que traslade nuestro sentir a los grupos municipales del 
Consistorio y a la Alcaldía. Que se busque una solución al problema para no perjudicar a los 
que viven del ferial y a los que tienen derecho al descanso. Que creemos que no es otra que 
bajar el volumen a partir de la medianoche y sancionar a quien lo incumpla. Creemos que es 
justo y razonable y el Derecho nos ampara. 
Creemos igualmente que se debe buscar una ubicación nueva del ferial. Además el 
Ayuntamiento tiene legislado que el ferial no puede permanecer más de cinco años en el 
mismo emplazamiento. No se puede castigar a los vecinos continuamente sin compensaciones 
económicas de exención de impuestos por la servidumbre. 
Queremos manifestar que estamos dispuestos a ir al Juzgado de Guardia contra el Consistorio 
y presentar una denuncia en el Tribunal de Justicia Europeo por el incumplimiento reiterado 
de la normativa de actividades molestas y de medio ambiente, basándonos en las mediciones 
que la policía municipal ha realizado en los últimos diez años. 
Por todo lo expuesto, solicito que esta Institución traslade mi queja a los poderes públicos a la 
mayor brevedad posible porque los sufrimientos y tortura psicológica que supone el Pilar 
viviendo donde vivimos no se los deseo a nadie. Además este problema no es aislado sino que 
se suma al problema de contaminación acústica que soportan los vecinos de Moncasi, del 
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Casco Antiguo y de otras zonas saturadas y al que tampoco se pone remedio y del que 
también me quejo.» 
II.- ACTUACIONES REALIZADAS 
1.- Habiendo examinado dicho escrito de queja se acordó iniciar expediente a mediación y 
dirigirse con fecha 19 de octubre de 1999 a ese Ayuntamiento con la finalidad de recabar la 
información precisa sobre la cuestión suscitada y, en particular, sobre las posibilidades que 
existían para adoptar las soluciones propuestas en el escrito de queja u otras que en definitiva 
sirvieran para garantizar el derecho al descanso nocturno de los vecinos afectados por este 
problema. 
2.- La respuesta a dicha solicitud se recibió con fecha 9 de diciembre de 1999 y en ella el 
Área de Servicios Públicos textualmente informa: 
«1.- Este Ayuntamiento, en cuanto Administración Pública, ha de orientar su actuación a la 
satisfacción de los intereses generales, en cumplimiento del mandato constitucional (art. 
103.1 CE) y legal (art. 6.1 LRBRL y 3.1 LRJAPPAC).  
El ejercicio de esta función lleva consigo de forma inherente la necesidad de arbitrar y 
ponderar los diversos intereses, en ocasiones contrapuestos, que se encuentran en juego en 
cada caso concreto. 
En el presente, es claro que este Ayuntamiento reconoce y ampara, como no puede ser de 
otra forma, el derecho al descanso de los vecinos, si bien ha de armonizarlo y 
compatibilizarlo con el derecho al disfrute de unas fiestas y celebraciones que, no puede 
olvidarse, forman parte del patrimonio cultural de la comunidad, y del acervo vivencial de la 
mayoría de los ciudadanos. 
Partiendo de la base de que el desarrollo de las fiestas del Pilar, así como las celebraciones 
de la Semana Santa (para cuya mejor ejecución son imprescindibles los ensayos) son también 
elementos integrantes del interés público y dignos, por tanto, de protección y promoción, hay 
que tener en cuenta que se ha considerado que los terrenos en los que actualmente se 
encuentra ubicado el recinto ferial son los más adecuados para el desarrollo de tales actos, 
tanto por el propio acondicionamiento del espacio, que reúne las mejores condiciones tanto 
para el público existente como para los industriales feriantes y actuantes en general, como en 
aras a minimizar las molestias por ruidos a los vecinos de la zona circundante, habida cuenta 
que el número de los afectados es relativamente menor que si el ferial se ubicara en otros 
lugares. 
Adicionalmente ha de señalarse que resultará en extremo difícil disponer en otra zona de 
terrenos municipales de las dimensiones necesarias con condiciones de comunicación con la 
Ciudad y de proximidad adecuadas. 
2.- Sin perjuicio de ello, la actuación municipal va dirigida a respetar el derecho al descanso 
nocturno de los ciudadanos, a cuya salvaguardia se orientan diversas medidas adoptadas. 
- Así, se ha de recordar que las licencias o autorizaciones otorgadas para la realización de 
las actividades objeto de la queja, quedan condicionadas al cumplimiento de las normas 
sobre límites de las emisiones de ruido establecidas en las Ordenanzas Municipales. Se 
adjuntan ejemplares de tales autorizaciones como Anexos I, II y III. 
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Asimismo, el Pliego de Prescripciones Técnicas de la Concesión de los Terrenos del Ferial 
para las Fiestas del Pilar contempla la sumisión a las normas reguladoras (Anexo IV). 
En consecuencia, toda infracción de los límites de emisión sonora establecidos podrá dar 
lugar, además de las posibles consecuencias revocatorias de las licencias, a la incoación del 
oportuno expediente para el ejercicio de la potestad sancionadora. A tal efecto, los 
ciudadanos que se sientan perjudicados podrán recabar la intervención de la Policía Local a 
fin de que por ésta se efectúe la correspondiente medición de ruidos y, en su caso, se formule 
la denuncia que proceda. 
- Igualmente, las autorizaciones limitan el horario, en su coincidencia con el período 
nocturno, a fin de garantizar el derecho al descanso. Con las mismas consecuencias en caso 
de incumplimiento que las anteriormente mencionadas. 
- La Policía Local ha efectuado intervenciones ante los incumplimientos de las condiciones 
establecidas (se acompaña relación como Anexo V). 
- Se han adoptado también otras medidas como imponer la prohibición de que las diferentes 
atracciones feriales emitan su propia música, imponiendo la emisión de una música 
ambiental unificada en un sólo aparato emisor, así como la prohibición total de utilización de 
todo tipo de altavoces o aparatos acústicos entre las 00, 00 y las 8, 00 horas. Estas 
condiciones, vigentes ya en los recintos feriales menores correspondientes a las fiestas de 
barrios, se incorporarán también al clausulado de la próxima concesión demanial de los 
terrenos del recinto ferial. 
Debe significarse que la última concesión ha estado vigente en el período 1996-1999, por lo 
que deberá efectuarse una nueva para el próximo o próximos años. Entendemos que a esta 
vigencia cuatrienal se refiere la queja cuando manifiesta, erróneamente, que la normativa 
municipal no permite que el Ferial permanezca más de cinco años en el mismo 
emplazamiento. 
3.- Sin perjuicio de todo lo expuesto, y además de ello, ha de destacarse una cuestión que va 
a tener una incidencia especialmente relevante en este tema. Se trata de la afección que los 
terrenos actuales del Ferial van a sufrir como consecuencia de las obras de construcción del 
Tercer Cinturón de circunvalación de la Ciudad. De resultas de éstas, parte del suelo 
actualmente destinado al Ferial quedará ocupado por los viales y sus zonas de protección, lo 
que obligará a sustituir dichos terrenos por otros, con traslado de la ubicación actual a otra 
que, si bien próxima, se situará con toda probabilidad, según ha informado el Área de 
Urbanismo, al otro lado de la carretera, lo que supondrá un alejamiento decisivo de las 
fuentes de ruidos respecto de la zona donde se sitúa la mayor parte de las viviendas. El 
desconocimiento del domicilio de las personas autoras de la queja impide mayor precisión a 
la hora de apreciar los efectos del alejamiento. 
Se adjunta plano indicativo como Anexo VI.  
Con ello, cabe suponer que los problemas objeto de la queja quedarán suprimidos o paliados 
en los años sucesivos.» 
En las autorizaciones que se citan y que se incluyen como Anexos en ese informe se introduce 
siempre una cláusula referida a los ruidos. Así, en la otorgada a la Casa de Andalucía en 1999 
para la celebración de la “XIII Feria de Andalucía en Zaragoza” figura: 
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«OCTAVO.- Comunicar a la Junta Directiva de la Casa de Andalucía que de conformidad 
con lo establecido en la Ordenanza Municipal de Protección contra Ruidos y Vibraciones, en 
ningún momento deberán sobrepasarse los límites máximos de ruidos, transmitidos a los 
inmuebles contiguos, establecidos en la misma (45 dB hasta las 22,00 horas y 30 dB en 
horario nocturno). Igualmente se comunica que la finalización de los actos tendrá lugar a las 
2,00 horas.» 
A la Universidad de Zaragoza se autorizan diversos eventos festivos los días 19 y 26 de 
noviembre de 1999 y 21 de enero del 2000 en los siguientes términos: 
«SÉPTIMO.- El volumen de ruido deberá mantenerse dentro de los límites que exige la 
convivencia ciudadana y el respeto a los derechos de los demás ciudadanos, debiendo en 
todo caso observarse las prescripciones de la Ordenanza Municipal de Protección contra 
Ruidos y Vibraciones. Los actos a que se refiere esta resolución deberán finalizar no más 
tarde de las 2,00 horas.» 
Por su parte el Pliego de Prescripciones Técnicas para la adjudicación del recinto ferial los 
años 1996 a 1999 inclusive estipula: 
«11ª.- Los altavoces, instalaciones musicales o efectos especiales que acompañan a las 
atracciones o espectáculos se controlarán, según los máximos legalmente autorizados, con 
sonómetro medidor, apercibiendo al titular del derecho de ocupación para el caso de que su 
atracción supere los máximos tolerados. Si a pesar del apercibimiento, el ocupante 
persistiera en la infracción, se procederá a precintar los altavoces o elementos que estén 
fuera de los límites permitidos y se podrá, además, sancionar al titular del derecho de 
ocupación, en atención a la gravedad de la infracción, con la pérdida del derecho a 
instalarse. 
Igual sanción podrá imponerse en el caso de incumplimiento generalizado de la presente 
prescripción o por obstaculizar la acción de los encargados de la feria dirigida a velar por el 
cumplimiento de la misma.» 
Y las normas sobre instalación y funcionamiento de los aparatos, espectáculos y garitas que: 
«19ª.- Queda terminantemente prohibido a los feriantes:  
... 
g) Proferir gritos o causar ruidos que no sean los naturales del funcionamiento de las 
instalaciones.» 
Por su parte la Policía Local informa que las actuaciones que ha realizado han sido numerosas 
debido a las quejas que se reciben por los vecinos próximos al recinto y que en los casos 
necesarios se ha procedido a denunciar las infracciones observadas y en otros se ha emitido el 
correspondiente informe dando cuenta del malestar de los vecinos. Acompaña la relación de 
denuncias impuestas a lo largo de los tres últimos años, que se cifran en:  
 1997 1998 1999 Total 
Recinto ferial 13 10 2 25 
Interpeñas 2 1  3 
Feria de Andalucía  1  1 
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 1997 1998 1999 Total 
Festival de las 
Naciones 
1   1 
Total 16 12 2 30 
 
En resumen como aspectos más relevantes a lo que importa en esta queja, se destaca de la 
respuesta remitida por el Ayuntamiento por un lado que en el clausulado de la próxima 
concesión del recinto ferial se impondrá la emisión de música ambiental unificada en un solo 
aparato emisor y se prohibirá utilizar todo tipo de altavoces o aparatos acústicos entre las 0,00 
y las 8,00 horas, y por otro que de resultas de la realización del tercer cinturón el recinto ferial 
se trasladará al otro lado de la carretera, lo que significará alejarlo de la mayor parte de las 
viviendas afectadas actualmente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los hechos que anteceden, en virtud de las competencias que me confiere la Ley 
4/1985, de 27 de julio, he resuelto formular al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
1º.- Que incluya a partir de ahora en cualquier autorización que otorgue para la utilización 
del recinto ferial la imposición de emisión de música ambiental unificada en un solo aparato 
emisor y la prohibición de uso de todo tipo de altavoces o aparatos acústicos entre las 0,00 y 
las 8,00 horas. 
2º.- Que estudie la posibilidad de aprovechar la realización del tercer cinturón de ronda de 
la ciudad para incluir pantallas acústicas u otras medidas correctoras que disminuyan la 
contaminación sonora producida tanto por el tráfico del propio cinturón como por el recinto 
ferial. » 
La citada Sugerencia fue aceptada por Resolución de la Alcaldía- Presidencia del 
Ayuntamiento de Zaragoza de 21 de enero de 2000. Sin embargo, posteriormente se recibió 
nueva documentación aportada por el interesado que daba muestra de que no se había resuelto 
el problema de contaminación acústica planteado, al incumplirse los Decretos sobre 
instalación de actividades musicales en el pabellón Interpeñas. 
 Presentado en octubre de 2001 un nuevo escrito de queja, cuyo contenido se resume en el 
encabezamiento, a la vista del mismo, se acordó admitirlo a trámite de mediación, asignando 
la tramitación del expediente a la asesora Dª. Nuria Gayán Margelí. Con fecha 30 de octubre 
de 2001 se dirigió un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza solicitando un informe sobre las 
cuestiones planteadas en la queja sobre las molestias producidas tanto por el recinto ferial 
como por la Discoteca “X”. En concreto, se solicitó lo siguiente: 
- Posibilidades que existen de adoptar las soluciones definitivas que sirvan para garantizar el 
derecho al descanso nocturno de los vecinos afectados por el problema de ruidos producidos 




- Grado de cumplimiento del Decreto de autorización a la Federación de Interpeñas de 
Zaragoza de instalación de una carpa y realización de actuaciones en ella durante las 
Fiestas del Pilar de los años 2000 y 2001. 
- Actuaciones municipales de control de dichas actividades y sus resultados. 
Expedientes sancionadores seguidos, en su caso.  
- Situación jurídico-administrativa de la Discoteca “X”, si está en posesión de las 
preceptivas licencias municipales de apertura y de actividad clasificada, en aplicación 
del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. 
- Si el citado establecimiento reúne las condiciones necesarias de insonorización para 
desarrollar tal actividad. 
- Qué denuncias vecinales ha habido por ruidos y molestias ocasionados por dicha 
Discoteca, si han dado lugar a alguna actuación municipal y con qué resultado. En 
concreto, si en algún momento se han hecho mediciones de ruido, cuál ha sido el 
resultado obtenido. 
- Qué expedientes sancionadores se han iniciado al citado establecimiento, por qué 
motivos, en qué fase de tramitación se encuentran y resultado de los mismos, en su 
caso. 
En respuesta a lo solicitado, con fecha 1 de enero de 2002 tuvo entrada en esta Institución un 
informe suscrito por la Policía Local, relativo a la situación de la Discoteca, comunicando el 
cierre de la misma y adjuntando fotocopia del Decreto de cierre y del Acta de Precinto del 
citado establecimiento. 
Con ello, puede considerarse resuelto uno de los dos problemas planteados en la queja, el de 
las molestias producidas por la Discoteca citada. Sin embargo, el informe recibido no hacía 
referencia a la información solicitada con motivo de las molestias producidas por el Recinto 
Ferial. Por este motivo, con fecha 22 de febrero de 2002 se dirigió una solicitud de ampliación 
de información al Ayuntamiento de Zaragoza, reiterando las cuestiones pendientes de 
respuesta. 
Tras la remisión de dos recordatorios en fechas 10 de abril y 4 de junio de 2002, finalmente el 
Ayuntamiento de Zaragoza ha emitido dos informes al respecto, el primero de ellos suscrito 
por la Policía Local, del siguiente tenor literal: 
“Información relativa a las denuncias formuladas al pabellón Interpeñas en los años 2000 y 
2001: 
En lo que se refiere al año 2000, y según los datos aportados por la Sección de Informática 
de esta Policía Local, se formularon dos denuncias al citado pabellón por superar los niveles 
de ruidos permitidos reglamentariamente en 15 y 1 decibelios respectivamente. Se adjuntan 
fotocopias de los boletines de denuncia y de las correspondientes actas de medición de 
ruidos.  
En el año 2001 no se formularon denuncias, si bien las actuaciones de Policía Local 
encaminadas a evitar posibles molestias por ruidos y los problemas planteados por exceso de 
aforo se resumen en el informe adjunto, ya remitido en su día al Área de Servicios Públicos.” 
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Acompaña a este informe una copia de otro informe interno, de 19 de octubre de 2001, 
firmado por el Jefe de la Policía de Barrio, que se reproduce a continuación: 
“ASUNTO: Resumen servicio especial en el Pabellón Interpeñas durante las Fiestas del Pilar 
2001 
ANTECEDENTES DEL SERVICIO 
En la mañana del día 5 de octubre de 2001 y ordenado por la Jefatura del Cuerpo el que 
suscribe se puso en contacto con el responsable del Pabellón Interpeñas..., se le informó 
telefónicamente en la mañana del día 5 que los bafles los debía orientar al lado opuesto a las 
casas de la C/ La Puebla de Híjar. Advirtiéndole que por la noche se pasaría inspección. 
Por la noche se pudo comprobar que la orientación de los bafles de la discomovil era la que se 
había solicitado, todos ellos se dirigían hacia la Cartuja Baja, también se procedió a notificar 
el Decreto del Teniente de Alcalde Delegado Area de Servicios Públicos de fecha 5 de 
octubre en ejecución y desarrollo del Decreto de la Alcaldía-Presidencia de fecha 4 de octubre 
de 2001, donde se limita a 90 dB(A) el sonido máximo medido a 30 metros de los bafles. 
Como las mediciones que se hicieron sobrepasaban los 94 dB(A), se le informó que se iba a 
hacer una inspección del equipo de música. Este 10 equipo de la discomovil tiene una 
potencia de 12.000 watios de sonido, manejado por el técnico de sonido... ...para controlar el 
volumen utiliza un procesador marca... ....el cual lleva una clave para acceder que sólo él 
conoce, la mesa de mezclas recibe el volumen del procesador. Se le solicitó bajara en 6 
decibelios la salida de los bafles para evitar molestias, realizándolo en presencia policial. 
El recinto de 175 m. de largo por 70 de ancho totalizan 12.250 m2, descontando escenario, 
bares y otros servicios pueden quedar libres al público 11.000 metros cuadrados, y según la 
normativa aplicable el aforo puede ser de 22.000 personas. 
SERVICIO PRESTADO 
Ordenado por la Jefatura del Cuerpo se ha prestado servicio especial de 23 a 6 de la mañana 
los días 5 al 13, con una patrulla compuesta por dos policías de paisano en el Pabellón 
Interpeñas para controlar y evitar el exceso de decibelios que pudiera molestar a los vecinos. 
También han realizado labores de prevención y vigilancia de drogas y Recinto Ferial. 
RUIDO Y MEDICIONES 
Noche del día 5 (Viernes) 
· Actuación de King África. Aforo unas 9.000 personas. La única llamada al 092 de la noche 
quejándose del ruido de Interpeñas, fue un vecino de la C/ La Puebla de Híjar, el cual no 
quiso identificarse ni que se midiera ruidos, si bien manifestó que se oía menos que el año 
pasado. 
Noche del día 6 (Sábado) 
· Actuación de Raúl. Aforo estimado 10.000 personas. No hubo quejas vecinales por ruidos. 
Noche del día 7 (Domingo) 
· Actuación Festival Cubaragón y Ronda de Boltaña. Aforo estimado 3.000 personas. No 
hubo quejas vecinales por ruidos. 
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Noche del día 8 (Lunes) 
·Actuación de AMARAL. Aforo estimado 13.000 personas. Durante el concierto hubo 3 
quejas vecinales, dos de ellas no quisieron que la Policía midiese los ruidos, otra dio positivo 
42 dB(A), en Cesáreo Alierta, 135... (se acompaña el acta de medición a los efectos que 
proceda). Manifestó en su descargo el encargado del Pabellón que el equipo de la actuación 
de la artista Amaral lo manejaban sus técnicos y no querían intromisiones. 
Cuando terminó la actuación y entró en funcionamiento el equipo de la discomovil, no hubo 
más quejas en toda la noche. 
Noche del día 9 (Martes) 
· Actuación de REVOLVER. Aforo estimado máximo 6.000 personas. No hubo quejas 
vecinales por ruidos. 
Noche del día 10 (Miércoles) 
· Actuación de M-CLAN. Aforo estimado máximo 12.000 personas. No hubo quejas vecinales 
por ruidos. 
Noche del día 11 (Jueves) 
· Actuación de LOS SECRETOS. Aforo estimado máximo 20.000 personas. No hubo quejas 
vecinales por ruidos. 
Noche del día 12 (Viernes) 
· Actuación de JARABE DE PALO. Aforo estimado máximo 20.000 personas. No hubo 
quejas vecinales por ruidos. 
Noche del día 13 (Sábado) 
· Actuación de MAGO DE OZ. Aforo estimado máximo 25.000 personas. No hubo quejas 
vecinales por ruidos. 
PROBLEMAS DE AFORO 
· La noche de la víspera del Pilar sobre las 3 de la mañana el pabellón estaba saturado de 
gente y las taquillas seguían abiertas por lo que fue requerido el responsable del Pabellón para 
que no se expendieran más, manifestando que se podría originar un problema más grande de 
orden público y que también iban saliendo mucha gente del Pabellón. 
·La noche del día del Pilar siendo las 4 de la madrugada el aforo estimado era superior a 
20.000 personas colapsándose las puertas de acceso al mismo, así como la venta de entradas, 
desbordándose los servicios de seguridad privada, Policía Local y Protección Civil, 
precisando dos dotaciones del Cuerpo Nacional de Policía. 
·La noche del día 13 sobre las 2,45 horas la afluencia de personas supera con creces la 
capacidad de los accesos al Pabellón, creándose por ello una gran congestión en las taquillas y 
entradas al interior del mismo, estimándose el aforo en 25.000 personas. Sobre las 3,15 horas 
al finalizar el concierto, se produjo nuevamente aglomeración en las salidas, y en la puerta de 
salida lateral se produjo una avalancha de personas, por lo que una persona se desmayó al 
parecer por la presión existente. Ante tal situación de peligro se procede a cortar parte de la 
valla metálica (unos tres metros) que cierra el recinto para facilitar la salida de las personas, a 
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la vez que se prohibió la venta de entradas hasta que se observó un desalojo prudente. Por 
Orden de la Jefatura del Cuerpo sobre la 1,45 se dispuso un Servicio Especial al mando de un 
Subinspector, con dos patrullas. No hubo servicio del Cuerpo Nacional de Policía pese a 
solicitarlo al 091. 
SUGERENCIAS PARA EL PRÓXIMO AÑO 
PRIMERO.- En la Autorización municipal debe figurar el número máximo de personas de 
aforo, obligando a entrar con un ticket numerado y con la fecha, a los que pagan y a los que 
no, ya que como está ahora con los peñistas no se lleva ningún control porque no pagan la 
entrada. 
SEGUNDO.- Las taquillas deben colocarse en el lado contrario a este año es decir en el lado 
derecho de la entrada al pabellón, con el fin de que no se crucen las filas de entrada y salid. 
Tener preparadas en las taquillas carteles bien visibles de “No hay entradas aforo lleno”. En 
estas taquillas debe haber ventanillas exclusivas para los peñistas con el fin de que presenten 
el carnet de socio y se le entregue el ticket numerado y de esta forma llevar un control del 
aforo. 
TERCERO.- Solamente había una entrada y una salida. Un recinto de estas dimensiones 
necesita al menos dos salidas más para una rápida evacuación, distribuidas adecuadamente, 
bien señalizadas y con vigilancia de seguridad privada. 
CUARTO.- Exigir un limitador de sonido con el fin de que la Policía Local lo precinte para 
que no pueda superar los dB(A) que se establezcan y que figuren en la autorización. 
QUINTO.- Exigir a la Organización que haya una ambulancia dispuesta en la puerta principal 
del Pabellón.” 
El Segundo informe recibido del Ayuntamiento de Zaragoza viene suscrito por el Servicio 
Jurídico de Servicios Públicos, con el siguiente tenor literal: 
“Contestando a la pregunta formulada por el Justicia de Aragón en relación con la queja 
presentada con motivo de los ruidos producidos por diversas actividades que se desarrollan en 
el Recinto Ferial, este Servicio puede manifestar lo siguiente: 
1.- En cuanto a las iniciativas promovidas por el Ayuntamiento, cabe señalar: 
- Con carácter general, todas las autorizaciones concedidas para la realización de actos que 
puedan ser fuente potencial de ruidos quedan condicionadas al cumplimiento de las normas 
vigentes en la materia. 
- En particular, el Pliego de Prescripciones Técnicas que rigió la adjudicación del Recinto 
Ferial durante las Fiestas del Pilar de 2001 estableció, en su apartado 11º: 
Los aparatos emisores de sonido que acompañan a las atracciones o espectáculos se 
controlarán según los máximos legalmente autorizados, con sonómetro medidor, apercibiendo 
al titular de la instalación en el caso de que su atracción supere los máximos tolerados. 
Queda prohibida la emisión de música en las diferentes atracciones, autorizándose únicamente 
la emisión de música ambiente unificada en todo el recinto en un solo aparato emisor. 
Queda asimismo prohibido el uso de altavoces y todo tipo de aparatos acústico entre las 00.00 
y las 08.00 horas. En caso de incumplimiento de las anteriores condiciones, y previo 
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apercibimiento, se procederá a precintar los altavoces o elementos, pudiéndose, asimismo, 
sancionar al titular de la instalación, en atención a la gravedad de la infracción, con la pérdida 
de su derecho a instalarse. 
Todo ello, sin perjuicio de las sanciones que puedan proceder por infracción a la Ordenanza 
Municipal de Protección contra Ruidos y Vibraciones. 
- Por su parte, la autorización de la carpa de la Federación Interpeñas durante el mismo 
período, establecía en su apartado cuarto: 
Las actuaciones programadas en el interior de la carpa deberán finalizar como máximo a las 
03,00 horas.  
Queda terminantemente prohibido, una vez finalizadas las actuaciones, la instalación de 
cualquier aparato de música, disco-móvil o, en general, fuente sonora, que pueda perturbar el 
normal descanso de los vecinos... 
Y el epígrafe séptimo contempla la posibilidad de revocar la autorización en caso de 
incumplimiento de las indicadas condiciones. 
- A partir de la entrada en vigor de la nueva Ordenanza Municipal de Protección contra 
Ruidos y Vibraciones, las actividades musicales al aire libre quedan sujetas a la obligación de 
constituir fianza para garantizar el cumplimiento de los límites establecidos por la propia 
Ordenanza. 
- Además de todo ello, y al objeto de reducir el impacto de las molestias por ruidos sobre los 
residentes en el entorno del recinto ferial, se ha adoptado el criterio de no autorizar en dicho 
emplazamiento determinadas actividades, tales como la celebración de las fiestas patronales 
de las diversas Facultades de la Universidad, o la realización de ensayos de cofradías de la 
Semana Santa. 
2.- En cuanto al grado de cumplimiento de las condiciones del Decreto de autorización de la 
carpa de la Federación Interpeñas, cabe partir como dato objetivo de las denuncias formuladas 
al respecto, adjuntando informe emitido sobre este particular por la Policía Local. 
En el mismo se reseñan también las actuaciones realizadas por dicho Cuerpo durante las 
Fiestas del 2001 en orden a garantizar el cumplimiento de las condiciones y el resultado de las 
mismas. 
(Se refiere al informe de la Policía Local reproducido más arriba) 
3.- Finalmente, se hace constar que en expediente nº 3.564.658/2000, incoado por Policía 
Local en fecha 10/10/2000, se impuso a la Federación Interpeñas, mediante resolución del Sr. 
Teniente de Alcalde Coordinador del Area de Servicios Públicos de 4 de abril de 2001, 
sanción de multa por importe de 25.000 pesetas, por vulneración de la Ordenanza Municipal 
de Protección contra Ruidos y Vibraciones.” 
II. CONSIDERACIONES 
A los hechos que anteceden les son de aplicación las siguientes consideraciones: 
Primera.- Sobre las molestias por ruidos en el interior del domicilio. 
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Las inmisiones acústicas molestas que se producen en el interior de los domicilios constituyen 
una violación de un derecho fundamental de los ciudadanos, que justifican la actuación de la 
Administración para dar solución a la contaminación acústica, no sólo durante la tramitación 
de una licencia de apertura, sino que también obligan a realizar una vigilancia posterior 
suficiente del desarrollo de estas actividades, de las molestias que generan, del cumplimiento 
de horarios, etc. A este respecto, destaca la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de las 
Islas Baleares de 29 de julio de 1999, que considera lo siguiente: 
“Las inmisiones acústicas molestas en el propio domicilio suponen una vulneración de los 
artículos 15 y 18.1 y 2 de la Constitución Española, a tenor de los cuales “todos tienen 
derecho a la vida y a la integridad física y moral...” (art. 15); y “se garantiza el derecho... a 
la intimidad personal y familiar” (art. 18.1), declarándose asimismo “el domicilio es 
inviolable” (art. 18.2)”. 
Tal y como expone D. Pablo Acosta, profesor de Derecho Administrativo, en un comentario a 
la citada Sentencia (Rev. REALA nº 282, 2000), “en ella se argumenta que la jurisprudencia 
española, tradicionalmente recelosa en la interpretación de que tales molestias implicaban 
violación de derechos constitucionales, ha acabado aceptando, por la vía del artículo 10.2 de 
la Constitución, la interpretación que del Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, 
habían venido realizando la Comisión y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Según 
esta interpretación, la inmisión de ruidos molestos en el domicilio constituye una infracción 
del artículo 8.1 del Convenio... 
...Se reconoce en la Sentencia que puede existir un conflicto entre los derechos de los vecinos 
y los derechos de propiedad y libertad de empresa de los hosteleros, pero el conflicto debe 
resolverse a favor de los primeros; como ha establecido el Tribunal Supremo, el derecho de 
propiedad y la libertad de empresa se hallan normalmente condicionados a otros derechos 
constitucionales. Afirma la Sentencia que los derechos a la intimidad y a la integridad física 
tienen prioridad sobre los intereses económicos de los empresarios que se lucran con 
actividades que, directa o indirectamente, generan molestias a terceros. En concreto, en 
materia de locales de ocio, por la naturaleza de su actividad, prevalecen las medidas de 
policía sobre las de fomento del libre comercio.” 
Hay que señalar que los ruidos generados por las actividades de ocio, según reiterada 
Jurisprudencia, son ruidos perfectamente evitables, siempre que los poderes públicos adopten 
las medidas adecuadas en el cumplimiento de sus obligaciones. 
Ahora bien, también debe tenerse en cuenta que en el caso que nos ocupa, las actividades se 
realizan con motivo de unas Fiestas que también forman parte del patrimonio cultural de la 
comunidad y las vivencias de los ciudadanos, por lo que se trata de hacer compatible el 
derecho a divertirse durante las Fiestas (que permite, como en realidad ya se hace, ser más 
tolerantes con determinadas cuestiones, como horarios, etc.), con el derecho de los vecinos a 
descansar y la necesidad de que las leyes, las Ordenanzas y los condicionados se cumplan sin 
defraudarlos. 
Segunda.- Sobre el anterior expediente de queja tramitado en esta Institución y la 
evolución de la situación hasta la fecha. 
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La Sugerencia remitida a ese Ayuntamiento con motivo del expediente de queja DII-841/1999 
señalaba dos actuaciones correctoras posibles para dar solución al problema de los ruidos 
producidos por el Recinto Ferial, que fueron aceptadas por el Ayuntamiento de Zaragoza, a 
saber: 
1) La inclusión en cualquier autorización que se otorgue para la utilización del recinto ferial 
de la imposición de emisión de música ambiental unificada en un solo aparato emisor y la 
prohibición de uso de todo tipo de altavoces o aparatos acústicos entre las 0,00 y las 8,00 
horas. 
2) Estudiar la posibilidad de aprovechar la realización del Tercer Cinturón de ronda de la 
ciudad para incluir pantallas acústicas u otras medidas correctoras que disminuyan la 
contaminación sonora producida tanto por el tráfico del propio cinturón como por el recinto 
ferial. 
El Pliego de Prescripciones Técnicas que rigió la autorización del Recinto Ferial para 2000 y 
2001 estableció, efectivamente, la prohibición del uso de altavoces y todo tipo de aparatos 
acústicos de 00,00 a 8,00 horas. 
En cuanto al Tercer Cinturón, con la reciente finalización y puesta en funcionamiento del 
mismo se realizarán controles acústicos, y es de esperar que se determinen cuáles son las 
necesidades de colocar pantallas u otros elementos de aislamiento acústico, de los cuales 
carece actualmente en el punto concreto al que se refiere la queja. A este respecto, cabe 
recordar al Ayuntamiento de Zaragoza que tome en consideración a la hora de valorar la 
necesidad de pantallas acústicas, no sólo los ruidos del tráfico del cinturón, sino también los 
ruidos producidos por el Recinto Ferial durante las Fiestas del Pilar, tal y como se indicó en la 
Sugerencia antes citada. 
El Pabellón Interpeñas constituye un foco principal de ruidos dentro del Recinto Ferial. A la 
vista de los documentos obrantes en el actual expediente de queja, el problema de 
contaminación acústica no ha quedado resuelto. Así, mientras el Decreto de Autorización 
otorgado a la Federación de Interpeñas de Zaragoza establece condiciones como la 
finalización de actuaciones musicales a las 3,00 horas y la prohibición de instalar disco-móvil 
o cualquier otro aparato de música con posterioridad a la finalización de las actuaciones, 
posteriormente estas condiciones no han sido cumplidas. En efecto, los propios informes 
suscritos por la Policía Local citan la instalación de discomóvil al término de las actuaciones 
musicales. 
Desconociendo en esta Institución en qué términos se concederá la autorización para las 
fiestas del Pilar de 2002, todo parece indicar que nuevamente se incluirá como condicionado 
la prohibición de instalar discomóvil ni ningún otro aparato musical al término de las 
actuaciones. Por lo que deberán darse las instrucciones precisas para garantizar que los 
responsables del citado Pabellón cumplan con este requisito, debiendo proceder el 
Ayuntamiento en caso contrario a ejercer las acciones pertinentes, incluida la revocación de la 
autorización. 
Otra cuestión que surge a la vista de los informes recibidos es la dificultad en controlar las 
emisiones de los equipos musicales del citado Pabellón, debido a la complejidad de éstos 
últimos, especialmente si son manejados desde un procesador informático. Por ello, se 
considera muy acertada la propuesta formulada desde la Policía de Barrio de obligar a la 
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colocación de limitadores, lo que permite que puedan precintarse los equipos, evitando así 
que superen el nivel de decibelios autorizado, en lugar de requerir al técnico de sonido que 
reduzca el volumen en presencia policial, lo que no garantiza suficientemente el cumplimiento 
de los límites de emisión sonora a lo largo de la actuación. 
Cabe señalar que constan en el expediente actas de medición de ruidos que han sobrepasado 
los límites admitidos, tanto en las Fiestas del Pilar de 2000 como en las de 2001. Cita el 
informe del Servicio Jurídico de Servicios Públicos la imposición de una sanción de 25.000 
pts., cuyo importe puede calificarse de escaso aplicando el principio de proporcionalidad, lo 
que hace que esta medida no sea lo suficientemente coercitiva para evitar el incumplimiento 
de las Ordenanzas Municipales. De ahí la importancia de poner en marcha otras medidas 
mucho más efectivas, como el precinto de los equipos musicales. 
La entrada en vigor de la nueva Ordenanza Municipal de Protección contra Ruidos y 
Vibraciones introduce un nuevo elemento importante para garantizar el cumplimiento de la 
misma, y es la exigencia de constitución de una fianza a las actividades musicales que se 
realizan al aire libre. En caso de que se detecte un incumplimiento de la citada Ordenanza por 
superar los niveles máximos de ruido permitidos, el Ayuntamiento deberá proceder a la 
ejecución de esta nueva medida.  
Otra cuestión importante que se cita en la documentación remitida por el Ayuntamiento de 
Zaragoza es la existencia de problemas de control del aforo y de organización de los accesos y 
la evacuación del Pabellón Interpeñas, que han quedado reproducidos en los Antecedentes de 
Hecho, existiendo unas propuestas formuladas por la Policía de Barrio en un informe 
realizado pocos días después de la finalización de las Fiestas del Pilar de 2001. La gran 
importancia de estos problemas, por su afección a la seguridad de las personas, hacen 
imprescindible la adopción de medidas correctoras para evitar que en las presentes Fiestas del 
Pilar del 2002 puedan repetirse situaciones como las descritas (aglomeración de personas a la 
salida, excesiva presión, con el desmayo de una persona, etc.). 
Finalmente, por lo que respecta a los ensayos de cofradías y las fiestas organizadas por la 
Universidad, el Ayuntamiento de Zaragoza señala en su informe que han dejado de 
autorizarse en dicho emplazamiento, al objeto de reducir el impacto de las molestias por 
ruidos sobre los residentes de esta zona. 
III. RESOLUCIÓN 
Vistos los Antecedentes de Hecho y Consideraciones efectuadas, HE RESUELTO: 
Primero.- SUGERIR al Ayuntamiento de Zaragoza que, en función de cuáles hayan sido los 
condicionados de la Autorización municipal al Pabellón Interpeñas, tomando en 
consideración las propuestas realizadas por la Policía de Barrio en su informe de 19 de 
octubre de 2001, ponga en marcha las medidas adicionales que sean necesarias en orden a 
garantizar un control efectivo del aforo, así como garantizar la apertura de un número 
suficiente de salidas del citado pabellón para una rápida evacuación del mismo. 
Segundo.- SUGERIR al Ayuntamiento de Zaragoza que en la actual edición de las Fiestas 
del Pilar de 2002, ponga en marcha los mecanismos necesarios para hacer compatible el 
derecho a divertirse durante las Fiestas (que permite, como en realidad ya se hace, ser más 
tolerantes con algunas cuestiones, como los horarios, etc.) con del derecho de los vecinos a 
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descansar y la necesidad de que las leyes, las ordenanzas y los condicionados se cumplan sin 
defraudarlos. Lo que implica garantizar el cumplimiento de todos y cada uno de los 
condicionados de la Autorización municipal al Pabellón Interpeñas, en especial los que se 
refieren a la instalación de aparatos musicales y disco-móvil al término de las actuaciones, 
procediendo en caso contrario a ejercer las acciones previstas tanto en la Autorización como 
en la Ordenanza Municipal de Protección contra Ruidos y Vibraciones (como revocación de 
la autorización, ejecución de la fianza). 
Tercero.- SUGERIR al Ayuntamiento de Zaragoza que realice las actuaciones oportunas 
para que se instalen limitadores en los equipos de sonido del Pabellón Interpeñas, lo que 
permitirá que la Policía Local pueda controlar los equipos musicales en caso de superar los 
niveles máximos de ruido permitidos, dando así rápida solución a un eventual problema de 
contaminación acústica. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero me comunique si acepta o no la Sugerencia 
formulada, así como, en caso negativo, las razones que se estimen para su no aceptación. 
 
3 de octubre de 2002 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
2. AÑO 2003 
2.1 Ruidos 
2.1.1 3 de julio de 2003. Ayuntamiento de Zaragoza. Problemas generados por las zonas de 
bares (C/ Fita), reiterados en anteriores expedientes: Molestias por ruidos y 
vibraciones, vulneración derechos fundamentales, problemas de salud y de seguridad 
ciudadana, etc. Aplicación de criterios restrictivos en licencias de apertura y cambios 
de titularidad. 
En este caso, la Institución tramita una queja producida por los ruidos y la inseguridad 
ciudadana provocada por dos establecimientos situados en la calle Fita de Zaragoza. Sobre 
las vulneraciones del derecho a la intimidad domiciliaria y los perjuicios de las denominadas 
“zonas de ocio nocturno” el Justicia se había pronunciado con anterioridad en sendos 
expedientes relativos a las zonas de discobares ubicadas en las calles Perpetuo Socorro y 
Zumalacárregui, también de Zaragoza. En este caso, se detecta que una de las licencias de 
actividad de uno de los establecimientos podría hallarse caducada, por lo que de acuerdo 
con la normativa sobre zonas saturadas, no podría tramitarse el cambio de titularidad de 
licencia que se encontraba en curso en el momento de remitirse esta queja, debiendo 
proceder el Ayuntamiento de Zaragoza a su clausura. 
I. ANTECEDENTES 
El 22/11/02 tuvo entrada en esta Institución una queja en la que denunciaba problemas de 
ruido y convivencia ciudadana en la calle Fita, que quedó registrada con el número de 
referencia arriba indicado. 
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En la misma se hace alusión a las molestias producidas por ruidos y suciedad procedentes de 
los establecimientos de ocio allí ubicados; por su carácter gráfico, se reproduce a continuación 
una parte, donde se ponen de manifiesto con crudeza los problemas existentes: 
“La situación que vivo es insostenible, en cuanto a ruidos y suciedad provocada por los bares 
de copas que tengo debajo, y las “personas” que salen de ellos. Tengo dos, BISONTE Y 
KWM, este último abierto para el Pilar. Los dos abren a las 12 de la noche y cierran a las 12 
del mediodía. 
Trabajan de miércoles por la noche a domingo por la noche. Yo no sé qué tipo de 
insonorización tendrán, pero la música se mete en mi casa. No respetan el horario de cierre, 
he llamado a la policía para medición de ruidos, pero los matones que están en la puerta (me 
refiero al KWM) en cuanto ven a los policías llamando a mi puerta, les avisan y la paran, 
pero en cuanto se van, la ponen otra vez y más alta de lo que estaba. Los que salen de dichos 
bares, bebidos y empastillados, lo hacen alborotando, nos ensucian la puerta con vomitinas, 
se orinan, tiran vasos y botellas, riñen y nos manchan el portal de sangre, arremeten contra 
los cubos y contra los coches.” 
Denuncia también la queja las ocasiones en que los usuarios de estos establecimientos le han 
intimidado e insultado en la calle, señalando que hubo un tiempo en el que parecía que la cosa 
estaba más tranquila, pero que últimamente parece que se están intentando resucitar este tipo 
de negocios; a este respecto, recuerda que el citado KWM se levanta donde antes hubo otro 
igualmente conflictivo llamado Trax, que ha estado cerrado un par de años, por lo que duda 
que pueda tener licencia de apertura, por tratarse de zona saturada. 
A la vista del contenido de la queja, se acordó admitirla a mediación, asignando el expediente 
para su tramitación. En ejecución de esta encomienda, con fecha 19/12/02 se solicitó 
información del Ayuntamiento de Zaragoza relativa a la situación administrativa de los dos 
establecimientos citados en la queja, Bisonte y KWM: si cuentan con las preceptivas 
licencias, para lo que se pidió copia del expediente; se preguntó sobre el aislamiento acústico 
de los locales, las denuncias vecinales recibidas por ruidos ocasionados en ellos y actuaciones 
municipales a que hayan dado lugar; si se han efectuado mediciones de ruidos, reclamándose 
los resultados, y si la llegada de efectivos de la Policía Local para realizar mediciones es 
visible para el personal de vigilancia de dichos establecimientos. 
Tras reiterar la petición el 28/04/03, se ha recibido informe del Servicio de Disciplina 
Urbanística del Ayuntamiento de Zaragoza de fecha 09/06/03 en el que se hace constar lo 
siguiente: 
- “El establecimiento denominado KWM (Fita 9) tiene licencia urbanística y de 
actividad otorgada por resolución de 24/04/86 (expte. 585.944/84) y licencia de 
apertura otorgada, en expte. 3.189.018/98, si bien actualmente se tramita una solicitud 
de cambio de titularidad (expte. 972.330/02). Se le ha impuesto una sanción de un mes 
de suspensión de licencia por resolución de Alcaldía Presidencia de 06/06/03 motivada 
por una denuncia por incumplimiento de la Ordenanza municipal contra ruidos y 
vibraciones. 
- El establecimiento denominado “Bisonte” (Fita 11) tiene licencia urbanística y de 
actividad otorgada por resolución de 13/06/89 (expte. 3.055.537/88) y licencia de 
apertura otorgada, en expte. 761.488/87; como en el caso anterior, se está tramitando 
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una solicitud de cambio de titularidad (expte. 3.166.614/99). No costa ningún 
expediente sancionador.” 
-No se ha enviado el resto de documentación solicitada. 
II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
La documentación existente en este y en otros expediente tramitados en El Justicia de Aragón 
y el conocimiento público de la situación ponen de manifiesto un problema que en reiteradas 
ocasiones ha sido tratado en la Institución, cual es el de la existencia de “zonas” de ocio 
nocturno generada por la concentración en una determinada área del casco urbano un excesivo 
número de establecimientos de hostelería; tal agrupamiento, que determina grandes 
concentraciones humanas para hacer uso de ellos, incrementa enormemente la contaminación 
acústica y genera de otros problemas que trascienden con mucho a los aspectos ambientales, 
como son los relativos consumo de alcohol y drogas, problemas de seguridad ciudadana, 
tráfico, etc.  
A la lesión del ordenamiento jurídico que esta situación produce se añaden unas 
consecuencias más graves, cuales son las continuas molestias que se generan a los vecinos 
impidiéndoles el descanso y la vida normal tanto en el interior de sus domicilios, gravemente 
alterada por dicho incumplimiento, como en la vía pública, llegando a sentir temor a salir o 
entrar de su casa por las provocaciones, insultos o amenazas a las que se ven sometidos. Los 
escritos que queja que vienen presentando este los ciudadanos afectados ponen de manifiesto 
una situación angustiosa de indefensión, dado que observan un incumplimiento de la 
normativa que lesiona muy gravemente derechos fundamentales que la Constitución reconoce 
a la integridad física y moral, a la salud, a la intimidad personal y familiar y a la inviolabilidad 
del domicilio. 
Recientemente, desde esta Institución se han elaborado dos informes sobre una situación 
idéntica a la que aquí se plantea (expediente DII- 1362/2002-2, relativo a los problemas que la 
acumulación de bares presenta en la calle Perpetuo Socorro y adyacentes, y DII-610/2002-2, 
por las mismas cuestiones en la calle Zumalacárregui). Dada la identidad del problema y el 
escaso tiempo transcurrido desde que fueron dictados, se dan por reproducidas íntegramente 
las consideraciones jurídicas y sugerencias contenidas en los mismos. 
No obstante, nos ha llamado la atención que en la actual queja se hace referencia a que uno de 
los establecimientos problemáticos, el citado KWM, se levanta donde antes hubo otro que 
también era conflictivo y que estuvo cerrado un par de años, por lo que se suscita la duda de 
que pueda tener licencia de apertura al tratarse de zona saturada. Sin embargo, en el informe 
del Servicio de Disciplina Urbanística se indica que se está tramitado un cambio de 
titularidad, ante lo que cabe oponer lo siguiente: 
La Ordenanza municipal de distancias mínimas y otras limitaciones para actividades 
reguladas en el reglamento general de espectáculos públicos y actividades recreativas, en 
evitación de molestias derivadas del ejercicio de las mismas, aprobado por el Pleno del 
Ayuntamiento el 30/10/98 y publicada en el BOP de 26/11/98, ha previsto la caducidad de las 
licencias una vez transcurridos seis meses desde la comprobación del cese efectivo de las 
mismas; para ello es precisa una declaración administrativa que se producirá, siguiendo el 
procedimiento indicado en la Ordenanza, tras comprobar el transcurso de los plazos y el cese 
efectivo de la actividad o del no ejercicio de la licencia concedida. Si, como se indica en la 
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queja, el establecimiento del que trae causa la transmisión de licencia estuvo cerrado durante 
casi dos años, debió haberse producido la caducidad de la licencia por no ejercitar la 
actividad; consecuencia inmediata de la desaparición de la anterior licencia es la posibilidad 
de considerar que no hay transmisión, sino nueva actividad y, en aplicación del artículo 14 de 
la misma Ordenanza y del acuerdo plenario de 29/09/95 por el que se aprueba definitivamente 
la declaración de zonas saturadas, resolver la imposibilidad de solicitar licencias para nuevas 
actividades o denegar su otorgamiento por concurrir las circunstancias especiales de 
encontrarnos con un sector o zona de la ciudad donde se producen graves molestias a la 
vecindad por la afluencia de público a locales o actividades sujetas a esta Ordenanza que 
tienen autorización legal de funcionamiento en horario comprendido entre las 22.00 y las 8.00 
horas, y donde además se produce la concentración en una misma zona de actividades sujetas 
a la Ordenanza que llevan consigo una mayor congestión de tráfico y razones de seguridad 
aconsejan la adopción de estas medidas. 
III. RESOLUCIÓN 
Así, entendiendo aplicables a los hechos relatados las consideraciones jurídicas que 
fundamentaron las sugerencias enviadas a ese Ayuntamiento a raíz de los expedientes DII-
1362/2002-2 y DII-610/2002-2 sobre similares problemas en las calles Perpetuo Socorro y 
Zumalacárregui, y en ejercicio de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 
de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero.- Reiterar al Ayuntamiento de Zaragoza las sugerencias contenidas en los dos 
expedientes antes señalados, por hacer referencia a los mismos problemas observados en el 
que ahora nos ocupa. 
Segundo.- Sugerir al Ayuntamiento de Zaragoza que, dados los problemas de convivencia que 
las zonas saturadas producen en esta ciudad, aplique un criterio restrictivo para autorizar los 
cambios de titularidad de licencias, de forma que el cese en la actividad de un establecimiento 
por tiempo superior al previsto para la caducidad de la licencia habilite para prohibir su 
transmisión, pues ello supone mantener el problema en contra de la finalidad de la Ordenanza 
municipal, que según su artículo 1 es evitar las “…. molestias derivadas del ejercicio de las 
mismas, del incremento apreciable de molestias para el vecindario y para la correcta función 
y seguridad de las vías públicas, así como de las molestias derivadas de la excesiva 
proximidad o concentración en el espacio de este tipo de usos, evitando de esta forma efectos 
aditivos que suponen un deterioro apreciable de la calidad de vida o del medio ambiente”. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que, en plazo no superior a un mes, me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, así como, en caso negativo, las razones 
que se estimen para su no aceptación. 
3 de Julio de 2003 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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2.1.2 2 de diciembre de 2003. Ayuntamiento de Zaragoza. Bº de Garrapinillos. Necesidad 
de mejorar las condiciones del suelo residencial. Viviendas afectadas por ruidos de 
autovía muy próxima. Necesidad de prever estos problemas en el planeamiento 
urbano. Distancias establecidas en la normativa de carreteras. Afección de la nueva 
Ley del Ruido. Instalación de pantallas acústicas 
En este caso, la Institución se pronuncia sobre una queja remitida por un ciudadano 
residente en una urbanización de Garrapinillos, la cual linda con una carretera de 
titularidad estatal. Advierte el Justicia que no se han respetado en la urbanización la 
distancia de 100 metros medida desde el talud de explanación de la carretera, la cual 
constituye, conforme a la legislación nacional de carreteras, la línea límite de edificación. 
Atendiendo a la corrección de los ruidos y vibraciones que los particulares vienen sufriendo, 
se recomienda la instalación de una pantalla contra el ruido, de acuerdo con lo previsto en el 
proyecto de urbanización. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 26/03/03 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando 
problemas por ruido en una urbanización. 
SEGUNDO.- En la misma el interesado relata que en agosto de 2002 le entregaron una 
vivienda que adquirió en la urbanización Torreblanca, en Garrapinillos (entre la autovía de 
Logroño, N-232, a su paso por Casetas y la variante de esta población; figura en el P.G.O.U. 
de Zaragoza como Área 62) y que tiene, al igual que el resto de residentes, enormes 
problemas de ruidos motivados por la cercanía de esta carretera. Añade que su casa se 
encuentra a 9 metros de la autovía, y aunque en el proyecto constaba la colocación de un 
cortarruidos, no se han instalado a pesar de las gestiones realizadas por los vecinos ante el 
promotor e instituciones públicas. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando el 
expediente al Asesor D. Jesús Olite para su tramitación. Dado que la carretera que produce las 
molestias a estos ciudadanos es de titularidad estatal, y por tanto la supervisión de los órganos 
encargados de su gestión no corresponde al Justicia de Aragón, con fecha 08/04/03 se trasladó 
la queja al Defensor del Pueblo, que la admitió a trámite y ha continuado la instrucción del 
expediente inicial. 
Sin perjuicio de lo anterior, y dado que se trata de un problema de ordenación del territorio y 
de planeamiento urbanístico, en que el Ayuntamiento de Zaragoza es el órgano competente 
para la aprobación de proyectos de urbanización y concesión de licencias de obras en su 
término municipal, se resolvió continuar la tramitación del expediente en la parte que afecta a 
esta materia. A tal fin, se envió con fecha 30/04/03 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza 
recabando información acerca de si en el proyecto de urbanización de la zona que se 
menciona estaba prevista la instalación de medidas para proteger a las viviendas contra el 
ruido procedente de la vecina carretera nacional 232, y cuáles fueron los criterios para 
autorizar el proyecto de urbanización en los términos en que se encuentra actualmente, dado 
que existen algunas viviendas en la zona de servidumbre y otras muchas en la zona de 
afección de la carretera. 
CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 27/05/03, y en ella se hace constar la 
legalidad de las actuaciones realizadas, que son las siguientes: - Aprobación del proyecto de 
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urbanización del Área 62, en el barrio de Garrapinillos “Urbanización Torreblanca” por el 
Pleno del Ayuntamiento en sesión de 26/05/94. 
- Toma de razón por parte de la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio de 
Zaragoza en sesión de 28/07/94. 
- Autorización de accesos desde la autovía de Logroño, así como los cruces de servicio 
bajo la autovía y vía de acceso a la misma y afección a la variante de Casetas, por la 
Demarcación de Carreteras del Estado en fecha 17/02/94, que establece determinados 
condicionantes para la ejecución de la obra. 
Señala asimismo que en dicho proyecto de urbanización no estaba prevista ni proyectada la 
instalación de barreras de protección contra el ruido de las edificaciones incluidas en la 
urbanización. Asimismo, informa que en la fecha de expedición de su informe, 16/05/03, se 
había solicitado por parte del promotor la recepción provisional de las obras de urbanización, 
expediente que está pendiente de informes técnicos municipales y de subsanar algunas 
deficiencias técnicas observadas en informes previos y comunicadas en su momento al 
promotor. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre las posibilidades de actuación anteriores a la Ley del Ruido. 
La Ley 7/1998, de 16 de julio, por la que se aprueban las Directrices Generales de 
Ordenación Territorial para Aragón establece en su Directriz 91 que las políticas del suelo 
propiciarán una adecuada gestión del mismo, utilizando todos los instrumentos que permite la 
normativa urbanística, con objeto de lograr una planificación urbana de calidad. 
La política de suelo de un municipio se concreta en el Plan General de Ordenación Urbana, 
instrumento que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 32 y siguientes de la Ley 
5/1999, Urbanística de Aragón, clasifica el suelo con sus categorías y calificación urbanística 
y asigna y pondera los usos, intensidades y tipologías edificatorias de las diferentes zonas. 
Desarrollando los correspondientes preceptos legales, el Reglamento de desarrollo parcial de 
la Ley Urbanística señala en su artículo 41 que “El Plan General adoptará un modelo 
respecto de la ciudad y el territorio, que habrá de establecer los elementos determinantes de 
la estructura general y orgánica de los mismos, incluyendo objetivos, directrices y estrategias 
de desarrollo y, en particular, definiendo: a) La asignación a las diferentes zonas de los 
correspondientes usos globales cuya implantación se prevea y la intensidad de los mismos. ... 
c) Las necesidades de protección y mejora de la salud y la calidad de vida y, en 
consecuencia, las limitaciones y prohibiciones que resulten procedentes”. Así, el planificador, 
a la hora de hacer una clasificación del suelo, no debe atender únicamente a la ubicación de 
los terrenos en relación con el núcleo urbano o con determinadas infraestructuras, sino que 
debe evaluar los eventuales problemas que traerá la urbanización de un suelo y su posterior 
edificación y ocupación por los futuros residentes, tanto los derivados propiamente de la 
creación de nuevos núcleos (vías de comunicación, acceso razonable a los servicios urbanos, 
etc.), como los que aparezcan derivados de usos preexistentes que no revestían especial 
problemática porque las viviendas estaban a una distancia suficiente para no percibir 
molestias, pero que pueden generar una repercusión negativa si se sitúa cerca de ellos una 
zona residencial. Así, aunque no revistan las características que, según la dicción del artículo 
19.b de la Ley Urbanística, determinan su consideración como “inadecuados para el 
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desarrollo urbano”, hay que evaluar los inconvenientes de una urbanización inmediata, 
anticiparse a los problemas que esta actuación generará en el futuro, intentar resolverlos 
satisfactoriamente antes de que se produzcan y, en su caso, establecer unos usos acordes con 
la situación de los predios a ordenar y contando con las servidumbres que les afectan. 
En el caso que nos ocupa, la urbanización Torreblanca, suelo calificado como residencial en 
su Plan Parcial, esta encajada en una zona industrial y rodeada de carreteras de gran tránsito 
rodado (carretera nacional 232 y variante de Casetas, ambas autovías, y acceso actualmente en 
construcción a la autopista A- 68) que dificulta el acceso de sus vecinos a servicios y 
equipamientos básicos que no se encuentran en el núcleo de población formado; este 
inconveniente se da en mayor medida para las viviendas más próximas a la variante de 
carretera, donde el nivel del ruido producido por el tránsito rodado resulta superior a los 
límites comúnmente aceptados para el suelo residencial y que permiten disfrutar de una 
adecuada calidad de vida. En estos emplazamientos dotados de buena comunicación viaria y 
alejados de poblaciones, que pueden resultar idóneos para el establecimiento de zonas 
industriales o comerciales, los residentes están expuestos a molestias derivadas de actividades 
que se venían desarrollando con anterioridad y que resultan de difícil corrección. 
Segunda.- Sobre el adecuado cumplimiento de la normativa de carreteras. 
El informe que la Demarcación de Carreteras del Estado en Aragón emitió en relación con el 
Plan Parcial, y en concreto en cuanto a las vías de acceso desde la N-232 y cruces para 
saneamiento y abastecimiento de la Urbanización Torreblanca, de fecha 17/02/94, tiene 
carácter favorable, estableciendo en su condición particular 4.2ª que “El desarrollo del 
proyecto de urbanización respetará las limitaciones impuestas por la variante de Casetas, en 
cuanto a línea de edificación y cerramientos fuera de la zona de servidumbre reflejados en el 
plano 3.1.1 de acuerdo a las prescripciones anteriores de esta Demarcación y la 
Legislación vigente”  
Siendo esta carretera de titularidad estatal, la legislación aplicable viene contenida en la Ley 
25/1988, de 29 de julio, de Carreteras, que establece en sus artículos 21 a 26 varias 
limitaciones para la mejor garantía del uso y defensa de las carreteras; son las siguientes: 
- Zona de dominio público, que ocupará en autopistas, autovías y vías rápidas una franja 
de terreno de ocho metros de anchura a cada lado de la vía, medidas en horizontal y 
perpendicularmente al eje de la misma desde la arista exterior de la explanación; solo 
podrán realizarse allí obras o instalaciones previa autorización del Ministerio de 
Fomento y para la prestación de un servicio público de interés general. 
- Zona de servidumbre, consistente en dos franjas de terreno delimitadas interiormente 
por la zona de dominio público y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas 
exteriores de la explanación a una distancia de 25 metros en las vías señaladas en el 
párrafo anterior. En esta zona no podrán realizarse obras ni se permitirán más usos que 
aquellos que sean compatibles con la seguridad vial, previa autorización del Ministerio. 
- Zona de afección, que estará constituida por dos franjas de terreno a ambos lados de la 
carretera, delimitadas interiormente por la zona de servidumbre y exteriormente por dos 
líneas paralelas a las aristas exteriores de la explanación a una distancia de 100 metros 
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en autopistas, autovías y vías rápidas. Aquí se permite la realización de obras previa 
autorización del Ministerio. 
- Línea límite de edificación, desde la cual hasta la carretera queda prohibido cualquier 
tipo de obra; en autopistas, autovías y vías rápidas se sitúa a 50 metros de la arista 
exterior de la calzada más próxima, entendiéndose por tal el borde exterior de la parte 
de la carretera destinada a la circulación de vehículos. Esta es la norma general, pero en 
las variantes o carreteras de circunvalación que se construyan con el objeto de eliminar 
las travesías de las poblaciones, la línea límite de edificación se situará a 100 metros 
medidos horizontalmente a partir de la arista exterior de la calzada en toda la longitud 
de la variante. 
Estos preceptos reguladores del uso, explotación y defensa de la carretera se orientan 
directamente, tanto a potenciar y mejorar los servicios, principales y complementarios, 
exigidos por los usuarios, como a la protección y conservación del propio patrimonio viario. 
Por ello, en el informe de la Demarcación de Carreteras del Estado en Aragón, recibido por 
conducto de la Delegación del Gobierno, se indica que “Los informes que el Ministerio de 
Fomento realiza sobre los Planes Generales de Ordenación se refieren a las afecciones a la 
Red de Carreteras del Estado existente o en fase de planeamiento, en relación a las zonas de 
dominio público, servidumbre y línea de edificación, no entrando en asuntos urbanísticos ni 
en las consecuencias que de ellos se pueden derivar a terceros, limitándose únicamente como 
ya se ha dicho a las afecciones a la carretera y al cumplimiento de la normativa y en especial 
a la Norma 3.1 IC “Trazado” y a la Ley 25/1988, de 29 de julio, de Carreteras”. 
Dado la rectitud y buena visibilidad del trazado en este punto, la proximidad de las viviendas 
más cercanas a la carretera no perjudica, en principio, la seguridad del tráfico; no obstante, se 
observa claramente sobre el plano actual que no se han respetado las distancias anteriormente 
señaladas, puesto que hay un buen número de parcelas de la urbanización afectadas por la 
línea de 100 metros establecida para las variantes o carreteras de circunvalación, e incluso 
dentro de la propia delimitación de la zona de servidumbre se han levantado nuevas 
construcciones conforme al planeamiento. 
Parece razonable que los criterios establecidos en la Ley de Carreteras, que priman la 
protección del ámbito de atribuciones que la Ley encomienda al Ministerio gestor de estas 
infraestructuras, sean también atendidos por la Administración competente en materia de 
planificación urbanística a la hora de ordenar el suelo residencial, evitando así los perjuicios 
derivados de una excesiva cercanía de las viviendas a la carretera. 
Pero, sin perjuicio de que estos criterios sirvan de guía para futuras actuaciones, se trata de 
resolver el problema actualmente existente, y para ello la medida más adecuada es la 
colocación de pantallas antirruido. A tal fin, sería conveniente que el Ayuntamiento 
promoviese una actuación en tal sentido, bien exigiéndosela al promotor si esta solución se 
contempló en los proyectos constructivos (parece que exista alguna obligación a ello, pues 
según el informe de la Demarcación de Carreteras del Estado en Aragón, “En fecha 7 de 
octubre de 2002 se emitió por parte del Servicio de Conservación y Explotación de esta 
Demarcación, resolución autorizando a VIII Milla S.L. para la construcción de pantallas 
antirruido para la Urbanización Torreblanca, teniendo un plazo de vigencia de 6 meses, por 
lo que como se puede deducir la autorización ya está caducada y no se ha iniciado ninguna 
actuación por parte del solicitante”) o procediendo a su colocación por sí mismo o en 
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colaboración con el Ministerio de Fomento, titular de la vía. Esta apelación a la participación 
de la Administración estatal para resolver el problema deriva de lo establecido en la 
disposición adicional segunda de la Ley del Ruido, que regula las servidumbres acústicas de 
infraestructuras estatales señalando que “1. La actuación de la Administración General del 
Estado en la delimitación de las zonas de servidumbre acústica atribuidas a su competencia, 
y en la determinación de las limitaciones aplicables en las mismas, estará orientada, de 
acuerdo con los criterios que reglamentariamente se establezcan, a compatibilizar, en lo 
posible, las actividades consolidadas en tales zonas de servidumbre con las propias de las 
infraestructuras y equipamientos que las justifiquen, informándose tal actuación por los 
niveles de calidad acústica correspondientes a las zonas afectadas”. Para la aplicación de esta 
disposición se entenderá que una edificación tiene carácter preexistente cuando la licencia de 
obras que la ampare sea anterior a la aprobación de la correspondiente servidumbre acústica. 
Tercera.- La incidencia de la nueva Ley del Ruido sobre supuestos de esta naturaleza 
La reciente Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, considera el ruido ambiental como 
producto de múltiples emisiones que contribuyen a generar niveles de contaminación acústica 
poco recomendables desde el punto de vista sanitario, del bienestar y de la productividad, 
haciendo suya la definición contenida en la Directiva sobre Ruido Ambiental que lo configura 
como «el sonido exterior no deseado o nocivo generado por las actividades humanas, 
incluido el ruido emitido por los medios de transporte, por el tráfico rodado, ferroviario y 
aéreo y por emplazamientos de actividades industriales como los descritos en el anexo I de la 
Directiva 96/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre de 1996, relativa a la prevención y al 
control integrados de la contaminación». En orden al cumplimiento de los objetivos 
enunciados en su artículo 1 de prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica para evitar 
y reducir los daños que de ésta pueden derivarse para la salud humana, los bienes o el medio 
ambiente, la Ley establece determinados instrumentos como son las áreas acústicas, los 
índices acústicos o los mapas de ruidos, que servirán de base, entre otras utilidades, a la 
planificación territorial y al planeamiento urbanístico para garantizar los expresados objetivos, 
destacando la importancia de la acción preventiva para evitar ulteriores problemas. Por ello, el 
artículo 17 dispone que la planificación y el ejercicio de competencias estatales, generales o 
sectoriales, que incidan en la ordenación del territorio, la planificación general territorial o el 
planeamiento urbanístico, deberán tener en cuenta las previsiones establecidas en esta Ley, en 
las normas dictadas en su desarrollo y en las actuaciones administrativas realizadas en 
ejecución de aquéllas, y el artículo 20 prohíbe la concesión de nuevas licencias de 
construcción de edificaciones destinadas a viviendas, usos hospitalarios, educativos o 
culturales si los índices de inmisión medidos o calculados incumplen los objetivos de calidad 
acústica que sean de aplicación a las correspondientes áreas acústicas. 
Si en el futuro se presentan casos similares al que nos ocupa, en que concurren 
infraestructuras de competencia de la Administración General del Estado, procederá la 
aplicación de la previsión contenida en la disposición transitoria tercera, y hasta tanto no se 
aprueben el mapa acústico o las servidumbres acústicas procedentes de las mismas se 
entenderá por zona de servidumbre acústica el territorio incluido en el entorno de la 
infraestructura delimitado por los puntos del territorio, o curva isófona, en los que se midan 
los objetivos de calidad acústica que sean de aplicación a las áreas acústicas correspondientes, 





Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que, en ejercicio de la potestad de planeamiento que la Ley le confiere, estudie los 
inconvenientes que puede generar la calificación del suelo como urbano de uso residencial 
antes de que ese suelo se ocupe por viviendas y haya personas que resulten perjudicadas por 
ello. 
Segunda.- Que, en orden a resolver el problema concreto denunciado en la queja, promueva 
la instalación de pantallas que reduzcan las molestias por ruido que a los vecinos de la 
urbanización Torreblanca les produce el paso de vehículos por la cercana variante de Casetas. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
2 de Diciembre de 2003 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
2.2 Vertidos y aguas residuales 
2.2.1 29 de julio de 2003. Ayuntamiento de Zaragoza. Aguas. Limpieza de riberas del río 
Huerva. Fuente del Caño y Fuente de la Teja. Parte trasera del Rincón de Goya. 
Necesidad de cuidar el entorno para proteger el agua. Fomento de las áreas naturales 
próximas a las ciudades. Competencia para actuar en las riberas de los ríos. 
Necesidad de coordinación interadministrativa. 
Esta sugerencia trae causa de la queja formulada por un ciudadano debido al estado de 
abandono que presentan tres espacios urbanos de interés ambiental: la parte trasera del 
denominado “Rincón de Goya”, la Fuente del Caño y la Fuente de la teja. Sobre estos 
espacios singulares, la Institución comprueba que ostentan competencias tanto la 
administración hidráulica (la Confederación Hidrográfica del Ebro), como el Ayuntamiento 
de Zaragoza. Concluye sugiriendo el Justicia que en virtud del principio de cooperación 
interadministrativa, ambas administraciones competentes suscriban un convenio de 
colaboración para la limpieza de dichos emplazamientos. 
I.- ANTECEDENTES 
Primero.- Los días 3 de junio y 7 de agosto de 2002 tuvieron entrada en esta Institución dos 
quejas a cuyos expedientes se asignaron, respectivamente, las referencias DII-687/2002-2 y 
DII-982/2002-2, que denunciaban la suciedad y el abandono en algunos puntos del río 
Huerva. Dado que ambas fueron presentadas por el mismo ciudadano y hacían alusión al 
mismo asunto, se acumulan para su resolución. 
Segundo.- La queja de 03/06/02 (expte. DII-687/2002-2) viene motivada por el mal estado en 
que se encuentran dos manantiales situados junto al río Huerva: se trata de las llamadas 
“Fuente La Teja” y “Fuente la Caña”. Existe una divergencia en cuanto a la ubicación de una 
y otra, pues mientras en la queja se indica que la primera se emplaza tras los viveros del 
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Ayuntamiento y la segunda en el punto donde se cruzan el Canal Imperial y el Río Huerva en 
el informe del Servicio de Medio Ambiente, Unidad de Montes y Áreas Naturales, del 
Ayuntamiento de Zaragoza se describen al revés; dado que este informe tiene carácter oficial, 
nos atendremos en lo sucesivo a las referencias toponímicas indicadas en el mismo (Fuente de 
la Teja: próxima al cruce del río Huerva y el Canal; Fuente de la Caña: entre los viveros 
municipales y el Colegio de Marianistas). 
Según afirma el interesado que formula la queja, la Fuente de la Caña se encuentra justo 
encima el vertido de aguas residuales del Colegio Marianistas (unos 15 metros de desnivel 
más arriba). La belleza de este paraje, en el que se pueden encontrar oropéndolas, abejarucos, 
etc., un castaño de indias y un chopo centenario, se ve muy afectada por el vertido de 
residuales antes citado, con malos olores e insalubridad. La otra fuente se encuentra en un 
paraje que tradicionalmente se ha utilizado para el esparcimiento y recreo, incluso como zona 
de baño al existir una pequeña poza. Sin embargo, actualmente los zarzales impiden el acceso, 
y el paraje se encuentra muy deteriorado y descuidado. 
En la queja valora la importancia de estos dos manantiales y señala su adecuación como 
senderos de naturaleza, lamentando que no se emprendan iniciativas para su limpieza, 
restauración y adecuación al uso público. 
Tercero.- La queja de 07/08/02 (expte. DII-982/2002-2) denuncia una situación similar en la 
ribera del río Huerva, detrás del Rincón de Goya, señalando que “La zona está hecha un 
verdadero basurero. La situación se ve agravada por los calores del verano y porque no 
existe protección ninguna que aísle esa zona. Es el propio Ayuntamiento el que genera toda 
esa basura (en el antiguo vivero). Cuando hace viento toda la suciedad acaba en el río, en 
algún momento lo limpiaron pero ahora está peor.”  
Cuarto.- Tras la admisión de ambas quejas a mediación, y una vez asignado el expediente 
para su instrucción, se recabó información del Ayuntamiento de Zaragoza y de la 
Confederación Hidrográfica del Ebro por considerarlas Administraciones competentes en la 
materia; a tal fin se solicitó una valoración del grado de deterioro ambiental de estos parajes, 
titularidad de los terrenos, situación del vertido de aguas residuales y su afección ambiental, 
denuncias vecinales recibidas por este motivo, actuaciones realizadas y proyectos municipales 
para la limpieza, restauración y usos públicos de los mencionados parajes. 
El Ayuntamiento ha contestado mediante el envío de diversos informes, que en lo que afecta a 
las fuentes son: 
- De la Unidad de Montes y Áreas Naturales, perteneciente al Servicio de Medio Ambiente, 
de fecha 28/06/02: ratifica lo expuesto en la queja acerca del entorno de las dos fuentes, 
manifestando que los terrenos no están incluidos en el patrimonio rústico municipal y que 
probablemente estarán adscritos al dominio público hidráulico que gestiona la Confederación. 
Señala que para valorar el deterioro ambiental se debe conocer la posible contaminación de 
las aguas y si existen agresiones antrópicas, y que la vegetación se podría controlar para 
facilitar las visitas, si hay acceso adecuado. Por último, informa que no le constan denuncias 




- Del Servicio de Conservación de Infraestructuras, expedido el 27/06/02: únicamente hace 
referencia a la depuradora del colegio Marianistas, alegando que el resto no es competencia de 
ese Servicio. 
- De la Policía Local: acompaña un completo reportaje fotográfico que muestra con claridad 
la situación de abandono expuesta en la queja 
Por su parte, la Confederación Hidrográfica del Ebro, en informe que traslada la Delegación 
del Gobierno en Aragón con fecha 07/03/03, manifiesta, tras reconocer igualmente el mal 
estado de las fuentes, que los terrenos son de dominio público hidráulico, el vertido de aguas 
del colegio Marianistas está sin legalizar, habiéndose comunicado al Ayuntamiento de 
Zaragoza que el vertido se incorpore a los colectores de la red municipal, y que la 
Confederación no tiene previsto realizar ninguna actuación de limpieza del cauce o de las 
riberas en esta zona. 
En cuanto al expediente DII-982/2002-2, relativo a la suciedad detrás del Rincón de Goya, el 
Servicio de Medio Ambiente del Ayuntamiento informa con fecha 10/09/02 que la limpieza, 
conservación y mantenimiento de los parques y zonas verdes se estima corresponde a la 
empresa contratada a tal fin, y que la competencia en cuanto a la conservación de la ribera del 
Hueva es de la C.H.E. conforme a los artículos 21 y 22 de la Ley de Aguas. 
Por su parte, la Confederación, en informe remitido igualmente por conducto de la 
Delegación del Gobierno el 24/09/02, hace constar que los materiales vertidos en ese punto 
provienen básicamente de la limpieza de los parques y jardines próximos y de los propios 
viveros del Ayuntamiento de Zaragoza, que a su vez es propietario de los terrenos afectados, 
situados junto a los viveros municipales en la margen derecha del río Huerva. Hace constar 
que el Ayuntamiento ya fue denunciado en su día por estos hechos y debe retirar todos los 
materiales depositados en sus terrenos, lo que ya están realizando. Finalmente, informa que no 
hay prevista a corto plazo ninguna actuación de limpieza, por corresponder al Ayuntamiento 
de Zaragoza. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la protección de las aguas a través del cuidado del entorno. 
La Directiva 2000/60/CE del Parlamento europeo y del consejo de 23 de octubre de 2000, 
por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de 
aguas, dispone en su artículo 1 que su objeto es “… establecer un marco para la protección 
de las aguas superficiales continentales, las aguas de transición, las aguas costeras y las 
aguas subterráneas que: 
a) prevenga todo deterioro adicional y proteja y mejore el estado de los ecosistemas 
acuáticos y, con respecto a sus necesidades de agua, de los ecosistemas terrestres y 
humedales directamente dependientes de los ecosistemas acuáticos 
b) … 
c) tenga por objeto una mayor protección y mejora del medio acuático, entre otras 
formas mediante medidas específicas de reducción progresiva de los vertidos, las 
emisiones y las pérdidas de sustancias prioritarias, y mediante la interrupción o la 




A través de la aplicación de esta Directiva se pretende que las aguas tengan un buen estado 
ecológico, cuya protección no se consigue únicamente mediante la evitación de vertidos 
directos a los cauces, sino que es fundamental mantener un entorno adecuado que evite que de 
forma directa o indirecta pueda generarse contaminación que afecte a la calidad de las aguas. 
Así, en su Anexo V establece unos indicadores de calidad para la clasificación del estado 
ecológico de los ríos, y entre los indicadores hidromorfológicos que afectan a los indicadores 
biológicos está la estructura de la zona ribereña, que se califica en “Muy buen estado” cuando 
corresponde totalmente o casi totalmente a las condiciones inalteradas, lo que resulta ser la 
situación opuesta al caso que nos ocupa. 
Esta preocupación de la Directiva trae causa de la Comunicación de la Comisión al Consejo y 
al Parlamento Europeo de 29/05/95 sobre uso prudente y conservación de las zonas húmedas, 
que se cita en su preámbulo. 
A pesar de tratarse de magnitudes totalmente diferentes, puesto que las fuentes cuyo estado de 
abandono ha propiciado las quejas recibidas no merecen la calificación de humedal en los 
términos de dicha Comunicación, pueden beneficiarse de sus consecuencias en tanto que su 
fundamento es el mismo: constituyen unas zonas necesitadas de protección por falta de 
coordinación de las intervenciones administrativas y legislativas, existe una insuficiente 
información de la opinión pública y de las autoridades en lo que respecta a la función e 
importancia de las zonas húmedas, hay necesidad de rehabilitar las zonas húmedas que han 
sido deterioradas, contribuyen a la mejora de calidad del agua y el enriquecimiento de los 
acuíferos, dependen de la red hidrológica y ecológica de la que forman parte, etc. Por ello, en 
la proporción adecuada a su pequeña magnitud, les serían aplicables las conclusiones de esta 
Comunicación: disponer por los organismos competentes fondos adicionales para la 
protección y la conservación de las zonas húmedas para su utilización, en el presente caso 
para el turismo y el esparcimiento; enmarcarse en una política global de gestión duradera o su 
reconocimiento como parte integrante del patrimonio natural y cultural de la comunidad. 
Segunda.- Sobre la necesidad de disponer de áreas naturales próximas a las ciudades. 
Uno de los indicadores de sostenibilidad establecidos en la Agenda 21 Local es el de uso 
sostenible del suelo, que valora el desarrollo sostenible y la recuperación y protección del 
suelo y los parajes naturales. Se trata de un indicador común propuesto por la Unión Europea 
que los municipios adoptan con carácter voluntario y cuyo objetivo es la utilización del suelo 
con criterios de sostenibilidad, por lo que junto a la reutilización suelos que han sido 
abandonados en el interior de la ciudad o la rehabilitación de edificios que no son habitables 
debido a su mal estado, evalúa el aumento de las zonas protegidas en el municipio. 
El Pleno del Ayuntamiento de Zaragoza, mediante acuerdo de 27/07/01, aprobó por 
unanimidad el documento de inicio de implantación de la Agenda 21 Local en la ciudad con 
un plan de acción para la sostenibilidad que contenía los indicadores específicos a valorar, 
entre los que figura el B9 relativo al uso sostenible del suelo. 
Las fuentes de la Teja y del Caño son lugares integrados en el núcleo urbano de Zaragoza, 
dentro del Parque Primo de Ribera o Parque Grande, espacio muy utilizado por los 
ciudadanos. Su limpieza, acondicionamiento e integración mediante accesos adecuados 
permitiría, además de evitar que se siga incrementando la contaminación del río Huerva (que 
aunque esté altamente contaminado hay que procurar en la medida de lo posible no añadir 
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más suciedad) ganar un espacio para uso y esparcimiento público, habida cuenta de que se 
trata de unos lugares muy agradables para visitar y apreciar sus valores naturales y 
paisajísticos, con lo que además lograría adecuada aplicación del indicador B9 de la Agenda 
21 a que está comprometido el Ayuntamiento. 
Tercera.- Sobre la competencia para actuar en las riberas de los ríos. 
Los tres lugares señalados en las quejas que nos ocupan –parte trasera del Rincón de Goya y 
fuentes de la Teja y del Caño- tienen en común la concurrencia sobre ellos de las 
competencias de, al menos dos Administraciones Públicas, que son las a las que se ha 
requerido y han remitido información al respecto. 
La competencia de la Confederación Hidrográfica del Ebro deriva de que estos sitios, al 
menos en buena parte, constituyen dominio público hidráulico por ser cauces fluviales; en 
efecto, el artículo 2 del Real Decreto Legislativo 1/2002, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Aguas, señala que, junto a las propias aguas, los lechos de los lagos, 
lagunas y embalses y los acuíferos subterráneos, integran el dominio público hidráulico los 
cauces de corrientes continuas, que el artículo 4 define como el terreno cubierto por las aguas 
en las máximas crecidas ordinarias. El Reglamento del Dominio Público Hidráulico aprobado 
por Real Decreto 49/1986, de 11 de abril, acota en su artículo 4.2 esta definición al 
considerar como máxima crecida ordinaria la medida de los máximos caudales anuales, en su 
régimen natural, producidos durante diez años consecutivos, que sean representativos del 
comportamiento hidráulico de la corriente. De acuerdo con la Ley de Aguas, corresponde a 
las Confederaciones Hidrográficas la administración y control del dominio público hidráulico, 
sin que sus funciones se limiten a este dominio público estrictamente, puesto que les 
corresponde la concesión de autorizaciones en las zonas de servidumbre y de policía, en los 
términos definidos en la Ley. 
Por su parte, la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, faculta en su 
artículo 42 a los municipios para promover toda clase de actividades y prestar cuantos 
servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad 
vecinal, asignándole, con el alcance que determinen las leyes del Estado y de la Comunidad 
Autónoma reguladoras de los distintos sectores de la acción pública, competencias en materia 
de parques y jardines, protección del medio ambiente, protección de la salubridad pública, 
tratamiento de aguas residuales, recogida y tratamiento de residuos, ocupación del tiempo 
libre y turismo, etc. Cuando el ejercicio de estas competencias afecte a la gestión de las aguas 
o se realice sobre terrenos sujetos a las servidumbres establecidas en la Ley de Aguas deberá 
solicitar las oportunas autorizaciones y coordinar su actuación con los Organismos de Cuenca. 
Cuarta.- Sobre la necesidad de coordinación interadministrativa. 
De acuerdo con lo expuesto en el apartado anterior, nos encontramos en unos supuestos en los 
que sobre un mismo lugar concurren las competencias de dos Administraciones: el 
Ayuntamiento de Zaragoza y la Confederación Hidrográfica del Ebro. Dada la finalidad de 
servicio a los ciudadanos que ambas deben cumplir, la forma de coordinar las actuaciones 
precisas para dar solución a los problemas apreciados es mediante la formalización de 
convenios de colaboración.  
En este sentido, el artículo 22 de la Ley de Aguas señala como funciones de los Organismos 
de Cuenca, entre otras, las que se deriven de los convenios con Comunidades Autónomas, 
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Corporaciones Locales y otras entidades públicas o privadas o de los suscritos con los 
particulares. Por el otro lado, el artículo 57 de la Ley de Bases del Régimen Local dispone 
que la cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración Local y las 
Administraciones del Estado o de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales 
como en asuntos de interés común, puede tener lugar mediante los consorcio o convenios 
administrativos que suscriban.  
Ejerciendo esta posibilidad, la forma más sencilla de resolver la cuestión planteada en las 
fuentes de la Teja y del Caño parece ser mediante la formalización de un convenio que defina 
las actuaciones a realizar por cada una de las partes y regule el uso público de esos espacios, 
lo que no parece excesivamente complicado puesto que no se trata de hacer grandes 
inversiones, sino simplemente de limpiar, acondicionar y facilitar el acceso, en un principio, y 
después de procurar que se mantenga en buenas condiciones para su utilización como espacio 
natural integrado en el Parque. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera: Que evite utilizar las zonas próximas al río Huerva para depositar los despojos 
vegetales de los trabajos en parques y jardines municipales o del vivero municipal por los 
problemas de degradación del espacio y riesgo de contaminación del río que esta situación 
genera. 
Segunda: Que promueva la formalización de un convenio con la confederación Hidrográfica 
del Ebro para la limpieza y acondicionamiento de las fuentes del Caño y de la Teja para su 
integración en el Parque Grande y utilización pública, dada la calidad ambiental de ambos 
espacios, y vele posteriormente por su adecuada conservación, dotándolos incluso de alguna 
figura específica de protección. 
Tercera: Que instruya las medidas que sean de competencia municipal para incorporar las 
aguas residuales del colegio Marianistas a los colectores municipales de saneamiento. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
29 de Julio de 2003 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
2.3 Especies protegidas y protección animal 
2.3.1 26 de junio de 2003. Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros y Diputación General de 
Aragón. Festejos taurinos populares. Limitación de autorizaciones a determinadas 
modalidades. Especificidades en función de las tradiciones locales. Necesidad de 
evitar el maltrato a animales. 
El Justicia de Aragón, a raíz de una queja motivada por el empleo de parapetos de tablas en 
los festejos taurinos de Ejea de Los Caballeros, sugiere a dicho Ayuntamiento que el empleo 
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de estos materiales se haga de forma puntual y restrictiva, pues de lo contrario se vulneraría 
el Reglamento aragonés de Festejos Taurinos Populares. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 07/02/03 tuvo entrada en esta Institución una queja que denunciaba el 
posible maltrato a animales en los encierros taurinos de Ejea de los Caballeros. 
SEGUNDO.- En la misma el interesado relata que en la última edición de la Feria de 
Muestras de Zaragoza el Ayuntamiento de esa Villa montó un stand para mostrar los 
atractivos de la misma mediante fotografías, y entre las expuestas había una mostrando un 
encierro de vaquillas en el que varias personas ponían obstáculo a este animal mediante 
parapetos de tablas. Señala el firmante de la queja que esta actitud no está permitida por el 
Reglamento de Festejos Taurinos Populares aprobado por Decreto 226/2001 de 18 de 
septiembre (BOA nº 122 de 17 de octubre). Recuerda que el art. 3.c de este texto atribuye a la 
organización la labor de “Evitar el maltrato de los animales así como cualquier actuación que 
pueda herir la sensibilidad de los espectadores”; obliga en su art. 4.2 a los participantes y 
espectadores a observar las condiciones y reglas establecidas por la autoridad competente para 
la celebración de los festejos, y a esta a prevenir accidentes, evitar el maltrato de las reses y 
facilitar el correcto desarrollo del espectáculo, siendo tal responsabilidad del Alcalde de la 
localidad, por ostentar la presidencia de los festejos en virtud de lo previsto en el art. 10. En 
referencia a las imágenes aportadas, recuerda lo preceptuado en el art. 9.c cuando indica que 
“en el caso de que el festejo se desarrolle por vías de tránsito público, estas deberán estar 
libres de obstáculos”. 
Por último, manifiesta su deseo de que no se maltrate a los animales, y que cuando menos se 
cumpla la escasa y ya de por sí permisiva normativa aplicable al respecto; asimismo, reclama 
que ese Ayuntamiento encuentre actos más presentables de la localidad que la simple 
persecución y martirio de seres sensibles al dolor. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando la 
tramitación del expediente al asesor D. Jesús Olite. En ejecución de esta encomienda, se envió 
con fecha 20/02/03 un escrito al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros, para que remitiese 
informe escrito sobre la cuestión planteada y expresase si la organización de festejos taurinos 
tradicionales en esa Villa cuenta con organización, medios personales y materiales suficientes 
para prevenir posible maltrato a animales o acciones que puedan herir la sensibilidad del 
espectador, si ha establecido disposiciones complementarias para mejor desarrollo de los 
festejos taurinos populares y control efectivo de los requisitos y condiciones para su 
celebración y si se controla de alguna manera el trato adecuado a las reses y, en caso de 
producirse maltrato, se adopta alguna medida para evitar esta situación. 
CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 10/03/03, y en ella se hace constar lo 
siguiente: 
- Que para la organización de los festejos taurinos el ayuntamiento, además de contar con los 
preceptivos permisos de la Comunidad Autónoma, dispone de un amplio conjunto de recursos 
humanos que vigilan el buen desarrollo de los actos: brigada municipal, Policía, Local, 
servicios médicos y veterinarios y colaboración de la Guardia Civil; cada uno en el ámbito de 
sus competencias se ocupan de controlar los comportamientos humanos, las actitudes ante las 
reses y cualquier incidente que se pueda producir. 
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- Que no han dictado ninguna disposición complementaria al referido Reglamento, que 
se procura observar rigurosamente.  
- Que en los encierros de Ejea se es respetuoso con las reses, y así puede constatarse 
entre ganaderos y aficionados. La fotografía expuesta únicamente muestra la tabla que 
utilizan los ganaderos para el manejo de las reses, que puede considerarse una 
herramienta que funciona como un burladero portátil para resguardarse de los animales; 
así, la cuadrilla que la porta abre paso a la res para que circule por el itinerario del 
encierro, comportamiento habitualmente no agresivo que se usa para acotar el 
espectáculo en determinadas zonas y durante un tiempo limitado. 
- Al escrito del Alcalde acompaña un informe de la Policía Local en el que hace 
referencia a la regulación legal de esta actividad, los antecedentes en el desarrollo de los 
encierros populares, en los que a lo largo de su historia en este municipio, que arranca 
hace mas de cincuenta años, se han ido mejorando las actitudes de respeto hacia los 
animales, estimando que actualmente se desarrollan correctamente y que en muy 
contadas ocasiones han tenido que adoptarse medidas excepcionales, siendo rigurosos 
en cuanto al cumplimiento de lo establecido en el Reglamento de Festejos Taurinos 
Populares. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera y única.- Sobre la consideración del maltrato a los animales El Decreto 226/2001, de 
18 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de los 
Festejos Taurinos Populares, señala en su preámbulo que “Existe una arraigada tradición 
histórica en Aragón, que tiene incluso su reflejo en nuestros Fueros, de celebrar festejos 
populares en los que las reses bravas sirven para el ocio y el recreo de los ciudadanos, con 
variadas peculiaridades propias de cada lugar. El toro de soga, el toro ensogado, el toro 
embolado, el toro de fuego, los encierros y, sobre todo, la suelta de vaquillas son actos 
populares que han pasado a considerarse imprescindibles en las fiestas y celebraciones de 
muchos de los municipios aragoneses. Se trata de festejos que, junto a la diversión que 
propician, presentan aspectos de interés socio-cultural por responder a tradiciones largamente 
mantenidas”. 
Ante esta situación, de la que deriva un cierto riesgo físico para las personas, es necesario 
garantizar adecuadamente su ordenado desarrollo, lo que realiza el nuevo Reglamento al 
amparo de las competencias de la Comunidad Autónoma en materia de cultura, ganadería, 
régimen local y sanidad e higiene. 
Entre los principios generales que enumera el artículo 3 del Reglamento ocupa un lugar 
importante el de evitar el maltrato de los animales, así como cualquier actuación que pueda 
herir la sensibilidad de los espectadores. 
La Ley 11/2003, de 19 de marzo, de protección animal en la Comunidad Autónoma de 
Aragón, que entra en vigor con esta misma fecha, incide en la necesidad de evitar el maltrato 
a los animales, estableciendo esta prohibición en varios de sus preceptos e imponiendo 
sanciones por su incumplimiento, y si bien en el artículo 33 excluye de determinadas 
prohibiciones a los espectáculos taurinos, no se escapa a esta norma advertir que en los 
encierros y otras exhibiciones con vacas o novillos sin muerte del animal podrán celebrarse 
con arreglo a lo dispuesto en su normativa específica siempre que no se maltrate o agreda 
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físicamente a los animales, quedando especialmente prohibida la utilización de objetos, 
vehículos o cualquier instalación que pueda causar dolor o sufrimiento a los animales. 
El maltrato de las reses en los encierros taurinos es un concepto indeterminado a priori que 
deberá acotarse a la vista de las circunstancias concretas de cada caso y de la realidad social 
del momento que se analice, pues como dice el informe del Jefe Accidental de la Policía 
Local de Ejea, en el desarrollo de los encierros taurinos de hace cincuenta años “…. se 
producían comportamientos que en la época actual no estarían bien vistos, ni por los 
participantes ni por los espectadores, tales como emborrachar a los animales, asomarles a 
balcones de plantas superiores, etc.”. En este asunto, como en casi todos, ha de llegarse a un 
equilibrio entre una posición conservacionista a ultranza, para la que cualquier utilización de 
los animales en provecho humano puede resultar una explotación catalogable como maltrato 
en tanto que se priva al animal de su desarrollo natural, y las mentalidades citadas en el 
informe de la Policía Local, que perduran en muchos casos a pesar del tiempo transcurrido y 
la elevación del nivel cultural general, para quienes las personas pueden usar, disfrutar e 
incluso abusar de los animales a su antojo, bien sea por razones económicas, culturales o de 
mero disfrute en fiestas populares. 
Para centrar el tema que nos ocupa es preciso ajustarse a la regulación normativa de la 
materia, pues una disquisición filosófica sobre la consideración en abstracto del maltrato a 
animales posiblemente sería de escasa utilidad para resolver la cuestión, máxime cuando no 
estamos aquí en un foro de debate en el que se puedan contrastar pareceres. Así, siguiendo el 
criterio del Reglamento de Festejos Taurinos Populares, donde se regulan diversas clases de 
festejos, y de acuerdo con sus propios principios generales y los que presiden la Ley de 
Protección Animal, no deberían considerarse a priori como maltrato a los animales las 
actividades en las que se juegan, conducen, corren o torean reses bravas para el ocio y recreo 
de los ciudadanos. Distingue el Reglamento entre encierros tradicionales de reses bravas, 
suelta de reses y toreo de vaquillas, definiéndolos en los siguientes términos: 
- Encierro: conducción de reses bravas, a pie y por vías públicas determinadas previamente, 
desde el lugar de la suelta hasta la plaza de toros o recinto cerrado, con independencia de que 
vayan a ser corridos o toreados posteriormente. La conducción podrá efectuarse en manada o 
bien de una en una. 
- Suelta de reses y toreo de vaquillas: festejo consistente en correr o torear reses bravas o 
vaquillas por los participantes en una plaza o recinto cerrado. Con ocasión de la suelta de 
reses podrán celebrarse concursos y exhibiciones consistentes en la ejecución de saltos, 
quiebros y recortes a las reses a cuerpo limpio, de forma organizada y sujeta a valoración 
técnica y estética. 
Junto a estos festejos, que podrán realizarse con carácter general simplemente con el 
cumplimiento de los requisitos administrativos y materiales establecidos en el Reglamento, 
existen otros como el toro de soga, el toro ensogado, el toro embolado, y el toro de fuego para 
cuya autorización habrán de concurrir determinadas peculiaridades específicas de la tradición 
local cuya celebración arraigada socialmente se venga realizando en una localidad de forma 
continuada en el tiempo, de acuerdo con la costumbre del lugar. 
Esta diferenciación que hace el Reglamento podría obedecer a una circunstancia fácilmente 
observable: en el primer caso se trata de situaciones que no producen ningún perjuicio físico a 
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los animales, ya que se trata de carreras delante de ellos, en competencia entre la habilidad y 
velocidad del corredor y la marcha de los astados. Así, si bien hemos de reconocer que esta 
situación es notablemente más incómoda para el animal que su existencia a lo largo del resto 
del año en los pastos, coincidimos en la apreciación del Tribunal Supremo en su sentencia de 
20/10/98 donde hace costar que “La Sala no entra a valorar la bondad o perversidad de las 
corridas de toros, pero quiere hacer constar que en todo caso, se trata de la lucha ancestral 
entre el hombre y la bestia, de honda raigambre en nuestro país, mezcla de valor, 
conocimientos y habilidad por parte del hombre frente a la bravura, trapío, codicia y fuerza 
del animal”. Por ello, siempre que los festejos se desarrollen dentro de los términos del 
Reglamento y se cumplan las exigencias mínimas que deben requerir estos espectáculos, entre 
la que resulta esencial la competencia con los animales en habilidad y velocidad, deberá 
excluirse la existencia de maltrato. 
En cambio, los otros festejos citados en el artículo 2.4 del Reglamento si que pueden suponer 
un maltrato, en tanto que se menoscaba la defensa de la res mediante impedimentos físicos 
que le impiden moverse libremente, como la soga con que se le ata, o psíquicos, mediante el 
uso del fuego que atemoriza al animal. Como describe el Tribunal Supremo en la misma 
sentencia con referencia al Reglamento estatal de espectáculos taurinos, “… no es otra cosa 
que un maltrato anímico el hecho de poner en las astas del toro, que es precisamente su arma 
de defensa, unas bolas impregnadas en brea y prenderles fuego, provocando el desconcierto 
del animal que, además, y por naturaleza, huye del fuego, usándose además la noche como 
elemento propicio para una mayor alteración de la capacidad de defensa del animal. De otra 
parte, se trata, como dice el artículo 10.2 del Reglamento de Espectáculos Taurinos, de evitar 
accidentes y daños a personas y bienes, y no cabe duda de que, si bien en todos los festejos 
taurinos existe un determinado riesgo, que aceptan los que voluntariamente participan en él, 
y de menor importancia en los encierros y capeas, en el toro embolado el riesgo es aún 
mayor, ya que junto a los presumibles trompicones y pateaduras, se unen las posibles 
quemaduras. Por lo tanto, no puede considerarse que el toro embolado sea un festejo popular 
compatible con el Reglamento de Espectáculos Taurinos, sino que precisamente se trata de 
un espectáculo contrario a las normas y principios del propio Reglamento”. 
El Reglamento aragonés, atendiendo al respeto a tradiciones locales y al arraigo social en 
determinados lugares, permite la celebración de estos espectáculos. Su autorización deberá 
considerarse de manera restringida y excepcional, puesto que se trata de una forma de 
maltrato a los animales que no es conforme con la sensibilidad social mayoritaria y con los 
principios establecidos en la nueva Ley de Protección Animal, inspirados en el respeto a los 
animales y la eliminación de cualquier forma de maltrato. 
Configurado el concepto de maltrato dentro de los parámetros legales, pasamos a estudiar la 
situación concreta: si puede configurarse como tal la intervención en los encierros o suelta de 
reses de personas provistas de parapetos de madera que impiden el paso de los animales. En 
principio, y salvo que estas tablas se utilicen puntualmente para la mejor organización del 
festejos por parte de los promotores o los ganaderos (para meter la vaca al toril, acotar una 
zona, evitar una cogida, etc.), se trata de una actividad no regulada en el Reglamento y que, 
por tanto, debería entenderse como no autorizada, dado que la celebración de estos festejos 
taurinos populares deberá realizarse cumpliendo los requisitos y condiciones que establece 
“… al objeto de garantizar la correcta celebración del espectáculo así como la seguridad del 
público y de cuantos intervienen en el mismo”. No se trata de toreo a cuerpo limpio de las 
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vacas o toros, ni de saltos, quiebros o recortes a las reses, sino que es la mera fuerza bruta de 
un numeroso grupo de personas que se oponen al paso del animal; los aficionados y las reses 
no compiten en habilidad y velocidad, que son los elementos esenciales de un enfrentamiento 
cabalmente entendido y los que pueden valorarse de forma técnica y estética, como ha 
previsto el Reglamento, sino en simple fuerza, careciendo la pugna de ninguno de los 
elementos que permiten apreciar la superioridad del hombre sobre la bestia, como se da por 
ejemplo en los concursos de recortadores, donde la agilidad y la habilidad del corredor es 
fundamental para superar un trance realmente peligroso, lo que es apreciado por el público 
asistente que premia con su aplauso a los arrojados corredores (a diferencia de los porteadores 
de tablas, que en gran número se cobijan detrás de ella con escaso peligro y perturban el 
normal desarrollo del festejo, lo que les hace en numerosas ocasiones acreedores de abucheos 
de los espectadores o participantes). Además, la existencia de estas tablas en medio del 
recorrido puede suponer un incumplimiento del artículo 9.c del Reglamento, donde se obliga 
a mantener libres de obstáculos las vías de tránsito público por donde se desarrollan los 
festejos, siendo esta responsabilidad del Alcalde en su condición de Presidente de los mismos. 
Por esta misma razón, estimamos que la exhibición de fotografías como la que da lugar a la 
queja en una feria que pretende potenciar el atractivo turístico de la Villa de Ejea es 
contraproducente a estos efectos, puesto que ofrece una imagen de tosquedad y atraso que en 
ningún momento se corresponde con su actual realidad ni con los muchos atractivos que 
puede ofrecer al visitante. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros la 
siguiente SUGERENCIA: 
Que en la celebración de festejos taurinos populares en esa localidad adopte las medidas 
oportunas para evitar actuaciones diversas de las prevenidas en el Reglamento de Festejos 
Taurinos Populares, como pueden ser la utilización de parapetos de tablas fuera de los casos 
en que sean estrictamente necesarios para la correcta celebración del festejo. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
26 de Junio de 2003 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
 
 64/606 
2.3.2 11 de septiembre de 2003. Diputación General de Aragón (DGA). Departamento de 
Medio Ambiente. Margaritifera Auricularia. Mortandad tras corte del Canal Imperial. 
Protección jurídica. Obligaciones dimanantes de su clasificación como especie el 
peligro de extinción. Plan de Recuperación. Creación de espacio natural protegido. 
Extensión de la protección a otros bivalvos de agua dulce. Desarrollo de proyectos y 
convenios de conservación. Incremento de la vigilancia y sensibilización social. 
Recordatorio de deberes legales al Departamento. 
El 20 de febrero de 2003 la Institución tuvo conocimiento, a través de una noticia aparecida 
en prensa, de que el dragado de una parte del Canal de Aragón había producido la muerte de 
unos 100 ejemplares de Margaritifera Auricularia. Esta especie de bivalvo de agua dulce 
presenta la colonia mundial más importante en algunos tramos del río Ebro, del Canal de 
Tauste y del Canal Imperial de Aragón y como tal, se halla incluida en el catálogo de 
especies amenazadas de Aragón. El Justicia, habida cuenta de los informes aportados por los 
expertos en la materia, sugiere ahondar en la conservación de esta especie, proponiendo, 
entre otras medidas, la creación de espacios naturales protegidos que posibiliten la 
supervivencia de dicha especie. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- Desde el Área de Medio Ambiente de esta Institución se propuso la apertura de 
un expediente tras el episodio de mortandad de Margaritífera Auricularia acaecido la semana 
del 20 de febrero. 
SEGUNDO.- De todo ello se tuvo conocimiento por la publicación que hizo en esa fecha el 
periódico "Heraldo de Aragón", en la que daba cuenta de la mortandad ocasionada en una 
colonia de Margaritífera Auricularia existente en el Canal Imperial de Aragón con motivo de 
su vaciado. Debido a la falta de agua y las bajas temperaturas en dos días murieron unos cien 
ejemplares, con lo que desapareció el cinco por ciento de la población mundial de este 
molusco, ubicada mayoritariamente en el tramo aragonés del Ebro, Canal Imperial de Aragón 
y Canal de Tauste. 
Dada la importancia de un suceso de estas características, se consideró conveniente la 
incoación de oficio de un expediente para recabar información de las Administraciones 
competentes en la materia para conocer el asunto en su integridad y emitir, en su caso, el 
correspondiente informe. 
TERCERO.- Si bien las Recomendaciones con que concluye este informe tienen un 
destinatario concreto, se considera conveniente hacer una breve descripción de la situación 
creada con el fin de que todos los interesados en el problema medioambiental que se ha 
creado, tomen razón de su alcance y conozcan las circunstancias de este molusco; para ello se 
reproducen a continuación dos epígrafes del Informe sobre la Protección y Conservación de 
Margaritifera Auricularia en Aragón, elaborado con motivo del expediente que nos ocupa por 
D. Ramón M. Álvarez Halcón, vocal de la junta directiva de la Sociedad Española de 
Malacología. 
2.- BIOLOGÍA DE MARGARITIFERA AURICULARIA 
Los unionoideos, también llamados “náyades” o almejas de río, son grandes bivalvos de agua 
dulce que conforman un amplio grupo de moluscos distribuidos por las aguas continentales de 
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todo el planeta, pero representados en la cuenca del Ebro sólo por dos familias: los 
margaritiféridos (Margaritiferidae) y los uniónidos (Unionidae). En la cuenca del Ebro hay 
cuatro especies que suelen aparecer asociadas aunque con distintas preferencias ecológicas: 
los uniónidos Anodonta cygnea, Potomida littoralis y Unio elongatulus, y el margaritiférido 
Margaritifera auricularia, en orden de mayor a menor abundancia en general. Sin entrar en 
disquisiciones taxonómicas, estos bivalvos se pueden indentificar fácilmente por la forma de 
la concha (Álvarez Halcón, 2000). 
Las especies de la familia Margaritiferidae incuban los huevos fecundados y las larvas en las 
cuatro branquias, a diferencia de otras náyades en las cuales el marsupio está formado 
solamente por las dos branquias internas o externas. Las larvas (gloquidios) son expulsadas al 
agua y necesitan de un hospedador intermediario (generalmente un pez) para completar su 
desarrollo. En el caso de M. auricularia dicho hospedador es el blenio de río o pez fraile 
(Salaria fluviatilis) (Araujo, Bragado y Ramos, 2001). En el Canal Imperial de Aragón, M. 
auricularia tiene sólo un ciclo reproductivo al año (Araujo, Bragado y Ramos, 2000): la 
gametogénesis se produce en otoño-invierno y los embriones permanecen en las branquias 
maternas hasta febrero; los gloquidios son liberados en febrero y marzo. M. auricularia es una 
náyade de gran tamaño (hasta 20 cm de longitud) de concha negra, espesa y alargada; su 
borde ventral, ligeramente arqueado, confiere a la silueta una forma auriculada. El interior de 
la concha es blanco nacarado y presenta una línea paleal muy marcada entre las cicatrices de 
los músculos aductores anterior y posterior, que son muy patentes. Las dos valvas se articulan 
por un ligamento externo que discurre por el borde dorsal. Inmediatamente debajo está la 
charnela, con dos dientes laterales posteriores en la valva izquierda y uno en la derecha, todos 
muy fuertes y alargados. Entre éstos y el músculo aductor anterior están los dientes 
pseudocardinales, robustos y de aspecto piramidal, dos en la valva izquierda y uno en la 
derecha. 
3.- ECOLOGÍA DE MARGARITIFERA AURICULARIA 
Las náyades son organismos que están en regresión en todo el planeta, debido principalmente 
a las diversas alteraciones que sufren sus hábitats, de manera que cada vez son más raros de 
encontrar. Paradójicamente, este hecho ha provocado que su importancia ecológica no sea 
suficientemente valorada por los gestores ambientales, y sin embargo estos animales 
constituían una parte importante de la biomasa de origen invertebrado de numerosos cursos 
fluviales cuando éstos presentaban un buen estado de conservación.  
Los dos principales problemas que presenta la supervivencia de M. auricularia es la 
destrucción antropogénica de su hábitat y la desaparición del pez hospedador de sus 
gloquidios. La reducción de la dinámica natural de los ríos, como consecuencia directa de una 
fuerte alteración determinada por la regulación hídrica, el avance de los cultivos y las obras de 
defensa de las márgenes del cauce, altera gravemente el hábitat de M. auricularia y de su pez 
hospedador (Salaria fluviatilis), cada vez más escaso, de manera que el ciclo reproductivo de 
este bivalvo de agua dulce ha quedado gravemente afectado, dificultándose o impidiéndose 
así el reclutamiento de especímenes juveniles del molusco en el medio natural (Araujo y 
Ramos, 2001b). Por esta razón, M. auricularia prácticamente ha desaparecido en los grandes 
ríos atlánticos y mediterráneos de Europa occidental y norte de África donde originalmente se 
distribuía (Araujo y Ramos, 2000). 
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El hábitat de M. auricularia en el cauce del río y en los canales naturalizados son los fondos 
de grava, barro, arena, cieno y piedras, donde vive semienterrada. En el Canal Imperial de 
Aragón se encuentra la población más numerosa del mundo de esta especie, estimada en unos 
2000 especímenes vivos de elevada edad (Araujo y Ramos, 2001c), situados en tramos de 
apariencia natural en los que no se han llevado a cabo actuaciones desde su construcción hace 
200 años. La población del Canal de Tauste posee las mismas características que la del Canal 
Imperial de Aragón, pero no supera el centenar de especímenes. En el río Ebro, las 
poblaciones de M. auricularia se encuentran actualmente distribuidas en el bajo y medio 
Ebro, en escasas colonias aisladas situadas en playas someras con fondo de gravas 
consolidadas y bien ventiladas (Araujo y Ramos, 2001c). 
CUARTO.- Una vez aprobada la propuesta, y con el fin de obtener los datos necesarios para 
la resolución del expediente, se solicitó información al Departamento de Medio Ambiente y a 
la Confederación Hidrográfica del Ebro. La primera petición se hizo el 11/03/03, y ante la 
falta de respuesta se reiteró el 14/05/03. 
El Departamento de Medio Ambiente, a quien se le requirió información sobre la 
circunstancias en que se produjo la muerte de estos animales, la afección del mismo hecho a 
otras especies, las medidas de coordinación de los servicios del Departamento con los de la 
C.H.E., los medios personales y materiales que destinan a esta finalidad y la situación del 
Plan de Recuperación de la especie que el Departamento ha de formular, no ha contestado. 
La Confederación Hidrográfica del Ebro, a través del oficio remitido por conducto de la 
Delegación del Gobierno en Aragón, informa de los siguiente extremos: 
La Margaritífera Auricularia es una especie de molusco bivalvo de agua dulce de la que 
actualmente sólo se conoce confirmada científicamente la presencia de poblaciones vivas en 
la Cuenca del Ebro. Considerada como una especia en peligro de extinción, se halla incluida 
en el Catálogo de Especies Amenazadas del Ministerio de Medio Ambiente. Los escasos 
ejemplares existentes de Marganitífera Auricularia se encuentran actualmente distríbuidos en 
cauces con aguas limpias formando colonias aisladas situadas en plazas someras con fondo 
de gravas consolidadas y bien ventiladas. Su hábitat natural son fondos de grava, barro, 
arena, cieno y piedras, donde vive semienterrada. En dos canales de regadíos de Aragón: el 
Canal Imperial y el Canal de Tauste, la especie vive en tramos de apariencia natural (con 
sustrato de sedimentos naturales). 
Precisamente para garantizar el funcionamiento normal del Canal Imperial de Aragón, 
destinado a transportar agua para uso de boca y regadíos, éste realiza, desde tiempo 
inmemorial, dos cortes anuales (entorno a los meses de febrero y noviembre) que permiten 
realizar obras y labores de mantenimiento y conservación. Dichos cortes son imprescindibles 
tanto por la ubicación del trazado del Canal que implica multitud de cruces y afecciones de 
todo tipo de servicios, como para llevar a cabo la inspección del cauce y resto de elementos y 
realizar las actuaciones que garanticen la posibilidad de seguir prestando el servicio a esta 
antigua infraestructura hidráulica. 
Como consecuencia de la constatación de la existencia de ejemplares de Margaritífera 
Auricularia en el cauce del Canal Imperial de Aragón, se evita la realización de dragados 
generales de su lecho para evitar modificar su hábitat lo que, unido al continuo depósito de 
sedimentos arrastrados por el agua y provenientes de la erosión de los cajeros que son de 
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tierra, así como al desprendimiento local de los mismos debido a la erosión, ha provocado 
que el lecho del Canal sea irregular y por tanto, algunas zonas del lecho sean más altas que 
otras. 
Los hechos denunciados acaecieron entre el dos y el veintitrés de febrero del presente año, 
fechas en la que se procedió, tal y como se ha venido haciendo tradicionalmente, al corte del 
Canal para la realización de obras de mantenimiento. La decisión fue adoptada por el 
Servicio encargado de la explotación del Canal, de acuerdo con la Comunidad General del 
Canal Imperial de Aragón y siguiendo el procedimiento pactado con el órgano autonómico 
competente en materia de conservación de la flora y fauna. Concretamente, dicho corte fue 
comunicado con antelación al Departamento de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma 
de Aragón así como al Museo de Ciencias Naturales perteneciente al Centro Superior de 
Investigaciones Científicas (CSIC). Además de dichas comunicaciones oficiales, el Servicio 
encargado de la explotación del Canal Imperial mantuvo una reunión con la persona 
designada por el Departamento de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma de Aragón 
para el seguimiento de la Margaritífera Auricularia con el fin de detallarle las actuaciones 
programadas. 
Las actuaciones previstas y que motivaron el corte del Canal eran: 
• P.k. 81.4-colocación de rejas en la almenara de Casablanca. 
• P.k. 80.3-cruce de tubería de abastecimiento a Zaragoza. 
• P.k.77.4-cruce de tubería de saneamiento de la urbanización Rosales del Canal 
• P.k.75.0 - ataguía para mantener el abastecimiento a las obras de la Plataforma 
Logística de Zaragoza (PLAZA) 
• P.k. 66.0-inspección de la especie Margaritífera Auricularia en el cauce para 
proyecto de compuerta transversal. 
El día 18 de febrero de 2003, en el p.k. 51,6, se observó una zona de unos 150 m. de longitud, 
que, como consecuencia de la irregularidad del lecho del Canal debida a las circunstancias 
más arriba mencionadas, había quedado con un nivel muy bajo de agua. Lo anterior, unido a 
las excepcionalmente bajas temperaturas, por debajo de los 0º que se produjeron en esas 
fechas, dificultó la supervivencia de los ejemplares de Margaritífera Auricularia, tanto en las 
zonas en las que quedaba algo de agua que se heló, como en aquellas otras zonas secas en 
las que se congeló el terreno. 
De acuerdo con el personal del Departamento de Medio Ambiente y del Museo de Ciencias 
Naturales, se convino en la necesidad de introducir agua en el canal inmediatamente para la 
supervivencia de los ejemplares de dicha zona. Al no poder hacerse a través de las acequias 
con tomas del río Jalón por encontrarse en obras, se procedió a la retirada de la ataguía de 
La Loteta. El día 19 de febrero de 2003 había agua en la zona afectada. Además de lo 
anterior, el hecho de que los 98 ejemplares hallados muertos estuviesen ya inventariados y la 
posibilidad de que en su reinserción al Canal, se dejasen en la parle más alta del lecho del 
mismo, pudo influir en la mortandad de dichos ejemplares que habían sobrevivido a cortes 
del Canal durante muchos años al permanecer en pozas profundas. 
En cuanto a las medidas que se adoptan para evitar situaciones como la acontecida, esta 
Confederación mantiene contactos con la Dirección General del Medio Natural del 
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Departamento de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma de Aragón para la redacción 
y aprobación del correspondiente Plan de Recuperación de la Margaritífera Auricularia, 
competencia de dicho Departamento. En concreto se ha creado un grupo de trabajo con 
representantes de este organismo, de la comunidad General de Regantes del Canal Imperial y 
de la Comunidad Autónoma para la elaboración de dicho Plan. Asimismo, el procedimiento 
utilizado en el vaciado del Canal de febrero de 2003 se mantiene para futuras actuaciones de 
acuerdo con la Dirección General del Medio Natural. 
La Asociación Naturalista de Aragón –ANSAR- y la Sociedad Española de Malacología –
SEM- han aportado documentación científica y de actuaciones realizadas en torno a este 
asunto que han sido de gran utilidad a la hora de elaborar el informe que le sirve de 
conclusión. Merced a esta información se conoce, por ejemplo, el expediente iniciado al 
respecto por el Consejo de Europa (Convención relativa a la Conservación de la Vida Salvaje 
y del Medio Natural en Europa) con la carta que el Sr. Fernández Galiano, Head of Natural 
Heritage and Biological Diversity Division, dirige entre otros al Director General de 
Conservación de la Naturaleza del Ministerio de Medio Ambiente, al Consejero de Medio 
Ambiente del Gobierno de Aragón y al Presidente de la Confederación Hidrográfica del Ebro 
en la que muestra su especial preocupación por este triste suceso e indica que el Comité 
Permanente para la Convención de Berna ha dirigido varias Recomendaciones a España 
concernientes a dos especies y ha instado a elaborar un plan de conservación de las especies 
sobre las que no se ha hecho un seguimiento correcto. Así, en orden a conocer mas de cerca 
este suceso, solicita información sobre el organismo que ha autorizado el vaciado del Canal 
Imperial de Aragón, la medidas existentes y las adoptadas por el Gobierno de Aragón y por el 
Ministerio de Medio Ambiente apara evitar sucesos así en el futuro, y la razón de la ausencia 
de un plan de protección para estas especies en peligro. Concluye recordando que la especie 
M. Auricularia recibe plena protección de la Convención y que es una de las especies de 
invertebrados en mayor peligro, por lo que estima que la ausencia de un plan de recuperación 
está en contradicción con la normativa española, y que el fallo en la protección apropiada de 
la M.Auricularia implica que España puede estar incumpliendo el nivel de conservación de 
especies a que está obligada, que está lejos de ser favorable, por lo que recaba el 
cumplimiento de estas obligaciones derivadas de la Convención a través de medidas 
legislativas y administrativas que aseguren la protección de las especies. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la protección jurídica de la Margaritifera Auricularia. 
La comunidad científica hace tiempo que tomó conciencia de la necesidad de impulsar 
medidas de protección y conservación de la Margaritifera auricularia para paliar su grave 
riesgo de extinción; fruto de esta preocupación son las medidas adoptadas en los años finales 
del siglo XX, que se han materializado con su inclusión en: 
- La Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo, relativa a la conservación de los 
hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, incluye a la M. auricularia en su "Anexo 
IV", cuyo enunciado es "Especies animales y vegetales de interés comunitario que requieren 
una protección estricta". Ello obliga a los Estados miembros, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 12, a tomar las medidas necesarias para instaurar un sistema de protección rigurosa de 
estas especies, prohibiendo entre otras cosas, el deterioro o destrucción de sus zonas de 
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descanso o su perturbación deliberada, especialmente durante los periodos de reproducción, 
cría, hibernación y migración. 
- La transposición de esta Directiva al ordenamiento jurídico interno español se hizo por Real 
Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, por el que se establecen medidas para contribuir a 
garantizar la biodiversidad mediante la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y 
flora silvestres, cuyo objeto, expuesto en el artículo 1, es “…. es contribuir a garantizar la 
biodiversidad en el territorio en que se aplica la Directiva 92/43/CEE, mediante la adopción 
de medidas para la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres en 
el territorio español. Las medidas que se adopten en virtud del presente Real Decreto tendrán 
como finalidad el mantenimiento o el restablecimiento, en un estado de conservación 
favorable, de los hábitats naturales y de las especies silvestres de la fauna y de la flora de 
interés comunitario en el territorio español y tendrán en cuenta las exigencias económicas, 
sociales y culturales, así como las particularidades regionales y locales”. Al igual que la 
Directiva que traspone, este Real Decreto clasifica a la M. auricularia en su Anexo IV, como 
requerida de una protección estricta, lo que implica, según el artículo 10, que gocen de las 
medidas de protección establecidas en el en el Título IV de la Ley 4/1989, de Conservación 
de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, y en el Real Decreto 439/1990, de 
30 de marzo, por el que se regula el Catálogo Nacional de Especies Amenazadas. Conforme a 
esto, el artículo 26 de dicha Ley obliga a las Administraciones Públicas a adoptar las medidas 
necesarias para garantizar la conservación de las especies, de la flora y la fauna que viven en 
estado silvestre en el territorio español, con especial atención a las especies autóctonas, 
debiendo atender preferentemente a la preservación de sus hábitats y establecer regímenes 
específicos de protección para las especies, comunidades y poblaciones cuya situación así lo 
requiera, incluyéndolas en alguna de las categorías mencionadas en el artículo 29 de la Ley. 
- El Real Decreto 439/1990, de 30 de marzo, regula el Catálogo Nacional de Especies 
Amenazadas, que constituye desarrollo reglamentario de la Ley de Conservación de los 
Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres; conforme al mismo, la Orden de 29 de 
agosto de 1996, del Ministerio de Medio Ambiente (BOE nº 217, de 07/09/19), incluye en el 
Catálogo Nacional de Especies Amenazadas la especie Margaritifera auricularia. Como 
expresa su exposición de motivos, la acción conjunta de una serie de factores negativos, entre 
los que destacan la desaparición de 
los peces migradores que forman parte de su ciclo biológico y la destrucción y contaminación 
de su hábitat, ha motivado que esta especie, antaño tan abundante que el nácar de sus conchas 
era objeto de explotación comercial, haya sufrido una drástica regresión en todo su ámbito de 
distribución mundial, hasta el punto de considerarla extinguida en todos los países que 
ocupaba antaño, salvo en España, donde se estima que tan sólo perdura en la actualidad una 
única población, situada en el Canal Imperial de Aragón. 
Debido a esta dramática situación poblacional, la especie se encuentra incluida en las 
principales normas europeas de conservación de la naturaleza, en especial en el Convenio de 
Berna, de 19 de septiembre de 1979, relativo a la Conservación de la Vida Silvestre y del 
Medio Natural en Europa, donde figura en el anexo 11 como especie estrictamente protegida, 
y en la Directiva 92/43/CEE, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitat 
naturales y de la fauna y flora silvestres, traspuesta mediante el Real Decreto 1997/1995, de 7 
de diciembre. Teniendo en cuenta estos antecedentes y siguiendo lo dispuesto en la Ley 
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4/1989, de 27 de marzo, y en el Real Decreto 439/1990, de 30 de marzo, se inició el 
preceptivo procedimiento de catalogación de esta especie, elaborando la necesaria memoria 
técnica que recopila la información disponible. La Comisión Nacional de Protección de la 
Naturaleza, en su reunión de 7 de mayo de 1996, a propuesta del Comité de Flora y Fauna 
Silvestres de dicha Comisión, acordó por unanimidad aprobar la propuesta de inclusión de la 
perla de río “Margaritifera Auricularia” en el Catálogo Nacional de Especies Amenazadas, en 
la categoría de “en peligro de extinción”. 
- La M. auricularia está incluida en el "Anexo IV" del Catálogo de Especies Amenazadas de 
Aragón: "Especies de fauna de interés especial", por Decreto 49/1995, de 28 de marzo, de la 
Diputación General de Aragón (BOA nº 42, de 07/04/95). No obstante, a todos los efectos 
prevalece la protección jurídica superior que posee en el Catálogo Nacional de Especies 
Amenazadas. 
- El Comité Permanente del Convenio de Berna ha aprobado siete recomendaciones para la 
protección, conservación y estudio de M. auricularia (Recomendaciones nº 22, de 
11/01/1999; nº 35, de 04/12/1992; nº 50, de 06/12/1996; nº 51, de 06/12/1996; nº 52, de 
06/12/1996; nº 59, de 05/12/1997; y nº 81, de 01/12/2000) en las que instan a España para que 
adopte las medidas apropiadas para proteger las poblaciones de Margaritifera auricularia en el 
Ebro y áreas circundantes, estableciendo con carácter de urgencia planes de recuperación de 
las especies en peligro.  
- Por último, al ser la M. auricularia una especie amenazada protegida, también cuenta con la 
protección del artículo 334 del Código Penal. 
Segundo.- Sobre las obligaciones dimanantes de su clasificación como especie el peligro 
de extinción 
La Ley de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres establece 
en su artículo 31 unas prohibiciones genéricas para los animales de una especie o población 
incluidos en el Catálogo Nacional de Especies Amenazadas en las categorías de “en peligro 
de extinción” o “sensible a la alteración de su hábitat” por las que impide cualquier actuación 
no autorizada hecha con el propósito de darles muerte, capturarlos, perseguirlos o molestarlos, 
así como la destrucción de sus nidos, vivares y áreas de reproducción, invernada o reposo. 
La catalogación de una especie, subespecie o población en la categoría “en peligro de 
extinción” exige la redacción de un Plan de Recuperación para la misma, en el que se 
definirán las medidas necesarias para eliminar tal peligro de extinción, y cuya elaboración y 
aprobación corresponde a las Comunidades Autónomas; en su caso, estos planes incluirán 
entre sus determinaciones la aplicación de alguna de las figuras de protección contempladas 
en el título III de la Ley, referida a la totalidad o a una parte del hábitat en que vive la especie, 
subespecie o población. 
No habiendo contestado el Departamento de Medio Ambiente a la petición de información, se 
ha tenido conocimiento por medio de la prensa (El Periódico de Aragón, 02/05/03) que el 
Gobierno de Aragón ha presentado a la Confederación Hidrográfica del Ebro un plan de 
protección de la M. auricularia, habiendo mantenido una reunión con representantes de este 
Organismo y de los canales Imperial de Aragón y de Tauste, donde se alojan las principales 
colonias. Se desconoce el estado actual de estos trabajos. 
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A este respecto, se ha de señalar que en la anteriormente citada Recomendación nº 81 (2000) 
del Comité Permanente del Convenio de Berna para la Conservación de la Vida Silvestre y 
del Medio Natural en Europa, adoptada el día 01/12/00 y relativa a la puesta en práctica del 
Plan de Acción para la conservación de la Margaritifera auricularia, recuerda que el artículo 1 
exige a las partes especial énfasis en la conservación de las especies vulnerables o en peligro, 
entre las que la escasa población superviviente de M. auricularia se encuentra en situación 
crítica; por ello, deseando evitar una mayor pérdida biológica en Europa, recuerda el 
contenido de varias recomendaciones hechas anteriormente: Recomendación nº 22 (1991) 
cuyo fin es que los planes de recuperación sirvan para mejorar la situación de esta especie y 
de otros moluscos de agua dulce (Unionoideos); Recomendación nº 35 (1992), para la 
conservación de algunas especies de invertebrados del Apéndice II de la convención mediante 
la adopción de medidas que protejan los últimos reductos de sus poblaciones; Recomendación 
nº 50 (1996), en la que pide a España establecer, como problema de urgencia, planes de 
protección de las especies; Recomendación nº 51 (1996), reiterando la anterior con especial 
énfasis en los planes relativos a la Margaritifera auricularia; y Recomendaciones nº 52 (1996) 
y 59 (1997), que aluden a los planes para la conservación de especies invertebradas y otras de 
fauna salvaje. 
Asimismo, esta recomendación hace especial referencia al estudio elaborado por los Doctores 
D. Rafael Araujo y Dª Ángeles Ramos, del Museo Nacional de Ciencias Naturales, en el que 
se contiene un completo Plan de Acción para la Margaritifera Auricularia en Europa 
(documento T-PVS (2000) 9 revised). Con todo ello, expone su deseo de que sean atendidos 
inmediatamente los planes de acción para la conservación de los moluscos de agua dulce, y en 
particular de la Margaritifera auricularia, y concluye indicando que debe ser estimado como 
un problema urgente que ha de ser abordado en el contexto de esta  Recomendación, 
atendiendo las sugerencias contenidas en la anterior Recomendación nº 59 y dejando 
asegurado que las especies reciben una conservación en condiciones y se les dota de 
financiación adecuada, de acuerdo con las normas internacionales. 
Una última consideración: según consta en el informe del Sr. Álvarez Halcón, las poblaciones 
de M. auricularia más importantes en todo el mundo se encuentran actualmente en España, 
donde se conoce la presencia de aproximadamente 2000 especímenes en el Canal Imperial de 
Aragón (Aragón), medio centenar en el Canal de Tauste (Aragón y Navarra), medio centenar 
en el tramo medio del río Ebro (Aragón) y aproximadamente un centenar en el tramo bajo del 
río Ebro (Cataluña). En Francia hay menos de un centenar de especímenes vivos en los ríos 
Vienne y Creuse (Cochet, 2001), y es posible que existan poblaciones en algunos ríos de 
Marruecos. De esta forma, la cuenca del Ebro es hoy en día el reducto más importante de M. 
auricularia en el mundo, de ahí la gran responsabilidad que tienen las autoridades ambientales 
del Estado Español y de las Comunidades Autónomas de Cataluña, Aragón y Navarra, así 
como los organismos públicos o privados gestores de los cauces artificiales naturalizados 
adyacentes al río Ebro (canales y acequias). Ello implica que, según lo establecido en el 
artículo 8 del Real Decreto 439/1990, al encontrarse el área de distribución de M. auricularia 
en tres Comunidades Autónomas (Cataluña, Aragón y Navarra), la Comisión Nacional de 
Protección de la Naturaleza debe elaborar criterios orientadores sobre el contenido de dichos 
planes y el Ministerio de Medio Ambiente podrá convenir con las Comunidades Autónomas 
la prestación de ayuda técnica y económica para la elaboración de dichos Planes y para la 
ejecución de las medidas en ellos previstos. 
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Tercero.- Otras cuestiones incidentales de interés. 
El estudio de la situación creada tras la mortandad de Margaritifera auricularia y el informe 
aportado por la Sociedad Española de Malacología ponen de manifiesto otras cuestiones que 
es necesario tratar aquí, tales como:  
- La posibilidad de crear, de forma paralela a la elaboración y aprobación del Plan de 
Recuperación, un espacio natural protegido en la totalidad o parte del hábitat en que vive la 
especie aplicando alguna de las figuras contempladas en la Ley 6/1998, de 19 de mayo, de 
Espacios Naturales Protegidos de Aragón, tales como una Reserva Natural Dirigida (art. 
11.2.b) en el río Ebro aguas arriba de Zaragoza capital, que además de a la protección de la 
Margaritifera auricularia atendiese a la del propio espacio fluvial y zona ribereña, gravemente 
afectado por la acción del hombre en muchos de sus puntos, o de Área Natural Singular (art. 
48) para el tramo naturalizado del Canal Imperial de Aragón (complementaria con la 
declaración actual de Bien de Interés Cultural por Resolución de 20 de septiembre de 2000, de 
la Dirección General de Patrimonio Cultural), zonas donde actualmente se conoce la presencia 
de las poblaciones más importantes de M. auricularia en Aragón. Con respecto al Canal de 
Tauste, de titularidad privada (Sindicato de Riegos del Canal de Tauste), cualquier actuación 
susceptible de afectar a la población de M. auricularia allí presente debe contar con el 
conocimiento previo del Gobierno de Aragón y el asesoramiento de los biólogos expertos del 
Museo Nacional de Ciencias Naturales (CSIC) para evitar su destrucción y conservar su 
hábitat. En cuanto al río Ebro aguas abajo de Zaragoza capital, conviene destacar la 
importancia histórica de las poblaciones de M. auricularia en el tramo para el cual está 
prevista la declaración de “Área Natural Singular de los meandros encajados de Alforque-
Escatrón” en el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de los Sotos y Galachos del río 
Ebro (Orden de 14 de enero de 2001 del Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de 
Aragón), donde la especie se encuentra al borde de la extinción, por lo que cabría reforzar la 
protección de esta zona con la figura de “Reserva Natural Dirigida” en lugar de la prevista de 
“Área Natural Singular”. 
- Junto a la protección jurídica de la Margaritifera auricularia sería conveniente hacer lo 
propio con otros bivalvos de agua dulce en Aragón para evitar que caigan en peligro de 
extinción, tales como Unio elongatulus, Potomida littoralis y Anodonta cygnea, incluyéndolas 
en el Catálogo de Especies Amenazadas de Aragón en la categoría que pudiese corresponder a 
cada una (“sensible a la alteración de su hábitat” o “de interés especial”). 
- Desarrollar proyectos y convenios de conservación de Margaritifera auricularia: señala el 
informe de la S.E.M. que biólogos del Museo Nacional  de Ciencias Naturales (CSIC) 
participan actualmente en un convenio de colaboración con el Departamento de Medio 
Ambiente del Gobierno de Aragón para el estudio y conservación de M. auricularia, U. 
elongatulus y un caracol de agua dulce. Los resultados de dicho convenio, junto con los 
derivados del existente entre el CSIC y el Ministerio de Medio Ambiente, han puesto al día 
los conocimientos necesarios para llevar adelante el Plan de 
Recuperación y la cría en cautividad y semicautividad de la especie, habiéndose publicado 
trabajos de gran importancia para el conocimiento de la biología de M. auricularia. 
- El Departamento de Medio Ambiente de la Generalitat de Catalunya coordina un proyecto 
Life denominado "Conservación de la náyade amenazada Margaritifera auricularia en el río 
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Ebro (Catalunya)" con la participación de científicos de diversas entidades públicas y privadas 
catalanas. Podría intentarse un proyecto coordinado que extendiese el ámbito de estudio a las 
zonas de Aragón antes señaladas, que es donde se encuentran las poblaciones más importantes 
de este molusco y también, de acuerdo con la Recomendación nº 81(2000) del Comité 
Permanente del 
Convenio de Berna, ampliar el intercambio de conocimientos y experiencias con Francia. 
- Realizar una vigilancia coordinada de las poblaciones actualmente conocidas y de otras no 
conocidas en el río Ebro y canales o acequias adyacentes. Conviene destacar que tras la 
realización de numerosos muestreos en ríos, canales y acequias de Aragón, los científicos 
expertos tienen constancia de que en los canales y acequias se concentran las poblaciones más 
numerosas de bivalvos de agua dulce autóctonos, por lo que sería importante conocer 
previamente los proyectos de revestimiento de canales y acequias que acabarán con estos 
hábitats naturalizados propicios para la conservación de los bivalvos de agua dulce 
autóctonos, como los previstos para el Canal Imperial de Aragón y el Canal de Tauste en la 
Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional. Cabe resaltar que el revestimiento 
del Canal Imperial de Aragón desde su inicio hasta Gallur causó la desaparición de M. 
auricularia en dicho tramo, y que en el proyecto de revestimiento previsto entre los kilómetros 
55-77 la Confederación Hidrográfica del Ebro no contempló la presencia de bivalvos de agua 
dulce autóctonos, a pesar de que se conocía entonces su presencia en el Canal Imperial de 
Aragón y ya estaba catalogada en peligro de extinción. Para ello sería necesaria la puesta en 
marcha de un “Plan de vigilancia para la conservación de bivalvos de agua dulce autóctonos 
en Aragón”, que contemple aspectos como la coordinación entre los organismos públicos o 
privados responsables de la gestión de los cauces (ríos, lagunas, embalses, canales y acequias) 
y el Departamento de Medio Ambiente y se prevea el aviso con antelación suficiente de cortes 
de agua, obras o cualquier otra incidencia que afecte a los cauces donde se conoce la 
presencia de bivalvos de agua dulce, siendo recomendable la elaboración de un código de 
buenas prácticas ambientales en los trabajos de mantenimiento y mejora de los sistemas de 
riego o la asignación de personal autorizado y formado expresamente para las tareas de 
vigilancia y conservación de bivalvos de agua dulce cuando sea preciso; puede resultar 
interesante contemplar la figura del voluntariado ambiental formado a tal efecto para su 
actuación en los períodos habituales de desecado de los canales o en épocas de gran estiaje en 
el río Ebro, grandes desembalses y obras de acondicionamiento de larga duración en canales y 
acequias. 
- Realizar algún programa de sensibilización social, con especial incidencia sobre los 
colectivos relacionados con el uso y gestión de las aguas continentales en Aragón, para que 
los ciudadanos conozcan la fauna de agua dulce; se ha constatado que, a excepción de las 
personas que han capturado ejemplares de M. auricularia para explotar su nácar, coleccionar 
sus conchas o consumir sus partes blandas en épocas de hambruna, la mayor parte de la 
sociedad aragonesa desconocía la existencia de estos moluscos dulceacuícolas hasta que los 
medios de comunicación divulgaron su presencia a raíz de los estudios científicos que 
avisaban de sus amenazas. Un mayor conocimiento contribuye a incrementar la 
sensibilización social y al respeto de los hábitat de estas especies que, a diferencia de los 
animales terrestres y aéreos, suelen permanecer ocultas en los encuentros del ciudadano con 
su entorno natural, sin que haya plena conciencia de los problemas que determinadas 
actuaciones pueden causar. 
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Esta sensibilización podría concretarse en actividades formativas y divulgativas destinadas a 
escolares y público en general mediante la edición de materiales didácticos de todo tipo o la 
creación de algún centro de interpretación junto al Canal Imperial de Aragón, aprovechando 
infraestructuras colindantes, donde se recree mediante acuarios el hábitat de estas especies 
para mostrar su forma de vida y exponer mediante paneles su biología, ecología, amenazas y 
aspectos culturales de interés. 
III.- RESOLUCIÓN. 
Por todo lo anteriormente expuesto, y en uso de las facultades que me confiere la Ley 4/1985, 
de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, considero conveniente: 
Primero.- Formular Recordatorio de Deberes Legales al Departamento de Medio Ambiente 
del Gobierno de Aragón, recordándole su obligación de auxiliar a esta Institución en sus 
investigaciones, conforme a lo establecido en artículo 19 de la Ley 4/1985, de 27 de Junio, 
reguladora del Justicia de Aragón. 
Segundo.- Recomendar al Departamento de Medio Ambiente que en sucesivas ocasiones en 
que se produzca un corte de agua del Canal Imperial de Aragón o de otro cauce fluvial en el 
que puedan alojarse especies protegidas adopte las medidas oportunas para evitarles los daños 
que estos cambios en su medio pueden causar, coordinando sus trabajos con los que haya de 
realizar la confederación Hidrográfica o entidad competente y disponiendo los medios 
personales y materiales que el buen fin de la operación precise. 
Tercero.- Recomendar al Departamento de Medio Ambiente que, en coordinación con las 
demás Administraciones autonómicas afectadas y el Ministerio de Medio Ambiente, proceda 
a la elaboración, redacción, trámite y aprobación de un Plan de Recuperación de 
Margaritifera auricularia, siguiendo los criterios  orientadores que en su caso determine la 
Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza, teniendo en cuenta el contenido del Plan 
de Acción de M. auricularia en Europa y los conocimientos científicos recientes. 
Cuarto.- Recomendar al Departamento de Medio Ambiente que proceda de inmediato a 
actualizar el Catálogo de Especies Amenazadas de Aragón mediante la clasificación de la 
Margaritifera auricularia en la categoría “en peligro de extinción”, con el fin de evitar la 
posible confusión social sobre la protección jurídica que posee en los ordenamientos jurídicos 
español y aragonés (en el Catálogo Nacional, cuya protección más severa prevalece, consta 
como “en peligro de extinción”, y en el aragonés como “de interés especial”). 
Quinto.- Recomendar al Departamento de Medio Ambiente que estudie la idoneidad de las 
medidas señaladas en el anterior considerando cuarto, de forma que se permita un mayor 
conocimiento y cuidado de los bivalvos de agua dulce por los ciudadanos como parte 
importante de nuestro patrimonio natural.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no el Recordatorio de Deberes Legales y la Recomendación formulada, 
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
11 de Septiembre de 2003 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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3. AÑO 2004 
3.1 Ruidos 
3.1.1 9 d febrero de 2004. Problemas por ruidos en Arcosur. Obligatoriedad de revisar el 
mapa sonoro del Ayuntamiento de Zaragoza por estar obsoleto. Incidencia de la 
nueva normativa ambiental sobre el mapa. Necesidad de desarrollar la Ley del Ruido. 
En esta sugerencia, de notable extensión, se analizan las dificultades derivadas de la 
creación de un nuevo barrio en Zaragoza, denominado “Arcosur”. El principal problema de 
este barrio de nueva creación deriva de su ubicación bajo el pasillo aéreo del aeropuerto de 
la ciudad de Zaragoza, debido a las previsibles molestias provocadas por el ruido y las 
vibraciones del tránsito de los aviones.  
I.- ANTECEDENTES 
Primero.- El día 19/05/03 tuvo entrada en esta Institución una queja cuyo motivo eran los 
posibles problemas por ruidos en la zona de nueva urbanización denominada Arcosur en el 
término municipal de Zaragoza. 
Segundo.- En la misma se hace alusión a las siguientes circunstancias: 
1 . El Excmo. Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día 28 de marzo de 2003, 
acuerda aprobar con carácter inicial el Plan Parcial del Sector 89/3 
(denominado"ARCOSUR'), por el que se procederá al desarrollo urbanístico de los suelos 
de titularidad privada situados al sur de la ciudad entre: la Carretera de Madrid, Feria de 
Muestras, Cuarto Cinturón, Valdespartera, Urbanización Montecanal y la Urbanización 
Ciudad Jardín Montes de Canal. Según proyecto de iniciativa particular formulado e instado 
por la representación de la Sociedad Civil Gestora del Sector 89/3 del Plan General de 
Ordenación Urbana (PGOU). 
2. Los terrenos en los que se prevé esta actuación urbanística, están sometidos a fuertes 
condicionantes en relación con el Impacto Acústico del Aeropuerto de Zaragoza. En 
función de ello, el Ayuntamiento de Zaragoza utilizó en el PGOU de 2001, para la viabilidad 
del desarrollo urbanístico de este sector y la determinación de las distintas tipologías de 
suelo y usos, el Mapa de ruido y la previsión del propio municipio de Impacto Acústico, a 
raíz de estudio llevado 4 cabo por su Unidad de Medioambiente en 1997, basado en el 
pronóstico de exposición al ruido NEF (Noise Exposure Forecast). 
3. Aeropuertos Nacionales Españoles y Navegación Aérea (AENA) del Aeropuerto de 
Zaragoza, presentó alegaciones al PGOU de 2001, en relación con el desarrollo de estos 
suelos urbanizables no delimitados próximos a los espacios de servidumbre aérea, en base a 
un Estudio de Impacto Acústico, mucho más reciente en el tiempo, realizado por la 
Universidad Politécnica de Madrid (tal estudio fue encargado por la misma dirección del 
aeropuerto dado las continuas quejas recibidas de los vecinos de este sector del sur de la 
ciudad). En tales alegaciones se imponían drásticos recortes a los usos residenciales y a la 
edificación en estos suelos. Pero, tras conversaciones del teniente de alcalde de Urbanismo, 
Rafael Gómez Pastrana, con el Secretario de Estado de Infraestructuras, D. Benigno Blanco, 
este mismo, firma un escrito que tiene más formato de carta que de informe ministerial 
preceptivo para la aprobación del PGOU en el que da por bueno el Mapa de ruido elaborado 
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por el Consistorio de Zaragoza y retira las alegaciones efectuadas por los técnicos 
competentes del Ministerio de Fomento (AENA). Dando vía libre oficial a las recalificaciones 
previstas, lo que permitiría edificar en estos suelos. En relación con los hechos descritos, 
formulamos la siguiente QUEJA: 
Considerando la importancia y gravedad futura de no someter el desarrollo urbanístico de 
estos suelos a un Estudio y Previsión de Impacto Acústico independiente, imparcial y 
objetivo, en relación con los distintos intereses en juego: municipales, privados de los 
propietarios, promotores y constructoras. Manifestamos nuestra preocupación y queja, ante 
lo que fue el "olvido" de la Previsión de Impacto Acústico realizada por el Aeropuerto de 
Zaragoza (AENA) en sus alegaciones, dado la falta de razones técnicas de Fomento para 
desistir de las mismas, pues, tal y como ponía de manifiesto el Estudio realizado por la 
Universidad Politécnica de Madrid, se señala que en algunos puntos de Montecanal se 
llegaban a registrar 70 decibelios (dB) como consecuencia del tráfico aéreo, añadiendo la 
Dirección del Aeropuerto, que los perjuicios aún serian más severos en nuevas zonas de 
desarrollo al sur de la ciudad. 
También manifestamos nuestra preocupación y queja por lo desfasado del Mapa de ruidos 
elaborado por el Consistorio de Zaragoza (recordemos que es del año 1997 y se incorpora al 
documento del PGOU en 1999), dado que la Previsión de Impacto Acústico en el contenida 
no podía considerar variables tan importantes como la implantación de PLA-ZA (con el 
consecuente aumento del transporte de mercancías vía aérea) y la futura ampliación del 
Aeropuerto de Zaragoza (con un horizonte de expansión hasta el 2015) fruto del acuerdo en 
fechas recientes entre el Ayuntamiento, Ministerio de Defensa y Ministerio de Fomento 
(AENA). Considerando por tales hechos, que la Previsión de Impacto Acústico contenida en 
el Mapa de ruidos elaborado por el Ayuntamiento de Zaragoza está infradimensionada, 
más aún, si tenemos en cuenta que el referido Mapa de ruidos de este sector no ha sido 
renovado y modificado (que no meramente comprobado y revisado) a los cinco años desde su 
fecha de aprobación, tal y como exige la Ordenanza Municipal de Ruidos de Zaragoza en su 
Art. 5. punto 3º y la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
junio de 2002, sobre Evaluación y Gestión del Ruido Ambiental, en su Art 7, punto 5º 
adoleciendo por ello de una "obsolescencia calculada y querida", pues, es bien conocida 
por parte del Ayuntamiento la normativa citada en relación con la renovación y modificación 
de los mapas de ruido. A más abundamiento, tampoco podemos pasar por alto la gravedad de 
que en el citado Mapa de ruido del Ayuntamiento no se utilicen los indicadores de ruidos 
comunes Lden y Lnight en decibelios (dB) que fija la Directiva en su Art 5, punto 1º como 
un indicador básico de "molestia" y que ya se utiliza en relación con el ruido de aeronaves 
en la mayor parte de Estados miembros. Por el contrario, el pronóstico de exposición al 
ruido NEF (utilizado en el Mapa de ruidos del Ayto), se empleó en el pasado como un índice 
de respuesta de la población, con propósitos de planificación de zonas cercanas a 
aeropuertos. Sin embargo, ha sido reemplazado por el nivel sonoro corregido día noche o la 
exposición sonora día-noche, en EEUU, por obsoleto y sobre todo “poco claro" al no 
proporcionar datos objetivos. Obviamente en Europa deberían utilizarse siempre los índices 
estipulados en la Directiva comunitaria. 
Por todo lo anteriormente expuesto y dado que el ruido es uno de los principales 
contaminantes del medio urbano y que sus efectos perjudiciales sobre el bienestar y la 
calidad de vida de las personas son muy importantes, agravándose este problema en aquellas 
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zonas de la ciudad donde conviven usos muy distintos del suelo y actividades no siempre 
fáciles de compatibilizar, y dado que la planificación de la ciudad con criterios acústicos y 
una adecuada ordenación urbanística son las principales herramientas de lucha contra tal 
problemática, tal como se afirma en su INFORME ESPECIAL SOBRE MEDIO AMBIENTE 
URBANO EN ARAGÓN 2002. Formulamos ante su Institución las siguientes 
PETICIONES: 
1 . En base a que la previsión de Impacto Acústico realizada por el Ayuntamiento de 
Zaragoza está totalmente infradimensionada, no cumpliendo con la normativa comunitaria, y 
que adolece de una "obsolescencia calculada y querida", tal y como ya ha quedado puesto de 
manifiesto. Le suplicamos solicite, en nombre de su Institución y con la máxima celeridad 
que le sea posible, Evaluación de las condiciones acústicas de estos suelos al Grupo de 
Vibroacústica del Centro Politécnico Superior de la Universidad de Zaragoza. 
Garantizándose así la objetividad e imparcialidad técnica de los resultados a los que se 
llegue en la evaluación de las condiciones acústicas de la zona, pues, recordemos que el 
Ayuntamiento de Zaragoza es parte no objetiva en esta actuación dado que es quien 
determina la planificación urbanística, además de ser perceptor de las futuras cesiones de los 
particulares (el 33% del total) en forma de plusvalías urbanísticas, e ingresos tributarios en 
concepto del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, situación esta que sería 
un error no tener en consideración. 
2. Que en el caso de que la evaluación de las condiciones acústicas de la zona, realizada 
por el Grupo de Vibroacústica del CPS-Universidad de Zaragoza, no sea coincidente en sus 
conclusiones con la realizada por el Ayuntamiento en 1997. Sugiera y recomiende al 
Ayuntamiento de Zaragoza y a sus Servicios de Urbanismo la estimen como determinante 
(la Evaluación del Grupo de Vibroacústica-Universidad de Zaragoza) para el desarrollo 
urbanístico de este Sector 89/3 del PGOU, y también traslade sus sugerencias y 
recomendaciones en este mismo sentido, tanto al Medio natural de la Diputación General 
de Aragón como a la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio.  
3. Dado que, y en base a la función propia de la Ordenación del Territorio, decidir el 
ensanche de una ciudad no puede ser una opción meramente urbanística, adoptada desde la 
exclusiva óptica municipal sin conexiones con las diversas políticas sectoriales que inciden 
en el espacio (tal y como queda demostrado a través de la problemática que se plantea en 
este Plan Parcial del Sector 89/3 del PGOU de Zaragoza), y ante el vacío legislativo que en 
materia de contaminación acústica existe en nuestra Comunidad Autónoma, pese a ostentar 
desde el principio las competencias en esta materia. Solicitamos eleve una petición a la 
Consejería de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón para el desarrollo, propuesta y 
posterior aprobación, de un Decreto de Conexión de la Contaminación Acústica con el 
Planeamiento Urbanístico, de tal manera que el planeamiento de desarrollo para los suelos 
urbanizables y urbanos situados junto a los principales ejes viarios, ferroviarios y 
aeroportuarios se someta a un informe preceptivo y vinculante de la consejería competente 
en materia de medio ambiente. 
Tercero.- A la vista de la queja presentada, y con el fin de determinar el alcance del 
problema, se acordó admitirla a mediación, iniciándose la tramitación del expediente. A tal 
fin, se enviaron con fecha 05/06/03 sendos escritos al Ayuntamiento de Zaragoza, a la 
Delegación del Gobierno en Aragón, a la Universidad Politécnica de Madrid y la Centro 
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Politécnico Superior de la Universidad de Zaragoza para que remitiesen informe sobre la 
cuestión planteada; en concreto, en el ámbito competencial de cada uno, se solicitaron datos 
tales como los mapas de ruidos de la ciudad de Zaragoza y sus alrededores y zonas de 
expansión elaborado por los servicios municipales, las alegaciones presentadas por AENA en 
el trámite de exposición pública del PGOU y resolución del Ayuntamiento a las mismas, el 
estudio de la Universidad Politécnica de Madrid que se cita en el escrito de queja, previsión 
de incremento de la actividad del Aeropuerto de Zaragoza con motivo de la expansión de su 
superficie de acuerdo con los convenios recientemente firmados y de la puesta en 
funcionamiento de la Plataforma Logística de Zaragoza y otros datos considerados de interés 
a estos efectos. 
Cuarto.- La información solicitada se fue recibiendo a partir del mes de julio. El 
Ayuntamiento de Zaragoza remitió sendos informes expedidos por las áreas de Medio 
Ambiente y de Urbanismo referidos a los aspectos de la cuestión que a continuación se 
indicarán. 
El informe de Medio Ambiente tiene fecha de 26 de junio de 2003, y alude a las siguientes 
cuestiones: 
“En relación con el escrito de fecha 4 de junio de 2002, Expediente DII- 541/2003-2, 
remitido a este Ayuntamiento por El Justicia de Aragón, esta Unidad de Medio Ambiente 
informa lo siguiente: 
1.) Que esta Unidad de Medio Ambiente desconoce las características del Plan Parcial del 
Sector 89/3, denominado Arcosur, al no haber sido solicitada información sobre el mismo. 
2.) En el año 1996, esta Unidad de Medio Ambiente inició un estudio para conocer las 
condiciones acústicas en el área afectada por el aeropuerto de Zaragoza.  
Dicho estudio, efectuado por la firma García-BBM, se llevó a cabo durante el año 1997 y 
como resultado del mismo se realizó el MAPA SONORO DEL AEROPUERTO DE 
ZARAGOZA (Horizonte 2007). (Expediente municipal nº. 3.160.529197).  
Dicho mapa simularía la situación acústica del entorno del Aeropuerto bajo unas premisas 
de crecimiento del tráfico aéreo trasladándolo al horizonte del año 2007. El método utilizado 
en el estudio es el Integrated Noise Level, desarrollado en los Estados Unidos. 
En dicho estudio ya se observan incompatibilidades en el uso del suelo de conformidad con la 
tabla 29 del mencionado estudio, en el que se señalan los límites máximos de utilización del 
suelo según el índice NEF 
Sin perjuicio de lo anterior le informo que, de conformidad con lo establecido en el Artículo 6 
y en el Anexo 11 de la Directiva 2002/49 CE referente a la Evaluación del Ruido Ambiental, 
la Comisión de las Comunidades Europeas ha adoptado una decisión con respecto a los 
métodos propios (caso de España) o que deseen cambiar los que tienen. Dicho método es el 
siguiente para el ruido de aeronaves: ECAC, CEAC, Doc. 29 "Report on Standard Method of 
Computing Noise Contours around Civil Airports' 1997". 
En el caso del ruido de aeronaves, si lo que se desea es una simulación computacional de 
aeronaves no civiles, el programa idóneo es el INM (Integrated Noise Model) 
norteamericano que dispone de una base de datos con valores de emisión, directividad, etc. 
de aeronaves civiles y militares. Este método no aparece entre los relacionados en la decisión 
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con respecto a los métodos para la determinación del ruido mediante métodos 
computacionales dado que la Directiva 2002/49 excluye de su ámbito de aplicación las 
actividades que tiene que ver con las tareas de Defensa. 
3.) Que la Ordenanza para la Protección contra Ruidos y Vibraciones, aprobada por el 
Excmo. Ayuntamiento pleno de 31 de octubre de 2001 (B. 0. P. nº 280, de 5 de diciembre de 
2001), en su artículo 8º establece las condiciones acústicas de nuevas urbanizaciones que 
dice lo siguiente: 
"I. En las nuevas urbanizaciones o aquellas derivadas de convenios urbanísticos los 
promotores y los constructores estarán obligados a realizar una evaluación previa de las 
condiciones acústicas de las condiciones acústicas de la urbanización que formará parte del 
proyecto como anexo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5. 
2.Dicha evaluación contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:  
a) Descripción de la urbanización: Situación, número de viviendas y tipología de las mismas 
(aisladas, pareadas, etc.). 
b) Determinación, mediante modelo de predicción o cualquier otro sistema adecuado, de los 
valores NED y NEN producidos por las fuentes de ruido móviles a un metro y medio (1,5 
metros) de la fachada de las viviendas más afectadas en razón de su orientación o distancia. 
3. Cuando los valores NED y NEN indicados en el párrafo anterior superen los señalados en 
el artículo 42.2, se exigirá la incorporación de soluciones técnicas al proyecto que 
garanticen el cumplimiento de los mencionados límites. Asimismo, el Art. 7 de la citada 
Ordenanza, establece las condiciones acústicas en edificios. 
"1. Las edificaciones o construcciones deberán cumplir las condiciones acústicas de la 
edificación que se determina en la norma básica de la edificación-condiciones acústicas 
(NBE-CA-88), o norma que la modifique o sustituya.  
2. Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, el Ayuntamiento de forma motivada 
podrá fijar medidas de aislamiento superiores a las indicadas en la precitada norma en 
edificios de nueva construcción o sometidos a rehabilitación en vías urbanas especialmente 
ruidosas para garantizar que los niveles sonoros en los espacios interiores se ajustan a los 
criterios de calidad acústica y al objeto de que se cumplan los niveles establecidos en el título 
III." 
En cuanto a la información solicitada, adjunto se remite el Mapa Sonoro del Aeropuerto de 
Zaragoza. Horizonte 2007, así como un ejemplar de la Ordenanza Municipal para la 
protección contra Ruidos y Vibraciones y el Cuaderno del Indicador 
“B8 Población expuesta al ruido". No se dispone en esta Unidad del Estudio de AENA.” 
Las alegaciones que la dirección del Aeropuerto de Zaragoza formuló al segundo periodo de 
información pública del Plan General de Ordenación Urbana se produjeron con fecha 
27/02/01 en los siguientes términos: 
“Se ha tenido conocimiento del inicio del nuevo periodo de información pública del 




El 20 de mayo de 1999 el Ayuntamiento remitió el documento de Aprobación Inicial, en 
cumplimiento, según se dice en el escrito de remisión, de lo dispuesto en el Real Decreto 
2591/1998 de 4 de noviembre, sobre Ordenación de los Aeropuertos de interés General y su 
Zona de Servicio. 
El documento de Revisión del PGOU fue aprobado inicialmente el 27 de mayo de 1999. 
Dentro del período de información pública, Aena, como entidad afectada presentó la 
preceptiva Alegación, (independientemente del Informe preceptivo y vinculante cuya emisión 
correspondería al Ministerio de Fomento previamente a la Aprobación Inicial) 
En dicha alegación se ponía de relieve que la ordenación propuesta por el planeamiento 
contenía áreas de suelo para uso residencial en ámbitos afectados con valores del índice 
NEF>35>40, según el Anejo 5, 4 “Mapa de Ruido del Aeropuerto de Zaragoza” contenido 
en el documento de PGOU. Siendo 35 el valor límite máximo admisible para suelos de uso 
residencial, según el propio estudio, se hacía ver la inconveniencia de dichos desarrollos 
residenciales en las áreas afectadas. 
Posteriormente, el Ayuntamiento saca de nuevo a Información Pública el Documento de 
Aprobación Inicial de la Revisión del PGOU, una copia del cual fue entregada a los 
representantes de Aena, en Gerencia de Urbanismo el 30 de enero de 2001. En dicho 
documento se observa lo siguiente: 
En primer lugar; Ausencia del Informe Preceptivo y Vinculante del Ministerio de Fomento, 
cuyo trámite es previo a la Aprobación Inicial del planeamiento, según la Disposición 
Adicional Segunda del Real Decreto 2591/1998 de 4 de noviembre, sobre Ordenación de los 
Aeropuertos de Interés General y su Zona de Servicio. 
En segundo lugar: Ausencia de la afección correspondiente a las Servidumbres Aeronáuticas 
de la Base Aérea de Zaragoza, recogidas en el Real Decreto 725/1991, de 26 de abril. 
En cuanto a las afecciones por ruido se observa que, las áreas para uso residencial en 
ámbitos afectados con valores del índice NEF>30>40 de las "Huellas de Ruido" según el 
estudio contenido en el nuevo documento de PGOU, no sólo mantienen su calificación 
residencial, sino que aumentan su superficie con respecto al primer documento del PGOU, 
contrariamente a lo recomendado en la alegación presentada en su día por Aena, con el 
consiguiente agravamiento del problema planteado. 
En este sentido, y ante las protestas de los vecinos de la zona, Aena ha realizado y presentado 
al Ayuntamiento el pasado 30 de enero, el trabajo "ESTUDIO DEL IMPACTO ACÚSTICO 
ASOCIADO A LA ACTIVIDAD AERONÁUTICA DE ZARAGOZA”, realizado por el INSIA de 
la Universidad Politécnica de Madrid, ETS de Ingenieros Industriales, en el que se han 
medido los ruidos ambientales en varios puntos de los ámbitos propuestos por el PGOU para 
desarrollos residenciales en las proximidades del aeropuerto. 
En dicho estudio se discrimina la afección producida por el tráfico militar, tráfico civil y 
otras fuentes de ruido, obteniéndose en varios puntos, en período diurno, valores superiores a 
65 dBA, alcanzando incluso los 70 dBA en los puntos de medición 1 y 4 (Feria de Muestras y 
Urbanización Monte Canal), y valores próximos a los 60 dBA en los puntos 2 y 3 (Barrio de 
Valdefierro). Tal como se muestra en dicho estudio, la mayor parte del ruido registrado en 
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esas mediciones, es debida al tráfico militar, cuyos valores son superiores, en todo momento, 
a los registrados como procedentes del tráfico civil. 
Teniendo en cuenta que el máximo admitido es de 65 dBA día, y 55 dBA noche, no resulta 
razonable someter a los futuros residentes a unos niveles de inmisión acústica superiores a 
los admisibles. Incluso en el caso de Valdefierro, aunque no se llega a los valores límite, se 
está muy próximo a ellos, y por tanto la afección es prácticamente la misma. 
No obstante, y para mayor comprobación de los datos puntuales obtenidos, basándonos en 
las propias hipótesis del Avance de Revisión del PGOU de Zaragoza, Anexo 5, se ha 
realizado la conversión de las curvas de las Huellas de Ruido, calculadas en NEF, a los 
valores correspondientes en LEQ reflejadas en el plano adjunto (afecciones sonoras diurnas).  
En dicho plano se observa claramente la afección que soportarán los usuarios de los 
desarrollos residenciales propuestos dentro de la nueva ronda. 
En tercer lugar: La delimitación del ámbito del Sistema General Aeroportuario, remitido a 
informe ante ese Ayuntamiento, como propuesta en el Plan Director del Aeropuerto de 
Zaragoza, no aparece recogida en el plano de Calificación de suelo del documento de PGOU 
expuesto a Información Pública. Los suelos correspondientes a la denominada Area de 
Cautela del Plan Director, aparece en el Plano de Estructura Urbanística, hoja 37 con la 
clasificación de Suelo Urbanizable, y Calificación de Terminales de Transporte y Actividades 
Logísticas, mientras que, en el Plano de Clasificación del Suelo, hojas 37 y 46 la misma área 
aparece como SGNU (Sistema General No Urbanizable). 
Por todo lo anteriormente expuesto, se presentan las siguientes:  
ALEGACIONES: 
PRIMERA: 
Que se subsane la ausencia del Informe Preceptivo y Vinculante del Ministerio de Fomento, 
cuyo contenido, por su relevancia, debería figurar en el Documento de Revisión del PGOU 
presentado. 
SEGUNDA: 
Que se incluyan las determinaciones recogidas en el Real Decreto 725/1991, de 26 de abril, 
antes mencionado, sobre Servidumbres Aeronáuticas de la Base Aérea de Zaragoza. 
Que se hagan las oportunas modificaciones en el documento de Revisión del PGOU 
presentado, en el sentido de excluir completamente los desarrollos residenciales previstos 
dentro de la envolvente de los 65 dBA día y 55 dBA noche para evitar que se produzcan 
serios e irreversibles perjuicios al interés público. 
TERCERA:  
Se califique como Sistema General Aeroportuario el ámbito delimitado como tal en el Plan 
Director del Aeropuerto de Zaragoza, manteniendo la clasificación del suelo No Urbanizable 
según determina el PGOU. 
Por todo lo expuesto, 
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SE SOLICITA AL AYUNTAMIENTO DE ZARAGOZA: Que teniendo por presentado este 
escrito y documentos adjuntos, se admita, se considere su contenido y se realicen las 
oportunas modificaciones en el planteamiento propuesto”. 
El Departamento de Ordenación y Gestión Urbanística emitió, con fecha 20/06/03, un informe 
relativo a los siguientes extremos:  
En relación con la documentación solicitada se adjunta copia del mapa sonoro del 
Aeropuerto de Zaragoza elaborado por el Servicio de Medio Ambiente que sirvió de base 
para la calificación urbanística de la zona del Sector 89/3, denominado Arcosur. 
También se aportan copias de las alegaciones presentadas por Aeropuertos Españoles y 
Navegación Aérea (AENA) al Plan General de Ordenación Urbana aprobado definitivamente 
el 13 de junio de 2001, así como los informes elaborados por la Oficina de Revisión del Plan 
General aprobados por el Ayuntamiento como respuesta a las mismas. 
En la fechada el 27 de febrero de 2001 se hacía referencia a la ausencia del informe 
preceptivo y vinculante del Ministerio de Fomento, que fue subsanada posteriormente con la 
incorporación al expediente del citado informe remitido por el Secretario de Estado de 
Infraestructuras el 29 de marzo de 2001. 
En el documento aprobado se dio cumplimiento a lo exigido en dicho informe del Ministerio 
de Fomento, excluyendo la posibilidad de implantar usos residenciales dentro de los ámbitos 
afectados por valores del índice NEF iguales o mayores a 35. 
Tras la recepción de dicho informe la Comisión de Seguimiento de los trabajos de la Revisión 
del Plan General, integrada por miembros de la Corporación Municipal representantes de 
los distintos grupos políticos que la forman, decidió que en los nuevos suelos urbanizables no 
delimitados, entre los que se encuentra el Sector 89/3 (Arcosur), dado que en ellos no existían 
situaciones anteriores que obstaculizasen una mayor restricción, ese límite se fijase en el 
índice NEF 32,50 para que la ubicación de las viviendas en los nuevos planes parciales 
estuviese más alejada del cono de ruidos de los aviones y consecuentemente disminuyesen las 
molestias. 
En cuanto a lo expresado respecto a los nuevos sistemas de medición nos remitimos a lo que 
informe el Servicio de medio Ambiente. Se adjunta también fotocopia de los documentos 
citados así como de la tabla de límites máximos de utilización del uso del suelo según el 
índice NEF, de las hojas del plano de clasificación del suelo donde figura grafiado el límite 
de 32,5 NEF para los nuevos suelos urbanizables, y del artículo de las Normas Urbanísticas 
del P.G.O.U. vigente referente a las servidumbres aeronáuticas. 
Este informe venía acompañado de una carta del Secretario de Estado de Infraestructuras de 
29/03/01 acerca del PGOU, que se transcribe a continuación:  
En relación a los trámites que se siguen por el Ayuntamiento de Zaragoza respecto de la 
Revisión del Plan General, de su término municipal del que se envió copia a este Municipio, 
a través de su Delegación en Zaragoza, y ello con fecha 14 de Marzo de 2.001, a los efectos 
del preceptivo informe previsto en el Real Decreto 2591/1999, y vista la información 
complementaria utilizada por el Ayuntamiento de Zaragoza, en lo qué a las afecciones 
aeroportuarias se refiere, hemos de informar como sigue: 
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El Ayuntamiento de Zaragoza deberá incluir en el documento de Revisión del Plan de las 
determinaciones recogidas en el Real Decreto 725/91, de 26 de Abril, sobre Servidumbres 
Aeronáuticas de la Base de Zaragoza. 
La Revisión del Plan General de Zaragoza deberá clasificar como Sistema General 
Aeroportuario, Suelo No Urbanizable, el ámbito delimitado como tal en el Plan Director del 
Aeropuerto de Zaragoza. 
El Ayuntamiento de Zaragoza deberá dejar manifiestamente claro en la Revisión del Plan 
General que queda excluida la posibilidad de implantar usos residenciales dentro de los 
ámbitos afectados por valores el índice NEF iguales o mayores a 35, de los definidos en el 
“Mapa sonoro del Aeropuerto de Zaragoza, Parámetros NEF. Horizonte 2007” contenido en 
el Anexo 5 del Documento de Revisión el Plan de alegaciones presentadas el 18 de Junio de 
1999, por el Director del Aeropuerto de Zaragoza, tras la aprobación inicial, en Mayo de 
1999, Mapa respecto del que se manifiesta conformidad como aclaración a la alegación 
presentada en febrero pasado también por AENA. 
A tal efecto deberá grafiarse en la cartografía del Plan el referido Mapa de ruidos, y en la 
documentación escrita las limitaciones indicadas en cuanto al uso residencial. 
d) El desarrollo de los Suelos Urbanizables incluidos en las zonas de Servidumbres 
Aeronáuticas legales (y demás afecciones físicas, eléctricas, lumínicas, atmosféricas, 
acústicas, químicas,…) requerirá informe previo y vinculante del Mº de Fomento, 
circunstancia que deberá recogerse en los documentos de la Revisión del Plan General. 
Cumplidas las referidas prescripciones, este Mº no encuentra objeciones para que prosiga la 
tramitación de la reiteradamente referida Revisión del Plan General.  
A la carta anteriormente citada acompaña un informe técnico de la Oficina de Revisión del 
Plan General de marzo de 2001 en el que estudia las alegaciones formuladas por Aena, 
llegando a las siguientes conclusiones: 
En relación a las alegaciones presentadas por AENA referentes al aeropuerto se informa lo 
siguiente: Como cuestión previa señalar que la alegación nº 2 presentada durante el primer 
periodo de información pública del mismo organismo público, se informó que se atendía la 
alegación de AENA si bien para mejor claridad se recogerá en el plano el mapa de ruidos 
Anejo 5 de la Memoria Expositiva del Plan General, en el que se establece que para valores 
de índice NEF>35 no es posible la localización de usos residenciales. 
PRIMERA 
Se remite al informe jurídico. 
SEGUNDA. Se incluirán las determinaciones del Real Decreto 725/1991 sobre servidumbres 
aeronáuticas de la base de Zaragoza con la siguiente aclaración. 
En el artículo 3 del Decreto citado, se señala que el Ministerio de Defensa, remitirá al 
Gobierno Civil para su curso a los Ayuntamiento afectados la documentación y planos 
descriptivos de las referidas servidumbres. En esta Oficina del Plan General, no consta la 
remisión de la citada documentación y de los planos descriptivos, en consecuencia se recoge 
en el documento del PGOU 2000, el mapa de servidumbres aeronáuticas existente en el Plan 
Director Territorial del Aeropuerto de Zaragoza, debiéndose recabar del Ministerio de 
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Defensa la documentación escrita y gráfica relativa al asunto, que señala el artículo 3 del 
citado Real Decreto, pues es obligación de dicha Ministerio remitirlo al Ayuntamiento de 
Zaragoza a través de la Subdelegación del Gobierno de Zaragoza. 
En cuanto a las afecciones por ruido, se grafiarán las que figuran en el "Mapa Sonoro del 
Aeropuerto de Zaragoza, Parámetros NEF Horizonte 2007". Tal y como establece el informe 
preceptivo y vinculante del Ministerio de Fomento y al cual AENA en su día dio su 
conformidad. 
TERCERA. Se procederá a rectificar las contradicciones existentes clasificando el suelo 




El escrito de AENA señala en su apartado primero, la ausencia del informe preceptivo y 
vinculante del Ministerio de Fomento, previo a la aprobación inicial de la Revisión del 
P.G.O.U., en cumplimiento de lo previsto en la Disposición Adicional Segunda del Real 
Decreto 2591/1998. 
En relación a lo anterior señalar: 
Existe en el expediente de revisión pag. nº 191, escrito remitiendo el Ayuntamiento a AENA 
documentación técnica y jurídica pertinente para que a su vista, emita cumplimiento de lo 
dispuesto en el citado Real Decreto. Asimismo, en la propuesta de acuerdo de aprobación 
inicial de la Revisión del PGOU, se señala que se ha solicitado informe al Ministerio de 
Fomento a través de AENA, en cumplimiento de lo dispuesto en el R.D. citado. A la vista del 
contenido de la disposición adicional señalada, el órgano competente para emitir el informe 
no era AENA sino el Ministerio de Fomento. 
El artículo 20 de la Ley 30/92 de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común 
señala "el órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un asunto 
remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, si éste pertenece 
a la misma Administración Pública". A la vista de lo anterior AENA al recibir una 
documentación del PGOU que afecta al aeropuerto de Zaragoza de la que no tenía que emitir 
informe preceptivo; de acuerdo con el artículo 20 de la Ley 30/92, debió o no haber remitido 
dicha documentación al Ministerio de Fomento, la cuestión debe resolverse, estudiando si el 
Ministerio de Fomento y AENA son la misma Administración Pública, considerando que 
AENA está adscrita al Ministerio de Fomento. El artículo 2.3 de la Ley de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, señala que los Organismos 
Públicos previstos en el Título III de esta Ley, dependen de la Administración General del 
Estado y se adscriben al Ministerio competente (en este caso al Ministerio de Fomento). Sin 
embargo el artículo 42.1 de dicha Ley, al regular los Organismos Públicos señala que tienen 
personalidad jurídica pública diferenciada. A la vista de este precepto y a pesar de haber 
remitido el Ayuntamiento documentación a AENA, dicha remisión al no haberla a su vez 
enviado AENA al Ministerio de Fomento, que al ser una administración pública diferenciada 
no estaba legalmente obligada, no surtió el efecto legal previsto y en consecuencia debió de 
remitirse la documentación necesaria al Ministerio de Fomento para su informe vinculante. 
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De acuerdo con la disposición adicional segunda del Real Decreto 2591/1998, se debió 
enviar toda la documentación del PGOU en revisión que afecte a la zona de servicio del 
aeropuerto de Zaragoza o a sus espacios circundantes sujetos a las servidumbres 
aeronáuticas establecidas o a establecer en virtud de la Ley de Navegación Área. El objeto 
del informe versaría sobre la calificación de la zona de servicio aeroportuario como Sistema 
General y sobre el espacio territorial afectado por la servidumbre y los usos que se pretenden 
asignar a ese espacio. 
El informe que sería vinculante en lo referido a las competencias exclusivas del Estado, debía 
ser emitido en un plazo de un mes, transcurrido el cual y un mes más sin que sea evacuado, 
se podía continuar con la tramitación del Plan. Remitida la oportuna documentación al 
Ministerio de Fomento, por escrito de 29 de Marzo de 2001 el Secretario de Estado de 
Infraestructuras, emite informe señalando en sus apartados a, b, c y d, lo siguiente: 
a) El Ayuntamiento de Zaragoza deberá incluir en el documento de Revisión del Plan las 
determinaciones recogidas en el Real Decreto 725/91, de 26 de Abril, sobre Servidumbres 
Aeronáuticas de la Base de Zaragoza. 
Como complemento de lo anterior apartado se informa: 
El informe técnico señala que no se ha remitido al Ayuntamiento de Zaragoza la 
documentación y planos descriptivos de las servidumbres aeronáuticas relativas a la Base 
Aérea de Zaragoza de acuerdo con el artículo 3 del Real Decreto de 26-Abril de 1991, 
recogiéndose como plano de servidumbres el recogido en el Plan Director del Aeropuerto de 
Zaragoza, debiéndose recabar del Ministerio de Defensa su envío, antes de la aprobación 
provisional de los suelos urbanizables y no urbanizables, a fin de cotejarlo con el plano 
citado que sobre el mismo asunto incorpora la Revisión. 
En el artículo 3º del citado Real Decreto se establece que las Administraciones públicas no 
puede autorizar construcciones, instalaciones o plantaciones en los espacios señalados sin 
previa resolución favorable del Ministerio de Defensa al que corresponde además de las 
facultades de inspección y vigilancia en relación exclusiva del cumplimiento de las 
resoluciones adoptadas en cada caso concreto.  
Asimismo, se informa que la Ley 55/99 de 29 de Diciembre de 1999, modifica en su artículo 
63 varios artículos de la Ley 48/1960 de 21 de julio sobre Navegación Aérea, añadiendo una 
Disposición Adicional única que dice, las servidumbres legales impuestas en razón de la 
navegación aérea, entre las que deben incluirse las acústicas, constituyen limitaciones del 
derecho de propiedad del suelo de acuerdo con su función social respetando las condiciones 
que exigiesen la igualdad esencial de su ejercicio en todo el territorio nacional. Mediante 
disposición reglamentaria ha de establecerse el régimen jurídico de las servidumbres citadas 
y las condiciones de uso de los medios y sujeción parcial al interés general que comprende la 
protección de las personas, del medio natural y de la seguridad de la navegación aérea. 
La disposición de desarrollo ha de delimitar las zonas de incompatibilidad, afectación e 
influencia de uso, instalaciones, actividades y edificaciones. 
El planeamiento territorial, el urbanístico y cualesquiera otros que ordenen ámbitos 
afectados por las servidumbres aeronáuticas, incluidas las acústicas, han de incorporar las 
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limitaciones que estas imponen a las determinaciones que legalmente constituyen el ámbito 
objetivo de cada uno de los instrumentos referidos. 
Sólo dará lugar a expropiación forzosa la imposición de servidumbres aeronáuticas, 
incluidas las acústicas, que impidan el ejercicio de derechos patrimonializados. 
Al día de la fecha según consulta con el Ministerio de Fomento, no se ha publicado dicha 
disposición reglamentaria. 
b) La Revisión del Plan General de Zaragoza deberá clasificar como Sistema General 
Aeroportuario, Suelo No Urbanizable, el ámbito delimitado como tal en el Plan Director del 
Aeropuerto de Zaragoza. 
e) El Ayuntamiento de Zaragoza deberá dejar manifiestamente claro en la Revisión del Plan 
General que queda excluida la posibilidad de implantar usos residenciales dentro de los 
ámbitos afectados por valores el índice NEF iguales o mayores a 35, de los definidos en el 
“Mapa sonoro del Aeropuerto de Zaragoza, Parámetros NEF. Horizonte 2007" contenido en 
el Anexo 5 del Documento de Revisión del Plan, tal como se señalaba en las alegaciones 
presentadas el 18 de junio de 1999, por el Director del Aeropuerto de Zaragoza, tras la 
aprobación inicial en Mayo de 1999, Mapa respecto del que se manifiesta conformidad como 
aclaración a la alegación presentada en febrero pasado también por AENA. A tal efecto 
deberá grafiarse en la cartografía del Plan el referido mapa de ruidos, y en la documentación 
escrita las limitaciones indicadas en cuanto al uso residencial. 
d) El desarrollo de los Suelos Urbanizables incluidos en las zonas de Servidumbres 
Aeronáuticas legales (y demás afecciones físicas, eléctricas, lumínicas, atmosféricas, 
acústicas, químicas,) requerirá informe previo y vinculante del Mº de Fomento, circunstancia 
que deberá recogerse en los documentos de la Revisión del Plan General. 
ALEGACIÓN SEGUNDA. 
En cuanto a la alegación segunda relativa a las determinaciones recogidas en el Real 
Decreto 725/1991 sobre Servidumbres Aeronáuticas de la Base Aérea de Zaragoza, a pesar 
de su publicación en el B.O.E. deben recogerse en la documentación del PGOU, por 
coherencia del documento y seguridad jurídica, señalándose expresamente que la naturaleza 
y extensión de las mismas serán las establecidas en el Real Decreto 589/1972 de 24 de 
Febrero. El apartado segundo de la alegación se informa técnicamente. 
ALEGACIÓN TERCERA. 
En cuanto a la alegación tercera, es de carácter técnico y la calificación de Sistema General 
Aeroportuario viene impuesta en el artículo 8 del Real Decreto 2591/1998. 
PROPUESTA. Estimar parcialmente la alegación y en consecuencia: Primero: Incluir en la 
documentación correspondiente de la Revisión del Plan General los siguientes parámetros 
urbanísticos: 
a) Deben incluirse en la documentación del Plan General y como de obligado cumplimiento 
las determinaciones recogidas en el Real Decreto 725/1991 de 26 de Abril de 1991 sobre 
Servidumbres Aeronáuticas de la Base Aérea de Zaragoza. La naturaleza y extensión de las 
mismas son las establecidas en el Real Decreto 589/1972 de 24 de Febrero. 
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b) Se requiere autorización previa del Ministerio de Defensa para autorizar construcciones, 
instalaciones o plantaciones en los espacios y zonas señalados de la Base de Zaragoza. 
c) Se excluye expresamente la posibilidad de implantar usos residenciales dentro de los 
ámbitos afectados por valores el índice NEF iguales o mayores a 35, de los definidos en el 
“Mapa sonoro del Aeropuerto de Zaragoza, Parámetros NEF. Horizonte 2007" contenido en 
el Anexo 5 del Documento de Revisión del Plan, debiéndose grafiar en la cartografía del Plan 
el referido mapa de ruidos y en la documentación escrita las limitaciones indicadas en cuanto 
al uso residencial. 
d) E! desarrollo de los Suelos Urbanizables incluidos en las zonas de Servidumbres 
Aeronáuticas legales (y demás afecciones físicas, eléctricas, lumínicas, atmosféricas, 
acústicas, químicas,) requerirá informe previo y vinculante del Mº de Fomento, circunstancia 
que deberá recogerse en los documentos de la Revisión del Plan General. 
e) Se clasifica como Sistema General Aeroportuario suelo no urbanizable, el ámbito 
delimitado como tal en el Plan Director del Aeropuerto de Zaragoza. Segundo: Recabar del 
Ministerio de Defensa la documentación escrita y gráfica derivada de lo previsto en el 
Decreto de 26 de Abril de 1999 de las servidumbres aeronáuticas de la Base Aérea de 
Zaragoza a fin de cotejarlo con los planos y documentación existente relativa a dicho 
extremo en el actual documento de revisión del PGOU. 
Otros informes municipales que constan en el expediente son: 
Informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación de 17/12/02: 
OBJETO DEL INFORME 
El presente informe se redacta en relación con la tramitación de un proyecto de plan parcial 
del área 89/3, ARCOSUR, con delimitación simultánea del sector. El trámite ha sido instado 
por Delfín Mainar Ruíz, Luis Adrián Sanz López y Alberto Ferraz Navarro, en nombre y 
representación de la sociedad civil gestora del sector 89/3 del plan general de Zaragoza. El 
proyecto ha sido redactado por los arquitectos Carlos Labarta Aízpún, José Antonio Alfaro 
Lera, Pablo de la Cal Nicolás y Gabriel Oliván Bascones, y está visado por la Delegación de 
Zaragoza del Colegio Oficial de Arquitectos de Aragón con fecha 28 de noviembre del 2002. 
CONDICIONES URBANÍSTICAS. 
El plan parcial se refiere a un ámbito clasificado por el plan general de ordenación urbana 
de Zaragoza aprobado definitivamente el 13 de junio de 2001 como suelo urbanizable no 
delimitado de uso dominante residencial. La denominación del área en el plan general es 
SUZ 89/3. 
Esta área tiene un convenio urbanístico aprobado el 22 de abril de 2002. En la estipulación 
quinta, el Ayuntamiento se compromete a tramitar un plan parcial para el desarrollo del 
sector, que será redactado y costeado por los propietarios del suelo. A los efectos, de 
aplicación de la normativa urbanística, se trata, en consecuencia, de un plan de iniciativa 
particular. 
En el convenio se establecen las siguientes condiciones urbanísticas: 
CONVENIO ARCOSUR SUZ 89/3 
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SUZ 89/3    
Superficie neta de sector 3.373.000   
Superficie de sistemas 
generales 
1.052.000 23,77% de la superficie total 
Total 4.425.000   
Número viviendas 21.500   
Densidad 63,74   
Edificabilidad sobre sup. neta 0,7419   
Edificabilidad s/s.neta + S.G. 0,5655   
Superficie edificable 2.502.500   
    




Viviendas régimen libre 8.600 903.000 903.000 
Viviendas protegidas rég. 
especial 
3.225 338.625 101.588 
Viv. protegidas pr. máximo 9.675 1.015.875 507.938 
Otros usos  245.000 245.000 
Total 21.500 2.502.500 1.757.525 
    
Aprovechamiento medio   0,39718 
Coef. Ponderación del sector   0,87 
Aprov. Medio ponderado   0,3455 
    






Viv. protegidas rég. Especial 3.225 338.625 101.588 
Viv. protegidas pr. Máximo 3.870 406.350 203.175 
Otros usos  24.500 24.500 
 7.095 769.475 329.263 
% sobre el total 33% 31% 18,73% 
De acuerdo con la estipulación cuarta del convenio, estos aprovechamientos quedan 
condicionados a la comprobación definitiva de las superficies de suelo afectadas. Si la 
elaboración de cartografía de mayor precisión, con ocasión de la redacción del plan parcial, 
justificase extensiones distintas, habrán de ajustarse las edificabilidades de modo que se 
mantenga el aprovechamiento medio, respetando las proporciones de tipologías y cesiones. 
Se establece también, en la estipulación quinta, que el plan parcial deberá respetar las los 
compromisos y las condiciones contempladas en el convenio, salvo que, por causas no 
imputables a las partes firmantes, resultase inviable la ordenación urbanística propuesta. En 
este caso, la estipulación octava establece que no se generará responsabilidad alguna 
exigible o imputable al Ayuntamiento de Zaragoza. 
Las condiciones para la delimitación del sector y desarrollo del suelo urbanizable según el 
anejo VI de las normas urbanísticas del plan general son las siguientes: 
ÁREA DE LA ORLA OESTE (SUZ 89/3). ENTRE LA CARRETERA DE MADRID Y 
VALDESPARTERA 
Delimitación 
Previamente a la delimitación de sectores podrá tramitarse la aprobación de un avance de 
ordenación del conjunto del ámbito para establecer los elementos de su estructura interna y 
su relación con la ciudad con la precisión suficiente para permitir la redacción de planes 
parciales. Previa o simultáneamente a la tramitación del primer plan parcial se tramitará un 
plan especial independiente conforme al avance aprobado por la Corporación en la que se 
establezcan los elementos de la ordenación, viarios, espacios libres, reservas dotacionales, 
etc. con el grado de definición suficiente para permitir la redacción coordinada de los 
sucesivos planes parciales. 
Usos compatibles 
Vivienda y complementarios; usos terciarios y mixtos en el borde de la carretera de Madrid y 






Carretera de Madrid y nudo de acceso a la plataforma logística; vía parque del Canal; 
enlace en el tramo sur del Cuarto Cinturón; paso inferior bajo el cinturón hacia la Feria de 
Muestras. Corredor para tranvía o metro ligero hasta avenida de Gómez Laguna. 
Organización viaria 
La ordenación viaria del área recogerá el esquema grafiado en el plano de estructura 
urbanística que une el área 89/4 de Valdespartera con el nudo de la carretera de Madrid que 
da acceso a la plataforma logística; y a su vez conecta este vial con el que procede de la vía 
parque, con la ampliación de la Feria de Muestras y con la glorieta a distinto nivel de la 
Ronda sur, al Este del enlace número 3 del "Cuarto Cinturón". 
Organización interna 
Estudios geotécnicos e hidrológicos detallados para establecer las condiciones de drenaje de 
la cuenca y áreas de posibles riesgos, En función de éstos la depresión central se incorporará 
como espacio libre a la ordenación. 
La organización resultante se plasmará en el avance requerido. Queda excluida la 
posibilidad de implantar usos residenciales dentro de los ámbitos afectados por valores del 
índice NEF iguales o mayores a 32,5, de los definidos en el "Mapa sonoro del aeropuerto de 
Zaragoza, Parámetros NEF. Horizonte 2007", contenido en el anejo 5 del documento de 
revisión del plan general. 
El desarrollo de los suelos urbanizables incluidos en las zonas de servidumbres aeronáuticas 
legales (y demás afecciones físicas, eléctricas, lumínicas, atmosféricas, acústicas, químicas---
.) requerirá informe previo y vinculante del Ministerio de Fomento. 
Sistemas generales 
El plan parcial delimitará los sistemas generales viarios, libres y de equipamiento interiores 
al sector. Los sistemas generales libres se delimitarán atendiendo a la deficiencia geotécnica 
de los suelos y a la afección por ruidos aéreos. 
Los sistemas exteriores se delimitarán con preferencia en el área de la plataforma logística, 
Feria de Muestras y zona del parque del Canal Imperial. Delimitación que en su caso podrá 
realizarse a través de planes especiales independientes. 
Servicios urbanísticos 
Abastecimiento: ejecución de una impulsión desde los depósitos de Valdespartera hasta un 
depósito nuevo situado a cota suficiente. Establecimiento de una red principal formando 
malla cerrada. 
Saneamiento: establecimiento de un sistema de laminación de aguas pluviales. Ejecución de 
un emisario hasta un aliviadero de pluviales al río Huerva y posterior conducción de 
residuales hasta un bombeo para conectar a la red de la Ronda de la Hispanidad. 
Condiciones previas: ejecución de la Ronda de la Hispanidad y bombeo correspondiente. 
Hay que entender que el requisito de la redacción de un plan especial previo a los planes 
parciales que desarrollen los sectores en que se divida el área no procede en el caso en que 
toda el área se desarrolle mediante un solo plan parcial. La adscripción de sistemas 
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generales exteriores, contemplada por el plan general, debe ponerse en relación con el 
contenido del convenio, suscrito después de la aprobación de este instrumento. 
CONTENIDO DEL PROYECTO ÁMBITO DEL PROYECTO 
El terreno objeto del plan parcial coincide con el ámbito del sector 89/3 del plan general. La 
superficie del sector que figura en el texto de la aprobación definitiva del plan general de 
junio de 2001 es 3.627.359 m2; en el texto refundido de diciembre de 2002, la superficie 
consignada es de 3.589.107 m². 
La superficie de sector considerada en el plan parcial, según medición de los redactores, es 
3.627.359 m2, lo que supone una diferencia inferior al 3%.  
Existen diferencias importantes entre las superficies de sector y de sistemas generales 
consideradas en el convenio y en el plan parcial, aunque la superficie total es similar: 
CONVENIO PLAN PARCIAL 
 CONVENIO PLAN PARCIAL 
Superficie sector 3.373.000 3.692.689 
Sistemas generales 1.052.000 684.811 
Superficie total 4.425.000 4.377.500 
La medición se ha efectuado por los redactores del plan parcial hasta el límite del dominio 
público, ya expropiado, de los viarios que delimitan el ámbito por el sur y el oeste (cuarto 
cinturón y carretera de Madrid). Los sistemas generales son los delimitados por el plan 
general en el interior del sector o en su perímetro que son los terrenos afectados por ruidos 
aéreos y problemas geotécnicos, además de la franja paralela a la carretera de Madrid. 
Como primera observación, hay que recordar que, en sesión de 27 de septiembre del 2002, el 
Ayuntamiento pleno acordó «adquirir mediante ocupación directa la finca Pol. 101-1 de 
103.780 m2 de superficie, clasificada en el vigente plan general de ordenación urbana como 
sistema general urbanizable, zona verde pública, con el código 89.03, perteneciente a la 
entidad mercantil Construcciones Monrepós, S.A., reconociendo a la misma su derecho a la 
adscripción de la referida finca al exceso de aprovechamiento de los sectores de suelo 
urbanizable delimitado 38/1 y 38/3, suelo urbanizable no delimitado 88/1 y suelo urbanizable 
no delimitado 89/3, este último en una participación del 10% de la superficie de la precitada 
finca, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el art. 110 y siguientes de la ley 5199, 
urbanística de Aragón. » 
En consecuencia la superficie de sistemas generales interiores o limítrofes con el sector 
considerados por el plan parcial deberá incrementarse en 10.378 m² (de 684.811 m2 a 
695.189 m2) correspondientes al sistema general urbanizable 89.03 (antiguas pistas 
deportivas de dominicos, entre el Canal Imperial y la urbanización Montecanal). 
Aun con esta salvedad, existe una importante discrepancia entre el contenido del convenio y 
el del plan parcial. El convenio de abril del 2002 preveía que el plan parcial ordenara una 
superficie de sistemas generales, expresamente definidos como incluidos en el área o situados 
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en su perímetro, de 1.052.000 m2, y el documento que se informa solamente ordena 684.811 
m2, valor correspondiente al suelo efectivamente delimitado como tal por el plan general, a 
los que deberán sumarse otros 10.378 m2. Aunque la ficha del área aneja a las normas 
asigna al propio plan parcial la tarea de delimitar los sistemas generales en su interior, lo 
cierto es que la aprobación del nuevo reglamento de planeamiento ha atribuido expresamente 
a los planes generales, y no a los parciales, esta competencia, que la ley urbanística de 
Aragón no acababa de concretar con claridad. En el vecino sector 89/4, el plan parcial 
delimitó los sistemas generales, pero sobre la base de un convenio firmado antes de la 
aprobación del plan general que establecía la cantidad precisa destinada a suelo de sistema 
general, y que, a su vez, era expresamente recogido por el plan general. En el sector 89/3, el 
convenio es posterior a la aprobación del plan general, por lo que resulta, al menos, 
discutible la capacidad del plan parcial para delimitar los sistemas generales. 
Llegados a este punto, hay que constatar en primer lugar la discrepancia entre la cesión de 
sistemas generales prevista por el convenio y la prevista por el plan parcial. Como se vio en 
el apartado relativo a las condiciones urbanísticas del plan parcial, la estipulación quinta del 
convenio suscrito por el Ayuntamiento y la propiedad preveía que, en caso de que «la 
elaboración de una cartografía de mayor precisión, con ocasión de la redacción del plan 
parcial, justificase extensiones distintas de las consideradas», las edificabilidades de los 
diferentes usos y tipologías deberían ajustarse para mantener el aprovechamiento medio 
derivado del convenio. 
Al calcularse el aprovechamiento medio como el cociente entre el aprovechamiento 
homogeneizado absoluto y la suma de las superficies de suelo de sector y de sistemas 
generales incluidos o adscritos, no varía si se mantienen los mismos aprovechamientos 
absolutos y la superficie total de sistemas generales y suelo de sector, al margen de la 
variación que pudiera tener lugar en el reparto entre suelo de sector y suelo de sistema 
general. Por tanto, si se considera que la variación en los sistemas generales es un hecho 
equivalente a la constatación de una imprecisión en el levantamiento cartográfico que sirvió 
de base al convenio, podría entenderse resuelta la discrepancia sin más que mantener los 
mismos aprovechamientos totales previstos en el convenio y, en todo caso, cuidar que la 
superficie total de suelos de cesión no disminuyera. 
Pero la discrepancia que se produce en el plan parcial no puede atribuirse a una mayor 
precisión en la elaboración cartográfica, sino a una diferencia apreciable en la superficie de 
los sistemas generales adscritos al área. La falta de adecuación al texto del convenio exigirá 
que el Ayuntamiento se pronuncie a favor de la modificación o interpretación de su 
contenido, que podrá producirse en diversos sentidos, que deberá valorar el órgano 
competente para resolver. 
Una primera opción sería replantear el convenio de una manera profunda, visto que la 
cantidad del suelo al servicio del conjunto de la ciudad no puede obtenerse en los términos 
que se habían previsto. 
Una segunda opción sería el mantenimiento del aprovechamiento medio convenido, con 
ampliación de la cesión de suelos de sistema general con otros exteriores al ámbito. Pero, al 
no disminuirse al mismo tiempo el suelo neto del sector, esta solución llevaría a alterar las 
condiciones de aprovechamiento real, aumentando más todavía la edificabilidad y la 
densidad en el área ordenada, lo que, desde el punto de vista de quienes suscriben, tendría 
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consecuencias desfavorables. Al margen de las consideraciones jurídico-económicas que 
pudieran proceder, esta opción sería recomendable solamente si no implicaba aumento de 
estas edificabilidades reales, esto es, si se disminuía el aprovechamiento medio. 
Una tercera opción sería equiparar el desajuste en los sistemas generales a una imprecisión 
en la cartografía y, aplicando por extensión la cláusula quinta del convenio, exigir el 
mantenimiento del aprovechamiento medio, lo que, en definitiva, supone aceptar una 
distribución de suelos de sistema general y sector similar a la propuesta por el plan parcial 
(considerando también los 10.378 m² de sistema general adscrito en el corredor verde del 
Canal a que se ha hecho alusión). Como se razonará en un apartado posterior, en este caso 
la menor cesión de suelos de sistemas generales quedaría compensada por una mayor cesión 
de suelos de sistema local de la que exige el reglamento de planeamiento, lo que implica que, 
finalmente, los suelos carentes de aprovechamiento lucrativo y titularidad municipal no serán 
inferiores a los derivados de una aplicación literal del convenio, 
Por otro lado, con esta solución no se incrementarían los aprovechamientos del área, ya que, 
como se ha visto, la determinación de un aprovechamiento medio fijo (en lugar de un 
aprovechamiento objetivo de sector) implica que todo el suelo vinculado a la ejecución del 
área, sea superficie, neta de sector o de sistema general, genera aprovechamientos. Por 
tanto, mientras la suma de ambos conceptos permanezca estable, el aprovechamiento será el 
mismo. 
En todo lo que sigue de este informe, se dará por supuesto que se opta por la tercera opción, 
la única que permite una evaluación del proyecto en su estado actual. Si se opta por 
cualquiera de las otras dos -esto es, por modificar el aprovechamiento medio del área-, el 
mayor alcance de la modificación exigirá una reelaboración de este informe. 
Por último, hay que advertir que el proyecto de plan parcial que se informa no interpreta 
correctamente el límite oriental del área, invadiendo parte del vecino sector 89/4. El plan 
parcial deberá corregirse en esta zona, retrasando su delimitación hacia el oeste, 
modificando la ordenación en la zona afectada y, consecuentemente, reduciendo la superficie 
del área y del sector, lo que motivará también una disminución de la superficie edificable y el 
número de viviendas ordenados. 
INFORMACIÓN URBANÍSTICA 
La memoria y los planos de información incluidos en el proyecto resultan suficientes, salvo 
en dos aspectos. Por un lado, falta reflejo gráfico de la solución definitiva de la tubería de 
abastecimiento a Zaragoza de agua procedente del Pirineo, y, por otro lado, en el listado de 
propietarios del área incluido en la memoria (página 42), falta un 3'041 % de propietarios 
que se expresa como “pendiente [de] certificar”, cuestión que podrán valorar en todo su 
alcance los servicios jurídicos; en este listado deberán incluirse también los propietarios de 
los terrenos ocupados directamente en el corredor verde del Canal (10.378 m²) 
ASIGNACIÓN DE APROVECHAMIENTOS 
Aunque la superficie total del ámbito ordenado por el plan parcial resulta ser ligeramente 
inferior a la considerada en el convenio (y, como se ha visto, aún deberá reducirse un poco 
más para adecuarse al este con el límite con el sector 89/4), el proyecto aplica los mismos 
aprovechamientos absolutos totales que calculaba el convenio y que se han reseñado al 
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comienzo de este informe: 21.500 viviendas, 2.502.500 m² construidos reales (de los que 
245.000 son de usos distintos de la vivienda) y 1.757.525 m² de aprovechamiento objetivo 
homogeneizado. 
El resultado es que el aprovechamiento medio máximo admitido por el convenio es de 
0,39718, mientras que el proyecto de plan parcial alcanza 0,40149 (al calcularlo en el 
apartado correspondiente de la memoria, se divide el aprovechamiento por la superficie total 
de suelo considerada en el convenio, que no es la considerada en el plan parcial, con lo que. 
el resultado queda distorsionado a la baja). Cuándo el plan adecue su límite oriental al 
occidental de Valdespartera, este aprovechamiento todavía experimentaría una ligera subida, 
al reducirse la superficie del área. 
Según la estipulación cuarta del convenio, las alteraciones en la superficie del sector 
derivadas de una mayor precisión cartográfica exigirán el consiguiente reajuste de las 
edificabilidades y, con ellas, del número de viviendas, manteniéndose el aprovechamiento 
medio. Esto se puede conseguir, bien aumentando los sistemas generales adscritos hasta 
llegar a la misma superficie total, o bien reduciendo proporcionalmente la superficie 
edificable y el número de viviendas, solución que, a la vista de las dificultades evidentes que 
el proyecto tiene para ubicar los aprovechamientos reales (se abordará la cuestión en un 
apartado posterior), parece más razonable. (No obstante, sí deberá ampliarse ligeramente la 
superficie de sistemas generales con los 10.378 m2 adscritos en el corredor verde del Canal 
por efecto del acuerdo de ocupación anticipada a Construcciones Monrepós, de 27 de 
septiembre del 2002). 
Sin considerar la corrección del límite con el sector 89/4 los valores absolutos del 
aprovechamiento deberán ajustarse a los siguientes:  
Superficie neta de sector 3.692.689   
Superficie de sistemas 
generales 
  695.189 15,84% de la superficie total 
Total 4.387.878   
Número viviendas 21.320   
Densidad s/sup. Bruta sector 57,74 
viv/Ha 
  
Edificabilidad s/sup. br. 
Sector 
0,6720   
Edificabilidad s/s.bruta + 
S.G. 
0,5655   
Superficie edificable 2.481.506   
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Viviendas régimen libre 8.528 895.425 40% 895.425 
Viviendas protegidas rég. 
especial 
3.225 338.625 15% 100.735 
Viv. protegidas pr. máximo 9.594 1.007.353 45% 503.676 
Otros usos  242.945  242.945 





Aprovechamiento medio   0,39718 
Coef. Ponderación del sector   0,87 
Aprov. Medio ponderado   0,3455 




Viv. protegidas rég. Especial 3.198 335.784 100.735 
Viv. protegidas pr. Máximo 3.838 402.941 201.471 
Otros usos  24.294 24.294 
 7.036 763.019 326.500 
% sobre el total 33% 30,75% 18,73% 
 
Se aplican las cesiones de dotaciones locales de acuerdo con el reglamento de desarrollo de 
la ley urbanística de Aragón, más exigentes que las del reglamento de planeamiento en vigor 
cuando se suscribió el convenio, pero legalmente exigibles en este plan parcial. 
El cuadro comparativo entre las exigencias del nuevo reglamento y el plan general, y las 
establecidas en el plan parcial queda como sigue: 
CESIONES MÍNIMO PLAN PARCIAL 
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Docente 17 m2/U.R. resid. = 451.500 m2 452.144 m2 
Deportivo 9 m2/viv. = 193.500 m2 193.845 m2 
Social 10 m2/ viv. = 215.000 m2 218.400 m2 
z. verde 18 m2/U.R. res+28/U.R. terc.=546.659 
m2 
764.764 m2 
Viario 30% Ss. = 1.011.900 m2 1.123.226 m2 
Cesión local 2.418.559 m2 2.752.379 m2 
SG 1.052.000 m2 684.811 m2 
Total suelo 
sistemas 
3.470.559 m2 3.437.190 m2 
(Se ha considerado que toda la cesión de suelo de sistemas derivada de la edificabilidad 
terciaria -28 m2/100 m2 t- se destina a zonas verdes; como máximo, 10 m2/100m2t podrían 
dedicarse a otro tipo de dotaciones, pero el resultado final, a los efectos que ahora nos 
interesan, sería el mismo.) 
El cuadro anterior permite apreciar que las superficies de reserva satisfacen los módulos 
mínimos vigentes, incluso con holgura en el caso de las zonas verdes, y que el total de suelo 
público, entre sistemas generales y locales, es prácticamente igual al previsto por el 
convenio. 
También se deduce que la superficie neta para uso residencial y otros usos lucrativos es solo 
el 25% del sector, lo que supone una alta edificabilidad media sobre parcela neta. 
Dentro del suelo de sistema general asignado en la parte central del ámbito se sitúa parte de 
uno de los viarios principales de la urbanización y los lagos que forman parte del sistema de 
desagüe. Ambos pueden considerarse como obras de conexión con los sistemas generales y 
de ampliación y refuerzo de los mismos, por lo que deben ser costeados por los propietarios, 
de acuerdo con el artículo 18 de la ley urbanística de Aragón. 
Gran parte de la dotación docente se sitúa a lo largo del cuarto cinturón al sur. La línea 
límite de la edificación, si se considera una vía de circunvalación, está a 100 metros del 
borde de la carretera, con lo cual parte del suelo está dentro de la zona comprendida entre 
esta línea y la carretera, en la cual, según el artículo 8.2. l. de las normas del plan general 
sólo se podrán calificar suelos como espacios libres y viarios.  
(Se respeta una distancia de 50 metros, que sería la aplicable en autopistas y autovías; de 
acuerdo con legislación de carreteras, es posible reducir la línea límite de edificación, si bien 
hay que entender que en los casos en que los usos ordenados no se vean menoscabados 
funcionalmente; en este caso hay que considerar al mismo tiempo el condicionante derivado 
del plano de estructura urbanística del plan general, según se verá más adelante.) 
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Dentro de la línea afectada por ruidos aéreos con el límite NEF 30 no se permiten usos 
docentes ni sanitarios. Se advierte que el equipamiento social que se sitúa dentro de este 
límite no puede tener uso sanitario. Parte del, equipamiento docente, especialmente en la 
zona situada cerca de la Feria de Muestras, está en la zona afectada. 
Como ha quedado dicho, el plan parcial se atiene a la medición de suelo neto de sector y 
suelo de sistemas generales en el área de convenio que resulta de los planos de clasificación 
de la revisión de plan general vigente. En consecuencia, la cesión de suelo de sistema general 
es pronunciadamente menor a la que establecía el convenio; si en este documento se 
deslindaban 3.373.000 m2 de suelo neto de sector y 1.052.000 m2 de suelo de sistema 
general, el plan parcial delimita 3.692.689 m2 de suelo neto de sector y solamente 684.811 
m2 de sistemas generales. Una pequeña parte de este desvío se mide a la diferente medición 
final del área sujeta a convenio (4.425.000 m2 en el convenio y 4.377.500 m2 según el plan 
general), pero en su mayor proporción se debe a la pérdida de suelo incluido de sistema 
general en beneficio del suelo de sector. 
Hay que recordar que el convenio establecía expresamente que los sistemas generales 
adscritos serían los incluidos dentro del sector o en su perímetro. No obstante, hace unos 
meses, el Ayuntamiento acordó cargar un 10% del suelo de sistema general correspondiente 
al corredor verde del Canal ocupado anticipadamente a Construcciones Monrepós (en total, 
103.780 m²) al sector 89/1, lo que exigirá acomodar el plan parcial a este condicionante, 
ampliando en consecuencia la relación de propietarios y la superficie implicada en la 
ejecución del plan. (En el apartado anterior se estudiaron las implicaciones de esta 
adscripción sobre los aprovechamientos ordenados.) 
Llegados a este punto y hecha la salvedad que antecede, procede averiguar si el contenido 
del plan parcial es aceptable en este aspecto. Aunque, evidentemente, no se atenga a lo 
convenido (lo que requerirá por ello mismo la expresa conformidad municipal para ser 
aceptado), la propuesta no supone un perjuicio para los intereses municipales si se compara 
con la aplicación estricta del convenio. 
En efecto, de acuerdo con el convenio las cesiones mínimas de suelos sin aprovechamiento 
hubieran sido las siguientes (se consideran las superficies de suelo consideradas entonces; en 
cambio, se aplica ya el reglamento de planeamiento del 2002, vinculante para el plan 
parcial):  
Equipamiento docente: 451.500 m². 
Equipamiento social: 215.000 m². 
Equipamiento deportivo: 193.500 m². 
Zonas verdes locales: 546.659 m². 
(Se ha considerado que toda la cesión de suelo de sistemas derivada de la edificabilidad 
terciaria se destina a zonas verdes.) 
Viario local: 1.011.900 m². 
Cesiones mínimas totales de sistema local: 2.418.559 m². 
Cesiones mínimas de sistema general: 1.052.000 m². 
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Cesiones mínimas totales de sistemas: 3.470.559 m².(78'43%). 
El plan parcial prevé las siguientes cesiones: 
Cesiones totales de sistema local: 2.752.379 m². 
Cesiones mínimas de sistema general: 684.811 m². 
Cesiones mínimas totales de sistemas: 3.437.190 m²(78'52%). 
Y aún deberá considerar una cesión añadida de 10.378 m² en concepto de sistema general 
urbanizable adscrito en el corredor verde del Canal. 
Como se ve, la cesión total aumenta ligeramente en relación con la superficie del área 
ordenada, algo menor que lo que suponía el convenio. En el caso de que se tratara de un plan 
parcial convencional en suelo urbanizable delimitado, no derivado de un convenio 
urbanístico, el hecho de que el plan parcial redujera la cesión de suelos en concepto de 
sistemas generales pero mantuviera la cesión total resultaría ventajoso para los intereses 
municipales, dado que el Ayuntamiento debería costear la urbanización del sistema general 
incluido en el sector (en su mayor parte, incluido en el parque central), cuestión nada baladí, 
ya que, considerando un coste de urbanización por contrata de la zona verde de 21'95 euros 
por metro cuadrado (15'90 euros de ejecución material), la previsión de la superficie de 
sistema general que prevé el convenio hubiera obligado al Ayuntamiento a un desembolso de 
23.091.400 euros en este concepto y la ordenación del plan parcial limita este gasto a 
15.031.602 euros. 
El proyecto que se informa no hace ninguna referencia a los costes de urbanización de los 
sistemas generales, pero, a juzgar por el estudio económico y, más en concreto, por la 
medición contenida en la partida de jardinería, no considera sus gastos de urbanización, 
limitándose a prever la construcción de los lagos de laminación que se han de situar sobre 
esos suelos y de los tramos de viario que los atraviesan. 
Pero hay que recordar que el del sector 8913 es un plan parcial que deriva de un convenio 
cuya estipulación tercera preveía que las cesiones resultantes del desarrollo de lo convenido 
estarían libres de cargas de urbanización para el Ayuntamiento; a falta de una valoración 
jurídica, los técnicos que suscriben entienden que podrían considerarse incluidos en este 
concepto los sistemas generales expresamente adscritos en virtud del convenio, máxime 
porque constituyen un parque incluido en el sector que no es útil para la ciudad más que en 
la medida en que sirve a la propia urbanización del área de ARCOSUR. En otras palabras y 
al sólo criterio de quienes suscriben, si esta urbanización no se desarrollara, la ciudad no 
precisaría efectuar una inversión de esta cuantía para desarrollar el parque, dada la 
importante dotación de zonas verdes que ya existe en este sector sur zaragozano (parque de 
Valdespartera, parque del Canal, pinares de Torrero, Primo de Ribera ... ) 
En todo caso, y al margen de las consideraciones que ahora puedan hacer los servicios 
técnicos y jurídicos del Departamento, hay que recordar que la propuesta de acuerdo de 
sometimiento a información pública del convenio, suscrita el 24 de septiembre del 2001 por 
el Teniente de Alcalde coordinador del Área de Urbanismo interpretaba explícitamente que 
«la superficie de cesión [ ... ] de suelos de sistema general se realiza junto con el compromiso 
de su urbanización». 
PLANTEAMIENTO GENERAL DE LA ORDENACIÓN 
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Como ocurrió en el vecino sector 89/4, la ordenación se encuentra muy forzada por diversas 
condiciones geotécnicas, topográficas, normativas, medioambientales y acústicas que afectan 
severamente a la distribución de usos sobre el terreno. Téngase en cuenta que el convenio 
aprobado previo al desarrollo del sector le atribuyó un aprovechamiento medio de 0'39718, 
valor pronunciadamente superior al de Valdespartera, donde el aprovechamiento medio 
resultante del convenio con el Ministerio de Defensa y ordenado por el plan parcial 
recientemente aprobado era de 0'26906. 
Debe hacerse notar que, consecuentemente con las posibilidades permitidas por el acuerdo 
de aprobación definitiva de la revisión del plan general de 13 de junio del 2001, el convenio 
fue aprobado y suscrito sin acompañarse por un avance de ordenación. En sus páginas 8 y 9, 
se hacía alusión a documentos con propuestas de ordenación presentados antes de la revisión 
del plan general, el último un avance de ordenación de febrero del 2000. Este avance no se 
atenía a los condicionantes de la revisión de plan general aprobada posteriormente, en 
especial en relación con la incidencia del ruido. 
De los condicionantes citados, tal vez los dos más importantes son las importantes fuentes de 
ruido presentes en el sector y la incidencia, en relación con el suelo destinado a dotaciones, 
del nuevo reglamento de planeamiento del 2002. 
El sector se encuentra afectado de manera muy señalada por el bulbo de servidumbre o 
ruidos del pasillo de aproximación al aeropuerto el mapa sonoro del aeropuerto 
«Parámetros NEF Horizonte 2007», incluido como anejo 5 a la memoria del plan general). 
La proyección del nivel fónico 40 NEF fue calificada como sistema general por la revisión 
del plan general, de manera que en su interior no caben usos lucrativos ni de equipamiento 
local de ningún tipo. La envolvente del nivel fónico 32'50 NEF resulta incompatible con 
cualquier forma de uso residencial, a fin de que las posibles incompatibilidades por molestias 
no impongan limitaciones operativas al aeropuerto ni a sus pasillos de aproximación y 
despegue. También afecta de manera muy importante al sector el bulbo correspondiente al 
nivel fónico 32,50 NEF, dentro del que no deben incluirse usos docentes ni sanitarios, según 
se recomendaba en el anejo correspondiente de la memoria del plan general. Esto obliga a 
una situación del equipamiento escolar (que exige una gran superficie de reserva), en zonas 
que en otro caso serían idóneas para la edificación residencial. 
Por añadidura, los límites sur y oeste del sector se ven muy afectados por los ruidos que 
producirá el tráfico del cuarto cinturón y de la carretera de Madrid. En atención al ruido 
procedente del cuarto cinturón, los planos de estructura, de la revisión del plan general 
previeron una franja de zona verde local de unos 140 metros de anchura bordeando el límite 
norte de la banda de sistema general del plan general; una franja de zona verde todavía 
mayor se preveía en las ordenaciones presentadas por la propiedad del área en 1999 y 2000 
para impulsar su urbanización, a las que hace referencia el convenio. Aun cuando la 
naturaleza de los planos de estructura no los convierta en directamente vinculantes para los 
planes parciales de desarrollo en lo que se refiere a las dotaciones locales, sí debe 
entenderse que su contenido señala de manera expresa unos criterios de diseño cuyo 
incumplimiento debe quedar perfectamente justificado. 
Por otra parte, el 6 de marzo del 2002 se publicó en el Boletín Oficial de Aragón el decreto 
52/2002, de 19 de febrero, del Gobierno de Aragón, de aprobación del nuevo reglamento de 
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desarrollo parcial de la ley urbanística, 5/1999, en materia de planeamiento urbanístico y 
régimen especial de pequeños municipios. Se establecía su entrada en vigor el día 6 de mayo.  
La nueva norma, que ha sustituido al histórico reglamento de planeamiento de 1978, supuso 
cambios sustanciales en la determinación de los módulos de reserva de suelos de sistemas 
locales, que pueden resumirse en los siguientes aspectos: 
a) Se establece una gradación de dotación de sistemas según el tamaño del plan, de modo 
que los de mayor capacidad residencial incluyen más suelos de cesión no lucrativa que los 
menores. 
b) Aumenta muy considerablemente en los planes que ordenen más de 1.000 viviendas el 
suelo destinado a equipamiento docente; en el caso del sector 89/3, la sustitución del 
reglamento implica que la reserva de equipamiento docente aumente en un 31,25%. En la 
memoria del plan parcial de Valdespartera se advirtió de la aparente falta de fundamento de 
esta reserva en las actuales previsiones demográficas, y se consideró que sería prudente que, 
en planes de esta magnitud, el suelo destinado a dotaciones docentes se emplazara en 
posiciones tales que su inedificación a medio y largo plazo no produjera considerables vacíos 
en la urbanización, que generarían sensación de desapacibilidad e impedirían la continuidad 
urbana; también se consideró recomendable ordenar las extensas superficies de suelos 
docentes de modo que se pudieran transformar fácilmente en un futuro en zonas verdes, así 
como que una norma del plan determinara el tratamiento provisional de estos suelos como 
espacios libres públicos. 
c) Mayor todavía es el aumento de la reserva de equipamiento social. El reglamento de 
planeamiento de 1978 establecía una reserva para equipamiento social de 6 m2 construidos 
por vivienda, lo que, con una edificabilidad de 1,5 m2/m2, por ejemplo, supondría 4 m2 de 
suelo por vivienda. El nuevo reglamento fija 10 m2 de suelo por vivienda, lo que supone un 
incremento, como poco, del 150%. 
d) Las zonas verdes y el equipamiento deportivo aumentan sólo ligeramente. 
En el sector 89/3, consiguientemente al convenio aprobado y de acuerdo con los datos 
aportados por el plan parcial en relación con las superficies reales, hay que considerar los 
siguientes parámetros cuantitativos (en este análisis no se consideran las correcciones de las 
superficies de suelo aportado y, consiguientemente, de los parámetros de aprovechamiento 
que, como se vio en apartados anteriores, procede exigir al documento): 
Superficie del sector: 3.692.689 m². 
Superficie de sistemas generales incluidos: 684.811 m². 
Superficie total: 4.377.500 m². 
Número máximo de viviendas: 21.500. 
Superficie edificable destinada a viviendas: 2.257.500 m². 
Superficie edificable no destinada a viviendas: 245.000 m². 
Superficie edificable total: 2.502.500 m². 
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Sobre esta base, el reglamento de planeamiento de 1978 (añadiendo el requerimiento del 
30% de suelo del sector como viario público, contenido en el plan general vigente) requería 
la previsión de las siguientes reservas de suelos para dotaciones: 
Equipamiento docente: 344.000 m². 
Equipamiento social: 172.000 m². 
(Se ha supuesto la edificabilidad del suelo calificado como equipamiento social igual a 1 m² / 
m²; si hubiera sido mayor, podría disminuirse el suelo de cesión.)  
Equipamiento deportivo: 129.000 m² 
Zonas verdes locales: 451.500 m². 
Viario local: 1.107.807 m². 
Cesiones totales de sistema local: 2.204.307 m². 
Por tanto, el suelo neto disponible para la ubicación de los aprovechamientos lucrativos no 
podía superar la siguiente superficie total: 3.692.689 m² - 2.204.307 m² = 1.488.382 m². Lo 
que implica que la edificabilidad sobre superficie bruta (incluidos sistemas generales) de 
0'5717 m²t / m² Sb produce un índice de edificabilidad sobre superficie neta no inferior a: 
2.502.500 m²t /1.488.382 m² S= 1,6814 m²t / m²s. 
El reglamento del 2002, actualmente vigente, eleva esos módulos hasta las siguientes 
magnitudes: 
Equipamiento docente: 451.500 m². 
Equipamiento social: 215.000 m². 
Equipamiento deportivo: 193.500 m². 
Zonas verdes locales: 546.659 m². 
(Se ha considerado que toda la cesión de suelo de sistemas derivada de la edificabilidad 
terciaria -28 m² /100 m² t- se destina a zonas verdes; como máximo, 10 m² /100 m² t podrían 
dedicarse a otro tipo de dotaciones, pero el resultado final, a los efectos que ahora nos 
interesan, sería el mismo.) 
Viario local: 1.107.807 m². 
Cesiones totales de sistema local: 2.514.466 m². 
Con lo que el suelo neto disponible para la ubicación de los aprovechamientos lucrativos se 
reduce a la siguiente superficie total: 3.692.689 m² -2.514.466 m² = 1.178.223 m². 
(Esto es, que la edíficabilidad máxima prevista por el convenio deberá situarse sobre una 
superficie máxima de suelo disminuida en un 20,84%). 
Y el índice de edificabilidad sobre superficie neta ha de elevarse al menos hasta: 2.502.500 
m² t/ 1.178.223 m² s= 2,1240 m² t/ m²s. 
(La edificabilidad sobre neto de la zona A-2 del suelo urbano del vigente plan general es de 
1,50 m² t/ m²s en el grado 1º y de 1,35 m² t/ m² s en el grado 2). 
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Tampoco es desdeñable la influencia de las características geotécnicas.del terreno, cuya 
composición yesífera lo expone a la formación de dolinas. La revisión del plan general 
calificó como sistema general de zonas verdes tres pequeños ámbitos dentro de la envolvente 
del sector por causa de la existencia constatada de dolinas; estas tres zonas de alto riesgo de 
hundimientos kársticos se respetan en el plan parcial. Sin embargo, del estudio geológico y 
geotécnico aportado se deducen más zonas peligrosas por la presencia de dolinas activas y 
otras depresiones. Están situadas en un corredor en la parte norte, y se han tratado de 
respetar en la ordenación con zonas verdes, si bien, en la ordenación que se informa afectan 
también a algunas edificaciones y viarios, cuestión ésta que deberá evitarse por el plan 
parcial, salvo justificación suficiente en otro sentido. 
El convenio no previó, por lo demás, ningún condicionante de índole ambiental o 
bioclimática, como los previstos en el sector colindante 89/4, de manera que, salvo que en la 
tramitación del plan decidieran otra cosa los órganos con capacidad de resolver, este 
instrumento se ve liberado de uno de los condicionantes que más determinaron la ordenación 
de Valdespartera, donde hubieron de respetarse unas orientaciones dominantes a sur y unas 
distancias entre bloques sensiblemente superiores a las previstas por el plan de ARCOSLIR 
(relación mínima entre anchura entre bloques y altura de éstos de 1,58 en lugar de 0'67). 
Como consecuencia de todo lo dicho, resultan en el sector unos condicionantes de usos del 
suelo que limitan la superficie neta disponible para el emplazamiento de los 
aprovechamientos incluso más de lo que resultaría de la previsión mínima de reservas de 
sistemas locales determinada por el nuevo reglamento de planeamiento. Aunque en este 
informe no es posible valorar si hubiera sido posible una ordenación que esponjara más los 
suelos lucrativos (posibilidad que deberá estudiar el equipo redactor del plan parcial), sí 
puede observarse que la ordenación propuesta solamente reserva 940.310 m2s con 
aprovechamiento lucrativo, lo que implica una edificabilidad media sobre parcela neta de: 
2.502.500 m² t/ 940.310 m² s= 2,6614 m² t/ m²s. 
Consiguientemente a estos datos, la ordenación presenta dos problemas muy evidentes, 
derivados de la relación entre los aprovechamientos lucrativos y el suelo disponible para 
ubicarlos. 
Una consecuencia de esta relación y de la discriminación de aptitudes para los distintos usos 
producida por los sucesivos niveles de ruidos asociados al aeropuerto es que en la 
ordenación se produce una palpable separación entre las áreas ocupadas por los 
equipamientos y las ocupadas por las viviendas: en las extensiones de suelo dominadas por la 
residencia -sobre todo en la sur, donde se sitúa la mayor parte de los aprovechamientos 
residenciales-, la presencia de equipamientos y zonas verdes es muy reducida, y se limita, 
además, a parcelas de tamaño pequeño, insuficiente para actividades como la enseñanza de 
primaria o superior. 
En particular en el llamado desarrollo sur, que aglutina la parte más importante de la 
edificación residencial las zonas verdes que se intercalan con las viviendas son muy 
espaciadas y reducidas, con anchuras de 15 y 20 metros, y características lineales. Sería 
deseable que se siguiera trabajando en la ordenación en el sentido expresado por la memoria 
justificativa del proyecto, en cuya página 31 se justifica una densidad elevada en las 
manzanas residenciales por la posibilidad que permite de «compatibilizar esa agrupación de 
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la edificabilidad con una imagen de urbanización abierta y descongestionada, que posibilite 
amplios espacios libres entremezclados con los edificios». A la poca penetración de las zonas 
verdes públicas entre las manzanas residenciales se suma que la normativa de éstas establece 
una ocupación máxima de las plantas bajo rasante del 100%, lo que limitará la posibilidad 
de utilización como zonas verdes de los espacios libres privados. 
Los suelos de equipamiento, consecuentemente, aparecen muy concentrados y en algunos 
casos a distancias de las viviendas superiores a lo que podría considerarse adecuado; es el 
caso, sobre todo, del equipamiento docente, mereciendo también comentario la 
concentración de suelos destinados a equipamientos sociales y deportivos y a actividades 
terciarias en el entorno del tramo oeste de la vía-parque, que forman algo parecido a un 
subsector de cierta entidad (unos 370 metros de anchura por un kilómetro de longitud, con 
calles y plazas intermedias) sin presencia de ningún aprovechamiento residencial. 
Especialmente inadecuada es la ubicación del equipamiento docente, concentrado en grandes 
parcelas situadas en la periferia del sector y, por tanto, lejanas de una parte apreciable, del 
parque residencial. En el interior del tejido residencial solamente penetran unas parcelas de 
dimensiones muy reducidas (del orden de los 4.000 m2 de suelo) cuya utilización, en la 
práctica, deberá limitarse al establecimiento de guarderías o escuelas infantiles, dado que los 
solares que viene utilizando la administración competente para el establecimiento de nuevos 
centros de enseñanza se sitúan por encima de los 10.000 m². 
Además de la lejanía a las viviendas, la mayor parte del suelo destinado a dotaciones 
docentes presenta características inadecuadas en razón del fuerte nivel de ruidos a que 
estaría sometido (ruido de aviones en el caso de la parcela E-6, y derivado del cuarto 
cinturón, en las parcelas E-20 a E-25), del riesgo de avenidas de agua que la propia 
normativa del proyecto reconoce en las parcelas colindantes con el cuarto cinturón y, en 
ellas mismas, de una geometría inadecuada, con formas señaladamente estrechas y 
alargadas. Fuera de estas situaciones comprometidas, solamente la parcela E-4 tiene una 
superficie realmente adecuada para centros escolares de primaria o superior, y eso sin tener 
en cuenta que, en una primera aproximación a la ordenación, parece recomendable que esta 
parcela sea atravesada por la prolongación de la calle transversal de Montes del Canal que 
interrumpe. 
La memoria del plan parcial justifica esta ordenación del equipamiento escolar por la 
posibilidad de adecuar estas parcelas, en el futuro, como zonas verdes, basándose en el 
sobredimensionamiento de la dotación docente en el actual reglamento de planeamiento.  
Ahora bien, una cosa es que las parcelas escolares puedan acomodarse fácilmente a zonas 
verdes bien dispuestas, y otra que, al menos en parte, no tengan utilidad más que como zonas 
verdes; deberán ordenarse de modo que esa adecuación no produzca disfunciones, pero con 
mantenimiento de todos los requerimientos funcionales exigibles como dotaciones docentes. 
En definitiva, la ordenación deberá mejorar la distribución del equipamiento escolar, 
retirándolo de las zonas en que existan riesgos de avenida o los ruidos sean superiores a lo 
admisible. En relación con los ruidos producidos por aviones, es exigible que la superficie de 
suelo que se introduce bajo el bulbo 30 NEF se mantenga en una proporción asumible por la 
ordenación de las parcelas afectadas, lo que supone una reordenación en el caso de la E-6 y 
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la modificación completa de la ubicación en la E-7, emplazada en toda su superficie dentro 
del bulbo. 
En relación con los ruidos procedentes del cuarto cinturón y de la carretera de Madrid, el 
proyecto deberá alejar la zona de dotaciones escolares e interponer una franja de zona verde 
que en principio habrá de ser equivalente a la representada en IIS planos de estructura del 
plan general (en la que cabe interponer vías colectoras o suelos destinados a usos que no 
queden afectados por el ruido en igual medida). 
Cualquier solución diferente deberá venir avalada por un estudio de incidencia del ruido 
acorde con lo expresado en el artículo 81 de la ordenanza municipal para la protección 
contra ruidos y vibraciones (aunque puede admitirse, en general, que este estudio se 
incorpore a los proyectos de urbanización, se considera exigible en los planes cuando sus 
determinaciones específicas básicas -caso de la zonificación puedan generar en sí mismas 
incumplimiento de la normativa de ruidos). En cualquier caso, no se considera procedente 
que las parcelas escolares se aproximen a la calzada a una distancia menor de la línea límite 
de edificación establecida con carácter general por la legislación sobre carreteras (100 
metros en vías de circunvalación) 
Por añadidura, el segundo apartado del artículo 5.2 de las normas urbanísticas reconocía, en 
la redacción del proyecto sin visar aportado unas semanas antes del que se informa, la 
existencia de riesgos de avenida sobre el suelo escolar, cuando establecía que «las parcelas 
de equipamiento docente situadas entre el desarrollo sur y el trazado de la Ronda Sur 
deberán ordenarse de manera que se garantice la circulación del agua de escorrentía 
proveniente de los terrenos situados al sur del cuarto cinturón hacía las lagunas de 
laminación, con las debidas garantías de seguridad para bienes y personas.» El párrafo en 
cuestión no aportaba más información sobre la cuantía o el emplazamiento concreto de los 
inquietantes riesgos a que se refiere, limitándose, por tanto, a evidenciar su existencia. En el 
documento visado que se aportó el 28 de noviembre de 2002, ese apartado segundo ya no 
aparecía, sin que quedara explicada su eliminación hasta el punto de eliminar la inquietud 
que produjo. 
Deberá aportarse un estudio que, con arreglo a la normativa vigente y con base en el anejo 
de condiciones hidrológicas, justifique la seguridad de los equipamientos y de las 
edificaciones residenciales frente a avenidas procedentes de la estepa que se extiende al sur 
del cuarto cinturón o del interior del sector, identificando todos los puntos de drenaje del 
cuarto cinturón, así como la cuantía y consecuencias de los aportes, y los riesgos 
consiguientes de avenidas. (En la ordenación que se informa, se observa que las aguas que 
proceden del sur han de atravesar parcelas de equipamiento escolar y tejido residencial para 
llegar a los lagos de laminación (en Valdespartera, se previeron anchas franjas de zona 
verde desde los drenajes del cinturón hasta los lagos.) Hay que advertir también que en el 
estudio hidrológico aportado no se observa una identificación suficiente de los puntos de 
drenaje del cuarto cinturón ni de su incidencia en el sector, cuestión, como se ha visto, 
fundamental. 
Finalmente, la configuración de las parcelas escolares deberá tener una proporción y una 
anchura mínima que permita su utilización satisfactoria, evitándose estrechamientos 
excesivos como los que se producen en la parcela E-25. 
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También se incorporará a la memoria un apartado en el que se justifique la ordenación en 
relación con los condicionantes geotécnicos, en particular en lo referente a los peligros de 
hundimiento kárstico. (Por comparación entre el plano informativo 1.6 y los planos de 
ordenación, se observa que se ha previsto edificación residencial sobre áreas señaladas 
como dolinas activas y sobre el corredor en que el propio estudio geotécnico recomienda no 
edificar.) 
Otro efecto derivado de las condiciones descritas es la densificación del suelo residencial 
neto, que se ha ordenado en una trama muy compacta de manzanas con una edificabilidad, 
según se vio, elevada, donde dominan las soluciones de ocho plantas (B+7) -en todas las 
manzanas residenciales se alcanza al menos esta altura-, con presencia de bloques de seis 
(B+5) y, en menor medida de diez plantas (B+9). A estas condiciones de ocupación y altura 
se suma una disposición de las viviendas que no siempre resulta óptima. Así, hay una cierta 
abundancia de viviendas con una sola fachada, proliferando el tipo de agrupación con tres 
medianeras en bloques de 25 metros de profundidad; este tipo limita las vistas de la mitad de 
las viviendas a los espacios no edificados de la propia parcela, y, sobre todo, imposibilita 
prácticas tan recomendables como la ventilación cruzada e impone orientaciones 
exclusivamente a norte de una buena parte de las viviendas. Aun cuando, como se ha dicho, 
el convenio no previó la imposición de condicionantes de optimización de la calidad 
ambiental de las viviendas, se trata de modalidades de agrupación que no deberían tener 
excesiva presencia en sectores urbanos de nueva formación. 
En relación con la ordenación de las viviendas, ha de hacerse notar que el proyecto mantiene 
una normativa muy abierta, con un número dominante de manzanas donde prácticamente se 
impone sólo la normativa genérica de la zona A-2 del suelo urbano, que, si resulta aceptable 
en zonas de la ciudad consolidadas en décadas pasadas con criterios de bloque abierto de 
forma indeterminada, resulta discutible en zonas de nueva planta donde el proyecto urbano 
debería controlar más el resultado final, tanto por razones de coherencia entre la 
configuración de unas y otras manzanas (de donde ha de proceder la forma de la calle y del 
espacio urbano), como para garantizar unas determinadas condiciones de calidad final a las 
viviendas producidas, en cuanto a calidad de los espacios libres interiores, orientación, 
accesos, etc. En el apartado de este informe relativo a las normas urbanísticas se 
profundizará más en esta cuestión. 
Ya en otro orden de problemas, existen cuestiones a resolver en relación con la conexión del 
sector con el entorno. 
El plan general de ordenación urbana distingue dos funciones en relación con la conexión 
del sector con la nacional N-II (carretera de Madrid): una glorieta urbana para acceso a los 
suelos contiguos a la carretera (SUZ 89/3 y SUZ 90/1) y acceso este a la plataforma logística 
(PlaZa) a través de dos ramales, uno en dirección Madrid-PlaZa (a distinto nivel) y otro en 
dirección opuesta que independice el tráfico de la plataforma y el tráfico urbano. 
En el proyecto supramunicipal de PlaZa, no se ha incluido ninguna de estas conexiones, 
aplazándose su ejecución a fases posteriores de su desarrollo. Para que sea posible el 
funcionamiento de la urbanización ARCOSUR, la glorieta prevista en el encuentro de la vía-
parque con la N-II resulta imprescindible, de modo que, si no ha sido proyectada ni 
ejecutada con motivo de la realización de PlaZa, deberá ser asumida por el sector 89/3 como 
obra necesaria de conexión exterior. 
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Por otro lado, el plan parcial del sector 89/3 deberá respetar las franjas de protección de la 
carretera de Madrid que el plan general califica como sistema general urbanizable, de 
manera que en el futuro sea posible inscribir en ellas los ramales de conexión con PlaZa a 
que se ha hecho referencia. 
La urbanización del sector deberá incluir también la conexión del vial curvo de dirección 
norte-sur situado en la zona oriental (de sección C-1) con la red viaria de la ampliación de la 
Feria de Muestras, prolongándolo para ello a través del paso inferior del cuarto cinturón. 
El entronque con la urbanización Valdespartera deberá adecuarse a la ordenación aprobada 
definitivamente en este sector, en particular en la zona sur, donde se ha dibujado una 
ordenación del equipamiento deportivo, el viario y el parque que no es la aprobada inicial ni 
definitivamente. La glorieta proyectada en el extremo sur del límite con Valdespartera deberá 
ampliarse a las dimensiones consideradas en el plan parcial de este sector. 
También es mejorable la conexión con Montes del Canal, donde se ha interrumpido sin 
suficiente justificación la continuidad de una calle de cierta importancia. 
Deberá garantizarse la continuidad del viario de Montecanal, incluso ejecutando las obras 
necesarias para la prolongación hasta ARCOSUR del tramo recto final de la avenida de la 
Ilustración, que se interrumpe en fondo de saco antes del límite entre sectores; para ello, 
deberán acometerse los movimientos de tierras que sean necesarios. 
Por último, quienes suscriben entienden que sería procedente considerar obra exterior de 
conexión del sector con la red viaria general de la ciudad, imputable a la ejecución de aquél 
(en concepto de refuerzo y ampliación de esta red general exterior, expresamente 
contemplado por el artículo 18 de la ley urbanística de Aragón), el tramo del vial de 
dirección sur-norte que lleva desde ARCOSUR hasta Valdefierro comprendido entre la 
rotonda de encuentro del tramo ejecutado por Montes del Canal con la vía-parque del Canal 
y el barrio de Valdefierro; la misma consideración debería tener el tramo de vía-parque del 
Canal comprendido entre la citada rotonda y la prolongación de la avenida de Gómez 
Laguna. (La proporcionalidad de la carga se justifica por la carga impuesta a la vecina 
Montes del Canal, que, con una capacidad de unas 2.300 viviendas -poco más de la décima 
parte que ARCOSUR- asumió una parte del tramo de vía norte-sur que va de ARCOSUR a la 
rotonda de enlace con la vía parque del Canal, y el segmento occidental del tramo de vía-
parque que va desde esta rotonda hasta la carretera de Madrid), incluyendo un paso a 
distinto nivel sobre el Canal y la carretera. 
En relación con el trazado viario, las secciones que se detallan en la memoria expositiva, las 
normas urbanísticas y los planos de alineaciones e identificación de la red viaria del 
proyecto deberán suprimir las bandas de espacios libres privados de las manzanas 
colindantes cuando se han considerado. Establecida, la anchura real de las calles, deberá 
tenerse en cuenta en la ordenación de la edificación de las manzanas, de manera que su 
posición y altura garanticen el cumplimiento de las normas de distancia entre edificios. 
No se ha hecho ninguna mención, en memoria ni en normas, a las medidas propuestas para 
garantizar el cumplimiento de la normativa de barreras arquitectónicas. Las medidas 
recomendadas en el artículo 6 de la normativa municipal son las siguientes: 
- pendiente máxima del 6 %; 
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- anchuras superiores a 1,80 metros en las aceras. 
Las aceras cumplen con el ancho anterior, pero no se garantiza la pendiente, dados los 
importantes desniveles del terreno. No están previstos los rebajes en bordillos en los pasos de 
peatones, si bien cabe remitir su ubicación al proyecto de urbanización. 
Por último, se advierte que se ha remitido un ejemplar del proyecto al Servicio de Tráfico y 
Transportes, que en este momento todavía no ha emitido informe; en todo caso, cuando sea 
emitido el proyecto habrá de adecuarse a su contenido. Se han remitido también sendos 
ejemplares al Ministerio de Fomento (Demarcación de Carreteras del Estado en Aragón, a 
los efectos previstos por la legislación sobre carreteras, y AENA, en relación con las 
servidumbres aeronáuticas), de modo que el proyecto deberá adecuarse en su momento a los 
informes que emitan estos organismos. 
INFRAESTRUCTURAS. 
En el plan parcial del sector 89/4 aprobado definitivamente se han realizado diversas 
modificaciones en relación con la propuesta de redes de infraestructura del proyecto 
aprobado inicialmente, lo que implicará la adaptación, a esos cambios del proyecto de plan 
parcial del sector 89/3. En relación con el abastecimiento, ha desaparecido la parcela U1 de 
la aprobación inicial del plan de Valdespartera, destinada a albergar los equipos de bombeo, 
que se trasladan a la parcela de Montecanal donde se sitúan los llamados depósitos de 
Valdespartera. 
La red de riego deberá dotarse de contadores para su uso por los particulares. En cuanto a 
la red de saneamiento, los lagos de laminación deberán dimensionarse para un período de 
retorno de 500 años, como se indica en el anejo de estudio hidrológico, en lugar de los 50 
años que se señala en la memoria justificativa.  
Además, deberá preverse capacidad suficiente para admitir la escorrentía natural actual de 
la parte de Valdespartera. 
De acuerdo con lo requerido por el artículo 7.2.18 del vigente texto refundido del plan 
general, el proyecto deberá incorporar la conformidad de las compañías suministradoras de 
agua, energía eléctrica, teléfono y gas, con expresión de la capacidad de las redes y de los 
plazos de conexión previstos, documentación que no incluye. 
Por lo demás, sólo cabe advertir en este informe que se ha remitido un ejemplar del proyecto 
al Departamento de Infraestructuras, que en este momento todavía no ha emitido informe; en 
todo caso, cuando sea emitido el proyecto habrá de adecuarse a su contenido. 
NORMAS Urbanísticas. 
Analizadas las normas urbanísticas del proyecto del plan parcial, se considera necesaria la 
subsanación de las deficiencias que a continuación se detallan, en ocasiones de alguna 
importancia: 
a) De acuerdo con lo que ya ha quedado dicho en el apartado correspondiente a las 
condiciones generales de la ordenación, la regulación de las parcelas de usos residenciales 
deberá concretarse más, no limitándose a recoger la norma genérica de la zona A-2 en los 
casos en que lo hace. Sólo así podrá garantizarse la coherencia exigible en la ordenación de 
las manzanas (sin la que el aspecto de las calles o de los frentes a parques, por ejemplo, 
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resulta incierta) y preservarse características volumétricas determinantes para la calidad 
residencial, como la integridad de los espacios libres interiores (las normas no especifican 
nada acerca de las posibilidades de fragmentación o de ocupación bajo rasante). 
No se considera suficiente prever la tramitación de estudios de detalle previos a los proyectos 
de edificación en los casos en que la construcción de las manzanas se vaya a acometer 
mediante más de un proyecto, ya que así podrá garantizarse la coherencia interna de la 
ordenación, pero no la coherencia entre la solución que se dé a unas y a otras manzanas. Por 
tanto, y de acuerdo con lo dicho en el párrafo anterior, el plan parcial deberá concretar una 
ordenación detallada de todas las manzanas residenciales, siquiera con rango de estudio de 
detalle; la sustitución posterior de esta ordenación en alguna manzana debería requerir la 
tramitación de un estudio de detalle, aun en el caso de proyecto arquitectónico único, 
mediante el que el Ayuntamiento, fuera de un trámite reglado como la licencia, pueda valorar 
el mantenimiento de la coherencia de conjunto de la ordenación. 
Las ordenaciones de las manzanas deberán disponer sus usos comerciales lindantes con el 
viario público y adecuadamente repartidos en la urbanización de modo que se potencien las 
calles donde sea previsible un mayor tráfico peatonal. Se completarán las condiciones de 
parcelación de las manzanas, dado que solamente se hace mención en el apartado 
correspondiente (20) del artículo 3.2 a las parcelas correspondientes a edificios de tipo torre 
(T). 
El apartado tercero del mismo artículo establece una ocupación máxima en plantas bajo 
rasante del 100%; desde el punto de vista de la calidad de los espacios libres privados y, por 
tanto, del tipo de vivienda que se desarrolle en el sector, será adecuado establecer unos 
máximos inferiores, que garantizaran la posibilidad de plantación de arbolado en las 
parcelas. 
También se consideran excesivas en relación con el número de plantas las alturas máximas 
de cornisa previstas por el apartado 40 del artículo 3.2, siendo lo correcto que se reduzcan 
hasta límites equivalentes a los establecidos por el plan general en la zona A-2. 
No puede admitirse el último párrafo del apartado 50 del artículo 3.2, que pretende que el 
número de viviendas asignado por los cuadros incluidos en el apartado a cada manzana sea 
indicativo, pudiendo realmente cada proyecto alcanzar un número de viviendas equivalente a 
una por cada 85 m2 construidos de uso residencial (eso es lo que significa la remisión al 
número de unidades de reserva derivadas de la aplicación del artículo 78.a del reglamento 
de desarrollo parcial de la ley 5/1999, en materia de organización, planeamiento urbanístico 
y régimen especial de pequeños municipios). Así, resulta que el proyecto de plan parcial, en 
la práctica, no se limita a las 21.500 viviendas que preveía como máximo el convenio, sino 
que admite 26.558 viviendas, lo que supone un incremento de más de 5.000. Por tanto, el 
plan parcial deberá establecer en cada manzana un número máximo de viviendas vinculante, 
y ese número será tal que la suma de todas las manzanas no supere el límite máximo a que 
esté condicionado el plan parcial (21.500 viviendas, si se mantuvieran todas las condiciones 
del convenio, aunque, como se ha visto, procederá disminuir este número). 
Por el momento no se entra a valorar el desglose contenido en los cuadros de asignación por 
manzanas de edificabilidad y régimen de protección, dado que las condiciones que se indican 
en este informe habrán de motivar su alteración en el documento que más adelante presenten 
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los interesados. Tampoco la regulación de vuelos en las manzanas residenciales resulta 
satisfactoria, ya que, si se ordenan las manzanas mediante áreas de movimiento, los vuelos 
interiores deberán incluirse en estas áreas, siendo considerados tanto a efectos de cálculo de 
la ocupación como de fondos. 
Los vuelos sobre la vía pública no podrán sobrepasar los límites impuestos por las normas 
urbanísticas del plan general según las anchuras de las calles. 
La regulación de alturas contenida en el apartado 71 del artículo 3.2 deberá remitirse a las 
normas urbanísticas del plan general, en lugar de proponer una nueva redacción. 
b) El apartado 40 del artículo 3.3 deberá completarse en términos análogos al apartado 
equivalente (51) del artículo 3.1.4 de las normas urbanísticas del plan parcial del sector 89/4 
(Valdespartera) (es decir, que se añadirá que el cierre de los vanos de planta baja se 
realizará, a título provisional, mediante elementos correctamente terminados que, en el caso 
se ser de fábrica, se revocarán y pintarán en un color entonado con el resto de la fachada). 
c) No resulta admisible el primer párrafo del artículo 3.4, que prevé la posibilidad de 
estudios de detalle para modificar la ordenación volumétrica de la edificación contenida en 
el plan parcial, sin más limitación que la edificabilidad y la densidad. La posibilidad de 
estudios de detalle se limitará a lo establecido en la letra a) de este apartado, sin posibilidad 
de superación de los parámetros que, por su naturaleza, tienen rango de plan parcial 
(ocupación, altura, distancias), salvo supuestos concretos que justificadamente pudieran 
preverse en el propio articulado de las normas del plan. 
Tampoco el párrafo segundo del artículo 3.4 puede aceptarse, ya que implica una apertura 
indeterminada a los trasvases de edificabilidad y densidad entre manzanas, incluso con 
carácter posterior a la edificación. En todo caso, sólo cabrían transferencias de este tipo en 
aquella pequeña proporción máxima que permitiera la ordenación, mediante instrumentos 
conjuntos y siempre antes de la obtención de licencias, de modo que se evite que en el futuro 
pudiera pretenderse la existencia de excedentes no consumidos con la consiguiente 
perturbación de la realización de las edificaciones (esto es, que una vez edificado un solar u 
obtenida licencia para ello, la edificabilidad y la densidad atribuidas por el planeamiento 
que no se hubiera consumido deberá considerarse no materializable, salvo sustitución o 
ampliación de la propia edificación). 
En cambio, se echa en falta la previsión de estudios de detalle a través de los que se 
establezca la asignación de edificabilidades y densidades, y se coordinen los volúmenes 
edificables en los solares resultantes de futuras parcelaciones, dado que el plan parcial 
establece esas atribuciones en valores absolutos (no en índices relativos a la superficie de 
suelo) por manzanas completas. 
d) El coeficiente de ponderación que contemplaba el convenio de Arcosur y considera el 
proyecto de plan parcial para las viviendas protegidas de menor precio es de 0'3, asignando 
esas viviendas al régimen especial. Como se acreditó en la tramitación del texto refundido 
del plan general, la asignación de ese coeficiente a este tipo de protección era un error 
contenido en algunos documentos del plan, mientras otros asignaban el coeficiente 0'3 al 
precio básico. El texto refundido, como el plan parcial de Valdespartera, atribuyó 0'3 al 
precio básico y 0'2 al régimen especial, valores más adecuados a los precios de venta 
establecidos por la legislación vigente. 
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En consecuencia, el plan parcial debería rebajar el coeficiente a 0'2 o bien mantener el de 
0'3 y asignar el régimen de protección a precio básico; la primera solución distorsionaría los 
cálculos del aprovechamiento medio y real del sector, de modo poco adecuado (o bien 
subiría todavía más la edificabilidad y la densidad, o bien rebajaría el aprovechamiento 
homogeneizado). Por tanto, se considera más conveniente que se mantenga el coeficiente 0'3 
para las viviendas más baratas y a éstas se les asigne el régimen de precio básico; dado que 
se tratará finalmente de viviendas del patrimonio municipal de suelo, el Ayuntamiento 
siempre podrá construir viviendas de régimen especial en lugar de básico si así lo estima 
procedente. 
Por otra parte, será conveniente redactar el contenido del apartado 20 del artículo 3.5 en 
términos similares a los empleados por el plan parcial de Valdespartera, de modo que quede 
claro que la edificabilidad y el número de viviendas de precio básico nunca puede 
disminuirse (aunque pueda sustituirse en todo o en parte por régimen especial), ni tampoco 
podrán disminuirse la edificabilidad y el número de viviendas asignados conjuntamente al 
precio básico y al protegido máximo. 
La redacción del apartado 3º del artículo 3.5 se sustituirá por otra similar a la contenida en 
el apartado 1º del artículo 3.1.10 de las normas urbanísticas del plan parcial del sector 89/4, 
que no dispone la transformación automática de las viviendas protegidas de precio máximo a 
«tipología de vivienda de protección pública que permita un precio de venta más alto» en 
caso de modificación de los regímenes actuales por futuros planes de vivienda y suelo, sino la 
adecuación de todos los regímenes de protección ordenados «a los que en su caso se 
consideren equivalentes en caso de variación de las categorías contempladas por la 
legislación específica sobre protección de la vivienda». 
e) Se concretarán las condiciones de la parcela mínima para usos terciarios en el apartado 
20 del artículo 4.2. 
Así mismo, se concretarán mas las condiciones de ordenación en estas parcelas (ocupación, 
distancias ... ) 
En el apartado 5º, se eliminará la referencia al artículo 8.2.15 de las normas del plan 
general, referido a usos de equipamiento y no a parcelas de uso terciario.  
En el apartado 7º, y en el resto de los casos en que se introducen textos de este tipo, se 
evitará hacer referencia a posibilidades permitidas por las normas, pero no obligadas ni 
únicas, dado que solamente se genera confusión a la hora del otorgamiento de licencias, sin 
añadir nada al cuerpo normativo. 
f) En el capítulo quinto, se regulará una nueva categoría de equipamientos y servicios, 
correspondiente a los servicios de infraestructura urbana, con la que se afectarán aquellos 
suelos necesarios para albergar elementos de infraestructura que por su dimensión o 
características no tengan cabida en las parcelas con aprovechamientos lucrativos. 
g) En relación con el artículo 5.4, vale lo dicho en el último párrafo de la letra e) de este 
apartado, ya que, al no prever el proyecto de plan parcial ninguna medida específica de 
ahorro energético, parece un artículo realmente vacío de contenido. 
h) El apartado Y del artículo 5.5, como ya se ha advertido en otro lugar, sólo puede 
aceptarse en el caso de que las superficies docentes afectadas por el bulbo 30 NEF 
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representen un porcentaje bajo de las parcelas en que se sitúen, circunstancia que no se da 
aquí en todos los casos (en particular, la parcela E-6 se ve afectada en una franja de unos 
45.000 o 50.000 m2 y la parcela E-7 se ve afectada en su totalidad). 
i) El apartado 31 del artículo 6.2 deberá redactarse, en sentido inverso del que tiene en el 
proyecto, no admitiéndose, sino prohibiéndose, la colocación de subestaciones, centros de 
transformación de energía eléctrica y estaciones de medida en las zonas verdes públicas y en 
el viario (es decir, en términos similares al apartado 31 del artículo 6.2 de las normas del 
plan parcial del sector 89/4). Consecuentemente, deberá eliminarse el apartado 41 del 
artículo 6.4. 
 j) En las relaciones de secciones viarias contenidas en el artículo 6.3 se retirarán las 
referencias a las bandas ajardinadas cuando correspondan a espacios libres privados, dado 
que en este caso no forman parte del viario. 
La misma advertencia hay que hacer en relación con los planos de alienaciones e 
identificación de la red viaria, en los que se han considerado parte del viario espacios libres 
privados. En este sentido, cabe advertir sobre la importancia que tendrá establecer 
claramente la anchura real de las calles en relación con la ordenación de las manzanas a la 
que se hacía referencia más arriba, ya que varias de aquéllas no se alcanza una anchura de 
20 metros, lo que con alturas de ocho plantas y normativa de distancias del tipo A-2 exigirá 
que los retranqueos frontales tengan una determinada dimensión mínima, que conviene 
establecer conjuntamente a ambos lados de la calle para evitar que la posición determinada 
unilateralmente por una manzana pueda condicionar la de la edificación en la situada al otro 
lado de la calle. 
En el capítulo sexto se incluirán normas que aseguren la limitación del agua aportada al 
terreno, tales como la expresa prohibición del riego a manta de los espacios libres y zonas 
verdes, la previsión de sistemas de riego de bajo consumo, la prevención de fugas de las 
redes de abastecimiento de agua y saneamiento, etc.  
l) Se incorporará un artículo relativo a las servidumbres aeronáuticas, equivalente al 2.3 de 
las normas urbanísticas del plan parcial del sector 89/4 (Valdespartera). 
PLAN DE ETAPAS Y Gestión 
Se prevé la ejecución del plan parcial por el sistema de compensación, en una sola unidad de 
ejecución coincidente con el ámbito y una única etapa. 
En el plan de etapas se prevén los siguientes plazos de ejecución: 
- Proyecto de reparcelación.- Hay una contradicción en el texto presentado, ya que, por un 
lado se establecen unos plazos de seis meses para presentar las bases y estatutos, a contar 
desde la aprobación del plan parcial, y de seis meses para presentar el proyecto de 
reparcelación, a contar desde la constitución de la junta de compensación; por otra parte, se 
dice que el proyecto de reparcelación se deberá tramitar y aprobar conjuntamente con el 
plan parcial. Dado que no se ha presentado proyecto de reparcelación junto con el proyecto 
de plan parcial, y que ni siquiera se ha constituido la junta, parece claro que la contradicción 
deberá solventarse eliminando esa afirmación de tramitación conjunta («El proyecto de 
reparcelación deberá tramitarse y aprobarse conjunta y simultáneamente con el plan parcial, 
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sin perjuicio de que en su caso quede condicionado a la aprobación del plan parcial») y 
manteniendo los plazos señalados, que, por lo demás, se consideran razonables. 
- Proyecto de urbanización.- Según el plan de etapas, deberá ser sometido a aprobación 
inicial en los tres meses siguientes a la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación. 
Dado que el plan de etapas no puede condicionar la actuación municipal en el sentido de 
forzar al Ayuntamiento a someter un documento a aprobación inicial al margen de su 
contenido, deberá sustituirse la expresión «el plan parcial deberá ser sometido a aprobación 
inicial )» por «el plan parcial deberá ser presentado para su tramitación (...)». 
- Ejecución de la urbanización.- En un primer párrafo, el plan de etapas establece para las 
obras de urbanización un plazo de 34 meses, a contar desde la aprobación del proyecto de 
urbanización. Pero por otra parte, un segundo párrafo del mismo apartado determina que 
«las obras de urbanización se ejecutarán dentro de los plazos que al efecto se expresen en el 
acuerdo de aprobación del proyecto de urbanización, que podrá subdividir su ámbito en las 
fases de ejecución que sean procedentes»; dado que pueden existir dificultades para 
interpretar conjuntamente ambos párrafos, en el segundo deberá aclararse que el conjunto 
de las fases de ejecución de la urbanización se realizará dentro del plazo total indicado en el 
primer párrafo. 
- Edificación.- El plan de etapas establece un plazo de 10 años para solicitar licencias de 
obras, a contar desde la aprobación del proyecto de reparcelación. El plazo de ejecución de 
las obras de edificación será el que determine el Ayuntamiento en los propios acuerdos de 
concesión de licencia. Ambos plazos se consideran correctos. 
Por lo demás, el proyecto no incluye, y deberá incluir, plano expresivo de la unidad de 
ejecución propuesta. 
ESTUDIO ECONÓMICO Y Financiero 
La evaluación del coste de ejecución de la urbanización que contiene el proyecto se 
considera correcta en sus términos generales, con la advertencia de que los costes de 
ejecución deberán concretarse justificada y pormenorizadamente en el futuro proyecto de 
urbanización. 
No obstante, deberá incluirse una partida en el estudio económico en la que expresamente se 
contemplen las indemnizaciones derivadas de la extinción de construcciones y usos del suelo 
por efecto de la urbanización del sector, cuestión de cierta importancia, dado que 
actualmente existe incluso una parcelación urbanística ilegal en su zona oriental. 
También deberá evaluarse en capítulo específico el coste de la urbanización de los sistemas 
generales (aunque el proyecto es confuso en este aspecto, es claro que no están incluidos, al 
menos en lo referente a la urbanización del parque, que constituye la partida más 
importante) y de las conexiones de las redes viaria y de infraestructuras del sector a los 
sistemas generales exteriores, con el refuerzo y la ampliación de éstos que sean necesarios 
para el correcto funcionamiento de la urbanización (en el apartado de este informe dedicado 
a las condiciones generales de la ordenación se indicó qué alcance habría de tener este 
deber). 
DOCUMENTO DE COMPROMISOS DE LA INICIATIVA PARTICULAR 
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El proyecto no incluye, documento de compromisos de la iniciativa privada, carencia de 
notable importancia que deberá subsanarse, dando cabida en el anejo correspondiente, 
suscrito por los promotores, a cuantos compromisos proceda reseñar de acuerdo con las 
condiciones contenidas en la reglamentación urbanística.  
Especial importancia tiene que quede perfectamente, claro en este, documento qué 
compromisos asume la propiedad y, por tanto, qué obligaciones, quedan para el 
Ayuntamiento, en relación con la urbanización de los sistemas generales y las conexiones de 
las redes viaria y de infraestructuras del sector a las redes generales de la ciudad, de 
refuerzo y ampliación de éstas; se expresarán también los compromisos relativos a la 
conservación de las obras de urbanización hasta su recepción por parte del Ayuntamiento, a 
la cuantía de las garantías de la ejecución de las previsiones del plan, a los plazos de 
ejecución, a la realización de viviendas sujetas a algún régimen de protección, a la cesión de 
aprovechamientos lucrativos y de suelos dotacionales al Ayuntamiento, etc. 
CONCLUSIÓN 
Por todo lo expuesto, se concluye que los interesados deberán aportar nueva documentación 
en la que se subsanen las deficiencias señaladas en este informe técnico, más las que 
pudieran añadirse como consecuencia de consideraciones jurídicas. 
Informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación de 24/01/03: 
El 17 de diciembre del 2002, se suscribió un primer informe técnico sobre proyecto visado 
por la Delegación de Zaragoza del Colegio Oficial de Arquitectos de Aragón el 28 de 
noviembre del 2002, en el que se exponía una serie de condiciones técnicas que el proyecto 
debería satisfacer para ser aprobado, así como diversas cuestiones de índole jurídica o 
remisibles a criterios de oportunidad, que no se valoraban técnicamente, pero que se 
consideraban fundamentales para poder continuar con la tramitación del expediente. 
El día 20 de enero del 2003, los interesados presentan una nueva documentación visada el 
mismo día, que se informa a continuación a solicitud de la Dirección del Área. Dicha 
documentación está formada por los siguientes elementos: 
a ) tomo 1 de la documentación escrita, que incluye memoria, normas, plan de etapas y 
estudio económico; 
b) planos de información 1.4', l5y 1.8'; 
c) planos de ordenación 12, 2', 3', 4.2.V, 4.22, 4.2.3', 4.2.4', 4.25, 4.2.6', 4.3.1’, 4.3.2’, 4.4.1’, 
4.4.2’ y 11. 
d) anejo de compromisos de la iniciativa particular. 
Hay que entender que la documentación visada el 28 de noviembre del 2002 que no se 
sustituye ahora se mantiene en su estado original. 
Dado que en la fecha no se ha redactado informe jurídico sobre el primer proyecto ni se han 
adoptado las decisiones relacionadas con criterios de oportunidad a que se hacía referencia 
en el informe técnico anterior, este segundo informe mantiene las mismas reservas que ya se 
manifestaron, remitiéndose a aquél. El plazo de que se dispone para redactar el informe 
impide profundizar en todas las cuestiones inherentes a un plan parcial de esta magnitud, 
debiendo entenderse que pueden quedar pendientes aspectos de importancia secundaria o 
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poco perceptibles que podrán abordarse adecuadamente en fases posteriores de la 
tramitación. 
CONTENIDO DEL PROYECTO  
ÁMBITO DEL PROYECTO 
El terreno objeto del plan parcial es el sector de suelo urbanizable no delimitado SUZ/89/3 
del plan general. La superficie del sector que figura en el texto refundido del plan general del 
2002 es de 3.589.107 m2. En el proyecto de plan parcial de 28 de noviembre del 2002, se 
consideraba una superficie de sector, según medición de los redactores, de 3.692.689 m2. 
Como se indicaba en el primer informe, en el proyecto existían diferencias importantes entre 
las superficies de sector y de sistemas generales consideradas en el convenio y en el plan 
parcial, aunque la superficie total era similar. Se aportaban diversas valoraciones técnicas 
en relación con esta diferencia, que quedaban pendientes de valoración jurídica y, en su 
caso, de decisión por parte de los órganos con capacidad de asumir criterios de oportunidad. 
También se advertía que, en sesión de 27 de septiembre del 2002, el Ayuntamiento pleno 
había acordado adquirir mediante ocupación directa la finca Pol. 101-1 de 103.780 m² de 
superficie, clasificada como sistema general urbanizable (zona verde 89.03), perteneciente a 
Construcciones Monrepós, S.A., adscribiéndola al «exceso de aprovechamiento» de los 
sectores SU(D)38/1 y SU(D)38/3, SUZ88/1 y SUZ89/3, este último en una participación del 
10% de la superficie de la finca. 
En el proyecto visado el 20 de enero del 2003, se incorpora la cesión de los 10.378 m2 (de 
684.811 m2 a 695.189 m2) de suelos del sistema general urbanizable 89.03 (antiguas pistas 
deportivas de dominicos, entre el Canal Imperial y la urbanización Montecanal), y se 
modifica algo el reparto entre suelo neto de sector y suelo de sistemas generales interiores o 
colindantes con él considerados por el convenio, así como la superficie total: 
CONVENIO PLAN PARCIAL 
Superficie sector 3.373.000 3.588.5001 
Sistemas generales 1.052.000 758.637 (*) + 10.378 
Superficie total 4.425.000 4.347.137+10.378= 4.357.515 
(*) 666.427,13 m2 de sistema general y 92.209,87 m2 de suelo no urbanizable de protección 
del sistema de comunicaciones e infraestructuras 
La diferencia con el primer proyecto de plan parcial proviene, fundamentalmente, de 
considerarse ahora como sistema general la banda no expropiada de suelo no urbanizable de 
protección del sistema de infraestructuras (SNU-SI) comprendido entre el sector y el IV 
Cinturón. Aun cuando el plan general no califique este suelo como sistema general, lo cierto 
es que resulta equiparable a las bandas equivalentes así calificadas en sistemas interiores al 
suelo urbano, sí bien el plan general optó por la clasificación como suelo no urbanizable de 
protección del sistema de infraestructuras y comunicaciones por el hecho de que lindaba con 
suelos no urbanizables y urbanizables no delimitados; desde el punto de vista de su 
ordenación y tratamiento, la delimitación del sector permite establecer la analogía con el 
suelo de sistema general de comunicaciones. 
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Otra cosa es que ese suelo, clasificado por el plan general como no urbanizable, genere 
aprovechamientos lucrativos. En Valdespartera, el convenio fue previo a la revisión del plan 
general, y la superficie que generaba aprovechamientos se definió como aquella que era 
propiedad del Ministerio de Defensa, siendo el planeamiento general el que debía adaptarse 
a lo convenido; la revisión, por añadidura, delegó expresamente en el plan parcial la 
delimitación de los sistemas generales, estableciendo su superficie total (un 25% del ámbito 
del convenio). En el ámbito de Arcosur, el proceso fue inverso; el convenio, posterior a la 
aprobación definitiva del plan general, definió expresamente como su ámbito el suelo 
clasificado por este instrumento como urbanizable no delimitado o como sistemas generales, 
pero no el no urbanizable, que por su propia naturaleza no produce aprovechamiento, quedó 
fuera del suelo objeto de convenio. Por tanto, el plan parcial deberá excluir 92.209,87 m2 de 
la superficie bruta que produce aprovechamientos lucrativos (que, en consecuencia, deberá 
disminuirse). 
En cuanto a la adecuación al texto del convenio, la equiparación del suelo no urbanizable de 
protección del sistema de comunicaciones e infraestructuras con el sistema general no 
supone una novedad apreciable, ya que sigue habiendo una distancia notable entre su 
contenido y el del plan, cuyas causas y posibles soluciones ya se apuntaron en el informe 
técnico de diciembre del 2002, sin que haya que añadir nada ahora. 
Tendría una mayor trascendencia la consideración de esa franja como sistema general en el 
caso de que los propietarios no asumieran los costes de la urbanización de estos suelos, ya 
que, en tal caso, sería mayor la carga económica que para el Ayuntamiento supondría el 
desarrollo de Arcosur.  
Por lo demás, el proyecto de 20 de enero ha corregido el límite, oriental del área para 
ajustarlo con el occidental del vecino sector 89/4. Se han introducido también ligeras 
variaciones en otros puntos del perímetro, relacionadas con el deslinde con los suelos de 
titularidad pública, en particular en el nudo del IV Cinturón con la carretera de Madrid. 
Para terminar, merece un comentario la expresa afirmación, contenida en la página 77 de la 
memoria del segundo documento -el primero no contenía ninguna referencia expresa a la 
cuestión, aunque podía deducirse del estudio económico y financiero que los sistemas 
generales debía urbanizarlos el Ayuntamiento-, de que «la ejecución y urbanización de los 
sistemas generales relativos al ámbito, del plan parcial (internos y externos) corresponde al 
Ayuntamiento de Zaragoza y a su cuenta y cargo, así como su posterior mantenimiento, salvo 
las infraestructuras necesarias, ubicadas en ese ámbito de sistemas generales interiores, 
previstas en el plan parcial, que serán de cuenta y cargo de los propietarios. » 
Queda así claro que, según la memoria del proyecto que se informa, la ejecución de la 
urbanización implicaría para el Ayuntamiento la urbanización a su cargo de los 757.637 M2 
de sistemas generales interiores al sector o situados entre sus límites y los grandes sistemas 
exteriores, lo que, valorado al precio que el estudio económico del plan parcial considera 
para la urbanización de las zonas verdes (15'90 euros por m2, incluyendo movimientos de 
tierras, parte proporcional de pavimentación, riego, plantaciones, alumbrado y mobiliario), 
implicaría una suma de 12.046.428 euros en concepto de ejecución material (16.628.889 
euros de contrata, con IVA). En el informe anterior se expusieron diversas consideraciones 
en relación con esta cuestión, que corresponde valorar a los servicios jurídicos y a los 
órganos decisorios. (En el caso de que fuera procedente que el Ayuntamiento asumiera esta 
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carga, la reducción de sistemas generales en el plan parcial con respecto a lo convenido 
sería, obviamente, favorable a los intereses municipales.) 
Como se verá más adelante, al proyecto se añade un documento de compromisos suscritos 
por tres propietarios cuyo contenido, en la versión de 23 de enero del 2003, podría 
contradecir el contenido de la memoria, ya que, en un apartado de redacción confusa, parece 
decirse que la propiedad asume la carga de urbanización de sistemas generales. En cualquier 
caso, esta contradicción deberá resolverse antes de la aprobación inicial del proyecto del 
plan parcial.  
INFORMACIÓN URBANÍSTICA 
En el anterior informe quedó dicho que la memoria y los planos de información incluidos en 
el proyecto resultaban en general suficientes. La nueva documentación modifica tres planos 
de información (los demás deberán acomodarse en el futuro a la nueva delimitación). En el 
plano 15 se grafía el trazado actual de la tubería de abastecimiento a Zaragoza de agua 
procedente del Pirineo, que discurre por zonas verdes y viales de la ordenación propuesta; 
no obstante, el trazado de la conducción que se ha representado no coincide con la 
información que tiene este Servicio, cuestión que, a la vista de los informes del Departamento 
de Infraestructuras y de la Unidad de Ordenación y Gestión deberá aclararse en el futuro. 
El plano l.8' refleja un «estado actual orientativo» de las propiedades; en el listado de 
propietarios del área incluido en la memoria no falta ya el 3'041 % de la propiedad que en el 
anterior proyecto se expresaba como «pendiente de certificar», pero la aproximación con que 
expresamente se define el resto permite suponer que no se ha reflejado el estado de la 
propiedad con total fiabilidad; no obstante, esta cuestión deberá ser valorada por los 
servicios Jurídicos. Sí se ha incluido en el listado a la entidad Construcciones Monrepós, 
S.A., como titular de los terrenos ocupados directamente en el corredor verde del Canal 
(10.378 m²). 
ASIGNACIÓN DE APROVECHAMIENTOS 
El proyecto de plan parcial ordena los siguientes aprovechamientos lucrativos (con ligeros 
errores en el cuadro de la página 62 -elevación en 42 M2 de la edificabilidad de otros usos y 
total-, que se traducen en contradicciones internas que  en cualquier caso, habrán de 
subsanarse): 
Superficie de sector 3.588.500   
Superficie de sistemas 
generales 
  769.015 17,65% de la superficie sector más 
s. generales 
Total 4.357.515   
Número viviendas 21.168   
Densidad s/sup. Bruta 
sector 
58,99 viv/Ha   
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Edificabilidad s/sup. br. 
Sector 
0,6876   
Edificabilidad s/s.bruta + 
S.G. 
0,5655   
Superficie edificable 2.464.175   




Viviendas régimen libre 8.467 889.035 40% 889.035 
Viviendas protegidas rég. 
especial 
3.175 333.375 15% 100.013 
Viv. protegidas pr. 
máximo 
9.526 1.000.230 45% 500.115 
Otros usos  241.535  241.535 






Aprovechamiento medio   0,39718 
Coef. Ponderación del 
sector 
  0,87 
Aprov. Medio ponderado   0,3455 
CESIONES Nº viviendas Edificabilidad Aprovechamiento 
objetivo 
Viv. protegidas rég. 
Especial 
3.175 333.375 100.013 
Viv. protegidas pr. 
Máximo 
3.810 400.050 200.025 
Otros usos  24.154 24.154 
 6.985 757.579 324.192 
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% sobre el total 33% 30,75% 18,73% 
Como se vio en el apartado de este informe relativo al ámbito del proyecto, esta asignación 
de aprovechamientos parte de una interpretación del convenio que todavía está pendiente de 
valoración jurídica, y política, y de la consideración de 92.209'87 m² de suelo que el plan 
general clasifica como no urbanizable como sistema general que genera aprovechamientos, 
lo que, salvo mejor criterio jurídico, no resulta procedente.  
Descontando esta superficie, la edificabilidad lucrativa neta se deberá reducir en 52.145 m2t 
(5.392 m2t menos de otros usos, y 46.753 m2t menos de residencial), y el número de 
viviendas en 444 (178 libres, 200 protegidas de precio máximo y 66 de régimen especial). 
CESIONES 
Para el cálculo de las cesiones de dotación local, de acuerdo con el reglamento de desarrollo 
de la ley urbanística de Aragón, se consideran 26.149 unidades de reserva residenciales (una 
por cada 85 m2t) y 2.415 unidades de reserva debidas a otros usos (una por cada 100 m2t) lo 
que hace un total de 28.564 unidades, correctamente calculadas por el proyecto de plan 
parcial si se. parte de un número de viviendas de 21.168, que es el que ordena este 
instrumento. Como quedó dicho, el número de viviendas debería ser de 20.724 y las 
superficies edificables de 2.175.887 m2t la residencial y de 236.143 m2t la de otros usos, lo 
que supondría 25.599 unidades de reserva residenciales y 21.01,61 de otros usos (27.960 en 
total). 
Con los parámetros manejados por el plan parcial, el cuadro comparativo entre las 
exigencias del nuevo reglamento y el plan general, y las establecidas en el plan queda como 
sigue (en la memoria del proyecto de plan parcial los mínimos no se han calculado 
correctamente, ya que no se han considerado las dotaciones escolar y deportiva derivadas de 
los usos diferentes del residencial; existe también un mínimo error en el cálculo de la 
dotación docente, y se refleja incorrectamente -p. 67- la superficie ordenada de viario local): 
CESIONES MÍNIMO PLAN PARCIAL 
CESIONES MÍNIMO PLAN PARCIAL 
Docente 17 m2/U.R. resid. = 444.533 m2 444.748 m2 
deportivo 9 m2/viv. = 190.512 m2 190.693 m2 
Social 10 m2/ viv. = 211.680 m2 214.825 m2 
Serv. infraestructura  6.800 m2 
z. verde 18 m2/U.R. res+28/U.R. 
terc.=538.302 m2 
762.893 m2 
Viario 30% Ss. = 1.076.550 m2 1.009.976 m2 
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Cesión local 2.461.577 m2 2.629.935 m2 
SG 1.052.000 m2 (s/convenio) 769.015 m2 
Total suelo sistemas 3.513.577 m2 3.398.950 m2 
(Se ha considerado en este informe que toda la cesión de suelo de sistemas de espacios libres 
y equipamiento derivada de la edificabilidad terciaria -28 m2/100 m² - se destina a espacios 
libres y zonas verdes públicas; como máximo, 10 m² /100 m²t podrían dedicarse a otro tipo de 
dotaciones, pero el resultado final, a los efectos que ahora nos interesan, sería el mismo.) 
El cuadro anterior permite apreciar que las superficies de reserva de sistemas locales 
satisfacen los módulos mínimos vigentes, dado que el plan general admite que un defecto en 
la previsión de viario local pueda compensarse con un exceso en la de zona verde (en este 
caso, faltan 66.574 m² de viario y sobran 224.591 m² de verde).  
Como se dijo en el primer informe técnico, la superficie de cesión de sistemas generales es 
menor que la prevista en el convenio. Incluso equiparando a sistema general los 92.209'87 m² 
de suelo no urbanizable de protección de infraestructuras que el proyecto pretende 
considerar, se cederían por este concepto 282.985 m² menos, y la superficie total de suelos de 
cesión quedaría 114.627 m² por debajo de lo que resultaría de sumar a la cesión de suelos de 
sistema general convenida las cesiones de sistema local correspondientes al número de 
viviendas ordenado, o a la superficie de sector ordenada. Considerando el suelo no 
urbanizable como tal, el déficit de cesión de sistemas generales sería de 375.194'87 m² y el de 
cesión total de sistema general o local de 206.836'87 m². 
Ahora bien, si el suelo de sistema general fueran los 1.052.000 m² considerados en el 
convenio, y restados los sistemas generales exteriores (10.378 m²), el suelo de sector tendría 
3.295.137 m², lo que supondría que la mínima cesión viaria de sistema local (30%) sería de 
988.541 m² y la cesión mínima total de sistemas locales de 12.373.568 m², 88.009 m² menos 
de lo expresado en el cuadro anterior. Así, la superficie total de suelo de cesión derivada del 
plan estaría realmente 118.827'87 m² por debajo de lo estimado por el convenio. 
Pero habrá que tener en cuenta que la disminución del número de viviendas, de la 
edificabilidad y del número de unidades de reserva producirá una disminución de la 
superficie mínima de cesión de todos los sistemas locales salvo el viario, que depende de la 
superficie del sector: 
CESIONES MÍNIMO 
CESIONES MÍNIMO 
Docente 17 m² /U.R. resid. = 435.183 m² 
deportivo 9 m² /viv. = 186.516 m² 
social 10 m² / viv. = 207.240 m² 
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Serv. infraestructura  
z. verde 18 m² /U.R. res+28/U.R. terc.=526.890 
m² 
viario 30% Ss. = 1.076.550 m² 
Cesión local 2.432.379 m² 
SG 1.052.000 m²(s/convenio) 
Total suelo sistemas 3.484.379 m² 
Con lo que el déficit real podría estimarse en 85.429 m² de suelo de sistema general o local. 
Por último, se advierte que si se suman las superficies que, de acuerdo con los cuadros 
contenidos en el proyecto, corresponden a sistemas locales (2.629.935 m²), parcelas de uso 
residencial (802.673'38 m²) y parcelas de uso terciario (132.691'06 m²), se obtiene un total de 
3.565.299,44 m², 22.200'56 menos que los 3.588.500 m² que mide el sector. Esta diferencia, 
probablemente debida a un error en las mediciones, deberá subsanarse, corrigiéndose en 
consecuencia la asignación de superficies a cada concepto. 
PLANTEAMIENTO GENERAL DE LA ORDENACIÓN 
En el informe técnico de diciembre del 2002 quedaron expuestas de manera suficientemente 
detenida las fuertes limitaciones naturales, infraestructurales y legales para la ordenación de 
la superficie edificable del sector, considerablemente elevada por causa del número de 
viviendas protegidas acordado, sobre la base del reconocimiento del máximo 
aprovechamiento medio admitido por el plan general, afectado además por un coeficiente 
mayorador. 
La ordenación presentaba dos problemas básicos derivados de la relación entre los 
aprovechamientos lucrativos y el suelo disponible para ubicarlos: una congestión de la 
edificación residencial y una inadecuada configuración de los suelos de equipamiento 
público, todo ello en los términos expuestos por el informe anterior.  
La ordenación modificada que contiene la documentación de 20 de enero del 2003 subsana 
algunos de esos inconvenientes. 
En relación con la edificación residencial, el documento contiene una ordenación suficiente 
de todas las manzanas, eliminando la indefinición del primer proyecto (aunque, como se verá 
al tratar de la normativa, se mantiene una ambigüedad que deberá subsanarse en relación 
con el alcance de las posibles modificaciones mediante estudios de detalle). 
La nueva ordenación de las manzanas resulta, en general, más satisfactoria que la del primer 
proyecto, habiéndose optado por disposiciones perimetrales de las viviendas que garantizan 
la calidad de los espacios libres interiores (aunque queda pendiente que las normas 
preserven su unidad funcional) y disminuyendo el número de viviendas con fachada 
exclusivamente a norte, aunque aún queda una cantidad apreciable en el subsector sudoeste. 
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En un párrafo posterior de este apartado se sugiere un replanteamiento del borde sur del 
sector que mejorará, a criterio de este servicio, la calidad de la edificación residencial y 
escolar en esa zona. Sin que pueda aportarse una solución concreta desde este informe, sí se 
recomienda reestudiar la ordenación de las manzanas del subsector sudoeste, desde la calle 
en forma de arco de circulo hasta el parque que lleva a la Feria de Muestras-; en esta zona, 
los viales nortesur adoptan unos trazados en planta cuya razón de ser no acaba de verse 
clara, y fuerzan una ordenación de las parcelas residenciales que no resulta apropiada (el 
mismo tramo circular pierde su claridad geométrica en volumen, ya que las parcelas 
residenciales que lo limitan no siguen siempre su trazado). 
Las alturas de los edificios residenciales siguen siendo de 10, 8 y 6 plantas, pero se ha 
concretado dónde se sitúan unas y otras, de modo que, a criterio de este servicio, se 
garantiza una correspondencia entre altura de los edificios y su situación en planta; la mayor 
concreción de la ordenación de las manzanas garantiza que la relación entre altura y 
separación entre bloques que se realizará en el sector mantendrá una proporción suficiente, 
aunque no llegue, lógicamente, a la alcanzada en Valdespartera, donde el aprovechamiento 
medio era señaladamente inferior y se aplicaron criterios de aprovechamiento solar pasivo. 
En el anterior informe se consideraba muy inadecuada la ordenación del equipamiento 
docente, concentrado en grandes parcelas de superficie, planta y relieve inconvenientes 
situadas en la periferia del sector y lejanas de una parte apreciable del parque residencial. 
En la ordenación que contiene la segunda propuesta se ha  producido mejoras indudables en 
este aspecto; en general, las parcelas escolares se han entremezclado mejor con el tejido 
residencial y han alcanzado dimensiones adecuadas. 
Este último objetivo ha sido posible a costa de la interrupción de calles longitudinales y la 
alteración de la cuadrícula original, lo que, como principio, no parece incorrecto; 
probablemente, una cuadrícula extensa que reproduzca el estereotipo de los ensanches 
burgueses del XIX pero vaya a realizarse con vivienda de calidad corriente, con poca 
presencia del comercio de planta baja y lejos del centro urbano, no sea una solución 
morfológica que merezca una decidida defensa, como demuestra su aplicación en barrios 
populares españoles en la segunda mitad del siglo XX. La creación de unidades urbanas 
menores, forzada por la situación atravesada de los equipamientos, podrá llevar a una 
organización del tejido residencial y viario más interesante si la rotura de la trama se asume 
como un condicionante de la ordenación en todas sus consecuencias, en lugar de tratarse 
como un mal inevitable (las normas del proyecto recomiendan que a través de las parcelas 
escolares se prolonguen de hecho las calles interrumpidas por la zonificación, lo que en la 
práctica no sucederá porque implicará graves dificultades funcionales y de seguridad en el 
equipamiento docente) 
Para ello, debería estudiarse la potenciación de estas células formadas en el interior del 
subsector sur mediante el tratamiento consecuente del viario (en el que ya se ha avanzado 
con una adecuada discriminación entre el rodado y el peatonal) y con la valoración de la 
conveniencia de hacer de los espacios libres que ahora flanquean la avenida A2 lugares más 
domésticos, concebidos como núcleos de esas células, tal vez desplazándolos en algún caso 
hacia su interior (aprovechándolos para lograr ámbitos de escala más próxima a la vivienda 




En términos generales, también ha mejorado la disposición del equipamiento, docente en 
cuanto a su afección por las fuentes de ruido y por los riesgos de avenidas, aunque todavía 
quedan algunas cuestiones pendientes. 
En relación con los ruidos producidos por aviones, se ha suprimido la antigua parcela E-7, 
emplazada en toda su superficie dentro del bulbo 30 NEF, pero apenas ha cambiado la 
afección de éste sobre la vieja E-6 (actual E-5), que sigue teniendo una superficie cercana a 
los 50.000 m² (del orden del 35% de la superficie de parcela) inutilizable para usos docentes; 
las normas han incluido un artículo que, a imagen del 5.5. de las normas del sector 89/4, 
establecen que, cuando una parcela docente quede parcialmente invadida por el bulbo de 
ruidos correspondiente al nivel 30 NEF, las aulas deberán construirse fuera de él, 
destinándose el espacio afectado a usos deportivos, administrativos, recreativos o de 
estacionamiento vinculados al uso principal. Pero en el plan parcial del sector 89/4, 
solamente estaba afectada por el bulbo 30 NEF, en menos de 500 m2, una parcela docente de 
60.415 m2, lo que implicaba menos del 1% de su superficie, y ello en una franja perimetral 
muy estrecha. 
La memoria presentada el 20 de enero del 2003 incluye un estudio de la incidencia del ruido 
producido por el tráfico del IV Cinturón para justificar una adecuada relación con las zonas 
verdes y los edificios residenciales más próximos.  
Procederá remitir la documentación al Servicio de Medio Ambiente para que valore la 
adecuación de ese estudio de ruidos a lo dispuesto por el artículo 81 y concordantes de la 
ordenanza municipal para la protección contra ruidos y vibraciones (aunque puede 
admitirse, en general, que este estudio se incorpore a los proyectos de urbanización, se 
considera exigible en los planes cuando sus determinaciones específicas básicas -caso de la 
zonificación- puedan generar en sí mismas incumplimiento de la normativa de ruidos). 
Por lo demás, la nueva ordenación propuesta en el borde sur del sector mejora 
apreciablemente la que se contenía en el proyecto de 28 de noviembre del 2002, tanto en 
relación con la configuración geométrica de las parcelas, como con la incidencia del ruido, 
como con la circulación de las aguas de escorrentía. En buena parte de su longitud se 
mantiene una distancia al borde de la calzada del cinturón de 100 metros en vías de 
circunvalación. 
A criterio de este servicio, todavía podría perfeccionarse la ordenación de este borde sur, 
evitando problemas como la fragmentación excesiva del suelo escolar, el encasillamiento de 
cada bloque residencial entre dos calles (una de ellas peatonal) y dos parcelas escolares, o la 
formación del frente al IV Cinturón con los testeros de los bloques residenciales de doble fila 
de viviendas (con probable apertura de los patios de luces). Esta mejora podría lograrse 
agrupando en unidades transversales mayores las parcelas escolares y las residenciales; una 
posibilidad, entre otras, sería que la parcela E-17 absorbiera el suelo residencial situado a 
su lado este, que la E-18 multiplicara su anchura por vez y media hacia el este, la E-20 y la 
E-24 por vez y media hacia el oeste, y la E-22 duplicara su anchura manteniendo su mismo 
eje norte-sur; quedarían entre las nuevas E-18, E-20, E-22 y E-24 tres parcelas residenciales 
de mayor anchura, en las que podría ordenarse, entre otras alternativas, una edificación en 
U alrededor de una zona verde, que configurara el frente al IV Cinturón con fachada; en 
planta baja o baja y primera, este frente podría quedar abierto para unir las tres zonas 
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verdes norte-sur con la de borde del cinturón. Esta ordenación, de paso, reduciría el suelo 
calificado como viario en beneficio de zonas verdes incorporadas al suelo residencial. 
Así mismo, deberían reordenarse las zonas oriental y occidental del borde para mejorar la 
disposición de las parcelas escolares E-5 y E-16, que todavía se mantienen muy próximas al 
IV Cinturón (a menos distancia de la considerada por el estudio de ruido, salvo que se 
impongan retranqueos mínimos de la edificación superiores a los del resto de las parcelas 
docentes). 
En definitiva, aunque la situación del suelo docente ha mejorado en relación con el primer 
proyecto, aún será necesario mejorarla más, en los términos que se han indicado en este 
informe. 
Los equipamientos del subsector, norte siguen manteniendo una separación demasiado 
pronunciada entre suelo residencial, de equipamientos, terciario y parque, que 
probablemente sea inevitable por causa de la relación entre aprovechamientos lucrativos (y, 
consiguientemente, superficie dotacional) y aptitudes del terreno. Aun en el caso de que, en 
esta zona norte, se mantuviera una distribución básica de usos como la propuesta, sería 
deseable que el ámbito ocupado por los equipamientos y por el terciario no formara bandas 
tan autónomas en relación con la zona verde, evitando su estructura introvertida y 
abriéndolo hacia ésta en lo posible, permeabilizando así su relación con la residencia. 
En la memoria aportada el 20 de enero del 2003, se ha incluido un párrafo que alude a la 
existencia, ya en el proyecto de 28 de noviembre del 2002, de un estudio hidrológico del 
ámbito del sector, donde se determinaba «la cuenca de aportación, lo  caudales, de 
referencia para diferentes períodos de retorno, y, en base a ellos, se estima la capacidad que 
debe tener el embalse del parque inundable.» Se ha añadido ahora a ese estudio un nuevo 
apartado sobre las aportaciones procedentes de los terrenos situados al sur del IV Cinturón, 
pero no se ha justificado, con base en estos elementos, la seguridad de los equipamientos y de 
las edificaciones residenciales frente a avenidas procedentes de la estepa meridional o del 
interior del sector (En la nueva ordenación, se observa una mejor disposición de las parcelas 
de equipamiento escolar en relación con las aguas que proceden de la estepa meridional, 
ahora dispuestas transversal mente a la afluencia de las aguas.) 
Tampoco se ha desarrollado en un apartado de la memoria una justificación expresa de la 
seguridad de la ordenación en relación con los peligros de hundimiento kárstico, que será 
necesaria dado que, a simple vista, se observa que en el corredor donde, según el plano de 
información 1.6, «se recomienda no edificar» sigue habiendo parcelas edificables, destinadas 
a equipamientos escolares y sociales (además, una depresión marcada como riesgo bastante 
alto afecta ligeramente a una manzana residencial). 
En relación con el enlace con la urbanización Montes del Canal, ya se recomendaba en el 
anterior informe dar continuidad a la calle transversal central que se veía interrumpida por 
un equipamiento docente (actual E-4); la solución que ahora se propone no consigue esa 
continuidad, eliminando además un tramo curvo de vía paralela al lindero con Montes del 
Canal que parecería más procedente mantener, evitando tramos en fondo de saco y 
consiguiendo un mejor enlace con los viales exteriores. La parcela escolar E-1, por otro 
lado, completa una manzana de usos lucrativos no residenciales de Montes del Canal, dando 
lugar a un conjunto irregular y poco aprovechable. 
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Se ha conseguido una adecuada continuidad del tramo recto final de la avenida de la 
Ilustración. 
El entronque con la urbanización Valdespartera se ha adecuado a la ordenación aprobada 
definitivamente en este sector, conforme a lo indicado en el primer informe técnico; no 
obstante, hay que hacer notar que la ejecución del tramo de la vía parque de Valdespartera 
no está prevista para la primera fase de la urbanización de este sector, por lo que, por el 
momento, no quedará solucionada la suficiencia de los accesos por el este. 
En relación con las obras de conexión exterior de las infraestructuras viarias a las que hacía 
referencia el primer informe técnico, suscrito conjuntamente con el jefe de la Unidad de 
Ordenación y Gestión, en la memoria del documento que ahora se informa se manifiesta la 
conformidad con la ejecución, por cuenta del sector 89/3, de la glorieta prevista en el 
encuentro de la vía-parque con la N-II, que no prevé realizar el proyecto supramunicipal de 
PLAZA, ello siempre que la Administración se haga cargo de la obtención del suelo exterior 
al sector que sea necesario; parece razonable esta condición en los casos en que ese suelo 
vaya a ser obtenido por efecto de la ejecución del proyecto supramunicipal de PLAZA o del 
propio sector de Arcosur, pero no en el caso de que esto no sea así, dado que se trata de una 
actuación necesaria para la conexión del sector con el exterior, sin la que los accesos de 
aquél no quedarían resueltos (en todo caso, podría recurrirse a la fórmula de una 
expropiación con beneficiario). 
Se asume la prolongación del vial curvo de dirección norte-sur situado en la zona oriental 
(de sección C-1) hasta el paso inferior del cuarto cinturón, para su conexión futura con el 
viario interior de la ampliación de la Feria de Muestras. 
No se hace referencia a la ejecución de la parte de la vía-parque del Canal Imperial a que 
hacía referencia el primer informe técnico (desde la rotonda con el acceso a PSV y Arcosur 
hasta la prolongación de Gómez Laguna, además del tramo pendiente de ejecución en el 
acceso desde la vía parque a Arcosur), cuestión que, por su naturaleza, queda para su 
consideración para los órganos políticos. 
En todo caso, y a expensas de una valoración más detenida por los servicios competentes en 
la materia, se entiende que la implantación de un nuevo sector de las dimensiones de 
Arcosur, que no tendrá menos de 65.000 habitantes y cuyo carácter será eminentemente 
residencial, exige reforzar las conexiones exteriores con el resto de la ciudad para evitar la 
saturación de los accesos de Montecanal y de Valdespartera, y de la carretera de Madrid; 
tanto el subsector norte como el sur se organizan a partir de los accesos que se producen 
desde la prolongación de la vía parque de Valdespartera y desde la prolongación del eje 
viario que une el cuarto cinturón con la vía parque del Canal -discurriendo entre Montecanal 
y Montes del Canal- y, a través de ella, enlaza con la carretera de Madrid y con la 
prolongación de la avenida de Gómez Laguna; la propia memoria del proyecto de plan 
parcial considera como una característica fundamental de la ordenación propuesta su 
«estructuración [ ...] mediante un sistema viario jerarquizado que tiene sus dos grandes ejes: 
uno en dirección este-oeste que conecta con Valdespartera y sale a la carretera de Madrid y 
el segundo en dirección norte-sur arrancando en la rotonda del Cuarto Cinturón y que llega 
hasta la vía parque que transcurre paralela al Canal Imperial. » 
 
 125/606 
En el estudio de tráfico que se incluyó como anejo a la memoria en el primer proyecto, 
quedaba corroborada la importancia de la conexión exterior a través de la vía parque del 
Canal (ahí llamada «vía Parque»), con una IMD de 8.142 vehículos diarios, lo que hace de 
ella la segunda conexión exterior en importancia tras el cuarto cinturón; más aún, el propio 
estudio concluye que «la capacidad de los viales proyectados resulta suficiente, siendo algo 
ajustada en el vial de conexión con el IV Cinturón, con una intensidad deducida en el modelo 
muy próxima a su capacidad. Sin embargo, el resto de los viales principales se encuentran 
notablemente alejados de su capacidad de saturación, lo que garantiza que en el momento en 
que la situación prevista en el análisis se encuentre próxima a producirse, se producirá un 
trasvase de tráfico del IV Cinturón a los itinerarios servidos por la vía Parque [del Canal] y 
la conexión con la autovía Somport~Sagunto [la nueva vía Parque de Valdespartera]. 
Con ella se podrá mantener el tráfico en el vial de conexión del IV Cinturón en niveles de 
servicio aceptables, sin por ello penalizar el tráfico en los otros viales principales. » La vía 
parque de Valdespartera no existe en la actualidad y será sufragada desde la conexión con la 
carretera de Valencia hasta el límite del sector de Valdespartera por el Ayuntamiento, 
acompañando a la ejecución de la urbanización del sector 89/4, con un aprovechamiento 
medio de 0,26906, señaladamente inferior al del 89/3, de 0'39718); por otro lado, en el 
proyecto de urbanización del sector 89/3 solamente se incluye en la primera fase la ejecución 
del tramo de vía parque de Valdespartera situado entre la carretera de Valencia y la glorieta 
más oriental de las situadas en el tramo de vía del subsector oeste, mientras que el tramo 
occidental de vía Parque que se extiende desde esta glorieta hasta Arcosur queda relegado a 
la segunda fase. De ahí la importancia de la existencia de la vía parque del Canal para el 
funcionamiento autosuficiente de Arcosur. 
En relación con la ordenación del tráfico, cabe recordar que se solicitó informe del Servicio 
de Tráfico y Transportes, al que se remitió copia del primer proyecto, y que aún no se ha 
recibido; cuando sea emitido, el proyecto habrá de adecuarse a su contenido. En todo caso, 
este Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación entiende inadecuada la previsión en 
la memoria (p. 44), de la posibilidad de pasos subterráneos peatonales bajo la vía parque P2, 
con el objetivo de no interrumpir el tráfico rodado; la interrupción del tráfico las veces que 
sea necesario producirá la reducción de su velocidad y aumentará la seguridad de los 
usuarios del parque, además de evitar la construcción de pasos enterrados que son siempre 
una mala solución para quienes han de utilizarlos. 
Por lo demás, la ordenación de aceras y calzadas en el viario de sistema local deberá 
respetar las condiciones impuestas por el artículo 84.3 del vigente reglamento de 
planeamiento de la ley urbanística de Aragón, según el que «en sectores de capacidad 
superior a quinientas viviendas, los viales de anchura superior a veinticinco metros se 
distribuirán reservando el cincuenta por ciento de su anchura para las aceras o paseo central 
y el restante cincuenta por ciento para calzada, aparcamiento y carril para bicicletas.» En la 
documentación analizada, los viales Al, Cl no satisfacen esta condición. 
Tampoco se han recibido los informes de los organismos vinculados al Ministerio de 
Fomento a los que se han remitido ejemplares del proyecto (Demarcación de Carreteras del 
Estado en Aragón, a los efectos previstos por la legislación sobre carreteras, y AENA, en 
relación con las servidumbres aeronáuticas), de modo que el proyecto deberá adecuarse en 
su momento a los informes que emitan estos organismos. 
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Procederá también remitir copia del proyecto al Departamento de Medio Ambiente de la 
Diputación General de Aragón, dado que el sector está atravesado por una vía pecuaria, la 
vereda de Épila. Puede adelantarse, conforme a lo sucedido en la tramitación del plan 
parcial del sector 89/4 y del proyecto supramunicipal de PLAZA, que la solución para esta 
vía deberá venir de un replanteamiento de su trazado en su conjunto, pudiéndose finalmente 
adoptar la solución de llevarla a lo largo de los sectores 89/3 y 89/4 por el sur del IV 
Cinturón, o bien llevarla por la franja de suelo que se extiende al sur de esta infraestructura 
desde el cruce con la carretera de Valencia hasta llegar a la altura del último paso bajo el IV 
Cinturón situado en Valdespartera (justo antes de los campos de fútbol de entrenamiento, en 
el extremo sudoeste del área); desde ese paso, penetraría en el sector 89/4 por el suelo 
clasificado como sistema general de espacios libres, bordeando los campos de fútbol de 
entrenamiento, hasta el límite con el sector 89/3, donde la vereda podría discurrir por el 
interior del parque central que llega hasta la carretera de Madrid. Esta solución, si 
finalmente es estimada adecuada por los órganos competentes, ha de reflejarse en el proyecto 
de plan parcial. 
Finalmente, se observa que la parte de la memoria dedicada a exponer la zonificación 
prevista (pp. 68 y ss.), así como la dedicada a justificar la dotación de estacionamientos (pp. 
63 y ss.), no se ha adecuado completamente a la nueva ordenación, manteniéndose restos del 
proyecto de 28 de noviembre del 2002 que no concuerdan con ella (por ejemplo, la superficie 
parcelada residencial, o la de viario local). En el futuro, deberán adecuarse estos apartados 
a la ordenación propuesta. 
Ya en relación con el contenido formal del proyecto, sus planos de información y de 
ordenación deberán adecuarse a las escalas mínimas que establecen los artículos 90 y 91 del 
reglamento de planeamiento de la ley urbanística de Aragón: la misma escala del plan 
general en los planos de información que se refieren a su  determinaciones (es decir, 1/2000 
y 1/5000, según el caso); 1/2000 en el resto de los planos de información, y escalas 
comprendidas entre 1/1000 y 1/5000 en los planos de ordenación. 
INFRAESTRUCTURAS 
La documentación visada el 20 de enero del 2003 no contiene cambios relacionados con las 
infraestructuras con respecto a la de noviembre del 2002, ni en memoria ni en planos, por lo 
que se reiteran las mismas consideraciones que ya se realizaron en el informe, anterior, salvo 
la referida a la necesidad de habilitar parcela de servicios de infraestructura urbana, que ya 
se han previsto, y la de adaptar las soluciones dadas a las infraestructuras a la nueva 
ordenación proyectada, realizándose de nuevo todos los planos de esta materia. 
Se recuerda que todavía está pendiente de emisión el informe solicitado al Departamento de 
Infraestructuras, al que el proyecto deberá adecuarse en su momento. 
De acuerdo con lo requerido por el artículo 7.2.18 del vigente texto refundido plan general, 
el proyecto deberá incorporar la conformidad de las compañías suministradoras de agua, 
energía eléctrica, teléfono y gas, con expresión de la capacidad de las redes y de los plazos 




Analizadas las normas urbanísticas del proyecto del plan parcial, se considera necesaria la 
subsanación de las deficiencias que a continuación se detallan, en ocasiones de alguna 
importancia: 
a) La regulación de las parcelas de usos residenciales se ha concretado más que en el primer 
proyecto, evitándose la remisión sistemática a la norma genérica de la zona A-2 y 
estableciéndose ordenaciones volumétricas gráficas vinculantes a las que se remite la 
normativa. 
La normativa de parcelación de las manzanas residenciales sigue siendo insuficiente, ya que 
no concreta superficies mínimas de parcela, ni tampoco longitudes 
-mínimas de fachada salvo en las manzanas de tipo BL1; en estas últimas, la parcelación 
requerirá también un estudio de detalle que contenga el reparto de edificabilidades y 
densidades, salvo que el plan parcial las asigne en forma de índices relativos a la superficie 
de suelo. Tampoco se establece una regulación de las condiciones que vinculen a los espacios 
libres en el caso de que, por causa de una parcelación, se subdividan (será lo más adecuado 
que se preserve en todo caso su unidad funcional); se establece que las manzanas diferentes 
de la BL1, MS y MN constituyen parcelas independientes, lo que es obvio, pero no que sean 
indivisibles, que parece que es lo que se debería decir. 
Se ha mejorado la regulación de ocupación máxima en plantas bajo rasante de la edificación 
residencial, que ahora se considera adecuada.  
También es ahora correcta la regulación de las alturas máximas de cornisa (apartado 3º del 
artículo 3.3) en relación con el número de plantas.  
En el nuevo proyecto se ha eliminado el último párrafo del apartado 5º del antiguo artículo 
3.2, que posibilitaba la construcción de unas 5.000 viviendas más que las previstas por el 
convenio, de modo que también esta objeción ha quedado subsanada. 
La regulación de vuelos interiores en las manzanas residenciales resulta confusa, dado que 
se condiciona a «aquellas manzanas en que esta circunstancia [la existencia de vuelos] es 
posible», sin que se sepa cuándo y por qué es posible. La regulación de los vuelos sobre la 
vía pública deberá remitirse a las normas urbanísticas del plan general según las anchuras 
de las calles, salvo regulación más restrictiva. 
b) Se ha satisfecho la condición indicada en el primer informe técnico en relación con el 
apartado 40 del antiguo artículo 3.3, relativo al cierre provisional de los vanos de planta 
baja. 
Dado que existen manzanas, a lo largo de la avenida Al, en la que se exigen soportales con 
carácter obligatorio, el proyecto deberá determinar sus características dimensionales y 
formales básicas, a fin de garantizar su uniformidad, permitiendo en todo caso su 
modificación mediante un estudio de detalle extendido a todas la manzanas que forman la 
fachada este de la avenida. 
c) No se han resuelto adecuadamente las condiciones indicadas en el primer informe técnico 
en relación con el actual artículo 3.5. (anterior 3.4), relativo a los estudios de detalle. En el 
primer párrafo, se mantiene la posibilidad de variar las ordenaciones de manzana dibujadas 
en planos siempre que no se alteren determinadas condiciones (edificabilidad, número de 
viviendas, alineaciones obligatorias de la edificación, posición de los jardines perimetrales, y 
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disposición y altura de los edificios en torre de las manzanas MP y MA1); así podrían 
variarse los fondos, la ocupación, las alturas de las manzanas normales o las distancias entre 
bloques, que las normas no regulan, dado que su regulación se remite a las ordenaciones de 
manzana que, privadas de rango de plan parcial, dejan en éste carencias que habrán de 
subsanarse. La normativa del plan parcial deberá regular, con el rango que le es propio, 
aquellos parámetros a los que deberán atenerse los estudios de detalle modificados. 
El párrafo segundo del artículo 3.5 reitera la redacción del anterior 3.4, ya considerado 
inadecuado por el primer informe técnico, puesto que implica una apertura indeterminada a 
los trasvases de edificabilidad y densidad entre manzanas, incluso con carácter posterior a la 
edificación. En todo caso, cabrían transferencias de este tipo en aquella pequeña proporción 
máxima que permitiera la ordenación, mediante instrumentos conjuntos y siempre antes de la 
obtención de licencias, de modo que se evite que en el futuro pudiera pretenderse la 
existencia de excedentes no consumidos con la consiguiente perturbación de la realización de 
las edificaciones (esto es, que una vez edificado un solar u obtenida licencia para ello, la 
edificabilidad y la densidad atribuidas por el planeamiento que no se hubiera consumido 
deberá considerarse no materializable, salvo sustitución o ampliación de la propia 
edificación).  
d) Como ya se expresó en el anterior informe técnico, el coeficiente de ponderación que 
contemplaba el convenio de Arcosur y considera el proyecto de plan parcial para las 
viviendas protegidas de menor precio es de 0'3, asignando esas viviendas al régimen 
especial. Como se acreditó en la tramitación del texto refundido del plan general, la 
asignación de ese coeficiente a este tipo de protección era un error contenido en algunos 
documentos del plan, mientras otros asignaban el coeficiente 0'3 al precio básico. El texto 
refundido, como el plan parcial de Valdespartera, atribuyó 0'3 al precio básico y 0'2 al 
régimen especial, valores más adecuados a los precios de venta establecidos por la 
legislación vigente. En consecuencia, el plan parcial debería rebajar el coeficiente a 0,2 o 
bien mantener el de 0'3 y asignar el régimen de protección a precio básico; la primera 
solución distorsionaría los cálculos del aprovechamiento medio y real de sector, de modo 
poco adecuado (o bien subiría todavía más la edificabilidad y la densidad, o bien rebajaría el 
aprovechamiento hornogeneizado). Por ese motivo, se considera más conveniente mantener 
el coeficiente 0'3 para las viviendas más baratas, asignándose a éstas el régimen de precio 
básico; dado que se tratará de viviendas del patrimonio municipal de suelo, el Ayuntamiento 
podrá construir viviendas de régimen especial en lugar de básico si así lo estima procedente. 
No se ha modificado la redacción del viejo apartado 20 del artículo 3.5 (actual artículo 3.6), 
del que ya se dijo en el anterior informe que sería conveniente que se atuviera a términos 
similares a los empleados por el plan parcial de Valdespartera, quedando claro que la 
edificabilidad y el número de viviendas de precio básico nunca puede disminuirse (aunque 
pueda sustituirse en todo o en parte por régimen especial), ni tampoco disminuirse la 
edificabilidad y el número de viviendas asignados conjuntamente al precio básico y al 
protegido máximo. 
El antiguo apartado 3º del artículo 3.5 se ha eliminado.  
e) No se ha modificado el apartado 21 del artículo 4.2, de manera que sigue siendo necesario 
concretar las condiciones de la parcela mínima para usos terciarios. 
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Siguen sin regularse las condiciones de ocupación y posición de las parcelas de usos 
terciarios. En el apartado 30 del artículo 4.2 se ha establecido una remisión a los planos de 
ordenación de plantas bajas y alzadas; si estos planos (no se concreta denominación) son los 
4.3 y 4.4, como parece, se da la paradoja de que la ocupación máxima en plantas sobre 
rasante es del 100 %, y bajo rasante sólo se permite el 50%, «con el objetivo de garantizar la 
posibilidad de plantación de arbolado»; la ocupación sobre rasante deberá limitarse como 
máximo al 50%, estableciéndose además normas de distancia entre los edificios. 
Conforme a lo expresado en el anterior informe técnico, en el apartado 51 del artículo 4.2, se 
ha eliminado la referencia al artículo 8.2.15 de las normas del plan general. 
En el apartado 7º del artículo 4.2 se han eliminado referencias que podían provocar 
confusión. 
f) En el capítulo quinto se ha regulado una nueva categoría de equipamientos y servicios, 
correspondiente a los servicios de infraestructura urbana, conforme a lo indicado en el 
primer informe técnico. 
g) No resulta adecuada la redacción dada al apartado 2º del artículo 5.2, puesto que se 
mantiene la previsión de afección de viales públicos -los andadores peatonales- con centros 
de transformación y elementos similares que deberán ubicarse siempre en el interior de las 
parcelas o en el equipamiento de servicios de infraestructura urbana. 
h) El apartado 30 del artículo 5.4, como se ha advertido en otro lugar, sólo puede aceptarse 
en el caso de que las superficies docentes afectadas por el bulbo 30 NEF representen un 
porcentaje bajo de las parcelas en que se sitúen, circunstancia que no se da aquí en la 
parcela E-5, que se ve afectada en unos 48.000 metros cuadrados, lo que supone del orden 
35% de su superficie. 
En la memoria del proyecto se alude a la imposición de unos retranqueos mínimos en las 
parcelas de equipamiento docente más próximas al IV Cinturón al que no aluden las normas 
urbanísticas. 
i) El apartado 30 del artículo 6.2 sigue sin tener una redacción conforme con la normativa 
del plan general, ya que prohíbe la colocación de subestaciones, centros de transformación 
de energía eléctrica y estaciones de medida en las zonas verdes públicas y en el viario 
rodado, cuando deberá prohibirlas en todos los suelos calificados como zonas verdes y 
espacios libres públicos, o como viario público. 
En la ordenación de las construcciones en las parcelas de servicios de infraestructura se 
concretará que la cara superior de los forjados de techo no podrá sobresalir de la cota de 
rasante de las zonas verdes y aceras que las bordeen, integrándose en éstas tanto por su 
tratamiento superficial como por su uso público. 
j) Se han corregido las descripciones de las secciones viarias a que hace referencia el 
artículo 6.3, aclarando la condición exterior al viario de las bandas ajardinadas que 
corresponden a espacios libres privados. Puesto que los retranqueos frontales son 
obligatorios y que las alturas han dejado de regularse por la normativa A-2 del suelo urbano 
consolidado, se han subsanado los problemas que el primer informe técnico expresaba en 
relación con esta cuestión. 
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k) En el artículo 6.5 se ha incluido un apartado 71 que satisface la condición expresada en el 
primer informe técnico en relación con limitación del agua aportada al terreno. 
1) Los nuevos artículos 4.3 y 5.4,41 de las normas, sobre condiciones acústicas, no se adecua 
a lo indicado en el anterior informe técnico, que requería un texto equivalente al 2.3 de las 
normas urbanísticas del plan parcial del sector 89/4 (Valdespartera). 
PLAN DE ETAPAS Y GESTIÓN. 
Se prevé la ejecución del plan parcial por el sistema de compensación, en una sola unidad de 
ejecución coincidente con el ámbito y en una única etapa. 
El contenido del plan de etapas ha sido corregido, de modo que las objeciones expuestas en 
el informe técnico anterior se han subsanado. Se ha incorporado al proyecto un nuevo plano 
11, de delimitación de la unidad de ejecución propuesta. Solamente hay que advertir que se 
ha determinado un plazo total para realización del plan de 48 meses y un plazo para la 
ejecución de las obras de urbanización que también es de 48 meses, a pesar de que cuenta 
desde la aprobación del proyecto de urbanización y de que antes de este momento se habrán 
producido diversos trámites que conllevan sus propios plazos. Sería recomendable, en 
consecuencia, que el plazo total se refiriera a la suma de los parciales. 
ESTUDIO ECONÓMICO Y FINANCIERO 
Ya en el primer informe técnico se decía que la evaluación del coste de ejecución de la 
urbanización del proyecto puede considerarse correcta en sus términos generales, con la 
advertencia de que los costes de ejecución deberán concretarse justificada y 
pormenorizadamente en el futuro proyecto de urbanización. Se requería la adición de una 
partida que recogiera las indemnizaciones por extinción de construcciones y usos del suelo, 
que el proyecto ha añadido a su estudio económico. 
Por tanto, en este aspecto, el estudio económico aportado en enero del 2003 es correcto. 
Hay que recordar que el estudio económico no incluye ninguna nueva partida sobre 
urbanización de los sistemas generales, ya que la promoción del plan rechaza asumir su 
coste, cuestión suficientemente tratada en otros apartados de este informe. 
Tampoco se añaden nuevas partidas valorativas de las conexiones exteriores que sí dicen 
asumir en la memoria del proyecto (glorieta en la carretera de Madrid, y conexiones con la 
avenida de la Ilustración y la Feria de Muestras), que deberán añadirse en el futuro. 
DOCUMENTO DE COMPROMISOS DE LA INICIATIVA PARTICULAR 
Se ha incorporado como anejo al proyecto un documento de compromisos de la iniciativa 
privada, suscrito por Luis Adrián Sanz López, Bernardo Álvarez Beisty y Leopoldo Torralba 
Soriano. 
El documento no se atiene al contenido mínimo que indica el artículo 99 del reglamento de 
planeamiento vigente, ya que no contiene apartados relativos a la voluntad de las personas 
que ejercen la iniciativa, ni relación de propietarios y restantes titulares afectados, con 
expresión de sus direcciones postales actualizadas. 
No se contienen tampoco compromisos en relación con las cesiones de sistemas locales, y el 
compromiso de cesión de aprovechamientos lucrativos no contempla la superficie residencial 
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en régimen especial. En el apartado relativo a los plazos, se hace referencia por error al 
plazo para presentar un proyecto de compensación antes del de reparcelación. 
No se recogen compromisos relativos a los regímenes de protección de las viviendas que no 
vayan a ser cedidas al Ayuntamiento. 
Tampoco se hace referencia al plazo de garantía de las obras de urbanización en el 
compromiso de conservación. No se cuantifica en su valor absoluto el aval de garantía de los 
compromisos, limitándose el documento a establecerlo en el 6% del coste de los 
compromisos, redacción ésta demasiado poco concreta. 
En relación con la urbanización de los sistemas generales y las conexiones de las redes 
viaria y de infraestructuras del sector a las redes generales de la ciudad, de refuerzo y 
ampliación de estas, no se recogen más compromisos de los relativos a la construcción, sin 
aportación de suelo, de la glorieta situada en el encuentro de la vía parque interior con la 
carretera de Madrid; a la prolongación del vial curvo norte-sur que lleva a la Feria de 
Muestras hasta el paso bajo el IV Cinturón, y a la prolongación hasta el sector de la avenida 
de la Ilustración. En otro apartado de este informe se ha tratado ya esta cuestión. 
Procede ahora valorar el contenido, extremadamente confuso, del apartado III.5. del 
documento de compromisos, que comprende tres subapartados relativos a las «Obligaciones 
del Ayuntamiento en relación con la urbanización de los sistemas generales y de las 
conexiones de las redes viarias y de infraestructuras del sector a las redes generales de la 
ciudad, de refuerzo y de ampliación». 
Su primer subapartado se refiere a la «ejecución y urbanización de los sistemas generales 
internos adscritos al plan parcial», que establece que «corresponden a los propietarios y a su 
cuenta y cargo, independientemente de los que ya constan asumidos expresamente en este 
documento”. Como se ha visto, en la memoria del proyecto se rechaza expresamente la 
urbanización de esos sistemas generales con cargo a la propiedad, de donde se deduce que, o 
bien existe una contradicción que deberá subsanarse, eliminando de la memoria ese párrafo 
e incluyendo en el estudio económico las partidas correspondientes, o bien es este párrafo del 
documento de compromisos (por lo demás, incluido en un apartado de compromisos 
municipales, impropio de un documento de compromisos particulares), el que no quiere decir 
lo que parece decir. En cualquier caso, será fundamental que esta cuestión se aclare antes de 
la aprobación del plan parcial. 
El subapartado tercero se refiere a las «obras de refuerzo y lo ampliación de las redes 
generales de la ciudad» y manifiesta solamente que «el Ayuntamiento no ha manifestado que 
fuesen necesarias obras de refuerzo ni de ampliación». Aparte de que en este mismo informe 
y en el precedente se sugirieron ya algunas de estas obras necesarias, la propia premura con 
que ha tenido lugar la tramitación desde que se aportaron ejemplares visados por primera 
vez (28 de noviembre del 2002) hasta el momento ha sido la causa de que los servicios 
competentes en materia de infraestructuras y tráfico, así como el Ministerio de Fomento en 
relación con las carreteras, no hayan podido aún manifestar su parecer al respecto, por lo 
que no puede aducirse la falta de indicaciones municipales para evitar el refuerzo y la 
ampliación de obras de conexión con las redes generales. 
Fuera de estas cuestiones, el documento de compromisos insiste en rechazar o, al menos, 
poner expresamente en duda, la iniciativa particular del plan, apelando a las estipulaciones 
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del convenio según las que el instrumento se sometería a la dirección de los servicios 
municipales o a que la tramitación sería de oficio. No hay que recordar que tanto la ley 
estatal 6/1998 como la 5/1999 aragonesa atribuyen a los entes públicos la dirección y la 
tramitación de todos los planes urbanísticos, sean de iniciativa pública o privada, y que sólo 
pueden considerarse planes de iniciativa municipal aquellos que son efectivamente 
redactados de oficio, bien directamente por los servicios técnicos municipales, bien por 
equipos externos contratados de acuerdo con lo establecido por la legislación en materia de 
contratos de las administraciones públicas. 
CONCLUSIÓN. 
Por todo lo expuesto, se concluye que para que el proyecto del plan parcial sea enteramente 
satisfactorio desde el punto de vista técnico (claro está que siempre que se entienda que el 
proyecto presentado es conforme a lo convenido) será necesario el cumplimiento de tres 
órdenes de condiciones, expuestas en este informe: 
a) Condiciones relativas al diseño de la ordenación, que se exponen en el apartado de este 
informe titulado «Planteamiento general de la ordenación» y que, por su naturaleza y la 
magnitud del sector, no pueden resumirse en una serie de prescripciones taxativas. 
b) Condiciones relativas a la redacción técnica del documento, que se han expuesto en los 
sucesivos apartados de este informe, detallándose en cada uno de ellos de forma precisa y, 
cuando ha sido posible, ordenada en párrafos numerados.  
c) Condiciones derivadas de informes técnicos sectoriales, que deberán asumirse cuando 
estos informes sean emitidos. 
En este informe técnico y en el precedente se alude, además, a diversas cuestiones pendientes 
de valoración jurídica o de criterio político. 
Informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación de 27/01/03: 
El presente informe se redacta en relación con la tramitación de un proyecto de plan parcial 
del área SUZ 89/3, ARCOSUR, con delimitación simultánea del sector. El trámite ha sido 
instado por Delfín Mainar Ruíz, Luis Adrián Sanz López y Alberto Ferraz Navarro, en 
nombre y representación de la sociedad civil gestora del sector 89/3 del plan general de 
Zaragoza. El proyecto ha sido redactado por los arquitectos Carlos Labarta Aizpún, José 
Antonio Alfaro Lera, Pablo de la Cal Nicolás y Gabriel Oliván Bascones 
Este servicio ha elaborado ya dos informes técnicos, suscritos el 17 de diciembre del 2002 y 
el 24 de enero del 2003, en relación con la tramitación del plan parcial del sector 8913. Este 
tercer informe se limita a valorar el nuevo documento de compromisos aportado el 27 de 
enero, también firmado por Luis Adrián Sanz López, Bernardo Alvarez Beisty y Leopoldo 
Torralba Soriano. 
En este documento, se modifica la confusa redacción y ubicación del anterior apartado III.5, 
al que hacía referencia el informe técnico de 24 de enero. En el nuevo documento, el 
compromiso de ejecución de sistemas generales se ubica en el apartado III.2, «Compromisos 
de cesión y ejecución de las obras de urbanización correspondientes a enlaces externos del 
sector y sigue la siguiente redacción literal: «La ejecución y urbanización de los sistemas 
generales internos y perimetrales adscritos al plan parcial corresponden a los propietarios y 
a su cuenta y cargo, constituyendo una superficie de 758.637'02 m². En esta cifra se halla 
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incluida la franja perimetral colindante con el cuarto cinturón, que a los efectos de 
urbanización y cesión será tratada como sistema general». 
Así, y salvo apreciaciones jurídicas mejor fundadas, parece adecuada la redacción empleada 
en el, documento de compromisos, si bien deberá adecuarse a ella el proyecto del plan 
parcial, asumiendo en la memoria esta carga y reflejándola en el estudio económico y 
financiero. Deberá valorarse, en todo caso, si la firma de los tres representantes de la 
propiedad que asumen el compromiso es suficiente para ello, o es necesaria la acreditación 
de los poderes de que puedan disponer. 
No se modifica ningún otro apartado del documento de compromisos, por lo que se 
mantienen todas las demás apreciaciones que se hicieron el 24 de enero en relación con él. 
Informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación de 19/02/03 
Este servicio ha elaborado ya tres informes técnicos, suscritos el 17 de diciembre del 2002, el 
24 y el 27 de enero del 2003, en relación con la tramitación del plan parcial del sector 89/3. 
Este cuarto informe se limita a valorar el nuevo documento de compromisos aportado el 30 
de enero. 
En este nuevo documento, se ha variado la estructura de los anteriores, añadiendo apartados 
requeridos para satisfacer el contenido mínimo que indica el artículo 99 del reglamento de 
planeamiento vigente. Se incluyen un apartado relativo a la voluntad de las personas que 
ejercen la iniciativa, relación de propietarios y restantes titulares afectados, con expresión de 
sus direcciones postales actualizadas y capítulo sobre los medios económicos del promotor. 
Siguen sin contemplarse en el documento los compromisos en relación con las cesiones de 
sistemas locales. 
Tampoco se han recogido compromisos relativos a los regímenes de protección de las 
viviendas que no vayan a ser cedidas al Ayuntamiento. 
No se hace referencia al plazo de garantía de las obras de urbanización en el compromiso de 
conservación. 
No se cuantifica en su valor absoluto el aval de garantía de los compromisos, limitándose el 
documento a establecerlo en «el 6% del coste de la implantación de los servicios y ejecución 
de las obras de urbanización, según la evaluación económica que se señala en el propio plan 
parcial”. Aparte de no estipular una cifra absoluta concreta (quedando confuso, por ejemplo, 
si se considera el coste de indemnizaciones), la magnitud relativa se refiere a una evaluación 
económica que, al menos en la redacción actual del proyecto del plan parcial, no considera 
el coste de la urbanización de los sistemas generales adscritos y de las conexiones exteriores. 
En el apartado relativo a los plazos, se ha aumentado el plazo para solicitar las licencias de 
obras a veinte años, a contar desde la aprobación del proyecto de reparcelación; se 
contradice, así, el plan de etapas del proyecto de plan parcial, que establece un plazo de diez 
años. Aunque los veinte años resultan más realistas que los diez, a la vista de la previsión de 
viviendas protegidas en el convenio desarrollado por el proyecto y en otros más 
recientemente aprobados, cuya comparación con los cupos asignados a Aragón en relación 
con los planes de suelo y vivienda permite esperar otra cosa, deberá darse coherencia a 
ambos documentos. Por lo demás, la Corporación podrá valorar si las razones de interés 
público que motivaron la aprobación del convenio y el desarrollo de este sector de suelo 
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urbanizable no delimitado antes de los delimitados quedan satisfechas con plazos de esta 
magnitud para la construcción de las viviendas. 
En relación con la urbanización de los sistemas generales y las conexiones de las redes 
viaria y de infraestructuras del sector a las redes generales de la ciudad, de refuerzo y 
ampliación de éstas, el documento de 30 de enero mantiene la redacción del apartado 
equivalente en el anterior documento de 27 de enero, sin más que pasar los dos apartados 
que se incluían en el epígrafe III.5 («0bligaciones del Ayuntamiento en relación con las 
conexiones ... ») al epígrafe B.2 (equivalente al anterior III.2, «Compromisos de cesión y 
ejecución de las obras de urbanización correspondientes a enlaces externos del sector»), 
pero sin alteración de su contenido. Por lo tanto, no cabe sino reiterar todo lo dicho en 
relación con esta materia en los informes técnicos de 27 de enero y, en relación con él, de 24 
de enero: 
De acuerdo con el contenido del proyecto de plan parcial, el compromiso de construcción de 
la glorieta situada en el encuentro de la vía parque interior con la carretera de Madrid 
(punto 1) excluye expresamente la obtención del suelo por los promotores del sector 89/3, en 
relación con lo que hay que remitirse al informe técnico de 24 de enero (apartado sobre el 
planteamiento general de la ordenación). 
Se recoge el compromiso de prolongación del vial curvo norte-sur que lleva a la Feria de 
Muestras hasta el paso bajo el IV Cinturón (punto 3). Se recoge el compromiso relativo a la 
prolongación hasta el sector de la avenida de la Ilustración (punto 6). 
Salvo apreciaciones jurídicas mejor fundadas, parece adecuada la redacción empleada en el 
documento de compromisos en relación con el compromiso de urbanización de los sistemas 
generales adscritos (punto 7), si bien deberá adecuarse a ella (y a los demás compromisos 
relativos a obras y conexiones exteriores al sector) el proyecto del plan parcial, asumiendo 
en la memoria esta carga y reflejándola en el estudio económico y financiero. 
En el punto 9, relativo a las «obras de refuerzo y/o ampliación de las redes generales de la 
ciudad», se mantiene por todo contenido que «el Ayuntamiento no ha manifestado que fuesen 
necesarias obras de refuerzo ni de ampliación». En relación con ello, procede remisión a lo 
dicho en el informe técnico de 24 de enero del 2003. 
Fuera de lo relativo al anejo de compromisos de la iniciativa particular, la documentación 
aportada el 30 de enero, como la del 27 del mismo mes, no presenta otra novedad que la 
entrega de nuevas copias en color de los planos de ordenación 1.2, 2' y 3', para sustituir a las 
copias en blanco y negro que constaban en algunos (no todos) de los ejemplares del proyecto 
informado el 24 de enero. Comprobado que las nuevas copias son iguales a las anteriores, 
nada añade este informe técnico, como su precedente de 27 de enero, a lo dicho en el informe 
del 24 de enero, que permanece vigente en todo lo que no se refiere a los compromisos de la 
iniciativa privada.  
Informe de la Unidad de Ordenación y Gestión de 21/02/03 
El presente informe se redacta en relación con la tramitación de un proyecto de plan parcial 
del área 89/3 
1. CONEXIÓN VIARIA DEL SECTOR CON EL ENTORNO Y RED VIARIA INTERNA. 
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En relación con la conexión del sector con el entorno se reitera el contenido del informe de 
17 de diciembre de 2002 (en cursiva y entrecomillado) elaborado conjuntamente Servicio 
Técnico de Planeamiento y Rehabilitación, con las matizaciones que a continuación se 
indican: 
"El plan general de ordenación urbana distingue dos funciones en relación con la conexión 
del sector con la nacional N-II (carretera de Madrid): una glorieta urbana para acceso a los 
suelos contiguos a la carretera (SUZ 89/3 y SUZ 90/1) y acceso este a la plataforma logística 
(PlaZa) a través de dos ramales, uno en dirección Madrid~PlaZa (a distinto nivel) y otro en 
dirección opuesta que independice el tráfico de la plataforma y el tráfico urbano. 
En el proyecto supramunicipal de PlaZa no se ha incluido ninguna de estas conexiones, 
aplazándose su ejecución a fases posteriores de su desarrollo. Para que sea posible el 
funcionamiento de la urbanización ARCOSUR, la glorieta prevista en el encuentro de la vía-
parque con la N-II resulta imprescindible, de modo que, si no ha sido proyectada ni 
ejecutada con motivo de la realización de PlaZa, deberá ser asumida por el sector 89/3 como 
obra necesaria de conexión exterior. 
Por otro lado, el plan parcial del sector 89/3 deberá respetar las franjas de protección de la 
carretera de Madrid que el plan general califica como sistema general urbanizable, de 
manera que en el futuro sea posible inscribir en ellas los ramales de conexión con PlaZa a 
que se ha hecho referencia. 
La urbanización del sector deberá incluir también la conexión del vial curvo de dirección 
norte-sur situado en la zona oriental (de sección C~1) con la red viaria de la ampliación de 
la Feria de Muestras, prolongándolo para ello a través del paso inferior del cuarto cinturón 
hasta conectarse con la red viaria de la Feria de Muestras. 
Se ha adecuado la conexión con Valdespartera y Montecanal según indicaba el anterior 
informe, mientras que en lo referente a la conexión con Montes del Canal se remite al nuevo 
informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación. En este ámbito noroeste del 
plan parcial deberá modificarse el trazado del vial tipo C 3 y denominado eje 9 en el plano 
5,4 de tal modo que no discurra sobre los suelos clasificados en el plan general como sistema 
general urbanizable debido a la existencia de riesgos de hundimiento por fenómenos 
kársticos. 
“Por último, ... sería procedente considerar obra exterior de conexión del sector con la red 
viaria general de la ciudad, imputable a la ejecución de aquél (en concepto de refuerzo y 
ampliación de esta red general exterior, expresamente contemplado por el artículo 18 de la 
ley urbanística de Aragón), el tramo del vial de dirección sur-norte que lleva desde 
ARCOSUR hasta Valdefierro comprendido entre la rotonda de encuentro del tramo ejecutado 
por Montes del Canal con la vía parque del Canal y el barrio de Valdefierro; la misma 
consideración debería tener el tramo de vía parque del Canal comprendido entre la citada 
rotonda y la prolongación de la avenida de Gómez Laguna. (La proporcionalidad de la carga 
se justifica por la carga impuesta a la vecina Montes del Canal, que, con una capacidad de 
unas 2.300 viviendas -poco más de la décima parte que ARCOSUR- asumió una parte del 
tramo de vía norte-sur que va de ARCOSUR a la rotonda de enlace con la vía parque del 
Canal, y el segmento occidental del tramo de vía-parque que va desde esta rotonda hasta la 
carretera de Madrid), incluyendo un paso a distinto nivel sobre el Canal y la carretera". 
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En relación al trazado viario se reitera lo indicado en el anterior informe conjunto y lo 
informado al respecto por el Departamento de Infraestructuras en fecha 23 de enero de 2003, 
sin perjuicio de que se incorporen los siguientes aspectos: 
El tramo de la avenida A 1 entre el enlace con el cuarto cinturón y la glorieta entre las 
parcelas S-31, e-44, S-33 y e-46 deberá disponer de 3 carriles de 3,5 metros de anchura cada 
uno por cada sentido de circulación que se delimitarán con una mediana. Dicha glorieta 
deberá ampliarse en función del estudio de tráfico de modo que su nivel de servicio sea 
adecuado. 
Se deberá aumentar las dimensiones de la intersección de las avenidas A 1, y A 2, salvo que 
el estudio de tráfico, al que se hace referencia más adelante, justifique su actual 
dimensionamiento. 
2. INFRAESTRUCTURAS. 
Se reitera el contenido del anterior informe, y se deberá tener en cuenta los informes emitidos 
por el Departamento de Infraestructuras, advirtiendo que la documentación remitida a los 
servicios municipales exteriores a este departamento, así como a otros organismos, 
corresponde al documento visado en fecha 28 de noviembre de 2002, y no las aportaciones 
posteriores, por lo que sería conveniente su informe y/o conocimiento durante el proceso de 
información pública. 
Las soluciones, trazado, materiales y dimensionamiento previstas para las infraestructuras se 
considerarán de carácter orientativo, siendo necesaria su justificación técnica y aprobación 
municipal en el correspondiente proyecto de urbanización. 
3. ESTUDIO DE TRÁFICO Y TRANSPORTE PÚBLICO. 
Se deberá completar el estudio de tráfico de manera que se garantice el cumplimiento de los 
siguientes objetivos: 
Previsión del tráfico generado y atraído por el sector, así como su relación con el resto de la 
ciudad. 
Comprobar la capacidad y el correcto funcionamiento del viario principal proyectado, 
calculando los niveles de servicio de sus elementos más importantes. Influencia sobre las 
principales vías exteriores a las que se conecta y análisis de su capacidad para diferentes 
escenarios (al menos situación actual y situación propuesta por el plan general totalmente 
desarrollado en el ámbito delimitado por la carretera de Madrid, la carretera de Teruel y la 
avenida de la Hispanidad). 
Estudio de detalle de las intersecciones más importantes. 
Distribución de tráfico por modos de transporte. En especial se analizarán las necesidades de 
transporte público y alternativas de servicio para las diferentes fases de desarrollo del plan 
parcial. 
Respecto al transporte público se propone que el estudio de tráfico permita determinar las 
necesidades del sector a lo largo de su desarrollo, de tal forma que se incluya en el estudio 
económico y financiero del plan parcial los costes de instalación, en su caso, y explotación de 
un servicio de transporte público que atienda las necesidades del sector, de tal manera que se 
impute como coste de urbanización (según prevé el artículo 7.2.17.k. de las normas 
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urbanísticas del plan general), al menos, la diferencia entre los costes de dicho servicio y los 
costes medios del transporte público actuales para la ciudad de Zaragoza hasta que dicha 
diferencia se equilibre. 
El informe que da conclusión a los anteriores procede del Director de Área de Urbanismo, 
pronunciándose en los siguientes términos (fecha: 09/03/03):  
Con fecha 1 de Agosto de 2.002 tuvo entrada en el registro municipal solicitud de tramitación 
de un Proyecto de Plan Parcial para la Ordenación de! Sector 89/3 (ARCOSUR), conforme a 
lo previsto en el correspondiente Convenio Urbanístico, aprobado por el Ayuntamiento Pleno 
en sesión de 27 de Marzo de 2.002.  
La documentación inicialmente presentada ha sido complementada o sustituida, mediante 
aportaciones incorporadas por, los promotores en fechas 28 de Noviembre de 2.002, 20 de 
Enero y 27 de Enero de 2.003. 
En relación a la misma se han emitido los siguientes informes: Servicio Técnico de 
Planeamiento y Rehabilitación, el 17 Diciembre de 2.002 Servicio de Tráfico y Transporte, el 
19 de Diciembre de 2.002 Departamento de Infraestructuras, el 23 de Enero de 2.003 
Servicio de Alumbrado Público, el 23 de Enero de 2.003 Instituto Aragonés del Agua, el 20 
de Enero de 2.003 Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación, el 24 de Enero de 
2.003 Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación, el 27 de Enero de 2.003 Servicio 
Técnico de Planeamiento y Rehabilitación, el 19 de Febrero de 2.003. Dirección General de 
Aviación Civil, el 5 de Febrero de 2.003 Dirección General de Aviación Civil, el 11 de 
Febrero de 2.003 Unidad de Ordenación v Gestión, el 21 de Febrero de 2.003 Servicios 
Jurídicos de Ordenación Urbanística, el 24 de Febrero de 2.003. Sin perjuicio de que resulte 
imprescindible la lectura y valoración de las más de 120 páginas que integran los referidos 
informes, parece recomendable efectuar un resumen del contenido de los mismos que, en 
modo alguno, obvia a los anteriores ni supone una valoración de los documentos 
relacionados. 
En el primer informe emitido por el Servicio Técnico de Planeamiento, de ésta Área de 
Urbanismo (17 de Diciembre de 2.002), se concluye de manera explícita que existen 
deficiencias tales que impiden avanzar en la tramitación, sin la aportación, por los 
promotores, de nueva documentación que las subsane. 
Tales deficiencias se refieren a cuestiones tan relevantes y diversas como: Afecciones por 
ruidos (aeropuerto y cuarto cinturón); inadecuada concentración de suelos dotacionales; 
inaceptable configuración de parcelas docentes; riesgos graves, por inundabilidad, en 
parcelas docentes; desaconsejable disposición de parcelas residenciales; inconcreción de la 
ordenación en lo relativo a viviendas, conexiones con Nacional II, Feria de Muestras, 
Montecanal y Montes del Canal; falta de coordinación con la ordenación de Valdespartera; 
necesidad de ejecutar la Vía 
Parque del Canal; densificación de la edificabilidad; redes de riego y saneamiento; Normas 
Urbanísticas del Plan Parcial; Plan de Etapas; plazos para edificar; evaluación de costes de 
urbanización y compromisos de la iniciativa particular, por significar los aspectos más 
relevantes que justificaron aquel primer informe técnico claramente negativo. 
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Además de lo anterior, se hacía referencia a un asunto de absoluta transcendencia, y previo a 
cualquier otro, cual es el de la superficie del sector y de los suelos de Sistemas Generales, en 
cuanto que los que se contemplan en el Plan Parcial suponen una importante discrepancia 
respecto de la cuantificación contenida en el Convenio que sirve de antecedente al 
Planeamiento de desarrollo que aquí nos ocupa. A este mismo asunto se refiere una parte 
sustancial del informe jurídico, emitido con fecha 24 de Febrero de 2.003. Tanto en uno como 
en otro informe, acaba requiriéndose una decisión por el órgano competente (debe 
entenderse que el mismo que aprobó el Convenio, es decir el Ayuntamiento Pleno) respecto 
de tal cuestión, que resulta ser la siguiente: 
El Convenio aprobado por el Ayuntamiento Pleno en fecha 27 de Marzo de 2.002 (en cuanto 
al texto refundido) manifiesta, al respecto, de un lado, que los Sistemas Generales a incluir 
serán los interiores al sector y todos los perimetrales y, de otro, se cuantifica la extensión de 
dichos Sistemas en 1.052.000 m², que representan un 31,19% de la superficie del Sector 
(3.373.000 m² según Convenio) y que eleva a un total de 4.4215.000 m² la, superficie total 
(Sector más Sistemas Generales). Sin embargo, y según se deriva del informe técnico de 24 
de Enero de 2.003, la superficie de suelos de Sistema General a considerar será 676.806 
m²(excluidos los 92.209 m² clasificados como Suelo No Urbanizable y salvo que se excluyan, 
además, los 10.378 m² de Construcciones Monrepós), superficie que corresponde a los 
Sistemas interiores y a todos los perimetrales, y que representan un 18,86% del suelo del 
sector que, finalmente, es de unos 3.588.500 m²(frente a los 3.373.000 m² previstos en 
Convenio). 
Con relación a esta falta de adecuación del Plan Parcial al Convenio, el informe técnico de 
17 de Diciembre plantea la necesidad de resolver en razón a tres opciones posibles, 
requerimiento que también plantea el informe jurídico de 24 de Febrero de 2.003. Tales 
opciones son las siguientes: 
A) Replantear el Convenio, en base a que el suelo de Sistemas Generales (al servicio del 
conjunto de la ciudad) no puede obtenerse en los términos cuantitativos y porcentuales 
previstos. 
B) Ampliar la cesión de suelos de Sistemas Generales, por aportación de otros exteriores al 
ámbito. Opción no recomendada por el informe técnico en cuanto que supondría aumentar la 
edificabilidad, salvo que se redujera el aprovechamiento medio previsto en Convenio. Esta 
opción, en cualquier caso, significaría, como la anterior, modificación del Convenio dado 
que éste sólo contempla la inclusión de suelos de sistema general interior al ámbito o 
perimetrales. 
C) Interpretar como desajuste, por imprecisión cartográfica, la reducción de sistemas 
generales, y ello en aplicación de la Estipulación Cuarta del Convenio. Así pues, una primera 
cuestión en orden a resolver respecto de la aprobación inicial del Plan Parcial sometido a 
trámite, es la relativa a las discrepancias de la superficie de suelos de sistema general, bien 
en el sentido de modificar el Convenio para que exista correspondencia entre la realidad 
física y lo previsto cuantitativamente en el mismo (modificación que podría tramitarse previa 
o simultáneamente con el Plan Parcial), bien en el sentido de asumir que los sistemas 
generales a adscribir son los interiores y perimetrales al sector, tal como señala el Convenio, 
y entender que su cuantificación es lo que deriva de la cartografía del Plan Parcial, por 
aplicación de la 
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Estipulación Cuarta del Convenio. Cuestión ésta que compete resolver, según se manifiesta 
en los informes técnicos y jurídicos, a la Corporación municipal, y ello sin perjuicio de 
valorar otras fórmulas manifestadas en el informe jurídico, del tipo de denuncia del Convenio 
y consecuente replanteamiento integral de la situación. 
En el supuesto de que el acuerdo de los órganos de gobierno fuese en el sentido de avanzar 
en la tramitación del Plan Parcial presentado a trámite, con todas sus aportaciones, bien por 
la vía de interpretación (opción "C") bien por la vía de modificación del Convenio (opción 
"A"), y también en relación a la superficie de sistemas generales, quedaría pendiente la 
decisión en relación a si deben incluirse, o no, los 10.378 m2 que derivan del acuerdo 
Plenario de 27 de Septiembre de 2.002 y que, según manifiesta el informe jurídico, no pueden 
ser impuestos en razón de que estamos ante un desarrollo urbanístico convenido. Así pues, su 
inclusión requeriría la aceptación voluntaria por las diferentes partes: Construcciones 
Monrepos, de un lado, y Gestora del 89/3 de otro, habida cuenta que el Ayuntamiento ya lo 
manifestó en acuerdo Pleno de 27 de septiembre de 2002. 
Otro capítulo sustancial que deriva del conjunto de informes técnicos emitidos es el 
relacionado con el tráfico, los accesos rodados y las conexiones exteriores. A este respecto 
los informes emitidos por el Departamento de Ordenación manifiestan la conveniencia de que 
el Plan Parcial en trámite resuelva a su cargo (tanto en la obtención de suelo como en 
ejecución de obra urbanizadora) dos conexiones fundamentales: la rotonda de entronque con 
la Nacional II (carretera de Madrid, Nudo de acceso a PLAZA) y la vía Parque del Canal en 
todo lo no comprometido en el ámbito de Montes del Canal. Sin embargo el informe emitido 
por el Servicio de Tráfico y Transporte manifiesta que el Plan resuelve con corrección la 
accesibilidad, la circulación interior y el estacionamiento de vehículos, afirmación 
contradictoria con lo anterior y que, por tanto, vuelve a requerir valoración por los órganos 
de gobierno que, siquiera por simple prudencia, parece que debieran inclinarse del lado de la 
seguridad, es decir, a favor de garantizar, a costa de este Plan Parcial las conexiones 
exteriores reclamadas en los informes del Departamento de Ordenación (Carretera de 
Madrid y Vía Parque del Canal). 
De los informes emitidos por Servicios externos al Área de Urbanismo (Infraestructuras, 
Tráfico y Alumbrado Público) y por Administraciones distintas de la municipal y con 
competencias sectoriales (Instituto Aragonés del Agua y Dirección General de Aviación 
Civil) se deriva la posibilidad de avanzar en la tramitación de este expediente, si bien en 
todos los casos se plantean prescripciones o sugerencias que deberán ser atendidas antes de 
la aprobación definitiva del Plan Parcial.  
Por otra parte, de los informes técnicos emitidos por el Servicio de Planeamiento y 
Rehabilitación (24 de Enero, 27 de Enero y 19 de Febrero) se deriva que las aportaciones 
efectuadas por los promotores, con fecha 20 de Enero de 2.003 y posteriores dan adecuada 
respuesta a parte de las prescripciones puestas de manifiesto en el informe de 17 de 
Diciembre de 2.002, pero siguen pendientes de resolver cuestiones de diversa consideración, 
algunas absolutamente esenciales (como las relativas a superficies de sistemas generales o 
las conexiones con el exterior a las que ya hemos hecho referencia) y otras igualmente 
relevantes (expuestas en las páginas 17 a 24 del informe técnico de 24 de Enero) cuya 
resolución permitirá entender que el Proyecto del Plan Parcial sería enteramente 
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satisfactorio desde el punto de vista técnico, siempre que el proyecto se considere conforme 
al Convenio (ver conclusiones informe 24 de Enero). 
El informe jurídico emitido con lecha 24 de Febrero de 2.003, en lo no dicho hasta aquí, 
reitera exigencias ya manifestadas en los informes técnicos y añade otras de índole jurídica, 
exigencias que, en su conjunto, pueden resumirse en lo siguiente: 
El presente proyecto de Plan Parcial no puede considerarse de oficio, sino de iniciativa 
particular 
Las deficiencias documentales que inicialmente presentaba el documento puede entenderse 
cumplimentadas a efectos formales, sin perjuicio de que se requieran ajustes o correcciones. 
Toda la documentación gráfica deberá acomodarse a los planos de zonificación que han sido 
objeto de los últimos informes técnicos. 
La Memoria del Plan Parcial deberá adecuarse a la relación de direcciones aportadas con 
fecha 30 de Enero de 2003 y completarse con el listado de la totalidad de propietarios. 
Los cuadros de aprovechamientos deberán acomodarse a las superficies que definitivamente 
deban tomarse en consideración que, en ningún caso, podrán incluir los 92.209 m2 de suelo 
No Urbanizable situados entre el cuarto cinturón y el sector 89/3. 
Deberá aportarse la conformidad de las compañías suministradoras. Las Normas 
Urbanísticas deberán corregirse en el sentido manifestado en los informes técnicos y, en 
particular, deben eludir la remisión a Estudios de Detalle respecto de determinaciones 
propias del Plan Parcial así como la posibilidad generalizada de intercambiar densidades y 
edificabilidades entre diferentes manzanas. 
Deberá complementarse el plazo para solicitar licencias de edificación (20 años) con 
exigencias que garanticen una distribución temporal razonable. Deberán completarse los 
estudios económicos en razón a la necesidad de urbanizar los sistemas generales y dar 
cumplimiento a los demás compromisos. Deberán sustituirse las referencias de "propietarios" 
por las de promotores". 
Deberá cuantificarse el importe del 6% correspondiente al coste de implantación de servicios 
y urbanización. 
Con carácter previo a la aprobación definitiva del Plan Parcial, deberá requerirse informe, 
entre otros, del Servicio Municipal de Medio Ambiente, Medio Natural de D.G.A., Ministerio 
de Defensa, Confederación Hidrográfica del Ebro y Ministerio de Fomento. 
El informe jurídico viene a concluir manifestando la posibilidad de denegar la aprobación 
inicial si existiera ilegalidad manifiesta o incumplimiento de exigencias documentales 
formales (Art. 53,2 de la L.U.A.) y, finalmente, expone el procedimiento a seguir de 
acordarse el impulso de la aprobación inicial. 
De lo expuesto hasta aquí puede concluirse que una posible propuesta de aprobación inicial 
debe resolver, previamente, las cuestiones sometidas a valoración de los órganos de gobierno 
municipal, cuales son, fundamentalmente, la modificación del Convenio, o su interpretación, 
en relación a la contradicción existente entre la cuantificación de sistemas generales y la 
expresión de que estos serán los interiores y perimetrales del Sector, y la cuestión relativa a 
la necesidad de ejecutar, con cargo al desarrollo de este Plan Parcial, la Vía Parque del 
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Canal y la conexión con la carretera de Madrid. Además de lo anterior, y en su caso, deberá 
condicionarse la aprobación definitiva al cumplimiento de las prescripciones de otro orden 
manifestadas en los diversos informes técnicos y jurídicos. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la intervención de El Justicia de Aragón en los procedimientos 
administrativos en tramitación. 
Como punto de partida ha de tenerse en cuenta por parte de esta Institución que la queja 
presentada lo es, en buena medida, contra un procedimiento administrativo en tramitación, 
cual es el de aprobación de un concreto Plan Parcial, el del Sector 89/3, denominado 
"Arcosur", sector de Suelo Urbanizable previsto en el vigente P.G.O.U. de Zaragoza, 
aprobado en junio de 2001, y al tratarse de un procedimiento administrativo en tramitación, el 
alcance de la intervención de esta Institución debe ser respetuosa con el ámbito de 
competencias propio del Ayuntamiento. 
Estando en un procedimiento administrativo en trámite, y en el que legalmente está 
contemplada una fase de información pública abierta a la presentación de alegaciones y de 
todo tipo de sugerencias que puedan contribuir al mayor acierto en la decisión administrativa 
definitiva, asiste a los presentadores de la queja el pleno derecho a presentar a la 
Administración urbanística municipal las alegaciones y sugerencias que tenga por 
convenientes, y entre ellas la que se planteaba en el punto 1 de sus peticiones a esta 
Institución, sobre la posibilidad de solicitar una evaluación de las condiciones acústicas de los 
suelos sujetos a ordenación urbanística al Grupo de Vibroacústica del Centro Politécnico 
Superior de la Universidad de Zaragoza, y en este sentido podemos, sin más, dar traslado de 
la petición ciudadana al Consistorio zaragozano, pero compete al Ayuntamiento, y no a esta 
Institución, aceptar o no la conveniencia o necesidad de dicho informe para su toma en 
consideración al resolver definitivamente sobre la aprobación del Planeamiento parcial 
referenciado. Y, desde luego, no puede esta Institución imponer a las Administraciones 
Públicas competentes el carácter determinante de las conclusiones de una concreta evaluación 
que pudiera hacerse, como parece pretenderse en el punto 2 del escrito de queja, sin que ello 
supusiera una incursión en el ámbito de competencias que les es propio.  
Segunda.- Sobre los problemas por ruidos derivados de las grandes infraestructuras. 
2.1.- La idea de abordar las molestias por ruidos generadas por los aeropuertos es estudiada en 
el Anejo quinto a la Memoria Expositiva del Plan General de Ordenación Urbana de 
Zaragoza, denominado “Mapa de ruido del Aeropuerto de Zaragoza”, donde se indica que “La 
compatibilidad del aeropuerto y sus proximidades es un ideal que puede lograrse mediante 
una adecuada política de ordenación del territorio, que tenga como objetivos las siguientes 
cuestiones: 
- lograr las mejores condiciones posibles para las actividades del aeropuerto. 
- reducir las molestias al mínimo al vecindario al objeto de satisfacer los niveles de calidad 
de vida exigidas por los ciudadanos. 
Este mismo documento señala mas adelante que “La compatibilidad de los usos del suelo y la 
exposición al ruido en la proximidad de los aeropuertos sólo pasó a ser un problema 
importante a comienzos de la década de 1960, cuando ya se estaba generalizando el uso de 
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aeronaves comerciales de reacción, si bien, anteriormente no eran raros los pleitos debidos 
al ruido producido por las aeronaves. 
En la actualidad veintidós Aeropuertos europeos (Amsterdam, Orly, Mónaco, Zurich, etc...) 
han tenido que promover programas de insonorización. En Francfurt, Copenhague, 
Estrasburgo e incluso Barajas tienen problemas de impacto sonoro. Hoy día, el ruido 
producido por las aeronaves es quizás el factor más importante en la planificación de los 
usos del suelo que se encuentran en las cercanías de los aeropuertos”. 
2.2.- El Mapa aprobado en 1997 
Con el fin de prever los posibles efectos perjudiciales del aeropuerto en los futuros desarrollos 
urbanos de la ciudad el Ayuntamiento adjudicó en diciembre de 1996 un contrato de 
asistencia técnica para realizar un estudio de las isófonas sonoras procedentes de la actividad 
aeroportuaria, que ha servicio para la elaboración del Mapa de ruidos del aeropuerto 
incorporado al PGOU. Esta actuación previsora resulta muy adecuada, ya que es mucho más 
barato planificar la ciudad con criterios acústicos, eligiendo la ubicación y la forma del 
edificio, distribuyendo adecuadamente los recintos y el equipamiento y eligiendo los 
materiales y aplicándolos con las técnicas adecuadas, que si se pretenden alcanzar los mismos 
resultados una vez finalizada la edificación. 
El índice utilizado para la medición de la exposición al ruido es el NEF (NoiseExposure 
Forecast); señala la Memoria que este índice ha sido utilizado con asiduidad en Estados 
Unidos, y ha sido elegido por acuerdo entre la consultora y el Servicio de Medio Ambiente 
del Ayuntamiento por entender que era el más adecuado para el estudio del Aeropuerto de 
Zaragoza y su entorno. 
No obstante, y sin perjuicio de la calidad técnica de este mapa de ruidos, existen diversas 
circunstancias que inciden en el mismo y aconsejan profundizar más en el replanteamiento de 
la cuestión. En la consideración jurídica cuarta se analiza mas a fondo este aspecto. 
Procede señalar que la situación de normativa aplicable en materia de ruidos, al tiempo de 
aprobarse el vigente PGOU de Zaragoza (junio de 2001), era de vacío normativo a nivel de 
legislación estatal y autonómica. Y, a nivel municipal, la Ordenanza Municipal para la 
protección contra Ruidos y Vibraciones se aprobó por el Ayuntamiento Pleno en fecha 31 de 
octubre de 2001. 
En este sentido, consideramos que, en la elaboración del Mapa Sonoro del Aeropuerto de 
Zaragoza (Horizonte 2007), aprobado por el Ayuntamiento de Zaragoza en el año 1997, con 
arreglo al método entonces considerado técnicamente más idóneo, no puede apreciarse 
irregularidad o incumplimiento legal alguno, pues no había, como hemos dicho, norma 
jurídica que determinara el método al que había de sujetarse. 
2.3.- Necesidad de revisión del Mapa sonoro 
Dicho lo anterior, sí es cierto, en cambio, que la antes citada Ordenanza Municipal para la 
protección contra Ruidos y Vibraciones ya establecía, en su art. 5º, que los Mapas de ruidos se 
renovarían cada cinco años, a partir de su aprobación. Y la reciente Ley 37/2003, de 17 de 
noviembre, del Ruido (a la que luego haremos más extensa referencia), en su art. 16, también 
establece esa misma obligatoriedad de revisión de los mapas de ruidos cada cinco años, a 
partir de la fecha de su aprobación. 
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Por tanto, parece procedente a esta Institución, a la vista de lo dispuesto en la propia 
Ordenanza municipal, y en la Ley 37/2003, sugerir al Ayuntamiento de Zaragoza, la revisión 
del mapa sonoro del Aeropuerto de Zaragoza, aprobado en el año 1997, pues el mismo ya 
debería haberse revisado en el año 2002. 
Si tenemos en cuenta, por una parte, que la Directiva 2002/49/CE, en su artículo 5º, aunque 
admite que "hasta tanto se usen con carácter obligatorio métodos comunes de evaluación 
para la determinación de los indicadores Lden y Lnight, los Estados miembros podrán 
utilizar a estos efectos los indicadores de ruido nacionales existentes y otros datos conexos, 
que deberán transformarse en los indicadores anteriormente citados", termina precisando que 
"dichos datos no podrán remontarse a más de tres años atrás"; y si, por otra parte, tenemos 
en cuenta los plazos establecidos en el art. 7 de la Directiva antes citada, y en la Disposición 
Adicional Primera de la Ley 37/2003 (ambas disposiciones fijan la fecha límite del 30-06-
2007 para la aprobación de los mapas de ruido de los grandes aeropuertos y de 
aglomeraciones con más de 250.000 habitantes), mediante la que dicha Directiva comunitaria 
ha sido traspuesta a nuestro Ordenamiento jurídico nacional, consideramos especialmente 
oportuno, desde un punto de vista temporal, proceder ya a la revisión de dicho mapa de 
ruidos. 
Asimismo, en un eventual mapa de ruidos de la zona que se realice será necesario igualmente 
estudiar los ruidos procedentes de la Autovía de Madrid y del Cuarto Cinturón de ronda de la 
ciudad de Zaragoza, que constituyen una buena parte del perímetro que circunda el sector 
89/3 del Plan General y que de alguna manera pueden afectar la ordenación urbanística en 
orden a evitar futuras molestias derivadas de esta circunstancia. 
Tercera.- Sobre la incidencia de nuevas normativas en materia de ruido ambiental. 
3.1.- La Comunidad Europea considera que la protección contra el ruido es uno de los 
objetivos a los que debe tender el marco de la política comunitaria con el fin de alcanzar un 
grado elevado de protección del medio ambiente y la salud. En el Libro Verde sobre política 
futura de lucha contra el ruido, la Comisión se refiere al ruido ambiental como uno de los 
mayores problemas medioambientales en Europa. Por tal motivo, el Parlamento Europeo, en 
su Resolución de 10 de junio de 1997, respaldó el Libro Verde de la Comisión, insistiendo en 
la necesidad de establecer medidas e iniciativas específicas en una Directiva sobre reducción 
del ruido ambiental y poniendo de manifiesto la falta de datos fidedignos y comparables sobre 
la situación con respecto a las distintas fuentes de ruido; en la Comunicación de la Comisión 
de 1 de diciembre de 1999 sobre transporte aéreo y medio ambiente se definieron un 
indicador de ruido común y un método común para medir y calcular el ruido en las 
inmediaciones de los aeropuertos y, en el mismo sentido, la Comisión declaró ante el Comité 
de Conciliación de la Directiva sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, que “las 
propuestas legislativas destinadas a reducir las emisiones de ruido de las principales fuentes 
deberían sustentarse en pruebas sólidas. Ello está en consonancia con el "enfoque basado en 
los conocimientos" para la concepción de políticas que se propone en el sexto programa de 
acción en materia de medio ambiente [COM(2001) 31] aprobado por el Parlamento Europeo 
y el Consejo”. 
3.2.- La Directiva 2002/49/CE Fruto de esta preocupación es la Directiva 2002/49/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, sobre evaluación y gestión del 
ruido ambiental, con la que se pretende, entre otras cosas (Considerando quinto) 
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“proporcionar una base para desarrollar y completar el conjunto de medidas comunitarias 
existente sobre el ruido emitido por las principales fuentes, en particular vehículos e 
infraestructuras de ferrocarril y carretera, aeronaves, equipamiento industrial y de uso al 
aire libre y máquinas móviles, y para desarrollar medidas adicionales a corto, medio y largo 
plazo”. Para ello es preciso, en orden al mejor cumplimiento de los objetivos relativos a un 
grado elevado de protección del medio ambiente y de la salud, completar la acción de los 
Estados miembros mediante una acción comunitaria que permita encontrar un terreno común 
de entendimiento respecto al problema del ruido, por lo que los datos sobre los niveles de 
ruido ambiental se deben recabar, cotejar y comunicar con arreglo a criterios comparables.  
Esto supone el uso de indicadores y métodos de evaluación armonizados, así como de 
criterios de adaptación de la cartografía del ruido. La Directiva señala en su Considerando 
octavo la necesidad de establecer métodos comunes de evaluación del ruido ambiental (que 
define su artículo 3 como sonido exterior no deseado o nocivo generado por las actividades 
humanas, medios de transporte y actividades industriales), y la fijación de valores límite en 
función de indicadores armonizados para calcular los niveles de ruido. Los Estados miembros 
determinarán las cifras concretas de todo valor límite, teniendo en cuenta, entre otras cosas, la 
necesidad de aplicar el principio de prevención a fin de mantener espacios tranquilos en 
aglomeraciones. 
De acuerdo con este designio, se han seleccionado unos indicadores de ruidos comunes, que 
son el Lden, para evaluar molestias, y Lnight, para evaluar alteraciones de sueño, 
admitiéndose que los Estados miembros empleen indicadores suplementarios para vigilar o 
controlar situaciones especiales de ruido. Asimismo, se propugna la utilización de 
cartografiado estratégico de ruidos para determinadas zonas de interés, de manera que puedan 
recogerse en él los datos necesarios para ofrecer una representación de los niveles de ruido 
percibidos dentro de dicha zona. 
Atendidos estos antecedentes, el objeto de la Directiva, expuesto en su artículo 1, es 
establecer un enfoque común destinado a evitar, prevenir o reducir con carácter prioritario los 
efectos nocivos, incluyendo las molestias, de la exposición al ruido ambiental; para ello 
extiende su ámbito de aplicación al ruido ambiental al que estén expuestos los seres humanos 
en particular en zonas urbanizadas, en parques públicos u otras zonas tranquilas en una 
aglomeración, en zonas tranquilas en campo abierto, en las proximidades de centros escolares 
y en los alrededores de hospitales, y en otros edificios y lugares vulnerables al ruido (artículo 
2), encomendando a los Estados miembros diversas tareas en orden al cumplimiento de sus 
fines: elaboración y aprobación de mapas de ruidos y planes de acción para aglomeraciones 
urbanas, establecimiento de límites en su territorio, aplicación de los indicadores de ruido 
Lden y Lnight (se permite la utilización de otros indicadores existentes, si bien sus datos no 
podrán remontarse a más de tres años atrás y deberán transformarse en los que ahora se 
determinan con carácter general), recogida y publicación de datos, información a la población, 
etc. 
La incorporación a la legislación nacional de esta Directiva deben hacerla los Estados 
miembros a más tardar el 18 de julio de 2004, a cuyo fin pondrán en vigor las disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas necesarias. 3.3.- La Ley 37/2003, de 17 de 
noviembre, del Ruido 
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La trasposición de esta Directiva al ordenamiento jurídico español ofrece una oportunidad 
idónea para dotar de mayor estructura y orden al panorama normativo sobre el ruido, dada la 
ausencia de una normativa general. A tal fin, las Cortes Generales aprobaron recientemente la 
Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, publicada en el Boletín Oficial del Estado de 18 
de noviembre de 2003. Como señala la exposición de motivos de esta norma “En la 
legislación española, el mandato constitucional de proteger la salud (artículo 43 de la 
Constitución) y el medio ambiente (artículo 45 de la Constitución) engloban en su alcance la 
protección contra la contaminación acústica. Además, la protección constitucional frente a 
esta forma de contaminación también encuentra apoyo en algunos derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, entre otros, el derecho a la intimidad personal y familiar, 
consagrado en el artículo 18.1. Sin embargo, el ruido carecía hasta esta Ley de una norma 
general reguladora, de ámbito estatal, y su tratamiento normativo se desdoblaba, a grandes 
rasgos, entre las previsiones de la normativa civil en cuanto a relaciones de vecindad y 
causación de perjuicios, la normativa sobre limitación del ruido en el ambiente de trabajo, 
las disposiciones técnicas para la homologación de productos y las ordenanzas municipales 
que conciernen al bienestar ciudadano o al planeamiento urbanístico”, añadiendo mas 
adelante que “El alcance y contenido de esta Ley es, sin embargo, más amplio que el de la 
Directiva que por medio de aquélla se traspone, ya que la Ley no se agota en el 
establecimiento de los parámetros y medidas a las que alude la directiva respecto, 
únicamente, del ruido ambiental, sino que tiene objetivos más ambiciosos. Al pretender dotar 
de mayor cohesión a la ordenación de la contaminación acústica en el ámbito estatal en 
España, contiene múltiples disposiciones que no se limitan a la mera trasposición de la 
Directiva y quieren promover activamente, a través de una adecuada distribución de 
competencias administrativas y del establecimiento de los mecanismos oportunos, la mejora 
de la calidad acústica de nuestro entorno”. 
3.4.- Aplicación de la Ley; medidas a adoptar 
Hemos de recordar, no obstante, que la aplicabilidad de las Directivas comunitarias está 
ligada a su trasposición al Derecho de los Estados miembros, dentro del plazo que dichas 
Directivas establecen. 
Pues bien, la Directiva 2002/49/CE cuyo incumplimiento se invoca en la queja, no puede 
invocarse como tal directamente, una vez traspuesta a nuestro Ordenamiento jurídico dentro 
del plazo dado para ello por la Directiva (que daba un plazo hasta el 18-07-2004, en tanto que 
la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, es la norma que lleva a efecto dicha 
trasposición, no sin dejar pendiente de determinación reglamentaria varios aspectos de la 
misma, que suponemos habrán de completarse antes de que cumpla el citado plazo del 
próximo 18-07-2004). 
La Ley 37/2003 no recoge expresamente la aplicación de los indicadores de ruido Lden y 
Lnight, y a la vista de la admisibilidad que contempla el art. 5, párrafo 2º, de la Directiva 
comunitaria, en relación con la utilización de otros indicadores nacionales de ruidos, siempre 
que sean transformables en aquéllos, y hasta tanto se usen con carácter obligatorio métodos 
comunes de evaluación, no parece que pueda, en este momento, apreciarse irregularidad 
imputable a la Administración municipal.  
La entrada en vigor de la reciente Ley 37/2003, al establecer, entre otras previsiones, la de que 
"el planeamiento territorial general vigente a la entrada en vigor de esta Ley deberá 
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adaptarse a sus previsiones en el plazo de cinco años desde la entrada en vigor de su 
Reglamento general de desarrollo" (Disposición Transitoria segunda), y la de que "a efectos 
de lo dispuesto por los artículos 1484 y siguientes del Código Civil, se considerará 
concurrente un supuesto de vicios o defectos ocultos en los inmuebles vendidos determinante 
de la obligación de saneamiento del vendedor en el caso de que no se cumplan en aquellos 
los objetivos de calidad en el espacio interior fijados conforme al artículo 8.3 de esta ley", 
hacen aconsejable, desde el punto de vista de esta Institución, y aplicando un criterio de 
precaución, sugerir al Ayuntamiento la toma en consideración de establecer en las Ordenanzas 
de edificación del Plan Parcial del Sector 89/3 en tramitación medidas especialmente 
exigentes que garanticen una insonorización de las viviendas superior a las exigidas por las 
Normas Básicas de Edificación actualmente vigentes, en previsión del cumplimiento de los 
objetivos de calidad que puedan determinarse en su día por las Administraciones 
competentes, en cumplimiento de la citada Ley del Ruido. 
Por otra parte, la ordenación que prevé el Plan Parcial en tramitación sitúa espacios libres y 
zonas verdes en los terrenos potencialmente más susceptibles de afección por ruidos 
procedentes de la actividad del Aeropuerto, lo que sin duda puede mermar la calidad de tales 
espacios, y a este respecto, esta Institución considera aconsejable, para dotar a dichos espacios 
de la mayor tranquilidad posible, sugerir que las plantaciones que se hagan en las mismas 
sean lo más idóneas posibles para paliar, amortiguar y absorber los efectos del ruido. 
3.5.- Ausencia de una legislación autonómica 
La Ley 37/2003, al establecer en su art. 4 las atribuciones competenciales, en su apartado 4, 
remite determinadas competencias a lo que disponga la legislación autonómica, y también 
alude a las competencias municipales. Y reiteramos lo antes indicado en cuanto a la 
obligatoria adaptación que habrá de hacerse del planeamiento territorial general vigente, en el 
plazo de cinco años desde la entrada en vigor de la Ley. 
Constatada por esta Institución la ausencia de una legislación autonómica en esta materia, y 
aunque la Ley citada contiene determinaciones que pueden aplicarse ante situaciones 
concretas, y atendiendo a la competencia exclusiva que la Comunidad Autónoma tiene 
atribuida en materia de ordenación del territorio y urbanismo, reconocemos la aspiración de 
los presentadores de la queja, en cuanto a la conveniencia de instar al Gobierno de Aragón a 
tramitar y aprobar la normativa autonómica específica en materia de ruidos, que dé contenido 
a la remisión competencial prevista en la Ley del Ruido, y de conexión del planeamiento 
urbanístico con la contaminación acústica. 
Cuarta.- Sobre la regulación del mapa sonoro del Aeropuerto de Zaragoza 
4.1.- Factores a considerar 
Sobre el Mapa sonoro del Aeropuerto de Zaragoza concurren varios factores que aconsejan un 
replanteamiento adaptado a las actuales circunstancias con el fin de garantizar su objetivo de 
prever futuros problemas en el desarrollo urbanístico de suelos que podrían resultar afectados 
por las molestias derivadas del ruido de los aviones. El principal inconveniente deriva de la 
antigüedad de los datos: según expresa la Memoria del PGOU, el contrato de asistencia 
técnica para la realización del estudio se adjudicó en diciembre de 1996, habiéndose 
entregado el trabajo en 1997; dado el tiempo transcurrido, sobre él inciden: 
 
 147/606 
4.1.1.- La Ordenanza Municipal para la protección contra ruidos y vibraciones aprobada por 
el Pleno del Ayuntamiento de Zaragoza en sesión de 31/10/01 establece en su artículo 5º, 
relativo a la integración del ruido en la gestión ambiental, que el Ayuntamiento determinará 
los niveles sonoros ambientales de la ciudad mediante la elaboración de mapas de ruidos, que 
se renovarán cada cinco años a partir de la fecha de su aprobación. La aplicación de este 
precepto muestra la obsolescencia del actual mapa de ruidos que deberá ser revisado de 
acuerdo a las actuales circunstancias y a los avances normativos acontecidos a lo largo de este 
periodo. 
4.1.2.- Señala el punto 3 del Mapa sonoro del Aeropuerto, referida a la legislación de las 
aeronaves, que una de las grandes dificultades del estudio era la elección del “Índice de 
Exposición” al Ruido de Aeronaves, al no contarse con legislación comunitaria en esta 
materia y existir una gran dispersión de metodologías en el método de cálculo, haciendo 
referencia mas adelante a algunas de las actuaciones planteadas en el V Programa de la Unión 
Europea “hacia el desarrollo sostenible”, con el objeto de reducir las molestias por ruido.  
Para ello, la Directiva 2002/49/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de junio de 
2002 sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, que entró en  vigor el 18/07/02, fecha de 
su publicación en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas, manifiesta su voluntad de 
disponer de datos fidedignos y comparables sobre la situación con respecto a las distintas 
fuentes de ruido, por lo que establece en su artículo 5 los indicadores de ruido Lden y Lnight, 
tal como se mencionan en el anexo I, en la preparación y la revisión de los mapas estratégicos 
de ruido. Por tanto, sería conveniente que los nuevos mapas de ruido que se elaboren vengan 
referidos a los métodos comunes de evaluación contenidos en la Directiva, sin que sea 
posible, conforme a lo dispuesto en dicho artículo 5, la conversión de los actuales datos por 
haber transcurrido mas de tres años desde su obtención. 
4.1.3.- Como se ha indicado anteriormente, la Directiva sobre evaluación y gestión del ruido 
ambiental extiende su ámbito de aplicación al ruido ambiental al que están expuestos los seres 
humanos en zonas urbanas, parques públicos u otras zonas tranquilas en una aglomeración, 
entre otros lugares que menciona su artículo 2. Se trata de evitar las molestias derivadas del 
ruido ambiental no solo dentro de las edificaciones, sino también en el exterior, donde se 
desarrolla una parte importante de la actividad humana, resultando muy conveniente que los 
espacios delimitados con esta finalidad puedan cumplirla adecuadamente.  
4.1.4.- Las alegaciones efectuadas por el Aeropuerto de Zaragoza en el trámite de aprobación 
del Plan General se fundamentan en estudios realizados mucho mas recientemente que el 
Mapa sonoro incluido en dicho documento; junto a los datos que aportan, se efectúan unas 
advertencias que, dada su repercusión posterior en la calidad de vida de los vecinos que 
residan en la zona Arcosur, deberían ser estudiadas y contrastadas con el mayor detalle. 
4.1.5.- El incremento de actividad del aeropuerto, derivado del mayor uso del avión (según el 
informe de gestión de AENA de 2002 el Aeropuerto de Zaragoza experimentó un incremento 
en ese año del 2,9%, y en los nueve primeros meses de 2003 el aumento ha sido del 6,2% con 
respecto al mismo periodo de 2002) y, sobre todo, de la progresiva urbanización e inicio de 
actividades de las empresas que se van instalando de la Plataforma Logística de Zaragoza –
PLAZA-, uno de cuyos polos de atracción radica en las posibilidades que ofrece la terminal 
de carga del Aeropuerto, que progresivamente va aumentando su tráfico de mercancías: según 
información publicada por Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea, el volumen de 
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mercancía transportada en septiembre de 2003 con respecto al año anterior se ha 
incrementado un 219%. Este progresivo aumento se viene experimentando desde 2001, fecha 
que supuso un punto de inflexión en la línea decreciente de actividad que venía sufriendo esta 
instalación desde 1994; afortunadamente, la tendencia se ha invertido por completo y presenta 
una evolución muy positiva, lo que augura un notable aumento de vuelos en el futuro, 
principalmente de aviones de mercancías, cuyas actividades se realizan en buena parte durante 
la noche. La previsión de incremento de actividades, junto a otras circunstancias de diverso 
orden, se ha recogido en el Plan Especial del Sistema General Aeroportuario de Zaragoza, 
cuya exposición pública se inició con el anuncio publicado en el B.O.A. de 17/11/03; el 
Análisis de Alternativas (capítulo 6.1) señala en su epígrafe 6.1.1. Motivación del Estudio, 
que “el papel que juega el aeropuerto en el sistema global de transporte de la región está 
totalmente descompensado teniendo en cuenta la población y el nivel de riqueza 
concentrados en el área de influencia inmediata del Aeropuerto (no hay que olvidar que en la 
ciudad de Zaragoza y sus alrededores se concentran cerca de 700.000 personas, el 60% de la 
población aragonesa), de donde se deduce que el aeropuerto, está realmente infrautilizado. 
Cumple, con escaso peso, la función de comunicar Zaragoza con las dos principales ciudades 
españolas, así como con las europeas con las que mantiene las principales relaciones 
económicas (caso de Francfort como sede de la Opel), lo que se demuestra por la alta 
componente de tráfico regular (76% sobre el tráfico total). El pequeño tráfico chárter 
responde principalmente a los grupos de vacaciones de los que Zaragoza es emisor. 
Presenta, no obstante, un importante y creciente tráfico de mercancías, fruto de la instalación 
en el Aeropuerto de diversas compañías courier y transitarias, gracias a las facilidades 
ofrecidas por el mismo. b) El entorno del aeropuerto está caracterizado por la 
excepcionalidad de las adecuadas condiciones para desarrollar las actividades aeronáuticas: 
ausencia de núcleos densos de población e industrias en las inmediaciones; el terreno físico 
donde se asienta es prácticamente llano y sin obstáculos en las aproximaciones, todo ello 
reforzado por la amplia extensión de la zona calificada Sistema General de Comunicaciones, 
extensión que se verá aumentada ya que el Ayuntamiento de Zaragoza tiene prevista la 
reserva, en su próximo PGOU, de terrenos de carácter dotacional para la protección 
recíproca del aeropuerto y su entorno. A todo ello hay que añadir la excelente accesibilidad 
terrestre y cercanía al núcleo de población al que principalmente sirve. …... c) La capacidad 
del espacio aéreo se manifiesta suficiente para acoger los incrementos previstos de la 
demanda a corto, medio y largo plazo, medida desde la perspectiva de los medios actuales de 
operatividad”. Por estas razones, justifica más adelante la necesidad de ampliar las actuales 
instalaciones: en cuanto a la plataforma de estacionamiento de aeronaves, señala el párrafo e) 
que “Es altamente recomendable la ampliación de su superficie a lo largo del periodo de 
estudio para permitir una segregación en plataforma de los distintos tipos de tráfico: carga, 
pasaje y aviación general”; para el Edificio Terminal de Pasajeros, aunque es suficiente para 
tratar el tráfico actual, ya empiezan a aparecer deficiencias en la zona de facturación para el 
año 2.005 por lo que “Para el 2010 ya habría que acometer obras de ampliación en casi 
todas las zonas del edificio terminal”; similares problemas se plantean en la zona de carga, 
aparcamiento de vehículos, accesos etc. Es necesario tomar en consideración todas estas 
circunstancias, con el fin, por un lado, de evitar problemas a futuros residentes en el entorno 
del Aeropuerto y, por otro, de no hipotecar el desarrollo futuro de esta fundamental 
infraestructura con el establecimiento de zonas residenciales en su área de influencia sonora. 
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4.1.6.- Se ha constatado el desplazamiento que sufren las líneas que marcan los NEF 32,50 
con respecto al itinerario que han de seguir los aviones en su aproximación por instrumentos 
al aeropuerto: Las aeronaves civiles, en general, aterrizan por la pista más cercana al 
Aeropuerto que es la 30R-12L, dado el viento dominante en la zona y la existencia de un 
sistema de ayuda al aterrizaje en la cabecera 30R, será ésta la entrada normal de dicho tráfico.  
El avión, en general, seguirá en su aproximación a dicha cabecera 30R la trayectoria definida 
en la Carta de Aproximación ILS a la cabecera 30R, que figura publicada en el AIP España 
(documentación oficial al respecto), y debe seguir una línea sensiblemente recta cuya 
dirección vendrá marcada por los puntos de 41º 39’ 19,4165" N, 001º 0’ 29,94" W (WGS84), 
correspondiente al umbral de dicha cabecera y el punto 41º 35´ 56" N, 000º 52’ 41" W, inicio 
de dicha aproximación (encima de los montes de Torrero); si trazamos una línea recta entre 
ambos puntos, observamos que las líneas NEF 32,50 no son paralelas a esta (que sobrevuela 
el barrio de Montecanal por su extremo sur, y que en buena lógica debería determinar los 
niveles de ruido que producen los aviones en su maniobra de aterrizaje por instrumentos), 
sino que se van desplazando cada vez mas hacia el sur, apartándose incluso en determinado 
momento de esta línea teórica 
4.2.- Otras medidas para paliar el problema La compatibilización de la actividad 
aeroportuaria, y de su potencial desarrollo, con los usos residenciales más próximos, o 
afectados por las trayectorias o pasillos aéreos de aproximación y despegue del mismo, y el 
cumplimiento que procederá exigir de la aplicación de la antes citada Ley del Ruido, hacen 
aconsejable, asimismo, instar a la Administración municipal, a realizar las gestiones que sean 
precisas, por una parte, para delimitar con la máxima precisión los pasillos aéreos, y situar en 
los mismos los marcadores que permitan hacer el control y seguimiento de las desviaciones 
que puedan hacerse de los mismos, para adopción de las medidas correctoras o sancionadoras 
que puedan ser procedentes. Y en la misma línea, y sin perjuicio del respeto debido a las 
competencias propias de la Dirección del Aeropuerto, debieran realizarse las gestiones 
oportunas con la Administración competente para fomentar la utilización de la pista del 
Aeropuerto más alejada de los usos residenciales, tanto actualmente existentes como los que 
puedan resultar de la aprobación definitiva del planeamiento parcial en tramitación y al que se 
refiere la queja. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
PRIMERO.- SUGERIR al AYUNTAMIENTO DE ZARAGOZA: 
1.- Que en cumplimiento de lo que se establece en el art. 5º de su propia Ordenanza municipal 
de protección contra ruidos y vibraciones, y en el art. 16 de la reciente Ley 37/2003, proceda a 
adoptar las medidas adecuadas para la Revisión del Mapa Sonoro del Aeropuerto de 
Zaragoza. 
2.- Que en previsión del cumplimiento de los objetivos de calidad que puedan determinarse en 
su día por las Administraciones competentes, en cumplimiento de la citada Ley del Ruido, y 
en atención al posible incremento futuro del tráfico del Aeropuerto, con objeto de evitar 
hipotecas y de permitir un uso compatible, se tome en consideración la conveniencia de 
 
 150/606 
establecer en las Ordenanzas de edificación del Plan Parcial del Sector 89/3 en tramitación 
medidas especialmente exigentes que garanticen una insonorización de las viviendas superior 
a las exigidas por las Normas Básicas de Edificación actualmente vigentes. 
3.- Dado que la ordenación que prevé el Plan Parcial en tramitación sitúa espacios libres y 
zonas verdes en los terrenos potencialmente más susceptibles de afección por ruidos 
procedentes de la actividad del Aeropuerto, lo que sin duda puede mermar la calidad de tales 
espacios, esta Institución considera aconsejable, para dotar a dichos espacios de la mayor 
tranquilidad posible, sugerir que las plantaciones que se hagan en las mismas sean lo más 
idóneas posibles para paliar, amortiguar y absorber los efectos del ruido. 
4.- La compatibilización de la actividad aeroportuaria, y de su potencial desarrollo, con los 
usos residenciales más próximos, o afectados por las trayectorias o pasillos aéreos de 
aproximación y despegue del mismo, y el cumplimiento que procederá exigir de la aplicación 
de la antes citada Ley del Ruido, hacen aconsejable, asimismo, instar a la Administración 
municipal, a realizar las gestiones que sean precisas, por una parte, para delimitar con la 
máxima precisión los pasillos aéreos, y situar en los mismos los marcadores que permitan 
hacer el control y seguimiento de las desviaciones que puedan hacerse de los mismos, para 
adopción de las medidas correctoras o sancionadoras que puedan ser procedentes. 
5.- Sin perjuicio del respeto debido a las competencias propias de la Dirección del 
Aeropuerto, esta Institución considera que debieran realizarse las gestiones oportunas con la 
Administración competente para fomentar ¾especialmente cuando se trate de aeronaves que 
producen más ruido¾ la utilización de la pista del Aeropuerto más alejada de los usos 
residenciales, tanto actualmente existentes como los que puedan resultar de la aprobación 
definitiva del planeamiento parcial en tramitación y al que se refiere la queja. 
SEGUNDO.- SUGERIR al GOBIERNO DE ARAGON la conveniencia de tramitar y 
aprobar la normativa autonómica específica en materia de ruidos, que llene de contenido la 
remisión competencial prevista en el art. 4.4 de la Ley 37/2003, del Ruido, y de conexión del 
planeamiento urbanístico con la contaminación acústica. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
3.1.2 11 de octubre de 2004. Ayuntamiento de Tamarite de Litera. Licencias de apertura. 
Zonificación de usos potencialmente molestos. Búsqueda de soluciones al problema 
existente: medidas correctoras, rutas alternativas, etc. 
Esta sugerencia trae causa de la denuncia interpuesta por varios vecinos del municipio de 
Tamarite de Litera, los cuales se quejan del continuo ruido que produce el tráfico rodado de 
tractores que se dirigen hacia una fábrica deshidratadora de alfalfa ubicada a 200 metros del 
caso urbano. Asimismo, según afirman los denunciantes, el continuo tráfico rodado genera 
problemas de seguridad viaria y además, como consecuencia de la actividad de esta 
industria, se producen malos olores y suciedad en la vía pública. A raíz de sus 
investigaciones, la Institución detecta que el procedimiento de obtención de licencia de 
actividad clasificada no está concluido, por lo que insta a la Administración local a que 
realice las actas de comprobación que quedan pendientes y establezca las medidas 
correctoras que sean necesarias para evitar las molestias a los vecinos. Asimismo se sugiere 




PRIMERO.- El día 27/05/04 tuvo entrada en esta Institución una queja debida a las molestias 
generadas por una deshidratadora de alfalfa en Tamarite de Litera. 
SEGUNDO.- En la misma el interesado relata que desde hace varios años viene funcionando 
a unos 200 metros del casco urbano de Tamarite y junto a su matadero una deshidratadora de 
alfalfa. Señala que, “Dado las elevadas subvenciones que recibe de la Unión Europea, ésta en 
los últimos 3 años ha aumentado mucho su producción. Hace dos o tres años se produjo un 
incendio y se rehicieron las instalaciones, suponemos que con la autorización municipal. Son 
muchas las molestias que está causando en el municipio (al final le adjunto escrito remitido 
al ayuntamiento)” 
En el escrito remitido al Ayuntamiento de Tamarite se mencionan los problemas que causa 
esta instalación : 
• “Calles llenas de polvo eliminado por la deshidratadora que ensucia calles, terrazas, ropa, 
y causa problemas respiratorios a personas con asma. • Calles sucias con restos de alfalfa, 
grasa y aceite que cae de los remolques y tractores. 
• Ruidos y vibraciones por la noche por culpa de tractores y remolques (debido sobre todo a 
que existen baches y otras irregularidades en las rodaduras del tramo urbano), siendo más 
penoso en los días en que se abren ventanas a causa del calor. 
• Peligro de ser atropellados por tractores que llevan más velocidad de la permitida, así 
como accidentes contra vehículos como los ocurridos en los caminos de nuestro municipio”. 
El escrito al Ayuntamiento concluye indicando “Suponemos que si la industria funciona es 
porque tiene todos los permisos tanto municipales como autonómicos y que se están tomando 
todas las medidas para que se cumpla la normativa vigente para este tipo de industrias”, por 
lo que solicita que se tomen las medidas oportunas para que el descanso nocturno no sea 
perturbado y hacer que la vida en este pueblo sea más saludable y silenciosa. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
08/06/04 un escrito al Ayuntamiento de Tamarite de Litera recabando información acerca de 
la cuestión general planteada en la queja y, en particular, si la deshidratadora en cuestión 
cuenta con licencia municipal, las denuncias vecinales presentadas por este motivo y las 
actuaciones municipales para dar solución a los problemas planteados. 
CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 29/06/04, y en ella se hace constar, 
textualmente, lo siguiente: 
“1. Que, de acuerdo con los datos obrantes en las oficinas municipales y en el archivo 
municipal de Tamarite de Litera referentes a la industria de deshidratado de Forrajes 
denominada Literana de Forrajes que se sitúa en la Partida Vallcarros del término municipal 
de Tamarite de Litera, la situación de la misma es la siguiente: 
i. Que en fecha 3 de Octubre de 1996 (ANEXO I) por acuerdo de la Comisión de Gobierno se 
concede licencia de actividad para 1 planta deshidratadora a favor de Literana de Forrajes 
en el polígono 1, parcela 28 de la Partida Vallcarros de acuerdo con el proyecto presentado 
visado en fecha 25 de Mayo de 1996, redactado por los ingenieros agrónomos, José María 
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Clavería Morant y Juan Antonio Clavería Morant y en el que figura como promotor Manuel 
Llurda Cullerés y en base al informe favorable de la Comisión Provincial de Ordenación 
Territorial de 24 de septiembre de 1996 (ANEXO II) 
ii. Que el punto 2° de dicho acuerdo se especifica literalmente que “con carácter previo al 
inicio de la actividad deberá solicitar y obtener de los servicios técnicos de este 
Ayuntamiento acta de comprobación favorable sobre la misma.” 
iii. Que la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio de Huesca, en sesión celebrada 
el día 26 de noviembre de 1996 acuerda otorgar el interés social de la actuación de industria 
deshidratadora de forrajes en suelo no urbanizable y autorizarla previamente a la concesión 
de la licencia municipal de obras. 
iv. Que en fecha 2 de diciembre de 1996 se le concede licencia de obras (ANEXO III) para la 
construcción de una deshidratadora de alfalfa y otros forrajes a ubicar en suelo no 
urbanizable (Polígono 1, Parcela 28) de la Partida Vallcarros debiendo ajustarse a las 
condiciones del proyecto presentado y relacionado en el punto i).  
v. Una vez finalizadas las obras el técnico municipal visita las instalaciones y en fecha 6 de 
agosto de 1997 redacta acta de comprobación desfavorable debido a que las medidas de 
protección de incendios no se han colocado (ANEXO IV) 
vi. Que en fecha 17 de octubre de 2000 se solicitó licencia de obras para construir un 
almacén de recepción y almacenaje de alfalfa en las parcelas 123 y 128 del Polígono 1 y que 
el Ayuntamiento le comunicó al promotor que dicha construcción no podía llevarse a cabo 
sin la correspondiente licencia de actividad de la ampliación. 
vii. Que en fecha 15 de marzo de 2002 se solicitó una nueva licencia de obras para construir 
una nave de almacenamiento para forrajes en las parcelas 123 y 128 del Polígono 1 y que el 
Ayuntamiento de nuevo comunicó al promotor que dicha construcción no podía llevarse a 
cabo sin la correspondiente licencia de actividad asociada a la ampliación. 
viii. Que a pesar de todos los requerimientos de las correspondientes solicitudes de licencia 
de actividad por parte del Ayuntamiento se han construido varios almacenes y que la 
actividad de la industria se inició a pesar del acta de comprobación desfavorable de fecha 6 
de Agosto de 1997 (ANEXO lV). 
2. En cuanto a las denuncias vecinales le comunicamos que en fecha 30 de mayo de 1997 se 
presentó en las oficinas municipales un escrito firmado por cincuenta y nueve vecinos 
quejándose por los ruidos, malos olores y demás molestias ocasionadas por el desarrollo de 
la actividad de la empresa Literana de Forrajes, ante lo cual el técnico municipal expidió 
acta de comprobación desfavorable de fecha 6 de agosto de 1997 (ANEXO IV) y como 
consecuencia el Ayuntamiento requirió mediante escrito n° de salida 2194 y de fecha 7 de 
agosto de 1997 el cumplimiento de las medidas correctoras 
3. Que en mayo de 2003 se inició el expediente n° 90/2003 incoado a instancia de particular 
y del Servicio Aragonés de Salud en relación a la ubicación y a las molestias producidas por 
la deshidratadora y que como consecuencia el Ayuntamiento exige el cumplimiento de las 
medidas correctoras según escrito n° de salida 1384 y de fecha 2 de mayo de 2003. 
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4. Que en fecha 28 de mayo de 2004 se inició el expediente 164/2004 que todavía está en 
trámite referente a las quejas aisladas de particulares en relación al mal funcionamiento de 
la empresa Literana de Forrajes. 
5. Que el Ayuntamiento está pendiente de la presentación de la documentación requerida y de 
la adopción de las medidas correctoras”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre las licencias de apertura y de obras y el ejercicio de actividades 
clasificadas. 
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón, regula en su artículo 167 las licencias 
de actividad clasificada, señalando que será exigible “... para las actividades molestas, 
insalubres, nocivas o peligrosas, de conformidad con lo dispuesto en la normativa reguladora 
de tales actividades”. Este mismo concepto es recogido en el artículo 194.1.b de la Ley 
7/1999, de 7 de abril, de Administración Local de Aragón, al enumerar las autorizaciones y 
licencias a las que deberá sujetarse el ejercicio de determinadas actividades. 
Tradicionalmente, la regulación de actividades de esta naturaleza ha venido contenida en el 
Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP), que trata 
de encauzar “... el problema de las actividades industriales que siendo necesarias para la 
economía del país pueden producir molestias o suponer un peligro o una perturbación para 
la vida en las ciudades.”  
Este propósito se concreta en su artículo 1 cuando extiende su aplicación a todas las 
actividades que produzcan incomodidades, alteren las condiciones normales de salubridad e 
higiene del medio ambiente, ocasionen daños a la riqueza pública o privada o impliquen 
riesgos graves para las personas o los bienes. El Título II del RAMINP, que continúa siendo 
la normativa vigente en la materia a pesar de su antigüedad, regula el procedimiento para el 
legal ejercicio de las actividades clasificadas, que concluye con la visita de comprobación 
previa al inicio de la actividad (artículo 34). El trámite ha sido recogido por el nuevo 
Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón 
aprobado por Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, lo que indica 
la importancia de esta visita para garantizar el cumplimiento de las condiciones exigidas en la 
licencia, que deberán mantenerse de forma continua, puesto que el comienzo de la actividad 
tras la inicial comprobación y acreditación de su resultado en la correspondiente acta no 
extingue el vínculo entre la Administración y el titular, quedando autorizada aquella para 
inspeccionar en cualquier momento la actividad o instalación autorizada, en virtud de lo 
previsto en el artículo 35 del RAMINP. 
En el caso que nos ocupa, el acta de comprobación levantada el 06/08/97 lo fue en sentido 
desfavorable, con lo cual el expediente no se ha concluido y la actividad está funcionando sin 
licencia, defecto que no se subsana a pesar del tiempo transcurrido. Así lo determina la 
doctrina jurisprudencial que, sistematizada en la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de 
octubre de 2000, establece como cuestiones de principio que la falta de licencia no puede ser 
suplida por el transcurso del tiempo y que el conocimiento de una situación de hecho por la 
Administración Municipal, y hasta la tolerancia que pueda implicar una actitud pasiva, no 
puede ser equivalente al otorgamiento de la correspondiente autorización municipal 
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legalizadora de la actividad ejercida, sin que tampoco el abono de tasas de apertura implique 
el otorgamiento de la licencia. 
La estrecha vinculación entre el ejercicio de actividades y la necesidad de realizar 
determinadas obras para su correcto desarrollo (como en el presente caso son las naves para 
almacenamiento del alfalfa que se ha de tratar en la deshidratadora) hace que el interesado 
haya de obtener, con carácter previo a su actuación en uno u otro sentido, al menos dos 
licencias que le faculten para ello: licencia urbanística para las obras y licencia de actividad 
para el ejercicio de la misma. Con el fin de simplificar el procedimiento, la Ley Urbanística 
de Aragón ha instituido en su artículo 171 la resolución única, al señalar que los supuestos 
requeridos de licencia de actividad clasificada o de apertura y, además, de licencia 
urbanística, serán objeto de una sola resolución, sin perjuicio de la formación y tramitación 
simultánea de piezas separadas para cada intervención administrativa. 
Dicho precepto impone una resolución previa de la licencia de actividad, y si procediera su 
otorgamiento, el órgano municipal competente pasará a resolver sobre la licencia urbanística, 
notificándose lo pertinente en forma unitaria al interesado. 
El Ayuntamiento de Tamarite ha actuado correctamente al supeditar la licencia de obras para 
el almacén de recepción y almacenaje de alfalfa, requiriendo la previa licencia de actividad 
asociada a la ampliación. No obstante, las obras se han realizado a pesar de la falta de 
licencia, lo que constituye una infracción urbanística. 
Nos encontramos en el presente caso ante una actividad que está funcionando 
incorrectamente, pues aunque se haya adoptado el correspondiente acuerdo municipal 
concediendo la licencia no se ha cerrado el expediente con un acta de comprobación 
favorable, que es el documento que habilita el inicio de la actividad. Para la resolución del 
problema existente ha de tenerse en cuenta la eficacia moduladora del principio de 
proporcionalidad, presente en los artículos 5 del RAMINP y 6 Reglamento de Servicios de las 
Corporaciones Locales para, teniendo en cuenta la importancia del establecimiento, su 
actividad y cuantas circunstancias deban considerarse, pero sin mengua de las exigencias de 
comodidad, salubridad y seguridad de los vecinos, se inste al titular la necesidad de culminar 
la legalización de la misma mediante el acta de comprobación favorable y el establecimiento 
de las medidas correctoras que eliminen o reduzcan al mínimo sus efectos perjudiciales. 
Asimismo, deberá regularizarse la situación de las naves construidas con posterioridad y que 
el Ayuntamiento no autorizó hasta tanto no se obtuviese la licencia de actividad a la que iban 
destinadas, dada la improcedencia de que se mantengan en la actual situación, con riesgo 
incluso de prescripción de las posibles acciones que pudiera emprender la Administración 
local para restaurar el orden urbanístico infringido. 
La facultad de intervención que el Reglamento de Actividades de 1961 otorga a la autoridad 
municipal se concreta en el artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón en la 
figura del Alcalde, a quien esta norma atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los 
acuerdos del Ayuntamiento, entre los que se encuentran los relativos a la concesión de 
licencias urbanísticas y para el ejercicio de actividades, debiéndose recordar que la falta de 
actuación municipal o actuación insuficiente ante la recepción de denuncias vecinales por 
problemas generados por actividades sometidas al RAMINP ha sido calificada por la 
Jurisprudencia como una dejación de las funciones de policía ambiental que trae como 
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consecuencia para el Ayuntamiento demandado el deber de indemnizar a los particulares por 
los daños ocasionados. 
Segunda.- Necesidad de zonificación de usos potencialmente molestos 
La industria cuyo funcionamiento es objeto de queja, consistente en la deshidratación de 
alfalfa para su posterior comercialización, es una actividad estrechamente vinculada con el 
medio agrario en el que está enclavada y aprovecha un producto, la alfalfa, cultivado en el 
entorno y que supone una buena opción para el sector agropecuario de la comarca, al 
posibilitar el cultivo de esta planta forrajera, que además de ser beneficioso para el suelo 
permite obtener un rendimiento económico a los agricultores, y poner a disposición de los 
ganaderos el producto elaborado en un entorno inmediato, lo que al eliminar gastos de 
transporte abarata el coste final. 
La implantación de industrias agroalimentarias repercute de manera muy beneficiosa en las 
zonas en las que se enclavan, por la sinergia que se crea entre la producción de materias 
primas y el aprovechamiento del valor añadido del producto final. En este sentido, la Ley 
7/1998, de 16 de julio, por la que se aprueban las Directrices Generales de Ordenación 
Territorial para Aragón establece (Dir. 85) que el modelo territorial del futuro en los aspectos 
relacionados con las actividades productivas facilitará la especialización y diferenciación de 
las producciones agrarias, la elevación del nivel de competitividad y la creación de servicios 
especializados para las empresas, para lo cual tendrá en cuenta, entre otras coordenadas, la 
potenciación de la industria agroalimentaria. Así, (Dir. 157) la ordenación territorial vinculada 
al fomento de la actividad económica debe basarse en el aprovechamiento del potencial 
endógeno, dirigiendo su objetivo hacia la explotación racional de sus recursos 
agroindustriales, turísticos o industriales, y el mantenimiento de la población a través de la 
creación de puestos de trabajo. 
Pero la opción favorecedora de la implantación de industrias agroalimentarias en el medio 
rural debe sujetarse a unos criterios urbanísticos y de ordenación del territorio. Esta idea está 
contenida en la Directriz 91 cuando señala que las políticas del suelo propiciarán una 
adecuada gestión del mismo, utilizando todos los instrumentos que permite la normativa 
urbanística, con objeto de lograr una planificación urbana de calidad, debiendo facilitar la 
idónea localización de las actividades productivas. 
La política de suelo de un municipio se concreta en el Plan General de Ordenación Urbana, 
instrumento que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 32 y siguientes de la Ley 
5/1999, Urbanística de Aragón, clasifica el suelo con sus categorías y calificación urbanística 
y asigna y pondera los usos, intensidades y tipologías edificatorias de las diferentes zonas. 
Desarrollando los correspondientes preceptos legales, el Reglamento de desarrollo parcial de 
la Ley Urbanística señala en su artículo 41 que “El Plan General adoptará un modelo 
respecto de la ciudad y el territorio, que habrá de establecer los elementos determinantes de 
la estructura general y orgánica de los mismos, incluyendo objetivos, directrices y estrategias 
de desarrollo y, en particular, definiendo: a) La asignación a las diferentes zonas de los 
correspondientes usos globales cuya implantación se prevea y la intensidad de los mismos. ... 
c) Las necesidades de protección y mejora de la salud y la calidad de vida y, en 
consecuencia, las limitaciones y prohibiciones que resulten procedentes”.  
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La regulación de los usos, intensidades y limitaciones debe hacerse a priori, de forma que en 
las zonas industriales estén establecidos de antemano los parámetros de emisión de ruidos, 
humos, o cualquier otra molestia, de forma que sea conocida con carácter general tanto por los 
ciudadanos, que habrán podido saber de la misma en el trámite de aprobación del 
planeamiento e intervenir en su modificación, como de los empresarios que deseen instalarse, 
que sabrán de antemano las condiciones a las que debe sujetarse su actividad. Por ello, el 
desarrollo de determinadas actividades es desaconsejable que se realice en estas zonas 
periurbanas, dadas las molestias que su normal ejercicio puede causar, lo que perjudica tanto a 
los vecinos, que ven menoscabada su calidad de vida por las molestias derivadas de la 
industria, como a los empresarios, que se ven obligados a adoptar medidas correctoras 
suplementarias de las que serían precisas si estuviesen ubicados en áreas más alejadas de los 
núcleos. 
Estas advertencias son útiles para a futuras implantaciones industriales o modificaciones del 
planeamiento, encareciéndose la necesidad de estudiar previamente las afecciones que pueden 
generarse de forma que se evite la situación denunciada en la queja. De cara al actual 
problema, sería conveniente estudiar rutas alternativas para el elevado volumen de tráfico de 
vehículos agrícolas de gran tamaño que pasan por las calles del pueblo, dado que una buena 
parte de las molestias vienen generadas por este tránsito. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Tamarite de Litera las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que, con carácter general, instruya los expedientes de actividades clasificadas 
como molestas, insalubres, nocivas o peligrosas hasta su último trámite, que concluye con el 
levantamiento del acta de comprobación y la autorización para el inicio de las mismas cuando 
esta sea positiva. 
Segunda.- Que en el acta de comprobación pendiente de realizar a la deshidratadora de alfalfa 
establezca las medidas correctoras para evitar los actuales problemas de emisión de ruido y 
polvo que afectan a vecinos de ese municipio. 
Tercera.- Que proceda a la legalización de las naves auxiliares construidas sin licencia 
municipal, imponiendo igualmente a la actividad las medidas correctoras que precise su 
correcto ejercicio sin causar molestias a otras personas. 
Cuarta.- Que estudie rutas alternativas para el transporte del alfalfa hasta la planta, de forma 
que se evite en lo posible el tránsito de vehículos agrícolas por el núcleo urbano. 
Que, en el futuro, en ejercicio de la potestad de planeamiento que la Ley le confiere, estudie 
los inconvenientes que puede generar la calificación del suelo para un determinado uso antes 
de que se inicie y haya personas que resulten perjudicadas por la realización de determinadas 
actividades que allí se implanten. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
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11 de Octubre de 2004 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
3.1.3 2 de noviembre de 2004. Ayuntamiento de Zaragoza. Actividades molestas. Exceso de 
clubes en calle Burgos y adyacentes. Limitación del ejercicio de actividades cuando 
su acumulación cause problemas. Resolución de problemas de seguridad pública. 
Declaración de zona saturada. 
Los vecinos de las calles Burgos y adyacentes denuncian la proliferación de establecimientos 
de alterne y comercios de alimentación en los que se reúnen personas hasta altas horas de la 
madrugada, generando problemas de convivencia acrecentados además por el consumo de 
alcohol y el tráfico de drogas. La información proporcionada por el Ayuntamiento de 
Zaragoza a la Institución acredita una diligente actuación por parte de la Administración 
local, la cual ha instruido numerosos procedimientos sancionadores y ha clausurado hasta 3 
locales. Se concluye recomendando en esta sugerencia que se estudie la posibilidad de 
declarar la zona afectada como “zona saturada” de manera que se impida la proliferación 
de nuevos establecimientos de este tipo. 
I.- ANTECEDENTES 
 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la posibilidad de limitar actividades cuando su acumulación sea 
problemática. 
Dado el elevado número de quejas que se reciben en esta Institución a causa de las molestias 
producidas por establecimientos de hostelería en la ciudad de Zaragoza, en numerosas 
ocasiones nos hemos dirigido al Ayuntamiento exponiendo los diversos aspectos sobre los 
que incide un problema de tan ardua solución, que debe ser atendido preferentemente ya que 
afecta a derechos fundamentales reconocidos en la Constitución. Por ello, no es preciso 
reiterar argumentos expuestos con anterioridad y sobradamente conocidos por su destinatario. 
Asimismo, se ha estudiado el inconveniente que supone la acumulación de locales de ocio en 
determinadas áreas de la ciudad, conocidas comúnmente como “zonas de marcha”, pues 
atraen a grandes multitudes de personas que, aún respetando de forma individual tanto los 
establecimiento como las personas los límites establecidos en la Ordenanza municipal (lo que 
en la mayoría de ocasiones no se hace), su coincidencia genera un ruido a todas luces 
insoportable en horario nocturno por los vecinos que allí residen. Estos inconvenientes son 
precisamente los que pretende evitar el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas cuando en su artículo 30.2.c señala la conveniencia de que el informe de 
la Corporación municipal donde se pretenda iniciar alguna actividad clasificada acredite “si 
en la misma zona, o en sus proximidades, existen ya otras actividades análogas que puedan 
producir efectos aditivos”. 
En el caso que nos ocupa, la información facilitada por el Ayuntamiento acredita que su 
actuación ha sido diligente y ha llevado a cabo una labor de vigilancia y control que ha 
desembocado en el elevado número de inspecciones y denuncias que se acredita en sus 
informes. Es preciso incidir en la necesidad de prestar la mayor atención a este problema, ya 
que genera consecuencias muy negativas para las personas que lo padecen y enturbia el clima 
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de cordialidad y sosiego que debe regir la convivencia ciudadana, y que una actuación en 
principio correcta no enerva el derecho ciudadano a solicitar mayores medidas en garantía 
de la tranquilidad que debe disfrutar en su domicilio. 
No obstante, apreciado el creciente número de establecimientos instalados en las calles objeto 
de queja, tal vez podría estudiarse la posibilidad de declararla zona saturada, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 45 de la Ordenanza Municipal para la protección contra ruidos y 
vibraciones, de forma que los problemas denunciados en la queja no se acrecentasen, dado 
que entre los efectos derivados de la declaración de zona saturada está la prohibición de 
otorgamiento de nuevas licencias de apertura o funcionamiento de determinadas actividades 
en evitación de molestias derivadas del ejercicio de las mismas o la inadmisión de nuevas 
solicitudes de licencia, debiéndose proceder a la legalización de las actividades cuyas 
características lo admitan o a la clausura de las que no puedan cumplir las exigencias que les 
son aplicables. 
Segunda.- Sobre los problemas de seguridad pública 
“La garantía de la seguridad en lugares públicos, así como garantizar la tranquilidad y 
sosiego en el desarrollo de la convivencia ciudadana” es el primero de los ámbitos de acción 
pública en que los municipios podrán prestar servicios y ejercer competencias, a tenor de lo 
dispuesto en el artículo 42.2.a de la Ley de Administración Local de Aragón; esta 
competencia es asignada por su artículo 44.a todos los municipios, independientemente de su 
nivel poblacional. En consecuencia, desde las Corporaciones Locales deberán instrumentarse 
los medios necesarios para, por si mismas o con la colaboración que puedan recabar de otras 
administraciones públicas, garantizar adecuadamente la tranquilidad y pacífica convivencia en 
los lugares de ocio y esparcimiento colectivo. 
La Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, 
señala en su exposición de motivos que la protección de la seguridad ciudadana y el ejercicio 
de las libertades públicas constituyen un binomio inseparable, y ambos conceptos son 
requisitos básicos de la convivencia en una sociedad democrática, informando a continuación 
que la Constitución establece una atribución genérica de competencia al Estado en materia de 
seguridad pública (art. 149,1 29ª) y, específicamente, atribuye a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, la tarea de proteger el libre ejercicio de los 
derechos y libertades y de garantizar la seguridad ciudadana (art. 104,1), afectando en su 
regulación al ejercicio de algunos derechos fundamentales.  
Así, su artículo 1 dispone que corresponde al Gobierno, a través de las autoridades y de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a sus órdenes, proteger el libre ejercicio de los derechos y 
libertades, garantizar la seguridad ciudadana, crear y mantener las condiciones adecuadas a tal 
efecto y remover los obstáculos que lo impidan, sin perjuicio de las facultades y deberes de 
otros poderes públicos. Junto a las competencias asignadas a los órganos gubernativos, las 
autoridades locales ejercen las facultades que les encomiendan la Ley Orgánica de Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y la legislación de Régimen Local, Espectáculos Públicos y 
Actividades Recreativas, así como de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. 
Con el fin de hacer vigentes los derechos constitucionales protegidos por esta Ley Orgánica, 
los órganos dependientes del Ministerio del Interior podrán intervenir para asegurar la 
consecución de las finalidades previstas en la misma en las materias sujetas a potestades 
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administrativas de policía especial que no tengan atribuidas expresamente, como resulta ser 
parcialmente el presente caso. Para ello, deberán prestar a través de sus agentes el auxilio 
ejecutivo necesario a cualesquiera otras autoridades públicas que lo requieran para asegurar el 
cumplimiento de las leyes, sin perjuicio del ejercicio de sus propias competencias en las 
materias que les atribuyen las leyes (tráfico y seguridad vial, prevención y control de la venta 
y consumo de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas, etc.), muchas de 
ellas tipificadas como infracciones de carácter grave en el artículo 23 de la Ley Orgánica 
sobre Protección de la Seguridad Ciudadana. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Para que estudie la posibilidad de declarar “zona saturada” el área definida en la 
queja, de forma que se evite una mayor proliferación de establecimientos de ocio cuya 
acumulación genere perjuicios a los residentes en la misma. 
Segunda.- Para que, en la medida de lo posible, promueva la mayor colaboración con los 
órganos dependientes del Ministerio del Interior a fin de evitar los problemas de seguridad 
pública denunciados en la queja. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
2 de Noviembre de 2004 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
3.1.4 20 de diciembre de 2004. Ayuntamiento de Huesca. Problemas de ruidos por 
actividades domésticas. Competencia municipal para su control. 
La presente sugerencia viene motivada por una denuncia interpuesta por un particular de 
Huesca, el cual, según afirma en su escrito de queja, viene sufriendo los ruidos que produce 
su vecino de arriba a altas horas de la madrugada de forma aleatoria y con la simple 
intención de molestar. En investigación de esta queja, la Institución solicitó información al 
Ayuntamiento de Huesca, el cual respondió que de acuerdo con la Ordenanza municipal 
reguladora de ruidos vigente quedaban excluidos de su ámbito sancionador los ruidos 
procedentes de viviendas que se hallasen sometidas al régimen general de propiedad 
horizontal. Frente a lo anterior, afirma el Justicia que de acuerdo con la Ley 37/2003, de 17 
de noviembre, del Ruido, en tanto en cuanto los ruidos denunciados se reputarían 
intolerables, resulta obligación del Ayuntamiento vigilar y en su caso sancionar su 
producción. La Institución concluye recomendado que se revise la vigente Ordenanza 
municipal sobre Ruidos y que, asimismo, se practiquen las mediciones de ruidos solicitadas 




PRIMERO.- El día 21/06/04 tuvo entrada en esta Institución una queja debida a molestias de 
ruido padecidas por una familia en su domicilio de Huesca. 
SEGUNDO.- En la misma se hace alusión al problema que sufre la vecina de esa ciudad 
M.C.T.L. en su domicilio de Avda. Ramón y Cajal nº 25, a causa de ruidos molestos y mal 
intencionados que hace el propietario del piso superior, L.D.B. 
En el escrito que dicha ciudadana remitió al Ayuntamiento el 18 de junio pasado se detalla la 
situación que padece, de difícil solución, dado que los ruidos no tienen continuidad, lo que 
dificulta la intervención de la Policía Local mediante una medición de ruidos. Dado que dicha 
queja fue remitida al Ayuntamiento de Huesca de forma simultánea a nuestra Institución, no 
se inició en aquel momento ningún expediente, en espera de la respuesta municipal, y así se le 
comunicó a la interesada. 
Sin embargo, con fecha 08/10/04 se ha dirigido de nuevo al Justicia manifestando que por 
parte del Ayuntamiento no se ha realizado ninguna actuación al respecto ni le han 
comunicado nada, pero que el problema se sigue manteniendo. Al problema de los ruidos 
malintencionados a altas horas de la noche los fines de semana se unen las amenazas 
proferidas, en mal tono y con el sarcasmo de asegurar que la Policía no haría nada, pues haría 
valer sus influencias ante determinadas autoridades y sus acciones, consistentes en dar golpes 
en el suelo, portazos, arrojar objetos o mover muebles, quedarían impunes. Incluso, tras la 
primera llamada hecha a la Policía Local han vuelto en ocasiones con la única finalidad de 
molestar, pues acuden por la noche, hacen los ruidos que saben que molestan y crispan a los 
vecinos de abajo y se marchan. El escrito finaliza señalando “los fines de semana vienen el Sr. 
D. y su pareja, a cualquier hora de la noche, igual son las 12 hasta las 3 de la madrugada o 
vienen a las 3 hasta las 6 de la mañana, el rato que están en mi casa no duerme nadie, pues 
hacen todo tipo de ruidos, corren camas, portazos, tiran objetos al suelo (indudablemente lo 
hacen sabiendo que nos están molestando); hemos optado por no decir nada y aguantar pues 
si no es peor y aun se ríen. El fin de semana anterior vinieron el viernes, solo estuvieron 10 
minutos, pero corrieron muebles, tiraron un objeto al aire y lo dejaron caer al suelo 4 veces, 
y después se fueron; el sábado, entraron, corrieron una silla y un mueble y se fueron; este 
último sábado estuvieron de 1 a 2, por supuesto en mi casa no se pudo dormir. 
Si el Ayuntamiento ha hecho alguna gestión, no lo sé, las cosas así están. La verdad es que 
temo llegar al fin de semana, pues nunca se sabe a qué hora van a venir, puede creerme que 
la noche del viernes y la del sábado, aunque no los haya oído llegar, no puedo irme a la 
cama pensando que me van despertar sobresaltada con los ruidos, y si me acuesto, me 
levanto sin haber podido dormir, con un dolor de cabeza tremendo. Y lo peor de todo es que 
si llamo a la policía será peor, además tal como actúa este señor, no lo cogerán haciendo 
ruido nunca”. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando el 
expediente al Asesor D. Jesús Olite para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
28/10/04 un escrito al Ayuntamiento de Huesca recabando información sobre la cuestión 
expuesta en la queja y las actuaciones que han llevado a efecto para solucionar el problema, 
urgiendo una actuación proporcionada para dar fin a la situación descrita, dada su gravedad 
pues se producen incluso amenazas. 
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CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 01/12/04, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente:  
Primero.- La Ordenanza municipal reguladora de la Emisión de Ruidos y Vibraciones 
dispone en su artículo 2.3.b) que “se excluyen de las prescripciones de la ordenanza las 
molestias entre viviendas que encuentren su regulación jurídica en la Ley de Propiedad 
Horizontal. En estos casos la Administración municipal podrá aportar las pruebas y 
mediciones a los interesados”. En aplicación de ese precepto la Policía Local acude a todas 
las llamadas que recibe denunciando ruidos procedentes de viviendas para realizar la 
oportuna medición y emite un certificado del informe que se entrega gratuitamente al 
denunciante para que sirva de prueba de las molestias ante la Comunidad de vecinos y, en su 
caso, ante los Juzgados, de conformidad con lo previsto en la Ley de Propiedad Horizontal. 
Segundo.- Las amenazas descritas en la denuncia se entiende desde esta Administración que 
deben de denunciarse ante la Jurisdicción Penal, no teniendo competencias este 
Ayuntamiento para penalizar las mismas. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la competencia municipal en materia de ruidos en los domicilios. 
Los problemas de ruido han sido abordados tradicionalmente por los Ayuntamientos a través 
de las ordenanzas municipales de medio ambiente, en ejercicio de la potestad reglamentaria 
de la Administración Local. La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, asigna a las 
Corporaciones Locales, en su artículo 42, responsabilidad en relación al obligado 
cumplimiento de las normas y planes sanitarios para el control de ruidos y vibraciones, y la 
normativa básica de Régimen Local desde siempre les ha atribuido potestad sancionadora 
para castigar el incumplimiento de sus ordenanzas. Su fundamento radica en el artículo 25 de 
la Constitución y en el Título IX de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, al permitir que los 
reglamentos administrativos completen el sistema legal de infracciones y sanciones de forma 
subordinada a la Ley. Partiendo de la atribución de competencia que el art. 25.f) de la Ley de 
Bases del Régimen Local hace a favor de la Administración local para “la protección del 
medio ambiente”, podrá tipificar mediante ordenanzas la adopción de medidas y la imposición 
de multas. Así, nos encontramos con numerosas ordenanzas reguladoras de aspectos 
medioambientales como la contaminación de las aguas, el uso de zonas verdes, la polución 
atmosférica y, por supuesto, la protección contra ruidos y vibraciones. Con esta finalidad, el 
Pleno del Ayuntamiento de Huesca, en sesión de 26/04/01, aprobó una Ordenanza Municipal 
de Emisión y Recepción de Ruidos y Vibraciones, que ha sido modificada posteriormente con 
fechas 29/04/02 y 06/03/03. Su articulado aborda las condiciones exigibles a la edificación, 
las actividades relacionadas con usos productivos, terciarios y equipamientos, los vehículos a 
motor y los ruidos procedentes del ocio y espectáculos. Sin embargo, como indica el informe 
del Ayuntamiento, el artículo 2 excluye de sus prescripciones las molestias entre viviendas, 
remitiéndose en este supuesto a la regulación jurídica contenida en la Ley de Propiedad 
Horizontal.  
La exclusión del ruido procedente de las actividades domésticas y de los vecinos está recogida 
en la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, 
sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, cuyo objeto es sentar unas bases que permitan 
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elaborar medidas comunitarias para reducir los ruidos emitidos por las principales fuentes, en 
particular vehículos e infraestructuras de ferrocarril y carretera, aeronaves, equipamiento 
industrial y de uso al aire libre y máquinas móviles. Dada la atención preferente a estos focos 
de ruido a gran escala, que se deben combatir con medidas proporcionadas y para cuyo 
conocimiento y planificación se establecen los mapas de ruido, parece lógico que se excluyan 
de su ámbito de aplicación los problemas de ruido que no pueden ser corregidos con estos 
instrumentos. 
En el mismo sentido, la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, mediante la que se 
traspone la anterior Directiva al derecho español, presenta los mapas de ruido como la 
principal herramienta para luchar contra la contaminación acústica, pues permitirán disponer 
de información uniforme para hacer predicciones y adoptar planes de acción en relación con 
aquélla. Al igual que hizo la Directiva, la Ley excluye de su ámbito de aplicación las 
actividades domésticas o los comportamientos de los vecinos, pero siempre que esta 
contaminación acústica “se mantenga dentro de límites tolerables de conformidad con las 
ordenanzas municipales y los usos locales”, pues cuando, a pesar de tratarse de fuentes de 
esta naturaleza, la superación de determinados valores límite haya producido un daño o 
deterioro al medio ambiente o haya puesto en peligro la seguridad o la salud de las personas, 
constituye una infracción tipificada en la Ley. 
Pero junto a los ruidos generados por las grandes infraestructuras y ejes de comunicación nos 
encontramos con otros que se pueden considerar “de pequeña escala”, que son los domésticos 
o de relación vecinal, y que podrían clasificarse, a los efectos de la Ley del Ruido, en tres 
categorías: 
I. Ruidos que se consideran tolerables según la costumbre de la localidad; en principio no 
precisan regulación, pues el artículo 28.5.b señala que las ordenanzas podrán tipificar 
infracciones en relación con el ruido procedente de actividades domésticas o de los vecinos 
cuando excedan de los límites tolerables de conformidad con los usos sociales. 
II. Ruidos que, excediendo del límite indicado en el párrafo anterior, no suponen daño o 
deterioro al medio ambiente ni ponen en peligro la seguridad o la salud de las personas. Nos 
encontramos aquí con el ámbito de intervención de las ordenanzas locales, que en esta franja 
podrán tipificar infracciones y sanciones en relación con las conductas y límites acústicos que 
se determinen. 
III. Ruidos que suponen daño o deterioro al medio ambiente o ponen en peligro la seguridad o 
la salud de las personas. Se trata de infracciones tipificadas en el artículo 28 de la Ley y que, 
de acuerdo con la potestad que les confiere el artículo 30, pueden ser sancionadas por los 
Ayuntamientos. 
En consecuencia, la regulación de las conductas que constituyen el principal objeto de la 
intervención municipal en materia de ruidos domésticos o vecinales no debe considerarse 
como meramente potestativa, pues aunque el artículo 28.5 de la Ley del Ruido señala que 
“Las ordenanzas locales podrán tipificar ….”, el artículo 2.2.a de la misma presupone la 
existencia de estas normas al excluir de su propio ámbito de actuación determinadas 
actividades y remitirlas a las ordenanzas municipales. Dada la competencia general de los 
municipios para prestar “cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades 
y aspiraciones de la comunidad vecinal” (art. 42 de la Ley de Administración Local de 
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Aragón) y la que, junto a las específicas asignadas por la normativa de Régimen Local, les 
otorga la Ley General de Sanidad en orden al control de ruidos y vibraciones, parece 
razonable que el problema de ruidos y vibraciones procedentes de actividades domésticas y 
relaciones vecinales sea abordado en las ordenanzas municipales, pues en caso contrario 
podría darse la paradoja que el Ayuntamiento sancionase las infracciones graves y muy graves 
tipificadas en el artículo 28 de la Ley del Ruido y en cambio no se ocupase de un problema 
que, como Administración más cercana al ciudadano, está en mejor situación para resolver, 
máxime si tenemos en cuenta la indefensión en que queda el ciudadano si no obtiene su 
amparo, puesto que ninguna otra Administración tiene competencia legal para intervenir en 
estos supuestos. 
Por ello, si bien es encomiable la previsión contenida en la Ordenanza de Huesca de que la 
Administración municipal podrá aportar las pruebas y mediciones a los interesados en caso de 
producirse molestias de ruidos entre viviendas, tras la publicación de la Ley del Ruido resulta 
conveniente actualizarla y adaptarla a la misma regulando las medidas oportunas para dar 
cumplimiento a su objetivo de “prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica, para 
evitar y reducir los daños que de ésta pueden derivarse para la salud humana, los bienes o el 
medio ambiente” en las materias en que la propia Ley remite a la ordenanza local: el ruido 
procedente de usuarios de la vía pública en determinadas circunstancias y el ruido producido 
por las actividades domésticas o los vecinos, cuando exceda de los límites tolerables de 
conformidad con los usos locales, actualmente excluida por el artículo 2.3 de la vigente 
Ordenanza. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Huesca las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que efectúe en el domicilio de Avda. Ramón y Cajal nº 25, de Huesca las 
mediciones de ruido precisas para determinar la existencia de las molestias denunciadas y 
adopte las medidas precisas para resolver el problema, o, de acuerdo con la vigente 
Ordenanza, facilite a los afectados dichas mediciones para que puedan servirles de prueba en 
su defensa ante las autoridades competentes. 
Segunda.- Que estudie la conveniencia de modificar la Ordenanza reguladora de la emisión y 
recepción de ruidos y vibraciones para que regule los problemas de ruido en la vía pública y 
de actividades domésticas y vecinales, tal como establece el artículo 28.5 de la Ley del Ruido.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
20 de Diciembre de 2004 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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3.2 Actividades clasificadas o peligrosas  
3.2.1 15 de enero de 2004. Ayuntamiento de Zaragoza. Caseta de instalaciones eléctricas. 
Riesgos derivados de las radiaciones eléctricas. Construcción de la caseta sobre 
espacio libre. Necesidad de licencia de obras. Establecimiento de condicionantes en 
determinados casos. 
La presente sugerencia trae causa de la queja formulada por un ciudadano debido a la 
construcción de una caseta transformadora adosada a su vivienda. Afirma el particular que, 
debido al funcionamiento de esta instalación, los habitantes de la vivienda sufren algún tipo 
de enfermedad. La Institución, tras estudiar el expediente concluye, de acuerdo con los 
estudios técnicos y recomendaciones europeas, que no hay pruebas que permitan afirmar de 
manera concluyente que exista una afección de la salud humana debido a la exposición de 
campos electromagnéticos de baja intensidad. Sin embargo, afirma el Justicia que esta caseta 
transformadora fue instalada en zona clasificada por el PGOU de Zaragoza como “Espacio 
libre privado”, por lo que la instalación de esta caseta resultaba incompatible con el 
planeamiento, aunque en su día fuera autorizada por una orden de ejecución del 
Ayuntamiento. Con base en lo anterior, se termina sugiriendo que se adopten las medidas 
oportunas para ubicar a esta estación de transformación dentro del planeamiento y en lo 
sucesivo se someta licencia todo acto de uso del suelo. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 19/03/03 tuvo entrada en esta Institución una queja en la que un 
ciudadano denuncia los problemas que le produce un transformador eléctrico colindante a su 
vivienda. 
SEGUNDO.- En la misma el interesado relata que, adosada a la vivienda sita en C/ Madre 
Martina, casa 24 (última del grupo, lindando con la calle Calera) del barrio de Villamayor, 
hay instalada una caseta transformadora de la empresa Eléctricas Reunidas de Zaragoza que 
puede estar originando problemas de salud a la familia que allí reside. 
Expone la queja que los cuatro miembros que la constituyen padecen últimamente alguna 
dolencia (alteraciones del sueño dos de ellos, hipotiroidismo otra e hiperactividad y 
problemas de relajación el cuarto), y que comentando esta coincidencia con otras personas se 
les indicó la posibilidad de que pudiese estar relacionada con algún tipo de campo magnético 
que emane del transformador eléctrico. Con el fin de comprobar este extremo encargó una 
medición particular que demostró que en la proximidad de las paredes de las habitaciones 
contiguas al transformador existía un campo magnético muy superior a lo que podría 
permitirse sin riesgo para la salud. 
Se hace alusión en el escrito de queja a las alteraciones biológicas que provocan los campos 
magnéticos, pudiendo generar tensión nerviosa, depresiones, alergias, trastornos cardiacos, 
renales, gastrointestinales, desarrollo de cáncer y afección a otras funciones orgánicas, lo que 
ha motivado que en otros países europeos se haya legislado al respecto y que exista una 
recomendación del Parlamento Europeo para que se limite la exposición de las personas a 
estos campos, decretando distancias mínimas de seguridad. 
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Asimismo, cuestiona la legalidad del emplazamiento de la caseta en el sitio actual, puesto que 
no se encuentra registrada esta linde como tal en su escritura pública, ni en ningún momento 
se le ha pedido autorización para ocupar el terreno o pared donde se ubica. 
Concluye la queja solicitando la mediación de esta Institución para obtener solución al 
problema, puesto que se ha dirigido a diversas instancias administrativas (Consejerías de 
Industria y Energía, Medio Ambiente y Salud, y a diversos Servicios del Ayuntamiento de 
Zaragoza), así como a la empresa Endesa sin lograr una respuesta coherente y completa en 
ninguna de ellas. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando el 
expediente al Asesor D. Jesús Olite para su tramitación. Para la mejor comprensión del asunto 
es conveniente explicar que la caseta en cuestión es un centro de transformación de tipo 
interior; su construcción, que tiene por objeto atender la demanda eléctrica en la zona, deriva 
de un convenio de la empresa Eléctricas Reunidas de Zaragoza S.A. con el Ayuntamiento de 
Zaragoza para la conversión a subterránea de la red aérea de media tensión existente en las 
calles Madre Martina y Calera del Barrio de Villamayor con el fin de posibilitar la ejecución 
de las obras de un centro de educación infantil a realizar por la Diputación General de Aragón 
en el lugar de referencia. Las características de la instalación autorizada son las siguientes: 
potencia, 630 kVA; tensiones, 15-0, 380- 0, 220 kV; tipo, interior en recinto de obra de 
fábrica, con tres celdas metálicas y el correspondiente aparellaje eléctrico; acometida 
subterránea mediante línea eléctrica trifásica, simple circuito, a 15 kV y 25 metros de 
longitud, que arranca de la línea aérea Malpica-Peñaflor y está formada por conductores 3x 1 
x 95 mm2Al, 12- 20 kV, en zanja. 
En orden al completo conocimiento de la situación se procedió, como es habitual, a solicitar 
información a los órganos administrativos competentes, enviando con fecha 09/04/03 sendas 
peticiones de información a los Consejeros de Salud y de Industria del Gobierno de Aragón y 
al Ayuntamiento de Zaragoza. Al Consejero de Salud, Consumo y Servicios Sociales se le 
preguntó sobre las consecuencias negativas para la salud que, de acuerdo con los estudios 
científicos con los que cuente el Departamento, puede tener la exposición de las personas a 
campos magnéticos; al de Industria, Comercio y Desarrollo, acerca de las autorizaciones 
concedidas por el Departamento a la empresa de distribución eléctrica para la instalación de la 
caseta transformadora en el lugar indicado, así como los criterios que se siguen para el 
otorgamiento de las mismas en zonas residenciales y cercanas a un centro escolar; por último, 
la información requerida al Ayuntamiento de Zaragoza versaba sobre las autorizaciones y 
licencias municipales para el ejercicio de la actividad y la ocupación del dominio público, en 
su caso, con la que cuenta la empresa de distribución eléctrica en relación con la caseta 
transformadora en el lugar indicado, solicitando copia de los expedientes instruidos. 
CUARTO.- La respuesta del Departamento de Industria se recibió 18/06/03, y en ella se 
acredita el cumplimiento de la normativa sectorial de su competencia. Consta la petición 
efectuada al Servicio Provincial de Industria acompañada del correspondiente proyecto 
técnico, el sometimiento a exposición pública mediante anuncio publicado en el B.O.P. de 
11/12/90, petición de informe al Ayuntamiento, que se emitió el día 11/02/91, autorización 
administrativa y aprobación del proyecto de ejecución por resolución del Servicio Provincial 
de Industria de fecha 04/02/92, publicada en el B.O.P. de 06/04/92, y acta de comprobación y 
autorización de puesta en marcha realizada por técnicos del mismo Servicio el día 30/09/92. 
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En una nota comunicada al ciudadano que ahora presenta la queja, que solicitó la revisión del 
centro de transformación de referencia, se le informa que “A la citada instalación le es de 
aplicación las normas y prescripciones técnicas del Reglamento sobre condiciones técnicas y 
garantías de Seguridad en Centrales Eléctricas, Subestaciones y Centros de Transformación, 
aprobado por el Real Decreto 3275/1982, de 12 de noviembre, del Ministerio de Industria, y 
sus Instrucciones Técnicas Complementarias. Que efectuada revisión del citado Centro de 
Transformación, por parte de personal técnico de este Servicio Provincial, se constata que la 
instalación cumple los requisitos técnicos y de seguridad del mencionado Reglamento”, 
añadiendo en un escrito posterior dirigido al mismo interesado en contestación a una 
reclamación por daños a la salud derivados de las radiaciones electromagnéticas del 
transformador en cuestión que el Departamento de Industria “… carece de competencias en 
materia de protección frente a los campos electromagnéticos producidos por corrientes 
eléctricas de frecuencia industrial (50 Hz), puesto que no existe reglamentación nacional ni 
de nuestra Comunidad Autónoma al respecto, que habilite una intervención administrativa en 
este asunto”, dando traslado del expediente al Departamento de Salud por si procediera algún 
tipo de actuación en el ámbito de sus competencias. 
El informe del Departamento de Salud y Consumo tuvo entrada el 01/09/03; cita diversos 
estudios sobre el problema de las ondas electromagnéticas para la salud humana, tales como 
“Conocimiento científico actual sobre la influencia en la salud de las personas de las 
emisiones radioeléctricas procedentes de las antenas de comunicaciones móviles”, elaborado 
por el Departamento de Microbiología, Medicina Preventiva y Salud Pública de la 
Universidad de Zaragoza; Dictamen del Comité de las Regiones de la Unión Europea de junio 
de 1999 sobre “Los efectos de las redes eléctricas de alta tensión”, y un informe de la OMS 
que, al igual que los otros, expresa sus dudas sobre estos efectos adversos para la salud y 
expresa unos “Puntos clave” que se reproducen a continuación: 
1. Existe una amplia gama de influencias del medio que producen efectos biológicos. La 
expresión “efecto biológico” no es equivalente a “peligro para la salud”. Se necesitan 
investigaciones especiales para identificar y medir los peligros para la salud. 
2. A frecuencias bajas, los campos eléctricos y magnéticos exteriores inducen pequeñas 
corrientes circulantes en el interior del organismo. En prácticamente todos los medios 
normales, las corrientes inducidas en el interior del organismo son demasiado 
pequeñas para producir efectos manifiestos. 
3. El principal efecto de los campos electromagnéticos de radiofrecuencia es el 
calentamiento de los tejidos del organismo. 
4. No cabe duda de que la exposición a corto plazo a campos electromagnéticos muy 
intensos puede ser perjudicial para la salud. La preocupación actual de la sociedad se 
centra en los posibles efectos sobre la salud, a largo plazo, de la exposición a campos 
electromagnéticos de intensidades inferiores a las necesarias para desencadenar 
respuestas biológicas inmediatas. 
5. El proyecto Internacional CEM de la OMS se inició para responder con rigor 
científico y de forma objetiva a las preocupaciones de la sociedad por los posibles 
peligros de los campos electromagnéticos de baja intensidad. 
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6. A pesar de las abundantes investigaciones realizadas, hasta la fecha no hay pruebas 
que permitan concluir que la exposición a campos electromagnéticos de baja intensidad 
sea perjudicial para la salud de las personas. 
7. Las investigaciones internacionales se centran en el estudio de posibles relaciones 
entre el cáncer y los campos electromagnéticos, a frecuencias de radio y de red 
eléctrica. 
Tras estudiar los efectos de los campos eléctricos producidos por utensilios de utilización 
común (secador de pelo, aspirador, horno microondas, radio portátil, lavavajillas, ordenador, 
televisión, etc.) concluye que los niveles de seguridad son elevados y que no se han 
demostrado científicamente efectos perjudiciales sobre la salud. Finalmente, aconseja que se 
realicen mediciones oficiales en la vivienda para conocer si existen niveles superiores a las 
recomendaciones, siendo esta labor competencia del Ministerio de Ciencia y Tecnología, y si 
se confirman, proceder por los servicios sanitarios públicos a una valoración médica de las 
personas afectadas. 
La respuesta del Ayuntamiento de Zaragoza se recibió el 16/05/03; dado que en el inicial 
informe de la Unidad Técnica de Ingeniería Urbana se remitía al Área de Infraestructuras, se 
solicitó la oportuna ampliación de información, que fue satisfecha con la recepción, el 
14/07/03, de un completo expediente con los trámites realizados para autorizar la instalación 
que nos ocupa. Comienza con la petición de un ciudadano para que se retirase la caseta 
transformador de Eléctricas por su cercanía al colegio público “Mariano Castillo”, dado que 
en la misma hay un cartel que dice “Peligro de muerte” y por la puerta pasan niños de corta 
edad. Del Servicio de Disciplina Urbanística le informan que para ello debe dirigirse a 
Eléctricas Reunidas de Zaragoza; al considerar el interesado insuficiente la contestación y 
hacerlo saber, de dicho Servicio trasladan el expediente a la Unidad Técnica de Ingeniería 
Urbana, que hace constar la inexistencia de licencia para su construcción (informe de 
18/06/02); por ello, la Unidad Jurídica de Acondicionamientos e Instalaciones lo traslada 
(26/06/02) al Servicio de Disciplina Urbanística, Control de Obras, que con fecha 01/01/02 
eleva al Teniente de Alcalde delegado del Área de Urbanismo una propuesta para requerir a 
Endesa Distribución Eléctrica S.L. (empresa que continúa la actividad de Eléctricas Reunidas 
de Zaragoza S.A., que fue la que realizó inicialmente las obras de soterramiento de la línea y 
construcción de la caseta transformador) para que en dos meses solicite licencia de instalación 
del transformador en cuestión, resolviéndose en este sentido por la citada autoridad el día 
04/07/02. No consta que se haya efectuado esta solicitud, por lo que mediante nueva 
resolución de 10/10/02 el Teniente de Alcalde de Urbanismo decide incoar a la empresa un 
expediente sancionador por realizar obras sin licencia. En respuesta al mismo, el 13/11/02 
comparece un representante de Endesa Distribución Eléctrica S.L. que, junto a otros 
documentos relativos a la autorización de la instalación por Industria de D.G.A., aporta los 
siguientes: una resolución de Alcaldía de 13/06/94 mediante la que declara “Quedar 
enterados de la realización por Eléctricas Reunidas de Zaragoza S.A. de las obras incluidas 
en el “Proyecto de red subterránea en M.T. de alimentación y C.T. nº 4 en Villamayor- 
Zaragoza” y procede a la liquidación del impuesto sobre construcciones instalaciones y obras 
y las tasas por expedición de documentos administrativos; un escrito de fecha 20/03/01 
dirigido a la empresa desde la Sección Técnica de Proyectos del Área de Infraestructuras del 
Ayuntamiento para que con la mayor celeridad posible proceda a retirar la línea de media 
tensión que atraviesa la parcela donde ha de construirse el centro, bien de forma temporal con 
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una nueva línea aérea o definitivamente con línea subterránea teniendo en cuenta la definición 
geométrica y rasantes definidos en el proyecto de urbanización; y otra resolución de Alcaldía 
de 25/05/01 en la que conviene con Eléctricas Reunidas de Zaragoza para realizar la 
conversión a subterránea de la actual red aérea con el fin de posibilitar las obras del colegio, 
indicando que las obras las realizará la empresa y las sufragará el Ayuntamiento y que “La 
adopción de la presente resolución convenida implica la orden municipal de ejecución de las 
obras objeto de la misma, no estando sujetas dichas obras a licencia municipal ni, en 
consecuencia, a la tasa e impuesto correspondiente”. Tras ello, y dado que existen dudas 
sobre si la caseta está incluida en la autorización concedida, se efectúa una ronda de consultas 
entre diversos servicios municipales competentes en la materia que no ofrece una respuesta 
clara sobre el asunto. 
QUINTO.- Consultado el Plan General de Ordenación Urbana de Zaragoza (Plano Q11, 
calificación y regulación del suelo) se observa que el terreno sobre el que se levanta la 
controvertida caseta tiene la calificación de “Espacio libre privado”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre los riesgos derivados de las radiaciones eléctricas. 
Como señala el Departamento de Salud en su informe, no existen evidencias científicas 
ciertas que acrediten efectos negativos en la salud humana procedentes de campos eléctricos y 
magnéticos estáticos. 
El dictamen del Comité de las Regiones sobre “Los efectos de las redes eléctricas de alta 
tensión” (1999/C293/03) señala en su introducción que el rapidísimo desarrollo de las redes 
eléctricas y de telecomunicaciones ha tenido como resultado unos efectos electromagnéticos 
sobre el medio ambiente, así como un continuo aumento de la preocupación del público sobre 
los posibles efectos de la exposición a los campos electromagnéticos. La dimensión 
medioambiental de la transmisión y distribución de energía eléctrica abarca una serie de 
cuestiones diferentes, no siendo la menor la relativa a los efectos de los campos eléctricos y 
magnéticos. 
La distancia entre los tendidos eléctricos y los edificios habitados varía entre los distintos 
países europeos. Algunos –Luxemburgo- han adoptado disposiciones que especifican la 
distancia mínima que debe existir entre los tendidos eléctricos y las viviendas y otros edificios 
públicos como escuelas, instalaciones deportivas, etc. Otros, como Dinamarca y Suecia, han 
decidido no adoptar medidas de prohibición, sino simplemente proponer medidas de 
precaución que establecen distancias específicas con respecto a las viviendas a la hora de 
instalar nuevos tendidos eléctricos. El Comité de las Regiones considera necesario establecer 
una distancia mínima para edificar en las proximidades de las líneas eléctricas o para instalar 
líneas eléctricas con respecto a edificaciones existentes. 
El 12/07/99, el Consejo de Europa aprobó la Recomendación 1999/519/CE relativa a la 
exposición del público en general a campos electromagnéticos dirigida a los Estados 
miembros. El pleno respeto de las restricciones básicas y los niveles de referencia 
establecidos en dicha Recomendación garantiza a los usuarios un elevado nivel de protección 
frente a los efectos agudos y a largo plazo de la radiación no ionizante en todo el espectro. 
Los límites recomendados incluyen un factor de seguridad para cubrir los posibles efectos a 
largo plazo en toda la gama de frecuencia y no están, por tanto, exclusivamente restringidos a 
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los efectos térmicos agudos. La Directiva 1999/5/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 9 de marzo de 1999, sobre equipos radioeléctricos y equipos terminales de 
telecomunicación y reconocimiento mutuo de su conformidad, obliga a los fabricantes a 
garantizar que sus productos no producen efectos nocivos para la salud cuando se utilizan 
para el final que están destinados e impondrá “de facto” los límites establecidos en la 
Recomendación del Consejo, siendo de aplicación inmediata en los Estados. 
Esta preocupación social sobre los efectos de las radiaciones eléctricas debe mover a los 
poderes públicos a situarse en una actitud de precaución a la hora de autorizar las 
instalaciones que las producen, sin que esta supervisión establezca trabas o condiciones de 
difícil o imposible cumplimiento, ya que se trata de servicios básicos para la comunidad 
(electricidad, telecomunicaciones, tratamientos médicos, etc.) y se debe conjugar el derecho a 
la salud de los ciudadanos con el ejercicio de la libertad de empresa y el derecho a la 
prestación y recepción de servicios en un marco de desarrollo sostenible. Un ejemplo de esta 
intervención administrativa en un ámbito similar puede encontrarse en la Ordenanza 
municipal de instalaciones de telecomunicación por transmisión-recepción de ondas 
radioeléctricas en el término municipal de Zaragoza, donde se regulan las condiciones 
urbanísticas de ubicación e instalación y el funcionamiento de los elementos y equipos de 
telecomunicación, antenas, estaciones base, radioenlaces y cualquier otro tipo de instalaciones 
destinadas a prestar los servicios de radio difusión, telefonía móvil u otros vía radio en 
edificios y espacios públicos o privados. 
Así, partiendo de una situación en que hay incertidumbre sobre los posibles efectos nocivos 
para la salud de las instalaciones de telecomunicación, la Administración requiere el 
cumplimiento previo de unos requisitos técnicos conforme a las normas aprobadas por el 
Ministerio de Ciencia y Tecnología (paralelamente, en el caso de instalaciones eléctricas las 
normas básicas las aprueba el Ministerio de Industria y su aplicación se vigila por el 
Departamento de Industria de la Comunidad Autónoma) y opta por una actitud de precaución 
al establecer determinadas prohibiciones y limitaciones dirigidas, entre otros objetivos de 
naturaleza urbanística o patrimonial, a la preservación de la salud; así, el artículo 4 establece 
en su párrafo 3.a que no se autorizarán aquellas instalaciones que afecten a la salud de las 
personas, limitándose en el párrafo e) las frecuencias de exposición al campo 
electromagnético a unos parámetros considerados razonables; también se ha previsto, por 
razones urbanísticas, medioambientales, paisajísticas y de protección de la salud, la 
posibilidad de obligar a compartir emplazamiento por parte de diferentes operadores. Las 
instalaciones estarán sujetas a licencia, para cuya expedición se distingue, al igual que en el 
régimen general de actividades, entre no calificadas o inocuas y actividades calificadas; en las 
primeras se incluyen la recepción de los servicios de televisión y radiodifusión y la instalación 
de estaciones de radioaficionados; actividades calificadas son aquellas que tienen por objeto 
la instalación de equipos y elementos de telefonía, así como la instalación de los equipos y 
elementos de emisión y transmisión de las señales de televisión y radiodifusión. Se consideran 
revisables las licencias para las instalaciones de los elementos y equipos de telecomunicación 
en el plazo de tres años desde su otorgamiento o última revisión, estableciéndose igualmente 
la preservación de la salud de las personas como uno de los criterios que fundamentarán la 
obligatoriedad de implantar mejoras tecnológicas. La protección de la salud es una idea 
constante en esta norma, que concluye ordenando la creación de un órgano técnico de 
seguimiento integrado por representantes de diversos estamentos entre los que se cuentan el 
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Instituto Municipal de la Salud Pública y el Departamento de Microbiología, Medicina 
Preventiva y Salud Pública de la Universidad, así como de otros organismos sanitarios cuya 
participación así se disponga por el Pleno municipal. 
Habida cuenta de la similitud existente entre unas y otras instalaciones, y dado que la 
instalación de algunos transformadores eléctricos en emplazamientos cercanos a viviendas o 
colegios ocasiona cierta alarma social, sería conveniente considerar la posibilidad de sujetarla 
a licencia municipal, facilitando a los afectados conocer los pormenores de la instalación e 
intervenir en el procedimiento para su concesión, o al menos someterlas a determinados 
condicionantes urbanísticos, como se hace en el Plan Parcial SUZ-89/4 (Valdespartera), cuyo 
artículo 6.2 señala en su párrafo tercero que “Las estaciones transformadoras de la red 
eléctrica y, en su caso, las subcentrales de calefacción, no podrán disponerse en suelos 
calificados como sistema local viario, espacios libres o zonas verdes. Serán subterráneas o se 
integrarán en la edificación”. 
Segunda.- Sobre el emplazamiento de la caseta transformadora y la necesidad de contar 
con licencia municipal de obras. 
De acuerdo con lo anteriormente expresado, el Plan General de Ordenación Urbana de 
Zaragoza (Plano Q11, calificación y regulación del suelo) califica el terreno sobre el que se 
levanta la controvertida caseta como “Espacio libre privado”. Se trata de una franja de terreno 
que rodea al grupo de viviendas de la calle Madre Martina nº 2 a 24, aunque el lugar donde se 
ha erigido la caseta aparenta ser de uso público al no estar vallado o separado del viario. 
Dejando de lado su carácter privado, que no reviste relevancia a los efectos de resolver este 
expediente y que afecta exclusivamente a la comunidad de vecinos propietaria, la 
consideración de espacio libre conlleva la imposibilidad legal de edificar sobre el mismo, 
aunque se trate de una construcción de dimensiones muy reducidas, fuera de las excepciones 
que el P.G.O.U. de Zaragoza en su artículo 2.7.12. para la implantación complementaria de 
instalaciones y edificios destinados a actividades culturales, deportivas y de espectáculos en 
las condiciones indicadas en la legislación urbanística y en el título octavo de las normas 
urbanísticas del Plan. 
Por otro lado, el carácter convenido de la construcción de la caseta entre el Ayuntamiento y la 
empresa eléctrica no implica que esta actuación esté exenta de licencia municipal, no 
pudiendo quedar amparada su ejecución en una mera “orden de ejecución”, cuya finalidad, 
conforme al artículo 2.1.5 del P.G.O.U., es exigir el cumplimiento del deber de conservación 
de los bienes, la protección del patrimonio inmueble y del medio ambiente, o si se dicta por 
motivos de orden cultural, turístico y de acuerdo con lo establecido en la legislación 
urbanística y en las normas del Plan General; resulta incluso discutible la regulación del 
artículo 2.1.5 del P.G.O.U. de Zaragoza cuando afirma que “Las obras realizadas en 
cumplimiento de una orden de ejecución no precisarán la previa obtención de licencia”. Tal 
vez la instrucción de un expediente ordinario para la concesión de licencia urbanística hubiese 
permitido un examen mas a fondo de la cuestión que favoreciese, a la vista de los informes 
técnico y jurídico que deben preceder a la concesión de las licencias, buscar otro 





Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que, de forma análoga a lo ordenado para las estaciones de telecomunicación, 
estudie la posibilidad de someter las instalaciones eléctricas en suelo urbano a determinados 
condicionantes, principalmente cuando estén situadas en las inmediaciones de lugares 
habitados o centros de pública concurrencia, con el fin de buscar un emplazamiento adecuado 
que elimine toda suspicacia o temor de los ciudadanos hacia unos eventuales efectos 
negativos para su salud. 
Segunda.- Que disponga lo oportuno para que la caseta transformador eléctrico ubicada en la 
C/ Calera del barrio de Villamayor se ajuste a lo establecido en el Plan General de Ordenación 
Urbana de Zaragoza, pudiendo venir dada esta solución por un cambio de ubicación o 
mediante su soterramiento. 
Tercera.- Que, con el fin de garantizar el cumplimiento de la normativa sobre régimen del 
suelo y ordenación urbana, someta a previa licencia todo acto de edificación o uso del suelo, 
limitando las órdenes de ejecución a los estrictos términos con que la Ley configura este acto 
y que vienen señalados en el Plan General. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa  
15 de Enero de 2004 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
4. AÑO 2005 
4.1 Ruidos 
4.1.1 20 de junio de 2005. Derecho a información medioambiental. Bares y actividades 
molestas: obligación de facilitar información y publicarla en la página web 
municipal. Ayuntamiento de Zaragoza. 
En esta sugerencia, la Institución recuerda a la Administración el deber de dar acceso a los 
ciudadanos a la información ambiental que soliciten, dentro de un plazo razonable de tiempo, 
de acuerdo con lo previsto en el Convenio de Aarhus, ratificado por España. La queja que 
motiva esta sugerencia trae causa de las sucesivas peticiones de información relativa a las 
licencias de bares y discotecas de la zona Moncasi realizadas por los vecinos de dicha zona. 
Ante estas peticiones, se objeta por el Ayuntamiento la falta de precisión de la información 
que se solicita, demorando el acceso de los ciudadanos a dicha información. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 14/02/05 tuvo entrada en esta Institución una queja contra el 
Ayuntamiento de Zaragoza por no facilitar determinada información. 
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SEGUNDO.- En la misma se hace alusión a la falta de contestación que ha sufrido la 
asociación “La Huerva” de Zaragoza a las reiteradas peticiones que ha presentado ante el 
Ayuntamiento, y más concretamente ante el área responsable de urbanismo en cada momento, 
acerca de “los establecimientos de ocio, bares, puf, discotecas, hamburgueserías y todo tipo 
de esta clase de establecimientos que perturban gravemente la convivencia ciudadana en el 
sector Moncasi, por no extendernos en incluir datos sobre los aspectos que atañen a la salud, 
violación de la intimidad del domicilio, todo ello recogido por nuestra Constitución”. 
Hace mención a las instancias formuladas en los años 1996, 2002 y 2004, que no fueron 
contestadas, salvo la última, para negar los datos solicitados fundamentándose en que la 
petición era excesivamente genérica y que los certificados se irán extendido paulatinamente 
de acuerdo con las posibilidades de los servicios administrativos del Ayuntamiento. Sin 
embargo, en las peticiones aclaran que no requieren estrictamente certificación de cada uno, 
sino que es suficiente un listado donde se indiquen los datos que les interesan: fecha de 
solicitud, clase o tipo de licencia de apertura concedida y su número de expediente, sin omitir 
los establecimientos sin licencia de apertura, como así se ha hecho para otras zonas o sectores 
de la ciudad. Sin embargo, a pesar del tiempo transcurrido, ni en la fecha de la queja ni 
posteriormente han recibido respuesta. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando el 
expediente al Asesor D. Jesús Olite para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
07/03/05 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza recabando información acerca de la 
respuesta dada a la Asociación La Huerva sobre las cuestiones mencionadas o, en su caso, 
cuáles han sido las causas que han impedido facilitarles tal información. 
CUARTO.- Tras reiterar la petición mediante sendos escritos de 15 de abril y 26 de mayo, la 
respuesta del Ayuntamiento se recibió el 10/06/05, y en ella el Servicio de Disciplina 
Urbanística hace constar lo siguiente:  
- Desde este servicio se sigue trabajando en la corrección de los datos relativos a las licencias 
de apertura de los establecimientos sujetos al Reglamento General de Policía de Espectáculos. 
- El motivo de no haber contestado a esta solicitud de información de licencias de apertura en 
las Zonas Saturadas A y B (sector Moncasi y sector Zumalacárregui) es que no se disponen, 
con total certeza, de todos los datos de los establecimientos ubicados en estos ámbitos. 
- Una vez contrastada y corregida la información de que se dispone actualmente, se 
contestarán las solicitudes de información general y se dará cumplimiento a la exigencia de 
publicar en la página web municipal los datos relativos a licencias. 
- No se puede indicar un plazo a tal fin, dado que en la tramitación se priorizan los 
expedientes motivados por molestias derivadas del ejercicio de actividades concretas. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligatoriedad de facilitar información.  
“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los 
ciudadanos interesados en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona 
deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan 
las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que 
ofrecen peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos 
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de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la 
participación del público poniendo la información a disposición de todos. Deberá 
proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos 
el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes”. El texto que antecede forma parte de la 
declaración de principios de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo celebrado en Río de Janeiro en 1992, donde se consagra el principio de 
participación como técnica de protección del medio ambiente y se precisa la forma en que los 
estados han de hacerlo efectivo. 
La necesidad de dar cumplimiento a este Principio motivó, entre otras consecuencias 
favorables a la promoción del derecho a la información medioambiental, la formalización del 
Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de 
decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente en Aarhus (Dinamarca) el 
25 de junio de 1998, conocido como "Convenio de Aarhus". En España, las Cortes Generales 
autorizaron la ratificación del Convenio en mayo de 2001, y su publicación en el Boletín 
Oficial de Estado se demoró hasta del 16/02/05, comenzando su vigencia el 29/03/05. Antes 
de entrar en vigor este Convenio ya existían diversas disposiciones tanto de carácter nacional 
como a nivel europeo que reconocían el derecho ciudadano a obtener información sobre 
asuntos con repercusión medioambiental, como sucede en la materia que nos ocupa, los 
ruidos de los establecimientos de ocio, por afectar a la Ordenanza municipal para la 
protección contra ruidos y vibraciones que tiene por objeto “regular el ejercicio de las 
competencias que en materia de protección del medio ambiente corresponden al 
Ayuntamiento frente a la contaminación por ruidos y vibraciones, con el fin de garantizar el 
derecho a la intimidad personal y familiar, a la protección de la salud, así como a la calidad 
de vida y a un medio ambiente adecuado, y proteger los bienes de cualquier naturaleza”. 
Pero no se discute aquí la existencia o no de un derecho a obtener determinada información 
que, dadas las repercusiones que tiene en el medio ambiente urbano, reviste este carácter, pues 
el Ayuntamiento de Zaragoza en ningún momento la ha puesto en tela de juicio ni ha 
discutido la legitimidad de los peticionarios para solicitarla y obtenerla. En cambio, debe ser 
cuestionada la razón en que fundamenta la falta de aportación de la información solicitada en 
varias ocasiones y con sucesivos equipos de gobierno municipal, y que tanto en la única 
contestación recibida (escrito del Teniente de Alcalde de Urbanismo de 09/06/04) como en la 
que se ha dado a la petición de información del Justicia la hace residir en la acumulación de 
trabajo en el Servicio correspondiente, indicando en esta última que se establece una prioridad 
en función de las molestias derivadas del establecimiento de que se trate. 
Junto a la obligación general de facilitar información medioambiental, cabe recordar que la 
referida Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones, aprobada por acuerdo del 
Pleno del Ayuntamiento de Zaragoza de 31/10/01 y publicada en el B.O.P. de 05/12/01, 
entrando en vigor 15 días más tarde, impone al Ayuntamiento en su artículo 50.2 la 
obligación de incluir en su página web un listado de todos los bares, cafeterías, pubs, 
discobares y discotecas, del término municipal de Zaragoza, que deberá consignar el nombre 
del local, el número de licencia de apertura, el tipo de licencia de apertura, el aforo máximo 
permitido en el interior, los niveles de presión sonora en dB(A) que se producen en el interior 
y el horario de apertura y cierre que tiene autorizado. 
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Teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde que esta Ordenanza inició su vigencia, no 
parece exagerado advertir que este listado ya debería estar publicado. Incluso se coincide con 
la apreciación contenida en el informe del Servicio de Disciplina Urbanística cuando señala la 
prioridad en la tramitación de los expedientes motivados por molestias derivadas del ejercicio 
de actividades concretas, pues si lo que se pretende es que el público esté adecuadamente 
informado resulta más conveniente al interés de los vecinos saber antes las circunstancias de 
aquellos locales que les generan molestias y afectan a sus derechos que las de aquellos otros 
que funcionan sin generar mayores problemas. 
Sin embargo, la inmediata aplicación de este criterio hubiese determinado que los listados 
correspondientes a las áreas sobre las que versa la petición, Zonas Saturadas A y B, 
correspondientes a las calles Moncasi y Zumalacárregui y adyacentes, deberían haber sido de 
los primeros en elaborarse, puesto que estas zonas figuran entre las más conflictivas de la 
ciudad en materia de ruidos y molestias a los vecinos, y así se ha comprobado tanto en 
anteriores expedientes instruidos en esta Institución como por el seguimiento a través de los 
medios de comunicación de las noticias relativas a las mismas. En tal caso, se hubiese evitado 
a los vecinos que presentan la queja el trabajo de haberse dirigido en varias ocasiones al 
Ayuntamiento, pues la información que precisan la hubiesen obtenido fácilmente mediante 
consulta de la página web municipal. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que disponga los medios oportunos para dar cumplimiento a la vigente normativa relativa a la 
información ambiental y en la Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones, 
facilitando a los peticionarios la información sobre licencias de actividades clasificadas que 
soliciten e incorporando a la página web municipal los listados previstos en el artículo 50.2 de 
esta última, especialmente los relativos a zonas y establecimientos conflictivos. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
4.2 Vertidos y aguas residuales 
4.2.1 7 de octubre de 2005. Mejora del sistema de colectores de aguas residuales en 
Monzón. Obligación de controlar los vertidos. Competencias en esta materia. 
Necesidad de convenios entre las Administraciones competentes. Departamento de 
Medio Ambiente de D.G.A. y Ayuntamientos de Monzón y Almunia de San Juan. 
El presente expediente fue iniciado de oficio por la Institución a raíz del episodio de 
mortandad de varios ejemplares de peces en el río Cinca a su paso por Monzón. Las 
consultas realizadas por el Justicia prueban que la muerte de la fauna piscícola podría estar 
relacionada con la defectuosa depuración de los vertidos del polígono industrial denominado 
“Las Paules”. En este expediente, el Justicia sugiere a cada una de las Administraciones con 
competencias en la materia (Confederación Hidrográfica del Ebro, Departamento de Medio 
Ambiente del Gobierno de Aragón y Administraciones locales), que colaboren dentro de su 
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ámbito de actuación material para ejecutar las actuaciones que permitan evitar en el futuro 
estos vertidos incontrolados. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- A través de las noticias publicadas en la prensa (Diario del Alto Aragón de 
08/01/04) se tuvo conocimiento de un nuevo episodio de mortandad de peces en el río Cinca a 
su paso por Monzón. Se repite así la situación producida en octubre de 2004, si bien con 
menor virulencia, puesto que el número de animales muertos es sensiblemente inferior. La 
reiteración de estas situaciones es preocupante y afecta muy desfavorablemente al estado de 
conservación de nuestros ríos, con las negativas repercusiones que ello trae para el resto de 
seres vivos, bien sean personas, animales o plantas. 
SEGUNDO.- Existiendo un derecho ciudadano, reconocido constitucionalmente en el 
artículo 45 de nuestra Carta Magna, a disfrutar de un medio ambiente adecuado, y una 
obligación de la Administración de conservarlo, y considerando que se trata de una situación 
reincidente y muy perjudicial para el medio ambiente, con fecha 18/01/05 se acordó iniciar un 
expediente para conocer los motivos determinantes de esta circunstancia y las actuaciones 
administrativas que se vienen realizando para el control de vertidos y el cuidado del buen 
estado ecológico de nuestros ríos. 
TERCERO.- Efectuada la oportuna asignación del expediente para su instrucción, se inició 
solicitando información a los órganos con competencias inmediatas en esta materia: el 
Departamento de Medio Ambiente y la Confederación Hidrográfica del Ebro (CHE). A tal 
objeto, se enviaron con fecha 200/01/05 sendos escritos a sus titulares recabando información 
acerca del problema descrito, las circunstancias en que se ha producido y las actuaciones 
realizadas para reducir sus efectos nocivos y evitar que vuelva a producirse. 
CUARTO.- La primera respuesta en recibirse fue la de la Confederación Hidrográfica del 
Ebro, que se registró el día 22/02/05; remite copia de varios documentos, constando entre 
ellos el informe elaborado por el Área de Calidad de Aguas a Comisaría con fecha 17/01/05, 
con el siguiente contenido: 
“Con fecha 25-1 0-04 apareció una importante mortandad de peces en el río Cinca, a su paso 
por Monzón. La inspección sobre el terreno efectuada por el personal de esta Confederación, 
puso de manifiesto que los peces aparecieron muertos en la margen izquierda del río, y en 
gran cantidad a partir del colector del polígono industrial Las Paules de Monzón. 
Posteriormente, el Ayuntamiento de Monzón comunicó que las aguas residuales del polígono 
Las Paules están incorporadas a la EDAR municipal desde hacía más de un año y que vertían 
por tanto depuradas, aguas abajo de la zona industrial. 
La analítica efectuada por esta Confederación y el informe de una Empresa especializada 
que se desplazó sobre el terreno para informar sobre la mortandad, y que realizó análisis de 
los vertidos de aguas residuales industriales y de los peces recogidos por el SEPRONA, no 
dieron una información concluyente sobre la causa de esta mortandad. Por otra parte, las 
investigaciones llevadas a cabo por el Servicio de Medio Ambiente de la D.G.A. y los análisis 
que encargó el Laboratorio de Ictiopatología de la Universidad de Zaragoza, concluyeron 
que “Los resultados obtenidos muestran la detección clara de compuestos tóxicos en 
muestras analizadas que corresponden en su mayor parte a compuestos químicos que forman 
parte generalmente de los purines. Así mismo, se ha detectado también la presencia de 
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productos de degradación de DDT.” El informe estima que el vertido de purines es causa 
directa de la mortandad.  
El 21-12-04 se tuvo una reunión en Monzón a la que asistieron representantes de! 
Ayuntamiento de Monzón, Ecologistas en Acción, Pescadores, Guardería Fluvial y técnicos 
de esta Confederación. Entre las actuaciones a llevar a cabo para evitar la repetición de 
estos hechos, figura la limpieza de la vegetación de la margen izquierda de la zona entre 
fábricas, y el solicitar al Instituto Aragonés del Agua, un Estudio del bombeo a la EDAR de 
Monzón de las aguas residuales del polígono industrial y establecer, si resulta procedente, un 
estanque de tormentas. 
Simultáneamente a las conversaciones con el Instituto Aragonés del Agua sobre las aguas 
residuales del polígono industrial, se produjo una nueva aparición de peces muertos, esta vez 
en pequeña cantidad en la mañana del 7 de Enero de 2005. 
La investigación realizada por la Guardería Fluvial, acompañada de la Guardería Forestal, 
puso de manifiesto que a escasos metros aguas abajo del colector, tenido oficialmente como 
colector de vertido del polígono industrial de Las Paules, existía otro colector más antiguo y 
a mayor profundidad, a través del cual se vierte prácticamente la totalidad de las aguas 
residuales del repetido polígono industrial, así como de la localidad de La Almunia de San 
Juan, que en su día se conectó con el saneamiento del polígono. Lo anterior ha sido 
comprobado estos días pasados, mediante inspecciones de la red de alcantarillado, por la 
Guardería Fluvial acompañando al personal del Ayuntamiento de Monzón e Instituto 
Aragonés del Agua. 
La analítica efectuada hasta el momento, indica que en las primeras horas del día 7 de enero 
de 2005, se produjo una alteración al menos local, que quedó reflejada en un aumento 
relativamente importante de la Demanda Química de Oxígeno en la estación de alerta de 
Monzón situada unos 2 Kms. aguas abajo del puente de la carretera de acceso. 
Está pendiente de realizar la analítica de los peces por parte de la Empresa colaboradora a 
la que se solicitó información sobre el particular y que desplazó personal en las primeras 
horas del sábado 8 de Enero.  
Se adjuntan gráficos de los análisis del toma de muestras de Monzón y del medidor de la 
estación de alerta”. 
Tras este informe, con fecha 27/01/05 el Comisario de Aguas envió al Ayuntamiento de 
Monzón un escrito en el que le comunica los hechos señalados en el anterior (que junto al 
colector de vertido tenido como oficial del polígono industrial de Las Paules existe otro más 
antiguo ya mayor profundidad, a través del cual se vierte la práctica totalidad de las aguas 
residuales del polígono y de Almunia de San Juan), y le advierte que el colector de La 
Almunia dispone de registros abiertos que constituyen un riesgo para el vertido de cualquier 
tipo de residuos, efectuando un requerimiento para que “a la mayor brevedad posible, 
incorpore las aguas residuales del polígono industrial y de la localidad de La Almunia de 
San Juan a la EDAR de saneamiento de Monzón para que sean adecuadamente depuradas 
antes de su vertido al río Cinca. Asimismo, deben adoptarse las medidas oportunas para 
impedir que a través del colector que conduce las aguas residuales de La Almunia de San 
Juan o de la propia localidad, se viertan residuos ganaderos o industriales que puedan 
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perjudicar en el momento actual al río Cinca, y cuando esté incorporado, a la EDAR de 
Monzón”, otorgándole un plazo de diez días para presentar alegaciones. 
QUINTO.- La respuesta del Departamento de Medio Ambiente se recibió el 04/03/05; no 
obstante, dado que la información recibida del Servicio Provincial de Huesca aludía a un 
anterior suceso de las mismas características acaecido en noviembre de 2004, fue preciso 
volver a solicitar la documentación, aludiendo expresamente a la circunstancia anteriormente 
señalada de la existencia de un colector no detectado del polígono industrial Las Paules de 
Monzón y al colector que conduce las aguas residuales de Almunia de San Juan. Con esta 
finalidad, se formuló la oportuna petición el 21/04/05 tanto al Departamento de Medio 
Ambiente como a los dos Ayuntamientos afectados, Monzón y Almunia de San Juan. 
La primera respuesta que se recibió fue la del Ayuntamiento de Monzón; de forma resumida, 
la posición de esta entidad es la siguiente: - Consideran que este tema es competencia del 
Instituto Aragonés del Agua (IAA) pues, según indica la memoria del proyecto redactado y 
posteriormente ejecutado por el mismo, uno de sus objetivos es la conexión de la totalidad del 
Polígono Industrial Paules, a la estación de bombeo proyectada. 
- Alude al Convenio de Colaboración para la construcción de la EDAR entre el Ayuntamiento 
de Monzón y el Gobierno de Aragón, cuya cláusula cuarta dice: 
“La financiación de la depuradora es asumida por la Junta de Saneamiento de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, con cargo a sus fondos propios, los que reciba del Gobierno de Aragón 
y los provenientes del fondo de Cohesión de la Comunidad Europea. Las obras 
complementarias que surjan a demanda del Ayuntamiento o como consecuencia de su 
actuación, sólo podrán ser ejecutadas previo acuerdo de la Comisión de Seguimiento y la 
tramitación que proceda, financiándose de la siguiente manera: 
- Junta de Saneamiento (85%), Ayuntamiento (15%), si son obras subvencionables por el 
Fondo de Cohesión a realizar por la Junta. 
- Junta de Saneamiento (70%), Ayuntamiento (30%), en caso contrario. No se aplicará lo 
indicado en el párrafo anterior, cuando surjan modificaciones u obras complementarias que 
sean consecuencia de deficiencias y omisiones en el Proyecto y estén directamente 
relacionadas con el objetivo básico del mismo. Estas modificaciones u obras 
complementarias se financiarán como se indica en el primer párrafo,” 
- Con fundamento en este convenio, el Ayuntamiento se ha dirigido al Instituto Aragonés del 
Agua instando la realización de las actuaciones necesarias que palien el problema detectado. 
- En cuando a las aguas residuales de Almunia de San Juan, indica que no es de su 
competencia, si bien considera que es el momento de solventar el problema y ya se ha 
remitido al Instituto Aragonés del Agua, la disposición del Ayuntamiento y la posible 
solución técnica al problema. 
- Entiende que la situación está en estos momentos en vía de solución, bien con el apoyo del 
Instituto Aragonés del Agua y si esto fuera inviable, se realizaría por el Ayuntamiento de 
Monzón, y concluye señalando que no se ha demostrado el nexo de causalidad entre el 
problema detectado en el desagüe de las aguas del Polígono de Paules de Monzón y el 
episodio acaecido de mortandad de peces en el río Cinca, siendo varios los factores que han 
podido influir en el incidente. 
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Por su parte, el Ayuntamiento de Almunia de San Juan informa que ha colaborado con el 
personal de la Confederación en la revisión de posibles conexiones de granjas que accedieran 
directamente a la acequia, comprobando que la única que tenía conexión no presentaba 
indicios de haber sido utilizada; señala que ha enviado un escrito a todos los ganaderos de la 
localidad advirtiendo de la infracción que suponen estos vertidos y el riesgo medioambiental, 
puesto que el transporte de purines se realiza mediante cubas cuyo vaciado es fácil en 
cualquier punto de la acequia, y solamente el compromiso decidido de los ganadero evitará 
que estos hechos vuelvan a producirse, por lo que continúan incidiendo sobre este aspecto. 
SEXTO.- En cuanto al Departamento de Medio Ambiente, tras reiterar la petición el día 
20/07/05, se recibió con fecha 01/09/05 un extenso informe que firma su Secretario General 
Técnico el 18/07/05 acompañado de copias de diversos documentos atinentes a este asunto: 
solicitud del Ayuntamiento Monzón para que se ejecuten determinadas obras en los 
colectores, informes técnicos, comunicaciones con la Confederación Hidrográfica del Ebro, 
convenios para la construcción y posterior explotación de las depuradoras, etc. 
En los antecedentes del informe, que citan los anteriores escritos y peticiones municipales al 
Instituto Aragonés del Agua para la solución del problema del colector del polígono y el 
requerimiento de Confederación al Ayuntamiento a estos efectos, se deja constancia de tres 
circunstancias: 
- Existencia de un punto de vertido directo incontrolado, a través de otro colector más antiguo 
y a mayor profundidad, separado del colector considerado oficial del Polígono, el cual 
conduce una mínima parte del vertido del referido Polígono y al que va a desaguar una 
importante acequia de riegos que aporta caudales tan grandes y cargas contaminantes tan 
diluidas que no existe depuradora convencional de aguas residuales urbanas que pueda 
asumirlas. Esta situación se hizo patente por parte de los técnicos del IAA, en el “Estudio de 
Vertidos del Proyecto”, y así se desprende del proyecto que en su día fue remitido al 
Ayuntamiento de Monzón. 
- Con respecto a este punto de vertido directo e incontrolado la determinación de los hechos, y 
posibles soluciones a los mismos son objeto de las competencias exclusivas de la 
Confederación Hidrográfica del Ebro. 
- En cuanto al vertido del Polígono realizado de forma indirecta a través de la red de 
alcantarillado al colector tenido por oficial del Polígono Industrial, de titularidad municipal, 
señala que este vertido es considerablemente menor en términos cuantitativos y cualitativos 
que el directo a cauce y que, estudiada la problemática por los técnicos del Instituto Aragonés 
del Agua, se concluyó que la problemática de fondo que impide la depuración de los vertidos 
del polígono industrial “Las Paules” deriva del erróneo planteamiento en la construcción 
inicial de sus desagües y red alcantarillado, ejecutados por la SEPES, al mezclarlos con el 
desagüe de una importante acequia de riego, de manera que se hipotecó, en su día, la 
posibilidad de conducir a la EDAR de Monzón los vertidos del Polígono industrial, por los 
problemas de aumento incontrolado de caudal y la dilución del venido que ello representa. 
De estas circunstancias extrae las siguientes consecuencias jurídicas: Primera.- 
Inaplicabilidad del Convenio suscrito el 07/05/01 para la construcción de la Depuradora y 
aplicabilidad del Convenio suscrito el 11/12/03 para su explotación: desde Instituto Aragonés 
del Agua se requirió al Ayuntamiento de Monzón para la revisión y puesta al día de la red de 
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alcantarillado del Polígono y la construcción de un nuevo colector general o derivación del 
desagüe de la acequia de riegos, para poder bombear las aguas residuales del Polígono a la 
estación de bombeo, y de ahí a la red general de alcantarillado urbano para su posterior 
tratamiento en la EDAR. El Ayuntamiento de Monzón responde señalando que corresponde al 
Instituto la financiación y ejecución de tales obras, y para ello invoca a la cláusula cuarta del 
convenio de construcción, transcrita anteriormente. Sin embargo, el Departamento considera 
que el problema no es un fallo del proyecto de la depuradora por deficiencias o falta de 
dimensionamiento de la planta de depuración, sino el elevado caudal y la dilución de vertido 
que representa el desagüe de la acequia de riegos al colector oficial y el mal estado de la red 
de alcantarillado del polígono industrial y del colector que baja de Almunia de San Juan; el 
proyecto fue adecuadamente tramitado, aprobado con los informes necesarios de otros 
organismos y es correcto desde el punto de vista de su coherencia y solvencia técnica.  
Además, la situación actual contraviene lo dispuesto en el Plan Aragonés de Saneamiento y 
Depuración, cuyas ordenanzas imponen la separación aguas residuales de las de otro tipo 
(pluviales, de riego, manantiales, etc.), evitando que entren en la red, y la existencia de 
registros abiertos del colector de Almunia de San Juan agrava el problema, porque se pueden 
recibir vertidos incontrolados perjudiciales para la depuradora. Concluye la argumentación de 
este primer punto señalando la inaplicabilidad de la referida cláusula cuarta del anterior 
Convenio invocada por el Ayuntamiento de Monzón, pues en la actualidad la relación entre el 
IAA y este se rige por un convenio de explotación de fecha 11/12/03, que se formalizó al 
concluir la fase de construcción y haber transcurrido primer año de explotación en garantía-
prueba, hallándose ya la planta en fase de explotación. A este respecto, dice su cláusula sexta, 
referida a la minimización de infiltraciones y caudales incontrolados: 
 “El Ayuntamiento de Monzón adoptará prácticas correctas de gestión del alcantarillado y 
acometerá inversiones para mejora del mismo, con el objetivo de evitar en la mayor medida 
de lo posible la entrada de aguas parásitas (aguas limpias de procedencia variada, que no 
son aguas residual urbana ni agua de escorrentía de lluvia en suelo urbano,) en la red de 
saneamiento. En suelos de nueva urbanización, este objetivo se cumplirá estrictamente y 
figurará explícitamente en la planificación urbanística con carácter vinculante. El Instituto 
Aragonés del Agua impulsará las actuaciones de mejora citadas, que considerará de 
prioridad absoluta.” Segunda.- El alcantarillado como materia de competencia local.  
Señala el informe del Departamento que, con independencia de las obligaciones que para el 
Ayuntamiento de Monzón derivan del actual convenio, iguales obligaciones se desprenden 
incluso del propio el sistema de distribución de competencias que en materia alcantarillado 
establece el vigente ordenamiento jurídico. Alude a las referencias legislativas contenidas en 
la Ley de Bases del Régimen Local y en la Ley 7/1999, de 9 de abril, de la Administración 
Local de Aragón, que establecen esta competencia como servicio mínimo obligatorio para 
todos los municipios, así como a otra normativa sectorial y a la propia Ley 6/2001, de 17 de 
mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua de Aragón, que desarrolla la 
regulación propia de las materias relativas al saneamiento y depuración de aguas residuales y 
cuyo artículo 8 dispone que es competencia de las Entidades locales, tanto la fase de 
alcantarillado en su integridad, como en lo que respecta a la depuración, la elaboración de los 
programas y proyectos de obra y la ejecución de las infraestructuras correspondientes, todo 
ello a través del instrumento de ordenación apropiado, según la legislación urbanística de la 
Comunidad Autónoma y de acuerdo con las determinaciones de la planificación autonómica 
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en materia abastecimiento, saneamiento y depuración. En esta enumeración normativa se 
remite también a la Directiva del Consejo 91/271, de 21 de mayo, de tratamiento de aguas 
residuales urbanas, que impone como primera obligación, la de poner en marcha un “sistema 
colector” definido en la propia Directiva (artículo 3), y a la normativa estatal básica (Real 
Decreto Ley 11/1995), indicando que el alcantarillado, entendido como evacuación de aguas 
residuales y distinto de la depuración, constituye un presupuesto necesario y previo para este 
tratamiento, pues sin la correcta recogida y conducción de las aguas residuales es imposible 
su depuración por el IAA, concluyendo que las deficiencias que presenta el alcantarillado 
suponen un impedimento y obstáculo, directo y ajeno al IAA, para poder llevar a cabo la 
depuración de las aguas residuales del Polígono Industrial “Las Paules”. 
Tercera.- Competencias concurrentes de la Administración hidráulica y municipal en la 
autorización de vertidos. Distingue en este punto el régimen de competencias de las 
Administraciones implicadas en cuanto a las autorizaciones de vertidos, correspondiendo a la 
CHE para los que se hagan directamente a cauce, y al Ayuntamiento de Monzón, en los 
vertidos a su red de alcantarillado, que se consideran como vertidos indirectos. Esta distinción 
viene contenida en el artículo 245 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico, tras la 
modificación operada por el Real Decreto 606/2003, de 23 de mayo. Finaliza este tercer punto 
manifestando que “De la interpretación sistemática del ordenamiento jurídico en relación la 
distribución de competencias establecida en la normativa de aguas, se desprenden una serie 
de consecuencias para el Instituto Aragonés del Agua, como son -en primer lugar- el evidente 
desapoderamiento de competencias directas y efectivas, que en la problemática objeto de este 
Informe se contiene en el Ordenamiento Jurídico de cara a determinar las Administraciones 
responsables en la materia (como son CHE y Ayuntamiento de Monzón). Y en segundo la 
imposibilidad de dirigir sin más el vertido del Polígono Industrial de “Las Paules” (Monzón) 
a su Estación de Depuración de Aguas Residuales, sin que previamente se solucionen por las 
Administraciones con competencias directas en la materia las deficiencias existentes en la 
red de alcantarillado del Polígono y la situación de éste”. 
Cuarta.- Posibles consecuencias para el Instituto Aragonés del Agua. Reitera la posición del 
Departamento relativa a la competencia municipal, “pues el titular del servicio de 
alcantarillado (Ayuntamiento de Monzón) deberá ejercer una policía administrativa y control 
en relación con los vertidos industriales que se hagan a su red de alcantarillado, sujetando a 
autorización, condicionado e inspección los vertidos indirectos de los empresarios titulares 
de las instalaciones industriales que lo requieran, pues de no hacerse así, se pondrían en 
peligro las costosísimas instalaciones de tratamiento construidas de las que es titular y gestor 
el IAA. En caso contrario, los técnicos del Instituto Aragonés del Agua pueden verse 
obligados a denegar el tratamiento de un vertido industrial”. Quinta.- Obligaciones de los 
empresarios e industriales del Polígono. Las exigencias de autorización y tratamiento previo 
de vertidos industriales generan responsabilidad de las empresas presuntamente causantes de 
los vertidos. Se alude a la obligación de tratamiento de las aguas residuales industriales previo 
a su vertido en las redes de alcantarillado, sistemas colectores o en las instalaciones de 
depuración de aguas residuales urbanas previsto en el Real Decreto 509/1996, de 15 de 
marzo, con la finalidad (artículo 8) de proteger la salud del personal que trabaje en los 
sistemas colectores y en las instalaciones de tratamiento, el buen funcionamiento de estos y 
evitar las afecciones negativas al medio ambiente. Señala el informe del Departamento de 
Medio Ambiente que tales exigencias se deberían integrar y venir exigidas por el 
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condicionado de las autorizaciones de vertido, en las que se deben de establecer, por parte del 
órgano competente en la tramitación de dicha autorización, los caudales y valores límite de 
emisión de los contaminantes o sustancias peligrosas, así como las instalaciones de 
depuración y evacuación del vertido necesarias y los elementos de control de las mismas. 
En estricta relación con todo lo anterior, hace notar que, en el caso de las autorizaciones de 
vertido final solicitadas por las entidades locales a que se refiere el art. 250 del RDPH, letra a) 
punto 2°), se deberá de aportar información al Organismo de cuenca sobre la existencia de 
vertidos en los colectores municipales de sustancias peligrosas; por esta razón, reitera la 
solicitud y requerimiento de información que sobre el vertido del Polígono “Las Paules” 
realizó el IAA a la CHE, la cual contestó que no disponía de ninguna información específica 
sobre el vertido de las aguas residuales del referido Polígono Industrial, y continúa el informe 
“De lo anterior bien podría deducirse y advertirse, tal y como ya adelantábamos, la 
existencia de una situación de irregularidad e ilegalidad en relación con el vertido del 
Polígono Industrial “Las Paules” (Monzón): irregularidad en cuanto a la inexistencia de 
autorizaciones de vertidos indirectos a la red de alcantarillado por parte de los titulares de 
las instalaciones o explotaciones industriales residenciados en la urbanización del Polígono 
Industrial, e irregularidad en cuanto a la posible inexistencia de la preceptiva autorización 
del vertido directo final a cauce, que ocasionó la mortandad de fauna piscícola, situación de 
enorme gravedad y cuyas competencias de control y vigilancia corresponderían a la CHE”. 
En consecuencia, señala la conveniencia de delimitar y depurar las irregularidades y 
responsabilidades en las que presuntamente incurrieron los industriales del Polígono 
Industrial, como titulares de las instalaciones y explotaciones industriales presuntamente 
causantes de los vertidos contaminantes: responsabilidades administrativas e incluso penales 
por delito ecológico.  
Sexta.- Conclusiones. A modo de conclusión, el informe del Departamento señala: 
1. Entiende inaplicable la cláusula cuarta del anterior Convenio para la construcción de la 
EDAR, y en aplicación del actual será el Ayuntamiento de Monzón quien venga obligado a 
financiar y acometer las actuaciones necesarias para la correcta gestión de la red de 
alcantarillado del Polígono Industrial.  
2. También son de estricta competencia municipal las obras necesarias de mejora y 
actualización de la red de alcantarillado de su titularidad, como actuación previa y necesaria 
para poder tratar, si procede, las aguas residuales. 
3. Debe aplicarse por parte del Ayuntamiento de Monzón la Directiva del Consejo 91/271, de 
21 de mayo, de tratamiento de aguas residuales urbanas, y del Real Decreto Ley 11/1995, que 
efectúa su transposición al Derecho español.  
Asimismo, entiende que no se cumplen las prescripciones en materia de alcantarillado 
contenidas en el Plan Aragonés de Saneamiento y Depuración, y el artículo 14. 2 de la Ley 
6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua de Aragón. 
4. Imposibilidad del Instituto Aragonés del Agua, salvo extralimitación competencial, de 
solucionar la verdadera problemática expuesta, como es la situación de absoluta irregularidad 
del vertido industrial del Polígono Industrial “Las Paules”. 
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5. Posible existencia de responsabilidades administrativas o penales por parte de los 
empresarios-industriales del Polígono Industrial “Las Paules”. 
SÉPTIMO.- De los datos facilitados por las Administraciones consultadas se desprenden las 
siguientes circunstancias: 
- Que se produjo un vertido irregular que contaminó el río Cinca y causó la muerte de peces. 
- Que en Monzón existe un polígono industrial cuya red de saneamiento no está conectada en 
su totalidad, ni en las actuales condiciones puede hacerlo, a la depuradora que el Instituto 
Aragonés del Agua construyó en el municipio, debido a la dispersión de sus colectores y por 
el desagüe de una acequia de riego por uno de ellos. 
- Que en el mismo polígono existen redes de saneamiento que, al parecer, eran desconocida 
por las Administraciones competentes, y a través de las cuales circula la mayor parte de los 
vertidos allí generados. En otro documento de la Confederación Hidrográfica del Ebro (nota 
de prensa de 17/11/04) se hace ver que 
“En este polígono, a pesar de estar conectado a la red de saneamiento de la localidad, 
existen al menos cuatro puntos de vertido de aguas residuales industriales al río Cinca”. 
- Que las aguas residuales del municipio de Almunia de San Juan, cuya depuración estaba 
previsto que se realizase en la planta de Monzón, circulan por una conducción sin las 
adecuadas condiciones de seguridad para que no se viertan productos no autorizados o lesivos 
para el funcionamiento de una depuradora, y no llegan a esta al encaminarse directamente al 
río junto con parte de las aguas residuales del polígono. 
- Que existen grandes industrias situadas fuera del polígono industrial que vierten 
directamente al río Cinca. - Que existe un déficit de control de los vertidos que debe ser 
subsanado. 
A través de este expediente la Institución del Justicia de Aragón no pretende buscar los 
culpables del vertido ilegal que provocó la mortandad de peces, de lo que se deben ocupar 
otras instancias con mayores medios y conocimientos técnicos, sino promover la colaboración 
interadministrativa para que se tomen las medidas que eviten su repetición, pues en las 
respuestas obtenidas a la petición de información se observa que cada Administración señala 
a otra como competente en la materia, sin considerar las competencias propias y las 
obligaciones que de ellas derivan y, fundamentalmente, la necesidad de trabajar 
conjuntamente para estudiar y ejecutar actuaciones que den solución a un importante 
problema.  
Para ello, debemos analizar varios aspectos, lo que se hace a continuación en las 
consideraciones jurídicas. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre las competencias administrativas en materia de vertidos 
En este primer punto debemos distinguir dos tipos de vertidos y las competencias 
administrativas sobre cada uno de ellos: 
1º/ Vertidos directos a cauce: la competencia para su autorización y control es de la 
Confederación Hidrográfica del Ebro, organismo perteneciente a la Administración del Estado 
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y, por tanto, excluido de la supervisión del Justicia. Pero ello no quiere decir que el 
Departamento de Medio Ambiente carezca de atribuciones sobre esta cuestión, que se ponen 
de manifiesto en dos ámbitos: 
a) En el relativo a protección de la naturaleza: el río Cinca en este tramo es parte del Lugar de 
Importancia Comunitaria (LIC) ES2410073, Ríos Cinca y Alcanadre; la Directiva Hábitats ha 
previsto que en caso de faltar Planes de Gestión “los Estados miembros adoptarán las 
medidas apropiadas para evitar, en las zonas especiales de conservación, el deterioro de los 
hábitats naturales y de los hábitats de especies, así como las alteraciones que repercutan en 
las especies que hayan motivado la designación de las zonas…”, acciones que en este área, 
cuyo objetivo son los hábitats y especies fluviales, deben centrarse en preservar la vegetación 
de ribera, las características físicas del río y el cauce y mantener o mejorar la calidad del agua.  
En el mismo sentido, la Ley 2/1999, de Pesca de Aragón, cuyo artículo 66 de establece que, 
sin perjuicio de las demás funciones que desempeñen y de las restantes competencias de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, corresponde a los agentes de protección de la 
naturaleza de la Comunidad Autónoma de Aragón velar por el cumplimiento de lo establecido 
en la presente Ley y la normativa que la desarrolle, mediante la inspección de las masas de 
agua, de las especies que contienen, de las instalaciones y aprovechamientos hidráulicos y 
acuícolas, el control de cuantas actividades en ellos se desarrollen y la denuncia de los hechos 
y actos constitutivos de infracción, a cuyos efectos tendrán la consideración de agentes de la 
autoridad. Dentro de la estructura orgánica del Departamento existe, según el Decreto 
37/2004, modificado por el Decreto 145/2005, de 26 de julio, un Servicio de Ríos y Actividad 
Cinegética al que corresponde, entre otras funciones, “la vigilancia ambiental y adecuación 
de los ecosistemas en los términos establecidos en la legislación respectiva”. 
b) En materia fiscal: el canon de saneamiento, impuesto de finalidad ecológica creado por la 
Ley 6/2001, de 25 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua en 
Aragón, es un recurso tributario de la Comunidad Autónoma cuyo producto se afecta a la 
financiación de las actividades de prevención de la contaminación, saneamiento y depuración 
previstas en la misma. De acuerdo con el artículo 54 de esta Ley, la base imponible del 
impuesto para los usos industriales del agua se determina mediante un sistema de estimación 
por cálculo de la carga contaminante en función de la efectivamente producida o estimada, 
expresada en unidades de contaminación; según su artículo 59.3, corresponde al Instituto 
Aragonés del Agua la comprobación e investigación de las actividades que se refieran al 
rendimiento del canon, tales como el consumo de agua o el vertido, constituyendo una 
infracción grave (artículo 70.3.c) “el envío a la Administración actuante de datos equivocados 
intencionadamente sobre las características de los vertidos”. Por tanto, los industriales que 
vierten al cauce público son sujetos pasivos del canon, y por tanto, deben someterse a la 
inspección del Departamento de Medio Ambiente para comprobar la correcta gestión del 
impuesto, pues uno de sus elementos fundamentales es la declaración de carga contaminante 
de los vertidos. A tal efecto, el Reglamento regulador del Canon de Saneamiento de la 
Comunidad Autónoma de Aragón, aprobado por Decreto 266/2001, de 6 de noviembre, 
enumera las formas de determinación de la base imponible del canon en los usos industriales, 
siendo la primera de ellas la medición directa de la carga contaminante producida, trámite que 
se inicia con la visita de las instalaciones y la redacción de un informe técnico que analice las 
circunstancias que puedan incidir en la generación de contaminación, tales como los usos del 
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agua, tipos de procesos, productos utilizados, dispositivos de tratamiento de las aguas 
residuales o de regulación de la contaminación, etc. 
2º/ Vertidos a redes municipales. Como expresa el informe remitido por el Departamento de 
Medio Ambiente, el Reglamento del Dominio Público Hidráulico diferencia en su artículo 
245 los vertidos directos de los indirectos, y atribuye al Organismo de cuenca la potestad de 
autorizar los vertidos directos a aguas superficiales o subterráneas y los vertidos indirectos a 
aguas subterráneas, especificando a continuación que cuando se trate de vertidos indirectos a 
aguas superficiales, la autorización corresponderá al órgano autonómico o local competente. 
La autorización municipal debe velar porque los vertidos cumplan dos condiciones básicas: 
por un lado, que no se perjudique el buen estado ecológico de las aguas; el Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico señala en su artículo 245.3 “La autorización de vertido tendrá 
como objeto la consecución del buen estado ecológico de las aguas, de acuerdo con las 
normas de calidad, los objetivos ambientales y las características de emisión e inmisión 
establecidas en este Reglamento y en el resto de la normativa en materia de aguas”. Por otro, 
que se protejan adecuadamente determinados valores enunciados en el artículo 1 del 
Reglamento de los vertidos de aguas residuales a las redes municipales de alcantarillado, 
aprobado por Decreto 38/2004, de 24 de febrero, del Gobierno de Aragón, cuyo objeto es la 
regulación del régimen jurídico de los vertidos de aguas residuales que directa o 
indirectamente vayan a parar a las redes de alcantarillado y colectores municipales, con las 
siguientes finalidades: 
“a) Proteger el medio receptor de las aguas residuales, eliminando cualquier efecto 
pernicioso para la salud humana o el medio ambiente acuático, terrestre o atmosférico. 
b) Conseguir los objetivos de calidad asignados a cada uno de estos medios.  
c) Preservar la integridad y seguridad de las personas encargadas del mantenimiento de las 
infraestructuras de saneamiento, entendiéndose por tales las redes de alcantarillado, 
colectores, emisarios, instalaciones correctoras de contaminación, estaciones de bombeo, 
estaciones de pretratamiento y estaciones depuradoras de aguas residuales. 
d) Proteger los sistemas de depuración de la entrada de aguas residuales no susceptibles de 
ser tratadas por los procedimientos de depuración habituales en la depuradora municipal o 
cuya entrada en la misma determine un efecto perjudicial para estos sistemas. 
e) Favorecer la reutilización, a través de la valorización en el sector agrario, de los fangos 
obtenidos en las instalaciones de depuración de aguas residuales”. 
Al objeto de conseguir las finalidades expresadas, y dado que, como señala el preámbulo de la 
Ley 6/2001, la importancia del agua supera límites competenciales y compartimentos 
administrativos, la competencia municipal para la autorización de vertidos indirectos no 
excluye la intervención otras administraciones en determinados casos: 
- De la Confederación Hidrográfica, en orden a conseguir un buen estado ecológico de las 
aguas: el artículo 245.4 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico dispone “Los 
vertidos indirectos a aguas superficiales con especial incidencia para la calidad del medio 
receptor, según los criterios señalados en el apartado anterior, han de ser informados 




- De la Comunidad Autónoma, para las demás finalidades enunciadas en el Reglamento de 
vertidos a redes de alcantarillado; el artículo 11 del Reglamento de vertidos a redes, que se 
ocupa de la resolución sobre el vertido de aguas residuales industriales, obliga a que todas las 
que adopte el órgano competente en materia de vertidos industriales, bien sean sobre nuevas 
peticiones o modificación de autorizaciones anteriores, sean comunicadas al Instituto 
Aragonés del Agua en el plazo de diez días desde su adopción, pues es función de este, de 
acuerdo con lo expresado por el artículo 33.e de la Ley 6/2001, la inspección y control de las 
autorizaciones de vertidos otorgadas por los ayuntamientos a la red municipal de colectores. 
De acuerdo con lo expuesto, es preciso actuar para corregir la actual situación en la que 
parece que el Ayuntamiento y la Comunidad Autónoma no tienen un completo conocimiento 
de los vertidos que se generan en las industrias de Monzón, tanto en el polígono “Las Paules”, 
que vierten a una red municipal, como fuera de él cuando se trate de vertidos directos a cauce, 
procediendo en dos direcciones: 
- Los vertidos a las redes del polígono deberán ser objeto de autorización municipal de 
vertido, en la que se comprobará que no perjudican el buen estado ecológico de las aguas, 
debiendo solicitar informe previo de CHE caso de apreciar especial incidencia en la calidad 
del medio receptor, y que no superan las limitaciones de contaminantes establecidas en el 
artículo 16 del Reglamento de vertidos de aguas residuales a redes municipales de 
alcantarillado con el fin de cumplir los fines de protección antes enunciados, dando cuenta al 
Instituto Aragonés del Agua de las resoluciones adoptadas en cada caso. 
- Los vertidos directos, y dejando a salvo la competencia de la Confederación Hidrográfica 
del Ebro en esta materia, deberán ser controlados por el Instituto Aragonés del Agua con el 
fin de conocer su carga contaminante y aplicar la tarifa del canon de saneamiento que 
corresponda.  
Segunda.- Sobre la construcción de redes y colectores de saneamiento.  
De los datos recibidos se desprende la necesidad de mejorar el estado de las redes de vertido 
del polígono industrial de Monzón, en el que existen varios puntos de vertido directos al río 
Cinca y donde solo una pequeña parte se bombea para su posterior tratamiento en la estación 
depuradora de aguas residuales de la localidad. Resulta necesario unificar estas redes en un 
solo punto de vertido que pueda ser reconducido a la depuradora y debidamente tratado. Para 
ello parece razonable realizar dos actuaciones previas: 
- La legalización de los vertidos señalada en el punto anterior, donde se verá calidad de los 
vertidos que efectúa cada industria y, se adoptará alguna de las medidas previstas a estos 
efectos en el artículo 11 del Reglamento de vertidos a redes: autorizar el vertido sin más 
limitaciones que las establecidas en dicho Reglamento, autorizarlo condicionándolo al 
establecimiento de un tratamiento previo a su salida a la red general, así como al 
funcionamiento de los dispositivos de control, medida de caudal y muestreo que deberá 
instalar la industria a su costa para garantizar la sujeción del efluente a los parámetros 
contenidos en el Reglamento o en la normativa general que pueda dictarse, o prohibirlo 
totalmente cuando las características que presente no puedan ser corregidas por el oportuno 
tratamiento. En este caso, a la vista de la propuesta que presente el solicitante y previo 
informe vinculante del Instituto Aragonés del Agua y de otras instancias ambientales si así lo 
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exige la vigente normativa, el órgano municipal o comarcal competente determinará el 
método de almacenaje, transporte y punto de vertido de los residuos. 
- La eliminación de caudales circulantes de una acequia de riego por la red de saneamiento del 
polígono. El informe del Departamento hace ver que la problemática de fondo que impide la 
depuración de los vertidos del polígono industrial “Las Paules” deriva del erróneo 
planteamiento en la construcción inicial de sus desagües y red alcantarillado, al mezclarlos 
con una importante acequia de riego, de manera que se hipotecó, en su día, la posibilidad de 
conducir a la EDAR de Monzón los vertidos del Polígono industrial, por los problemas de 
aumento incontrolado de caudal y la dilución del vertido que ello representa. Este error 
inicial, debido tal vez a que en aquel momento se pensó que era mejor diluir los vertidos para 
disminuir su potencial contaminante, no debe permanecer por más tiempo, puesto que lo que 
se trata es de reducir la carga contaminante que se arroja al río, y ello únicamente puede 
conseguirse mediante un proceso de depuración. Es preciso que el Ayuntamiento determine 
con los titulares de la acequia de riego la forma de resolver este problema, eliminándose la 
conjunción de las aguas residuales con las de riego, de forma que aquellas puedan ser 
depuradas y estas desagüen en el río directamente. 
En el informe del Departamento de Medio Ambiente se argumenta, acertadamente a nuestro 
juicio, sobre la competencia de las Entidades locales en materia de alcantarillado, con 
referencia a la normativa básica reguladora de esta materia: Ley 7/1985, de 2 abril, reguladora 
de las Bases del Régimen Local y Ley 7/1999, de 9 de abril, de la Administración Local de 
Aragón, que la establecen como servicio mínimo obligatorio para todos los municipios. Este 
servicio se presta a través de las redes de saneamiento y colectores, definidos por el 
Reglamento de vertidos a redes como “bienes de servicio público del dominio público 
municipal” (artículo 3.2). 
Sin olvidar este punto de partida, debemos considerar la finalidad última que debe presidir la 
actuación de las administraciones en esta materia, que es la mejora de la calidad de las aguas 
y la protección del medio ambiente. Dada la unidad del ciclo hidrológico, resulta en ocasiones 
difícil diferenciar las infraestructuras de carácter netamente municipal de aquellas otras que 
sirven directamente a las operaciones de depuración, entregando el agua en la planta con esta 
finalidad. 
El Real Decreto Ley 11/1995 define el colector como “Todo sistema de conductos que recoja 
y conduzca las aguas residuales urbanas, desde las redes de alcantarillado de titularidad 
municipal, a las estaciones de tratamiento”. La Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y 
Participación en la Gestión del Agua de Aragón considera (artículo 6.2) dentro de los 
conceptos de saneamiento y la depuración tres elementos: 
a) El alcantarillado, que comprende la red urbana de recogida de aguas residuales y pluviales 
y los colectores urbanos.  
b) La depuración, que comprende el tratamiento de las aguas residuales y su vertido a los ríos 
u otros medios receptores.  
c) Los colectores o emisarios entre el alcantarillado y la depuración pueden incluirse en uno u 
otro de los conceptos indicados en los puntos a) y b), en función de las condiciones que 
optimicen la gestión del servicio. 
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De esta enumeración resulta que el alcantarillado en un asunto de competencia 
exclusivamente municipal, en la depuración interviene la Comunidad Autónoma en virtud de 
convenios y los colectores o emisarios quedan como un concepto intermedio que, según las 
circunstancias concretas de cada caso, se asimilará a uno u otro. 
Por tanto, y en aras a la consecución del objetivo final de proteger la calidad de las aguas, 
urge una actuación conjunta del Ayuntamiento de Monzón y del Departamento de Medio 
Ambiente para superar la situación actual, en que el Ayuntamiento exige que esa obra la 
realice el Instituto Aragonés del Agua y este se opone indicando que se trata de una 
competencia estrictamente municipal en la que no puede intervenir. 
A juicio de esta Institución, la pretensión del Ayuntamiento no tiene cabida en el convenio 
para la construcción de la EDAR suscrito con la Junta de Saneamiento, pero no por las 
razones manifestadas por el Departamento de Medio Ambiente en su informe (que no hay 
error o insuficiencia en el proyecto técnico de la obra), sino por una razón temporal. La 
cláusula cuarta de dicho convenio, reproducida en los antecedentes, señala dos posibilidades 
de obras complementarias a las previstas en el proyecto técnico: 
- Las que surjan a demanda del Ayuntamiento o como consecuencia de su actuación, para las 
que se requiere previo acuerdo de la Comisión de Seguimiento y la tramitación que proceda, 
estableciéndose un sistema de financiación en el que participan ambas partes, y 
- Las modificaciones u obras complementarias que sean consecuencia de deficiencias y 
omisiones en el Proyecto y estén directamente relacionadas con el objetivo básico del mismo, 
que se financiarán por la Junta de Saneamiento con cargo a sus fondos propios, los que reciba 
del Gobierno de Aragón y los provenientes del fondo de Cohesión de la Comunidad Europea. 
De acuerdo con lo pactado, si durante la vigencia del convenio el Ayuntamiento hubiese 
demandado la realización de estas obras, necesarias para la depuración completa de la 
aglomeración urbana de Monzón (el R.D.L. 11/1995 entiende por aglomeración urbana la 
zona geográfica formada por uno o varios municipios, o por parte de uno o varios de ellos, 
que por su población o actividad económica constituya un foco de generación de aguas 
residuales que justifique su recogida y conducción a una instalación de tratamiento o a un 
punto de vertido final) y se hubiesen aprobado por la Comisión de Seguimiento, deberían 
haber sido incorporadas al proyecto y financiadas en los términos pactados. Sin embargo, en 
el momento actual esta petición no tiene virtualidad, pues ha expirado la vigencia del 
Convenio que la podía haber sustentado: la cláusula decimocuarta señala que  
“El presente convenio entrará en vigor a partir de la fecha de su formalización y terminará 
en la fecha de finalización de las actuaciones contempladas en el mismo”; siendo que la 
principal actuación es la construcción de la estación depuradora de aguas residuales, y que 
esta obra ya está finalizada y superado su periodo de prueba, el convenio ya no resulta 
aplicable. 
Sí que es de aplicación ahora, como pone de manifiesto el informe del Departamento, el 
convenio de explotación de fecha 11/12/03, que se formalizó al concluir la fase de 
construcción y haber transcurrido el primer año de explotación en garantía y que, con el fin de 
evitar o minimizar la entrada de infiltraciones y caudales incontrolados en la red de 
alcantarillado, establece obligaciones para ambas partes: 
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- Por un lado, el Ayuntamiento de Monzón debe adoptar prácticas correctas de gestión del 
alcantarillado y acometer inversiones para su mejora del mismo, de forma especial en suelos 
de nueva urbanización 
- El Instituto Aragonés del Agua ha de impulsar estas actuaciones de mejora, que considerará 
de prioridad absoluta. 
Por consiguiente, resulta imprescindible que las dos Administraciones acuerden la forma de 
resolver el problema, estableciendo un cauce de colaboración para afrontar estas obras, con 
fundamento en los precedentes derivados del anterior convenio o estableciendo la forma de 
financiación y ejecución de las obras que consideren más oportuna. La urgencia en acometer 
estas obras es manifiesta, pues recuérdese que la Directiva 91/271 y el Real Decreto-ley 
11/1995 por el que se traspone, dispone en sus artículos 4 y 5 que las aglomeraciones urbanas 
que cuenten con más de 15.000 habitantes-equivalentes (como es el caso de Monzón, según 
consta en el programa 2.4 del Plan Aragonés de Saneamiento y Depuración) deberán disponer 
de sistemas colectores para las aguas residuales urbanas y aplicar a estas un tratamiento 
secundario o proceso equivalente antes del 1 de enero del año 2001. 
Dos razones avalan la necesidad de una actuación urgente; una de ellas es medioambiental: la 
eliminación de vertidos incontrolados que provoquen contaminación en el río Cinca y la 
consiguiente mortandad de peces y deterioro del medio; otra, económica: según señala el 
convenio de construcción de la EDAR de 07/05/01, la financiación de la obra se realiza en 
parte con dinero proveniente del Fondo de Cohesión de la Comunidad Europea, y el 
incumplimiento de la Directiva, por no quedar depuradas todas las aguas procedentes de la 
aglomeración urbana de Monzón, puede acarrear la imposición de sanciones o la denegación 
de futuras ayudas. 
Queda por resolver el vertido del municipio de Almunia de San Juan, cuyo tratamiento, según 
parece, estaba previsto hacerlo en la depuradora de Monzón, conduciéndose al polígono para 
su posterior reenvío a la planta. Es conveniente adoptar las medidas precisas para que las 
aguas residuales no se vean afectadas por otros elementos que afecten negativamente a su 
proceso de depuración, bien sea por la descarga de purines en los registros abiertos (el 
Alcalde señala en su escrito de 27/04/05 que el transporte de purines se realiza en cubas y es 
fácil su vaciado en cualquier punto de la acequia, siendo estos hechos muy difíciles de 
detectar) o por la entrada de aguas de variada procedencia y calidad, eliminando las 
conexiones que no estén debidamente controladas y los tramos abiertos. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar las siguientes SUGERENCIAS: 
Primera.- Al Departamento de Medio Ambiente, para que 
- Controle los vertidos directos a cauce, de forma que la determinación de la carga 
contaminante como elemento esencial para la correcta aplicación del canon de saneamiento, 
junto a la labor de vigilancia de la calidad de las aguas que realiza por la Confederación 
Hidrográfica del Ebro, coadyuve a su reducción. 
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- Promueva la formalización de un convenio con el Ayuntamiento de Monzón para unificar 
los colectores del polígono industrial “Las Paules” y reconducir a la depuradora las aguas 
residuales procedentes del mismo, una vez legalizados los vertidos de las empresas y 
eliminados los caudales de aguas de riego y otros que no precisan ser depurados. 
- Promueva la formalización de un convenio con el Ayuntamiento de Almunia de San Juan 
para que las aguas residuales de esta localidad puedan ser llevadas con seguridad a la EDAR 
de Monzón y correctamente tratadas. 
Segunda.- Al Ayuntamiento de Monzón para que: - Proceda a la legalización de los vertidos 
de las industrias del polígono en los términos señalados en el Reglamento de vertidos a redes 
municipales, al objeto de que, una vez establecidas las medidas correctoras que procedan, 
puedan ser conducidos a la depuradora para su tratamiento. 
- Promueva la formalización de un convenio con el Instituto Aragonés del Agua a los efectos 
señalados de unificar la red de vertido y entregar las aguas residuales en la depuradora. 
Tercera.- Al Ayuntamiento de Almunia de San Juan para que promueva la formalización de 
un convenio con el Instituto Aragonés del Agua a los mencionados efectos de conducir con 
seguridad las aguas residuales de esta localidad a la EDAR de Monzón. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
4.3 Residuos y vertederos 
4.3.1 1 de febrero de 2005. Departamento de Medio Ambiente. Gestión de residuos 
ganaderos. Necesidad de instruir el expediente para resolver el problema. 
En la presente sugerencia, una sociedad dedicada a la gestión y tratamiento de purines sita 
en el municipio de Boquiñeni denuncia la pasividad del Departamento de Medio Ambiente 
del Gobierno de Aragón, puesto que, habiéndose solicitado la concesión de una autorización 
integrada para la instalación de una planta procesadora de purines, dicha Administración ha 
archivado el expediente declarándose incompetente y sin facilitar al interesado el nombre de 
la autoridad que resultaba competente a tal efecto. A raíz de la consultas realizadas y sobre 
todo, a través de lo dispuesto en el Plan General de Ordenación Ganadera, la Institución 
observa que este tipo de actuaciones deben ser especialmente promovidas por la 
Administración y a tal efecto se proponen varias sugerencias para evitar la paralización del 
expediente y posibilitar la ejecución de la instalación de procesamiento de purines. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 24/05/04 tuvo entrada en esta Institución una queja motivada por la falta 
de trámite de un expediente en el Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón. 
SEGUNDO.- En la misma se hace alusión a los problemas que está teniendo la sociedad 
Centro de Gestión de Estiércoles de Boquiñeni S.L., dedicada al tratamiento de los purines 




Señala que con el fin de montar una planta en Boquiñeni han presentado en el Departamento 
de Medio Ambiente la documentación requerida por el Plan de Residuos Ganaderos de 2002, 
y tras elaborar los proyectos técnicos y ajustarse estrictamente a lo dispuesto en el mismo, les 
han contestado que ellos no son competentes, sin que especifiquen el órgano administrativo al 
que pueden dirigirse para resolver la cuestión. Entretanto, se han ido haciendo inversiones que 
precisan ejecución, y se continúan generando purines que almacenan los ganaderos en espera 
de poder hacer un tratamiento adecuado en esta planta. 
El firmante de la misma considera muy deficiente esta forma de funcionamiento, que no 
contribuye para nada en resolver un problema grave en nuestra ganadería, y que en caso de 
no realizarse debidamente la gestión tiene repercusiones negativas en el medio natural; los 
ganaderos están sometidos a una presión constante por los agentes de vigilancia 
medioambiental, debido a que precisan verter este producto en los campos, ya que las 
posibilidades de almacenamiento son limitadas. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
01/06/04 un escrito al Consejero de Medio Ambiente recabando información acerca de la 
cuestión planteada en la queja y, en particular, la tramitación dada a dicha solicitud para la 
actividad de referencia y el procedimiento que, en su caso, deba seguir y la documentación 
que precise aportar para obtener las licencias que procedan y ejercer legalmente la actividad. 
Ante la demora en la respuesta, se efectuaron sendos recordatorios de petición de información 
con fechas 21/07/04 y 28/10/04. 
CUARTO.- La respuesta del Departamento se recibió el 30/12/04, y mediante un informe 
fechado el 29/11/04, el Secretario General Técnico da cuenta de los siguientes extremos: 
1. ANTECEDENTES. 
Con fecha 24 de febrero de 2004 (Reg. Entrada 55270) el Ayuntamiento de Boquiñeni 
presentó solicitud de Autorización Ambiental Integrada para la construcción de un centro de 
gestión y tratamiento de las deyecciones ganaderas, proyecto promovido por la entidad 
Centro Gestión de Estiércoles Boquiñeni, S.L. 
A dicha solicitud se acompañaba, entre otra documentación, copia por triplicado de la 
solicitud de licencia presentada por los representantes de la empresa ante el Ayuntamiento y 
del Informe Urbanístico elaborado por el Arquitecto Municipal, en el que se concluye que las 
características de la actividad planteada en su desarrollo total hace aconsejable su 
tramitación conforme al procedimiento establecido en la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 
Prevención y Control Integrado de la Contaminación. 
A lo largo de los meses de abril y mayo de 2004, y sin que mediara trámite alguno de 
publicidad del proyecto, se remitieron a la Dirección General de Calidad Ambiental, 
dependiente de este Departamento, los siguientes escritos de alegaciones: (NOTA: cita aquí 
cinco alegaciones remitidas al Departamento) 
2. RESOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE. 
Con fecha 10 de mayo de 2004 se dictó Resolución de la Dirección General de Calidad 
Ambiental, por la que se archiva el procedimiento de solicitud de Autorización Ambiental 
Integrada solicitada, practicándose la notificación en tiempo y forma al Ayuntamiento de 
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Boquiñeni con fecha 18 de mayo de 2004, con devolución del expediente, y al Centro de 
Gestión de Estiércoles Boquiñeni, S.L. en esa misma fecha. Asimismo, con fecha 24 de mayo 
de 2004 se publicó en el Boletín Oficial de Aragón número 59. 
3. MOTIVACIONES DE LA RESOLUCIÓN. 
Primera: El apartado 5 (Gestión de Residuos) del Anexo 1 de la Ley  16/2002, de 1 de julio, 
de Prevención y Control de la Contaminación, no recoge entre las actividades sometidas a la 
aplicación de la misma las correspondientes a valorización de este tipo. Únicamente se 
refiere a instalaciones para la eliminación de residuos no peligrosos si su capacidad es de 
más de 50 toneladas día, y este no es el caso que nos ocupa. 
Segunda : A este tipo de instalaciones les es de aplicación el Reglamento 1774/2002, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de octubre de 2002 por el que se establecen normas 
sanitarias aplicables a los subproductos animales no destinados al consumo humano. Así, el 
artículo 1 regula su ámbito de aplicación, en los siguientes términos: El presente Reglamento 
establece normas en materia de salud animal y pública aplicables a: 
(a) la recogida, el transporte. el almacenamiento, la manipulación, la transformación y la 
utilización o eliminación de subproductos animales, con objeto de impedir que estos 
productos entrañen algún tipo de riesgo para la salud humana o animal 
Tercera : El artículo 5 del Reglamento 1774/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo 
incluye los estiércoles como material de categoría 2, y su destino, según recoge el artículo 2 
e), será su tratamiento en plantas de biogás o compostaje (cuya autorización se regula en el 
artículo 15) o en una instalación técnica autorizada (reguladas en el artículo 1 8). 
En consecuencia, y de acuerdo con las definiciones que proporciona el Reglamento, el 
proyecto promovido por el CENTRO DE GESTIÓN DE ESTIÉRCOLES DE BOQUIÑENI, 
S.L. se refiere a una planta técnica, siendo de aplicación el Reglamento 1774/2002, de 3 de 
octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo. De este modo, la autorización, inspección y 
control se realizarán según lo establecido en el Anexo V, capítulos IV y V de este mismo 
Reglamento y el Real Decreto 1429/2003. de 21 de noviembre, por el que se regulan las 
condiciones de aplicación de la normativa comunitaria en materia de subproductos de origen 
animal no destinados al consumo humano, que es la norma básica que transpone dicho 
Reglamento para todo el Estado, si bien, efectivamente, en ninguna de las dos normas, 
comunitaria y estatal, se define de forma específica la autoridad competente para ello. 
Cuarta: Dado lo anteriormente dicho, el Departamento de Medio Ambiente, ha remitido al 
Departamento de Agricultura y Alimentación para que realice las aportaciones que considere 
oportunas, un borrador de Decreto por el que se regularán las competencias en materia de 
recogida, transporte y almacenamiento de los estiércoles en desarrollo del Real Decreto 
1429/2003, de 21 de noviembre. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la necesidad urgente de gestionar los residuos ganaderos. 
La necesidad de dar cumplimiento a diversas normativas europeas y estatales en materia de 
residuos y de dar una solución adecuada a esta problemática ha motivado la aprobación por el 
Gobierno de Aragón, mediante acuerdo de 11 de enero de 2005, del Plan de Gestión Integral 
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de los Residuos de la Comunidad Autónoma de Aragón, GIRA, con un ámbito temporal entre 
los años 2005 y 2008.  
Junto a residuos de otras características y procedencias, el Plan se ocupa de los residuos 
ganaderos, dejando sin efecto el Plan de Residuos Ganaderos aprobado por acuerdo del 
Gobierno de Aragón del 17/09/02, cuya vigencia estaba prevista de 2003 a 2007. La finalidad 
de este Plan era hacer un diagnóstico de la situación y dar respuesta a los problemas que el 
rápido crecimiento y la fuerte concentración del sector estaban generando en nuestro 
territorio; la planificación realizada se centró sendos programas de actuación para estiércoles 
y para residuos zoosanitarios. Algunas de estas propuestas Plan se recogen en el actual Plan 
Integral, al ser plenamente coincidentes con sus objetivos y principios. 
El GIRA destaca que, a pesar de ser los propios ganaderos los responsables de la correcta 
gestión del residuo, las Administraciones Públicas, en su calidad de agentes responsables en 
materia de regulación y ordenación del sector, pueden y deben colaborar en implantar un 
modelo de gestión adecuado en el territorio, implicando en esta tarea a la Administración 
pública en todos sus niveles: autonómico, comarcal y municipal. 
En materia de residuos ganaderos se ha pasado de una actividad ganadera tradicional ligada a 
las explotaciones agrarias, que ha permitido la utilización de los estiércoles de forma 
integrada dentro del proceso de producción agrícola sin producir problemas medioambientales 
importantes, a procesos de cría intensiva de ganado concentrados territorialmente (en solo 
cinco comarcas se ubica casi el 50% del censo total de porcino de cebo) que generan un 
problema importante a la hora de gestionar los residuos ganaderos, tanto los propios 
estiércoles como los fitosanitarios o cadáveres. 
Conforme a esta distinción, el Plan GIRA distingue aquellos municipios donde no hay 
problemas de saturación, que pueden continuar con las aplicaciones tradicionales de 
estiércoles, de las zonas saturadas, en las que, a la vista del problema existente, ha previsto la 
intervención del sector público tanto desde el punto de vista del fomento como para la 
promoción directa de la implantación de tratamientos de depuración de estiércol de tipo 
biológico, compostaje u otros que eliminen los excedentes de nitrógeno o bien que permitan 
su concentración en la fracción sólida de manera que sea más fácil su transporte a otras zonas 
donde agrícolamente sean necesarios. 
Por ello, cuando el Plan GIRA analiza en su punto 6.A.6.1 las actuaciones en materia de 
infraestructuras dispone lo siguiente: Teniendo en cuenta la presión de nitrógeno, y 
atendiendo a la carga que soporta el territorio, se revela necesario actuar en las Comarcas 
más saturadas... Para ello, la administración de la Comunidad Autónoma participará 
directamente en la construcción de las infraestructuras de depuración que sean necesarias en 
el ámbito comarcal, priorizando, lógicamente, las inversiones de acuerdo con la presión de 
cada territorio. 
Se considera que la iniciativa debe partir de las asociaciones de productores y de las propias 
comarcas, participando en igual proporción tanto los agentes productores como las dos 
administraciones implicadas. 
En el mismo sentido, cuando se refiere a las actuaciones en materia de fomento de la mejora 
ambiental ganadera (6.A.6.2) propone utilizar instrumentos económicos como incentivadores 
de la inversión privada, tales como el apoyo financiero a proyectos que apliquen tecnologías 
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de tratamiento sostenibles y a la implantación de centros gestores de estiércoles, 
principalmente de ámbito supramunicipal, para conseguir un correcto reparto y distribución 
de purines en las tierras que gestionan, facilitando a través de esta centralización el control 
por parte de la Administración Ambiental de las aplicaciones individuales de este producto. 
En el presente caso, la zona donde se pretende instalar la planta de tratamiento de purines, 
ubicada en el término municipal de Boquiñeni, en la Comarca de la Ribera Alta del Ebro, 
figura efectivamente en el mapa del Plan GIRA Presión de las deyecciones de la ganadería 
sobre los terrenos de cultivo y pradera natural por municipios con una presión de nitrógeno 
(KgN/Ha y año) superior a 210, por lo que entra en el concepto de zona saturada. Ello obliga 
a una participación de la Administración de la Comunidad Autónoma más activa que la 
propiamente de control y autorización para el ejercicio de actividades, habida cuenta del 
problema medioambiental que la concentración de esta clase de residuos puede suponer y la 
dificultad de limitar su producción para explotaciones en marcha, como aquí ocurre. 
Segunda.- Sobre la obligación de resolver atendiendo al fondo del asunto. 
La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, obliga a la Administración (art. 42) a dictar 
resolución expresa en todos los procedimientos, precisando su artículo 89 que la resolución 
que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y 
aquellas otras derivadas del mismo. 
En la respuesta dada por la Dirección General de Calidad Ambiental mediante resolución de 
10/05/04 archivando el procedimiento de autorización ambiental integrada no atiende 
debidamente la cuestión planteada ni el interés que quiere satisfacer, la depuración de purines, 
coincidente con el de la Administración dada la problemática que generan estos residuos, 
principalmente en las zonas saturadas, como resulta ser el término municipal de Boquiñeni 
por el gran número de explotaciones porcinas en la zona. 
En dicha resolución se cita el apartado 5 (Gestión de Residuos) del Anexo 1 de la Ley 
16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control de la Contaminación, en el párrafo 5.2, que se 
refiere a las instalaciones para la eliminación de residuos no peligrosos con una capacidad 
superior a 50 toneladas diarias, y con apoyo en este razonamiento se desestima su tramitación 
sin ofrecer ninguna alternativa, como podrían ser las que a continuación se estudian. 
En primer lugar, la consideración de este residuo como vertido peligroso. La Ley 20/1986, de 
14 de mayo, que establece el régimen jurídico básico de los residuos tóxicos y peligrosos, los 
define como materiales sólidos, pastosos, líquidos, así como los gaseosos contenidos en 
recipientes, que, siendo el resultado de un proceso de producción, transformación, utilización 
o consumo, su productor destine al abandono y contengan en su composición alguna de las 
sustancias y materias que figuran en el Anexo de la presente Ley en cantidades o 
concentraciones tales que representen un riesgo para la salud humana, recursos naturales y 
medio ambiente, al objeto de garantizar la protección de la salud humana, la defensa del 
medio ambiente y la preservación de los recursos naturales. En el anexo de la Ley se contiene 
una relación de sustancias o materias tóxicas y peligrosas entre las que figuran los compuestos 
farmacéuticos y los nitruros, sustancias ambas que se generan en los residuos porcinos, y son 
debidas deben al proceso de producción intensiva, que requiere la utilización a gran escala de 
medicamentos veterinarios para, en última instancia, garantizar la rentabilidad de la 
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explotación, y un determinado tipo de alimentación que se aparta de lo que resultaría natural 
para estos animales. La presencia de tales sustancias, y su poder contaminante, hace que sea 
razonable considerar el residuo que las contiene como peligroso; téngase en cuenta que los 
nitratos es una de las causas más importantes de contaminación de las aguas subterráneas en 
amplias zonas de Aragón, debido tanto a las prácticas agrícolas con fertilizantes químicos 
como al propio vertido de purines, y que esta contaminación resulta ser mucho más peligrosa 
que la de las propias aguas superficiales, cuya recuperación es más sencilla. A diferencia de 
estas, cuya afección se produce por la alta carga contaminante de naturaleza orgánica, que en 
las subterráneas se elimina en parte por el filtrado y el efecto autodepurador del suelo, se 
produce una acumulación de materia nitrogenada que lentamente va elevando la 
concentración de nitratos hasta límites inaceptables para los usos que posteriormente se 
podrían dar a las aguas debido a su alta carga contaminante. La propia Ley de prevención y 
control integrados de la contaminación se refiere a esta circunstancia cuando obliga a tener en 
cuenta, para la determinación de los valores límite de emisión en la autorización ambiental 
integrada, la afección al agua de las sustancias que contribuyen a la eutrofización, en 
particular nitratos y fosfatos.  
Así, la consideración del estiércol porcino como residuo peligroso hubiese permitido su 
conceptuación dentro de la categoría 5.1 del anexo I de la Ley 16/2002 (Instalaciones para la 
valorización de residuos peligrosos o para la eliminación de dichos residuos en lugares 
distintos de los vertederos, de una capacidad de más de 10 toneladas por día) y tramitar el 
expediente encaminado a la obtención, si fuese procedente, de la autorización ambiental 
integrada. Si así se considera, y a tenor de lo establecido en el Anexo I de la Ley 23/2003, de 
23 de diciembre, de creación del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, correspondería a 
esta Entidad su resolución. En todo caso, debe considerarse que la aplicación del régimen 
establecido para la gestión de residuos peligrosos, a pesar de su severidad, resulta más 
favorable para el interesado que la paralización de su proyecto, que deja en suspenso la 
actividad y no resuelve los problemas de los ganaderos ni las posibles afecciones al medio 
ambiente. 
La otra vía por la que podría haberse reconducido la instrucción de este expediente, en caso de 
no considerar el estiércol porcino como residuo peligroso, es la propia de la evaluación de 
impacto ambiental. El Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 junio, de Evaluación de 
impacto ambiental, señala en su artículo 1.2 que Los proyectos públicos o privados, 
consistentes en la realización de las obras, instalaciones o de cualquier otra actividad 
comprendida en el anexo II de este Real Decreto Legislativo sólo deberán someterse a una 
evaluación de impacto ambiental en la forma prevista en esta disposición, cuando así lo 
decida el órgano ambiental en cada caso. La decisión, que debe ser motivada y pública se 
ajustará a los criterios establecidos en el anexo III. En el grupo 9 del anexo II se citan, entre 
otros proyectos, las instalaciones de eliminación de residuos no incluidas en el anexo I, que 
alude a la eliminación de residuos peligrosos o a otros que no lo son mediante procedimientos 
químicos. Como en el caso anterior, resultaría igualmente competente el Instituto Aragonés de 
Gestión Ambiental. 
En todo caso, la instalación deberá reunir las condiciones establecidas en el Reglamento 
1774/2002, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de octubre de 2002 por el que se 
establecen normas sanitarias aplicables a los subproductos animales no destinados al consumo 
humano, y en su norma de trasposición, el Real Decreto 1429/2003, de 21 de noviembre, por 
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el que se regulan las condiciones de aplicación de la normativa comunitaria en materia de 
subproductos de origen animal no destinados al consumo humano, que remite para la 
concesión de autorizaciones a la autoridad competente, que deberá ser la de la Comunidad 
Autónoma. Si bien no se ha dictado una norma específica para la atribución expresa de esta 
responsabilidad, es necesario remitirse al Decreto 37/2004, de 24 de febrero, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba la estructura orgánica del Departamento de Medio Ambiente, 
cuyo artículo 1 asigna a este Departamento la vigilancia, inspección y sanción de las 
actividades de producción y gestión de residuos y la emisión de informes ambientales, 
correspondiendo a la Dirección General de Calidad Ambiental (art. 7) el ejercicio de las 
competencias atribuidas al Departamento en materia de residuos y la implementación de 
medidas generales para la prevención de impactos asociados a las actividades con repercusión 
en el medio ambiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que establezca los mecanismos y determine los órganos competentes para que las solicitudes 
que se formulen en el ámbito competencial del Departamento de Medio Ambiente se 
resuelvan a través de los cauces establecidos, de forma que se ejerzan adecuadamente las 
atribuciones que la legislación asigna a la Comunidad Autónoma de Aragón y no se paralicen 
las iniciativas ciudadanas en esta materia, máxime cuando coinciden con los designios 
administrativos reflejados en documentos aprobados y que responden a un interés público.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formuladas, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
4.4 Actividades clasificadas o peligrosas 
4.4.1 6 de septiembre de 2005. Depuradora de aguas residuales de Secastilla: conveniencia 
de incorporarla al sistema general de la Ley 6/2001. Convenio interadministrativo 
para su gestión. Necesidad de legalizar la situación del vertido y adecuar los accesos. 
Departamento de Medio Ambiente de DGA y Ayuntamiento de Secastilla. 
La Institución sugiere la inclusión de la depuradora del municipio de Secastilla dentro del 
sistema general establecido en la Ley 6/2001 para que de esta forma los recambios y 
mantenimientos que son necesarios para conservar esta estación depuradora se hagan con 
cargo al canon de saneamiento.  
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 24/05/05 tuvo entrada en esta Institución una queja relativa a la 
depuradora de Secastilla, en la que se expone lo siguiente:  
"El Ayuntamiento de Secastilla construyó hace años una depuradora de aguas residuales que 
ha estado funcionando durante todo este tiempo, haciéndose cargo el Consistorio de los 
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gastos derivados del mismo. Dado el importante montante económico de su mantenimiento y 
la necesidad de ir realizando reparaciones, que exceden de las posibilidades del municipio, 
desde el Ayuntamiento se ha contactado con el Instituto Aragonés del Agua con el fin de, 
conforme a lo establecido en la Ley de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua en 
Aragón, formalizar un convenio para la incorporación de la EDAR de Secastilla al régimen 
general previsto en la misma para la aplicación del canon de saneamiento y que el Instituto, 
conforme a su función, se hiciese cargo de ella. 
Tras la solicitud inicial y la aportación del proyecto constructivo de la depuradora y de los 
demás datos que se han ido reclamando no se tiene noticia de este asunto desde hace más de 
un año. Además, tampoco se ha incluido esta planta en el plan de depuración elaborado por 
el Instituto Aragonés del Agua y que se extiende a más de 170 municipios. 
Considera que un Ayuntamiento que se ha preocupado por la depuración de sus aguas 
residuales antes de tener la obligación legal derivada de las normas europeas debe ser 
apoyado por la Comunidad Autónoma y, conforme a la previsión de la Ley, incorporado al 
régimen general previsto en la misma y financiada la explotación y mantenimiento de la 
EDAR a través del canon de saneamiento.  
Ante la inactividad del Instituto y el silencio a las peticiones formuladas por este 
Ayuntamiento, solicita la mediación de El Justicia de Aragón para dar solución al problema 
planteado". 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
03/06/05 un escrito al Consejero de Medio Ambiente recabando información acerca de la 
cuestión planteada en la queja y sobre las previsiones que existen para la asunción por parte 
del Instituto Aragonés del Agua de la gestión de esta y otras pequeñas depuradoras 
construidas con anterioridad en diversos municipios de la Comunidad Autónoma y de cuyo 
funcionamiento se hacen cargo directamente los propios Ayuntamientos. 
TERCERO.- Tras reiterarse la petición el 20/07/05, la respuesta del Departamento se recibió 
el 05/08/05, haciendo referencia a los siguientes extremos: - Actuaciones iniciales. El 
Ayuntamiento solicitó al Instituto Aragonés del Agua en marzo de 2003 que asumiese el 
mantenimiento de la depuradora existente en el municipio; en respuesta a esta petición, se 
solicitó el proyecto de la planta como paso previo a la realización de una visita de 
comprobación, que tuvo lugar el 13/05/03. 
- Descripción de la instalación. El informe describe el funcionamiento de la instalación, 
desde la entrada de aguas residuales hasta su vertido a una balsa de riego y extracción del 
fango resultante. Dado el carácter técnico de los datos aportados, no se estima preciso 
reflejarlos en este informe. 
- Estado de las instalaciones en el momento de realizar la visita. Según se refleja, en el 
momento de realizar la visita la depuradora se encuentra en funcionamiento, pero el estado de 
las instalaciones requiere de diversas actuaciones para solventar los fallos detectados: 
deterioro de los biodiscos, avería en una bomba de purga de fangos secundarios, tapas de 
arquetas que deben ser sustituidas por su mal estado, falta la chimenea en el digestor de 
fangos y la escalera no reúne condiciones de seguridad. Menciona también el camino de 
acceso ocupado parcialmente por piedras que lo hacen impracticable para un servicio habitual, 
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si bien este extremo ha sido contradicho por el Ayuntamiento, que alega que es un camino de 
unos cinco metros de ancho y está hormigonado, pudiendo circular por él coches y camiones 
sin ningún problema. 
- Situación administrativa. El informe menciona la falta de autorizaciones de vertido y para la 
reutilización de aguas residuales, que corresponde otorgar a la Confederación Hidrográfica 
del Ebro, así como de la comunidad de regantes para verter las aguas depuradas a la balsa de 
riego. 
- Conclusión sobre Secastilla. Es la siguiente: "De acuerdo con todo lo expuesto en este 
informe, resulta obvio que el Instituto Aragonés del Agua no puede asumir la gestión de una 
instalación en el estado de mantenimiento en que se encuentra la de Secastilla, ya que no se 
puede garantizar ni el correcto funcionamiento de la misma, ni la obtención de resultados de 
depuración acorde con la normativa vigente, ni se puede garantizar la correcta realización 
de las tareas de mantenimiento, habida cuenta de las deficiencias existente en las 
instalaciones y el acceso a la EDAR. 
Por otra parte, es el Ayuntamiento como titular del vertido quien debe regularizar, como 
paso previo a cualquier cesión de la titularidad de la gestión, la situación administrativa de 
la EDAR, tanto en lo concerniente a autorización de vertido, como autorización para 
reutilización de aguas depuradas para riego y autorización expresa de la comunidad de 
regantes autorizando el vertido a la balsa de su propiedad. 
Una vez cumplidos estos trámites (tanto de mantenimiento como administrativos), de los que 
el Ayuntamiento debe ser plenamente consciente, por parte del Instituto, al igual que se ha 
realizado en otros municipios, no debe existir problema alguno en asumir la titularidad de la 
gestión, de acuerdo a lo previsto en la Ley 6/2001. 
Por otra parte, en la Orden de 18 de mayo de 2005 de este Departamento de Medio 
Ambiente, por la que se dispone la publicación de la relación de entidades en donde es de 
aplicación el canon de saneamiento, de acuerdo con lo establecido en la Ley 6/2001, el 
municipio de Secastilla se considera exento del impuesto, pues el estado de la EDAR hace 
que no se considere en el Instituto como en correcto funcionamiento (en este caso, si debería 
de cobrarse el canon)." 
- Gestión de otras depuradoras existentes. El informe indica que la titularidad de la prestación 
del servicio de saneamiento y depuración es competencia de las entidades locales, y que el 
Instituto asume la titularidad en la gestión de la explotación de las depuradoras en virtud de 
los convenios que suscribe con los Ayuntamientos, que le delegan estas funciones. Para que el 
Instituto asuma esta gestión los municipios deberán solicitarlo y, tras comprobarse el 
funcionamiento de las instalaciones, se formaliza un convenio, conservando el Ayuntamiento 
la titularidad del vertido y delegando en el Instituto la explotación, a la vez que se implanta la 
recaudación del canon de saneamiento. Así se ha hecho en tres municipios hasta la fecha, y se 
está en trámite con otros que lo han solicitado. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la conveniencia de generalizar el sistema previsto en la Ley 6/2001, de 
Ordenación y Participación en la Gestión del Agua en Aragón. 
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La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, dispone en su artículo 42 
que los municipios, en el ejercicio de su autonomía y en el ámbito de sus competencias, 
pueden promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a 
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal, enumerando a continuación 
los ámbitos de acción pública en que podrán prestar servicios públicos y ejercer competencias 
con el alcance que determinen las leyes; entre ellos se encuentra el tratamiento de aguas 
residuales, que el artículo 44 configura como servicio municipal obligatorio en todos los 
municipios, imponiéndoles su prestación efectiva "por sí mismos o asociados a otras 
entidades locales y, en su caso, con la colaboración que puedan recabar de otras 
administraciones públicas". 
No obstante, a pesar de ser una competencia que viene asignada a los municipios desde la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el tratamiento de las aguas 
residuales no ha sido afrontado, en general, con la misma resolución que otras competencias 
propias, existiendo un gran número de municipios aragoneses que no cuentan con sistemas de 
tratamiento de aguas residuales. 
La falta de iniciativa de las entidades locales, combinada con la necesidad de dar 
cumplimiento a Directivas europeas y normas de ámbito nacional, ha obligado a una 
intervención activa de la Administración Autonómica, que se inicia con la Ley 9/1997, de 7 de 
noviembre, de Saneamiento y Depuración de Aguas Residuales de la Comunidad Autónoma 
de Aragón; su exposición de motivos apunta la principal razón por la que no se ha abordado 
esta labor, al señalar: "La Ley es consciente de las competencias de la Administración de la 
Comunidad Autónoma y, al tiempo, del papel primordial que el ordenamiento jurídico básico 
reserva a los entes locales para la depuración de las aguas residuales producidas en sus 
términos municipales. Pero la Ley no ignora las escasas posibilidades financieras con que 
éstos cuentan, lo que es causa de incertidumbres en el éxito de esa tarea y, desde luego, de la 
necesidad de la coordinación interinstitucional para conducir con buenos resultados el 
proceso de depuración y saneamiento". 
La vigente Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua 
en Aragón, mantiene los criterios de colaboración instaurados por su antecesora y propone 
diversas fórmulas de coordinación entre las Administraciones responsables al objeto de 
posibilitar que en cada circunstancia se adopte la solución técnica, organizativa y financiera 
más adecuada a la estructura municipal y de distribución de la población de las diversas áreas 
del territorio; a tal fin, se imponen obligaciones a las Administraciones competentes y se 
establecen diversas posibilidades: 
- Las entidades locales pueden delegar el ejercicio de sus competencias sobre saneamiento y 
depuración en la Administración de la Comunidad Autónoma (artículo 8.3). 
- La Administración de la Comunidad Autónoma debe colaborar con las entidades locales en 
el ejercicio de sus competencias sobre abastecimiento, saneamiento y depuración de aguas 
residuales (artículo 9.1).  
- Se instaura la figura de los convenios entre las Administraciones como la forma ordinaria de 
ejecución de las políticas de abastecimiento, saneamiento y depuración reguladas en la Ley, 
sin perjuicio de la aplicación de otras técnicas de colaboración (artículo 9.2). 
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- Se impone a la Administración de la Comunidad Autónoma la obligación de velar para que 
los entes que gestionen estos servicios dispongan de los medios personales y materiales 
suficientes para garantizar su continuidad y calidad y la protección del medio ambiente 
(artículo 27.2). 
- La necesidad de prestar estos servicios de forma efectiva y regular debe hacerse por el 
sistema más adecuado en cada caso: gestión por la Administración comarcal, convenios 
interadministrativos, mancomunidades de servicios o consorcios en los que podrá participar la 
Administración de la Comunidad Autónoma (artículo 27.3). Cuando no resulte posible la 
aplicación de estas técnicas, la Administración de la Comunidad Autónoma asumirá la 
explotación de las instalaciones, a través de la delegación en ella de las competencias 
municipales o por subrogación (artículo 27.4). 
- El artículo 73 impone al Gobierno de Aragón fomentar los proyectos y actuaciones que 
tengan por objeto el establecimiento y mejora de sistemas de saneamiento y depuración. 
- En cuanto a la reutilización de las aguas residuales, la Ley 6/2001 le dedica un precepto 
específico, el artículo 74, disponiendo que con cargo a la recaudación del canon de 
saneamiento, el Gobierno de Aragón establecerá una línea de ayudas para aquellos titulares de 
derechos de uso o autorizaciones de vertido que lleven a cabo, con efectividad y autorización 
legítima, prácticas de reutilización de aguas residuales. 
- Finalmente, recordar que la previsión inicial de la Ley 6/2001, vigente en 2003, era que los 
municipios pudiesen convenir con el Instituto Aragonés del Agua la incorporación inmediata 
al régimen económico financiero regulado en la misma, lo que implicaba la aplicación del 
canon de saneamiento la entrega por el Instituto de la parte del canon pactada en el convenio 
para la explotación y mantenimiento de las instalaciones. Las modificaciones operadas en las 
disposiciones adicionales y transitorias de la Ley han establecido la aplicación del canon de 
saneamiento a partir de una fecha concreta, el 1 de julio de 2005. Sin embargo, en el 
municipio de Secastilla no se aplica por haberlo dispuesto así la Orden de 18 de mayo de 
2005 del Departamento de Medio Ambiente, al clasificarlo como exento debido a que su 
población no alcanza el mínimo establecido y considerar que la depuradora no funciona 
correctamente. 
Debe tenerse también en cuenta que el Plan Aragonés de Saneamiento y Depuración (PASD) 
establece dentro de su programa nº 2, Construcción de infraestructuras, un Subprograma para 
la rehabilitación de depuradoras existentes; su epígrafe 2.1.4 describe el tratamiento adecuado 
de las aguas residuales como "aquel tratamiento que permite que las aguas receptoras, 
después del vertido, cumplan los objetivos de calidad pertinentes y las disposiciones de la 
Directiva 91/271 y de las restantes Directivas Comunitarias", y entre los tratamientos 
recomendados (pto. 2.2) para las poblaciones entre 100 y 400 habitantes equivalentes está el 
de biodiscos, precedido de un primario; según el informe recibido, este sistema es el instalado 
en Secastilla. 
El Plan Aragonés de Saneamiento y Depuración establece entre sus objetivos construir 
estaciones de tratamiento en todas las aglomeraciones urbanas de más de 1.000 habitantes 
equivalentes antes del año 2005, y depurar antes del año 2015 la totalidad de las aguas 
residuales urbanas. Conforme a los datos del Instituto Aragonés de Estadística (Evolución 
intercensal de la población de derecho de Aragón 1900-2001 de los actuales términos 
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municipales), el municipio de Secastilla contaba en 2001 con 144 habitantes; en 
consecuencia, según el PASD, la instalación de un sistema de depuración debería realizarse 
antes del año 2015. Sin embargo, hay que tener en consideración varias circunstancias que 
aconsejan incluir la actual planta en el sistema general instaurado por la Ley 6/2001, que son: 
- A pesar de que la depuración de las aguas residuales es competencia municipal desde hace 
ya bastantes años, han sido muy pocos los Ayuntamientos aragoneses que por sí mismos han 
encarado este problema mediante la construcción de depuradoras adecuadas. Según la 
documentación aportada por el Ayuntamiento de Secastilla, esta obra se incluyó en el Plan 
Provincial de Obras y Servicios de la Diputación Provincial de Huesca para 1996, 
procediéndose a su ejecución y puesta en funcionamiento por parte del Ayuntamiento. Parece 
razonable que un municipio que, a diferencia de la mayoría, ha mostrado una mayor 
preocupación medioambiental al impulsar esta obra, cuya repercusión trasciende el propio 
ámbito municipal debido al interés general que reviste la depuración de las aguas residuales, 
encuentre el apoyo de la Comunidad Autónoma para continuar desempeñando esta importante 
labor. 
- De acuerdo con la información obtenida, el sistema instalado en la planta coincide con el 
recomendado en el PASD para el tratamiento de las aguas residuales en núcleos de entre 100 
y 400 habitantes equivalentes, por lo que es apropiado continuar con el mismo, efectuando las 
reparaciones que procedan; el Ayuntamiento dispone de presupuesto para la sustitución de 
biodisco y reductor fechado en septiembre de 2003 por importe de 15.736 euros, al que 
deberán sumarse los gastos correspondientes a las demás deficiencias observadas por los 
técnicos del Instituto Aragonés del Agua en su visita. Analizadas las inversiones que se van a 
realizar en ejecución del Plan Aragonés de Saneamiento y Depuración, no resulta esta una 
cantidad excesiva o desproporcionada en relación con la finalidad de mejora de las aguas que 
se pretende. Por el contrario, hay que tener en cuenta que la escasa entidad poblacional y 
presupuestaria de Secastilla hace que le resulte muy difícil acometer esta obra por sí sola y 
que si no encuentra apoyo en otras instancias tal vez decida dedicar sus recursos a actuaciones 
que reviertan más directamente en sus propios habitantes, corriéndose el riesgo de que la 
planta deje de funcionar y las aguas vuelvan a verterse sin depuración, con lo que se habrá 
dado un paso atrás en la consecución de los objetivos del PASD y quedará inutilizada una 
instalación que con una pequeña inversión puede funcionar correctamente. 
- Por parte del Ayuntamiento deberán realizarse las actuaciones de su competencia para 
garantizar este buen funcionamiento, tanto en el orden administrativo (obtención de los 
permisos de Confederación o de los regantes) como material (adecuación del camino u otros 
accesorios a la planta que puedan ser necesarios). 
De acuerdo con la previsión de Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en 
la Gestión del Agua en Aragón, el convenio entre ambas administraciones resulta ser la forma 
idónea para resolver los problemas descritos e incorporar la depuradora de Secastilla al 
sistema general previsto en la misma para la gestión y financiación de esta clase de obras. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar las siguientes SUGERENCIAS: 
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Primera.- Al Ayuntamiento de Secastilla, para que realice las actuaciones de orden 
administrativo y material para que la estación depuradora disponga de los permisos y 
autorizaciones que precise su funcionamiento y tenga en condiciones su acceso y demás 
servicios que dependan de la competencia municipal.  
Segunda.- Al Departamento de Medio Ambiente, para que colabore con el Ayuntamiento de 
Secastilla en la puesta en funcionamiento de la depuradora existente en esa localidad, 
efectuando las reparaciones necesarias a tal efecto, y se proceda a su inclusión en el Plan de 
Saneamiento de zona que corresponda.  
Tercera.- A ambas administraciones, para que estudien con ánimo constructivo la 
conveniencia de formalizar un convenio para la incorporación del municipio al sistema 
general establecido en la Ley 6/2001 y la financiación de la depuradora con cargo al canon de 
saneamiento, de forma que quede asegurada su continuidad y adecuado funcionamiento, dado 
el interés general que reviste esta actividad. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas a esa Administración, indicándome, en 
este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
4.4.2 19 de diciembre de 2005. Necesidad de conducir todos los vertidos a la depuradora. 
Titularidad de redes y colectores. Ayuntamiento de Binéfar. 
En noviembre de 2005 tuvo entrada queja en la Institución por la cual se ponía en su 
conocimiento que parte de los vertidos del casco urbano de Binéfar no eran efectivamente 
conducidos a una EDAR, en la forma prevenida por la Directiva 91/271 y el Real Decreto-ley 
11/1995 por el que se transpone la citada Directiva. Así, de la información remitida por el 
Ayuntamiento de Binéfar al Justicia se deduce que necesario con carácter urgente que dicha 
Administración, en virtud de las competencias que ostenta en materia de saneamiento de 
aguas residuales, ejecute la conexión de estos vertidos con la EDAR, sin perjuicio de los 
potenciales convenios que puedan suscribirse con otras administraciones o de las 
subvenciones que puedan recabarse. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 09/11/05 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo un 
problema de contaminación en Binéfar. 
SEGUNDO.- En la misma el interesado relata que “En Binéfar existen unos vertidos urbanos 
que no son enviados a la depuradora. El hecho es conocido y asumido por el Ayuntamiento, 
pero el Ayuntamiento no hace nada por corregirlo. Es más, habiéndose realizado hace unos 
meses diversas mejoras, no se ha producido la rectificación definitiva del vertido, por lo que 
parece ser que no existe intención de su corrección, lo cual puede ser cuando menos ilegal y 
motivo de sanción o incluso tal vez constitutivo de delito, lo cual se pone en conocimiento del 
Justicia de Aragón para que se aclare esta situación”.  
Señala el ciudadano que los vertidos no depurados se estiman en un 30% y corresponden 
básicamente al casco antiguo; la Agenda 21 de Binéfar se hace cargo de este problema y 
plantea su corrección, proponiéndose en el Plan de Desarrollo Sostenible la acción 
01.02.02.03, calificada como prioritaria de acuerdo con los criterios de valoración utilizados 
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en el proceso participativo. De acuerdo con estas condiciones, se realizó una reparación que 
consistió en el cubrimiento de la alcantarilla a su paso por la calle Tamarite y zonas anexas, 
pero que no se completó con la conexión al colector. 
El escrito de queja indica que con la reparación se ha entubado la alcantarilla hasta el arroyo 
de la Faleva, pero no se ha empalmado con el colector que lleva el agua sucia del resto del 
pueblo a la depuradora. Según se indica en la queja, aparentemente, y si no se presta especial 
atención, esa conexión sí parece realizada, pero en la realidad el vertido va libremente al 
arroyo de Faleva. El arroyo pasa enterrado por debajo de las calles Tamarite y Lérida y otros 
terrenos hasta el punto de afloramiento junto al recinto de la Feria de Binéfar, y allí se 
mezclan creando unas condiciones insalubres. Paralelamente a este arroyo se construyó el 
colector que conduce el agua bruta hasta la depuradora. La conexión del casco antiguo con el 
arroyo se realiza a unos 80 metros del inicio de ese colector, indicado por una tapa de registro, 
por lo cual, en opinión del ciudadano interesado, la unión no parece muy problemática. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando el 
expediente al Asesor D. Jesús Olite para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
14/11/05 un escrito al Ayuntamiento de Binéfar recabando información acerca de la cuestión 
planteada en la queja y de las previsiones existentes para dar solución al problema de falta de 
depuración de parte de las aguas residuales de la localidad. 
Simultáneamente se informó al presentador de la queja de las dudas planteadas en cuanto a la 
aplicación del canon de saneamiento en el municipio de Binéfar 
CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 12/12/05, y en ella informa de las 
siguientes cuestiones: 
- El proyecto de la estación depuradora de aguas residuales (EDAR) fue redactado y ejecutado 
por el Gobierno de Aragón, si bien una parte del mismo no se llevó a efecto por problemas de 
trazado y disponibilidad de terrenos que concurrieron en la obra; el tramo que quedó sin 
ejecutar es el primero del colector, que debía recoger parte de los vertidos del casco urbano. 
- Con el fin de impulsar su construcción, el Ayuntamiento se dirigió en mayo de 2003 al 
Instituto Aragonés del Agua poniendo a su disposición los terrenos para realizar la obra. Esta 
carta no fue contestada, y la misma petición se reiteró en noviembre de 2004 con idéntico 
resultado. 
- En la segunda carta, el Ayuntamiento alude al tramo cuya ejecución se solicita, 
“comprendido entre el transformador del Grupo de Electrificación Rural (G.E.R.), situado en 
las proximidades del Instituto de Bachillerato, y la Calle Tamarite (Aliviadero nº 2)” y valora 
su ejecución en 390.653 euros, añadiendo “En todo caso, sería muy urgente la realización de 
una parte de la mencionada obra, consistente en la ejecución del Aliviadero número 1 y la 
conexión a la red existente en la calle Tamarite, antes de que vierta al colector de la Faleva, 
para canalizar todas las aguas residuales del casco urbano al colector general de la Estación 
Depuradora de Aguas Residuales, permitiendo, entre otras necesidades, la conducción hasta 
la Estación Depuradora de los vertidos procedentes de “P.L.”, industria cuyos vertidos 
resulta de especial interés que puedan ser recogidos y tratados en la Estación Depuradora”.  




- En cuanto a la previsión de la Agenda 21 Local de Binéfar, tiene en cuenta esta 
circunstancia y la necesidad de corregirla, si bien ello deberá hacerse dentro de las 
limitaciones del presupuesto anual del Ayuntamiento. 
- Finalmente, indica que la concreta actuación de saneamiento realizada en la calle Tamarite 
ha consistido en el entubado de un colector municipal de aguas residuales que discurría a 
cielo abierto en una zona residencial, y que estas obras venían  
justificadas por motivos de seguridad, salubridad e higiene, pero que nada tienen que ver con 
el problema de conducir todos los vertidos a la EDAR, que exige una solución de carácter 
general y no parcial, por lo que el Ayuntamiento de Binéfar viene dirigiéndose al Instituto 
Aragonés del Agua para su resolución definitiva. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la competencia para la gestión del alcantarillado. Necesidad de hacer las 
obras precisas para su correcto funcionamiento. 
El saneamiento y la depuración de las aguas residuales es una competencia en la que 
confluyen las competencias municipales y las autonómicas, dado que se trata de un problema 
de naturaleza supramunicipal que exige un esfuerzo coordinado. 
De acuerdo con la normativa básica reguladora de esta materia, resulta indubitada la 
competencia de las Entidades locales en materia de alcantarillado. La Ley 7/1985, de 2 abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local y la Ley 7/1999, de 9 de abril, de la 
Administración Local de Aragón, la establecen como servicio mínimo obligatorio para todos 
los municipios. Este servicio se presta a través de las redes de saneamiento y colectores, 
definidos por el Reglamento de vertidos a redes como “bienes de servicio público del dominio 
público municipal” (artículo 3.2). Sin olvidar este punto de partida, debemos considerar la 
finalidad última que debe presidir la actuación de las administraciones: la mejora de la calidad 
de las aguas y la protección del medio ambiente. Dada la unidad del ciclo hidrológico, resulta 
en ocasiones difícil diferenciar las infraestructuras de carácter netamente municipal de 
aquellas otras que sirven directamente a las operaciones de depuración, entregando el agua en 
la planta con esta finalidad. 
El Real Decreto Ley 11/1995, de 28 de diciembre, por el que se establece las normas 
aplicables al tratamiento de las aguas residuales urbanas, define el colector como “Todo 
sistema de conductos que recoja y conduzca las aguas residuales urbanas, desde las redes de 
alcantarillado de titularidad municipal, a las estaciones de tratamiento”. La Ley 6/2001, de 
17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua de Aragón considera 
(artículo 6.2) dentro de los conceptos de saneamiento y la depuración tres elementos: 
a) El alcantarillado, que comprende la red urbana de recogida de aguas residuales y pluviales 
y los colectores urbanos.  
b) La depuración, que comprende el tratamiento de las aguas residuales y su vertido a los ríos 
u otros medios receptores.  
c) Los colectores o emisarios entre el alcantarillado y la depuración pueden incluirse en uno u 
otro de los conceptos indicados en los puntos a) y b), en función de las condiciones que 
optimicen la gestión del servicio.  
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Partiendo de este criterio, la misma norma establece un reparto de competencias que regula 
(ciñéndonos al caso que nos ocupa, la necesidad de conducir parte de los vertidos urbanos de 
Binéfar al colector general), fundamentalmente en los siguientes preceptos: 
Artículo 7. Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma. 1. Es 
competencia de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de 
abastecimiento, saneamiento y depuración: 
b) La elaboración y aprobación de los programas y proyectos de obras de abastecimiento, 
saneamiento y depuración y la ejecución de las infraestructuras correspondientes, cuando se 
trate de actuaciones declaradas de interés de la Comunidad Autónoma de Aragón. 
Artículo 8. Competencias de las entidades locales. 
1. Es competencia de las entidades locales en materia de abastecimiento, saneamiento y 
depuración: 
c) La prestación de los servicios de distribución y de alcantarillado, en relación con los 
cuales les corresponde a las entidades locales: ….. El proyecto, construcción, explotación y 
mantenimiento de las redes de distribución y de alcantarillado, salvo que estuviesen 
declaradas de interés de la Administración de la Comunidad Autónoma. 
La estación depuradora de aguas residuales de Binéfar fue construida por la Diputación 
General de Aragón, y actualmente la viene explotando conforme a lo acordado en un 
convenio de fecha 18/02/02 que establece en su cláusula primera la siguiente diferenciación: 
- Por un lado, la depuradora y colector general construidos a partir del punto de entronque con 
el municipal. Estos elementos se adscriben para su gestión al Instituto Aragonés del Agua, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 66 del texto refundido de la Ley de Patrimonio de 
la Comunidad Autónoma de Aragón y el artículo 39.3 de la Ley 6/2001. 
- El resto de colectores y obras construidas según el anterior Convenio, serán cedidos por la 
Diputación General de Aragón al Ayuntamiento. Forman parte de este sistema las redes de 
alcantarillado, que son de titularidad y gestión municipal, y cuya correcto funcionamiento es 
requisito indispensable para depurar todas las aguas residuales y evitar la contaminación 
derivada de su vertido incontrolado y directo al medio natural, bien por falta de conexión al 
colector general o por filtraciones debido a su mal estado. 
El referido convenio de colaboración, a través del cual se da cumplimiento a la previsión del 
artículo 9.2 de la Ley 6/2001 de configurar los convenios como la forma ordinaria de 
ejecución de las políticas de abastecimiento, saneamiento y depuración, establece 
obligaciones para el Ayuntamiento en orden a la adopción de prácticas correctas de gestión 
del alcantarillado y la realización de inversiones para su mejora, indicando que el Instituto 
Aragonés del Agua impulsará las actuaciones de mejora encaminadas a evitar la entrada de 
aguas parásitas en las redes. En el presente caso no se trata de aguas de tal naturaleza, si bien 
parece razonable que esta voluntad de colaboración se extienda a otros supuestos de mejora 
de la red de saneamiento y del sistema de depuración en orden a conseguir la expresada 
finalidad de protección del medio ambiente. 
En la respuesta del Ayuntamiento se señalan dos actuaciones para la resolución del problema 
de vertidos no depurados planteado en la queja: una obra de mayor entidad, por importe de 
390.653 euros, y otra más sencilla, valorada en 20.860,04 euros, pero mediante la cual se 
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pueden canalizar todas las aguas residuales del casco urbano al colector general de la EDAR, 
incluso las de una fábrica de pinturas cuyos vertidos considera de especial interés que estén 
depurados. 
Dado que esta segunda opción precisa una inversión económica relativamente pequeña y que 
su ejecución mejorará de forma importante la protección del medio ambiente en el municipio 
de Binéfar, no parece que exista inconveniente en que el propio Ayuntamiento pueda hacerse 
cargo de ella, tratándose además de una red municipal de su competencia y titularidad, sin 
perjuicio de que pueda recabar otras ayudas públicas para hacer frente a la inversión más 
completa a que hace referencia la memoria valorada que cita en su respuesta. 
La necesidad de acometer estas obras es manifiesta, pues recuérdese que la Directiva 91/271 y 
el Real Decreto-ley 11/1995 por el que se traspone, dispone en sus artículos 4 y 5 que las 
aglomeraciones urbanas que cuenten con más de 15.000 habitantes-equivalentes (como es el 
caso de Binéfar, según consta en el programa 2.4 del Plan Aragonés de Saneamiento y 
Depuración) deberán disponer de sistemas colectores para las aguas residuales urbanas y 
aplicar a estas un tratamiento secundario o proceso equivalente antes del 1 de enero del año 
2001. Dos razones avalan la necesidad de una actuación urgente; una de ellas es 
medioambiental: la eliminación de vertidos incontrolados que provoquen contaminación de 
las aguas y deterioro del medio; otra, económica: según señala el convenio de construcción de 
la EDAR, la financiación de la obra se realizó en parte con dinero proveniente del Fondo de 
Cohesión de la Comunidad Europea, y el incumplimiento de la Directiva, por no quedar 
depuradas todas las aguas procedentes de la aglomeración urbana de Binéfar, podría acarrear 
la imposición de sanciones o la denegación de futuras ayudas. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Binéfar la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que disponga lo oportuno para evitar que las aguas residuales de una parte del casco urbano 
de Binéfar se viertan fuera de las redes de saneamiento, realizando las obras imprescindibles 
que permitan su conducción a los colectores y transporte a la EDAR para su depuración. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
5. AÑO 2006 
5.1 Ruidos 
5.1.1 14 de marzo de 2006. Necesidad de atender las peticiones vecinales. Conjunción de 
distintas actividades sobre espacios públicos. Ayuntamiento de Fraga. 
La presente sugerencia trae causa de la queja de un interesado el cual explica que como 
consecuencia de la práctica de fútbol en la Plaza de Aragón de Fraga, se sufren importantes 
 
 206/606 
molestias sonoras, así como deterioros en el mobiliario de las viviendas circundantes. Alega 
el interesado que ha acudido varias veces al Ayuntamiento de esta localidad, el cual se ha 
limitado a proporcionarle una copia de la Ordenanza de convivencia ciudadana en la ciudad 
de Fraga. La Institución señala que el mero hecho de aprobar una Ordenanza cívica no 
garantiza los derechos de los ciudadanos, debiendo implementarse por el Ayuntamiento de 
Fraga las medidas materiales que permitan dar cumplimiento a la citada norma. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 01/02/06 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando falta de 
atención a peticiones vecinales. 
SEGUNDO.- En la misma el interesado alude a la falta de respuesta concreta del 
Ayuntamiento de Fraga a las quejas de los vecinos del edificio de Plaza de Aragón nº 1 de esa 
Ciudad ante la práctica del fútbol en dicha plaza por jóvenes de la localidad, que molesta a los 
residentes por el ruido, pero también, al no haber separación entre la plaza y la pared del 
inmueble, por el deterioro que se produce en la fachada, puertas, ventanas, etc. El ruido 
propio de la práctica del deporte se ve incrementado por las motos y el elevado volumen de la 
música de los vehículos que acuden allí, impidiendo además el uso del parque por niños 
pequeños y personas mayores, temerosos de recibir algún balonazo. 
Señala el ciudadano que se han dirigido en varias ocasiones al Ayuntamiento reclamando una 
solución al problema y la aplicación de la “Ordenanza de convivencia ciudadana de la ciudad 
de Fraga”, pero la situación continúa igual, habiéndose limitado el Ayuntamiento a remitirle 
una copia de dicha norma. 
Acompaña a la queja los escritos remitidos al Ayuntamiento solicitando su intervención, 
siendo la primera de 04/04/01, así como las diversas cartas al director publicadas en el 
periódico local “La voz de Bajo Cinca”. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 
20/02/06 un escrito al Ayuntamiento de Fraga recabando información sobre la cuestión 
planteada en la queja y el trámite dado a esta petición vecinal, así como las alternativas que 
pueden ofrecerse a los que acuden allí a jugar, al entender que la práctica de deporte es una 
forma adecuada de canalizar el ocio juvenil, siempre que no se moleste a otras personas. 
CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 07/03/06; en ella se limita a enviar 
copia de la documentación obrante en el expediente (que coincide casi en su totalidad con la 
aportada por el ciudadano), y de la Ordenanza de convivencia ciudadana (B.O.P. de Huesca 
de 26/09/98). 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de atender las peticiones vecinales y hacer cumplir las 
normas. 
La respuesta del Ayuntamiento no aporta ninguna información adicional a la que presentó el 
ciudadano ni aborda las cuestiones que se plantearon en la petición: opinión sobre la actividad 
que motiva la queja y soluciones alternativas a los jóvenes que acuden a la plaza a jugar al 
fútbol. Como se ha indicado, se considera el deporte una forma sana de canalizar el ocio 
juvenil, pero esta actividad no debe realizarse en cualquier sitio u horario, sino que ha de 
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compatibilizarse con las que pueden llevar a efecto otros ciudadanos en las calles o plazas o 
incluso en su propio domicilio, que debe ser preservado de influencias exteriores dentro de 
unos términos razonables. 
Por ello, era conveniente conocer la postura del Ayuntamiento sobre un problema real, pues 
su posición en general, sobre la que no cabe mucha discrepancia, es la reflejada en el 
preámbulo de la citada Ordenanza, que dice lo siguiente: 
“Fraga finalmente tendrá su Ordenanza de Convivencia Ciudadana y la tendrá por 
necesidad y por convicción: Por necesidad, porque los tiempos tan individualistas que corren 
demandan tener presente estas mínimas normas de convivencia, tiempos en que las personas 
somos poco ciudadanas y en los que hemos de retomar la idea de que los derechos y los 
deberes sociales son caras de una misma moneda y que lo que es un deber para una persona 
es un derecho para sus vecinos y viceversa. Y por convicción: Desde el Ayuntamiento y desde 
el movimiento ciudadano se está trabajando para conseguir una ciudad con horizontes, con 
futuro para sus descendientes, una ciudad donde la cultura y el civismo estén presentes, 
donde el bien común sea prioritario y se le reconozca como base de las sociedades humanas 
y único motor del porvenir: El futuro no se consigue sólo a base de individualismo, «mi 
casa», «mi jardín» «mi grupo social», sino de «nuestra plaza y nuestra calle» como lugar de 
encuentro, de «nuestra biblioteca» como lugar de descubrimiento, ... La Ordenanza de 
Convivencia Ciudadana, simple y llana aplicación de las leyes generales desde el ámbito de 
la administración local, es decir, desde el Ayuntamiento, es una pieza importante para 
salvaguardar esta riqueza común, -no sólo material-, y en la consecución de una mayor 
calidad de vida, - no sólo económica-, de los fragatinos, porque incide en cuestiones visibles 
y cotidianas: en el respeto del material urbano y de los servicios y lugares públicos, en la 
estética y la limpieza de los edificios particulares, en el comportamiento ciudadano en las 
calles, durante las fiestas, en las horas de descanso, con los animales de compañía; en la 
protección al medio ambiente y también otras obligaciones de carácter administrativo. En 
resumen, la Ordenanza de Convivencia Ciudadana nace con el objetivo de colaborar en la 
consecución de una ciudad equilibrada, pensada para las personas, enfocada hacia el 
espacio público, apta para el paseo, para el encuentro, para el juego y evitar la ciudad 
abandonada, maltratada, sucia, con los hogares particulares como refugio. Para 
conseguirlo, pretende que los ciudadanos en general y los trabajadores de los servicios 
públicos en particular, tomen conciencia de cuáles son estas normas básicas y participen en 
su cumplimiento” 
El designio establecido en el preámbulo, parte de la norma cuya naturaleza jurídica es la de 
expresar el espíritu y finalidad de la misma y orientar su aplicación, se materializa en 
diferentes preceptos a lo largo de su articulado que aluden a la obligación de observar una 
conducta cívica en las calles y espacios públicos, con referencia genérica a este deber 
ciudadano y concreta a conductas que deben ser observadas, y el compromiso del 
Ayuntamiento de hacer respetar estas normas para garantizar la limpieza de tales espacios, la 
utilización conforme a su destino, el control del uso indebido o de la producción de ruidos que 
excedan ciertos límites, etc. 
Por ello, no se considera suficiente que las reclamaciones que han presentado los vecinos se 
hayan considerado satisfechas con la entrega de una Ordenanza que regula de forma muy 
pormenorizada el comportamiento ciudadano, pero no se adopten medidas eficaces para 
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aminorar un problema que, dada su naturaleza, no precisa de actividades represivas 
subsiguientes a cada denuncia, sino otras de carácter disuasorio que impidan o dificulten la 
práctica del fútbol justo al lado de las viviendas y donde más molestias pueden causar, por 
medio de señales de prohibición, colocación de mobiliario urbano u otras que se estimen 
apropiadas a tal fin, sin perjuicio del control que compete realizar a los servicios municipales. 
Hay que tener en cuenta que la Ordenanza es un medio del que, en ejercicio de su autonomía, 
se dota el Ayuntamiento para ejercer sus competencias; a diferencia de otras normas de 
ámbito superior que en ocasiones imponen obligaciones a los municipios sin tener en 
consideración los medios disponibles para su aplicación, el carácter voluntario de las 
ordenanzas municipales exige que previamente a su aprobación el Ayuntamiento haya 
valorado la posibilidad de hacer cumplir las obligaciones y cargas que asume para garantizar a 
los vecinos el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones que la 
ordenanza les confiere, pues en caso contrario se produce una apariencia de derechos que en 
la práctica no se materializan, quedando defraudada la confianza de los ciudadanos en el 
ordenamiento jurídico y en el buen funcionamiento de las instituciones. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Fraga la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que disponga lo oportuno para, cumpliendo la finalidad buscada por el Ayuntamiento con la 
Ordenanza de convivencia ciudadana, y atendiendo las peticiones formuladas por los vecinos, 
se reconduzca a unos términos razonables la práctica indiscriminada del fútbol en la plaza de 
Aragón que se denuncia en la queja. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
5.1.2 3 de julio de 2005. Necesidad de comprobación previa al inicio de actividades 
clasificadas. Carácter reglado de las licencias, y obligación de otorgarlas si se 
cumplen los requisitos. Posibilidad de acción civil contra el ruido. Ayuntamiento de 
Ejea de los Caballeros. 
Los antecedentes fácticos que derivan de este caso, tiene dos actores principales. De una 
parte, el titular de un obrador-panadería, el cual obtuvo la oportuna licencia de apertura, 
implementando las medidas correctoras que le impuso la Administración. De otra parte, se 
sitúa el titular del inmueble ubicado encima de esta panadería, el cual afirma que por la 
noche ha venido sufriendo molestias provocadas por ruidos y vibraciones, agravadas por el 
hecho de residir en este piso un habitante aquejado de una minusvalía grave. Sugiere la 
Institución en este caso que el Ayuntamiento de Ejea vele por que en esta panadería se 






PRIMERO.- El presente informe se emite en relación con dos expedientes que confluyen 
sobre un mismo objeto: la apertura de una pastelería en Ejea de los Caballeros, y las quejas 
formuladas por la solicitante de la licencia, que no obtiene respuesta del Ayuntamiento 
(Expte. DI-600/2006-2), y por los afectados por los ruidos de la actividad (Expte. DI-
879/2006-2). 
SEGUNDO.- La primera, presentada con fecha 19/04/06, alude a los problemas que tiene la 
empresa L.E. S.L.L. para obtener la licencia de apertura del establecimiento de pastelería-
obrador sito en Plaza de la Diputación de esa Villa. Señala que a raíz de las quejas de los 
vecinos del piso superior por los ruidos nocturnos se procedió, tras varias reuniones con la 
Concejal de Urbanismo y la Arquitecta del Ayuntamiento, a la insonorización del local. Dado 
que las protestas continuaban, se solicitó del Ayuntamiento la práctica de una medición, pero 
no se obtuvo respuesta, a pesar de haberse reiterado esta petición tras una reunión mantenida 
con el Alcalde. No obstante, con el fin de evitar conflictos, se mejoró la insonorización, 
habiendo tenido conocimiento de que la Policía Local de Ejea efectuó una medición que dio 
como resultado 20 dB(A), lo que está muy por debajo del límite permitido. 
Según expone, el pasado día 12 de abril, el Alcalde reunió en su despacho a todos los técnicos 
implicados en este expediente incluso al aparejador que llevo a cabo el proyecto en busca de 
una solución al problema, declarando estos que todo estaba dentro de la legalidad. Sin 
embargo, aún no se ha concedido la licencia de apertura, a pesar de haber superado 
favorablemente todas las inspecciones de Sanidad, cumplido todas las “condiciones 
especiales” que fueron impuestas tras la concesión de la licencia de obras, como informo el 
ingeniero técnico que paso la inspección, y con una medición de ruidos que refleja que están 
por debajo de lo permitido. 
TERCERO.- A la vista de la queja, se acordó admitirla a mediación, efectuando la 
asignación del expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 27/04/06 un 
escrito al Ayuntamiento de Ejea recabando información acerca de la cuestión planteada y el 
estado de tramitación del expediente. 
No obstante, a los pocos días compareció la interesada aportando copias del expediente 
administrativo donde se contienen los datos solicitados en la anterior petición. De esta 
documentación se desprende que, tras haber recabado los preceptivos informes, la Junta de 
Gobierno Local de Ejea de los Caballeros, en sesión de 01/02/06, concedió a la empresa L.E. 
S.L. licencia de actividad clasificada para la propia de pastelería con obrador, estableciéndole 
unas condiciones especiales que deberían ser verificadas en la visita de comprobación que 
había de efectuar el técnico municipal tras la presentación del certificado final de obras. Tras 
presentarse este certificado, visado por el Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos 
Técnicos con fecha 23/02/06, se levantó el día 06/03/06 acta de comprobación donde se 
acredita que el emplazamiento e instalaciones se corresponden con el descrito en los planos 
del proyecto aprobado y que se han adoptado todas las medidas correctoras impuestas en la 
licencia, comprobándose su funcionamiento, grado de eficacia y suficiencia para garantizar la 




Junto a esto, se ha presentado también una medición de ruidos efectuada el día 05/02/06 a las 
05:00 horas por la Policía Local, en casa del reclamante, a su requerimiento y estando él 
presente, en la que se acredita que el ruido producido se sitúa entre 23 y 25 decibelios, por 
debajo del límite establecido en las Ordenanzas Municipales. 
En contra de estos informes, constan las alegaciones de los vecinos del piso inmediato al local 
que se quejan de la perturbación que les producen los ruidos de la actividad, principalmente 
de noche, que les impiden conciliar el sueño con normalidad y están afectando a su salud. 
Tras estudiar esta documentación, y con fundamento en su contenido, se dirigió nuevo escrito 
al Ayuntamiento de Ejea recabando su posición al respecto y las actuaciones previstas para 
dar solución al problema. 
CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 16/05/06, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente: 
“Con fecha 8 de marzo de 2005, Dña. X.., en nombre y representación de L.E. S.L.L., solicitó, 
ante este Ayuntamiento, Licencia de Pastelería con Obrador. Durante la tramitación del 
Expediente se requirió en varias ocasiones a la interesada la subsanación de deficiencias o 
aportación de documentación complementaria. 
La Comisión Provincial de Ordenación del Territorio de Zaragoza, en Sesión de 29 de 
diciembre de 2005, informó procedente la concesión de Licencia Municipal de actividad 
mencionada. 
Por acuerdo de la Junta de Gobierno Local, de fecha 1 de febrero de 2006, mediante 
resolución única (artículo 171 de la Ley Urbanística), se concedió Licencia de Actividad y 
Urbanística a Dña. X..., en representación de L.E. S.L.L., estableciéndose condiciones 
especiales en materia de eliminación de humos, gases y olores, así como en materia de ruidos 
y vibraciones, admitiendo parcialmente las alegaciones presentadas por D. J. 
Durante el período de tramitación del expediente la actividad ha permanecido abierta sin 
esperar al otorgamiento de la Licencia, lo que ha motivado reiteradas quejas, 
fundamentalmente de D. J., que tiene su domicilio en el piso situado encima del obrador, en 
el que habita también un hijo suyo con una minusvalía del 95% y con graves dificultades de 
movilidad. 
En la actualidad consta en este Ayuntamiento certificación final de obras, a cargo del 
Arquitecto técnico D. R., así como Acta de comprobación, favorable, emitida por el Ingeniero 
Industrial D. E.. Sin embargo, en escritos de fecha 6 de febrero y 16 y 23 de marzo de 2006, 
D. J., vuelve a reiterar sus quejas, denunciando la existencia de ruidos, fundamentalmente en 
horario nocturno, procedentes de la actividad realizada en el piso inferior, y solicita el 
aislamiento de la industria. 
Ante esta situación, que es realmente compleja, y que afecta a personas con especiales 
problemas de salud, el Ayuntamiento está tratando de buscar una solución que satisfaga a las 
partes implicadas. Ese el motivo y la finalidad de las reuniones a que Ud. hace referencia en 
su escrito. Es por ello que, aprovechando su intervención en este Expediente, solicito su 
colaboración para la búsqueda de una solución adecuada”. 
QUINTO.- El día 30/05/06 se recibió una queja exponiendo la posición opuesta, de los 
afectados por los ruidos de la actividad. En la misma explican su situación personal: el piso en 
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el que residen está adaptado para personas con discapacidad, pues un hijo suyo está afectado 
por una minusvalía severa, y lo adquirieron por esta circunstancia, ya que era el único de todo 
el edificio adecuado a tal fin; asimismo, la habitación del hijo se ha acondicionado conforme a 
sus necesidades. 
Señalan que con los diversos negocios que se han puesto en el bajo del piso a lo largo de estos 
años no han tenido ningún problema, pero desde la apertura al público de la pastelería en 
cuestión, dedicada a la elaboración y venta de repostería y cuyo obrador cae justo debajo de 
los dormitorios, está produciendo molestias con vibraciones y ruidos; además las salidas de 
los aires y gases están situadas a 1,50 metros de las ventanas de los dormitorios, con el 
inconveniente añadido que ello supone. 
Con todo ello, los ruidos por el día son “soportables” dado que tampoco existe un silencio 
total, pero en el silencio de la noche, debido al funcionamiento continuo de cámaras y 
motores y por no existir una insonorización adecuada, los ruidos son insoportables. Ello les ha 
obligado a cambiar a su hijo de habitación, con el inconveniente que ello supone al no 
disponer de los elementos precisos para cubrir sus requerimientos básicos (cama articulada, 
grúa, etc.).  
Ante está incómoda situación, han solicitado al Ayuntamiento de Ejea, en once escritos 
diferentes, que se respete el silencio nocturno y que se insonorice adecuadamente, ya que 
necesitan descansar y sobre todo su hijo precisa un ambiente tranquilo y relajado, ya que esta 
situación, en la que llevan ya once meses, está afectando a su salud y calidad de vida. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre el ejercicio de actividades clasificadas, que debe iniciarse tras la visita 
de comprobación. 
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón, regula en su artículo 167 las licencias 
de actividad clasificada, señalando que será exigible “... para las actividades molestas, 
insalubres, nocivas o peligrosas, de conformidad con lo dispuesto en la normativa reguladora 
de tales actividades”. Este mismo concepto es recogido en el artículo 194.1.b de la Ley 
7/1999, de 7 de abril, de Administración Local de Aragón, al enumerar las autorizaciones y 
licencias a las que deberá sujetarse el ejercicio de determinadas actividades. 
Tradicionalmente, la regulación de actividades de esta naturaleza ha venido contenida en el 
Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP), que trata 
de encauzar “... el problema de las actividades industriales que siendo necesarias para la 
economía del país pueden producir molestias o suponer un peligro o una perturbación para 
la vida en las ciudades.” Este propósito se concreta en su artículo 1 cuando extiende su 
aplicación a todas las actividades que produzcan incomodidades, alteren las condiciones 
normales de salubridad e higiene del medio ambiente, ocasionen daños a la riqueza pública o 
privada o impliquen riesgos graves para las personas o los bienes. 
El Título II del RAMINP, que continúa siendo la normativa vigente en la materia a pesar de 
su antigüedad, regula el procedimiento para autorizar el ejercicio de las actividades 
clasificadas, que concluye con la visita de comprobación previa al inicio de la actividad, sin 
que pueda iniciarse faltando la misma (artículo 34). Este trámite ha sido recogido por el 
Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón 
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aprobado por Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, cuyo preámbulo señala que “de acuerdo 
con la regulación tradicional de estas licencias y su interpretación jurisprudencial, la 
licencia de actividades clasificadas comprende varias fases que condicionan su validez. Así, 
otorgada la misma, se procederá por los servicios técnicos municipales a la inspección y 
comprobación de las medidas correctoras establecidas y sólo cuando se hayan subsanado, en 
su caso, los reparos hechos podrá iniciarse la actividad”. Esta doble regulación indica la 
importancia de la visita para garantizar el cumplimiento de las condiciones exigidas en la 
licencia y que la actividad se va a iniciar cumpliendo las normas de seguridad y 
medioambientales que le son de aplicación. 
Por consiguiente, no puede iniciarse el ejercicio de una actividad sin que antes se haya girado 
la visita de comprobación y se haya obtenido un resultado favorable, estando entre las 
facultades de policía del Ayuntamiento velar para el cumplimiento de esta normativa. 
Segunda.- Sobre el carácter reglado de las licencias.  
El ejercicio de las actividades sujetas a licencia requiere cumplir unos condicionantes previos 
que culminan con su concesión, acto que la jurisprudencia configura como una declaración de 
voluntad de la Administración Pública que permite a un particular el ejercicio de un derecho 
de que ya era titular, previa valoración de la legalidad de tal ejercicio. 
La regulación de las licencias se configura, pues, como un procedimiento reglado en el que 
los diferentes requisitos (presentación de proyecto, información pública, informes técnicos y 
de la Comisión Provincial, etc.) se van cumpliendo y el expediente avanza hacia su final, que 
será la concesión o denegación de la licencia, según proceda, debiéndose resolver 
expresamente a la vista de lo actuado. Así se expresa en RAMINP en su artículo 33.2 cuando 
dispone que el Ayuntamiento, una vez recibido el expediente, procederá a otorgar o denegar 
la licencia en el plazo de quince días. En el mismo sentido imperativo se manifiesta el artículo 
173 de la Ley Urbanística de Aragón cundo dispone “Las licencias se otorgarán de acuerdo 
con las previsiones de la legislación y el planeamiento urbanístico vigentes en el momento de 
la resolución, …”. 
Por consiguiente, la Entidad Local que ha instruido un expediente para la concesión de 
licencia de apertura de establecimiento está obligada a concluirlo hasta su último trámite, que 
en el caso que nos ocupa sería la autorización de funcionamiento tras el acta de comprobación 
favorable, como consta que se ha producido en el presente caso. 
Ello no supone que obtenida la autorización de funcionamiento, que determina su inicio legal, 
pueda este realizarse sin limitación, pues las condiciones que determinaron el otorgamiento de 
la licencia deberán mantenerse de forma continua, e incluso adaptarse a las nuevas exigencias 
que puedan surgir. El comienzo de la actividad tras la inicial comprobación y acreditación de 
su resultado en el acta no extingue el vínculo entre la Administración y el titular, quedando 
facultada aquella para inspeccionar en cualquier momento la actividad o instalación 
autorizada, en virtud de lo previsto en el artículo 35 del RAMINP. La Sentencia del Tribunal 
Supremo de 12/11/1992 (R.A.J 2431) expresa claramente la idea al afirmar que “es reiterada 
la jurisprudencia de este Tribunal que afirma que las licencias reguladas en el Reglamento 
de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas constituyen un supuesto típico de 
las denominadas autorizaciones de funcionamiento que, en cuanto tales, no establecen una 
relación momentánea entre Administración autorizante y sujeto autorizado sino que generan 
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un vínculo permanente encaminado a que la Administración proteja adecuadamente en todo 
momento el interés público asegurándolo frente a posibles contingencias que puedan 
aparecer en el futuro ejercicio de la actividad. Y ello implica que respecto de estas licencias 
se atenúen e incluso quiebren las reglas relativas a la intangibilidad de los actos 
administrativos declarativos de derechos pues entendemos que la actividad está siempre 
sometida a la condición implícita de tener que ajustarse a las exigencias del interés público, 
lo que habilita a la Administración para, con la adecuada proporcionalidad, intervenir en la 
actividad, incluso de oficio, e imponer las medidas de corrección y adaptación que resulten 
necesarias...”. 
En virtud de lo previsto en los artículos 35 del RAMINP, 22.2 del Reglamento de Servicios de 
las Corporaciones Locales y 159.2 del Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras 
de las Entidades Locales de Aragón, la Administración puede inspeccionar en cualquier 
momento la actividad o instalación autorizada para comprobar que cumple la normativa que le 
resulta de aplicación. 
Dado que los trámites de la concesión de licencia constituyen actos reglados, por lo que 
procedería ahora otorgar la autorización de funcionamiento prevista en el artículo 34 del 
RAMINP, y que la Administración tiene la potestad de comprobar en todo momento el 
funcionamiento de las actividades, parece coherente, en orden a garantizar la seguridad 
jurídica tanto de la titular de la actividad como de los vecinos, que el Ayuntamiento expida la 
oportuna autorización y compruebe si los ruidos se ajustan a los límites que son exigibles, 
ordenando en su caso las concretas medidas adicionales que pudieran proceder. 
Tercera.- Sobre la posibilidad de exigir medidas correctoras complementarias. 
De acuerdo con lo expuesto en los dos considerandos anteriores, la normativa administrativa 
establece claramente cuál ha de ser la actuación municipal ante el ejercicio de actividades 
clasificadas: comprobar que el establecimiento reúne condiciones adecuadas para servir al fin 
al que se destina, tramitar el oportuno expediente y, una vez autorizado su funcionamiento, 
comprobar periódicamente o cuando así se precise que se ajusta a las condiciones que 
justificaron su autorización o las que sean aplicables en cada momento. En el presente caso, 
como la causa de los problemas es el ruido de las instalaciones de la pastelería, deberá 
asegurarse que se ajustan a los límites establecidos en el Plan General de Ordenación Urbana 
o, subsidiariamente, en las Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento de la 
Provincia de Zaragoza. 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que, a la vista de los perjuicios que los ruidos generan 
sobre la salud de las personas, en la jurisprudencia civil reciente son cada vez más las 
sentencias que estiman demandas por problemas de ruidos que no rebasan los límites 
permitidos por la normativa administrativa. Ya la Sentencia del Tribunal Supremo de 
17/03/1981 decía “… aun en casos de funcionamiento de una industria previas las 
precauciones señaladas en los reglamentos, su ejercicio ha de guardar el debido respecto a 
la propiedad ajena, de modo que debe indemnizar a los perjudicados por los daños 
anormalmente derivados de esa explotación permitida, radicando entonces el deber de 
indemnizar más que en la antijuridicidad del acto que hasta cierto punto no sería contrario a 
derecho, en la exigencia de justicia conmutativa de que aquel que ha defendido su interés en 
perjuicio del derecho de otro, aunque autorizado, ha de resarcir a quien hubo de soportar la 
perturbación o menoscabo de su derecho de propiedad, ha de verificar las instalaciones 
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precisas para evitar los daños acudiendo a los medios que la técnica imponga para eliminar 
las inmisiones, pudiendo incluso el perjudicado, según se declaró en sentencia de esta Sala 
de 12 diciembre 1980, reaccionar contra la causación del deterioro instando la cesación de 
la actividad lesiva mediante el uso de los remedios que detengan su desarrollo y para que se 
adopten medidas de prevención que razonablemente impidan ulteriores lesiones 
patrimoniales”. 
En el mismo sentido cabe citar lo señalado en la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Badajoz de 25/10/04 “Desde el punto de vista jurídico y jurisdiccional civil, y tratándose 
como se trata de un ruido molesto, incómodo y perturbador, procedente de una actividad 
humana y de fuente emisora suficientemente determinada, se está, sin duda, ante una 
responsabilidad extracontractual perteneciente a la disciplina civil de las relaciones de 
vecindad, sin que a la aplicación de los medios de tutela civil por los órganos 
jurisdiccionales civiles sean obstáculo ni la regulación administrativa más o menos extensa, 
de la actividad (porque hay que distinguir el interés general de los intereses privados, 
civilmente protegibles: SSTS de 12-XII-80, 3-XII-87 y 6-I-89), ni la posible remisión de la 
norma civil de vecindad a disposiciones administrativas (SAP Segovia de 28-V-93), ni el 
hecho de que el ejercicio de la actividad ruidosa se halle amparado por la preceptiva licencia 
administrativa (cfr. STS de 18-VII-97), ni que tal actividad se viniera desarrollando con 
observancia de las normas y medidas administrativas requeridas al efecto (cfr. SSTS de 4-III-
92 y 24-V-93); la actividad emprendida y ejercida con la oportuna licencia puede ser 
impedida por los Tribunales del orden civil a instancia de los particulares cuyos derechos 
lleguen a verse lesionados por ella; el cumplimiento de las normas y resoluciones 
administrativas no coloca al obligado al abrigo de la correspondiente acción civil que los 
perjudicados o afectados pueden ejercitar en defensa de sus derechos subjetivos lesionados, 
cuando las medidas reglamentarias se revelan insuficientes para evitar eventos lesivos (cfr. 
SSTS de 17-III-81 y 28-V-91). Como se lee en la SAP Asturias 5ª de 4-IV-00, no importa que 
la perturbación derive de una actividad plenamente lícita y que cuente con los permisos 
administrativos de rigor, «ya que a lo que hay que atender es exclusivamente al dato cierto 
de la molestia o incomodidad»; la cesación y la indemnización de la perturbación acústica 
causada por un bar a los habitantes del edificio son independientes de la concesión de la 
licencia de actividad, pues afectan a las relaciones de índole estrictamente civil entre 
particulares”. 
Por todo ello, considerando las circunstancias concurrentes en el presente supuesto, y con el 
fin de evitar ulteriores problemas, se encarece la conveniencia de adoptar todas las medidas de 
insonorización técnicamente posibles para que la actividad de pastelería obrador no suponga 
ningún perjuicio a los vecinos. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros las 
siguientes SUGERENCIAS: 
Primera.- Que, en general, vele por que el ejercicio de las actividades clasificadas no se 
inicie antes de concederse la preceptiva licencia y haber comprobado que las instalaciones 
cumplen la normativa que les resulta de aplicación. 
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Segunda.- Que, en el presente caso, concluya la instrucción del expediente otorgando, si 
procede, la autorización para el inicio de la actividad, y efectúe después las comprobaciones 
oportunas en orden a garantizar la corrección de su ejercicio.  
Tercera.- Que, habida cuenta de las circunstancias que concurren, preste especial atención a 
las partes en conflicto, facilitando la realización de mediciones de ruido y el asesoramiento 
técnico que se precise para encauzar el problema en unos términos razonables. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
5.2 Actividades clasificadas o peligrosas 
5.2.1 11 de diciembre de 2006. Molestias derivadas del exceso de perros en una vivienda. 
Necesidad de intervención municipal para hacer cumplir las normas de 
arrendamiento de vivienda pública y las Ordenanzas municipales. Ayuntamiento de 
Zaragoza. 
La presente sugerencia trae causa de la queja presentada por un ciudadano debido a la 
acumulación de perros de un vecino del mismo inmueble. Tal y como relata el expediente, un 
inquilino de una de las viviendas pertenecientes a la Sociedad Municipal de Rehabilitación 
Urbana de Zaragoza y Promoción de la Edificación de Zaragoza (SMRUZ), de edad 
avanzada y escasos recursos económicos, convivía con 6 erros, provocando lo anterior 
fuertes olores y molestias a los vecinos. A tenor de lo dispuesto en las normas sobre alquiler 
de viviendas por la SMRUZ, de los compromisos adquiridos por el inquilino y de las 
Ordenanzas municipales aplicables, el Justicia recomienda que se adopten por el 
Ayuntamiento de Zaragoza medidas tendentes a reducir el número de perros que habitan en 
la vivienda, fijando el máximo de animales convivientes en tres ejemplares.  
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 19/07/06 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando 
molestias por los perros de un vecino. 
SEGUNDO.- En la misma, la interesada relata que vive alquilada en una vivienda de la 
Sociedad Municipal de Rehabilitación Urbana ubicada en la calle E.P. nº ; desde hace 
alrededor de cinco años, el vecino del mismo rellano habita en una vivienda de 60 metros 
cuadrados con ocho perros, lo que conlleva una situación insalubre desde el punto de vista 
sanitario y múltiples molestias de toda índole. 
Señala que ha presentado un escrito en el Ayuntamiento de Zaragoza y aún no le han 
contestado, pero no puede más con esta situación, pues el olor es horrible y las condiciones 
son antihigiénicas. Lo han comentado a la asistente social, pero nadie le da una solución, y 
recalca que cuando firmaron el contrato para vivir en esta casa, una de las cláusulas del 
contrato era que no se permitían animales, por lo tanto no entiende por qué el Ayuntamiento 
hace caso omiso a su problema. 
TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 
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27/07/06 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre la cuestión 
planteada y, en particular, si se ha llevado a cabo alguna actuación tendente a comprobar el 
estado de la vivienda en la que se encuentran los perros, así como la contestación que pudiera 
merecer el escrito presentado en el Ayuntamiento. 
CUARTO.- Tras reiterar la petición de información el 15/09/06, la respuesta del 
Ayuntamiento se recibió el 18/09/06 mediante un escrito fechado el día 13 de septiembre. En 
un informe del Área de Servicios Públicos de 07/08/06 se indica que a consecuencia de la 
queja de esta ciudadana se realiza con fecha 28 de julio de 2006 inspección por personal 
técnico del Instituto Municipal de Salud Pública, cuyo resultado implica efectuar un 
requerimiento al propietario para el cumplimiento de las Ordenanzas Municipales; este 
informe señala lo siguiente: 
“No se ha podido acceder al interior de la vivienda, pero se ha comprobado desde el rellano 
un fuerte olor a perro. Comunicar al propietario de la cI E.P. nº , el cumplimiento del 
artículo 26 de la Ordenanza Municipal sobre Tenencia y Circulación de Animales de 
Compañía, teniendo a los perros en óptimas condiciones de limpieza para evitar molestias a 
los vecinos”. 
QUINTO.- Puestos en contacto con la afectada, manifiesta que el problema se mantiene en 
los mismos términos, y recuerda la prohibición de tener animales que se exigió en el contrato 
de alquiler de las viviendas. Por ello, y en orden a resolver el problema de insalubridad 
denunciado, con fecha 11/10/06 se dirigió nuevo escrito al Ayuntamiento solicitando 
información sobre las siguientes cuestiones: si se ha instado la intervención de la Sociedad 
Municipal de Rehabilitación Urbana en este asunto, y el resultado del requerimiento 
formulado al dueño de los perros por el Instituto Municipal de Salud Pública para hacer 
cumplir lo previsto en la Ordenanza sobre tenencia y circulación de animales de compañía. 
En fecha 03/11/06 se recibe la respuesta del Ayuntamiento indicando:  
- Que una vez realizada la visita de inspección al domicilio, se ha puesto en conocimiento de 
su titular el hecho denunciado, habiendo éste formalizado comparecencia en estas 
dependencias con fecha 20/10/06. En la misma alega que la vivienda se encuentra limpia y 
que aporta copia de las cartillas sanitarias de los perros para demostrar que se encuentran en 
perfecto estado. 
- Que se propondrá al órgano competente la adopción de acuerdo consistente en requerir la 
observancia del artículo 26 de la Ordenanza Municipal sobre circulación y tenencia de 
animales de compañía, donde se establece que la tenencia de animales domésticos en 
viviendas urbanas y otros inmuebles queda condicionada a circunstancias higiénicas óptimas 
de su alojamiento, la ausencia de riesgos sanitarios y la inexistencia de peligros y molestias 
para los vecinos, siendo éste último aspecto el que, en concreto, cabría fundamentar la 
resolución. 
Unos días más tarde, el 21/11/06, se recibe el informe de la Sociedad Municipal de 
Rehabilitación Urbana de Zaragoza, que incluye uno realizado por la Trabajadora Social, 
donde resume las intervenciones realizadas con el propietario de los perros, y copias de los 
compromisos adquiridos entre este y dicha Sociedad. 
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En el primero se relatan las numerosas actuaciones realizadas por la SMRUZ tendentes a 
solucionar los problemas que generan a los vecinos los perros desde 1998, fecha que coincide 
con el fallecimiento de la esposa de este ciudadano, y pormenoriza: 
Es cierto que a instancias de la SMRUZ desde el Instituto Municipal de Higiene se hablo con 
L. en octubre de 2002 y se le aconsejó que llevara a los perros a una asociación protectora 
de animales: ADEPCA. Fue una actuación de mediación porque no llegó a realizarse una 
actuación de otro tipo. 
En abril de 2004, ocho meses antes de que finalizara el contrato de alquiler, comenzamos a 
tener entrevistas con L., tanto la trabajadora social como la jefe de área, para instarle a que 
sacará la mayor parte de los perros del piso, en esos momentos tenía nueve y solo se le iba a 
permitir tener tres, para que pudiera firmar un nuevo contrato de alquiler. 
Desde la SMRUZ realizamos numerosas gestiones con la Asociación Protectora de Animales, 
con ADEPCA, buscando otros recursos para que acogieran a varios perros, pero finalmente 
no fue posible ya que no existe ninguna entidad que los acoja sin sacrificarlos; también 
hablamos con personas particulares amantes de los animales y que conocían a L., con las 
veterinarias que atienden habitualmente a estos perros sin obtener ningún resultado. 
Finalmente L. encontró un terreno donde le permitían dejar cinco perros (había muerto uno), 
pagando una cantidad de dinero por ello y quedando en la vivienda los tres perros que él 
decidió y la SMRUZ le permitió, firmando un documento en el que se comprometía a esto 
firmó un nuevo contrato de alquiler, cuatro meses después de que finalizara porque se esperó 
a que esto se resolviera. 
En los casi dos años que han transcurrido desde la firma del contrato de arrendamiento y su 
compromiso, L. ha sido incapaz de mantener su decisión de forma completa, y poco a poco 
ha vuelto a traer algunos de los animales a casa, en estos momentos tiene seis. Por otro lado, 
es consciente del problema y en ningún caso va a acoger más animales que no sean los que 
ya ha tenido de siempre. 
Hay que tener en cuenta que L. es una persona mayor con escasos recursos económicos que 
le dificultan encontrar posibles soluciones al problema, como podría ser encontrar una casa 
en algún pueblo o alrededores de Zaragoza donde vivir él y los perros o un terreno donde 
tenerlos bien atendidos. Y la mayor dificultad es que por las características personales, 
familiares y sociales de L. los perros son su familia y afectivamente le es imposible 
desprenderse de ellos. 
Por otra parte, los tiene perfectamente cuidados y atendidos en sus necesidades sanitarias, 
vacunas, etc. 
En cualquier caso, desde el Instituto Municipal de Salud Pública no han considerado el caso 
de la gravedad suficiente como para realizar una acción sancionadora o de retirada de los 
animales, y desde la SMRUZ continuamos trabajando con él para concienciarle del problema 
y buscar soluciones conjuntas, minimizando los efectos nocivos que puedan afectar al resto 
de la comunidad”. 
Los compromisos adquiridos que se aluden constan en un documento de 27/04/04 suscrito 
entre la SMRUZ y el interesado en el que, reconociendo este “el derecho de los restantes 
inquilinos a unas condiciones de higiene y salubridad adecuadas”, acuerdan que “… 
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mantendrá en la vivienda un máximo de 3 perros, siempre que por su tamaño o especie no 
molesten a los vecinos o causen perjuicios al inmueble. En el plazo máximo de 6 meses, a 
partir de la fecha de firma del presente documento, aportará a la Sociedad Municipal de 
Rehabilitación Urbana de Zaragoza la documentación del censo canino que justifique el 
descenso de número de perros que conviven en el domicilio, comprometiéndose a no 
aumentar dicho número mientras resida en esta vivienda”. Por su parte, la Sociedad se 
compromete a renovar el contrato de alquiler siempre que se cumplan estas condiciones. 
Asimismo, hay una comparecencia del interesado de 08/04/05 en la que manifiesta “Que ha 
sacado de su domicilio a cinco perros, a los cuales sigue cuidando y atendiendo en un 
terreno en las afueras de la ciudad dónde sus dueños le permiten tenerlos; quedando en el 
piso únicamente tres, que es el número de perros que desde la Sociedad Municipal de 
Rehabilitación Urbana, propietaria de la vivienda, se le permite tener en la misma. Así 
mismo se compromete a no aumentar dicho número mientras resida en esta vivienda”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre necesidad de hacer cumplir las normas de convivencia. 
En ejercicio de sus competencias en esta materia, el Ayuntamiento de Zaragoza tiene 
aprobada, por acuerdo plenario de 31/10/94, una Ordenanza Municipal sobre Tenencia y 
Circulación de Animales de Compañía que, entre otras normas de carácter general para esta 
clase de animales, establece lo siguiente: 
“Artículo 26.- La tenencia de animales domésticos en viviendas urbanas y otros inmuebles 
queda condicionada a las circunstancias higiénicas óptimas de su alojamiento, a la ausencia 
de riesgos sanitarios y a la inexistencia de peligros y molestias para los vecinos o para otras 
personas. Dicha tenencia podrá ser limitada por la Autoridad Municipal, en virtud de 
informes higiénico-sanitarios razonados, sin perjuicio de las acciones judiciales que los 
interesados crean oportuno ejercitar ante los Tribunales ordinarios, con arreglo a las 
normas de la Ley de Arrendamientos Urbanos, la Ley de Propiedad Horizontal y 
disposiciones complementarias, en defensa de sus derechos e intereses 
Corresponderá al Instituto Municipal de Salud Pública la gestión de las acciones pertinentes 
y, en su caso, la iniciación del oportuno expediente para el desalojo de los animales en el 
supuesto previsto en el apartado anterior”.  
Junto al establecimiento de estas condiciones, que deben ser respetadas por todos los 
ciudadanos independientemente de su condición jurídica con respecto a las viviendas, la 
Sociedad Municipal de Rehabilitación Urbana y Promoción de la Edificación de Zaragoza, 
SMRUZ, en cuanto titular de las viviendas y arrendataria, tiene aprobadas por su Consejo de 
Administración unas normas reguladoras de las condiciones que han de cumplirse para 
acceder a las viviendas de alquiler. En lo que afecta al caso que nos ocupa, la Norma 20ª, 
impone a los arrendatarios determinados deberes, entre los que se encuentran los de conocer y 
cumplir esta normativa y el de “Destinar la vivienda a residencia habitual, no permitiéndose 
la tenencia de animales domésticos que por su tamaño, especie o cantidad molesten a los 
vecinos o causen perjuicios al inmueble”. 
Las razones expuestas en el informe de la Trabajadora Social son atendibles, dada la situación 
personal en que se encuentra el propietario de los perros y su especial relación con estos 
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animales; pero estas circunstancias han sido apreciadas por la SMRUZ incluso llevando al 
límite las normas antes señaladas, tanto la general de la Ordenanza como la particular para el 
alquiler de las viviendas, al autorizar la tenencia de un máximo de tres perros en la vivienda, 
requisito que no ha sido cumplido por el afectado. Si este incumplimiento no implicase 
negativas repercusiones para otras personas no tendría, en principio, especial trascendencia y 
se limitaría a la relación bilateral arrendador-arrendatario; pero la repercusión de las molestias 
a terceros es una condición limitativa que establece tanto la Ordenanza (que exige ausencia de 
riesgos sanitarios e inexistencia de peligros y molestias para los vecinos o para otras personas) 
como las normas particulares de la SMRUZ (donde se indica que los animales no deben 
molestar a los vecinos). Además, estas circunstancias excepcionales al régimen general han 
sido asumidas por el interesado, que ha manifestado su conformidad en varias ocasiones, pero 
después no ha cumplido su compromiso. 
Se desconoce cuál es la gravedad mínima que exige una intervención del Instituto Municipal 
de Salud Pública para realizar una acción sancionadora o de retirada de los animales; también 
es de reconocer el esfuerzo de la SMRUZ para concienciarle del problema y buscar 
soluciones conjuntas, minimizando los efectos nocivos que puedan afectar al resto de la 
comunidad. Pero cuando, como se dice en el primer informe de inspección, “se ha 
comprobado desde el rellano un fuerte olor a perro”, es preciso también dirigir el talante 
humanitario y comprensivo hacia las personas que lo sufren y adoptar alguna medida para 
acabar con esta situación, aplicando las normas generales que la regulan y los acuerdos 
particulares adoptados para subsanarla, y a lo que la Administración está legalmente obligada, 
no debiendo limitarse a una labor de simple mediación. En caso contrario se produce una 
apariencia de derechos que en la práctica no se materializan, quedando defraudada la 
confianza de los ciudadanos en el ordenamiento jurídico y en el buen funcionamiento de las 
instituciones. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que adopte las medidas oportunas para reducir a un máximo de tres el número de perros 
autorizado en la vivienda objeto de este expediente, de forma que el beneficio que puede 
reportar el cuidado y compañía de animales sea compatible con la salubridad y comodidad de 
las viviendas colindantes.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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5.3 Espacios naturales protegidos 
5.3.1 8 de febrero de 2006. Incorporación inmediata como árboles singulares de los 
recogidos en la "Guía de árboles monumentales y singulares de Aragón". 
Departamento de Medio Ambiente. DGA. 
En esta sugerencia, dirigida al Consejero de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón, el 
Justicia felicita la aceptación de los criterios propuestos en su día para la protección de los 
árboles singulares de la Comunidad aragonesa. Asimismo, en el marco de la exposición 
pública de un Decreto regulador de los árboles singulares y su protección, la Institución 
propone que se introduzca una disposición adicional a dicho reglamento por la cual queden 
automáticamente incorporados en la lista de árboles singulares, todos aquellos especímenes 
relatados en el libro “Árboles de Aragón. Guía de árboles monumentales y singulares de 
Aragón”, editado por el propio Gobierno aragonés.  
Excmo. Sr: 
Como V.E. ya conoce, el Justicia de Aragón ha formulado en algunas ocasiones Sugerencias 
al Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón para que promueva un marco 
normativo adecuado para la protección legal de los árboles singulares y monumentales de 
Aragón y el establecimiento de un protocolo o procedimiento técnico a seguir en orden a su 
adecuada vigilancia y protección. 
Las Sugerencias fueron aceptadas en su momento, y por ello supuso un motivo de alegría en 
esta Institución la promulgación de la Ley 8/2004, de medidas urgentes en materia de medio 
ambiente, cuyo artículo 2 regula los árboles monumentales y singulares, y el desarrollo que de 
la misma se está haciendo a través del proyecto de “Decreto por el que se crea el catálogo de 
árboles singulares de la Comunidad Autónoma de Aragón y se establece su régimen de 
protección”, cuyo trámite de exposición pública consta en el Boletín Oficial de Aragón del 
pasado 16 de enero. 
A nuestro juicio, el proyecto de Decreto cumple adecuadamente la finalidad de protección, 
defensa y difusión de este patrimonio. No obstante, de acuerdo con las previsiones del 
proyecto, el trabajo de protección y defensa de los árboles comienza con la inclusión en el 
Catálogo de cada ejemplar que merezca la calificación de singular, gozando de la protección 
que le dispensa su calificación como tal a partir de ese momento. 
Sin embargo, se ha considerado que, en orden a lograr una protección más rápida, y por tanto 
de mayor eficacia, se podría aprovechar la labor previamente realizada por el propio Gobierno 
de Aragón en colaboración con otras entidades y que se plasmó en el libro “Árboles de 
Aragón. Guía de árboles monumentales y singulares de Aragón” publicada en el año 2000 
(I.S.B.N.: 84-87601-83-9, Depósito legal: Z-2369-2000), donde se describen con detalle una 
buena parte de los árboles más destacados de nuestra Comunidad. Existen otras publicaciones 
referidas también a árboles destacados a nivel local o comarcal, pero la que se indica es la 
referencia en esta materia y cuenta con el respaldo expreso del Gobierno de Aragón. 
Con ello se lograría la doble finalidad de dar mayor valor a trabajo de contrastada calidad 
apoyado por el propio Departamento de Medio Ambiente y, mediante su incorporación 
inmediata al Catálogo, hacer que desde el primer momento los árboles de la Guía gocen del 
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régimen de protección que les otorga el Decreto y del que ahora mismo carecen, a pesar de su 
alto valor simbólico, cultural o ecológico. 
La solución que se plantea podría materializarse mediante la incorporación al Decreto en 
proyecto de una disposición adicional que declare como árboles singulares a los efectos del 
mismo a todos los ejemplares incluidos en la mencionada Guía de árboles monumentales y 
singulares de Aragón. 
Por todo ello, y en ejercicio de las facultades que a esta Institución confiere la Ley 4/1985, de 
27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto efectuarle una Sugerencia en este 
sentido. Le agradezco de antemano su atención y espero que en un plazo no superior a un mes 
me comunique si la acepta, indicándome, en caso de rechazarla, las razones en que funde su 
negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
5.3.2 20 de junio de 2006. Necesidad imperiosa de conservar y proteger el arbolado 
urbano. Ayuntamiento de Zaragoza. 
El Justicia, a raíz de una tala de arbolado urbano, enmarcada dentro de la ejecución de un 
centro comercial, sugiere al Ayuntamiento de Zaragoza que vele por la conservación del 
arbolado urbano, especialmente de aquellos ejemplares que tengan un especial interés 
ornamental. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 03/10/05 tuvo entrada en esta Institución una queja por la tala de unos 
árboles en Zaragoza. 
SEGUNDO.- En la misma se hace alusión a la tala de árboles realizada en un sector del 
distrito Universidad para la construcción de un centro comercial. Dado el detalle con el que se 
describen las actuaciones, se transcribe a continuación: 
“1° La empresa Dragados está llevando a cabo la construcción de un Centro Comercial 
denominado “XXX”, entre las Avenidas Juan Carlos I y Juan Pablo II por encargo de la 
promotora Junta de Compensación del polígono Universidad de Zaragoza. 
2° La citada empresa, que ha comenzado las obras del centro con ausencia de licencia y 
autorización para vallado con ocupación de calzada (expediente n°: 921.021/05), mediante 
escrito de 17 de junio comunica que “existen una serie de árboles que van a ser afectados 
por la construcción de la citada obra” y que “como se puede observar.., la mayoría de los 
árboles están situados dentro de la zona de la obra y el resto están afectados por las 
instalaciones generales específicas necesarias para la realización de dicha obra” 
Pues bien, no es cierto que la mayoría están situados en la zona de obra, ya que tan solo hay 
unos 50 y el resto, 120 árboles, están situados sobre las aceras que rodean la delimitación de 
los solares, pero para nada bajo la influencia de la actuación de la obra civil en sí, como la 
correspondiente a la ocupación de dominio público para accesos que solo va referida a la vía 
colectora. Por lo tanto el deseo de prescindir de esos 120 árboles no responde sino a una 
mera necesidad de comodidad privada en la ejecución de la obra a costa del disfrute 
medioambiental de todos los ciudadanos y constituye un claro atentado ecológico. 
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Estas circunstancias fueron denunciadas a la Presidenta de la Junta de Distrito Universidad 
mediante carta de 9 de septiembre, así como mediante llamadas telefónicas a la Policía Local 
y a través de denuncias en expedientes administrativos números: 964.909/05, 970.970/05 y 
959.075/05 los días 14 y 16 de septiembre. 
Según el informe del Servicio de Parques y Jardines de 29 de julio que obra en el expediente 
administrativo municipal n°: 706.740/05:  “considera que la tala de casi 170 árboles, que 
constituyen parte del patrimonio municipal no debe ser asumida por el Servicio … 
consideran un atropello que se proceda a dicha actuación por la solicitud de la empresa 
constructora encargada de las obras”. 
Bien, pese a esta tajante afirmación, la Teniente de Alcalde Delegada del Área de Servicios 
Públicos, mediante Decreto de 26 de septiembre de 2.005, ha autorizado “el apeo del 
arbolado afectado” (no se especifica qué arbolado, pero si es el afectado por las obras, sólo 
serían esos 50 y no la totalidad de 170). 
En el punto segundo señala: 
“Segundo: Con carácter previo a la retirada del arbolado, se procederá por parte del 
Servicio de Parques y Jardines al estudio de la posibilidad de trasplante de algunos 
ejemplares que por su singularidad o buen estado de conservación proceda, así como a la 
valoración tanto de las labores de conservación y transplantado como de la eliminación del 
arbolado que no sea posible conservar”. 
El resultado práctico: se ha notificado el decreto a la constructora el día 27 de septiembre y 
desde el día 28 lleva derribando los árboles con motosierra y pala excavadora (luego saca el 
cepellón por si algún defensor de la naturaleza quiere echar un vistazo a lo que queda de 
resto), sin discriminación de bueno, malo, regular, de interés sino que lo está haciendo con 
todos, y primero con los situados en la acera de la vía pública, para luego concluir con los 
que sí están en la zona de obra. Además con alevosía y nocturnidad, al menos de madrugada, 
cuando todavía no ha amanecido. Vamos “hechos consumados”, luego ¡si hay que pagar!, 
¡ya pagarán!. 
No ha habido informe previo del servicio de Parques y Jardines, ni supervisión de empleados 
municipales en la tala o decisión de cuál se trasplanta o no, aunque al ritmo que van, cuando 
se quiera decidir ya no quedará ninguno.  
Por lo expuesto y visto esta falta de control municipal, que cuando autoriza no sabe o no 
quiere delimitar la extensión y límites de la autorización y que en cualquier caso, no hace 
cumplir lo que acuerda como medida cautelar (punto segundo del decreto citado), solicito su 
mediación al objeto de que si se han de retirar los 50 árboles afectados por las obras se 
hagan sin tala en el máximo posible y que los no afectados: su mayoría (sobre 120), se dejen 
donde están para disfrute de todos”. 
TERCERO.- A la vista de la queja, se acordó admitirla a mediación, efectuando la oportuna 
asignación del expediente para su instrucción. El Asesor encargado del mismo se desplazó al 
lugar de referencia y comprobó que, efectivamente, se han eliminado árboles ubicados fuera 
de la zona de actuación. 
Para conocer el asunto en su integridad se envió con fecha 07/10/05 un escrito al 
Ayuntamiento de Zaragoza recabando información acerca de la cuestión planteada en la 
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queja, y en particular de las autorizaciones concedidas para la tala de árboles con motivo de la 
obra, indicando si se ha especificado cuales pueden ser eliminados y cuales otros respetados 
en su sitio o trasplantados, y si se ha establecido alguna medida para evitar que sufran daños 
con motivo de la ejecución de las obras, así como de la concedida para la ocupación del 
dominio público con motivo de la obra, indicando sobre un plano tanto los árboles que se 
autoriza eliminar como la superficie afectada por el cierre al tránsito peatonal y rodado. 
Al objeto de impedir que se talasen más árboles de los estrictamente necesarios para la 
ejecución de la obra, se solicitó la adopción urgente de las medidas necesarias en este sentido.  
Ante la falta de contestación, y atendiendo una nueva queja que apuntaba otros aspectos 
relacionados con la ordenación urbanística del sector y las medidas de protección de las obras, 
se reiteró la petición el 08/11/05, añadiéndole las cuestiones referidas a estos extremos. 
CUARTO.- Efectuado un nuevo recordatorio el 13/12/05, se recibió en fecha 22/12/05 la 
respuesta del Ayuntamiento, en concreto del Servicio de Parques y Jardines, indicando lo 
siguiente: 
- En el informe de dicho Servicio dentro del expediente 706.740/2005 no se establecía el 
número de árboles realmente afectados por las obras, cuyos límites de excavación coincidían 
con la plantación que afectaba a los 170 árboles, y no solo a 50, como afirma el escrito de 
queja. 
- El trasplante de los árboles resultaba inviable en la mayoría de los ejemplares, salvo en 19 
tilos, que se han plantado en contenedores para su adaptación y posterior reimplante. 
- No se dio la falta de supervisión aludida en la queja puesto que se dio permiso para la tala de 
todos los árboles, previamente valorados, con la condición de ingresar previamente la cuantía 
fijada, así como de recibir los ejemplares de tilo en los viveros municipales. 
Más adelante, el 18/01/06 se recibió la documentación acreditativa del cambio en la 
ordenación urbanística operada en el sector, consistente básicamente en la sustitución de las 
tres parcelas preexistentes por una de superficie equivalente, dejando los andadores 
peatonales englobados en la misma y sobre los que se constituye una servidumbre de paso 
público. 
Con el fin de disponer de toda la documentación se efectuó una nueva petición de 
información el 27/01/06, reiterada el 03/03/06, referida a los extremos ya solicitados 
anteriormente (autorización para la tala, proyecto de restitución de especies arbóreas, medidas 
para garantizar la seguridad durante las obras y justificación de los cambios en la ordenación 
urbanística del sector). Se ha recibido de la Gerencia de Urbanismo la relativa los cambios en 
la ordenación urbanística, que acreditan su corrección formal. 
Al mismo tiempo compareció de forma voluntaria la sociedad titular del solar y encargada de 
la gestión del proyecto aportando diversa documentación sobre cuál iba a ser el desarrollo del 
proyecto. Se hacía constar que estaba dirigido por un destacado arquitecto, que por su carácter 
vanguardista y por las instalaciones y servicios de alta calidad que iba a aportar supondría una 
importante mejora para la zona. 
Con relación a los árboles el proyecto se comprometía a sustituirlos por otros de mayor valor 
y calidad medio ambiental. Describía exactamente las especies a utilizar y que en forma 
alguna el proyecto aprobado por el Ayuntamiento iba a suponer una peor situación que la 
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actual. Que los que habían sido talados era para reubicarlos en un lugar mas adecuado y mas 
conforme con la ordenación total de la manzana aprobada por el Ayuntamiento. Que los tilos 
volverían a ser colocados. 
El mes en curso de nuevo la sociedad promotora envió el siguiente informe: Conceptualmente 
el Proyecto XXX armoniza las condiciones urbanísticas y proyectuales de la propuesta 
generada por el Arquitecto que se fundamenta con la integración del edificio con el entorno, 
como intentan demostrar las ventajas centradas en los siguientes aspectos: 
1.  Permeabilidad peatonal del edificio con las edificaciones del entorno favoreciendo las 
comunicaciones entre los dos espacios ajardinados (Al-Andalus y Taifa Saraquista) 
2. Creación de nuevos viales de comunicación entre los que se destaca el nuevo carril bici 
que circunda al Proyecto XXX con un recorrido de unos 650 ml adicionales. 
3.  Incorporación de la nueva solución de ajardinamiento con especies de mayor valor 
patrimonial para la ciudad de acuerdo con todos los informes propuestos. 
4.  Diseño de un edificio que permita el acceso y la movilidad de las personas 
discapacitadas por encima de las normativas existentes. 
5.  Instalaciones que constituyan un avance tecnológico desde la perspectiva de ahorro 
energético, respecto a las condiciones ambientales, administración eficiente de los 
recursos acuíferos y garantía de la sostenibilidad en todas sus facetas. 
6.  Incorporación de espacios interiores en el edificio que permitan mantener un entorno 
agradable y exento de las tradicionales perturbaciones provocadas por los vehículos de 
medio y gran tonelaje necesarios para los suministros de los servicios precisos e 
igualmente favorecer la capacidad de aparcamiento eficaz que no existía en el entorno. 
7.  Aportación de un diseño arquitectónico que por sus características esperamos que sea 
motivo de orgullo para la ciudad y en especial para los ciudadanos que conviven en su 
proximidad” 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Compartimos con los vecinos su preocupación medio ambiental en este y en otros casos, 
algunos de ellos de titularidad municipal. Como dice el Ayuntamiento, Gabinete de 
Educación Ambiental, “Hoy en día está plenamente aceptado que una ciudad con arbolado 
abundante, longevo y con ejemplares singulares tiene una atractivo especial. Los árboles no 
solo aumentan la belleza de una ciudad sino que la dulcifican y la hacen más relajada y 
habitable. No percibimos las mismas sensaciones en las ciudades donde predomina el 
cemento y el ladrillo que en aquellas con calles sombreadas y tapizadas por el verdor de los 
árboles, que ponen un toque de color al ambiente y relajan la vista y el oído de la presión 
urbana. Valoramos las plazas y parques donde aún hay sitio para el canto de los pájaros y el 
rumor de las fuentes, lugares elegidos para el juego, el encuentro y la relación. Cuando esto 
se pierde, las ciudades se hace más grises, la vida urbana pierde calidad, se empobrece y 
aumenta la necesidad de escapar de ellas en búsqueda de naturaleza”. 
Es por ello que solicitamos al Ayuntamiento que vigile el cumplimiento de las condiciones 
establecidas en el proyecto. Y que en proyectos futuros y en los que en este momento se están 
ejecutando en la ciudad, sobre los que se tramitan diversas quejas, se de especial 
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trascendencia a la conservación de los árboles, especialmente de aquellos que tienen un 
especial valor ornamental o de los que por desarrollo es muy costosa su sustitución, evitando 
su tala o procurando su transplante. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Que en sucesivas intervenciones urbanísticas que promueva, autorice o tutele el 
Ayuntamiento y en las que en este momento se están realizando vele por el respeto y la 
conservación de los árboles que puedan verse afectados, considerándolos un elemento 
esencial en la ordenación urbana con peso específico a la hora de marcar las prioridades de 
actuación. 
Que en este caso vigile el cumplimiento de las condiciones establecidas en el proyecto, para 
que los árboles que por sustitución se planten tengan en un corto periodo de tiempo semejante 
porte a los que había y mayor valor ornamental. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
6. AÑO 2007 
6.1 Ruidos 
6.1.1 7 de marzo de 2007. Necesidad de aplicar con rigor las normas de control de 
actividades clasificadas. Ayuntamiento de Teruel. 
La Institución analiza una queja derivada de los ruidos producidos en un gimnasio ubicado 
en la planta baja de un inmueble sito en Teruel. A la luz del expediente Administrativo 
facilitado por el Ayuntamiento de Teruel, resulta que esta Administración no ha obrado 
conforme al procedimiento para el otorgamiento de licencias de una actividad 
potencialmente molesta (esencialmente el RAMINP). Debido a lo anterior, sugiere el Justicia 
al Ayuntamiento de Teruel que aplique de forma rigurosa el procedimiento para el 
otorgamiento de licencia de actividades clasificadas y, asimismo, proceda a comprobar la 
efectiva instalación de medidas correctoras en el gimnasio. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 10/01/07 tuvo entrada en esta Institución una queja ante los problemas de 
ruidos procedentes de un gimnasio en los bajos del edificio de Avenida Segorbe nº 9 de 
Teruel. Señala el ciudadano que en su momento denunció la situación ante el Ayuntamiento 
de la Ciudad y que, efectuadas las mediciones de ruidos, donde se comprobó que se excedía el 
nivel autorizado en las ordenanzas, se resolvió por la Gerencia Municipal de Urbanismo con 
fecha 23/03/06 ordenar a la empresa titular del gimnasio la adopción de varias medidas 
correctoras: mejorar el aislamiento, instalar un limitador-registrador, eliminar los elementos 
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de golpeo anclados a los pilares y reducir el ruido del climatizador, fijando el plazo de un mes 
para cumplirlas. Sin embargo, en la fecha de presentación de la queja la situación sigue igual, 
sin que se hayan adoptado de las medidas señaladas en la referida resolución o, en caso 
contrario, resultando totalmente ineficaces. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación, asignando el 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 18/01/07 un escrito al 
Ayuntamiento de Teruel recabando información sobre la cuestión planteada y, en particular, 
sobre las actuaciones realizadas o previstas para aplicar las medidas correctoras fijadas en la 
referida resolución y resolver el problema. 
TERCERO.- Tras efectuar un recordatorio de la petición de información el 20/02/07, la 
respuesta del Ayuntamiento se recibió el 23/02/07; se trata fundamentalmente de una copia 
del informe técnico aportado por el ciudadano en su queja y cuyos datos más importantes se 
consignan a continuación:  
1°.- Existe un expediente administrativo abierto en la Unidad de Control Urbanístico de la 
Gerencia Municipal con el número 000099/2006-GU, iniciado por denuncia de la Comunidad 
de vecinos de Avda. Segorbe nº 9, de Teruel. 
2°. El establecimiento cuenta con licencia para la actividad de gimnasio otorgada por Decreto 
de la Vicepresidencia de la Gerencia Municipal de Urbanismo de 16/12/05, supeditada a la 
adopción de varias medidas correctoras señaladas en el mismo, a las que se condicionaba la 
validez de la licencia y que debían ser comprobadas para verificar su correcto 
funcionamiento; se advierte expresamente al peticionario de la licencia que no podrá poner en 
funcionamiento su actividad en tanto no se realice la visita de comprobación y se levante la 
correspondiente Acta. 
3°.- La visita de comprobación por los Servicios Técnicos de la Unidad de Control se giró el 
21/03/06. En la misma se indica, tras efectuar las oportunas mediciones, que “Respecto de los 
anteriores resultados y aunque las mediciones se realizaron en horario diurno y el ruido de 
fondo es considerable, y comprobado en la propia visita que los ruidos percibidos en las 
viviendas eran molestos y notorios se puede deducir que el aislamiento y las emisiones 
sonoras (especialmente si se aplican las restricciones de horario nocturno) NO cumplen con 
los niveles máximos que indica el artículo decimocuarto de la Ordenanza Contra Ruidos y 
Vibraciones. Vista la documentación que obra en el seno del expediente de referencia, en la 
que aparece la descripción en proyecto del aislamiento acústico, se llega a la conclusión que 
dicho aislamiento entre el local y las viviendas superiores, para el nivel de presión sonora 
generado, es insuficiente”. Para resolver este problema, señala la necesidad de: 
- Solucionar el déficit de aislamiento entre el local y las viviendas superiores y entregar, 
una vez realizados dichos trabajos, certificado de las mediciones de aislamiento acústico 
realizado por un laboratorio o técnico competente.  
- Instalar un limitador-registrador que cumpla con los requisitos detallados en el artículo 
undécimo bis de la Ordenanza Contra Ruidos y Vibraciones.  
- Retirar los elementos de golpeo anclados a los pilares de la estructura del edificio, 
existentes en la zona del local destinado a "Tatami". 
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- Acentuarse las medidas de reducción de ruido en el equipo situado en la cubierta, que 
forma parte de la climatización del local. 
4°.- Como consecuencia del informe, con fecha 23/03/06 se dictó por la Vicepresidencia de la 
Gerencia Municipal de Urbanismo un Decreto donde enumera las deficiencias expuestas por 
el informe técnico y establece el plazo de un mes para subsanarlas. 
5º.- El representante legal del gimnasio solicita una prórroga de plazo de un mes para llevar a 
cabo esta subsanación. 
6°.- Con fecha 18/09/06, y estando pendiente la emisión de los informes de implantación de 
las medidas correctoras, se otorgó al titular del gimnasio un trámite de audiencia de 15 días 
para que presentase los documentos y alegaciones “previo a la adopción de las medidas de 
restauración de la legalidad pertinente, incluido el cese y clausura de la actividad”. 
7º.- Se indica que el día 10/09/06 (previamente a la fecha en que se efectuó el anterior 
requerimiento) el interesado presentó un informe de medición de ruidos, y que con fecha 
16/02/07 se ha solicitado informe a los Servicios Técnicos Municipales “para verificar si se 
ha dado cumplimiento a la adopción de medidas correctoras que se ordenó en el Decreto nº 
405/2006 de 23 de marzo de 2006, antes reseñado, por lo que siguiendo con el procedimiento 
establecido en los artículos 35 a 38 del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas, aprobado por Decreto 2412/1961, de 30 de noviembre de 1961, y a la 
vista de dicho Informe se dictará Resolución razonada por el Vicepresidente de la Gerencia 
Municipal de Urbanismo sobre si procede conceder una nueva prórroga o no, caso de que no 
se hubieran corregido las deficiencias”, añadiendo que de no cumplirse se aplicará el régimen 
sancionador previsto en el artículo 38 del RAMINP, con imposición de alguna de las medidas 
allí previstas: multa o retirada de la licencia, provisional o definitiva, y clausura de la 
actividad. No consta en esta Institución la emisión de dicho informe a día de hoy. 
CUARTO.- De forma casi simultánea se recibió un escrito de los afectados por la actividad, 
fechado el 21/02/07, en el que denuncia que la tónica del Ayuntamiento es “de no "obrar con 
corrección "en determinados asuntos: en "no responder" a determinados requerimientos o 
explicaciones solicitadas, etc. Esto es ya terrible porque es precisamente por la dejadez de 
dicho Ayuntamiento, y en el Departamento de Urbanismo - Licencias de funcionamiento, o 
algo así, que estamos aún en la situación que estamos en la finca desde la que escribo”, 
describiendo la situación de padecimiento por los ruidos de la siguiente forma: “A las 7h de la 
mañana empieza el calvario. Se ha ido llamando a la Policía Local unas cuantas veces ya. Se 
les han hecho apercibimientos en el mismo gimnasio: personalmente anteayer he bajado a 
quejarme, … Pero es todo inútil, completamente inútil. Se han efectuado algunos arreglos, 
algunas mejoras con respecto a determinados ruidos, etc. eso es verdad, pero este Gimnasio 
no está aún en condiciones de funcionar pues tiene una serie de deficiencias que no corrige y 
se ríe olímpicamente del Ayuntamiento y de la Autoridad correspondiente en este caso. 
Sabiendo perfectamente como saben que molestan mucho y son causa de desasosiego en mi 
caso que me he visto obligado a recurrir a mi médico de cabecera, dado el estado de nervios 
y alteraciones del sueño que me han causado estos señores”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de aplicar correctamente los procedimientos administrativos. 
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Con motivo de anteriores expedientes derivados de quejas por problemas de ruidos en la 
Ciudad de Teruel se han efectuado diversas consideraciones sobre las negativas repercusiones 
de índole física, psíquica y social que generan los ruidos, afectando gravemente la salud de las 
personas; estando recientes en el tiempo tales consideraciones, no se estima preciso 
reiterarlas, remitiéndonos a lo expresado en las respectivas Sugerencias. Por tanto, el análisis 
se centrará en la corrección del procedimiento administrativo seguido para resolver el 
problema de ruidos y la pasividad, o excesiva lentitud, del Ayuntamiento para abordarlo de 
acuerdo con la normativa que resulta de aplicación. 
En el informe remitido por el Ayuntamiento de Teruel se alude al Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP) como norma en la que se fundamenta 
la solución al problema expuesto, que se logrará con la aplicación de las medidas correctoras 
que eviten la producción de ruidos molestos a los vecinos y la posibilidad de control mediante 
un aparato limitador-registrador.  
Tiene razón la Técnico que suscribe el informe en hacer esta consideración, pues la estricta 
observancia de sus disposiciones hubiese evitado el problema que nos ocupa, puesto que: 
- El artículo 34 prohíbe que pueda comenzar a ejercerse una actividad calificada como 
molesta sin que, una vez obtenida la licencia de instalación, se gire antes la oportuna visita de 
comprobación por el funcionario técnico competente. En el mismo sentido, el 158.4 del 
Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón, 
aprobado por Decreto 347/2002, establece “La validez de la licencia de actividades 
clasificadas quedará condicionada a la efectiva comprobación de la implantación de las 
medidas correctoras establecidas en la misma y su correcto funcionamiento. A tal efecto, en 
el plazo de un mes desde la terminación de las obras e instalaciones, los servicios técnicos 
municipales realizarán visita de inspección al establecimiento de la que se levantará la 
oportuna acta que se incorporará al expediente. La actividad no podrá iniciarse mientras no 
se subsanen los reparos que se hayan formulado; comprobada su subsanación, se autorizará 
la puesta en funcionamiento, lo que se notificará al interesado”. El gimnasio en cuestión 
obtuvo licencia de actividad por Decreto de 16/12/05, y expresamente se condicionaba a la 
adopción de varias medidas correctoras que debían ser comprobadas antes de abrir al público.  
No se hizo así, sino que el establecimiento abrió el propio mes de diciembre o a principio de 
enero, mientras que la visita de comprobación se giró el 21/03/06 y los incumplimientos 
detectados no solo determinaron su cierre, sino que no han sido subsanados un año después, 
generando durante este periodo molestos ruidos a los vecinos y alterando su normal ritmo de 
vida. 
- Los artículos 36 y siguientes del RAMINP regulan los procedimientos de inspección y 
control de actividades que hayan completado el procedimiento administrativo que, como se ha 
indicado, concluye con la autorización de puesta en marcha tras comprobar la implantación y 
buen funcionamiento de las medidas correctoras. El artículo 36 faculta a los Alcaldes para 
requerir al propietario, administrador o gerente de las actividades para que en el plazo que se 
le señale, que salvo casos especiales no podrá exceder de seis meses ni ser inferior a uno, 
corrija las deficiencias comprobadas. Conforme al artículo 37, transcurrido el plazo para la 
corrección de deficiencias se girará visita de inspección a la actividad al objeto de la debida 
comprobación. Cuando no hayan sido corregidas tales deficiencias, se hará constar y se 
indicarán las razones a que obedezca el hecho y, a su vista, el Alcalde dictará resolución 
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razonada concediendo o no un segundo e improrrogable plazo para que el propietario dé 
cumplimiento a lo ordenado.  
Agotados los plazos sin que se hayan adoptado las medidas ordenadas para la desaparición de 
las causas de molestia, insalubridad, nocividad o peligro, la misma autoridad, a la vista del 
resultado de las comprobaciones llevadas a cabo y dando audiencia al interesado, dictará 
providencia imponiendo sanción de multa o de retirada temporal o definitiva de la licencia 
concedida. 
- A pesar de lo establecido en dicho Reglamento, tras la visita efectuada el 21/03/06 se dictó 
un Decreto de fecha 23 de marzo ordenando la implantación de las medidas arriba expresadas 
en el plazo de un mes. Sin haberse realizado la inspección contemplada en el referido artículo 
37, se solicita por el titular prórroga de un mes para subsanar las deficiencias observadas (no 
se indica si se ha concedido o no esta ampliación de plazo; en todo caso, para ello debe 
tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 30/1992, que no permite que la 
ampliación exceda de la mitad del mismo, siempre que las circunstancias lo aconsejan y con 
ello no se perjudican derechos de tercero, que aquí sí resultan afectados). A fecha 18 de 
septiembre, estando todavía pendiente la comprobación de las medidas correctoras 
establecidas en marzo, se otorga al interesado un trámite de audiencia para que efectúe 
alegaciones antes de adoptar “las medidas de restauración de la legalidad pertinentes, 
incluido el cese u clausura de la actividad”, a pesar de no haberse efectuado comprobación 
alguna. Se indica en el informe que con fecha 10 de septiembre de 2006 se presenta por el 
gimnasio una medición de ruidos (tal vez haya un error cronológico en el relato de hechos, 
pues resulta lógico pensar que este sea posterior al requerimiento efectuado el 18 del mismo 
mes), y que hasta el 16 de febrero de 2007 no se solicita informe a los Servicios Técnicos 
Municipales para verificar si se han establecido las medidas correctoras impuestas casi un año 
antes, para que en caso de no haberlo hecho dictar Resolución sobre si procede conceder una 
nueva prórroga, antes de pasar a la aplicación del régimen sancionador. 
De cuanto antecede se desprende que el Ayuntamiento de Teruel no ha cumplido los trámites 
y plazos marcados por el RAMINP para resolver el problema planteado por unos ciudadanos, 
y que su actuación no ha sido ajustada a los principios constitucionales de eficacia y 
sometimiento pleno a la Ley y al Derecho y confianza legítima establecidos en el artículo 3 de 
la Ley 30/1992, pues los afectados ven como se mantiene una situación irregular que les 
perjudica mientras el Ayuntamiento no actúa con la diligencia que le resulta exigible. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Teruel la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que aplique correctamente y con rigor la normativa reguladora de las actividades clasificadas, 
sobre todo cuando su ejercicio produzca perjuicios a otras personas; concretamente, en el 
presente caso, compruebe con urgencia la implantación de las medidas correctoras y su 
eficacia para evitar el problema de ruidos denunciado, adoptando en caso contrario las 
medidas que la Ley pone en su mano con esta finalidad. 
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Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
6.1.2 Desatención municipal a graves problemas de ruidos. Reiteración de Sugerencias 
anteriores. Recordatorio de deberes legales. Ayuntamiento de Teruel. 
La Institución reitera al Ayuntamiento de Teruel su obligación de colaborar con el Justicia, 
en relación con dos concretos expedientes. El primero de ellos derivado de las continuas 
quejas vecinales por el ruido producido por un bar sito en la calle Valcaliente de esta 
localidad, el cual podría estar funcionando irregularmente. El segundo, relativo a las 
continuas molestias que sufren los vecinos de la calle Cofiero debido al elevado número de 
locales en los que ensayan bandas de música, así como al consumo de alcohol y otras 
actividades que se practican en dicha vía pública. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- A lo largo del año 2007 se han recibido diversas quejas denunciando problemas 
de ruidos en la Ciudad de Teruel, fundamentalmente vinculados a actividades recreativas o de 
ocio: bares, verbenas, locales de ensayos musicales, gimnasio, comportamientos incívicos, 
etc. En la presente resolución se abordan dos de ellos, en los que la situación denunciada por 
los afectados se agrava con la pasividad municipal a las sucesivas peticiones de información 
realizadas desde esta Institución; son los relativos a los ruidos de los bares de la Zona y de 
unos locales de ensayo en la calle Cofiero. 
SEGUNDO.- El primero de ellos (Expte. DI-88/2007-2) se inició con motivo de una queja 
presentada el 16/01/07 denunciando la permanencia del problema tratado en un anterior 
expediente de 2005: las constantes molestias ocasionadas por ruidos del disco-bar “Why not”, 
en la Calle Valcaliente nº 11. Ya en aquel momento se puso de manifiesto la difícil situación 
de los vecinos por la falta de insonorización del establecimiento y los continuos 
incumplimientos de los límites de ruido y horarios en que incurre, sin una respuesta pública 
adecuada; con tal motivo, se formularon al Ayuntamiento de Teruel dos Sugerencias con el 
siguiente contenido: 
Primera.- Que disponga lo oportuno para que el establecimiento de C/ Valcaliente nº 9 ajuste 
su licencia a su actividad real y, consecuentemente, adopte las medidas de insonorización y 
otras que sean apropiadas para que su ejercicio no produzca molestias a los vecinos. 
Segunda.- Que estudie la posibilidad de adoptar medidas provisionales adecuadas para 
evitar que el ejercicio de dicha actividad, o en general de cualquier otra que funcione 
excediendo las condiciones a que debe estar sujeta, resulte perjudicial a terceras personas 
hasta tanto se resuelva definitivamente el expediente para su corrección o sanción. 
Las Sugerencias fueron remitidas al Ayuntamiento el día 22/03/06, recabando la posición 
municipal al respecto; tras reiterar la necesidad de respuesta en varias ocasiones sin recibirla 
ni obtener ninguna justificación, se procedió al archivo del expediente, consignando estas 
circunstancias en el Informe Anual que se presenta a las Cortes de Aragón. 
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Tras la queja recibida en enero de 2007 manifestando que la situación se mantiene en iguales 
términos se incoó un nuevo expediente; para su instrucción, se envió con fecha 26/01/07 un 
escrito al Ayuntamiento de Teruel para conocer sobre las siguientes cuestiones: 
- Si se ha realizado alguna actividad para materializar las anteriores Sugerencias o para 
resolver el problema expuesto. 
- Situación de los expedientes municipales que se aluden en el anterior expediente de queja: 
solicitud de cambio de licencia a favor del actual titular, y si se ha subsanado el insuficiente 
aislamiento (el nivel de aislamiento medido era de 46 dB, cuando la Ordenanza exige un 
mínimo de 60 dBA) y se ha dictado el acuerdo o resolución que le ponga fin; el nº 1467/2005, 
de restauración de la legalidad urbanística por realización de obras; el 1487/2005, de medidas 
correctoras en café-bar, y los nº 137 y 138 de 2006, sancionadores por posibles infracciones 
de la Ordenanza contra Ruidos y Vibraciones, al haberse constatado excesos de ruido 
considerados como faltas muy graves. 
- Actuaciones municipales realizadas y previstas para dar respuesta al problema general de 
ruidos en la “Zona” planteado en la queja. 
La solicitud de información se ha reiterado en fechas 13/03/07, 18/04/07 y 13/07/07, sin que 
haya sido atendida. 
TERCERO.- En lo que respecta al segundo expediente, con referencia DI-98/2007-2, se 
inició con la queja recibida en la misma fecha de 16/01/07 ante la falta de atención que el 
Ayuntamiento de Teruel dispensa a los vecinos de la calle Cofiero, que en numerosas 
ocasiones se han dirigido al mismo reclamando una solución al deterioro y abandono que 
padecen; su situación viene descrita en los siguientes términos: 
“1. - Existencia de cuatro locales ocupados por jóvenes, la mayoría de ellos menores de edad 
que producen: molestias con la música a gran volumen a cualquier hora del día y de la 
noche, gritos, ruidos con futbolines y otros juegos, coches con música a gran volumen, juegos 
con balones de fútbol con deterioro de los coches de los vecinos, motos entrando y saliendo 
de la calle a gran velocidad, con el consiguiente peligro, carreras de motos y minimotos por 
la calle, celebración de botellones en la escaleras, calle y locales, con rotura de botellas, 
cristales, abandono de desperdicios y basuras, meados, vómitos y otras necesidades humanas 
en las escaleras, calle y muro o entre los coches del vecindario, produciendo malos olores 
continuos y basuras permanentes, ya que la limpieza municipal es escasa y poco eficiente. 
Enfrentamientos verbales con el vecindario, insultos. Falta de seguridad para el edificio ya 
que estos locales cuentan con neveras, aparatos de música, calefactores, lámparas, etc. 
Además los usuarios de estos locales utilizan la calle para arreglar coches y motos, lavar 
coches, con el consiguiente derramen de productos y aceites. 
2.- Existencia de dos locales ocupados por grupos musicales que ensayan casi todos los días 
de la semana produciendo vibraciones y gran ruido en todo el edificio, siendo de gran 
molestia para los vecinos, sin existencia de licencias de actividades”. 
Recibida la queja y admitida a mediación, se envío el día 30/01/07 un escrito al Ayuntamiento 
para que informase sobre la cuestión planteada, así como de la tramitación dada a las 
denuncias de los vecinos de la calle Cofiero por los motivos expuestos y de las actuaciones 
realizadas o previstas por el Ayuntamiento para dar solución a estos problemas. 
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Como en el caso anterior, la petición se volvió a reiterar mediante sendos escritos remitidos 
los días 13/03/07, 18/04/07 y 16/07/07, sin obtener respuesta. 
CUARTO.- En reiteradas ocasiones se ha manifestado la preocupación del Justicia por los 
problemas descritos en estas quejas ciudadanas, dada su afección a derechos fundamentales, e 
incluso su negativa repercusión en la salud de las personas. En concreto, el Ayuntamiento de 
Teruel ha sido destinatario de anteriores Sugerencias en las que se detallaban 
pormenorizadamente los perjuicios derivados de todo ello, la normativa aplicable para 
encauzar los problemas detectados dentro de unos parámetros razonables y la obligación de 
los poderes públicos de actuar para corregirlos; no es por ello necesario volver a repetirlos, 
pues tales consideraciones son perfectamente aplicables a los supuestos que ahora nos 
ocupan, con la diferencia de que la actitud del Ayuntamiento ha impedido ahora instruir el 
expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, no pudiendo de cumplir 
plenamente el cometido que a esta Institución asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la 
Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, viéndose los ciudadanos 
desasistidos de la protección y defensa de sus derechos que les confiere la misma. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
ÚNICA.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón. 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2.b, que en 
el ejercicio de su función podrá supervisar “La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”. 
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y 
todo el personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en 
quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. 
Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier clase de 
documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.- Reiterar al Ayuntamiento de Teruel las SUGERENCIAS formuladas en anteriores 
ocasiones para que los establecimientos y actividades de ocio en general adopten las medidas 
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correctoras apropiadas y se realicen dentro de los lugares, horarios y condiciones permitidos, 
de forma que su ejercicio no produzca molestias a los vecinos. 
Segundo.- Efectuarle RECORDATORIO DE DEBERES LEGALES, relativo a su 
obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones conforme a lo establecido en 
artículo 19 de la referida Ley 4/1985. 
Quedo a la espera del acuse de recibo de esta resolución, con el fin de proceder al archivo de 
nuestros expedientes. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
6.2 Actividades clasificadas o peligrosas 
6.2.1 30 de agosto de 2007. Molestias producidas por el humo de una chimenea mal 
construida. Obligación de respetar y, en su caso, hacer cumplir, las normas 
urbanísticas que las regulan. Ayuntamiento de Paniza. 
Esta sugerencia trae causa de las reiteradas denuncias interpuestas por un vecino del 
municipio de Paniza frente a los humos procedentes de una chimenea propiedad de su vecino, 
la cual vierte directamente a la altura de su terraza. Habiéndose requerido la actuación del 
Ayuntamiento en varias ocasiones, este ha afirmado no tratarse de un asunto de su 
competencia, derivando al denunciante a la jurisdicción civil. Afirma la Institución que de 
acuerdo con las Normas Subsidiarias y Complementarias del Planeamiento de la Provincia 
de Zaragoza, es el Ayuntamiento quien debe velar por el estricto cumplimiento de las 
condiciones de evacuación de humos y a tal efecto le emplaza a que adopte las medidas 
materiales en cumplimiento de la norma urbanística. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 06/06/07 tuvo entrada en esta Institución una queja debida a los 
problemas vecinales generados por una chimenea. La misma hace alusión a la falta de 
actuación del Ayuntamiento de Paniza ante las peticiones formuladas por dos vecinos de ese 
municipio para que intervenga ante los problemas derivados de una chimenea incorrectamente 
colocada en la vivienda de la calle C. nº , propiedad de D. C.M. Señala que esta casa tiene dos 
chimeneas situada varios metros por debajo de la terraza colindante, una de la calefacción de 
leña y otra para asar carne, cuyo humo impide utilizar la terraza de su vivienda durante la 
mayor parte del año. 
Manifiesta que después de muchos intentos por solucionar el problema, habiendo incluso 
ofrecido al vecino ayuda para levantarlas y dando permiso para hacer el arreglo desde su casa 
y sujetarla en su pared, ha rechazado la ayuda y se niega a elevarlas, a pesar de haberles dicho 
muchas veces que lo haría.  
Ante esta negativa actitud del vecino, han formulado una petición al Ayuntamiento para que 
haga cumplir la normativa vigente en esta materia, pero no ha sido respondida. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 
12/06/07 un escrito al Ayuntamiento de Paniza recabando información sobre la cuestión 




TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 25/06/07, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente: 
“Primero - Que con fecha de 12 de abril de 2007, tuvo entrada en el R.G. de este 
Ayuntamiento escrito de D. J. y Dña. M., denunciando el problema de la chimenea en 
cuestión. 
Segundo - En la primera asistencia que hizo al municipio el arquitecto asesor del 
Ayuntamiento, se le dio traslado del asunto, siendo su parecer el que la situación excedía de 
la competencia municipal por no ser un asunto de índole urbanística, sino una cuestión de 
orden civil, pronunciamiento que así ha sido trasmitido a los promotores del expediente, 
cuantas veces han comparecido en el Ayuntamiento en demanda de información al respecto. 
Tercero - Que la última demanda de los denunciantes en esta instancia municipal, fue la de 
pedir que este Alcalde reuniera en el Ayuntamiento a ambas partes para tratar de alcanzar 
un acuerdo para, en último término, de no ser así, levantar un acta sobre el resultado 
negativo de la reunión, con el que iniciar acciones judiciales contra el vecino.  
Con respecto a esta petición, se informó a los reclamantes que, redirigieran su petición al 
Juzgado pues se entendía que lo solicitado se ajustaba más a un acto de conciliación que a 
otra cosa, lo que excedía de la competencia de esta administración municipal.” 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligación de imponer el cumplimiento de las normas urbanísticas. 
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, urbanística de Aragón, establece en su artículo 67 la 
obligatoriedad de las normas urbanísticas al disponer: “1. Los particulares, al igual que las 
Administraciones Públicas, quedarán obligados al cumplimiento de las disposiciones 
establecidas en los Planes, Normas y Ordenanzas urbanísticos. 2. Serán nulas de pleno 
derecho las reservas de dispensación que se contuvieren en los Planes, Normas y Ordenanzas 
urbanísticos, así como las que, con independencia de ellos, se concedieren”. 
Salvo existencia de una norma municipal que regule con mayor concreción esta materia, las 
Normas Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento de la Provincia de Zaragoza 
regulan las instalaciones de combustión en el ámbito provincial en los siguientes términos: 
“Artículo 99.2.3: Queda prohibida toda combustión que no se realice en hogares adecuados, 
dotados de conducciones de evacuación de los productos de combustión. 
Artículo 99.3.1: La evacuación de polvos, gases, vapores y humos, producto de combustión o 
de actividades, se realizará siempre a través de una chimenea adecuada, cuya 
desembocadura sobrepasará, al menos, en un metro la altura del edificio más alto, propio o 
colindante, en un radio de 15 metros”. 
El artículo 193 de la misma Ley atribuye, entre otras Administraciones, a los municipios, 
funciones inspectoras, con el fin de comprobar e investigar el cumplimiento de la legislación 
urbanística, pudiendo adoptar las medidas necesarias para garantizar su observancia. 
La facultad de intervención que la Ley otorga a la autoridad municipal se concreta en el 
artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón en la figura del Alcalde, a quien esta 
norma atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento y de 
sancionar las infracciones de las ordenanzas municipales. 
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Siendo la regulación contenida en las Normas Subsidiarias y Complementarias de 
Planeamiento de la Provincia de Zaragoza de obligado cumplimiento, corresponde al 
Ayuntamiento de Paniza y a su Alcalde disponer lo oportuno para hacerlas efectivas en el 
asunto planteado, que no se trata solamente una mera disputa entre particulares, sino un 
incumplimiento de normas vinculantes tanto para el Ayuntamiento como para los vecinos. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Paniza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que intervenga activamente para hacer cumplir las normas urbanísticas reguladoras de los 
dispositivos de evacuación de humos en el inmueble objeto de este expediente. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
6.3 Espacios naturales protegidos 
6.3.1 26 de marzo de 2007. Tala de un pinar en Puigmoreno para construir viviendas. 
Necesidad de conservar el arbolado urbano. Recordatorio del deber legal de 
colaborar con el Justicia. Ayuntamiento de Alcañiz. 
La Institución incoa un expediente de oficio ante la noticia aparecida en prensa relativa a la 
tala de un pinar urbano en un barrio rural de Alcañiz para la construcción de viviendas de 
protección oficial. Como ya hizo en anteriores expedientes, el Justicia apunta la función 
social y embellecedora que tiene el arbolado urbano. Así, teniendo en cuenta que de acuerdo 
con la información a la que tuvo acceso la Institución, gran parte del suelo urbanizable de 
Alcañiz, está constituido por matorral y además es de titularidad municipal, se insta a este 
Ayuntamiento a modificar el planeamiento para evitar la tala de esta extensión de pinar 
urbano. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- A raíz de las noticias aparecidas en la prensa sobre la posible tala de un pinar en 
Puigmoreno, barrio rural de Alcañiz, para construir viviendas de protección oficial, se ha 
considerado desde esta Institución que, dada la escasez de arbolado que generalmente 
padecemos, tanto en zonas urbanas como rurales, y los incontables beneficios que generan los 
árboles a los habitantes de su entorno, una actuación de esta naturaleza se ofrece a primera 
vista como gravemente dañosa, cuando además, según refleja el mismo artículo, la práctica 
totalidad de suelo urbanizable de la pedanía es del Ayuntamiento de Alcañiz, por lo que no 
existe inconveniente en construir las VPO en otro lugar, aunque sea preciso modificar el plan 
general. La publicación alude a las manifestaciones de la responsable municipal señalando 
que la zona verde prevista para este núcleo es casi todo matorral, pero como es complicado 
administrativamente cambiarla, se talarán los pinos 
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SEGUNDO.- En consonancia con la línea de actuación institucional que se viene 
manteniendo en esta materia, y al amparo de las facultades que confiere el artículo 2.3 de la 
Ley 4/1985, de 27 de Junio, de las Cortes de Aragón, que autoriza al Justicia de Aragón para 
dirigirse en solicitud de información a cualesquiera órganos administrativos con sede en el 
territorio de la Comunidad Autónoma, se procedió a la incoación de un expediente de oficio 
para recabar información a fin de conocer el asunto en su integridad. Tras asignarlo al Asesor 
D. Jesús Olite, se inició su instrucción el 27/10/06 con una carta dirigida al Ayuntamiento de 
Alcañiz recabando información sobre esta cuestión, con detalle de las actuaciones previstas, 
las posibles alternativas a la tala de árboles y una copia del plano urbanístico de clasificación 
de suelos en la parte que afecta al núcleo de Puigmoreno. 
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 13/12/06, 17/01/07 y 15/02/07 
sin que haya sido atendida; tampoco se ha recibido contestación a las llamadas telefónicas 
realizadas por el Asesor encargado del expediente para lograr esta información de la Concejal 
responsable. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya podido completar el 
expediente, quedando imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna la Ley 4/1985, de 
27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre los beneficios del arbolado urbano y la necesidad de promover su 
conservación. 
A diferencia del árbol existente en la naturaleza, bien de forma silvestre o en el ámbito rural, 
al arbolado urbano no cabe asignarle una función productiva, sino que cumple básicamente 
una utilidad social. Su plantación se realiza para embellecer el espacio público o privado y 
aumentar el bienestar de sus habitantes, pues entre sus beneficios más reconocidos cabe 
señalar los de brindar sombra, refrescar el aire circundante mejorando ostensiblemente la 
calidad ambiental en su entorno, producir oxígeno, regular la humedad ambiente, disminuir 
ruidos, atenuar los vientos, retener partículas sólidas y gérmenes ambientales, embellecer las 
vías de tránsito y las viviendas o sujetar el agua de lluvia y moderar su fuerza; no menos 
importante es su función social, pues los espacios arbolados constituyen el principal punto de 
encuentro de los vecinos, tanto de los pequeños que acuden a jugar como de los mayores que 
allí se reúnen, pasean, leen, hablan o realizan múltiples actividades de ocio y relación 
ciudadana. 
Por todo ello, parece evidente que los árboles y zonas verdes deben ser algo más que un mero 
adorno, y que cualquier modificación, y sobre todo aquellas que pretenden su supresión, 
deben ser cuidadosamente estudiadas, situando en un ultimísimo lugar la tala del árbol y 
previendo, siempre que sea posible, la sustitución de los ejemplares afectados. 
La Asociación Española de Arboricultura, en una Asamblea General celebrada en Barcelona 
en junio de 1995, elaboró una “Declaración del Derecho al Árbol en la Ciudad”, que incide 
en las ideas antes expuestas; considera el árbol como uno de los primeros recursos 
patrimoniales de la ciudad y propone actuaciones que tiendan a mejorar la gestión del 
arbolado urbano y a potenciar su cuidado y respeto.  
El Ayuntamiento de Alcañiz, sensible seguramente a estos criterios de protección y fomento, 
tiene aprobada una Ordenanza sobre parques, jardines y arbolado urbano cuyo objeto, 
detallado en su artículo 1, es “la promoción y defensa de zonas verdes, árboles y elementos 
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vegetales en general del suelo urbano del municipio de Alcañiz, tanto públicos como 
privados, por su importancia sobre el equilibrio ecológico del medio natural y la calidad de 
vida de los ciudadanos”. 
Esta Ordenanza establece diversas normas de protección, entre las que destaca el artículo 3, 
que obliga a los promotores de planes de ordenación urbanística y proyectos de urbanización 
a procurar “el máximo respeto a los árboles y plantas existentes; los que hayan de suprimirse 
forzosamente serán repuestos en otro lugar, a fin de minimizar los daños al patrimonio 
vegetal del municipio, debiendo existir una compensación entre lo retirado y lo repuesto”; el 
artículo 7, que somete a licencia la tala o arranque de árboles o elementos vegetales 
singulares; el artículo 8, que obliga a los propietarios de zonas verdes privadas y las entidades 
urbanísticas colaboradoras a mantenerlas en buen estado de conservación, limpieza y ornato; 
o el artículo 9, que enumera diversas prohibiciones tendentes a esta finalidad. 
El pinar de Puigmoreno es coetáneo al nacimiento del núcleo en los años 50 del pasado siglo 
dentro de los planes de colonización que se llevaban a cabo en la época. Como en los nuevos 
pueblos de otras zonas de colonización, los “bosquetes” de pinos circundantes al casco urbano 
han nacido con él, habiéndose plantado simultáneamente al trazado de calles y construcción 
de las primeras viviendas y edificios públicos, constituyen una seña de identidad del núcleo y 
en ocasiones el único espacio verde urbano, y por ello son muy apreciados por la mayoría de 
los vecinos, pues su vida en el pueblo que han levantado con su esfuerzo es pareja a la de 
estos árboles, con los que guardan una estrecha relación sentimental. La conjunción de estas 
circunstancias incluso justificaría su protección como árboles singulares, pues la disposición 
final segunda de la Ley de Montes, que regula el Catálogo de Árboles Singulares de Aragón, 
considera como tales los ejemplares o formaciones vegetales que sean representativos por, 
entre otras situaciones, tener un interés cultural, histórico o popular. 
Todo ello les hace dignos de una especial tutela; además, dado que, según la información que 
se ha podido recabar, la zona verde del núcleo “..es casi todo matorral”, por lo que sería 
factible hacer un cambio de la ordenación urbanística, y no existen dificultades orográficas 
que impidan un crecimiento físico hacia otras zonas, no parece que revista especial dificultad 
mantener esta masa arbolada. 
Segunda.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia.  
Recientemente, con motivo de la instrucción del expediente DI-78/2006-2, se efectuó al 
Ayuntamiento de Alcañiz un recordatorio del deber legal que tiene de colaborar con esta 
Institución, conforme a lo dispuesto en la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia 
de Aragón. Dada la reiteración observada, se reproducen de nuevo los preceptos que regulan 
esta obligación: 
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos.  
Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier clase de 
documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
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Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Alcañiz la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que adopte las medidas oportunas para que no se lleve a efecto la tala del pinar de 
Puigmoreno, y busque otras alternativas para construir las viviendas proyectadas en el núcleo. 
Le ruego que en plazo no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia 
formulada, indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
6.3.2 4 de junio de 2007. Vallado cinegético de Bastarás. Necesidad de ajustarlo a la 
legalidad. Departamento de Medio Ambiente y Ayuntamiento de Casbas de Huesca. 
Los antecedentes fácticos del presente caso derivan de la ocupación por una valla fija de 
varias hectáreas de monte público, así como parte de una vía de dominio público, por la 
Sociedad de Cazadores (FINBAS, S.A.) durante más de 20 años. Del estudio del expediente 
resulta que la sucesiva tramitación de procedimientos sancionadores no ha evitado que la 
valla enclavada por la Sociedad de Cazadores siga sin ser retirada. Por otra parte, el 
expediente pone de manifiesto la necesidad de adoptar medidas conjuntas, entre el 
Ayuntamiento de Casbas, competente para ejecutar la retirada del vallado y el Gobierno de 
Aragón, quien dispone de mejores técnicos y financieros. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- La noticia publicada sobre la existencia de un vallado cinegético en Bastarás, 
núcleo de Casbas de Huesca, que presentaba alguna duda sobre su legalidad, motivó que el 
Área de Medio Ambiente de la Institución se interesase por este asunto. 
En una primera investigación se pudo conocer que ya en el año 2000 se formuló la 
proposición no de ley nº 5/00 en nuestras Cortes para instar al Gobierno de Aragón “a 
emprender las acciones legales necesarias con el fin de recuperar el carácter público del 
camino real que discurre entre los núcleos de Bastarás y Bara, así como las hectáreas de 
monte público que se encuentran en territorio protegido y que la Sociedad de Cazadores 
mantiene valladas”. Esta proposición fue rechazada al considerar la mayoría de los Diputados 
de la Comisión que debería ser el Ayuntamiento de Casbas de Huesca quien iniciase las 
acciones oportunas y, en caso de inactividad, hacerlo el Gobierno de Aragón. 
No obstante, existía conformidad de los parlamentarios en que se trata de una situación que es 
preciso resolver, aludiendo a las siguientes circunstancias: 
- El coto tiene más de mil hectáreas, y se halla delimitado en todo su perímetro por el 
vallado en cuestión, que atraviesa cauces, zonas de servidumbre y de dominio público 
de diversos barrancos, circunstancias que en su momento se denunciaron ante la 
Confederación Hidrográfica del Ebro. 
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- Ocupa terreno de monte público dentro del Parque Natural de la Sierra y de los 
Cañones de Guara, y la sociedad que lo gestiona mantiene cerrado desde hace veinte 
años (esto se decía en 2000) el acceso al núcleo deshabitado de Bastarás, 
interrumpiendo el paso de un camino real. Sobre este camino, ya en su momento el 
Patronato de Guara instó al Ayuntamiento de Casbas y, en su defecto, al Gobierno de 
Aragón, para que se recuperara su uso público. Se alude a un informe jurídico del 
Departamento de Medio Ambiente donde asegura que el camino sigue conservando su 
condición de bien de dominio público, sin que conste concesión a favor de la sociedad 
de caza para un uso privativo que justifique la instalación del vallado; indica que en 
principio las acciones debería ejercerlas el Ayuntamiento, pero debido a su escasa 
capacidad corresponderían al Gobierno de Aragón. 
- Existe infracción de la Ley de Caza, que prohíbe que los cercados que impidan el 
tránsito de las especies de fauna silvestre; sin embargo, “la valla está fuertemente 
anclada en el suelo, está hecha en muchísimos puntos con travesera de tren y con 
soportes verticales de espino, con lo cual está hecho a propósito para impedir lo que es 
la salida de animales. Nos parece un hecho grave y más aún cuando se encuentra 
dentro de un espacio protegido”. 
- Se han tramitado varios expedientes sancionadores, que la sociedad ha pagado, pero 
no quita el vallado. También se realizó un deslinde del monte público, y se han 
realizado acciones para la señalización cinegética, la vigilancia del cumplimiento del 
plan cinegético del coto y la prohibición de cazar en zona que no pertenezca al coto 
pero, como se indica en otra intervención, “ha habido acciones legales en un principio, 
pero las tiene que ejercer hasta el final, tanto para la recuperación de un camino de 
dominio público como la recuperación de las hectáreas de monte de titularidad 
autonómica”.  
Dentro de este vallado se encuentra la Cueva del Solencio, ya referida en 1846 por el geógrafo 
Pascual Madoz, que ocupa un importante lugar en la espeleología aragonesa, tanto por el 
desarrollo alcanzado (8.243 m), como por las características que reúne, constituyendo un caso 
único debido a sus cuatro lagos navegables emplazados al inicio de la cavidad. 
Forma parte del sistema hidrológico Cajigó - Covacha - Solencio, y drena parte de las aguas 
de la Sierra de Guara; tanto es así que, en los momentos de lluvias torrenciales, se inunda todo 
el sistema subterráneo, y por la boca del mismo llega a salir un enorme caudal de agua, que se 
vierte en el cauce del río Formiga. El plano de la cavidad está también en el atlas de grandes 
cavidades españolas editado por el Espeleo-Club de Gracia (Barcelona). 
SEGUNDO.- Dado que se trata de un problema antiguo, y siendo que, como dice el informe 
jurídico del Departamento de Medio Ambiente que se cita en el debate de la proposición no 
de ley, su complejidad exige que sean sus propios servicios los que se ocupen del mismo, se 
procedió, al amparo de las facultades otorgadas por el artículo 2.3 de la Ley 4/1985, de 27 de 
junio, reguladora del Justicia de Aragón, a iniciar un expediente de oficio para recabar 
información de las Administraciones competentes, a fin de conocer el asunto en su integridad. 
En orden a su instrucción, con fecha 11/01/07 se enviaron sendos escritos al Consejero de 
Medio Ambiente, a la Confederación Hidrográfica del Ebro y al Ayuntamiento de Casbas de 
Huesca recabando información acerca las actuaciones realizadas o previstas para dar solución 
a este problema en el ámbito de las respectivas competencias. 
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La primera respuesta en recibirse (24/01/07) fue la del Ayuntamiento de Casbas de Huesca 
donde informaba que “no está actuando ni tiene previsto hacerlo en breve plazo en la 
recuperación del camino, ya que reconocemos nuestra escasa capacidad de maniobra en el 
tema así como las limitaciones jurídicas de las que disponemos, por ello consideramos que 
las acciones deben tomarse desde el Gobierno de Aragón”.  
El 07/03/07 se registra la respuesta de la Confederación, que informa de un expediente 
sancionador por movimiento de tierras, desmonte de laderas y explanaciones efectuadas por la 
empresa que levantó el vallado que afectan al cauce de un barranco. Con el fin de ampliar la 
información, puesto que en la documentación recibida se alude a un barranco concreto, pero 
el vallado puede afectar a otros, y así se indica en el debate de las Cortes de Aragón al señalar 
la denuncia expresa de este hecho, con fecha 28/03/07 se remitió un nuevo escrito para 
ampliar la información; la contestación hace constar: “Se han examinado exhaustivamente los 
archivos existentes en el Servicio de Régimen Sancionador de la Comisaría de Aguas de esta 
Confederación Hidrográfica del Ebro, no habiéndose encontrado antecedente alguno que 
haga referencia a denuncia sobre vallado afectando a varios cauces fluviales y barrancos, en 
Bastarás, término municipal de Casbas de Huesca, denuncia que, al parecer, fue presentada 
en este Organismo de cuenca en el año 2000. Tampoco consta que en esas fechas se incoase 
procedimiento sancionador alguno respecto a esos hechos denunciados. (Se han examinado 
los procedimientos sancionadores existentes desde el año 1996 hasta la fecha)”. 
El informe del Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón se recibió el 
11/05/07, y su contenido es el siguiente:  
“En contestación a la petición de información solicitada en el expediente del Justicia de 
Aragón registrado con número DI-13/2007-2, relativa a las actuaciones que se están 
llevando a cabo para recuperar el carácter público del camino real que discurre entre los 
núcleos de Bastarás y Bara, así como las hectáreas que la Sociedad de Cazadores mantiene 
valladas en monte público en el término municipal de Casbas (Huesca), cúmpleme informar 
lo siguiente: 
Con fecha 4 de mayo de 1977 se dictó por el ICONA Resolución por la que se imponía a 
FINBAS S.A., como responsable de la ocupación y vallado sin autorización de parte del 
monte "Las Foces de Rodellar", la sanción de 7.500 pesetas de multa, igual cantidad en 
concepto de daños y 3.000 pesetas por perjuicios causados, debiendo suprimir la valla 
construida. FINBAS S.A. procedió al abono de la sanción y a la interposición de recurso 
administrativo frente a la indicada Resolución de 4/05/77, que fue desestimado por 
Resolución de 7 de diciembre de 1981, no obstante lo cual, el vallado no fue retirado. 
Con fecha 28 de marzo de 1994 por el Servicio Provincial de Agricultura, Ganadería y 
Montes de Huesca se acordó la incoación de un nuevo procedimiento sancionador contra 
FINBAS S.A. con base en los mismos hechos, sin que conste que en el mismo hubiese recaído 
Resolución, y el 24 de marzo de 1995 se formuló nueva denuncia por tales hechos, no 
habiéndose llegado a incoar expediente sancionador. 
A la vista del tiempo transcurrido y del fracaso de diversas gestiones realizadas en orden a 
regularizar la situación descrita (posibilidad de obtener, mediante concurrencia a la 
correspondiente subasta, el aprovechamiento de los pastos de la zona ocupada con el 
compromiso de retirar la valla al final del periodo de adjudicación), de conformidad con la 
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Resolución de 7 de diciembre de 1981 de la Dirección del ICONA, citada, con fecha 16 de 
enero de 2003 se remitió a FINBAS S.A. un requerimiento previo a la ejecución subsidiaria 
en el que se le indicaba que debía proceder a la supresión de la valla en el monte ocupado, 
concediéndosele el plazo de seis meses para ello y debiendo previamente construir el 
correspondiente cercado cinegético en el límite del acotado HU-I0134-P, en orden a 
completar el vallado del mismo a fin de que las especies cinegéticas introducidas ocupasen 
exclusivamente dicho terreno acotado. 
Por parte de FINBAS S.A., con fecha 13 de enero de 2003, se había procedido a formular 
solicitud por la que se proponía la permuta de la zona ocupada con terrenos de su propiedad 
situados fuera de la superficie que compone el vallado cinegético. Dicha solicitud fue 
denegada mediante Resolución del Consejero de Medio Ambiente de 28 de mayo de 2003, y 
con fecha 14 de julio de 2003, por la Sociedad se interpuso recurso de reposición contra 
dicha denegación, procediendo asimismo a solicitar la suspensión del plazo del 
requerimiento anteriormente citado mediante escrito de 11 de julio de 2003, suspensión que 
fue acordada con fecha 28 de julio de 2003, previéndose la reanudación del cómputo del 
mismo a partir de la fecha en que, en su caso, se resolviese el recurso de reposición en 
sentido confirmatorio de la denegación de la solicitud de permuta, lo que ocurrió mediante 
Orden dictada por el Excmo. Sr. Consejero de Medio Ambiente el 25 de septiembre de 2003.  
Con fecha 28 de noviembre de 2003, la mercantil interesada presentó ante la Dirección 
General del Medio Natural un escrito en el que proponía el ejercicio de una acción de 
deslinde, una nueva propuesta de permuta y, finalmente, la prórroga de la suspensión del 
plazo otorgado para proceder a la retirada de la valla en ejecución de aquellos actos 
administrativos que, sobre las sanciones que inicialmente le habían sido impuestas, así lo 
imponían, no constando que dichas solicitudes fuesen objeto de resolución expresa. 
Contra la indicada Orden de 25 de septiembre de 2003, FINBAS S.A. interpuso recurso 
contencioso-administrativo nº 1.125/03-A ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón, procedimiento en el que todavía no ha recaído 
resolución. 
Por último, con fecha 28 de marzo de 2007 se ha incoado un nuevo expediente sancionador 
contra la mercantil FINBAS S.A. por infracción de la Ley 43/2003, de Montes, en el que, 
junto a la sanción económica y otras medidas de restauración, se exige el cumplimiento 
íntegro de la sanción impuesta por la Resolución de 4 de mayo de 1977. 
En cuanto a la recuperación del carácter público del camino real que discurre entre los 
núcleos de Bastarás y Bara, se ha informado en reiteradas ocasiones tanto por la Secretaría 
General Técnica como por el Servicio Provincial de Medio Ambiente de Huesca que el 
cerramiento del mismo constituye una usurpación del dominio local, correspondiendo a la 
entidad titular del mismo el ejercicio de las potestades administrativas de recuperación, 
pudiendo los vecinos del municipio, en caso de que el Ayuntamiento correspondiente (Casbas 
de Huesca) no actuase, ejercitar las acciones necesarias para la defensa del bien. 
En el caso de no llevar a cabo el Ayuntamiento actuación alguna, podría entenderse que se 
estaría ante un supuesto de inactividad de la Administración, inactividad contra la cual 
cabría la interposición por parte de la Comunidad Autónoma de recurso contencioso-
administrativo conforme a lo dispuesto en los artículos 25.2 y 29 de la Ley 29/98, de 13 de 
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julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, fundando el necesario 
interés legítimo en el cumplimiento de las finalidades a conseguir con la creación del Parque 
de la Sierra y Cañones de Guara”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de ejercer las competencias en defensa del patrimonio 
público y del medio ambiente. 
El Ayuntamiento es una Administración pública, y está obligado a cumplir el mandato 
constitucional de servir los intereses generales, debiendo asegurar la prestación de unos 
servicios mínimos obligatorios, entre los que se encuentra la conservación de las vías públicas 
(art. 44 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón). La dificultad de 
prestar un determinado servicio no puede privar al ciudadano del derecho a recibirlo, y para 
ello la misma Ley ha previsto al menos dos posibilidades: por un lado, la dispensa en la 
prestación del servicio que regula el artículo 45, que se podrá solicitar a la Diputación General 
de Aragón “cuando, por sus características peculiares, resulte de imposible o muy difícil 
cumplimiento el establecimiento y prestación de dichos servicios por el propio 
Ayuntamiento”; en estos casos, tras instruir el procedimiento allí establecido, se dicta por el 
Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales una Resolución que determine, 
entre otras circunstancias, la entidad local que deba asumir la gestión del servicio, salvo 
cuando se declare su innecesaridad. Esta previsión de la normativa básica se completa con lo 
dispuesto en la Ley 27/2002, de 26 de noviembre, de creación de la Comarca de la Hoya de 
Huesca/Plana de Huesca, entidad local en la que se integra Casbas de Huesca, cuyo artículo 
6.2 le impone la obligación de cooperar “con los municipios que la integran estableciendo y 
prestando los servicios mínimos obligatorios que resultasen de imposible o muy difícil 
cumplimiento, en los supuestos previstos en la legislación aragonesa sobre Administración 
Local. Con tal fin, el acuerdo de dispensa fijará las condiciones y aportaciones económicas 
que procedan”.  
Por otra parte, existe la posibilidad de solicitar ayuda de otras Administraciones de ámbito 
superior, bien sean las Diputaciones Provinciales o las Comarcas; a este respecto, la Ley 
7/1999 establece en su artículo 66.1 “Las funciones de asistencia y cooperación provincial a 
las entidades locales se dirigirán especialmente al establecimiento y prestación de los 
servicios municipales obligatorios, sin perjuicio de las que correspondan a la comarca, de 
acuerdo con la Ley de Comarcalización de Aragón”, y en el 67 establece “Las diputaciones 
provinciales, de acuerdo con los criterios establecidos por la Diputación General, prestarán 
asistencia jurídica, administrativa, económica, financiera y técnica a las entidades locales de 
su territorio, sin perjuicio de la que pueda corresponder, en su caso, a las comarcas”. La 
asistencia jurídico-administrativa de las Diputaciones provinciales a favor de las entidades 
locales se ejercerá, entre otras formas, mediante el informe y asesoramiento a las consultas 
formuladas por los órganos competentes de tales entidades e incluso su defensa en juicio, 
cuando así sea solicitado. En el mismo sentido, la referida Ley de creación de la Comarca de 
la Hoya de Huesca, señala como competencia de esta Entidad la cooperación con los 
municipios que la integran en el cumplimiento de sus fines propios (artículo 4.1), estando 
prevista la creación de un servicio de cooperación y asistencia dirigido a prestar 
asesoramiento a los municipios que lo soliciten en las materias jurídico-administrativa, 
económica, financiera y técnica (artículo 6.1). 
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Atendida la existencia de estas posibilidades legales, parece razonable intentar hacer uso de 
ellas para resolver un problema de apropiación del patrimonio municipal. No obstante, no se 
ignora desde esta Institución las dificultades técnicas y económicas que implica afrontar el 
asunto, siendo comprensible que el Ayuntamiento confíe en la iniciativa de la Administración 
Autonómica, que sí dispone los medios precisos, para darle solución.  
Junto a las competencias municipales con respecto al camino, para cuya efectividad puede 
solicitar los auxilios antes aludidos, o incluso el propio del Gobierno de Aragón (el artículo 26 
del Reglamento de la Ley de Carreteras de Aragón, aprobado por Decreto 206/2003, prevé 
que para el desempeño efectivo de las competencias municipales de conservación de los 
caminos de su titularidad pueden alcanzar acuerdos con el Gobierno de Aragón), existen 
determinadas competencias del Departamento de Medio Ambiente en materia de caza y 
protección de la naturaleza, singularmente en espacios naturales protegidos, como es el que 
nos ocupa, en virtud de la Ley 14/1990, de 27 de diciembre, por la que se declara el Parque 
de la Sierra y Cañones de Guara. La Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón, prohíbe 
en su artículo 47.4 los cercados con mallas que no permitan el libre tránsito de las especies 
cinegéticas; el carácter restrictivo respecto a los cercados se manifiesta en la Disposición 
Transitoria Quinta, que impone la supresión del cercado cinegético cuando se produzca un 
cambio de titularidad o uso del coto de caza. En el mismo sentido, la Ley 4/1989, de 27 de 
marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestre dispone 
(artículo 34.f): “Los cercados y vallados de terrenos cinegéticos deberán construirse de tal 
forma que no impidan la circulación de la fauna silvestre no cinegética. La superficie y forma 
del vallado deberán limitar los riesgos de endogamia de las especies cinegéticas”. 
Es ya urgente llevar a cabo una acción eficaz para imponer, incluso acudiendo a los medios de 
ejecución forzosa, el cumplimiento de lo establecido en la vigente legislación y garantizar el 
correcto ejercicio de las competencias administrativas. Según indica, ha iniciado un nuevo 
expediente con esta finalidad. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar las siguientes SUGERENCIAS: 
Primera.- Al Departamento de Medio Ambiente, para que actúe en la defensa de los intereses 
públicos afectados por el cercado de Bastarás, de forma que los montes y el dominio público 
viario puedan ser disfrutados por todos los ciudadanos y se cumplan las normas ambientales 
que rigen las instalaciones de esta naturaleza. 
Segunda.- Al Ayuntamiento de Casbas de Huesca, para que en la resolución de los problemas 
que afecten a su ámbito de competencia en la prestación de servicios haga uso, en los casos de 
insuficiencia de medios propios, de las posibilidades que ofrece la vigente normativa 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada a esa Entidad, indicándome, en este último 
supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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7. AÑO 2008 
7.1 Ruidos 
7.1.1 31 de enero de 2008. Ruidos procedentes de un bar. Insuficiencia de condiciones para 
ejercer la actividad, reiteradamente contrastada. Ayuntamiento de Teruel. 
La Institución reitera al Ayuntamiento de Teruel su deber de cumplir con de la normativa 
aplicable al otorgamiento de licencias, la cual exige un control inicial previo al 
funcionamiento o ejercicio de la actividad. En este expediente se aprecia como los ruidos 
producidos en un bar, cuyos incumplimientos sobre límites y medidas correctoras se habían 
puesto de manifiesto a lo largo de 5 años, causa a los vecinos circundantes graves molestias. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 04/07/07 tuvo entrada en esta Institución una queja debida a los 
problemas de ruidos excesivos generados por el bar “Flanagan's”, en la calle Ainsas de la 
Ciudad de Teruel, que vienen padeciendo desde, al menos, el año 1999. Señala el ciudadano 
que hace tiempo instalaron limitadores de sonido, pero no se ha notado ninguna reducción y 
los ruidos continúan como antes; para poner fin a esta situación ha presentado varias quejas 
en el Ayuntamiento para que fuesen a medirlos y, en su caso, adoptar las medidas oportunas, 
pero no han sido atendidas, a pesar de haberse acreditado numerosos incumplimientos. 
Con fecha 22/08/07 se presentó una queja similar por otro vecino afectado por el mismo local, 
dándoseles trámite conjunto. 
SEGUNDO.- Tras admitir la queja a supervisión, se efectúa la oportuna asignación del 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 24/07/07 un escrito al 
Ayuntamiento de Teruel recabando información acerca de la cuestión planteada y los 
pormenores de la actividad en cuanto a la disposición de licencias, denuncias vecinales por las 
molestias de la instalación, actuaciones realizadas por el Ayuntamiento y resultado de las 
mediciones de los niveles de ruidos o vibraciones. 
TERCERO.- La petición se volvió a formular el 24 de octubre, recibiéndose la información 
completa, con copia del expediente tramitado, el día 3 de diciembre; del mismo resultan los 
siguientes datos: 
-  En un informe técnico de 19/02/03, que alude al Decreto 912/2001, en el que se 
imponían medidas correctoras, denuncia que el local tiene limitado el equipo de música, 
pero no es el limitador que establece la Ordenanza municipal contra ruidos y 
vibraciones, pues deberá estar homologado y disponer de los dispositivos necesarios 
para cumplir las funciones que establece dicha norma: sistema de calibración interno 
que permita detectar manipulaciones, registro sonográfico o de almacenamiento de 
niveles acústicos y horarios de funcionamiento, sistema de inspección, etc. El 
informante considera suficiente el plazo de un mes para la adopción de esta medida 
correctora. 
-  Este informe se incorpora en sus propios términos al Decreto de Alcaldía nº 577/2003, 
de 26/03/03. Se recibe por el interesado el 4 de abril, y el 29 del mismo mes solicita una 
ampliación del plazo concedido para instalar el limitador y presentar el informe de 
aislamiento acústico, acompañando factura pro-forma de adquisición e informe de una 
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empresa donde justifica la demora por de treinta días naturales aduciendo motivos de 
trabajo. 
-  El 09/06/03 se presenta por los representantes del bar un escrito en el Ayuntamiento 
informando que ha sido instalado un limitador con las características técnicas exigidas 
en la Ordenanza; acompaña certificado de la instalación, expedido por empresa distinta 
de la indicada en el párrafo anterior. Mediante un oficio interno de 13/06/03 se remite 
copia de todo ello a los Servicios Técnicos Municipales recabando la emisión de 
informe al respecto. 
-  Con fecha 18/08/03 se presenta una de las múltiples reclamaciones de los vecinos 
denunciando el exceso de ruido a lo largo de toda la noche, incluso hasta las nueve de la 
mañana. Reclaman la comprobación de los limitadores (24/05/04), e incluso en una de 
ellas (02/12/04) mencionan la existencia de dos equipos de música, uno con limitador y 
otro sin él.  
 Se insiste en la imposibilidad de descansar por la noche y los graves problemas de salud 
que todo ello les está generando, llamando incluso la atención sobre ciertos vínculos 
entre responsables municipales y el dueño del establecimiento, que encuentra en esta 
circunstancia amparo para su actividad incumplidora. Las quejas vecinales, que dejan 
constancia del serio problema que padecen los afectados, se reiteran a lo largo del 
expediente, por lo que no se hará nueva mención de las mismas. 
-  Constan mediciones de ruidos efectuadas por la Policía Local que acreditan 
incumplimientos tan elevados sobre el nivel máximo permitido como 13'4 dB(A) en 
medición de 23/12/04 a la 1:40 horas; 16'04 dB(A) el 26/12/03 a la 1:40 h; 24 dB(A) el 
13/12/04 a las 3:00 h; 26'4 dB(A) el 19/12/04 a las 2:05 h; 22 dB(A) el 06/01/05 a la 
1:10 h, etc. Hay que señalar que el artículo 26.4 de la mencionada Ordenanza califica 
como infracción muy grave superar en 7 o más dB(A) los límites sonoros. Cada una de 
estas mediciones ha sido remitida a los Servicios Técnicos Municipales para que 
comprueben “la veracidad de la denuncia así como el cumplimiento de las medidas 
correctoras impuestas en su día, al citado establecimiento”. 
-  En el curso del expediente pasa su tramitación a la Gerencia Municipal de Urbanismo, 
creada por acuerdo plenario de 18/03/04 y con competencia en la tramitación y 
otorgamiento de las licencias de actividad clasificada y para resolver cualquier 
incidencia propia del trámite de dichas licencias, según expresa el artículo 5.2.D de sus 
Estatutos; corresponden a su Presidente las potestades de inspección, adopción de 
medidas correctoras, restauración de la legalidad y sanción en relación con las 
actividades clasificadas. En ejercicio de esta competencia, se dicta el 01/03/05 una 
resolución para que los Servicios Técnicos Municipales giren visita de inspección al 
establecimiento en cuestión y se establezcan las medidas correctoras necesarias y el 
plazo para materializarlas, de entre uno y seis meses. 
-  Una consultora medioambiental ha realizado una medición de ruidos con fecha 
09/06/05; analizados en un informe municipal de 16/06/05 los datos que ofrece resulta, 
entre otras cosas, lo siguiente: 
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-  Con el aislamiento declarado, el local no puede superar un nivel de 70 dB(A) en su 
interior, de acuerdo con la Ordenanza; sin embargo, el  limitador corta a 95 dB()A y 
mantiene un nivel superior a 80 dB(A) en el corte. 
-  Al abrir la puerta del local el nivel de emisión aumenta con valores de ruido muy altos; 
se trata de la única entrada al local, pues la otra puerta que hay es para el patio de 
escalera y permanece cerrada, y la exterior a ambas está siempre abierta. Se indica la 
necesidad de instalar un sistema de doble puerta para que nunca coincidan abiertas las 
dos de acceso al local. 
-  El limitador deberá actuar en todo el sistema, y si es necesario se deberá instar un 
segundo limitador que controle la sala superior separadamente de la inferior. Además, la 
programación del limitador no se ha programado en función del aislamiento y la 
dependencia frecuencial del mismo. 
-  El informe concluye estimando suficiente el plazo de un mes para subsanar estas 
deficiencias. 
-  Por parte de la Unidad de Licencias del Ayuntamiento se remite el día 23/06/05 un 
oficio al Vicepresidente de la Gerencia de Urbanismo para que resuelva sobre la 
procedencia o no de un “segundo plazo improrrogable para la adopción de las medidas 
correctoras” previsto en el artículo 37 del Reglamento de Actividades Molestas, 
Insalubres, Nocivas y Peligrosas, RAMINP (según parece, el primer plazo de un mes es 
el determinado por el Decreto de Alcaldía de 26/03/03). 
-  La anterior petición es resuelta favorablemente por la expresada autoridad mediante 
resolución de 01/07/05, en la que otorga ese segundo plazo y advierte de las 
consecuencias del incumplimiento, conforme al artículo 38 del mencionado RAMINP. 
-  Con fecha 09/08/05 se presenta por los representantes del bar recurso de alzada contra 
esta resolución. Ignorando todas las mediciones existentes, efectuadas tanto por la 
Policía Local como por la consultora contratada por el Ayuntamiento a tal objeto, 
fundamenta el recurso en la negativa de uno de los vecinos a que entrasen en su 
vivienda a medir los ruidos, y solicita la anulación del acto administrativo. 
-  En relación con este recurso, desde la Unidad de Licencias de la Gerencia de Urbanismo 
se solicita de los Servicios Técnicos Municipales informe sobre las incidencias que se 
plantean, recordando el plazo legal para evacuar informes es de diez días. 
-  Tras sucesivas denuncias vecinales, que ponen de manifiesto que el problema está lejos 
de resolverse, se expide el informe requerido el día 10/09/07, en el que señala que 
deberán cumplirse todas las medidas correctoras indicadas en anteriores resoluciones, y 
estima suficiente el tiempo de 15 días para subsanar las deficiencias. 
-  El 16/10/07 la representación del bar aporta un informe de revisión de audio suscrito 
por un Ingeniero Técnico de Telecomunicaciones “con el que se acredita la 
subsanación de las deficiencias”. Sin embargo, un informe técnico municipal de 
22/10/07 señala “La documentación presentada no incluye certificación de que el 
limitador existente se haya calibrado para que corte a 70 dB(A) y que el nivel de ruido 




-  Existe otro informe técnico de 14/11/07 en el que se señalan nuevas deficiencias (el 
plano de distribución por el que se concedió licencia contiene modificaciones 
sustanciales con la actual distribución), y otras ya reiteradas, como la falta de 
calibración del limitador-registrador, por lo que insiste en la necesidad de completar el 
expediente con los documentos que acrediten su subsanación; estima suficiente para ello 
el plazo de un mes. 
-  El 16/11/07 se notifica a la mercantil titular del bar la existencia de un expediente de los 
previstos en los artículos 36 y siguientes del RAMINP, concediéndole un plazo de 15 
días para que alegue y aporte los documentos y justificantes que considere oportunos en 
defensa de su derecho, como trámite de audiencia previo a la imposición de las 
sanciones prevista en el mismo. 
-  Por último, en cuanto a la licencia del establecimiento, por un lado se indica que con 
fecha 02/06/99 se concedió licencia para café bar; sin embargo, en un documento de 
29/12/04, el Técnico de la Unidad de Actividades y Ruinas se refiere a la actividad 
como “tablao flamenco”. Ni una ni otra se ajustan a la descripción que se hace en el 
último informe que se aporta a instancia de parte (visado del C.O. de Ingenieros 
Técnicos de Telecomunicación nº 033734-00, de 04/10/07), pues se refiere a él como 
“actividad de tipo pub-musical y estilo inglés”, y así resulta de las fotografías que 
acompañan al mismo. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligatoriedad de aplicar con rigor la normativa reguladora de 
actividades clasificadas. 
El Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, que se cita en 
varias ocasiones a lo largo del expediente, dispone lo siguiente, en materia de control de las 
actividades autorizadas a su amparo: 
Artículo 34. Comprobación 
Obtenida la licencia de instalación de una actividad calificada como molesta, insalubre, 
nociva o peligrosa, no podrá comenzar a ejercerse sin que antes se gire la oportuna visita de 
comprobación por el funcionario técnico competente, no sólo por la actividad de que se trate, 
sino también por la naturaleza del daño que pueda causarse. En el caso de que no dispusiere 
el Ayuntamiento de tal funcionario, podrá solicitarlo del correspondiente Organismo 
provincial.  
Artículo 36. Requerimiento. Plazo 
Los Alcaldes, …… requerirán al propietario, administrador o gerente de las actividades a 
que se refiere este Reglamento para que en el plazo que se le señale corrija las deficiencias 
comprobadas. Este plazo en los casos de peligro, se fijará salvo cuando éste sea inminente, 
teniendo en cuenta, de manera discrecional, las posibilidades de corrección que hayan sido 
señaladas, las condiciones de la actividad y las contingencias que puedan derivarse tanto de 
su paralización como de su continuidad, en las circunstancias en que se encuentren. Salvo 
casos especiales, el plazo no podrá exceder de seis meses ni ser inferior a uno. 
Artículo 37. Comprobación. Resolución Transcurrido el plazo otorgado por este Reglamento 
para la corrección de deficiencias, se girará visita de inspección a la actividad por el Jefe 
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provincial o local de Sanidad u otro funcionario técnico competente, según la calificación 
que se haya hecho por la Comisión Provincial, al objeto de la debida comprobación. Cuando 
no hayan sido corregidas las deficiencias señaladas, se hará constar mediante informe del 
funcionario que haya hecho la inspección, indicando las razones a que obedezca el hecho. A 
la vista de este informe, el Alcalde dictará resolución razonada concediendo o no un segundo 
e improrrogable plazo, que no excederá de seis meses, para que el propietario dé 
cumplimiento a lo ordenado. …. 
Artículo 38. Comprobación. Audiencia. Sanciones  
Agotados los plazos a que se refieren los artículos anteriores sin que por los requeridos se 
hayan adoptado las medidas ordenadas para la desaparición de las causas de molestia, 
insalubridad, nocividad o peligro, el Alcalde, a la vista del resultado de las comprobaciones 
llevadas a cabo y dando audiencia al interesado, dictará providencia imponiendo alguna de 
estas sanciones: 
a) Multa. 
b) Retirada temporal de la licencia, con la consiguiente clausura o cese de la actividad 
mientras subsista la sanción. 
c) Retirada definitiva de la licencia concedida. 
Artículo 40. Reiteración 
Las multas que se impongan a los titulares de las actividades se graduarán según la 
naturaleza de la infracción, el grado de peligro que suponga y la reiteración de las faltas. 
Nuevo plazo. En el mismo escrito en que efectúe la notificación de las multas se concederá un 
nuevo plazo a los sancionados para que corrijan las deficiencias que motivaron la imposición 
de aquéllas, al final del cual se girará visita de comprobación en la forma determinada en el 
artículo 37, pudiendo retirarse la licencia y procediéndose, por lo tanto, a la clausura y 
cesación de la actividad después de impuestas tres multas consecutivas por reiteración en las 
faltas mencionadas. 
Tanto el Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, aprobado por 
el Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, como la reciente Ley 7/2006, de 22 de junio, de 
protección ambiental de Aragón, que regula actualmente esta materia y dispone la 
inaplicabilidad de aquel en nuestra Comunidad Autónoma, son claros a la hora de establecer, 
con carácter imperativo y no potestativo, las medidas que deben adoptarse cuando existan 
deficiencias en los establecimientos que desarrollen actividades clasificadas: 
- La actividad no podrá comenzar a ejercerse sin previa visita de comprobación con resultado 
favorable. 
- Si se comprueba, transcurrido el plazo inicial para corregir deficiencias, que no se han 
subsanado, se dictará resolución razonada concediendo o no un segundo e improrrogable 
plazo, como máximo de seis meses, para que se dé cumplimiento a lo ordenado. 
- Agotados estos plazos sin haber corregido las deficiencias, se dictará providencia 
imponiendo sanciones de multa o de retirada temporal o definitiva de la licencia. 
Los artículos 83 y siguientes de la Ley 7/2006, si bien establecen una regulación más 
completa, se pronuncian en similares términos, imponiendo a la Administración una línea de 
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actuación que resulta ineludible. En el mismo sentido, la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, 
reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos 
de la Comunidad Autónoma de Aragón, regula de forma detallada la aplicación de medidas 
para evitar la continuación de los daños derivados del incorrecto funcionamiento de los 
establecimientos públicos. 
Sin embargo, en el expediente examinado han sido ampliamente superadas las previsiones 
reglamentarias, pues se han ido concediendo plazos a lo largo de varios años sin que se hayan 
introducido medidas correctoras eficaces, con lo que las molestias a los vecinos se han ido 
prolongando durante este tiempo, a pesar de que las mediciones de ruido han resultado 
positivas en todos los casos, e incluso las infracciones han revestido la calificación de muy 
graves en la mayoría de ellos. 
La incidencia de los ruidos en la salud de las personas y la vulneración de derechos 
fundamentales, como el de inviolabilidad del domicilio o el derecho a la intimidad, ha sido 
analizada con detalle en otras Sugerencias remitidas al Ayuntamiento de Teruel con motivo de 
anteriores expedientes, no considerándose necesario reiterar consideraciones ya expuestas.  
Simplemente, hacer una referencia por su claridad a la Sentencia del Tribunal Supremo núm. 
52/2003, de 24 febrero, donde dice “XII.-Que la exposición de una persona a los niveles de 
ruido de entre 30 y 40 dBA, reiterada, pero no permanente, de forma que se corresponde con 
las noches de los fines de semana, durante un período de tiempo que no tiene necesariamente 
que ser superior a 9 meses, y así también la exposición a tal nivel de ruido durante 4 noches 
seguidas, puede causar afectaciones, dependiendo de la sensibilidad que cada persona pueda 
tener, de tipo psíquico y psicológico, con desarrollo de trastorno de sueño en forma de 
insomnio, que se originan cuando los niveles sonoros impiden conciliar el sueño o provocan 
despertares tempranos, alteraciones que alteran el ritmo de vida normal pudiendo provocar 
estado de fatiga, cansancio, irritabilidad, disminución de atención y concentración y 
consecuentemente de los rendimientos laborales o escolares; pudiéndose llegar al desarrollo 
de brotes psicóticos (con cuadros alucinatorios, delirantes y de alteraciones de conciencia), o 
a la existencia de síntomas vegetativos, tales como taquicardia, hipertermia, aumento de la 
sensación de hambre, hiperfagia, cefaleas, gastralgias,….”. 
El artículo 37 del RAMINP, cuando regula la concesión de un segundo plazo para subsanar 
deficiencias, impone que este se haga mediante una “resolución razonada”. Justificadamente, 
se otorga al Alcalde una facultad discrecional para apreciar las circunstancias concurrentes en 
cada caso y, en función de ellas (la ausencia de molestias a terceros derivadas del 
funcionamiento irregular de un establecimiento debería ser valorada en primer lugar para 
conceder un nuevo plazo) otorgarlo o no. En ninguna de las varias resoluciones por las que se 
conceden nuevas ampliaciones de plazo se establece razonamiento alguno que lo justifique, lo 
que, por otra parte, resultaría muy difícil a la vista de las quejas vecinales, las mediciones de 
ruidos y los informes técnicos.  
Como ya se observó en el expediente DI-88/2007-2, iniciado tras las quejas por las continuas 
molestias del bar “Why not”, en la calle Valcaliente 9 de Teruel, se aprecia aquí también falta 
de correlación entre la licencia concedida, para tablao flamenco, y la actividad que realmente 
se realiza de bar musical; al igual que en otros casos similares, tal situación constituye un 
fraude de Ley con el fin de beneficiarse del horario más amplio que anteriormente se 
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establecía para dichos tablaos, sin que se conste que se realice esta actividad ni se reúnan los 
requisitos para ello. 
Coinciden también ambos expedientes, y el que todavía sigue abierto por los problemas 
derivados del gimnasio existente en la calle Segorbe, en la falta de actividad del 
Ayuntamiento frente a establecimientos que causan graves molestias a los vecinos, 
afectándoles muy negativamente la salud y creando conflictos y desconfianza social hacia la 
labor municipal, al no aplicarse con rigor las soluciones que el ordenamiento jurídico pone en 
su mano, y como dispone el artículo 18 de la 
Ordenanza contra ruidos de Teruel, “evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y 
atender a las exigencias de los intereses generales”, por el contrario, la situación se va 
dilatando con informes, estudios o mediciones que vienen a corroborar datos ya conocidos, 
manteniendo unas circunstancias que suponen un grave perjuicio para los injustamente 
perjudicados, sin que la asunción de esta competencia por la Gerencia Municipal de 
Urbanismo haya resuelto la situación que se denuncia. 
Siendo que las molestias al ciudadano que demanda el auxilio de esta Institución son 
producidas fundamentalmente por el ruido de los equipos de música, tras haberse acreditado 
incumplimientos que la Ordenanza califica como muy graves, es preciso estudiar la posible 
adopción de alguna de las medidas previstas en la misma y en el resto de normativa que 
resulta de aplicación para evitar su continuidad, atendida la afección a la salud y el quebranto 
de derechos fundamentales que todo ello genera. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Teruel la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que, en estricta aplicación de la normativa vigente, disponga lo oportuno para poner fin a la 
situación tan molesta para los afectados que se ha expuesto en los antecedentes, haciendo 
extensivo este rigor a los otros dos casos que se citan y que no constan resueltos, ajustando la 
licencia a las actividades que se vienen realizando, vigilando los horarios en que tienen lugar 
e imponiendo incluso su clausura hasta tanto se instalen y se compruebe la efectividad de las 
medidas de insonorización y otras apropiadas para que su ejercicio no produzca molestias a 
los vecinos. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.1.2 7 de mayo de 2008. Graves y reiteradas molestias derivadas de los bares. Sugerencia 
relativa a la clausura debido a la acumulación de denuncias. Ayuntamiento de 
Zaragoza. 
La situación de inseguridad ciudadana y, especialmente, de ruido excesivo que se produce 
continuamente en dos bares ubicados en una zona saturada de Zaragoza, llevan a la 
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Institución a sugerir al Ayuntamiento que aplique de forma más contundente la normativa 
anterior y tal efecto, en su caso acuerde la clausura definitiva de dos bares. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- Se acumulan en esta resolución los problemas existentes en dos 
establecimientos de hostelería, con los nombres “Music Planet”, ubicado en el número 12 de 
la calle Rodrigo Rebolledo (expte. DI-1585/2007-2) y “Domo”, en la calle García Galdeano 4 
(expte. DI-1717/2007-2) de Zaragoza, dado que la problemática que presentan es la misma: 
bares que vienen cometiendo reiteradas infracciones, acreditadas mediante las oportunas 
denuncias de las Policías Local y Nacional, pero que siguen causando graves molestias a los 
vecinos. 
SEGUNDO.- Respecto al primero, el día 25 de octubre de 2007 se recibió una queja de varios 
vecinos cercanos a dicho bar “Music Planet” dando a conocer la preocupante situación en que 
se encuentran a causa de los problemas que genera este establecimiento. Acompañan a su 
escrito un documento expedido por el Ayuntamiento donde consta la formulación de 75 
denuncias entre las fechas 18/12/02 y 14/02/06 por diferentes causas: exceso en horarios de 
apertura de establecimientos, falta de listas de servicios y precios, realización de espectáculos 
o actividades sin autorización, insuficiente o inexistente señalización, consumo y tráfico de 
drogas, desobediencia a los mandatos de la autoridad o sus agentes, alteración de la seguridad 
ciudadana, etc. 
Examinados los antecedentes, se comprueba que en el año 2004 se tramitó un expediente (DI-
1160/2004-2) por la misma causa, que concluyó con una Sugerencia dirigida al Ayuntamiento 
de Zaragoza indicando la conveniencia de intensificar la vigilancia en estos establecimientos 
conflictivos y promover una mayor colaboración con los órganos dependientes de la 
Administración Estatal a fin de evitar los problemas de seguridad pública denunciados en la 
queja; asimismo, se formuló también Sugerencia al Departamento de Presidencia y 
Relaciones Institucionales, responsable en aquel momento del cumplimiento de los horarios 
de apertura, para que actuase de forma más eficaz en el control de los mismos. El expediente 
fue archivado tras la aceptación de la Sugerencia por ambas Instituciones, que manifestaron 
su voluntad de actuar en este sentido para evitar los numerosos problemas generados por el 
referido bar. 
En orden a la tramitación de la queja se envió con fecha 05/11/07 un escrito al Ayuntamiento 
de Zaragoza recabando información sobre la cuestión planteada y, en particular, las 
actuaciones realizadas o previstas para resolver los problemas derivados directa o 
indirectamente de dicho establecimiento, evitando este reiterado incumplimiento de normas 
que repercute negativamente en la salud y calidad de vida de los vecinos. La respuesta del 
Ayuntamiento se recibió el 12/12/07; acompañan al oficio de Alcaldía dos informes: 
- De la Policía Local, de 16/11/07, donde señala que desde la Unidad de Protección 
Ambiental y Consumo se han formulado al establecimiento “Music Planet” un total de 97 
denuncias, la gran mayoría por no respetar el horario de apertura y cierre. Asimismo, se 
reseña que recientemente ha estado clausurado por orden de la Delegación del Gobierno por 
periodo de un año y posteriormente dos meses por la Gerencia de Urbanismo del 
Ayuntamiento de Zaragoza, reiniciando la actividad el pasado 3 de agosto, y concluye 
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señalando que por parte de la Policía Local se continuará vigilando y denunciando cuantas 
infracciones se observen. 
- De la Secretaría Técnica de la Gerencia de Urbanismo, que lleva fecha de 21/11/07, donde 
informa que el local está en posesión de las licencias urbanística y de apertura al público 
como bar con equipo de música, Grupo I de la Ordenanza de Distancias Mínimas; de acuerdo 
con las licencias concedidas, el horario de funcionamiento de la actividad es de 06:00 horas a 
01:30 horas de la madrugada, salvo viernes, sábados y vísperas de festivo que se amplía en 
una hora más, y todos los días, en media hora para desalojo de la clientela. En enero y febrero 
de 2007, tras las denuncias efectuadas por la policía nacional y local, el Consejo de Gerencia 
le sancionó con sendas suspensiones de la licencia de apertura por un mes y un día cada una 
por incumplimiento del horario de cierre. En la actualidad se encuentran en tramitación 
expedientes sancionadores por tener en funcionamiento el equipo de música antes de las 12 
horas, por no contar con la placa identificativa, y se ha instado su clausura definitiva por los 
perjudicados, aportando una larga relación de denuncias (en total, 75). 
Al objeto de conocer sobre el trámite dado a la petición vecinal de clausura se formuló una 
nueva petición de información, contestada con un amplio informe que daba cuenta de la 
reiteración en la comisión de infracciones (el listado que acompaña asciende a 101 
denuncias), lo que, por otra parte, demuestra una positiva actitud de la Policía Local en orden 
a controlar los múltiples incumplimientos que se vienen produciendo. 
TERCERO.- Sobre el otro expediente, relativo al bar “Domo” en la calle García Galdeano, la 
queja se presentó el 16/11/07; en la misma se manifiesta que el bar esta sin insonorizar, no 
tiene medidas de seguridad, se ve frecuentemente a los jóvenes consumir droga, no cuenta con 
los desagües pertinentes, etc., siendo imposible descansar y vivir en sus casas. En la Gerencia 
de Urbanismo les han dicho que ese bar cuenta con licencia definitiva para abrir en horario de 
12:00 h a 3:00 de lunes a jueves y el fin de semana de 12:00 a 4:00; sin embargo, funciona 
realmente como un “after hours” y abre de las 6:00 a las 12:00 del mediodía. Los vecinos no 
entienden como puede disponer de licencia definitiva cuando se encuentra en zona saturada, 
ni que desde el consistorio les digan que debería estar cerrado, pero nadie procede a cerrarlo. 
Adjuntan copias de documentación municipal donde se acreditan sucesivos incumplimientos 
en materia de horarios y de ruido, datos que son corroborados por el Ayuntamiento en la 
respuesta a la solicitud de información formulada con motivo de la tramitación del 
expediente. Así, en el informe de la Policía Local de 10/12/07 se indica “Que desde julio de 
2007 se constata que el mencionado establecimiento empieza a abrir sus puertas por las 
mañanas de los sábados y domingos, a modo de "after hours" incumpliendo las condiciones 
de su licencia en cuanto al horario de apertura, por lo que de manera sistemática se procede 
a denunciar los hechos y remitir dichos boletines de denuncia a la Gerencia de Urbanismo y 
arquitectura con el objeto de que se proceda a la apertura del correspondientes 
procedimiento sancionador, habiéndose formulado desde la fecha de referencia un total de 
33 denuncias por incumplimiento del horario de apertura así como 3 por exceso de aforo”. 
En este caso también se reclamó información de la Delegación del Gobierno en Aragón; en su 
respuesta se alude a la especial atención en los dispositivos extraordinarios de fin de semana 
en para el bar y la propia calle, mencionando el alto número de identificaciones, las 
detenciones practicadas, las actas por tenencia de armas o de estupefacciones y comisión de 
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otras infracciones, así como la orden a las Brigadas Operativas para que intensifiquen las 
medidas policiales. 
Los afectados han aportado también copia de las numerosas denuncias y actas de mediciones 
de ruidos efectuadas, siendo la más llamativa una de 13/04/08 que acredita un exceso de 15'6 
decibelios a las 07:50 horas (para hacer notar la entidad de este incumplimiento baste decir 
que el artículo 55.4.a de la vigente Ordenanza municipal considera infracción muy grave 
superar en 6 o más dB(A) los límites sonoros, y el articulo 49.n de la Ley aragonesa de 
espectáculos y actividades recreativas aplica tal calificación a la superación en cinco 
decibelios sobre los autorizados en la correspondiente licencia). 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de aplicar con rigor la normativa para evitar situaciones tan 
gravosas para los vecinos. 
Con motivo de anteriores expedientes derivados de quejas por problemas de ruidos en la 
Ciudad de Zaragoza se han efectuado diversas consideraciones sobre las negativas 
repercusiones de índole física, psíquica y social que generan los ruidos, afectando gravemente 
la salud de las personas; estando recientes en el tiempo tales consideraciones, no se estima 
preciso reiterarlas, remitiéndonos a lo expresado en las respectivas Sugerencias. 
Los establecimientos arriba indicados han incurrido reiteradamente en infracciones de todo 
tipo: incumplimiento de horarios, falta de señalización de precios, hojas de reclamaciones o 
prohibición de venta de alcohol y tabaco a menores, tolerancia ante el consumo y tráfico de 
drogas en su interior, apertura sin adoptar las medidas de seguridad obligatorias, no ajustarse 
a las condiciones de la licencia o ejercer actividades distintas de las autorizadas, 
desobediencia a los mandatos de la autoridad o de sus agentes, no tener en perfecto estado de 
limpieza e higiene los aseos, no cumplir determinadas obligaciones de registro, exceso de 
ruidos, negativa u obstrucción a la labor inspectora, provocación de reacciones en público que 
alteren la seguridad pública, etc.  
La Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, enumera en 
su artículo 48 las infracciones graves en esta materia, y entre  ellas están algunas de las 
mencionadas (realización de actividades distintas de las autorizadas, exceso de aforo, mal 
estado de instalaciones y servicios, alteraciones del orden, admisión de menores, exceso de 
ruidos, etc.) y muy especialmente, el incumplimiento de los horarios de apertura y cierre, que 
ha dado lugar a multitud de denuncias; esta reincidencia constituye una infracción muy grave, 
según dispone el artículo 49.l, pero también hay otras que merecen esta calificación, como la 
tolerancia en relación con el consumo o tráfico de drogas, la negativa a colaborar con los 
agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones o la superación en cinco decibelios los 
autorizados en la correspondiente licencia. 
Las sanciones por las infracciones muy graves, reguladas en el artículo 51, pueden suponer 
multas de hasta 60.000 €, y acumulativamente hasta 600.000 €, así como la clausura del local, 
prohibición de la actividad o inhabilitación para su ejercicio hasta tres años 
(acumulativamente, hasta 10). Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta 
circunstancias que, a la vista de la situación descrita en las quejas y documentación adicional, 
exigen un rigor especial, habida cuenta (artículo 52) de la trascendencia social de las 
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infracciones, que afectan a los residentes de toda una calle; la intencionalidad de los 
infractores, con nula atención a las reclamaciones que se les han hecho o a los requerimientos 
de la autoridad; la naturaleza de los perjuicios ocasionados, que afectan a derechos 
fundamentales de los vecinos, como la libertad de movimientos, la intimidad e inviolabilidad 
del domicilio o el derecho a la salud; y la existencia de reiteración o reincidencia, acreditada 
por el gran número de denuncias interpuestas. 
Por otra parte, la Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones del Ayuntamiento 
de Zaragoza también se refiere al exceso de 6 dB(A) como infracción muy grave, que podría 
dar lugar, previa audiencia de la Junta Local de Seguridad, a la suspensión de la actividad. En 
este caso, deberían también valorarse las circunstancias señaladas en el artículo 55.1 que, 
dado el caso, agravan la responsabilidad de los causantes: existencia de intencionalidad o 
reiteración, reincidencia por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 
misma naturaleza, molestias o daños inferidos a los vecinos y el beneficio económico 
obtenido de la actividad infractora. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera: Que, en relación con los dos casos que se mencionan en los antecedentes, o de otros 
que se planteen con similar grado de agresión a los vecinos por la entidad de los 
incumplimientos detectados, aplique con el mayor rigor la normativa vigente, de forma que 
cesen cuanto antes estas situaciones. 
Segunda: Que intensifique la vigilancia en estos establecimientos conflictivos y promueva la 
máxima colaboración con los órganos dependientes del Ministerio del Interior a fin de evitar 
los problemas de seguridad pública denunciados en las quejas. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.1.3 27 de agoto de 2008. Necesidad de normativa para corregir ruidos de actividades 
particulares. Ayuntamiento de Teruel. 
Varios ciudadanos de Teruel acuden ante la Institución, debido a los problemas de ruido 
generados en la calle Turia de Teruel. Como relata esta sugerencia, en esta zona de la 
capital turolense se ubican varios garajes que son aprovechados por los jóvenes de la 
localidad para ensayar, produciendo ruidos en el vecindario y otras molestas. Las 
Ordenanzas municipales de Teruel no prevén la posibilidad de sancionar estas conductas, 
por lo que el Justicia, atendiendo a la legislación estatal y europea sobre ruido, sugiere al 
Ayuntamiento de Teruel que al amparo de sus legítimas competencias, actualice sus 





PRIMERO.- En el presente año 2008 se han recibido quejas de ciudadanos de Teruel 
denunciando un problema abordado anteriormente en varias ocasiones: el ruido procedente de 
locales particulares, que no precisan en principio de licencia de apertura, y por tanto no existe 
sobre ellos un control administrativo previo de sus condiciones y medidas correctoras para 
evitar molestias a los vecinos 
En la primera, registrada con la referencia DI-472/2008-2, se describe la situación que 
padecen los vecinos de la Ronda del Turia nº 12 de esa Ciudad en los siguientes términos: 
“Llevamos varios años con ruidos y vandalismo en los bajos de nuestro edificio, debido a que 
se alquilan las cocheras para peñas juveniles. Nos encontramos ante la pasividad total de 
nuestro ayuntamiento, y sobre todo de la Policía Local, que ni acuden al aviso de los vecinos. 
Últimamente el vandalismo está llegando al terreno personal con los vecinos, ante la 
desesperación de varios de ellos, que ya están pensado en llegar a las manos. No hay manera 
de hacer entender esto a nuestro ayuntamiento, ya hubo una amonestación por parte del 
Justicia, pero, no se puede hacer nada mas?”. 
La segunda (Expte. DI-1056/2008-2) supone la continuidad de otras quejas anteriores por las 
constantes molestias que sufren los vecinos de la calle Cofiero a causa de las peñas y locales 
existentes en los bajos de los edificios. Según denuncian, la situación, ha empeorado, pues si 
en el anterior expediente se hablaba de cuatro cocheras, actualmente hay hasta diez, contadas 
por la Policía Local, lo que genera problemas que menoscaban gravemente la calidad de vida 
de los vecinos: ruido de música, gritos, coches y motos hasta altas horas de la noche, 
inseguridad para deambular por allí, daños en los bienes, insalubridad en la calle por las 
deyecciones de los asistentes a los locales, carentes de aseos, etc. 
SEGUNDO.- Tras admitir las quejas a supervisión y asignar el expediente para su 
instrucción, se procedió a solicitar información al Ayuntamiento de Teruel, incidiendo en la 
situación de las cocheras que se mencionan, si está controlado su nivel de ocupación y las 
actividades que allí se realizan, las denuncias vecinales que se hayan recibido a causa de las 
molestias referidas y actuaciones realizadas al respecto, y si existe alguna normativa 
municipal vigente o en trámite de aprobación para regular las peñas juveniles a fin de evitar 
peligros a los usuarios de las mismas y perjuicios a los habitantes del entorno. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento a cada uno de los expedientes se ha recibido 
mediante sendos informes procedentes de la Policía Local y de la Gerencia de Urbanismo que 
vienen a coincidir en la imposibilidad de actuación al carecer de normativa apropiada, pues su 
actividad se centra en los locales y establecimientos sujetos a la normativa de actividades 
clasificadas y espectáculos públicos, que no contempla estos particulares supuestos. Señala la 
Policía Local en un informe de 06/05/08: 
“La actuación de esta Policía Local a las demandas ciudadanas, en general en horario 
nocturno y vísperas de festivos, viene limitada por la no, inclusión y sometimiento a licencias 
por la Unidad de Control Urbanístico, como actividades clasificadas de los locales, garajes o 
bajos, donde se desarrollan o emanan las molestias, no incluidas en los casos indicados en el 
artículo 194.1.b) y c) de la Ley 7/1999,de 9 de abril, (LALA) y demás Reglamentos de 
aplicación. Igualmente, esta Policía Local, ve mermadas sus posibilidades de actuación en el 
ruido producido por actividades domésticas, vecinos o locales de reunión en cuanto pueda 
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exceder de los límites tolerables de conformidad con los usos locales, por lo que la 
repercusión de las molestias de los locales destinados para las reuniones festivas, no 
prohibidas ni sometidas a regulación por la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, Reguladora 
del Derecho de Reunión, no incluyéndose tales conductas en la Ordenanza sobre Ruidos y 
Vibraciones, ni su tipificación o clasificación en la misma, acorde a lo prescrito en el artículo 
28.5 de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido.  
Así pues, las posibilidades policiales de intervención en ruidos procedentes de actividades 
privadas, no en el caso de vías públicas donde les sería de aplicación los preceptos de 
alteraciones de orden público de la Ley Orgánica 1/1992, de Protección de la Seguridad 
Ciudadana, vienen enmarcadas por las funciones recogidas en el artículo 53.i) de la Ley 
Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, apelando, en aras a buscar a la buena 
convivencia en la cooperación a la resolución de los conflictos privados cuando hemos sido 
requeridos para ello”. 
Por su parte, la Gerencia de Urbanismo insiste en la misma dificultad de actuar cuando 
manifiesta, junto a otras consideraciones, lo siguiente: 
- “Teniendo en cuenta que el artículo 194.1.b) de la Ley 7/1999, establece que las licencias 
de actividad clasificada se exigirán únicamente cuando se desarrollen actividades molestas, 
insalubres, nocivas y peligrosas y las licencias de apertura cuando se trate de actividades 
comerciales, industriales o de prestación de servicios. 
- Dado que en los expedientes existentes en la Gerencia Municipal de Urbanismo, se trata de 
garajes o bajos de locales que han sido alquilados por sus propietarios a grupos de jóvenes 
que se reúnen los fines de semana, pero que las actividades que realizan no están incluidas 
en ninguno de los casos indicados en el artículo 194.1.b) y c) de la Ley 7/1999, no resulta 
procedente su aplicación. 
- Por otro lado, la regulación sobre los ruidos que se contiene en la Ordenanza Municipal 
contra Ruidos y Vibraciones se refiere, exclusivamente, por un lado, a las condiciones en que 
deberán funcionar industrias, actividades, máquinas, instalaciones, estableciéndose los 
niveles máximos permitidos de emisión sonora para los mismo y, por otro lado, se refiere a 
los ruidos derivados del tráfico; sin que, en ningún caso, se regulen las condiciones en que 
los particulares han de desarrollar sus actividades domésticas, así como los efectos 
derivados de los ruidos procedentes de la convivencia diaria y de las relaciones de 
vecindad”. 
- La inexistencia de una regulación específica en la Ordenanza Municipal sobre los ruidos 
procedentes y derivados de la convivencia ciudadana impide no sólo el ejercicio de las 
facultades de intervención en relación con esta materia, sino la posibilidad de ejercer las 
potestades sancionadoras.  
Coinciden ambos informes en destacar la atención de la Policía Local a las demandas 
ciudadanas, en general en horario nocturno y en vísperas de festivos, por molestias 
provenientes de grupos de jóvenes que se reúnen en garajes o bajos de locales, indicando que 
los Agentes, a petición de los vecinos, se han personado en el lugar y cooperado en la 
resolución de los conflictos, instándose verbalmente a los participantes en las reuniones 
festivas, a bajar la música, moderar las molestias, etc., requerimiento que, en presencia 
 
 257/606 
policial, es acatado. Además, ante los actos de vandalismo que han conocido se ha 
incrementado la presencia y visibilidad de sus Agentes, realizando una labor preventiva. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad urgente de elaborar una normativa que aborde los ruidos 
procedentes de actividades privadas. 
El problema del ruido vecinal o procedente de las actividades privadas, que no están sujetas a 
licencia administrativa previa, ha dado lugar en la Ciudad de Teruel a varias quejas que hacen 
patente un problema real al que el Ayuntamiento debe dar respuesta, por ser materia de su 
competencia; así se le hizo saber en un expediente tramitado en 2006 por la misma causa 
(ruidos procedentes de un local denominado “Kiosco Pirata”, donde se reunían grupos de 
amigos sin estar abierto al público), si bien la Sugerencia formulada quedó sin respuesta. 
Los problemas de ruido han sido abordados tradicionalmente por los Ayuntamientos a través 
de las ordenanzas municipales de medio ambiente, en ejercicio de la potestad reglamentaria 
de la Administración Local. La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, asigna a las 
Corporaciones Locales, en su artículo 42, responsabilidad en relación al obligado 
cumplimiento de las normas y planes sanitarios para el control de ruidos y vibraciones, y la 
normativa básica de Régimen Local desde siempre les ha atribuido potestad sancionadora 
para castigar el incumplimiento de sus ordenanzas. Partiendo de la atribución de competencia 
que el art. 25.f) de la Ley de Bases del Régimen Local hace para “la protección del medio 
ambiente”, la Administración local puede tipificar mediante ordenanzas la adopción de 
medidas y la imposición de sanciones por incumplimientos en este ámbito.  
Numerosas ordenanzas regulan aspectos medioambientales como la contaminación de las 
aguas, el uso de zonas verdes, la polución atmosférica y, por supuesto, la protección contra 
ruidos y vibraciones, pues como señala el preámbulo de la Ordenanza contra ruidos y 
vibraciones de Zaragoza, del año 2001, “La protección del medio ambiente es una 
preocupación social que ha sido reconocida en nuestra Constitución en su artículo 45, en el 
que se proclama el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de 
la persona y el deber de conservarlo. El ruido y las vibraciones constituyen la forma de 
contaminación más característica de la sociedad urbana actual, que produce graves 
afecciones tanto en la salud como en la calidad de vida de los ciudadanos, y que no sólo 
puede conculcar el derecho constitucional a disfrutar de un medio ambiente adecuado sino 
también el derecho a la salud (art. 43) y a la intimidad e inviolabilidad del domicilio (art. 
18).”. 
El Ayuntamiento de Teruel tiene aprobada una Ordenanza Municipal contra Ruidos y 
Vibraciones que, como han indicado anteriormente sus propios servicios, no aborda el tema 
de los ruidos causados por particulares.  
La exclusión del ruido procedente de las actividades domésticas y de los vecinos está recogida 
en la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, 
sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, cuyo objeto es sentar unas bases que permitan 
elaborar medidas comunitarias para reducir los ruidos emitidos por las principales fuentes, en 
particular vehículos e infraestructuras de ferrocarril y carretera, aeronaves, equipamiento 
industrial y de uso al aire libre y máquinas móviles. Dada la atención preferente a estos focos 
de ruido a gran escala, que se deben combatir con medidas proporcionadas y para cuyo 
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conocimiento y planificación se establecen los mapas de ruido, parece lógico que se excluyan 
de su ámbito de aplicación los problemas de ruido que no pueden ser corregidos con estos 
instrumentos. 
La Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, mediante la que se traspone la Directiva al 
derecho español, presenta también los mapas de ruido como la principal herramienta para 
luchar contra la contaminación acústica y, al igual que la Directiva, excluye de su ámbito de 
aplicación las actividades domésticas o los comportamientos de los vecinos, pero siempre que 
esta contaminación acústica “se mantenga dentro de límites tolerables de conformidad con las 
ordenanzas municipales y los usos locales”, pues cuando, a pesar de tratarse de fuentes de 
esta naturaleza, la superación de determinados valores límite haya producido un daño o 
deterioro al medio ambiente o haya puesto en peligro la seguridad o la salud de las personas, 
constituye una infracción tipificada en la Ley.  
Así, junto a los ruidos generados por las grandes infraestructuras y ejes de comunicación nos 
encontramos con otros “de pequeña escala”, que son los domésticos o de relación vecinal, y 
que podrían clasificarse, a los efectos de la Ley del Ruido, en tres categorías: 
- Ruidos que se consideran tolerables según la costumbre de la localidad; en principio no 
precisan regulación, pues el artículo 28.5.b señala que las ordenanzas podrán tipificar 
infracciones en relación con el ruido procedente de actividades domésticas o de los vecinos 
cuando excedan de los límites tolerables de conformidad con los usos sociales. 
- Ruidos que, excediendo del límite indicado en el párrafo anterior, no suponen daño o 
deterioro al medio ambiente ni ponen en peligro la seguridad o la salud de las personas. Aquí 
reside el ámbito de intervención de las ordenanzas locales, que en esta franja podrán tipificar 
infracciones y sanciones en relación con las conductas y límites acústicos que se determinen. 
- Ruidos que suponen daño o deterioro al medio ambiente o ponen en peligro la seguridad o la 
salud de las personas. Se trata de infracciones tipificadas en el artículo 28 de la Ley y que, de 
acuerdo con la potestad que les confiere el artículo 30, pueden ser sancionadas por los 
Ayuntamientos. 
En consecuencia, la regulación de las conductas que constituyen el principal objeto de la 
intervención municipal en materia de ruidos domésticos o vecinales no debe considerarse 
como meramente potestativa, pues aunque el artículo 28.5 de la Ley del Ruido señala que 
“Las ordenanzas locales podrán tipificar ….”, el artículo 2.2.a de la misma presupone la 
existencia de estas normas al excluir de su propio ámbito de actuación determinadas 
actividades y remitirlas a las ordenanzas municipales. Dada la competencia general de los 
municipios para prestar “cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades 
y aspiraciones de la comunidad vecinal” (art. 42 de la Ley de Administración Local de 
Aragón) y la que, junto a las específicas asignadas por la normativa de Régimen Local, les 
otorga la Ley General de Sanidad en orden al control de ruidos y vibraciones, parece 
razonable que el problema de ruidos y vibraciones procedentes de actividades domésticas y 
relaciones vecinales sea abordado en las ordenanzas municipales, pues en caso contrario 
podría darse la paradoja que el Ayuntamiento sancionase las infracciones graves y muy graves 
tipificadas en el artículo 28 de la Ley del Ruido y en cambio no se ocupase de un problema 
que, como Administración más cercana, está en mejor situación para resolver, máxime si 
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tenemos en cuenta la indefensión en que queda el ciudadano si no obtiene su amparo, puesto 
que ninguna  otra Administración tiene competencia legal para intervenir en estos supuestos. 
Por ello, tras la aprobación de la Ley del Ruido resulta conveniente actualizar las Ordenanzas 
regulando las medidas oportunas para dar cumplimiento al objetivo de aquella de “prevenir, 
vigilar y reducir la contaminación acústica, para evitar y reducir los daños que de ésta 
pueden derivarse para la salud humana, los bienes o el medio ambiente” en las materias en 
que la propia Ley remite a la ordenanza local: el ruido procedente de usuarios de la vía 
pública en determinadas circunstancias y el ruido producido por las actividades domésticas o 
los vecinos, cuando exceda de los límites tolerables de conformidad con los usos locales. 
Apreciada la existencia de este problema en la Ciudad de Teruel, es preciso que su 
Ayuntamiento ejerza las competencias que tiene asignadas y elabore una normativa propia 
que lo encauce en unos términos razonables, de forma que las actividades particulares que se 
desarrollen en peñas, garajes, bajos, etc. cuenten con una regulación que evite las negativas 
repercusiones que ahora se denuncian por los vecinos y garantice también a sus usuarios unas 
mínimas condiciones de seguridad y salubridad. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Teruel la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que, bien con la modificación de la actual Ordenanza contra ruidos y vibraciones o mediante 
la elaboración de una nueva norma, disponga lo oportuno para dotarse, a la mayor brevedad, 
de una normativa adecuada que de solución a los problemas denunciados en estas quejas, 
estableciendo una regulación expresa para los ruidos vecinales y de actividades privadas.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.1.4 6 de noviembre de 2008. Molestias de fábrica. Obligación del Ayuntamiento de 
imponer y controlar las medidas correctoras. Deber de colaborar con el Justicia. 
Ayuntamiento de Zaragoza. 
Ante las reiteradas quejas producidas por el ruido y las vibraciones procedentes de una 
fábrica ubicada en el casco urbano y colindante con la pared de un ciudadano, el Justicia 
incoa el presente expediente. A tenor de la Ley 7/2006 de protección ambiental de Aragón y 
la competencia municipal relativa a la ordenación urbana y planificación sonora, la 
Institución sugiere un control más riguroso sobre este tipo de instalaciones. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- En el año 2005 se tramitó en la Institución un expediente debido a los ruidos de 
la fábrica XX tras una queja ciudadana exponiendo las constantes molestias ocasionadas por 
ruidos, de día y noche, durante los fines de semana y a todas horas provenientes de dicha 
industria, situada en la calle YY, dado que la pared de la casa donde habita es común con la 
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fábrica y son insoportables los ruidos que emite en la fabricación de sus productos; aportaba 
varias denuncias por ruidos y comprobaciones de decibelios realizadas por la Policía Local, 
donde se acredita que sobrepasa los límites permitidos. 
SEGUNDO.- Entre la documentación del expediente consta un informe emitido por una 
consultora en materia de acústica, ruido y vibraciones a solicitud de la empresa que concluye 
en su epígrafe 6: 
- “Los niveles de ruido medidos en el dormitorio de la vivienda, funcionando los grupos 
frigoríficos Howen y las Bombas Glicol de la sala de compresores de la fábrica, 
superan el límite legislativo 27 db(A) establecido por la Ordenanza Municipal del 
Excmo. Ayuntamiento de Zaragoza para el periodo nocturno. 
- Los niveles de ruido en la vivienda se relacionan directamente con el funcionamiento 
de los equipos de fábrica, que generan niveles de vibración significativos en aquellas 
bandas de frecuencia con mayor nivel de ruido. 
- Los niveles de vibración medidos en la vivienda no superan el límite nocturno 
(K=1,4), establecido por la Ordenanza Municipal. 
- Los niveles de ruido medidos en la vivienda son similares o superiores a los niveles 
medidos en la fábrica. 
- Las bancadas sobre las que se soportan los equipos de fábrica no ofrecen ninguna 
reducción antivibratoria. 
- La reducción de niveles de ruido en la vivienda implica la necesidad de reducir los 
niveles de vibración en fábrica y por tanto en los diferentes caminos de transmisión 
estructural entre ambos espacios. 
Todos estos resultados parecen indicar que son las vibraciones generadas por los distintos 
equipos situados en la sala de compresores los que, al transmitirse vía estructural al interior 
de la vivienda y ser radiados por la propia estructura de esta, son los responsables de los 
niveles de ruido presentes en ella. 
Es por tanto que se considera que las acciones a tomar a fin de reducir los niveles de ruido 
en la vivienda y generados por el normal funcionamiento de los distintos equipos de la sala 
de compresores, implica la instalación de los citados equipos sobre elementos antivibratorios 
que ofrezcan un adecuado aislamiento”. 
También hay una carta dirigida por la empresa al Ayuntamiento el 28/09/06 en la que 
menciona las actuaciones previstas para resolver estos problemas, indicando  
“De esta solución se le informó al vecino afectado para indicarle que se estaba gestionando 
la adquisición de los amortiguadores propuestos, pero que quizás dada la proximidad del 
verano y el plazo de entrega, no será posible proceder al montaje hasta el mes de septiembre 
de 2006. En la actualidad se han colocado parcialmente los amortiguadores y se ha 
expresado al vecino el compromiso de tenerlo todo acabado para finales de octubre”. 
A la vista de todo ello, y tras la recepción de un informe de 09/10/06 del Servicio de 
Inspección de la Gerencia de Urbanismo del Ayuntamiento de Zaragoza, se procedió al 
archivo del expediente al considerarlo en vías de solución, al dar este último informe cuenta 
de las siguientes cuestiones: 
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“En correspondencia a su oficio de 8 de agosto de 2006 y atendiendo la petición formulada 
desde la Oficina de El Justicia de Aragón, en relación a las actuaciones previstas por el 
Ayuntamiento de Zaragoza, respecto de molestias por ruidos derivadas de la fábrica XX se 
pone de manifiesto lo siguiente: 
- En primer lugar poner en conocimiento de esa Oficina de El Justicia, que al día de la fecha 
este Servicio de Inspección, ya dispone de equipo suficiente para llevar a cabo la oportuna 
medición de ruidos. Disponibilidad que en otras ocasiones ya se había informado se 
encontraba en trámite de adquisición, primero, y después en trámite de verificación y 
calibración de equipos. 
- En segundo lugar, al día de la fecha no se ha llevado a cabo la medición sobre la actividad 
de XX, por cuanto dicha actividad y de acuerdo a los distintos requerimientos practicados 
desde esta Administración, ha dispuesto un Plan o Calendario de Adopción de Medidas 
Correctoras, que finaliza en este mes de octubre, y del que se acompaña al presente escrito 
suficiente documentación que acredita las distintas etapas del mismo así como las medidas 
correctoras hasta ahora adoptadas. 
- En consecuencia y desde el punto de vista meramente técnico de este Servicio, se considera 
más adecuado el llevar a cabo las oportunas mediciones técnicas de ruidos, una vez se 
finalice el plan de adopción de medidas correctoras requerido y en fase de ejecución. 
Momento que se considera en torno a la primera quincena de noviembre. 
- Por todo ello y si desde esa Oficina de El Justicia de Aragón, se considera oportuno, una 
vez se acredite debidamente y con los oportunos certificados el cumplimiento del Plan de 
Adopción de Medidas Correctoras, se llevará a cabo una inspección a fin de comprobar 
todos los extremos de dicho Plan, así como la oportuna medición acústica, tanto en la 
actividad como en aquellas viviendas colindantes que pudieran resultar afectadas”. 
TERCERO.- Sin embargo, el 12 de septiembre de 2007 se presentó una nueva queja por los 
mismos afectados señalando que en este tiempo se ha realizado alguna mejora, pero el núcleo 
del problema, los ruidos continuos de día y, aunque de menor intensidad, durante toda la 
noche, se mantienen, sin que hayan tenido noticia de las actuaciones realizadas por el 
Ayuntamiento, a pesar de haber comparecido en los expedientes municipales. 
CUARTO.- Admitida la queja a supervisión, se envió con fecha 17/09/07 un escrito al 
Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre la cuestión planteada y, en 
particular, sobre las actuaciones realizadas, enlazando con lo expresado en el anterior 
expediente, a fin de comprobar la realidad del problema denunciado y la efectividad de las 
medidas correctoras de que dispone la empresa para evitar molestias a los vecinos. 
QUINTO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 17/12/07, 18/02/08 y 10/07/08, 
sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya podido 
instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto 
imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la 
Ley 4/1985, de 27 de junio, 
reguladora del Justicia de Aragón, y los ciudadanos desasistidos de la protección y 




II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primero.- Sobre las licencias de apertura y de obras y el ejercicio de actividades 
clasificadas. 
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón, regula en su artículo 167 las licencias 
de actividad clasificada, señalando que será exigible “... para las actividades molestas, 
insalubres, nocivas o peligrosas, de conformidad con lo dispuesto en la normativa reguladora 
de tales actividades”. Este mismo concepto es recogido en el artículo 194.1.b de la Ley 
7/1999, de 7 de abril, de Administración Local de Aragón, al enumerar las autorizaciones y 
licencias a las que deberá sujetarse el ejercicio de determinadas actividades. 
Tradicionalmente, la regulación de actividades de esta naturaleza ha venido contenida en el 
Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP), que trata 
de encauzar “... el problema de las actividades industriales que siendo necesarias para la 
economía del país pueden producir molestias o suponer un peligro o una perturbación para 
la vida en las ciudades.” Este propósito se concreta en su artículo 1 cuando extiende su 
aplicación a todas las actividades que produzcan incomodidades, alteren las condiciones 
normales de salubridad e higiene del medio ambiente, ocasionen daños a la riqueza pública o 
privada o impliquen riesgos graves para las personas o los bienes. La aplicación de este 
Reglamento ha decaído con la promulgación de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección 
ambiental de Aragón, por ser coincidente su objeto (artículo 1): “… regular el sistema de 
intervención administrativa ambiental de los planes, programas, proyectos y actividades 
susceptibles de afectar al medio ambiente en el ámbito territorial de Aragón, como forma de 
prevención, reducción y control de la contaminación y del impacto ambiental”. 
De la misma forma que en el antiguo Reglamento, la Ley configura los permisos y licencias 
ambientales como autorizaciones de tracto sucesivo, cuyas condiciones deberán mantenerse 
de forma continua: la concesión de la licencia no extingue el vínculo entre la Administración 
y el titular, quedando facultada aquella para inspeccionar en cualquier momento la actividad o 
instalación autorizada. Es reiterada la jurisprudencia del Tribunal Supremo sosteniendo “que 
las licencias reguladas en el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y 
Peligrosas constituyen un supuesto típico de las denominadas autorizaciones de 
funcionamiento que, en cuanto tales, no establecen una relación momentánea entre 
Administración autorizante y sujeto autorizado sino que generan un vínculo permanente 
encaminado a que la Administración proteja adecuadamente en todo momento el interés 
público asegurándolo frente a posibles contingencias que puedan aparecer en el futuro 
ejercicio de la actividad. Y ello implica que respecto de estas licencias se atenúen e incluso 
quiebren las reglas relativas a la intangibilidad de los actos administrativos declarativos de 
derechos pues entendemos que la actividad está siempre sometida a la condición implícita de 
tener que ajustarse a las exigencias del interés público, lo que habilita a la Administración 
para, con la adecuada proporcionalidad, intervenir en la actividad, incluso de oficio, e 
imponer las medidas de corrección y adaptación que resulten necesarias...”. 
El artículo 76 de la Ley 7/2006 regula la finalidad de la inspección, que no es otra que 
garantizar que las actividades sujetas a intervención ambiental se ajusten a la legalidad y 
verificar el cumplimiento y la eficacia de las condiciones establecidas en el régimen de 
intervención aplicable en cada caso, con el objetivo de “a) Comprobar que las actividades se 
realicen según las condiciones en que se hubiere autorizado o aprobado su realización, así 
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como su adecuación a la legalidad ambiental. b) Determinar la eficacia de las medidas de 
prevención y corrección de la contaminación, así como de las de protección ambiental que se 
hayan fijado en los distintos actos de control e intervención administrativa previa”, 
estableciendo en este mismo Título VII las actuaciones a realizar en caso de detectar 
deficiencias de funcionamiento, que pueden incluso suponer la suspensión de actividades o la 
ejecución subsidiaria de medidas correctoras. 
La facultad de intervención que la Ley otorga a la autoridad municipal se concreta en el 
artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón en la figura del Alcalde, a quien esta 
norma atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento, entre 
los que se encuentran los relativos a la concesión de licencias para el ejercicio de actividades 
y el control de su regularidad, y de forma especial cuando, como en el presente caso, se 
conoce la intensidad del problema desde hace años y las acciones precisas para darle solución. 
Precisamente la ubicación de la industria en suelo urbano residencial hace que el Plan General 
de Ordenación Urbana de la Ciudad considere este espacio como “Área de nueva ordenación 
motivada por la renovación de uso (Zona E)”, poniendo especial incidencia en la adopción de 
medidas correctoras por tal circunstancia: el artículo 5.1.3 considera el uso actualmente 
existente como tolerado, “sin perjuicio del cumplimiento de la normativa de todo tipo que 
resulte aplicable al ejercicio de las actividades que comprenda. Si es el caso, deberán 
adoptarse las medidas correctoras necesarias para su cumplimiento”. Esta preocupación por 
evitar molestias a terceras personas o daños medioambientales se manifiesta en el siguiente 
párrafo, referido a las obras de ampliación y reforma de las instalaciones actuales, cuya 
autorización “quedará supeditada a la adopción de las medidas correctoras a que se refiere 
el apartado precedente”. 
Segunda.- Sobre la obligación legal de colaborar con El Justicia de Aragón 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar, entre otras, “b) La actividad de los entes locales 
aragoneses y de las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos 
dependan, en los términos que establezca la ley del Justicia”. 
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y 
todo el personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en 
quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier 
clase de documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
Artículo 20º- Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 





Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero: Formular Recordatorio de Deberes Legales al Ayuntamiento de Zaragoza, 
relativo a su obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones, conforme a lo 
establecido en artículo 19 de la referida Ley 4/1985. 
Segundo: Efectuar a dicha Entidad Sugerencia para que, en cumplimiento de su obligación 
de controlar que el ejercicio de las actividades sujetas a licencia se ajuste a las normas que les 
son aplicables, y especialmente cuando se produzcan quejas ciudadanas por las molestias 
existentes, ordene la adopción o reparación de las medidas correctoras que mitiguen los 
problemas derivados de la actividad de la empresa objeto de este expediente 
Quedo en espera de su respuesta relativa a la aceptación o no de la Sugerencia formulada, 
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.1.5 7 de noviembre de 2008. Problemas de ruidos de un bar. Obligación municipal de 
controlar que se cumplan las normas. Posibilidad de contemplar en la Ordenanza un 
límite máximo de ruido en locales. Ayuntamiento de Zaragoza. 
El presente expediente se instruye como consecuencia de la queja recibida por un ciudadano 
que vive encima del bar llamado “Capitán Trueno”, sito en la calle Lozano Monzón de 
Zaragoza. Relata el particular que los altos niveles de ruidos que viene soportando le han 
provocado adicción a los somníferos. La Institución comprueba la existencia de una reciente 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón que obliga al Ayuntamiento de 
Zaragoza mantener un control constante en los bares de esta zona y a corregir las 
deficiencias detectadas. A resultas de lo anterior, se recomienda al Ayuntamiento de 
Zaragoza que ejecute la citada sentencia y estudie la posibilidad de regular mediante 
ordenanza el nivel de ruidos de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 286/2006. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 13 de enero de 2006 tuvo entrada en esta Institución una queja que, dada 
la crudeza con que el ciudadano describe la situación que padece, se transcribe a continuación 
en sus propios términos: 
“No se si leerán esto pero si lo hacen verán que estamos viviendo un calvario. Me explico: 
vivo en la calle Lozano Monzón nº . desde hace 7 años, y desde que vivo aquí mi vida se ha 
convertido en un infierno por culpa de un bar que tenemos debajo de nuestros pisos que se 
llama "Capitán Trueno", que incumple todas las normas en cuanto a ruidos y horarios y 
nadie nos hace caso; tiene montones de denuncias por ambos motivos. Ni el Ayuntamiento ni 
la DGA hacen nada por pararle la actividad a este señor, por llamarle de alguna manera. 
Soy una persona joven adicta a las pastillas para poder dormir gracias a la pasividad de las 
distintas administraciones, les he mandado bastante quejas y aquí no pasa nada, vale más la 
actividad de un local que la vida de varias personas que vivimos aquí. Ya no se a quien 
acudir ya que mis políticos, en los que siempre he creído, me han dado de lado, mi padre me 
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enseño a creer en la clase política desde muy pequeño y en la democracia y el respeto por las 
libertades, pero a mí no me queda ninguna libertad para poder disfrutar de mi hogar con 
tranquilidad por el desprecio del dueño nos brinda cada fin de semana”. 
SEGUNDO.- Una vez admitida a supervisión, y en orden a la instrucción del expediente se 
envió con fecha 26/01/06 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza recabando información 
sobre la cuestión planteada en la queja y, en particular, la relativa a las licencias con que 
cuenta el establecimiento, denuncias vecinales por las molestias del local, resultados de las 
mediciones de los niveles de ruidos en las viviendas y medidas adoptadas por el 
Ayuntamiento para corregir este estado de cosas. 
Dado que se trata de una situación que se viene arrastrando desde hace años, y que la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, en sentencia de 
21 de diciembre de 2005, condena al Ayuntamiento “a que mantenga un control constante y 
corrija las eventuales molestias que puedan producirse como consecuencia de la actuación 
de los establecimientos a que se refiere el presente recurso”, entre los que figura el mentado 
bar “Capitán Trueno”, se solicita también información relativa a las actuaciones realizadas o 
previstas para dar cumplimiento a la sentencia y poner fin a este grave problema. 
Por último, y estimando viable la posibilidad de ejercer la acción civil de repetición para 
reclamar de quienes han causado un grave perjuicio a unos ciudadanos, y obtenido beneficio 
económico por ello, la indemnización, o parte de ella, a que ha sido condenado el 
Ayuntamiento, se apunta esta opción y se pregunta al Ayuntamiento su opinión al respecto. 
TERCERO.- Ante la falta de respuesta del Ayuntamiento se reiteró la petición el 13 de 
marzo, recibiéndose el 19 de abril copia de un informe de la Unidad de Protección Ambiental 
y Consumo de la Policía Local en el que da cuenta de las mediciones de ruidos efectuadas en 
los años 2002 y 2003 (tres, que superan todas ellas los límites de la Ordenanza), las denuncias 
por incumplimiento del horario de cierre, veintiséis, y por otros conceptos, que fueron nueve.  
En cuanto a la licencia, hace constar que la tiene como establecimiento del grupo 1 con 
equipo musical, y que fue obtenida en virtud de silencio administrativo y reconocida por 
sentencia judicial. Por último, remite a otros órganos municipales para las demás cuestiones 
requeridas. 
Dado que no se recibía información de estos otros órganos, y con el fin de estudiar la postura 
municipal sobre las demás cuestiones, se remitió el 20/07/06 un nuevo escrito, que hubo de 
reiterarse el 15/09/06. La respuesta se registró el 23/10/06, acompañando al oficio de remisión 
de Alcaldía informes de diversos servicios municipales (Servicio de Licencias de Actividades, 
Dirección de Servicios de Gestión e Intervención Urbanística y Servicio de Información y 
Atención al Ciudadano), que aluden a información ya facilitada con anterioridad: posesión de 
licencia del bar, mediciones de ruido en años precedentes o denuncias por incumplimiento del 
horario de cierre y otros conceptos. 
Sin embargo, siguen sin resolver las cuestiones relativas a los niveles de ruidos en las 
viviendas próximas, las actuaciones realizadas o previstas para dar cumplimiento a la 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón y la posibilidad de ejercer la acción 
civil de repetición contra los responsables de los perjuicios causados, por lo que con fecha 
12/01/07 se formuló una nueva petición al Ayuntamiento en este sentido, que fue reiterada 
con fecha 26 de marzo. Tras diversas gestiones y llamadas, con fecha 19/09/08 se recibe un 
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informe del Servicio de Régimen Jurídico y Actuaciones Administrativas mediante el que 
remite otro del Servicio de Inspección de 5 de septiembre, con una medición de sonido 
realizada el 02/09/08. Según el informe de medición, para llevarla a efecto se ha generado un 
nivel de ruido de de 99,7 dB(A), que produce en los dormitorios exteriores de los domicilios 
situados en la primera planta valores de 29'6, 28'5 o 35'2 dB(A), superándose el límite de 27 
dB(A) para el ambiente interior en horario nocturno establecido por el artículo 41 de la 
Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones de Zaragoza, e incluso 
constituyendo en el último caso una infracción muy grave (art. 54.4.a de la Ordenanza) por 
superar en más de 6 dB(A) el límite permitido. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón. 
A pesar de las repetidas ocasiones en que se ha solicitado información del Ayuntamiento 
sobre los aspectos señalados en los antecedentes, la respuesta se ha demorado excesivamente 
y no ha resultado completa, desconociéndose cuáles son las actuaciones previstas para dar 
cumplimiento a la sentencia que le obliga a ejercer un control constante y corregir las 
eventuales molestias de una actividad que, según afirman los ciudadanos afectados, se 
mantiene en los mismos términos, y su postura sobre la posibilidad apuntada de reclamar de 
quienes han causado el daño la indemnización a que ha sido condenado por esta causa. 
Por ello, es conveniente recordar la obligación de auxiliar al Justicia en sus investigaciones 
que el artículo 19 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón impone 
a todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley, entre las que, por mandato del 
artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, figuran las entidades locales, que deben 
enviar la información expresamente requerida en cada caso y dentro de un plazo razonable. 
Segunda.- Sobre las molestias en locales y en la vía pública que repercuten en el interior 
del domicilio. 
En otros expedientes tramitados con el Ayuntamiento de Zaragoza se ha hecho referencia a 
las previsiones de la Ley del Ruido para la prevención de la contaminación acústica, los 
perjuicios en la salud y en la convivencia derivados del ruido generado por determinadas 
actividades, como son las relativas al ocio, la afección de derechos constitucionales a 
consecuencia de la contaminación acústica, plenamente reconocida por los tribunales 
nacionales y europeos, así como la prevalencia de lo medioambiental sobre lo urbanístico y 
del derecho al descanso sobre el de divertirse o ganar dinero. Por ello, nos remitimos a 
anteriores resoluciones donde se tratan estas cuestiones con mayor amplitud, que por ser 
conocidas por su destinatario no es preciso reproducir de nuevo. 
No obstante, debemos decir que, en el presente caso, las mediciones aportadas por el 
Ayuntamiento acreditan que los problemas se siguen manteniendo dentro de los domicilios 
afectados, puesto que, por sí solos, ya superan los límites permitidos en la Ordenanza. A esto 
hay que añadir otros ruidos generados por la propia actividad y el incremento de ruido que 
genera la afluencia de público y su necesidad de comunicarse, que hace que se hable a gritos, 
pues para que la palabra sea inteligible es necesario que su intensidad supere en alrededor de 
15 dB(A) al ruido de fondo. 
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Es necesario que el establecimiento en cuestión mejore su sistema de aislamiento, de forma 
que su actividad, que en reiteradas ocasiones se ejerce además fuera de los horarios que tiene 
autorizados, no resulte molesta para los residentes del entorno, que llevan años sufriéndola. Se 
impone que el Ayuntamiento actúe para exigir medidas correctoras y comprobar que 
funcionan adecuadamente, así como el cumplimiento de las demás normas que son de 
aplicación a la actividad pues, como señala el Preámbulo de la Ordenanza para la protección 
contra ruidos y vibraciones de Zaragoza, aludiendo a los principios fijados por la Unión 
europea en el “V Programa de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible “Nadie debe estar 
expuesto a niveles de ruido tales que pongan en peligro su salud y calidad de vida”. 
Tercera.- Sobre la incidencia del ruido en la seguridad y salud de los trabajadores. 
Las molestias que provoca la proyección exterior de los ruidos es solo una parte del problema, 
puesto que un exceso de ruido perjudica igualmente a los que realizan la actividad, 
constituyendo un factor de riesgo que afecta a los trabajadores que prestan servicios en los 
establecimientos donde existe exceso de ruido. Así, a partir del reconocimiento constitucional 
del derecho a la salud de los trabajadores en  el ámbito laboral, la actual Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales establece las obligaciones que han de garantizar este derecho, así como las 
actuaciones de las Administraciones Públicas que puedan incidir positivamente en la 
consecución de dicho objetivo. Señala la exposición de motivos de esta Ley que “La 
planificación de la prevención desde el momento mismo del diseño del proyecto empresarial, 
la evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo y su actualización periódica a 
medida que se alteren las circunstancias, la ordenación de un conjunto coherente y 
globalizador de medidas de acción preventiva adecuadas a la naturaleza de los riesgos 
detectados y el control de la efectividad de dichas medidas constituyen los elementos básicos 
del nuevo enfoque en la prevención de riesgos laborales que la Ley plantea”. 
Esta Ley define en su artículo 4 el riesgo laboral como la posibilidad de que un trabajador 
sufra un determinado daño derivado del trabajo, entendiendo como daños derivados del 
trabajo las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo.  
Con carácter previo, ya el Real Decreto 1316/1989, de 27 de octubre, sobre Protección de los 
Trabajadores frente a los Riesgos derivados de la exposición al Ruido durante el trabajo 
abordó este asunto, fundamentado en que la política de actuación en la seguridad e higiene en 
el trabajo aparece como un principio rector de la política social y económica en el art. 40.2 de 
la Constitución española, y como tal supone un mandato para la actuación de los poderes 
públicos. En desarrollo de este precepto, el Estatuto de los trabajadores recoge (art. 19) el 
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad e higiene, 
estableciendo el deber del empresario de facilitar la protección y del trabajador de observar 
las medidas legales y reglamentarias de seguridad e higiene, con lo que este concepto queda 
insertado de pleno derecho en el ámbito de la relación laboral. 
La Directiva 2003/10/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 6 de febrero de 2003 
sobre las disposiciones mínimas de seguridad y de salud relativas a la exposición de los 
trabajadores a los riesgos derivados de los agentes físicos (ruido), establece, como su título 
expresa, unas normas “mínimas en materia de protección de los trabajadores contra los 
riesgos para su seguridad y su salud originados o que puedan originarse por su exposición al 
ruido, en particular los riesgos para el oído”, aplicándose a las actividades en las que los 
trabajadores estén o puedan estar expuestos a riesgos derivados del ruido como consecuencia 
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de su trabajo (artículo 1). En orden a esta finalidad, el artículo 3 establece unos valores límite 
de exposición y valores de exposición que dan lugar a una acción, indicando la necesidad 
adoptar medidas adecuadas para reducir al mínimo los riesgos. La incorporación al Derecho 
nacional de la Directiva 2003/10/CE viene regulada en el artículo 17, que impone a los 
Estados miembros adoptar las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 
necesarias a tal efecto antes del 15/02/06, si bien permite un periodo transitorio de duración 
máxima de dos años a partir de esa fecha respecto a los sectores de la música y el ocio, con 
objeto de permitir la elaboración de un código de conducta con orientaciones prácticas para la 
aplicación de sus disposiciones. 
La incorporación al Derecho español de esta Directiva tiene lugar con el Real Decreto 
286/2006, de 10 de marzo, sobre la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores 
contra los riesgos relacionados con la exposición al ruido; esta norma establece una 
regulación encaminada a evitar o reducir la exposición al ruido de los trabajadores, señala 
unos valores límite de exposición, impone la evaluación de riesgos laborales o la formación, 
consulta y participación de los trabajadores, y señala expresamente (artículo 8) que “1. En 
ningún caso la exposición del trabajador, determinada con arreglo al artículo 5.2, deberá 
superar los valores límite de exposición”, y en caso contrario, el empresario deberá tomar 
inmediatamente medidas para corregir esta situación, informando de todo ello a los delegados 
de prevención en la empresa. Para los sectores de la música y el ocio, la Disposición 
transitoria única establece, dando cumplimiento a la Directiva, su aplicación para el 15 de 
febrero de 2008, por lo que resulta plenamente vigente.  
La aplicación del Real Decreto 286/2006 en los sectores del ocio y la música puede suponer 
una mejora evidente de la salud de los trabajadores del sector, que es su principal objetivo. Si 
bien la seguridad y salud laboral es una competencia asignada a la Comunidad Autónoma por 
el artículo 77 de nuestro vigente Estatuto, parece conveniente recomendar a los 
Ayuntamientos que en sus Ordenanza contra el ruido ajusten los niveles de inmisión a los 
establecidos en el Real Decreto, dado que su aplicación efectiva puede tener unos efectos 
colaterales importantes en la mejora de la salud pública (disminución de los riesgos para la 
audición del público asistente, afectado, aunque en menor medida, por el exceso de decibelios 
que habitualmente existen en estos establecimientos), y en la calidad de vida de los habitantes 
del entorno, que contra su voluntad se ven obligados a soportarlos. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que, dando cumplimiento a la precitada Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Aragón y a las obligaciones que la vigente normativa le impone a los órganos de la 
Administración local, mantenga un control constante y corrija las molestias que genera el 
establecimiento objeto de este expediente. 
Segunda.- Que estudie la posibilidad de regular mediante ordenanza el nivel máximo de ruido 
en los establecimientos de hostelería, ajustándolo a los límites establecidos con carácter 
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general en el Real Decreto 286/2006, dados los efectos positivos que, en otros ámbitos ajenos 
al laboral, puede tener la reducción del actual nivel de ruido. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.2 Residuos y vertederos 
7.2.1 2 de abril de 2008. Necesidad de investigar el tratamiento adecuado de los estiércoles 
porcinos. Departamentos de Medio Ambiente, Agricultura y Alimentación y 
Universidad de Zaragoza. 
El Justicia inicia un expediente de oficio para conocer el estado del problema relativo a la 
gestión de purines en Aragón. De la información recabada del Departamento de Medio 
Ambiente y de los informes elaborados por expertos, se detectan deficiencias en la adecuada 
gestión de esta tipología de residuos. Por otra parte, la Institución al amparo de la 
legislación comunitaria, estatal y autonómica, insta a todos los agentes implicados a buscar 
nuevas soluciones que promuevan las mejores técnicas disponibles respecto de la gestión de 
estos residuos.  
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- Desde el Área de Medio Ambiente de esta Institución se ha observado el 
creciente número de granjas porcinas que se van abriendo en todo el territorio de la 
Comunidad Autónoma, especialmente en determinadas zonas, y la generalizada falta de 
tratamiento adecuado del estiércol producido, pues la solución común que se adopta (según se 
ha podido ver en las numerosas resoluciones expedidas por el INAGA relativas a la 
autorización de explotaciones porcinas) es la aplicación en terrenos agrícolas, a pesar de que 
el purín constituye un elemento altamente contaminante si se sobrepasan determinadas 
cantidades en su aplicación, lo que no es imprevisible que se produzca en determinadas zonas 
que soportan ya una elevada carga ganadera. 
El Plan de Gestión Integral de los Residuos de Aragón, GIRA, alude a la necesidad de buscar 
tratamientos adecuados en aquellos lugares en que los estiércoles no puedan ser utilizados 
como fertilizantes, citando la posibilidad de instalar plantas de tratamiento de diversa 
naturaleza: físico-químico y biológico, fermentación anaerobia, secado térmico, etc. 
Sin embargo, se observa que el problema se sigue manteniendo en las zonas ganaderas; 
únicamente se ha tenido noticia de la próxima construcción de una planta de depuración en 
Peñarroya de Tastavins, que todavía no está en funcionamiento. 
Dada la afección medioambiental que supone el vertido de de estiércoles porcinos, es 
manifiesta la necesidad de que la Administración impulse la investigación y construcción de 
plantas de depuración, lo que tendría un doble resultado: evitar la contaminación ambiental y 
potenciar un sector económico cuyo principal freno a su expansión radica, precisamente, en la 
dificultad para eliminar adecuadamente este residuo. 
SEGUNDO.- Con el fin conocer más a fondo la realidad de este problema y las previsiones 
de actuación de la Administración Autonómica, y al amparo de las facultades otorgadas por el 
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artículo 2.3 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, se inició con 
fecha 04/10/07 un expediente de oficio. En orden a su instrucción, se remitió un escrito al 
Consejero de Medio Ambiente recabando los siguientes datos: 
- Si se hace un seguimiento de las condiciones que determinan la concesión de las 
oportunas licencias de actividad en cuanto a la aplicación de purines u otros estiércoles 
en las parcelas que señalan las autorizaciones. 
- Si existe, por el propio Departamento o en colaboración con otras entidades públicas o 
privadas, o conocen de otras que se lleven a cabo ajenas a la Administración, alguna 
línea de investigación sobre plantas de depuración de estiércol para encontrar un 
sistema viable y que se pueda generalizar, resolviendo, o al menos mejorando, este 
problema. 
- Previsiones de aplicación del GIRA en cuanto a la construcción de plantas de 
depuración, especialmente en las zonas vulnerables a la contaminación por nitratos. 
TERCERO.- Tras reiterarse la solicitud el 20/12/07, la respuesta del Departamento se recibió 
el 19/02/08, y en ella hace constar, textualmente, lo siguiente: 
“En relación con el seguimiento de las condiciones que determinan la concesión de las 
oportunas licencias de actividad en cuanto a la aplicación de purines u otros estiércoles en 
las parcelas que señalan las autorizaciones le informo que el cumplimiento de la Resolución 
que autoriza a cada instalación es obligatorio para el titular de la misma, quien debería 
repartir todo el estiércol que genera entre la totalidad de las parcelas y sin superar las dosis 
de nitrógeno actualmente permitidas por la legislación sectorial. 
En la práctica resulta imposible comprobar el cumplimiento caso por caso, esta dificultad se 
intenta paliar con la obligación de llevar libros registro de aplicación (al menos en las zonas 
vulnerables), pero estos libros también pueden rellenarse sin que se ajusten verazmente a las 
prácticas que se llevan a cabo. 
En relación con las líneas de investigación sobre plantas de depuración de estiércol para 
encontrar un sistema viable y que se pueda generalizar para resolver o mejorar este 
problema, le comunico que el departamento de I+D de SODEMASA ha visitado numerosas 
plantas de depuración de purines, tanto en España como en otros países (Francia y Alemania 
principalmente). Se dispone de una evaluación técnica de la mayoría de las plantas visitadas. 
De esta evaluación se puede concluir que, si bien técnicamente los tratamientos han 
mostrado su viabilidad, el problema principal sigue siendo el económico, ya que el sector 
ganadero no asume fácilmente costes de tratamiento que superen los 3 euros/m3. 
No obstante el Departamento de Medio Ambiente, a través de SODEMASA, está trabajando 
actualmente en iniciativas de gestión que se ajusten lo mejor posible a las necesidades que 
requiere cada territorio, con el criterio básico de la aplicación agrícola si hay tierras 
disponibles y el tratamiento de los excedentes para bajar las cargas nitrogenadas en aquellos 
municipios que no disponen de superficie agraria suficiente. 
En relación con las previsiones de aplicación del GIRA, en cuanto a la construcción de 
plantas de depuración, especialmente en las zonas vulnerables a la contaminación por 
nitratos le informo que no hay una relación clara entre las zonas declaradas vulnerables y 
las altas cargas ganaderas de esos municipios. Como es bien conocido, el problema de los 
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nitratos no tiene un origen únicamente ganadero, sino que el exceso de fertilización mineral 
es, con diferencia, la principal causa del exceso de nitratos en nuestras aguas. 
Por este motivo, el Departamento no ha concentrado especialmente sus esfuerzos de 
evaluación en dichas zonas vulnerables, sino en aquellos municipios o comarcas en los que la 
cabaña ganadera está más superpoblada. Para ello propuso un índice que trataba de medir 
la carga ganadera de un territorio expresada en kilogramos de nitrógeno por hectárea y año; 
este índice se ha calculado para todos los municipios y comarcas de Aragón (en función de su 
superficie de cultivo.  
Para aquellos municipios/comarcas que presentaban los índices mayores (Cinca Medio, 
Matarraña, La Litera, Bajo Cinca, etc.) se han intensificado los estudios y se han 
cuantificado los excedentes municipales, de forma que la suma de todo lo disponible nos 
permita decidir la mejor ubicación posible para las futuras plantas de tratamiento. Para que 
una planta de tratamiento sea rentable hay que disponer, como mínimo, de unos 50.000 m3de 
excedentes/año. 
Con todo, este es un primer paso necesario, pero no suficiente, pues una vez elegidas las 
mejores ubicaciones hay que asegurarse que las aportaciones de dichos excedentes por parte 
de los ganaderos se mantendrán durante un mínimo de años y, al mismo tiempo, 
compatibilizar intereses de lo más diverso”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de promover mejores técnicas para el tratamiento de los 
estiércoles ganaderos. 
La Directiva 2008/1/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero de 2008, 
relativa a la prevención y al control integrados de la contaminación (versión codificada), 
señala en su preámbulo “Los objetivos y principios de la política comunitaria de medio 
ambiente, con arreglo lo dispuesto en el artículo 174 del Tratado, se encaminan, en 
particular, a la prevención, la reducción y, en la medida de lo posible, la eliminación de la 
contaminación, actuando preferentemente en la fuente misma, y a garantizar una gestión 
prudente de los recursos naturales, de conformidad con los principios de que “quien 
contamina paga” y de la prevención de la contaminación”, lo que “contribuye 
considerablemente a avanzar hacia un equilibrio más sostenible entre, por una parte, la 
actividad humana y el desarrollo socioeconómico y, por otra, los recursos y la capacidad de 
regeneración de la naturaleza”. 
Esta Directiva introduce el concepto de “mejores técnicas disponibles”, a las que se refiere 
como “la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de 
explotación, que demuestren la capacidad práctica de determinadas técnicas para constituir, 
en principio, la base de los valores límite de emisión destinados a evitar o, cuando ello no sea 
practicable, reducir en general las emisiones y el impacto en el conjunto del medio 
ambiente”. 
La Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón, desarrolla y adapta a la 
Comunidad Autónoma de Aragón el régimen establecido en la citada Directiva y en la Ley 
estatal 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, que la 
traspuso a nuestro ordenamiento jurídico.  
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Siguiendo la línea marcada por estas normas, la Ley aragonesa alude a las mejores técnicas 
disponibles para establecer los valores límite de emisión de contaminantes, que deberán ser 
especificadas en la autorización ambiental integrada que se emita previamente al inicio de 
determinadas actividades; su artículo 4.u las define de la siguiente forma: 
“u) Mejores técnicas disponibles: la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las 
actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestren la capacidad práctica de 
determinadas técnicas para constituir, en principio, la base de los valores límite de emisión 
destinados a evitar o, cuando ello no sea posible, reducir en general las emisiones y el 
impacto en el conjunto del medio ambiente y de la salud de las personas, conforme al anejo 4 
de la Ley 16/2002. 
A estos efectos, se entenderá por: 
«Técnicas»: la tecnología utilizada, junto con la forma en que la instalación esté diseñada, 
construida, mantenida, explotada o paralizada.  
«Disponibles»: las técnicas desarrolladas a una escala que permita su aplicación en el 
contexto del correspondiente sector industrial, en condiciones económicas y técnicamente 
viables, tomando en consideración los costes y los beneficios, tanto si las técnicas se utilizan 
o producen en España como si no, siempre que el titular pueda tener acceso a ellas en 
condiciones razonables. 
«Mejores»: las técnicas más eficaces para alcanzar un alto nivel general de protección del 
medio ambiente en su conjunto y de la salud de las personas”.  
Examinado un buen número de autorizaciones ambientales integradas expedidos por el 
Instituto Aragonés de Gestión Ambiental para explotaciones porcinas se ha observado que, 
salvo en la Resolución de 24/01/08 (B.O.A. de 18 de febrero), donde se prevé una planta de 
biogás para el tratamiento de los purines procedentes de una explotación de la que es titular 
una empresa industrial, el único destino para las deyecciones es su reparto en parcelas de 
cultivo. Incluso con este destino, se han observado algunas deficiencias o circunstancias que 
deberían haber sido tenidas en cuenta para una mejor salvaguarda de las condiciones 
ambientales del entorno; a modo de ejemplo se puede aludir a la Resolución de 16/08/07 
(BOA de 3 de septiembre) donde reconoce, en su Antecedente cuarto que “las tierras y 
cultivos presentados dentro de la zona vulnerable, permiten reciclar un total de 407,32 Kg de 
N año, es decir, únicamente un 1,62% del total de nitrógeno producido por la explotación 
porcina”; en la misma se indica que algunas de las parcelas están en otro término que no es 
colindante y al que, medido en línea recta sobre el mapa, hay una distancia mínima de 18 km., 
lo que permite albergar una duda razonable sobre su utilización; el punto 2.12.i de la 
resolución establece que la dosis de estiércol aplicable en parcelas no rebasará en ningún caso 
la dosis de 170 KgN/Ha y año, pero el anterior 2.6 indica que el volumen anual de 
deyecciones será de 9.116,96 m3/año, equivalentes a 27.044 Kg de N/año, y que la superficie 
agraria que el promotor aporta es de 156,60 Has., lo que ofrece un resultado de 172,69 
Hg.N/Ha, superior a lo establecido. En la Resolución de 03/01/08 (BOA de 28/01/08) se alude 
–punto 1.6- a una determinada superficie agraria “sin haber quedado justificada su 
vinculación mediante los contratos de cesión”, elemento fundamental para su control. 
Por otro lado, en la documentación del “Proyecto europeo de demostración de gestión de 
purines LIFE ES-WAMAR”, se observa que dos de las principales actuaciones, las relativas a 
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la Comarca del Maestrazgo y al municipio de Tauste, aluden a la planificación en función de 
la situación, superficie y tipo de cultivo de las parcelas basada en un SIG (Sistema de 
Información Geográfica), maquinaria de alta tecnología y personal adecuado para realizar una 
aplicación agronómica y medioambientalmente correcta, creación de centros gestores, 
construcción de balsas de almacenamiento estratégicamente localizadas, transporte por 
tuberías en determinadas zonas, recuperar el prestigio como abono orgánico del purín y 
demostrar a los agricultores de su eficacia, etc. pero, en esencia, consisten simplemente en la 
distribución del purín en los campos de cultivo. 
Esta aplicación directa sin ningún tipo de tratamiento previo, además de no existir unanimidad 
sobre su conveniencia desde el punto de vista agronómico, puede tener algún riesgo sanitario. 
Según el estudio editado por la Universidad de Lérida en 2001 que lleva por título 
“Aplicación agrícola de residuos orgánicos” (págs. 213 y ss.) 
- Existe un riesgo epidemiológico derivado de la presencia en estos residuos de 
microorganismos patógenos: virus, bacterias, hongos, protozoos y parásitos, con gran 
variabilidad en cuanto a su tiempo de supervivencia. 
- La aplicación de cantidades elevadas, condicionada por la disponibilidad insuficiente 
de tierras de cultivo o un mal manejo del purín origina problemas de contaminación 
medioambiental que afecta al agua, el suelo y el aire. 
- La aplicación al suelo supone un riesgo para la salud si el agua de escorrentía 
contaminada con el lixiviado alcanza los cursos de agua dedicada al consumo o si la 
carga de patógenos se presenta en alimentos o cultivos para la obtención de piensos. 
- En condiciones de viento fuerte los patógenos pueden ser transportados en altas 
concentraciones hasta 5 Km., suponiendo un riesgo potencial de diseminación de 
enfermedades para otras explotaciones ganaderas y para el hombre. 
A estos inconvenientes debe añadirse el más conocido a nivel general, y es el mal olor que 
desprende en amplias áreas y la proliferación de moscas, mosquitos y otros insectos molestos, 
lo que afecta a la calidad de vida de poblaciones enteras y perjudica otras actividades 
económicas, principalmente las de carácter turístico y de servicios. 
Parece evidente que la eliminación de los purines mediante su diseminación sin ningún tipo 
de tratamiento previo en los campos de cultivo no constituye una utilización de la mejor 
técnica disponible que preconizan la Directiva 2008/1/CE y las leyes estatal y autonómica 
para prevenir y controlar la contaminación, máxime cuando, como se indica en el informe 
remitido por el Departamento de Medio Ambiente, en la práctica resulta imposible comprobar 
el cumplimiento de la aplicación de los purines en las parcelas y en las dosis precisas que han 
sido autorizadas. A este problema se añade la creciente tendencia de las explotaciones 
ganaderas intensivas hacia instalaciones cada vez mayores, lo que incrementa la dificultad de 
obtener terreno que permita absorber la gran cantidad de residuos y plantea serios problemas 
en el manejo de los mismos, con la consiguiente contaminación de suelo, agua y atmósfera. 
Se trata, en definitiva, de solucionar los problemas planteados por los residuos (olores, 
problemas de almacenamiento, contaminación) y, junto a ello, aprovechar su carga orgánica y 
fertilizante para la agricultura, dando una solución a un producto de compleja eliminación, o 
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al menos, ponerlo en mejores condiciones para su posterior depuración, con la posibilidad de 
reutilización del agua, un bien cada vez más escaso. 
Dada la importancia que el sector porcino tiene en Aragón, y que se trata de una actividad que 
tiene su punto débil en la gestión de los residuos, urge buscar alguna solución al problema de 
los purines que evite el estancamiento económico y social del mismo, impulsando las líneas 
de investigación existentes o abriendo otras que realmente permitan mejorar las actuales 
“técnicas” y resolver los problemas expuestos, lo que sin duda repercutirá positivamente en el 
medio ambiente y en la economía del sector. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar a las Entidades que se indican en el encabezamiento 
la siguiente SUGERENCIA: 
Que, promueva la colaboración con otras instituciones u organismos que puedan tener interés 
en este problema (Departamentos de Medio Ambiente y de Agricultura y Alimentación, 
Universidad de Zaragoza, Administración del Estado, asociaciones profesionales, expertos, 
etc.) para investigar alternativas tecnológicamente viables al problema ambiental de los 
purines y mejorar la actual situación. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.2.2 30 de junio de 2008. Residuos. Necesidad de agilizar la práctica de inspecciones 
ambientales. Departamento de Medio Ambiente. DGA. 
En septiembre de 2007, el ciudadano que interpone su queja en la Intuición, denunció ante el 
Servicio Provincial de Medio Ambiente que una finca de su propiedad apareció cubierta por 
una importante cantidad de residuos de procedencia desconocida. Asimismo, manifiesta el 
perjudicado que sin previo aviso y en una sola noche, estos residuos fueron retirados de la 
finca. Recabada información a la Administración competente, el Justicia sugiere a la misma 
que en un futuro y ante casos similares, actúe con mayor celeridad en cumplimiento del 
principio constitucional de eficacia que debe presidir la labor de la Administración, para así, 
implementar las medidas correctivas y sancionadoras oportunas. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 28/02/08 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando la falta 
de intervención del Departamento de Medio Ambiente ante la denuncia por un vertido en La 
Puebla de Alfindén. 
En la misma se indica que en una finca particular apareció un importante vertido de tierras y 
escombros, sin ningún aviso previo, lo cual motivó la presentación de una denuncia del 
interesado el día 28/09/07, ampliada con fecha 1 de octubre, ante el Servicio Provincial de 
Medio Ambiente, Sección de Calidad Ambiental, solicitando su intervención, preocupado por 
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la procedencia de los escombros y tierras, que atribuye a la empresa química próxima a la 
finca al encontrarse realizando obras en su interior. 
Según detalla, el 16 de noviembre, el Servicio Provincial de Medio Ambiente indica le 
informa que ha sido remitido el expediente a la Dirección General de Calidad Ambiental de la 
DGA, pero al preguntar allí unos días más tarde le indicaron que no les constaba tal envío; 
ante esta situación, el día 12 de diciembre vuelve a reclamar por escrito información sobre 
dicho expediente, sin que a la fecha de presentación de la queja haya recibido contestación. 
Informa el ciudadano que los vertidos fueron retirados, sin previo aviso, en una noche, a pesar 
de su elevado volumen (calcula que habría aproximadamente unos 50 camiones), y manifiesta 
su inquietud por la naturaleza del vertido y la posible contaminación de las tierras de cultivo 
que lo soportaron. Por ello, desea conocer la situación del expediente y la posibilidad de que 
por parte del Departamento de Medio Ambiente se efectúe algún análisis del estado actual de 
la tierra, iniciándose las actuaciones que procedan contra los responsables del vertido. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja, se acordó admitirla a supervisión, asignando el 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 10/03/06 un escrito al 
Consejero de Medio Ambiente recabando información sobre la cuestión planteada, y en 
particular de las actuaciones seguidas tras la denuncia, con copia del expediente instruido, y 
sobre la posibilidad de realizar desde el Departamento un análisis del terreno para conocer la 
contaminación que haya podido sufrir. 
TERCERO.- Reiterada la petición el 24 de abril, la respuesta del Departamento se recibió el 
10 de junio, y en ella hace constar, textualmente, lo siguiente: 
“Con fecha 16 de octubre de 2007, se recibe en el Servicio de Residuos Industriales, una 
Nota Interior del Servicio Provincial de Medio Ambiente de Zaragoza, adjuntando la 
siguiente documentación: 
- copia del escrito presentado con fecha 28 de septiembre de 2007, por D. JCL, en el Registro 
de Servicio Provincial de Zaragoza, así como una copia de la denuncia presentada por D. 
JCL ante el Ayuntamiento de la Puebla de Alfindén por vertido de tierras y escombros con 
fecha 28 de septiembre de 2007. 
- copia del escrito presentado con fecha 1 de octubre de 2007, por D. JCL, en el Servicio 
Provincial de Zaragoza.  
En el escrito de fecha 28 de septiembre de 2007, D. JCL expone lo siguiente: 
"Que en su finca de aproximadamente tres mil quinientos metros cuadrados, se ha realizado 
un importante vertido de tierras y escombros. Que presentada la oportuna denuncia (de la 
cual se acompaña una copia) ante el Ayuntamiento de la Puebla de Alfindén, se le ha 
comunicado que dichos vertidos provienen de I..." 
En el escrito de fecha 1 de octubre de 2007, D. JCL indica que los escombros han sido 
retirados de la parcela. 
Con fecha 17 de diciembre de 2007, un inspector de la Dirección General de Calidad 
Ambiental y Cambio Climático realiza una visita de inspección a las instalaciones de I..., e 
informa a D. APV, Director de la fábrica, de que el objeto de la inspección es la denuncia 
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presentada por D. JCL ante el Ayuntamiento de la Puebla de Alfindén por vertido de tierras y 
escombros. 
En el Acta de Inspección de fecha 17 de diciembre de 2007 se indica lo siguiente: 
"El responsable de la instalación manifiesta que, en relación con el vertido indicado en la 
denuncia y en las fotografías adjuntas mostradas por el inspector, I......., no ha realizado 
ningún vertido ni ha autorizado en su nombre la realización de ningún otro vertido en la zona 
del Paraje del Llano, junto a la acequia Camarera, la subestación eléctrica y la calle 
Higuera, en las fechas señaladas por el inspector." Dado que en las fotografías se observaba 
un acopio de tierras y escombros de demolición que no presentan aspecto de estar 
contaminados ni tampoco han estado en contacto con el terreno el tiempo suficiente para 
producirse una lixiviación que afecte a la parcela sobre la que se depositaron, y teniendo en 
cuenta que ya habían sido retirados en el momento de la inspección, no se ha efectuado 
ninguna otra actuación por parte del Departamento de Medio Ambiente” 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de agilizar las inspecciones ambientales. 
El Decreto 281/2007, de 6 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la 
estructura orgánica del Departamento de Medio Ambiente (BOA de 28/11/07) atribuye en su 
artículo 1.2 al Departamento de Medio Ambiente diversas competencias en el marco de la 
normativa vigente, entre las que figuran la inspección ambiental y la conservación y mejora 
de los suelos. 
La Resolución de 7 de junio de 2005, de la Secretaría General Técnica, por la que se aprueba 
el Plan de Inspección, control y vigilancia ambiental de la Comunidad Autónoma de Aragón 
establece que el objetivo de las actuaciones de inspección, control y vigilancia ambientales, 
cualquiera que sea su carácter, es el de “conseguir un nivel elevado de protección del medio 
ambiente y se materializarán, sobre todo y en la medida que ello sea posible, en visitas a las 
instalaciones correspondientes y en comprobaciones materiales de los elementos del 
entorno”, y a tal fin su ámbito de aplicación es “cualquier actividad, uso del territorio de los 
recursos naturales sujetos a autorización o condicionados ambientales en aplicación de la 
legislación vigente”. 
Este Plan diferencia las actuaciones de inspección, vigilancia y control ambiental rutinarias y 
las no rutinarias, entre las que figuran las relativas a accidentes, incidentes y denuncias 
medioambientales, señalando que en tales supuestos “se acordará la realización de 
actuaciones de inspección, con la mayor celeridad posible, en el desarrollo de la 
investigación iniciada al efecto, todo ello con objeto de comprobar e investigar los hechos 
denunciados o informados que pudieran ser constitutivos de infracción administrativa o 
incumplimiento de requisitos legales”, con el fin de: 
“Determinar las causas del hecho y su repercusión ambiental y, si procede, las 
responsabilidades jurídicas y de otros tipo de lo sucedido y sus consecuencias. Mitigar y, si 
es posible, corregir las repercusiones medioambientales del hecho mediante el 
establecimiento de las medidas apropiadas que deberán adoptar la entidad o entidades 
explotadoras y sus autoridades. 
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Proponer la aplicación de medidas ejecutivas o sanciones, cuando proceda.” Esta actuación 
“con la mayor celeridad posible” responde al principio constitucional de eficacia en la acción 
administrativa, y resulta fundamental en materia ambiental para conseguir las finalidades 
pretendidas por el Plan, pues el transcurso del tiempo suele borrar o desdibujar las 
consecuencias de la acción, o en otras ocasiones las incrementa y difunde, pero en general 
dificulta el hallazgo del infractor, haciendo perder virtualidad el sistema de inspección y 
control establecido. 
De la documentación obrante en el expediente resulta que el vertido se produjo en el mes de 
septiembre de 2007 y el ciudadano afectado lo comunicó el 28 de ese mes, indicando que los 
vertidos procedían de una empresa química, de lo que se podría presumir una cierta 
peligrosidad, pero no fue hasta el 17 de diciembre cuando (habiendo sido ya retirados dichos 
vertidos, no se sabe por quién, y con desconocimiento del propietario de la finca, que un día la 
encontró limpia) se materializa la visita de inspección que, al parecer, se limita a preguntar a 
un responsable de la empresa si han sido ellos quienes han realizado o autorizado el vertido y, 
al responder negativamente, no se realiza ninguna otra actuación. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que, cuando se reciba alguna denuncia sobre actuaciones que pueden suponer una infracción 
ambiental en su ámbito de competencia, disponga lo oportuno para que las comprobaciones se 
realicen con la máxima celeridad, de forma que se determinen con claridad los hechos y sus 
responsables y se puedan adoptar las medidas de restauración ambiental y de carácter 
sancionador que procedan. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.3 Especies naturales protegidas y protección animal 
7.3.1 15 de diciembre de 2008. Daños agrarios causados por especies cinegéticas. 
Obligación de indemnizar a cargo del titular del coto. Ayuntamiento de Andorra. 
El Justicia instruye este expediente en el que, habida cuenta de los daños agrarios sufridos 
por un particular en su finca, provocados por cabras montesas (especie cinegética de caza 
mayor) procedentes de un coto propiedad del Ayuntamiento de Andorra, sugiere a este 
Ayuntamiento la instrucción del oportuno expediente de responsabilidad patrimonial. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El pasado día 28 de octubre tuvo entrada en esta Institución una queja por la 
falta de atención administrativa ante los daños que unas cabras montesas produjeron en 
septiembre de 2007 en los árboles y viñedos de una finca del vecino de Andorra D. XX 
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Se indica en la misma que, tras la producción de los destrozos, el perjudicado se puso en 
contacto con el forestal de la zona, que los comprobó y tomó fotos que los acreditan. Con ello, 
dirigió su solicitud en diciembre de 2007 al servicio de Medio Ambiente de Teruel, desde 
donde le informaron, mediante un escrito de 04/02/08, que debía presentar la reclamación en 
el Ayuntamiento, por ser esta entidad titular del coto de caza donde están incluidas las fincas 
afectadas por las cabras, por disponerlo así la Ley de Caza de Aragón en su artículo 71.  
Siguiendo esta indicación, formuló ante el Ayuntamiento de Andorra el 14/02/08 una 
reclamación para que le fuesen indemnizados los referidos daños; ante la falta de respuesta, el 
ciudadano reiteró su solicitud el 2 de octubre, sin que a fecha de presentación de la queja 
hubiese recibido contestación (según se indica más adelante, se le respondió el 10 de 
noviembre).  
SEGUNDO.- En orden a la instrucción del expediente derivado de la queja, se envió con 
fecha 3 de noviembre un escrito al Ayuntamiento de Andorra recabando información sobre la 
cuestión planteada y copia del expediente tramitado tras la reclamación que se alude.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 2 de diciembre, acompañando copia 
del expediente, que consta de los siguientes documentos:  
-Solicitud de indemnización del perjudicado al Ayuntamiento, presentada el 17/02/08.  
-Reiteración de la solicitud, ante la falta de respuesta, el 2/10/08.  
-Copia de la carta remitida por el ciudadano al Vicepresidente del Gobierno de Aragón en 
febrero de 2007.  
-Traslado de la reclamación por parte del Ayuntamiento al Servicio Provincial de Medio 
Ambiente, por entender aquel que no es responsable de los daños, con fecha 03/07/08.  
-Respuesta de dicho Servicio, cursada el 16/07/08, en el que, con la misma referencia al 
artículo 71 de la Ley de Caza de Aragón, atribuye la responsabilidad al Ayuntamiento, 
“comprobado que dicha finca se encuentra dentro del acotado de caza TE-10.305-D, cuyo 
titular es ese Ayuntamiento”.  
-Escrito del Ayuntamiento al interesado (fecha salida 10/11/08) indicándole que se debe 
dirigir al Departamento de Medio Ambiente, al considerar “que la cabra montesa es una 
especie protegida por el Servicio de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón, estando 
realizando este incluso un censo de las mismas”, por lo que ni la Sociedad de Cazadores ni el 
Ayuntamiento son responsables de los daños.  
-Comunicación del Ayuntamiento, de la misma fecha, al Servicio Provincial instando su 
responsabilidad.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.-Sobre la responsabilidad por daños agrarios de especies cinegéticas.  
Como señala el escrito expedido por el Servicio Provincial de Medio Ambiente, inicialmente 
al afectado y más adelante al Ayuntamiento, la responsabilidad por daños de naturaleza 
agraria producidos por especies cinegéticas viene regulada en la vigente Ley 5/2002, de 4 de 
abril, de Caza de Aragón, en los siguientes términos:  
“Artículo 71.-De la responsabilidad por daños producidos por las especies cinegéticas.  
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1. Los titulares de terrenos cinegéticos serán responsables de los daños de naturaleza agraria 
ocasionados por las especies cinegéticas procedentes de los mismos, salvo que el daño 
causado sea debido a culpa o negligencia del perjudicado  
o de un tercero ajeno al titular de la explotación.  
1 La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón será responsable de los 
daños de naturaleza agraria producidos por las especies cinegéticas procedentes de los 
refugios de fauna silvestre, de los vedados y de las zonas no cinegéticas que no tengan la 
condición de voluntarias, salvo que el daño causado sea debido a culpa o negligencia del 
perjudicado o de un tercero ajeno al titular de la explotación.  
2 Los propietarios de terrenos clasificados como zonas no cinegéticas voluntarias, de 
acuerdo con lo establecido en la presente Ley, serán responsables de los daños de cualquier 
naturaleza ocasionados por las especies cinegéticas procedentes de los mismos, salvo que el 
daño causado sea debido a culpa o negligencia del perjudicado o de un tercero ajeno al 
titular de la explotación.  
3 De los daños de naturaleza agraria causados por especies cinegéticas cuya 
procedencia no sea susceptible de determinación respecto de uno de ellos responderán 
solidariamente los titulares de los terrenos cinegéticos colindantes a la finca del perjudicado, 
sin perjuicio del derecho de repetición que les pueda asistir entre ellos en proporción a la 
superficie colindante con el predio del perjudicado”.  
Partiendo de esta regulación básica, se debe determinar si concurren aquí las circunstancias 
que determinan la responsabilidad por los daños, que son:  
1ª/ La titularidad del terreno cinegético donde se ha producido; según el informe del Servicio 
Provincial de Medio Ambiente, la finca está enclavada en el coto de caza TE-10.305-D, cuyo 
titular es el Ayuntamiento de Andorra.  
2ª/ La naturaleza de los daños: indudablemente, es agraria, puesto que se trata de destrozos 
causados en almendros y viñedos.  
3ª/ La relación de causalidad entre los daños producidos y la acción de especies cinegéticas. 
No hay contradicción acerca de que los daños han sido producidos por cabras montesas; 
conforme al artículo 2 de la Orden de 25 de junio de 2007, del Departamento de Medio 
Ambiente, por la que se aprueba el Plan General de Caza para la temporada 2007-2008 
(B.O.A. de 29 de junio), la cabra  montés (Capra pyrenaica) es una especie cinegética 
considerada como pieza de caza mayor en la Comunidad Autónoma de Aragón. La 
realización del censo que se alude por el Ayuntamiento responde, precisamente, a la 
necesidad de conocer el número de animales existentes en el coto para establecer los cupos de 
caza señalados en el artículo 14 de la referida Orden.  
4ª/ Que el animal proceda del propio coto, y  
5ª/ Que el daño causado no sea debido a culpa o negligencia del perjudicado o de un tercero 
ajeno al titular de la explotación.  
En el presente caso, y partiendo de la información disponible, se deberá instruir el oportuno 
expediente de responsabilidad y, para que puedan ser comprobados y evaluados los daños, e 
indemnizar, en su caso, al perjudicado en la cuantía que proceda.III.-RESOLUCIÓN 
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Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Andorra la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, a la vista de la reclamación objeto del actual expediente, y de acuerdo con las 
previsiones de la Ley de Caza de Aragón, instruya el oportuno expediente para determinar si 
hay o no responsabilidad, como titular del coto de caza TE-10.305-D, por los daños agrarios 
sufridos por un ciudadano, indemnizándole, en su caso, en la cuantía que resulte procedente.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
7.4 Actividades clasificadas o peligrosas 
7.4.1 16 de mayo de 2008. Necesidad de licencia de actividad para fundición de aluminio. 
No legalización por el transcurso del tiempo. Ayuntamiento de Zaragoza. 
La presente sugerencia trae causa de la queja interpuesta por una vecina del barrio de Santa 
Isabel la cual denuncia los continuos ruidos, humos, vibraciones y filtraciones de polvo 
producidas por un taller de función adyacente. La investigación llevada a cabo por el 
Justicia revela que la actividad viene funcionando desde los años 30, sin que disponga de la 
oportuna licencia para desarrollar la actividad. A la vista de estos antecedentes, la 
Institución sugiere al Ayuntamiento de Zaragoza que realice las actuaciones tendentes a la 
legalización del establecimiento, imponiendo las medidas correctoras oportunas para evitar 
molestias a los vecinos y, si no fuera posible lo anterior, ordene su clausura. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 29/02/08 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo las 
molestias por ruido, humo y otras emanaciones que causa a los vecinos la fundición de 
materiales no férricos existe en la calle San José nº 13 del Barrio de Santa Isabel, que está 
instalada en el edificio de una antigua vivienda, en pleno casco urbano. 
Considera el ciudadano que la naturaleza de esta industria, inmediata a las viviendas 
colindantes, tanto por la actividad que realiza como por los horarios en que tiene lugar 
(comienza a trabajar a las cinco de la madrugada) no permite su ubicación en zona residencial 
y debería desplazarse a un polígono industrial. 
Acompaña una alegación que han formulado en el trámite de información pública del 
expediente para la concesión de licencia ambiental de actividad clasificada que se instruye 
actualmente, exponiendo con detalle todos los problemas que padecen. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 10/03/08 un escrito al 
Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, y 
en particular, sobre la disposición de licencia de funcionamiento, denuncias vecinales 




TERCERO.- Tras reiterar la petición el 24 de abril, la respuesta del Ayuntamiento se recibió 
el 6 de mayo; en ella hace constar, mediante un informe de la Policía Local de 24/03/08, las 
quejas recibidas, la inexistencia de mediciones de ruidos, humo u otras emanaciones y que 
solamente posee solicitud de puesta en funcionamiento de la actividad, habiéndose denegado 
en su momento la licencia de apertura e instalación. 
En otro informe anterior de la Policía Local, fechado el 29/09/06, se describe la situación en 
los siguientes términos: 
“… la empresa se halla ubicada en una casa antigua (según el vecino colindante 72 años), 
casa sin terminar en su interior, ya que al parecer nunca fue habitada como vivienda y en la 
que se pueden apreciar grietas en la fachada y en el dintel de las puertas de acceso de 
vehículos (se adjuntan fotografías) 
Que una vez sobrepasado dos habitaciones, se accede a una gran sala en donde se trabaja en 
la realización de piezas de aluminio, para lo que necesitan de arena que se acumula en una 
habitación próxima, en esta descarga de arena se producen molestias a los vecinos, 
produciéndose una vez al mes con camiones tipo trayler. 
Igualmente poseen un horno de fundición en un lateral de la sala, con una gran campana que 
desemboca en una chimenea exterior. 
Que puestos en contacto con ...., colindante con la empresa, manifiesta que la empresa lleva 
ubicada en el lugar desde los años 30 y que las molestias ahora se centran principalmente 
en: 
- El momento del encendido del horno que se realiza sobre las 5'45 h. de la mañana, en 
que sale humo y olor por la chimenea. Hacer constar que hay dos chimeneas, aunque 
principalmente utilizan la más baja, que a juicio de este oficial no cumple la altura 
mínima exigida, ya que la perjudicada manifiesta que las emisiones rebotan en la pared 
de su vecino, que está más alta que la suya, y se depositan en la hondonada en la que 
está su casa. 
- En el constante ruido a martillazos que realizan para desmoldar las piezas de 
aluminio a cualquier hora del día. 
- En que el contenedor de arena está casi constantemente en la calle, al realizar un uso 
continuado de él, y 
- En que trabajan en momentos del día con la puerta abierta saliendo al exterior el olor 
del interior. 
Que se observa … en la habitación contigua a la empresa, una grieta que recorre la pared 
casi de arriba abajo, que apareció desde que Fundiciones movió su ubicación hasta la pared 
lindante con dicha habitación. 
Que se remite el presente informe para que se realicen las visitas de inspección necesarias ya 
que al parecer de la firmante, dicha empresa no reúne las condiciones necesarias para 
mantener su ubicación, ya que se encuentra en el interior del Bº de Santa Isabel, en medio de 
casas habitadas de mucha antigüedad, y en zona de expansión inmobiliaria”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
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Única.- Sobre la obligatoriedad de disponer de licencia previamente al ejercicio de la 
actividad. 
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón, regula en su artículo 167 las licencias 
de actividad clasificada, señalando que será exigible “... para las actividades molestas, 
insalubres, nocivas o peligrosas, de conformidad con lo dispuesto en la normativa reguladora 
de tales actividades”. Este mismo concepto es recogido en el artículo 194.1.b de la Ley 
7/1999, de 7 de abril, de Administración Local de Aragón, al enumerar las autorizaciones y 
licencias a las que deberá sujetarse el ejercicio de determinadas actividades. 
Tradicionalmente, la regulación de actividades de esta naturaleza ha venido contenida en el 
Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP), que trata 
de encauzar “... el problema de las actividades industriales que siendo necesarias para la 
economía del país pueden producir molestias o suponer un peligro o una perturbación para 
la vida en las ciudades.” Este propósito se concreta en su artículo 1 cuando extiende su 
aplicación a todas las actividades que produzcan incomodidades, alteren las condiciones 
normales de salubridad e higiene del medio ambiente, ocasionen daños a la riqueza pública o 
privada o impliquen riesgos graves para las personas o los bienes. 
La Ley 7/006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, que desplaza al antiguo 
RAMINP en su aplicación, regula “el sistema de intervención administrativa ambiental de los 
planes, programas, proyectos, instalaciones y actividades susceptibles de afectar al medio 
ambiente en el ámbito territorial de Aragón, como forma de prevención, reducción y control 
de la contaminación y del impacto ambiental”. Con tal objeto, establece la licencia ambiental 
de actividades clasificadas, “resolución del órgano competente de la Administración local por 
la que se permite el desarrollo de una actividad clasificada bajo determinadas condiciones 
destinadas a garantizar que la misma cumple el objeto y las disposiciones de esta Ley”, y la 
licencia de inicio de actividad, que habilita el ejercicio efectivo de la misma y se emite tras 
comprobar que las obras de las instalaciones o actividades sometidas a licencia se han 
ejecutado con arreglo a lo dispuesto en la normativa que les sea de aplicación. 
Este control administrativo previo a través de las licencias implica que ninguna actividad 
pueda comenzar a ejercerse sin previa licencia y comprobación del cumplimiento de sus 
prescripciones y, principalmente, del correcto funcionamiento de las medidas correctoras 
previstas en el proyecto técnico que describe la instalación o impuestas en el acto de 
concesión de la licencia. 
Debe recordarse que el ejercicio de la actividad previamente al cumplimiento de estos 
trámites es ilegítimo y no puede servir para fundamentar una situación de hecho. Como señala 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 28/05/96, “... en ningún caso puede estimarse 
concedida tácitamente la referida licencia por actos anteriores, según reiterada doctrina de 
esta Sala …. una situación de hecho o la mera tolerancia no equivale a la concesión de la 
licencia y que tales antecedentes, el cobro de tasas municipales … no pueden ser estimados 
como virtualmente eficaces a los fines de derivar de ellas la existencia previa de un requisito 
tan formal y explícito como debe ser una licencia de apertura de industria, porque el pago de 
tasas municipales no presupone ni implica la existencia de una licencia de esta clase, ….. De 
otra parte, la clandestinidad de una industria, por carecer de licencia para su ejercicio, no 
puede en absoluto ser legitimada por el transcurso del tiempo, sin la previa solicitud por su 
titular de tal legitimación, entre otras razones porque la intervención de la Comisión 
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Provincial de Calificación en nuestro caso es requisito previo imprescindible para que pueda 
otorgarse la licencia, licencia que por sí sola tampoco permite el inicio de la actividad, así el 
artículo 34 del Reglamento de 30 de Noviembre de 1961 supedita el comienzo del ejercicio, 
una vez obtenida la licencia, a la visita de comprobación del funcionario técnico competente, 
así como el artículo 10 de la Instrucción de 15 de Marzo de 1963 prohíbe que comience a 
funcionar sin la previa adopción de las medidas correctoras impuestas en la respectiva 
licencia, al tiempo que el artículo 33 del Reglamento de 30 de Noviembre de 1961 prohíbe 
expresamente el otorgamiento de la licencia previa. ..... Por tanto, es desacertado creer que 
la licencia eso puede ser, acto posterior a la instalación o funcionamiento de actividad … 
porque toda instalación, apertura y funcionamiento requiere la previa licencia municipal, y, 
además, la adopción de las medidas correctoras impuestas en aquélla y su comprobación”. 
Dada la similar regulación actual, esta doctrina que hace referencia al RAMINP resulta 
plenamente conforme con la previsión de la Ley aragonesa 7/2006 y aplicable al caso que nos 
ocupa. 
Secuela de lo indicado es que la actividad ejercida sin licencia se conceptúe de clandestina, 
situación irregular que no legitima el transcurso del tiempo, y su cese puede ser acordado por 
la autoridad que resulte competente en cualquier momento. 
Ello no obsta que se dé oportunidad al titular de la actividad para que procure en el plazo más 
breve posible su legalización (la disposición transitoria tercera de la Ley 7/2006 establece el 
plazo de un año para quienes a su entrada en vigor vinieren ejerciendo actividades clasificadas 
sin la correspondiente licencia), si procede, estableciendo las medidas correctoras necesarias 
para evitar los problemas que se denuncian por los perjudicados. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que disponga lo oportuno para la regularización del establecimiento dedicado a fundición de 
aluminio objeto de este expediente, imponiendo y comprobando en tal caso las medidas 
correctoras que eviten perjuicios a otras personas o al medio ambiente, si fuese procedente su 
legalización, u ordenando la clausura en caso contrario. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.4.2 17 de octubre de 2008. Obligación municipal de controlar el ejercicio de actividades. 
Necesidad de mejorar la zonificación del suelo. Recordatorio del deber legal de 
colaborar con el Justicia. Ayuntamiento de La Puebla de Híjar. 
A solicitud de varios interesados, el Justicia instruye este expediente, el cual no pudo ser 
correctamente documentado debido a la falta de colaboración del Ayuntamiento de la Puebla 
de Híjar. A raíz de los datos a los que tuvo acceso la Institución, la misma sugiere a dicha 
Administración local un mayor esfuerzo en el control de las actividades clasificadas, 
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especialmente de la fábrica de aceite cuya chimenea averiada está provocando graves 
molestias a los vecinos. Asimismo, recomienda al Ayuntamiento de la Puebla de Híjar que en 
uso de sus competencias sobre planeamiento urbano, proceda a zonificar adecuadamente los 
usos tolerables en el núcleo urbano. 
 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 14 de abril de 2008 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo 
la desatención municipal ante la situación en la que se encuentra el núcleo urbano del Barrio 
de la Estación en La Puebla de Hijar, donde se ubica una fábrica de aceite. 
Se indica que desde siempre ha habido problemas en el barrio por este motivo, pero cada vez 
la situación es más preocupante: en el momento de presentación de la queja la chimenea 
extractora lleva rota 42 días, y emite un humo negro que, al no ser evacuado adecuadamente, 
impregna las viviendas cercanas, ante la pasividad del Ayuntamiento o de otros organismos 
oficiales, que no llevan a efecto ninguna acción eficaz para resolver la situación. 
Al problema de la contaminación ambiental se añaden otros, según manifiesta la queja: el 
peligro que supone la existencia de cuatro tanques con 100.000 litros de hexano, producto 
peligroso y altamente explosivo que se emplea en el proceso de refinado de aceite, 
transportado en camiones que en ocasiones aparcan en las calles del pueblo, la falta de un 
sistema de depuración de aguas residuales, los charcos de orujo en la calzada o los constantes 
ruidos y vibraciones que genera su funcionamiento en las viviendas que circundan la fábrica, 
cuya ampliación se realizó en pleno casco urbano. 
Acompaña a al queja copia del escrito presentado por 50 vecinos ante el Ayuntamiento de La 
Puebla de Híjar con fecha 25/03/08 exponiendo el problema derivado de la chimenea rota y la 
respuesta municipal, contenida en un acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 27 de marzo 
donde se les informa “… que por parte del Ayuntamiento se han realizado las medidas 
pertinentes, dentro de la competencia local, para poder solucionar el problema, teniendo 
pendiente una reunión con Técnicos de Sanidad, Agricultura y Medio Ambiente que se llevará 
a efecto el día 28 de marzo”; sin embargo, ni en la notificación de este acuerdo, que tiene 
lugar el 10 de abril, ni con posterioridad se ha informado a los afectados del contenido de 
dicha reunión ni de las resoluciones adoptadas o medidas a tomar para resolver el problema. 
Asimismo, aportan documentación relativa a la modificación nº 5 de las Normas Subsidiarias 
de Planeamiento de La Puebla de Híjar en la que se aprueba, por acuerdo de la Comisión 
Provincial de Ordenación del Territorio de Teruel de 1 de octubre de 1997, “La clasificación 
de 42.713 m2 como suelo urbano de unos terrenos (zona I 3), que se califican como aptos 
para industrias molestas y peligrosas, permitiendo el uso agrícola, prohibiendo el 
residencial, y admitiendo como uso compatible, el industrial para industrias molestas y 
peligrosas, siempre que en la tramitación de la licencia de actividad se justifique la 
existencia de medidas correctoras suficientes a juicio de la Administración”. 
SEGUNDO.- Tras el examen de la queja, se acordó admitirla a supervisión. En orden a la 
instrucción del expediente, se envió con fecha 08/05/08 un escrito al Ayuntamiento de la 




- Si la actividad objeto de queja se encuentra en posesión de las preceptivas licencias que 
habiliten su correcto funcionamiento, remitiendo copia de la licencia y del acta de 
comprobación. 
- Si se ha comprobado la eficacia de las medidas correctoras previstas en el proyecto con 
arreglo al cual se concedió licencia. 
- Denuncias vecinales que se hayan recibido a causa de las molestias de esta instalación y 
actuaciones realizadas al respecto por el Ayuntamiento. 
- Si se han realizado mediciones de los niveles de ruidos o de vibraciones o inspección de las 
instalaciones, mencionar los resultados obtenidos. 
- Actuaciones municipales realizadas y previstas para dar respuesta a los problemas de 
humo, ruidos, riesgo de explosión, tráfico de vehículos con mercancías peligrosas y limpieza 
viaria planteados en la queja. 
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 11 de julio y 18 de agosto de 
2008, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya 
podido instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto 
imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la 
Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y los ciudadanos desasistidos 
de la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primero.- Sobre las licencias de apertura y de obras y el ejercicio de actividades 
clasificadas. 
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón, regula en su artículo 167 las licencias 
de actividad clasificada, señalando que será exigible “... para las actividades molestas, 
insalubres, nocivas o peligrosas, de conformidad con lo dispuesto en la normativa reguladora 
de tales actividades”. Este mismo concepto es recogido en el artículo 194.1.b de la Ley 
7/1999, de 7 de abril, de Administración Local de Aragón, al enumerar las autorizaciones y 
licencias a las que deberá sujetarse el ejercicio de determinadas actividades. 
Tradicionalmente, la regulación de actividades de esta naturaleza ha venido contenida en el 
Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP), que trata 
de encauzar “... el problema de las actividades industriales que siendo necesarias para la 
economía del país pueden producir molestias o suponer un peligro o una perturbación para 
la vida en las ciudades.” Este propósito se concreta en su artículo 1 cuando extiende su 
aplicación a todas las actividades que produzcan incomodidades, alteren las condiciones 
normales de salubridad e higiene del medio ambiente, ocasionen daños a la riqueza pública o 
privada o impliquen riesgos graves para las personas o los bienes. La aplicación de este 
Reglamento ha decaído con la promulgación de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección 
ambiental de Aragón, por ser coincidente su objeto (artículo 1): “… regular el sistema de 
intervención administrativa ambiental de los planes, programas, proyectos y actividades 
susceptibles de afectar al medio ambiente en el ámbito territorial de Aragón, como forma de 
prevención, reducción y control de la contaminación y del impacto ambiental”. 
De la misma forma que en el antiguo Reglamento, la Ley configura los permisos y licencias 
ambientales como autorizaciones de tracto sucesivo, cuyas condiciones deberán mantenerse 
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de forma continua: el comienzo de la actividad tras la inicial comprobación y acreditación de 
su resultado en la correspondiente acta no extingue el vínculo entre la Administración y el 
titular, quedando facultada aquella para inspeccionar en cualquier momento la actividad o 
instalación autorizada. Es reiterada la jurisprudencia del Tribunal Supremo sosteniendo “que 
las licencias reguladas en el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y 
Peligrosas constituyen un supuesto típico de las denominadas autorizaciones de 
funcionamiento que, en cuanto tales, no establecen una relación momentánea entre 
Administración autorizante y sujeto autorizado sino que generan un vínculo permanente 
encaminado a que la Administración proteja adecuadamente en todo momento el interés 
público asegurándolo frente a posibles contingencias que puedan aparecer en el futuro 
ejercicio de la actividad. Y ello implica que respecto de estas licencias se atenúen e incluso 
quiebren las reglas relativas a la intangibilidad de los actos administrativos declarativos de 
derechos pues entendemos que la actividad está siempre sometida a la condición implícita de 
tener que ajustarse a las exigencias del interés público, lo que habilita a la Administración 
para, con la adecuada proporcionalidad, intervenir en la actividad, incluso de oficio, e 
imponer las medidas de corrección y adaptación que resulten necesarias...”. 
El artículo 76 de la Ley 7/2006 regula la finalidad de la inspección, que no es otra que 
garantizar que las actividades sujetas a intervención ambiental se ajusten a la legalidad y 
verificar el cumplimiento y la eficacia de las condiciones establecidas en el régimen de 
intervención aplicable en cada caso, con el objetivo de “a) Comprobar que las actividades se 
realicen según las condiciones en que se hubiere autorizado o aprobado su realización, así 
como su adecuación a la legalidad ambiental. b) Determinar la eficacia de las medidas de 
prevención y corrección de la contaminación, así como de las de protección ambiental que se 
hayan fijado en los distintos actos de control e intervención administrativa previa”, 
estableciendo en este mismo Título VII las actuaciones a realizar en caso de detectar 
deficiencias de funcionamiento, que pueden incluso suponer la suspensión de actividades o la 
ejecución subsidiaria de medidas correctoras. 
Precisamente esta valoración de las medidas correctoras adecuadas al emplazamiento de esta 
industria en un núcleo urbano condicionó la aprobación de las NN.SS. de Planeamiento, al 
considerar “… que no hay impedimento legal, en relación con las distancias, para zonificar 
con la categoría 4ª (peligrosas) en las NN.SS. lo que no significa ni presupone ningún tipo de 
licencia ni de autorización para ninguna actividad concreta pues su posibilidad de ubicación 
en la citada zonificación vendrá dada por la calidad de las medidas correctoras que tenga la 
actividad en si misma” 
La facultad de intervención que la Ley otorga a la autoridad municipal se concreta en el 
artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón en la figura del Alcalde, a quien esta 
norma atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento, entre 
los que se encuentran los relativos a la concesión de licencias para el ejercicio de actividades 
y el control de su regularidad. 
Segunda.- Necesidad de zonificación de usos potencialmente molestos 
La industria cuyo funcionamiento es objeto de queja trabaja con una materia prima, la oliva, 
muy vinculada a la zona en que se enclava, siendo uno de los productos más representativos 
del Bajo Aragón. 
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La implantación de industrias agroalimentarias repercute muy beneficiosamente en las zonas 
en las que se enclavan, por la sinergia que se crea entre la producción de materias primas y el 
aprovechamiento del valor añadido del producto final. En este sentido, la Ley 7/1998, de 16 
de julio, por la que se aprueban las Directrices Generales de Ordenación Territorial para 
Aragón establece (Dir. 85) que el modelo territorial del futuro en los aspectos relacionados 
con las actividades productivas facilitará la especialización y diferenciación de las 
producciones agrarias, la elevación del nivel de competitividad y la creación de servicios 
especializados para las empresas, para lo cual tendrá en cuenta, entre otras coordenadas, la 
potenciación de la industria agroalimentaria. Así, (Dir. 157) la ordenación territorial vinculada 
al fomento de la actividad económica debe basarse en el aprovechamiento del potencial 
endógeno, dirigiendo su objetivo hacia la explotación racional de sus recursos 
agroindustriales, turísticos o industriales, y el mantenimiento de la población a través de la 
creación de puestos de trabajo. 
Pero estas opciones favorecedoras de la implantación de industrias agroalimentarias en el 
medio rural deben sujetarse a unos criterios urbanísticos y de ordenación del territorio. Esta 
idea está contenida en la Directriz 91 cuando señala que las políticas del suelo propiciarán una 
adecuada gestión del mismo, utilizando todos los instrumentos que permite la normativa 
urbanística, con objeto de lograr una planificación urbana de calidad, debiendo facilitar la 
idónea localización de las actividades productivas. 
La política de suelo de un municipio se concreta en el Plan General de Ordenación Urbana, 
instrumento que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 32 y siguientes de la Ley 
5/1999, Urbanística de Aragón, clasifica el suelo con sus categorías y calificación urbanística 
y asigna y pondera los usos, intensidades y tipologías edificatorias de las diferentes zonas. 
Desarrollando los correspondientes preceptos legales, el Reglamento de desarrollo parcial de 
la Ley Urbanística señala en su artículo 41 que “El Plan General adoptará un modelo 
respecto de la ciudad y el territorio, que habrá de establecer los elementos determinantes de 
la estructura general y orgánica de los mismos, incluyendo objetivos, directrices y estrategias 
de desarrollo y, en particular, definiendo: a) La asignación a las diferentes zonas de los 
correspondientes usos globales cuya implantación se prevea y la intensidad de los mismos. ... 
c) Las necesidades de protección y mejora de la salud y la calidad de vida y, en 
consecuencia, las limitaciones y prohibiciones que resulten procedentes”. 
Es desaconsejable que determinadas actividades se desarrollen en zonas urbanas, dadas las 
molestias que su normal ejercicio puede causar, lo que perjudica tanto a los vecinos, que ven 
menoscabada su calidad de vida con las molestias derivadas de la industria, como a los 
empresarios, que se ven obligados a adoptar medidas correctoras suplementarias de las que 
serían precisas si estuviesen ubicados en áreas más alejadas de los núcleos, inconvenientes a 
los que se añade el clima de crispación social que generan situaciones de esta naturaleza, en 
que conviven vecinos afectados por la actividad, que exigen la implantación de medidas 
correctoras, con otros que trabajan en la misma o le venden sus productos, más proclives a 
tolerar una situación conflictiva en consideración a la eventual pérdida que el cierre de la 
instalación les podría suponer. 
Este criterio se recoge en el informe técnico incorporado al acuerdo de la C.P.O.T. aprobando 
la modificación nº 5 de las Normas Subsidiarias, cuando señala en su conclusión “El técnico 
que suscribe personalmente entiende que lo más correcto y adecuado al RAMINP sería 
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trasladar las instalaciones (puesto que están fuera de ordenación y se pretenden modernizar 
y ampliar) al Polígono Industrial Venta del Barro, pero evidentemente no es una cuestión de 
parecer personal sino de legalidad y de decisión municipal; no existiendo en conocimiento 
del técnico firmante impedimento legal para informar favorablemente siempre que la propia 
CPOT entienda que es un caso excepcional para aplicar el art. 20 y lo informe 
favorablemente, y ello en base también a la declaración de interés social realizada por el 
Ayuntamiento …” 
Tercera.- Sobre la obligación legal de colaborar con El Justicia de Aragón 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar, entre otras, “b) La actividad de los entes locales 
aragoneses y de las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos 
dependan, en los términos que establezca la ley del Justicia”. 
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos: 
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y 
todo el personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en 
quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier 
clase de documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
Artículo 20º- Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero: Formular Recordatorio de Deberes Legales al Ayuntamiento de La Puebla de 
Híjar, relativo a su obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones, conforme a 
lo establecido en artículo 19 de la referida Ley 4/1985. 
Segundo: Efectuar a dicha Entidad Sugerencia para que, en cumplimiento de su obligación 
de controlar que el ejercicio de las actividades sujetas a licencia se ajuste a las condiciones 
que justificaron su otorgamiento, y especialmente cuando se produzcan quejas ciudadanas por 
las molestias o peligro existentes, efectúe una inspección de las instalaciones de la empresa 
objeto de este expediente y ordene la adopción o reparación de las medidas correctoras que 
mitiguen los problemas denunciados. 
Tercero: Formularle Sugerencia relativa a la necesidad de, en ejercicio de la potestad de 
planeamiento que la Ley le confiere, estudiar previamente los inconvenientes derivados de la 
convivencia de usos residenciales con determinadas industrias, evitando en lo sucesivo esta 
coincidencia mediante una adecuada planificación. 
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Quedo en espera de su respuesta relativa a la aceptación o no de la Sugerencia formulada, 
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.4.3 29 de octubre de 2008. Planta de cogeneración de Aliaga (Teruel). Necesidad de 
integrar todos los aspectos en la resolución administrativa. Departamento de Medio 
Ambiente. DGA. 
Esta sugerencia trae causa de las quejas recibidas, a favor y en contra, de la denegación por 
el INAGA de la concesión de autorización ambiental integrada para una planta de 
cogeneración previsiblemente ubicada en el Municipio de Aliaga. El extenso expediente 
recopilado por la Institución pone de relieve como la Resolución de la Administración 
ambiental aragonesa adolece de algunos defectos de fundamentación y ponderación de 
intereses. Debido a lo anterior, el Justicia sugiere al INAGA que tenga en consideración las 
circunstancias concurrentes en el caso. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 29/08/08 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando la 
situación de la planta de cogeneración instalada en la localidad de Aliaga, que califica de 
ilegal, y el mantenimiento de su actividad y del azud indebidamente construido, a pesar de 
encontrarse en un espacio protegido. 
SEGUNDO.- Pocos días más tarde, se han recibido múltiples quejas de otros ciudadanos 
denunciando la posición contraria y reclamando el apoyo del Justicia ante la situación a que 
se ha visto abocada la empresa tras la denegación de la Autorización Ambiental Integrada 
(AAI) por la Resolución del INAGA de 29/04/08, que al no contar con este permiso tiene que 
cerrar sus instalaciones y ha presentado un expediente de regulación de empleo de sus once 
trabajadores, con lo que ello supone para el futuro del pueblo, al quedar comprometida 
incluso su propia supervivencia. Lamentan que por tal causa se pierda una inversión de 26 
millones de euros en la planta de gasificación que se pensaba construir aneja a la instalación 
de cogeneración que viene funcionando y que crearía nuevos empleos, y la marcha de la 
empresa a Andalucía si no se corrige de inmediato esta situación. 
TERCERO.- Dada la concurrencia de objeto de unas y otras quejas, se han unificado en un 
solo expediente. En orden a su instrucción, se han remitido sendas peticiones de información 
al Departamento de Medio Ambiente, a la Confederación Hidrográfica del Ebro y al 
Ayuntamiento de Aliaga. 
CUARTO.- La primera respuesta recibida ha sido de la Confederación Hidrográfica del Ebro, 
y es relativa a la situación del azud existente en el río, señalando lo siguiente: 
“La resolución adoptada por esta Confederación Hidrográfica del Ebro en 23 de septiembre 
de 2003 denegaba la concesión solicitada por Cinca Verde S.C.P.A., en el río Guadalope, 
término municipal de Aliaga (Teruel), con destino a la explotación de un centro de desarrollo 
agroindustrial y piscícola. 
Los dos motivos esenciales que fundamentaban esta resolución fueron, de una parte, el no 
existir una garantía suficiente para obtener los caudales necesarios que hagan operativa la 
explotación de este aprovechamiento y por otra, las condiciones medio-ambientales 
impuestas por el Gobierno de Aragón, al estar situadas estas obras en un tramo del río 
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Guadalope declarado como entorno Natural de Especial Protección, por lo que el 
otorgamiento de esta concesión, suponía una presión muy significativa para este río con un 
Impacto Ambiental comprobado importante. 
En esta misma resolución se ordenaba en consecuencia, la reposición del dominio público 
hidráulico a su estado primitivo, demoliendo las obras e instalaciones que se hubieran 
ejecutado. 
Por parte de la Sociedad peticionaria, se han modificado desde su primera solicitud, no sólo 
su titularidad, sino reiterativamente, los criterios de diseño y usos de este aprovechamiento, 
lo que ha dificultado en gran medida, la tramitación de este expediente, dilatando sus plazos 
y resoluciones. 
En la actualidad, se ha autorizado a Cinca Verde S.L. la demolición de las infraestructuras 
asociadas a esta piscifactoría ya ejecutadas y ubicadas dentro del dominio público 
hidráulico, con sujeción a una serie de condiciones, impuestas por esta Confederación y por 
el Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (INAGA)”. 
La resolución por la que se autoriza la demolición del azud es de fecha 16/09/08, 
estableciendo un periodo de un año para llevarla a cabo y determinadas condiciones para que 
su ejecución no suponga daños ambientales. Por tanto, esta cuestión parece estar ya en vías de 
solución. 
QUINTO.- Desde el Ayuntamiento de Aliaga se han remitido con carácter de urgencia las 
alegaciones presentadas en su momento (15 de abril de 2008, misma fecha en que tuvo lugar 
el Pleno en el que fueron aprobadas) a la propuesta de resolución denegatoria del INAGA, 
que se citan en la misma; se trascriben a continuación: 
“PRIMERO.- ALEGACIONES AL BORRADOR DE RESOLUCIÓN POR EL QUE SE 
DENIEGA LA AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA PARA LA INSTALACION 
EXISTENTE DE GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN EL TÉRMINO MUNICIPAL 
DE ALIAGA (TERUEL), PROMOVIDO POR CINCA VERDE, S.L. EXPEDIENTE 
INAGA/500301/02.2007/198. 
Visto el escrito remitido por el INAGA recibido en fecha 7 de abril de 2008, Registro de 
Entrada n° 188, mediante correo ordinario (sin certificar y sin acuse de recibo) adjuntando 
borrador de Resolución por el que se deniega la Autorización Ambiental Integrada para la 
instalación existente de generación de energía eléctrica en el término municipal de Aliaga 
(Teruel), promovido por Cinca Verde, S.L. (INAGA/500301/02.2007/198). 
Visto que en fecha 8 de abril se envía mediante fax y correo certificado con acuse de recibo 
al Sr. Director del Instituto Aragonés de Gestión Medio Ambiental, acusando recibo del 
borrador de la Resolución Indicada, y se pone de manifiesto que este Ayuntamiento dentro 
del plazo establecido de diez días presentará las alegaciones y observaciones que considere 
oportunas. 
Visto que en fecha 8 de abril se remite escrito al Sr. Gerente de Cinca Verde, S.L 
requiriéndole que Informen a este Ayuntamiento sobre una serie de extremos en relación con 
la planta de cogeneración titularidad de Cinca Verde, S.L. 




Visto que distintas asociaciones de la localidad entregan el martes día 8 de abril al Sr. 
Alcalde las 3.399 firmas recogidas en defensa de las instalaciones y actividad que Cinca 
Verde, S.L desarrolla en la localidad de Aliaga. 
Por lo que tras la obtención de la información que este Ayuntamiento ha considerado 
pertinente y que se pone a disposición de los Sres. Concejales y previo estudio detenido de la 
misma. 
Por lo que una vez debatido este asunto, e! Pleno por la unanimidad de los seis miembros 
presentes de los siete que componen la Corporación, y por tanto por mayoría absoluta del 
número legal de miembros, acuerda: 
Primero.- Presentar las siguientes alegaciones y/o observaciones al borrador de Resolución 
por el que se deniega la Autorización Ambiental Integrada para la instalación existente de 
generación de energía eléctrica en el término municipal de Aliaga (Teruel), promovido por 
Cinca Verde, S.L. (INAGA/500301/02.2007/198). 
PRIMERO.- AUSENCIA DE ARGUMENTACIÓN 
En términos generales entendemos que la argumentación utilizada por el INAGA para 
justificar la denegación de Autorización Ambiental Integrada ha obviado toda una serie de 
cuestiones y que se basa, aparentemente, en una falta de viabilidad técnica, económica y 
medioambiental. 
El propio borrador de resolución asume que este Municipio no realizaría observaciones al 
texto propuesto, cuestión que ha causado a este Consistorio un alto grado de sorpresa, dado 
que siempre ha puesto de manifiesto al INAGA la vital importancia de este proyecto para la 
supervivencia del Municipio y, por tanto, defiende y defenderá el mismo como mecanismo 
para el mantenimiento de los empleos y el desarrollo sostenible de un área rural como 
Aliaga. 
Es más, como ha sido público y notorio, el desarrollo de esta actividad en concreto es piedra 
angular de soporte de la actividad industrial del municipio en particular, y de la comarca en 
general. Así pues, fue una de las promesas electorales que han suscrito la mayoría de 
habitantes y votantes del municipio de Aliaga, por lo que representa en el momento actual el 
mayor de los activos de desarrollo social y económico. 
SEGUNDO.- AUTORIZACIONES 
El Proyecto que Cinca Verde, S.L. viene desarrollando en nuestro Municipio desde 1996 ha 
cumplido con la normativa que es de aplicación. 
2.1. La actividad cuenta con autorización administrativa para la instalación de la planta de 
cogeneración de fecha 14.06.99 
2.2. En fecha 13.09.00 se emitió resolución de la Dirección General de Industria y Comercio 
del Gobierno de Aragón por la que se otorga la condición de productor en régimen especial. 
2.3. En fecha 05.06.00 se otorga por este Ayuntamiento licencia de obras (acondicionamiento 
de parcela y accesos) 
2.4. El 13.06.01 y 20.07.01 se otorga por este Ayuntamiento la correspondiente Licencia de 
actividad clasificada y obras, respectivamente. 
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2.5. El 11.03.02 se autoriza la puesta en servicio de la planta de cogeneración. 
Se han destacado estas autorizaciones sin perjuicio de que un proyecto como el que es objeto 
de este procedimiento conlleva multitud de autorizaciones adicionales relativas a línea 
eléctrica, suministro y almacenamiento de gas..., autorizaciones todas ellas que fueron 
obtenidas en su día. 
Así como las autorizaciones y desarrollo de infraestructuras que han sido llevadas a cabo en 
pos de dotar de las mejoras condiciones técnicas y económicas a la actividad en cuestión. 
Por ejemplo, el proyecto y construcción de un gaseoducto por parte de Gas Aragón, con 
valor actual de 1,7M€, y financiado por el erario público ex-profeso para la planta de Cinca 
Verde, S.L. indicativo este hecho, de la voluntad e interés social y nacional de soportar el 
desarrollo de este proyecto, que viene siendo una realidad desde su autorización. 
Por tanto Cinca Verde, S.L. obtuvo la correspondiente licencia de actividad y de obras de 
este Ayuntamiento, previo Informe de la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio de 
fecha 5 de Junio de 2001 y previa obtención de la correspondiente autorización especial para 
construir en suelo no urbanizable. 
El borrador de la resolución pone de manifiesto que: 
“La clasificación urbanística del suelo en que se ubican las instalaciones es la de suelo no 
urbanizable según las normas subsidiarias de Aliaga, más concretamente, de suelo no 
urbanizable especial según la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón” 
No obstante hay que tener en cuenta que el informe de la Comisión Provincial de Ordenación 
del Territorio de fecha 5 de Junio de 2001 estableció que en cuanto al aspecto urbanístico, 
con fecha 10.10.00 fue emitido Informe por los técnicos de la Comisión Provincial de 
Ordenación del Territorio en sentido favorable a la instalación (...). Con fecha 29.11.00 se 
emite informe favorable de la Confederación Hidrográfica del Ebro. Con fecha 30.05.01 es 
emitido informe por el Departamento de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma de 
Aragón. 
Por todo ello entendemos que dicha circunstancia (carácter no urbanizable del suelo) fue 
superada como consecuencia de que tras el trámite previsto en la Ley 5/1999 de de 25 de 
Marzo. Urbanística de Aragón, se obtuvo la correspondiente autorización especial. 
Entendemos que existen en la zona problemas ambientales de importancia tales como la 
escombrera de estériles de minería de la antigua central térmica. 
TERCERO.- TRAMITACIÓN DE LA AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA 
Como consecuencia de la aprobación y consiguiente entrada en vigor de la Ley 7/2006, de 22 
de junio, de protección ambiental de Aragón, Cinca Verde, S.L. procedió a solicitar la 
correspondiente Autorización Ambiental Integrada tal y como se estable en el propio 
borrador de Resolución. 
En el último trámite de la Autorización Ambiental Integrada se han solicitado por parte del 
INAGA los correspondientes informes necesarios a los diferentes organismos. 




3.1. Por lo que respecta al Informe Favorable del Ayuntamiento de Aliaga 
Este Ayuntamiento puso de manifiesto que no se estaba incumpliendo la normativa 
urbanística y que el Proyecto estaba siguiendo todos los trámites establecidos en la Ley 
5/1999 de de 25 de Marzo. Urbanística de Aragón 
3.2. Dirección General de Calidad Ambiental. 
Desconocemos el contenido de este informe si bien claramente queda acreditado en el 
borrador de resolución que es favorable. 
3.3. Confederación Hidrográfica del Ebro. 
Destaca especialmente el informe de la Confederación Hidrográfica del Ebro. Tal y como el 
propio borrador de resolución reconoce, la Confederación Hidrográfica del Ebro emitió un 
primer informe desfavorable que tras estimarse las alegaciones efectuadas por Cinca Verde, 
S.L., dieron lugar a un segundo informe favorable. 
Este informe tiene carácter vinculante tal y como establece el Artículo 47.11 de la citada Ley 
7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón. 
El citado informe establece un único condicionante de no verter aguas residuales. 
De acuerdo a la información que este Municipio tiene como consecuencia de la tramitación 
de la autorización urbanística especial y licencia ambiental solicitadas por Cinca Verde, S.L. 
en relación a la Planta de recuperación de CO2 para asociarla a la planta de cogeneración, 
Cinca Verde, S.L. tiene paralizada la tramitación de las licencias para dicho proyecto en 
tanto y cuanto no obtenga la autorización para la planta de cogeneración en las condiciones 
actuales. 
Ahora se produce la paradoja de que tal y como parece desprenderse del borrador de 
resolución, el INAGA pretende denegar la Autorización Ambiental Integrada sobre la base de 
que Cinca Verde, S.L. carece de concesión de agua y vertidos. Todo ello a pesar de que la 
compañía tiene presentada la correspondiente solicitud según se nos ha puesto de manifiesto 
por la misma Cinca Verde, S.L. 
Entendemos que las administraciones públicas han de estar al servicio del administrado y 
que tanto a los distintos departamentos de la administración estatal como autonómicas, como 
a nosotros los municipios nos incumbe desarrollar nuestra actividad de forma coordinada. 
De acuerdo a la información obtenida de la compañía Cinca Verde, S.L. solicitó bajo el 
expediente 2003-A-321 una concesión de agua de 300 litros por segundo. Posteriormente en 
fecha 16.05.07 se redujo el caudal solicitado a 20 litros por segundo. Este expediente está en 
trámite. 
CUARTO.- CONTENIDO DEL BORRADOR DE RESOLUCIÓN 
Entrando en el fondo de las argumentaciones vertidas en el borrador de resolución: 
4.1. En su antecedente de hecho decimoprimero, la Resolución establece que: 
“En ausencia de autorizaciones para la captación y vertido de aguas, Cinca Verde, S.L. se ve 
obligada a obtener el agua a través del transporte mediante camiones cisterna, y a retirar las 
aguas residuales igualmente a través de camiones cisterna, ya que la planta no puede 
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funcionar sin consumir ni verter agua. Esto se suma a que el gas natural necesario para la 
generación de energía eléctrica también llega a la planta con camiones cisterna, por no 
disponerse de infraestructuras, considerándose que todo el conjunto de transporte de aguas y 
combustibles hacen insostenible el proyecto, tanto desde los puntos de vista técnico y 
económico, como medioambiental” 
En su fundamento jurídico tercero establece que: 
“Dado que el objeto de la Ley de prevención y control integrados de la contaminación es 
evitar o, cuando ello no sea posible, reducir y controlar la contaminación de la atmósfera, 
del agua y del suelo, mediante un sistema de prevención y control integrados de la 
contaminación, con el fin de alcanzar una elevada protección del medio ambiente en su 
conjunto, se considera que la pretensión suscitada es Inadmisible para obtener la 
Autorización Ambiental Integrada de conformidad con el Proyecto básico y la documentación 
aneja aportada, por considerarse que no se cumplen los principios Informadores de la Ley y, 
en concreto, que en el funcionamiento de las instalaciones no se adoptan las medidas 
adecuadas para prevenir la contaminación, particularmente mediante la aplicación de las 
mejores técnicas disponibles y que no se utiliza la energía y el agua de manera eficiente, 
según lo señalado en el antecedente decimoprimero.” 
Todo lo anterior, para luego resolver en los siguientes términos: 
“Denegar la Autorización Ambiental Integrada a Cinca Verde, S.L., (CIF: 8-253781.87), 
CNAE: 401.0, ubicado en Ctra. A-2403, Km. 20, en el término municipal de Aliaga (Teruel) 
cuyo suelo está calificado como no urbanizable especial, por considerarse que no se cumplen 
los principios informadores de la Ley de Prevención y Control Integrados de la 
contaminación y, en concreto, que en el funcionamiento de las instalaciones no se adoptan 
las medidas adecuadas para prevenir la contaminación, particularmente mediante la 
aplicación de las mejores técnicas disponibles y que no se utiliza la energía y el agua de 
manera eficiente.” 
4.2. Atendiendo a cada una de las alegaciones utilizadas, queremos poner de manifiesto lo 
siguiente: 
4.2.1 En primer lugar y en relación con la insostenibilidad técnica del proyecto, cabe señalar 
que técnicamente la planta de cogeneración es perfectamente viable. No hay mayor prueba 
de la viabilidad técnica de la planta que el hecho de que ha venido funcionando de forma 
continuada. 
De acuerdo a la información obtenida de Cinca Verde, S.L, la planta de cogeneración no ha 
sufrido averías de importancia ni causado disturbios a la red eléctrica ni ha visto 
sobrepasados en ningún momento los parámetros legales de contaminación. 
De acuerdo al proyecto autorizado en su día a Cinca Verde S.L., la planta de cogeneración 
está compuesta, de acuerdo a los datos que constan en la autorización administrativa de 
instalación eléctrica otorgada el 14/06/99 de “7 motores alternativos a gas natural de 
combustión Interna 1000 rpm y potencia nominal de 2.990 Kw cada uno” con una potencia 
eléctrica total de 23.920 kW. 
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De acuerdo a la información facilitada por la compañía, los citados motores son motores de 
alta eficiencia de última generación y de calidad contrastada. Motores Rollos-Royce, 
tecnología que utiliza en otras plantas de cogeneración propiedad del mismo grupo. 
La cogeneración de Cinca Verde, S.L., tal y como se ha acreditó en la tramitación del 
proyecto, es una cogeneración de alta eficiencia ya que el valor de PES (ahorro de energía 
primaria) es superior al 10% y por tanto es un sistema de generación eléctrica recomendado 
por la Directiva 2004/8/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 11.02.04 relativo al 
fomento de la cogeneración sobre la base de la demanda de calor útil en el mercado interior 
de la energía. 
Desconocemos cual es el fundamento en el que el INAGA basa su afirmación de la 
inviabilidad técnica del proyecto, ya que como se pone de manifiesto no se justifica. 
Si la inviabilidad técnica pretendida se basa en lo que posteriormente manifiesta que: 
“las instalaciones no se adaptan a las medias adecuadas para prevenir la contaminación, 
particularmente mediante la aplicación de las mejoras técnicas disponibles”, entendemos que 
dicha afirmación está nada más lejos de la realidad, ya que: 
(i) Es una cogeneración de alta eficiencia. 
(ii) El combustible que utiliza la planta es Gas Natural Licuado (GNL). Este combustible es el 
combustible que utilizan en el 8 % de las plantas de cogeneración existentes en España, y en 
más de 43 municipios, algunos de ellos de tal envergadura como puede ser la Ciudad de 
Albacete. 
(iii) Los motores utilizados por la cogeneración son motores de la generación 3 de Rolls 
Royce. 
4.2.2 En segundo lugar y en relación con la insostenibilidad medioambiental, señalamos que, 
de la misma forma que en la cuestión anterior, no encontramos ¡os argumentos expresamente 
enunciados en virtud de los cuales el INAGA considera que la instalación no es 
medioambientalmente sostenible. 
Parece deducirse que dicho argumento podría estar relacionado en las siguientes 
manifestaciones recogidas en el Borrador de resolución: 
(i) “En el funcionamiento de las instalaciones no se adoptan las medidas adecuadas para 
prevenir la contaminación”. 
Tal y como ya hemos manifestado, desde que la planta de cogeneración inició su 
funcionamiento no se ha producido ningún incidente medioambiental, pero además la planta 
cuenta, según consta en los proyectos, con las mejores técnicas disponibles para la 
prevención de la contaminación. 
Según nos ha informado la compañía a requerimiento de este Ayuntamiento, la instalación de 
Cinca Verde, S.LU. dispone de un Sistema Integrado de Gestión implantado, según las 
normas UNE EN 190 9001:2000 para la gestión de la calidad, UNE EN ISO 14001:2004 
para la gestión medioambiental, UNE EN ISO 18000 para la gestión de la Prevención de 
accidentes. Dicho sistema de gestión está siendo certificado en el transcurso de este año 2008 




Los contaminantes emitidos a la atmósfera por cada foco de emisión vienen recogidos en el 
“Informe sobre la Medición y Análisis de Emisiones Atmosféricas” con referencia N0: 
50/44/14/2/002894 y fecha de emisión 16 de Junio de 2003 elaborado por ECA, Entidad 
Colaboradora de la Administración, S.AU. (Organismo de Control autorizado en materia de 
calidad ambiental por Resolución de 20 de Diciembre de 2000, de la Dirección General de 
Industria y Comercio, por la que se actualiza y renueva la autorización concedida por 
resolución de 7 de Marzo de 1997), y el “Estudio de Emisión de Contaminantes a la 
Atmósfera correspondiente a la empresa COURANT ENERGIES ALIAGA, S.L.U. 
(actualmente Cinca Verde, S.L.) situada en Aliaga (Teruel)” NO: 50/44/14/1/007270 y fecha 
de emisión 21 de Noviembre de 2006 elaborado también por ECA, Entidad Colaboradora de 
la Administración, S.A.U.. 
Estos controles quedan reflejados en los correspondientes libros debidamente registrados 
Todos ellos pertenecen al Grupo B, Epígrafe 2.1.2, de actividades potencialmente 
contaminadoras de la atmósfera, por lo cual se realizan mediciones oficiales de emisión de 
contaminantes con una periodicidad de 3 años, y un autocontrol de las emisiones con una 
periodicidad anual según la IT016, Autocontrol de emisiones atmosféricas. 
Es decir que todos los focos de emisión están auditados por la correspondiente ECA y las 
emisiones dentro de los límites legalmente establecidos. 
RESIDUOS PELIGROSOS: 
Cinca Verde S.L.U. dispone de la correspondiente Inscripción en el Registro de Pequeños 
Productores de Residuos Peligrosos AR/PP-5126/2006 que le fue concedida en la Resolución 
de 8 de Agosto de 2006 del Delegado Provincial de Teruel del Instituto Aragonés de Gestión 
Ambiental (INAGA) por la que se modifica la inscripción en el Registro de Pequeños 
Productores de Residuos Peligrosos de la Comunidad Autónoma de Aragón a la empresa 
Cinca Verde. (Inscripción inicial de fecha 3 de Febrero de 2004, con número AR/PP-
5126/2004). 
La gestión posterior de los Residuos Peligrosos se realiza mediante Gestores Autorizados por 
la autoridad competente a tal efecto. 
RESIDUOS NO PELIGROSOS: 
Respecto a los residuos no peligrosos, se separa el papel y el cartón y se deposita en los 
contenedores habilitados por este Ayuntamiento para la recogida selectiva de papel y cartón. 
Gestión de los residuos: 
Para cada uno de los residuos generados que fueron puestos de manifiesto como aspectos 
ambientales significativos en la evaluación de aspectos ambientales, se ha establecido una 
Instrucción técnica que define la gestión a efectuar con el residuo desde su generación hasta 
su retirada, así como los responsables de llevarlo a cabo. 
Medidas para minimizar la generación de residuos 




a) La recogida interna de los residuos se realiza siguiendo las instrucciones técnicas 
desarrolladas a tal efecto, donde se indican los responsables de la recogida. 
b) Las tareas de manipulación de productos se ejecutan siguiendo todas las precauciones 
necesarias para evitar derrames de producto y/o daños a la salud de los trabajadores, por 
una inadecuada manipulación de éstos. 
c) Adicionalmente se lleva a cabo una revisión periódica de las instalaciones, incluyendo las 
zonas de almacenamiento de productos químicos y residuos, con el objeto de detectar 
posibles fugas de producto debido a roturas de envases y/o sistemas de retención. 
d) En las zonas donde se depositan los envases de productos químicos en estado líquido, se 
ha dispuesto de cubetas de seguridad para la retención de líquidos, con el objeto de que en el 
caso de que haya derrames por fugas, roturas, fisuras, etc., el líquido quede retenido en dicha 
cubeta para su posterior gestión. 
RUIDOS Y VIBRACIONES 
Con la finalidad de evitar la transmisión de un elevado volumen de ruido hacia el exterior, 
así como para dar cumplimiento a la Normativa vigente, se proyectó la instalación de los 
grupos en el interior de una sala tratada acústicamente de manera que no traspasen hacia el 
exterior niveles acústicos inadmisibles. 
El tratamiento acústico se ha hecho mediante la instalación, en la sala, de materiales de 
cerramiento que proporcionan un elevado aislamiento acústico, de manera que la 
transmisión al exterior de la sala provoque el mínimo nivel de inmisión. Además las entradas 
y salidas de aire para ventilación están equipadas con silenciadores, de manera que se evite 
la fuga de sonido por ellas. 
La compañía ha venido cumpliendo con la legislación medioambiental y no nos consta como 
Ayuntamiento que se estén causando daños al río o su entorno. 
SUELOS: 
Se ha cumplido con la ORDEN de 14 de junio de 2006, del Departamento de Medio 
Ambiente, por la que se aprueba el modelo normalizado de Informe Preliminar de Situación 
de Suelos en la Comunidad Autónoma de Aragón los titulares de las actividad incluidas en el 
Anexo I del Real Decreto 9/2005, presentando el correspondiente Informe Preliminar de 
Situación de Suelos. 
Todo ello es prueba del compromiso de la compañía con el medioambiente. 
(ii) El borrador de la resolución establece: “Se ve obligada a obtener el agua a través de 
transporte mediante camiones cisterna y a retirar las aguas residuales igualmente a través de 
camiones cisterna” 
Este Municipio ha venido suministrando el agua de la Instalación sin que dicho hecho haya 
supuesto inconveniente alguno para la Localidad. 
Nos consta que Cinca Verde, S.L. ha tratado el agua suministrada de forma eficiente y 
precisamente por el hecho de que se trata de un bien escaso, el agua residual es tratada de 
acuerdo a las mejores técnicas disponibles para su reutilización. 
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Las entregas de agua realizadas son más optimizadas que si se realizase un suministro 
continuo proveniente del río ya que, como la Compañía ha puesto de manifiesto, el agua es 
reutilizada. 
Este suministro a través de camiones se ha venido realizando como medida alternativa en 
tanto y cuanto la C.H.E. finalice la tramitación de la correspondiente concesión. 
Si la planta puede funcionar en circuito cerrado tal y como lo ha venido haciendo ¿cuál es el 
fundamento de que se le deniegue la Autorización Ambiental Integrada?. Dicho en otras 
palabras ¿si la planta tuviera autorización de vertido y concesión de aguas se le otorgaría la 
Autorización Ambiental Integrada?. Este Ayuntamiento no entiende que si la planta técnica y 
medioambientalmente es viable tal y como ha venido funcionando, y todo ello sin perjuicio de 
la continuación de los trámites ante la CHE para las concesiones mencionadas 
anteriormente, se pretenda la denegación de la Autorización Ambiental Integrada, teniendo 
un informe favorable y vinculante de la CHE. 
(ii) El borrador de resolución también indica “Retira las aguas residuales igualmente a 
través de camiones cisternas”. 
Si los argumentos anteriores nos parecen carentes de justificación, el tema del vertido aún lo 
es más. 
El sistema utilizado para la gestión de residuos, tal y como ya se ha manifestado, se realiza a 
través de un gestor autorizado de residuos y ello mientras se tramita la autorización de 
vertido. 
(iii) Y el borrador de resolución continúa diciendo: “Esto se suma a que el gas natural 
necesario para la generación de energía eléctrica también llega a la planta con camiones 
cisterna por no disponer de infraestructuras”. 
En este sentido hay que poner de manifiesto: 
a) En primer lugar y tal y como ya hemos manifestado en España existen más de 43 
municipios en España que mantienen instalaciones de cogeneración cuyo aprovisionamiento 
de combustible se realiza mediante el suministro de G.N.L. 
De la manifestación del INAGA parece referirse que dichas plantas no deberían estar en 
funcionamiento. 
En ningún caso existe una disminución de la eficiencia de las plantas de cogeneración, 
derivada del modo en que el gas llegue a las Instalaciones, bien sea por gaseoductos, bien 
sea por camión cisterna. 
b) La planta satélite de almacenamiento de G.N.L cuenta con todas las autorizaciones desde 
el año 2002. 
c) En los años que la planta de Cinca Verde, S.L. ha estado en funcionamiento no se ha 
producido ningún accidente ni Incidencia con el transporte de G.N.L dentro de la Planta 
propiedad de Cinca Verde, S.L. 
d) Pero si los anteriores puntos entendemos que son suficientes para poner de manifiesto que 
la forma de transporte del gas a la planta en ningún caso es significativo, lo más grave es que 
Cinca Verde, S.L.U. ha solicitado a ENDESA GAS la conexión al gaseoducto y que cuando 
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ENDESA GAS (GAS ARAGÓN, S.A.) ha tramitado las correspondientes autorizaciones el 
INAGA tras la emisión de un informe favorable en el año 2005 emitió posteriormente un 
informe desfavorable en el 2006 que ha impedido la conexión al gaseoducto, después de 
disponer de una infraestructura desarrollada ex profeso para la dicha Instalación. Lo que 
parece realmente ridículo, ya que se ha invertido mucho dinero (cerca de 1,7M€) en obtener 
el suministro del gaseoducto que dista de la instalación unos 150 m. 
4.2.3. En tercer lugar y en relación con la insostenibilidad económica, nos parece 
sorprendente este argumento, dado que Cinca Verde, S.LU. es una empresa perteneciente al 
grupo NEOELECTRA, que según nos ha informado ha venido invirtiendo en nuestra 
Comunidad Autónoma desde 1996 más de Euro 60 M€. 
En concreto en el Municipio de Aliaga, la inversión realizada por el grupo hasta la fecha 
alcanzan los 26 M€, y las proyecciones económicas existentes con la planta de CO2 
proyectada, son las mayores inversiones realizadas en este Municipio. 
Si una empresa privada realiza una inversión como la realizada hasta ahora y la proyectada 
por Cinca Verde, S.L.U, hemos de entender que la realiza sobre la base de su viabilidad 
económica. 
Las administraciones no deberíamos inmiscuimos en la viabilidad económica de un proyecto, 
dado que no es de nuestra competencia, ni poseemos los medios para verificarlo. 
La libertad de empresa es un principio reconocido en nuestra Constitución. Por otro lado, es 
nuestro deber como administradores sociales, el promover el desarrollo social e industrial 
sostenible, y más en zonas deprimidas y con barreras en el desarrollo de infraestructuras 
como es el municipio de Aliaga. 
QUINTO. - IMPORTANCIA DE LA PLANTA DE COGENERACIÓN PARA EL MUNICIPIO 
DE ALIAGA 
5.1. Población: 
Nuestro Municipio que en el año 1950 contaba con una población de 1959 personas vio 
decrecer (a misma de forma alarmante hasta 374 habitantes en el año 2001. Sin embargo y 
tras la implantación y puesta en marcha del proyecto de Cinca Verde, S.L.U. la población se 
ha Incrementado hasta 422 personas en el año 2007. 
Nuestro Municipio tiene una población activa de aproximadamente 85 personas. Actualmente 
Cinca Verde, S.L.U. da trabajo a 11 personas que viven en nuestro municipio lo que 
representan 10 familias. Podemos decir que la planta da trabajo al 13% de la población 
activa de forma directa. Todo ello sin perjuicio de los efectos indirectos que dichos empleos 
suponen. 
Hay que tener en cuenta que ALIAGA es un municipio perteneciente a una cuenca minera. En 
1948 se instaló la central térmica de carbón 48 MW y su desmantelación en 1981 causó 
graves perjuicios a la zona. Como fue el hecho constatable de la emigración sufrida por el 
municipio hasta la llegada de los propietarios de Cinca Verde, S.L 
Gran parte de estos perjuicios se minoraron con la llegada de la central. Adicionalmente hay 
que tener en cuenta que la sustitución de una planta térmica por una planta de cogeneración 
es una clara ventaja medioambiental. Aún más, el proyecto de Recuperación de CO2, es un 
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hecho indudable de la apuesta de este municipio y de la propiedad de Cinca Verde, S.L, por 
la promoción y desarrollo de industria sostenible y respetuosa con el medioambiente. Esta 
acción evitará la emisión de cerca de 21.000 tn de CO2 a la atmósfera. Qué duda cabe de la 
oportunidad medioambiental que se nos brinda. 
Existe un claro apoyo popular al proyecto, prueba de ello es que se ha entregado en el 
Ayuntamiento un documento a favor del proyecto apoyado por 3399 firmas y 12 asociaciones 
culturales. Se han hecho manifestaciones, acuerdos plenarios de Aliaga y de numerosos 
pueblos de nuestra Comarca y de otras. 
La consecución del proyecto de captación y embasado de CO2 es un punto explícito en el 
programa electoral de la candidatura ganadora las pasadas elecciones refrendado 
mayoritariamente por el pueblo. 
5.2. Situación económica: 
Si tenemos en cuenta la situación económica actual, el preocupante crecimiento de la tasa de 
desempleo, la falta de proyectos alternativos en la zona, el cierre de una planta como la de 
Cinca Verde, S.LU. supondría un perjuicio irreparable para este Municipio y su población 
que se vería obligada a buscar empleo en otras zonas y por tanto a abandonar el pueblo. 
Para Aliaga el mantenimiento y supervivencia de la planta es una cuestión de Interés público. 
Es indudable que la planta de cogeneración de Cinca Verde, S.L ha supuesto un revulsivo 
muy favorable para el municipio de Aliaga, nos ha dado otra vez esperanzas en el futuro, y 
no solo por el importante número de puestos de trabajo creados y la fijación de población 
que ha supuesto, sino también por el importante números de proyectos que este Ayuntamiento 
ha puesto en marcha aprovechando este balón de oxígeno que ha supuesto Cinca Verde, SL, 
los proyectos son: 
-Próxima construcción de ocho viviendas de protección oficial. 
-La apertura de un supermercado avalado por todos los habitantes de Aliaga, ya que la 
inmensa mayoría son socios de la sociedad que se ha creado para la apertura del 
supermercado. 
-La construcción de un área Industrial, que se espera que en un corto periodo de tiempo esté 
finalizada, actualmente se ha finalizado la segunda fase. 
- La construcción de dos áreas ganaderas, que se encuentran casi finalizadas. 
- Se prevé la creación de una escuela de educación infantil de 0 a 3 años. 
- La restauración de la residencia en el barrio de Santa Bárbara para albergue, dentro del 
proyecto ITACA, que se ha finalizado la 3ª fase. 
-La restauración del molino harinero de Aliaga para la creación de museo, y hospedería, con 
una inversión prevista de 2.000.000 € y se cuenta en la actualidad con una financiación de 
1,500.000 € del MINER. 
-Etc. 
Aliaga pertenece a la Comarca de las Cuencas Mineras y de acuerdo a información reciente 
en los últimos meses se han perdido más de 200 puestos de trabajo lo que supone que en 
menos de un año la citada comarca ha perdido más del 20% de los puestos de trabajo. 
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La Comarca de las Cuencas Mineras es la comarca de Aragón con mayor porcentaje de paro 
de menores de 25 años. 
No podemos olvidar que Aliaga es un municipio de la provincia de Teruel. 
Así pues, el cierre de esta Instalación por motivos que no son nada claros, provocaría un 
nuevo episodio de emigración de la parte de la población con mayor cualificación, y renta 
per cápita fuera del entorno actual. Así como de las necesidades de infraestructuras básicas 
para el desarrollo social, pues no hay que olvidar que la población que emigra es la 
población activa, en un rango de edad media cercana a los 28 años, con formación 
universitaria técnica. De igual forma, la emigración conllevará La pérdida de la oportunidad 
de mantener un régimen de natalidad que soporte otras infraestructuras como son las 
escuelas, y como son los profesores asociados a las mismas, y en cadena, la necesidad de 
comercios que soporten las demandas de material y suministros básicos, y como cascada la 
oportunidad de otros servicios como son los de sanidad. 
En definitiva, el municipio y entorno de Aliaga con la desaparición que ustedes promueven de 
Cinca Verde, S.L, avocarán a la desaparición de nuestro pueblo, que solo quedará para 
residentes de la tercera edad y de segunda residencia para un mes y medio en verano. 
¿No es la base de la cultura medioambiental y del ecologismo, el desarrollo y la defensa del 
entorno, y no es más cierto que en este entorno lo que deseamos es la supervivencia del ser 
humano? 
¿Cómo pues, ustedes, rectores del INAGA, nos avocan a la desaparición, a la despoblación, a 
la pérdida de nuestras raíces, y de nuestros seres queridos, sin darnos alternativa alguna? 
Por otro lado, ¿cómo que en su glosario y borrador, no aducen en forma y manera 
alteraciones del medio y del entorno reales y cuantificables que soporten una negativa a una 
industria que cuenta en todo el marco europeo y por supuesto nacional de todos los 
parabienes, pues es sostenible y respetuosa con el medio ambiente? 
Y por último; ¿no deberían ser ustedes los primeros en promocionar y potenciar el desarrollo 
de estas infraestructuras, y más en zonas con tantas barreras para el desarrollo como es 
Aliaga? 
5.3. Otras Consideraciones 
Al margen de todo lo anterior, este Municipio quiere adicionalmente poner de manifiesto lo 
siguiente. 
La compañía ha venido desarrollando su actividad en nuestro Municipio con un completo 
cumplimiento de la legalidad vigente. 
(i) Cinca Verde, S.L. ha cumplido puntualmente con el pago de los tributos municipales, lo 
que supone una fuente de ingresos importante en los presupuestos municipales. En el 
ejercicio 2007 aportó el 9,93% de los recursos ordinarios del Ayuntamiento (Capítulos 1 a 
V). 
(ii) Este Ayuntamiento no tiene constancia de la existencia de incidentes medioambientales de 
ningún tipo y a la vista de los expuesto hasta ahora queda claramente acreditado que la 
empresa dispone de las técnicas necesarias y ha adoptado las medidas correspondientes para 
evitar cualquier tipo de emisión contaminante. 
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(iii) La proyectada planta de C02 puede suponer para el Municipio la creación de al menos 2 
empleos adicionales directo, así como una cooperativa que soportará la logística del CO2, 
compuesta por al menos 5 puestos indirectos. 
SEXTO.- LA COGENERACIÓN COMO TÉCNICA EFICAZ PARA LA PRODUCCIÓN DE 
ELECTRICIDAD 
6.1. Real Decreto 661/2007 de 25 de Mayo 
En la propia exposición de motivos del Real Decreto 661/2007 de 25 de Mayo por el que se 
regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial se establece: 
“La sociedad española actual, en el contexto de la reducción de la dependencia exterior, de 
un mejor aprovechamiento de los recursos energéticos disponibles y de una mayor 
sensibilización ambiental, demanda cada vez más la utilización de las energías renovables y 
la eficiencia en la generación de electricidad, como principios básicos para conseguir un 
desarrollo sostenible desde un punto de vista económico, social y ambiental. 
Además, la política energética nacional debe posibilitar, mediante la búsqueda de la 
eficiencia energética en la generación de electricidad y la utilización de fuentes de energía 
renovables, la reducción del efecto invernadero de acuerdo con los compromisos adquiridos 
con la firma del protocolo de Kyoto” 
6.2. Consideración de la cogeneración por el Ministerio de Industria 
El propio Ministerio de Industria en su página Web establece:; 
“La cogeneración es una técnica de gran eficacia para producir electricidad y calor que 
permite ahorrar energía mediante la producción combinada de calor y electricidad. Las 
ventajas de la cogeneración son las siguientes: 
- Alta eficacia, lo que significa menor consumo de combustible y menores emisiones de CO2 
o de otro tipo y por ende, una contribución al desarrollo sostenible. 
- Menos pérdidas en la red eléctrica, debido a que las instalaciones suelen estar más cerca 
del punto de consumo, facilitando así una generación más distribuida. 
- Mayor competencia entre productores de electricidad, debido a que la tecnología de la 
cogeneración permite que entren en el mercado nuevos competidores. 
- Oportunidades de creación de nuevas empresas. Fundamentalmente PYME, empresas en 
colaboración y otras fórmulas de cooperación entre partes interesadas (de la industria, la 
electricidad, la tecnología).” 
6.3. Directiva 2004/8/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 11.02.04 
Y todo ello dentro del marco de la Directiva 2004/8/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 11/02/04 relativo al fomento de la cogeneración sobre la base de la demanda de 
calor útil en el mercado interior de la energía y por la que se modifica la Directiva 
92/42/CEE, que considera la cogeneración como una prioridad comunitaria y establece: 
“En la actualidad, en la Comunidad está infrautilizado el potencial de la cogeneración como 
medida para ahorrar energía. El fomento de la cogeneración de alta eficiencia sobre la base 
de la demanda de calor útil es una prioridad comunitaria habida cuenta de los beneficios 
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potenciales de la cogeneración en lo que se refiere al ahorro de energía primaria, a la 
eliminación de pérdidas en la red y a la reducción de las emisiones, en particular de gases de 
efecto invernadero. Además, el uso eficaz de la energía mediante la cogeneración puede 
también contribuir positivamente a la seguridad del abastecimiento energético y a la 
situación competitiva de la Unión europea y de sus Estados miembros. Por consiguiente, es 
necesario tomar medidas para garantizar una mejor explotación del potencial en el marco 
del mercado Interior de la energía.” 
La Directiva considera que el uso de la cogeneración debe ser una de las medidas necesarias 
que permitan cumplir el Protocolo de Kioto de la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el cambio climático. 
6.4. Plan de Acción 2008 - 2012 publicado en Julio 2007 por el Instituto para la 
Diversificación y el Ahorro de Energía 
Si acudimos al Plan de Acción 2008 2012 publicado en Julio 2007 por el Instituto para la 
Diversificación y el Ahorro de Energía, adscrito al Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio, claramente se desprende del mismo la necesidad de potenciar la cogeneración. 
El citado informe establece: 
“Se observa que la evolución de potencia real instalada está más próxima al escenario base 
de la E4 que a los ambiciosos objetivos de desarrollo del potencial de cogeneración 
introducidos por el Plan de Acción 2005 2007. Las posibles causas de la actual tasa de 
crecimiento se deben fundamentalmente por un lado al retraso en el establecimiento del 
marco legislativo introducido por el Real Decreto 661/2007 de 25 de mayo por el que se 
regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial, y por otro a la 
falta de correlación entre los precios de compra del combustible y los precios de venta de la 
energía eléctrica producida. Del mismo modo es relevante la reciente aprobación del Real 
Decreto 616/2007 de 11 de mayo, sobre fomento de la cogeneración, el cual introduce en 
nuestro ordenamiento jurídico lo conceptos que identifica la Directiva 8/2004/CE. 
Es de esperar que la reciente regulación tanto administrativa como económica del régimen 
especial en cogeneración produzca un fuerte Impulso en el futuro desarrollo del potencial; no 
obstante y a la vista de la gráfica anterior, el objetivo de 9.215 MWe instalados en el año 
2012 no se contempla como un escenario razonable de evolución futura.” 
En esta misma línea el Informe continúa diciendo: 
“En lo que se refiere a nuevo potencial de cogeneración y teniendo en cuenta la coyuntura 
actual y su comparación con el objetivo del Plan de Acción 2005 2007, el presente Plan 
propone un aumento de la potencia instalada respecto la situación de referencia, definida en 
la Planificación de Sectores de Gas y Electricidad 2002 2011, de tal forma que en el año 
2012 se alcance la cifra de 8.400 MWe lo cual constituye el escenario eficiencia para el 
nuevo potencial de cogeneración. Esto supone un incremento de 315 MWe respecto la 
situación de referencia, con un ahorro energético asociado de 95 ktep anuales acumulados al 




A la vista de la necesidad de potenciar las instalaciones de cogeneración, ¿Aragón se puede 
permitir cerrar una planta instalada que cumple con los requisitos de eficiencia y que 
medioambientalmente no ha tenido ningún problema?. 
El citado Informe continúa diciendo: 
“En lo que se refiere a mejora de la eficiencia energética de las cogeneraciones existentes, 
dicha eficiencia está ligada a la modernización y/o sustitución de los equipos principales en 
función de su vida útil. Esta vida útil depende de diversos factores relacionados con la 
tecnología utilizada y horas de funcionamiento de la instalación. Como dato representativo 
se puede considerar una durabilidad de 100.000 horas de funcionamiento con la realización 
de una revisión de tipo 'overhault' a las 60.000 horas, lo que asociado a un funcionamiento 
medio anual en torno a las 6.200 horas, supone una vida útil en torno a los 16 años.” 
De acuerdo a la información facilitada por la compañía los motores de la planta llevan 
funcionando aproximadamente unas 23.000 horas lo que implica que los mismos tienen 
todavía una larga vida útil. 
En el citado informe se establecen diferentes medidas tendentes a la consecución de los 
objetivos establecidos. Entre ellas: 
“MEDIDA 3: Desarrollo potencial de cogeneración. Estudios de Viabilidad 
Objetivo: Analizar la viabilidad económica de instalaciones de cogeneración de alta 
eficiencia, según criterios de la Directiva 08/2004/CE. 
Descripción: Realización de estudios que determinen la viabilidad técnica, económica y 
administrativa de la aplicabilidad de un sistema de cogeneración. Serán realizados por 
empresas de ingeniería especializadas en tecnologías de cogeneración y familiarizadas con 
su normativa. 
Los estudios se realizarán teniendo en cuenta los criterios planteados en la Directiva 
8/2004/CE de cogeneración de alta eficiencia, con el fin de seleccionar la alternativa que 
suponga un mayor ahorro de energía primaria, y priorizando actuaciones en sectores y 
tamaños de plantas que favorezcan el cumplimiento del PNA. Del mismo modo se realizarán 
según un contenido mínimo especificado por las entidades responsables y colaboradoras de 
esta medida. 
Esta medida se dirige a todas las actividades susceptibles de emplear un sistema de 
cogeneración. No obstante, el nuevo potencial de cogeneración se encuentra distribuido entre 
los sectores primario, industrial y servicios, representando el sector industrial 
aproximadamente el 80 % del total. (...) 
Los Instrumentos que se contemplan para ejecutar esta medida son los siguientes: 
A. Acuerdos Voluntarios entre el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y las 
asociaciones sectoriales o representantes de colectivos a los que se dirige la medida. Se 
propone tanto la continuación de los Acuerdos a los que se haya llegado en el periodo 
correspondiente al Pián de Acción 2005 - 2007, así como la formalización de nuevos 
acuerdos. Este instrumento conlleva el análisis y propuesta de actuaciones para una mayor 
ejecución de estudios de viabilidad, así como una preferencia en la adjudicación de los 
posibles apoyos públicos asociados a la medida hacia el colectivo que lo suscriba. 
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B. Apoyos públicos. Supone destinar una cuantía económica pública sin recuperación para 
sufragar una parte del coste total del estudio. 
Responsabilidad y colaboraciones: 
Responsables: Ministerio de Industria, Turismo y Comercio / IDAE 
Colaboradores: Comunidades Autónomas, asociaciones y empresas del sector” 
No podemos olvidar que Cinca Verde, S.L.U. tiene en tramitación el proyecto para la planta 
de recuperación de C02 que tal y como consta en el proyecto presentado, y dada la 
naturaleza de la actividad, reducirá los niveles de emisiones y por tanto favorecerá el 
cumplimiento el Plan Nacional de Asignaciones. 
6.5. Ley 7/2006 de 22 de Junio de Protección Ambiental de Aragón 
El borrador de resolución hace referencia a lo largo de la misma a que el INAGA considera 
que no se cumplen los principios informadores de la Ley de Prevención y control integrados 
de la contaminación. Sin perjuicio de que este Ayuntamiento considera que ha quedado 
perfectamente argumentado a lo largo de este escrito que la planta cumple con los requisitos 
técnicos necesarios para que su funcionamiento sea viable, hay que tener presente que la 
propia Ley 7/2006 establece entre sus finalidades: 
“Artículo 2 c) Garantizar la calidad de vida y favorecer un desarrollo sostenible mediante un 
sistema de intervención administrativa ambiental que armonice el desarrollo económico con 
la protección del medio ambiente.” 
Entendemos que la planta de Cinca Verde SLU garantiza la calidad de vida y favorece el 
desarrollo sostenible del Municipio de Aliaga. 
Por todo lo anterior, el Pleno del Ayuntamiento de Aliaga manifiesta su total oposición al 
contenido del borrador presentado y solicita la reconsideración del borrador de la resolución 
de denegación de la Autorización Ambiental Integrada de forma tal que se conceda la misma 
a Cinca Verde, S.L.U. con las condiciones que legalmente sean necesarias para preservar el 
medioambiente. 
Segundo.- Comunicar dichas alegaciones a la Dirección General del Instituto Aragonés de 
Gestión Medio Ambiental, para su conocimiento y efectos oportunos”. 
SEXTO.- Por otra parte, ciudadanos que apoyan la continuidad de la empresa han aportado 
copia de buena parte de la documentación del expediente administrativo, junto con un escrito 
en los siguientes términos: 
“Que ante las actuaciones que venimos observando por parte del Departamento de Medio 
Ambiente del Gobierno de Aragón, que están llevando a que sea imposible la viabilidad de 
una planta de recuperación de CO2 para funcionamiento de la planta de cogeneración que se 
instaló inicialmente vinculada a una piscifactoría que ya no se va a ejecutar por no disponer 
de caudal suficiente, y que había llevado a la nueva empresa (Neoelectra), que desde 2005 
intenta sacar a flote una industria muy necesaria y apoyada por todo el pueblo de Aliaga. 
Solicitamos su mediación para la búsqueda de soluciones que, con las medidas correctoras 
que se consideren procedentes, permitieran la continuidad de una actividad generadora de 
puestos de trabajo estables en este pueblo, que se perderán irremisiblemente si, como nos 
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tememos, la empresa opta finalmente por irse a Andalucía, ante las dificultades que se están 
poniendo por el antes citado Departamento de Medio Ambiente y ante la falta de auténticas 
alternativas a la continuidad de la empresa para dar vida a esta localidad de Cuencas Mineras. 
La actividad de la planta de CO2 precisa mucho menos caudal de agua, y tenemos informe de 
C.H.E. estimándolo compatible con el Plan Hidrológico del Ebro. 
Y es conocido que el gasoducto que se construyó en Cuencas Mineras termina uno de sus 
ramales al otro lado del río Guadalope, próximo a la planta (de hecho, se construyó para 
alimentar dicha planta). 
Creemos que sería injustificable que toda la inversión realizada y el caudal de ilusiones de 
este pueblo, depositado en la instalación de esta industria, se viesen frustrados. 
Incluso quienes presentaron alegaciones han matizado estas en un reciente comunicado, hecho 
público, para facilitar la continuidad de la empresa”. 
SÉPTIMO.-Se reproduce a continuación la Resolución del Instituto Aragonés de Gestión 
Ambiental, por la que se deniega la Autorización Ambiental integrada para la Instalación 
existente de generación de energía eléctrica, de fecha 29 de abril de 2008: 
“Resolución de 29 de abril de 2008 del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, por la que 
se deniega la Autorización Ambiental Integrada para la Instalación existente de generación de 
energía eléctrica en el término municipal de Aliaga (Teruel), promovido por Cinca Verde, 
S.L. (INAGA/500301/02.2007/198). 
Visto el expediente que se ha tramitado en este instituto para la concesión de Autorización 
Ambiental integrada, a solicitud de Cinca Verde, S.L., resulta: 
ANTECEDENTES DE HECHO. 
Primero.-Con fecha 29 de diciembre de 2006, el promotor - Cinca Verde, S.L..-inicia el 
expediente remitiendo al INAGA el Proyecto básico para la autorización ambiental integrada 
de la planta de generación de energía eléctrica por cogeneración sita en Aliaga (Teruel), 
firmado con fecha Diciembre de 2006 por Dª Ana Belén Hernando García y Dª Rosa Parodi 
Martín y visado con fecha 27-12-2006 por el Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos 
Industriales de Aragón, con n° de visado 10366. El 15 de enero de 2008 se notifica al 
promotor el inicio del expediente. Con fecha 27 de marzo de 2007 del promotor completa la 
documentación requerida. 
Segundo.- La instalación existente dispone de Licencia de Actividad y de Obras, emitida por 
el Ayuntamiento de Aliaga con fecha, l3de Junio de2001, a titularidad de Cinca Verde, S.L. 
Tercero.- La instalación existente es una industria de las incluidas en el Anexo VI. Grupo 1.- 
Instalaciones de combustión, “1.1.” instalaciones de combustión con una potencia térmica de 
combustión superior a 50 MW”, de la Ley 7/2008, de 22 de junio, de Protección Ambiental de 
Aragón, por lo que se tramita la Autorización Ambiental Integrada. 
Cuarto.- Tras analizar la información contenida en el expediente, el INAGA somete a 
información pública la documentación presentada, y se dicta Anuncio de 9 de abril de 2007. 
Con fecha 21 de abril de 2007 se comunica lo anterior al Ayuntamiento de Aliaga. El anuncio 
se publica en el B.O.A. n° 51 de 2 de mayo de 2007. 
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Quinto.-. Durante el plazo citado de Información pública se reciben. alegaciones por parte del 
Departamento de Ciencias de la Tierra de la Universidad de Zaragoza, de la Asociación para 
el Desarrollo de Montoro de Mezquita, de Comisiones Obreras y de Ecologistas en Acción. 
Las alegaciones reseñan corno aspectos más relevantes los siguientes: 
La ubicación es inadecuada ya que se ubica en un entorno designado como Lugar de interés 
Comunitario (LIC) “Muelas y estrechos del río Guadalope” y Zona de Especial Protección 
para las Aves (ZEPA), “Rio Guadalope-Maestrazgo”. Asimismo, se encuentra dentro del 
ámbito de aplicación del Plan de Recuperación del Quebrantahuesos y del Plan de 
recuperación del cangrejo de río común y figura en la Red de Espacios Naturales Protegidos 
de Aragón, en el Parque Geológico de Aliaga. La instalación está ubicada en Suelo No 
Urbanizable Especial. 
Se desconoce por qué no se sometió el proyecto inicial a Evaluación de Impacto Ambiental, al 
ubicarse en Suelo No Urbanizable Especial de acuerdo a la Ley Urbanística. 
La instalación genera un impacto medioambiental elevado tanto visual, físico como acústico. 
El impacto paisajístico sobre el LIC es severo, modificando un lugar de alto valor natural con 
una nula integración en el entorno. 
La Comisión Provincial de Urbanismo de Teruel concedió una autorización especial en el 
2001, a pesar de estar en Suelo No Urbanizable Especial, atendiendo a interés público y 
social, haciendo referencia únicamente a los puestos de trabajo de la piscifactoría y la planta 
de transformados, ahora eliminados del proyecto. 
Los puestos de trabajo previstos eran 44 y sin la piscifactoría y la planta de transformados son 
sólo 10. 
La central de cogeneración se justificaba en función del proceso productivo de la piscifactoría 
(necesidad de incremento de temperatura en el agua de las balsas en ciertos estadios del 
desarrollo biológico de las especies), que nunca llegó a entrar en funcionamiento. Sin la 
piscifactoría, la fábrica se limita a generar energía, no existiendo tal cogeneración, 
Sexto.-. Con fecha 15 de marzo de 2007 se solicita a la Dirección General de Calidad 
Ambiental, copia de la documentación remitida por el promotor al efecto de tramitar el 
informe preliminar de situación del artículo 3 del RD 9/2005, de 14 de enero por el que se 
establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y 
estándares para la declaración de suelos contaminados. Con fecha 28 de junio de 2007 se 
recibe informe favorable de la Dirección General de Calidad Ambiental, con consideraciones. 
Séptimo.-. Se solícita, con fecha 27 de junio de 2007, informe al Ayuntamiento de Aliaga 
sobre la adecuación de la actividad a los aspectos de su competencia de acuerdo con el art. 
47.7 de la Ley 7/2006 de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón. Con fecha 10 de 
septiembre de 2007 se remite por parte del Ayuntamiento de Aliaga el informe municipal 
favorable con consideraciones. 
Octavo.- Con fecha 2 de junio de 2007, el instituto Aragonés de Gestión Ambiental solicitó a 
la Confederación Hidrográfica del Ebro la emisión del informe preceptivo y vinculante sobre 
admisibilidad del vertido procedente de la planta de producción de energía eléctrica, 
propiedad de Cinca Verde S.L., conforme a lo establecido en el art. 47.10 de la Ley 7/2006 de 
22 de junio, de protección ambiental de Aragón. Con fecha 28 de septiembre de 2007, se 
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remite por parte de la C.H.E., informe vinculante desfavorable por no disponer la empresa de 
concesión de aguas. 
Noveno- El trámite de audiencia al interesado, previsto en el art. 47 de la Ley 7/006, de 22 de 
junio, de Protección Ambiental de Aragón, se llevó a cabo con fecha 11 de octubre de 2007, 
personándose el promotor en el INAGA. Con fecha 7 de noviembre de 2007, se recibe en el 
INAGA un informe por parte del promotor, en contestación al informe propuesta 
desfavorable, en el se detallan una serie de consideraciones que creen que se deberían tener en 
cuenta por parte del INAGA para la Autorización Ambiental Integrada. En las alegaciones del 
promotor al informe propuesta desfavorable se expone, resumidamente, que: 
La empresa está tramitando la concesión de aguas. El caudal solicitado por la planta de 
cogeneración es de 20 l/seg. 
Que en tanto no se disponga de las correspondientes autorizaciones para la captación y vertido 
de aguas, está desarrollando su actividad de manera excepcional de la siguiente manera: 
- El abastecimiento del agua necesaria para su proceso se realiza mediante camiones cisterna, 
con el elevado coste económico que ello supone. 
- Las aguas residuales se almacenan en unos tanques que son vaciados mediante camiones 
cisterna los cuales la trasladan a un gestor autorizado, soportándose también el sobrecoste 
económico que ello supone. 
Que aunque actualmente no vierte aguas al río, sí que tiene intención de hacerlo en cuanto 
tenga la correspondiente autorización. 
Décimo.- Con fecha 14 de noviembre de 2007, el instituto Aragonés de Gestión Ambiental 
remite a la Confederación Hidrográfica del Ebro las alegaciones del promotor al Informe 
propuesta y le solicita informe sobre la procedencia o nade atender las demandas del promotor 
y, en su caso, en qué términos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47.13 de la Ley 
7/2006. Con fecha 22 de febrero de 2007, se remite por parte de la CHE, informe vinculante 
favorable sobre las emisiones al agua, ya que no existen, quedando prohibido el vertido de 
aguas residuales a dominio público hidráulico. 
Decimoprimero.- En ausencia de autorizaciones para la captación y vertido de aguas, Cinca 
Verde S.L. se ve obligada a obtener el agua a través del transporte mediante camiones 
cisterna, y a retirar las aguas residuales igualmente a través de camiones cisterna, ya que la 
planta no puede funcionar sin consumir ni verter agua. Esto se suma a que el gas natural 
necesario para la generación de energía eléctrica también llega a la planta con camiones 
cisterna, por no disponerse de infraestructuras, por lo que se produce un consumo de 
combustible y unas emisiones a la atmósfera debidas al transporte por carretera que no se 
producirían con un suministro y evacuación adecuados, considerándose por ello que no se 
utilizan la energía y el agua de manera eficiente y que todo el conjunto de transporte de aguas 
y combustibles hacen insostenible el proyecto desde el punto de vista ambiental. 
Decimosegundo.- La instalación se emplaza en una zona de alto valor ecológico y 
paisajístico, cuyos valores naturales han motivado la designación del Lugar de Importancia 
Comunitaria ES 2420124 “Muelas y Estrechos del río Guadalope ” y de la Zona de Especial 
Protección para las Aves ES 0000306 “ Río Guadalope-Maestrazgo, así como en el ámbito de 
aplicación de los Planes de Recuperación del quebrantahuesos -Decreto 45/2003, de 25 de 
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febrero, del Gobierno de Aragón- y del cangrejo de río común -Decreto 127/2006, de 9 de 
mayo, del Gobierno de Aragón, lo que debe ser tenido en consideración en los tramites de 
concesión de caudal o vertido, que en su caso se realicen, dada la fragilidad ecológica del 
lugar frente a la detracción de caudales y a la recepción de vertidos y a la existencia de un 
régimen de caudales circulantes que varios meses al año no alcanza los valores del caudal 
ecológico considerado por el Departamento de Medio Ambiente. 
Decimotercero,-Posteriormente, se comunicó al Ayuntamiento de Aliaga el borrador de la 
Resolución. Con fecha 24 de abril de 2008 se recibe en el INAGA escrito del Ayuntamiento 
de Aliaga adjuntando alegaciones al borrador de resolución acordadas por el pleno del 
Ayuntamiento celebrado el día 15 de abril de 2008, en las que se manifiesta su total oposición 
al contenido del borrador de resolución de denegación de la AAI de forma tal que se conceda 
la misma a Cinca Verde, S.L. con las condiciones que legalmente sean necesarias para 
preservar el medio ambiente. 
Decimocuarto.-. La calificación urbanística del suelo en que se ubican las instalaciones es la 
de suelo no urbanizable según las normas subsidiarias de Aliaga y suelo no urbanizable 
especial según la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón. 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
Primero.- La Ley 23/2003, de 23 de diciembre, por la que se crea el Instituto Aragonés de 
Gestión Ambiental, modificada por el artículo 6 de la Ley 6/2004, de 20 de Diciembre, de 
medidas urgentes en materia de medio ambiente, le atribuye la competencia de tramitación y 
resolución de los procedimientos administrativos a que dan lugar las materias que se 
relacionan en el anexo 1 de la Ley, entre las que se incluye la competencia para otorgar las 
Autorizaciones Ambientales Integradas. 
Segundo.- Durante esta tramitación se ha seguido el procedimiento de la Ley 7/2006, de 22 
de junio, de Protección Ambiental de Aragón, de la Ley 16/2002, de 1 de Julio, de Prevención 
y Control Integrados de la Contaminación y de la Ley 30/1 992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y demás normativa de general aplicación. 
Tercero- Dado que el objeto de la Ley de prevención y control integrados de la 
contaminación es evitar o, cuando ello no sea posible, reducir y controlar la contaminación de 
la atmósfera, del agua y del suelo, mediante un sistema de prevención y control integrados de 
la contaminación, con el fin de alcanzar una elevada protección del medio ambiente en su 
conjunto, se considera que la pretensión suscitada es inadmisible para obtenerla Autorización 
Ambiental Integrada de conformidad con el Proyecto básico y la documentación aneja 
aportada, por considerarse que no se cumplen los principios informadores de la Ley y, en 
concreto, que en el funcionamiento de las instalaciones no se adoptan las medidas adecuadas 
para prevenir la contaminación, particularmente mediante la aplicación de las mejores 
técnicas disponibles y que no se utiliza la energía y el agua de manera eficiente, según lo 
señalado en el antecedente decimoprimero. 
Vistos, la Ley 16/2002, de 1 de Julio, de Prevención y Control Integrados de la 
Contaminación; la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón; la Ley 
37/2003, del 17 de noviembre, de Ruido; la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos; la Ley 
34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera; el Real 
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Decreto Legislativo 1/2001 de 20 de Julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Aguas; el Reglamento de Dominio Público Hidráulico, de 11 de abril de 1986, modificado 
por el Real Decreto 606/2003; la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y 
de la Biodiversidad; la Ley 23/2003, de 23 de diciembre, de creación del Instituto Aragonés 
de Gestión Ambiental, modificada por la Ley 8/2004, de 20 de diciembre, de Medidas 
Urgentes en Materia de Medio Ambiente; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y su 
modificación en la Ley 4/1 999; el Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de Julio, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Aragón y demás disposiciones de general aplicación, se resuelve 
1. Denegar la Autorización Ambiental Integrada a Cinca Verde, S.L., (CIF: B 25378187), 
CNAE: 4010, ubicado en Ctra. A-2403, Km 20, en el término municipal de Aliaga (Teruel) 
cuyo suelo está calificado como no urbanizable especial, por considerarse que no se cumplen 
los principios informadores de la Ley de Prevención y Control integrados de la contaminación 
y, en concreto, que en el funcionamiento de las instalaciones no se adoptan las medidas 
adecuadas para prevenir la contaminación, particularmente mediante la aplicación de las 
mejores técnicas disponibles y que no se utiliza la energía y el agua de manera eficiente. 
2.-Notificación….” 
OCTAVO.- Entre la documentación aportada por los ciudadanos consta el “Informe 
relacionado con la concesión administrativa de un aprovechamiento de aguas superficiales” 
expedido por la Oficina de Planificación Hidrológica de la Confederación Hidrográfica del 
Ebro relativo al “Aprovechamiento de un caudal en el mes de máximo consumo de 20 l/s y un 
volumen anual de 630.720 m3/año para usos industriales en una planta de licuación de CO2 y 
producción de energía eléctrica (cogeneración), según datos de la solicitud” para la instalación 
que nos ocupa. Se trata de un informe sobre la compatibilidad del aprovechamiento que se 
solicita con el Plan Hidrológico de la Cuenca del Ebro, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 97 y 108 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico. 
En el mismo se enumeran las anteriores solicitudes de concesión de agua para la piscifactoría 
y planta de cogeneración que fueron denegadas por la insuficiencia del caudal del río 
Guadalope: 930,4 l/s en la primera petición y 300 l/s en la segunda. Tras analizar la situación 
y establecer determinados condicionantes el informe concluye: “Así pues, es criterio de esta 
Oficina de Planificación Hidrológica que, con la salvedad de lo expresado al final del 
apartado antecedentes respecto a la obligación de demoler el azud, y respetando los 
condicionantes anteriormente expuestos, la presente solicitud sería compatible, desde el punto 
de vista del objeto de la concesión, con el Plan Hidrológico de la cuenca del Ebro, aprobado 
por RD 1664/1998, de 24 de julio de 1998 (BOE de 11 de agosto de 1998)”. 
NOVENO.- Con relación al suministro de gas para el funcionamiento de la planta, que 
actualmente se hace mediante camiones, por parte del Ayuntamiento de Aliaga se ha remitido 
parte de la memoria del proyecto de gasoducto Cuencas Mineras, aludido en sus alegaciones 
con un costo de 1,7 millones de euros y cuyo fin se sitúa a unos 150 metros de la instalación 
actual, donde se expresa la finalidad de esta inversión (Documento 1, Antecedentes): “El 
presente proyecto “Gasoducto Cuencas Mineras - Tramo XII” abarca la infraestructura del 
Gasoducto Cuencas Mineras que comprende el Ramal a Aliaga que parte del Tramo V 
(Gargallo -Mezquita de Jarque) del mismo Gasoducto y llega al punto conocido como Boca 
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del Infierno, sobre el río Guadalope donde dará servicio a una piscifactoría que se proyecta 
construir allí”. 
DÉCIMO.- El Ayuntamiento de Aliaga ha remitido también copia de los dos informes del 
INAGA relativos a las obras del cruce del río Guadalope por el gasoducto Cuencas Mineras 
para alcanzar la planta que se remiten al Organismo de Cuenca. El primero de ellos viene 
referido a la actividad de piscifactoría, tiene fecha de 16/05/05, y se dicta en sentido 
favorable, con determinadas prescripciones para la protección del medio ambiente, 
considerando su especial sensibilidad y protección; en cambio, en el segundo, expedido el 
30/06/06, con las mismas circunstancias (descripción de la actuación, localización, 
catalogación del terreno, características del medio y efectos) es desfavorable precisamente 
porque “En la documentación aportada no queda justificado que la planta a la que pretende 
dar servicio el gasoducto cuente con todas las autorizaciones administrativas que son 
preceptivas”, al no ejecutarse la piscifactoría. Con ello deja abierta la puerta a que, si la planta 
a la que haya de dar servicio reúne las autorizaciones exigibles, se otorgue la autorización que 
permita la conexión de la misma al gasoducto. La competencia para ambos actos 
administrativos (Autorización Ambiental Integrada que precisa la planta e informe previo a la 
autorización de Confederación para el cruce del río) reside en un mismo órgano, el Instituto 
Aragonés de Gestión Ambiental. 
UNDÉCIMO.- Por último, es preciso aludir a los argumentos expuestos en el recurso de 
alzada contra la anterior Resolución del INAGA, formalizado con fecha 09/06/08. Coinciden 
en parte con las alegaciones presentadas por el Ayuntamiento que se han reproducido 
anteriormente, y aportan nuevas razones en pro de la continuidad de la planta; debido a su 
extensión, no se reproducen íntegramente, si bien se aluden a continuación de forma 
resumida: 
1º.- Falta de motivación de la denegación. Considera la parte recurrente que el acto no está 
motivado, pues alude al incumplimiento de los principios informadores de la Ley pero no 
señala los preceptos concretos de la misma en que fundamenta la denegación de la AAI, 
expresando la contradicción que esto supone con el previo informe favorable de los diferentes 
organismos que se pronunciaron sobre las materias de su competencias: Ayuntamiento de 
Aliaga, Dirección General de Calidad Ambiental y Confederación Hidrográfica del Ebro. 
2º.- Incongruencia de la resolución. Reitera prácticamente de forma íntegra los hechos y 
fundamentos que se exponían en el borrador de resolución, sin atender las alegaciones 
efectuadas por el Ayuntamiento, especialmente las relativas a la justificación de la instalación 
de la planta en suelo no urbanizable, de su viabilidad técnica, económica y ambiental y de su 
interés público y social. 
3º.- Falta de concreción de las mejores técnicas disponibles. La resolución indica que “no se 
adoptan las medidas adecuadas para prevenir la contaminación, particularmente mediante la 
aplicación de las mejores técnicas disponibles, y que no se utiliza la energía y el agua de 
manera eficiente”, sin detallar cuáles pueden ser estas técnicas ni atender las alegaciones 
previas justificando su aplicación, como más adelante se expresa con mayor concreción. 
4º.- Cumplimiento de la normativa urbanística. La resolución alude a la condición de suelo no 
urbanizable especial del suelo donde se ubica la planta; sin embargo, esta cuestión fue resuelta 
en su momento, cuando se concedió por el Ayuntamiento de Aliaga licencia de actividad y de 
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obras con fecha 13/06/01, previo informe favorable de la Comisión Provincial de Ordenación 
del Territorio de Teruel en acuerdo de 05/06/01. Además, en el actual expediente se solicitó, 
por motivo de competencia y por disponerlo así la Ley, informe al Ayuntamiento de Aliaga, 
que se emitió en sentido favorable, al ser la instalación compatible con sus normas 
urbanísticas, al igual que el de la Dirección General de Calidad Ambiental relativo al riesgo 
de contaminación del suelo. Se alude también en este punto a otras actividades instaladas en 
el mismo entorno de protección y posiblemente con mayor potencial contaminante, como los 
polígonos ganaderos, o de impacto visual, como la línea de alta tensión autorizada por el 
propio INAGA. 
5º.- Viabilidad técnica y económica de la planta. Justifica, en términos más extensos que los 
anteriormente expuestos en las alegaciones municipales, que se utilizan las mejores técnicas 
disponibles en su ámbito de actividad, especificando, a diferencia de la Resolución 
denegatoria, en qué consisten dichas técnicas y justificando su eficiencia, muy superior 
económica y ambientalmente a la combustión de gasóleo o carbón que utilizan en otras 
centrales térmicas de la zona; además, se aprovechan las infraestructuras de evacuación 
existentes, no suponiendo un problema para el sistema y disminuyendo las pérdidas de 
transporte de electricidad por usar líneas adecuadas en cuanto a capacidad y tensión. La 
viabilidad técnica y económica viene justificada por el funcionamiento continuado durante 
varios años sin problemas reseñables y la intención de la empresa de continuar. 
6º.- Viabilidad ambiental. Se defiende la cogeneración como sistema eficaz para la generación 
de energía eléctrica y disminución de emisiones de gases, especialmente cuando el 
combustible es gas natural, con referencia a la promoción de este sistema por instancias 
europeas y nacionales a través de diversa normativa y al Plan de Acción 2008/2012 publicado 
en julio de 2007 por el Instituto para la Diversificación y el Ahorro de Energía, adscrito al 
Ministerio de Industrial Turismo y Comercio, que otorga una especial atención a la necesidad 
de potenciar la cogeneración como sistema de producción eficiente de energía. Se cita en este 
punto el proyecto, actualmente en trámite y vinculado a la instalación que se cuestiona, de una 
planta de recuperación de CO2, que reducirá los niveles de emisiones de gases de efecto 
invernadero, facilitando el cumplimiento del Protocolo de Kyoto; pone como ejemplo de esta 
recuperación la que se produce en dos plantas de la misma empresa que vienen funcionando 
desde 2001 y 2002, respectivamente, en las localidades de El Grado (Huesca) y Les (Lérida), 
con una capacidad nominal de recuperación de 21.000 tn/año cada una. 
7º.- Abastecimiento de la planta. Señala la empresa que está tramitando ante Confederación 
Hidrográfica del Ebro la concesión de un caudal de 20 l/s para la futura actividad de 
recuperación de CO2, y que ha solicitado autorización del aprovechamiento provisional de las 
aguas subterráneas de la finca de su propiedad para un consumo de 7.000 m3 anuales. Hasta 
tanto no sean otorgadas dichas concesiones, el agua se transporta desde la red municipal de 
Aliaga mediante camiones cisterna; según documentación aportada con posterioridad, el flujo 
de camiones para el funcionamiento normal de la planta es de uno cada dos días. Una vez que 
el agua ha sido utilizada, se almacena en unos tanques que son vaciados mediante camiones 
cisterna que la trasladan a un gestor autorizado, con periodicidad aproximada de uno al mes. 
El suministro de gas se hace igualmente mediante camiones cisterna; en la documentación 
citada en el párrafo anterior se indica que el número diario de camiones que accede a la planta 
es de tres. El recurso alude también al gasoducto Cuencas Mineras, que después de recorrer 
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15 kilómetros con este destino se halla a 150 metros de la misma, añadiendo “No obstante, las 
obras están pendientes de autorización, ya que CHE ha denegado su autorización, impidiendo 
de esta forma que el suministro de gas llegue a la planta y al municipio de Aliaga, pese a ser 
una infraestructura de alto interés público y social, al estar respaldada por Gas Aragón, S.A., 
sociedad participada por la Administración Aragonesa”. 
Se resalta también en este punto a la obtención de sendos sistemas integrados de gestión 
certificada en materia de calidad y medio ambiental señalados en el escrito del Ayuntamiento: 
ISO 9001 e ISO 14001, respectivamente. 
8º.- Importancia de la planta para el municipio de Aliaga. Se destaca en este punto la 
viabilidad de la planta con la actividad de cogeneración, a la que se ha de añadir la 
explotación de una planta de recuperación, licuación y almacenamiento de CO2, a cuyo fin ya 
tiene suscritos los contratos para el aprovisionamiento de equipos. En los mismos términos 
que el Ayuntamiento, el recurso destaca la importancia de la continuidad de esta planta para el 
municipio de Aliaga, ya que es la principal vía de empleo para sus habitantes, y su 
desaparición sería un durísimo golpe a la economía y demografía local, agravado por su 
situación en una zona gravemente afectada por la despoblación y con dificultades para atraer 
nuevas inversiones y actividades generadoras de empleo. 
9º.- Suspensión de la resolución recurrida. Por último, con fundamento en lo establecido en el 
artículo 111.2 de la Ley 30/1992, dado que la continuidad de la planta, en los términos en que 
lo viene haciendo desde su puesta en funcionamiento, no causa ningún daño al interés público 
ni a terceras personas, al contrario que su cierre, que sí que causaría evidentes daños de difícil 
o imposible reparación. 
DUODÉCIMO.- Si bien no se ha recibido todavía la información solicitada al Departamento 
de Medio Ambiente, la documentación obtenida por las vías antes mencionadas se considera 
suficiente para dictar resolución; la inquietud social creada en torno a este asunto exige una 
rápida actuación, por lo que se procede a ello. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de integrar todos los aspectos a la hora de dictar una resolución 
administrativa. 
La Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, que desarrolla y adapta a 
la Comunidad Autónoma de Aragón el régimen establecido en la Ley 16/2002, de 1 de julio, 
de prevención y control integrados de la contaminación, que traspuso la Directiva 96/61/CE, 
señala en su exposición de motivos que “Mediante la autorización ambiental integrada se 
supeditan la instalación y el funcionamiento de las instalaciones que se encuentren bajo su 
ámbito al cumplimiento de las condiciones ambientales que en ella se establezcan, entre las 
que deben destacarse los valores límite de emisión de contaminantes basados en las mejores 
técnicas disponibles. Esta autorización sustituye el conjunto disperso de autorizaciones 
ambientales exigibles a estas instalaciones de acuerdo con la normativa sectorial mediante su 
integración en un único acto” 
Según su artículo 42, la finalidad de la autorización ambiental integrada es “integrar en una 




a) Las autorizaciones e informes sectoriales preceptivos para la implantación y puesta en 
marcha de las instalaciones en materia de: 
-producción y gestión de residuos; 
-suelos contaminados; 
-vertidos al dominio público hidráulico; 
-vertidos al sistema integral de saneamiento; 
-contaminación acústica y atmosférica, incluidas las determinaciones referentes a compuestos 
orgánicos volátiles, así como, en su caso, la autorización de emisión de gases de efecto 
invernadero para aquellas instalaciones que la precisen de acuerdo con la normativa 
reguladora del régimen de comercio de emisión de gases de efecto invernadero. 
b) La autorización especial para construcciones o instalaciones a implantar en suelo no 
urbanizable prevista en la legislación urbanística cuando aquella sea exigible. 
c) La declaración de impacto ambiental”. 
Con ello, el órgano ambiental (Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, según el artículo 43) 
realiza una evaluación ambiental del proyecto en su conjunto y dicta, cumplido el 
procedimiento establecido en este Capítulo, la resolución, que deberá ser motivada e incluirá, 
entre otros aspectos (art. 50), “información sobre las alegaciones formuladas en el trámite de 
información pública y sobre la valoración que las mismas han merecido a la hora de dictar la 
correspondiente resolución”. La resolución se notificará a los interesados y a los organismos 
intervinientes, y se publicará en el Boletín Oficial de Aragón. 
El Anexo IV de la Ley establece unos criterios para determinar la posible significación de las 
repercusiones sobre el medio ambiente de los planes, programas, proyectos y actividades que 
requieran las autorizaciones reguladas en la misma. Con referencia a los proyectos, y desde el 
punto de vista de su magnitud, deberá considerarse la utilización de recursos naturales, la 
generación de residuos y aguas residuales, la contaminación producida, el riesgo de 
accidentes considerando las sustancias y las tecnologías aplicadas, la acumulación de sus 
efectos ambientales o de su riesgo de accidente con otros proyectos o actividades, las 
actividades inducidas y complementarias que se generen y el consumo de agua y energía. 
Respecto a su ubicación, y atendiendo a las características territoriales de las áreas que puedan 
verse afectadas por los proyectos o actividades, ha de tenerse en cuenta el uso existente del 
suelo, la abundancia, calidad y capacidad regenerativa de los recursos naturales del área, las 
redes de infraestructuras y la distribución de equipamientos, la capacidad de carga del medio 
en el que se ubique, con especial atención si se trata de zonas ambientalmente sensibles, áreas 
de montaña y de bosque, áreas en las que se hayan rebasado ya los objetivos de calidad 
medioambiental, áreas de muy alta o muy baja densidad demográfica o paisajes con 
significación histórica, cultural, natural o arqueológica. Con relación a los impactos 
potenciales, se valorará la extensión (área geográfica y tamaño de la población), magnitud, 
complejidad, probabilidad, duración, frecuencia y reversibilidad del impacto. 
Sobre el concepto de “Mejores técnicas disponibles”, que el artículo 4 de la Ley aragonesa 
7/2006 define como “la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus 
modalidades de explotación, que demuestren la capacidad práctica de determinadas técnicas 
para constituir, en principio, la base de los valores límite de emisión destinados a evitar o, 
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cuando ello no sea posible, reducir en general las emisiones y el impacto en el conjunto del 
medio ambiente y de la salud de las personas, conforme al anejo 4 de la Ley 16/2002”. Este 
anejo recoge unos aspectos que deben estimarse, con carácter general o en un supuesto 
particular, cuando se determinen las mejores técnicas disponibles, teniendo en cuenta los 
costes y ventajas que pueden derivarse de una acción y los principios de precaución y 
prevención; en su enumeración se alude al uso de técnicas que produzcan pocos residuos, uso 
de sustancias menos peligrosas, desarrollo de técnicas de recuperación y reciclado de 
sustancias generadas y utilizadas en el proceso y de los residuos, procesos, instalaciones o 
métodos de funcionamiento comparables que hayan dado pruebas positivas a escala industrial, 
avances técnicos y evolución de los conocimientos científicos, carácter, efectos y volumen de 
las emisiones, plazo que requiere la instalación de una mejor técnica disponible, consumo y 
naturaleza de las materias primas utilizada en procedimientos de eficacia energética, etc. 
Examinada la Resolución del INAGA de 29/04/08 se observa, con relación a este expediente 
y a la luz de la normativa citada: 
1º.- Que no responde al carácter integrador con el que la Directiva, la Ley Estatal 16/2002 y la 
Ley Autonómica 7/2006 configuran la Autorización Ambiental Integrada, “una nueva figura 
de intervención administrativa que sustituye y aglutina al conjunto disperso de autorizaciones 
de carácter ambiental exigibles hasta el momento”, pues no resulta coherente que siendo 
favorables todos los informes previos que se incorporan al expediente, la resolución resulte 
desfavorable sin haber motivado suficientemente esta discrepancia. 
2º.- No ha incluido información sobre las alegaciones formuladas en el trámite de información 
pública por el Ayuntamiento de Aliaga, como exige el artículo 50 de la Ley 7/2000, 
simplemente se hace alusión a su existencia en el antecedente de hecho Decimotercero, sin 
entrar a conocer de su contenido. 
3º.- No se tiene en cuenta que algunos de los defectos observados están en vías de solución: 
sobre el abastecimiento de agua, existe un informe previo favorable del Organismo de 
Cuenca, lo que hace pensar en que la solicitud sea resuelta favorablemente; en cuanto al 
suministro de gas natural, no se puede ignorar la existencia de un gasoducto a 150 metros 
cuya construcción ha supuesto una inversión de 1,7 millones de euros y se ha hecho, 
precisamente, para abastecer la piscifactoría allí proyectada con anterioridad y que puede dar 
servicio a la planta de cogeneración y recuperación de CO2, cobrando así utilidad; dejarlo sin 
uso supone desaprovechar una importante inversión de recursos públicos y privados, que 
precisamente han sido asignados a tal objeto por el carácter de zona de reconversión minera 
en que se ubica la instalación y el municipio de Aliaga. Ello no obsta a que deba tenerse 
especial cuidado en realizar la conexión y cruce del río Guadalope, respetándose el 
condicionado establecido en la Resolución del INAGA de 16/05/05 mediante la que se 
autoriza dicha obra para dar servicio a la piscifactoría proyectada en principio. 
4º.- Aun considerando el peor de los escenarios posibles respecto a los abastecimientos de 
agua y gas y evacuación de vertidos, es decir, si se mantuviera la situación actual, no parece 
que la afección medioambiental de su transporte constituya un obstáculo insalvable, pues se 
trata de la circulación de tres camiones diarios de suministro de gas, uno de agua potable cada 
dos días y uno al mes para la retirada de aguas residuales por gestor autorizado. 
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5º.- El fundamento jurídico Tercero de la resolución de 29/04/08, en concordancia con el 
antecedente de hecho Decimoprimero, desestima la pretensión “por considerarse que no se 
cumplen los principios informadores de la Ley y, en concreto, que en el funcionamiento de las 
instalaciones no se adoptan las medidas adecuadas para prevenir la contaminación, 
particularmente mediante la aplicación de las mejores técnicas disponibles y que no se utiliza 
la energía y el agua de manera eficiente”. No se indica qué preceptos concretos de la Ley se 
infringen, y sobre los que debería fundamentarse la denegación, pues los principios generales 
tienen carácter meramente informativo y sirven para guiar la aplicación de la Ley, que deberá 
hacerse de acuerdo con lo dispuesto en su texto; no se estudian las posibles repercusiones 
sobre el medio ambiente de acuerdo con los criterios establecidos en el Anexo IV de la Ley de 
Protección Ambiental de Aragón, ni tampoco se valoran las mejores técnicas disponibles a la 
luz de los parámetros que enumera el Anexo IV de la Ley Estatal. 
6º.- Una de las alegaciones considera que la cogeneración no está justificada desde el 
momento en que no se ha puesto en funcionamiento la piscifactoría, y que la actividad se 
limita una simple generación de energía, sin tener en cuenta la actividad de la planta de 
recuperación de CO2 en proyecto y vinculada a la instalación de cogeneración; el análisis 
deberá englobar todo el complejo, dado que esta última produce un beneficio medioambiental 
importante al recuperar emisiones de CO2 y, según estimación de la empresa, puede generar 
dos empleos adicionales directos y alguno más indirecto. 
7º.- Por último, no se han valorado las repercusiones que el cierre de esta planta, que viene 
funcionando desde hace años sin mayores problemas y con los permisos que le fueron 
exigidos en su momento, puede tener para el municipio de Aliaga y su comarca, detallados en 
el informe de su Ayuntamiento, arriba reproducido y que por su claridad no precisa de mayor 
comentario. Señala la Resolución denegatoria en su antecedente de hecho Quinto que una de 
las alegaciones se refiere al empleo creado señalando “Los puestos de trabajo previstos eran 
44 y sin la piscifactoría y la planta de transformados son sólo 10”. Sin embargo, estimamos 
que la generación de empleo debe ser apoyada en todo caso, y aunque la creación de 10 
nuevos empleos –si bien, según la documentación aportada, parece deducirse que serían 
algunos más: 11 directos en la planta y más de 5 indirectos- puede apreciarse que no resulta 
muy relevante en términos generales, hay que considerar la situación de la provincia de Teruel 
y especialmente en un ámbito de reconversión minera como la que ha sufrido la zona de 
Aliaga, debiendo tenerse en cuenta la realidad económica y social existente en la zona, ante la 
que se han emprendido iniciativas desde el Ministerio de Industria, a través del Instituto para 
la Reestructuración de la Minería del Carbón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas 
Mineras y los sucesivos planes “Miner” de apoyo a estas zonas, que han tratado de impulsar, 
mediante ayudas económicas y técnicas, incluso el autoempleo y la creación de 
“microempresas” de uno o dos trabajadores, conocedores de la importancia de estos apoyos a 
la creación de empleo, dadas las circunstancias concurrentes en esta zona. 
Cabe recordar aquí que nuestro Estatuto de Autonomía encomienda en su artículo 20 a los 
poderes públicos aragoneses, impulsar una política tendente a la mejora y equiparación de las 
condiciones de vida y trabajo de los aragoneses y promover la corrección de los desequilibrios 
económicos, sociales y culturales entre los diferentes territorios de Aragón, fomentando su 
mutua solidaridad, y que constituyen competencias exclusivas de la Comunidad Autónoma el 
tratamiento especial de las zonas de montaña que garantice su modernización y un desarrollo 
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sostenible equilibrado y, con carácter general, el fomento del desarrollo económico de 
acuerdo con los principios de equilibrio territorial y de sostenibilidad. 
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que en la resolución del recurso de reposición interpuesto contra la Resolución del INAGA 
de 29 de abril de 2008 relativa al expediente aquí abordado, tenga en consideración las nuevas 
circunstancias concurrentes al caso y, con fundamento en las consideraciones expuestas y en 
ejercicio de sus competencias de fomento y desarrollo territorial, vuelva a plantear la 
concesión de la Autorización Ambiental Integrada objeto del mismo, estableciendo las 
condiciones precisas para la protección del medio ambiente. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.4.4 20 de noviembre de 2008. Instalación de planta fotovoltaica en Larrés. Diferencias de 
trato a solicitudes. Necesidad de concretar el impacto visual. Obligación de motivar 
los actos administrativos. Ayuntamiento de Sabiñánigo. 
El presente expediente analiza la conveniencia de que se adopten por parte del Ayuntamiento 
de Sabiñánigo medidas tendentes a objetivizar los requisitos que deben reunir las plantas 
fotovoltaicas que se instalen en el término municipal, debido a la diferente tramitación que 
para dos proyectos muy similares, pone de relieve la queja remitida a la Institución por un 
particular. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 5 de junio de 2008 tuvo entrada en esta Institución una queja ciudadana 
por la que se denunciaba la posible diferencia de trato del Ayuntamiento de Sabiñánigo a la 
hora de autorizar la instalación de plantas fotovoltaicas en el núcleo de Larrés. 
Se indica en la misma que la empresa S.Solar S.L. tenía previsto construir una instalación de 
esta naturaleza en un campo de cultivo próximo a Larrés, en el paraje llamado la Landra, 
polígono 4, parcela 9; para ello, había gestionado la evacuación de la energía eléctrica 
producida, y presentó en enero de 2006 el proyecto en el Ayuntamiento de Sabiñánigo ante el 
Alcalde, el teniente alcalde, el concejal de pueblos, el propietario de la finca y la empresa 
instaladora, obteniendo la conformidad y apoyo de los allí reunidos, indicándole que en el 
Pleno a celebrar ese mes se aprobaría y que siguiesen adelante. Sin embargo, la Comisión 
Informativa de Urbanismo, Obras y Servicios acordó, en sesión de 16/02/06, valorar 
negativamente la conveniencia e idoneidad en la localización prevista para el proyecto “dado 
el impacto paisajístico y visual que su ubicación plantea, condicionando futuros proyectos de 
desarrollo en la zona, lo que sin duda puede llegar a provocar la presentación de numerosas 
alegaciones a la actuación prevista”. 
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También expone que, en una entrevista mantenida con el Concejal delegado en las materias de 
participación ciudadana, asuntos sociales, sanidad y consumo, le manifestó que “el futuro del 
municipio es la energía hidráulica y que él nunca dejará montar una instalación fotovoltaica 
por su impacto visual”. 
Sin embargo, en diciembre de 2006 tiene conocimiento que la empresa L.Solar S.L. va a 
instalar un huerto solar de doble potencia en el mismo núcleo, con el visto bueno del 
Ayuntamiento de Sabiñánigo, que lo ha aprobado por unanimidad; la nueva instalación está 
casi terminada actualmente, y se emplaza en la parcela 37 del mismo polígono 4, entre 150 
metros y 200 metros de donde estaba prevista la que fue denegada a S.Solar S.L. 
Manifiesta que el Ayuntamiento le ha informado que la nueva empresa se ha comprometido a 
realizar mejoras medioambientales, que al parecer se reducen a la plantación de una línea de 
árboles al Sur y al Este de la instalación, pero el ciudadano estima que no existen tales 
mejoras, pues el primer proyecto “se iba a realizar sobre un campo de labor, más allá de 300 
ó 500 metros no se veía, puesto que se encontraba en una pequeña hoya en el terreno y con 
un cordón de arbolado de fresnos naturales al Este, que le restaba impacto desde el Pueblo 
de Larrés. Y un detalle importante de la instalación era que se encontraba por debajo del 
nivel del Pueblo. 
Por el contrario la instalación aprobada por el Ayuntamiento de Sabiñánigo, se localiza en la 
ladera Sur, situada en la espalda de Larrés destacando por encima del Pueblo. El terreno 
que ocupa no es de labor sino de uso forestal, cubierto de matorral como recoge el proyecto. 
Para acondicionar el terreno ha hecho falta hacer un movimiento de tierras de 17.000 metros 
cúbicos. Se ha deforestado una superficie de 2,8 has. La planta solar se divisa desde varios 
kilómetros desde el Este al Oeste”. 
SEGUNDO.- Estudiada la queja y admitida a supervisión, se procedió a solicitar al 
Ayuntamiento de Sabiñánigo, mediante un escrito expedido el día 11 de junio, información 
sobre la cuestión planteada y copia de los expedientes instruidos para la autorización de las 
plantas fotovoltaicas de S.Solar S.L. y de L. Solar S.L. que incluyan, junto a la 
documentación administrativa, al menos la memoria y planos de planta de los proyectos. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el día 6 de agosto, y en ella hace 
constar, textualmente, lo siguiente: 
“En primer lugar señalar que son los procedimientos de especial autorización en suelo no 
urbanizable a los que están sujetas estas instalaciones, regulados por el artículo 25 de la Ley 
Urbanística de Aragón. Por lo que entendemos que para conceder una autorización de este 
tipo en suelo no urbanizable es la corporación local la que valora si el proyecto es adecuado 
en cuanto a ubicación y si esté cuenta con interés social. 
Efectivamente han existidos dos solicitudes de autorización especial para instalaciones 
fotovoltaicas en el núcleo de Larrés, si bien una de ellas podría haber generado un impacto 
altamente negativo sobre este núcleo por lo que se desestimó su autorización. 
No hay oscuridad en la concesión del permiso pues ambas propuestas han sido dictaminadas 
por la Comisión Informativa de Urbanismo una de ellas de forma favorable por unanimidad 
(L. Solar) y otra de forma desfavorable prácticamente por unanimidad (S. Solar). 
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Respecto a la afirmación de la empresa S. Solar que usted recoge en su escrito de que en una 
reunión se asevero por el Alcalde, Teniente Alcalde y el Concejal de Pueblos que se iba a 
conceder autorización a dicha empresa para instalar placas fotovoltaicas en Larrés, he de 
resaltar que está afirmación no se ajusta a la verdad, ya que tan solo se expresó la 
tramitación que sería necesaria para la aprobación de un proyecto de esta índole. 
De la lectura del artículo 25 de la LUA se deduce cierto ámbito de discrecionalidad para los 
Ayuntamientos en la concesión de una autorización de interés social, no obstante en la 
decisión de no autorizar una instalación fotovoltaica a S. Solar se ha basado en el fuerte 
impacto que generaba sobre el núcleo de Larrés. Recordando que en caso de haberse 
autorizado se habría ubicado a menos de 200 metros tanto de la Iglesia de Larrés como del 
Museo del Dibujo que son edificio de interés arquitectónico y bien de interés cultural 
respectivamente. Se aporta plano de ubicación de la instalación denegada. También se tuvo 
en consideración los riesgos que generaba instalar una planta fotovoltaica a menos de 50 
metros del núcleo mencionado. 
En el plano de ubicación del proyecto de la empresa Larrés Solar se observa que se 
encuentra en una zona tanto de menor impacto ambiental como visual. Resaltar que esta 
empresa se ha comprometido a mejoras medioambientales y que su proyecto ha obtenido 
informes favorables de todos los organismos sectoriales competentes en la materia”. 
CUARTO.- Considerando que la información recibida era insuficiente, con fecha 8 de agosto 
se remitió nuevo escrito al Ayuntamiento solicitando los documentos requeridos con 
anterioridad: expedientes, memoria y planos de planta de los proyectos y especificación de las 
mejoras ambientales comprometidas por L. Solar S.L. y su grado de ejecución. Esta 
documentación se recibió el 4 de noviembre. 
QUINTO.- Conforme a la misma, el expediente administrativo promovido por S. Solar S.L. 
consta únicamente de una solicitud de declaración de interés social (sin fecha ni sello de 
registro), un informe técnico de 15/02/06 y un acuerdo de la Comisión Informativa de 
Urbanismo, Obras y Servicios celebrada el 16/02/06. El informe técnico señala lo siguiente: 
“No puede procederse a la tramitación del documento presentado para la declaración del 
interés social por carecer el mismo de las siguientes especificaciones que considero son 
básicas para valorar su conveniencia e idoneidad de la localización: Superficie de la parcela 
afectada. 
Justificación del emplazamiento elegido.   
Descripción general de las instalaciones. 
Posibles molestias a generar y medidas adoptadas para evitarlas. 
Tamaño y características de las instalaciones, número de plantas, tamaño, 
caseta control, transformadores, vallado de la finca, etc. 
En general, todo cuando constituya un documento que defina las instalaciones y justifique el 
emplazamiento previsto, máxime cuando al parecer se va a situar en lugar contiguo al núcleo 
urbano de Larrés” 
El acuerdo de la Comisión Informativa antes citada se adoptó al día siguiente y, si bien 
resuelve valorar positivamente el proyecto de huerto solar, se valora “negativamente su 
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conveniencia e idoneidad en la localización prevista, dado el impacto paisajístico y visual 
que su ubicación plantea, condicionando futuros proyectos de desarrollo en la zona, lo que 
sin duda puede llegar a provocar la presentación de numerosas alegaciones a la actuación 
prevista”; a la vez, reclama a la empresa promotora que plantee nuevas ubicaciones con 
menor afección paisajística, justificación del emplazamiento a elegir y descripción general de 
las instalaciones: tamaño y características, número de plantas, caseta de control, 
transformadores, vallado de la finca, etc. 
Examinado el documento presentado en solicitud de declaración de interés social por Serrablo 
Solar, se observa que sí concreta alguna de las cuestiones que se mencionan en el informe 
técnico: la superficie de la parcela afectada (1,10009 Has.), especificando que no precisa más 
de 0,7 Has.; el emplazamiento elegido se justifica por su condición de suelo no urbanizable, la 
facilidad de acceso viario y la cercanía a la línea eléctrica para la evacuación de la energía 
generada; la descripción general de las instalaciones viene contenida en el punto 10; sobre las 
“posibles molestias a generar y medidas adoptadas para evitarlas” ya explica en la 
introducción que se trata de una planta que no genera ningún tipo de molestia ni 
contaminación ambiental; finalmente, en cuanto a su descripción, se menciona un 
anteproyecto adjunto “donde se pueden consultar con detalle esquemas, planos y 
características de la instalación”. 
SEXTO.- El expediente administrativo para la instalación de un huerto solar promovido por 
L. S.L. y E.P. S.L. es más completo en cuanto a documentación administrativa y técnica. Se 
inicia con un informe técnico de 10/07/06 que alude a las siguientes cuestiones: 
“1º.- No se considera que el proyecto mejore la imagen medioambiental de la localidad, tal y 
como se indica en la memoria. Nos limitamos pues a analizar si los impactos negativos 
resultan tolerables o no. 
2º.- Se estima que el emplazamiento resulta adecuado, ya que por su situación se encuentra 
apartado del conjunto urbano, próximo a camino y en lugar apartado de vistas desde la 
población. 
3º.- Deberá disponerse de canalización subterránea para las conexiones que sea necesario 
efectuar hasta las redes eléctricas. 
4º.- Deberá asimismo disponerse barreras vegetales en el entorno de la instalación, siendo 
esta de mayor envergadura en los lados situados al Este y Sur de la misma. 
5º.- Debe considerarse las ventajas de colocar elementos aislados o en pequeñas 
agrupaciones, por presentar mejor impacto que los grandes seguidores del tipo del que aquí 
se plantea. 
6º.- Debería adoptarse un criterio municipal sobre la autorización de este tipo de 
instalaciones, que pueden proliferar en breve plazo”. 
La Comisión Informativa de Urbanismo, Obras y Servicios acordó, en sesión de 10/10/06, 
valorar positivamente este proyecto, reclamar de la empresa ampliación de documentación 
“justificando el emplazamiento a elegir, descripción general de las instalaciones, potencia, 
tamaño y características de las mismas, número de plantas, caseta de control, 
transformadores, vallado de la finca, etc.” y establecer unos condicionantes en la redacción 
del proyecto: disponer de canalización subterránea para las conexiones hasta las redes 
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eléctricas, colocar barreras vegetales en el entorno de la instalación, considerar las ventajas de 
colocar elementos aislados o en pequeñas agrupaciones “por presentar menor impacto que los 
grandes seguidores del tipo que en el proyecto se plantea” y obtener informe favorable de 
Industria del Gobierno de Aragón, documento que consta también en el expediente. Estos 
condicionantes han sido incorporados en sus propios términos en la licencia de obras 
concedida mediante Decreto de Alcaldía nº 1333, de 27/11/07; la obra se describe en el 
proyecto técnico visado por el Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos Industriales de Aragón 
de fecha 04/04/07, nº AR02829/07, al que acompaña una separata relativa a los efectos 
medioambientales de la planta, visado por el mismo Colegio en fecha 03/04/07 y nº 
AR02799/07. 
En esta documentación detalla la repercusión ambiental de las obras, consistente en: 
- La apertura de una nueva pista que unirá la planta con el camino agrícola más cercano; será 
de 7 metros de ancho por 236,6 metros de recorrido.  
- Según proyecto ambiental, se requiere el movimiento de tierras de 6.852 m3 de excavación, 
6.340 m3 terraplén y 3.808 m3 de suelo seleccionado para la calzada, y es preciso realizar 
obras de fábrica para dar salida a tres pequeñas cárcavas interceptadas. Sin embargo, el 
proyecto de ingeniería únicamente ha estimado y presupuestado un movimiento de tierras de 
276,8 m3, en concepto de excavación mecánica de zanjas para alojar instalaciones. 
- Se trata de un terreno no cultivado, cubierto con especies arbustivas. 
- Si bien su efecto paisajístico es reducido por sus escasas dimensiones, “será visible desde el 
núcleo de Larrés” 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la necesidad de concretar el impacto visual 
La solicitud formulada por la primera empresa se valora negativamente por la Comisión 
Informativa, sin que haya constancia de haberse instruido ningún trámite posterior, por “el 
impacto paisajístico y visual que su ubicación plantea”. 
El “impacto paisajístico y visual” hace referencia a la afección de una actuación sobre el 
paisaje, y responde a criterios fundamentalmente estéticos; el paisaje constituye una expresión 
espacial y visual del entorno en que nos encontramos, y parece lógico que deba ser tenido en 
cuenta a la hora de implantar en el medio natural determinadas actividades. 
Este concepto de paisaje y de integración de las construcciones o instalaciones al entorno en 
que se ubican ya era tenido en consideración por las Normas Subsidiarias y Complementarias 
de Planeamiento Municipal de la Provincia de Huesca (B.O.A. de 6 junio de 1991), cuyo 
artículo 6.5.2. establece que las nuevas construcciones, o las obras de reforma o 
rehabilitación, deberán “respetar y acompañar y completar los valores ambientales y estéticos 
del entorno urbano o paisajístico en que se encuentren. Las construcciones no deben limitar 
las perspectivas de los conjuntos urbanos ni de los parajes pintorescos, debiendo integrarse 
en el paisaje en armonía con el medio circundante”. Para valorar esta integración exige a los 
proyectos la inclusión de un análisis técnico del impacto de la actuación en su contexto, 
basado en montajes fotográficos donde se inscriban los alzados proyectados y croquis de las 
edificaciones colindantes y secciones del edificio, justificando su integración de forma que los 
órganos competentes para la concesión o autorización previa de una licencia puedan evaluar 
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dichos aspectos y, en su caso, imponer modificaciones del proyecto con el fin de adecuarlo a 
su entorno, prescripciones que deberá respetar la licencia. 
Esta necesidad de adaptación se regula de forma expresa para algunas instalaciones 
especialmente impactantes en el paisaje, como pueden ser los almacenes de chatarra o las 
instalaciones de tratamiento de áridos, para las que exige un análisis del impacto visual que 
debe informar favorablemente la Comisión Provincial de Ordenación de Territorio, y el 
establecimiento de medidas correctoras, consistentes para estos casos en la plantación de una 
masa arbórea o arbustiva circundante de altura y espesor suficiente (incluso el artículo 7.8.5 
concreta esta previsión: 8 metros de altura, 10 m. de espesor). La Ley 5/1999, de 25 de marzo, 
Urbanística de Aragón, se refiere a la protección del paisaje en su artículo 157, prohibiendo a 
las construcciones “menoscabar la belleza o armonía del paisaje natural, rural o urbano en 
que se permita su realización”. 
Existiendo un acuerdo casi general en la necesidad de proteger el paisaje, no debe olvidarse 
que la belleza o armonía del mismo es un concepto jurídico indeterminado que precisa 
llenarse de contenido, de forma que la autorización o denegación de licencias, o el 
establecimiento de prescripciones respecto a las construcciones o instalaciones que se 
pretendan llevar a cabo se apoye en criterios que permitan una cierta objetividad y garanticen 
la seguridad jurídica. Se trata de cuestiones que resultan fáciles de comprender pero 
complejas de regular; para ello deberá atenderse en cada caso a las características del 
territorio concreto, e incluirá los parámetros necesarios para lograr una definición suficiente 
de las cualidades básicas del paisaje a proteger: altitud, pendiente, vegetación, geomorfología, 
elementos antrópicos existentes, naturalidad, etc., 
El Plan General de Ordenación Urbana de Sabiñánigo regula en el artículo 232 la expresada 
necesidad de adaptar la edificación al paisaje, exigiendo el empleo de materiales, colores, 
complementos de vegetación, etc. adecuados y suficientes para lograr el efecto pretendido, y 
añade “Cualquier otro planteamiento deberá ser justificado suficientemente mediante un 
análisis específico del tema, que a través de fotografías, fotocomposiciones, muestras de 
colores, perspectivas, etc., demuestre la adecuada relación edificio paisaje”. Incluso 
establece una especial protección para determinadas áreas o elementos singulares de gran 
valor de conservación por su gea, flora, fauna, paisaje o patrimonio cultural, con una 
enumeración concreta: Dolmen de Ibirque, "Crestas" de Rapún, Capitiellos, Reguero de 
Cartirana, Zona de explosivos o Morrena de Senegüé. 
Sin embargo, para el núcleo de Larrés no establece una protección especial, por lo que las 
actuaciones susceptibles de afectar al paisaje deberían seguir el trámite establecido en el 
referido artículo 232 y aportar el “análisis específico” que menciona. No consta que se haya 
exigido tal documentación, ni para la solicitud denegada por “el impacto paisajístico y visual 
que su ubicación plantea”, afección que no ha podido evaluarse en el correspondiente 
análisis, ni para la autorizada, a la que se exige algo que ambas podrían haber cumplido sin 
problema: la disposición de barrera vegetal en su entorno. 
Por ello, es preciso que la afección paisajística se concrete en unos parámetros básicos y se 
exija la documentación adecuada para su valoración, sin perjuicio de, como concluye el 
informe técnico de 10/07/06, valorar la necesidad de adoptar “un criterio municipal sobre la 
autorización de este tipo de instalaciones, que pueden proliferar en breve plazo”. 
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Segundo.- Sobre la necesidad motivar adecuadamente los actos administrativos. 
En la documentación recibida se observa una cierta desigualdad de trato hacia las solicitudes 
de dos empresas que persiguen un mismo objeto, la instalación de un huerto solar en Larrés. 
Fundamentalmente, la denegación de la primera adolece de falta, o insuficiencia relevante, de 
motivación. La motivación es, de una parte, la garantía de que la decisión no se toma 
arbitrariamente sino fundada y razonablemente; y de otra, es el medio de que los interesados 
puedan combatirla si no está debidamente justificada o se considera que no descansa en los 
fundamentos legales y jurídicos que la Administración ha de respetar en su actuación, 
conforme exige el artículo 103 de nuestra Constitución. Sin embargo, la Comisión 
Informativa de 16/02/06 valora negativamente el proyecto en la ubicación prevista aduciendo 
tres tipos de razones: 
- El impacto paisajístico y visual que su ubicación plantea, sin que se haya hecho el análisis 
previsto en el artículo 232 del PGOU de Sabiñánigo ni se hayan valorado las razones del 
promotor a este respecto, que manifiesta que se trata de un campo de labor poco visible desde 
el pueblo por estar situado en una hondonada y con fresnos en su entorno. 
- El condicionante que supone para futuros proyectos de desarrollo en la zona, sin explicar 
cuáles pueden ser estos futuros proyectos, su naturaleza (industriales, residenciales, 
deportivos, etc.) y las prerrogativas que ostentan para ejercer un hipotético derecho de veto 
sobre proyectos actuales. 
- La posible presentación de numerosas alegaciones a la actuación, cuestión ciertamente 
complicada, pues no se abre un proceso de información pública previo a la concesión de 
licencias de esta naturaleza, como ha podido observarse en la otra que sí ha sido concedida; en 
todo caso, si se formulasen alegaciones o quejas ciudadanas es obligación de la 
Administración recogerlas y resolverlas adecuadamente. 
En la información remitida por el Ayuntamiento se aportan nuevos datos, que no fueron 
comunicados al interesado ni debidamente justificados: la distancia de 200 metros a un 
edificio de interés arquitectónico o a un bien de interés cultural, aunque en sus normas de 
protección no se establezca esta limitación, o los riesgos que la planta fotovoltaica cercana a 
la población pueda generar, sin concretar cuáles son o en qué pueden verse afectadas las 
personas o bienes. 
Dado que el informe técnico de 15/02/06 alude a la carencia de determinadas especificaciones 
(que sí constan en la documentación remitida a esta Institución), se debería haber requerido a 
los promotores, conforme dispone el artículo 71 de la Ley 30/1992, la subsanación y mejora 
de su solicitud en el plazo de diez días. Sin embargo, al día siguiente dictaminó la Comisión 
Informativa, quedando concluido aquí el procedimiento. 
En cambio, y a pesar de que la otra propuesta, si bien está más alejada de la población, tienen 
un impacto superior (hay un importante movimiento de tierra en la propia parcela y en el 
camino de acceso que es preciso construir) y no evita que siga siendo visible desde el núcleo 
de Larrés, obtiene una tramitación más favorable, que comienza cuando expresamente se 
solicita a la empresa promotora ampliar la documentación con los mismos datos que el 
técnico municipal echó en falta en el otro expediente, y concluye con una licencia que incluso 
elude imponer “las ventajas de colocar elementos aislados o en pequeñas agrupaciones, por 
presentar menor impacto que los grandes seguidores del tipo que en el proyecto se plantea”, 
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consignada como una mera consideración en el condicionado de la licencia otorgada el 
29/11/07. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Sabiñánigo las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que establezca criterios objetivos para valorar la incidencia sobre el paisaje de las 
instalaciones fotovoltaicas o cualquiera otras que hayan de implantarse en suelo no 
urbanizable, garantizando la seguridad jurídica de los promotores y de los ciudadanos en 
general. 
Segunda.- Que garantice el mismo trámite para todas las peticiones que vengan formuladas a 
una misma materia, efectuando la denegación de las que procedan de forma motivada y con 
fundamento en la normativa que sea de aplicación. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
7.5 Espacios naturales protegidos  
7.5.1 24 de septiembre de 2008. Espacios naturales. Necesidad de evaluación de impacto 
ambiental en zonas sensibles. Licencia municipal de obras. Protección del Balneario 
de Panticosa. Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón. 
La Institución inicia este expediente a raíz de la queja comunicada por un ciudadano con 
motivo de la construcción en las inmediaciones del Balneario de Panticosa de una serie de 
protecciones metálicas contra aludes y ventiscas. Estas protecciones se edificaron en las 
inmediaciones de un entorno natural protegido sin que se evaluase el potencial impacto para 




PRIMERO.- El día 7 de abril de 2008 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando 
la indebida instalación de unas estructuras metálicas anti-aludes en el entorno del Balneario de 
Panticosa (Huesca). 
Señala el ciudadano que, según observaciones realizadas en campo, ya se habían colocado 
entonces cientos de unidades de estas estructuras en el paraje conocido como "Arnales", 
existiendo muchas más unidades acopiadas y listas para su instalación. Concretamente, según 
el expediente que consta en la Dirección General de Gestión Forestal del Gobierno de Aragón, 
existe previsión de instalar hasta un total de 3.537 estructuras, que ocuparán 
aproximadamente 12.733 metros lineales y 600 metros lineales de barreras antiventisca, con 
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el objeto principal de proteger las urbanizaciones proyectadas en el Balneario de Panticosa 
por la constructora N.... 
La queja expresa que dichas estructuras se ubican sobre espacios de alto valor ambiental y 
paisajístico, en los que concurren las varias figuras de protección (Reserva de la Biosfera 
Ordesa-Viñamala, Zona Periférica del Monumento Natural de los Glaciares Pirenaicos, Monte 
de utilidad pública, Área de Importancia para las Aves (IBA) nº 125 - Panticosa - Vignemale 
– Tendeñera y ámbito del Plan de Recuperación del Quebrantahuesos), y considera que 
producen gran impacto visual e incluso pueden llegar a resultar peligrosas para la fauna 
silvestre y excursionistas. 
Se indica también que no consta la existencia de ningún estudio de impacto ambiental ni de 
los posibles riesgos que pueden generar estas instalaciones, citando como una de ellas la 
posible interferencia de las estructuras con las rutas de esquí de travesía que atraviesan la zona 
afectada, haciendo referencia al incumplimiento de diversa normativa urbanística y de 
protección ambiental y manifestando dudas sobre su homologación. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. En orden a 
su instrucción, se envió con fecha 06/05/08 un escrito al Consejero de Medio Ambiente 
recabando información sobre la cuestión planteada en la queja y copia de los documentos 
básicos del proyecto de instalación y de los informes administrativos emitidos para su 
autorización. 
TERCERO.- La respuesta del Departamento se recibió el 14 de julio, y en ella hace constar 
los siguientes datos: 
- Hay aprobado un Plan Especial de Protección y Rehabilitación Integral para el conjunto del 
Balneario de Panticosa, promovido por Aguas de Panticosa, la Dirección General de 
Urbanismo del Departamento de Ordenación Territorial, Obras Públicas y Transportes de la 
Diputación General de Aragón y el Ayuntamiento de Panticosa. 
- Se han celebrado diversas reuniones entre responsables administrativos (Servicio de 
Coordinación y Planificación Forestal, Instituto Aragonés de Gestión Ambiental y Servicio de 
Régimen Jurídico, Planificación y Coordinación Administrativa) con representantes legales de 
la empresa promotora con el fin de examinar los requerimientos recogidos en el Plan Especial 
y estudiar la tramitación a llevar a cabo para la resolución de este expediente. 
- El Servicio Provincial de Medio Ambiente de Huesca emite un informe sobre este proyecto 
donde recoge, entre otros aspectos, la localización de las actuaciones, la descripción del 
medio, así como una serie de reparos que presenta el proyecto, que posteriormente son 
subsanados. 
- Con fecha 4 de julio de 2007 se presenta por la empresa N...-Grupo Inmobiliario solicitud de 
autorización administrativa para la ejecución de diversas obras en el dominio público forestal 
con el fin de adoptar medidas de protección contra aludes mediante el montaje de barreras 
anti-avalanchas, conforme a las exigencias de aprobación del Plan, recabando autorización al 
gestor de montes de utilidad pública por considerar “que se trata de la ejecución de unas 
inversiones de interés de la propia administración para mejorar las condiciones de 
seguridad, y el uso y disfrute público de los propios montes que constituyen el dominio 
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público forestal, a la vez que se garantiza la protección del conjunto del Balneario de 
Panticosa”. 
- La documentación con relevancia para este expediente que aporta el promotor consta de dos 
documentos: "Propuesta de actuación para los años 2007 y 2008- Protección contra las 
avalanchas” fechado en noviembre de 2006, y "Soluciones de montaje de barreras anti-
avalanchas y plan de inspección y mantenimiento”. Los trabajos consisten en la instalación de 
dos tipos de estructuras: barreras antialudes y barreras antiventisca, agrupadas en un total de 
siete zonas de actuación; se implantarán 3.537 estructuras antialudes, ocupando 
aproximadamente 12.733 metros lineales (50.900 m2), y 600 metros lineales de barreras 
antiventisca. 
La Resolución de la Dirección General de Gestión Forestal de 13/08/07, que autoriza estas 
actuaciones, indica (Antecedente de hecho Segundo) que el primero de ellos viene sin firma 
técnica, y el segundo con la del presidente del grupo inmobiliario, y que “A pesar de contar 
con descripciones relativamente detalladas y diversas justificaciones de cálculo, ninguno de 
ellos tiene la entidad de proyecto constructivo”. 
- Recibidos los proyectos y la solicitud de autorización, se procede a la tramitación del 
expediente. 
- Dado que algunas de las estructuras previstas se instalan en la Zona Periférica de Protección 
de los Monumentos Naturales de los Glaciares Pirenaicos, y atendiendo a lo dispuesto en el 
Anexo del Decreto 271/2002, de 23 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se modifica 
y amplia la superficie protegida de los Monumentos Naturales de los Glaciares Pirenaicos, se 
establecen sus zonas periféricas de protección y se aprueba el plan de protección, se menciona 
la excepción contemplada en su punto 4.1.1.b relativa a “las actuaciones de corrección 
hidrológico-torrencial o de defensa contra aludes que en las zonas periféricas de protección 
se pudieran autorizar por el órgano competente, previo informe del Departamento del 
Gobierno de Aragón con competencias en materia de Conservación de Medio Natural, en 
todo caso condicionadas a los fines de prevenir o evitar daños graves y fundados a personas 
o bienes situados en el exterior de los Monumentos Naturales ". 
- A lo largo de la tramitación del expediente se han solicitado informes sobre sus efectos 
medioambientales a diferentes órganos con competencia en esta materia, que han emitidos 
todos ellos en sentido favorable: Servicio de Biodiversidad y Servicio Provincial de Medio 
Ambiente de Huesca, que establecen un condicionado que ha sido incluido en la autorización, 
Servicio de Ríos y Actividad Cinegética, con relación a posibles afecciones en la Reserva 
Nacional de Caza de Viñamala, y el Servicio de Coordinación y Planificación Forestal. 
- Con fecha 02/08/07 se da audiencia sobre las condiciones de la autorización por un periodo 
de diez días al interesado y al Ayuntamiento de Panticosa; no presentan alegaciones ni se 
reciba nueva documentación. 
- La autorización para la ejecución de estas inversiones en monte de dominio público forestal 
(M.U.P. nº 279 y 280 de la provincia de Huesca) se emite con fecha 13 de agosto de 2007, 
mediante Resolución del Director General de Gestión Forestal. Según indica el punto 
segundo, “La finalidad de las instalaciones es garantizar la seguridad del uso y disfrute 
público de los montes, así como evitar riesgos de erosión y asegurar la protección de la 
vegetación del monte de utilidad pública y, a la vez, cumplir con las condiciones exigidas en 
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la aprobación del Plan Especial de Protección y Rehabilitación Integral del Entorno del 
Balneario de Panticosa (PEPRI), aprobado por el Ayuntamiento de dicha localidad, al objeto 
de garantizar la seguridad de los usuarios de las diversas instalaciones asociadas al 
Balneario”. 
- En cuanto a la homologación, señala que no hay ninguna normativa española ni europea 
relativa a las estructuras antialudes. 
El informe del Servicio Provincial de Medio Ambiente de Huesca, que se cita en el 
antecedente quinto de la anterior resolución, alude a los elementos merecedores de protección 
ambiental del entorno donde se pretenden instalar los elementos en cuestión, indicando en su 
párrafo b): “Los terrenos forman parte de la Reserva de Caza de Viñamala, están incluidos en 
el ámbito de aplicación del Decreto 45/2003, de 25 de febrero, por el que se establece un 
régimen de protección para el quebrantahuesos y se aprueba el plan de recuperación, así 
mismo forman parte, al menos en el sector Serrato, del LIC “Puertos de Panticosa, 
Bramatuero y Brazatos”. 
Por su parte, el Servicio de Conservación de la Biodiversidad menciona su ubicación en la 
Zona Periférica de Protección de los Monumentos Naturales de los Glaciares Pirenaicos, así 
como a la ZEPA ES0000278 Viñamala y afección a la Reserva de la Biosfera Ordesa-
Viñamala. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligatoriedad de evaluar la repercusión ambiental de los proyectos en 
zonas ambientalmente sensibles. 
Según consta en la documentación obrante en el expediente, en el municipio de Panticosa hay 
aprobado un Plan Especial de Protección y Rehabilitación Integrada para el núcleo urbano del 
balneario, promovido por las entidades públicas y privadas antes aludidas; entre las 
exigencias para la aprobación del Plan Especial figura la de adoptar medidas de protección 
contra aludes mediante el montaje de barreras antiavalanchas. 
Debe estudiarse, por ser objeto de queja, la procedencia de someter las actuaciones de 
instalación de barreras antiventisca y antialudes a evaluación de impacto ambiental, dada la 
especial protección de que goza el suelo donde se emplazan, así como el procedimiento 
seguido para el otorgamiento de autorización. 
La Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, establece en su artículo 36 
la obligatoriedad de someter a evaluación ambiental los proyectos, públicos o privados, de 
obras, instalaciones o cualquier otra actividad que, individualmente o combinados con otros 
proyectos, tengan incidencia en zonas ambientalmente sensibles y que no se encuentren 
sometidos ni al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ni al de calificación 
ambiental regulados en esta Ley. 
A tal efecto se entenderá que un proyecto tiene incidencia en una zona ambientalmente 
sensible siempre que se dé alguna de las siguientes condiciones:  
“a) Pueda afectar de forma apreciable a las zonas designadas en aplicación de la Directiva 
79/409/CEE, del Consejo, de 2 de abril, relativa a la conservación de las aves silvestres, y de 
la Directiva 92/43/CEE, del Consejo, de 21 de mayo, relativa a la conservación de los 
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hábitats naturales y de la flora y fauna silvestres, sin tener relación directa con la gestión o 
conservación del lugar o sin ser necesario para la misma. 
b) Se desarrolle en un espacio natural protegido o en su zona periférica de protección, así 
como en el ámbito territorial de un plan de ordenación de los recursos naturales, y requiera 
un informe preceptivo o autorización de contenido ambiental en virtud de lo establecido en 
sus normas de declaración o instrumentos de planificación. 
c) Se desarrolle en el ámbito de aplicación de los planes previstos en la normativa 
reguladora de conservación de especies amenazadas y requiera informe preceptivo o 
autorización de contenido ambiental de conformidad con dichos planes.  
d) Se desarrolle y pueda afectar de forma apreciable a los humedales de importancia 
internacional incluidos en el Convenio de Ramsar o a reservas de la biosfera”. 
El Anexo V de esta Ley, al que se remite el citado artículo 36, viene a coincidir con la 
enumeración expuesta.  
El párrafo tercero del mismo precepto establece una excepción del procedimiento de 
evaluación ambiental para “… las actuaciones desarrolladas por el departamento competente 
en materia de medio ambiente o los organismos públicos de él dependientes cuando, en el 
ejercicio de la propia competencia, tengan relación directa con la gestión o conservación de 
las zonas ambientalmente sensibles o sean necesarias para la misma”. Esta excepción no 
resulta aplicable al caso actual, puesto que: 
- No se trata de una actuación desarrollada por el Departamento de Medio Ambiento o sus 
organismos o empresas vinculadas, puesto que en todo momento consta como promotora una 
empresa inmobiliaria. 
- Tampoco puede decirse que la misma incida positivamente en la conservación o gestión de 
la zona o sea precisa para la misma, pues su finalidad, como consta repetidamente, es la de 
proteger las edificaciones y servicios del Balneario de Panticosa, dando cumplimiento así al 
Plan Especial relativo al mismo. 
Por lo expuesto, y sin necesidad de citar otras normas en que pudiera fundamentarse la 
exigencia de evaluación de impacto ambiental en el presente caso (Ley 6/1998, de 19 de 
mayo, de espacios naturales protegidos de Aragón, Ley 2/1990, de 21 de marzo, de 
declaración de Monumentos Naturales de los glaciares pirenaicos, Ley 5/1999, de 25 de 
marzo, Urbanística, en cuando a suelo no urbanizable especial, Directrices Parciales de 
Ordenación Territorial del Pirineo Aragonés, aprobadas por Decreto 291/2005, de 13 de 
diciembre, etc.), es preciso recordar la necesidad de dar cumplimiento a esta obligación legal, 
instruyendo el oportuno expediente conforme al procedimiento establecido en la Ley, con 
participación directa del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (al que, según el artículo 37 
corresponde “la competencia para la instrucción, tramitación y resolución 
del procedimiento de evaluación ambiental de proyectos que tengan incidencia en zonas 
ambientalmente sensibles”), imponiendo las medidas correctoras que se precisen en orden a 
que el medio ambiente no sufra menoscabo y, de manera destacada, vigilando su 
cumplimiento. 
Asimismo, en caso de que no se haya llevado a efecto, se recuerda la necesidad de que la 
actuación objeto de este expediente solicite y obtenga licencia urbanística municipal; así lo 
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requiere el artículo 172 de la Ley Urbanística de Aragón para “todos los actos de edificación y 
uso del suelo”. Ello exige (art.175) la presentación de un proyecto técnico redactado por 
profesional competente y visado por el Colegio Profesional correspondiente, requisitos que, 
según se desprende de la resolución de la Dirección General de Gestión Forestal autorizando 
la instalación, no constan acreditados. 
La licencia municipal para esta clase de actos de uso del suelo ya venía exigida, sin perjuicio 
de lo establecido en otra normativa general o de la previsión concreta del Plan General de 
Panticosa, en las Normas Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento de la Provincia de 
Huesca, que señalan unos límites para la realización de Análisis Técnico del Impacto de la 
actuación sobre el territorio (procedimiento que actualmente queda integrado en la Evaluación 
de Impacto Ambiental, por su mayor amplitud y detalle) cuando se realicen obras lineales 
sobre suelo no urbanizable: a partir de 5 kilómetros en general (art. 7.4.5), y de 500 metros en 
las áreas sujetas a protección especial (art. 7.5.2), parámetros ambos que se superan con la 
actuación proyectada en los montes circundantes al Balneario de Panticosa. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que revise la autorización concedida para la ejecución de inversiones en monte del dominio 
público forestal en Panticosa y se tramite la solicitud de acuerdo con lo establecido en la 
vigente Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, y, tras la preceptiva 
evaluación de impacto ambiental, establezca las medidas correctoras que procedan y vigile su 
cumplimiento, y se obtengan las demás autorizaciones y permisos que procedan. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
8. AÑO 2009 
8.1 Ruidos 
8.1.1 14 de enero de 2009. Toque nocturno de las campanas de la iglesia. Competencia 
municipal para su autorización. Obligaciones del Ayuntamiento en materia de ruidos. 
Motivación de los actos administrativos. Ayuntamiento de Villanueva de Huerva.  
La Institución tramita una queja formulada por los vecinos de Villanueva de Huerva, los 
cuales señalan que el funcionamiento nocturno y continuado del reloj de la torre de la iglesia 
les produce molestias por ruidos y vibraciones y perturba su normal descanso nocturno. 
Instruido el expediente, alega el Ayuntamiento de Villanueva de Huerva que el 
funcionamiento del reloj y sus correspondientes campanadas se amparan en el uso y hábito 
de la localidad. La Institución observa que las competencias para regular el uso de este reloj 
podrían no pertenecer al Ayuntamiento y, asimismo, observa que en cualquier caso los ruidos 




PRIMERO.- El día 8 de agosto de 2008 tuvo entrada en esta Institución la queja de unos 
vecinos de Villanueva de Huerva a causa del reloj de la torre de la iglesia que, según expone, 
marca todos los intervalos temporales (horas, medias y cuartos) tanto de día como de noche, 
lo que supone una seria molestia para los vecinos que viven cercanos al mismo y sufren 
alteraciones de sueño por esta causa.  
Señala que en su momento formularon una petición al Ayuntamiento para que estos toques 
cesaran por la noche; fueron atendidos, y así se hizo durante unos meses pero, sin ninguna 
explicación, han vuelto a la situación anterior, que menoscaba seriamente el descanso 
nocturno de los vecinos de este entorno.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a mediación; en orden a la 
instrucción del expediente, se envió con fecha 11/08/08 un escrito al Ayuntamiento de 
Villanueva de Huerva recabando información sobre la cuestión planteada y la previsión de 
actuaciones para dar solución a este problema.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió inmediatamente, y en ella corrobora 
lo indicado en la queja: mediante una resolución de Alcaldía de 10 de abril de 2008, 
atendiendo a peticiones razonadas de los vecinos, se ordenó la anulación de toques nocturnos 
de las campanas del reloj; sin embargo, en sesión plenaria celebrada el día 4 de agosto, varios 
concejales piden explicaciones sobre esta medida, al no estar conformes con ella, y sometido 
el asunto a votación, se acuerda, por cinco votos a favor y dos en contra (entre ellos, el propio 
Alcalde) mantener el toque horario de campanas como se venía haciendo, las veinticuatro 
horas del día.  
CUARTO.-En el ánimo de colaborar a la consecución de una solución razonable, con fecha 
22 de agosto se remitió un nuevo escrito al Ayuntamiento señalando la conveniencia de 
reconsiderar la posición adoptada por el Pleno, “fundamentada en una costumbre local, 
cuando la misma causa perjuicio a unas personas, las que viven más próximas a la Iglesia, y 
no genera ningún beneficio a nadie”.  
En dicho escrito se decía lo siguiente: “No es un problema baladí la dificultad o 
imposibilidad de conciliar el sueño por la noche a causa de ruidos frecuentes y repetitivos, 
como es el toque de las campanas cada cuarto de hora. La falta de un descanso adecuado 
produce trastornos tan importantes como fatiga, dolores de cabeza, perturbaciones en el 
sistema nervioso central, pérdidas de concentración, insomnio o irritabilidad, con grave 
afectación del rendimiento del trabajo físico o intelectual.  
La continuidad de estos perjuicios, fácilmente evitables, no debe ampararse en la costumbre, 
pues sobre esta prevalece el derecho a la salud de las personas, para el que es vital el 
descanso diario, y además se puede estar infringiendo normas que se ocupan de esta materia. 
La Ley del Ruido se refiere a la contaminación acústica como la presencia en el ambiente de 
ruidos y vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que los origine, que impliquen 
molestia, riesgo o daño para las personas, el desarrollo de sus actividades, los bienes de 
cualquier naturaleza, o que causen efectos significativos sobre el medio ambiente.  
A nivel más próximo, y a falta de una normativa municipal propia, cabe recordar lo dispuesto 
en el artículo 100 de las Normas Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento Municipal 
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de la Provincia de Zaragoza, donde se regulan normas de protección de la atmósfera frente a 
la contaminación por formas de la energía como ruidos y vibraciones; señala este precepto 
que el nivel máximo de ruidos, medidos en decibelios ponderados de acuerdo con la escala 
normalizada A (dbA), en zonas residenciales y de 22:00 a 8:00 horas, será de 40 dbA en el 
medio ambiente exterior y de 30 dbA en el interior de piezas habitables.  
Por ello, se encarece la conveniencia de estudiar las diversas opciones que existen para, sin 
perder del todo la seña de identidad local que puede considerarse el toque horario de la 
campana, no cause perjuicios a otras personas, especialmente a los que residen cerca de la 
misma; se ha tenido noticia de otros municipios que han resuelto satisfactoriamente el 
problema de manera tan simple como suprimiendo el toque nocturno, limitándolo a las horas 
completas (sin anunciar medias o cuartos), aminorando su potencia, etc.”  
QUINTO.-Por último, en respuesta a este escrito, se remitió el pasado 15 de diciembre un 
acuerdo de la sesión plenaria celebrada el día 10 donde se volvió a abordar el mismo tema, 
con idéntico resultado de la vez anterior.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la competencia municipal en esta materia.  
La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, establece en su artículo 42 
que los municipios, en el ejercicio de su autonomía y en el ámbito de sus competencias, 
pueden promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a 
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal.  
Los ámbitos de acción pública en los que los municipios pueden prestar servicios públicos y 
ejercer competencias, con el alcance que determinen las leyes reguladoras de los distintos 
sectores de la acción pública, se enumeran en el párrafo segundo del mismo precepto. 
Siguiendo esta regulación legal, el artículo 44 señala los servicios obligatorios que los 
municipios deben prestar, por sí mismos o asociados a otras entidades locales. No es preciso 
reproducir aquí esta enumeración, pues se trata de servicios o actividades íntimamente 
vinculados en el entendimiento general a los entes locales: abastecimiento de aguas, 
saneamiento, limpieza viaria, etc.  
Por otro lado, en la misma Ley se regulan los bienes municipales de dominio público, que se 
destinan a un uso o servicio público que sea competencia de la entidad local: caminos, calles, 
parques, casas consistoriales, mercados, centros culturales, etc. Estos bienes están vinculados 
al fin público que la Ley les asigna y gozan de especial protección precisamente en razón de 
su finalidad.  
En el caso que nos ocupa, molestias procedentes del toque nocturno indicando las horas y 
fracciones horarias de la campana existente en la torre de la Iglesia de Nuestra Señora de los 
Ángeles de Villanueva de Huerva, existen razonables dudas de que el Ayuntamiento de la 
localidad ostente la competencia para disponer si han de funcionar o no y para que lo hagan 
así o de cualquier otra forma, pues la indicación horaria de manera generalizada (como se 
hace ahora o por otra vía, como pudiera ser a través de la megafonía municipal) no es un 
servicio público ni una competencia local, y además se realiza desde un inmueble que no es 
de propiedad municipal, como es la citada iglesia, cuya titularidad corresponde, 
presumiblemente, a la Iglesia Católica. En consecuencia, serán los responsables de esta 
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quienes determinen cuando ha de funcionar uno de los elementos que forma parte del edificio, 
como es la campana, y el Ayuntamiento está en la obligación de velar para que esta actividad 
se ajuste a los límites vigentes y no altere la tranquilidad y sosiego en la vida ciudadana, 
conforme a la competencia que a tal efecto le asigna, de forma positiva, el artículo 42.2.a de la 
referida Ley de Administración Local de Aragón.  
Segunda.- Sobre la problemática derivada de los ruidos y la necesidad de control.  
Como se indicó en el escrito remitido al Ayuntamiento el 22/08/08, la dificultad o 
imposibilidad de conciliar el sueño por la noche a causa de ruidos frecuentes y repetitivos, 
como es el toque de las campanas cada cuarto de hora, no es un problema menor para el que 
lo padece, pues la falta de descanso adecuado puede generar trastornos físicos y psíquicos que 
deben ser tenidos en cuenta a la hora de realizar o autorizar una actividad, y evitados en la 
medida de lo posible.  
En esta Institución se reciben numerosas quejas ciudadanas en materia de ruidos cuya 
solución difiere notablemente en cuanto a su complejidad. Hay problemas que requieren un 
largo proceso o grandes inversiones económicas, como los ruidos procedentes de las 
infraestructuras aeroportuarias o las grandes arterias de comunicación rodada urbana o 
interurbana; otros que se pueden solventar a corto o medio plazo mediante cambios en los 
sistemas de producción, adopción de mejores técnicas, insonorización, reducción de las 
emisiones, etc.; y también los hay que pueden ser evitados mediante un simple cambio de 
hábito que no requiere más que la voluntad para ello, como puede ser el caso que nos ocupa, 
teniendo constancia que así ha sido solucionado en otros lugares sin mayores inconvenientes 
ni protestas.  
La continuidad de estos perjuicios, fácilmente evitables, no debe ampararse en la costumbre, 
pues sobre esta prevalece el derecho a la salud de las personas, para el que es vital el descanso 
diario. La costumbre de realizar el marcado de las horas y fracciones de forma general para 
toda la comunidad tenía sentido hace años, cuando la mayoría de las personas no disponía de 
reloj y regía así su vida diaria; sin embargo, actualmente carece de esta utilidad, y si bien 
durante el día no se plantea ningún problema, su continuidad por la noche debe ser 
reconsiderada cuando impida el descanso de otras personas, siendo conveniente estudiar 
alguna alternativa, que puede ser la reducción de intensidad, la eliminación de fracciones 
horarias o incluso su supresión entre determinadas horas. Debe recordarse que la tendencia 
general a la limitación de los ruidos afecta incluso a los más necesarios, como pueden ser los 
vehículos de motor destinados a servicios de urgencias, a los que el artículo 19 del Real 
Decreto 1367/2007, por el que se desarrolla parcialmente la Ley del Ruido impone la 
disposición de un mecanismo de regulación de la intensidad sonora para reducirla a 
determinados niveles (concretamente, entre 70 y 90 decibelios, medidos a tres metros de 
distancia, cuando circulen por zonas habitadas en periodo nocturno).  
Existe también la posibilidad de que el toque nocturno de las campanas pueda infringir 
normas sobre protección acústica, como las derivadas de la Ley del Ruido y la anteriormente 
citadas Normas Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento Municipal de la Provincia 
de Zaragoza. Para comprobar una posible infracción habría que instruir un expediente 
administrativo, efectuar mediciones, etc.; esta alternativa puede que, lejos de solucionar el 
problema, lo agravase, creando cierta conflictividad social al radicalizarse las posturas. Frente 
a ello, el sentido común parece aconsejar medidas como las apuntadas en el párrafo anterior, 
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que eliminen por innecesario el toque nocturno o reduzcan sustancialmente su intensidad o 
frecuencia.  
Tercera.- Sobre la corrección del acto administrativo concreto.  
En la Consideración primera se ha puesto en cuestión la competencia municipal para resolver 
la continuidad o suspensión del toque de la campana de la iglesia indicando las horas durante 
la noche. Aún defendiendo una posible competencia del Ayuntamiento en este ámbito, cabe 
hacer dos observaciones relativas al acto administrativo dictado a tal efecto que ponen en 
cuestión su plena legalidad:  
1º.- Acerca de la competencia del Pleno del Ayuntamiento: el artículo 29 de la Ley de 
Administración Local de Aragón enumera las atribuciones de este órgano como una lista 
concreta, abierta únicamente a aquellas otras que le confieran las leyes. En cambio, las 
competencias del Alcalde, que se encuentran recogidas en el siguiente artículo, concluyen con 
una cláusula abierta por el que se le atribuyen aquellas otras que las Leyes asignen 
genéricamente al municipio sin indicación expresa de otros órganos municipales. En caso de 
que el Ayuntamiento tuviera competencia en esta materia, debería corresponder al Alcalde, 
por la expresada cláusula residual, la resolución de las cuestiones que se plantearan, y no al 
Pleno, que no la tiene atribuida específicamente; por consiguiente, es tal hipótesis, la 
resolución válida sería la de Alcaldía de 10/04/08 citada en la primera contestación, en la que, 
previas peticiones razonadas de vecinos, ordenó la anulación de toques nocturnos de las 
campanas del reloj.  
2º.- Sobre la falta de motivación: la cuestión se zanja en el Pleno municipal mediante una 
votación en la que los votos a favor (cinco) superan a los contrarios (dos), justificando este 
voto en mantener las costumbres de la localidad; esta leve referencia no puede considerarse 
suficiente para cumplir la exigencia de motivar los actos administrativos establecida en el 
artículo 54 de la Ley 30/1992. Este precepto impone la motivación, con sucinta referencia de 
hechos y fundamentos de derecho, cuando, entre otras circunstancias, se limiten derechos 
subjetivos o se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales. A través de la motivación 
se exteriorizan las razones por las que se llega a la decisión administrativa, con objeto de 
facilitar su conocimiento por los interesados y la posterior defensa de sus derechos, y se 
conecta el acto a la legalidad, estableciéndose la conexión entre el acto y el ordenamiento; se 
otorga así racionalidad a la actuación administrativa y se facilita la fiscalización del acto por 
los Tribunales, con la consiguiente garantía para el administrado. Según dicta el Tribunal 
Supremo, la falta de motivación o la motivación defectuosa puede constituir un vicio de 
anulabilidad del acto administrativo.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Villanueva de Huerva la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que promueva las medidas adecuadas para que el descanso nocturno de los vecinos próximos 
a la Iglesia no se vea menoscabado por el mantenimiento del toque horario nocturno del 
campanario en los términos en que realiza actualmente, buscando de manera dialogada y 
participativa una solución satisfactoria.  
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Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.1.2 23 de febrero de 2009. Desatención municipal a quejas vecinales por ruidos de bar y 
"botellón". Falta de ejercicio de las competencias municipales. No colaboración con 
el Justicia. Ayuntamiento de Ballobar.  
En este expediente, el Justicia recuerda el deber del Ayuntamiento de Ballobar de velar por el 
cumplimiento de la normativa sobre actividades recreativas, promoviendo el cumplimiento de 
los horarios de apertura de los establecimientos y tutelando el descanso de los vecinos. 
Habida cuenta de que varios requerimientos solicitando información a dicha Administración 
local han sido incumplidos, la Institución recuerda al Ayuntamiento de Ballobar el deber de 
colaborar con el Justicia. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 02/01/08 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando que la 
situación examinada en el anterior expediente D-1275/2006-2, la inactividad del 
Ayuntamiento de Ballobar ante las reclamaciones vecinales por las molestias derivadas del 
bar “A....”, se mantiene en los mismos términos: los altavoces del bar se siguen colocando en 
el exterior, no se respeta el horario de cierre, el rincón junto al río sigue siendo un foco de 
botellón, insalubridad, vandalismo y tráfico de drogas, etc. Consta la presentación de escritos 
ante el Ayuntamiento de Ballobar denunciando esta situación en fechas 18/10/06, 10/04/07 
(este fue respondido por la Alcaldesa en fecha 07/05/07 manifestando su preocupación, 
remitiendo su solución a la Guardia Civil y señalando que se estudiará el problema), 10/05/07, 
17/05/07, 13/08/07 y 13/09/07; en las mismas da detalle de los hechos e incluso de la 
participación de menores en la ingesta de alcohol, consumo de drogas, generación de 
suciedad, daños en los bienes, etc.  
Según se expone, la ciudadana afectada solicitó copia del expediente administrativo tramitado 
en el Ayuntamiento tras la recepción de sus reclamaciones, para cuya obtención tuvo que estar 
dos mañanas casi completas en las dependencias municipales, a pesar de que –según la copia 
del mismo que se ha registrado junto a la queja- únicamente consta en él un el escrito antes 
referido dirigido a la interesada, sin que exista documentación relativa a actuaciones 
municipales para atajar el problema expuesto.  
Se hace referencia a reclamaciones verbales ante la Alcaldesa, así como de la denuncia 
presentada ante la Guardia Civil, señalando la sorpresa de los miembros de este Cuerpo que 
visitaron el rincón ubicado entre su vivienda y el río al señalar “No fue eso lo que comentaron 
los agentes de la guardia civil el día 14 de octubre cuando a las 12 de la mañana hablaba 
con ellos: nadie les había comentado la existencia de ese rincón, comprobaron los restos de 
droga, las roturas en las tuberías, los orines de la noche anterior”.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 
16/01/08 un escrito al Ayuntamiento de Ballobar recabando información sobre la cuestión 
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planteada en la queja y, en particular, de las acciones llevadas a cabo y las que tengan previsto 
ejercer para dar respuesta al problema expuesto.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 13/02/08, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente:  
“Como contestación a su escrito de fecha 16 de Enero de 2008 mediante el que solicita 
información sobre "la continuidad de los problemas derivados del Bar Aries", este 
Ayuntamiento quiere hacer constar lo siguiente:  
1.- que no se tiene constancia que los altavoces del bar se coloquen en el exterior. Fuera de 
la temporada estival, no se colocan mesas y sillas en la vía pública y, por tanto, no se coloca 
en la calle altavoz alguno. Respecto al horario de cierre tampoco se tiene constancia que 
cierren pasado el horario permitido debido a la escasa afluencia de gente los fines de 
semana.  
2.-Junto al Bar Aries existen viviendas cuyos residentes no han manifestado queja alguna. 
Estas viviendas se encuentran ubicadas a menor distancia que la que existe entre el Bar y la 
vivienda de la reclamante y, es obvio, que si se sienten molestos los que están más lejos, los 
que colindan con el Bar no podrían vivir.  
3.- En el escrito que Ud nos remite y según denuncia la reclamante, se relacionan una serie 
de hechos, en el rincón junto al Río, que tal y como están descritos son constitutivos de delito 
(foco de botellón, insalubridad, vandalismo y tráfico de drogas..). En una población como 
Ballobar, de 1000 habitantes, no se dispone de medios para controlar tales situaciones, si las 
hubiere, y si la reclamante ha podido constatar que tales situaciones se están produciendo 
¿por qué no ha formulado la correspondiente denuncia ante el puesto de la Guardia Civil? 
Con ello no quiero decir que este Ayuntamiento se desentienda de los problemas que puedan 
existir en la población pero se debe entender que la escasez de medios limita la capacidad de 
actuación y ante hechos como los que denuncia la Sra. B., este Ayuntamiento de Ballobar 
carece de competencia alguna.  
4.- Respecto a que "no exista documentación relativa a actuaciones municipales para atajar 
el problema denunciado", no implica que las citadas actuaciones no se hayan producido. Este 
Ayuntamiento se puso en contacto verbal con los propietarios del Bar Aries y, durante las 
Fiestas Patronales, se les advirtió del modo de colocación de las Mesas y sillas y del tema de 
los altavoces en la vía pública instándoles a que evitaran, en la medida de lo posible, causar 
molestias a los vecinos.  
No obstante lo anterior, este Ayuntamiento estaría interesado en ser recibidos por Ud. el día 
y hora que nos indique, para hablar de este asunto”.  
CUARTO.-A la vista de la discrepancia entre la documentación obrante en el expediente 
y otros datos aportados por los interesados y lo afirmado en el informe municipal, se 
solicitó con fecha 25/02/08 una ampliación de la misma, que se extiende a los siguientes 
extremos:  
“1º.- Se indica en el informe que no se tiene constancia de que los altavoces del bar se 
coloquen en el exterior, que no hay mesas y sillas fuera de la temporada estival y que se 
cumplen los horarios. En cambio:  
-Se han aportado fotografías que muestran la existencia de dichos altavoces exteriores.  
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-Según ha corroborado la propietaria del bar y un ex-Concejal a la persona afectada, las mesas 
y sillas se colocan todos los días desde abril hasta octubre, si el tiempo lo permite.   
-Se ha aportado detalle de llamadas a las 03:00 horas por estar abierto el bar y produciendo 
molestias por ruido a los teléfonos móviles municipales 66038…. y 66038…..  
2º.- En cuanto a la falta de quejas escritas de vecinos más cercanos al bar en cuestión, ello es 
debido, según se ha informado, a lo siguiente: la calle Fraga está prácticamente deshabitada 
desde el número 31 hasta media calle; en la de enfrente, C/ del Monte, las casas que hacen 
los números 2, 4, 8 y 12 están deshabitadas, la nº 6 es el propio bar y la nº 10 son sus 
propietarios; en cuanto a los impares, en el nº 1 vive una señora mayor que en verano 
duerme en una habitación interior, si bien su hija ha avisado a la Guardia Civil en más de 
una ocasión por este motivo, los propietarios del n° 3 tienen problemas con el vado, que no 
se respeta, pero disponen de habitaciones interiores, la n° 5 está deshabitada y en el n° 7 vive 
una señora mayor que durante muchos años ha trabajado de camarera en ese mismo bar. 
Estas circunstancias, además de los reparos que los vecinos suelen tener en los pequeños 
municipios a presentar quejas por escrito, justifican que no haya habido otras reclamaciones, 
pero no la falta de atención a las que puedan presentarse.  
3º.- Sobre la existencia de problemas de botellón, insalubridad, vandalismo, tráfico de 
drogas, etc., y con independencia de las actuaciones que lleven a cabo los particulares que 
las padecen, el Ayuntamiento, además de poner en marcha los medios de que disponga, 
puede solicitar el auxilio de la Guardia Civil o de los servicios de la Comunidad Autónoma o 
la Comarca, cuando en tales situaciones se vean implicados menores de edad, dados los 
efectos tan negativos para su salud que pueden determinar estas prácticas; le ruego indique 
las iniciativas realizadas en este sentido.  
4º.- La alusión que se hace a la intervención del Ayuntamiento para que durante las fiestas 
patronales se colocasen las mesas y sillas y los altavoces del bar con el fin de evitar 
molestias a los vecinos es una actuación correcta, si bien la propia interesada ha 
manifestado que precisamente es durante las fiestas cuando menos ruido nocturno hay en 
esta zona, pues el baile y otros actos festivos se trasladan al Pabellón municipal, en el otro 
extremo del pueblo”.  
En el mismo escrito se indica la disposición del Asesor responsable del expediente para 
atender personalmente todas las cuestiones que se planteen.  
QUINTO.- No habiéndose recibido contestación, con fecha 06/08/08 se remitió al 
Ayuntamiento de Ballobar un recordatorio de la petición, que no obtuvo respuesta; sin 
embargo con fecha 19/06/08, la ciudadana afectada aportó diversa documentación 
denunciando la actitud obstruccionista del Ayuntamiento respecto a una de las iniciativas que 
está llevando a cabo para resolver, en parte, los problemas que le afectan, como es el vallado 
de la pequeña superficie existente entre su vivienda y el río Cinca, indebidamente utilizado 
para hacer botellón, traficar y consumir con drogas, urinario y otros actos vandálicos y 
antisociales, en los que con frecuencia participan menores de edad, y para lo que había 
obtenido autorización de la Confederación Hidrográfica del Ebro, en tanto que el espacio 
afectado, en la ribera del Cinca, constituye dominio público hidráulico.  
Dado que se trata de materia diversa, se está tramitando como expediente DI-1353/2008-2; no 
obstante, de forma simultánea a la petición de información sobre estos nuevos hechos 
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efectuada el 22/08/08, se recordó la relativa al que ahora nos ocupa. Aún se formuló un nuevo 
aviso el día 07/11/08, que tampoco ha sido atendido.  
Esta falta de colaboración ha supuesto que desde esta Institución no se haya podido completar 
el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto menoscabada 
en el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la Ley 4/1985, de 27 de 
junio, reguladora del Justicia de Aragón, y la ciudadana desasistida de la protección y 
defensa de sus derechos que le confiere la misma.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligación de resolver las peticiones de los vecinos.  
La Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, establece en su artículo 42 la obligación de la Administración de 
dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su 
forma de iniciación, resolviéndolas en el sentido que proceda y adoptando las medidas 
oportunas para la ejecución del acto administrativo que dé fin al expediente. La resolución 
será congruente con las peticiones formuladas por el interesado y se pronunciará respecto de 
aquéllas otras cuestiones que derivan del expediente.  
La claridad del precepto legal respecto a esta obligación administrativa, que se reproduce en 
similares términos en la normativa del Régimen Local, hace que no precise ninguna 
explicación adicional ni la aportación de doctrina o jurisprudencia para reforzar su contenido.  
Observando los reiterados escritos que la ciudadana afectada por el problema que motiva la 
queja ha dirigido al Ayuntamiento de Ballobar sin tener respuesta expresa y ceñida a sus 
peticiones, se observa el incumplimiento de esta obligación legal por la Administración.  
Segunda.- Sobre la competencia municipal en este ámbito.  
“La garantía de la seguridad en lugares públicos, así como garantizar la tranquilidad y 
sosiego en el desarrollo de la convivencia ciudadana” es el primero de los ámbitos de acción 
pública en que los municipios podrán prestar servicios y ejercer competencias, a tenor de lo 
dispuesto en el artículo 42.2.a de la Ley de Administración Local de Aragón; esta 
competencia es asignada por su artículo 44.a a todos los municipios, independientemente de 
su nivel poblacional. En consecuencia, las Corporaciones Locales deberán instrumentar los 
medios necesarios para, por sí mismas o con la colaboración que puedan recabar de otras 
Administraciones, garantizar adecuadamente la tranquilidad y pacífica convivencia.  
Por su parte, la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, 
actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
determina en su artículo 10 las competencias de los municipios en este ámbito donde, entre 
otras, figuran las siguientes:  
 - El establecimiento de prohibiciones, limitaciones o restricciones en zonas urbanas 
mediante el planeamiento urbanístico o las ordenanzas y reglamentos municipales respecto de 
la instalación, apertura y ampliación de licencia de los establecimientos públicos sometidos al 
ámbito de la presente Ley, de acuerdo con lo establecido en la misma y en el resto del 
ordenamiento jurídico aplicable.  
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 - Establecer los horarios de apertura y cierre de los establecimientos públicos dentro 
de los límites establecidos en esta ley.  
 - Limitar la autorización y horario de terrazas o veladores en espacios públicos con 
arreglo a los criterios y mediante los instrumentos establecidos en la legislación sobre ruido.  
 - Las funciones ordinarias de policía de espectáculos públicos y actividades 
recreativas, sin perjuicio de las que correspondan a la Comunidad Autónoma, así como la 
inspección y control de los establecimientos públicos destinados a la celebración de 
espectáculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento de las autorizaciones sea 
competencia municipal.  
La facultad de intervención que la normativa sectorial otorga a la autoridad municipal se 
concreta en el artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón en la figura del 
Alcalde, a quien esta norma atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del 
Ayuntamiento, entre los que se encuentran los relativos a la concesión de licencias y el 
control del ejercicio de actividades.  
Tercera.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón.  
A tenor de la disp. adic. 4ª L 6/1997 de 14 abril, de organización y funcionamiento de la 
Administración general del Estado, los Delegados del Gobierno asumen las competencias 
sancionadoras atribuidas a los Gobernadores Civiles  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.-RESOLUCIÓN  
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto formular  
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Recordatorio de Deberes Legales al Ayuntamiento de Ballobar, relativo a las siguientes 
cuestiones:  
Primera.- Para que atienda y dé respuesta adecuada y congruente a las peticiones de los 
vecinos, en los términos en que está legalmente obligado.  
Segunda.- Para que, en uso de las facultades que tiene atribuidas la autoridad municipal, 
controle que el ejercicio de actividades sujetas a licencia se ajusta a las normas que le son 
aplicables y no cause molestias a los vecinos.  
Tercera.- Para que colabore con esta Institución en sus investigaciones relativas a las quejas 
presentadas por los ciudadanos.  
Quedo a la espera del acuse de recibo de este Recordatorio con el fin de proceder al archivo 
de nuestro expediente.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.1.3 11 de junio de 2009. Necesidad de licencia para el ejercicio de cualquier actividad de 
pública concurrencia.  
Varios particulares ponen en conocimiento del Justicia que la apertura de un local dedicado 
a la prostitución en el barrio de la Ciudad Jardín, les genera continuas molestias debido a 
los ruidos derivados de esta actividad, así como inseguridad ciudadana. Instruido el 
expediente, la Institución detecta que la actividad no cuenta con licencia y además, se pone 
de manifiesto que este tipo de local difícilmente resultaría legalizable debido a los usos 
permitidos en la Ordenanza reguladora del espacio urbano en el que se ubica. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 05/08/08 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando que en 
la casa de la calle Diego Fecet nº , en la Ciudad Jardín, que siempre había estado destinada a 
vivienda, han instalado un prostíbulo que genera graves molestias e incomodidades al 
vecindario, derivados de ruidos de la actividad propia de estos lugares y de las fiestas que se 
celebran, continuas llamadas en el timbre a cualquier hora del día y de la noche, concurrencia 
de personas variopintas, etc. 
Según manifiesta el interesado, en nombre también de los demás vecinos, dicho 
establecimiento no cuenta con la preceptiva licencia; para poner fin a esta situación, que 
estiman contraria a la normativa municipal sobre actividades en la Ciudad Jardín, han 
presentado varias denuncias ante el Ayuntamiento, pero no han sido atendidos, por lo que la 
situación sigue igual. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. En orden a 
su instrucción, se envió con fecha 11/08/08 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza 
recabando información sobre la cuestión planteada, y en particular, sobre las licencias con que 
cuenta la actividad, las denuncias vecinales que se hayan recibido a causa de las molestias a 
los vecinos y las actuaciones municipales realizadas o previstas para dar respuesta a este 
problema. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 01/10/08, con un informe dando 
cuenta de las intervenciones llevadas a cabo por la Policía Local de Zaragoza en fechas 13 de 
mayo y 19 de agosto de 2008 a requerimiento de los vecinos, quienes corroboran que en la 
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casa de C/ Diego Fecet se realizan actividades relacionadas con la prostitución y facilitan 
datos sobre la actividad y los vehículos de los presuntos responsables. Estos hechos son 
comprobados por los agentes, lo que se hace constar, así como el traslado de la información al 
Cuerpo Nacional de Policía; el informe concluye en los siguientes términos: 
“Respecto de las molestias al vecindario por ruido, desde Policía Local no se han observado 
que estos hechos sean constitutivos de infracción, además el  acceso a la finca se realiza a 
través de un callejón de unos 15 metros, por lo que las posibles molestias medioambientales 
se producen en un entorno aislado de la vía pública. 
Respecto la comisión de posibles delitos relacionados con la prostitución o con extranjería, 
desde Policía Local de Barrio del Distrito de Delicias se intensifico la vigilancia, dentro de 
su horario de servicio, en los alrededores de la calle Diego Fecet, sin observar signos de 
alteración de la seguridad ciudadana, si bien estos hechos se pusieron en conocimiento del 
Cuerpo Nacional de Policía Distrito Delicias y de la Brigada de Extranjería, que entendemos 
son los competentes para investigar los mismos. 
Respecto de ejercer la actividad de prostitución en un domicilio particular, desde Policía 
Local se desconoce si posee la preceptiva autorización, y si es necesaria, debiendo ser el 
Área de Urbanismo del Ayuntamiento de Zaragoza quien lo determine”. 
CUARTO.- Dada la duda planteada sobre la posesión de licencia municipal para el ejercicio 
de la actividad, se solicitó al Ayuntamiento información relativa a este extremo. Desde el 
Servicio de Licencias de Actividad se remitió un informe de fecha 17/11/08 en el que, tras 
hacer constar que el prostíbulo en cuestión no cuenta con ningún tipo de licencia para el 
ejercicio de la actividad que viene realizando o de cualquier otra licencia ambiental asimilable 
a las que normalmente se utilizan para encubrir la actividad realmente ejercida, concluye “Se 
informa que la C/ Diego Fecet nº 18 es calificada por el Texto Refundido del PGOU de 2007 
como conjunto urbano C1, permitiendo el artículo 4.3.20.3.E de las normas citadas el uso 
previsto en el artículo 2.7.11.1 (peep show y salas de espectáculos sicalípticos) en planta 
baja y con acceso independiente y considerando el uso descrito por la Policía Local como 
asimilable a los reflejados entre paréntesis. En definitiva el uso no resultaría legalizable en 
la situación a) del artículo 2.6.5 de tales normas atendiendo al Informe de la Policía Local de 
fecha 04/09/08”. 
Existiendo certeza del ejercicio de una actividad ilegal que, además, es fuente de problemas e 
inquietud para los vecinos, el 15/12/08 se remitió un nuevo escrito al Ayuntamiento a fin de 
conocer las acciones realizadas o previstas para hacer frente a esta situación. 
El día 04/02/09 se recibió contestación parcial a estas cuestiones, con la aportación de varios 
informes de la Policía Local que acreditan los hechos relativos a la actividad que se viene 
desarrollando en la casa y la intervención de los miembros de este Cuerpo en inspecciones 
llevadas a cabo los días 13 de mayo, 2 y 16 de junio, 19 y 25 de agosto y 21 de octubre de 
2008, señalando que los mismos se han dirigido “…a todas las instancias competentes para 
tomar decisiones ejecutivas al respecto”. 
Dado que el último de los informes está fechado en octubre de 2008, se consideró que las 
instancias municipales competentes habrían podido realizar alguna acción material en torno a 
este asunto, por lo que con fecha 25/02/09 se volvió a dirigir al Ayuntamiento una nueva 
solicitud de información sobre las actuaciones practicadas o previstas para que dicho 
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establecimiento o actividad se ajuste a la normativa que resulte de aplicación. Sin embargo, 
con fecha 31 de marzo se recibe un informe de la Policía Local donde se manifiesta que 
“Desde el último informe remitido en fecha 04 de septiembre de 2008 por la Jefatura de 
Policía Local no se tiene constancia de nuevas intervenciones relacionadas con la presunta 
actividad que se viene desarrollando en Diego Fecet , no obstante y siempre dentro de la 
disponibilidad del servicio se atenderán todos aquellas molestias que sean requeridos como 
consecuencia de la mencionada actividad”. 
Reclamada una posición clara del Ayuntamiento, se ha recibido el día 2 de junio un informe 
del Servicio de Disciplina Urbanística de la Gerencia de Urbanismo donde señala que “Tras el 
informe de la Policía local se comunica al denunciante que no procede la adopción de 
medidas de protección de la legalidad urbanística, lo que se notifica con fecha 8 de agosto de 
2008. Posteriormente, con fecha 21 de julio de 2008, se presenta nueva denuncia firmada por 
los vecinos de la Ciudad Jardín sin que conste resolución al respecto”. 
Finalmente, se hace constar que, en conversación telefónica mantenida con el Asesor 
responsable de este expediente en fecha 8 de junio, interesándose por la situación actual, el 
ciudadano manifestó que todo sigue igual, y que incluso recientemente hubo un gran tumulto 
a causa de las amenazas proferidas por la dueña del local a una de las personas que allí 
prestan servicios, con intervención de las Policías Nacional y Local. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de licencia municipal para la apertura al público de 
establecimientos. 
La Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, tiene por 
objeto “regular los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos 
que se desarrollen o ubiquen en el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón, con 
independencia de que sus titulares u organizadores sean entidades públicas o privadas, 
personas físicas o jurídicas, tengan o no finalidad lucrativa, se realicen en instalaciones fijas, 
portátiles o desmontables, de modo habitual u ocasional” (Artículo 1). Con relación al caso 
que nos ocupa, la actividad que se realiza en la casa de la Ciudad Jardín puede clasificarse en 
la categoría de establecimiento público establecida en el artículo 2.1.c, que considera así a los 
“locales cerrados o abiertos, de pública concurrencia, en los que se consumen productos o 
reciben servicios por los clientes con fines de ocio, entretenimiento y diversión, se realicen o 
no en ellos los espectáculos públicos y las actividades recreativas”. 
La falta de referencia expresa a los prostíbulos en el Decreto 220/2006, de 7 de noviembre, 
del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el catálogo de espectáculos públicos, 
actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
no resulta óbice a la exigencia de licencia municipal, pues tal catálogo, como indica su 
artículo 1, no es exhaustivo. 
La exigencia de licencia municipal para la apertura de establecimientos públicos garantiza que 
estos “reúnan las condiciones necesarias de seguridad, salubridad e higiene para evitar 
molestias al público asistente y a terceros y, en especial, cumplir con aquellas que establecen 
la legislación de las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas y la legislación del 
ruido” (artículo 6), comprendiéndose, entre otras, las señaladas en su párrafo segundo: 
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seguridad para el público asistente, trabajadores, ejecutantes y bienes, solidez de las 
estructuras y de funcionamiento de las instalaciones, garantías de las instalaciones eléctricas, 
prevención y protección de incendios y otros riesgos inherentes a la actividad, accesibilidad 
de los medios de auxilio externos, salubridad, higiene y acústica, determinando expresamente 
la necesaria insonorización de los locales para evitar molestias a terceros, accesibilidad y 
disfrute para personas discapacitadas o plan de autoprotección y emergencias. 
La instrucción del expediente para concesión de licencia garantiza la participación de los 
interesados y vecinos a través de la notificación personal y del trámite de información 
pública, pudiendo examinar los proyectos y presentar alegaciones, y la comprobación por los 
técnicos municipales de la concurrencia de los requisitos y medidas correctoras que, según la 
naturaleza de la actividad, sean exigibles, y no puede abrirse el establecimiento al público sin 
haber obtenido licencia de funcionamiento. Es competencia municipal el control de 
actividades y establecimientos, tanto en su momento inicial como durante su funcionamiento, 
para asegurar que cumplen las condiciones que les fueron impuestas y no causan perjuicios a 
terceros. 
Esta es la norma general en cuanto a la apertura de establecimientos públicos que, a la vista de 
lo actuado, no se ha cumplido. Junto a la misma, las ordenanzas y planes municipales pueden 
establecer restricciones en cuanto al ejercicio de determinadas actividades en puntos concretos 
de la ciudad, por las razones que procedan en cada caso. Consultada la “Ordenanza Especial 
de la Ciudad Jardín” incluida en el Texto Refundido del Plan General de Ordenación Urbana 
de Zaragoza parece difícil que una actividad como la que aquí se ha descrito tenga encaje 
entre los usos permitidos en el artículo 8 de aquella, si bien esta circunstancia deberán 
precisarla los técnicos municipales a la vista de los proyectos descriptivos de la actividad que 
los promotores habrán de presentar para su legalización. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que disponga lo oportuno para que el establecimiento de C/ Diego Fecet ajuste su 
funcionamiento a las normas que le sean de aplicación, obteniendo, si procede, la preceptiva 
licencia, en cuyo expediente de concesión se garantizará la participación de los afectados y el 
establecimiento de medidas correctoras para evitar molestias a los vecinos y garantizar la 
seguridad de su funcionamiento, u ordenando, en caso contrario, su clausura. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
 
 343/606 
8.1.4 25 de junio de 2009. Obligación del Ayuntamiento de intervenir cuando se planteen 
conflictos derivados del ejercicio de actividades, no debiendo limitarse a mediar. 
Ayuntamiento de Calanda.  
La Institución insta al Ayuntamiento de Calanda a actuar en el marco de las competencias 
que tiene atribuidas en materia de espectáculos y actividades recreativas, para controlar los 
ruidos y vibraciones provenientes de un bar denominado “Babilonia”, el cual ha sido motivo 
de queja recurrente por parte los vecinos de esta localidad. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 27/04/09 tuvo entrada en esta Institución una queja enunciando los 
problemas producidos por un pub denominado “Babilonia” a los vecinos de su entorno en 
Calanda. 
La fuente fundamental son los ruidos que genera (se indica que a pesar de estar insonorizado 
se abren las puertas continuamente y el ruido se oye sin ninguna aminoración) y la actitud 
incívica de algunos de los que acuden al mismo, por sus gritos daños en bienes públicos y 
privados, suciedad, etc. Además, siendo su horario de apertura hasta las 03:00 horas, se alarga 
hasta las 6 o las 7 de la mañana, impidiéndoles el descanso durante toda la noche 
Manifiesta el ciudadano que se han quejado de ello al Ayuntamiento de Calanda, pero ha 
eludido su responsabilidad y no toma ninguna medida, por lo que la situación permanece en 
los términos antes descritos. 
SEGUNDO.- Examinada la queja, se acordó admitirla a supervisión, asignando el expediente 
para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 07/06/09 un escrito al Ayuntamiento de 
Calanda recabando información sobre la cuestión planteada y, en particular, si la actividad 
cuenta con las preceptivas licencias y dispone de las medidas correctoras adecuadas y en 
condiciones de uso, las denuncias vecinales que se hayan recibido a causa de las molestias y 
las actuaciones realizadas por el Ayuntamiento para dar respuesta a este problema y a los de 
control horario, seguridad y limpieza pública expuestos. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 11/06/09, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente: 
“A) Licencia de actividad. 
Con fecha 27-2-92, por Don P.S.U., se solicitaba licencia para el ejercicio de la actividad 
"disco-bar Babilonia" (café-bar) en C/ José Adán s/n bajos. Por la Comisión Provincial de 
Ordenación del Territorio (15-9-93) se calificaba dicha actividad como "molesta" por ruidos 
y vibraciones, estableciéndose las siguientes medidas correctoras: 
- Evitará ruidos, vibraciones e interferencias en radio y televisión. En cuanto a ruidos serán 
aplicables los límites que marquen las Normas Subsidiarias Municipales, y supletoriamente, 
en lo no previsto en éstas, los que establece la Norma de la edificación NBE/CA-88 sobre 
condiciones acústicas en los edificios. 
Por la Alcaldía se concedía licencia provisional de fecha 20-10-93 para el ejercicio de la 
actividad (café-bar categoría especial). 
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Finalmente el 11-1-99, se formalizaba "acta de comprobación" verificando que se daba 
cumplimiento a las medidas correctoras impuestas en la licencia, las cuales se consideraban 
suficientes. 
B) Denuncias por molestias. 
El 27-1-95, el propio titular ponía en conocimiento del Ayuntamiento el malestar de los 
vecinos y solicitaba la intervención del Laboratorio de Medio Ambiente de la Diputación 
provincial de Teruel a fin de comprobar las molestias derivadas de la actividad e informar 
sobre las obras a realizar. 
El citado laboratorio, el 27-3-95 emitía informe proponiendo que la potencia sonora no 
excediese del nivel 6, en cuyo caso debería mejorarse la insonorización del local; proponía, 
asimismo, evitar resonancias mediante medidas antisonoras en el entorno de la actividad. 
El 7-10-07, por la Guardia Civil se formulaba denuncia por incumplimiento del horario de 
apertura y cierre, de la que se dio traslado al titular para que observase el horario de cierre. 
Con posterioridad se han recibido quejas de los vecinos que han sido trasladadas al titular 
para que adoptara las medidas en orden a evitar las molestias denunciadas. 
C) Actuaciones municipales para dar respuesta al problema de control de horarios, 
seguridad y limpieza pública. 
Aparte de lo ya expuesto, el control de horarios se realiza por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado (Guardia Civil, fundamentalmente). 
En cuanto a la seguridad, no se han detectado conductas que atenten o generen riesgo para 
la seguridad de las personas o bienes. En cualquier caso, su control se ejerce, asimismo, por 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 
Finalmente, la limpieza pública se realiza por los operarios municipales”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligación municipal de intervenir. 
“La garantía de la seguridad en lugares públicos, así como garantizar la tranquilidad y 
sosiego en el desarrollo de la convivencia ciudadana” es el primero de los ámbitos de acción 
pública en que los municipios podrán prestar servicios y ejercer competencias, a tenor de lo 
dispuesto en el artículo 42.2.a de la Ley de Administración Local de Aragón; esta 
competencia es asignada por su artículo 44.a a todos los municipios, independientemente de 
su nivel poblacional. En consecuencia, desde las Corporaciones Locales deberán 
instrumentarse los medios necesarios para, por sí mismas o con la colaboración que puedan 
recabar de otras administraciones públicas, garantizar adecuadamente la tranquilidad y 
pacífica convivencia en los lugares de ocio y esparcimiento colectivo. 
Por otro lado, la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, 
actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
asigna a los municipios en su artículo 10.i “Las funciones ordinarias de policía de 
espectáculos públicos y actividades recreativas, sin perjuicio de las que correspondan a la 
Comunidad Autónoma, así como la inspección y control de los establecimientos públicos 
destinados a la celebración de espectáculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento 
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de las autorizaciones sea competencia municipal”, estableciendo a su favor determinadas 
medidas coercitivas para hacer cumplir la normativa. 
Las licencias de apertura y funcionamiento constituyen autorizaciones de tracto sucesivo, 
cuyas condiciones deberán mantenerse de forma continua: el comienzo de la actividad tras la 
inicial comprobación y acreditación de su resultado en la correspondiente acta no extingue el 
vínculo entre la Administración y el titular, quedando autorizada aquella para inspeccionar en 
cualquier momento la actividad o instalación autorizada. Es reiterada la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo que afirma que esta clase de licencias “constituyen un supuesto típico de 
las denominadas autorizaciones de funcionamiento que, en cuanto tales, no establecen una 
relación momentánea entre Administración autorizante y sujeto autorizado sino que generan 
un vínculo permanente encaminado a que la Administración proteja adecuadamente en todo 
momento el interés público asegurándolo frente a posibles contingencias que puedan 
aparecer en el futuro ejercicio de la actividad. Y ello implica que respecto de estas licencias 
se atenúen e incluso quiebren las reglas relativas a la intangibilidad de los actos 
administrativos declarativos de derechos pues entendemos que la actividad está siempre 
sometida a la condición implícita de tener que ajustarse a las exigencias del interés público, 
lo que habilita a la Administración para, con la adecuada proporcionalidad, intervenir en la 
actividad, incluso de oficio, e imponer las medidas de corrección y adaptación que resulten 
necesarias...”. 
Finalmente, recordar que el artículo 76 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección 
ambiental de Aragón, regula la función pública de inspección, cuya finalidad no es otra que 
garantizar que las actividades sujetas a intervención ambiental se ajusten a la legalidad y 
verificar el cumplimiento y la eficacia de las condiciones establecidas en el régimen de 
intervención aplicable en cada caso, con el objetivo de “a) Comprobar que las actividades se 
realicen según las condiciones en que se hubiere autorizado o aprobado su realización, así 
como su adecuación a la legalidad ambiental. b) Determinar la eficacia de las medidas de 
prevención y corrección de la contaminación, así como de las de protección ambiental que se 
hayan fijado en los distintos actos de control e intervención administrativa previa”, 
estableciendo en este mismo Título VII las actuaciones a realizar en caso de detectar 
deficiencias de funcionamiento, que pueden incluso suponer la suspensión de actividades o la 
ejecución subsidiaria de medidas correctoras. 
La facultad de intervención que la normativa otorga en general a la Administración municipal 
se concreta en el artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón en la figura del 
Alcalde, a quien esta norma atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del 
Ayuntamiento, entre los que se encuentran los relativos a la concesión de licencias para el 
ejercicio de actividades, así como controlar que se desarrollen de acuerdo a los límites que les 
sean de aplicación, pudiendo recabar para ello la colaboración de otras administraciones si sus 
medios fuesen insuficientes a tal objeto, y sin que pueda quedarse en una simple labor de 
mediación cuando se planteen problemas que afecten a su ámbito de competencias. 
De la información facilitada por el Ayuntamiento de Calanda se desprende que no ha habido 
una actuación municipal de control y ejercicio de autoridad para que la actividad del bar de 
referencia se ajuste a las normas que le vinculan, tanto en materia de ruidos como de 
cumplimiento de horarios, pues simplemente se ha limitado a trasladar a los gestores del 
establecimiento los incumplimientos observados y quejas recibidas, sin que se hayan puesto 
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en marcha los procedimientos legales para corregirlos y, en su caso, sancionarlos, evitando 
que continúen las molestias a los vecinos; ello supone un incumpliendo las obligaciones que 
la Ley le impone en su condición de Administración Pública. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Calanda la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que, en ejercicio de las competencias y atribuciones que le confiere la vigente normativa en 
materia de espectáculos y actividades recreativas, intervenga de forma eficaz en el control de 
la actividad del establecimiento antes señalado, de forma que se ajuste a las normas que le 
vinculan, especialmente en materia de ruidos y de horarios de apertura, y se resuelvan los 
actuales problemas derivados de su incumplimiento. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
8.1.5 11 de diciembre de 2009. Ruidos excesivos provenientes de una Iglesia Evangelista. 
Obligación del Ayuntamiento de controlar el ejercicio de actividades. Cumplimiento 
de las ordenanzas municipales. Deber legal de colaborar con el Justicia. 
Ayuntamiento de Alcañiz.  
El Justicia sugiere al Ayuntamiento de Alcañiz que vele por el cumplimiento de la normativa 
sobre protección contra el ruido y que a tal efecto exija a un local usado como sede de la 
Iglesia Evangelista la obtención de la oportuna licencia ambiental. Dicho local ha recibido 
en el transcurso de 15 meses varias denuncias por parte de los vecinos de esta localidad, los 
cuales ponen de manifiesto la situación de ruido excesivo a la que se ven sometidos, así como 
de las molestias que viene sufriendo, derivadas de los equipos de aire acondicionado 
empleados en este local. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 7 de abril de 2009 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo 
la desatención del Ayuntamiento de Alcañiz ante un problema de ruidos y vibraciones 
reiteradamente denunciado por los afectados.  
Indica en la misma que en los bajos del edificio de la Avenida Bartolomé Esteban nº 22 hay 
una Iglesia Evangelista que causa importantes molestias a los vecinos debido al elevado ruido 
que generan, por varias causas: las derivadas de su actividad religiosa, pues los cánticos los 
realizan con equipos de megafonía y el ruido que generan es muy elevado; también hay un 
órgano y unos timbales que se emplean para este fin o como mera diversión en muchos otros 
momentos. Junto a esto, hay un aparato de aire acondicionado que, en determinados periodos, 
funciona durante las veinticuatro horas del día y es fuente continua ruido, vibraciones y 
emanación de aire viciado que afectan a la vivienda colindante.  
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Manifiesta que en varias ocasiones ha hablado con los responsables de la Iglesia para que 
procurasen disminuir el volumen, pero siempre se ha encontrado con su rechazo y falta de 
atención a estas normas elementales de conducta.  
Agotada esta vía, se ha dirigido al Ayuntamiento de Alcañiz instando los servicios de la 
Policía Local para que midiesen los ruidos y se recondujera la situación, pero no se ha 
adoptado ninguna medida efectiva. Aporta copia de las siguientes denuncias y actuaciones 
municipales:  
 - Instancias de 20/07/07, en las que piden la revisión del aire acondicionado, tanto en 
lo relativo a ruidos y vibraciones, como por la salida de aire viciado de ventilación, y una 
medición de ruidos de la propia actividad de la Iglesia, indicando los días y horas en que se 
celebra.  
 - Instancia de 09/10/07, solicitando medición de ruidos.  
 - Instancia de 19/10/07, reiterando la misma solicitud.  
 - Con fecha 26/02/08 la Técnico de Medio Ambiente solicita informe al Jefe de la 
Policía Municipal sobre el problema de los ruidos.  
 - Informe de la Policía Local de Alcañiz de 30/06/08 en el que da cuenta que, 
interesándose por una llamada de los afectados por el ruido, a las 4:45 horas pueden localizar 
a una persona para que acuda al local y lo apague.  
 - Nueva instancia, presentada esta vez por ADICAE en nombre de los afectados el día 
11/07/08, en la que expone la situación descrita, solicita conocer las condiciones en que se 
encuentra la Iglesia Evangelista y pide que arreglen los aparatos del aire acondicionado o los 
cambien por otros que hagan menos ruido, y que insonoricen las paredes.  
 - Solicitud al Ayuntamiento, de 30/07/08, para que intervenga en solucionar el 
problema del sistema de aire acondicionado, tanto por el ruido como por los problemas de 
asma que genera a una de las personas afectadas.  
 - Oficio del Ayuntamiento dirigido a D. S.L.H con fecha 19/09/08 y recibido el 
24/09/08 donde “se le recuerda la obligatoriedad de tramitar la correspondiente licencia 
ambiental de actividad clasificada para el local sito en Avda. Bartolomé Esteban, 22, para lo 
cual se le concede un plazo de 30 días naturales desde la recepción del presente escrito. Se le 
adjunta una relación de la documentación a presentar junto con la solicitud de licencia de 
actividad”.  
Acompaña también a la queja el vídeo de un programa televisivo del Canal Bajo Aragón, 
donde se aprecian las malas condiciones de la instalación del aire acondicionado y los 
continuos ruidos que desde la vivienda colindante han de soportar.  
SEGUNDO.-A la vista de todo ello, se acordó admitir la queja a supervisión, asignando el 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 17/04/09 un escrito al 
Ayuntamiento de Alcañiz recabando información general sobre la cuestión planteada y, más 
concretamente, circunstancias del local aludido (si dispone de licencia, se ha establecido 
alguna medida correctora del ruido, si reúne condiciones adecuadas de seguridad para un uso 
masivo, etc.), denuncias vecinales que se hayan recibido a causa de los ruidos, atención 
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dispensada a los denunciantes y, en general, las actuaciones previstas o realizadas por el 
Ayuntamiento para dar solución a este problema.  
TERCERO.-La solicitud de información se reiteró en fechas 9 de junio, 19 de agosto y 14 de 
octubre de 2009, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se 
haya podido instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose 
visto imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón 
y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y el ciudadano desasistido 
en la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre las molestias por ruidos que repercuten en el interior del domicilio.  
La Ley del Ruido se refiere a la contaminación acústica como la presencia en el ambiente de 
ruidos y vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que los origine, que impliquen 
molestia, riesgo o daño para las personas, el desarrollo de sus actividades, los bienes de 
cualquier naturaleza, o que causen efectos significativos sobre el medio ambiente.  
Tradicionalmente el ruido se ha incluido entre las actividades molestas, y hoy está plenamente 
reconocido que la contaminación acústica puede generar graves perjuicios a la salud física y 
psíquica de los seres humanos: traumatismo y pérdidas auditivas, vértigos, perturbaciones en 
el sistema nervioso central, afectaciones respiratorias, cardíacas y circulatorias, hipertensión, 
fatiga, dolores de cabeza; y no menos graves son los efectos psicológicos con padecimientos 
de angustia, pérdidas de concentración, insomnio o irritabilidad, con grave afectación del 
rendimiento del trabajo físico e intelectual.  
No plantea cuestión, pues, que el ruido es una de las manifestaciones de agresión al medio 
ambiente y a la salud de las personas y ello ha exigido una respuesta del Derecho.  
La afección de derechos constitucionales a consecuencia de la contaminación acústica ha sido 
examinada por el Tribunal Constitucional en su sentencia 119/2001, de 24 de mayo, en la que, 
ante un problema de ruido excesivo, declara que el derecho fundamental a la integridad física 
y moral, el derecho a la intimidad personal y familiar y el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio han adquirido una dimensión positiva en relación con el libre desarrollo de la 
personalidad, orientada a la plena efectividad de estos derechos fundamentales. Nuestro texto 
constitucional no consagra derechos meramente teóricos o ilusorios, sino reales y efectivos, lo 
que hace imprescindible asegurar su protección también frente a los riesgos que puedan surgir 
en una sociedad tecnológicamente avanzada.  
Señala el Tribunal Constitucional en la precitada sentencia que el ruido puede llegar a 
representar un factor psicopatógeno destacado en el seno de nuestra sociedad y una fuente 
permanente de perturbación de la calidad de vida de los ciudadanos. Así lo acreditan, en 
particular, las directrices marcadas por la Organización Mundial de la Salud sobre el ruido 
ambiental, cuyo valor como referencia científica no es preciso resaltar, donde se ponen de 
manifiesto las consecuencias que la exposición prolongada a un nivel elevado de ruidos tienen 
sobre la salud de las personas y sobre su conducta social. Por ello, la exposición continuada a 
unos niveles intensos de ruido que ponga en grave peligro la salud de las personas implica una 




Respecto a los derechos que el art. 18 CE reconoce a la intimidad personal y familiar y la 
inviolabilidad del domicilio, vienen referidos a un aspecto de la vida de las personas 
directamente relacionado con el libre desarrollo de la personalidad que tiene en el domicilio 
su ámbito principal de desarrollo, por ser este el espacio donde los individuos, libres de toda 
sujeción a los usos y convenciones sociales, ejercen su libertad más íntima.  
Esta lesión de derechos fundamentales no deriva de la mera constatación de una ilegalidad, 
sino de la postura de pasividad o actividad insuficiente de la Administración, que acumulada 
produce el efecto final de lesionar aquellos derechos. Por ello, la exposición prolongada a 
unos determinados niveles de ruido, que puedan objetivamente calificarse como evitables e 
insoportables, ha de merecer la protección dispensada al derecho fundamental a la intimidad 
personal y familiar en el ámbito domiciliario.  
Segunda.-Sobre la obligación municipal de hacer cumplir las Ordenanzas.  
En el oficio que se remite por el Ayuntamiento de Alcañiz a una persona que, al parecer, es 
responsable de la Iglesia Evangelista, se le insta a obtener la licencia ambiental de actividad 
clasificada; no se tiene constancia, al no disponer de más información, de otras actuaciones en 
la misma dirección, si bien queda claro que el problema no se ha resuelto en el momento de 
redactar esta resolución, casi 15 meses después de que se enviase aquel requerimiento al 
ciudadano para que regularizase la actividad que se viene realizando en el local de Bartolomé 
Esteban nº 22.  
No es preciso aludir aquí a lo establecido en la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección 
ambiental de Aragón, cuyo artículo 60 obliga a someter a licencia ambiental a aquellas 
actividades “que constituyan una perturbación por los ruidos o vibraciones o que produzcan 
manifiesta incomodidad por los humos, gases, olores, …”, estableciendo más adelante la 
obligatoriedad de adoptar medidas correctoras para evitar incomodidad o peligro a las 
personas o a los bienes públicos o privados, sin que las actividades propiamente religiosas 
queden excluidas de la obligación de sujetarse a estas normas cuando generen molestias a 
otras personas. Ello no debe considerarse una limitación del derecho fundamental de libertad 
religiosa y de culto reconocido en nuestra Constitución, sino que su ejercicio debe realizarse 
dentro de los límites que marca la normal convivencia ciudadana.  
Sí que debe recordarse que el Ayuntamiento de Alcañiz dispone de una Ordenanza de ruidos 
y vibraciones que regula específicamente esta materia. Y que como establece el artículo 139 
de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, las ordenanzas son 
disposiciones generales aprobadas por las entidades locales en el ejercicio de la potestad 
reglamentaria y en el ámbito de su competencia, que se integran en el ordenamiento jurídico 
con sujeción a los principios de jerarquía normativa y competencia, vinculando por igual a los 
ciudadanos y a la entidad local, sin que se pueda dispensar individualmente de su observancia. 
La aprobación de las ordenanzas es voluntaria por parte de las entidades locales, y responde a 
la necesidad de regular una materia de su competencia, detallando y ajustando la normativa 
general a su situación particular en aquellos aspectos no contemplados en aquella o que remite 
a una regulación más pormenorizada. Ello presupone que cuando un Ayuntamiento aprueba 
una ordenanza es consciente de la necesidad pública que ha de satisfacer, dispone de los 
medios apropiados para su aplicación y tiene una voluntad efectiva de ponerla en práctica.  
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La situación que ha motivado la queja entra plenamente en el ámbito de aplicación de la 
Ordenanza nº 5 de Alcañiz, de ruidos y vibraciones, que somete a sus prescripciones (art. 2) a 
“todas las actividades, instalaciones, medios de transporte, máquinas y, en general, cualquier 
dispositivo o actuación pública o privada que sean susceptibles de producir ruidos o 
vibraciones que puedan causar molestia, riesgo o daño para las personas o bienes”. 
Conforme a las normas generales, el artículo 3 regula la competencia administrativa para su 
aplicación, para lo que asigna al Ayuntamiento la labor de “velar por el cumplimiento de la 
misma, ejerciendo la vigilancia y control de su aplicación, así como la adopción de las 
medidas cautelares legalmente establecidas, además de la potestad sancionadora”.  
Esta norma regula los límites admisibles de ruidos, tanto en el interior de las edificaciones 
como de los emitidos al exterior, estableciendo normas claras para su comprobación y 
valoración, así como para el aislamiento de los locales e instalaciones que generan niveles 
elevados de ruido o vibraciones, imponiendo determinadas obligaciones a los generadores de 
ruido para evitar que se superen los parámetros de la Ordenanza. Como es natural, regula la 
forma en que se ha de ejercer el control y vigilancia de lo dispuesto en la misma, y fija un 
régimen de infracciones y sanciones en caso de incumplimiento.  
De acuerdo a lo expuesto, la Administración municipal, competente en esta materia, debe 
intervenir para que los locales se ajusten a las condiciones que les son aplicables. El artículo 
30 de la Ley de Administración Local de Aragón concreta esta función en la figura del 
Alcalde, a quien atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos y normas 
municipales.  
Tercera.- Sobre el deber legal de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 




Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.-Efectuar Sugerencia al Ayuntamiento de Alcañiz, con carácter general y respecto 
del caso particular objeto de queja, para que cuando se produzcan denuncias vecinales por las 
molestias ocasionadas por el ejercicio de actividades, atienda las demandas ciudadanas y 
ejerza sus funciones de inspección y control en orden a comprobar la realidad de las mismas y 
la situación de los espacios donde se generen y, en su caso, exija las licencias que requiera la 
actividad y compruebe el cumplimiento de las medidas correctoras necesarias para evitar que 
se generen molestias a otras personas, recordándole la obligación de dar cumplimiento a la 
Ordenanza municipal y a toda la normativa reguladora de esta materia.  
Segundo.-Formular un Recordatorio de Deberes Legales al Ayuntamiento, recordándole su 
obligación de auxiliar a esta Institución, conforme a lo establecido en artículo 19 de la 
referida Ley 4/1985.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.1.6 29 de diciembre de 2009. Ruidos excesivos procedentes de actividades: supermercado 
y bares. Continua desatención municipal a las quejas ciudadanas e incumplimiento de 
su obligación de control. Incumplimiento de su obligación de colaborar con el 
Justicia. Ayuntamiento de Teruel.  
La Institución recopila en esta sugerencia tres expedientes derivados de las molestias 
causadas a los vecinos de Teruel por ruido excesivo. El primer supuesto se refiere a las 
molestias provocadas por los ruidos y las vibraciones generadas por el equipo de aire 
acondicionado de un supermercado. Los otros dos expedientes abordan los ruidos y 
vibraciones producidos por sendos bares de la localidad, cuyos ruidos han obligado a los 
particulares a cambiarse de residencia. Ante estas situaciones, el Justicia recuerda al 
Ayuntamiento de Teruel el deber de velar por el cumplimiento de la normativa protectora 
contra el ruido y, en su caso, de suspender la continuidad de estas actividades que perjudican 
a los interesados. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.-Se agrupan en la presente Resolución los tres expedientes arriba indicados, cuya 
característica común es el problema por ruidos de actividades comerciales que sufren los 
vecinos de Teruel que han dirigido su queja hacia esta Institución y la desatención continua 
del Ayuntamiento de esa Ciudad, tanto a las solicitudes de sus ciudadanos como a los 
requerimientos del Justicia de Aragón.  
SEGUNDO.- El primero de ellos, con referencia DI-215/2009-2, responde a una queja 
presentada el día 10 de febrero de 2009 que pone de manifiesto las molestias que generan a 
los vecinos de C/ Ronda de San Julián nº 40 los ruidos, vibraciones, y salida y emisiones de 
aire procedentes de la actividad del Supermercado Alvimar situado en los bajos del inmueble. 
Se indica en la misma que el Ayuntamiento ha realizado hasta el año 2007 algunas 
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actuaciones sancionadoras y de comprobación de ruidos que han arrojado resultado positivo 
pero, al no haberse ejecutado medidas de aislamiento e insonorización adecuadas, persisten 
las molestias.  
Uno de los ciudadanos afectados manifiesta que a lo largo del pasado año 2008, y por última 
vez el 22/01/09, ha ido presentando escritos dirigidos al Ayuntamiento en denuncia de la 
situación y las molestias padecidas, sin que haya obtenido respuesta.  
Tras admitir la queja a supervisión, con fecha 18/02/09 se dirigió un escrito al Ayuntamiento 
solicitando información sobre la cuestión planteada y, en particular, si la actividad objeto de 
queja se encuentra en posesión de las licencias que habiliten su correcto funcionamiento, 
denuncias vecinales a causa de las molestias de esta instalación y atención dispensada a los 
denunciantes, mediciones de los niveles de ruidos o de vibraciones o inspección de las 
instalaciones, distancia del equipo de refrigeración a las ventanas más próximas, en dirección 
vertical y horizontal, si es conforme con la normativa urbanística municipal y actuaciones 
municipales realizadas y previstas para dar respuesta al problema planteado en la queja.  
La solicitud de información se reiteró en fechas 27 de abril, 19 de agosto y 27 de octubre de 
2009, sin que haya sido atendida.  
TERCERO.- El segundo expediente (DI-266/2009-2) se inició pocos días después, al haber 
recibido la queja el 17 de febrero de 2009. En la misma se expone el mismo problema para los 
vecinos de la Avenida de Aragón nº 31, esta vez motivado por el bar situado en los bajos del 
inmueble, de nombre “O'Neill”, a causa de los ruidos procedentes de la propia actividad 
(público asistente y música) y los motores de los equipos al servicio de la misma, cuya 
legalidad cuestiona la queja, al manifestar que han denunciado esta situación ante el 
Ayuntamiento de Teruel, y que la Policía Local ha efectuado más de 30 mediciones “en todas 
las cuales se aprecia que se rebasan los límites permitidos, sin que el Ayuntamiento haya 
hecho actuación alguna, incumpliéndose reiteradamente los requerimientos efectuados al 
titular de la actividad para corregir las deficiencias y aplicar las medidas correctoras 
procedentes”.  
Asimismo denuncia que, con el fin de acoger los citados motores, se han ejecutado obras de 
construcción de un tejado en la galería trasera del edificio que permiten el acceso directo y sin 
dificultad a las viviendas de la primera planta, obra que carece de licencia municipal y que 
tampoco tiene autorización de la propia Comunidad de Propietarios; a pesar de haberse 
denunciado ante el Ayuntamiento, se mantiene en los mismos términos.  
En orden a la instrucción del expediente, con fecha 24 de febrero de 2009 se solicitó 
información del Ayuntamiento, relativa a la situación de los equipos de refrigeración, 
insonorización del bar, denuncias vecinales y grado de cumplimiento de la normativa de la 
construcción que se cita. Esta solicitud fue atendida con la remisión de un informe por parte 
de la Gerencia Municipal de Urbanismo que daba cuenta de graves excesos en cuanto al nivel 
de ruidos (hasta 23 decibelios por encima de lo permitido en horario nocturno) y del dictado 
de un Decreto por parte de la Vicepresidencia de la Gerencia (nº 2, de 07/01/09) ordenando 
corregir las deficiencias observadas: retirar el equipo de música o dotarlo de un limitador-
registrador, colocar elementos de amortiguación en las patas del mobiliario del local, tener las 
máquinas de extracción y climatización en adecuadas condiciones de funcionamiento o 
retirarlas y modificar la ventana del piso superior, de forma que no sea practicable desde 
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abajo. Según consta en el Decreto 300/2009, de 27 de febrero, no se han cumplido las 
condiciones más importantes señaladas en el anterior, e incluso se ha empeorado la situación 
de molestias provocadas por la actividad en la vivienda superior; por ello, se dispone la 
clausura de las máquinas de climatización y extracción de aire y se le requiere al titular del 
establecimiento para que adopte las demás medidas correctoras.  
Tras dejar transcurrir un tiempo que permitiese comprobar la eficacia de esta resolución, a 
principio de julio el Asesor encargado de la tramitación del expediente se puso en contacto 
con el presentador de la queja, quien le informó que la situación se mantenía en similares 
términos, siendo igual el ruido de la música y habiendo sustituido los aparatos de 
climatización y extracción de aire por otros que no suponían tampoco ninguna mejora. A la 
vista de ello, y con el fin de conocer la postura del Ayuntamiento, se remitió a éste una carta 
el 6 de julio solicitando una ampliación de la información existente, relativa a las 
actuaciones realizadas tras la expedición del anterior informe con el fin de regularizar la 
situación del establecimiento u ordenar, en caso contrario, su clausura, debido al grado de 
los incumplimientos detectados y el perjuicio que causa a los vecinos, encareciendo “…la 
necesidad urgente de adoptar medidas que eviten la transmisión de ruidos a la vivienda 
colindante, tanto por el equipo del música del establecimiento (según indica, tiene licencia de 
café bar, por lo que según el Catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón únicamente puede contar 
con una ambientación musical que supere los de 75 decibelios) como por los sistemas de 
climatización y de extracción de humos y gases, dado que las mediciones realizadas arrojan 
unos valores muy superiores a los que la Ordenanza Municipal contra Ruidos y Vibraciones 
de Teruel considera infracciones muy graves. El informe alude al “nocivo nivel de ruido de 
inmisión que produce en la vivienda colindante, por urgencia justificada ..”; según hemos 
podido conocer, una de las personas afectadas por esta situación, residente en la primera 
planta y principal receptora de los ruidos, se encuentra embarazada con diagnóstico de riesgo. 
Sin perjuicio de la obligación administrativa de hacer cumplir la normativa en todo caso, la 
consideración de esta circunstancia ha de ser un acicate para actuar con la máxima diligencia 
en orden a solventar el problema”.  
Esta solicitud se reiteró el 14 de octubre, sin obtener respuesta.  
Puesto de nuevo en contacto con el ciudadano ha manifestado que, ante la situación existente, 
su familia se ha visto obligada a cambiar de residencia, a fin de no continuar en esta situación 
de riesgo para su salud.  
CUARTO.-El último de los expedientes que se ha procedido a archivar por la falta de 
respuesta del Ayuntamiento de Teruel es el DI-866/2009-2, iniciado tras la queja recibida el 
19 de mayo de 2009 por causa de la inactividad municipal ante los problemas generados por 
los bares “Tu Casa” y “El Refugio”, en la calle Miguel Artigas, asunto ya tratado en 
anteriores ocasiones.  
Expone la queja que, en numerosas ocasiones, los afectados han denunciado ante los servicios 
municipales el incumplimiento de las normas sobre ruido, horario, retirada de los elementos 
de las terrazas, insonorización de los locales y otras circunstancias que inciden negativamente 
en la calidad de vida de las personas que han de soportarlas desde su domicilio; aportan 
documentación de diversos expedientes incoados en el Ayuntamiento donde se constatan, por 
los servicios municipales, las deficiencias denunciadas: apertura fuera de horario, existencia 
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de elementos sin legalizar, falta de otros que son obligatorios y deben estar operativos, como 
los limitadores de sonido, ineficacia de las medidas correctoras contra el ruido, cambios no 
autorizados en la distribución de los locales, etc. A pesar de ello, los referidos 
establecimientos siguen operando con normalidad y generando graves molestias a los vecinos 
más próximos  
Admitida la queja a supervisión, con fecha 4 de junio se remitió un oficio al Ayuntamiento de 
Teruel para que informase sobre la cuestión planteada, y especialmente, de las actuaciones 
realizadas o proyectadas desde el Ayuntamiento para afrontar esta situación mediante una 
aplicación más estricta de la normativa a los establecimientos que se citan.  
La solicitud se reiteró en fechas 19 de agosto y 27 de octubre, sin obtener respuesta.  
QUINTO.- Esta reiterada falta de colaboración municipal ha supuesto que desde esta 
Institución no se hayan podido instruir los expedientes que resultan habituales tras la 
recepción de quejas, habiéndose visto imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el 
Estatuto de Autonomía de Aragón y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de 
Aragón, y los ciudadanos desasistidos de la protección y defensa de sus derechos que le 
confiere la misma.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre las molestias que repercuten en el interior del domicilio.  
Esta Institución se ha dirigido en diversas ocasiones al Ayuntamiento de Teruel formulando 
Sugerencias en las que se ponía de manifiesto el grave peligro para la salud de las personas 
que genera el ruido excesivo, prolongado e involuntario que sufren en sus domicilios, por 
causas diversas. No es necesario volver aquí a reiterar consideraciones ya expuestas y 
conocidas por su destinatario, si bien no está de más recordar lo que dice el Tribunal 
Supremo en su Sentencia de 15 de marzo de 2002, acerca de “los principios a que debe 
sujetarse la reacción del poder público municipal para evitar la realización de actividades 
molestas, y concretamente de aquellas que suponen, por exposición a ruidos excesivos, una 
lesión de la tranquilidad de los vecinos”. Señala el Alto Tribunal lo siguiente:  
“En el contexto de la realidad social actual no se trata, ciertamente, de un aspecto que pueda 
considerarse superficial o poco importante en el tratamiento jurídico-administrativo de las 
actividades hoy habitualmente denominadas genéricamente como clasificadas (molestas, 
nocivas, insalubres y peligrosas, según la terminología tradicional del Reglamento de 
Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas todavía vigente). Para poner de 
relieve la trascendencia del bien jurídico cuya protección está en juego, basta con recordar 
la importancia que la jurisprudencia constitucional y europea de derechos humanos 
atribuyen a las actividades de esta naturaleza.  
La sentencia del Tribunal Constitucional 119/2001 ha subrayado que los derechos a la 
intimidad personal y familiar han adquirido una dimensión positiva en relación con el libre 
desarrollo de la personalidad y que es imprescindible asegurar su protección también frente 
a los riesgos que puedan surgir en una sociedad tecnológicamente avanzada. …..  
Destaca aquella sentencia constitucional que el ruido puede llegar a representar un factor 
psicopatógeno destacado en el seno de nuestra sociedad y una fuente permanente de 
perturbación de la calidad de vida de los ciudadanos. Así lo acreditan, en particular, las 
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directrices marcadas por la Organización Mundial de la Salud sobre el ruido ambiental, en 
las que se ponen de manifiesto las consecuencias que la exposición prolongada a un nivel 
elevado de ruidos tiene sobre la salud de las personas.  
Concluye la citada sentencia «que una exposición prolongada a unos determinados niveles de 
ruido, que puedan objetivamente calificarse como evitables e insoportables, ha de merecer la 
protección dispensada al derecho fundamental a la intimidad personal y familiar, en el 
ámbito domiciliario, en la medida en que impidan o dificulten gravemente el libre desarrollo 
de la personalidad, siempre y cuando la lesión o menoscabo provenga de actos u omisiones 
de entes públicos a los que sea imputable a la lesión producida» (fundamento jurídico 6º).  
De acuerdo con los principios en que se inspira esta jurisprudencia, la actividad jurídico-
administrativa de protección de los ciudadanos frente a los ruidos ambientales adquiere una 
indudable relevancia en consideración a los bienes que el poder público está llamado a 
proteger. El principio de proporcionalidad en la actividad administrativa restrictiva de los 
derechos individuales impone la ponderación de la gravedad que las conductas infractoras 
pueden alcanzar, especialmente cuando adquieren una notable intensidad en el exceso de 
ruido o se prolongan en el tiempo”.  
En los casos expuestos en los antecedentes, la irregularidad del funcionamiento de las 
actividades generadoras de las molestias se ha certificado por los propios servicios 
municipales, y los ciudadanos han hecho constar los graves problemas que ello les genera en 
su salud y calidad de vida, pero la autoridad competente no ha adoptado las medidas 
necesarias para poner orden en esta situación.  
Segunda.- Sobre la ejecutividad de los actos administrativos  
En algunos expedientes de queja instruidos con el Ayuntamiento de Teruel se ha puesto de 
manifiesto que la situación se va dilatando con informes, estudios o mediciones que vienen a 
corroborar datos ya conocidos, manteniendo una situación de beneficio para una parte que 
genera grave perjuicio para los que injustamente lo padecen. Los plazos que se conceden para 
subsanar deficiencias no se cumplen, y la Administración no revisa las instalaciones al 
concluir ese plazo, sino varios meses más tarde, y vuelve a conceder un nuevo plazo, con lo 
que el problema se mantiene a lo largo de los años.  
Debe recordarse que la obligatoriedad de ejecutar los actos administrativos viene contenida 
en una norma básica de funcionamiento administrativo, como es la Ley 30/1992, de régimen 
jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, cuyo 
artículo 56 establece “Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho 
Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo dispuesto en esta Ley”, añadiendo en el 
artículo 57: “1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho 
Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, 
salvo que en ellos se disponga otra cosa. 2. La eficacia quedará demorada cuando así lo 
exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación 
superior”, sin que proceda la suspensión fuera de los casos tasados en la Ley.  
Por tanto, la Administración municipal debe cumplir sus propios actos, adoptando las 
resoluciones sancionadoras y demás medidas de ejecución forzosa que procedan en caso de 
incumplimiento por parte de los destinatarios, máxime cuando esta situación afecte 
gravemente la salud de personas completamente ajenas a la misma.  
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Tercera.- Sobre el deber legal de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.-Efectuar Sugerencia al Ayuntamiento de Teruel para que, con carácter general y 
respecto de los casos particulares objeto de queja, cuando se produzcan denuncias vecinales 
por las molestias ocasionadas por el ejercicio de actividades, atienda las demandas ciudadanas 
y ejerza sus funciones de inspección y control en orden a comprobar la realidad de las mismas 
y la situación de los espacios donde se generen, exija las licencias que requiera la actividad y 
compruebe el cumplimiento de las medidas correctoras necesarias para evitar que se generen 
molestias a otras personas, aplicando a los incumplimientos las sanciones reguladas en la 
vigente normativa.  
Segundo.-Formular un Recordatorio de Deberes Legales al Ayuntamiento, recordándole su 
obligación de auxiliar a esta Institución, conforme a lo establecido en artículo 19 de la 
referida Ley 4/1985.  
Agradezco su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me comunique si 
acepta o no la Sugerencia formulada y acuse recibo del Recordatorio, con el fin de proceder al 
archivo de nuestro expediente.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
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8.2 Residuos y vertederos 
8.2.1 5 de junio de 2009. Utilización indebida del logotipo del Gobierno de Aragón. 
Pasividad de la Administración ante las denuncias de irregularidades. Departamento 
de Medio Ambiente. DGA. 
El presente expediente trae causa una queja formulada debido a la denegación del uso del 
logotipo del Gobierno de Aragón por una empresa gestora de residuos. Se alega por parte 
del interesado que este logotipo está siendo empleado por una empresa competidora, 
mientras que por parte de la Administración se le ha indicado que su uso no está permitido. A 
la luz del Decreto 161/2000 que regula la Comisión de Comunicación Institucional del 
Gobierno de Aragón, la Institución recomienda que se de respuesta al interesado y recuerda 
a la Administración el deber de colaborar con el Justicia. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 13/11/08 tuvo entrada en esta Institución queja denunciando la falta de 
respuesta y actuación del Gobierno de Aragón ante unas denuncias por indebida utilización de 
su logotipo oficial.  
En la misma se hace alusión a que un empresario del sector de reciclado de aceite denunció 
ante el Departamento de Medio Ambiente el uso indebido del logotipo del Gobierno de 
Aragón por una empresa de gestión de residuos de aceites vegetales usados cuyo nombre 
comercial es “N.S.R.”.  
Señala el interesado que, a la vista de la posibilidad de incluir este logo en la publicidad de su 
empresa, dedicada también al reciclado de aceites, solicitó información al respecto, pero 
desde el Gobierno de Aragón le indicaron que no estaba permitido tal uso. Sin embargo, ha 
observado que aquella empresa lo sigue utilizando en su trabajo habitual y en la captación de 
nuevos clientes, para lo que se presenta, amparada en dicho símbolo, como una empresa 
apoyada directamente por el Gobierno de Aragón y dependiente del mismo, lo que les ha 
facilitado nuevos contratos, en clara competencia desleal respecto a las demás empresas del 
sector.  
Con el fin de clarificar esta situación, presentó un escrito al Departamento de Medio 
Ambiente, al que no le han dado respuesta, ni ha tenido noticia de ninguna actuación al 
respecto, puesto que la situación denunciada sigue igual.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja, se acordó admitirla a supervisión, efectuando la oportuna 
asignación del expediente para su instrucción. A tal objeto, se envió con fecha 25/11/08 un 
escrito al Consejero de Medio Ambiente recabando información sobre la cuestión planteada 
en la queja y las acciones llevadas a efecto tras la recepción de la denuncia arriba indicada.  
TERCERO.-La solicitud de información se reiteró en fechas 15 de enero y 16 de marzo de 
2009, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya 
podido instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto 
dificultada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la Ley 
4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y el ciudadano desasistido de la 




Primera.- Sobre los requisitos para utilizar el logotipo del Gobierno de Aragón.  
La utilización de los símbolos del Gobierno autonómico está sujeta a un procedimiento que 
controla la Comisión de Comunicación Institucional, órgano creado por Decreto 161/2000, de 
26 de julio, con el fin, entre otros, de coordinar la política de comunicación del Gobierno de 
Aragón. Su informe previo y autorización es precisa en todas las actuaciones de comunicación 
social que se financian con cargo a los presupuestos de la Comunidad Autónoma o en 
colaboración con la misma, pero también para cualquier uso, en comunicación pública, de una 
comarca dependiente del Gobierno de Aragón, bien sea en publicidad, publicaciones de 
folletos, libros, productos audiovisuales o informáticos, o en acciones promocionales: objetos, 
actos, ferias, suplementos informativos, etc.  
Para obtener esta autorización se establece un procedimiento que se inicia con la solicitud del 
interesado, quien deberá justificar su acción y ajustarse a las indicaciones que se le marquen, 
de acuerdo con las normas de comunicación institucional aprobadas a tal efecto.  
Lógicamente, cualquier utilización de los símbolos o logotipos deberá hacerse en actividades 
promovidas por el Gobierno de Aragón y sus organismos, o cuando se trate de particulares, 
apoyadas o financiadas por estos y siempre bajo su control, con el fin de evitar la utilización 
indebida y la confusión de los ciudadanos ante actividades o iniciativas que se presentan 
como promovidas por la Administración autonómica, pero no son tales, induciendo a engaño 
a los usuarios y con perjuicios para terceros, como ocurre en el caso objeto de queja donde, 
según se manifiesta, los particulares han contratado con la empresa denunciada la gestión de 
sus aceites usados por razón de la, aparentemente, directa vinculación con el Gobierno de 
Aragón de quien les ofrecía este servicio, sin que en realidad sea así.  
Por regla general, en las convocatorias que se efectúan para llevar a cabo determinadas 
actividades fomentadas por la Administración en que está prevista la utilización de los 
logotipos de Gobierno de Aragón y sus órganos se indica con claridad donde y como deben 
figurar estos, y se establece, como requisito previo a la publicación, que se aporten los datos 
básicos de la solicitud (identificación, contenido, inversión, etc.) y se solicite informe y se 
obtenga autorización de la Oficina del Portavoz, al que deberá haberse enviado una prueba 
para verificar que se ajusta al Manual de Identidad Visual Corporativa del Gobierno de 
Aragón.  
Consecuencia directa de la obligación de sujetarse a un procedimiento y de obtener 
autorización para poder utilizar los símbolos del Gobierno de Aragón es la interdicción de su 
utilización indebida, debido al engaño que supone para los usuarios de un determinado 
servicio y el demérito de la imagen de aquel, máxime si el servicio no se presta en las 
condiciones que le son exigibles y con perjuicio para otros interesados; como señala la 
exposición de motivos del Decreto 161/2000, la imagen corporativa es un valor de carácter 
inmaterial de nuestra Comunidad Autónoma mediante el que se divulgan o promocionan 
aspectos de la propia actividad institucional y de los servicios públicos o de sectores sociales 
o productivos, y de ahí deriva la obligación de velar por la buena imagen y la correcta 
utilización de los símbolos que la representan.  
Segunda.- Sobre la obligación de coordinación interadministrativa.  
Como se ha indicado, la autoridad competente para conceder las autorizaciones de uso de las 
marcas y logotipos del Gobierno de Aragón es la Comisión de Comunicación Institucional. 
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Sin embargo, el ciudadano afectado, titular de una empresa de reciclado de aceites, dirigió su 
reclamación al Departamento de Medio Ambiente, órgano del Gobierno competente en 
materia medioambiental, junto con la exposición de diversas infracciones en la actividad de 
recogida de aceite; sin embargo, no recibió contestación.  
El hecho de que la reclamación se haya presentado en un órgano distinto del que tiene la 
competencia en materia de comunicación institucional no es óbice para que desde dicho 
Departamento de Medio Ambiente se hubiese informado de la situación a la Comisión 
anteriormente aludida, por dos razones:  
-Según establece el artículo 1 del Decreto 161/2000, de 26 de julio, del Gobierno de Aragón, 
por el que se crea la Comisión de Comunicación Institucional, se trata de un “órgano 
colegiado de carácter interdepartamental, con el fin de promover y garantizar la 
racionalización del gasto público, así como la coordinación entre los distintos 
Departamentos en relación con la política de comunicación del Gobierno de Aragón”, y en 
cuya composición están presentes todos los Secretarios Generales Técnicos de los 
Departamentos. Por tanto, la materia que aquí se trata no es ajena a ningún Departamento del 
Gobierno de Aragón.  
-Por otro lado, la Ley de Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón establece 
diversos principios de actuación administrativa para garantizar la correcta tramitación de 
todas las solicitudes y trámites de los ciudadanos. Junto a la declaración de personalidad 
jurídica única que hace su artículo 2.2, el artículo 43 se refiere a los principios de 
colaboración, auxilio y mutua información, con la obligación de los órganos administrativos 
de “facilitarse recíprocamente la información precisa para el adecuado desarrollo de sus 
competencias”, y el artículo 44 a la coordinación de los Departamentos y los organismos 
públicos de la Comunidad Autónoma “para una mejor consecución de los objetivos del 
Gobierno de Aragón”. Por último, el artículo 51 concreta esta obligación de actuar 
coordinadamente en situaciones como la que nos ocupa, al disponer “Los órganos 
administrativos que por error reciban instancias, peticiones o solicitudes de los ciudadanos 
darán traslado inmediato de las mismas al órgano que resulte competente para conocer de 
dichos documentos y lo comunicarán al interesado”.  
Tercera.- Sobre la obligación de atender las peticiones ciudadanas y de colaborar con el 
Justicia de Aragón.  
El artículo 16 de nuestro Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 20 de 
abril, establece en su párrafo 2º el derecho ciudadano “a formular solicitudes, peticiones, 
reclamaciones y recursos ante las Administraciones Públicas y a que éstos sean resueltos en 
los plazos adecuados”, en el marco de lo regulado por las leyes; ello conlleva una correlativa 
obligación administrativa para dar satisfacción a este derecho.  
En el mismo sentido, el artículo 42 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, ordena a la 
Administración a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla 
cualquiera que sea su forma de iniciación, debiendo ser la resolución congruente con las 
peticiones formuladas por el interesado, e impone al personal al servicio de las 
Administraciones públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos y a los titulares de 
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los órganos administrativos competentes para instruir y resolver la responsabilidad directa del 
cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo.  
En el caso que nos ocupa, el Departamento de Medio Ambiente debía haber dado respuesta al 
ciudadano, por doble concepto: en lo relativo al uso indebido del logotipo del Gobierno de 
Aragón, trasladando su solicitud a la Comisión de Comunicación Institucional y haciendo 
saber este hecho al interesado; y para comprobar la veracidad de las irregularidades de la 
empresa de reciclado de aceites objeto de la misma, en ejercicio de su competencia para “la 
vigilancia, inspección y sanción de las actividades de producción y gestión de residuos” 
(Artículo 1.2.g del Decreto 281/2007, por el que se aprueba la estructura orgánica del 
Departamento de Medio Ambiente).  
Por otro lado, la falta de respuesta a las sucesivas peticiones efectuadas desde el Justicia para 
obtener información relativa a la queja supone un incumplimiento de la obligación que la Ley 
4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece de colaborar con esta 
Institución, en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente las siguientes 
SUGERENCIAS:  
Primera.- De forma genérica, para que cuando reciba una denuncia cuya tramitación y 
resolución corresponde a otro órgano de la Administración de la Comunidad Autónoma, dé 
traslado de la misma al que resulte competente e informe de ello al ciudadano; en el presente 
caso, para que la traslade a la Comisión de Comunicación Institucional.  
Segunda.- Para que cuando reciba una denuncia en el ámbito de sus competencias materiales, 
como aquí ocurre, efectúe su comprobación e inicie el expediente que proceda según su 
naturaleza.  
Tercera.-Se formula Recordatorio de Deberes Legales a dicho Departamento, tanto de su 
obligación de contestar las solicitudes que formulen los ciudadanos como de auxiliar a esta 
Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en artículo 19 de la referida Ley 
4/1985.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
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8.2.2 26 de junio de 2009. Pasividad del Ayuntamiento ante una escombrera próxima al 
casco urbano. Falta de respuesta a las peticiones vecinales. Recordatorio del deber 
legal de colaborar con el Justicia. Ayuntamiento de Albarracín. 
La Institución tramita la queja recibida por parte de un vecino de Albarracín, el cual 
denuncia la existencia de una escombrera que se presume en situación irregular. Esta 
escombrera, además de generar un impacto visual muy negativo, altera el curso natural de 
una corriente de agua, la cual se ve dirigida contra la propiedad del denunciante. El Justicia 
insta al Ayuntamiento de Albarracín a restaurar la legalidad en el ámbito de sus 
competencias y, asimismo, le recuerda el deber de colaborar con la Institución. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 13/11/08 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando la 
pasividad del Ayuntamiento de Albarracín ante una escombrera en situación irregular que, 
además, motiva el cambio del curso natural de agua de un barranco. 
En la misma se denuncia la situación de una escombrera casi en pleno casco histórico, en la 
calle del Carmen. Señala que su existencia, además de suponer un impacto paisajístico muy 
negativo en el entorno monumental en que se encuentra, es perjudicial para el hostal cercano, 
cuyos dueños han denunciado esta situación a lo largo de los siete años que se viene 
manteniendo, sin que el Ayuntamiento haya hecho nada para solucionarla. 
Esta escombrera ha causado además un problema añadido, según se manifiesta en la queja: 
“En el mismo sitio se ha tapado con escombros, piedras y demás utensilios salidas de aguas 
de corriente natural. Había un curso natural de agua por un barranco; justo debajo de este 
barranco se hizo una construcción y, para que las aguas no fuesen a su casa, desvío por 
completo el curso natural y ahora el 100% de las aguas las recibimos nosotros, cuando de 
manera natural y legal debía de ser la mitad. Al igual que el tema anteriormente mencionado 
se ha puesto en conocimiento del Ayuntamiento, pero no se ha pronunciado para nada, de 
esto hace siete años como el caso anterior”. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 24/11/08 un escrito al 
Ayuntamiento de Albarracín recabando información sobre las cuestiones planteadas en la 
misma y las actuaciones realizadas o previstas desde el Consistorio para resolverlas. 
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 15 de enero, 27 de febrero y 16 
de marzo de 2009, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no 
se haya podido instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, 
habiéndose visto imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de 
Autonomía de Aragón y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y 
el ciudadano desasistido la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Obligación de velar por la protección del medio ambiente en materia de 
residuos. 
El artículo 42 de la Ley de Administración Local de Aragón enumera las competencias de los 
municipios, entre las que, con relación a la cuestión objeto de queja –la existencia de una 
escombrera junto al casco urbano- pueden verse afectadas las relativas a disciplina urbanística 
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dentro del término municipal, el patrimonio histórico-artístico, la protección del medio 
ambiente o la recogida y tratamiento de residuos. 
El Plan de Gestión Integral de Residuos de Aragón para el periodo 2009-2015, aprobado por 
Acuerdo del Gobierno de Aragón de fecha 14 de abril de 2009 y publicado en el B.O.A. de 
20/05/09 en virtud de la Orden 22 de abril de 2009, del Consejero de Medio Ambiente, señala 
en su Programa 8, relativo a los residuos de construcción y demolición “Los Ayuntamiento 
son responsables de la gestión de los residuos generados en obra menor domiciliaria, que 
tienen la consideración de residuos urbanos. Por otro lado en los flujos de residuos de 
construcción y demolición, tanto en la recogida como en los demás procesos de gestión, 
aparecen residuos voluminosos y de otros tipos que también tienen la consideración de 
urbanos. El Ayuntamiento debe disponer de medios para la recogida y transporte de los 
residuos de construcción y demolición y gestionarlos en las instalaciones autorizadas para 
este tipo de residuos, y debe asumir la gestión y/o admitir en sus instalaciones aquellos 
residuos calificados como urbanos”. 
Si la escombrera se hubiese generado sobre terreno de propiedad municipal, debe recordarse 
la obligación que las entidades locales tienen de proteger sus bienes, a cuyo fin el artículo 173 
de la misma Ley confiere, entre otras, las prerrogativas de “c) promover y ejecutar el deslinde 
entre los bienes de su pertenencia y los de los particulares, cuyos límites fueren imprecisos o 
sobre los que existieren indicios de usurpación” y de “d) ejercer la potestad sancionadora 
para la defensa de su patrimonio y para asegurar la adecuada utilización del mismo”. En 
caso de emplazarse en suelo de propiedad privada, la normativa urbanística permite también 
intervenir para atajar actuaciones de esta naturaleza: el artículo 204 de la Ley Urbanística de 
Aragón considera infracciones administrativas graves, que pueden ser sancionadas con multa 
de 500.001 a 5.000.000 de pesetas y con obligación de restituir los bienes a su anterior estado, 
el incumplimiento del deber de conservación de terrenos en adecuadas condiciones de 
seguridad, salubridad, ornato público y calidad ambiental, cultural y turística, cuando el grado 
de deterioro sea importante. 
Segunda.- Obligación de responder a las solicitudes de los vecinos. 
El Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, 
regula en el Capítulo I del Título los derechos y deberes de los aragoneses, entre los que 
figuran, en relación con la cuestión que nos ocupa, los relativos a los servicios públicos. A tal 
efecto, el artículo 16.2 dispone que “Los ciudadanos y ciudadanas, en el marco de lo 
regulado por las leyes, tienen derecho a formular solicitudes, peticiones, reclamaciones y 
recursos ante las Administraciones Públicas y a que éstos sean resueltos en los plazos 
adecuados”. 
Este reconocimiento estatutario refuerza el derecho ciudadano regulado con anterioridad en la 
Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, que ordena a la Administración dictar resolución expresa en todos los 
procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación, debiendo ser la 
resolución congruente con las peticiones formuladas por el interesado y notificarse en el plazo 
máximo fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento, teniendo el 
personal y los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver la 
responsabilidad directa del cumplimiento de estas obligaciones legales. En el mismo sentido, 
el artículo 231 del Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de las 
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Entidades locales dispone que las solicitudes que dirijan los vecinos a cualquier órgano del 
Ayuntamiento en petición de aclaraciones o actuaciones municipales, se cursarán 
necesariamente por escrito, y serán contestadas en los términos previstos en la legislación 
sobre procedimiento administrativo. 
El reforzamiento del derecho ciudadano que ha supuesto su reconocimiento en el Estatuto de 
Autonomía implica una mayor implicación de la Administración para atender y resolver la 
solicitud, en el sentido que proceda, dentro del plazo establecido. 
La falta de respuesta supone además, cuando la solicitud se puede amparar en una acción 
pública en materia urbanística o de protección de bienes públicos, un menoscabo del derecho 
de participación ciudadana en los asuntos públicos, reconocido igualmente en la Constitución 
y en nuestro Estatuto de Autonomía. La Administración Local, por su condición de mayor 
proximidad a los ciudadanos, es la que está en mejor disposición de facilitar la participación, 
pues la población se siente más cercana a los servicios municipales, al conocer a los gestores 
políticos y técnicos, afectarles los problemas más directamente y creer fundadamente que, 
merced a este conocimiento y cercanía, pueden participar de forma eficaz en su solución. 
Tercera.- Obligación de colaborar con el Justicia de Aragón. 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón encomienda al Justicia de Aragón la 
protección y defensa de los derechos individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y 
dispone, en su artículo 59.2, que en el ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La 
actividad de los entes locales aragoneses y de las comarcas, sus organismos autónomos y 
demás entes que de ellos dependan, en los términos que establezca la ley del Justicia”. 
La falta de respuesta a las sucesivas peticiones efectuadas desde el Justicia para obtener 
información relativa a la queja supone un incumplimiento de la obligación que la Ley 4/1985, 
de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece de colaborar con esta Institución, 
en los siguientes términos: 
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y todo el 
personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en quien 
delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier 
clase de documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto formular al Ayuntamiento de Albarracín RECORDATORIO 
DE DEBERES LEGALES relativo a las siguientes cuestiones: 
Primera.- Para que cuando reciba una denuncia en el ámbito de sus competencias materiales, 
como aquí ocurre, efectúe su comprobación e inicie el expediente que proceda según su 
naturaleza. 
Segunda.- Para que, en los términos establecidos en la vigente normativa, atienda y resuelva 
las peticiones que formulan los ciudadanos. 
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Tercera.- Para que colabore con esta Institución en el ejercicio de las funciones que le asigna 
el Estatuto de Autonomía de Aragón y la referida Ley 4/1985. 
Quedo a la espera del acuse de recibo de este Recordatorio con el fin de proceder al archivo 
de nuestro expediente. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
8.3 Especies protegidas y protección animal 
8.3.1 29 de septiembre de 2009. Biodiversidad. Necesidad de instrumentar ayudas para los 
afectados por ataques de aves necrófagas. Departamento de Medio Ambiente.  
Este expediente trae causa de la queja interpuesta por un ganadero ante la desestimación de 
su solicitud de indemnización dirigida al Gobierno de Aragón debido a la mortandad 
producida en su ganado por buitres. La Institución observa que en ocasiones, la escasez de 
carroña puede provocar que los buitres ataquen a animales vivos, provocando pérdidas a los 
ganaderos. A tenor de las disposiciones normativas adoptadas en otras Comunidades (e.g. 
Navarra) y de las propuestas tramitadas desde el Departamento de Medio Ambiente, el 
Justicia insta al Gobierno de Aragón a buscar fórmulas que contemplen la posibilidad de 
indemnizar a los ganaderos afectados por el ataque de aves necrófagas. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 3 de febrero de 2009 tuvo entrada en esta Institución una queja 
manifestando la disconformidad de un ciudadano con la desestimación por parte del 
Departamento de Medio Ambiente de las solicitudes que ganaderos de la Comunidad 
Autónoma han presentado en reclamación de daños que vienen sufriendo por los ataques de 
buitres al ganado extensivo, como consecuencia de la proliferación de dichas aves y la falta de 
alimento al no poder dejar abandonados los cadáveres de los animales de estas explotaciones, 
como se venía haciendo tradicionalmente. Aporta copia de la documentación relativa a su 
expediente concreto.  
Este asunto ya se abordó en 2007 a partir de la queja de un ciudadano por la insuficiencia de 
comederos de aves necrófagas y la falta de indemnización a los ganaderos afectados por 
ataques de estas aves a sus reses. El expediente se archivó tras informar desde la Secretaría 
General Técnica del Departamento de las previsiones al respecto, relativas al incremento de 
estas instalaciones para poder cubrir satisfactoriamente la demanda de alimento, evitando los 
posibles ataques a la cabaña ganadera.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 13/02/09 un escrito al 
Consejero de Medio Ambiente recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, 
y en particular de las siguientes cuestiones:  
-Situación actual de los comederos de aves necrófagas en Aragón, con indicación expresa de 
los avances realizados respecto a la expuesta en el informe de Secretaría General Técnica del 
Departamento de 12/03/07. -Estado de tramitación del proyecto de Decreto sobre la 
instalación y uso de comederos para la alimentación de aves rapaces necrófagas, cuya 
exposición pública se realizó a través del anuncio publicado en el Boletín Oficial de Aragón 
de 01/02/08. -Previsiones para ampliar el ámbito de la Orden de 13 de marzo de 2007, de los 
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Departamentos de Agricultura y Alimentación y de Medio Ambiente, por la que se desarrolla 
el Decreto 207/2005, de 11 de octubre a los productos de la categoría 1, conforme a lo 
dispuesto en el anexo del Real Decreto 664/2007, de 25 de mayo. -Conclusiones del grupo de 
trabajo citado al final del informe remitido en el curso del anterior expediente para estudiar la 
posibilidad jurídica y técnica de habilitar una línea de indemnizaciones a los ganaderos 
afectados por ataques de buitres.  
TERCERO.-La respuesta del Departamento se recibió el día 10/07/09. En ella se informa de 
la diversas normativas que se han ido promulgando para solucionar el problema de la 
alimentación de las aves necrófagas tras la aprobación del Reglamento del Parlamento 
Europeo y del correspondiente Real Decreto que establecían unas pautas de conducta para la 
eliminación de cadáveres de animales y sus restos en orden a evitar la transmisión de la 
enfermedad de la encefalopatía espongiforme bovina. Se hace mención a la red de comederos 
de aves necrófagas, que ha experimentado un notable aumento para cubrir esta necesidad 
(actualmente hay 44 en servicio y 9 proyectadas para su construcción durante 2009), así como 
a la reciente promulgación del Decreto 102/2009, de 26 de mayo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se regula la autorización de la instalación y uso de comederos para la 
alimentación de aves rapaces necrófagas con determinados subproductos animales no 
destinados al consumo humano y se amplía la Red de comederos de Aragón.  
Sin embargo, al afrontar el problema que aquí nos ocupa principalmente se alude a los 
“supuestos ataques” del Buitre leonado a la ganadería, explicando que, por sus características 
físicas, adquiridas tras una evolución natural de miles de años, el buitre no es un depredador 
de animales vivos, pues “Las adaptaciones comportamentales incluyen el aumento del área 
de campeo cuando la comida escasea y un recelo extremo ante las presas, asegurándose de 
que están muertas o inmovilizadas, y de la ausencia de predadores, antes de bajar a comer. 
En consecuencia, la respuesta natural de los buitres ante la escasez de alimento es el 
aumento de las distancias recorridas en su búsqueda, algo que se encuentra en su acervo 
etológico o comportamental. No es por tanto planteable un cambio de instintos de un día 
para otro, pasando de carroñeros estrictos a depredadores de animales vivos, por muy 
“lógico” que le resulte al hombre suponer tal cambio.”  
Se alude a la experiencia del Centro de Recuperación de Fauna Silvestre de La Alfranca, que 
en todos los cadáveres de ovino analizados “se constataron causas de muerte diversas y 
ajenas todas ellas a la acción de los buitres: ataque de perros, toxemia de fin de gestación, 
neumonías graves, neumonía y dicroceliosis, mostraba signos de infección y traumatismos 
graves, pero siempre la predación por los buitres ha sido post-mortem”.  
Finalmente, sobre las conclusiones del grupo de trabajo sobre buitres y ganadería, integrado 
por representantes de los Departamentos de Medio Ambiente y de Agricultura y 
Alimentación, organizaciones agrarias, colectivos ecologistas e Instituto Pirenaico de 
Ecología, informa que se han revisado el estado de desarrollo de la red de comederos y la 
tramitación de la normativa ahora vigente, y que “se han planteado diversas soluciones a los 
ganaderos, tales como la vía de los seguros agrarios, las indemnizaciones y las subvenciones. 
De estas se han descartado las dos últimas opciones, tomando como solución más viable la 
de los seguros agrarios, esta se concretaría en la contratación de un seguro que cubra estas 
contingencias a través de Agroseguros, con quien la Dirección General de Desarrollo 
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Sostenible está manteniendo reuniones para la fijación de una prima que pueda resultar lo 
más beneficiosa posible a los ganaderos”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
PRIMERA.-Según se deriva del presente expediente de queja, la Administración -
Departamento de Medio Ambiente - recibió una solicitud de indemnización por parte de unos 
ganaderos perjudicados por la muerte de una de sus vacas y el ternero recién nacido a causa 
del ataque de unos buitres, que aprovecharon esta situación de soledad y debilidad del animal 
para atacarlo, apremiados por la necesidad de alimentarse a causa de la escasez en el campo 
de las carroñas procedentes de la ganadería o de animales salvajes con las que habitualmente 
se nutren. La petición fue acompañada de un informe pericial del siniestro y de una diligencia 
de comparecencia ante la Guardia Civil de Mosqueruela dando cuenta de estos hechos.  
La dificultad jurídica de exigir una indemnización a la Administración por daños de esta 
naturaleza ya fue comunicada al ciudadano en la primera carta que le fue remitida tras la 
admisión de su queja, en la que se le informó “que en el momento actual no existe una norma 
expresa que imponga a la Administración de la Comunidad Autónoma el deber de indemnizar 
los perjuicios causados al ganado por los ataques de los buitres, por lo que resulta muy 
difícil que obtenga un resultado positivo, salvo que haya un cambio de regulación que 
habilite a cubrir esta contingencia”.  
SEGUNDA.-Es una evidencia que no precisa mayor demostración que en estos últimos años 
ha habido ataques de aves necrófagas al ganado que han causado la muerte de numerosos 
ejemplares y una notable pérdida económica para sus propietarios.  
El incremento de la red de comederos de Aragón viene motivado, entre otras circunstancias, 
por la necesidad de atender la alimentación de estos animales con suficientes garantías y 
evitar los ataques al ganado; a tal situación se refiere el informe de la Secretaría General 
Técnica del Departamento de Medio Ambiente de 12/03/07 que concluyó el expediente de 
queja DI-106/2007-2, sobre la falta de muladares, cuando afirma en su epígrafe 1.3 “El 
pasado día 23 de enero de 2007 se celebró la primera reunión de expertos convocada en 
respuesta a la alarma generada por los incidentes provocados por los buitres leonados sobre 
rebaños en distintas localidades aragonesas como consecuencia de la falta de alimento 
disponible para estas aves carroñeras. …. Igualmente se establece en el grupo de trabajo que 
se estudiará la posibilidad jurídica y técnica de habilitar una línea de indemnizaciones, 
buscando un protocolo de actuación y peritajes que garantice la eficacia de la medida y la 
seguridad en su aplicación”.  
TERCERA.-Cabe recordar aquí la Proposición no de Ley núm. 10/07, aprobada por la 
Comisión de Medio Ambiente de las Cortes de Aragón en fecha 2 de marzo de 2007, sobre 
indemnizaciones en casos de daños causados a la cabaña ganadera por aves rapaces 
necrófagas en Aragón, con el siguiente contenido: “Las Cortes de Aragón instan al Gobierno 
de Aragón a acelerar la entrada en funcionamiento de los comederos previstos en el plan de 
muladares y a presentar, de forma urgente, fórmulas jurídicas que regulen la valoración y el 
procedimiento de indemnizaciones en casos de daños causados a la cabaña ganadera por 
aves rapaces necrófagas en Aragón”.  
En la misma se señalaba, entre otras consideraciones, que “El buitre leonado es una especie 
protegida en toda la Unión Europea, si bien la actual legislación sólo prevé ayudas si los 
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perjuicios los causan animales en peligro de extinción, y éste no es el caso. No obstante, la 
Comunidad Autónoma de Navarra, que junto a Aragón es la comunidad con una presencia de 
rapaces necrófagas más destacable, dispone de medidas propias que introducen soluciones a 
este problema, como la Orden Foral 607/1997, de 2 de junio, de la Consejera de Medio 
Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, por la que se regulan las indemnizaciones 
correspondientes a los daños causados al ganado por los buitres”.  
CUARTA.-No es sólo la Comunidad Foral de Navarra la que ha regulado esta materia; 
también en La Rioja o en Cantabria se han ocupado de la misma, conscientes de que los 
inconvenientes derivados de la conservación de las especies no deben recaer sólo sobre las 
espaldas de los ganaderos. La exposición de motivos de la Orden 25/2001, de 13 de julio, del 
Consejero de Turismo y Medio Ambiente por la que se aprueba el régimen de ayudas para 
compensar económicamente los daños producidos en el ganado por la acción de buitres 
justifica estas ayudas partiendo de una situación concreta: “Los buitres son aves carroñeras y 
se alimentan fundamentalmente de cadáveres de animales que encuentran, la mayoría de las 
veces, en el campo, entorno de explotaciones ganaderas, etc. De forma ocasional, y bajo 
condiciones muy determinadas, se producen casos en los cuales los buitres han atacado a 
animales vivos pudiéndose llegar a producir, en algunas ocasiones, la muerte del animal. 
Estos ataques están asociados a reses que por imposibilidad de movimiento, debilitamiento 
generalizado, partos distócicos u otros motivos permanecen durante largo tiempo postrados 
en el suelo, sin posibilidad de levantarse. Estos hechos han aparecido de forma puntual y 
tienen carácter episódico”. Expone su voluntad de no crear una alarma injustificada y evitar 
el rechazo y fobia de la población hacia esta especie, y para ello regula una línea de ayudas 
destinadas a compensar económicamente a los ganaderos por los daños que puedan sufrir en 
su cabaña como consecuencia de las interacciones de la población de buitres con los animales 
vivos de renta.  
QUINTA.-La ampliación de la red de comederos de aves necrófagas en Aragón ha de 
suponer una mejora de la situación actual, y así se ha constatado últimamente; ello no obsta 
para, en la línea dispuesta por la antedicha Proposición no de Ley y la normativa de otras 
Comunidades Autónomas, se instrumente alguna fórmula de ayuda directa a los afectados por 
los ataques de dichas aves que no suponga una carga más para un sector en grave situación 
económica y de viabilidad de sus explotaciones.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, valorando las anteriores consideraciones, presente fórmulas jurídicas que regulen la 
valoración y el procedimiento de indemnizaciones en casos de daños causados a la cabaña 
ganadera por aves rapaces necrófagas en Aragón.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
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8.3.2 17 de diciembre de 2009. Caza. Falta de desarrollo reglamentario de la Ley de Caza 
de 2002. Necesidad de aplicar las previsiones que no requieran norma reglamentaria. 
Adecuación del reglamento a la Ley en la regulación de los guardas de caza. 
Departamento de Medio Ambiente. DGA.  
La Institución tramita este expediente suscitado por las quejas recibidas ante la falta de 
desarrollo reglamento de la Ley de Caza de Aragón la cual data del año 2002. Según la 
propia Ley de Caza, el desarrollo reglamentario de ésta debía haberse producido en el plazo 
máximo de un año. A raíz de la información recabada, el Justicia detecta que el futuro 
Reglamento se encuentra en fase de información pública. Asimismo, se aprecian varias 
incongruencias en el texto del futuro reglamento por lo que se recomienda la corrección de la 
norma y asimismo, se insta al Gobierno de Aragón a concluir este desarrollo reglamentario. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 19 de enero de 2009 tuvo entrada en esta Institución una queja que 
planteaba dos cuestiones: el desarrollo reglamentario de la Ley de Caza de 2002 y la falta de 
aplicación de las disposiciones de esta norma relativas a los guardas de caza. El ciudadano, al 
que luego se han unido otros con la misma preocupación, la expresaba en los siguientes 
términos:  
“Que dado que se van a cumplir siete años desde la aprobación de la Ley de Caza en 
Aragón, sin que hasta la fecha se haya aprobado el Reglamento que en dicha Ley se 
ordenaba, vengo a formular queja nuevamente y por tercera vez al Justicia de Aragón, y esta 
vez, dada la falta de información pública, para conocer los motivos del retraso en la 
aprobación del Reglamento y para conocer en la medida de lo posible la fecha de aprobación 
del citado Reglamento; ya que antes del verano del 2008 por el Departamento de Medio 
Ambiente se anunció que en octubre de 2008 estaría aprobado el Reglamento de Caza, y 
entendiendo que la Comisión Jurídica Asesora había aprobado su dictamen de forma 
favorable.  
Asimismo, presento queja ante El Justicia por la falta de aplicación de la disposición 
decimotercera de la Ley 5/2002 de Caza en Aragón ….  
Se considera que esta norma es de aplicación, pero el Departamento de Medio Ambiente no 
exige la contratación de guardería por el número de hectáreas  aprobado, siendo que el 
artículo 77 de la referida Ley de Caza establece que los plantes técnicos de caza dispongan 
de un servicio de vigilancia suficiente propio o contratado. Nos encontraríamos con una 
norma de carácter legal suficientemente explícita y concreta que obligaría a contratar el 
servicio de guardería mínimo, sin que sea necesario otra norma de carácter reglamentario 
que desarrollo la obligación de guardería. Pero a fecha de hoy es voluntario el servicio de 
guardería de caza, siendo que la Ley impone su establecimiento.”  
SEGUNDO.- Como se indica en la queja, la demora en la aprobación del Reglamento de la 
Ley de Caza de 2002 había sido tratada en anteriores expedientes a causa de quejas 
ciudadanas ante la situación de inseguridad jurídica que deriva de los numerosos aspectos de 
la misma precisados de desarrollo reglamentario y el incumplimiento de lo previsto en la 
disposición final primera de dicha Ley, que encomienda su promulgación al Gobierno de 
Aragón “dentro del plazo máximo de un año”.  
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Por parte de la Secretaría General Técnica del Departamento de Medio Ambiente se informó 
el 16 de abril de 2008 “que el borrador de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la 
Ley de Caza de Aragón está ya elaborado y revisado, si bien está pendiente de informes que 
son preceptivos en la aprobación del mismo como puede ser el de la Comisión Jurídica 
Asesora”. Más adelante, en un informe fechado el 27 de junio de 2008, y con motivo de otro 
expediente, dice “que una vez consultados los órganos competentes a tal efecto, estamos en 
disposición de comunicarles que a finales del mes de octubre podrá estar aprobado el 
mencionado Reglamento”.  
Sin embargo, en una consulta efectuada a la Comisión Jurídica Asesora se informó que a esa 
fecha (enero de 2009) todavía no se había recibido el expediente en cuestión para proceder a 
su estudio y dictamen.  
TERCERO.- Sobre la misma materia, en 2006 fue sometido a información pública un 
borrador de reglamento de desarrollo de la Ley de Caza mediante su exposición en la página 
web del Gobierno de Aragón, sin que haya tenido mayor trascendencia este trámite.  
CUARTO.- A la vista de todo ello, se acordó admitir la queja a supervisión. Con tal objeto, 
se envió con fecha 27/01/09 un escrito al Consejero de Medio Ambiente recabando 
información sobre las dos cuestiones planteadas: trámite procedimental seguido y situación 
actual del Reglamento de la Ley de Caza, solicitando copia de los informes emitidos por los 
órganos competentes, y grado de cumplimiento de las previsiones de la Ley y actuaciones 
realizadas por el Departamento relativa a la situación de los guardas de caza.  
QUINTO.-La solicitud se reiteró en fechas 21 de abril y 2 de julio, recibiéndose el día 10 del 
mismo mes un informe señalando que el Departamento está tramitando el proyecto, y que “Su 
elaboración, debido principalmente a la complejidad de la materia y a las numerosas partes 
implicadas, se ha visto ralentizada. A lo largo de esta tramitación se emitió informe por parte 
de la Dirección General de Servicios Jurídicos y a la vista del mismo se detectó por este 
Departamento la necesidad de precisar la redacción de varios artículos que contienen 
aspectos técnicos, tanto por parte de la Dirección General competente en materia de caza, 
como por parte del INAGA y a la vista de las competencias que sobre esta materia tiene 
asumidas el mencionado Instituto. También se informa que está pendiente de cerrar la 
redacción de algunos de los preceptos que conforman el mencionado proyecto a la vista de la 
Directiva de Servicios y su inminente trasposición a nivel estatal y que hace necesario 
tenerlos en cuenta de cara a reducir el número de autorizaciones y prohibiciones previstas en 
la futura redacción del Reglamento de la Ley de Caza en Aragón”.  
SEXTO.-Dado que esta información era insuficiente respecto de la petición formulada, al 
faltar copia de los informes expedidos por los órganos consultados y no aludir a los guardas 
de caza, se solicitó una ampliación de la misma referida a estos extremos con fecha 13 de 
agosto, que fue reiterada el 14 de octubre. La contestación se ha recibido con fecha 14 de 
diciembre, y se extiende a las siguientes cuestiones:  
“1° ESTADO DE TRAMITACIÓN DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE CAZA DE 
ARAGÓN.  
Existía una versión denominada "Anteproyecto de Decreto por el que se desarrolla la Ley 
5/2002 de Caza de Aragón " que fue sometido a información pública en el BOA de 20 de 
febrero de 2006.  
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Este anteproyecto no salió adelante y estuvo paralizado hasta septiembre de 2008.  
En Septiembre de 2008 se retomó la redacción del borrador de Decreto y después de 
numerosas reuniones se ha llegado a un texto definitivo en cuya elaboración han trabajado 
los Servicios Jurídicos del Departamento de Medio Ambiente, el INAGA y el Servicio de Ríos 
y Actividad Cinegética.  
Este borrador ha quedado finalizado en noviembre de 2009 y será sometido a Información 
Pública en el plazo más breve posible.  
2° ACTUACIONES REALIZADAS EN RELACIÓN A LA SITUACIÓN DE LOS GUARDAS 
DE CAZA.  
En el nuevo Reglamento, la guardería se contempla en los artículos que van desde el número 
98 al 102.  
En este texto se proponen numerosos e importantes cambios en la forma de acceso a la 
condición de guarda de caza, en la organización de esta guardería y en las funciones que 
tendrán que desempeñar dichos guardas.  
3° FECHA PARA LA APROBACIÓN DEL CITADO REGLAMENTO  
El anuncio por el que este Reglamento se somete a Información Pública se ha enviado ya al 
Boletín Oficial de Aragón”.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligación de efectuar los desarrollos reglamentarios de las Leyes 
dentro de los plazos señalados.  
El artículo 53 de nuestro Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 20 de 
abril, atribuye al Gobierno de Aragón la función ejecutiva y la potestad reglamentaria. Esta 
previsión es desarrollada actualmente por la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del 
Gobierno de Aragón, que la hace residir en el Gobierno, con la posibilidad de que pueda ser 
ejercida por sus miembros cuando los habilite para ello una ley o un reglamento aprobado por 
el Gobierno. Atribuye también a los Consejeros la función de proponer al Gobierno la 
aprobación de los proyectos de reglamentos de su competencia.  
Esta misma norma regula, en su Capítulo III, los pormenores para el ejercicio de la potestad 
reglamentaria del Gobierno: ámbito de la misma, titulares de su ejercicio, jerarquía normativa 
de los reglamentos, publicidad y eficacia y control judicial, detallando en su sección segunda 
el procedimiento de elaboración.  
Atendida la gran diversidad de materias y circunstancias que exigen la elaboración de un 
reglamento, nada se dice en esta Ley 2/2009 del plazo que ha de cumplirse para ello. Cuando 
se trata de reglamentos de desarrollo de una Ley, es habitual que en sus disposiciones finales 
se establezca un plazo en que el Gobierno dicte el correspondiente reglamento, pues en caso 
contrario muchas de las previsiones de la misma quedan sin efecto, contrariando la voluntad 
manifestada por las Cortes de Aragón al aprobar una Ley destinada a resolver determinados 
problemas de los aragoneses; en el caso que nos ocupa, la Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza 
de Aragón, publicada en el Boletín Oficial de Aragón de 17 de abril de 2002 y que entró en 
vigor a los veinte días, autoriza al Gobierno de Aragón en su Disposición Final Primera, a 
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dictar las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para su desarrollo dentro del plazo 
máximo de un año.  
A diferencia de la delegación legislativa, que el Gobierno ha de cumplir dentro del término 
establecido y en caso contrario decae esta encomienda y las facultades derivadas de la misma, 
la titularidad de la potestad reglamentaria hace que el Gobierno pueda ejercerla superado el 
plazo que se le ha dado para ello. Sin embargo, no deja de ser éste un incumplimiento de la 
Ley a la que el Gobierno, al igual que los ciudadanos, está sujeto, siendo en el presente 
supuesto de notoria relevancia con relación al reglamento de la Ley de Caza, habida cuenta 
que han transcurrido más de siete años desde su promulgación sin que el reglamente haya sido 
aprobado.  
Segunda.-Sobre la obligación de aplicar la Ley cuando sus disposiciones no exijan 
ulterior desarrollo reglamentario.  
Junto a la falta de desarrollo de la Ley, la queja alude a otra cuestión, cuya ejecución depende 
igualmente del Departamento de Medio Ambiente: la guardería de los cotos de caza.  
El Capítulo II del Título X (artículo 76 a 79) de la Ley establece un régimen completo de 
vigilancia de la actividad cinegética que únicamente remite a un ulterior desarrollo para dos 
cuestiones: determinar las características y dotaciones mínimas de vigilancia que deben 
establecer los titulares de los terrenos cinegéticos (art. 77.2) y las características de las 
pruebas de aptitud para los guardas de caza (art. 78.7). No obstante, para la primera de ellas se 
ha establecido un régimen temporal en la Disposición Transitoria Decimotercera que deja 
resuelto el problema, al disponer lo siguiente:  
“1. En tanto se establecen reglamentariamente las dotaciones mínimas de vigilancia en los 
cotos, a los efectos de contratación de guardas particulares de campo o guardas de caza, se 
entenderá suficiente la dotación de un guarda por cada 25.000 hectáreas de superficie, 
cuando la persona que desempeñe la función desarrolle exclusivamente tareas cinegéticas, y 
por cada 5.000 hectáreas cuando desarrolle, además, otros cometidos.  
2. Los contratos de guardas de caza realizados con arreglo a la normativa anterior a la 
entrada en vigor de esta Ley tendrán la duración que en ellos se contemple, con 
independencia de las dotaciones mínimas de vigilancia de los cotos que se establezcan 
reglamentariamente”.  
Respecto de las características de las pruebas de aptitud para los guardas de caza, no es 
precisa la promulgación de un reglamento a tal objeto, puesto que el citado artículo 78.7 
ordena al Departamento responsable de medio ambiente su regulación mediante Orden.  
Conforme a ello, en la Ley existe un régimen jurídico completo que permite la aplicación 
inmediata de las previsiones relativas a los guardas de caza, faltando únicamente lo relativo a 
la regulación mediante Orden de sus condiciones de acceso.  
En consecuencia, la materialización de estas normas debería haberse hecho tras la entrada en 
vigor de la Ley, tal como deriva de su propia naturaleza y se establece en la fórmula de 
promulgación de las Leyes de Aragón y en las normas que en este acto formal se aluden: el 
artículo 9.1 de la Constitución y el artículo 45 del Estatuto de Autonomía de Aragón.  




En el Boletín Oficial de Aragón de 10/12/09 se publica un anuncio de la Dirección General de 
Desarrollo Sostenible y Biodiversidad por el que se somete a información pública el proyecto 
de decreto que aprobará el reglamento de la Ley de Caza, pudiéndose consultar y obtener su 
texto completo en la página web del Gobierno de Aragón.  
Examinada la regulación contenida en el proyecto sobre la materia objeto de queja, los 
guardas de caza, se observan algunas discordancias con lo previsto en la Ley de Caza que, 
entendemos, deberán ser objeto de replanteamiento; son las siguientes:  
 - Vigilancia y control de la actividad cinegética: el art. 76 de la Ley la asigna a los 
agentes para la protección de la naturaleza, a los guardas para la conservación de la naturaleza 
y a los vigilantes jurados que presten sus servicios en la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. Sin embargo, el art. 99.1 del proyecto no alude a estos últimos.  
 - Dotaciones de vigilancia de los cotos. El art. 77.2 de la Ley dispone que 
reglamentariamente se establecerán las características y dotaciones mínimas de vigilancia que 
deben establecer los titulares de los terrenos cinegéticos; con carácter temporal, y hasta la 
determinación reglamentaria, la D.T. 3ª de la Ley las establece, y también lo hacía el borrador 
de reglamento sometido en 2006 a exposición pública en su artículo 92. Para cumplir 
adecuadamente la previsión legal, estas cifras deberían constar en el reglamento.  
 - El art. 100 del proyecto impone a las comarcas la obligación de tener dotación 
suficiente de guardería para cubrir la demanda por parte de los cotos. Se establece por vía 
reglamentaria la creación de un servicio comarcal, sin que exista la base legal previa que lo 
habilite.  
 - El mismo art. 100 del proyecto dispone a continuación que las personas que 
desempeñen las funciones de guardas de caza se dedicarán exclusivamente a tareas 
cinegéticas. Esta limitación no es ajustada al art. 78 de la Ley, que les encomienda, además de 
la vigilancia de la caza y su hábitat y de colaborar en le ejecución de los planes de caza, el 
“Auxilio a los agentes de protección de la naturaleza en la conservación de los ecosistemas y 
de las especies de flora y fauna silvestres”, tarea que figura entre sus funciones en el artículo 
102.2, pero que no tiene el carácter cinegético al que el proyecto quiere ceñir la labor de los 
guardas. Esta previsión entra también en conflicto con el anterior art. 99.2 del proyecto, que 
se refiere al personal de las comarcas “destinado a la vigilancia y protección del medio 
ambiente en su ámbito territorial”, labor de mayor amplitud que la vinculada estrictamente a 
la actividad cinegética.  
 - Por otra parte, esta dependencia de las comarcas no estaba prevista en la Ley, cuyo 
art. 78.3 exige que 4. “Para ejercer sus funciones deberán estar contratados por los titulares 
de terrenos cinegéticos, por sus asociaciones o federaciones, siendo necesario poner en 
conocimiento del Departamento la formalización de los contratos”.  
 - El artículo 103 del proyecto regula la pérdida de la condición de guarda. Sobre la 
regulación contenida en el mismo cabe decir dos cosas:  
-Se observa un error en la remisión del párrafo b al artículo 97.2; debería hacerse al art. 102.2, 
donde se establecen las obligaciones y funciones de los guardas.  
-Se crea por vía reglamentaria una penalización, cual es la pérdida de la condición de guarda 
consecuencia de sanción y/o sentencia firme por vulneración de la normativa en materia 
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cinegética, que no tiene respaldo legal, pues el art. 78.9 de la Ley únicamente vincula la 
cancelación de la habilitación al incumplimiento de las funciones asignadas al guarda. Dado 
que ésta es la única causa establecida legalmente, el reglamento deberá ajustarse a la misma, 
sin que tenga potestad para ampliarla.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente las siguientes 
SUGERENCIAS:  
Primera.- Que procure que el desarrollo reglamentario de las Leyes dentro de su ámbito de 
competencia se realice en los plazos establecidos en las mismas.  
Segunda.- Que, en la materia propia de ese Departamento, promueva las medidas oportunas 
para que la aplicación de los preceptos de las Leyes que no requieran de un ulterior desarrollo 
reglamentario se realicen tras la entrada en vigor de las mismas.  
Tercero.- Que, sin perjuicio de los informes que corresponda emitir a otros órganos o 
entidades en relación con el proyecto del reglamento de la Ley de Caza, revise en los términos 
señalados en la consideración jurídica tercera las previsiones del mismo respecto de los 
guardas de caza.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.4 Actividades clasificadas o peligrosas 
8.4.1 29 de mayo de 2009. Explotación de cantera de mármol en Abanto. Dudas sobre la 
autorización municipal para ocupar el monte público. Necesidad de evaluación de 
impacto ambiental para la explotación. Avales insuficientes para la restauración del 
espacio afectado. Falta de actuación en defensa del monte. Clasificación del material 
en la sección minera que corresponda. Obligación de colaborar con el Justicia. 
Departamentos de Medio Ambiente e Industria. DGA. Ayuntamiento de Abanto. 
El Justicia instruye el presente expediente en el que, a tenor de la explotación de una cantera 
sita en Abanto, se advierte a las diferentes Administraciones de la detección de una serie de 
graves deficiencias. Así, la investigación desarrollada por la Institución pone de manifiesto la 
posible invalidez de la autorización de ocupación del monte público y la improcedencia de la 
devolución de los avales prestados por la empresa explotadora debido a que no se ha 
acometido la restauración de parte del emplazamiento. Por otra parte, la falta de declaración 
de impacto ambiental de la cantera que, además se encuentra enclavada en una zona 
calificada como LIC, suscita serias dudas sobre la legalidad de la explotación. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 5 de diciembre de 2008 tuvo entrada en esta Institución una queja 
denunciando la presunta situación irregular de una cantera de caliza ornamental (mármol) que 
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se viene explotando desde hace varios años en el término municipal de Abanto, provincia de 
Zaragoza.  
Acompaña a la queja una prolija documentación con copia de las actuaciones realizadas ante 
los Departamentos de Industria y de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón y del 
Ayuntamiento de Abanto. Se indica en la misma, entre otras circunstancias, lo siguiente:  
-La explotación se asienta sobre monte de utilidad pública de propiedad municipal, con la 
oposición del Ayuntamiento titular del monte, expresada en diferentes alegaciones 
respaldadas por el Pleno de la Corporación. Sí que consta en el expediente un oficio de fecha 
23/03/00 dirigido por el anterior Alcalde a la empresa explotadora, Canteras Abanto S.L., en 
el que comunica el acuerdo plenario de “…conceder autorización a la mencionada empresa, 
para realizar los trabajos de campo, investigación y explotación de piedra caliza, para su uso 
ornamental, en todo el término municipal y por un periodo de 30 años”; sin embargo, la falta 
de acreditación de tal acuerdo plenario, del que no existe constancia en el Libro de Actas o en 
las Administraciones del Estado o de la Comunidad Autónoma (a las que su traslado es 
preceptivo), su falta de concreción espacial, al extenderse a todo el término municipal y la 
inexistencia de expediente que acredite el cumplimiento que la normativa reguladora de los 
bienes de las entidades locales exige para las concesiones demaniales, hacen que se susciten 
serias dudas sobre la legitimidad de la ocupación y el aprovechamiento que desde hace años 
se viene realizando y que las autorizaciones concedidas sobre esta base están debidamente 
justificadas.  
-El monte donde se realiza la explotación minera forma parte del Lugar de Interés 
Comunitario (LIC) ES2430106 “Los Romerales-Cerropozuelo” sin que se haya emitido 
declaración favorable de impacto ambiental. Se indica en la queja que la cantera Abanto 232, 
que explota nominalmente recurso minero de la sección “A”, no ha cumplido este trámite 
obligatorio, y que englobando el mismo espacio, se ha tramitado un estudio de impacto 
ambiental para otra explotación, Leonardo 3082, iniciado por los mismos promotores, que ha 
resultado desfavorable debido precisamente a la afección al LIC y a varios hábitats de los 
enumerados en la Directiva 92/43/CEE y a especies de flora y fauna incluidas en el Catálogo 
de Especies Amenazadas de Aragón y, en resumen, a que no ha quedado “adecuadamente 
justificada la compatibilidad de la explotación con la conservación de los valores naturales 
de la zona”. Sin embargo, se mantiene la explotación Abanto 232, con los mismos perjuicios 
para el medio ambiente, sin que se haya concluido un expediente de caducidad de su 
autorización por estos motivos de agresión ambiental.  
-La autorización que dispone la cantera Abanto 232 viene referida a un recurso de la sección 
“A”, caliza ornamental; sin embargo, está acreditado que el material extraído es mármol, y así 
se indica en la documentación aportada, por lo que la explotación del mismo no se limita al 
“arranque, quebrantado y calibrado”, ni su valor económico es escaso o su comercialización 
restringida geográficamente. Es por ello que, según la documentación aportada y la vigente 
regulación, se trata de un recurso de la sección “C”, lo que requiere unas autorizaciones 
específicas con las que no cuenta.  
-Se está ocupando una superficie de monte público muy superior a la autorizada para la 
cantera Abanto 232, tanto para la extracción como para el almacenamiento del material, lo 
que supone, dada la técnica empleada y la utilización de maquinaria pesada, un grave daño al 
monte y a los valores que su catalogación como LIC pretende preservar.  
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-El frente nº 2 de la cantera Abanto 232 se halla abandonado desde hace tiempo sin que se 
haya llevado a cabo su restauración, siendo dudoso que pueda llevarse a efecto con el material 
estéril obtenido del otro frente pues, según se indica, se ha vendido por el empresario para las 
obras que se estaban ejecutando en la carretera de Nuévalos a Monterde. Sin embargo, el aval 
de 2.500.000 pesetas que había sido depositado en su momento para, conforme a la vigente 
normativa, garantizar la restauración del espacio afectado, ha sido devuelto al interesado 
fundamentando esta devolución en el artículo 101.2 del Reglamento General para el Régimen 
de la Minería (que establece la devolución de fianzas para otros supuestos diferentes) y sin 
haber comprobado la efectividad de la obligada restauración; tampoco, según se manifiesta en 
la queja, tienen Constanza del depósito de la fianza de 6.000.000 pts. en garantía de la 
restauración de los frentes 1 y 3 que exige la Resolución del Director del Servicio Provincial 
de Industria, Comercio y Desarrollo de Zaragoza de 09/03/01, mediante la que se autoriza la 
cantera Abanto 232.  
-Con el fin de comerciar con el material extraído de la cantera se ha proyectado o construido 
una serrería; ello pone de manifiesto lo inadecuado de calificar dicho material como de 
sección “A”, pues requiere una elaboración muy diferente del simple quebrantado y calibrado 
que exige la Ley para dicha sección. Sin embargo, a pesar de no cumplir los requisitos 
previos, el Departamento de Industria ha concedido a la empresa una subvención de 
60.000.000 pts. para financiar la instalación de la serrería de mármol, material cuya extracción 
no cuenta con autorización.  
-Cercana a la explotación, también en monte público, se ha construido un edificio que carece 
de cualquier clase de permiso, tanto de construcción como de ocupación del dominio público; 
se indica en la queja que el empresario pretende justificar su existencia por las demandas de 
los trabajadores en materia de seguridad y salud laboral, pero ello no justifica la ausencia de 
las autorizaciones que requiere esta edificación.  
-La explotación no está pagando el canon que le corresponde por la ocupación de monte 
público y la extracción de mineral.  
Entre los documentos que se aportan constan los siguientes:  
-Escrito del Alcalde de Abanto de 23/03/2000 donde señala que “informado el Ayuntamiento 
en Pleno”, se autorizó ocupar el monte “para realizar los trabajos de campo, investigación y 
explotación de piedra caliza, para su uso ornamental, en todo el término municipal y por un 
plazo de 30 años”. Sin embargo, en posteriores escritos remitidos por el Ayuntamiento en los 
diferentes procedimientos administrativos tramitados en torno a esta cantera se pone de 
manifiesto la insuficiente base jurídica para esta ocupación de terrenos municipales, pues no 
se tiene constancia de acuerdo plenario expreso ni de la tramitación de un expediente a tal 
efecto.  
-Informe de la Dirección General de Calidad Ambiental al plan de restauración del espacio 
afectado por la explotación minera de 17/07/00; tiene carácter favorable y establece 
determinadas prescripciones en orden a la protección del medio ambiente, así como la 
necesidad de tramitar la ocupación de monte público y de respetar las vías pecuarias y 
barrancos y la obligación de presentar sendas fianzas de 2.500.000 y 6.000.000 de pesetas 
para garantizar la restauración de los frentes 1 y 3, respectivamente.  
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-Resguardo de depósito del aval de 2.500.000 pts. como fianza definitiva en garantía de la 
restauración de la cantera; tiene fecha de 26/10/00. La devolución de este aval consta en un 
comunicado de 05/09/06 del Director del Servicio Provincial de Industria de Zaragoza a la 
Dirección General de Presupuestos del Gobierno de Aragón “para que se proceda a la 
devolución del mismo en aplicación del artículo 101.2 del Reglamento General para el 
Régimen de la Minería”. Este precepto no regula las garantías de restauración, sino las 
cantidades que han de abonarse para sufragar los gastos de tramitación de los expedientes 
mineros, y su devolución en caso que no se otorgue el permiso de explotación o se termine un 
expediente de permiso de investigación o de concesión directa.  
-Autorización de aprovechamiento de recursos de la sección A –calizas ornamentales-, 
denominada Abanto 232, de 09/03/01. Según indica el Resultando 4º de la resolución, la 
superficie afectada por esta cantera está englobada dentro de la 34 cuadrículas una concesión 
directa de explotación en trámite (Leonardo 3.082) instada por los mismos promotores. 
Recoge las prescripciones de naturaleza ambiental contenidas en el informe de Calidad 
Ambiental antes referido.  
-Resolución de 17/10/03, del servicio Provincial de Medio Ambiente, por la que se concede 
autorización provisional por plazo de un año a la empresa para ampliar la ocupación del 
monte público. La ocupación inicial era de 24.086 m2 para la apertura del frente nº 2, y se 
solicitan 3.000 m2 para la apertura del nº 1. Se alude en el Considerando primero a la 
conformidad del Ayuntamiento citando un acuerdo plenario de 23/03/2000, si bien tal fecha 
corresponde a la carta del Alcalde comunicando este hecho; la autorización establece, como 
es habitual, prescripciones de orden ambiental para la evitación de daños y la restauración de 
los generados por la propia explotación, tanto en su perímetro como en las áreas fuera del 
mismo afectadas por las instalaciones, maquinaria, escombreras temporales, etc.  
- Orden de 12/04/04 del Consejero de Medio Ambiente por la que se aprueba el expediente de 
ocupación de una superficie de 51.586 m2 a favor de Canteras Abanto S.L. para la 
explotación de caliza ornamental. Esta Orden incluye la autorización anterior, pues se refiere 
a dos frentes de explotación: el nº 1, de 27.500 m2, y el nº 2, coincidente con aquel, de 24.086 
m2. Junto a otras consideraciones en materia de vigilancia y control ambiental, la 17ª 
establece “Si hubiera declaración de Impacto Ambiental de la cantera “Abanto” o de la 
explotación “Leonardo”, el condicionado quedará automáticamente incluido en este pliego”.  
-Resolución de 02/03/05 (B.O.A. de 30/03/05), de la Dirección General de Calidad 
Ambiental, por la que efectúa la Declaración de Impacto Ambiental negativa y desfavorable 
de la concesión directa de explotación “Leonardo”, por tres motivos: en la concesión se ha 
detectado la presencia de especias de flora y fauna incluidas en los catálogos aragonés y 
nacional de especies amenazadas, cuyo estatus de conservación se puede poner en peligro con 
el aprovechamiento de los diferentes frentes; la explotación afecta al L.I.C. “Los Romerales-
Cerropozuelo” y a varios hábitats protegidos por la Directiva Europea 92/42/CEE, “pudiendo 
producir su aislamiento y fraccionamiento e impidiendo la recuperación de las zonas más 
deprimidas, alterando directamente los objetivos de conservación del LIC. No se conoce 
exactamente la superficie real a explotar, estimándose en un 10% la superficie del LIC que 
puede verse afectada, lo que hace inviable una gestión ambiental correcta”; y que, “A pesar 
de los requerimientos y del trámite de audiencia, así como de los plazos suficientemente 
amplios concedidos en los mismos, siguen existiendo importantes carencias en la 
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documentación presentada …. No quedando adecuadamente justificada la compatibilidad de 
la explotación con la conservación de los valores naturales de la zona”. Según refleja la 
resolución de 02/03/05, este expediente se comenzó a tramitar en el año 2000.  
-Nota de régimen interior, de fecha 26/11/07, del Director del Servicio Provincial de Medio 
Ambiente de Zaragoza al Director del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (INAGA) en 
la que, relacionando la ocupación de monte público con la declaración ambiental negativa, 
recuerda lo indicado en la condición 17ª de la Orden de 12/04/04 antes trascrita, que obligaba 
a incorporar el condicionado ambiental a la misma; dado que este ha sido negativo, pone en 
conocimiento del Instituto los antecedentes administrativos por si pudieran ser suficientes 
para iniciar de oficio un expediente de caducidad de la autorización de ocupación, o de 
modificación del condicionado.  
-Notificación del trámite de audiencia, con fecha 10/01/08, del expediente de caducidad de la 
autorización otorgada por Orden de 12/05/04 para la ocupación de 51.586 m2 de monte 
público. El borrador de propuesta es propicio a resolver la caducidad, al conectar las cláusulas 
17ª y 18ª de la citada Orden, pues la primera dispone que si hubiera declaración de impacto 
ambiental, su condicionado se incorporaría a la concesión, y la segunda establece que será 
causa de caducidad de la ocupación el incumplimiento de su condiciones; dado que la 
declaración de impacto ambiental negativa no permite la autorización de la explotación, ni los 
recursos que se pretenden explotar son los autorizados, concluye que procede la caducidad de 
la autorización.  
-Informe que se facilita a un ciudadano interesado en este asunto, relativo a varias cuestiones: 
inicio del trámite de consultas previas al estudio de impacto ambiental de la concesión directa 
“Leonardo”, reduciendo la superficie de 34 a 7 cuadrículas mineras; que en el termino de 
Abanto la única explotación legalmente autorizada es el aprovechamiento “Abanto 232”, cuyo 
titular es “Explotaciones Abanto S.L.” (la anterior titular era “Canteras Abanto SL”, con las 
mismas personas a su dirección) y tiene tres frentes de explotación; que la totalidad de la 
cantera actual está dentro de la solicitud de concesión directa; que el frente nº 2, abandonado 
por la mala calidad de la piedra, no se halla restaurado todavía; y que el área afectada por el 
almacenamiento de los bloques es extensa “debido a la propia clasificación de bloques que la 
empresa realiza antes de ser cargados para su traslado al taller de corte”.  
-Comunicación a la empresa “Explotaciones Abanto”, de 25/01/08, para que restaure el huevo 
abierto en el frente de explotación nº 2 en el plazo de dos meses.  
-Escrito de la empresa “Explotaciones Abanto” presentado, en el curso del expediente de 
caducidad de la ocupación, el 04/02/08 manifestando su disconformidad, puesto que, a pesar 
de encontrarse en el mismo lugar, la cantera “Abanto 232”, para el aprovechamiento de 
recursos de la sección A de la Ley de Minas, está autorizada y es independiente de la 
concesión directa de explotación “Leonardo”, promovida por “Canteras Abanto SL” para 
recurso de la sección C, y que en breve se presentará un estudio ambiental para la ocupación 
de 7 cuadrículas mineras.  
-Alegaciones presentadas el 11/02/08 por el Ayuntamiento de Abanto ante el Instituto 
Aragonés de Gestión Ambiental en la que muestra su conformidad con la caducidad de la 
autorización y solicita que la explotación que se haga sea acorde con la normativa ambiental, 
laboral y económica a que está obligada. Asimismo, recuerda la necesidad de tramitar 
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evaluación de impacto ambiental para autorizar la explotación, dada su inclusión dentro del 
LIC “Los Romerales-Cerropozuelo”; recuerda la desatención del explotador de la cantera a 
los diversos requerimientos que se le formularon en la E.I.A. para que completase la 
documentación que fueron sistemáticamente desatendidos, a pesar de continuar la extracción 
de material, y el solapamiento de autorizaciones para recursos de la sección “A” y de la 
sección “C” sobre el mismo espacio, y lo indebido de explotar mármol, que por sus 
características pertenecería a la sección “C”, con una autorización para mineral de la sección 
“A”, aludiendo a lo dispuesto al efecto en el artículo 3 de la Ley de Minas. Finalmente, 
denuncia la existencia de un edificio de ladrillo de unos 90 m2 sin autorización, la afección a 
una superficie mucho mayor de la autorizada, el trabajo con unos perfiles también superiores 
a los definidos en el proyecto, el incumplimiento del plan de vigilancia ambiental, al no haber 
restaurado el frente nº 2 tras su abandono, la falta de recuperación de la tierra vegetal 
previamente al acopio de materiales extraídos, la mala gestión de los lodos blancos 
procedentes de la serrería de mármol, la contaminación por polvo de las pistas de rodadura y 
plataforma y la desatención de las normas de seguridad y salud laboral. Por ello, solicita la 
cancelación de la autorización existente, el cumplimiento de la normativa que se ve vulnerada, 
el pago por el material extraído y la suspensión del traslado de los bloques acopiados en el 
monte como garantía hasta obtener la nueva autorización.  
-Alegaciones complementarias presentadas por el Ayuntamiento al considerar que “ha 
conocido que la única explotación legalmente autorizada existente en la Autorización de 
Aprovechamiento “Abanto” nº 232 cuyo espacio físico de actuación es el definido en la 
antigua Concesión Directa “Leonardo” 3.082; así como que el explotador trata de hacer 
pasar una cosa por otra para evadir de ese modo sus responsabilidades”. Incide también el 
Ayuntamiento en su falta de permiso, como propietario del monte, lo que obliga a cancelar la 
autorización de explotación  
-Escrito presentado por varios vecinos al Servicio Provincial de Medio Ambiente, solicitando 
la regulación de esta explotación y dando su apoyo a la posición del Ayuntamiento.  
-Informe del Servicio Provincial de Medio Ambiente sobre la situación de la cantera, de 
27/03/08, en la que el Equipo de Defensa de la Propiedad comprueba diversos 
incumplimientos del condicionado establecido en la Orden de 12/05/04: la superficie ocupada 
por el frente nº 1 es de 118.390 m2, y la autorizada de 27.500 m2; no se permite a los 
funcionarios actuantes la entrada al dicho frente para su medición; no se ha tramitado 
ampliación de la superficie ocupada; se ha construido un edificio sin autorización del Servicio 
Provincial y sin que conste en la citada consta en la Orden, cuya superficie no ha podido ser 
medida al impedirse el acceso; y que el frente nº 2 se encuentra abandonado y sin restaurar.  
-Nuevas alegaciones del Ayuntamiento de Abanto, presentadas en el registro del INAGA el 
12/05/08, manifestando su oposición a dos cuestiones: sobre el proyecto “Leonardo” para 7 
cuadrículas mineras, se oponen al afectar al Cerro de la Cruz, lugar emblemático del 
municipio, y porque los taludes de restauración superan ampliamente la inclinación del 
entorno, que no excede en general los 30º. Acerca del aprovechamiento “Abanto 232”, 
denuncia el incumplimiento de diversos preceptos legales: no se exigió estudio de impacto 
ambiental en un LIC declarado el 26/07/00, siendo que la autorización es posterior; se explota 
un recurso de la sección “C” cuando se cuenta con autorización para él “A”; hay confusión en 
los tres frentes de explotación; se reitera la falta de autorización del municipio, propietario del 
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monte, para cualquier prórroga en el plazo de explotación, que se incumple la normativa 
básica de seguridad minera y que no se han puesto en práctica, después de siete años, las 
medidas de protección del medio ambiente exigidas en la autorización.  
-Varias preguntas que desde el Ayuntamiento de Abanto se dirigen a la Dirección General de 
Energía y Minas con la misma fecha 12/05/08 sobre las anteriores cuestiones, sobre las que se 
solicita respuesta escrita.  
-Alegaciones de la empresa Explotaciones Abanto S.L. en el curso del mismo procedimiento 
de caducidad de la autorización. Invoca la autorización a su favor hecha por el Ayuntamiento 
de Abanto, la falta de actividad en la zona afectada por la declaración de impacto ambiental 
negativa, su adecuación a la autorización obtenida por Orden de 12/05/04 y a las 5,1586 Has. 
definidas en la misma, entre las que se encuentra el frente nº 2 con su plan de labores activo y 
el frente nº 1 donde se localizan los servicios generales de mantenimiento, higiene y bienestar 
y el almacén, estacionamiento de maquinaria y servicios viales interiores; alude también al 
cumplimiento de sus obligaciones económicas con el Ayuntamiento y la D.G.A., así como las 
de orden laboral, a la que se liga la caseta construida en el monte, invocando, por último, la 
observancia de toda la normativa aplicable a su actividad.  
-Nuevo escrito de alegaciones presentado por un particular interesado en el que manifiesta su 
contrariedad porque se haya devuelto la fianza sin haberse realizado la restauración del frente 
nº 2, frente a lo que solicita que se inmovilice el material extraído y almacenado en el monte, 
dado que las cuantías de las fianzas que quedan no han sido actualizadas y no alcanzan para 
hacer una restauración en condiciones. Pide la resolución inmediata del expediente de 
cancelación de la autorización, en aplicación estricta del condicionado de la Orden que 
autorizó la ocupación.  
-Informe del Director del Servicio Provincial de Industria, Comercio y Turismo de Zaragoza 
de 22/05/08, dirigido al INAGA, en el que manifiesta que la explotación cumple con la 
normativa en materia de minas.  
-Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Abanto adoptado en sesión de 03/07/08 en el que 
ratifica íntegramente los escritos presentados previamente por la Alcaldesa y manifiesta de 
nuevo ante el INAGA los extremos concretos de la autorización de ocupación del monte que 
considera incumplidos: resultado desfavorable de la E.I.A., realización de un uso distinto al 
autorizado, en cuando a la diferente catalogación del material extraído, ocupación de 
superficie superior a la autorizada y cese en el uso de la relativa al frente nº 2 durante más de 
seis meses.  
-Informe del Equipo de Defensa de la Propiedad del S.P. de Medio Ambiente en relación con 
estas cuestiones planteadas por el Ayuntamiento de Abanto, emitido el 20/07/08 y remitido al 
Ayuntamiento el 28/07/08, al que se informa también de la apertura de un expediente 
sancionador a Explotaciones Abanto por infracción de la Ley de Montes de Aragón. El 
informe del Equipo de Defensa de la Propiedad viene a coincidir con el emitido en la anterior 
visita de 27 de marzo y expone los mismos incumplimientos del condicionado de la Orden de 
12/05/04, relativos a la superficie, obstaculización del paso a los funcionarios, falta de 
autorización para el edificio y abandono del frente nº 2. Asimismo, relaciona los pagos 
realizados por la empresa explotadora en concepto de ocupación del monte entre los años 
2000 y 2007, con ausencia de los años 2001 y 2002.  
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-Escrito del Ayuntamiento de Abanto al Servicio Provincial de Medio Ambiente, presentado 
el 29/09/08, en el que puntualiza alguna de las omisiones detectadas en el informe que 
antecede e insiste en cuestiones apreciadas con anterioridad, que considera no contestadas: no 
exigencia de D.I.A. en la cantera inicial ni en su ampliación, falta de restauración del frente nº 
2, abandonado hace más de cinco años por mala calidad de la piedra, no actualización de las 
fianzas para garantizar la restauración, falta de diligencia en la tramitación del expediente 
sancionador, etc.. Junto a este, presenta otro recordando la necesidad de excluir de la 
concesión en trámite el Cerro de la Cruz.  
-Redactada la propuesta de resolución del expediente para la declaración de caducidad de la 
ocupación temporal del MUP, se abre un trámite de audiencia a los interesados con fecha 
01/10/08. Si bien se desestiman algunas de las alegaciones presentadas por el Ayuntamiento y 
los ciudadanos interesados, la propuesta del Área Técnica I del INAGA es de declarar la 
caducidad de la ocupación del monte por incumplimiento de varias condiciones de la referida 
Orden de 12/05/04 por la que se autorizó. En concreto, son las consignadas como 1ª, 6ª, 9ª y 
12ª; el fundamento de derecho segundo de la propuesta dice, respecto de la condición 17ª, 
(que según la nota de régimen interior del Director del S.P. de Medio Ambiente al INAGA 
fundamenta iniciar un expediente de caducidad de la ocupación) que “no expresa condición 
alguna de caducidad de la ocupación, sino la obligación de incorporar los condicionados de 
las D.I.A. que eventualmente se dicten relativas a la cantera “Abanto” y a la explotación 
“Leonardo”, señalando en el fundamente tercero que la citada D.I.A. se refiere a esta última 
explotación, pero no a la cantera “Abanto”, por lo que no procede incorporar sus términos 
como un condicionado de la ocupación vigente.  
-Alegaciones del Ayuntamiento de Abanto a esta propuesta, presentadas el 22/10/08. 
Manifiesta en primer lugar su sorpresa porque el expediente de caducidad se inició tras la 
D.I.A. negativa y la obligación preexistente en la Orden de incorporar el condicionado de 
dicha declaración a la misma (condición 17ª), pues la explotación “Leonardo” sometida a 
D.I.A. comprende en su perímetro la cantera “Abanto”, y coincide parcialmente con ella, 
como se refleja en el antecedente de hecho primero de la propuesta, pero en ella se alude al 
incumplimiento de distintas condiciones. No obstante, solicita la caducidad por el 
incumplimiento de unas y otras.  
-Nuevas alegaciones del ciudadano que ya ha comparecido en este expediente demandando la 
aplicación de la mentada cláusula 17ª de la Orden y exigiendo la caducidad de la autorización, 
pues en caso contrario tal condición no tendría valor alguno; señala que la Orden debería 
haber exigido D.I.A. para el frente 1, pues su inicio de actividad fue posterior a la declaración 
de L.I.C., producida en julio de 2000; invoca lo expresado en el antecedente de hecho 5º del 
primer borrador de resolución (donde dice “Dado que la Declaración de Impacto Ambiental 
negativa no permite la autorización de la explotación de la cantera, ni los recursos que se 
pretenden explotar son los autorizados, se concluye que procede la caducidad de la 
autorización …”) para justificar la caducidad; apunta determinados defectos en la 
autorización, que no se ajusta íntegramente a lo previsto en el artículo 28 del Reglamento de 
Minas (son, precisamente, algunos de los que determinan la clasificación del recurso en las 
clases A o  
C: valor de la producción anual o límite geográfico de su comercialización) y manifiesta otras 
deficiencias que ya han sido aludidas  
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SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada y la documentación que la acompaña, se 
acordó admitirla a supervisión, asignando el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se 
envió con fecha 29/12/08 un escrito a los Departamentos de Industria, Comercio y Turismo y 
de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón y al Ayuntamiento de Abanto recabando 
información acerca de las cuestiones planteadas en la queja, en el ámbito de competencia de 
cada administración, junto con copia de los documentos emitidos y resoluciones dictadas a 
este respecto.  
TERCERO.-La primera respuesta en recibirse es del Ayuntamiento de Abanto, que tuvo 
entrada el 16/01/09, y da cuenta de las siguientes cuestiones:  
- No consta libro de actas donde se refleje el acuerdo plenario de 23/03/00, por el que se 
concede tan amplio permiso a Canteras Abanato SL (en todo el término municipal y por un 
periodo de 30 años) sin contraprestación alguna. 
- Existe una explotación, Leornardo 3.082, para recursos de la sección “C” cuya evaluación de 
impacto ambiental resultó negativa; sin embargo, se está explotando el recurso de esta sección 
al amparo de la autorización existente para el de la sección “A” como cantera Abanto 232. 
Siendo aquella evaluación negativa para similares trabajos, debería haberse impedido la 
continuación de esta cantera, dado que la afección medioambiental es la misma. En cambio, 
se ha continuado con dicha evaluación, pero con un ámbito reducido a 7 cuadrículas mineras, 
dentro de las que se halla un hito emblemático del pueblo, el cerro de la Moratilla, cuya 
cuadrícula ha sido solicitada para excluirla de la explotación minera. 
-Los estériles de la explotación, que deberían haberse guardado para rellenar el hueco del 
frente nº 2, se han vendido para las obras de acondicionamiento de la cartera de Monterde a 
Abanto. 
-La edificación construida es una caseta o almacén de unos 90 m2; se ubica en monte público 
y no cuenta con licencia o permiso de ocupación. 
-Se alude a la existencia de dos expedientes abiertos sobre esta cuestión: uno en el INAGA 
relativo a la explotación y otro en el Servicio Provincial de Medio Ambiente por la mayor 
ocupación del monte público sobre lo autorizado. 
-Aporta copia del escrito remitido al Servicio Provincial de Medio Ambiente, incluido en la 
documentación presentada junto a la queja. 
Posteriormente, en fecha 20/03/09 se registró otra comunicación del Ayuntamiento relativa al 
expediente iniciado en el Servicio Provincial de Industria para la concesión directa de 
explotación “Leonardo”, referida al recurso “C” para siete cuadrículas mineras (unas 200 
Has). Señala que con ello se pretenden ensanchar los tres frentes ya autorizados como recurso 
“A” a dimensiones muy superiores a las que se considerarán razonables para mantener la 
consecución de los objetivos del L.I.C., indicando que el frente 1 se pretende ampliar sobre un 
terreno incendiado cuya existencia no se detecta en el E.I.A. presentado. Expresa su 
disconformidad con la concesión directa, pues ya se ha acreditado que un uno de los frentes, 
abandonado, no hay recurso para explotar, y duda de la rentabilidad en otros si se tienen en 
cuenta los costes ambientales y de de restitución; por ello considera más apropiado, si la 
empresa mantiene su interés, en que se tramite un permiso de investigación minera, para que 
se exploren las verdaderas áreas donde pueda llevarse a cabo la explotación con menor 
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impacto. Se reiteran los argumentos anteriormente expuestos sobre la falta de autorización del 
Ayuntamiento, la extracción de un recurso no autorizado y la treta de impulsar ahora este 
expediente para legalizar una actuación indebida durante largos años. Asimismo, señala 
numerosas deficiencias en el E.I.A. “Leonardo” de 7 cuadrículas mineras sometido a 
exposición pública: documentación  incompleta (falta el proyecto general de explotación, con 
programa, estudio económico, garantía de viabilidad, etc.); el proyecto no está visado y faltan 
las firmas de Ingeniero de Montes o Biólogo; no se detallan todas las especies animales o 
vegetales afectadas; no se hace referencia a las dos áreas forestales arrasadas por un incendio 
en agosto de 2004 y actualmente en estado de recuperación, que se sitúan debajo los frentes nº 
2 y 3; no se ha contemplado ninguna medida complementaria y reparadora para evitar la 
contaminación del aire y de la vegetación aledaña y el mantenimiento de los caminos 
públicos, ni para salvaguardar el Cerro de la Cruz, de profundo valor sentimental para los 
habitantes de Abanto; no se han estudiado otras alternativas, y la investigación aconseja como 
lugares más idóneos dentro de las 7 cuadrículas mineras en trámite las que ya son objeto de 
explotación como cantera “Abanto”; denuncia numerosas deficiencias y omisiones en el 
proyecto que inciden negativamente sobre el medio natural, así como errores de coordenadas 
en la identificación del lugar, abastecimiento ilegal de agua, no se ha previsto aporte de tierra 
vegetal, etc.  
CUARTO.-La documentación del Departamento de Industria, Comercio y Turismo se 
recibió el 11/03/09; se trata de un informe emitido desde la Dirección General de 
Energía y Minas en el que hace constar, textualmente, lo siguiente:  
“La entidad EXPLOTACIONES ABANTO, S.L. es titular de una Autorización de explotación 
para recursos de la Sección a), caliza ornamental, sita en el término municipal de Abanto y 
otorgada mediante Resolución del Director del Servicio Provincial de Industria, Comercio y 
Desarrollo, de fecha 9 de marzo de 2001. Esta autorización lo es para tres frentes distintos, 
"La Peña", "El Portillo" y "La Moratilla", y tiene una duración de 10 años prorrogables 
hasta 30 si se justifica el derecho al aprovechamiento. La Autorización se otorga sin 
perjuicio de tercero y no excluye la necesidad de obtención de las demás autorizaciones que 
con arreglo a las leyes sean pertinentes, como así figura en el propio texto de la Resolución.  
En fecha 20 de junio de 2005, mediante Resolución del Servicio Provincial de Industria, 
Comercio y Turismo de Zaragoza se autorizó la transmisión de los derechos de la 
Autorización de explotación "ABANTO", n° 232, y titularidad de la entidad CANTERAS 
ABANTO, S.L., a favor de EXPLOTACIONES ABANTO, S.L., que pasó a ser el nuevo titular 
del derecho minero.  
En relación con la titularidad de los terrenos donde se ubica la explotación hay que decir que 
el promotor del derecho minero, de acuerdo con lo establecido en el artículo 29 del 
Reglamento General para el Régimen de la Minería, para documentar el acuerdo con el 
propietario del terreno, presentó junto con su solicitud un documento de fecha 23 de marzo 
de 2000, del Ayuntamiento de Abanto, como propietario de los terrenos, firmado por el 
Alcalde de  
Abanto, en el que se refleja que, una vez informado el Ayuntamiento en Pleno, se autoriza a 
la entidad CANTERAS ABANTO, S.L. para llevar a cabo la explotación por un periodo de 30 




Respecto al no sometimiento al trámite de Evaluación de Impacto Ambiental hay que indicar 
que la solicitud de la Autorización de explotación "ABANTO", n° 232, fue realizada en fecha 
4 de abril de 2000, no siendo requerida Evaluación de Impacto Ambiental, en aplicación de 
lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Señalar que el LIC sobre el que actualmente se ubica la explotación (LIC 
Los Romerales-Cerropozuelo) fue propuesto y declarado con posterioridad a la solicitud.  
En relación con los aspectos medioambientales el Plan de Restauración presentado con la 
solicitud de la Autorización fue informado, en fecha 17 de julio de 2000, por la Dirección 
General de Calidad, Evaluación, Planificación y Educación Ambiental, de forma favorable 
para los tres frentes de explotación propuestos. Fue fijada una fianza de restauración de 
2.500.000 pts. para el Frente n° 2 y de 6.000.000 pts. para los frentes n° 1 y n° 3.  
Respecto a la confusión que se ha creado respecto a otros derechos mineros en trámite hay 
que señalar que la explotación "ABANTO" es la única existente en el término municipal de 
Abanto. Existen otros derechos mineros en tramitación en el citado término municipal, corno 
es el caso del expediente de solicitud de Concesión Directa de Explotación denominada 
"LEONARDO", n° 3.082. Este expediente, solicitado por D. L.A.F. y D. Á.J.N.I., se tramitó 
inicialmente para 34 cuadrículas mineras y tuvo una Declaración de Impacto Ambiental 
negativa. A raíz de esta Declaración negativa los promotores han reducido la solicitud a 7 
cuadrículas mineras, presentando uno nuevo proyecto, que en este momento se encuentra 
realizando el trámite de Evaluación de Impacto Ambiental.  
En referencia a la inclusión de la Autorización de explotación "ABANTO", n° 232, titularidad 
de la entidad EXPLOTACIONES ABANTO, S.L., en la Sección A), indicar que esta Sección, 
según lo dispuesto en la vigente Ley de Minas, se destina a recursos minerales y yacimientos 
geológicos de escaso valor económico, comercialización geográfica restringida y que no 
requieran más operaciones que las de arranque, quebrantado y calibrado. La empresa 
explotadora realiza las operaciones de arranque de bloques de caliza para uso ornamental 
en la referida cantera y no transforma los mismos, sino que procede a su venta a pie de mina. 
Otras empresas jurídicamente distintas realizan la transformación del material. En concreto 
la entidad CANTERAS ABANTO, S.L. posee un taller de corte junto al pueblo de Abanto, 
donde se transforma la mayoría de los bloques extraídos en cantera. Empresa explotadora y 
empresa transformadora son entidades distintas, por lo que procede que el derecho minero 
tratado sea clasificado correctamente dentro de la Sección A). Científicamente el mármol es 
piedra caliza y entre sus posibles usos se incluye el ornamental.  
El área afectada por el hueco actual de la explotación "ABANTO", frente n° 1, se encuentra 
condicionada por las propias características de la explotación, por lo que es reducida. 
Inicialmente la explotación comenzó en el frente n° 2, pero debido a una mala calidad de la 
piedra, la empresa optó por trasladar la misma al frente n° 1. El hueco minero del frente n° 1 
y las infraestructuras anexas ocupan una superficie menor de una hectárea. El sistema de 
explotación utilizado es el de bancos descendentes y el corte de los bloques de caliza se 
realiza mediante el uso de cortadoras de hilo diamantado. El área afectada por la plaza de 
almacenamiento de los bloques es extensa debido a la propia clasificación de bloques que la 
empresa realiza antes de ser cargados para su traslado al taller de corte situado en el pueblo 
de Abanto.  
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El taller de corte, cuya titularidad, como ya se ha indicado, corresponde a otra empresa, al 
margen de la actividad extractiva, comenzó a funcionar hace menos de un año y medio, lo 
que explica cierta acumulación de bloques a pie de cantera, listos para ser trasladados para 
su tratamiento.  
En relación con las labores de restauración, con fecha 25 de enero de 2008 el Servicio 
Provincial de Industria, Comercio y Turismo de Zaragoza, requirió a la empresa 
EXPLOTACIONES ABANTO, S.L., la restauración del Frente n° 2 de forma acorde con el 
Plan de Restauración aprobado por el Departamento de Medio Ambiente. Posteriormente, el 
20 de febrero de 2008, la entidad EXPLOTACIONES ABANTO, S.L., manifestó que, tanto el 
Proyecto de Explotación como el Plan de Restauración aprobados por la Administración 
contemplan la explotación en dos frentes simultáneamente y manifiesta la voluntad de 
restaurar el frente n° 2 en el momento que la explotación haya alcanzado la amplitud 
suficiente para llevar a cabo el régimen de transferencia de estériles.  
Respecto a la fianza que garantiza la restauración, en base a la Resolución de 20 de junio de 
2005, por la que se autorizó la transmisión de la Autorización de explotación "ABANTO", n° 
232, a favor de EXPLOTACIONES ABANTO, S.L., el nuevo titular depositó los 
correspondientes avales de restauración por cantidad de 36.060,73 y 15.025,30 Euros, en 
fechas de 19 de mayo de 2006 y 16 de junio de 2006 respectivamente. Posteriormente el 
Servicio Provincial de Industria, Comercio y Turismo de Zaragoza autorizó la devolución del 
aval al titular anterior, CANTERAS ABANTO, S.L., por la cantidad de 2.500.000 PTA, en 
fecha 5 de septiembre de 2006. El aval de restauración se encuentra actualmente constituido 
por la entidad EXPLOTACIONES ABANTO, S.L. por la cantidad total de 51.086,03 Euros.  
En cuanto a los 60.000.000 de pesetas a que hace referencia el escrito de queja, de 
subvención concedida desde el Departamento de Industria, Comercio y Turismo, cabe 
señalar que con cargo a la línea de subvenciones de Apoyo a la Minería no Energética que 
gestiona la Dirección General de Energía y Minas, en los últimos ejercicios y para las dos 
mercantiles citadas en el párrafo anterior los datos son los siguientes:  
AÑO  MERCANTIL  SOLICITUD CONCEDIDO (€) PAGADO (€)  
2005  Canteras Abanto, s.l.  si  0 0  
2006  Canteras Abanto, s.l.  si  55.325,00  34.929,62  
2007  Canteras Abanto, s.l.  si  211.648,36  208.704,54  
2008  Canteras Abanto, s.l.  si  0 0  
2005  Explotaciones Abanto, s.l. si  37.549,50  6.277,40  
2006  Explotaciones Abanto, s.l. si  0 0  
2007  Explotaciones Abanto, s.l. si  0 0  
2008  Explotaciones Abanto, s.l. si  0 0  
 
Con respecto a la edificación levantada por la empresa explotadora hay que indicar que se 
trata de una caseta de planta única sin cimentar y no de una nave industrial. En esta caseta 
se ubican los vestuarios, aseos y botiquín para los trabajadores. Su construcción venía 
indicada en el Proyecto de explotación de la cantera, que indicaba expresamente, entre las 
instalaciones mineras, "una caseta prefabricada modular o de obra de fábrica (Almacén, 
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vestuario, para almorzar y protegerse de las inclemencias meteorológicas)". Dicho Proyecto 
de explotación, de marzo de 2000, visado por el Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos de 
Minas de Aragón con fecha 4 de abril de 2000, fue aprobado mediante la Resolución del 
Director del Servicio Provincial de Industria, Comercio y Desarrollo de Zaragoza, de fecha 9 
de marzo de 2001, por la que se otorgó el referido derecho minero.  
Mediante escritos de 10 de octubre de 2003, de 10 de junio de 2004 y de 17 de marzo de 
2005, el Servicio Provincial de Industria, Comercio y Turismo de Zaragoza, tras las 
correspondientes visitas de inspección y en aplicación de la normativa de seguridad y salud y 
de prevención de riesgos laborales, solicitó al titular de la explotación "ABANTO", n° 232, la 
instalación, en el centro de trabajo, de vestuarios, retretes, lavabos, duchas, taquillas, bancos 
e instalaciones sanitarias para el personal de la explotación.  
Asimismo hay que señalar el artículo 15 del Real Decreto 3255/1983, de 21 de diciembre, por 
el que se aprueba el Estatuto del Minero, especifica que los centros de trabajo estarán 
provistos de vestuarios y aseos, así como de una ducha por cada 10 trabajadores. La Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, señala, en su artículo 14 el 
principio básico del derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de 
seguridad y salud en el trabajo, así como el deber del empresario de protección de los 
trabajadores frente a los riesgos laborales.  
El Real Decreto 1389/1997, de 5 de septiembre, por el que se aprueban las disposiciones 
mínimas destinadas a proteger la seguridad y salud de los trabajadores en las actividades 
mineras, indica en su Anexo I, apartado 14, referido a las dependencias de una industria 
extractiva a cielo abierto, la obligación de disponer de instalaciones sanitarias, vestuarios 
adecuados, armarios para la ropa, duchas, lavabos y retretes, entre otras.  
Por último, en referencia a la caseta de vestuarios, señalar las condiciones laborales 
extremas de los trabajadores, debido a la ubicación de la explotación minera situada en lo 
alto de un monte a 1.080 m de altitud, una zona de fríos inviernos y veranos con inexistencia 
de zonas de sombra”.  
QUINTO.-Del Departamento de Medio Ambiente no se ha recibido contestación, a pesar de 
haber reiterado la petición inicial mediante un escrito de 18 de febrero.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la validez de la autorización municipal para ocupar el monte público.  
A lo largo de todo el expediente la Administración minera no se ha cuestionado en ninguna 
ocasión la validez de la autorización con la que cuenta la empresa, Canteras Abanto S.L. en 
un primer momento y posteriormente Explotaciones Abanto S.L. (que según la 
documentación aportada se sustentan en los mismos promotores), para llevar la cabo su 
explotación y que, como se ha dicho anteriormente, se fundamenta en un oficio firmado por el 
anterior Alcalde con fecha 23/03/00 y dirigido a la misma comunicándole el acuerdo plenario 
de “…conceder autorización a la mencionada empresa, para realizar los trabajos de campo, 
investigación y explotación de piedra caliza, para su uso ornamental, en todo el término 
municipal y por un periodo de 30 años”.  
No se indica la fecha del acuerdo plenario, ni se acredita fehacientemente su realidad con un 
certificado firmado por el Secretario ni, según se ha manifestado incluso por la actual 
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Alcaldesa, consta su existencia en el Libro de Actas o en las Administraciones del Estado o de 
la Comunidad Autónoma; por otro lado, su inconcreción es absoluta, al extenderse a todo el 
término municipal, y tampoco se tiene constancia de un expediente que acredite el 
cumplimiento que la normativa reguladora de los bienes de las entidades locales exige para la 
utilización privativa de bienes públicos, pues no se ha encontrado publicación oficial alguna 
relativa a este procedimiento.  
El artículo 191 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón hace una 
breve regulación de los montes propiedad de las entidades locales, disponiendo en su primer 
párrafo: “Las entidades locales tendrán la facultad de explotar los montes de su propiedad y 
realizarán el servicio de conservación y fomento de los mismos, todo ello con arreglo a lo 
establecido en la legislación específica sobre montes y aprovechamientos forestales”, 
debiendo tener en cuenta “la intervención de la Diputación General de Aragón en los planes 
y trabajos correspondientes en el ejercicio de sus competencias” (párrafo 2º).  
El espacio afectado por la explotación minera que nos ocupa es propiedad del Ayuntamiento y 
está incluido en el Monte nº 91 del Catálogo de los de Utilidad Pública de la Provincia de 
Zaragoza. Conforme establece el artículo 11.3 de la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de 
Montes de Aragón, “Son montes de dominio público  
o demaniales e integran el dominio público forestal los que seguidamente se relacionan: a) 
Los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública….”. Este carácter de 
dominio público de los montes catalogados no venía reconocido tan rotundamente por la Ley 
de Montes de 8 de junio de 1957, aplicable en el año 2000, si bien esta norma y su 
Reglamento de desarrollo establecen un régimen severo de protección que aproxima su 
regulación a las notas distintivas de la demanialidad; en todo caso, el carácter demanial les 
podrá venir por otras circunstancias, como su adscripción a algún uso o servicio público.  
La referida Ley de Montes de 1957 establecía unas potestades a favor de la Administración 
forestal del Estado que en la actualidad ostenta la Comunidad Autónoma de Aragón, a la que 
ya el artículo 35.1.15 del Estatuto de 1982 le atribuía competencia exclusiva en materia de 
montes, aprovechamientos y servicios forestales, así como de vías pecuarias, pastos y 
espacios naturales protegidos. Por tanto, hasta la promulgación de la Ley de Montes de 
Aragón regía aquella y venía siendo aplicada por la Administración autonómica; así, 
conforme a su artículo 20, corresponde a esta “establecer servidumbres o autorizar 
ocupaciones de carácter temporal en montes del Catálogo, siempre que se justifique la 
compatibilidad de unas y otras con el fin y la utilidad pública a que estuviera afecto al 
monte”, señalando a continuación el artículo 22: “1) Las ocupaciones lo serán por el plazo 
que se señale en la respectiva concesión. Los beneficiarios de las mismas en el caso en que la 
duración no exceda de treinta años, quedarán obligados al abono de un canon anual a favor 
del dueño del monte, el cual será revisable cada cinco años a petición de cualquiera de las 
partes interesadas….. 2) En defecto de mutuo acuerdo en cuanto a la determinación de la 
indemnización, ésta se fijará conforme se establece para las servidumbres”.  
Este aprovechamiento de los montes de las Entidades locales deberá realizarse (artículo 38) 
con subordinación en lo técnico-facultativo, incluida la fijación de precios mínimos de los 
productos, a lo que disponga la Administración Forestal; en lo económico, a lo que establezca 
la legislación de Régimen Local sobre administración del patrimonio y sobre contratación, y 
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están obligadas a destinar el diez por ciento del importe de los aprovechamientos a la 
ordenación y mejora de los montes.  
De acuerdo con lo dispuesto en esta regulación, el paso previo a cualquier acto de disposición 
sobre el monte de utilidad pública es disponer de la preceptiva autorización administrativa, 
que corresponde conceder, de acuerdo con la asignación de competencias en la Comunidad 
Autónoma de Aragón, al Departamento de Medio Ambiente. Pero este no es sino el primer 
requisito a cumplir para adjudicar un aprovechamiento sobre el monte público, pues una vez 
cumplido hay que atenerse a lo que dispone la normativa reguladora de los bienes 
municipales.  
Partiendo de la consideración de bien patrimonial del monte que nos ocupa en el año 2000 
(previamente a la aragonesa, la Ley estatal 43/2003, de 21 noviembre, de Montes, ya 
declaraba también en su artículo 12 como demaniales, integrantes del dominio público 
forestal, y por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública), la normativa de Régimen Local aplicable era la Ley de Administración 
Local de Aragón y el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales aprobado por Real 
Decreto 1372/1986, pues el vigente reglamento de desarrollo de aquella –Reglamento de 
Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón- fue aprobado en 
2002.  
El artículo 184 de la Ley de Administración Local dispone lo siguiente sobre la utilización de 
los bienes patrimoniales:  
“1. Corresponde a las entidades locales regular la utilización de sus bienes patrimoniales, de 
acuerdo con criterios de rentabilidad. Su utilización podrá realizarse directamente por la 
entidad o convenirse con los particulares.  
2. El arrendamiento y cualquier otra forma de cesión de uso de los bienes patrimoniales se 
regirán por la normativa reguladora de la contratación. Será necesaria la realización de 
subasta pública, siempre que la duración de la cesión sea superior a cinco años o su precio 
exceda del cinco por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto.  
Excepcionalmente, y de forma justificada, podrá hacerse por concurso, aun cuando el plazo 
de cesión sea superior a cinco años y su precio exceda del cinco por ciento de los recursos 
ordinarios, cuando el arrendamiento o cesión de uso tenga por objeto el fomento de 
actividades de carácter económico y el destino del uso de los bienes patrimoniales sea la 
implantación o ejercicio de actividades propiamente económicas que redunden notoriamente 
en la satisfacción de necesidades de interés general de los vecinos.  
En todo caso, el usuario habrá de satisfacer un precio que no podrá ser inferior al seis por 
ciento del valor en venta de los bienes.  
3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las Corporaciones locales podrán tener 
en cuenta motivos que hagan prevalecer criterios de rentabilidad social sobre los de 
rentabilidad económica, en aquellos casos en que el uso del bien se destine a la prestación de 
servicios sociales, actividades culturales y deportivas y otras análogas que redunden en 
beneficio de los vecinos. En estos supuestos podrán ceder el uso de los bienes patrimoniales 
directamente o por concurso, de forma gratuita o con la contraprestación que pueda 
convenirse, a otras Administraciones y entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro para 
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su destino a fines de utilidad pública o de interés social. El acuerdo deberá determinar la 
finalidad concreta a que habrán de destinarse los bienes, el plazo de duración, o su carácter 
de cesión en precario”.  
Los artículos 29 y 30 de esta misma Ley regulan las competencias de los órganos municipales 
para contratar, limitándose las del Alcalde a las “contrataciones y concesiones de toda clase 
cuando su importe no supere el diez por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto ni, 
en cualquier caso, los mil millones de pesetas, incluidas las de carácter plurianual cuando su 
duración no sea superior a cuatro años, ….”.  
Por otro lado, en la normativa reguladora de los contratos públicos se establecen varios 
requisitos que son básicos en todos los contratos que celebre la Administración; son los 
siguientes: competencia del órgano de contratación, capacidad del contratista adjudicatario, 
determinación del objeto del contrato, fijación del precio, existencia de crédito si se derivan 
obligaciones económicas, tramitación de expediente al que se incorporarán los pliegos de 
cláusulas de contratación, fiscalización previa de los actos de contenido económico y 
aprobación del gasto. Los contratos de explotación de bienes patrimoniales, como el que nos 
ocupa, no conllevan gasto para la Administración, pero se debe analizar igualmente su 
contenido económico, lo que se hará en la fiscalización previa, con el fin de conocer si el 
contrato se ajusta a las condiciones reales del mercado. A la vista de la documentación 
obrante en el expediente, no se ha tramitado expediente alguno de contratación para la 
adjudicación de este aprovechamiento del monte; el único documento que se conoce es el 
escrito del Alcalde remitido a Canteras Abanto S.L. en el año 2000 comunicando la 
autorización para ocupación del monte, que adolece, al menos, de los siguientes requisitos 
fundamentales:  
- Competencia del órgano, que correspondería al Pleno por las circunstancias anteriormente 
señaladas de régimen local; dicho oficio no acredita el acuerdo del Pleno (lo que debería 
hacerse mediante una certificación expedida por el Secretario), ni siquiera alude a su fecha. 
Además, tal acuerdo plenario es cuestionado incluso por el propio Ayuntamiento con 
posterioridad, al no estar documentado como corresponde ni tener otra noticia del mismo. 
-No se determina el objeto del contrato, pues la autorización para los trabajos mineros se 
extiende a “todo el término municipal”. 
- No se ha fijado precio para el contrato. 
- No se ha tramitado expediente para seleccionar al adjudicatario del aprovechamiento. 
- No hay fiscalización previa y comprobación de que el contrato tiene una adecuada 
compensación económica. 
A modo de resumen, y sin entrar en mayores disquisiciones sobre esta cuestión, cabe concluir 
que dicha notificación, que se alega reiteradamente por las administraciones ambiental y 
minera de la Comunidad Autónoma como justificativa de la voluntad del propietario del 
monte para legitimar la ocupación y explotación de la cantera, está afectada por vicios que el 
artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Común califica como de 
nulidad de pleno derecho, tanto por motivos de competencia, al haberse dictado por órgano 
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manifiestamente incompetente, como de procedimiento, del que se ha prescindido total y 
absolutamente.  
Todo ello hace que se susciten serias dudas sobre la legitimidad de la ocupación y el 
aprovechamiento que desde hace años se viene realizando y que las autorizaciones concedidas 
sobre esta base estén debidamente justificadas, pues uno de los requisitos que el artículo 28 
del Reglamento General para el Régimen de la Minería exige para que se conceda 
autorización de explotación para los recursos de la sección “A” es que se acredite “el derecho 
al aprovechamiento cuando el yacimiento se encuentre en terrenos patrimoniales del Estado, 
provincia o municipio…”.  
La falta de consentimiento debidamente concedido por los cauces legales apropiados ha 
supuesto, entre otras consecuencias, una grave pérdida económica para el Ayuntamiento de 
Abanto, que se ha visto privado del beneficio al que, como propietario del monte, tiene 
derecho y que podría reclamar, atendido el enriquecimiento injusto que ha obtenido la otra 
parte. A este respecto, y atendidas las dificultades de gestión derivadas de su pequeño tamaño, 
recordarle que una de las principales competencias de la Diputación Provincial es la 
prestación de asistencia jurídico-administrativa a los municipios de la provincia, por lo que 
puede recabar su colaboración a fin de poner orden en esta situación; en el mismo sentido, la 
Ley 9/2001, de 18 de junio, de creación de la Comarca de la Comunidad de Calatayud, prevé 
en su artículo 6 la creación de un servicio de asesoramiento a sus municipios en las materias 
jurídico-administrativa, económica, financiera y técnica, al que igualmente podría acudir con 
la expresada finalidad.  
Segunda.- Sobre la necesidad de evaluación de impacto ambiental.  
El Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, por el que se establecen medidas para 
contribuir a garantizar la biodiversidad mediante la conservación de los hábitats naturales y 
de la fauna y flora silvestres tiene por objeto “contribuir a garantizar la biodiversidad en el 
territorio en que se aplica la Directiva 92/43/CEE, mediante la adopción de medidas para la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres en el territorio 
español”.  
Esta norma trata de proteger los hábitats naturales amenazados de desaparición, cuya 
conservación supone una especial responsabilidad para los Estados. El espacio sobre el que se 
emplaza la cantera “Abanto” forma parte del Lugar de Interés Comunitario L.I.C. “Los 
Romerales-Cerropozuelo”. Como refleja la Resolución de 2 de marzo de 2005, de la 
Dirección General de Calidad Ambiental, por la que se formula la Declaración de Impacto 
Ambiental negativa de la Concesión Directa de Exploración “Leonardo”, en el área solicitada 
se ha detectado la presencia de especies de flora y fauna catalogadas, incluidas tanto en el 
Catálogo Aragonés de Especies Amenazadas como en el Catálogo Nacional, y considera que 
“El aprovechamiento de los diferentes frentes puede poner en peligro el estatus de 
conservación de estas especies”; por otro lado, la mentada explotación afecta de forma clara a 
varios hábitats incluidos en el anexo I de la Directiva 92/43/CEE: Brezales oromediterráneos 
endémicos con aliaga, Zonas subestépicas de gramíneas y anuales del Thero-Brachipodietea 
(Prioritario), Pendientes rocosas calcícolas con vegetación casmofítica y Encinares de 
Quercus ilex y Quercus rotundifolia, “pudiendo producir su aislamiento y fraccionamiento e 
impidiendo la recuperación de las zonas más deprimidas, alterando directamente los 
objetivos de conservación del LIC”.  
 
 390/606 
La justificación por parte del Departamento de Industria para no exigir E.I.A. a la explotación 
de esta cantera es que en la fecha en que fue presentada la solicitud, 4 de abril de 2000, 
todavía no se había declarado el LIC Los Romerales-Cerropozuelo; sin embargo, la 
declaración de este L.I.C. es de fecha 26 de julio de 2000, por lo que en la citada fecha de 4 de 
abril los trámites para su declaración estaban casi concluidos, siendo ya conocidas las posibles 
afecciones de actividades de esta naturaleza a especies animales y vegetales que ya eran 
objeto de protección desde hacía varios años mediante las correspondientes Directivas 
Europeas y el referido Real Decreto 1997/1995, por el que se realiza su trasposición al 
ordenamiento español. La Resolución por la que se autoriza la explotación tiene fecha de 9 de 
marzo de 2001, sin que se aluda para nada a la condición de L.I.C. del espacio afectado. El 
Informe del Departamento de Medio Ambiente sobre el plan de restauración de esta cantera 
“Abanto” tampoco hace ninguna referencia a la referida circunstancia, a pesar de que la 
declaración de L.I.C. solo tendría lugar 9 días más tarde, pues el informe data de 17/07/2000.  
La Ley 6/1998, de 19 de mayo, de Espacios Naturales Protegidos de Aragón establece en su 
artículo 27 una previsión para evitar el deterioro de los espacios naturales durante la 
tramitación de un expediente encaminado a la aprobación de los Planes de Ordenación de los 
Recursos Naturales propios de estos espacios, señalando “1. Durante la tramitación de un 
Plan de Ordenación de los Recursos Naturales no podrán realizarse actos que supongan una 
transformación sensible de la realidad física y biológica que pueda llegar a hacer imposible 
o dificultar de forma importante la consecución de los objetivos de dicho Plan”. Si bien no 
procede la aplicación analógica de esta norma al caso que nos ocupa, la falta de regulación 
similar de forma expresa no es óbice para haber tenido en consideración la especial 
sensibilidad del espacio sobre el que se iba a actuar, y que así lo corrobora su declaración 
como L.I.C., pues no deja de ser obligación de la Administración la de adoptar las medidas 
necesarias para “el mantenimiento o el restablecimiento, en un estado de conservación 
favorable, de los hábitats naturales y de las especies silvestres de la fauna y de la flora de 
interés comunitario en el territorio español y tendrán en cuenta las exigencias económicas, 
sociales y culturales, así como las particularidades regionales y locales”.  
Esta consideración a los posibles daños ambientales, que una D.I.A. hubiese permitido 
detectar y corregir, debería haber determinado una autorización más restrictiva que la 
concedida en la referida Resolución de 09/03/01, que lo fue para tres frentes de explotación y 
con una duración de 10 años prorrogables hasta 30.  
Sin embargo, concurre otra circunstancia que hubiese determinado la exigencia de E.I.A., y es 
la señalada en el grupo 2 del anexo I del Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, 
de evaluación de impacto ambiental, aplicable a la sazón. El artículo 1.2 de esta norma 
dispone lo siguiente: “Los proyectos públicos y privados consistentes en la realización de las 
obras, instalaciones o cualquier otra actividad comprendida en el anexo I deberán someterse 
a una evaluación de impacto ambiental en la forma prevista en este real decreto legislativo”; 
el grupo 2 de dicho anexo I se refiere a la industria extractiva, y su párrafo a) trata de las 
“Explotaciones y frentes de una misma autorización o concesión a cielo abierto de 
yacimientos minerales y demás recursos geológicos de las secciones A, B, C y D cuyo 
aprovechamiento está regulado por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas y normativa 
complementaria, cuando se dé alguna de las circunstancias siguientes: ….  
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5. Explotaciones visibles desde autopistas, autovías, carreteras nacionales y comarcales o 
núcleos urbanos superiores a 1.000 habitantes o situadas a distancias inferiores a 2 
kilómetros de tales núcleos”.  
Enlazando con esta regulación, debe recordarse que la referida Resolución de 2 de marzo de 
2005, de la Dirección General de Calidad Ambiental, comienza su exposición en los 
siguientes términos: “La Concesión Directa de Explotación «Leonardo» nº 3082, promovida 
por Canteras Abanto, S. L. (D. L.A.F. y D. A.J.N.I.), en el T.M. de Abanto (Zaragoza) para la 
extracción de rocas carbonatadas, se encuentra próxima a la carretera autonómica A-2506 y 
es visible desde la misma, por lo que debe someterse al Procedimiento de Evaluación de 
Impacto Ambiental, en aplicación del Anexo 2 del Real Decreto 1131/1988, de 30 de 
septiembre, por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución del Real Decreto 
Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental (E.I.A.)”.  
Esta D.I.A. negativa se refiere a la concesión directa de explotación “Leonardo”, si bien es 
aplicable igualmente a la cantera “Abanto”, dada la identidad o confusión (en términos 
civiles) entre ambos proyectos y sus promotores; esta afirmación no solo se desprende de la 
documentación general obrante en el expediente, sino que ya se hace palpable en la 
autorización de recursos de la sección A para la cantera “Abanto” de 09/03/01 cuando en sus 
antecedentes expone lo siguiente:  
“Considerando que el 18 de mayo de 2000, D. Lorenzo Alonso Fleta y D. Julián Navarrete 
Ibáñez solicitan la transmisión de la titularidad de los derechos que se dimanen de la 
Concesión Directa “Leonardo” (Nº 3.082) a Canteras Abanto S.L.  
Resultando que en el expediente “Leonardo” (Nº 3.082) figuran entre otros documentos, las 
escrituras de constitución de sociedad de responsabilidad limitada denominada “Canteras 
Abanto S.L.”, compuesta por D. L.A.F. y D. A.J.N.I. y otro.  
Considerando que en el OTORGAN de las escrituras de constitución de la sociedad limitada, 
concretamente en su apartado tercero “Aportaciones y asignación de participaciones”, D. 
L.A.F. y D. A.J.N.I. ceden los derechos que se dimanen de ciertos derechos mineros a 
Canteras Abanto S.L., citándose entre ellos el reiterado “Leonardo” (Nº 3.082).  
Resultando que la superficie afectad por esta cantera “Abanto” (nº 232) está englobada 
dentro de las 34 cuadrículas mineras de la concesión directa de explotación “Leonardo” (Nº 
3.082), en trámite y cuyos promotores son D. L.A.F. y D. A.J.N.I.”.  
El citado Real Decreto Legislativo 1302/1986 impone a la Administración unas obligaciones 
muy claras si un proyecto de los sometidos obligatoriamente a evaluación de impacto 
ambiental comenzara a ejecutarse sin el cumplimiento de este requisito, tanto para el órgano 
ambiental como para el sustantivo (artículo 9) que intervienen en el expediente 
(Departamentos de Medio Ambiente y de Industria del Gobierno de Aragón):  
-Se suspenderá su ejecución a requerimiento del órgano administrativo de medio ambiente 
competente, sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiese lugar; este requerimiento puede 
ser acordado de oficio o a instancia de parte, situación esta última que se ha acreditado 
repetidamente en el expediente.  
-Asimismo, el órgano sustantivo competente acordará la suspensión, entre otros supuestos, 
“cuando se hubieran incumplido o trasgredido de manera significativa las condiciones 
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ambientales impuestas para la ejecución del proyecto”; si bien este proyecto no cuenta con 
D.I.A. positiva que imponga determinadas cautelas ambientales, al resultar negativa la 
instruida para la concesión “Leonardo”, si que debe cumplir las obligaciones establecidas en 
el Decreto 98/1994, de 26 de abril, de la Diputación General de Aragón, sobre normas de 
protección del medio ambiente de aplicación a las actividades extractivas en la Comunidad 
Autónoma de Aragón, que incluye un plan de restauración, y es conocida la Resolución de 
17/10/03 del Servicio Provincial de Medio Ambiente que sí las impone y que, a tenor de los 
informes posteriores, han sido claramente incumplidas, al igual que la obligación de restaurar 
el frente nº 2, continuamente postergada.  
Tercera.- Sobre la insuficiencia de los avales para garantizar la restauración del espacio 
natural ocupado.  
En la respuesta del Departamento de Industria antes reproducida se dice que el Plan de 
Restauración presentado con la solicitud de la Autorización fue informado en julio de 2000 
por la Dirección General de Calidad, Evaluación, Planificación y Educación Ambiental, de 
forma favorable para los tres frentes de explotación, y se fijó una fianza de restauración de 
2.500.000 pts. para el frente n° 2 y de 6.000.000 pts. para los frentes n° 1 y n° 3 (son 15.025 y 
36.060 €, respectivamente).  
Más adelante indica que respecto a la fianza que garantiza la restauración, atendiendo la 
Resolución de 20 de junio de 2005, por la que se autorizó la transmisión de la Autorización de 
explotación "ABANTO", n° 232, a favor de Explotaciones Abanto, S.L., el nuevo titular 
depositó los correspondientes avales de restauración por cantidad de 36.060,73 y 15.025,30 
euros, en fechas de 19 de mayo y 16 de junio de 2006. Posteriormente el Servicio Provincial 
de Industria, Comercio y Turismo de Zaragoza autorizó la devolución del aval al titular 
anterior, Canteras Abanto, S.L., por la cantidad de 2.500.000 pts., en fecha 05/09/06 y, según 
se expresa en el informe, el aval de restauración se encuentra actualmente constituido por la 
entidad Explotaciones Abanto, S.L. por la cantidad total de 51.086,03 Euros.  
Sobre esta cuestión, cabe hacer las siguientes consideraciones:  
1ª.- Según consta en un comunicado de 05/09/06 del Director del Servicio Provincial de 
Industria de Zaragoza a la Dirección General de Presupuestos del Gobierno de Aragón, se 
envía el original del resguardo de depósito del primer aval de 2.500.000 pts., “para que se 
proceda a la devolución del mismo en aplicación del artículo 101.2 del Reglamento General 
para el Régimen de la Minería”. Sin embargo, este precepto, integrado en el Título V del 
mismo, relativo a la regulación de los aprovechamientos de la sección “C”, regula la 
tramitación de permisos de exploración y de investigación y las concesiones directas de 
explotación y establece que las cantidades deben ingresarse “Para sufragar todos los gastos 
de tramitación de un expediente de permiso de exploración, estudios de gabinete, así como de 
confección del plano de situación aproximada y relación de permisos, concesiones y otros 
derechos mineros preexistentes”, añadiendo en el citado párrafo 2 “Si un permiso de 
exploración fuese denegado .... Se devolverá al peticionario la cantidad ingresada ..”, que, 
por otro lado, y a tenor del precepto, habrá de haberse hecho en metálico y no mediante aval.  
Es por ello que la devolución de esta fianza no se hizo correctamente, incumpliendo lo 
previsto en el artículo 5 de la Orden de 18 de mayo de 1994, del Departamento de Medio 
Ambiente, por la que se establecen normas en materia de garantías a exigir para asegurar la 
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restauración de espacios naturales afectados por actividades extractivas, que para la 
devolución de la fianza exige que los trabajos de restauración hayan cumplido los objetivos 
previstos en el Programa de Restauración y esté concluido el periodo de garantía indicado en 
la autorización, lo que deberá acreditarse con un informe favorable de la Dirección General 
que corresponda del Departamento Medio Ambiente.  
2ª.- En la primera autorización ambiental, de 17/07/2000, se establecieron unas fianzas de 
15.025 y 36.060 € en garantía de los frente de cantera n° 2 y nº 1 y 3 respectivamente. Sin 
embargo, en la Resolución de 20/06/05, por la que se autorizó la transmisión de la 
autorización de explotación, las cantidades exigidas al “nuevo” titular fueron exactamente las 
mismas.  
Podría plantearse alguna duda si estas cantidades hubiesen sido suficientes en 2000 para 
satisfacer las exigencias del Decreto 98/1994, de 26 de abril, de la Diputación General de 
Aragón, sobre normas de protección del medio ambiente de aplicación a las actividades 
extractivas en la Comunidad Autónoma de Aragón, cuyo artículo 3 describe el contenido del 
plan de restauración en unos términos muy completos, detallando las actuaciones a realizar, 
tales como reconstrucción del terreno, rellenos de huecos, diseño de escombreras, medidas 
para evitar la contaminación de las aguas, procesos de revegetación, protección de la fauna y 
flora, etc. No resulta adecuado que cinco años más tarde, y conociendo ya una buena parte de 
los daños ambientales pendientes de restaurar, se exijan las mismas cantidades, lo que 
difícilmente se concilia con el objetivo previsto para la fianza de restauración en el artículo 1 
de la Orden de 18/05/94: garantizar la ejecución de la totalidad de las medidas de prevención, 
correctoras y demás trabajos incluidos en los planes de restauración.  
La actualización de tales importes no solo es una exigencia del correcto cumplimiento de los 
planes de restauración, sino que es una obligación consignada en el artículo 2.4 de la misma 
Orden en términos estrictos: “En todo caso, el importe de la fianza deberá ser actualizado al 
comienzo de cada ejercicio, mediante la aplicación del índice nacional de precios al 
consumo”. En sus párrafos precedentes alude a otras circunstancias que justifican la 
actualización (Cuando los trabajos de explotación y de restauración se desarrollen en fases 
claramente diferenciadas, y cuando el Plan de Restauración prevea plazos superiores al año), 
aplicables ambos en el presente supuesto.  
Cuarta.- Sobre la falta de actuación en defensa del monte público.  
No habiéndose obtenido respuesta del Departamento de Medio Ambiente, no se puede 
conocer su versión directa de las situaciones planteadas en este expediente; sin embargo, 
habiendo recibido una completa documentación del ciudadano que formula la queja, se 
pueden hacer algunas consideraciones sobre su actuación en defensa del monte público.  
Según consta por referencia, en el expediente nº AO 15/00 se autorizó la ocupación de 24.086 
m2 para la apertura del frente de explotación nº 2 de la cantera “Abanto” 232; posteriormente, 
la empresa formuló diversas solicitudes para su ampliación en 3.000 m2 para la apertura del 
frente nº 1, que son resueltas en la Resolución de 17/10/03 del Servicio Provincial de Medio 
Ambiente de Zaragoza. Se invoca la voluntad del Ayuntamiento propietario del monte con la 
misma base documental antes valorada, se justifica la misma en “circunstancias 
excepcionales de urgencia para la realización de los oportunos trabajos que motivan la 
solicitud presentada …”, sin que se pormenoricen en ningún otro lugar, y se establecen 
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diecinueve cláusulas que han de ser cumplidas en la ocupación del monte, que se autoriza de 
forma provisional por periodo de un año.  
Unos meses más tarde se dicta la Orden de 12/05/04 aludida en los antecedentes, por la que 
permite la ocupación de 51.586 m2 en este monte, que se distribuyen en 27.500 m2 para el 
frente nº 1 y 24.086 m2 para al frente nº 2 de la cantera. Se establecen también diecinueve 
condiciones a cumplir, entre ellas una de las que determinará la apertura de un expediente de 
caducidad: “Decimoséptima.- Si hubiera declaración de impacto ambiental de la cantera 
“Abanto” o de la explotación “Leonardo”, el condicionado quedará automáticamente 
incluido en este pliego”. No parece ofrecer dudas que esta cláusula se estableció porque 
estaba a punto de concluirse el expediente de E.I.A. de la concesión directa de explotación 
“Leonardo”, en la que se emitieron dos informes desfavorables de la Dirección General de 
Medio Natural (fechas 08/05/02 y 03/12/04) y que concluyó con la D.I.A. negativa (BOA de 
30/03/05); así se hace constar en el oficio enviado desde el Servicio Provincial de Medio 
Ambiente al Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, INAGA, el día 26/11/07, aludiendo a 
esta circunstancia por si pudiera “ser suficiente para iniciar de oficio un expediente de 
caducidad de la ocupación o de modificación de su condicionado”, y se consigna en el 
antecedente de hecho quinto del primer borrador de propuesta de resolución, de 10/01/08, 
favorable a resolver la caducidad de la autorización de ocupación de 12/05/04.  
Sin embargo, el segundo borrador de propuesta de resolución, remitido a sus destinatarios en 
trámite de audiencia el 01/10/08, si bien reconoce en su antecedente de hecho primero la 
coincidencia entre las canteras “Abanto” y “Leonardo” y es favorable a la declaración de 
caducidad atendiendo a incumplimientos detectados por el Equipo de Defensa de la Propiedad 
del Servicio Provincial de Medio Ambiente, no considera (Fundamento de derecho tercero) 
que la resolución por la que se dicta la D.I.A. desfavorable de la concesión directa 
“Leonardo” establezca ningún condicionado para la cantera “Abanto” “ni regula la 
imposibilidad de continuar con la explotación ya autorizada. Por ello no procede incorporar 
ninguno de sus términos como condicionado de la ocupación vigente”, lo que contradice 
anteriores pronunciamientos.  
Sin perjuicio de esta consideración, constan en el expediente dos informes sobre la situación 
de la cantera elaborados por el Equipo de Defensa de la Propiedad del Servicio Provincial de 
Medio Ambiente de Zaragoza de fechas 27 de marzo y 20 de junio de 2008 que denuncian 
graves irregularidades en la ocupación del monte público, tales como las siguientes:  
-Ocupación de una superficie muy superior a la autorizada para el frente nº  
1: mientras la autorización es para 27.500 m2, la ocupación constatada es de 118.390 m2, sin 
que se haya tramitado la ampliación del permiso para utilizar el monte público.  
-Prohibición de acceso al Agente de Protección de la Naturaleza y a los dos técnicos adscritos 
a la Sección de Gestión Forestal.  
-Construcción de un edificio sin la preceptiva autorización; la superficie del mismo no pudo 
comprobarse por la denegación de paso a los funcionarios actuantes.  
-No se registra ningún tipo de actividad de restauración del frente nº 2  
-En la relación de pagos realizados por la empresa explotadora en concepto de ocupación del 
monte entre los años 2000 y 2007 faltan los años 2001 y 2002.  
 
 395/606 
Se alude al final del informe al expediente de caducidad iniciado en el INAGA, señalando que 
es debido a la D.I.A. negativa antes aludida.  
En todo caso, los incumplimientos señalados en el citado informe constituyen infracciones de 
la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón, cuyo artículo 117 considera como 
tales, entre otras:.  
“a) El cambio de uso forestal sin autorización, o la realización de usos no forestales en 
montes sin autorización.  
b) La utilización de montes de dominio público sin la correspondiente concesión o 
autorización para aquellos casos que la requieran o, en su caso, sin la previa comunicación 
cuando sea preceptiva.  
c) Toda conducta que provoque un daño apreciable a un monte o parte de él que se encuentre 
en la Red Natural de Aragón.  
g) La modificación sustancial de la cubierta vegetal del monte que implique cambio en la 
composición de sus especies, cuando no implique cambio de uso forestal, sin la 
correspondiente autorización administrativa.  
ñ) El incumplimiento del deber de restaurar y reparar los daños ocasionados a los montes 
cuando hubiera sido impuesto por cualquier acto administrativo.  
q) La obstrucción por acción u omisión de las actuaciones de investigación, inspección, 
vigilancia y control de las Administraciones públicas y de sus agentes, en relación con las 
disposiciones de esta ley y de sus normas de desarrollo, entendiéndose como tal obstrucción, 
entre otros supuestos, la desobediencia a las órdenes e instrucciones que pudieran dar los 
agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones”.  
El artículo 118 califica como muy graves las infracciones tipificadas en los párrafos a) a o) y 
u) del artículo anterior cuando, afectando a una superficie mínima de una hectárea, comporten 
una alteración sustancial de los montes, su vegetación o capa edáfica que imposibilite o haga 
muy difícil su restauración o hayan causado al monte daños cuyo plazo de reparación o 
restauración sea superior a diez años.  
Asimismo, esta norma prevé el establecimientos de medidas provisionales para evitar la 
continuidad del daño ocasionado por la actividad presuntamente infractora, y otras de carácter 
cautelar para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera recaer.  
Habiéndose iniciado en noviembre de 2007 el expediente para la declaración de caducidad de 
la autorización del monte público, y comprobadas diversas irregularidades de notoria 
importancia por parte de los servicios de Medio Ambiente, no se tiene noticia (al no haber 
recibido respuesta del Departamento) de la conclusión del mismo y de la adopción de medidas 
de protección del monte, a pesar del tiempo transcurrido y las continuas denuncias del 
Ayuntamiento de Abanto y de ciudadanos interesados.  
Quinta.-Sobre la clasificación del material y consecuencias posteriores.  
Una cuestión recurrente en los escritos dirigidos por los ciudadanos interesados a la 
Administración minera versa sobre la clasificación del material extraído, pues mientras la 
autorización se ha concedido para un mineral clasificado en la sección “A” de la Ley de 
Minas, consideran que lo realmente extraído debe catalogarse en la “C”.  
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La Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, en su artículo 3.3 establece que los criterios de 
valoración precisos para configurar la sección A) serán fijados mediante Decreto acordado en 
Consejo de Ministros. La norma actual que desarrolla esta previsión es el Real Decreto 
107/1995, por el que se establecen criterios de valoración para configurar la Sección A) de la 
Ley de Minas, y su artículo 1 considera como tales, junto a los yacimientos “cuyo 
aprovechamiento único sea el obtener fragmentos de tamaño y forma apropiados para su 
utilización directa en obras de infraestructura, construcción y otros usos que no exijan más 
operaciones que las de arranque, quebrantado y calibrado”, a los que reúnan conjuntamente 
tres condiciones: “Que el valor anual en venta de sus productos no alcance una cantidad 
superior a 100.000.000 de pesetas, que el número de obreros empleados en la explotación no 
exceda de 10 y que su comercialización directa no exceda de 60 kilómetros a los límites del 
término municipal donde se sitúe la explotación”.  
Consultada esta cuestión, el informe del Departamento de Industria la resuelve señalando que 
“La empresa explotadora realiza las operaciones de arranque de bloques de caliza para uso 
ornamental en la referida cantera y no transforma los mismos, sino que procede a su venta a 
pie de mina. Otras empresas jurídicamente distintas realizan la transformación del material. 
En concreto la entidad Canteras Abanto, S.L. posee un taller de corte junto al pueblo de 
Abanto, donde se transforma la mayoría de los bloques extraídos en cantera. Empresa 
explotadora y empresa transformadora son entidades distintas, por lo que procede que el 
derecho minero tratado sea clasificado correctamente dentro de la Sección A)”. A la vista de 
la documentación generada en este expediente y del continuo traspaso de derechos entre las 
empresas Explotaciones Abanto S.L. y Canteras Abanto S.L., cuyos promotores son los 
mismos (Sres. L.A.F. y A.J.N.I., que son, además, quienes solicitan la concesión directa de 
explotación “Leonardo” sobre siete cuadrículas mineras para recursos de la sección “C”, 
actualmente en trámite administrativo, y que viene a coincidir con la cantera “Abanto”), esta 
respuesta no puede considerarse satisfactoria para determinar el cumplimiento de los criterios 
establecidos en el Real Decreto 107/1995 en orden a la clasificación del recurso minero en 
una u otra sección, sino que habrá que atenderse a la realidad objetiva existente en la 
explotación. Por parte de los interesados se aporta documentación que apunta a un número de 
trabajadores superior a 10, a la comercialización del mármol extraído de la cantera en un radio 
muy superior a 60 kilómetros (Zaragoza ciudad, Barcelona, Francia, e incluso se pretende 
abrir mercado en China), y el valor de lo extraído podría superar dicha cantidad (de hecho, 
una de las subvenciones concedidas a Canteras Abanto -55.325 €, por Orden de 14/06/06- lo 
es por el 5% del importe de la inversión prevista, que asciende a 1.605.500 €). Todo ello 
debería ser comprobado por la Administración, pues no deja de resultar extraño que para 
tratar de regularizar la situación se esté tramitando una autorización para extraer recurso de la 
sección “C” donde actualmente se explota, en el mismo lugar y sin variar el material, uno 
considerado “A”. Igualmente debería comprobarse la salvaguarda del interés público en la 
transmisión de derechos sobre la cantera de Canteras Abanto SL. a Explotaciones Abanto SL., 
dado que aquella, que ahora explota la serrería, actividad de mucha mayor importancia 
económica, queda libre de la restauración del terreno, que es la operación más gravosa en los 
trabajos de extracción de mineral, que no se halla suficientemente garantizada, como antes se 
ha dicho, y que se asumiría solamente por esta última, de reciente creación.  
La clasificación no es indiferente a efectos de la normativa minera, y tiene otras 
repercusiones; una de ellas es la posibilidad de ocupación de los terrenos, que cuando se trata 
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de recursos de la sección “A” es precisa la autorización del propietario (actualmente, sería 
difícil obtenerla del Ayuntamiento, a la vista de sus alegaciones y escritos), pero para los 
minerales de la sección “C” existe la posibilidad de expropiación. Su incidencia también 
alcanza a las subvenciones que han beneficiado a estas empresas, pues resultaría 
contradictorio que se otorgasen ayudas públicas para realizar determinadas actividades que no 
cumplen con las normas que la misma Administración que convoca las ayudas y concede la 
subvención está obligada a hacer respetar.  
Por ello, es preciso que desde el Departamento de Industria se compruebe la adecuación de la 
actividad que se realiza en la cantera Abanto a las normas que le son aplicables, y que las 
subvenciones han sido concedidas para actividades que cumplen rigurosamente las que les 
vinculan.  
Sexta.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón.  
Como se indica en el antecedente quinto, al Departamento de Medio Ambiente del Gobierno 
de Aragón se ha solicitado información en dos ocasiones, sin que se haya recibido respuesta.  
A este respecto, debe recordarse que el artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, 
aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la 
protección y defensa de los derechos individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y 
dispone, en su artículo 59.2, que en el ejercicio de su función podrá supervisar: “a) La 
actividad de la Administración de la Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos por el 
conjunto de órganos integrados en el Gobierno de Aragón, así como por la totalidad de los 
entes dotados de personalidad jurídica dependientes del mismo”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar las siguientes SUGERENCIAS:  
Primera.-Al Ayuntamiento de Abanto, para que, en caso de que sus medios resulten 
insuficientes para hacer cumplir la normativa reguladora de los bienes municipales y el 
ejercicio de actividades en su término municipal, recabe la asistencia técnica, jurídica y 
administrativa de la Diputación Provincial de Zaragoza y de la Comarca de la Comunidad de 
Calatayud, de forma que la gestión de dichos bienes y actividades se ajusten a las previsiones 
legales y el municipio reciba los derechos que por ello le correspondan.  
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Segunda.- Al Departamento de Industria, Comercio y Turismo, para que vigile que las 
explotaciones mineras aludidas en este expediente se ajusten a los términos de las 
autorizaciones que han recibido y cumplan los planes de labores y restauración a que están 
obligadas, estableciendo las cautelas necesarias para garantizar la restauración de los espacios 
afectados por la actividad.  
Tercera.- Al Departamento de Industria, Comercio y Turismo, para que en la concesión de 
subvenciones a empresas compruebe previamente que la actividad desarrollada cumple con 
toda la normativa sectorial que le sea aplicable y que dispone de las licencias y permisos que 
le habilitan a tal objeto.  
Cuarta.- Al Departamento de Medio Ambiente, para que en su función de defensa del monte 
de utilidad pública concluya los expedientes instruidos para resolver la caducidad de la 
ocupación del monte de Abanto, resolviendo, a la vista de los informes técnicos, lo más 
adecuado para la salvaguarda del interés público y evitar el deterioro del monte, estableciendo 
las oportunas medidas cautelares para garantizar esta finalidad.  
Quinta.- Al Departamento de Medio Ambiente, para que en la resolución de la Declaración 
de Impacto Ambiental en trámite para la explotación “Leonardo” valore, junto a otras 
consideraciones ambientales que procedan, la posible ampliación de superficie a ocupar por la 
explotación minera sobre terrenos afectados por un incendio forestal, alegada en el trámite de 
información pública, y su conformidad con la previsión de la actual Ley de Montes de 
Aragón.  
Sexta.- Finalmente, se formula al Departamento de Medio Ambiente un Recordatorio de 
Deberes Legales, relativo a su obligación de colaborar con esta Institución en los términos 
establecidos en el Estatuto de Autonomía y en su Ley reguladora.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias relativas a esa Entidad, indicándome, en este último 
supuesto, las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.4.2 2 de septiembre de 2009. Necesidad de contar con licencia ambiental para la 
concesión de subvenciones a empresas de minería no energética. Departamento de 
Industria, Comercio y Turismo. DGA.  
El Justicia inicia un expediente de oficio a raíz de una Orden del Departamento de Industria, 
Comercio y Turismo del Gobierno de Aragón, el cual publica una convocatoria de 
subvenciones para industrias mineras no dedicas a la explotación de minerales energéticos. 
La Institución detecta que entre los requisitos que las empresas deben reunir para optar a 
esta ayuda, no se encuentra el de disponer de la oportuna licencia ambiental, por lo que 
recomienda a la Administración convocante que en el futuro incorpore en las bases de la 
convocatoria el deber del solicitante de estar en posesión de la preceptiva licencia ambiental. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- En el Boletín Oficial de Aragón de 14/04/09 se publicó la Orden de 25 de 
marzo de 2009, del Departamento de Industria, Comercio y Turismo, por la que se convoca 
para el ejercicio 2009, la concesión de ayudas a empresas aragonesas relacionadas con la 
minería no energética, conforme a las previsiones del Decreto 24/2009.  
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La base 4ª de la convocatoria se refiere a los beneficiarios de las ayudas, que son pequeñas y 
medianas empresas aragonesas vinculadas a la minería no energética, con determinados 
límites en cuanto al número de empleados o su volumen de negocio anual.  
Sin embargo, se observa en dicha normativa que no se exige la licencia ambiental 
correspondiente a las explotaciones que van a ser beneficiarias de la subvención, por lo que 
podría darse el caso de determinadas empresas que, no cumpliendo todos los requisitos 
ambientales que les serían exigibles, podrían percibir ayudas públicas para el ejercicio de su 
actividad.  
SEGUNDO.-Con el fin de analizar con mayor detalle esta posible descoordinación entre las 
actuaciones propias de promoción industrial y la protección del medio ambiente con los 
correspondientes instrumentos de intervención administrativa, y al amparo de las facultades 
otorgadas por la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, desde esta 
Institución se inició un expediente de oficio.  
En orden a su instrucción, con fecha 06/05/09 se solicitó del Departamento de Industria, 
Comercio y Turismo del Gobierno de Aragón información sobre esta cuestión y, en concreto, 
si para la concesión y pago de ayudas a empresas de minería no energética previstas en la 
señalada Orden de 25/03/09 se exige el cumplimiento de las obligaciones que les son 
exigibles de acuerdo con la vigente normativa de protección ambiental.  
TERCERO.-La respuesta del Departamento se recibió el 13/07/09, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente:  
“La Orden de 25 de marzo de 2009, del Departamento de Industria, Comercio y Turismo, por 
la que se convoca para el ejercicio 2009, la concesión de ayudas a empresas aragonesas 
relacionadas con la minería no energética, establece en su dispositivo cuarto que "en su 
caso, para actuaciones a desarrollar en un derecho minero o en relación con éste, el 
solicitante deberá ostentar la titularidad del mismo en la fecha de solicitud de la subvención". 
Esto implica que el derecho minero asociado a la explotación debe estar otorgado y vigente 
para poder ser motivo de subvención y ello conlleva el cumplimiento de los requisitos 
ambientales exigibles por la normativa de aplicación, tanto en el momento del otorgamiento 
como durante la vigencia del derecho.  
No obstante lo anterior, las ayudas se otorgan sin perjuicio de que la maquinaria o 
instalaciones objeto de subvención tengan concedidas las licencias o cumplan todo el resto 
de condicionantes establecidos en las diferentes normativas locales, autonómicas, nacionales 
o europeas”.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.-Sobre la necesidad de coordinar las actuaciones administrativas.  
La complejidad de las disposiciones relativas a las explotaciones mineras, sobre las que 
concurren diversa normativa sectorial y autorizaciones de varios ámbitos administrativos (al 
menos, municipal y autonómico) o por cuestiones de competencia (en materia de industria, 
medio ambiente, patrimonio, etc.) determina que los expedientes encaminados a la plena 
regularización de estas actividades sean realmente complicados, viéndose los promotores 
obligados a reunir gran cantidad de documentación y formular sus peticiones ante diferentes 
sedes administrativas, con dificultades para su correcta coordinación.  
 
 400/606 
La Ley 7/2006 de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, supone un paso importante 
en esta labor, al ser de aplicación (art. 3) “a los planes, programas, proyectos, instalaciones y 
actividades desarrollados en el ámbito territorial de Aragón, susceptibles de producir efectos 
sobre el medio ambiente”, y constituir una de sus finalidades (art. 2.d) “Racionalizar y 
agilizar los procedimientos administrativos de control ambiental, garantizando la 
colaboración y coordinación entre todas las Administraciones públicas competentes”.  
La Ley 7/2006 regula la licencia ambiental de actividades clasificadas, que su artículo 4.s 
define como la “resolución del órgano competente de la Administración local por la que se 
permite el desarrollo de una actividad clasificada bajo determinadas condiciones destinadas 
a garantizar que la misma cumple el objeto y las disposiciones de esta Ley”. Actividades 
clasificadas son las que merecen la consideración de molestas, insalubres, peligrosas o 
nocivas para el medio ambiente, según se refiere a ellas el artículo 60, siendo estas últimas 
“las que sean susceptibles de causar daños a la biodiversidad, la fauna, la flora, la tierra, el 
agua o el aire o supongan un consumo ineficiente de los recursos naturales”.  
No ofrece duda que la actividad de las empresas de minería no energética, en tanto que afecta 
de manera importante al medio ambiente, debe estar sujeta a licencia ambiental de actividades 
clasificadas, bien sea superando positivamente el trámite de evaluación de impacto ambiental 
si supera los límites establecidos en los anexos II y III de la Ley 7/2006, o a través de la 
oportuna calificación ambiental, cuando su previsible impacto sea inferior a estos. El 
contenido de la licencia viene regulado en el artículo 68 de la Ley en los siguientes términos:  
“1.-La licencia ambiental de actividades clasificadas incorporará las prescripciones 
necesarias para la protección del medio ambiente, detallando, en su caso, los valores límite 
de emisión de contaminantes y las medidas preventivas de control y de garantía que sean 
procedentes, así como las prescripciones necesarias relativas a la prevención de incendios y 
a la protección de la salud y seguridad de los trabajadores, y de la ciudadanía en general.  
2.-En el caso de actividades sometidas a evaluación de impacto ambiental, la licencia 
ambiental de actividades clasificadas incorporará el contenido de la declaración de impacto 
ambiental”.  
En diferentes expedientes relativos a canteras y minería no energética tramitados en esta 
Institución se ha comprobado que, en ocasiones, las empresas venían ejerciendo su actividad 
únicamente con las autorizaciones propias de la autoridad minera, pero sin contar con las 
licencias municipales que, de forma clara, son exigibles en aplicación de la Ley 7/2006. Esta 
situación debe irse corrigiendo y, al igual que sucedió en su momento con las explotaciones 
ganaderas (en que tampoco había coordinación entre las autoridades agropecuarias y las 
locales, pues las primeras concedían los permisos de su competencia independientemente de 
la disposición de licencia municipal de actividad, situación a la que pusieron fin las 
Directrices Parciales Sectoriales sobre Actividades e Instalaciones Ganaderas aprobadas por 
decreto 200/1997, de 9 de diciembre, del Gobierno de Aragón) toda actividad extractiva debe 
disponer de la correspondiente licencia ambiental.  
En la información facilitada por el Dirección General de Energía y Minas se indica que las 
ayudas se otorgan “sin perjuicio” de la concesión de licencias o cumplimiento del resto de 
condicionantes establecidos en otras normativas. Ello implica que se puedan conceder ayudas 
simplemente comprobando los requisitos propios de la administración minera, pero sin tener 
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en cuenta los demás que deben ser igualmente observados; debe recordarse a estos efectos que 
el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones establece como una causa de reintegro de las 
subvenciones que se aprecie incumplimiento de las obligaciones de los beneficiarios que se 
refieran, entre otras circunstancias, a la regularidad de las actividades subvencionadas, 
situación que podría darse si no cuentan con la preceptiva licencia ambiental que corresponde 
otorgar al municipio.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Industria, Comercio y Turismo la 
siguiente SUGERENCIA:  
Que, para evitar la aparición a posteriori de un problema importante tanto para la 
Administración como para los destinatarios de las subvenciones, consigne de forma expresa 
en las sucesivas Órdenes por las que se convocan ayudas a empresas aragonesas relacionadas 
con la minería no energética la obligatoriedad de contar con licencia municipal y aquellos 
otros requisitos que acrediten la regularidad de la actividad, garantizando con ello una mayor 
seguridad jurídica en este proceso.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.5 Espacios naturales protegidos. 
8.5.1 20 de enero de 2009. Necesidad de coordinar la actuación de los servicios 
municipales en orden a proteger el arbolado urbano en las obras. Ayuntamiento de 
Zaragoza.  
La Institución compele al Ayuntamiento de Zaragoza, a raíz de la tala de un conjunto de 
árboles ornamentales en la calle Coso, a que tutele y promueva en el futuro el respeto por el 
arbolado urbano, en aplicación de la Ordenanza de Zonas Verdes y del catálogo de árboles 
singulares elaborado por el Ayuntamiento de esta ciudad. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 24 de noviembre tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando 
la reciente tala de varios árboles de gran porte en el Coso Bajo de Zaragoza. Destaca el 
perjuicio que supone para el aspecto de la calle y para los ciudadanos que transitan por la 
misma, que pierden esta protección tan necesaria en el periodo estival en nuestra Ciudad, y 
expresa la necesidad de cambiar de una vez este criterio municipal de disponer tala de árboles 
con motivo de cualquier obra en vez de procurar su conservación.  
SEGUNDO.- Tras su admisión, y en orden a la instrucción del expediente, con fecha 
25/11/08 se envió un escrito al Ayuntamiento recabando información sobre este asunto.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 14 de enero, siendo su parte más 
importante el informe del Servicio de Parques y Jardines que a continuación trascribe:  
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“En 2006 se recibió el expediente 236.928/2006 promovido por los Servicios Jurídicos de 
Infraestructuras, en el que se solicitaba informe a la obra referida en el párrafo anterior. A 
esta unidad le extraño que no se hiciese mención en dicho proyecto al arbolado existente, al 
que ahora es preciso cercenar las raíces para poder llevar a cabo la apertura de una zanja.  
Esta Unidad no ha sido informada en los dos últimos años del problema que podía suponer 
para el arbolado, que el proyecto de las obras no contemplase su existencia, pues al no 
constar difícilmente podía complicar la ejecución de las obras, ni estas afectarle a su 
integridad.  
Esta Unidad ya se ha manifestado del efecto pernicioso que sobre la salud de los árboles 
tiene una drástica reducción de su tamaño, por motivos expuestos en multitud de ocasiones 
en informes anteriores. Dicho tipo de actuación provocaría un estado de salud y ornamental 
completamente deteriorado, así como provocaría la formación de grandes pudriciones en las 
ramas principales y el tronco. Por otro lado, el trasplante del arbolado resulta 
completamente inviable, pues su tamaño exigiría realizar unos cepellones que requerirían 
demoliciones imposibles de llevar a cabo. Es por ello que la medida que debiera evaluarse es 
la de la tala del arbolado existente en la actualidad, en el ámbito de las obras de renovación 
del Coso, como la medida más propicia para evitar posibles accidentes a corto y largo plazo.  
No obstante, tal y como se desprende del decreto de Alcaldía de 20 de diciembre de 2007, el 
Órgano competente para resolver la tala del arbolado es la Concejal delegada de Medio 
Ambiente y Sostenibilidad, esta Jefatura de Unidad queda a la espera de la resolución que la 
misma adopte, bien la tala de arbolado, bien el terciado del mismo (tal y como solicita el 
Servicio de Conservación de Infraestructuras) de la que esta Unidad no es partidaria”.  
Se acompaña un informe que analiza los problemas derivados del terciado o descopado de 
árboles adultos, donde describe, desde un punto de vista técnico, los inconvenientes derivados 
de intervenciones parciales sobre el árbol y el peligro que ello puede suponer.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de procurar una actuación coordinada de los servicios 
municipales y proteger el arbolado.  
Atendiendo en unos casos quejas ciudadanas o iniciando, en otros, actuaciones de oficio, 
desde esta Institución se ha tramitado un buen número de expedientes con motivo de la tala de 
árboles en el casco urbano de Zaragoza.  
Cabe recordar a este respecto el comentario de la Concejalía de Medio Ambiente en la 
presentación del catálogo de árboles singulares de la ciudad que editó el Ayuntamiento hace 
dos años, con respecto a los árboles catalogados: “eludir la responsabilidad de proteger ese 
arbolado sería un síntoma de deterioro social, de desarraigo con el medio natural y de 
irresponsabilidad con el futuro de Zaragoza. … Los árboles de gran porte que pueden verse 
afectados por reformas integrales o por proyectos de urbanización de una determinada zona 
ya no se concebirán como elementos irrelevantes en el diseño urbano. Ya nunca más serán 
las últimas partes que se atienden en una supuesta intervención. Todo lo contrario. Estos 
árboles pasan a ser seres de capital importancia y con peso específico a la hora de marcar 
las prioridades urbanísticas. Este viraje tiene un gran calado político porque, además de 
ofrecer garantías a determinadas especies –lo que ya es un aspecto novedoso-revoluciona la 
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forma de hacer ciudad. Cambia los valores, prioriza las cuestiones que mantienen el entorno 
del hombre, y planta cara a todas aquellas modificaciones que atentan contra el equilibrio, la 
biodiversidad y la sostenibilidad”.  
Parece razonable que este criterio proteccionista se extienda a todos los árboles, aunque no 
hayan sido catalogados previamente, pues es comúnmente aceptado que los árboles y zonas 
verdes deben ser algo más que un mero adorno, y que cualquier modificación, y sobre todo 
aquellas que pretenden su supresión, deben ser cuidadosamente estudiadas, situando en un 
ultimísimo lugar la tala del árbol y previendo, siempre que sea posible, la sustitución de los 
ejemplares afectados.  
La Ordenanza de Zonas Verdes y Normas para la Redacción de Proyectos de Parques y 
Jardines en el Término Municipal de Zaragoza, que data de 1979, establece determinadas 
normas de protección de los árboles que, según lo expuesto en los antecedentes y visto el 
resultado de las obras llevadas a cabo, no han sido observadas; a estos efectos, dispone lo 
siguiente:  
“2.5. Protección del arbolado y jardines.  
2.5.1 En cualquier trabajo público o privado en el que las operaciones o pasos de vehículos y 
máquinas se realicen en terrenos cercanos a algún árbol existente, previamente al comienzo 
de los trabajos deberán protegerse los árboles a lo largo del tronco y en una altura no 
inferior a 3 metros, desde el suelo, con tablones ligados con alambres en la forma indicada 
en la figura núm. 4 de estas Normas. Estas protecciones se retirarán una vez terminada la 
obra.  
2.5.2 Zanjas. Cuando se habrán hoyos o zanjas próximas a plantaciones de arbolado, bien 
sean calles, plazas, paseos o cualquier otro tipo, la excavación no deberá aproximarse al pie 
del mismo más de una distancia igual a cinco veces el diámetro del árbol a la altura normal 
(1,20 metros) y, en cualquier caso, esta distancia será siempre superior a 0,50 metros. En 
caso de que, por otras ocupaciones de) subsuelo, no fuera posible el cumplimiento de esta 
ordenanza, se requerirá la visita de inspección de la Dirección de Parques y Jardines antes 
de comenzar las excavaciones”.  
Aún sin disponer de una norma tan completa como la Ordenanza Municipal de Áreas Verdes 
y Arbolado Urbano de la Ciudad de Huesca, aprobada en 2003, que resuelve a favor del árbol 
los posibles conflictos de coexistencia de arbolado y servicios subterráneos, al imponer que 
las obras de instalación respeten el “terreno de protección del árbol”, y que el proyecto de 
obra incluya los materiales y medios de protección y sellado necesarios y suficientes, el 
problema que ha dado lugar a la queja podría haberse evitado con una mejor coordinación 
entre los servicios municipales y la estricta aplicación los preceptos de la Ordenanza antes 
trascritos: el proyecto de reforma promovido por los Servicios Jurídicos de Infraestructuras no 
contenía ninguna mención al arbolado existente, y así fue remitido al Servicio de Parques y 
Jardines sin que advirtiese este defecto ni hiciese ninguna observación al respecto; desde el 
envío del proyecto hasta la ejecución de las obras transcurrieron dos años sin que unos 
modificaran el proyecto ni otros indicasen la conveniencia de hacerlo. Así las cosas, se 
iniciaron las obras tal como estaban previstas, abriendo unas zanjas al lado de los árboles que 
obligaron a su tala, al resultar inviable su conservación.  
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Una mejor coordinación entre Servicios Municipales hubiese permitido, inicialmente o 
mediante una modificación del proyecto antes de comenzar las obras, y advertida la existencia 
del error, adoptar las medidas previstas en la ordenanza para evitar la pérdida de estos árboles.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que en sucesivas intervenciones urbanísticas que promueva, autorice o tutele el 
Ayuntamiento vele por el respeto y la conservación de los árboles que puedan verse afectados, 
teniéndolos en cuenta en los proyectos de las obras como un elemento esencial en la 
ordenación urbana digno de protección y con peso específico a la hora de marcar las 
prioridades de actuación.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
8.5.2 5 de octubre de 2009. Demora en el pago de ayudas ambientales de protección 
forestal. Necesidad de realizar puntualmente los pagos. Departamentos de Medio 
Ambiente y de Economía. DGA. 
El Justicia insta a los Departamentos de Medio Ambiente y de Economía del Gobierno de 
Aragón a tramitar con urgencia el procedimiento para hacer efectivas las subvenciones 
otorgadas a diversos interesados y que se dirigen a la reforestación y protección de las 
masas arbóreas. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 29/04/09 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando la 
excesiva demora de la Administración de la Comunidad Autónoma en el pago de 
determinadas ayudas ambientales.  
En ella, el interesado expone el problema que tienen los beneficiarios de las ayudas del 
Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón para actuaciones en montes 
particulares otorgadas en el año 2007 y cuya segunda anualidad de trabajos se justificó a 
finales de octubre de 2008, dado que no han recibido las cantidades a que son acreedores ni 
ninguna explicación que justifique esta demora.  
Señala la gravedad de su situación, puesto que, al igual que otros solicitantes, para realizar los 
trabajos tuvieron que concertar préstamos bancarios, que recibieron precisamente por tener 
reconocidas unas ayudas que habrían de recibir en un plazo que, según las previsiones, no 
rebasaría el final del ejercicio 2008, o como mucho el primer trimestre de 2009. Sin embargo, 
a esa fecha todavía no se han librado los importes correspondientes a la segunda anualidad, a 
pesar de que los pagos de los trabajos hubieron de hacerse efectivos y justificarse ante dicha 
Administración por los beneficiarios a fines de octubre de 2008.  
Concluye la queja expresando la urgencia en percibir unas ayudas que les impulsaron a 
realizar la inversión en trabajos de mejora de los montes y, en definitiva, del medio ambiente 
en general, a fin de que no les resulte cada día más gravoso el haberlas realizado. Consideran, 
por otra parte, esta demora supone un factor de desánimo para otras personas que, en futuras 
 
 405/606 
convocatorias, puedan estar pensando en actuaciones similares que, sin duda, revisten un 
interés general.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 07/05/09 un escrito al 
Consejero de Medio Ambiente recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, 
y en particular de las razones que justifican tal demora en el pago, la fecha en que se prevé 
llevar a efecto el correspondiente a la segunda fase de la subvención y si hay prevista alguna 
medida para compensar los mayores gastos derivados de esta tardanza por parte de la 
Administración.  
TERCERO.-La respuesta del Departamento se recibió el 10/07/09; el informe emitido por el 
Director General de Gestión Forestal de fecha 23 de junio expone, entre otras cuestiones, lo 
siguiente:  
“La primera anualidad se pagó con normalidad en las fechas previstas pero para la segunda, 
dada la reducción de fondos FEADER que se produjo para el año 2008, el Departamento de 
Medio Ambiente decide acometer el pago con fondos propios.  
Siguiendo con la instrucción, con fecha 22 y 23 de diciembre de 2008 se enviaron los 
documentos ADO a la Intervención Delegada en el Departamento de Medio Ambiente para 
proceder a los pagos de las subvenciones.  
El día 13 de enero de 2009 se recibe en la Dirección General informe de reparo a la 
fiscalización de dichos documentos.  
En este sentido, la Dirección General de Gestión Forestal, como órgano instructor, no acepta 
el reparo formulado, y remite el 12 de mayo, Nota Interna adjuntando discrepancia, que 
eleva a la Intervención General, referida al pago de la segunda anualidad de subvenciones a 
montes particulares.  
Con fecha 18 de mayo la Intervención General remite nota interna solicitando se aporte 
documentación complementaria a dicha discrepancia.  
Con fecha de salida 28 de mayo, se remite la documentación requerida por la Intervención 
General.  
A partir del día de su recepción la Intervención General dispone de un plazo de 15 días para 
resolver dicha discrepancia según el artículo 17, apartado 2 del Decreto 23/2003, de 28 de 
marzo del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla el 
control de la actividad económica y financiera de la Administración, de los organismos 
públicos y de las empresas de la Comunidad Autónoma de Aragón”.  
CUARTO.-Al observar cierta discrepancia entre órganos administrativos, con fecha 10/08/09 
se dio traslado de la queja a la Intervención General del Gobierno de Aragón con objeto de 
conocer el estado actual del expediente y el plazo en que puede resolverse, encareciendo la 
necesidad de actuar con rapidez, atendida la situación expuesta por los afectados.  
La respuesta de la Intervención General se produjo con rapidez, y en un informe de 17 de 
agosto, recibido el día 25 del mismo mes, explica la situación ya indicada con anterioridad, y 
que la resolución de la discrepancia se firmó por la Interventora General con fecha 15 de 
junio, pero “se produjo el extravío del expediente por lo que no llegó a enviarse a la 
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Secretaría General Técnica del Departamento de Medio Ambiente sin que hasta la fecha 
haya sido reclamada por dicho centro gestor, razón por la que el hecho no se ha advertido 
hasta este momento”  
A continuación efectúa las siguientes puntualizaciones: “En este sentido, deseo aclarar que lo 
ocurrido es un caso excepcional, siendo la costumbre y el talante habitual de este Centro 
cumplir con los plazos establecidos en la legislación vigente en la realización de las tareas 
que tiene encomendadas.  
Puesto que el descuido se ha evidenciado como consecuencia de la solicitud de información 
por parte de la Institución del Justicia de Aragón, se ha procedido inmediatamente (en el día 
de hoy) a dar salida a la resolución de la discrepancia –cuya copia se acompaña- con el fin 
de que continúe la tramitación de los expedientes. Asimismo, es mi voluntad ponerme en 
contacto telefónico con el Secretario General Técnico del Departamento de Medio Ambiente 
para darle conocimiento del problema que se ha producido, con la finalidad de impulsar y 
completar el registro de los documentos contables necesarios, de forma que en el menor 
tiempo, a ser posible en este mismo mes, se produzca el pago de las ayudas a los 
beneficiarios que han planteado la queja en esta Institución”.  
QUINTO.- Consultados el día 30 de septiembre los ciudadanos interesados, todavía no han 
hecho efectivas las ayudas; en respuesta a reclamación de pago de la citada segunda anualidad 
y del interés legal devengado por la demora efectuada al Departamento de Medio Ambiente 
tan sólo han recibido, el pasado 26 de septiembre, una comunicación de la Dirección General 
de Gestión Forestal, fechada el 22/09/09 (transcurrido más de un mes desde que se resolvió la 
discrepancia por la Intervención General), en la que se les dice que “… está realizando los 
trámites oportunos para proceder al pago de dichas subvenciones. Por lo tanto, esperamos 
que en el menor tiempo posible tenga el correspondiente ingreso realizado en la cuenta que 
indica en su escrito”. Debe recordarse que está próximo a cumplirse un año desde que se 
justificó la inversión realizada, así como la carga adicional de los intereses bancarios 
devengados por el préstamo concertado al efecto.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la urgencia manifiesta en proceder al pago.  
La situación que se ha producido este verano en la Comunidad Autónoma de Aragón, con 
incendios forestales que han arrasado gran número de hectáreas, pone de manifiesto la vital 
importancia de acciones preventivas como las establecidas en el Decreto 228/2004, de 2 de 
noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la concesión de subvenciones para 
el desarrollo de programas, actividades o inversiones dirigidas a la conservación, mejora y 
calidad del medio ambiente en la Comunidad Autónoma de Aragón, puesto que entre las 
actividades subvencionables se encuentran las propias de tratamientos silvícolas y las 
encaminadas directamente a la prevención de incendios forestales: creación y conservación de 
cortafuegos y fajas auxiliares, desbroces, clareos, podas y laboreos, eliminación de residuos, 
conservación de vías, realización de campañas de sensibilización ambiental, etc.  
Como es habitual, el antedicho Decreto establece un procedimiento para la solicitud de las 
ayudas, documentación administrativa y técnica que se requiere, obligaciones de los 
beneficiarios y requisitos para la justificación y pago de las mismas, entre los que se 
encuentra (artículo 11.4.c) la relativa a “facturas y/o certificaciones originales, de los gastos y 
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pagos realizados”. Todo ello se desarrolla con mayor detalle en las sucesivas órdenes que se 
vienen dictando para la efectividad del Decreto y la materialización de sus previsiones; según 
se ha expresado por la Administración, tales exigencias han sido cumplidas en tiempo y forma 
por los beneficiarios.  
La demora en el pago de unas ayudas que, según manifiestan los afectados, deberían haber 
percibido, a más tardar, en el primer trimestre del 2009, ha supuesto un quebranto económico 
para estos ciudadanos que, en su momento, concertaron préstamos bancarios con esta 
finalidad y se ven imposibilitados de hacer frente a los mismos con la subvención concedida.  
Sin perjuicio de la urgente necesidad de proceder al pago de estas ayudas o de resolver otras 
reclamaciones que puedan presentar en demanda de indemnizaciones por los perjuicios 
sufridos, debe recordarse la obligación administrativa establecida en el artículo 29 de la Ley 
de Hacienda de la Comunidad Autónoma de Aragón de abonar a los acreedores el interés 
legal del dinero vigente el día de la notificación o del reconocimiento de la obligación, 
calculados desde el día en que se solicite por escrito el cumplimiento de la obligación hasta el 
día de pago, si no se hubiere pagado dentro de los tres meses siguientes a esas fechas,  
III.- RESOLUCIÓN  
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar a los Departamentos de Medio Ambiente y de 
Economía, Hacienda y Empleo del Gobierno de Aragón la siguiente SUGERENCIA:  
Que dispongan lo oportuno en orden a coordinar los servicios administrativos dependientes de 
ambos Departamentos para que se efectúe el pago de las ayudas ambientales objeto de este 
expediente.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9. AÑO 2010 
9.1 Ruidos 
9.1.1 5 de febrero 2010. Ruidos. Necesidad de disponer de un mapa actual de ruidos del 
Aeropuerto de Zaragoza. Ayuntamiento de Zaragoza.  
El Justicia insta al Ayuntamiento de Zaragoza a que solicite a AENA que se actualice el mapa 
de ruidos del aeropuerto de Zaragoza. La institución detecta que el Mapa de Ruidos de esta 
instalación, incorporado en el PGOU de Zaragoza aprobado en el año 2001, podría haberse 
quedado desfasado en relación con los nuevos aprovechamientos urbanísticos que se han 
desarrollado en las inmediaciones del aeropuerto (barrios de Arcosur y Valdespartera). 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 12/03/09 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo las 
molestias que causa a miles de ciudadanos la cercanía del aeropuerto de Zaragoza.  
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La documentación aportada se completó en una reunión que tuvo lugar el 2 de abril, a 
solicitud de los interesados, donde se pormenorizaron algunas cuestiones. En primer lugar, 
se deslindaron las materias que son competencia de órganos de la Administración del 
Estado relacionados con la gestión del aeropuerto, de las propias de competencia 
municipal; con relación a esta, se puso de manifiesto el desfase existente en el mapa de 
ruidos de dicha instalación existente en el Plan General de Ordenación Urbana de 
Zaragoza. Según consta en el Anejo 5 del mismo, fue elaborado en 1997 con referencia en 
su configuración a la situación en ese mismo año 1997 y al horizonte de 2007; indican los 
comparecientes que dicho mapa ha quedado desfasado, tanto temporalmente como al no 
considerar variables tan importantes como la implantación industrial de PLAZA o las 
nuevas áreas residenciales de Valdespartera y Arcosur o el incremento del tráfico aéreo 
producido desde el momento de elaboración del mapa.  
Señalan los afectados que dicho mapa sonoro no ha sido revisado a los cinco años de la 
fecha de su aprobación, como exige la Directiva 2002/49/CE sobre evaluación y gestión 
del ruido ambiental, la Ley del Ruido y la propia Ordenanza Municipal de Ruidos de 
Zaragoza, y que la previsión de impacto acústico está infradimensionada y que es obsoleta, 
al no utilizar los indicadores de ruidos comunes Lden y Lnight en decibelios que establece 
la Directiva como un indicador básico de “molestia” y que se utiliza en relación con el 
ruido de aeronaves en la mayor parte de Estados miembros.  
Estiman que esta inadecuación del mapa de ruidos puede influir en que las nuevas 
urbanizaciones proyectadas dentro del pasillo aéreo sufran unas molestias superiores a las 
previstas en el mismo, y que el problema que actualmente padecen vecinos de otras zonas 
más alejadas se multiplique en el futuro para los nuevos habitantes, que accederán a sus 
viviendas desconociendo la situación real, que tal vez incumpla los parámetros legalmente 
establecidos.  
Finalmente, señalan que no han tenido noticia de la puesta en práctica de medidas 
correctoras del problema o de mayor información a los afectados, sino que, al contrario, el 
incremento de vuelos, tanto comerciales como de pasajeros o militares que vienen 
observando en el aeropuerto de Zaragoza, ha empeorado la situación.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja, y una vez asignado el expediente para su instrucción, se 
procedió en un doble sentido:  
 - Respecto de los ruidos generados por el tráfico aéreo: considerando que se trata de 
una materia cuya competencia reside en órganos dependientes de la Administración del 
Estado, y por tanto excluidos del ámbito de supervisión del Justicia, se informó de ello a los 
ciudadanos, así como la conveniencia de remitirla al Defensor del Pueblo, Institución 
competente a estos efectos, efectuando desde aquí el trámite. Asimismo, se les informó de las 
Recomendaciones y Sugerencias efectuadas desde el Defensor del Pueblo en expedientes 
instruidos por el mismo motivo, donde se proponían diversas medidas cuya aplicación 
hubiese contribuido a la reducción del problema.  
 - En lo relativo al mapa de ruidos del Aeropuerto y la influencia de esta instalación en 
los futuros desarrollos urbanísticos, se abrió un expediente para conocer las previsiones del 
Ayuntamiento respecto a la actualización del mapa de ruidos, remitiendo en fecha 20/04/09 
un escrito a fin de conocer si se han tenido en cuenta las condiciones actuales y futuras del 
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ruido derivado de las aeronaves en las actuaciones urbanísticas, en ejecución o en proyecto, 
afectadas y si se cumplen los parámetros establecidos como límite para las zonas habitadas, 
en cualquiera de sus usos, e industriales.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento ha venido contenida en dos informes, 
procedentes de la Gerencia de Urbanismo y de la Agencia de Medio Ambiente y 
Sostenibilidad. Coinciden ambos en que, a tenor de la vigente normativa en materia de ruido y 
la regulación prevista para los mapas de ruido, el Ayuntamiento no está obligado a su 
elaboración; el informe de la Agencia de Medio Ambiente manifiesta que el Ayuntamiento ha 
revisado y actualizado el mapa de ruidos de la Ciudad, habiéndose sometido a exposición 
pública, pero que en lo relativo a la cuestión planteada en la queja “El municipio de Zaragoza, 
en las obligaciones que le confiere la legislación vigente, solo es competente para la 
elaboración de un mapa de ruido que no exceda del ámbito territorial del propio municipio y 
que no afecte a infraestructuras viarias, ferroviarias, aeroportuarias y portuarias de 
competencia estatal. Por este motivo, por falta de competencia, el documento no incluye el 
Aeropuerto de Zaragoza y así lo indica la página 7 del resumen del diagnóstico del mapa 
estratégico del ruido cuando dice "dentro del ámbito del presente proyecto no se efectúa un 
mapa estratégico de ruido para este foco por exceder del alcance del mismo".  
Da cuenta igualmente del acuerdo adoptado en sesión plenaria de 29/05/09 sobre esta 
cuestión, que aprueba los puntos que a continuación se detallan:  
"Primero: Que el Ayuntamiento solicite a AENA la elaboración del mapa sonoro del 
Aeropuerto de Zaragoza.  
Segundo: Que el Ayuntamiento proceda a instalar, previo estudio correspondiente, una red 
de control acústico del pasillo aéreo del Aeropuerto de Zaragoza.  
Tercero: Que el Ayuntamiento proceda a constituir, dentro del Consejo de la Agenda 21 
Local, una subcomisión sobre el ruido, donde pueda tratarse esta problemática. Dicha 
comisión, siguiendo el esquema de las ya existentes, tendrá una amplia representación social 
y técnica.  
Cuarto: Que el Ayuntamiento se dirija al gobierno de la nación pidiéndole estudiar el empleo 
de la pista treinta izquierda o cualquier otra solución técnicamente posible, para los vuelos 
militares y que dichos vuelos sean limitados al máximo en horario nocturno".  
Quinto: Que el Ayuntamiento organice unas jornadas ciudadanas explicativas de la 
problemática acústica y sus líneas de solución, con particular referencia al entorno del 
Aeropuerto de Zaragoza."  
El informe de la Gerencia de Urbanismo, emitido por el Servicio Técnico de Planeamiento y 
Rehabilitación, incide en esta cuestión de falta de necesidad de confeccionar un nuevo mapa 
de ruidos del aeropuerto, explicando:  
“En relación con esto, puede advertirse, en primer lugar, que el citado anejo 5 de la memoria 
(«Mapa de ruidos del aeropuerto "Parámetros NEF. Horizonte 2007"»), incluido en el tomo 
4 del plan, es un documento informativo que sirvió de base a la redacción del plan general 
aprobado definitivamente en 2001, que, por su carácter, el planeamiento general no ha de 
mantener actualizado durante su vigencia. Corresponde esa función a los organismos del 
Estado y del Ayuntamiento -en particular, al servicio competente en materia de medio 
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ambiente, encargado de la confección del mapa de ruidos de la ciudad-, y sólo si de ello 
derivan causas de modificación de la ordenación urbanística vigente procede modificar ésta.  
En segundo lugar, el plan general previó la urbanización de PLAZA, Valdespartera y 
Arcosur, y contempló la incidencia del ruido sobre estas zonas proyectando sobre el 
territorio el nivel fónico 40 NEF para calificar el suelo ahí incluido como sistema general, de 
manera que en su interior no cupieran usos lucrativos ni de equipamiento local de ningún 
tipo. Además, se determinó la incompatibilidad con cualquier forma de uso residencial del 
nivel fónico 32'50 NEF -de acuerdo con los parámetros de medición entonces vigentes del 
bulbo de servidumbre por ruidos del pasillo de aproximación al aeropuerto de Zaragoza. 
Esta limitación implicaba un nivel de exigencia superior al recomendado por el estudio 
incluido como anejo 5 de la memoria informativa (35NEF). Por añadidura, tanto el plan 
parcial de Valdespartera como el de Arcosur establecieron una protección más estricta en 
usos docentes y sanitarios, a los que se exigió quedar fuera del bulbo correspondiente al nivel 
fónico 30 NEF.  
En tercer lugar, todo el planeamiento afectado por los ruidos producidos por aeronaves ha 
sido informado favorablemente por los departamentos competentes de los ministerios de 
Fomento y Defensa, de acuerdo con la realidad y la normativa vigente en cada momento. 
Hay que recordar, por ejemplo, que en el caso de Arcosur, más reciente que Valdespartera, 
la Dirección General de Aviación Civil del Ministerio de Fomento informó de 5 de febrero 
del 2003 en sentido favorable al proyecto, advirtiendo expresamente que las envolventes 
contenidas en el plan general de Zaragoza y respetadas por el plan parcial, trazadas a partir 
de índices NEF de medición del ruido (Noise Exposure Forecast) son más restrictivas que las 
huellas de ruido LEQ día (60 dBa) y LEQ noche (50 dBa) que se utilizaron en el plan director 
del aeropuerto de Zaragoza; esta circunstancia y el hecho de haberse considerado en el plan 
parcial del sector 89/3 condiciones más exigentes que las que establecía la normativa 
vinculante del plan general, en lo relativo a los usos docentes y sanitarios, llevaron a 
concluir que el plan parcial de Arcosur, como el de Valdespartera, satisfacía incluso con 
alguna holgura la normativa sectorial.  
Por otra parte, el 31 de octubre de 2001 se aprobó la ordenanza municipal para la 
protección contra ruidos y vibraciones, que estableció en sus artículos 5° y 8° la aportación 
con el planeamiento y con los proyectos de urbanización de unos estudios de la incidencia de 
los ruidos y vibraciones sobre los usos ordenados en aquello que afecte a sus contenidos 
propios, y, en particular, a la zonificación. Esos estudios han sido informados en todos los 
casos por el servicio de Medio Ambiente (Agenda 21 Local)”.  
CUARTO.- La cuestión del mapa de los ruidos derivados de la actividad aeroportuaria sobre 
las áreas afectadas ya fue abordada en esta Institución con motivo del expediente DI-
541/2003-2; como conclusión del mismo se formularon al Ayuntamiento, entre otras, las 
siguientes Sugerencias  
“1.- Que en cumplimiento de lo que se establece en el art. 5º de su propia Ordenanza 
municipal de protección contra ruidos y vibraciones, y en el art. 16 de la reciente Ley 
37/2003, proceda a adoptar las medidas adecuadas para la Revisión del Mapa Sonoro del 
Aeropuerto de Zaragoza.  
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2.- Que en previsión del cumplimiento de los objetivos de calidad que puedan determinarse 
en su día por las Administraciones competentes, en cumplimiento de la citada Ley del Ruido, 
y en atención al posible incremento futuro del tráfico del Aeropuerto, con objeto de evitar 
hipotecas y de permitir un uso compatible, se tome en consideración la conveniencia de 
establecer en las Ordenanzas de edificación del Plan Parcial del Sector 89/3 en tramitación 
medidas especialmente exigentes que garanticen una insonorización de las viviendas superior 
a las exigidas por las Normas Básicas de Edificación actualmente vigentes”.  
Ambas Sugerencias fueron aceptadas, con las puntualizaciones efectuadas en el informe de la 
Oficina de la Agenda 21 Local aportado junto a la respuesta, donde indicaba: “A juicio de esta 
Unidad no se considera necesaria la revisión del Mapa Sonoro del Aeropuerto de Zaragoza 
habida cuenta que desde su realización hasta la fecha se han realizado diversas campañas de 
medición en zonas afectadas en el cono de aproximación de los aviones al aeropuerto 
obteniéndose resultados de acuerdo con el mapa sonoro”.  
Respecto de la segunda, el informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación y 
Oficina de la Agenda 21 aludía a la posibilidad de que en cada proyecto se acredite el 
cumplimiento de que existe un aislamiento suficiente, pero considera más adecuado solicitar 
de los interesados en la tramitación del expediente que amplíen el estudio de ruido con 
valoración expresa de la necesidad de un mayor aislamiento acústico en las viviendas y, 
cuando se reciba, el estudio se remitirá al Servicio de Medio Ambiente para su valoración, 
junto con el conjunto del plan parcial, por si concurrieran otras circunstancias que aconsejaran 
condiciones adicionales. Añade a continuación “En caso de que, finalmente, no hubiera base 
jurídica para ello, al situarse los aprovechamientos residenciales fuera de los ámbitos de 
incidencia de las limitaciones específicas en razón de los ruidos producidos por la vecindad 
del aeropuerto y por deberse la conveniencia de mayores niveles de aislamiento a 
expectativas de crecimiento de esta infraestructura hoy inconcretas, este Servicio trasladará 
la justificada inquietud del Justicia de Aragón a la Corporación a fin de que valore la 
conveniencia de imponer esa condición a las viviendas a construir en el plan parcial”. .  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.-Sobre la necesidad de elaborar un nuevo mapa de ruidos del aeropuerto. 
Como señala el Ayuntamiento de Zaragoza en su contestación, que se ajusta a lo previsto en 
la vigente Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, la Administración General del Estado 
resulta ser la competente para la elaboración, aprobación, revisión de los mapas de ruido del 
aeropuerto, así como la información al público, delimitación de las zonas de servidumbre 
acústica, limitaciones derivadas de la misma, elaboración de planes de acción y ejecución de 
sus medidas, etc.  
La Ley del Ruido señala que los mapas de ruido tienen por finalidad la evaluación global de 
la exposición actual a la contaminación acústica de una determinada zona, de manera que 
permitan hacer predicciones y adoptar planes de acción en relación con aquélla, habiendo 
establecido (art. 16) un plazo de vigencia de cinco años a partir de la fecha de su aprobación 
para su revisión y, en su caso, modificación. Debe señalarse que la realización de mediciones 
puntuales no garantiza la misma eficacia y publicidad que un mapa de ruidos elaborado con 
los requisitos que son inherentes a estos instrumentos, cuya revisión, prescrita por la Directiva 
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2002/49/CE y la Ley del Ruido, requiere determinadas condiciones técnicas y de 
participación ciudadana.  
Pero, en todo caso, no hay que olvidar que su ámbito es limitado, pues, siguiendo lo previsto 
en la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de junio de 2002 
sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, se ciñe al ruido ambiental al que estén 
expuestos los seres humanos en particular en zonas urbanizadas, en parques públicos u otras 
zonas tranquilas en una aglomeración, en zonas tranquilas en campo abierto, en las 
proximidades de centros escolares y en los alrededores de hospitales, y en otros edificios y 
lugares vulnerables al ruido, sin que sea aplicable (art. 2.2.) “…. al ruido producido por la 
propia persona expuesta, por las actividades domésticas, por los vecinos, en el lugar de 
trabajo ni en el interior de medios de transporte, así como tampoco a los ruidos debidos a las 
actividades militares en zonas militares”.  
El artículo 14 de la Ley remite a “las Administraciones competentes” para la aprobación, en 
los términos previstos en esta Ley y en sus normas de desarrollo, de los mapas de ruido 
correspondientes a: “a) Cada uno de los grandes ejes viarios, de los grandes ejes ferroviarios, 
de los grandes aeropuertos y de las aglomeraciones, entendiendo por tales los municipios con 
una población superior a 100.000 habitantes y con una densidad de población superior a la 
que se determina reglamentariamente, de acuerdo con el calendario establecido en la 
disposición adicional primera, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 2. b) Las áreas 
acústicas en las que se compruebe el incumplimiento de los correspondientes objetivos de 
calidad acústica”. El mapa de ruidos que debe elaborar una Administración, en este caso 
concreto la del Estado al tratarse de un aeropuerto de su titularidad, afecta a las competencias 
de otras, por lo que es preciso que se materialice cuanto antes, a fin de lograr una adecuada 
coordinación en el ejercicio de las atribuidas a cada una y lograr la finalidad preventiva 
prevista en la Ley.  
Resulta lógico que cuando el área de influencia de una infraestructura estatal sea el campo 
abierto, sin que sobre los suelos afectados se vaya a realizar un uso o aprovechamiento 
distinto del agrícola, al Ayuntamiento no le urja que se elabore ningún mapa, puesto que su 
intervención allí va a ser mínima y, en su caso, la eventual variación de la clasificación 
urbanística de los terrenos que pueda promover habrá de ajustarse al mapa de ruidos que 
elabore el titular de la infraestructura, estableciendo determinadas limitaciones o, incluso, 
evitando autorizar aquellos usos que puedan verse perjudicados por un nivel de ruidos 
superior al legalmente establecido.  
No siendo objeto de discusión que la planificación urbanística ha de conocer de antemano las 
servidumbres y condicionantes que debe respetar (carreteras, policía de aguas, zonas 
inundables, espacios protegidos, yacimientos arqueológicos, etc.), las restricciones por causa 
de ruido deberán estar igualmente previstas en los planes de ordenación, evitando los 
ulteriores problemas que su omisión puede generar.  
Por ello, cuando se trata de prever los problemas de ruido que puede sufrir una población, si 
se sospechare que puede ser superado el umbral establecido en la normativa sobre ruido, y 
aunque los ruidos provengan de una infraestructura ajena a su titularidad, el Ayuntamiento 
necesita conocer las limitaciones que pesan sobre un determinado suelo, de forma que pueda 
tenerlas en cuenta a la hora de planificar su territorio y que los ciudadanos estén informados 
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de las ventajas e inconvenientes de aquellos lugares en los que pretendan establecer su 
residencia o implantar una industria o actividad.  
Esta previsión es necesaria para dar adecuado cumplimiento a lo establecido en el artículo 20 
de la Ley del Suelo, que dispone: “1. No podrán concederse nuevas licencias de construcción 
de edificaciones destinadas a viviendas, usos hospitalarios, educativos o culturales si los 
índices de inmisión medidos o calculados incumplen los objetivos de calidad acústica que 
sean de aplicación a las correspondientes áreas acústicas, excepto en las zonas de protección 
acústica especial y en las zonas de situación acústica especial, en las que únicamente se 
exigirá el cumplimiento de los objetivos de calidad acústica en el espacio interior que les 
sean aplicables. 2. Los ayuntamientos, por razones excepcionales de interés público 
debidamente motivadas, podrán conceder licencias de construcción de las edificaciones 
aludidas en el apartado anterior aun cuando se incumplan los objetivos de calidad acústica 
en él mencionados, siempre que se satisfagan los objetivos establecidos para el espacio 
interior”.  
Junto a esto, la disposición de un mapa de ruidos del aeropuerto permitiría ajustarse, para las 
construcciones que se levanten en su área de afección, a lo dispuesto en la Ordenanza 
Municipal para la protección contra ruidos y vibraciones, que impone determinadas 
obligaciones que no se pueden llevar a efecto correctamente sin la disposición previa de este 
instrumento. Sin ser exhaustivos, cabe citar los siguientes preceptos:  
-El artículo 5, relativo a la integración del ruido en la gestión ambiental exige, con el fin de 
hacer efectivos los fines expresados en el artículo 1.º (garantizar el derecho a la intimidad 
personal y familiar, a la protección de la salud, así como a la calidad de vida y a un medio 
ambiente adecuado, y proteger los bienes de cualquier naturaleza), que el planeamiento 
urbanístico y los proyectos redactados para la solicitud de licencias urbanísticas o de 
autorizaciones previas para la realización de cualquier actividad o servicio, contemplen la 
incidencia en cuanto a ruidos y vibraciones conjuntamente con el resto de factores a 
considerar.  
-El artículo 8, regulador de las condiciones acústicas de nuevas urbanizaciones, impone a los 
promotores o constructores de las nuevas urbanizaciones o aquellas derivadas de convenios 
urbanísticos realizar una evaluación previa de las condiciones acústicas de la urbanización, 
que formará parte del proyecto como anexo; cuando los valores superen los señalados en el 
artículo 42. 2, se exigirá la incorporación de soluciones técnicas al proyecto que garanticen su 
cumplimiento.  
-En relación concretamente, a las viviendas, el artículo 49 exige que los promotores o 
constructores de viviendas informen a los compradores, por escrito, de las características 
acústicas de las viviendas y/o urbanización tanto en el ámbito externo como interno de las 
mismas, especificando en su párrafo 2 que “Para ello, podrán utilizar los mapas de ruido 
realizados por el Ayuntamiento (tanto globales como zonales) o los estudios realizados por 
los promotores y aprobados por el Ayuntamiento, de acuerdo con el artículo 5”.  
Debe recordarse que, sin perjuicio del carácter informativo respecto del Plan General de 
Zaragoza que se ha aludido por el Ayuntamiento, el actual mapa sonoro que consta en dicho 
Plan como Anejo 5 (elaborado en 1997 y con un horizonte de 10 años) no pierde por ello su 
condición de mapa de ruido, sujeto a la obligación de renovación quinquenal establecida en 
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los artículos 7.5 de la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
junio de 2002, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental, 16 de la Ley del Ruido y en el 
5.2 de la Ordenanza municipal.  
Finalmente señalar que, consultado a través de la página web del Ayuntamiento el “Mapa de 
ruidos del término municipal de Zaragoza”, se observa que la huella sonora de otras 
infraestructuras estatales (carreteras nacionales de Madrid, Teruel, Castellón, Huesca o 
Logroño) sí que ha sido tenida en consideración, e incluso la del aeropuerto en algún área 
correspondiente a terrenos sin edificar (por ejemplo, en las hojas 13 y 14 del nº de plano C.1 
designado “Mapa de los niveles sonoros LDIA”), pero en las zonas industriales o residenciales 
más próximas al mismo no figura ningún dato, ni siquiera los del anterior mapa sonoro, que 
podrían haber aportado alguna información al respecto. Ello determina que la publicidad 
facilitada a través de la web esté incompleta y no pueda cumplir las finalidades informativas y 
preventivas que la Ley asigna a este instrumento o las específicas que manifiesta el 
Ayuntamiento de mejorar la calidad acústica del municipio a través de las tres líneas de 
actuación que expone: integrar el ruido en la gestión municipal y que el ruido sea una variable 
más en las tomas de decisiones sobre el diseño de ciudad, reducir el impacto de las zonas 
afectadas y evitar la generación de futuras situaciones problemáticas y preservar las zonas 
tranquilas.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que inste a AENA para que elabore el mapa de ruidos actualizado del Aeropuerto de 
Zaragoza.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.1.2 18 de marzo de 2010. Ruidos y vibraciones continuas de un taller de calzado. Falta de 
ejercicio de las competencias municipales en materia de actividades. Recordatorio de 
deberes legales. Ayuntamiento de Illueca.  
Varios ciudadanos de Illueca interponen una queja motivada por los continuos ruidos y 
vibraciones que sufren en su vivienda, lo que les ha llegado a ocasionar desperfectos en sus 
domicilios. Como ya hizo la Institución en ulteriores sugerencias, recuerda al Ayuntamiento 
el deber de colaborar con la Institución y asimismo de actuar en el ámbito de sus 
competencias para intervenir sobre las actividades potencialmente molestas y corregir sus 
deficiencias. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 6 de mayo de 2009 tuvo entrada en esta Institución una queja debida a la 
continuidad del problema denunciado en un anterior expediente tramitado en el año 2004, con 
la referencia DI-966/2004-2: las importantes y continuas molestias generadas por un taller 
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auxiliar de calzado situado en los bajos del inmueble de C/ Virgen del Pilar nº 1 de la Villa de 
Illueca.  
Según quedó acreditado, se trata de un local cuya escritura de adquisición los destina a uso 
comercial, pero se utilizan para una industria de troquelado de calzado, con un horario de 8 a 
13 y de 15 a 21 horas ininterrumpidamente, con las consiguientes molestias por ruidos, 
vibraciones y desperfectos en el piso superior a causa de las vibraciones transmitidas desde el 
taller.  
El expediente concluyó con una Sugerencia al Ayuntamiento de Illueca para que, atendiendo 
las quejas de vecinos afectados por el ejercicio de actividades sujetas a licencia municipal, 
ordenase la inspección de dicho taller para conocer el alcance de los problemas denunciados y 
estableciese las medidas correctoras que procedan para eliminar las molestias que puedan 
generar.  
La Sugerencia no fue contestada por el Ayuntamiento, que tampoco intervino para dar 
solución a un problema que menoscaba gravemente la calidad de vida de los vecinos del 
inmueble, pues, a pesar del tiempo transcurrido, la actividad se mantiene en los mismos 
términos, sin que se haya impuesto ninguna medida correctora.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión; en orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 07/06/09 un escrito al Ayuntamiento de 
Illueca recabando información en general sobre la cuestión planteada en la queja, y en 
particular, sobre los siguientes extremos: si se han realizado mediciones de los niveles de 
ruidos o de vibraciones en las viviendas próximas, si se ha comprobado el aislamiento 
acústico del local, valorando si resulta suficiente para el ejercicio de la actividad de 
troquelado de calzado, y si se ha realizado alguna inspección de las instalaciones para 
comprobar si cumplen las normativas de protección ambiental y de seguridad que les son 
aplicables.  
TERCERO.-La solicitud de información se reiteró en fechas 19/08/09, 14/10/09 y 14/01/10 
sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya podido 
instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto 
imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la 
Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y el ciudadano desasistido la 
protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligación de ejercer las competencias municipales  
En la anterior resolución, de fecha 8 de octubre de 2004, se hacía un doble orden de 
consideraciones jurídicas, que se dan por íntegramente reproducidas, relativas a:  
-La obligación de los poderes públicos de salvaguardar a los ciudadanos de los problemas 
generados por un ruido excesivo y continuado dentro de sus domicilios, tanto por la negativa 
incidencia en la salud de las personas como por la afección a derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución: integridad física y moral, intimidad personal y familiar e 
inviolabilidad del domicilio  
-El deber de ejercer una vigilancia constante de las actividades clasificadas, pues la concesión 
de una licencia de actividad no constituye una mera relación momentánea entre 
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Administración autorizante y sujeto autorizado, sino que genera un vínculo permanente 
encaminado a que la Administración proteja adecuadamente en todo momento el interés 
público representado en las normas que, en cada momento, resulten de aplicación; ello le 
habilita para, con la adecuada proporcionalidad, intervenir en la actividad, incluso de oficio, e 
imponer las medidas de corrección y adaptación que resulten necesarias.  
La falta de actuación del Ayuntamiento para resolver este problema exige recordarle, además 
de las anteriores consideraciones, la obligación de ejercer las propias competencias o, si se 
considera incapaz de hacerlo, de utilizar las fórmulas que la Ley establece para que la 
aplicación de las normas sea eficaz y los derechos de los ciudadanos no queden en papel 
mojado. La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Publicas y del Procedimiento Administrativo Común establece en su artículo 12.1 que “La 
competencia es irrenunciable y se ejercerá precisamente por los órganos administrativos que 
la tengan atribuida como propia,…”, estableciendo diversos mecanismos para el ejercicio 
indirecto de una competencia pública que no alteran su titularidad:  
-La delegación de competencias, regulada en el artículo13 y que implica que un órgano 
administrativo pueda delegar el ejercicio de las competencias que tenga atribuidas en otros 
órganos de la misma Administración, aun cuando no sean jerárquicamente dependientes, o de 
las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de aquéllas.  
-La encomienda de gestión (artículo 15), que posibilita encomendar a otros órganos o 
Entidades de la misma o de distinta Administración la realización de actividades de carácter 
material, técnico o de servicios de la competencia de los órganos administrativos o de las 
Entidades de derecho público por razones de eficacia o cuando no se posean los medios 
técnicos idóneos para su desempeño.  
La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, establece en su artículo 44 
los servicios municipales obligatorios, que los municipios deberán prestar, bien sea por sí 
mismos, asociados a otras entidades locales o con la colaboración que puedan recabar de otras 
administraciones públicas. Con relación al caso que nos ocupa, se trata del control de edificios 
y lugares de vivienda y convivencia humana y de industrias, actividades y servicios, ruidos y 
vibraciones.  
La facultad de intervención que la norma que regula en la actualidad las actividades 
clasificadas, la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, otorga a la 
autoridad municipal se concreta en el artículo 30 de la Ley de Administración Local en la 
figura del Alcalde, quien tiene la potestad de ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del 
Ayuntamiento, entre los que se encuentran los relativos a la concesión de licencias para el 
ejercicio de actividades, el mantenimiento de las condiciones que les sean de aplicación y la 
sanción de las faltas de desobediencia a su autoridad y de las infracciones de las ordenanzas 
municipales.  
La Ley confiere (artículo 3) a las a las entidades locales, en su condición de Administraciones 
públicas, una serie de potestades y prerrogativas necesarias para la adecuada gestión de las 
competencias que les han sido atribuidas y la elaboración y desarrollo de políticas propias; 
entre otras, la presunción de legitimidad y ejecutividad de sus actos y acuerdos, la de 
ejecución forzosa de los mismos y la potestad sancionadora.  
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Si a pesar de todo ello y, en el caso de Illueca, de las posibilidades que ofrecen los artículos 6 
a 8 de la Ley 9/2000, de 27 de diciembre, de Creación de la Comarca del Aranda respecto a 
esta entidad y los municipios que la integran, no se puede, por la razón que sea, prestar un 
servicio que compete al Ayuntamiento, la Ley de Administración Local ha previsto, en su 
artículo 45, la dispensa de la prestación de los servicios obligatorios, con el fin de que los 
ciudadanos no se vean privados de su recepción y disfrute, de acuerdo con el principio 
establecido en el artículo 5.1 (“Todos los ciudadanos residentes en los municipios aragoneses 
tienen derecho a disfrutar los servicios públicos esenciales, sin discriminación por razón de 
su situación en el territorio”) y el mandato del párrafo siguiente, que dispone: “Todas las 
Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Aragón tienen la obligación de 
cooperar a la efectiva prestación de los servicios públicos esenciales en todo el territorio 
aragonés, a través del ejercicio de sus competencias propias y de la colaboración entre las 
diversas Administraciones”.  
Así, este artículo 45 permite a los municipios solicitar de la Diputación General de Aragón la 
dispensa de la obligación de prestar los servicios mínimos cuando, por sus características 
peculiares, resulte de imposible o muy difícil cumplimiento el establecimiento y prestación de 
dichos servicios por el propio Ayuntamiento, regulando un procedimiento para lograr la 
dispensa del que se trate y señalar la forma y condiciones en que ha de materializarse.  
Por ello, el Ayuntamiento de Illueca deberá proceder en uno u otro sentido: ejercitar 
directamente sus competencias de control de actividades sujetas a licencia municipal, o 
solicitar su dispensa para que sean realizadas por otras administraciones, en los términos 
legalmente establecidos.  
Segunda.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón.  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 




Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Illueca las siguientes 
SUGERENCIAS:  
Primera.- Para que, atendiendo las quejas de vecinos afectados por el ejercicio de actividades 
sujetas a licencia municipal, ordene su inspección a fin de conocer el alcance de los 
problemas denunciados y, en su caso, establecer las medidas correctoras que procedan para 
eliminar las molestias detectadas.  
Segunda.- Que, en caso de que no vaya a ejercer por si mismo esta competencia municipal, 
solicite la dispensa en los términos legalmente establecidos para que se de cumplimiento a la 
normativa reguladora del ejercicio de actividades clasificadas.  
Asimismo, se formula a esta entidad un RECORDATORIO DE DEBERES LEGALES, 
recordándole su obligación de auxiliar a la Institución del Justicia en sus investigaciones, 
conforme a lo establecido en artículo 19 de la referida Ley 4/1985.  
Quedo en espera de su respuesta en un plazo no superior a un mes, comunicando si acepta las 
Sugerencias formuladas o indicando, en caso contrario, las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.1.3 25 de marzo de 2010. Ruido procedente de baile y disco-móvil. Posibilidad de reducir 
el nivel de emisión. Consideraciones sobre idoneidad del local. Ayuntamiento de 
Ayerbe. 
El justicia atiende la queja interpuesta por varios vecinos de la localidad de Ayerbe, los 
cuales manifiestan que con motivo de las fiestas de la localidad se utiliza como local para las 
actividades de disco-móvil un antiguo pajar que no cuenta con las mínimas medidas de 
insonorización y que causa notables molestias a los habitantes en estos periodos. Alega el 
Ayuntamiento de Ayerbe que tratándose de una actividad puntual, no tiene presupuesto para 
asumir la construcción de un emplazamiento que reúna las necesarias medidas de 
insonorización. A la vista del expediente y de las dificultades que entrañaría la 
insonorización del establecimiento para el Ayuntamiento, se recomienda la limitación de las 
emisiones de ruidos y la consignación de advertencias en la entrada del recinto. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 01/02/10 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo, en los 
siguientes términos, un problema de ruidos en el municipio de Ayerbe: 
“En el antiguo almacén del trigo, que ahora se utiliza para guardar los vehículos 
municipales y de servicios del Gobierno de Aragón, se vienen celebrando desde hace tiempo 
los bailes cuando hay alguna celebración, sin que reúna las mínimas condiciones para ello, 
puesto que no se ha efectuado ninguna transformación de su condición de almacén. 
A consecuencia de esta práctica, los ruidos generados por las disco-móviles son muy 
elevados, y al prolongarse hasta la madrugada, impiden el descanso a los vecinos de un 
amplio sector. Además, al no haber aseos en condiciones, el entorno y las puertas de los 
vecinos se ensucian con orines de los asistentes y otros desechos. 
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Señala que en ocasiones se han quejado al Ayuntamiento, que reconoce lo inadecuado de este 
espacio, pero no adoptan ninguna solución”. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. En orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 16/02/10 un escrito al Ayuntamiento de 
Ayerbe recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, con referencia expresa 
a las condiciones del almacén para el mencionado uso recreativo y las previsiones 
municipales en orden a resolver el problema. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento, al que se agradece su diligencia en atender la 
solicitud, se recibió el 10/03/10, y en ella hace constar:  
“Que la Comisión de Fiestas, mantuvo una reunión con los vecinos, de los alrededores, en el 
cual se llego a un acuerdo, de finalizar la música a las 5:00 am. 
La Comisión conoce que el almacén no es un sitio insonorizado, pero el problema de 
trasladarlo, es que el Ayuntamiento de Ayerbe, no cuenta con un espacio habilitado para las 
celebraciones, ni dispone de la cobertura monetaria, ni los organismos públicos, convocan 
ayudas a solicitar, en todo lo que se refiere a la celebración de la Fiestas populares, para 
poder adaptar un local totalmente insonorizado”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de reducir el ruido ambiental. 
La respuesta del Ayuntamiento aborda solo parte del problema, que atiende a una necesidad 
social: la celebración de fiestas populares, que precisa de un amplio espacio para acoger a los 
ciudadanos que se reúnen a tal objeto. Es comprensible la posición municipal de aprovechar 
un local ya existente para unos actos cuyo carácter esporádico haría inviable o muy oneroso 
construir un inmueble dedicado exclusivamente a esa finalidad. 
Sin embargo, esta buena intención no puede hacernos olvidar que la celebración de 
espectáculos públicos tiene una regulación expresa, contenida básicamente en la Ley 11/2005, 
de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón. Conforme a ella (artículo 
6), “Los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos deberán 
reunir las condiciones necesarias de seguridad, salubridad e higiene para evitar molestias al 
público asistente y a terceros y, en especial, cumplir con aquellas que establecen la 
legislación de las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas y la legislación del 
ruido”, enumerando algunas de las condiciones que necesariamente deberán cumplirse: 
seguridad para el público asistente, trabajadores, ejecutantes y bienes, solidez de las 
estructuras y de funcionamiento de las instalaciones, garantías de las instalaciones eléctricas, 
prevención y protección de incendios y otros riesgos inherentes a la actividad, salubridad, 
higiene y acústica, accesibilidad y disfrute para personas discapacitadas o plan de 
autoprotección y emergencias. 
Exige, asimismo, la disposición, con carácter previo al inicio del espectáculo o actividad, de 
un contrato de seguro que cubra la responsabilidad civil por daños al público asistente y a 
terceros. 
La Ley atribuye a los titulares de los espectáculos públicos, actividades recreativas o 
establecimientos públicos la responsabilidad por las eventuales infracciones que cometan en 
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relación con las acciones u omisiones tipificadas en la misma. Por ello, es preciso ser 
especialmente cuidadoso en velar para que los locales donde se organicen espectáculos 
públicos reúnan las condiciones de seguridad y salubridad adecuadas, puesto que cualquier 
incidente conllevará la exigencia de responsabilidad al organizador, que no podrá eludir con 
razonamientos o argumentos meramente voluntaristas, sino acreditando que ha cumplido los 
requisitos que para ello exige la normativa. 
Sin perjuicio de esta consideración de carácter general, nos hemos de ocupar ahora del 
problema manifestado en la queja, el excesivo ruido de las disco-móviles que tienen lugar en 
este almacén y la repercusión sobre el bienestar de los vecinos. 
El ruido genera un tipo de contaminación medioambiental que produce importantes 
problemas de salud y está sujeto a una regulación, estando los poderes públicos obligados a 
velar para conseguir su cumplimiento. En los diversos ámbitos del medio ambiente, la 
Administración ha ido incorporando avances técnicos y científicos a los mecanismos de 
control: aparatos de toma continua de muestras de aguas residuales, de emisión de 
contaminantes a la atmósfera, análisis de los residuos tóxicos y peligrosos, etc. Con ello se 
consigue una mayor concienciación de los productores de residuos, que en aplicación del 
principio “quien contamina paga” procuran reducir su nivel de contaminación, dado que saben 
que la Administración lo conoce y ejerce un control objetivo y general de las actividades que 
han autorizado. 
La Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido, alude a la posibilidad de la acción preventiva 
para evitar o reducir el problema del ruido, en dos momentos diferentes: el primero tiende a 
asegurar la adopción de medidas adecuadas de prevención de la contaminación acústica y que 
no se supere ningún valor límite de emisión, a cuyo fin se integrará la evaluación acústica en 
los procedimientos de intervención administrativa ya existentes; el segundo es relativo al 
autocontrol de las emisiones por los propios titulares de emisores acústicos. El artículo 18 
dispone “1. 
Las Administraciones públicas competentes aplicarán, en relación con la contaminación 
acústica producida o susceptible de producirse por los emisores acústicos, las previsiones 
contenidas en esta Ley y en sus normas de desarrollo en cualesquiera actuaciones previstas 
en la normativa ambiental aplicable y, en particular, en las siguientes: …. c) En las 
actuaciones relativas a la licencia municipal de actividades clasificadas regulada en el 
Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, o en la normativa autonómica que resulte de 
aplicación. d) En el resto de autorizaciones, licencias y permisos que habiliten para el 
ejercicio de actividades o la instalación y funcionamiento de equipos y máquinas susceptibles 
de producir contaminación acústica”. Para ello, la Administración competente asegurará que 
se adopten las medidas adecuadas de prevención, aplicando las mejores técnicas disponibles, 
y que no se supere ningún valor límite aplicable, pues (párrafo 4º) “Ninguna instalación, 
construcción, modificación, ampliación o traslado de cualquier tipo de emisor acústico podrá 
ser autorizado, aprobado o permitido su funcionamiento por la Administración competente, si 
se incumple lo previsto en esta Ley y en sus normas de desarrollo en materia de 
contaminación acústica”. 
Dado que en el caso que nos ocupa no se trata de una instalación permanente y concebida para 
la finalidad que causa el ruido, el problema podría atemperarse simplemente con la reducción 
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del nivel de emisión, solución inmediata y que no requiere inversión alguna, sino su 
comunicación a los responsables de las disco-móviles o los bailes y su contratación con esta 
condición expresa. Tal previsión consta en alguna ordenanza municipal, como la de Zaragoza, 
cuyo artículo 34 se refiere a “niveles sonoros superior a 90 dB(A), medidos a 3 metros de 
distancia de la dirección de máxima emisión”; para superar este límite exige una determinada 
insonorización, de forma que no trascienda al exterior, e incluso, atendido el daño que se 
puede producir a las personas, obliga a advertir esta circunstancia mediante un cartel exterior 
y bien visible con el aviso “Los niveles sonoros en el interior pueden producir lesiones en el 
oído”. Para valorar la molestia que supone un nivel de ruido tan elevado, nótese que la misma 
Ordenanza, en su artículo 14.2, establece el límite de 90 dB(A) para los vehículos de los 
servicios de urgencia o asistencia sanitaria como policía, bomberos y ambulancias; este 
parámetro incluso supera los que recomienda la Organización Mundial de la Salud, quien 
señala que a partir de 75 decibelios hay un riesgo cierto de pérdida de audición a largo plazo, 
que se acelera conforme se incrementa el nivel de ruido.  
Finalmente, en la misma línea de intentar reducir el ruido existente, cabe recordar lo 
establecido en el Real Decreto 286/2006, de 10 de marzo, sobre la protección de la salud y la 
seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al ruido, que 
establece unos límites acústicos que no pueden superarse por esta finalidad de protección 
laboral y resulta de aplicación desde el 15 de febrero de 2008. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Ayerbe la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que, sin perjuicio de otras acciones tendentes a garantizar la seguridad y salubridad para los 
asistentes a los bailes que el Ayuntamiento o la Comisión de Fiestas organizan en el almacén 
municipal, disponga la imposición de unos límites acústicos razonables a las orquestas o 
disco-móviles que se encarguen de su realización a fin de reducir las actuales molestias al 
vecindario y evitar daños auditivos a los asistentes y trabajadores. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
9.1.4 29 de abril de 2010. Sala de conciertos sin licencia ni insonorización adecuada. 
Necesidad de aplicar con rigor la normativa vigente para evitar los problemas que 
genera. Ayuntamiento de Zaragoza. 
A tenor de las reiteradas denuncias formuladas por la asociación de vecinos “La Huerva”, 
contra la reapertura del bar denominado “Devicio”, sito en la calle Doctor Lozano nº 5, la 
Institución sugiere al Ayuntamiento de Zaragoza que se haga uso de las medidas 
provisionalísimas previstas en la Ley 11/2005, reguladora de los espectáculos públicos y se 
suspenda la actividad de este local, el cual entre otras deficiencias, no contaba con la 




PRIMERO.- El día 01/03/10 tuvo entrada en esta Institución la queja de unos ciudadanos en 
la que exponen su preocupación ante la reapertura de la Sala “Devicio”, en la calle Doctor 
Lozano nº 5 de Zaragoza.  
Señalan que ese local estuvo cerrado un tiempo, pero se ha vuelto a abrir y es una molestia 
tremenda para los vecinos de la calle, y en especial para los que viven encima del mismo. 
Aportan documentación de la anterior época en que estuvo abierto y de las numerosas 
reclamaciones que presentaron al Ayuntamiento por los continuos y graves incumplimientos 
en materia de horarios, ruido, vibraciones, extracción de humos, etc., que imposibilitaban a 
los vecinos llevar una vida normal.  
Manifiestan que, con motivo de su reapertura, ha comenzado a dar conciertos y abre hasta las 
5 de la mañana; la licencia existente en los años 90 era simplemente de cafetería sin equipo 
musical, y no les han notificado la tramitación de ninguna otra, por lo que creen que no 
dispone de licencia para la actividad que viene realizando. La situación se agrava porque no 
solo sufren los problemas las horas en que el bar está en horario de apertura al público, sino 
que los grupos comienzan a ensayar sobre las 6 de la tarde; después se abre el bar, se da el 
concierto y se prosigue con la música hasta las 5 o las 6 de la mañana.  
Han llamado en reiteradas ocasiones a la Policía, que acude al domicilio del reclamante, 
realiza las mediciones y pone las denuncias por exceso de ruido, pero la situación no mejora 
para los vecinos, pues no se ha insonorizado el local para aminorar el ruido o las molestias, ni 
se ajusta el horario al que debería regir para los bares normales.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 04/03/10 un escrito al 
Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre las cuestiones planteadas; en 
particular, si la actividad se encuentra en posesión de las licencias que habiliten su correcto 
funcionamiento, se ajusta a las mismas, dispone de las medidas correctoras adecuadas para 
evitar la transmisión de ruidos y vibraciones a las viviendas colindantes y la previsión de 
actuaciones para solventar el problema.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se ha recibido en dos envíos de fechas 24/03/10 
y 13/04/10.  
Hay que hacer referencia en primer lugar a un informe de la Policía Local, fechado el 
17/02/10, donde, junto a un largo listado de infracciones a diversa normativa (Ley Orgánica 
1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, Ley 11/2005, de 28 
de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón y Ordenanza para la 
protección contra ruidos y vibraciones del Ayuntamiento de Zaragoza), relata los siguientes 
hechos:  
“El establecimiento DEVIZIO se encuentra en la c/ Lozano Monzón 5, zona saturada A, y 
cuenta con licencia de apertura como cafetería 3223240/95 cuyo titular es Promociones 
Devizio S.C., CIF 50374263.  
Por parte de esta Unidad se viene constatando un incremento notable en las infracciones 
detectadas respecto a este establecimiento, una cafetería, y que consisten principalmente en 
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la realización de actuaciones musicales en vivo (conciertos). Por este motivo, y desde el 
comienzo de esta actividad irregular, se han realizado ONCE denuncias a la Ley 11/2005, de 
28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón. De entre estas denuncias 
cabe destacar que desde que comenzó el año 2010, el establecimiento ha sido denunciado por 
este motivo CINCO veces. Muchas de estas denuncias lo son a requerimiento de los vecinos 
de la calle en la que se encuentra el establecimiento, mediante llamada a la Central del 092.  
Los hechos en concreto consisten en la celebración de conciertos en vivo. El interior del local 
ha sido acondicionado con el levantamiento de un escenario de obra y carácter permanente, 
de unos 15 metros cuadrados.  
A modo de ejemplo reciente de funcionamiento, el día 12 de febrero tocaron los grupos 
Insolencia y Luter, para acceder a la actuación se cobraba 5 €; el día 13 de febrero tocó el 
grupo Obús, y para acceder a la actuación se cobraba entrada de 15 € en venta anticipada, y 
18 € en taquilla. En ambos casos, y como suele ser habitual, los grupos instalaron sus 
propios equipos de sonido compuestos de varios altavoces y mesa de mezclas. En algunas 
actuaciones se ha detectado que a los conciertos se acompaña la actividad de promoción, en 
la venta de CD,s y camisetas.  
En ocasiones la actividad del establecimiento ha llevado a determinados vecinos a denunciar 
las molestias de ruidos provenientes de dicho local, lo que ha propiciado TRES denuncias a 
la Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones en el término municipal de 
Zaragoza (BOP n° 280 de 05-12-2001), cuyo motivo principal es sobrepasar el nivel máximo 
de ruidos permitido por horario y decibelios:  
 - El día 31/01/2009 fue denunciado al artículo 54.4.A por infracción MUY GRAVE, al 
sobrepasar en 7,1 dB(A) el nivel máximo permitido.  
 - El día 08/01/2010 fue denunciado al artículo 54.4.A por infracción MUY GRAVE, al 
sobrepasar en 8,8 dB(A) el nivel máximo permitido.  
 - El día 22/01/2010 fue denunciado al artículo 54.4.A por infracción MUY GRAVE, al 
sobrepasar en 10,9 dB(A) el nivel máximo permitido.  
En apoyo a la constatación de esta actividad irregular y molesta, por miembros de esta 
Unidad se procedió a efectuar una denuncia al establecimiento el día 08/02/2010, por 
incumplimiento de la Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón, en concreto a su 
artículo 274 b: "La realización de alguna de las actividades a que se refiere esta Ley, sin 
autorización o licencia u orden de ejecución, o incumpliendo las determinaciones que 
impongan éstas, cuando fuere legalizable". El motivo concreto de la denuncia fue la 
realización de una obra sin licencia, consistente en la inyección de espuma de poliuretano en 
los techos del local, con la finalidad de realizar una insonorización del mismo.  
Todo lo expuesto refleja un incumplimiento sistemático de la normativa, al realizar 
periódicamente la actividad de concierto en vivo y sobre escenario en un establecimiento que 
carece licencia para dicha actividad, en unas condiciones que difieren mucho de lo que 
pudiera entenderse por actividad de cafetería. Queda constatado además que se trata de un 
establecimiento que cuenta con licencia de cafetería, pero que carece incluso de cafetera.  
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Se adjunta copia y listado de las denuncias efectuadas desde el inicio de la actividad de 
conciertos, de un panfleto informativo original sobre la programación, horarios y precios de 
las entradas, así como copia de cartel específico de un concierto”.  
Otro informe de la Secretaría Técnica de la Policía Local, de 23/03/10, indica, con relación al 
anterior, “Con posterioridad a esa fecha se han interpuesto otras seis denuncias por diversos 
conceptos, dándose curso a todas ellas a los órganos encargados de la tramitación y 
resolución de los expedientes sancionadores”.  
A consecuencia de lo anterior, el Servicio de Régimen Jurídico y Actuaciones 
Administrativas remite un informe del Servicio de Disciplina Urbanística de 12/03/10 y 
propuesta de resolución, para su adopción en la próxima sesión ordinaria del Consejo de 
Gerencia Municipal de Urbanismo, prevista para el 16/03/10. El texto del acuerdo es el 
siguiente:  
“Primero.-Iniciar procedimiento de revocación de la licencia para la actividad de cafetería 
sita en la C/ Lozano Monzón n°5, otorgada a la entidad PROMOCIONES DEVIZIO,  
S.C. por acuerdo de la M.I. Alcaldía Presidencia de fecha 12 de julio de 1996.  
Segundo.-En virtud del art.84 de la Ley de régimen jurídico de las Administraciones públicas 
y del procedimiento Administrativo común, comunicar el trámite de audiencia previo a la 
propuesta de REVOCACIÓN Y CLAUSURA para que en el plazo de 15 días pueda realizar 
cuantas alegaciones considere oportunas para la defensa de sus derechos e intereses 
legítimos. Se le advierte que el plazo es IMPRORROGABLE por estar incluidas las 
ampliaciones contempladas por los arts.49 y 84.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  
Tercero.-El establecimiento sito en la C/Lozano Monzón n°5 con rótulo de establecimiento 
"DEVIZIO" tiene otorgada la licencia de apertura para ejercer la actividad de cafetería con 
equipo de música por acuerdo de la M.I. Comisión de Gobierno de fecha 12 de julio de 1996 
y cuyo titular es la entidad PROMOCIONES DEVIZIO, S.C.  
El establecimiento se encuentra dentro de la zona saturada "A" y consecuencia de ello la 
licencia del establecimiento no podría ampliarse a la de sala de conciertos.  
Durante los últimos meses es públicamente conocida su actividad como sala de conciertos 
debido a que viene anunciando diferentes conciertos por los medios de comunicación 
habituales (radio, carteles en la vía pública, internet, etc.).  
En este sentido, la Unidad de Protección Ambiental de la Policía Local emite un informe 
completo del que se desprende el ejercicio de una actividad diferente a la de cafetería, entre 
otros el levantamiento de un escenario de obra, la venta de entradas en taquilla, venta al por 
menor de Cds y camisetas así como la instalación durante los conciertos de equipos de 
sonido no autorizados por la licencia otorgada. Del mismo modo la Policía Local constata 
que el establecimiento carece de cafetera.  
Relacionado con la celebración de conciertos, el titular fue denunciado por la Policía Local 
al realizar obras sin licencia con el fin de insonorizar el local posiblemente para 
acondicionarlo y celebrar conciertos.  
 
 425/606 
En el presente expediente comparece la asociación de vecinos LA HUERVA ZARAGOZA que 
en calidad de interesados vienen a denunciar las molestias ocasionadas por el 
establecimiento al ejercer la actividad de sala de conciertos.  
El catálogo de Espectáculos Públicos, Actividades recreativas y Establecimientos Públicos 
establece claramente en los epígrafes III.1 y IV.2 y 3 la imposibilidad que cafeterías realicen 
cualquier tipo de actuación en directo por lo que el establecimiento incumple las 
prescripciones propias de su licencia.  
La Ley 11/05 de Espectáculos Públicos, Actividades recreativas y Establecimientos Públicos 
en su art. 19.2 permite la inmediata revocación de las licencias cuando se incumplen los 
requisitos en virtud de los cuales se otorgó la licencia”.  
CUARTO.-Puestos en contacto con los afectados, han confirmado que el establecimiento 
sigue ejerciendo la misma actividad (los últimos días, en este pasado fin de semana), sin que 
hayan notado ningún cambio o mejoría.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de aplicar con rigor la normativa para evitar situaciones tan 
gravosas para los vecinos.  
Con motivo de anteriores expedientes derivados de quejas por problemas de ruidos generados 
por los bares y locales de ocio en la Ciudad de Zaragoza se han efectuado diversas 
consideraciones sobre las negativas repercusiones de índole física, psíquica y social, al afectar 
gravemente a la salud de las personas y vulnerar de modo flagrante los derechos 
fundamentales a la integridad física y moral, a la intimidad personal y familiar y a la 
inviolabilidad del domicilio. No se estima preciso reiterar tales consideraciones, 
remitiéndonos a lo expresado en las respectivas Sugerencias.  
Con referencia al local arriba indicado, coincide plenamente la descripción que hacen los 
afectados y las averiguaciones practicadas por los servicios municipales, que detectan 
reiteradas y graves infracciones: no disponer de licencia para la actividad que realiza 
habitualmente, exceso de ruidos, incumplimiento de horarios, carecer de limitador-registrador 
de sonido, no disponer de placa identificativa exterior, etc.  
La Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, enumera en 
sus artículos 48 y 49 las infracciones de carácter grave y muy grave en esta materia, y entre 
ellas están algunas de las mencionadas.  
Las sanciones por las infracciones muy graves, reguladas en el artículo 51, pueden suponer 
multas de hasta 60.000 €, y acumulativamente hasta 600.000 €, así como la clausura del local, 
prohibición de la actividad o inhabilitación para su ejercicio hasta tres años 
(acumulativamente, hasta 10). Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta 
circunstancias que, a la vista de la situación descrita en las quejas y documentación adicional, 
exigen un rigor especial, habida cuenta (artículo 52) de la trascendencia social de las 
infracciones, que afectan a un numeroso grupo de personas, la intencionalidad de los 
infractores, la naturaleza de los perjuicios ocasionados, que lesionan derechos fundamentales 
de los vecinos, y la existencia de reiteración o reincidencia, acreditada por el gran número de 
denuncias interpuestas.  
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Junto a esta norma, la Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones del 
Ayuntamiento de Zaragoza también se refiere al exceso de 6 dB(A) como infracción muy 
grave, que podría dar lugar a la suspensión de la actividad. En este caso, deberían también 
valorarse las circunstancias señaladas en el artículo  
55.1 que, dado el caso, agravan la responsabilidad de los causantes: existencia de 
intencionalidad o reiteración, reincidencia por comisión en el término de un año de más de 
una infracción de la misma naturaleza, molestias o daños inferidos a los vecinos y el beneficio 
económico obtenido de la actividad infractora.  
La Gerencia de Urbanismo del Ayuntamiento ha iniciado un procedimiento de revocación de 
la licencia del establecimiento amparado en lo establecido en el artículo 19.2 de la Ley 
11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, que establece 
tal posibilidad en caso de incumplimiento de las condiciones en que se dio la licencia.  
Sin embargo, no se trata de un mero incumplimiento o exceso, sino del ejercicio de una 
actividad diversa, que no puede apoyarse en la licencia de que dispone para cafetería; el 
catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos 
aprobado por Decreto 220/2006, de 7 de noviembre, del Gobierno de Aragón, se refiere a los 
bares y cafeterías como “Establecimientos que, con o sin cocina propia, se dediquen a servir 
bebidas y alimentos en general, para su consumo inmediato en su interior y en las terrazas o 
veladores que tengan autorizados, pudiendo contar con una ambientación musical que no 
emane de un equipo de música de los definidos en este Anexo (IV.-Definiciones 
complementarias) y que en ningún caso podrá superar el límite acústico de 75 decibelios”.  
La Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, distingue ambas 
situaciones (cafetería y local de conciertos) y, consecuentemente, exige licencia ambiental de 
actividades clasificadas (artículo 60) para las actividades molestas, eximiendo de esta clase de 
licencias (Anexo VII.d.1) a “Actividades de hostelería, siempre que su potencia mecánica 
instalada no supere los 15 kW y su superficie sea inferior a 300 m2, excepto bares musicales, 
discotecas y otras actividades hosteleras con equipo de sonido”. Por tanto, el ejercicio de la 
actividad de conciertos, música en vivo y bar musical no puede ampararse en una licencia de 
cafetería que, si se tramitase en expediente ajustado a la actual normativa, es de diversa 
naturaleza y tiene otro cauce procedimental.  
Por ello, entendemos que, sin perjuicio de la revocación de la licencia anterior, la situación 
concreta exige acudir a las medidas provisionalísimas previstas en los artículos 42 a 45 de la 
referida Ley 11/2005 para, entre otras situaciones “Cuando los espectáculos públicos o 
actividades recreativas se celebren en locales  
o establecimientos que carezcan de las autorizaciones o licencias necesarias” (art. 42.1.d) y 
que permite proceder a la suspensión o prohibición del espectáculo y la clausura temporal del 
local mediante un procedimiento sumario. En el mismo sentido, el artículo 98 de la Ley 
7/2006 regula las medidas provisionales de suspensión total o parcial de la actividad o su 
clausura “para evitar los efectos de la infracción”, que en este caso son las reiteradas y graves 




Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, atendiendo a las circunstancias concurrentes en este caso, tales como la gravedad y 
reiteración de los hechos denunciados así como la naturaleza de los perjuicios que se 
ocasionan al vecindario, se valore la conveniencia de adoptar alguna medida de carácter 
provisional dirigida al cese inmediato de las molestias que la actividad está originando, sin 
perjuicio de que dichas circunstancias sean también valoradas a la hora de resolver los 
procedimientos que se encuentran en tramitación en relación con el establecimiento objeto de 
queja.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.1.5 17 de junio de 2010. Propuesta de suspensión de actividad de un bar ante los 
reiterados incumplimientos. Ayuntamiento de Zaragoza. 
Pese a las reiteradas sanciones pecuniarias y de suspensión de actividad recibidas por el pub 
“Makassi” (antiguamente “la Enagua”, sito en la calle Moncasi), los vecinos acuden a la 
Institución alegando que siguen sufriendo molestias por los ruidos derivados de la música y 
de las personas que salen del bar. Debido a lo anterior, la Institución sugiere al 
Ayuntamiento de Zaragoza que, a tenor de lo previsto en la Ley 11/2005 de espectáculos 
públicos, acuerde la suspensión de actividad del pub por el tiempo que estime necesario, sin 
perjuicio de que proceda clausurar definitivamente la actividad. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 4 de febrero de 2009 tuvo entrada en esta Institución una queja donde se 
expone la situación que de los vecinos de la calle Moncasi con la actividad comercial del Pub 
Makassi, antiguamente conocido como "La Enagua", principalmente las noches de los jueves, 
viernes, sábado y alguna tarde suelta.  
Señala que durante las noches del fin de semana, el bar abre a las 02:00 de la mañana, 
cerrando más tarde de las 05:00 horas, y coloca la música a un volumen excesivo, provocando 
que los vecinos, principalmente los de pisos bajos, no puedan conciliar el sueño ni descansar, 
en un estado de grave intranquilidad. Pero no solo es la música la causa del problema, sino 
también los gritos de la gente dentro y fuera del bar que se escuchan perfectamente desde las 
viviendas; añade que este local abre en otros momentos por la tarde, donde se realizan 
celebraciones de carácter privado, como bodas, comuniones, etc., con mucho ruido tanto 
dentro como fuera del local, ya que es frecuente ver a personas muy embriagadas y gritando 
en exceso.  
Ante esta situación, ha llamado en numerosas ocasiones a la Policía Local, que acude a su 
domicilio y realiza las mediciones pertinentes, que rebasan los límites establecidos, pero no se 
corta esta situación.  
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SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión; en orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 13/02/09 un escrito al Ayuntamiento de 
Zaragoza recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, situación legal de la 
actividad que se cita y actuaciones realizadas por el Ayuntamiento ante las denuncias 
vecinales recibidas.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 31/03/09, informando el Servicio 
de Disciplina Urbanística de las siguientes cuestiones:  
“El local denunciado es un Grupo II con equipo de música que ejerce la actividad de Bar 
Especial denominado PUB MAKASSY (antes Enagua) sito en Maestro Marquina n° 22, que 
cuenta con licencia urbanística concedida en expediente 170202/1984 por acuerdo municipal 
de 9/12/1987 y licencia de apertura que tramitada en expediente 605672/1986 fue concedida 
por acuerdo de 11/12/1987. Su actual titular, la mercantil La Enagua S.C. solicitó cambio de 
titularidad de las precitadas licencias en expediente 3054554/1988 concediéndose el mismo 
por acuerdo municipal de fecha 6/10/1995.  
No obstante, en expediente 88221/2008 se acordó por resolución municipal de fecha 20/05/08 
imponer la sanción de un mes y un día de suspensión de la licencia de apertura al titular de 
la actividad como presunto responsable de la infracción administrativa de horarios prevista 
en el art. 48 apartado J, de la Ley de Espectáculos Públicos 11/05 de 28 de diciembre, como 
consecuencia de denuncias de Policía Local que constatan el incumplimiento del horario 
permitido a una actividad de Grupo II.  
En expediente 165471/2008 se acordó por resolución de 24/06/08 imponer la sanción de un 
mes y un día de suspensión de la licencia de apertura al titular de la actividad como 
responsable de los hechos constitutivos de infracción tipificada en el art. 28 apartado 3, letra 
B, de la Ley 37/03 del Ruido de 17 de noviembre, dimanante aquel de Acta de medición de 
ruidos y denuncia de Policía Local de fecha 28/12/07 al sobrepasar la actividad el nivel 
máximo de ruidos permitido por horarios y decibelios en la Ordenanza de aplicación.  
En expediente 679770/08 se acordó por resolución de 3/02/2009 imponer la sanción de 900 
euros de multa al titular de la actividad como responsable de los hechos constitutivos de 
infracción tipificada en el art. 28 apartado 3, letra B, de la Ley 37/03 del Ruido de 17 de 
noviembre, dimanante aquel de Acta de medición de ruidos y denuncia de Policía Local de 
fecha 17/05/08 al sobrepasar la actividad el nivel máximo de ruidos permitido por horarios y 
decibelios en la Ordenanza de aplicación”.  
A la vista de lo expuesto, se consideró que la actuación del Ayuntamiento en orden a 
controlar la situación del establecimiento en cuestión había sido correcta, interviniendo 
activamente ante las irregularidades detectadas. Por ello, tras encarecer a los interesados la 
conveniencia, caso de persistir los problemas, de denunciar la situación a la Policía Local para 
que pueda comprobar y sancionar los incumplimientos, se procedió al archivo del expediente.  
CUARTO.-Sin embargo, los afectados se dirigieron de nuevo a esta Institución exponiendo 
su preocupación; señalan que la situación no ha variado sustancialmente, pues continúan los 
problemas tanto en materia de ruidos, como acreditan mediante mediciones efectuadas por la 




A la vista de ello, se procedió a la reapertura del expediente, solicitando de nuevo información 
al Ayuntamiento, en cuya respuesta de 26/11/09 comunicó que en este local “desde el mes de 
junio de 2009 se han realizado 7 denuncias, 2 por superar el nivel de ruidos permitidos, 2 por 
incumplimiento de horario de apertura y cierre y 3 por distintos motivos, siendo tramitadas a 
los órganos competentes para resolver los procedimientos sancionadores”.  
Recientemente se ha recibido otro informe municipal con una relación de expedientes 
sancionadores, alguno ya comunicado con anterioridad y otros posteriores a esa fecha, que 
son:  
“Expte. 570518/2009 se acordó por resolución de 1/12/09 imponer la sanción de 1200 euros 
de por infracción tipificada en el art. 28 apartado 3, letra B, de la Ley 37/03 del Ruido de 17 
de noviembre, al sobrepasar la actividad el nivel máximo de ruidos permitido.  
Expte.1020145/09 se acordó por resolución de fecha 12/01/2010 imponer la sanción de 601 
euros de multa por infracción administrativa de horarios prevista en el art. 48 apartado J, de 
la Ley de Espectáculos Públicos 11/05 de 28 de diciembre, por el incumplimiento del horario 
permitido.  
Expte. 1154343/09 se acordó por resolución de fecha 2/02/2010 imponer la sanción de 1500 
euros de multa por la infracción administrativa prevista en el art. 48 apartado E de la Ley de 
Espectáculos Públicos 11/05 de 28 de diciembre, por incumplimiento del aforo permitido en 
la licencia.  
Expte. 1185526/2009 se acordó por resolución de 12/01/2010 imponer la sanción de 1200 
euros de multa por infracción tipificada en el art. 28 apartado 3, letra B, de la Ley 37/03 del 
Ruido de 17 de noviembre.  
Expte. 76456/2010 se acordó por resolución de 13/04/2010 imponer la sanción de 601 euros 
de por infracción tipificada en el art. 28 apartado 3, letra B, de la Ley 37/03 del Ruido de 17 
de noviembre, al sobrepasar la actividad el nivel máximo de ruidos permitido.  
Expte. 387394/2010 se acordó por resolución de 16/03/2010 incoar procedimiento 
sancionador por infracción administrativa de horarios prevista en el art. 48 apartado J, de la 
Ley de Espectáculos Públicos 11/05 de 28 de diciembre, por el incumplimiento del horario 
permitido”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de aplicar con rigor la normativa para resolver los problemas 
que afectan a los vecinos.  
Recientemente se formuló una Sugerencia al Ayuntamiento referida a un establecimiento 
ubicado en la calle Doctor Lozano de esta Ciudad que, sin contar con licencia para la 
actividad que venía realizando ni disponer de condiciones de insonorización adecuadas, era 
una fuente continua de molestias graves para los vecinos a causa del excesivo ruido e 
incumplimiento de horarios; la Sugerencia, en la que se reclamaba un mayor rigor ante estas 
situaciones, fue aceptada, y mediante resolución del Consejero de Urbanismo, Vivienda, 
Arquitectura y Medio Ambiente del Ayuntamiento de fecha 27/05/10 se propuso la 
revocación de la licencia.  
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El caso que ahora se plantea es diferente: el establecimiento tiene licencia municipal adecuada 
para la actividad que realiza normalmente de bar con equipo de música; por otro lado, la 
información remitida por el Ayuntamiento acredita que por parte de los servicios municipales 
se actúa ante las infracciones que se denuncian, imponiendo las sanciones previstas en las 
ordenanzas y demás normativa que resulta de aplicación.  
Sin embargo, esta línea de imposición de sanciones económicas no da respuesta a los 
problemas que sufren los vecinos. Las infracciones cometidas tienen, de acuerdo con los 
artículos 48 y 49 de la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos 
públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, la calificación de grave (exceso de aforo, ruidos o incumplimiento de los horarios) y 
muy grave (superar hasta cinco los decibelios autorizados por la correspondiente licencia: 
respecto a esta cuestión, se han aportado mediciones de la Policía Local que reflejan excesos 
superiores a 11 decibelios); su reincidencia y reiteración, entendidos estos conceptos en los 
términos señalados en el artículo 52.2 de la citada Ley 11/2005, exigen que la Administración 
adopte alguna medida adicional a las sanciones económicas para poner fin a esta situación, 
debiéndose ponderar (art. 52.3) que la comisión de la infracción no resulte más beneficiosa 
para el infractor que el cumplimiento de las normas. Para ello, el artículo 51 prevé la 
posibilidad de añadir a la puramente económica la sanción de suspensión o prohibición de la 
actividad por un periodo máximo de seis meses en caso de infracciones graves, o hasta tres 
años en caso de infracciones muy graves, pudiéndose llegar en este caso a la clausura del 
local.  
Atendidas las circunstancias concurrentes, la suspensión de la actividad por el tiempo que 
proceda parece ser la única medida que puede surtir efecto para poner fin a la situación 
denunciada.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, atendida la ineficacia de las sanciones económicas para cortar con la sucesión de 
incumplimientos del establecimiento objeto de este expediente, valore la posibilidad de 
proceder a la suspensión de la actividad por el tiempo que resulte proporcionado, de acuerdo 
con las previsiones de la Ley 11/2005.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
9.1.6 15 de septiembre de 2010. Control de actividades de discoteca. Necesidad de cumplir 
horarios y acreditar condiciones de insonorización. Ayuntamiento de Zaragoza. 
En esta sugerencia, el Justicia aborda una queja interpuesta ante las molestias producidas 
por los ruidos y vibraciones que emanan de una discoteca sita en la calle Antonio Lacarra 
denominada “Green”. Instruido el expediente, la Institución detecta que la discoteca no 
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cuenta con las debidas garantías contra incendios, ni tampoco ha adecuado su licencia al 
horario en el que normalmente opera. Debido a lo anterior se recomienda al Ayuntamiento 
que obligue a adoptar a la actividad las medidas oportunas para que el establecimiento se 
ajuste a la licencia que tiene concedida, respetándose los límites acústicos. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 16 de marzo de 2009 tuvo entrada en esta Institución una queja donde se 
hace alusión a que las molestias por ruidos que genera a los vecinos la discoteca “Green”, 
ubicada en la calle Antonio Lacarra (antes General Sueiro) 37 de Zaragoza. 
El ciudadano señala que, tras múltiples denuncias ante el Ayuntamiento por tal motivo, se 
logro que su horario fuera hasta las 22 horas; no obstante, el local ha solicitado adaptarse a la 
nueva normativa mediante una reforma sobre la que dudan de su legalidad, pues los niveles de 
ruido, en mediciones efectuadas por la Policía Local, exceden los límites permitidos e 
impiden el descanso de los vecinos todos los fines de semana. 
SEGUNDO.- Tras la admisión de la queja supervisión, y en orden a la instrucción del 
expediente, se envió con fecha 23/03/09 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza recabando 
información acerca de la cuestión planteada y, en particular, si la actividad objeto de queja se 
encuentra en posesión de la licencia que habilite su correcto funcionamiento, si dispone de 
aislamiento acústico acorde con lo exigido por la vigente Ordenanza municipal y las 
actuaciones realizadas tras las denuncias vecinales recibidas por esta causa. 
Reiterada la petición en fecha 09/06/09, el 14/07/09 se recibió un informe del Servicio de 
Disciplina Urbanística que aporta los siguientes datos 
- La discoteca dispone de licencia de apertura para ejercer en el horario comprendido entre las 
8:00 y las 22:00 horas. 
- Tiene concedida licencia urbanística para ejercer en el horario comprendido entre las 12:00 
y las 5:30; no ha obtenido todavía la correspondiente licencia de funcionamiento para ejercer 
en este tramo horario, si bien el expediente está en trámite. 
- Dispone del aislamiento acústico exigido por la normativa de aplicación para poder ejercer 
la actividad dentro del horario de 8:00 a 22:00 horas, pero carece de licencia de 
funcionamiento que garantice que dispone de las condiciones acústicas necesarias para ejercer 
fuera de ese horario. 
- Mediante Acuerdo 25/05/03 se le impuso una sanción de suspensión de la licencia de 
apertura por el período de un mes por incumplir el horario autorizado. 
- Por Acuerdo de 10/03/09 se impuso una sanción de 601 euros por incumplir la normativa 
sobre protección contra ruidos. 
TERCERO.- Dado que por parte de los afectados se ha manifestado reiteradamente que la 
discoteca abre normalmente en horario nocturno, e incluso excediéndolo, pues los fines de 
semana suele cerrar pasadas las 06:00 horas, con fecha 06/08/09 nos dirigimos de nuevo al 
Ayuntamiento solicitando un informe del grado de cumplimiento de las licencias que 
realmente tiene concedidas y de la situación de las medidas correctoras de aislamiento 
acústico de cara a la ampliación de horario que está pendiente de resolución administrativa. 
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Tras efectuar recordatorios de esta petición de información en fechas 14/10/09, 25/01/10 y 
10/05/10, se recibió el 19/05/10 un nuevo informe del Servicio de Disciplina Urbanística, de 
14/04/10, que reitera datos ya conocidos: dispone de licencias urbanística y de actividad, pero 
carece de la de funcionamiento, pues todavía no se ha resuelto el expediente 247728/07 al que 
se alude en el anterior informe. Añade que se ha requerido al titular del establecimiento con 
fecha 05/04/10 para que en el plazo de 23 días subsane las deficiencias puestas de manifiesto 
por el Servicio de Prevención de Incendios con fecha 18/03/10. 
CUARTO.- Considerando todavía sin resolver el problema que motivó la queja ciudadana, el 
exceso de ruidos en horario nocturno (a partir de las 22:00 horas), para el que dicho 
establecimiento no ha acreditado que cuente con aislamiento acústico adecuado, se volvió a 
reclamar expresamente esta información del Ayuntamiento mediante un escrito de 25/05/10. 
La respuesta del Servicio de Disciplina Urbanística, contenida en un informe de 23 de julio, 
que se recibió 2 de septiembre, reitera la situación anterior, al señalar como todavía en trámite 
el referido expediente n° 247728/07, con objeto de acondicionar el local a las condiciones 
acústicas propias de una discoteca. No obstante, señala que “El día de la fecha tan solo falta 
el informe del Instituto Municipal de la Salud Pública relativo a las condiciones higiénico-
sanitarias del establecimiento”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de asegurar el cumplimiento de las condiciones de 
insonorización previamente a la puesta en funcionamiento de los establecimientos. 
La información recabada con motivo de este expediente pone de manifiesto que el problema 
denunciado por los afectados, que según han corroborado recientemente siguen padeciendo en 
igual medida desde hace años, se mantiene en los mismos términos, sin que el Ayuntamiento 
haya adoptado las medidas apropiadas para asegurar el correcto funcionamiento de la 
discoteca y su insonorización para abrir en los horarios en que lo viene haciendo 
normalmente, a pesar de haber cumplido otros requerimiento parciales. 
Teniendo en cuenta la gravedad del problema del ruido de los establecimientos de ocio, sobre 
cuya repercusión en la salud y determinados derechos fundamentales de las personas se ha 
dado cumplido detalle en anteriores resoluciones, la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, 
reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos 
de la Comunidad Autónoma de Aragón, hace mención concreta en su artículo 6 al 
cumplimiento de la normativa en materia de ruido, precisando en el párrafo 2.a que se deberá 
prever “expresamente la necesaria insonorización de los locales para evitar molestias a 
terceros de acuerdo con lo que dispone la legislación sobre el ruido”. 
La observancia de todos los requisitos establecidos en la normativa general y en la sectorial 
que sea de aplicación habilitará al interesado para solicitar la licencia de funcionamiento, para 
lo que deberá adjuntar a su solicitud una certificación del técnico director de las instalaciones 
u obras en la que se especifique la conformidad de las mismas a las licencias que las amparen, 
así como la eficacia de las medidas correctoras que se hubieran establecido. De acuerdo con el 
artículo 17 de esta Ley, tras la presentación de esta solicitud el Ayuntamiento girará visita de 
inspección y otorgará o denegará, según proceda, la licencia de funcionamiento, que es el 
trámite que faculta para la apertura al público del establecimiento, tras asegurarse que cumple 
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las condiciones de seguridad, salubridad, solidez de las instalaciones, accesibilidad, 
insonorización, etc. 
La Ley es rígida en este aspecto porque el incumplimiento de las condiciones que enumera su 
artículo 6 puede traer consecuencias negativas para otras personas, usuarios o no de la 
actividad que se ofrece: imposibilidad de acceso de discapacitados si no se cumplen las 
normas de accesibilidad, alteración del descanso y perjuicios importantes para la salud y 
calidad de vida de los vecinos colindantes a causa del ruido excesivo, e incluso puede 
producirse un resultado de muerte si, por ejemplo, las salidas de emergencia no están 
dimensionadas conforme al aforo, no se han previsto sistemas de extinción de incendios o la 
estructura del edificio no reúne condiciones adecuadas de solidez. De ahí la importancia de la 
comprobación que deberá hacer el Ayuntamiento previamente a la apertura al público. 
En el presente caso, la discoteca está funcionando en horario nocturno sin licencia de 
funcionamiento y sin cumplir todas las condiciones exigibles; junto al problema de ruidos, 
pendiente de resolver en el expediente 247728/07 (que, dada su antigüedad, es preciso agilizar 
para que quede resuelto cuanto antes y se garantice también la seguridad jurídica del 
solicitante, de forma que conozca con claridad y prontitud las medidas correctoras que ha de 
adoptar), se cita en la documentación recibida la necesidad de cumplir otras, como las 
informadas por el Servicio de Prevención de Incendios o las que haya de supervisar el 
Instituto Municipal de Salud Pública. 
Por consiguiente, la discoteca deberá ajustarse en su funcionamiento a la licencia que tiene 
otorgada en este momento, y podrá ampliar su actividad una vez comprobado que cumple los 
requisitos establecidos para ello, habilitando la Ley al municipio para “proceder al cierre del 
local cuando el establecimiento no se ajuste a los requisitos establecidos en las licencias o 
difiera del proyecto presentado” (artículo 17.2). 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que adopte las medidas oportunas para que el establecimiento de referencia ajuste su 
funcionamiento a la licencia que tiene concedida y dentro del horario que la misma le habilita, 
velando para que, una vez resuelto el expediente de ampliación de horario en trámite, se 
respeten con rigor las condiciones acústicas y de cualquier otro orden a las que esté sujeto en 
función de su actividad. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
9.1.7 2 de diciembre de 2010. Necesidad de actuación municipal para imponer medidas 
contra el ruido en un bar. Ayuntamiento de Andorra. 
Ante los ruidos y vibraciones derivados de la actividad de un bar colindante con su 
propiedad que viene sufriendo el particular que acude ante la Institución, se sugiere al 
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Ayuntamiento de Andorra que en cumplimiento de la Ley 11/2005 de espectáculos públicos, 
ponga fin a la situación que viene sufriendo el ciudadano denunciante, exigiendo la 
colocación de las medidas correctoras que procedan y en su caso, clausurando la actividad. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 12 de abril de 2010 tuvo entrada en esta Institución una queja por la 
supuesta falta de actuación eficaz del Ayuntamiento de Andorra hacia un problema de ruidos 
que el afectado venía denunciando desde el año 2006.  
Se trata del bar “E.F.”, ubicado en la Avenida Deportiva nº 2 de esa Villa. Acompaña diversas 
mediciones efectuadas por la Policía Local de Andorra entre los años 2006 y 2009 que arrojan 
valores muy superiores a los permitidos legalmente, llegando en algún caso a superar los 80 
dB(A); incluso, en algunas se refleja la observación, hecha por los agentes, que desde la 
vivienda se oye perfectamente la voz de los clientes del bar y otros ruidos propios de la 
actividad, como el movimiento de sillas o mesas, las vajillas, etc., lo que pone de manifiesto 
la falta de insonorización y el grado de las molestias que se padecen.  
Con fundamento en las mediciones, los afectados por estos ruidos se han dirigido en varias 
ocasiones al Ayuntamiento de Andorra para que impusiese medidas correctoras a fin de que el 
establecimiento se ajuste a las normas que le resultan de aplicación, especialmente en el 
aspecto relativo al ruido.  
Según consta en la documentación aportada, atendiendo estas reclamaciones se han adoptado 
algunos acuerdos por la Junta de Gobierno Local; así, en sesión de 05/10/07, se resolvió 
requerir al titular “para que en el plazo mínimo de un mes desde la recepción de la 
notificación de este acuerdo inicie los trámites necesarios para la insonorización del local en 
que ejerce la actividad”, con mención expresa a su condición de acto definitivo en vía 
administrativa. Consta también el acuerdo de 25/04/08, con el mismo contenido.  
SEGUNDO.- El ciudadano afectado ha formulado queja ante el Justicia de Aragón aludiendo 
a que dichos Acuerdos no han sido cumplidos. Una vez admitida, y en orden a la instrucción 
del expediente, se envió con fecha 16/04/10 un escrito al Ayuntamiento de Andorra recabando 
información sobre la cuestión planteada y, en particular, la relativa a la licencia del 
establecimiento y al acta de comprobación de medidas correctoras, actuaciones realizadas 
respecto de las denuncias vecinales, mediciones de los niveles de ruidos y previsiones de 
actuación material para dar respuesta al problema expuesto.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 03/06/10, y en ella da cuenta del 
acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno Local de 24/05/10 por el que requiere de nuevo al 
titular del bar para “que acondicione el citado local, justificando los niveles de ruido 
admisibles y acompañando un estudio técnico visado, redactado y dirigido por un técnico 
competente, que acredite y justifique las medidas correctoras a adoptar para que, una vez 
ejecutadas, garantice y certifique su cumplimiento”. Según se indica en los antecedentes, los 
anteriores requerimientos fueron objeto de recurso alegando que la finca colindante (la 
vivienda que padece el problema de ruidos), no estaba legalizada para uso residencial; con 
este fundamento, los recursos fueron estimados y los requerimientos quedaron sin efecto hasta 
tanto se regularizase esta situación, lo que resulta acreditado a fecha de adopción del acuerdo.  
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CUARTO.-Trasladada esta información al presentador de la queja, comunicó que hasta el 
momento no se había llevado a cabo ninguna actuación para introducir medidas correctoras 
contra el ruido; consultados también los servicios técnicos municipales, informaron que no 
había tenido entrada en el Ayuntamiento el proyecto con las medidas correctoras, según fue 
acordado por la Junta de Gobierno Local en sesión de 24/05/10. Partiendo de estos datos, y 
atendido que en el acuerdo  
no se había fijado plazo concreto para presentar el estudio, con fecha 28 de junio se remitió un 
nuevo escrito al Ayuntamiento para conocer sus previsiones y, concretamente, si se va a 
adoptar alguna medida provisional para reducir el problema del ruido hasta tanto se haya dado 
cumplimiento a lo acordado.  
Reiterada esta petición en fechas 10 de agosto y 1 de octubre, el día 20 de este último se 
recibió contestación, dando traslado del acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 5 de 
octubre requiriendo al titular del bar “para que, en el plazo de un mes, presente el estudio 
técnico visado que acredite y justifique las medidas correctoras a adoptar para subsanar el 
problema de ruidos existente en el citado establecimiento”.  
Transcurrido el plazo, se ha consultado de nuevo con el perjudicado y con los servicios 
técnicos del Ayuntamiento. El primero manifiesta que no ha percibido ninguna mejora, y por 
parte de los segundos se informa que no se ha presentado dicho estudio; por contra, el titular 
del bar ha formulado recurso contra las mediciones de ruido obrantes en el expediente, 
efectuadas por la Policía Local de Andorra y que dan cuenta del incumplimiento objeto de 
este conflicto.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligatoriedad de aplicar con rigor la normativa reguladora de 
actividades clasificadas.  
La reacción ante las primeras reclamaciones presentadas por el afectado quedaron en 
suspenso, en atención a los recursos del titular de la actividad alegando que el inmueble que 
ahora es vivienda anteriormente era un espacio comercial y que no se había legalizado el 
cambio de dedicación, por lo que no podía invocar la aplicación de las previsiones normativas 
para el límite de ruidos en uso residencial (de acuerdo con el artículo 2.1.1.7 de las Normas 
Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento Municipal de Teruel, son 36 dB(A) por el 
día y 30 dB(A) por la noche, en horario de 22 a 8 horas), sino las relativas a establecimiento 
de uso terciario o comercial, que son, respectivamente, de 45 y 35 dB(A).  
Sobre esta divergencia, no debe olvidarse que en el acuerdo de concesión de licencia a este 
establecimiento (para café-bar restaurante, expediente 4/1983, resuelto el 19/04/1985) se 
establece, junto a otras consideraciones, que: “Evitará ruidos, vibraciones e interferencias en 
radio y televisión. Los ruidos no excederán en las viviendas más afectadas de 36 dB(A) por el 
día y de 30 dB(A) por la noche”.  
Según refleja el informe técnico, con el fin de regularizar su situación, el dueño de la actual 
vivienda obtuvo en fecha 20/02/04 la licencia nº 41/2004 para acondicionar el local a este uso, 
justificando en 2009 la ejecución de las obras con el certificado final de obra visado el 
09/12/08 por el Colegio Oficial de Arquitectos de Aragón. Conforme a ello, la Junta de 
Gobierno Local de 29/05/09 otorgó la licencia de legalización, tras acreditar “que los 
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elementos delimitadores de la vivienda tienen un poder de aislamiento que hacen que no se 
superen los límites de ruido admisible para el uso de vivienda, por lo que reúne condiciones 
de habitabilidad para el uso que se destina”, y por acuerdo de 25/03/10 se concedió licencia 
de primera ocupación.  
En cambio, no consta que por parte del establecimiento se haya llevado a cabo ninguna 
medida para reducir el problema de trasmisión de ruidos, haciendo caso omiso a los sucesivos 
acuerdos municipales en tal sentido. Debe ponerse de manifiesto que la inicial situación 
irregular de la vivienda colindante no es óbice para la adopción de alguna medida, pues la 
emisión de ruidos supera con amplitud, según las mediciones efectuadas por la Policía Local, 
no solo los límites derivados del uso residencial de los inmuebles sino los propios del uso 
comercial a los que, desde el primer momento, se debería haber ajustado. No parece que la 
solicitud de una nueva medición a realizar por técnicos competentes, contenida en el último 
recurso presentado por el titular del bar, vaya a aportar nuevos datos relevantes, puesto que 
hasta este momento no se habían puesto en cuestión las mediciones efectuadas por la Policía 
Local de Andorra y, además, el exceso supera ampliamente el límite legal, sin que surjan 
dudas cuya disipación requiera una medición más afinada por especialistas.  
Esta situación de incumplimiento, que perjudica a otra persona, no ha sido atajada por el 
Ayuntamiento, a pesar de haberse acreditado oficialmente y adoptado diversos acuerdos 
ordenando la adopción de medidas correctoras contra el ruido, y sin que conste que las 
infracciones individuales en esta materia hayan sido objeto de sanción.  
La Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, en su artículo 
48.n, considera infracción muy grave “Superar hasta cinco los decibelios autorizados por la 
correspondiente licencia”. La consideración de las infracciones en materia de ruido como 
muy graves pone de relieve la trascendencia del bien jurídico protegido y atiende a las 
importantes consecuencias que genera sobre las personas, al afectar negativamente los 
derechos constitucionales a la intimidad personal y familiar en el ámbito domiciliario, a la 
protección de la salud y al bienestar y calidad de vida de los ciudadanos. Por ello, las 
sanciones por las infracciones muy graves, reguladas en el artículo 51, pueden suponer multas 
de hasta 60.000 €, y acumulativamente hasta 600.000 €, así como la clausura del local, 
prohibición de la actividad o inhabilitación para su ejercicio hasta tres años 
(acumulativamente, hasta 10).  
Tanto esta como la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, son claras 
a la hora de establecer, con carácter imperativo y no potestativo, las medidas que deben 
adoptarse cuando existan deficiencias en los establecimientos que desarrollen actividades 
clasificadas, tendentes a evitar sus efectos perjudiciales. A través de la inspección, regulada 
en el artículo 76 de la Ley 7/2006, se ha de comprobar y garantizar que las actividades sujetas 
a intervención ambiental se ajusten a la legalidad y verificar el cumplimiento y la eficacia de 
las condiciones establecidas en el régimen de intervención aplicable en cada caso, con el 
objetivo de “a) Comprobar que las actividades se realicen según las condiciones en que se 
hubiere autorizado o aprobado su realización, así como su adecuación a la legalidad 
ambiental. b) Determinar la eficacia de las medidas de prevención y corrección de la 
contaminación, así como de las de protección ambiental que se hayan fijado en los distintos 
actos de control e intervención administrativa previa”, estableciendo en este mismo Título 
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VII las actuaciones a realizar en caso de detectar deficiencias de funcionamiento, que pueden 
incluso suponer la suspensión de actividades o la ejecución subsidiaria de medidas 
correctoras.  
Siendo que las molestias al ciudadano que demanda el auxilio de esta Institución son 
producidas por el ruido del bar a causa de una deficiente insonorización, tras haberse 
acreditado incumplimientos que la Ley califica como muy graves, parece preciso adoptar 
alguna de las medidas previstas en la misma y en el resto de normativa que resulta de 
aplicación para evitar su continuidad, atendida la afección a la salud y el quebranto de 
derechos fundamentales que ello genera.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Andorra la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, en aplicación de la normativa vigente, disponga lo oportuno para poner fin a la situación 
que aquí se denuncia, imponiendo, en su caso, las sanciones que pudieren derivar de las 
infracciones detectadas y comprobando, si así procediese, la efectividad de las medidas de 
insonorización para que el ejercicio de la actividad no produzca molestias a los vecinos.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.1.8 15 de diciembre de 2010. Molestias por ruidos generados por la campana del reloj 
durante la noche. Necesidad de estudiar alternativas. Ayuntamiento de Arándiga. 
La Institución tramita la queja recibida por varios vecinos del municipio de Arándiga, los 
cuales ponen de manifiesto las molestias que sufren por la noche como consecuencia del 
toque nocturno del reloj del campanario de dicha localidad. Frente a lo anterior, alega el 
Ayuntamiento de Arándiga que el toque de las campanas constituye una tradición o hábito 
deseado por la mayoría de los habitantes del municipio y que además, debido a su inutilidad, 
se han suprimido los toques de cuartos del reloj. Pese a estas alegaciones y al amparo de lo 
dispuesto en la normativa sobre ruido, el Justicia urge al Ayuntamiento de Arándiga a 
promover las medidas necesarias para evitar las molestias denunciadas. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 1 de julio de 2010 tuvo entrada en esta Institución la queja de unos 
vecinos de Arándiga a causa del reloj del campanario, que marca, tanto de día como de noche, 
todos los intervalos temporales de horas y medias, repitiendo los toques horarios en las horas 
en punto, lo que supone una seria molestia para las personas que viven cercanas al mismo y 
sufren alteraciones de sueño por esta causa, especialmente en verano, al dormir con las 
ventanas abiertas. 
Señala que han expuesto esta situación ante los responsables municipales, tanto 
personalmente al Alcalde como mediante escrito en el Ayuntamiento, solicitando que los 
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toques de la campana cesaran por la noche, ya que no tienen ninguna utilidad, pero no han 
sido atendidos y se mantienen en los mismos términos, menoscabando el descanso nocturno 
de muchos vecinos. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja, se acordó admitirla a mediación; en orden a la 
instrucción del expediente, se envió con fecha 09/07/10 un escrito al Ayuntamiento de 
Arándiga recabando información sobre la cuestión planteada y la previsión de actuaciones 
para darle solución, como, según nos consta, se ha hecho en otras localidades. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 06/08/10; en la misma informa de 
la fecha de instalación del campanario en el Ayuntamiento (4 de junio de 1932) y de su 
traslado a la nueva Casa Consistorial, indicando a continuación “Jamás ha habido ninguna 
queja por el funcionamiento del reloj, al contrario, a los vecinos nos satisface oír su sonido. 
Para todos, escuchar las señales horarias mediante el toque de campana es como sentir el 
latir del pueblo, señal inequívoca de que sigue vivo” y aludiendo a la reciente residencia en el 
municipio de los vecinos que, a su parecer, formulan la queja. 
CUARTO.- Dado que esta respuesta, sin perjuicio de prestarle la atención que requieren las 
razones que expone, no atiende todas las cuestiones planteadas, el día 17 se remitió un nuevo 
escrito al Ayuntamiento recalcando la necesidad de que informase de las actuaciones 
realizadas tras la recepción de las protestas y la previsión de alguna actuación para encarar el 
problema, tales como la reducción de la intensidad del toque por la noche, suprimir 
determinados intervalos horarios, etc. 
Tras efectuar un recordatorio el 11 de noviembre, el día 22 del mismo mes se registró la 
contestación, que manifiesta las siguientes razones: 
“1°.- Como ya se indicó anteriormente la sonería del toque de campanas es aceptada y 
exigida por todo el pueblo de Arándiga, como lo demuestran las quejas que se reciben en 
caso de avería de la maquinaria. Debemos tener en cuenta que en una sociedad democrática 
la opinión de las minorías debe ser atendida, pero en todo caso debe prevalecer la voluntad 
que se manifiesta con una mayoría que roza la unanimidad. 
2°.- La reducción de toques ya se realizó hace varios años, eliminando los toques de cuarto 
de hora, por considerarse de escasa necesidad; por tanto ya no se pueden reducir más 
toques. 
3°.- Las protestas presentadas por los reclamantes, nos parecen que surgen de posiciones 
intransigentes y de escasa adaptabilidad; ya que antes de nada podrían adoptar medidas en 
su vivienda o personales que redujeran el efecto de la sonería de campanas. En todo caso, 
hay que tener en cuenta que hay varias viviendas más próximas al Ayuntamiento que la de los 
reclamantes y que, por tanto, reciben con mayor fuerza el sonido, y sus moradores nunca han 
planteado quejas por los toques de campana”. 
Dado que, según resulta de lo expuesto, la posición municipal es reacia a cambiar el actual 
estado de cosas, se considera oportuno dictar una resolución en aras a lograr un mejor 
entendimiento en torno al problema que se plantea. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la problemática derivada de los ruidos y la necesidad de control. 
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La dificultad o imposibilidad de conciliar el sueño por la noche a causa de ruidos frecuentes y 
repetitivos, como es el toque de las campanas cada media hora, no es un problema menor para 
el que lo padece, pues la falta de descanso adecuado puede generar trastornos físicos y 
psíquicos que deben ser tenidos en cuenta a la hora de realizar o autorizar una actividad, y 
evitados en la medida de lo posible. 
En esta Institución se reciben numerosas quejas ciudadanas en materia de ruidos cuya 
solución difiere notablemente en cuanto a su grado de complejidad. Hay problemas que 
requieren un largo proceso o cuantiosas inversiones económicas, como los ruidos procedentes 
de las infraestructuras aeroportuarias o las grandes vías de comunicación rodada urbana o 
interurbana; otros que se pueden solventar a corto o medio plazo mediante cambios en los 
sistemas de producción, adopción de mejores técnicas, insonorización, reducción de las 
emisiones, etc.; y también los hay que pueden ser evitados mediante un simple cambio de 
hábito que no requiere más que la voluntad para ello, como puede ser el caso que nos ocupa, 
teniendo constancia que así ha sido solucionado en otros lugares sin mayores inconvenientes 
ni perjuicios para nadie. 
La continuidad de estas molestias, fácilmente evitables, no debe ampararse en la costumbre, 
pues sobre esta prevalece el derecho a la salud de las personas, para el que es vital el descanso 
diario. La costumbre de realizar el marcado de las horas y fracciones de forma general para 
toda la comunidad tenía sentido en épocas pasadas, cuando la mayoría de las personas no 
disponía de reloj y se valía del toque de campana para regir su vida diaria; sin embargo, 
actualmente carece de utilidad práctica, y si bien durante el día no suele plantear problemas, 
su continuidad por la noche debe ser reconsiderada cuando impida el descanso de otras 
personas, siendo conveniente estudiar alguna alternativa, que puede ser la reducción de 
intensidad, la eliminación de fracciones horarias o incluso su supresión entre determinadas 
horas. Debe recordarse que la tendencia general a la limitación de los ruidos afecta incluso a 
los más necesarios, como pueden ser los vehículos de motor destinados a servicios de 
urgencias, a los que el artículo 19 del Real Decreto 1367/2007, por el que se desarrolla 
parcialmente la Ley del Ruido impone la disposición de un mecanismo de regulación de la 
intensidad sonora para reducirla a determinados niveles (concretamente, entre 70 y 90 
decibelios, medidos a tres metros de distancia, cuando circulen por zonas habitadas en 
periodo nocturno). 
El legislador aragonés ha sido consciente de la existencia de una necesidad social en este 
ámbito, y para darle respuesta ha aprobado recientemente la Ley 7/2010, de 18 de noviembre, 
de protección contra la contaminación acústica en Aragón, que entrará en vigor el próximo 3 
de marzo de 2011, cuya finalidad, expresada en el artículo 1, es “la plena realización de los 
derechos de quienes residan o se encuentren en la Comunidad Autónoma de Aragón a 
disfrutar de un medio ambiente equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud, a la 
protección ante las distintas formas de contaminación, a la protección de la intimidad 
personal y familiar y a una adecuada calidad de vida”. Responde así al planteamiento 
expuesto en su preámbulo, que comienza de esta forma: 
“Dentro de la singularidad e importancia creciente que la siempre problemática realización 
del derecho al medio ambiente, fundamentada en el artículo 45 de la Constitución Española y 
el artículo 18 del Estatuto de Autonomía de Aragón, tiene en nuestra sociedad, las cuestiones 
relativas al ruido alcanzan un significado trascendental. De las agresiones al medio 
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ambiente, la contaminación acústica es, probablemente, la que los ciudadanos perciben de 
una forma más singularizada y, en muchos casos, obsesiva por sus perjuicios, sobre todo 
cuando ruidos y vibraciones se producen por la noche e interrumpen o imposibilitan el 
necesario descanso periódico. Pero, igualmente, el ruido y las vibraciones son una presencia 
constante en cualquier tipo de actividad humana, acompañando de forma natural a un 
desarrollo económico y social muchas veces contrapuesto con la cláusula de sostenibilidad 
que la producción económica, el tráfico urbano, el ocio o el uso de las infraestructuras, entre 
otros aspectos, debería llevar necesariamente consigo. 
Esa es una de las causas que explican la presencia cada vez mayor de conflictos sociales en 
torno a la contaminación acústica y que, a su vez, ha ocasionado que en los últimos años 
haya tenido lugar una importante reacción jurisprudencial, que se puede contemplar en 
diversas sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, del Tribunal Constitucional 
y de juzgados y tribunales inferiores, que, desde distintas perspectivas y con argumentos 
diferentes, pero siempre de evidente peso jurídico, han proporcionado herramientas para 
reaccionar en casos concretos contra las agresiones a la salud, a la privacidad y al medio 
ambiente que representan muchos ruidos y vibraciones”. 
En el caso del toque nocturno de campanas, que no cabe calificar como servicio público en 
aras de “satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal” (requisito que el 
artículo 42 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, exige para 
justificar que un servicio o actividad sea de la competencia municipal), existe incluso la 
posibilidad de que pueda infringir normas sobre protección acústica, como las derivadas de la 
Ley Estatal del Ruido (Ley 37/2003, de 17 noviembre) o las Normas Subsidiarias y 
Complementarias de Planeamiento Municipal de la Provincia de Zaragoza, que fijan, en su 
artículo 100.1, un límite máximo de 40 dB(A) en el medio ambiente exterior, en zonas 
residenciales, en horario nocturno. El Ayuntamiento debe, en ejercicio de su competencia en 
esta materia, iniciar las acciones oportunas para comprobar eventuales excesos sobre los 
parámetros legales y disponer las medidas correctoras que procedan para eliminar o reducir 
los ruidos a los límites establecidos, máxime cuando el elemento generador del ruido se halla 
en la propia Casa Consistorial, por lo que no tiene que iniciar expediente con relación a otras 
personas o entidades para conseguir esta finalidad. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Arándiga la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que promueva las medidas adecuadas para que el descanso nocturno de los vecinos próximos 
al reloj-campanario del Ayuntamiento no se vea menoscabado por el mantenimiento del toque 
horario nocturno en los términos en que realiza actualmente, buscando de manera dialogada y 
participativa una solución satisfactoria. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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9.2 Residuos y vertederos 
9.2.1 22 de junio de 2010. Necesidad de aplicar las previsiones del Plan de Gestión de 
Residuos para el cierre de vertederos. Impulso del servicio público de recogida y 
valorización de escombros. Departamento de Medio Ambiente.  
La Institución insta al Departamento de Medio Ambiente a cumplir con las disposiciones 
previstas en el Real Decreto 1481/2001 que regula la eliminación de residuos mediante su 
depósito en vertedero, de manera que el depósito de residuos de construcción y demolición 
procedentes de obra menor domiciliaria, sea gestionado de acuerdo con lo dispuesto en el 
Real Decreto 105/2008, respetando las competencias que los municipios tiene atribuidas en 
esta materia y sobre esta tipología de residuos. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 17/12/09 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo la 
situación de la empresa fragatina “Ecología y Vertidos Bajo Cinca, S.L.”, que cuenta con las 
autorizaciones para la construcción de un vertedero de residuos inertes procedentes de obras 
menores de construcción y reparación domiciliaria y otros residuos inertes y para operar como 
gestor de los mismos (Resolución del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental de fecha 
16/04/07). Según relata, esta empresa realiza operaciones de gestión de residuos no 
peligrosos, incluyendo los residuos de construcción y reparación domiciliaria contenidos en la 
resolución que la autoriza, cumpliendo los requisitos legales que para ello se demandan y 
emitiendo todos los documentos que se exigen, tanto para los productores como para la 
Autoridad competente en materia de residuos.  
Sin embargo, manifiesta que, a día de hoy, los Ayuntamientos de la Comarca del Bajo Cinca 
siguen operando sin adaptar sus escombreras al Real Decreto 1481/2001, que regula la 
eliminación de residuos mediante depósito en vertederos, y cuyo artículo 15 dispone que las 
autoridades competentes tomarán las medidas necesarias para que los vertederos no adaptados 
a esta normativa no sigan operando a partir del 16 de julio de 2009, previsión que no se ha 
cumplido.  
Han expuesto este problema y solicitado información acerca de los cierres de escombreras 
municipales ante el Servicio de Calidad Ambiental y Cambio Climático del Departamento de 
Medio Ambiente del Gobierno de Aragón, que los ha derivado al Servicio Provincial de 
Huesca; la petición a este último ha sido contestada con más de cuatro meses de demora, sin 
haber atendido las cuestiones planteadas, si bien dos personas de esa Administración les 
comentaron que iban a remitir unas notas informativas a los Ayuntamientos sobre esta 
cuestión, sin dar detalle de su contenido. Posteriormente, han tenido conocimiento de que las 
comunicaciones a los Ayuntamientos eran en el sentido de que, hasta tanto no esté operativo 
el servicio público de titularidad autonómica para valorización y eliminación de escombros 
procedentes de obras menores, podrán continuar en uso las escombreras municipales, 
incumpliendo la previsión del Real Decreto y colocando en una situación de clara desventaja, 
e incluso inviabilidad económica, a una empresa que ha cumplido todos los requisitos legales 
para poder prestar este servicio en condiciones. Expone que la empresa, a tal objeto, ha 
tratado de crear conciertos, promover contratos y efectuar ofertas a los distintos 
ayuntamientos en cuanto a eliminación y valorización de residuos de construcción y 
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reparación domiciliaria, pero la respuesta recibida es que nadie les ha dicho a estas entidades 
que tenían que cerrar sus instalaciones.  
Con ello, se encuentran con una situación irresoluble, puesto que mientras los Ayuntamientos 
manifiestan que no cierran la escombrera si el Departamento de Medio Ambiente no lo 
demanda, este aduce que no pueden entrar en una materia que es competencia de las 
Entidades Locales. Debido a esta derivación mutua de responsabilidades, la normativa vigente 
sigue sin cumplirse.  
Concluye señalando que en su momento solicitaron información al Departamento de Medio 
Ambiente “acerca del servicio de valorización y eliminación de residuos de construcción y 
demolición, que es un servicio público de titularidad autonómica, que el Gobierno de Aragón 
se ha obligado a prestar, a través del Artículo 36 de la Ley 26/2003, servicio que, de 
momento no presta, aunque existan fórmulas para dar cumplimiento a su propia obligación 
(el régimen mediante el que se prestará este Servicio Público es el de concesión mediante 
concurso, hasta este momento, no resuelto, después de casi 3 años de su primera 
convocatoria, pública y abierta). Este vacío fomenta el desconocimiento y la falta de acción 
por parte de los productores de residuos (entre los que se inscriben los ayuntamientos) y 
añade gravedad al hecho de que los gestores que cuentan con autorización no puedan 
acceder a hacer su trabajo, ni prestando servicio a las Administraciones Locales, ni 
haciéndolo para el Departamento de Medio Ambiente”.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. En orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 28/12/09 un escrito al Consejero de Medio 
Ambiente recabando información sobre la cuestión planteada, y en particular de la situación 
de los vertederos de escombros en la Comarca del Bajo Cinca, su ajuste a la vigente 
normativa y las actuaciones realizadas desde el Departamento de Medio Ambiente para hacer 
efectivas las previsiones legales tendentes a la mejora en el sistema de eliminación de 
residuos de esta naturaleza, así como de la situación del servicio público de titularidad 
autonómica para la valorización y eliminación de residuos de construcción y demolición.  
TERCERO.- Tras reiterarse la solicitud en fechas 9 de marzo y 29 de abril, la respuesta del 
Departamento se recibió el 31/05/10, y en ella hace constar, textualmente, lo siguiente:  
“1°.- Situación de los vertederos de escombros en la Comarca del Bajo Cinca, su ajuste a la 
vigente normativa y las actuaciones realizadas desde el Departamento de Medio Ambiente 
para hacer efectivas las previsiones legales tendentes a la mejora en el sistema de 
eliminación de residuos de esta naturaleza.  
De acuerdo a las exigencias establecidas en la Directiva 1999/31/CE del Consejo, de 26 de 
abril de 1999, relativa al vertido de residuos y en el Real Decreto 1481/2001 por el que dicha 
Directiva se transpone al ordenamiento jurídico español, en la Comarca del Bajo Cinca sólo 
dispone de autorización administrativa en vigor el vertedero existente de la titularidad de 
ECORVERT S.L., sito en el término municipal de Fraga.  
Al respecto de la misma, debe informarse que por Resolución de 16 de abril de 2007, del 
Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, se concedieron las siguientes autorizaciones 
administrativas bajo la titularidad de ECOVERT SL:  
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- Autorización para la construcción de un vertedero para residuos inertes procedentes de 
obras menores de construcción y reparación domiciliaria y otros residuos inertes, ubicado en 
partida Vincament, polígono número 11, parcelas 10 y 91, en el término municipal de Fraga 
(Huesca)  
- Autorización de gestor de residuos para las operaciones de eliminación de residuos inertes 
procedentes de obras menores de construcción y reparación domiciliaria y otros residuos 
inertes.  
- Autorización para las operaciones de valorización de residuos no peligrosos.  
- Inscripción en el registro para las actividades de gestión de residuos no peligrosos distintas 
de la valorización o eliminación.  
De acuerdo a la referida Resolución, la efectividad de las autorizaciones indicadas se 
encuentra pendiente de la correspondiente inspección.  
Por todo ello, y en relación a las actuaciones que ECOVERT está llevando a cabo en legítima 
defensa de sus intereses empresariales, debe significarse que mientras el título autorizatorio 
de dicha mercantil no varíe, su ámbito de actuación corresponde a la gestión de los 
escombros procedentes de obras menores.  
La competencia y responsabilidad de la gestión de los escombros procedentes de obras 
menores es estrictamente municipal, pero esa responsabilidad municipal se extiende al 
control de la gestión de los escombros procedentes de cualquier tipo de obra en el marco del 
procedimiento de concesión de licencia de obra, en el que resulta de aplicación lo que al 
respecto establece el Artículo 4.1.a) del Real Decreto 105/2008 de 1 de febrero.  
En efecto, el referido Artículo 4 del Real Decreto 105/2008 establece la obligación de incluir 
en el proyecto de ejecución de la obra un estudio de gestión de residuos de construcción y 
demolición, que a su vez deberá incluir entre sus contenidos mínimos una estimación de la 
cantidad de residuos a producir, una valoración del coste previsto para su gestión así como 
las operaciones de reutilización, valorización o eliminación a realizar. El apartado 2 del 
mismo Artículo 4 establece que los proyectos básicos que se presenten para la obtención de 
licencia urbanística deben incluir el referido estudio con esos contenidos mínimos.  
De acuerdo a la distribución competencial vigente, los procedimientos administrativos de 
licencia urbanística son competencia municipal y por lo tanto corresponde a la 
Administración Local la responsabilidad de la comprobación de la existencia del referido 
estudio y de que sus contenidos mínimos se ajustan a lo exigido por el mencionado Real 
Decreto 105/2008 y que cumplen la legalidad vigente en materia de gestión de residuos.  
Todo ello sin perjuicio de que la constitución de la fianza municipal que el mismo Decreto 
contempla en sus artículos 4.1.d), 6.2 y 6.3, de forma subordinada a lo que al respecto 
establezca la autorización autonómica, pueda entenderse que no resulte de aplicación en la 
Comarca del Bajo Cinca porque hasta la fecha no ha tenido lugar la efectiva puesta en 
funcionamiento de las instalaciones del servicio público, de acuerdo a lo que al respecto 
establece la disposición transitoria tercera del Decreto 262/2006, de 27 de diciembre, del 
Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de la producción, posesión y 
gestión de los residuos de la construcción y la demolición, y del régimen jurídico del servicio 
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público de eliminación y valorización de escombros que no procedan de obras menores de 
construcción y reparación domiciliaria en la Comunidad Autónoma de Aragón.  
De acuerdo a lo expuesto, resulta de todo punto inasumible la afirmación que refleja el 
escrito de 23 de diciembre de 2009 del Justicia de Aragón, al parecer transcrita del texto de 
la queja, en el sentido de que hasta tanto no esté operativo el servicio público, los 
ayuntamientos podrán continuar en el uso de las escombreras municipales incluso 
incumpliendo lo que al respecto establece el Real Decreto 1481/2001 y colocando en clara 
desventaja a las empresas que han obtenido las preceptivas autorizaciones administrativas.  
En efecto, en los escritos que se están remitiendo a los Ayuntamientos titulares de parcelas 
con escombros, y entre ellos al de Fraga el pasado 30 de septiembre de 2009, se incluyó el 
siguiente párrafo: "Si bien es obvio que hasta tanto no esté operativo el servicio público de 
titularidad autonómica para la valorización y eliminación de escombros no procedentes de 
obras menores, no existe otra alternativa viable para la gestión de los escombros que la 
continuación en el uso de las escombreras municipales, en el contexto de la próxima puesta 
en marcha de dichos servicios públicos, cada municipio habrá de optar entre la adecuación a 
la normativa vigente de una escombrera destinada a los escombros procedentes de obras 
menores o el uso de las instalaciones de los servicios públicos también para estos residuos".  
Admitiendo que la redacción carece de un ajuste más preciso para el supuesto de que haya 
instalaciones de valorización y eliminación de escombros autorizadas conforme al Real 
Decreto 1481/2001 en el mismo término municipal, circunstancia que sólo concurre 
actualmente en cuatro municipios aragoneses (Jaca, Barbastro, Fraga y Escatrón), este 
párrafo tan sólo constata una realidad y la situación actual en lo que respecta a la gestión 
final de escombros en la Comunidad Autónoma de Aragón, pero de ningún modo puede 
interpretarse como una autorización administrativa de una instalación para la eliminación de 
estos residuos, y menos todavía si ésta no cumple con la normativa de aplicación. Su objetivo 
es reflejar las dos posibles posturas a adoptar por parte del municipio en el marco de sus 
competencias de eliminación de escombros de obra menor: adecuar una escombrera 
municipal a la normativa vigente o usar las instalaciones de los servicios públicos según se 
vayan poniendo en marcha.  
Si ya es indiscutible que el otorgamiento de una licencia urbanística con posterioridad al 16 
de julio de 2009 para un proyecto que contemple la eliminación de los residuos en una 
escombrera no autorizada conforme a lo establecido en el Real Decreto 1481/2001, 
implicará el incumplimiento de dicho Real Decreto sin que la posible titularidad municipal 
de la escombrera implique eximente, la actuación municipal resulta de todo punto 
injustificable si en el mismo término municipal existiese al menos una instalación autorizada. 
Y a ese respecto, considera esta Dirección General que las actuaciones de la empresa 
deberían ir dirigidas contra aquellos ayuntamientos que así lo realicen.  
Respecto a las actuaciones realizadas desde el Departamento de Medio Ambiente para hacer 
efectivas las previsiones legales tendentes a la mejora en el sistema de eliminación de 
residuos de esta naturaleza, le informo de que de acuerdo a las previsiones establecidas en el 
Plan de Gestión Integral de Residuos de Aragón, (PLAN GIRA) el Departamento de Medio 
Ambiente del Gobierno de Aragón ha venido ejecutando diversas actuaciones en base a una 
escala de prioridades proporcional al peligro que para el medio ambiente conlleva la gestión 
de las distintas tipologías de residuos.  
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Así, en el proceso de puesta en marcha de los servicios públicos de gestión de residuos de 
titularidad autonómica, se ha priorizado la entrada en funcionamiento de las instalaciones de 
eliminación de residuos peligrosos, de residuos industriales no peligrosos y de neumáticos 
fuera de uso, a la par que, desde la participación del Departamento en los Consorcios, se ha 
colaborado con las Comarcas aragonesas en la puesta en marcha de los 8 vertederos de 
residuos urbanos previstos en el GIRA.  
En la actualidad se están llevando a cabo las actuaciones de puesta en marcha de las 
instalaciones adscritas a la prestación del servicio público de gestión de escombros de 
titularidad autonómica, y en paralelo se está elaborando un plan de adecuación de las 
escombreras existentes a la normativa vigente, y en su caso, del cierre de las no autorizadas, 
teniendo en cuenta la fecha límite establecida por el Real Decreto 1481/2001 en el 16 de julio 
de 2009.  
Para ello, a lo largo de los ejercicios de 2008 y de 2009, y con la colaboración de los 
Agentes de Protección de la Naturaleza, desde el Departamento de Medio Ambiente del 
Gobierno de Aragón se ha llevado a cabo un inventario exhaustivo de todos los espacios 
degradados existentes en la Comunidad Autónoma en los que se ha detectado la presencia de 
residuos de cualquier naturaleza.  
Para todos los espacios inventariados, se ha confeccionado una ficha conteniendo la 
información referente a la tipología de los residuos detectados, la superficie afectada y la 
titularidad catastral de la superficie ocupada por los residuos.  
En concreto, para el ámbito territorial correspondiente a la Comarca del Bajo Cinca, se han 
inventariado un total de 22 espacios degradados, con la siguiente distribución por 
municipios:  






Fraga  5  4**  1  
Ballobar  1  1/2  1/2  
Belver de Cinca  1  1  0  
Candasnos  1  1  0  
Chalamera  1  1  0  
Ontiñena  1  1  0  
Osso de Cinca  1  1/2  1/2  
Torrente de Cinca  2  1  1  
Velilla de Cinca  2  2**  0  
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Zaidín  6*  1  5  
Mequinenza  1  1  0  
Total  22  14  8  
* De los 6 inventariados en Zaidín, 5 corresponden a explotaciones mineras.  
** En Fraga, uno de los espacios pertenece al Gobierno de Aragón, y otro tanto ocurre en 
Velilla de Cinca.  
En relación a los espacios inventariados en esta Comarca y cuya titularidad corresponde al 
Gobierno de Aragón, debe ponerse de manifiesto que todos ellos son montes demaniales cuya 
gestión corresponde al Departamento de Medio Ambiente, siendo la voluntad de este 
Departamento el sellado y restauración de estos espacios y la adopción de cuantas medidas 
resulten necesarias para evitar nuevos vertidos.  
Respecto al resto de espacios inventariados, y a fin de dirimir para cada uno de ellos acerca 
de la posible existencia de instalaciones de vertido no autorizadas, se han remitido cartas a 
todos los titulares de las parcelas catastrales ocupadas o afectadas por la presencia de 
residuos. Se adjunta copia de los modelos de cartas remitidas a los ayuntamientos y a los 
propietarios particulares.  
Por resultar especialmente significativo para el problema que se pone de manifiesto ante el 
Justicia de Aragón, el ejemplo de escrito al Ayuntamiento que se adjunta corresponde al de 
Fraga, remitiéndose también copia de la respuesta emitida al respecto por dicho 
Ayuntamiento.  
Como puede comprobarse, en su texto de contestación el Ayuntamiento de Fraga incluye la 
siguiente afirmación: "El Ayuntamiento no tiene voluntad de actuar como promotor en 
instalación destinada a la eliminación de residuos", y posteriormente añade: "La voluntad 
municipal en referencia a la clausura y sellado es la siguiente: Sellar todos los puntos de 
vertidos exceptuando el Barranco de Sedases".  
"Este punto, barranco de Sedases, no se ha pensado en la clausura y sellado de inmediato ya 
que funciona como vertedero de inertes y es usado por particulares, constructores de la 
localidad y ciudadanos en general como punto limpio y vertedero. No obstante se deberá de 
prever a medio plazo la clausura del mismo por colmatación"  
En relación al Barranco de Sedases, debe añadirse que en el Boletín Oficial de la Provincia 
de Huesca, de fecha 22 de Octubre de 2008, figura el anuncio del Ayuntamiento de Fraga 
adjudicando provisionalmente, entre otros servicios relacionados con la gestión del próximo 
punto limpio, el "contrato de servicio de apoyo al vertedero de Sedases con objeto de 
repartir, explanar y ordenar el volumen de escombro" , por un plazo de 2 años (que en 
principio finalizaría en Octubre de 2010) y sin perjuicio de prórrogas anuales.  
La respuesta del Ayuntamiento de Fraga contiene una contradicción que debe ser aclarada 
por dicha entidad, ya que no cabe decir que no es voluntad municipal ser promotor de 
instalaciones de eliminación, a la vez que se afirma que el vertedero de Sedases continuará 
siendo explotado hasta su colmatación. A tal fin, desde el Servicio Provincial de Huesca se 
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dirigirá un nuevo escrito al Ayuntamiento de Fraga para que aclare la contradicción 
evidenciada.  
El Ayuntamiento de Torrente de Cinca, por su parte, ha contestado manifestando su interés 
en mantener abierta la instalación de vertido de escombros de su titularidad y pendiente de 
autorización de acuerdo a lo dispuesto en el Real Decreto 1481/2001. A la vista de esta 
respuesta, el Gobierno de Aragón se pone a disposición del referido Ayuntamiento para la 
colaboración que precise para el adecuado cumplimiento de sus obligaciones legales, sin 
perjuicio de ejercer las competencias de inspección y control que corresponden al 
Departamento de Medio Ambiente por posible incumplimiento de la normativa vigente en 
materia de residuos.  
Respecto al resto de los Ayuntamientos de la Comarca y de titulares particulares, se hace 
constar que no se han recibido más respuestas hasta la fecha.  
2°.-Situación del Servicio Público de titularidad autonómica para la valorización y 
eliminación de escombros no procedentes de obras menores de construcción y reparación 
domiciliaria.  
Respecto al Servicio Público de titularidad autonómica, se informa que de las 6 Zonas que se 
establecieron para la prestación del Servicio a través de la Orden de 4 de enero del 2007, del 
Departamento de Medio Ambiente, siguen quedando tres zonas sin adjudicar, entre ellas la 
Zona IV a la que pertenece la Comarca de Bajo Cinca.  
Las razones del retraso se centran en la concesión de prórrogas solicitadas por los 
licitadores en base a la dificultad para la obtención de la financiación necesaria para la 
construcción de las instalaciones. El órgano de Contratación del Departamento de Medio 
Ambiente, sensible a dicha problemática característica de la crisis económica en la que nos 
encontramos, ha venido concediendo prórrogas a las empresas licitadoras afectadas.  
Debe significarse, no obstante, que una de las tres zonas pendientes es previsible que resulte 
adjudicada próximamente y que el Departamento está trabajando en aras de la pronta 
resolución de las otras dos zonas pendientes a fin de evitar que las fechas de entrada en 
servicio de las instalaciones del Servicio Público de gestión de escombros resulte 
heterogénea en la geografía aragonesa”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de materializar los planes ambientales.  
El motivo de la queja es la falta de respuesta administrativa ante la existencia de vertederos de 
escombros en los municipios de la Comarca del Bajo Cinca que, a pesar de no cumplir las 
exigencias técnicas y de seguridad establecidas en el Real Decreto 1481/2001, de 27 de 
diciembre, por el que se regula la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero, 
siguen realizando esta función.  
El sellado de los vertederos incontrolados de residuos de cualquier clase es una premisa 
medioambiental básica, debido a sus negativos efectos para el suelo, las aguas, la flora, la 
fauna o el paisaje. El “Primer catálogo aragonés de buenas prácticas” ya recoge como una de 
ellas la restauración de vertederos, escombreras, taludes y terrenos degradados con especies 
de plantas autóctonas, para garantizar la supervivencia de las plantaciones y, por consiguiente, 
la efectividad de estos trabajos. El Plan de Gestión Integral de los Residuos de la Comunidad 
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Autónoma de Aragón (Plan GIRA) para el periodo 2005-2008, aprobado por Acuerdo del 
Gobierno de Aragón de 11/01/05, señala en su epígrafe 6.F.4.1 varios principios y objetivos 
básicos del modelo de gestión para los residuos de la construcción y demolición, entre los que 
figuran la adaptación de los actuales vertederos de residuos de construcción y demolición a 
las nuevas exigencias del R.D. 1481/2001, en los casos en que sea técnicamente posible, y la 
clausura y restauración ambiental de los vertederos no adaptables a esta norma.  
La situación de los residuos de construcción y demolición que proceden de obras menores de 
construcción y reparación domiciliaria es contradictoria en los planes de residuos; en dicho 
Plan GIRA 2005-2008 se excluyen (6.C.0) del ámbito de aplicación del programa relativo a 
los residuos urbanos los residuos y escombros procedentes de obras menores, ya que se 
considera que por su tipología y ordenación de la gestión quedan cubiertos en el Programa 
dedicado a los residuos cuyas operaciones de gestión final son servicio público autonómico, 
dentro del apartado dedicado a los residuos de la construcción y demolición, pero a 
continuación añade “En ningún caso debe entenderse que la gestión de estos residuos de 
obras menores es servicio público de titularidad autonómica”. En coherencia con esta última 
afirmación, en el epígrafe 6.F.1, relativo a los residuos de construcción y demolición, se 
indica “No obstante hay que recordar que los Ayuntamientos son responsables de la gestión 
de los residuos generados en obra menor domiciliaria, que tienen la consideración de 
residuos urbanos. …. El Ayuntamiento debe disponer de medios para la recogida y transporte 
de los residuos de construcción y demolición y gestionarlos en las instalaciones autorizadas 
para este tipo de residuos, y debe asumir la gestión y/o admitir en sus instalaciones aquellos 
residuos calificados como urbanos”.  
Este mismo criterio sigue el vigente Plan GIRA para el periodo 2009-2015, aprobado por 
Acuerdo del Gobierno de Aragón de 14 de abril de 2009 y publicado en el B.O.A. de 
20/05/09. Señala el documento que “La recogida y eliminación de residuos procedentes de 
obra menor es una cuestión de competencia municipal, no obstante, su destino debe ser un 
vertedero para residuos de construcción, donde los materiales convenientemente separados 
deberían poder reciclarse o eliminarse sin presencia de impropios. Aunque los RCD 
procedentes de obras menores no están incluidos en el Servicio Público, al ser de 
competencia municipal, el modelo de gestión contempla el apoyo técnico del Departamento 
de Medio Ambiente a la gestión municipal elaborando ordenanzas tipo y modelos de puntos 
limpios y vertederos”. Igualmente, este Plan también prevé la clausura y restauración 
ambiental “del 70% de los puntos de vertido históricos antes de fin de 2015 a fin de poder 
cumplir con el objetivo final de que la totalidad de dichos puntos esté clausurada y 
restaurada antes de 2020”.  
Sin embargo, la recogida y tratamiento de los residuos urbanos hace tiempo que ha dejado de 
ser una competencia de ejecución municipal, puesto que, en aplicación de los sucesivos 
planes autonómicos, se trata de servicios supracomarcales, a cuyo fin el territorio aragonés 
está dividido en ocho agrupaciones de ámbito superior a la comarca, dotadas cada una de ellas 
de un vertedero único, lo que permite (10.2.2 del Plan GIRA 2009-2015) “optimizar las 
infraestructuras necesarias para el transporte y tratamiento de los residuos generados” 
mediante el tratamiento de la materia orgánica, la recogida selectiva y tratamiento de envases 




La eliminación de escombros que no procedan de obras menores de construcción y reparación 
domiciliaria constituye un servicio público, por haberlo declarado así el artículo 36 de la Ley 
26/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas. El régimen jurídico 
básico de este servicio se contiene en el Decreto 262/2006, de 27 de diciembre, del Gobierno 
de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de la producción, posesión y gestión de los 
residuos de la construcción y la demolición, y del régimen jurídico del servicio público de 
eliminación y valorización de escombros que no procedan de obras menores de construcción 
y reparación domiciliaria en la Comunidad Autónoma de Aragón, cuyo artículo 3.e considera 
estos últimos como residuos urbanos o municipales.  
Conforme a este criterio, los escombros procedentes de obras menores deberían ser admitidos 
en los vertederos de residuos sólidos urbanos o, como sería más acorde a su naturaleza, en los 
que se creen en el ámbito del servicio público de eliminación y valorización de escombros. 
Por ello existe una contradicción en la carta remitida a los municipios por el Departamento de 
Medio Ambiente cuando señala "…. que hasta tanto no esté operativo el servicio público de 
titularidad autonómica para la valorización y eliminación de escombros no procedentes de 
obras menores, no existe otra alternativa viable para la gestión de los escombros que la 
continuación en el uso de las escombreras municipales,….”, puesto que el tratamiento de los 
escombros procedentes de obras menores no constituye el objeto de este servicio y, como se 
reconoce en la respuesta del Departamento, la Comarca del Bajo Cinca dispone de una 
instalación en Fraga autorizada conforme al Real Decreto 1481/2001 que puede hacerse cargo 
de esta clase de residuos.  
Además de los daños ambientales que es preciso atajar, esta situación irregular de los 
vertederos resulta perjudicial para una empresa que, legítimamente confiada en la aplicación 
del Real Decreto 1481/2001, donde se establece la fecha de 16/07/09 como límite para el 
cierre de los vertederos que no se ajusten al mismo, ha realizado una inversión y obtenido las 
autorizaciones preceptivas para realizar este trabajo en la Comarca, pero no lo puede llevar a 
efecto por la competencia desleal que se le hace desde los municipios que siguen manteniendo 
puntos de vertido irregulares (no están adaptados a dicho Real Decreto al no disponer de las 
condiciones de impermeabilización y prevención: control de aguas, gestión de lixiviados, 
protección del suelo, etc. que allí se establecen). Entendemos que la Dirección General no 
actúa adecuadamente al indicar “que las actuaciones de la empresa deberían ir dirigidas 
contra aquellos ayuntamientos que así lo realicen” pues, sin perjuicio de la responsabilidad 
municipal, corresponde precisamente a la Administración autonómica hacer cumplir los 
planes de residuos y evitar estas prácticas, y dispone de medios para ello.  
No es correcto, por otro lado, fundamentar el mantenimiento de los actuales vertederos hasta 
tanto esté disponible el que construya en su momento el adjudicatario de la concesión del 
servicio público, pues su dedicación a los escombros de obras menores es diversa a la propia 
del servicio público autonómico de eliminación y valorización de escombros, cuyo objeto son 
los procedentes de obras mayores.  
Por último, respecto de la demora en la puesta en marcha de este servicio público, que el 
informe del Departamento fundamenta en las prórrogas solicitadas por los licitadores “en base 
a la dificultad para la obtención de la financiación necesaria para la construcción de las 
instalaciones”, y concedidas por esta razón, debe señalarse que la solvencia económica del 
empresario es un requisito esencial para contratar con la Administración, siendo la falta de 
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solvencia una de las causas de prohibición de contratar y, en su caso, de nulidad del contrato, 
según viene establecido en el artículo 32 de la vigente Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público (la misma previsión contenía el artículo 22 del Texto Refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio), por lo que deberán adoptarse las medidas oportunas para 
salvar esta situación e impulsar la efectiva puesta en marcha del servicio público de 
referencia.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente las siguientes 
SUGERENCIAS:  
Primera.- Que adopte las medidas oportunas para el cumplimiento del Plan de Gestión de 
Residuos de Aragón y la normativa aplicable a las escombreras municipales, mediante su 
adecuación al Real Decreto 1481/2001 o su cierre y sellado, de forma que el vertido de los 
escombros procedentes de obras menores se realice en condiciones adecuadas.  
Segunda.- Que impulse la puesta en marcha del servicio público de titularidad autonómica 
para la valorización y eliminación de escombros no procedentes de obras menores de 
construcción y reparación domiciliaria en las zonas aún pendientes de adjudicar, declarando 
en su caso la nulidad de aquellas propuestas que no acrediten la solvencia económica 
necesaria para llevar a término el contrato.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN   
9.2.2 9 de septiembre de 2010. Necesidad de coordinar la acción administrativa. Limpieza 
de la travesía de La Puebla de Híjar. Departamento de Obras Públicas, Urbanismo y 
Transportes. Ayuntamiento de la Puebla de Hijar.  
En este caso, se tramita una queja derivada de la suciedad de una travesía viaria ubicada en 
el término municipal de la Puebla de Híjar. El expediente pone de manifiesto que como 
consecuencia de la suciedad provocada por el vertido de orujo de una empresa aceitera 
próxima a esta carretera, se produce el mal estado de la vía y, a su vez, la anegación de las 
casas circundantes al quedar embozados los desagües. La Institución insta al titular de la 
carretera (el Gobierno de Aragón) y al Ayuntamiento afectado a suscribir un convenio que, 
en lo sucesivo, garantice la practicabilidad de la travesía. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 13/05/10 tuvo entrada en esta Institución una queja en la que describe el 
problema que tienen los vecinos de la Avenida de Zaragoza de La Puebla de Híjar debido a la 
suciedad que genera el orujo de la fábrica de aceites situada en la misma; según manifiestan, y 
acreditan con fotografías, este residuo llena de grasa la calle y edificios colindantes, y su 
acumulación produce el atasco de las rejillas de desagüe y disminuye la capacidad del 
 
 451/606 
alcantarillado, con lo cual, cuando llueve, la calle se embalsa y la inundación llega en 
ocasiones hasta las casas.  
Señala que esta situación es conocida en el Ayuntamiento, bien por observación directa de sus 
responsables o a través de las múltiples quejas que han presentado los afectados, pero no se 
toman medidas eficaces para darle solución.  
SEGUNDO.-Tras la admisión de la queja a supervisión, y en orden a la instrucción del 
expediente, se envió con fecha 24/05/10 un escrito al Ayuntamiento de La Puebla de Híjar 
recabando información acerca de la cuestión planteada y las actuaciones municipales 
realizadas o previstas para darle una solución adecuada.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 07/06/10, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente:  
“En relación con la queja registrada en el expediente de referencia, queja motivada en el 
problema generado en la Avda. de Zaragoza de este término municipal por la suciedad que 
genera a los vecinos el orujo de la fábrica de PIBASA, que provoca grasa tanto en la calle 
como en los edificios colindantes, y cuya acumulación ha dado lugar al atasco de rejillas de 
desagüe así como a la disminución de la capacidad del alcantarillado, se le INFORMA:  
Primero.- Que en La Puebla de Hijar se gestiona la Limpieza viaria a través de la Comarca 
del Bajo Martín. Fueron ya, en el año 2008, los servicios de limpieza viaria de la Comarca 
los que informaron al Ayuntamiento de los problemas que tenían con las máquinas para 
poder limpiar en condiciones tanto la Avda. Zaragoza como la Avda. de la Estación, debido 
al orujo de la Fábrica de Aceites Pina.  
Segundo.- En el año 2008, como consecuencia de dichas quejas del personal de la Comarca, 
se remitieron dos cartas al representante de PIBASA solicitándole que al menos una vez a la 
semana, procediera a la limpieza de dichas Avenidas, mediante personal de su empresa, si 
bien, por parte de la empresa no ha procedido a realizar lo requerido.  
Tercero.- El Ayuntamiento carece tanto del personal como del material necesario para poder 
proceder a la limpieza de dichas calles, razón por la que el Servicio se presta desde la 
Comarca del Bajo Martín.  
Cuarta.- Así mismo, y dado que las calles afectadas son a la vez Travesías o Carreteras 
pertenecientes a la Comunidad Autónoma, en concreto la A-1405 y la A-1406, y ante el caso 
omiso de la empresa PIBASA, se remitieron las Cartas remitidas desde la Comarca, así como 
las quejas vecinales, al Servicio Provincial de Obras Públicas, Urbanismo y Transporte, para 
que en el ejercicio de sus competencias, se dirigiera a la empresa y le requiriera, como desde 
esta Alcaldía se ha hecho en tantas ocasiones, para que procediera a la limpieza de las 
carreteras afectadas, desconociéndose en este Ayuntamiento si desde el Servicio Provincial 
se ha realizado alguna actuación al respecto.  
Junto con el presente informe se remiten fotocopias compulsadas de los requerimientos 
realizados a la empresa PIBASA en el año 2008, así como de las cartas remitidas al Servicio 
Provincial de Obras Públicas, Urbanismo y Transporte, haciéndoles partícipes del problema 
que afecta a sus carreteras y solicitándoles la adopción de soluciones a las mismas”.  
CUARTO.-Con el fin de conocer la posición de los responsables de la carretera, con fecha 
24/06/10 se remitió, exponiendo la situación existente, un escrito al Servicio Provincial de 
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Urbanismo, Obras Públicas y Transportes de Teruel para conocer las actuaciones realizadas 
en orden a resolver el problema, tras recibir la comunicación del Ayuntamiento de La Puebla 
de Híjar. La respuesta se recibió el 6 de julio, señalando lo siguiente:  
“Con fecha 14 de abril de 2010, este Servicio Provincial de Obras Públicas, Urbanismo y 
Transportes de Teruel, procede a comunicar a la empresa Aceites Pina Bajo Aragón S.A, que 
habiendo sido denunciados por el Vigilante de Carreteras N° 6 de la zona de Alcañiz, con 
fecha 23 de marzo de 2010, por verter restos de orujo provenientes de su actividad industrial, 
en la carretera A-1406, P.K. 5,900, ambos márgenes, debía limpiar la carretera de los restos 
vertidos e impedir su caída en un plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la 
recepción del escrito, de lo contrario, sería la empresa sancionada por haber cometido una 
infracción tipificada en el artículo 60 de la Ley 8/1998 de Carreteras de Aragón.  
El 22 de abril de 2010, se recibe mediante Fax, escrito de la empresa PIBASA en la que 
indica que se ha procedido a limpiar la zona.  
El Ayuntamiento de La Puebla de Híjar, en escrito de fecha 17 de mayo de 2010, nos traslada 
las fotografías enviadas por una vecina como consecuencia de la inundación que se produjo 
por las lluvias caídas, motivadas principalmente por la cantidad de orujo acumulado en la 
carretera de la empresa Aceites Pina, a su vez manifiesta que el Ayuntamiento ha avisado 
reiteradamente para que mantenga limpia la vía pública incluso procediendo a su limpieza 
diaria.  
En fecha 09 de junio de 2010, se comunica nuevamente que, habiendo sido denunciados por 
el Equipo de Vigilancia de Carreteras N° 6 de la zona de Alcañiz, con fecha 4 de junio de 
2010, por verter restos de orujo provenientes de su actividad industrial, en la carretera A-
1406, P.K. 5,900, ambos márgenes, debía limpiar inmediatamente la carretera de los restos 
vertido y tomar las medidas oportunas para que esta situación no se produzca, de lo 
contrario, serían sancionados por haber cometido una infracción tipificada en el artículo 
60.1.a) de la Ley 8/1998 de Carreteras de Aragón.  
En contestación a ello, este Servicio Provincial de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes 
recibe escrito de 16 de junio de 2010, en el que indica:  
a) Que la actividad de "secado de orujo" finalizó el pasado 30 de abril de 2010.  
b) Que tienen una persona de limpieza que realiza la tarea de limpiar la calle para que no se 
acumule el producto en los laterales de la carretera durante todo el año y adjuntan fotos de 
cómo quedó la calle una vez realizada la limpieza por nuestro personal, el día 16 de junio del 
2010, después que les llegara la notificación.  
c) Que con respecto a las medidas a tomar para que no se realicen vertidos a la carretera, 
adjuntan las fotos de los carteles que hay colocados en las zonas de carga y pesaje de 
camiones, indicando a los transportistas que tienen que colocar la lona dentro de las 
instalaciones de Pina Bajo Aragón S.A.  
d) Que adjuntan un escrito que presentaron al Ayuntamiento de La Puebla de Híjar pidiendo 
que la máquina barredora pasa por la calle en la que está ubicada la empresa, ya que 
piensan que la denuncia que fue realizada por el Equipo de Vigilancia de Carreteras n° 6 de 
Alcañiz se debe a la falta de limpieza por parte del Ayuntamiento y no por la acumulación de 
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producto de su actividad, ya que habían indicado anteriormente que la empresa no tiene 
actividad de "secado de orujo" desde el 30 de abril de 2010.  
Por último añaden en el escrito que les gustaría que se les comunicara la incidencia el mismo 
día que el Equipo de Vigilancia de Carreteras n° 6 de Alcañiz detecta el vertido en la 
carretera, para poder contrastar in situ si es su producto o simplemente es tierra y barro que 
se acumula en los laterales de la carretera debido a la cercanía de campos y la acción de 
lluvia.  
A la vista de todo ello, se procedió a retirar la denuncia formulada por el Equipo de 
Vigilancia de Carreteras, no obstante y llegado a este punto, esta Dirección Provincial de 
Teruel, continuará pendiente del problema existente en la travesía de la travesía de las 
carreteras A-1406 y A-1405 a su paso por La Puebla de Híjar”.  
QUINTO.-Con fecha 8 de julio se ha recibido un nuevo comunicado de los interesados donde 
informan que unas recientes tormentas han vuelto a inundar la calle y las viviendas, 
insistiendo en que la suciedad existente reduce la capacidad de evacuación de las aguas 
pluviales; lo acompañan de diversas fotografías que muestran lo indicado por escrito, por lo 
que el objeto de su queja se mantiene en los mismos términos, al no haber mejorado la 
situación denunciada.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de coordinar la acción administrativa en orden a la 
resolución de los problemas.  
Los hechos que motivan la queja están plenamente definidos, siendo coincidentes las 
versiones, e incluso alguno de los documentos gráficos, aportadas por los ciudadanos, por el 
Ayuntamiento y por la Administración de la Comunidad Autónoma, responsable de la 
carretera: el orujo de la fábrica de aceite mancha de grasa la calle y los edificios colindantes, 
haciendo inviable su limpieza mediante la máquina barredora de la Comarca, y su 
acumulación produce el atasco de rejillas de desagüe y disminuye la capacidad del 
alcantarillado, lo que genera el anegamiento de la calle y la inundación de los bajos de las 
viviendas si las lluvias son copiosas.  
Dada la condición de travesía de la Avenida de Zaragoza, se produce una concurrencia 
competencial a la hora de abordar este problema, afectando a las dos Administraciones que 
han sido objeto de consulta:  
- De acuerdo con lo establecido en el artículo 42.2 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de 
Administración Local de Aragón, los municipios tienen competencias en materia de 
pavimentación y conservación de vías públicas urbanas, ordenación del tráfico, 
alcantarillado, limpieza viaria y recogida de residuos, que son servicios obligatorios en todos 
los municipios. El problema expuesto en la queja data al menos del año 2008, pues en abril 
de ese año el Ayuntamiento de La Puebla de Híjar se dirige a la empresa de aceites 
informando de las quejas vecinales “por el mal estado en cuanto al polvo y restos de orujo 
esparcidos por las calles del entorno de la fábrica, cuya gravedad se incrementa cuando llueva 
al formarse un barrillo. La propia barredora de la Comarca no puede limpiarlo por estar 
demasiado agarrado al asfalto y ser una capa gruesa. Por este motivo, le pido que al menos 
una vez por semana procedan sus empleados a limpiar tanto la Avda. de la Estación como la 
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Avda. de Zaragoza en sus límites con su empresa …”. En diciembre del mismo año se repitió 
el requerimiento, a la vista “del orujo derramado sobre la carretera que da lugar cuando 
llueve a la formación de un barrillo que molesta a vecinos y a quienes transitan por la zona”, 
instando a la empresa para que la limpieza sea diaria. Junto a estos dos escritos, consta la 
carta que el 17 de mayo de 2010 se dirigió al Servicio Provincial de Urbanismo, Obras 
Públicas y Transportes “para conseguir entre ambas administraciones el que no se repitan 
este tipo de hechos”.  
- La regulación de las travesías de las carreteras autonómicas, como en este caso resulta ser la 
A-1406, viene contenida en la Ley 8/1998, de 17 de diciembre, de Carreteras de Aragón, 
cuyo artículo 7 atribuye a la Comunidad Autónoma la titularidad de todas las carreteras 
integradas en sus redes. Esta titularidad obliga al Departamento responsable de carreteras 
(artículo 11) a ejercer las facultades necesarias para su construcción, explotación y 
conservación, funciones que se materializan, según el artículo 35 del mismo texto en “las 
operaciones de conservación y mantenimiento, las actuaciones encaminadas a la defensa de 
la vía y a su mejor uso, incluyendo las referentes a señalización, ordenación de accesos y uso 
de las zonas de dominio público, de servidumbre y afección, …”. Las operaciones de 
conservación no decaen en los tramos urbanos, y siguen correspondiendo al titular de la vía, a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley; atendida la concurrencia competencial, el 
Reglamento de esta Ley, aprobado mediante Decreto 206/203, de 22 de julio, del Gobierno de 
Aragón, prevé en su artículo 128.3 la posibilidad de que el titular de la vía pueda “celebrar 
convenios con los Ayuntamientos por los que discurran las travesías o tramos urbanos con el 
fin de la mejor conservación y funcionalidad de la carretera”.  
Por último, tanto en un caso como en otro, la vigente normativa establece normas 
sancionadoras y procedimientos de ejecución subsidiaria con el fin de mantener las 
condiciones de limpieza y seguridad de las vías públicas que, a la vista de la situación 
denunciada en las quejas y reconocida por ambas administraciones, no se han utilizado, o su 
resultado no ha sido satisfactorio.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Obras Públicas, Urbanismo y 
Transportes y al Ayuntamiento de La Puebla de Híjar la siguiente SUGERENCIA:  
Que, atendida la concurrencia competencial, y bien mediante convenio en el que coordinen su 
actuación o separadamente, cada uno en ejercicio de las que les son propias, adopten las 
medidas oportunas para que la travesía de la carretera autonómica A-1406 a su paso por La 
Puebla de Híjar, donde se denomina Avenida de Zaragoza, reúna las condiciones exigibles de 
limpieza y seguridad.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
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9.3 Especies protegidas y protección animal 
9.3.1 1 de febrero de 2010. Sanción por molestia a un nido de quebrantahuesos. No 
acreditación de la intencionalidad. Necesidad de acciones positivas de protección 
previstas en el Plan de Recuperación. Departamento de Medio Ambiente del Gobierno 
de Aragón. 
En este expediente, el Justicia tramita la queja recibida por un particular sancionado debido 
a la supuesta infracción que cometió al volar en parapente cerca de un nido de 
quebrantahuesos. Sobre este hecho informa la Administración que, a tenor de las 
grabaciones, se observa la intencionalidad del sancionado de perturbar la nidificación de 
esta especie protegida. A resultas el expediente instruido, la Institución señala que los 
indicios empleados para sancionar al particular resultan insuficientes, solicitando al 
Departamento de Medio Ambiente que reconsidere la sanción impuesta. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 4 de septiembre de 2009 se registró en esta Institución una queja 
motivada por una sanción en materia de medio ambiente. En la misma se manifiesta la 
disconformidad del interesado con la propuesta de resolución del expediente sancionador con 
referencia HU/PNB/2009/3 que ha instruido el Servicio Provincial de Medio Ambiente de 
Huesca, donde propone la imposición de una sanción a D. XXX por la comisión de una 
infracción administrativa de las previstas en el artículo 76.1 de la Ley 42/2007, de 13 de 
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, por los hechos que se describen 
como “Volar en las cercanías de un nido de quebrantahuesos con un parapente. La presencia 
del denunciado emitiendo gritos se observó en la cámara que vigila el nido”. 
El afectado considera injusta esta sanción, por varias razones: 
- No sabía, ni tenía posibilidad de conocer al no haber sido advertido por nadie, que existía un 
nido de quebrantahuesos cercano a donde volaba con el parapente y en el que ocurrió la 
muerte del pollo. 
- No se han tenido en cuenta otras circunstancias concurrentes en el fatal resultado producido, 
como es la intervención de personal de Medio Ambiente para recoger uno de los pollos. 
- Se le ha atribuido una intencionalidad en la acción que ha sido sucesivamente negada por el 
interesado, aduciendo diversas razones que no han sido tenidas en cuenta en la propuesta de 
resolución. 
Examinada la propuesta de resolución, la cantidad que se propone en concepto de sanción es 
de 1.000 €, estableciéndose “en atención a las circunstancias que concurren”, sin que se 
indiquen las mismas ni en qué grado han sido tenidas en consideración. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. En orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 16/09/09 un escrito al Consejero de Medio 
Ambiente solicitando una copia completa del expediente sancionador HU/PNB/2009/3, 
incluido el vídeo al que se alude en el mismo, y un informe sobre las cuestiones planteadas en 
la queja, en particular: 
- Si se ha realizado alguna labor de información a la Federación Aragonesa de Deportes 
Aéreos y escuelas o centros de adiestramiento de parapente, ala delta y otros deportes de 
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similares características, de las zonas restringidas para el vuelo por motivos de conservación 
de los quebrantahuesos 
- Si se ha estudiado la relación entre la actuación de personal de Medio Ambiente para 
rescatar a uno de los pollos con el resultado de muerte de los dos que había y se ha llegado a 
alguna conclusión tendente, entre otros aspectos, a mejorar las técnicas de intervención. 
- Fundamento para atribuir intencionalidad de acercarse al nido de quebrantahuesos al Sr. XX 
en su vuelo con el parapente.  
- Circunstancias que han sido tenidas en consideración para incrementar la sanción mínima 
prevista en la Ley de 500 a 1.000 €. 
TERCERO.- Tras reiterarse la petición mediante un escrito de 26/11/09, con fecha 23/12/09 
se recibió la respuesta del Departamento, conteniendo toda la documentación solicitada. Se 
reproduce a continuación el informe emitido por el Servicio Provincial de Medio Ambiente de 
Huesca, que contiene un resumen de lo actuado: 
“En respuesta a su escrito y contestando a las alegaciones del interesado, cumple informar lo 
siguiente: 
1.- En relación con la manifestación que no sabía que existía un nido de quebrantahuesos, 
indicar que en virtud del informe del Técnico de Biodiversidad de fecha 21 de mayo de 2009, 
se determina que el informe denuncia no se basa exclusivamente en el contenido de la 
grabación de la cámara: el vuelo de los parapentistas en torno al nido fue presenciado 
directamente por cuatro Agentes de Protección de la Naturaleza y dos técnicos del 
Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón. Tres de ellos (dos Agentes junto 
con el técnico de biodiversidad) se desplazaron desde la casa forestal de Benasque hasta las 
antenas situadas al pie de la pared para solicitar a los parapentistas que abandonaran la 
zona. Durante el trayecto se comprobó varias veces que éstos seguían dando vueltas en las 
proximidades del nido, alejándose de la pared en el momento que los Agentes y el técnico 
llegaban al pueblo de Cerler. Con base en la grabación se puede afirmar que el vuelo de 
estos deportistas en ese entorno fue como mínimo de 8 minutos (primera observación a las 
16:02 y última a las 16:10). 
El vuelo junto a la pared fue claramente una molestia para esa UR (Unidad Reproductora) 
porque no sólo pudo llegar a ahuyentar a los progenitores de la zona, sino que además, 
mientras los denunciados estuvieron volando junto al nido, impidieron su regreso, 
contribuyendo al fracaso de la UR. Continúa indicando el informe que la observación de los 
parapentistas es casual, al cruzar a través del campo de grabación, no pudiendo 
determinarse con exactitud desde que instante estaban en el lugar, ni cuando se fueron ni 
cuánto tiempo estuvieron realmente en las proximidades del nido, aunque, como ya se dijo, 
en función del horario en el que pasan por el campo de visión de la cámara, estuvieron como 
mínimo entre las 16:02 y las 16:10, ya que la cámara utilizada obtiene su mejor rendimiento 
grabando en distancias cortas. La visión de los parapentistas es posible porque pasaron 
cerca; de no haber sido así, sería prácticamente imperceptible. Por otra parte, la cámara 
recoge el sonido que produce uno de los parapentes simplemente al pasar: es el ruido al 
"cortar" el aire, el producido por el mero hecho de volar. La grabación de este sonido 
generado por el parapente sólo se entiende si el vuelo se produce cerca de la cueva donde 
está instalada la cámara. Inmediatamente después, a las 16:07:19 el mismo parapentista 
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grita: "heyyy", dice una frase incomprensible y concluye con un "uuuuhuuu". Esta 
onomatopeya vuelve a oírse, con menor volumen, al minuto siguiente. Se trata sin duda de 
exclamaciones, que en esta situación no dejan de ser molestias manifiestas para esta especie. 
2.- Respecto a que no se ha tenido en cuenta la circunstancia de la intervención del personal 
de medio ambiente en el hecho, manifestar que el citado informe de la Sección de 
Biodiversidad de mayo de 2009 indica que en los casos de puestas dobles de 
quebrantahuesos, la única forma conocida para lograr la supervivencia de los dos pollos es 
retirar uno de ellos, el menor. La estrategia nacional para la conservación del 
quebrantahuesos en España contempla esta acción, cuyo objetivo es incrementar la 
productividad de la especie y así mejorar su estado como población. En aplicación de esta 
estrategia, se procedió a retirar el segundo pollo, para lo que hubo que descender hasta el 
nido. Al lanzar las cuerdas, la hembra salió precipitadamente, probablemente pisando al 
primer pollo, el mayor, pero en ningún caso las cuerdas golpearon a ninguno de los pollos. 
Por la tarde, casi al anochecer y al ver que los adultos no regresaban, se autorizó por parte 
de la jefatura de Servicio la retirada del primer pollo (el mayor). En esa intervención 
participaron dos técnicos y dos agentes. El pollo fue retirado vivo del nido y trasladado a 
Zaragoza, dónde murió. La muerte no es atribuible, según la necropsia, a ningún 
traumatismo. 
3.- Respecto a la intencionalidad en la acción, en el caso que nos ocupa, no se está 
atribuyendo plenamente la muerte del pollo a los parapentistas, si bien se considera que éstos 
produjeron molestias, circunstancia ratificada por el informe del técnico de este Servicio, 
aunque éstas fuesen independientes del resultado final, por lo que en este expediente 
exclusivamente se relacionan las molestias causadas por los vuelos cercanos al nido y los 
gritos, acciones constitutivas de infracción administrativa independientemente del resultado 
de muerte, que al coincidir con el día de la intervención relativa al segundo pollo incrementó 
notablemente las probabilidades de fracaso de la unidad reproductora y por tanto de la 
acción de gestión de la especie. 
Por otra parte, el Decreto 45/2003, de 25 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se 
establece un régimen de protección para el quebrantahuesos y se aprueba el Plan de 
Recuperación (BOA, de 12 de marzo de 2003), determina en su artículo 2 que el "Decreto 
será de aplicación a todo el territorio definido como ámbito de aplicación del Plan de 
Recuperación, establecido en el apartado 5 del Plan de Recuperación. Como anexo 2 de este 
Decreto, aparece la delimitación gráfica del ámbito de aplicación". 
Asimismo el artículo 6 del citado Decreto indica que "corresponde al Departamento de 
Medio Ambiente, a través de la Dirección General del Medio Natural, asegurar el 
cumplimiento del Plan de Recuperación". En el apartado 2 manifiesta que "con la finalidad 
de impulsar y coordinar las actividades previstas en el Plan de Recuperación y en el régimen 
de protección, el Consejero de Medio Ambiente designará a un técnico de la citada Dirección 
General como coordinador del Plan". 
El citado Decreto indica que hay una amplia gama de actividades recreativas, algunas de 
ellas de nueva implantación, que suponen graves alteraciones en la nidificación, como el 
Parapente, escalada y senderismo han sido identificadas como las causantes directas de la 
pérdida de varias nidadas en los últimos 10 años. Por ello dentro del ámbito de aplicación 
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del plan se determinan actuaciones previstas en él sobre la base de directrices y actuaciones, 
como regula el artículo 6.1.- Incrementar el número de ejemplares hasta conseguir un núcleo 
poblacional estable y suficiente en su área de distribución actual en relación con el apartado 
6.1.2.1.2.- Asegurar que el vuelo de aviones y otros aparatos (helicópteros, parapente, 
ultraligeros, etc.) se realice a más de 1.000 metros sobre las áreas críticas. 
En cuanto a las cuestiones específicamente planteadas por el Justicia de Aragón, cumple 
informar lo siguiente: 
- En cuanto a si se ha realizado alguna labor de información, con fecha 23 de octubre de 
2009 la Sección de Biodiversidad de este Servicio ha comunicado que no se ha realizado 
ninguna labor informativa. 
- Respecto a si se ha estudiado la intervención en el rescate del segundo pollo, ésta es una 
técnica orientada a mejorar la productividad de la reproducción de la especie, y considerada 
de alto riesgo para el pollo que se deja en el nido, según informa la sección de Biodiversidad 
en informe que se adjunta, junto con el vídeo del día de los hechos. 
Asimismo el informe de la Sección de Biodiversidad de mayo de 2009 indica que en los casos 
de puestas dobles de quebrantahuesos, la única forma conocida para lograr la supervivencia 
de los dos pollos es retirar uno de ellos, el menor. La estrategia nacional para la 
conservación del quebrantahuesos en España contempla esta acción, cuyo objetivo es 
incrementar la productividad de la especie y así mejorar su estado como población. En 
aplicación de esta estrategia, se procedió a retirar el segundo pollo, para lo que hubo que 
descender hasta el nido. Al lanzar las cuerdas, la hembra salió precipitadamente, 
probablemente pisando al primer pollo, el mayor, pero en ningún caso las cuerdas golpearon 
a ninguno de los pollos. 
Por la tarde, casi al anochecer y al ver que los adultos no regresaban, se autorizó por parte 
de la jefatura de Servicio la retirada del primer pollo (el mayor). En esa intervención 
participaron dos técnicos y dos agentes. El pollo fue retirado vivo del nido y trasladado a 
Zaragoza, dónde murió. La muerte no es atribuible, según la necropsia, a ningún 
traumatismo. 
- El fundamento de la intencionalidad, además de las circunstancias que ya se han relatado 
en el punto anterior número tres, se encuentra en las grabaciones, remitidas a los 
interesados, en las que se muestra que el vuelo de los parapentistas en el entorno del nido fue 
presenciado directamente por cuatro Agentes de Protección de la Naturaleza y dos técnicos 
del Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón. Tres de ellos (dos Agentes 
junto con el técnico de biodiversidad) se desplazaron desde la casa forestal de Benasque 
hasta las antenas situadas al pie de la pared para solicitar a los parapentistas que 
abandonaran la zona. Durante el trayecto se comprobó varias veces que éstos seguían dando 
vueltas en la proximidades del nido, alejándose de la pared en el momento que los Agentes y 
el técnico llegaban al pueblo de Cerler. Con base en la grabación se puede afirmar que el 
vuelo de estos deportistas en ese entorno fue como mínimo de 8 minutos (primera 
observación a las 16:02 y última a las 16:10). El vuelo junto a la pared fue claramente una 
molestia para esa UR (Unidad Reproductora) porque no sólo pudo llegar a ahuyentar a los 
progenitores de la zona, sino que además, mientras los denunciados estuvieron volando junto 
al nido, impidieron su regreso, contribuyendo al fracaso de la UR. 
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- Que en cuanto a la proporcionalidad de la sanción, su importe se justifica por la gravedad 
del hecho denunciado y por ser la afectada una especie en peligro de extinción, dotada de un 
Decreto específico, el citado 45/2003, por el que se establece un régimen de protección para 
el quebrantahuesos y se aprueba el Plan de Recuperación. E incluso en el informe de la 
Sección de Biodiversidad de este Servicio de 12 de marzo de 2009 se indicaba que debía 
imponerse una multa no inferior a los 1.000 euros, en atención al artículo 77 de la citada Ley 
42/2007 que determina la clasificación de las sanciones y su proporcionalidad. Junto a ello 
señalar que en los informes de los técnicos del Servicio se ha determinado que los daños de 
los hechos han sido irreversibles. 
En conclusión, el procedimiento sancionador de referencia se resolvió declarando a XXX 
responsable de la infracción administrativa del artículo 76.1 o) de la citada Ley 42/2007, e 
imponiéndole la sanción de multa por importe de MIL EUROS (1.000 Euros)”. 
Acompaña a este informe copia del expediente sancionador instruido y las imágenes del nido, 
donde se pueden observar las circunstancias que se mencionan en la presente resolución. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la concurrencia de intencionalidad en la actuación de los sancionados. 
La Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, establece 
en su artículo 67 el catálogo de infracciones administrativas, entre las que se encuentra la 
regulada en su letra o): “La perturbación, muerte, captura y retención intencionada de 
especies de aves en las épocas de reproducción y crianza, así como durante su trayecto de 
regreso hacia los lugares de cría en el caso de las especies migratorias”. 
La intencionalidad en la comisión de los hechos se muestra como un elemento esencial a la 
hora de atribuir responsabilidad al causante de los mismos y asignarle la calificación de 
infractor. El precepto señala cuatro acciones, en relación con las especies de aves, en los que 
el grado de intención puede valorarse de diferentes formas: la captura y retención sí que 
implican una acción positiva, pues es difícilmente concebible que se pueda capturar o retener 
un ave sin tener conocimiento de ello, lo que implica una intencionalidad en la acción, que no 
necesariamente ha de ser reprochable (se puede recoger un ave herida con el fin de entregarla 
a personas responsables, o ayudarle a salir de un sitio en que esté atrapada, o alterar su 
quietud para evitarle un peligro, etc.). 
Sin embargo, tanto la perturbación como la muerte de aves pueden ser causadas por voluntad 
de la persona interviniente como de forma totalmente ajena, e incluso contraria, a esta (p.ej., 
impacto con un vehículo que circula por la carretera), y también sin su conocimiento; en este 
último caso, se ha de determinar si tal ausencia de conocimiento es debida a negligencia, 
cuando el causante debería haber sabido que su acción podría ocasionar un resultado 
indeseable, o de forma totalmente fortuita, si el sujeto no ha tenido forma razonable de 
conocer que el resultado de su acción daría como resultado la perturbación o muerte de un 
animal. 
Entra, pues, aquí en juego la llamada prueba por presunciones o prueba indiciaria, que permite 




Así, esta presunción supone la existencia de unos datos objetivos como son los indicios, pero 
también implica la subjetividad del juzgador por lo que el razonamiento de éste debe ser 
coherente, lógico y racional, pues de otro modo se vulneraría el principio de presunción de 
inocencia. El Tribunal Constitucional ha admitido la prueba indiciaria como prueba de cargo, 
pero estableciendo unos requisitos esenciales (STC 22/12/1986, STC 14/10/2002, STS 
18/1/2000): 
- Existencia de pluralidad de indicios 
- Los indicios deben estar acreditados mediante prueba directa 
- No deben ser contradichos por otros indicios de signo contrario 
- El órgano sancionador ha de manifestar de forma expresa el razonamiento por el que, 
partiendo de los indicios probados, llega con certeza a la conclusión sancionadora. Este 
requisito enlaza con la exigencia constitucional de motivación de las resoluciones 
sancionadoras y de no vulneración del principio de presunción de inocencia. 
Del estudio pormenorizado del expediente se derivan las siguientes consideraciones: 
- La persona sancionada difícilmente podía tener conocimiento de que en las inmediaciones 
del lugar donde realizaba su actividad de vuelo existía un nido de quebrantahuesos, puesto 
que, como informa la Administración, no se ha realizado ninguna actuación tendente a 
minimizar las molestias por la acción humana en las áreas críticas, entendiéndose como tal los 
territorios de nidificación de la especie. 
Así, según establece la Directriz 6ª del “Plan de Conservación del Quebrantahuesos en 
Aragón”, se ha de “asegurar que el vuelo de aviones y otros aparatos (helicópteros, 
parapente, ultraligeros, etc.) se realice a más de 1.000 metros sobre la vertical de los 
sectores de nidificación” y para ello se deberán establecer contactos “con la Federación 
Aragonesa de Deportes Aéreos y escuelas o centros de adiestramiento de parapente, ala delta 
y otros deportes de similares características” a fin de que estos sectores aparezcan señalados 
como áreas de exclusión temporal para el vuelo. A diferencia de otras actividades en la 
montaña, como el senderismo, que son practicadas por un número elevado e indeterminado de 
personas sin ningún requisito previo, la práctica de deportes de vuelo sin motor es minoritaria 
y usualmente los practicantes están federados o canalizan su actividad a través de unas pocas 
empresas, lo que facilita en gran medida una acción preventiva. 
- Otro indicio negativo lo encontramos en la ausencia de motivación del sancionado para 
desarrollar con consciencia y voluntad la conducta típica, pues del expediente no se deriva 
causa alguna que justificara la intencionalidad de volar cerca del nido. La explicación que da 
el denunciado en sus alegaciones resulta coherente, al indicar que lo hizo así buscando “la 
térmica propicia que nos permitiera elevarnos por encima de las montañas, que era lo que 
pretendíamos, y esa búsqueda es lo que nos llevó a acercarnos a las laderas de la cordillera”. 
- De los actos posteriores desarrollados por la persona sancionada tampoco se deriva prueba 
indiciaria que permita afirmar que su acción fue voluntaria. Así, se aprecia una total 
colaboración con los Agentes de Protección de la Naturaleza, según narran ellos mismos en el 
informe denuncia de 02/03/09; en él, tras informar a los parapentistas “que han volado junto a 
una pared donde están criando los Quebrantahuesos (Gypaetus barbatus) y que el adulto ha 
abandonando el nido dejando al pollo solo” y declarar estos su ignorancia de la existencia del 
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nido, revisan las cámaras de fotos y vídeo sin encontrar ninguna fotografía ni grabación del 
quebrantahuesos ni del nido, que podría haber constituido un motivo para acercarse al mismo 
y delatar la intencionalidad que se les atribuye. Asimismo, el denunciado facilita su número 
de móvil personal para que se le localice si en algún momento se observa algún parapente 
volar por zonas en las que cría algún ave, por si pudiera avisarle, y se interesan por el periodo 
de tiempo que sería recomendable no volar por la zona de "las antenas de Cerler". 
- El órgano sancionador parece considerar determinante como indicio positivo de 
intencionalidad el documento obtenido de un blog del Sr. XX donde describe un vuelo en el 
que, para salir de un determinado punto, observan el vuelo de un quebrantahuesos y siguen su 
estela. Se describe esta acción en los siguientes términos: “… llegamos sobre el pueblo de 
Cerler, donde encontramos la primera térmica. Tras girar esta planeamos hacia el despegue 
de la Mina en las laderas del Pico Burroyo, después de un rato haciendo termoladera por 
debajo de este, vernos el parapente de B. piloto de T.T. que ha despegado del despegue del 
Mirador y como nosotros está peleando con la termoladera. Al de un rato vemos sobre 
nosotros pero hacía el valle al quebrantahuesos girando una térmica. Nos situamos todos 
debajo de él y enganchamos la burbuja que nos sube girando a todos al Burroyo 2300m. C. y 
yo decidimos cruzar el valle hacía las Tucas de Ixeía, rascarnos algo de ladera en ellas, y 
planeamos hacia el pueblo de Benasque, unos giros sobre el pueblo y para el aterrizaje”. El 
informe concluye “De lo expuesto en la denuncia por los APN se podría deducir la ausencia 
de intencionalidad, sin embargo en base a lo leído en el blog se entiende que esa 
intencionalidad sí que pudo existir”. 
- Sin embargo, este indicio podría ser contradicho por la posdata del mismo documento en el 
que se plasma el ánimo del deportista, cuando manifiesta “Si os animáis a venir por aquí no 
dudéis en poneros en contacto con los pilotos del valle que con mucho gusto os indicaremos 
las normas para practicar el parapente y el speed ridíng en la estación de esquí de Cerler, o 
donde no rascar ladera para no molestar al quebrantahuesos….”. 
- Reseñar, por último, que el acuerdo de iniciación del procedimiento sancionador señala 
como hechos “Volar en las cercanías de un nido de quebrantahuesos con un parapente. La 
presencia del denunciado emitiendo gritos se observó en la cámara que vigila el nido”. 
Trasladado este acuerdo al denunciado, éste alega y explica que “Los gritos fueron de 
llamada de atención para evitar encontronazos” , reiterando que su presencia allí se debió a 
buscar la térmica que le ayudase a ascender y su ignorancia sobre la existencia del nido, dado 
que no existía ninguna comunicación al respecto. 
A la vista de todo lo anterior, y teniendo en cuenta que en el procedimiento sancionador se 
exige la prueba de la intencionalidad (voluntad) de la conducta, proponemos que el órgano 
sancionador efectúe una nueva valoración de los hechos expuestos en el expediente, a fin de 
constatar, con la debida certeza, que en el proceso probatorio que ha concluido con la 
resolución sancionadora objeto de queja se ha respetado el principio de presunción de 
inocencia en los términos establecidos para la prueba indiciaria. 
Segunda.- Sobre la falta de actuación preventiva. 
El primer plan de recuperación del quebrantahuesos en Aragón se aprobó mediante Decreto 
184/1994, de 31 de agosto, de la Diputación General de Aragón, por el que se establece un 
régimen de protección para el quebrantahuesos y se aprueba el Plan de Recuperación. Este 
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documento identifica la problemática de conservación de la especie, detallando los diferentes 
factores que le afectan (destrucción directa, tendidos eléctricos y remontes de esquí, caza 
ilegal, venenos, interferencias en la reproducción, maniobras militares, batidas de caza, 
deportes, etc.) y prevé una serie de directrices y actuaciones tendentes a incrementar el 
número de ejemplares hasta conseguir un núcleo poblacional estable y suficiente en su área de 
distribución.  
Entre otras medidas, y con relación al caso que nos ocupa, figura la reseñada con el número 
6.1.2, tendente a incrementar la productividad de las parejas nidificantes; una de las 
actuaciones en este ámbito pretende minimizar las molestias por acción humana en las áreas 
críticas –el artículo 3.3 entiende como tales los territorios de nidificación de la especie-, y 
para ello establece unas medidas que deberá aplicar el Departamento de Medio Ambiente, a 
quien el artículo 4.1 del Decreto encomienda el cumplimiento del Plan de Recuperación. Con 
relación a las actividades de vuelo son las siguientes: 
“6.1.2.1.2.- Asegurar que el vuelo de aviones y otros aparatos (helicópteros, parapente, 
ultraligeros, etc.) se realice a más de 1.000 metros sobre las áreas críticas. 
6.1.2.1.3.- Establecer todos los controles legales posibles para evitar el acceso de personas a 
las áreas críticas, desde el mes de diciembre hasta el mes de abril, ambos incluidos. 
6.1.2.1.5.- Informar a los organismos y asociaciones afectados, tanto públicas como 
privados, de las medidas propuestas en los apartados 1.2.1.2. y 1.2.1.3. para conseguir la 
máxima aceptación, reduciendo los posteriores conflictos”. 
Este Plan de Recuperación se sustituye en 2003 por el aprobado mediante Decreto 45/2003, 
de 25 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se establece un régimen de protección 
para el quebrantahuesos y se aprueba el Plan de Recuperación, que también establece una 
serie de directrices y actuaciones. Las relativas a las actividades vuelo se concretan con mayor 
detalle, pues encomienda a la Administración “6.1.2.2.2.- Establecer contactos en el mismo 
sentido con la Federación Aragonesa de Deportes Aéreos y escuelas o centros de 
adiestramiento de parapente, ala delta y otros deportes de similares características”. 
De acuerdo con el informe reproducido en los antecedentes, por parte de la Administración 
ambiental “ no se ha realizado ninguna labor informativa”. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente las siguientes 
SUGERENCIAS: 
Primera.- Que, atendiendo a las anteriores consideraciones, especialmente las relativas a la 
intencionalidad de la conducta sancionada, valore la procedencia de resolver el expediente 
sancionador de acuerdo con los criterios antes referidos. 
Segunda.- Que active las acciones informativas previstas en el Plan de Recuperación del 
Quebrantahuesos a fin de conseguir los fines previstos en el mismo y garantizar la máxima 
seguridad jurídica en la práctica de actividades (caza, vuelo, senderismo, etc.) que pudieran 
afectar al desarrollo de esta especie. 
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Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
9.3.2 13 de mayo de 2010. Necesidad de poner en marcha el sistema de recogida de 
animales abandonados previsto en la Ley de Protección Animal. Departamento de 
Agricultura. DGA. 
El Justicia insta al Departamento de Agricultura y Alimentación a desarrollar las medidas 
necesarias para dar cumplimiento a la Ley 11/2003 de protección animal de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. A la vista de una queja recibida, se detecta que desde la entrada en 
vigor de la norma no se han acondicionado nuevos centros de recogida de animales, siendo 
dichas labores suplidas en algunos puntos de la geografía aragonesa por asociaciones para 
la protección y defensa de los animales. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 11/06/09 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando que la 
falta de desarrollo reglamentario de la Ley 11/2003, de 19 de marzo, de protección animal en 
la Comunidad Autónoma de Aragón, está impidiendo la plena aplicación de sus previsiones, 
muchas de las cuales se remiten a las normas que han de ser aprobadas por Decreto del 
Gobierno.  
Se cita, a modo de ejemplo, el problema existente en la recogida de perros abandonados, pues 
siguen existiendo los centros que ya había a la entrada en vigor de la Ley (dos centros de 
recogida dependientes de las Diputaciones Provinciales de Zaragoza y Huesca y uno 
municipal en Zaragoza), pero no se ha creado ningún otro; a este respecto, el artículo 7 de la 
Ley prevé que dispongan de tales centros los municipios mayores de 5.000 habitantes. Pero 
hay otras cuestiones que deben ser objeto de regulación reglamentaria para que pueda 
aplicarse la Ley: obtención del carné de cuidador y manipulador de animales, control 
sanitario, censos de animales de compañía, núcleos zoológicos, transporte de animales, 
experimentación, decomisos, entidades colaboradoras de la Administración, etc.  
SEGUNDO.- Admitida la queja, y en orden a la instrucción del expediente, se envió con 
fecha 29/11/09 un escrito al Consejero de Agricultura y Alimentación recabando información 
sobre la cuestión planteada y, en particular, las previsiones existentes para el desarrollo 
reglamentario y plena aplicación de los mandatos de la Ley de Protección Animal.  
TERCERO.-La respuesta del Departamento se recibió el 24/09/09, y en ella hace constar lo 
siguiente:  
“1.- Diversos de los aspectos que en el escrito de queja se indican que no han sido objeto de 
desarrollo en realidad si que lo han sido, tal como se observa conforme a la relación de 
normas aprobadas que, a continuación se recoge:  
a) Decreto 64/2006, de 7 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la 




b) Decreto 187/2008, de 23 de septiembre, del gobierno de Aragón, por el que se aprueba el 
Reglamento de organización y funcionamiento del Comité Consultivo para la Protección y 
Bienestar Animal y de la declaración de las asociaciones de protección y defensa de los 
animales, como entidades colaboradores de la Administración. Este decreto regula la 
organización y funcionamiento del Comité Consultivo para la Protección y Bienestar Animal 
y de la declaración de las asociaciones de protección y defensa de los animales, como 
entidades colaboradoras de la Administración.  
c) Decreto 239/2008, de 16 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se establecen 
las normas de homologación de los cursos de formación y las de acreditación de las 
entidades de formación, de los cuidadores y manipuladores de animales, de los adiestradores 
de los animales de compañía y de los animales potencialmente peligrosos.  
d) Orden de 10 de abril de 2006, del Departamento de Agricultura y Alimentación, por la que 
se convoca el proceso de homologación para el ejercicio profesional en los centros de 
experimentación animal y otros fines científicos.  
2.- En relación con los núcleos zoológicos existe un anteproyecto de Decreto, actualmente 
pendiente de dictamen de la Comisión Jurídico Asesora, en el que se han incorporado las 
modificaciones acordadas con el Departamento de Medio ambiente para coordinarlo con el 
futuro decreto sobre parques zoológicos que corresponde elaborar al último Departamento 
citado. Este anteproyecto de Decreto recoge:  
 - Autorización y registro  
 - Requisitos y condiciones de autorización  
 - Tramitación y registro  
 - Obligaciones documentales  
 - Deberes de información  
 - Transporte y movimiento de animales  
 - Manejo, comercio y sacrificio de animales  
 - Autorización específica para los núcleos zoológicos itinerantes o temporales.  
3. Por otro lado, cabe indicar que por el Departamento se han efectuado las actuaciones 
preparatorias precisas para la constitución del Comité que regula el Decreto 187/2008, 
estando previsto que antes de final del 2009 se hayan nombrado sus miembros y constituido 
el Comité.  
4.- El Decreto 302/2003 del Gobierno de Aragón que aprueba la estructura del 
Departamento de Agricultura y Alimentación atribuye a éste la competencia en materia de 
bienestar y protección de los animales, con excepción de la fauna silvestre, desarrollando tal 
actuación el departamento a través de la Dirección General de Alimentación, como Centro 
Directivo existente en la materia  
CUARTO.-Considerando que el problema existente para la recogida de perros abandonados, 
uno de los aspectos que más preocupaba en la queja, no había sido abordado en esta 
información, pues a pesar de las previsiones de la Ley 11/2003 no se ha creado ningún centro 
nuevo para la recogida de perros abandonados, con el consiguiente problema en determinadas 
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zonas donde no alcanza la actividad de las únicas tres perreras actualmente existentes, se 
solicitó una ampliación de información relativa a las previsiones del Departamento para 
materializar esta previsión de la Ley; en respuesta a esta cuestión, indica en un informe:  
“1.- Por parte de las Administraciones locales y autonómica, no se tiene constancia de que el 
servicio de recogida de animales abandonados no se haga eficazmente y en las condiciones 
higiénico-sanitarias y de bienestar animal exigidas.  
Por parte de la Administración local y autonómica se procede a decomisar los animales que 
por razones de urgencia hay que recoger  
2.- El servicio que actualmente prestan los centros de recogida está garantizado al disponer 
de los medios necesarios para la recogida de animales abandonados, así como su 
mantenimiento y cuidado. Por otro lado no está previsto, en la actualidad, que los municipios 
de más de 5000 habitantes dispongan de servicios de recogida y guarda a corto plazo. Sí que 
es posible que, parte de estas actuaciones se instrumenten mediante convenios para la 
realización de estas actividades con las asociaciones de protección y defensa de los animales 
que hayan sido declarados colaboradores de la Administración autonómica”.  
QUINTO.- De acuerdo con la información recabada en otros ámbitos, se ha comprobado que 
el servicio de recogida de perros abandonados se realiza en las provincias de Huesca y 
Zaragoza a través de las respectivas Diputaciones Provinciales, y en la ciudad de Zaragoza a 
través de una empresa contratada a tal efecto, que ha sustituido a la antigua perrera municipal. 
Sin embargo, en la provincia de Teruel no hay ningún servicio público que realice esta labor, 
que en algunos casos se realiza por asociaciones particulares de forma voluntaria.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligación de generalizar la recogida de perros y otros animales 
abandonados.  
Sin perjuicio de recordar la necesidad de culminar el desarrollo reglamentario de la Ley 
11/2003, de 19 de marzo, de protección animal en la Comunidad Autónoma de Aragón, que 
permita la aplicación plena de sus preceptos, la cuestión que aquí se aborda principalmente es 
el problema de la recogida de los animales abandonados que, como se ha indicado, es el 
principal objeto de la queja ciudadana.  
La Ley ordena un sistema de recogida de los animales abandonados, estableciendo los 
trámites y mecanismos que puedan aplicarse para que se recuperen por sus titulares o, en caso 
contrario, puedan cederse a un tercero con aptitud para ser receptor de tal cesión, siendo el 
último recurso, una vez apurado el ejercicio de tales opciones, su sacrificio de acuerdo con los 
plazos marcados en la norma y aplicando para ello solo los procedimientos en ella 
establecidos.  
De acuerdo con este criterio, el artículo 20 define lo que debe considerarse como animal de 
compañía abandonado y encomienda a los ayuntamientos o mancomunidades de municipios, 
comarcas o diputaciones provinciales, “contar con servicios de recogida de los animales 
abandonados, así como para el mantenimiento y cuidado de éstos, hasta que el propietario 
aparezca, sean cedidos a nuevas personas o sacrificados eutanásicamente”, posibilitando que 
estos servicios puedan prestarse, mediante el oportuno convenio, con las asociaciones de 
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protección y defensa de los animales que lo soliciten y que hayan sido declaradas 
colaboradoras de la Administración autonómica.  
Atendida la situación actual, y salvo algún caso específico que se realiza por asociaciones 
protectoras de animales, en la provincia de Teruel no existe ningún servicio público dedicado 
a la recogida de animales abandonados, con lo que no se da cumplimiento al mandato de la 
Ley de Protección Animal para abordar este problema. Dado que, conforme a lo establecido 
en el Decreto 302/2003 del Gobierno de Aragón que aprueba la estructura del Departamento 
de Agricultura y Alimentación, ostenta éste la competencia en materia de bienestar y 
protección de los animales, le corresponde promover las medidas para darle solución.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Agricultura y Alimentación la 
siguiente SUGERENCIA:  
Que, en ejercicio de las competencias que la Ley de Protección Animal asigna a ese 
Departamento, ponga en marcha las medidas necesarias para que, por la vía más adecuada de 
entre las previstas en la misma, la recogida de animales abandonados se realice con 
normalidad en todo Aragón y se de cumplimiento a las previsiones legales en esta materia.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.3.3 9 de diciembre de 2010. Daños agrarios causados por especies cinegéticas. 
Obligación legal del titular del coto de indemnizar al perjudicado. Ayuntamiento de 
Albalate de Arzobispo.  
La Institución media en una queja recibida por parte del propietario de un terreno agrario, 
en el que se han producido daños generados como consecuencia de la entrada en éste de 
cabras montesas procedentes de un coto de caza de titularidad municipal. Alega el 
Ayuntamiento responsable del perjuicio la existencia de un convenio entre la Sociedad de 
Cazadores y la Administración local, mediante el que la primera asume el pago de las 
indemnizaciones producidas por especies cinegéticas. Habiéndose intentado llegar, sin 
resultado, a un acuerdo entre el perjudicado y la Sociedad de Cazadores, la Institución insta 
al Ayuntamiento a mediar en este procedimiento o, subsidiariamente, a abonar la 
indemnización procedente. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El 18 de diciembre de 2009 se registró en esta Institución una queja por la 
supuesta desatención del Ayuntamiento de Albalate del Arzobispo a la reclamación por los 
daños que unas cabras montesas produjeron en septiembre de 2009 en los árboles de una finca 
de D. M. en ese término municipal.  
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La reclamación se fundamentaba en que la parcela en cuestión se encuentra dentro del coto 
Municipal de Caza TE-10.194-D, gestionado por dicho Ayuntamiento, e iba acompañada de 
una valoración efectuada por una Ingeniera Técnica Agrícola.  
Tras estudiar el contenido de la solicitud, se comprobó que hacía referencia a una cuestión 
abordada anteriormente como consecuencia de un problema similar: los daños producidos en 
cultivos agrícolas por una especie cinegética procedente de un coto municipal, y la 
desatención de la Administración a la hora de hacer frente a su responsabilidad, derivada 
directamente de la Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón.  
En aquella ocasión se concluyó (expediente DI-1659/2008-2) remitiendo una Sugerencia al 
Ayuntamiento afectado; dada la identidad de los hechos, se informó al ciudadano de las 
consideraciones jurídicas y la resolución adoptada, que le era favorable a su postura, para que 
pudiese fundamentar en ellos su reclamación al Ayuntamiento. Esta información le fue 
remitida el día 08/01/10.  
SEGUNDO.-Sin embargo, con fecha 11/03/10 compareció de nuevo en nuestra oficina para 
informar que el problema no había quedado resuelto y que seguía sin ver compensados los 
daños, pues en el Ayuntamiento le indicaron “Que estas reclamaciones se han consultado con 
la Sociedad de Cazadores de Albalate del Arzobispo que tiene la gestión del Coto Municipal 
y la responsabilidad de indemnizar por los daños que se puedan ocasionar por las especies 
de caza en el Coto Municipal de Caza nº TE-10.194-D, sin que se hayan hecho cargo de estos 
daños”.  
El afectado no está conforme con esta resolución, puesto que, con independencia de las 
relaciones existentes entre la entidad titular del coto y la sociedad de cazadores, el coto es 
municipal y corresponde al Ayuntamiento responder en los términos que señala la Ley de 
Caza.  
TERCERO.-Con todo ello, se inició un expediente para conocer de forma completa el 
problema. A tal fin, con fecha 22/03/10 se remitió un escrito al Ayuntamiento de Albalate del 
Arzobispo solicitando un informe sobre la cuestión planteada y copia de las actuaciones 
realizadas tras la reclamación del perjudicado.  
En respuesta a esta petición, que fue reiterada el 17/05/10, se recibió un comunicado del 
Ayuntamiento indicando que “los daños causados por especies cinegéticas dentro del Coto 
Municipal de Caza de Albalate del Arzobispo son responsabilidad de la Sociedad de 
Cazadores de Albalate del Arzobispo, por tenerlo así inscrito entre ambas partes mediante un 
Convenio”.  
Reclamado el texto del convenio, se recibió unos días más tarde, informando el Alcalde que 
se habían mantenido en el Ayuntamiento varias reuniones entre la Sociedad de Cazadores y 
los afectados para alcanzar un acuerdo sobre esta cuestión.  
El convenio reconoce la titularidad del ayuntamiento sobre el coto, y establece los derechos y 
obligaciones de ambas partes en cuanto a su gestión, señalando expresamente la cláusula 
cuarta “A los efectos previstos en el artículo 70 de la vigente Ley de Caza, la Sociedad de 
Cazadores asume expresamente las posibles indemnizaciones que pudieran derivarse de 
daños ocasionados, en actuaciones negligentes, por especies de fauna silvestre susceptibles 
de aprovechamiento cinegético”.  
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CUARTO.-Con posterioridad se recibió información acerca de una reunión entre los 
afectados y los responsables de dicha Sociedad para valorar los daños, habiendo concluido 
con absoluta falta de avenencia, al ser las cantidades ofrecidas en concepto de indemnización 
muy inferiores a los perjuicios reclamados por los interesados mediante informes periciales, 
sin que, al parecer, exista voluntad de seguir debatiendo esta cuestión para alcanzar un 
acuerdo.  
Considerando que dejar las cosas en este estado suponía una situación de indefensión para 
estas personas y que, en última instancia, la responsabilidad por daños agrarios producidos 
por especies cinegéticas es del titular del coto, con fecha 6 de julio se remitió un nuevo escrito 
al Ayuntamiento para conocer sus previsiones en orden al cumplimiento de la cláusula cuarta 
del convenio de 04/03/03 en condiciones justas.  
QUINTO.-Tras reiterar esta solicitud en fechas 6 de septiembre y 11 de noviembre, el día 22 
de este mes se recibió contestación del Ayuntamiento aludiendo al intento de llegar a un 
acuerdo del perjudicado con los cazadores, y en caso de no lograrlo, acudir a la vía judicial.  
Puesta de manifiesto la posición municipal, que es remitir la responsabilidad por los daños de 
las cabras a la sociedad de Cazadores, sin asumir las obligaciones derivadas de su titularidad, 
y conocida la importante discrepancia entre ambas partes, se procede a dictar resolución.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la responsabilidad por daños agrarios de especies cinegéticas.  
Como ya se indicó en el anterior expediente, la responsabilidad por daños de naturaleza 
agraria producidos por especies cinegéticas viene regulada en la vigente Ley 5/2002, de 4 de 
abril, de Caza de Aragón, en los siguientes términos:  
“Artículo 71.-De la responsabilidad por daños producidos por las especies cinegéticas.  
1 Los titulares de terrenos cinegéticos serán responsables de los daños de naturaleza 
agraria ocasionados por las especies cinegéticas procedentes de los mismos, salvo que el 
daño causado sea debido a culpa o negligencia del perjudicado o de un tercero ajeno al 
titular de la explotación.  
2 La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón será responsable de los 
daños de naturaleza agraria producidos por las especies cinegéticas procedentes de los 
refugios de fauna silvestre, de los vedados y de las zonas no cinegéticas que no tengan la 
condición de voluntarias, salvo que el daño causado sea debido a culpa o negligencia del 
perjudicado o de un tercero ajeno al titular de la explotación.  
3 Los propietarios de terrenos clasificados como zonas no cinegéticas voluntarias, de 
acuerdo con lo establecido en la presente Ley, serán responsables de los daños de cualquier 
naturaleza ocasionados por las especies cinegéticas procedentes de los mismos, salvo que el 
daño causado sea debido a culpa o negligencia del perjudicado o de un tercero ajeno al 
titular de la explotación.  
4 De los daños de naturaleza agraria causados por especies cinegéticas cuya 
procedencia no sea susceptible de determinación respecto de uno de ellos responderán 
solidariamente los titulares de los terrenos cinegéticos colindantes a la finca del perjudicado, 
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sin perjuicio del derecho de repetición que les pueda asistir entre ellos en proporción a la 
superficie colindante con el predio del perjudicado”.  
Partiendo de esta regulación básica, se debe determinar si concurren aquí las circunstancias 
que determinan la responsabilidad por los daños, que son:  
1ª/ La titularidad del terreno cinegético donde se ha producido; según queda acreditado, la 
finca está enclavada en el coto deportivo de caza TE-10.194-D, cuyo titular es el 
Ayuntamiento de Albalate del Arzobispo.  
2ª/ La naturaleza de los daños: indudablemente, es agraria, puesto que se trata de destrozos 
causados en una plantación de almendros.  
3ª/ La relación de causalidad entre los daños producidos y la acción de especies cinegéticas. 
No hay contradicción acerca de que los daños han sido producidos por cabras montesas; 
conforme al artículo 2 de la Orden de 11 de junio de 2009, del Departamento de Medio 
Ambiente, por la que se aprueba el Plan General de Caza para la temporada 2009-2010 
(B.O.A. de 24 de junio), la cabra montés (Capra pyrenaica) es una especie cinegética 
considerada como pieza de caza mayor en la Comunidad Autónoma de Aragón.  
4ª/ Que el animal proceda del propio coto, y  
5ª/ Que el daño causado no sea debido a culpa o negligencia del  
perjudicado o de un tercero ajeno al titular de la explotación.  
Partiendo de la información disponible, parece que concurren las circunstancias que 
determinan la responsabilidad por los daños del titular del coto, el Ayuntamiento de Albalate 
del Arzobispo, que no han sido discutidas. La formalización de un convenio con la Sociedad 
de Cazadores, que puede ser útil para canalizar a través de la misma su responsabilidad, es 
aceptable si por parte de ésta se da una respuesta justa a los reclamantes pero, si tal no se 
produjere, no puede servir para eximirle del cumplimiento de un deber legal. A tal objeto 
deberá, o bien mediar ante la citada Sociedad para que cumpla lo pactado o, si tal no hiciere, 
instruir el oportuno expediente de responsabilidad para, una vez comprobadas y evaluados los 
daños y la concurrencia de los requisitos legales, indemnizar al perjudicado en la cuantía que 
proceda.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Albalate del Arzobispo la 
siguiente SUGERENCIA:  
Que, atendiendo la reclamación por daños que se le presenta, y de acuerdo con las previsiones 
de la Ley de Caza de Aragón sobre responsabilidad de los titulares de los cotos, medie ante la 
Sociedad de Cazadores de Albalate del Arzobispo para que dé cumplimiento al convenio por 
el que asume la indemnización de daños agrícolas en el coto municipal o, subsidiariamente, 
instruya por sí mismo un expediente de responsabilidad para estudiar la concurrencia o no de 
requisitos legales y, en su caso, la procedencia o no de indemnizar al perjudicado en la cuantía 
que resultase acreditada.  
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Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.4 Actividades clasificadas o peligrosas 
9.4.1 11 de noviembre de 2010. Playas del Ebro. Obligación de ajustarse a la licencia de 
actividad que se tiene concedida. Ayuntamiento de Zaragoza.  
La Institución sugiere al Ayuntamiento de Zaragoza que adopte las medidas necesarias para 
que un establecimiento ubicado en el Parque del Agua, el cual viene efectuando funciones de 
discoteca, ajuste su funcionamiento a licencia de bar-cafetería que tiene otorgada, evitando 
la producción de molestias acústicas. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 27/08/10 tuvo entrada en esta Institución una queja denunciando el 
incorrecto funcionamiento de una instalación del Parque del Agua de Zaragoza. 
En la misma se hace alusión a que determinadas actividades que ocasionalmente tienen lugar 
en la zona de “Las Playas” son propias, en cuanto a su contenido y horarios, de discotecas, 
estando abiertas también a menores, sin que cuenten con la habilitación legal para ello ni 
restrinjan la venta de alcohol por tal motivo. Concretamente, el anuncio que se hace para el 
sábado 9 de octubre, en el ámbito de las Fiestas del Pilar, se indica que la apertura de puertas 
es a las 20 horas y que hay más de diez horas de fiesta, con la intervención de un amplio 
elenco de “discjockeys” e indicación expresa de “Entrada a partir de 16 años”. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 13/09/10 un escrito al 
Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, y 
en particular: 
- Si el recinto de “Las Playas” dispone de licencia y condiciones adecuadas para la actividad 
objeto de queja.  
- Cual es la forma de gestión de este espacio y la forma en que el Ayuntamiento controla que 
se cumplan los límites acústicos y de horarios que tenga establecidos, o los generales de la 
Ciudad, en otro caso. 
- Si se realiza alguna labor de vigilancia para evitar la dispensación de alcohol a menores de 
edad, a los que se habilita expresamente para el acceso en los carteles de propaganda del 
evento. 
TERCERO.- La primera respuesta del Ayuntamiento se recibió el 08/10/10; el informe 
emitido por la Policía Local da cuenta de los siguientes hechos:  
“Con fecha 15 de septiembre de 2010 tuvo entrada por fax en esta Unidad escrito de la 
Asociación provincial de empresarios de salas de fiesta, baile y discotecas de Zaragoza, 
mediante el que denuncia la celebración de un concierto en el establecimiento "LAS 
PLAYAS" el día 9 de octubre de 2010, publicitado como 
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"Rave in the River, Sábado 9 de octubre en Las Playas, terraza & lounge club, apertura de 
puertas 20:00 horas, más de 10 horas de fiesta, entrada a partir de 16 años ...". Mediante 
dicho escrito solicitan de esta Policía Local comprobación de que el establecimiento cumple 
escrupulosamente con la legalidad vigente, concretamente en relación con la entrada de 
menores y los horarios de cierre, y en caso de no cumplirse la normativa vigente adopte las 
medidas necesarias a fin de que no se desarrolle la citada actividad. 
Con fecha 17 de septiembre de 2010 tienen entrada ordinaria en la Unidad escritos de la 
Jefatura Superior de Policía de Aragón-U.C.O.T., mediante los que remiten escritos de 
particulares planteando la situación antes descrita, concierto con posible presencia de 
menores e incumplimiento de normativa, considerando el remitente que dicha actividad 
debería ser suspendida "ya que no es una discoteca ni tiene licencia como tal", denunciando 
asimismo la competencia desleal que esto supone respecto al resto de locales con licencia. 
En la misma línea expone su queja el otro requirente, exigiendo que se realicen inspecciones 
y control de legalidad, incluyendo una comparecencia escrita ante El Justicia de Aragón el 
día 27 de agosto de 2010. 
El establecimiento Las Playas del Ebro se encuentra ubicado en el Paseo del Botánico 6, en 
el interior del Parque del Agua Luis Buñuel. Presenta únicamente licencia urbanística en 
expediente 393760/08 de fecha 25/07/08, concedida por Consejero de Presidencia y Acción 
Social a la sociedad DREAM PLAYAS DEL EBRO, S.L., con CIF n° B- 99178956. 
La vigilancia ordinaria que sobre todo tipo de establecimientos se realiza desde esta Unidad, 
unido a los numerosos requerimientos vecinales y de diversas asociaciones respecto de 
diferentes incumplimientos del presente establecimiento, ha dado como resultado la 
interposición de 14 denuncias al mismo. Cabe destacar entre las mismas las realizadas con 
fecha 4/08/08, 13/06/09, 14/07/09 y 02/07/10, dirigidas a Gerencia de Urbanismo, mediante 
las que se denunciaba la CARENCIA DE LICENCIA DE FUNCIONAMIENTO. Este 
establecimiento ha sido inspeccionado de forma completa por la UPAC en fechas 14/07/09 y 
02/07/10, formulándose las denuncias correspondientes. 
En todo este tiempo el establecimiento Las Playas ha realizado todo tipo de conciertos, 
actuaciones de DJ,s, programaciones completas (Festivales del Ebro, Internacional Hip Hop, 
Plastidepop, etc.), sesiones Máxima FM, incluso retransmisiones en pantalla gigante de los 
partidos de fútbol del Mundial 2010, con asistencia de numerosas personas. Las quejas 
provenientes del funcionamiento de este establecimiento son continuas, centrándose 
principalmente en incumplimiento de horario de cierre y emisión de ruido”. 
Acompañan a este informe copia de las denuncias presentadas, de los carteles anunciadores de 
los efectos y un listado de denuncias efectuado por la propia Policía, por diversas 
infracciones: falta de licencia de apertura, exceso de ruido, incumplimiento de horario, falta 
de requisitos administrativos, etc. 
CUARTO.- Esta información ha sido ampliada con la documentación recibida en fecha 27 de 
octubre, en la que la Oficina de Tramitación de Proyectos Expo señala que la empresa que 
gestiona esta instalación actúa en virtud del título de adjudicatario del contrato para la 
explotación de una parcela con un edificio dedicado a servicios, denominado Centro 




“De la documentación que se remite, interesa destacar que dicha mercantil es titular de una 
licencia para ejercer la actividad de Bar-Cafetería, línea autoservicio del Grupo I y que se 
encuentra en trámite la posterior licencia de puesta en funcionamiento en expediente 
administrativo n° 1.417.630/08, toda vez que al día de la fecha resta que aporten 
documentación requerida a los efectos de la su concesión (cambio de titularidad de licencia 
de la actividad para el resto de los usos que no amparaba la licencia cuya copia al presente 
se adjunta y que obtuvo la mercantil Expoagua Zaragoza 2008, S.A.) si bien el resto de los 
informes técnicos emitidos por los servicios municipales permiten proseguir y concluir su 
tramitación, aunque con condiciones, interesando destacar, a los efectos que ahora nos 
ocupan, el de la Sección Técnica de Ingeniería de la Oficina de Tramitación de Proyectos 
Expo, de fecha 25 de agosto de 2010”. 
Con alusión directa al problema del ruido, consta un informe de la Sección Técnica de 
Ingeniería de la Oficia de Tramitación de Proyectos Expo que alude a una inspección 
realizada con fecha 29/06/10 en la que se comprueba la corrección de las instalaciones 
eléctricas y los aparatos generadores de sonido, que están limitados a 85 y 75 dB(A) en las 
terrazas superior e inferior, respectivamente. Con ello, el informe es favorable a la concesión 
de la licencia de funcionamiento, estableciéndose determinadas condiciones de ruido (valores 
inferiores a 85 dB(A) y remisión al art. 22 de la Ordenanza Municipal de Ruidos y 
Vibraciones) y de horario (el cierre será a la 01:30 horas, con ampliación de una hora los 
viernes, sábados y domingos). 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligación de los establecimientos de ajustarse a las condiciones de la 
licencia de actividad. 
De la exposición de hechos contenida en la queja, los informes municipales y la 
documentación complementaria aportada se desprende que el establecimiento activo en la 
zona de “Las Playas del Ebro” carece de licencia para el ejercicio de parte de la actividad que 
desarrolla habitualmente, incumpliendo tanto los límites de ruido y horarios que tiene 
establecidos, con las consiguientes molestias para terceras personas, como la prohibición de 
acceso a menores prevista en la Ley 12/2001, de 2 de julio, de la infancia y la adolescencia en 
Aragón. 
Esta divergencia entre la realidad y las exigencias legales para el funcionamiento de las 
actividades exige que el Ayuntamiento intervenga para hacer cumplir la normativa en un 
ámbito de su propia competencia, de forma que el establecimiento se ajuste a la licencia que 
tiene actualmente concedida y respete los límites impuestos y que, si quiere desarrollar la 
actividad de discoteca, cumpla los requisitos precisos para ello, garantizando en todo caso la 
ausencia de molestias a los vecinos y la competencia desleal que supone hacia otros 
empresarios del sector que han hecho importantes inversiones para cumplir las condiciones a 
que están sujetos. Este razonamiento resulta especialmente atendible al tratarse de una 
instalación gestionada en virtud de un contrato para la explotación de una parcela de 
propiedad municipal en un parque público. 
En fechas recientes se ha remitido una resolución al Ayuntamiento de Zaragoza a causa de un 
problema similar (Expte. DI-472/2009-2): una discoteca que, teniendo licencia acotada a un 
horario que concluía a las 22:00 horas, prolongaba su actividad en horario nocturno sin 
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disponer de medidas adecuadas de insonorización, con los consiguientes problemas para los 
vecinos. Tratándose de un supuesto similar al que aquí se plantea, las consideraciones, 
fundamentadas en la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos 
públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, no pueden ser otras, por lo que no es precisa su reiteración, remitiéndonos a lo allí 
expuesto. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que adopte las medidas oportunas para que el establecimiento de referencia ajuste su 
funcionamiento a la licencia que tiene concedida y con respeto de las condiciones horarias, 
acústicas, de admisión y demás que le sean de aplicación de acuerdo con la vigente normativa. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
9.5 Espacios naturales protegidos 
9.5.1 1 de marzo de 2010. Conservación del arbolado y del paisaje en la ejecución de 
infraestructuras. Diputación Provincial de Teruel.  
El Justicia recomienda a la Diputación Provincial de Teruel que a la hora de tramitar 
ulteriores proyectos que puedan afectar al paisaje en general y al patrimonio arbóreo en 
particular, valore las alternativas que resulten menos lesivas para este bien protegido. El 
expediente pone de manifiesto como las obras de acondicionamiento de una carretera en la 
Comarca de Matarraña supondrán el arranque de varios cientos de ejemplares de árboles, 
con la consiguiente alteración del paisaje de dicha comarca. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 27/10/09 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo el peligro 
de tala de árboles, entre ellos un gran número de olivos centenarios, en los campos cercanos al 
pueblo de Lledó, con motivo de la obra de mejora de la carretera TE-V-3303, en el tramo de 
Cretas a Lledó, que promueve la Diputación Provincial de Teruel.  
En la misma el interesado relata que algunos vecinos han manifestado su sorpresa y oposición 
por el trazado, siendo que existen otras alternativas menos dañosas, pues entienden que éste se 
ha adoptado únicamente por consideraciones económicas, al implicar menor movimiento de 
tierras; en la queja expresan su posición contraria a que el proyecto se ejecute en los términos 
actuales, instando que se intervenga para evitar que se talen los olivos, pues en tal caso se 




SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión; en orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 29/10/09 un escrito a la Diputación 
Provincial de Teruel recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, con 
indicación a la entidad de la afección a olivos que se alude y si se han valorado alternativas de 
trazado que eviten la tala de estos árboles, así como la documentación gráfica relativa a la 
obra.  
TERCERO.-La respuesta de la Diputación se recibió el 19/11/09, remitiendo en formato 
informático un ejemplar completo del proyecto de la obra. En la parte que concierne al objeto 
de la queja, este documento contiene un Anexo (nº 10) denominado “Ordenación ecológica, 
estética y paisajística”, al que se remite la Memoria general del proyecto y que tiene por 
objeto “proponer las medidas correctoras con el fin de evitar, disminuir, modificar o 
compensar el efecto del proyecto en el medio ambiente, y a la vez tratar de aprovechar mejor 
las oportunidades que brinda el medio para el éxito del proyecto. El objetivo de las medidas 
correctoras debe de ser enfocado como el restablecimiento en el mayor grado posible, de las 
condiciones naturales, sociales y paisajísticas, cuyas funciones van más allá de lo puramente 
operativo y funcional de la explotación de la vía”.  
Siguiendo este propósito, se establecen medidas correctoras sobre diferentes elementos del 
territorio afectados: suelos, fauna, permeabilidad territorial y servicios existentes, calidad del 
aire y acústica, gestión de residuos, etc. En torno a las materias de vegetación y paisaje señala 
lo siguiente:  
“2.2.3. Medidas correctoras sobre la geomorfología y el paisaje.  
El Paisaje es uno de los elementos del medio al que más importancia se le ha dado a la hora 
de realizar la identificación y valoración de impactos.  
Las medidas correctoras más importantes para mitigar los impactos negativos con respecto a 
la geomorfología y el paisaje son las siguientes:  
Se realizará la adecuación morfológica, remodelación de relieves y perfiles en desmontes y 
terraplenes, así como en vertederos, préstamos, etc.  
Con respecto a los vertederos, se escogerán zonas degradadas, tratando de evitar lugares 
donde estén presentes comunidades vegetales en buen estado de conservación, así como los 
cauces tanto continuos como los discontinuos. Se excluirán por tanto todas las laderas de 
barrancos existentes en la zona.  
Se tendrá en cuenta la diferente granulometría de los materiales depositados, colocando 
primero los bloques, luego las gravas, arenas, después las tierras y finalmente los materiales 
finos para que la revegetación no se encuentre limitada por la estructura del sustrato.  
En el diseño de taludes y desmontes se evitaran las líneas rectas y geométricas, buscando 
perfiles suaves y redondeados más acordes al paisaje.  
Antes de la recepción de las obras se llevará a cabo una limpieza general de toda la zona. Se 
retirarán todos los restos constructivos y materiales de obra. Los residuos y materiales de 
desecho serán trasladados a vertedero autorizado o gestionados por gestor autorizado, según 
la tipología de los mismos.  
2.2.5. Medidas correctoras sobre la vegetación.  
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Las formas de vegetación natural presentes en el entorno de esta obra son un elemento de 
importancia, y por tanto resulta necesario valorarla y protegerla, no solo por su valor 
paisajístico, sino por el papel que juega como refugio para la fauna, como elemento filtrador 
del aire o de defensa contra la erosión de los suelos, resulta oportuno por tanto tomar 
medidas para proteger la existente.  
Como medida de protección de la vegetación del entorno que podría verse afectada por las 
actividades de construcción de esta carretera, será necesario reducir al máximo la superficie 
ocupada por la obra, así como evitar la realización de vertidos accidentales.  
Si bien no existen en la zona comunidades vegetales en peligro o protegidas, dentro del 
entorno de la actuación existen zonas en las que la vegetación es especialmente valiosa, 
como es la ribera de los barrancos.  
Las instalaciones auxiliares de obra, así como los préstamos y vertederos, se situarán en 
áreas en las que no exista una flora especialmente desarrollada o valiosa, evitando zonas de 
vegetación boscosa o de ribera. Estas instalaciones serán desmanteladas al concluir su 
periodo útil, y las zonas afectadas se restaurarán a su estado inicial mediante las medidas 
oportunas. Estas medidas irán encaminadas a conseguir una adecuación fisiográfica, e irán 
acompañadas de un correcto plan de revegetación.  
Los restos vegetales que se generen, tanto de estas talas como de los desbroces, serán 
retirados en un plazo máximo de 25 días, evitando así el riesgo de que se produzcan plagas 
de insectos xilófagos que podrían afectar a la vegetación remanente”.  
CUARTO.-Dado que este Anejo 10 no contiene ninguna referencia a la cuestión planteada en 
la queja -afección y corta de un gran número de olivos centenarios en los campos colindantes 
a la carretera y cercanos al pueblo de Lledó-, con fecha 24/11/09 se solicitó una ampliación de 
la información referida a estas cuestiones y a las alternativas de trazado que se hayan 
valorado.  
En respuesta a esta petición, el día 19/01/10 tuvo entrada un oficio del Presidente de la 
Diputación acompañando un informe del Gabinete Técnico de Vías y Obras informando de 
las siguientes cuestiones:  
“1.- Que la relación de arbolado expropiada, según medición efectuada in situ ha sido: 
“PINO  176 Ud.  
OLIVOS  235 Ud.  
ALMENDROS  238 Ud.  
CARRASCA  100 Ud.  
VIÑA  188 Ud.  
2.- Que el equipo técnico multidisciplinar rector del proyecto, no ha observado ningún olivo 
incluido dentro de árboles catalogados o protegidos por lo que no han previsto sobre los 




3.- Que desde los Organismos competentes tampoco se ha observado la necesidad de ningún 
tratamiento especial sobre los olivos afectados. Por el contrario, si se encuentra en fase de 
trámite con la Confederación Hidrográfica del Ebro y el INAGA la tala de varios chopos 
cabeceros protegidos y afectados por las obras de la carretera.  
4.- Que, no obstante lo anterior, a los propietarios que lo han solicitado se ha procedido al 
trasplantado de olivos sin coste para ellos”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de proteger el arbolado y el paisaje.  
Esta Institución se ha pronunciado en numerosas ocasiones en defensa del arbolado y ha 
tramitado a lo largo de los últimos años un buen número de expedientes, algunos iniciados de 
oficio, pero la mayoría tras recibirse quejas ciudadanas, lo que demuestra la creciente 
preocupación por conservar los árboles, bien sean urbanos o emplazados en bosques, riberas, 
márgenes de carreteras, etc., habiendo puesto de manifiesto de forma constante a los 
responsables de gobierno la necesidad de evitar, en la medida de lo posible, la corta de los 
árboles cuando haya alguna opción de mantenerlos, aunque a veces sea más costosa o molesta 
para ejecutar las obras u obligue a replantear algún proyecto.  
En esta línea de trabajo se encuadra la Sugerencia formulada a la Administración de la 
Comunidad Autónoma con motivo del expediente DI-672/2004-2 para la protección de los 
árboles singulares y monumentales, que dio lugar a la previsión contenida en el artículo 2 de 
la Ley 8/2004, de 20 de diciembre, de medidas urgentes en materia de medio ambiente, 
referido a los Árboles Singulares, recogida posteriormente en la Disposición final segunda de 
la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón. El desarrollo de esta previsión 
legal se ha realizado mediante el Decreto 34/ 2009, de 24 de febrero, del Gobierno de 
Aragón, por el que se crea el Catálogo de Árboles Singulares de Aragón.  
El caso que nos ocupa no responde a ninguno de estos dos grupos: no son árboles urbanos, 
que pueden ser protegidos mediante ordenanzas municipales, ni se trata de árboles declarados 
como singulares y que, por tal causa, disfrutan de un régimen especial de protección; tampoco 
la entidad del proyecto ha podido requerir un estudio de impacto ambiental en los términos 
establecidos en la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón. No se 
cuestiona aquí el procedimiento administrativo ni la necesidad o cualquier otra circunstancia 
del proyecto. Sin embargo, el elevado número de árboles que, según el informe técnico, han 
sido afectados (749), y la falta de un estudio alternativo que hubiese permitido valorar otras 
posibilidades de trazado menos lesivas para el patrimonio natural exige hacer alguna 
consideración a este respecto.  
La afección sufrida en el paisaje por la tala de los árboles es una pérdida patrimonial para la 
comunidad. Habitualmente, tiene la consideración de “patrimonio”, a los efectos de su 
protección, su elemento más visible: los bienes tangibles que son producto de la mano del 
hombre, tales como edificios, conjuntos históricos, monumentos, lugares arqueológicos, etc; 
pero no deben olvidarse los elementos naturales, como árboles, lagos, grutas, montañas y 
otros que guardan valores ecológicos de importancia o encarnan tradiciones culturales. La 
valoración del paisaje tiene pleno reconocimiento en el Convenio Europeo del Paisaje, 
elaborado por el Consejo de Europa y concluido en el año 2000 en la ciudad de Florencia. 
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Este Convenio entró en vigor en España en fecha 01/03/08, tras haber sido ratificado el 
26/11/07 y publicado en el BOE de 05/02/08.  
El propósito general del Convenio es animar a las autoridades públicas a adoptar políticas y 
medidas a escala local, regional, nacional e internacional para proteger, planificar y gestionar 
los paisajes europeos con vistas a conservar y mejorar su calidad y llevar al público, a las 
instituciones y a las autoridades locales y regionales a reconocer el valor y la importancia del 
paisaje y a tomar parte en las decisiones públicas relativas al mismo. Alude a diversas 
consideraciones que deben ser tenidas en cuenta a la hora de desarrollar proyectos que afecten 
al paisaje, tales como:  
-Alcanzar un desarrollo sostenible basado en una relación equilibrada y armoniosa entre las 
necesidades sociales, la economía y el medio ambiente.  
-El paisaje desempeña un papel importante de interés general en los campos cultural, 
ecológico, medioambiental y social, y que constituye un recurso favorable para la actividad 
económica y que su protección, gestión y ordenación pueden contribuir a la creación del 
empleo.  
-El paisaje contribuye a la formación de las culturas locales y es un componente fundamental 
del patrimonio natural y cultural europeo, que contribuye al bienestar de los seres humanos y 
a la consolidación de la identidad europea.  
-El paisaje es un elemento importante de la calidad de vida de las poblaciones en todas partes: 
en los medios urbanos y rurales, en las zonas degradadas y de gran calidad, en los espacios de 
reconocida belleza excepcional y en los más cotidianos.  
-Reconoce la existencia de una aspiración general de disfrutar de paisajes de gran calidad y de 
participar activamente en el desarrollo de los paisajes.  
-Considera que el paisaje es un elemento clave del bienestar individual y social y de que su 
protección, gestión y ordenación implican derechos y responsabilidades para todos.  
Ciñéndonos al ámbito territorial objeto de la queja, la importancia del paisaje viene 
reconocida en normas específicas; así, Ley 7/2002, de 15 de abril, de creación de la Comarca 
del Matarraña/Matarranya, alude en el preámbulo a los paisajes de espectacular belleza que 
pueden hallarse en la misma, a su carácter de “zona aceitera de reconocido prestigio” y a la 
posibilidad de “desarrollo turístico cada vez más asentado y basado en sus recursos 
paisajísticos y monumentales”. En el mismo sentido, las Directrices Parciales de Ordenación 
Territorial de la Comarca del Matarraña/Matarranya, aprobadas por Decreto 205/2008, de 
21 de octubre, del Gobierno de Aragón, reconocen entre los activos más importantes de la 
Comarca el medio natural, los bienes culturales y el paisaje bien conservado, destacando su 
importancia al afirmar “La combinación entre su variado medio natural y la explotación del 
territorio ha conformado unos interesantes paisajes rurales que responden perfectamente, 
como en pocos sitios en tan alta medida, al paisaje de la media montaña mediterránea. 
Disponer de paisajes de calidad, como ocurre en la Comarca del Matarraña/Matarranya, 
constituye un bien que resulta imprescindible, cada vez en mayor medida, para el desarrollo 
de ciertas actividades económicas de elevada potencialidad, como son las vinculadas al 
turismo, por lo que el cuidado en la conservación de los paisajes y su mejora, en los casos 
necesarios, es una de las prioridades de la Comarca”.   
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Dado el carácter estratégico que se asigna a la protección, ordenación y gestión del paisaje, las 
Directrices ordenan definir aquellos espacios de interés paisajístico que deben ser objeto de 
protección, así como establecer criterios relativos a la minimización del impacto sobre el 
paisaje. Su Título IV se dedica a la protección del paisaje y prevé que el Centro de 
Documentación e Información Territorial de Aragón coordine la elaboración y actualización 
de un Mapa de Paisaje de la Comarca del Matarraña/Matarranya, documento actualmente en 
elaboración, según han informado desde la Dirección General de Ordenación del Territorio 
del Gobierno de Aragón.  
Dado que en el presente caso las obras ya se están ejecutando y la afección a los árboles es 
irreparable, debe hacerse una llamada para tener en cuenta estas consideraciones (que, en 
virtud de lo expuesto adquieren un carácter vinculante), en ulteriores actuaciones públicas que 
se lleven a cabo en el medio natural, en coherencia con lo establecido en el artículo 18 de 
nuestro Estatuto de Autonomía, que ordena guiar la actividad de los poderes públicos 
conforme a “los principios de prevención, precaución y respeto a los derechos de las futuras 
generaciones”.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar a la Diputación Provincial de Teruel la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, en sucesivos proyectos de obras que promueva o ejecute la Diputación Provincial, tenga 
en consideración la afección al arbolado y al paisaje que pudiera producirse, y valore de entre 
las diferentes alternativas la que resulte menos lesiva a este recurso patrimonial.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
9.5.2 29 de octubre de 2010. Destrucción de la cueva de Chaves. Necesidad de proteger los 
bienes públicos. Montes y espacios protegidos. Bienes culturales. Departamentos de 
Medio Ambiente y de Educación, Cultura y Deporte. 
La Institución tramita en este expediente varias quejas relativas a la desprotección de una 
zona sita en el núcleo abandonado de Casbas de Huesca. En primer lugar, el Justicia aborda 
la destrucción de la cueva de Chaves, yacimiento neolítico de gran importancia y la falta de 
protección de la cueva de Solencio, la cual también constituye patrimonio paleontológico de 
importancia. Por otra parte, se reiteran las sugerencias hechas en el año 2007, las cuales 
urgían al Gobierno de Aragón a la retirada de un vallado cinegético que afectaba al Parque 
Natural de la Sierra y los Cañones de Guara y a otras zonas que constituían dominio público. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- En el año 2007 se instruyó en esta Institución un expediente (DI-13/2007-2) a 
consecuencia de la irregular situación, desde hace mucho tiempo, del vallado cinegético de 
Bastarás, núcleo deshabitado de Casbas de Huesca, en pleno Parque Natural de la Sierra y 
Cañones de Guara. Junto a la situación del vallado, que contradice lo establecido en la Ley de 
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Caza de Aragón y en otras normas, se hacía referencia a diversos hitos, como dos cuevas de 
gran valor natural y arqueológico, enclavadas en monte público y cuyo acceso está vedado a 
los ciudadanos precisamente por encontrarse dentro del recinto vallado. 
Para describir la situación se aludía al debate que tuvo lugar en las Cortes de Aragón a raíz de 
la proposición no de ley nº 5/00 para instar al Gobierno de Aragón “a emprender las acciones 
legales necesarias con el fin de recuperar el carácter público del camino real que discurre 
entre los núcleos de Bastarás y Bara, así como las hectáreas de monte público que se 
encuentran en territorio protegido y que la Sociedad de Cazadores mantiene valladas”; si 
bien no prosperó, existía conformidad de los parlamentarios en que se trata de una situación 
que era preciso resolver, con mención expresa de las siguientes circunstancias: 
- “El coto tiene más de mil hectáreas, y se halla delimitado en todo su perímetro por el 
vallado en cuestión, que atraviesa cauces, zonas de servidumbre y de dominio público de 
diversos barrancos, circunstancias que en su momento se denunciaron ante la Confederación 
Hidrográfica del Ebro. 
- Ocupa terreno de monte público dentro del Parque Natural de la Sierra y de los Cañones de 
Guara, y la sociedad que lo gestiona mantiene cerrado desde hace veinte años (esto se decía 
en 2000) el acceso al núcleo deshabitado de Bastarás, interrumpiendo el paso de un camino 
real. Sobre este camino, ya en su momento el Patronato de Guara instó al Ayuntamiento de 
Casbas y, en su defecto, al Gobierno de Aragón, para que se recuperara su uso público. Se 
alude a un informe jurídico del Departamento de Medio Ambiente donde asegura que el 
camino sigue conservando su condición de bien de dominio público, sin que conste concesión 
a favor de la sociedad de caza para un uso privativo que justifique la instalación del vallado; 
indica que en principio las acciones debería ejercerlas el Ayuntamiento, pero debido a su 
escasa capacidad corresponderían al Gobierno de Aragón. 
- Existe infracción de la Ley de Caza, que prohíbe que los cercados que impidan el tránsito de 
las especies de fauna silvestre; sin embargo, “la valla está fuertemente anclada en el suelo, 
está hecha en muchísimos puntos con travesera de tren y con soportes verticales de espino, 
con lo cual está hecho a propósito para impedir lo que es la salida de animales. Nos parece un 
hecho grave y más aún cuando se encuentra dentro de un espacio protegido”. 
- Se han tramitado varios expedientes sancionadores, que la sociedad ha pagado, pero no quita 
el vallado. También se realizó un deslinde del monte público, y se han realizado acciones para 
la señalización cinegética, la vigilancia del cumplimiento del plan cinegético del coto y la 
prohibición de cazar en zona que no pertenezca al coto pero, como se indica en otra 
intervención, “ha habido acciones legales en un principio, pero las tiene que ejercer hasta el 
final, tanto para la recuperación de un camino de dominio público como la recuperación de las 
hectáreas de monte de titularidad autonómica”. 
El expediente concluyó con una Sugerencia al Departamento de Medio Ambiente para que 
actuase “en la defensa de los intereses públicos afectados por el cercado de Bastarás, de 
forma que los montes y el dominio público viario puedan ser disfrutados por todos los 
ciudadanos y se cumplan las normas ambientales que rigen las instalaciones de esta 




También se formuló una Sugerencia al Ayuntamiento de Casbas “para que en la resolución 
de los problemas que afecten a su ámbito de competencia en la prestación de servicios haga 
uso, en los casos de insuficiencia de medios propios, de las posibilidades que ofrece la 
vigente normativa”, atendida la escasez de los mismos alegada en su contestación; el 
Ayuntamiento la aceptó, solicitando la colaboración de la Diputación Provincial de Huesca y 
de la Comarca de la Hoya de Huesca. 
SEGUNDO.- No habiéndose resuelto el problema, con fecha 6 de mayo de 2009 se registró 
una queja que denuncia la destrucción de una de las cuevas, conocida como la Cueva de 
Chaves, que se consideraba por los especialistas como una de las mejor conservadas de la era 
neolítica en España, y que ha sido arrasada con el simple motivo de utilizarla para refugio del 
ganado. Señala el ciudadano en su queja “Esta pérdida de patrimonio cultural es indignante, 
así como la pasividad de las administraciones ambiental y cultural de la Comunidad 
Autónoma ante este despropósito y otros que se están cometiendo en el medio natural de 
Bastarás”, reclamando una intervención administrativa eficaz para ajustar la situación de este 
vallado cinegético y todos los bienes públicos afectados por el mismo a lo establecido en la 
normativa vigente. 
La importancia de esta cueva se pone de manifiesto en el artículo “Cantos pintados neolíticos 
de la cueva de Chaves (Bastarás, Huesca)” publicado por los profesores Dª María del Pilar 
Utrilla Miranda y D. Vicente Baldellou Martínez en la revista “Salduie: Estudios de 
prehistoria y arqueología” (ISSN 1576-6454, Nº. 2, 2001-2002, pags. 45-126), donde, entre 
las numerosas aportaciones científicas, se decía lo siguiente: 
“En 1989 se publicó el catálogo de la Exposición sobre “El Neolítico Antiguo. Los primeros 
agricultores y ganaderos en Aragón, Cataluña y Valencia” celebrada en la Diputación de 
Huesca (Baldellou, Mestres, Martí y Juan-Cavanilles, 1989). Allí aparecen documentadas las 
mejores cerámicas cardiales de Chaves, claramente similares a las valencianas y catalanas, 
junto a otros materiales de industria ósea (espátulas, punzones) y lítica (geométricos, hojas 
de hoz y taladros de sílex, hachas pulimentadas)…. 
Las referencias posteriores a Chaves han sido muy numerosas ya que sobre ella se asienta 
toda la implantación del neolítico en la provincia de Huesca … … la cueva de Chaves se 
erigiría “en un ejemplo paradigmático de una instalación precoz que sería responsable de la 
primera difusión de prácticas neolíticas en las Sierras Prepirenaicas altoaragonesas, en 
primer lugar como foco de aculturación (Forcas) y, posteriormente, como centro generador 
de expansiones colonizadoras sucesivas (yacimientos epicardiales contiguos)… 
En síntesis, la cueva posee el más importante yacimiento neolítico de Aragón y uno de los 
mejores de España (solo comparable a las valencias cuevas de Or y Cendres). Representaría 
el establecimiento básico de aquellos colonos neolíticos que fueron pioneros en la difusión de 
la agricultura y la ganadería en España y que en su asentamiento de la Sierra de Guara 
irradiaron la cultura neolítica a todo el Prepirineo oscense” 
Ello les llevaba a predecir largos años de trabajo de campo, “ya que los niveles neolíticos del 
yacimiento parecen inagotables”, y por ello creen conveniente “empezar a publicar la ingente 
información que la cueva proporciona ya que, de esperar a reunir todos los datos de los 
diferentes especialistas, pasarán demasiados años con el riesgo de que, al fin, tengamos una 
publicación que nace obsoleta. No obstante, prometemos una síntesis final ….” 
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Sin embargo, a la vista de los hechos, en un artículo publicado el 09/05/09 en “Heraldo de 
Aragón”, la Dra. Utrilla Miranda, codirectora de las excavaciones de la cueva durante 25 
años, se hacía eco de la destrucción de la cueva, lamentando la pérdida de “… piezas 
similares a las que ha ido entregando la cueva hasta llenar las vitrinas de una sala del Museo 
de Huesca: bellas cucharas y espátulas que indican cierto refinamiento de los primeros 
neolíticos; punzones, brazaletes o diademas de hueso decoradas con incisiones; cuentas de 
collar de piedra verde, de hueso o de concha; cuencos, cazuelas y ollas decoradas con 
Cardium; microlitos geométricos de sílex en trapecio, triángulo o media luna; hoces para 
segar cereal con el clásico lustre en su filo; cantos pintados con geometrías o antropomorfos; 
innumerables restos de fauna doméstica y salvaje,... En su lugar, solo hay ahora un miserable 
pesebre …”. El paleontólogo y codirector de las excavaciones de Atapuerca, D. Juan Luis 
Arsuaga, también se refirió al yacimiento de Chaves como uno de los mejores para el estudio 
del Neolítico y calificó su destrucción de gran pérdida para la ciencia. 
La queja alude también a la introducción dentro del coto de caza delimitado por el referido 
vallado de animales de especies alóctonas para su aprovechamiento cinegético sin la 
preceptiva autorización. 
TERCERO.- Admitida a supervisión, y en orden a la instrucción del expediente, se enviaron 
con fecha 12 de mayo sendos escritos a las Administraciones competentes en esta materia, en 
los que se recababa información acerca de las siguientes cuestiones: 
- Al Departamento de Medio Ambiente: si se ha hecho alguna gestión eficaz tendente a la 
retirada del vallado cinegético de Bastarás, el cumplimiento de la Ley de Caza y la devolución 
al uso general de los bienes públicos afectados por el mismo: montes, caminos, barrancos, 
etc.; si se ha vigilado el cumplimiento de la normativa del Parque Natural de la Sierra de 
Guara en este perímetro, ante las denuncias de apertura de nuevas pistas, tala de árboles y 
otras actuaciones previstas en la misma sin la preceptiva autorización y control ambiental; y si 
se ha realizado alguna investigación sobre la posible introducción de especies alóctonas para 
su aprovechamiento cinegético. 
- Al Departamento de Educación, Cultura y Deporte: si se ha incoado algún expediente 
sancionador contra la destrucción de la Cueva de Chaves; si se han iniciado acciones para la 
recuperación de los restos arqueológicos que han sido afectados por los movimientos de 
tierras realizados; y si se tienen previsiones para proteger la Cueva del Solencio, mediante 
alguna de las figuras previstas en la Ley de Patrimonio Cultural Aragonés (Zona 
Paleontológica y Arqueológica, Lugar de interés Etnográfico, etc.), y promover su 
investigación y apertura al uso y disfrute ciudadano. 
- Al Ayuntamiento de Casbas de Huesca, sobre el resultado de las gestiones realizadas ante la 
Diputación Provincial de Huesca y la Comarca de la Hoya de Huesca en orden a la 
recuperación de los caminos públicos afectados por el vallado 
CUARTO.- La respuesta del Departamento de Medio Ambiente a la primera solicitud se 
recibió el 10/07/09, haciendo constar:  
- Acerca de la retirada del vallado, además de una sanción de 2.727,22 euros, y ante la 
desatención de la empresa, se formuló un requerimiento previo a la ejecución subsidiaria en el 
que “se insta a la interesada a la supresión de la valla construida en el interior del monte 
"Las Foces de Rodellar", de propiedad del Gobierno de Aragón e incluido en el elenco de 
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Montes Propios con el n° 1180 y en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública con el n° 
509”, especificando el tramo de valla a retirar e imponiendo la construcción de un cercado 
cinegético en las condiciones y límites en que se autorizó el inicial de 1975, con el fin de que 
especies de fauna alóctona presentes en el interior del vallado (gamo, muflón, arrui) puedan 
dispersarse por el Parque de la Sierra y Cañones de Guara. 
- Sobre la recuperación del carácter público del camino real que discurre entre los núcleos de 
Bastaras y Bara, se remite de nuevo a la competencia municipal, e incluso se confía esta labor 
a los vecinos, en el ejercicio de la acción pública prevista en la Ley para la defensa de los 
bienes públicos. 
- Respecto a la vigilancia del cumplimiento de la normativa del Espacio Natural Protegido, el 
Servicio Provincial de Medio Ambiente de Huesca ha instruido diversos expedientes 
sancionadores, sistematizados en un cuadro que da cuenta de numerosa infracciones a las 
Leyes de montes y de caza, la mayoría de carácter grave y algunas muy graves: ocupación de 
monte y vallado, roturación, apertura de pistas, introducción de una especie alóctona, 
construcción de un almacén, etc. Según esta información, si bien las sanciones se han ido 
pagando, no se ha producido la restauración del monte en ningún caso. 
- Con relación a la introducción de una especie alóctona, existe un expediente abierto solo por 
el arrui, sin citar las otras aludidas en el párrafo anterior (muflón y gamo). Inicialmente se 
denunció el caso ante la Fiscalía de Huesca, y al archivarse las actuaciones judiciales se inició 
el expediente administrativo que, tras la correspondiente instrucción, se ha dictado Resolución 
por parte de la Directora General de Desarrollo Sostenible y Biodiversidad, en la que junto a 
la sanción de 30.000 euros se propone la adopción de la medida accesoria de anulación del 
coto de caza HU-10.134-P; ello conllevaría la captura o sacrificio todas las especies alóctonas 
de su interior, el seguimiento durante dos años hasta confirmar que no quedan especies 
alóctonas y la posterior eliminación del cercado en su totalidad. 
Posteriormente, a través de la prensa, se tuvo conocimiento que el Departamento había 
encargado a la empresa pública Sodemasa la redacción del proyecto para materializar esta 
ejecución subsidiaria y se anunciaba el inicio de las obras cuando el tiempo lo permitiese (la 
noticia se publicó en enero de 2010).  
Habiendo dejado transcurrir un plazo razonable para la ejecución de la resolución, a principio 
de abril el Asesor encargado de la tramitación del expediente visitó la zona, comprobando el 
impacto de las pistas abiertas en el monte, visibles desde la carretera, y que la valla se 
mantenía igual. Por ello, el día 8 de abril se remitió un nuevo escrito al Departamento de 
Medio Ambiente para conocer las actuaciones realizadas en orden a la solución del problema, 
que fue respondido mediante un informe del Director del Servicio Provincial de Medio 
Ambiente de 24/05/10, recibido el 25/06/10, en el que confirmaba el encargo a Sodemasa, los 
diversos recursos presentados por la mercantil Fimbas S.A., su oposición a permitir el acceso 
a la finca del personal del Servicio que pretendía proceder al levantamiento del acta de 
replanteo previa a los trabajos y la solicitud de autorización para entrada en domicilio al 
Juzgado de lo contencioso-administrativo de Huesca; según se ha confirmado en la 
Delegación Territorial de Huesca, esta autorización ha sido concedida. 
No obstante, de acuerdo con otras informaciones recabadas, los trabajos se han iniciado, pero 
para la retirada de la valla se están abriendo nuevas pistas forestales, con un importante 
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impacto ambiental y paisajístico que viene a agravar la situación de este enclave del Parque 
Natural. 
QUINTO.- La respuesta del Departamento de Educación, Cultura y Deporte, recibida el día 
28/07/09, alude a las siguientes cuestiones: - La Cueva de Chaves se encuentra situada dentro 
del entorno de protección de los abrigos con pinturas rupestres localizados en el término 
municipal de Casbas (Huesca). La Orden de 8 de marzo de 2002, del Departamento de 
Cultura y Turismo, aprobó una relación de cuevas y abrigos con manifestaciones de arte 
rupestre, entre los que se encontraban los denominados "Chaves I, II y III", localizados en el 
término municipal de Casbas (Huesca), y la Orden de 6 de octubre de 2003 (B.O.A. de 
31/10/03) completa la declaración de Bien de Interés Cultural de los mismos. 
- De la destrucción de la cueva se tuvo conocimiento por la denuncia que formuló el 02/03/09 
el Director del Museo de Huesca y, tras constatarla, el Director General de Patrimonio 
Cultural presentó denuncia ante la Fiscalía poniendo en conocimiento los hechos 
comprobados, quedando en suspenso el expediente sancionador. 
- Respecto a la recuperación de los restos arqueológicos afectados, se ha comunicado a la 
empresa propietaria de la finca que se abstenga de realizar de ningún tipo de obra o actuación 
en el entorno de la Cueva de Chaves sin la previa autorización cultural. No obstante, una vez 
terminadas las investigaciones policiales se procederá al estudio y análisis para la 
documentación y posible recuperación de los restos arqueológicos. 
- Sobre la Cueva del Solencio, señala que no es un yacimiento arqueológico sino una 
sugerencia natural de interés geológico y, por tanto, su protección se debe considerar desde el 
punto de vista medioambiental pero no como Patrimonio Cultural. 
SEXTO.- También se pidió información a la Diputación Provincial de Huesca que, mediante 
un escrito recibido el 04/01/10, comunica que tras recibir la solicitud de colaboración del 
Ayuntamiento de Casbas para la recuperación del camino real le reclamó determinados datos 
con el fin de iniciar el expediente, sin que por esa entidad local se recabara mayor ayuda ni se 
aportara la documentación y pruebas necesarias a tal objeto, por lo que la solicitud fue 
archivada. 
SÉPTIMO.- Con la misma finalidad, se recabó información de la Comarca de la Hoya de 
Huesca mediante sendos escritos remitidos los días 10 de septiembre y 17 de noviembre de 
2009, que no han sido contestados. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la necesidad de ejercer las competencias ambientales y de protección de 
los bienes públicos. 
El relato de hechos contenido en la anterior Resolución emitida por esta Institución con fecha 
4 de junio de 2007 y los que se citan en los antecedentes hacen que no se precise de mayores 
consideraciones que justifiquen la actuación administrativa, pues el larguísimo tiempo 
transcurrido desde la existencia de este problema y la persistente desatención de la empresa a 
los sucesivos requerimientos efectuados para la restauración de los bienes públicos afectados 
muestra la necesidad de actuar con diligencia y eficiencia para imponer, incluso acudiendo a 
los medios de ejecución forzosa, el cumplimiento de lo establecido en la vigente legislación y 
garantizar el correcto ejercicio de las competencias administrativas. Por ello, entendemos que 
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es preciso modificar algunas de las previsiones de actuación administrativa, por no ajustarse a 
las previsiones legales o ser ajenas a las circunstancias específicas de este caso; cabe así 
hablar de: 
- Construcción de un cercado cinegético en las condiciones y límites en que se autorizó el 
inicial de 1975; su finalidad sería evitar que los animales pertenecientes a especies de fauna 
alóctona que hay en el interior del vallado puedan dispersarse por el Parque. Esta condición 
implica la construcción de un nuevo vallado, que va en contra de lo establecido en la Ley 
5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón, cuyo artículo 47.4 prohíbe los cercados con mallas 
que no permitan el libre tránsito de las especies cinegéticas; el carácter restrictivo respecto a 
los cercados se manifiesta en la Disposición Transitoria Quinta, que impone la supresión del 
cercado cinegético cuando se produzca un cambio de titularidad o uso del coto de caza, hecho 
que aquí ha sucedido con la anulación del coto acordada como sanción por las múltiples 
irregularidades cometidas. Igualmente, el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales del 
Parque de la Sierra y Cañones de Guara, en su norma 4.02.7.8, prohíbe el establecimiento de 
nuevos cercados cinegéticos, y para la modificación justificada del trazado de los existentes 
requiere previa autorización de la dirección del Parque. La construcción de un nuevo vallado 
(aún en el caso de ejecutarse, lo que resulta incierto, dados los antecedentes) garantiza la 
pervivencia del problema por más tiempo aún, y además resulta innecesario para el fin que se 
pretende, pues la eliminación de estos animales mediante su captura y sacrificio o traslado a 
un lugar adecuado es lo primero que debería haberse realizado, apoyándose para ello en el 
actual vallado. 
- Falta de sanción por la introducción de especies alóctonas. En el listado de infracciones 
únicamente se cita al arrui, pero en el informe se da por supuesto la existencia de gamos y 
muflones sin que conste que se haya adoptado ninguna medida sancionadora ni tendente a su 
eliminación. 
- La recuperación del carácter público del camino real que discurre entre los núcleos de 
Bastaras y Bara, se remite de nuevo a la competencia municipal, e incluso se confía esta labor 
a los vecinos, en el ejercicio de la acción pública prevista en la Ley para la defensa de los 
bienes públicos. En la discusión parlamentaria del año 2000 ya se aludía a la escasa capacidad 
del Ayuntamiento de Casbas de Huesca para ejercer acciones legales en defensa de un 
patrimonio público de su titularidad, como es un camino real que pasa por su término 
municipal y se ve interrumpido por un vallado, y los propios servicios de Medio Ambiente 
corroboraban esta situación y la posibilidad de que fuese la Administración Autonómica quien 
se hiciese cargo de ello. Sin embargo, igual que hizo en el anterior expediente, desde el 
Departamento de Medio Ambiente, se remite su resolución a la competencia municipal, e 
incluso a la acción pública que pueden ejercer los ciudadanos; esta respuesta desvía la 
solución del problema, pues si una Administración dotada de medios suficientes no ha 
conseguido a lo largo de los años que se ejecutasen sus órdenes tendentes a la restauración de 
los espacios dañados, que además cuentan con especial protección al tratarse de un Parque 
natural, es ilusorio pensar que un pequeño Ayuntamiento, o incluso los ciudadanos 
particulares, puedan por sí mismos ejercer y mantener una iniciativa de tal calibre. 
- Respecto de la paralización temporal de la ejecución por la oposición de la empresa no 
permitiendo el acceso a sus instalaciones del personal del Servicio Provincial de Medio 
Ambiente para levantar el acta de replanteo, habiendo solicitado la Administración 
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autorización judicial de entrada en domicilio, debe señalarse que es un requisito innecesario, 
debido a la ejecutividad de los actos administrativos, y porque una finca rústica no puede 
constituir un domicilio ni cabe, por tanto, invocar esta excepción para negar el paso a los 
agentes de la autoridad. Lo que protege el artículo 18.2 de la Constitución, cuando reconoce el 
derecho a la inviolabilidad del domicilio, es la intimidad de la persona humana, la reserva de 
su vida, el derecho a disponer de un núcleo de absoluta reserva, la protección de la casa u 
hogar donde desarrollan su existencia los seres humanos, siendo reiterada la jurisprudencia en 
este sentido. El Tribunal Constitucional, en Sentencia nº 69/1999 de 26/04/99, enseña que “no 
todo local sobre cuyo acceso posee poder de disposición su titular debe ser considerado 
como domicilio a los fines de la protección que el art. 18.2 C.E. garantiza. Y la razón que 
impide esta extensión es que el derecho fundamental aquí considerado no puede confundirse 
con la protección de la propiedad de los inmuebles ni de otras titularidades reales u 
obligacionales relativas a dichos bienes que puedan otorgar una facultad de exclusión de los 
terceros”. 
- Por último, respecto a la retirada de la valla, y tras las comprobaciones efectuadas, es 
conveniente recordar que deberá hacerse de forma cuidadosa y evitando la apertura de nuevas 
pistas o caminos que degraden todavía más un entorno ya afectado por tal motivo, pues la 
solución no debe agravar el problema existente. En todo caso, deberán preverse medidas de 
restauración para las afecciones que sean inevitables, estando obligada a soportar su coste la 
empresa cuya negativa obliga a la Administración a actuar subsidiariamente. 
Segunda.- Sobre la necesidad de proteger los bienes culturales. 
El Departamento de Educación, Cultura y Deporte, en su respuesta, considera que la Cueva de 
Chaves contaba con protección suficiente al estar en el entorno de protección de los abrigos 
con pinturas rupestres localizados en el término municipal de Casbas (Huesca). La Orden de 8 
de marzo de 2002, del Departamento de Cultura y Turismo, aprobó una relación de cuevas y 
abrigos con manifestaciones de arte rupestre, entre los que se encontraban los denominados 
"Chaves I, II y III", localizados en el término municipal de Casbas (Huesca), y la Orden de 6 
de octubre de 2003 (B.O.A. de 31/10/03) completa la declaración de Bien de Interés Cultural 
de los mismos. 
Sin embargo, la propia Cueva de Chaves, a pesar de reconocerse en el preámbulo de la misma 
Orden como “uno de los complejos más importantes de época neolítica en Aragón” (y, 
debemos decir, de España, a tenor de las afirmaciones de los especialistas) no se cita en la 
misma por su singularidad, pues la norma viene referida exclusivamente a los abrigos que cita 
en su Anexo I: 
“Chaves I, es un grupo de dos oquedades pintadas, la mayor no llega a los 3 m. de apertura 
bucal ni a los 1,50 m. de profundidad Tiene un signo soliforme de seis brazos de longitudes 
irregulares, una barra vertical, sobre un canto sin partir y una mancha informe. 
Chaves II, es un conjunto de pequeñas cavidades, alguna de ellas superpuestas entre sí, de 
escasa profundidad, y en ella se han distinguido tres paneles pintados, en uno de ellos dos 
series de barras uno de cuatro barras más o menos verticales y otro de dos únicas barras 
verticales y paralelas entre sí y una posible digitación vertical, muy alterada por la pérdida 




En Chaves III, sus pinturas presentan una tonalidad diferente al resto de Chaves I y II, pues 
se trata de un simple agujero de apenas 1 m de boca y 0,60 m. de profundidad máxima, 
colgado en el mismo acantilado de conglomerado en el que se abren las otras cavidades. 
Presenta un signo en el que se distingue un trazo horizontal grueso y curvo del que en su 
parte central pende un trazo más fino, aparecen así mismo unas barras y unas digitaciones”. 
El mismo Anexo alude a la cueva de Chaves únicamente por su cercanía a los citados abrigos, 
pero no es objeto de la Orden ni, por consiguiente, constituye Bien de Interés Cultural, si bien 
se halla en su entorno. Pero el entorno de un B.I.C. no es propiamente el bien de esta 
naturaleza, sino que tiene una finalidad accesoria de protección, principalmente para evitar 
que se afecte a los valores propios del monumento o a su contemplación. La Ley de 
Patrimonio Cultural, cuando regula las infracciones muy graves, se refiere a la remoción del 
entorno de los bienes declarados “que alteren su carácter o perturben su contemplación”, y 
en los mismos términos se establecen diferencias a la hora de determinar la cuantía de las 
sanciones. 
La Cueva de Chaves, en la que se venían realizando excavaciones arqueológicas con 
importantes resultados desde hace más de veinticinco años, debería haber gozado por sí 
misma de protección legal, a través de la figura de 
“Zona de Prevención Arqueológica o Paleontológica” prevista en el artículo 68 de la Ley, 
mediante un procedimiento que culmina con la resolución del Consejero responsable de 
patrimonio cultural, y que le hubiese dotado del máximo nivel de protección previsto en la 
Ley. 
Respecto a la cercana Cueva del Solencio, que en la respuesta del Departamento de 
Educación, Cultura y Deporte se alude como una simple “surgencia natural de interés 
geológico” y no como un yacimiento arqueológico, debe señalarse la conveniencia de 
establecer algún tipo de protección adicional a la puramente ambiental que le confiere su 
inclusión en el Parque de la Sierra y Cañones de Guara, y que no estaría exenta de 
fundamento legal: la Ley de Patrimonio Cultural considera parte del patrimonio arqueológico 
de Aragón (art. 65.2) “… los elementos geológicos y paleontológicos relacionados con la 
historia humana, sus orígenes, sus antecedentes y el desarrollo sobre el medio”. 
Así, sin perjuicio de otras posibilidades que puede ofrecer la cueva de Solencio (en la anterior 
resolución se aludía a su “importante lugar en la espeleología aragonesa, tanto por el 
desarrollo alcanzado (8.243 m), como por las características que reúne, constituyendo un 
caso único debido a sus cuatro lagos navegables emplazados al inicio de la cavidad” y su 
consideración en el atlas de grandes cavidades españolas), el citado artículo de los Dres. 
Utrilla y Baldellou pone de relieve que los cantos aparecidos en la cueva de Chaves y que tan 
valiosa información han suministrado proceden precisamente de esta de Solencio. Al 
cuestionarse en un epígrafe ¿De dónde proceden los cantos? Afirman “La respuesta parece 
fácil: al pie de la cueva, en el barranco, existen millares de cantos calizos de color marfil, 
casi blanco, expulsados violentamente por la boca de la cueva de Solencio, situada a tan sólo 
10 minutos de nuestro yacimiento y perteneciente a la misma red kárstica. Estos cantos son 
expulsados tras un potente “rugido” producido por la acumulación de viento y aguas 
subterráneas que se mueven con fuerza, en época de tormentas, en el interior de la muy 
extensa cueva de varios Km. de longitud, la cual todavía no ha llegado a ser explorada al 
completo. Probablemente esta expulsión violenta de cantos se produciría también en época 
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neolítica, lo que tuvo que impresionar fuertemente a los habitantes de Chaves, los cuales 
colocaron un pequeño túmulo de casi 300 cantos rodados sobre la fosa del único muerto (en 
posición fetal) que hemos encontrado en el yacimiento …. El paralelo más próximo a este 
tipo de enterramiento de Chaves, en lo referente al ritual del túmulo de cantos rodados, lo 
encontramos en Toulouse en niveles fechados entre el 3310 y el 2950 a.C. en un contexto de 
cultura chassense”. 
Estas circunstancias tal vez aconsejen un estudio más a fondo de la conveniencia de 
considerar la cueva de Solencio, no una mera surgencia natural de interés geológico, sino un 
elemento relacionado con la historia humana, sus orígenes, sus antecedentes y el desarrollo 
sobre el medio, y por tanto merecedor de protección desde el punto de vista cultural, tal como 
prevé el aludido artículo 65.2 de la Ley. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto formular las siguientes SUGERENCIAS: 
Primera.- Al Departamento de Medio Ambiente, para que actúe eficazmente en la defensa de 
los intereses públicos afectados por el cercado de Bastarás, procurando la eliminación del 
cercado cinegético, la recuperación de los montes y caminos públicos, la restauración de los 
espacios afectados por pistas y otras actuaciones irregulares y, de forma genérica, el 
cumplimiento de las previsiones establecidas en las Leyes de montes, de caza y del Parque de 
la Sierra y Cañones de Guara. 
Segunda.- Al Departamento de Educación, Cultura y Deporte, para que otorgue a los 
yacimientos arqueológicos que acrediten su importancia el reconocimiento y las medidas 
precautorias previstas en la Ley de Patrimonio Cultural de Aragón. 
Tercera.- Al Departamento de Educación, Cultura y Deporte, para que estudie la 
conveniencia de calificar el entorno objeto de este expediente, incluida la cueva de Solencio, 
como Zona de Prevención Arqueológica o Paleontológica, a fin de dotarle de una mayor 
protección contra posibles agresiones. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas a ese Departamento, indicándome, en 
este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
9.5.3 4 de noviembre de 2010. Deficiente tramitación de las denuncias de los Agentes de 
Protección de la Naturaleza. Obligación de colaborar con el Justicia. Departamento 
de Medioambiente. Gobierno de Aragón. 
A raíz de una queja recibida por varios ciudadanos preocupados por la falta de tramitación y 
resolución de las denuncias interpuestas por los Agentes de Protección de la Naturaleza de 
los tres servicios provinciales aragoneses, se instruye el presente expediente. En el mismo, se 
evidencia una efectiva falta de resolución de las denuncias cursadas por los Agentes de 
Protección de la naturaleza, lo cual, además de afectar negativamente a su imagen como 





PRIMERO.- El día 22/04/10 tuvo entrada en esta Institución una queja poniendo de 
manifiesto la preocupación de unos ciudadanos ante la sospecha de que los Servicios 
Provinciales del Departamento de Medio Ambiente no dan a las denuncias presentadas por los 
Agentes de Protección de la Naturaleza el trámite procedimental correspondiente. Para 
conocer los hechos de las fuentes oficiales, se dirigieron en su momento a la Secretaría 
General Técnica del Departamento de Medio Ambiente, que con fecha 12/03/10 respondió en 
los siguientes términos: 
“En referencia a su escrito de fecha 28 de enero de 2010 dirigido al Consejero de Medio 
Ambiente del Gobierno de Aragón, solicitando información sobre el número de denuncias, 
expedientes y Resoluciones realizados por los Agentes para la Protección de la Naturaleza 
durante los años 2008 y 2009, una vez consultados los tres Servicios Provinciales del 
Departamento, éstos nos aportan los siguientes datos, recopilados en la tabla adjunta. 
Para la adecuada interpretación de los datos reflejados en la citada tabla, se deberían tener 
en cuenta, entre otras circunstancias, que los Equipos Sancionadores tramitan también un 
elevado número de expedientes sancionadores por otras denuncias y por otras materias no 
incluidas en el listado (como por ejemplo, en materia de residuos). Información que le 
traslado en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se 
regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la 





De acuerdo con estos datos, en 2008 se formularon 829 denuncias en todo Aragón, 
incoándose 617 expedientes y se dictaron 493 resoluciones; en 2009, los datos, en el mismo 
orden, son de 761, 479 y 348. 
La queja incide en que el número de expedientes iniciados tras las denuncias es muy inferior 
al número de estas, reduciéndose de manera importante el de resoluciones, y llama la atención 
que en el año 2009 apenas el 25 % de las denuncias presentadas por APN en el Servicio 
Provincial de Zaragoza acabaron en una resolución, o que frente a las sesenta denuncias 
presentadas durante los años 2008 y 2009 en materia de Biodiversidad no haya ni un solo 
expediente iniciado, al igual que sucede con las denuncias presentadas en materia de Vías 
Pecuarias en el mismo Servicio Provincial. 
Por ello, los ciudadanos que comparecen consideran que “Globalmente se pueden valorar 
como muy deficientes los resultados (Resoluciones/Denuncias presentadas) y la afección a 
los profesionales denunciantes resulta más que evidente. La gestión de los Servicios 
Jurídicos, encargados de tramitar las denuncias, afecta directamente a los Agentes para la 
Protección de la Naturaleza mermando el respaldo institucional necesario y afectando a su 
imagen de Agentes de la Autoridad. Resulta preocupante para cualquier ciudadano que las 
infracciones administrativas en cualquier materia no sean sancionadas cuando éstas han sido 
debidamente denunciadas. En infracciones medioambientales, algunas con efectos 
irreversibles, la sensibilización en muchos casos pasa por la publicidad de las sanciones, 
pero para ello los expedientes deben instruirse y resolverse adecuadamente”. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 06/05/10 un escrito al 
Consejero de Medio Ambiente recabando información sobre la cuestión planteada en la queja 
y los datos de las denuncias formuladas por los Agentes para la Protección de la Naturaleza en 
los últimos cinco años y los expedientes y resoluciones a que han dado lugar, indicando los 
motivos que justifiquen las divergencias que arroja el documento anteriormente reproducido. 
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 22 de junio y 13 de agosto, sin 
que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya podido 
completar el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto 
imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y la 
Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y los ciudadanos desasistidos 
de la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligatoriedad de tramitar las denuncias efectuadas por los agentes 
de la autoridad. 
La regulación de los procedimientos administrativos viene contenida en el Título VI de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, donde se fija el cauce básico que ha de seguir todo 
procedimiento, con las especialidades propias del procedimiento sancionador que establece el 
Título X. 
Al objeto que el procedimiento llegue a su fin se establecen determinadas obligaciones de la 
Administración, de inexcusable cumplimiento, y garantías para los ciudadanos, que podrán 
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hacer valer en el trámite que corresponda. La Ley atribuye al órgano competente, que 
realizará de oficio, la iniciación y el impulso del procedimiento, estableciendo su artículo 74 
unas determinadas condiciones y responsabilidad por el incumplimiento, al señalar: 
“2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos 
de homogénea naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden 
motivada en contrario, de la que quede constancia. 
El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de 
responsabilidad disciplinaria del infractor o, en su caso, será causa de remoción del puesto 
de trabajo”. 
Igualmente (Art.78.1), “1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, 
conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la 
resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento, …”. 
La obligación administrativa de impulsar y resolver los procedimientos administrativos viene 
recogida en el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora 
de la Comunidad Autónoma de Aragón, aprobado por Decreto 28/2001, de 30 de enero, del 
Gobierno de Aragón, que regula el trámite que se ha de dar a los expedientes de esta 
naturaleza que tramiten los órganos administrativos autonómicos.  
Sin entrar en detalle de los trámites, el Reglamento prevé que cada una de las acciones que 
enumera como motivo y justificación de un procedimiento (propia iniciativa del órgano, 
orden superior, petición razonada o denuncia) dé lugar a que el órgano administrativo 
competente, de oficio, ordene su iniciación; tras este acuerdo de iniciación, que se formalizará 
con el contenido que establece el artículo 8, se llevarán a cabo los demás trámites previstos en 
el mismo, llegando a la propuesta de resolución (Art. 13), donde se analizara lo actuado y se 
valorará si existe o no infracción y responsabilidad, elevándose al órgano competente para 
dictar resolución, “que será motivada y decidirá todas las cuestiones planteadas por los 
interesados y aquéllas otras derivadas del procedimiento”. 
De ello deriva la obligación de los órganos del Departamento de Medio Ambiente de tramitar 
todos los procedimientos sancionadores derivados de las denuncias presentadas por los 
Agentes de Protección de la Naturaleza; debe señalarse además que, por su condición de 
agentes de la autoridad, no se trata propiamente de la denuncia que puede interponer cualquier 
persona, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.2.c del Reglamento, sino un acto que da 
comienzo al procedimiento por “propia iniciativa” (art. 5.2.a), al haberse tenido conocimiento 
de las conductas o hechos susceptibles de constituir infracción “por el órgano que tiene 
atribuida la competencia de iniciación, bien ocasionalmente o por tener la condición de 
autoridad pública o atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación”. 
La iniciación e instrucción del procedimiento sancionador no implica la imposición de una 
sanción, sino simplemente que se abra un expediente donde se averigüen las circunstancias 
concretas del caso y se concluya con una resolución en alguna de los dos sentidos previstos en 
el Reglamento (exigencia o no de responsabilidad al presunto infractor), sin que sea acorde 
con la previsión legal la diferencia numérica entre denuncias, expedientes y resoluciones que 




Segunda.- Sobre el deber legal de colaborar con el Justicia de Aragón 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “a) La actividad de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos por el conjunto de órganos integrados en el 
Gobierno de Aragón, así como por la totalidad de los entes dotados de personalidad jurídica 
dependientes del mismo”. 
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y todo el 
personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en quien 
delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier 
clase de documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero.- Formular SUGERENCIA al Departamento de Medio Ambiente para que dé 
trámite a las denuncias presentadas por los Agentes de Protección de la Naturaleza o las que 
se originen en su ámbito de actuación por cualquiera de las otras vías previstas en el 
Reglamento de procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Comunicad 
Autónoma de Aragón, incoando los preceptivos expedientes y dictando la resolución que 
proceda en cada caso. 
Segundo.- Efectuar al mismo Departamento un Recordatorio de Deberes Legales, relativo a 
su obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido 
en artículo 19 de la referida Ley 4/1985. 
Le ruego que en un plazo no superior a un mes conteste a esta resolución y comunique si 
acepta la Sugerencia formulada o indique, en caso contrario, las razones en que funde su 
negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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10. AÑO 2011 
10.1 Ruido 
10.1.1 24 de enero de 2011. Actividades clasificadas. Reiteradas molestias del bar 
"Flanagan's". Desatención a resoluciones anteriores e incumplimiento de obligación 
de colaborar con el Justicia. Ayuntamiento de Teruel.  
El Justicia reitera la sugerencia hecha al Ayuntamiento de Teruel en enero de 2008, 
instándole a aplicar con rigor la normativa protectora frente al ruido, debido a que la 
Institución ha recibido nuevas quejas, poniendo de relieve la pasividad de la Administración 
local ante los ruidos provenientes de un bar denominado “Flanagan's”. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El 31 de enero de 2008 se formuló al Ayuntamiento de Teruel una Sugerencia 
como conclusión del expediente instruido tras la queja por las continuadas molestias por 
ruidos del bar “Flanagan's”, ubicado en la calle Ainsas de esa Ciudad. En el mismo, tras 
comprobar las sucesivas prórrogas y requerimientos incumplidos para que el bar se ajustase a 
la normativa que le resulta de aplicación, se le sugería “Que, en estricta aplicación de la 
normativa vigente, disponga lo oportuno para poner fin a la situación tan molesta para los 
afectados que se ha expuesto en los antecedentes, haciendo extensivo este rigor a los otros 
dos casos que se citan y que no constan resueltos, ajustando la licencia a las actividades que 
se vienen realizando, vigilando los horarios en que tienen lugar e imponiendo incluso su 
clausura hasta tanto se instalen y se compruebe la efectividad de las medidas de 
insonorización y otras apropiadas para que su ejercicio no produzca molestias a los 
vecinos”. 
En el curso del expediente se acreditaron incumplimientos de la normativa aplicable a los 
establecimientos de esta naturaleza, tales como: 
- No dispone del limitador del equipo de música que establece la Ordenanza municipal contra 
ruidos y vibraciones. 
- Carece de aislamiento acústico adecuado a la actividad. Consecuencia de ello, el ruido que 
se transmite a las viviendas colindantes es muy elevado, como prueban reiteradas mediciones 
efectuadas por la Policía Local que acreditan graves y reiterados incumplimientos. Ello ha 
sido corroborado en el informe emitido por una empresa especialista, que detalla cada uno de 
los elementos que deben ser objeto de corrección. 
- En informes técnicos se ha comprobado que, en cuestiones tan importantes como la 
distribución interior, el bar no se ajusta a la licencia. 
- Respecto de esta última, se indica la existencia de dos tipos: para café bar  y de “tablao 
flamenco”, siendo que ni una ni otra se ajustan a la descripción que se hace en el informe de 
un ingeniero técnico de telecomunicaciones, pues se refiere a él como “actividad de tipo pub-
musical y estilo inglés”. 
- Desde la Gerencia Municipal de Urbanismo, órgano competente en la tramitación y 
otorgamiento de licencias y para ejercer las potestades de inspección, adopción de medidas 
correctoras, restauración de la legalidad y sanción en materia de actividades clasificadas, se 
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han efectuado diversos requerimientos para subsanar deficiencias y establecido plazos 
“improrrogables”, que han sido incumplidos sin que esta desobediencia acarrease 
consecuencia negativa alguna. 
- Las sucesivas denuncias vecinales, reclamando por el exceso de ruido a lo largo de toda la 
noche, incluso hasta las nueve de la mañana, ponen de manifiesto que el problema está lejos 
de resolverse. Ya en el anterior expediente se insistía en la imposibilidad de descansar por la 
noche y los graves problemas de salud que todo ello genera. 
SEGUNDO.- Como se ha indicado, la Sugerencia emitida hacía constar el incumplimiento de 
la normativa aplicable en la situación de este establecimiento. 
El Ayuntamiento aludido contestó, a través de un informe de la Gerencia de Urbanismo, que 
“No obstante lo anteriormente expuesto, resulta oportuno aceptar la Sugerencia formulada 
por el Justicia de Aragón,…” 
TERCERO.- Manteniéndose, no obstante, la misma situación, denunciada en la queja, con 
fecha 02/09/09 uno de los perjudicados por la situación descrita se puso en contacto de nuevo 
con esta Institución para comunicar que, a pesar de las irregularidades puestas de manifiesto 
en reiteradas ocasiones, la situación sigue igual, sin que se hayan adoptado medidas 
correctoras contra el ruido prescritas en los informes de los servicios técnicos municipales ni 
se cumplan los horarios que debe respetar la actividad. 
CUARTO.- A la vista de lo expuesto, se acordó admitir la queja a supervisión; en orden a la 
instrucción del expediente, con fecha 07/09/09 se envió un escrito al Ayuntamiento de Teruel 
recabando información acerca de la situación del establecimiento y las actuaciones realizadas 
o previstas para ponerla en orden.  
La solicitud de información se reiteró en fechas 16/11/09, 25/01/10 y 07/09/10, junto a 
diversas llamadas telefónicas, sin que haya sido atendida. Esta falta de información no impide 
el dictado de la presente resolución con las cautelas oportunas, visto que ha sido el propio 
Consistorio quien no ha facilitado la misma a esta Institución. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligatoriedad de aplicar con rigor la normativa reguladora de 
actividades clasificadas. 
En la consideración jurídica única de la anterior resolución se justificaba la necesidad de que 
el Ayuntamiento actuase positivamente para poner fin a la situación denunciada, cuyo 
irregular funcionamiento era reconocido por todos, con referencia a: 
- La normativa de aplicación que justifica y obliga a la intervención municipal: inicialmente, 
el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, y en la actualidad 
las Leyes 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, y 11/2005, de 28 de 
diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, normas que regulan de 
forma detallada, con carácter imperativo y no potestativo, las condiciones previas y la 
aplicación de medidas para evitar la continuación de los daños derivados del incorrecto 
funcionamiento de los establecimientos públicos. 
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- La falta de correlación entre la licencia concedida, para tablao flamenco, y la actividad que 
realmente se realiza de bar musical, situación que constituye un fraude de Ley. 
- La incidencia de los ruidos en la salud de las personas y la vulneración de derechos 
fundamentales, como el de inviolabilidad del domicilio o el derecho a la intimidad, factor 
analizado con detalle en esta y otras Sugerencias remitidas al Ayuntamiento de Teruel con 
motivo de anteriores expedientes 
- La pasividad o tolerancia del Ayuntamiento frente a establecimientos que causan graves 
molestias a los vecinos, afectándoles muy negativamente la salud y creando conflictos y 
desconfianza social hacia la labor municipal, al no aplicarse con rigor las soluciones que el 
ordenamiento jurídico pone en su mano, “evitar el mantenimiento de los efectos de la 
infracción y atender a las exigencias de los intereses generales” (artículo 18 de la Ordenanza 
contra ruidos de Teruel). 
Dada la identidad de situación, no es preciso reiterar de nuevo la argumentación completa, 
remitiéndonos a lo expuesto en el anterior expediente DI-1040/2007-2, con el mismo 
llamamiento a la adopción de alguna de las medidas previstas en la normativa aplicable para 
evitar su continuidad. 
Segunda.- Sobre el deber legal de colaborar con el Justicia de Aragón 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”. 
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y todo el 
personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en quien 
delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier 
clase de documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero: Reiterar al Ayuntamiento de Teruel la Sugerencia formulada en el curso del 
expediente DI-1040/2007-2, instando la aplicación rigurosa de la vigente normativa para 
corregir la situación objeto de la queja ciudadana. 
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Segundo: Efectuar a dicha entidad Recordatorio de Deberes Legales, recordándole su 
obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en 
artículo 19 de la referida Ley 4/1985. 
Quedo en espera de su respuesta en plazo no superior a un mes, indicando si acepta o no la 
Sugerencia formulada y, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
10.1.2 17 de febrero de 2011. Ruido de la carpa de fiestas del Bª María Auxiliadora. 
Necesidad de reducir la emisión sonora. Recordatorio del deber de colaborar con el 
Justicia. Ayuntamiento de Huesca  
La Institución recomienda al Ayuntamiento de Huesca que en lo sucesivo, someta las 
emisiones de ruidos procedentes de una carpa que se instala durante la fiestas del barrio de 
María Auxiliadora a unos límites razonables, en cumplimiento de la normativa sobre ruidos, 
actividades clasificadas y espectáculos públicos. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 09/04/10 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo el 
problema que sufren los vecinos de la calle Emilio Mirave Díaz con la carpa de fiestas del 
Barrio de María Auxiliadora de Huesca.  
Señala que, con motivo de las fiestas en el mes de mayo, durante dos fines de semana 
seguidos se instala una carpa de lona y un escenario que no dista más de 4 metros de la 
ventana más cercana del edificio número 8; la programación de actividades se prolonga 
durante muchas horas, suele alargarse mas de las 4 de la madrugada el viernes y el sábado, y 
durante este tiempo no se puede prácticamente estar en las viviendas debido al intenso ruido 
que padecen, aún teniendo ventanas aislantes, por lo que hay vecinos que se ven obligados a 
marcharse para poder descansar, especialmente cuando en las familias hay niños pequeños o 
personas mayores.  
SEGUNDO.-Examinada la queja, se acordó admitirla a supervisión, asignando el expediente 
para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 16/04/10 un escrito al Ayuntamiento 
recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, y en particular de las opciones 
de cambio de ubicación, limitación de horarios o de emisión de ruidos, o cualesquiera otras 
que se hayan valorado para que la celebración de las fiestas pueda ser compatible en mayor 
medida con el descanso de los vecinos.  
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró por escrito en fechas 10 de agosto, 1 de 
octubre y 3 de diciembre de 2010, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta 
Institución no se haya podido instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de 
quejas, habiéndose visto imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de 
Autonomía de Aragón y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, y 
el ciudadano desasistido la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la necesidad de reducir el ruido ambiental.  
La falta de respuesta impide conocer la intención de los responsables municipales respecto al 
problema expuesto, no sabiendo si van a tolerar que la situación se mantenga en los mismos 
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términos para las próximas fiestas o buscan alguna alternativa en orden a que, como se indica 
en la petición, la fiesta sea compatible en mayor medida con el descanso de los vecinos.  
La celebración de espectáculos públicos tiene una regulación precisa, contenida básicamente 
en la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón. Conforme a 
ella (artículo 6), “Los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos 
públicos deberán reunir las condiciones necesarias de seguridad, salubridad e higiene para 
evitar molestias al público asistente y a terceros y, en especial, cumplir con aquellas que 
establecen la legislación de las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas y la 
legislación del ruido”, enumerando algunas de las condiciones que necesariamente deberán 
cumplirse; se hace referencia expresa a la acústica, debiéndose determinar “expresamente la 
necesaria insonorización de los locales para evitar molestias a terceros de acuerdo con lo 
que dispone la legislación sobre el ruido”.  
La Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación acústica de 
Aragón, próxima a entrar en vigor, expone su objeto y finalidad en el artículo 1, en los 
siguientes términos:  
“1. Es objeto de esta Ley prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica para evitar y 
reducir los daños que de esta puedan derivarse para la salud humana, los bienes o el medio 
ambiente en la Comunidad Autónoma de Aragón, mediante el establecimiento de niveles, 
objetivos e índices de calidad acústica.  
2. La presente Ley tiene como finalidad la plena realización de los derechos de quienes 
residan o se encuentren en la Comunidad Autónoma de Aragón a disfrutar de un medio 
ambiente equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud, a la protección ante las 
distintas formas de contaminación, a la protección de la intimidad personal y familiar y a una 
adecuada calidad de vida”.  
Su ámbito de aplicación (artículo 2) se extiende a “todos los emisores acústicos, sean de 
titularidad pública o privada”, lo que obliga a adoptar medidas de prevención de la 
contaminación acústica. Debe llamarse también la atención sobre la vinculación general de la 
normativa de espectáculos y actividades, que se impone también a la propia administración 
cuando actúa como promotora. Junto a consideraciones de índole legal, es conveniente 
destacar la importancia de la labor pedagógica que debe realizar el Ayuntamiento dando 
ejemplo en el cumplimiento de las normas que regulan el ejercicio de sus actividades y evitar 
molestias a sus vecinos, objetivo que deberá procurar en igual o mayor medida que cualquier 
particular que pretenda realizar otra de similar naturaleza.  
El artículo 26 concreta cuales serán las Administraciones públicas competentes que deberán 
actuar en cada caso; para las autorizaciones, licencias y permisos que habiliten el ejercicio de 
actividades, la instalación o funcionamiento de equipos y máquinas susceptibles de producir 
contaminación acústica, será la Administración municipal, habitualmente competente para el 
otorgamiento de las citadas licencias o permisos; para ello, deberá procurar que “a) Se 
adopten las medidas adecuadas de prevención y corrección de la contaminación acústica, 
mediante la aplicación viable, desde el punto de vista técnico y económico, de las tecnologías 
menos contaminantes en atención al emisor acústico de que se trate. b) No se supere ningún 
valor límite aplicable, sin perjuicio de lo dispuesto en materia de servidumbres acústicas”.  
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Conforme a lo expuesto, entendemos que no es correcta la excepción contenida en el artículo 
2.3.a de la Ordenanza municipal reguladora de la emisión y recepción de ruidos y 
vibraciones del Ayuntamiento de Huesca, por la que se excluyen de sus prescripciones “Los 
espectáculos públicos y actividades recreativas que se celebren con motivo de las fiestas, 
patronales, locales o análogas que tengan su regulación específica y cuenten con las 
preceptivas autorizaciones”, siendo más apropiado que se les aplicase la previsión de su 
artículo 61.2, que dispone “Los kioscos, terrazas de verano y/o discotecas de verano con 
horario nocturno, que dispongan de equipos de reproducción musical, deberán acompañar a 
la solicitud de licencia un estudio acústico de la incidencia de la actividad sobre su entorno, 
al objeto de poder delimitar con claridad el nivel máximo de volumen permitido a los equipos 
musicales, a fin de asegurar que en el lugar de máxima afección sonora no se superen los 
valores límite establecidos en esta Ordenanza”.  
Dado que en el supuesto que nos ocupa no se trata de una instalación permanente, el problema 
podría atemperarse simplemente con la reducción del nivel de emisión, solución inmediata y 
que no requiere inversión alguna, sino la exigencia de esta condición expresa en la 
contratación de actuaciones, informando a quienes las realizan de la obligación de respetar 
determinados límites acústicos y la responsabilidad en que pueden incurrir en caso de 
incumplimiento.  
Caso de que se decidiese ampliar temporalmente el límite sonoro establecido en la Ordenanza, 
la Ley prevé en su artículo 17 la posibilidad de suspender provisionalmente los objetivos de 
calidad acústica con motivo de la organización de actos de especial proyección oficial, 
cultural o social; si se estimase su concurrencia, el Ayuntamiento podría, previa valoración de 
la incidencia acústica y la apertura de un periodo de información pública de quince días, dejar 
en suspenso provisionalmente, la obligatoriedad del cumplimiento de los objetivos de calidad 
acústica que sean aplicables en las áreas afectadas. Si se opta por esta vía, es necesario que se 
establezcan también determinados parámetros, puesto la suspensión temporal de los 
establecidos en la Ordenanza no debe suponer la ausencia total de límites que, al abrigo de la 
excepción de la aplicación de la norma general, permitiera seguir generando los mismos 
inconvenientes y molestias a los vecinos.  
Señalar que, si bien el razonamiento expuesto se ha fundamentado en los preceptos de la Ley 
7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación acústica de Aragón, que 
todavía no ha entrado en vigor, la misma conclusión se hubiese alcanzado de acuerdo con la 
Ley estatal 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido, plenamente aplicable.  
Finalmente, en la misma línea de intentar reducir el ruido existente, cabe recordar lo 
establecido en el Real Decreto 286/2006, de 10 de marzo, sobre la protección de la salud y la 
seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al ruido, que 
establece unos límites acústicos que no pueden superarse por esta finalidad de protección 
laboral y resulta de aplicación desde el 15 de febrero de 2008.  
Segundo.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
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las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.-Efectuar al Ayuntamiento de Huesca la siguiente Sugerencia: Que, sin perjuicio de 
otras medidas que considere adecuadas, y en orden a reducir las molestias al vecindario y 
evitar perjuicios auditivos a los asistentes y trabajadores, establezca y haga cumplir unos 
límites acústicos razonables en las actuaciones al aire libre o en carpa instalada a tal fin que se 
vayan a llevar a cabo con motivo de las fiestas del barrio de María Auxiliadora o en cualquier 
otro punto de la ciudad.  
Segundo.-Formular a dicha Entidad Recordatorio de Deberes Legales, relativo a su 
obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en 
artículo 19 de la referida Ley 4/1985.  
Le ruego que en un plazo no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia 
formulada, indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.1.3 23 de mayo de 2011. Persistencia del problema de ruidos de un supermercado. 
Obligación municipal de intervenir activamente. Recordatorio del deber legal de 
colaborar con el Justicia. Ayuntamiento de Teruel.  
El Justicia reitera la obligación del Ayuntamiento de Teruel de colaborar con la Institución 
para la asistencia de los ciudadanos, así como de ejecutar sus labores de control respecto del 
problema derivado de los ruidos producidos por un supermercado 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- En diciembre de 2009 se remitió al Ayuntamiento de Teruel una Sugerencia 
relativa a la necesidad de controlar la actividad de determinados establecimientos públicos (un 
supermercado y dos discobares, habiéndose unificado los tres expedientes al tratarse de un 
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problema común, el ruido excesivo, y ser competente para su resolución la misma 
administración), ante su continua desatención a las reclamaciones de los afectados. 
La misma falta de respuesta municipal se produjo hacia esta Institución, por lo que formuló 
también un recordatorio del deber de colaboración establecido en la Ley 4/1985, de 27 de 
junio, reguladora del Justicia de Aragón. 
SEGUNDO.- La persistencia de las molestias por ruidos, vibraciones y emisiones de aire 
viciado del supermercado A....., situado en la Ronda de San Julián nº 40, motivó que el 
30/06/10 se presentase una nueva queja donde se manifiesta que, a pesar de realizar alguna 
actuación sancionadora y de comprobación de ruidos por parte del Ayuntamiento, persisten 
las molestias, al no haberse ejecutado medidas de aislamiento e insonorización adecuadas. 
Se aporta un Decreto de la Vicepresidencia de la Gerencia Municipal de Urbanismo de 
16/06/10 en el que, tras comprobar los excesos de ruido sobre los permitidos en la Ordenanza 
municipal, requiere al titular del supermercado para que en el plazo de dos meses aporte un 
estudio acústico de la actividad donde se propongan las medidas correctoras que 
definitivamente reduzcan el ruido que las máquinas transmiten a las viviendas, apercibiéndole 
de las consecuencias del incumplimiento. 
TERCERO.- Tras admitir la queja a supervisión, se consideró oportuno, y así se comunicó a 
los interesados, esperar el plazo de dos meses señalado en el Decreto, para comprobar su 
cumplimiento y consecuente resolución del problema.  
Transcurrido este plazo, y comprobado que la situación se mantiene en los mismos términos, 
se procedió a iniciar un nuevo expediente, dirigiéndonos el día 24/08/10 al Ayuntamiento de 
Teruel para que informase sobre la cuestión planteada en la queja, y en particular del grado de 
cumplimiento del aludido Decreto de 16 de junio y la aplicación de las medidas correctoras 
que den solución definitiva al problema. 
QUINTO.- La solicitud se reiteró en fechas 11/10/10 y 04/03/11, sin obtener respuesta. La 
reiterada falta de colaboración municipal ha supuesto que desde esta Institución no se haya 
podido instruir el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose visto 
imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón y los 
ciudadanos desasistidos de la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Recordatorio de consideraciones anteriores. 
En el expediente que durante el año 2009 se tramito en esta Institución con el mismo 
problema (ref. DI-215/2009-2) se hacían dos consideraciones jurídicas, referidas a las 
siguientes cuestiones: 
- La grave incidencia negativa del ruido en la salud de las personas y la obligación “del poder 
público municipal para evitar la realización de actividades molestas, y concretamente de 
aquellas que suponen, por exposición a ruidos excesivos, una lesión de la tranquilidad de los 
vecinos”, según se decía en la sentencia del Tribunal Supremo aludida en el mismo. 
- La ejecutividad de los actos administrativos, recordando a la Administración municipal la 
obligación de cumplir sus propios actos, adoptando y haciendo respetar las resoluciones 
sancionadoras y demás medidas de ejecución forzosa que procedan en caso de 
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incumplimiento por parte de los destinatarios, en especial cuando esta situación perjudique 
gravemente la salud de personas completamente ajenas a la misma. 
Dado que el problema es el mismo, no se considera necesario reiterar los fundamentos 
expuestos en su día, de aplicación íntegra, remitiéndonos a las consideraciones expuestas en 
dicho expediente, que se tienen por reproducidas. 
Segunda.- Sobre el deber legal de colaborar con el Justicia de Aragón 
En el mismo sentido, se reitera la obligación legal de colaborar con el Justicia de Aragón 
establecida en su Ley reguladora para el ejercicio de las funciones de protección y defensa de 
los derechos individuales y colectivos que le encomienda el artículo 59 del Estatuto de 
Autonomía de Aragón. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero.- Efectuar Recomendación al Ayuntamiento de Teruel para que, respecto de la 
actividad del establecimiento arriba indicado, atienda las demandas ciudadanas, ejerza sus 
funciones de inspección y control y compruebe el cumplimiento de las medidas correctoras 
que eviten molestias a otras personas, ejerciendo frente a los incumplimientos las acciones 
previstas en la vigente normativa. 
Segundo.- Formular Recordatorio de Deberes Legales a dicha entidad, recordándole su 
obligación de auxiliar a esta Institución, conforme a lo establecido en artículo 19 de la 
referida Ley 4/1985. 
Agradezco su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me comunique si 
acepta o no la Sugerencia formulada y acuse recibo del Recordatorio, con el fin de proceder al 
archivo de nuestro expediente. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
10.1.4 23 de junio de 2011. Ruidos procedentes de salón social en Bardena. Necesidad de 
reducir la emisión de sonido. Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros.  
El presente expediente se tramita a instancia de una queja recibida por una vecina del barrio 
de Bardena (Ejea de los Caballeros), la cual denuncia que con motivo de unas obras de 
rehabilitación de un local social, empleado para verbenas, no se ha procedido a su 
insonorización, provocándole molestias por ruidos cuando se celebran las festividades 
populares. A lo anterior alega el Ayuntamiento que estas festividades se suceden de forma 
puntual y que debido al coste económico que suponía, no pudo hacerse frente a la 
insonorización del espacio. Con base en estos antecedentes, el Justicia recomienda a la 
Administración local que en la celebración de actos populares, imponga unos límites 
acústicos razonables, para mitigar las molestias producidas a los vecinos circundantes. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 30/05/11 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo un 
problema de ruidos en el barrio rural de Bardena, perteneciente al municipio de Ejea de los 
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Caballeros, donde se lamentaba que en las obras realizadas por el Ayuntamiento para 
acondicionar el salón de baile no se hayan tenido en cuenta las condiciones de insonorización 
que serían exigibles a un espacio que ha de utilizarse para esta finalidad.  
Señala que, con el fin de conocer las características del proyecto en este aspecto, por ser su 
vivienda colindante con dicho salón, la interesada se dirigió en varias ocasiones a 
responsables municipales, que le fueron dando largas sin mostrárselo y derivando la cuestión 
de unos órganos a otros. Tas solicitarlo por escrito, pudo acceder a él, y al comprobar que en 
el proyecto no incluía la insonorización, solicitó informe de los Servicios Técnicos de 
Urbanismo del Ayuntamiento sobre “si las medidas tomadas para mejorar el aislamiento 
térmico van a suponer una mejora del aislamiento del local frente a los ruidos y música que 
se oyen desde su casa, así como de la posibilidad de realizar en obra la insonorización si con 
las medidas tomadas en el proyecto no fuera suficiente”. Según manifiesta, esta petición no 
fue atendida, así tampoco como otra presentada posteriormente recalcando la idoneidad del 
momento para introducir las medidas correctoras porque la obra estaba todavía en ejecución.  
Así las cosas, tras la inauguración de la reforma los vecinos requirieron los servicios de la 
Policía Local para que midiera el ruido, lo que arrojó un resultado positivo, sin que por parte 
del Ayuntamiento se haya tomado ninguna medida, a pesar de que el problema se repite cada 
vez que se celebra alguna fiesta en este salón.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. En orden a 
la instrucción del expediente, se envió con fecha 03/06/11 un escrito al Ayuntamiento de Ejea 
de los Caballeros recabando información sobre el problema y referencia expresa a las demás 
cuestiones planteadas: trámite dado a las solicitudes de una de las personas afectadas, 
exposición pública del proyecto e información a los vecinos, cumplimiento de la normativa de 
protección acústica establecida en las normas de edificación y en otras relativas al ruido que le 
son aplicables, mediciones efectuadas e indicación si al realizar actos en dicho salón, 
especialmente en la contratación de orquestas y disco-móviles, se ha establecido alguna 
limitación para que no se excedan los límites acústicos permitidos.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento, al que se agradece su diligencia en atender la 
solicitud, se recibió el 14/06/11, y en ella hace constar lo siguiente:  
“El Salón Social de Bardenas es el local donde tradicionalmente se han venido realizando las 
actuaciones musicales que se organizan con motivo de las fiestas patronales o de algún otro 
evento ocasional que tiene lugar en la localidad. Originariamente fue propiedad de la 
Cooperativa Agrícola y en la actualidad lo es del Ayuntamiento.  
Durante el año 2009, en el marco del Fondo Estatal de Inversión Local, se llevaron a cabo 
obras de reforma y conservación que afectaron a la zona de aseos, vestuarios, almacén, 
escenario y fachada, sin que supusiesen ampliación o afectasen a la estructura básica del 
edificio. No se contempló la insonorización del edificio, que tiene una superficie aproximada 
de 500 m2, por resultar inviable tanto económica como técnicamente.  
El uso del edificio para la realización de actuaciones musicales se circunscribe a unas fechas 
muy concretas y, aun reconociendo que durante su celebración se causan molestias a algunos 
vecinos, el carácter ocasional y la especial proyección social y comunitaria de estos actos ha 
de primar, con ciertos límites, sobre otras consideraciones particulares. En este sentido, 
habrá quienes se verán afectados negativamente por el recorrido de los encierros de reses 
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bravas, quienes por el del toro de fuego, algunos otros por las rondas de la charanga o, en 
fin, por los cohetes y fuegos de artificio. En su conjunto, todos se benefician de un programa 
de actos lúdicos y de unas jornadas de encuentro y convivencia.  
Paso a responder, a continuación, a las preguntas concretas formuladas en su escrito:  
1- Del trámite dado a las solicitudes presentadas por la vecina Dª : desde el Área de 
Urbanismo se me informa que desde la concejalía delegada se mantuvo entrevista con la 
interesada en la que se le facilitó información sobre las obras a realizar.  
2- Sobre si las obras de reforma fueron sometidas a información pública: la respuesta es que 
no lo fueron pues el importe del proyecto ni las características de la obra no lo exigían.  
3- En cuanto a si el local cumple con la normativa de protección acústica establecida en las 
normas de edificación y en otras relativas al ruido: la cuestión es que el edificio en un salón 
de usos múltiples que, entre otros, se utiliza para la realización de actuaciones musicales. 
Cuando esto sucede es evidente que no se cumple con la normativa de protección acústica.  
4- Sobre si se han realizado mediciones de los niveles de ruido o de vibraciones o inspección 
de las instalaciones: Se realizaron dos mediciones, a petición de Dª , el 4 de octubre de 2009, 
sobre las 5,15 horas. En una de ellas se comprobó que se excedían los niveles de ruido 
permitidos.  
5- En cuanto a si en la contratación de actos en el salón se ha establecido alguna limitación 
para que no se excedan los límites acústicos permitidos: habitualmente se señalan límites 
horarios a que, ciertamente, no siempre se cumplen”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de reducir el ruido ambiental.  
La respuesta del Ayuntamiento aborda sólo parte del problema, que atiende a una necesidad 
social: la celebración de fiestas populares, que precisa de un amplio espacio para acoger a los 
ciudadanos que se reúnen a tal objeto. Es razonable la posición municipal de utilizar un solo 
local para todos los actos que se celebren en el pueblo, ya que sería inviable o muy oneroso 
construir un inmueble dedicado exclusivamente a los que generen mayor ruido, como son los 
de carácter festivo y musical.  
Sin embargo, esta buena intención no puede hacernos olvidar que la celebración de 
espectáculos públicos tiene una regulación expresa, contenida básicamente en la Ley 11/2005, 
de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón. Conforme a ella (artículo 
6), “Los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos deberán 
reunir las condiciones necesarias de seguridad, salubridad e higiene para evitar molestias al 
público asistente y a terceros y, en especial, cumplir con aquellas que establecen la 
legislación de las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas y la legislación del 
ruido”, enumerando algunas de las condiciones que necesariamente deberán cumplirse: 
seguridad para el público asistente, trabajadores, ejecutantes y bienes, solidez de las 
estructuras y de funcionamiento de las instalaciones, garantías de las instalaciones eléctricas, 
prevención y protección de incendios y otros riesgos inherentes a la actividad, salubridad, 
higiene y acústica, accesibilidad y disfrute para personas discapacitadas o plan de 
autoprotección y emergencias.  
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Debe señalarse que estas normas, al igual que las relativas a la regulación de la edificación en 
su Código Técnico, tienen carácter imperativo, por lo que las actividades que se desarrollen 
han de ajustarse a las mismas; siguiendo con los ejemplos aludidos en la contestación del 
Ayuntamiento, las que se citan (encierro de reses bravas, espectáculos pirotécnicos, etc.) no 
dejan de realizarse con sujeción a unas normas estrictas, tanto de procedimiento (necesidad de 
autorización de la Comunidad Autónoma, establecimiento de horarios, …) como de seguridad 
(idoneidad de las barreras e instalaciones, obligación de disponer de ambulancia, seguro de 
responsabilidad civil, personal sanitario, etc.).  
Centrándonos en el problema manifestado en la queja, el excesivo ruido de los bailes que 
tienen lugar en este inmueble y la repercusión sobre el bienestar de los vecinos, debe 
recordarse, como se ha hecho en otras ocasiones, que el ruido genera un tipo de 
contaminación ambiental que produce importantes problemas de salud y está sujeto a una 
regulación, estando los poderes públicos obligados a velar para conseguir su cumplimiento. A 
tal efecto, la Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación acústica 
de Aragón, expone su objeto y finalidad en el artículo 1, en los siguientes términos:  
“1. Es objeto de esta Ley prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica para evitar y 
reducir los daños que de esta puedan derivarse para la salud humana, los bienes o el medio 
ambiente en la Comunidad Autónoma de Aragón, mediante el establecimiento de niveles, 
objetivos e índices de calidad acústica.  
2. La presente Ley tiene como finalidad la plena realización de los derechos de quienes 
residan o se encuentren en la Comunidad Autónoma de Aragón a disfrutar de un medio 
ambiente equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud, a la protección ante las 
distintas formas de contaminación, a la protección de la intimidad personal y familiar y a una 
adecuada calidad de vida”.  
Su ámbito de aplicación (artículo 2) se extiende a “todos los emisores acústicos, sean de 
titularidad pública o privada”, lo que obliga a adoptar medidas de prevención de la 
contaminación acústica. Debe llamarse también la atención sobre la vinculación general de la 
normativa de espectáculos y actividades, que se impone también a la propia administración 
cuando actúa como promotora. Junto a consideraciones de índole legal, es conveniente 
destacar la importancia de la labor pedagógica que debe realizar el Ayuntamiento dando 
ejemplo en el cumplimiento de las normas que regulan el ejercicio de sus actividades y evitar 
molestias a sus vecinos, objetivo que deberá procurar en igual o mayor medida que cualquier 
particular que pretenda realizar otra de similar naturaleza.  
El artículo 26 concreta cuales serán las Administraciones públicas competentes que deberán 
actuar en cada caso; para las autorizaciones, licencias y permisos que habiliten el ejercicio de 
actividades, la instalación o funcionamiento de equipos y máquinas susceptibles de producir 
contaminación acústica, será la Administración municipal, habitualmente competente para el 
otorgamiento de las citadas licencias o permisos; para ello, deberá procurar que “a) Se 
adopten las medidas adecuadas de prevención y corrección de la contaminación acústica, 
mediante la aplicación viable, desde el punto de vista técnico y económico, de las tecnologías 
menos contaminantes en atención al emisor acústico de que se trate. b) No se supere ningún 
valor límite aplicable, sin perjuicio de lo dispuesto en materia de servidumbres acústicas”.  
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La Ley prevé en su artículo 17 la posibilidad de suspender provisionalmente los objetivos de 
calidad acústica con motivo de la organización de actos de especial proyección oficial, 
cultural o social; si se estimase su concurrencia, el Ayuntamiento podría, previa valoración de 
la incidencia acústica y la apertura de un periodo de información pública de quince días, dejar 
en suspenso provisionalmente, la obligatoriedad del cumplimiento de los objetivos de calidad 
acústica que sean aplicables en las áreas afectadas. Si se opta por esta vía, es necesario que se 
establezcan también determinados parámetros, puesto la suspensión temporal de los que haya 
establecidos no debe suponer la ausencia total de límites que, al abrigo de la excepción en la 
aplicación de la norma general, permitiera seguir produciendo los mismos inconvenientes y 
molestias a los vecinos.  
Dado que en el caso que nos ocupa no se trata de una instalación permanente y concebida para 
la finalidad que causa el ruido, el problema podría atemperarse simplemente con la reducción 
del nivel de emisión, solución inmediata y que no requiere inversión alguna, sino su 
comunicación a los responsables de las disco-móviles o los bailes y su contratación con esta 
condición expresa.  
Finalmente, en la misma línea de intentar reducir el ruido existente, cabe recordar lo 
establecido en el Real Decreto 286/2006, de 10 de marzo, sobre la protección de la salud y la 
seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al ruido, que 
establece unos límites acústicos que no pueden superarse por esta finalidad de protección 
laboral y resulta de aplicación desde el 15 de febrero de 2008.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros la 
siguiente SUGERENCIA:  
Que estudie la imposición de unos límites acústicos razonables a las orquestas o disco-
móviles con quienes contrate la realización de bailes o atracciones musicales en el salón de 
Bardena, a fin de reducir las actuales molestias al vecindario y evitar perjuicios auditivos a los 
asistentes y trabajadores.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.1.5 7 de julio de 2011. Medio Ambiente. Actividades. Reiteradas molestias de una sala de 
conciertos con licencia de café-bar. Obligación de no conceder subvenciones si no se 
cumplen los requisitos de funcionamiento. Ayuntamiento de Zaragoza. 
La Institución recuerda al Ayuntamiento de Teruel la necesidad de adoptar medidas urgentes 
para evitar la causación de molestias derivadas del ruido producido en un local de conciertos 
denominado “D”, habida cuenta de las reiteradas quejas vecinales recibidas y de la reciente 




PRIMERO.- El año pasado se tramitó en esta Institución el expediente DI-315/2010-2 
debido a los problemas que generaba a los vecinos la sala de conciertos “D”, en la calle 
Doctor Lozano nº 5, que concluyó con una Sugerencia al Ayuntamiento instando su cierre 
porque no tenía licencia apropiada para ello (únicamente disponía de licencia de café-bar) y 
carecía de insonorización. La Sugerencia fue aceptada, y poco más tarde se cerró el local. 
Sin embargo, con fecha 10/02/11 han vuelto a comparecer los ciudadanos afectados para 
manifestar que, si bien el establecimiento ha permanecido cerrado hasta hace dos semanas, de 
repente se han encontrado con que, sin haber tenido noticia de haberse llevado a cabo alguna 
modificación física o legal (no se han hecho obras de insonorización ni de ninguna otra clase, 
circunstancia que habría sido conocida por los vecinos del inmueble, ni tampoco se ha 
tramitado cambio de licencia, pues no han recibido ninguna notificación) ha vuelto a abrir y a 
generar el mismo problema que ya creían solucionado. 
Consideran además injusto que, según han tenido noticia, este local se beneficia de 
subvenciones municipales a las salas de conciertos cuando, al no disponer de licencia para 
ello y carecer de insonorización, no debería poder celebrar este tipo de actuaciones, que 
generan un grave problema a los vecinos y una competencia desleal para otros que sí reúnen 
los requisitos necesarios. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 15/02/11 un escrito al 
Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre la cuestión planteada en la queja, y 
en particular: 
- Si la actividad objeto de queja ha subsanado las deficiencias apreciadas en el anterior 
expediente, que motivaron su cierre, y dispone ya de las licencias que habiliten su correcto 
funcionamiento, se ajusta a las mismas, cuenta con medidas correctoras adecuadas para evitar 
la transmisión de ruidos y vibraciones a las viviendas colindantes y se han acreditados estos 
extremos en el correspondiente acta de comprobación. 
- Si ha sido beneficiaria de alguna subvención o ayuda municipal en los últimos tres años o 
está previsto concedérsela, indicando el concepto, importe, convocatoria a que responde y 
condiciones exigidas para su concesión. 
TERCERO.- La primera respuesta del Ayuntamiento se recibió el día 17/03/11, informando 
del acuerdo del Consejo de Gerencia de Urbanismo de 08/03/11 mediante el que quedaba 
enterado de la sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Aragón de 
fecha 30/11/10 mediante la que se estima parcialmente el recurso interpuesto por los gestores 
del bar y se acuerda permitir el mantenimiento de la actividad condicionada a no celebrar 
conciertos hasta tanto recaiga sentencia respecto al fondo del asunto; su incumplimiento, caso 
de constatarse, determinará su clausura inmediata. 
CUARTO.- Pocos días más tarde se recibe el informe de la Dirección General de Cultura de 
16/03/11 relativo a las ayudas o subvenciones concedidas a esta sala, señalando que durante 
los años 2008 y 2009 no ha habido ninguna; respecto al ejercicio 2010, existe un convenio 
suscrito entre la Sociedad Municipal Zaragoza Cultural S.A. y la Asociación Profesional de 
Salas de Música “Aragón en Vivo” para el mantenimiento, promoción y desarrollo de la 
música en directo en Zaragoza (Programa “Muévete en Directo”), en virtud del cual se ha 
concedido a la empresa gestora de la sala D. una aportación de 3.306 euros. Especifica a 
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continuación que “La propia Asociación Profesional de Salas de Música “Aragón en Vivo” 
es la encargada de distribuir entre sus salas asociadas y que participan en el Programa 
“Muévete en Directo” la parte proporcional de la subvención que a cada una de ellas le 
corresponde y aportan, de acuerdo con la Ordenanza Municipal de Subvenciones, la cuenta 
justificativa del Convenio para su posterior aprobación por el órgano competente”. 
QUINTO.- Con referencia a la expresada prohibición de conciertos, los afectados han 
manifestado que se ha respetado, sin que hayan tenido noticia de su celebración, pero el nivel 
de ruido que soportan continúa siendo muy elevado, debido a que el local funciona como bar 
musical, a pesar de disponer únicamente de licencia para café-bar y no estar insonorizado para 
realizar la actividad que realmente tiene lugar allí. A su requerimiento, la Policía Local ha 
comprobado que se sobrepasan los límites de las Ordenanzas municipales en materia de ruido 
y horarios. 
Ante estos hechos, y considerando que, como indicábamos en nuestra Sugerencia de 
29/04/10, “el ejercicio de la actividad de conciertos, música en vivo y bar musical no puede 
ampararse en una licencia de cafetería”, con fecha 28/04/11 se dirigió un nuevo escrito al 
Ayuntamiento para conocer la situación actual y comprobar si dicho establecimiento cumple 
las condiciones de la licencia vigente o, en caso contrario, las medidas adoptadas o previstas 
para, fundamentalmente, evitar la transmisión de ruidos y vibraciones a las viviendas 
colindantes. 
SEXTO.- La respuesta del Ayuntamiento viene contenida en dos informes:  
- De la Policía Local, en el que da cuenta de la autorización que dispone el establecimiento y 
su horario (cafetería con equipo de música, con horario autorizado de 06:00 de la mañana a 
01:30 horas, con una hora más los viernes, sábados y vísperas de festivos, más media hora 
para su desalojo) y la formulación de varias denuncias, de las que se ha dado curso a los 
órganos encargados de la tramitación y resolución de expedientes sancionadores. 
- Del Servicio de Disciplina Urbanística, donde, tras referirse igualmente a la licencia, 
informa de la apertura de expediente sancionador por incumplimiento de horarios en fechas 
19 de febrero, 5, 6, 19 y 27 de marzo, 10 y 23 de abril, y 7, 8 y 14 de mayo. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la improcedencia de conceder subvenciones a actividades que no 
cumplen las normas municipales. 
De la información recabada en este y en el anterior expediente resulta que el local en cuestión 
no dispone de licencia para la celebración de conciertos, dado que no reúne los requisitos 
exigidos para ello, situación que incluso ha sido reconocida en la vía judicial cuando el 
Tribunal autoriza la reapertura del mismo estableciendo la prohibición expresa de realizar 
conciertos. 
Sin embargo, el propio Ayuntamiento, a través de una entidad propia como es la Sociedad 
Municipal Zaragoza Cultural S.A. ha concedido una subvención a la empresa gestora de esta 
sala precisamente por la celebración de conciertos dentro de un ciclo de actividades para el 
mantenimiento, promoción y desarrollo de la música en directo en Zaragoza, señalando que 
ello se hace “de acuerdo con la Ordenanza Municipal de Subvenciones”. 
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No parece coherente que se aporten fondos públicos para el desarrollo de una actividad que no 
cumple los requisitos que le son exigibles (se trata, precisamente, de la realización de 
conciertos de música en vivo, actividad para la que carece de licencia) y que además lleva 
años generando problemas a los vecinos, siendo el Ayuntamiento conocedor de esta situación.  
Ello puede suponer una vulneración de la mencionada Ordenanza municipal, que en varios de 
sus preceptos establece la obligación de que el beneficiario cumpla las obligaciones 
materiales y formales que se hubieran establecido para el ejercicio de la actividad objeto de 
subvención o los que le sean exigibles de acuerdo con la normativa sectorial aplicable: entre 
otros, artículos 2, 4, 6, 7, etc. 
En el presente caso, nos encontramos con que, si bien se ha realizado materialmente la 
actividad objeto de subvención, no es menos cierto que la misma debe reputarse como 
irregular, al no disponer de la licencia municipal adecuada, y esta situación debería haberse 
tenido en cuenta a la hora de conceder la ayuda; por ello, consideramos necesario que el 
requisito de contar con licencia de apertura ajustada a la actividad que se pretenda realizar al 
amparo de la subvención se tenga en cuenta en sucesivas convocatorias de ayudas públicas 
para actividades culturales o de cualquier otra naturaleza. 
Segunda.- Sobre la necesidad de aplicar con rigor la normativa para evitar situaciones 
tan gravosas para los vecinos. 
La Sugerencia dictada con fecha 29/04/10 sobre este problema contenía una sola 
consideración jurídica, con el mismo título: “Sobre la necesidad de aplicar con rigor la 
normativa para evitar situaciones tan gravosas para los vecinos”, a la que nos remitimos 
íntegramente, no siendo necesario reproducirla de nuevo.  
Simplemente, hacer ver que las denuncias y quejas contra la actividad se siguen produciendo, 
lo que refleja las molestias e incomodidades que, año tras año, siguen padeciendo los vecinos 
de esta calle. En el último informe municipal se citan diez denuncias por incumplimiento de 
horarios en el periodo que media entre el 19 de febrero y el 14 de mayo; según la Ley 
11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades 
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón, el 
incumplimiento del horario de apertura y cierre de los establecimientos es una infracción 
grave (artículo 48.j), y la reincidencia o reiteración en la comisión de faltas graves constituye 
una infracción muy grave (artículo 49.l), que lleva aparejadas sanciones pecuniarias de multas 
de hasta 60.000 €, y acumulativamente hasta 600.000 €, así como la clausura del local, 
prohibición de la actividad o inhabilitación para su ejercicio, en función de la trascendencia 
social de las infracciones, la intencionalidad de los infractores, la naturaleza de los perjuicios 
ocasionados y la existencia de reiteración o reincidencia, circunstancias todas ellas aquí 
concurrentes y que suponen un agravante en la valoración de la conducta objeto de análisis. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 




Primera: Que para la concesión de ayudas o subvenciones, bien directamente por el 
Ayuntamiento o a través de sus entidades instrumentales, exija el cumplimiento de todos los 
requisitos que precise la actividad objeto de ayuda, evitando que aquellas que puedan ser 
irregulares y, además, molestas para los vecinos, puedan ser beneficiarias de fondos públicos. 
Segunda: Que, atendiendo a las circunstancias concurrentes en este caso, se valore la 
conveniencia de adoptar alguna medida de carácter provisional dirigida al cese inmediato de 
las molestias que la actividad viene originando. Agradezco de antemano su colaboración y 
espero que en un plazo no superior a un mes me comunique si acepta o no las 
Recomendaciones formuladas, indicándome, en este último supuesto, las razones en que 
funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
10.1.6 22 de noviembre de 2011. Control municipal de actividades para evitar molestias a 
terceras personas. Necesidad de acomodar la Ordenanza a los límites de la Ley del 
Ruido. Ayuntamiento de Tarazona.  
El presente expediente trae causa de un largo procedimiento que concluyó por medio de una 
resolución judicial que obligaba al Ayuntamiento de Tarazona a velar por el establecimiento 
de las medidas correctoras oportunas para evitar los ruidos derivados de una carnicería en 
la que se efectuaban actividades de despiece y almacenamiento de carne. Esta actividad  
provocaba intensos ruidos derivados de las sierras utilizadas y del zumbido emitido por las 
cámaras frigoríficas. Asimismo, el Justicia observa que el Ayuntamiento de Tarazona no ha 
adaptado su Ordenanza sobre ruido a los parámetros especificados en el Anexo III de la Ley 
7/2010 de protección contra la contaminación acústica de Aragón, por lo que se insta a esta 
Administración local a corregir esta deficiencia. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El pasado día 16 de septiembre, con motivo de una visita realizada por 
representantes de esta Institución a la Comarca de Tarazona y el Moncayo, se recibió una 
queja exponiendo que en los bajos del inmueble de Carretera de Zaragoza nº de la Ciudad de 
Tarazona está instalada desde hace 18 años una carnicería que suele tener un gran volumen de 
trabajo; ello implica que los despieces de los animales, inherentes a su continua actividad, 
generen un enorme estruendo al golpear las canales con las herramientas de corte. Señala el 
ciudadano afectado que en varias ocasiones han comentado la situación con los propietarios 
del establecimiento, instándoles a corregir este problema, y ante su desatención han tenido 
que formular denuncias al Ayuntamiento e incluso acudir a la vía judicial, dado que las 
mediciones realizadas han resultado positivas, al exceder ampliamente los límites de ruido 
establecidos.  
Sin embargo, la última medición, que según les dijeron en el Ayuntamiento debería haber sido 
resolutoria para, en su caso, trasladar la actividad, se realizó un día en que no había casi 
trabajo, arrojando un resultado negativo. El interesado expresó su disconformidad con esta 
decisión, puesto que, contradice todas las anteriores, y no se realizó en condiciones habituales 
de funcionamiento.  
Junto a ello, exponen las molestias generadas por las cámaras frigoríficas que, al ser de gran 
tamaño y no estar insonorizadas, generan un zumbido continuo, que resulta especialmente 
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molesto durante la noche. Esta situación ha sido denunciada reiteradas veces en el 
Ayuntamiento y comunicada también verbalmente a sus responsables, pero no se han 
adoptado medidas adecuadas para enmendarla.  
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 23/09/11 un escrito al 
Ayuntamiento de recabando información acerca de las cuestiones planteadas y, en particular, 
si la actividad objeto de la misma se encuentra en posesión de las licencias que habiliten su 
correcto funcionamiento y cuenta con medidas correctoras adecuadas para evitar la 
transmisión de ruidos al exterior, y de las actuaciones realizadas o previstas para dar solución 
al problema de ruidos denunciado.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 24 de octubre, y en ella hace 
constar, textualmente, lo siguiente:  
“En contestación a su petición de información sobre los ruidos generados por una carnicería 
en carretera de Zaragoza n° (n° bajos, según la documentación obrante en las oficinas 
municipales), según su expediente n° DI-1553/2011-2, le comunico que la actividad objeto de 
la misma se encuentra en posesión de las licencias que habilitan su correcto funcionamiento.  
Como consecuencia de los ruidos procedentes de dicho establecimiento,  
D. ... interpuso recurso contencioso-administrativo, que se tramitó por el Juzgado de ese 
orden jurisdiccional n° 3 de Zaragoza, como procedimiento ordinario n° 670/2005.  
En la pieza separada de ejecución de la sentencia dictada en ese procedimiento judicial, el 
alcalde dictó las resoluciones n° 360, de 13 de abril de 2010, y n° 504, de 4 de mayo de 2011. 
En concreto, en esta última, se resuelve prohibir el ejercicio de la actividad de carnicería de 
la empresa "..., S.L." en el local de referencia, en horario nocturno, es decir, de 22 a 8 horas, 
para limitar el ruido procedente de dicha actividad a los límites establecidos en la licencia y 
evitar las molestias que viene sufriendo el recurrente como consecuencia de dicho ruido.  
Además, el Ayuntamiento de Tarazona remitió sendos certificados de las dos resoluciones 
municipales al órgano judicial, así como notificó las mismas a los interesados (incluido el Sr. 
...).  
Asimismo, hay que señalar que esta entidad local no tiene conocimiento de la existencia de 
una resolución judicial posterior que se haya dictado en la pieza separada de ejecución de la 
sentencia mencionada, por lo que cabe entender que ésta ha sido cumplida por parte del 
Ayuntamiento de Tarazona.  
Acompaño a este escrito sendas copias compulsadas de las resoluciones del alcalde 
indicadas”.  
La demanda judicial aludida se formuló contra la postura del Alcalde asumiendo un informe 
técnico donde señala que dicha Entidad no tenía que intervenir en orden a corregir las 
eventuales inmisiones procedentes de la actividad. En la Resolución de Alcaldía nº 360/2010, 
de 13 de abril, se detallan las actuaciones realizadas tras la sentencia que dio fin al proceso 
seguido por el afectado contra el Ayuntamiento de Tarazona, señalando:  
“Por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n° 3 de Zaragoza se dictó sentencia, en el 
procedimiento ordinario n° 670/2005, estimando el recurso citado y reconociendo como 
 
 510/606 
situación jurídica individualizada el derecho del recurrente para que el Ayuntamiento de 
Tarazona proceda a requerir al titular de la actividad para que la actividad se desarrolle 
dentro de los límites señalados por la propia licencia, debiendo proceder el Ayuntamiento en 
la forma más ajustada a derecho y especialmente mediante requerimiento al titular de la 
actividad para que en el plazo que al efecto se señale adopte las medidas oportunas a fin de 
limitar el ruido procedente de la actividad a los límites establecidos en la licencia.  
En la pieza separada de ejecución del procedimiento ordinario indicado, el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo n° 3 de Zaragoza ha dictado un auto de fecha 25 de marzo de 
2010, que ha tenido entrada en el Registro General del Ayuntamiento el día 30 de marzo de 
2010, cuya parte dispositiva indica que estima la solicitud de ejecución forzosa de la 
sentencia dictada en este proceso, instada por  
D. ..., y acuerda que se cumpla la misma, debiendo el Ayuntamiento de Tarazona requerir a 
"....., S.L." para que adopte las medidas tendentes a corregir los incumplimientos detectados 
por el informe pericial de D. ... respecto del ruido de inmisión en la vivienda de D. ....:  
a.- De la sierra de 22,00 a 8,00 horas. [ Sierra]  
L3 = 31,6 dB (A) < 45 dB (A) (cumple de 8,00 a 22,00 horas).  
y 31,6 dB (A) > 30 dB (A) (no cumple de 22,00 a 8,00 horas).  
b.- De la cámara pequeña de 22,00 a 8,00 horas. [Cámara pequeña]  
L4 = 39,5 dB (A) < 45 dB (A) (cumple de 8,00 a 22,00 horas).  
y 39,5 dB (A) > 30 dB (A) (no cumple de 22,00 a 8,00 horas).  
c.- Del tajador o cuchillas de 22,00 a 8,00 horas y de 8,00 a 22,00 horas.  
[Cuchillas]  
L5 = 51,6 dB (A) < 45 dB (A) (no cumple de 8,00 a 22,00 horas).  
y 51,6 dB (A) > 30 dB (A) (no cumple de 22,00 a 8,00 horas).  
Para ello, el Ayuntamiento de Tarazona debe fijar a "...., S.L." un plazo máximo de dos 
meses, contados desde la recepción por el Ayuntamiento del auto indicado, para que dicha 
entidad adopte las medidas concretas que eliminen dichos incumplimientos.  
Una vez transcurrido dicho plazo, deberá justificarse por parte la sociedad mercantil 
señalada a esta entidad local, en el plazo de un mes, la adopción de las correspondientes 
medidas correctoras respecto de la sierra, la cámara pequeña y el tajador o cuchilla 
utilizado para partir la carne.  
En el caso de no efectuarse estas actuaciones, el Ayuntamiento de Tarazona deberá proceder 
a la prohibición de emplear de 22 a 8 horas la sierra y la cámara pequeña, y las tajadoras o 
cuchillas a cualquier hora, bajo apercibimiento de clausura de la actividad desarrollada por 
"...., S.L.", que se mantendrá en tanto no se  
cumplimenten tales actuaciones”.  
La parte dispositiva de la Resolución hace referencia expresa a la obligación de respetar estas 
medidas, no siendo preciso, por ello, reproducirla.  
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Enlazando con la anterior, la Resolución nº 504/2011 de 4 de mayo, expone lo siguiente:  
En ejecución de la resolución municipal, fueron aportados al expediente una medición 
acústica, un certificado sobre los ruidos procedentes del local y un informe final instados por 
la titular del establecimiento; también figuran diversos informes técnicos solicitados por el 
Alcalde, así como un certificado de medición acústica, realizado por el ingeniero industrial 
D. ... por encargo del Ayuntamiento de Tarazona, con fecha de 14 de marzo de 2011. Este 
certificado concluye lo siguiente:  
"A la vista de los resultados anteriormente expuestos se tiene que respecto de las mediciones 




Luego los valores obtenidos en horario diurno, que oscilan entre los 27,2 y los 32,4 B(A). 
Todos ellos <45 dB(A) (cumplen de 8,00 a 22,00 horas).  
Por otro lado, los ruidos impulsivos detectados que alcanzan niveles de 50 a 58 dB 
sobrepasan el nivel permitido, por lo que se debe penalizar las medidas obtenidas con 5 
decibelios.  
No obstante, 32,4 + 5 = 37,4 dB(A) < 45 dB(A), siguen siendo valores dentro de los límites 
permitidos para el horario diurno; no así para el horario nocturno, como es el caso de una 
medida tomada entre las 7,30 y las 8,00 horas (por tanto en horario nocturno), la de 28,8 
dB(A) < 30 dB(A), que en principio cumpliría, pero al tener ruidos impulsivos se penaliza y 
pasa a ser 28,8 + 5 = 33,8 dB(A) > 30 dB(A), que no cumple de 22,00 a 8,00 horas. Si bien 
solo ha sido una sola medida, cabría la consideración, a juicio de quien suscribe, como 
medida cautelar y en aras a evitar posibles molestias, limitar la actividad (si no lo está ya), al 
horario diurno, en el que al menos, en base a las mediciones realizadas, los niveles máximos 
de inmisión se encuentran dentro de los niveles permitidos por la ordenanza."  
A la vista de la anterior conclusión, procede adoptar una resolución complementaria de la n° 
360/2010, con la finalidad de limitar el ruido procedente de la actividad a los límites 
establecidos en la licencia y evitar las molestias que viene sufriendo el recurrente como 
consecuencia de dicho ruido, prohibiendo el ejercicio de la actividad que se desarrolla en el 
local destinado a carnicería, en horario nocturno, es decir, de 22 a 8 horas”.  
Como resultado de todo ello, el Alcalde, resuelve prohibir el ejercicio de la actividad de 
carnicería en horario nocturno (de 22 a 8 horas). Esta resolución tiene efecto inmediato, 
comunicándose a la Policía Local para su control, a los interesados para su conocimiento y 
efectos y al Juzgado para acreditar el cumplimiento de la sentencia indicada.  
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CUARTO.-Junto a la información municipal, se ha aportado documentación por el 
presentador de la queja, en la que se acreditan diversas circunstancias.  
En primer lugar, llama la atención la antigüedad del problema. Consta una solicitud 
formulada por el principal afectado al Ayuntamiento de Tarazona en noviembre de 1993 en la 
que, tras exponer las molestias por ruidos y vibraciones y la evacuación incorrecta de gases 
procedentes de la actividad, reclama la intervención del Ayuntamiento para que obligue al 
titular de la actividad a adoptar medidas correctoras para evitarlos. Poco después, en febrero 
de 1994, la comunidad de propietarios del edificio, a través de su presidente, reitera la 
solicitud anterior, añadiendo a los problemas descritos el del mal olor que “con cierta 
frecuencia” se aprecia en el interior del patio de la escalera; a esta solicitud acompaña el 
informe elaborado por un Arquitecto Técnico donde consta el incumplimiento de los niveles 
de ruido y vibraciones. Existen también mediciones efectuadas por la Policía Local 
comprobando el exceso de ruido de diferentes elementos de la actividad: puerta de entrada o 
corte de carne en los tajadores o con sierras; en cambio, se comprueba que otros elementos, 
como los compresores de las cámaras, cumplen el límite de 45 dB(A) establecido en la 
Ordenanza municipal.  
No se tiene constancia de ninguna actuación del Ayuntamiento hasta que, con fecha 20/10/05, 
se elabora por la Arquitecta Municipal un informe señalando que el establecimiento cumple 
las condiciones establecidas en la Ordenanza; en él se describen las medidas correctoras 
introducidas, pero no se comprueba su efectividad con una medición de ruidos correctamente 
realizada. El escrito de Alcaldía por el que se traslada al interesado asume dicho informe al 
manifestar “que mientas no se aporte un informe y una medición donde se justifique lo 
contrario, no existe base fundada para determinar que el local en cuestión incumple la 
Ordenanza Municipal contra Ruidos y Vibraciones”. Ante esta situación, el interesado 
interpone recurso contencioso-administrativo, resuelto mediante sentencia del Juzgado nº 3 de 
Zaragoza de fecha 03/09/07 que lo estima, reconociendo “como situación jurídica 
individualizada el derecho del recurrente para que el Ayuntamiento de Tarazona proceda a 
requerir al titular de la actividad a fin de que adopte las medidas oportunas para que la 
actividad se desarrolle dentro de los límites señalados por la propia licencia, debiendo 
proceder el Ayuntamiento en la forma más ajustada a Derecho, y especialmente mediante 
requerimiento al titular de la actividad para que en el plazo que al efecto le señale adopte las 
medidas oportunas a fin de limitar el ruido procedente de la actividad a los límites 
establecidos en la licencia”.  
La ejecución de la sentencia se dispone por acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 
23/10/07, que en su acuerdo segundo requiere a la empresa “para que el plazo de un mes 
adopte las medidas necesarias para limitar los ruidos procedentes de la actividad de 
carnicería a los límites establecido en la licencia, con apercibimiento de que si así no lo 
hiciere se procederá conforme a lo establecido en el artículo 85 y siguientes de la Ley 7/2006 
de Protección Ambiental de Aragón”; este precepto regula la suspensión de actividades 
cuando concurran determinados supuestos de incumplimiento de las condiciones a que 
vengan sometidas o de generación de daños.  
Posteriormente, y tras demostrar un informe de medición realizado por el Ingeniero Sr. ... 
(visado 11/03/09) que no se habían adoptado todas las medidas correctoras, con fecha 
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12/03/09 se dicta la Resolución de Alcaldía nº 297, con un contenido similar, requiriendo de 
nuevo a la empresa para que proceda en tal sentido.  
Sin embargo, no parece que con ello el problema quedase resuelto, pues el afectado hubo de 
dirigirse de nuevo al Juzgado que, con fecha 25/03/10, dictó Auto por el que resolvía la pieza 
separada de ejecución dimanante del procedimiento ordinario de referencia (670/05-F); en él, 
tras aludir a los seis informes de medición de ruido obrantes en el expediente, elaborados por 
diversos técnicos en los años 2006 a 2009, considera que “De un atento examen de tales 
informes se desprende que efectivamente, por parte de la actividad desarrollada en el 
establecimiento de carnicería … no se cumple al completo con los límites de ruido y 
vibraciones establecidos en la licencia y en la Ordenanza Municipal del Ayuntamiento de 
Tarazona”, recordando los datos señalados en el antecedente tercero. Conforme a ello, se 
estima la solicitud de ejecución de la sentencia dictada en este proceso, detallando los 
términos en que debe dársele cumplimiento, que son:  
1º.- El Ayuntamiento debe requerir a la empresa para corregir los incumplimientos detectados 
en el precitado informe del Sr. ....  
2º.- Se fija un plazo de dos meses para que se adopten medidas concretas.  
3º.-Transcurrido el mismo, la actividad deberá justificar ante el Ayuntamiento, “en el plazo de 
un mes, la adopción de las correspondientes medidas correctoras respecto de la sierra, la 
cámara pequeña y del tajador o cuchilla utilizado para partir la carne”.  
4º.- Por último, dispone “Caso de no efectuarse estas actuaciones, por el Ayuntamiento de 
Tarazona deberá procederse a la prohibición de emplear de 22'00 a 8'00 horas la sierra y la 
cámara pequeña; y las tajadoras o cuchillas a cualquier hora, bajo apercibimiento de 
clausura de la actividad …, que se mantendrá en tanto no se cumplimenten tales 
actuaciones”.  
La materialización de estas órdenes se realizó mediante las resoluciones de Alcaldía nº 
360/2010 y 504/2011, aludidas en el antecedente tercero.  
En este lapso intermedio, se realizaron nuevas mediciones a instancia de los titulares de la 
carnicería, que son valoradas en un informe de la Arquitecta Municipal de 18/06/10 en los 
siguientes términos:  
“Las siguientes conclusiones se basan únicamente en los documentos aportados por el 
interesado:  
-Según el informe de “... Arquitectos Técnicos” “… se han adoptado medidas correctoras 
para amortiguar el ruido emitido por la cámara pequeña, la sierra y el tajador o cuchilla …”  
Se desconoce cuáles son las medidas correctoras adoptadas ya que nos e citan en ninguno de 
los dos documentos aportados.  
-Tanto el informe de .. Arquitectos Técnicos como el certificado de Dª ... concluyen que “la 
cámara pequeña, la sierra y el tajador o cuchilla cumplen el artículo 34 de la Ordenanza 
municipal de Protección contra Ruidos y Vibraciones de Tarazona en el horario en que se 
ejerce la actividad según la autorización del Ayuntamiento de fecha 08/11/1990, es decir, de 
8:00 h. a 22:00 h.  
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Se advierte, no obstante, en el certificado de la ingeniero industrial que “la emisión, y por 
tanto, la inmisión de la sierra y del tajador o cuchilla puede variar ligeramente según el tipo 
de carne que se utilice y, en el caso de los tajadores o cuchillas, de las personas que los 
manejen”.  
De ello se interpreta que, en determinados casos, los niveles de emisión pueden ser inferiores 
a las mediciones realizadas, pero también que pueden ser superiores.  
En cuanto al horario en el que se ejerce la actividad, se ha justificado que los niveles 
máximos se cumplen de 8:00 h. a 22:00 h. como es lógico. De 22:00 h. a  
8:00 h., aunque los niveles no se cumpliesen, la actividad no debería ejercerse. Lo que no se 
ha garantizado por el momento es precisamente eso, que la actividad no se ejerce de 22:00 h. 
a 8:00 h. como han asegurado en ciertas ocasiones los vecinos perjudicados”.  
Finalmente, señalar que, según resulta del informe precitado, los tajadores son de madera, y 
su número es tres.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre las molestias en el interior del domicilio.  
El Preámbulo de la Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación 
acústica de Aragón, justifica la promulgación de esta norma al señalar en su inicio “De las 
agresiones al medio ambiente, la contaminación acústica es, probablemente, la que los 
ciudadanos perciben de una forma más singularizada y, en muchos casos, obsesiva por sus 
perjuicios, sobre todo cuando ruidos y vibraciones se producen por la noche e interrumpen o 
imposibilitan el necesario descanso periódico. Pero, igualmente, el ruido y las vibraciones 
son una presencia constante en cualquier tipo de actividad humana, acompañando de forma 
natural a un desarrollo económico y social muchas veces contrapuesto con la cláusula de 
sostenibilidad que la producción económica, el tráfico urbano, el ocio o el uso de las 
infraestructuras, entre otros aspectos, debería llevar necesariamente consigo”.  
Si tradicionalmente el ruido se ha incluido entre las actividades molestas, hoy está plenamente 
reconocido que la contaminación acústica, el sometimiento a un ruido excesivo, puede 
generar graves perjuicios a la salud física y psíquica de los seres humanos, con dolencias tan 
graves como pérdidas auditivas, vértigos, perturbaciones en el sistema nervioso central, 
afectaciones respiratorias, cardíacas y circulatorias, hipertensión, fatiga, dolores de cabeza, 
etc., sin perder de vista los efectos psicológicos: crisis de ansiedad, pérdida de concentración, 
insomnio, irritabilidad, y grave afectación en el rendimiento del trabajo físico e intelectual.  
Esa es, continúa diciendo el referido Preámbulo “… una de las causas que explican la 
presencia cada vez mayor de conflictos sociales en torno a la contaminación acústica y que, a 
su vez, ha ocasionado que en los últimos años haya tenido lugar una importante reacción 
jurisprudencial, que se puede contemplar en diversas sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, del Tribunal Constitucional y de juzgados y tribunales inferiores, que, 
desde distintas perspectivas y con argumentos diferentes, pero siempre de evidente peso 
jurídico, han proporcionado herramientas para reaccionar en casos concretos contra las 




En este sentido, el Tribunal Constitucional ha declarado en reiteradas sentencias que nuestra 
Carta Magna no consagra derechos meramente teóricos o ilusorios, sino reales y efectivos, lo 
que hace imprescindible asegurar su protección frente a las injerencias por ruidos ajenos, que 
afectan a los derechos fundamentales a la integridad física y moral, la intimidad personal y 
familiar y el derecho a la inviolabilidad del domicilio. Y que la lesión de derechos 
fundamentales no deriva de la mera constatación de una ilegalidad, sino de la postura habitual 
de pasividad o de actividad insuficiente de la Administración, que produce el efecto final de 
lesionar aquellos derechos.  
Esta es, precisamente, la situación descrita en el expediente que nos ocupa, donde, como dice 
la Sentencia del Juzgado Contencioso-Administrativo nº 3 de Zaragoza citada en los 
antecedentes, “… no puede negarse que el Ayuntamiento de Tarazona ha atendido esas 
quejas, aunque también debe decirse que sin un exceso de celeridad en esa atención”, pues 
no parece lógico que un problema que (según el primer documento aportado) data de 1993, 
continúe todavía sin resolver plenamente, a pesar de haber constatado avances importantes, y 
que siga generado a los ciudadanos que lo han padecido, además del menoscabo de los 
derechos antes mencionados y de su salud, gran cantidad de instancias al Ayuntamiento, 
gastos en procedimientos judiciales y en informes periciales que una actuación diligente de 
esta Administración podría haber evitado, en ejercicio de su labor de vigilancia y control de 
las actividades clasificadas que se desarrollan en el municipio.  
De la respuesta recibida del Ayuntamiento se podría deducir que el problema ha quedado 
resuelto, pues la última medición determina que el nivel de ruidos se halla dentro de los 
límites permitidos en la Ordenanza y que se ha dado cumplimiento a la sentencia judicial. Sin 
embargo, entendemos que el caso no puede quedar cerrado de tal manera, por las siguientes 
razones:  
- Dado que se trata de una cuestión técnica, no entramos a discutir la correcta aplicación de la 
Ordenanza en la calificación de los ruidos impulsivos y la penalización que se aplica a la 
medición obtenida. Pero, si nos atenemos a los datos y declaraciones recogidas, en el 
establecimiento en cuestión hay tres tajadores para el corte de la carne, y de ello se puede 
deducir que los “ruidos impulsivos” son continuos, con lo que la molestia derivada de estos 
golpes no debe ser pasada por alto: no olvidemos que, en la medición más baja, generan en la 
vivienda de 50 a 58 decibelios, sobrepasando ampliamente el nivel permitido.  
-Los informes someten el cumplimiento de los límites legales a determinadas  condiciones, 
tanto en la práctica del corte de la carne en el tajador como en el  respeto de los horarios, que 
a veces ponen en duda los propios informantes.  
-La única medida correctora que se ha introducido sobre estos elementos ha sido  colocar 
unos tacos de goma en las patas de los tajadores que, a la vista de los hechos, resultan 
insuficientes, no pudiéndose considerar utilizadas las que la Ley 7/2006, de 22 de junio, de 
protección ambiental de Aragón define en su artículo 4.u como “Mejores técnicas 
disponibles” en orden a “… evitar o, cuando ello no sea posible, reducir en general las 
emisiones y el impacto en el conjunto del medio ambiente y de la salud de las personas, 
conforme al anejo 4 de la Ley 16/2002”. En el ánimo permanente de buscar solución a los 
problemas de los ciudadanos, desde esta Institución se ha consultado la posibilidad de mejorar 
tal cuestión, habiendo obtenido datos comerciales de tajadores que, según se indica, “…están 
especialmente diseñados para sustituir a los troncos y tajos de madera, principalmente por 
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las siguientes cualidades: Fibra polietileno calidad P-500 de 50 mm de grosor. Gran peso, 
que evitará en gran medida el sonido y las vibraciones de éste al ser golpeado, favoreciendo 
la estabilidad. …”. Puesto que existen mejores técnicas para hacer el mismo trabajo, debería 
indagarse esta posibilidad.  
Segunda.- Sobre la obligación de acomodar las ordenanzas sobre ruido a lo dispuesto en 
la Ley.  
La Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación acústica de 
Aragón, establece en su Disposición transitoria primera, respecto de las Ordenanzas 
municipales: “1. Los municipios de la Comunidad Autónoma de Aragón que dispongan de 
ordenanzas en materia de contaminación acústica a la entrada en vigor de esta Ley deberán 
adaptarlas a lo establecido en esta en el plazo de un año desde la publicación de la presente 
Ley”. La publicación se produjo en el Boletín Oficial de Aragón de 03/12/10.  
El Anexo III de la Ley contiene varias tablas en las que se establecen objetivos de calidad 
acústica, valores límite de inmisión y de emisión de ruido aplicables a los emisores acústicos 
y procedimientos de verificación y cumplimiento de los valores límite de emisión e inmisión 
de ruido y vibraciones. La Tabla 7 regula los valores límites de inmisión de ruido transmitido 
a locales colindantes por actividades, estableciendo para el uso residencial, en las zonas de 
estancias, 40 decibelios en los periodos de mañana y tarde, y de 30 en el periodo noche; para 
los dormitorios son 35 decibelios en los dos primeros y 25 en el periodo noche.  
La Ordenanza municipal de protección contra ruidos y vibraciones de Tarazona (B.O.P. de 
Zaragoza de 30/10/1989) establece en su artículo 34 lo siguiente:  
“El nivel de los ruidos interiores de viviendas transmitidos a ellas por impactos de alguna 
actividad, con excepción de los originados por el tráfico, no superarán los siguientes límites:  
-Entre las 8.00 y las 22.00 horas, 45 dB(A)  
-Entre las 22.00 y las 8.00 horas, 30 dB(A)”  
Dado que estos límites superan los establecidos en la Ley, deberá procederse a la revisión de 
la Ordenanza para adaptarla a la norma legal, en este y en otros aspectos que fuese preciso, y 
tal proceso deberá iniciarse a la mayor brevedad posible (si no se hubiere hecho ya) para dar 
cumplimiento al plazo establecido en su disposición transitoria.  
En todo caso, debe entenderse que, en aplicación de los principios de seguridad jurídica y 
jerarquía normativa, y conforme al objeto de la Ley, proclamado en su artículo 1, de 
“prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica para evitar y reducir los daños que de 
esta puedan derivarse para la salud humana, los bienes o el medio ambiente en la 
Comunidad Autónoma de Aragón, mediante el establecimiento de niveles, objetivos e índices 
de calidad acústica”, si no se realizase la adaptación ordenada los límites de la Ley rigen de 
forma automática una vez que transcurra el plazo otorgado para su adaptación, y su 
cumplimiento puede ser exigido por los ciudadanos para la plena realización de sus derechos 
“a disfrutar de un medio ambiente equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud, a la 
protección ante las distintas formas de contaminación, a la protección de la intimidad 
personal y familiar y a una adecuada calidad de vida”, reconocidos en el párrafo segundo del 




Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Tarazona las siguientes 
SUGERENCIAS:  
Primera.-Que, en ejercicio de su competencia de control de las actividades clasificadas, 
prosiga su labor de supervisión para que el establecimiento de referencia adopte y haga que 
funcionen eficazmente todas las medidas correctoras que precise para evitar los problemas 
que se vienen produciendo y no han quedado resueltos.  
Segunda.- Que disponga lo oportuno para dar cumplimento a la Disposición Transitoria 
primera de la Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación 
acústica de Aragón, adaptando los límites acústicos y demás previsiones contenidas en la 
Ordenanza municipal para que sean conformes con los establecidos en la misma.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.1.7 15 de diciembre de 2011. Necesidad de aplicar las ordenanzas para controlar los 
ruidos y molestias generados por una peña. Adecuación de la ordenanza sobre ruidos 
a la Ley. Recordatorio del deber legal de colaborar con el Justicia. Ayuntamiento de 
Alcañiz.  
Debido a la situación de molestias provocadas por el ruido y la suciedad de la calle Huesca 
de Alcañiz, producidas por las actividades lúdicas desarrolladas en la misma, la Institución 
sugiere a la Administración local competente  que adopte las medidas necesarias para evitar 
los perjuicios causados a los vecinos. Asimismo, la Institución insta al Ayuntamiento de 
Alcañiz a adaptar los límites sonoros consignados en su Ordenanza a lo dispuesto en el 
Anexo III de la Ley 7/2010 de protección contra la contaminación acústica de Aragón. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-Con motivo de la visita realizada por representantes de esta Institución a la 
Comarca del Bajo Aragón el día 24/03/11 se recibió una queja que ponía de manifiesto los 
problemas de ruidos y otras molestias (olor a orines, a marihuana, suciedad en el entorno, (…) 
que genera a los vecinos la peña ubicada en los bajos del edificio del nº 24 de la calle Huesca, 
dado que no cuenta con ningún tipo de insonorización o aislamiento y la conducta de sus 
ocupantes no es respetuosa. Señalan que la Policía Local atiende las llamadas que se hacen, 
pero al no portar un sonómetro no pueden controlar el ruido, y tampoco tienen argumentos 
para restringir esta actividad, alegando que el Ayuntamiento no dispone de una ordenanza 
específica para problemas de esta naturaleza.  
SEGUNDO.-Tras admitir la queja a supervisión y asignar el expediente para su instrucción, 
se envió con fecha 31 de marzo un escrito al Ayuntamiento recabando información sobre la 
cuestión planteada y, en particular, las medidas que se puedan adoptar desde el Ayuntamiento 
para hacer frente a esta situación.  
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 6 de junio, 8 de agosto y 7 de 
octubre, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya 
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podido completar el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose 
visto imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón 
y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligatoriedad de intervenir para evitar conductas incívicas por ruido, 
suciedad, etc. que perjudican a otras personas.  
Al no haberse recibido la información solicitada al Ayuntamiento de Alcañiz no se tiene otra 
versión de los hechos que la facilitada por el ciudadano en su escrito de queja. Del mismo se 
desprende que la excusa por la falta de actuación municipal eficaz ante los problemas 
denunciados deriva de la falta de normativa reguladora y de medios de control (básicamente, 
sonómetros) para comprobar eventuales incumplimientos.  
Ante esta afirmación, debe señalarse que, sin perjuicio de otras normas de ámbito general 
aplicables al presente supuesto, el Ayuntamiento de Alcañiz sí que dispone de diversas 
ordenanzas que regulan específicamente la materia.  
En primer lugar, la situación que ha motivado la queja entra plenamente en el ámbito de 
aplicación de la Ordenanza nº 5, de ruidos y vibraciones, que somete a sus prescripciones (art. 
2) a “todas las actividades, instalaciones, medios de transporte, máquinas y, en general, 
cualquier dispositivo o actuación pública o privada que sean susceptibles de producir ruidos 
o vibraciones que puedan causar molestia, riesgo o daño para las personas o bienes”. 
Conforme a las normas generales, el artículo 3 regula la competencia administrativa para su 
aplicación, asignando al Ayuntamiento la labor de “velar por el cumplimiento de la misma, 
ejerciendo la vigilancia y control de su aplicación, así como la adopción de las medidas 
cautelares legalmente establecidas, además de la potestad sancionadora” y faculta a 
cualquier persona para “denunciar ante el Ayuntamiento actuaciones públicas o privadas de 
las enumeradas en el Artículo 2 que incumplan las normas de protección establecidas en la 
presente Ordenanza” (Artículo 4).  
Esta norma regula los límites admisibles de ruidos, tanto en el interior de las edificaciones 
como de los emitidos al exterior, estableciendo normas claras para su comprobación y 
valoración, así como para el aislamiento de los locales e instalaciones que generan niveles 
elevados de ruido o vibraciones, incluyendo expresamente las actividades de ocio, recreativas, 
culturales y de asociacionismo y las actividades ruidosas en la vía pública. Impone 
determinadas obligaciones a los generadores de ruido para evitar que se superen los 
parámetros de la Ordenanza, que detalla de forma pormenorizada. En orden a su aplicación, 
regula la forma en que se ha de ejercer el control y vigilancia de lo dispuesto en la misma, y 
fija un régimen de infracciones y sanciones en caso de incumplimiento, donde se contempla el 
cese efectivo de la actividad generadora del ruido.  
La Ordenanza nº 2, reguladora de los residuos y limpieza viaria, se ocupa de otra parte del 
problema descrito en la queja, al prohibir en su artículo 66 “arrojar o depositar residuos, 
colillas, papeles, envoltorios, aguas sucias y, en general, cualquier tipo de basura o 
desperdicio en las vías públicas o privadas, en sus accesos y en los solares o fincas, valladas 
o sin vallar, debiendo utilizarse siempre los recipientes (contenedores, papeleras, etc.), 
destinados al efecto; también está prohibido utilizar la vía pública para actos notoriamente 
contrarios a su fin específico (deposiciones, micciones, etc.)”. El artículo 76 califica como 
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infracción leve la comisión de alguna de estas conductas, estableciendo el artículo 77 las 
sanciones de apercibimiento y multa de hasta 150 €.  
Como establece el artículo 139 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de 
Aragón, las ordenanzas son disposiciones generales aprobadas por las entidades locales en el 
ejercicio de la potestad reglamentaria en su ámbito competencial, que se integran en el 
ordenamiento jurídico con sujeción a los principios de jerarquía normativa y competencia y 
vinculan por igual a los ciudadanos y a la entidad local, sin que se pueda dispensar 
individualmente de su observancia. La aprobación de las ordenanzas es voluntaria por parte 
de las entidades locales, y responde a la necesidad de regular una materia de su competencia, 
detallando y ajustando la normativa general a su situación particular en aquellos aspectos no 
contemplados en aquella o que remite a una regulación más pormenorizada. Ello presupone 
que cuando un Ayuntamiento aprueba una ordenanza es consciente de la necesidad pública 
que ha de satisfacer y de su obligación de habilitar los medios apropiados para aplicarla si 
tiene voluntad efectiva de ponerla en práctica.  
De acuerdo a lo expuesto, la Administración municipal, competente en la materia, debe 
intervenir para que se cumplan las Ordenanzas y se eviten estas situaciones molestas y 
conflictivas. El artículo 30 de la Ley de Administración Local de Aragón concreta esta 
función en la figura del Alcalde, a quien atribuye la potestad de ejecutar y hacer cumplir los 
acuerdos y normas municipales.  
Segunda.- Sobre la obligación de acomodar la ordenanza sobre ruido a lo dispuesto en la 
Ley.  
La Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación acústica de 
Aragón, establece en su Disposición transitoria primera, respecto de las Ordenanzas 
municipales: “1. Los municipios de la Comunidad Autónoma de Aragón que dispongan de 
ordenanzas en materia de contaminación acústica a la entrada en vigor de esta Ley deberán 
adaptarlas a lo establecido en esta en el plazo de un año desde la publicación de la presente 
Ley”. La publicación se produjo en el Boletín Oficial de Aragón de 03/12/10.  
El Anexo III de la Ley contiene varias tablas en las que se establecen objetivos de calidad 
acústica, valores límite de inmisión y de emisión de ruido aplicables a los emisores acústicos 
y procedimientos de verificación y cumplimiento de los valores límite de emisión e inmisión 
de ruido y vibraciones. La Tabla 7 regula los valores límites de inmisión de ruido transmitido 
a locales colindantes por actividades, estableciendo para el uso residencial, en las zonas de 
estancias, 40 decibelios en los periodos de mañana y tarde, y de 30 en el periodo noche; para 
los dormitorios son 35 decibelios en los dos primeros y 25 en el periodo noche.  
La Ordenanza municipal de protección ambiental nº 5 de Alcañiz regula en su Anexo 1 los 
valores límites en materia de ruidos y vibraciones, estableciendo un valor mínimo para el 
horario de noche de 30 dB(A). Dado que este límite supera los establecidos en la Ley, deberá 
procederse a la revisión de la Ordenanza para adaptarla a la norma legal, en este y en otros 
aspectos que fuese preciso, y tal proceso, si no se hubiere iniciado, deberá ponerse en marcha 
de inmediato, ya que nos hallamos fuera del plazo establecido en su disposición transitoria.  
En todo caso, debe entenderse que, en aplicación de los principios de seguridad jurídica y 
jerarquía normativa, y conforme al objeto de la Ley, proclamado en su artículo 1, de 
“prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica para evitar y reducir los daños que de 
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esta puedan derivarse para la salud humana, los bienes o el medio ambiente en la 
Comunidad Autónoma de Aragón, mediante el establecimiento de niveles, objetivos e índices 
de calidad acústica”, si no se realizase la adaptación ordenada los límites de la Ley rigen de 
forma automática una vez que transcurra el plazo otorgado para su adaptación, y su 
cumplimiento puede ser exigido por los ciudadanos para la plena realización de sus derechos 
“a disfrutar de un medio ambiente equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud, a la 
protección ante las distintas formas de contaminación, a la protección de la intimidad 
personal y familiar y a una adecuada calidad de vida”, reconocidos en el párrafo segundo del 
artículo 1.  
Tercera.- Obligación legal de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.-Formular al Ayuntamiento de Alcañiz las siguientes Sugerencias:  
-Que, en aplicación de las Ordenanzas municipales y otras normas generales atinentes al caso, 
intervenga activamente para evitar los problemas de convivencia descritos en la queja.  
-Que disponga lo oportuno para dar cumplimento a la Disposición Transitoria primera de la 
Ley 7/2010, de 18 de noviembre, de protección contra la contaminación acústica de Aragón, 
adaptando los límites acústicos y demás previsiones contenidas en la Ordenanza municipal 
para que sean conformes con los establecidos en la misma.  
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Segundo.-Efectuar a dicha entidad un Recordatorio del deber legal que tiene de auxiliar a esta 
Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en artículo 19 de la referida Ley 
4/1985.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, indicándome, en este último supuesto, 
las razones en que funde su negativa  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.2 Residuos y vertederos 
10.2.1 13 de mayo de 2011. Ruidos producidos al tirar las botellas en el contenedor de 
basura. Necesidad de facilitar esta labor en establecimientos de hostelería. 
Ayuntamiento de Zaragoza.  
La Institución atiende una queja derivada de la conducta desarrollada por un bar 
denominado “L”, sito en Zaragoza. Al parecer, los operarios de este bar arrojan los envases 
de vidrio en el contenedor para residuos orgánicos. En esta tesitura, la Institución entiende 
que es preferible no adoptar medidas sancionadoras, al tratarse de una conducta muy aislada 
e insta al Ayuntamiento a estudiar la posibilidad de instalar una tapa en el contenedor para 
vidrios, que permita el depósito de manera más rápida para los hosteleros. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 16/09/10 tuvo entrada en esta Institución una queja donde se expone un 
problema que ya fue tratado en un expediente anterior: la incorrecta gestión de los residuos de 
vidrio que se hace en el restaurante “L” y algún otro establecimiento de hostelería en la calle 
Supervía, que se tiran en el contenedor de la basura orgánica en vez de hacerlo en el 
específico para el vidrio. Según denunciaba la ciudadana interesada, y quedó acreditado en los 
informes expedidos por la Policía Local, esta mala práctica, además de desperdiciar un 
recurso reciclable, provoca molestias a los vecinos en dos momentos: cuando se tiran de golpe 
las botellas al contenedor por el personal de estos bares y restaurantes y, posteriormente, bien 
avanzada la noche, al vaciarse en el camión de recogida.  
El anterior expediente fue archivado al manifestarse por los servicios municipales la 
imposibilidad de sancionar este comportamiento, dado que el hecho de que un 
establecimiento no deposite por separado sus residuos en los contenedores de recogida 
selectiva no está tipificado como infracción administrativa, apreciación coincidente con el 
informe remitido desde el Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón.  
Sin embargo, la nueva queja pone de manifiesto que el problema no ha quedado resuelto, 
expresando que esta actitud resulta incívica e insolidaria hacia los vecinos, dada la afección al 
descanso que el ruido nocturno supone, y considerando que la situación descrita resulta 
perfectamente evitable siguiendo unas pautas de recogida de residuos asumidas en general por 
la ciudadanía y que en absoluto pueden calificarse de gravosas para los obligados.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja, se acordó admitirla a mediación, asignando el expediente 
para su instrucción. Con tal objeto, se enviaron con fecha 27/09/10 sendos escrito al 
Departamento de Medio Ambiente y al Ayuntamiento de Zaragoza recabando información 
sobre las medidas que podrían aplicarse para mejorar esta situación.  
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TERCERO.-La respuesta de ambos organismos reincide en las cuestiones señaladas en el 
anterior expediente, al que se remiten en algunos de sus puntos: que no existe base jurídica 
para imponer sanciones por esta conducta, y que la recogida de residuos es competencia 
municipal. Por ello, la atención que requiere la resolución de este problema debe pasar por 
otras vías, tal como se indica a continuación.  
II.-CONSIDERACIONES 
Única.-Sobre la necesidad de buscar soluciones viables a un problema ciudadano.  
De la información recabada en los expedientes instruidos por el mismo motivo se desprende 
que no existe actualmente ninguna norma que habilite la imposición de sanciones por este 
motivo, sin perjuicio de que en su momento se pudiese aprobar alguna que lo haga, lo que no 
modificará durante un largo tiempo la  
situación denunciada en la queja. En todo caso, no creemos conveniente promover desde esta 
Institución multas u otro tipo de sanción por conductas como la descrita, dado que, 
afortunadamente, se trata de hechos muy aislados y de difícil corrección por esta vía.  
Entendemos también que la razón que mueve a algunos hosteleros a no utilizar el contenedor 
del vidrio se debe a que han de arrojar las botellas de una en una, con lo que pierden un 
tiempo que detraen de otras labores, de mayor valor económico o de atención a la clientela; 
como se ha indicado, ello provoca molestias a los vecinos en dos momentos: cuando se tiran 
de golpe las botellas al contenedor y, posteriormente, bien avanzada la noche, al vaciarse en el 
camión de recogida.  
Una posible solución, que ha sido experimentada en otros municipios para aprovechar más el 
vidrio procedente de los establecimientos de hostelería, podría venir por la disposición de 
contenedores de vidrio con una tapa practicable donde se puede abocar el cubo con las 
botellas y arrojar todas de golpe, haciendo la operación tan rápida como puede serlo cuando 
se tiran en el contenedor de la basura orgánica. Ello facilita la labor de los hosteleros, siendo 
más sencillo obtener su colaboración, permite recuperar más cantidad de vidrio y elimina los 
ruidos nocturnos, ya que la recogida del vidrio se hace durante el día por esta razón. La 
implantación de este sistema de recogida se ha instrumentalizado mediante convenios entre la 
Corporaciones locales y asociaciones de hosteleros, con un resultado que ha sido valorado 
muy positivamente por ambas partes.  
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que por parte de los servicios municipales se estudie esta alternativa, o se establezca alguna 
otra medida para dar solución al problema expuesto en la queja.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
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10.3 Especies protegidas y protección animal 
10.3.1 18 de marzo de 2011. Granja de cangrejos para repoblación en Cañizar del Olivar. 
Obligación del Departamento de Medio Ambiente de asumir su mantenimiento. 
Recordatorio de deberes legales. Departamento de Medio Ambiente.  
Un litigio continuado entre el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar y la empresa Agroturismo 
Cañizar, S.L., pone en peligro la supervivencia de una instalación destinada a la cría de 
cangrejos de río autóctonos. Debido a lo anterior, la Institución recomienda al Departamento 
de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón que adopte las medidas necesarias para 
proteger a esta especie que se encuentra en peligro de extinción. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 12/08/10 tuvo entrada en esta Institución una queja en la que el 
ciudadano, tras informar del nuevo episodio de mortandad de una de las mayores colonias de 
cangrejo autóctono en su medio natural, la balsa Hoya Rubia, también denominada Barranco 
de la Plata, en el término municipal de Cañizar del Olivar, expone los siguientes hechos:  
“Primero.- Que en fecha de 2 de octubre de 2006, se firma entre el Ayuntamiento de Cañizar 
del Olivar y la mercantil Agroturismo Cañizar S.L., un convenio para crear las instalaciones 
necesarias y desarrollar el proyecto medioambiental y empresarial para el fomento de 
turismo y asentamiento de la población mediante la creación de una granja tradicional 
educativa y mantenimiento de las instalaciones del proyecto y del polígono industrial y su 
entorno. En este proyecto se contempla la construcción y gestión de una astacifactoría para 
la cría del cangrejo autóctono, así como para la divulgación de esta especie.  
Sin embargo, la pasividad del Ayuntamiento para desarrollar las actuaciones incluidas en el 
convenio, así como por la resolución unilateral del mismo, lleva a acudir a la vía 
contenciosa, obteniendo sentencia favorable mediante fallo de 30 de octubre de 2008, no 
habiendo en la actualidad desarrollado ningún punto ni aspecto del convenio, el cual se 
considera de interés general, y por el que el Ayuntamiento obtiene el Premio Medio Ambiente 
de Aragón el año 2006.  
Segundo.- Que anterior a esas fechas, y en concreto, desde el 29 de noviembre de 2005, y con 
carácter altruista, he venido desempeñando labores de cuidado de los cangrejos que 
inicialmente trajo el Departamento de Medio Ambiente de Aragón desde el centro de cría de 
Rillo de Gallo (Guadalajara), hasta que la que entonces era alcaldesa, Dña. , cambió el 
candado de acceso a las instalaciones.  
Tercero.- Que mediante Decreto 197/2008, de 7 de octubre, del Gobierno de Aragón, (BOA 
número 174, de 23 de octubre) se acepta la cesión gratuita del uso de dos fincas, acordada 
por el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar, destinadas a la ubicación de una astacifactoría, 
con objeto de desarrollar un programa de cría de cautividad del cangrejo de río común, 
Austropotamobius pallipes, para su reintroducción en los ríos de Aragón.  
Cuarto.- Que el 12 de agosto de 2009 puse ya en conocimiento de la fiscalía de Teruel, la 
mortandad del 70-80 % de los 766 cangrejos, cuando con dos ciclos de cría más durante los 
años 2008 y 2009 debería de haber una población de entre 3.000 y 4.000 cangrejos.  
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Quinto.- Que a fecha de hoy, no solo no se ha intervenido para solucionar la causa de la 
mortandad en la astacifactoría, sino que ésta se extiende en lo que hasta ahora era una de las 
mayores colonias de cangrejo autóctono en su medio natural, la balsa Hoya Rubia de 
Cañizar del Olivar.  
Sexto.- Que la causa más probable de esta mortandad sea debido a la extensión de la peste 
del cangrejo o afanomicosis, sin llegar a descartar ninguna otra causa, y que pueda haber 
sido producido por las malas prácticas del ser humano, tales como la permisividad de uso de 
otros animales, tales como perros, uso de embarcaciones de recreo, etc., así como el posible 
contagio por el contacto con cangrejos alóctonos en la misma balsa, sin haber intervenido ni 
el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar ni el Departamento de Medio Ambiente de Aragón.  
Séptimo.- Que el cangrejo de río común, Austropotamobius pallipes, es una especie 
catalogada como amenazada o “en peligro de extinción”, según el Decreto 181/2005, de 6 de 
septiembre, del Gobierno de Aragón, estableciéndose un régimen de protección y 
aprobándose un Plan de Recuperación mediante Decreto 127/2006, de 9 de mayo, entre 
cuyas medidas específicas de protección, reguladas en el artículo 7, se encuentra la 
prohibición de introducción, repoblación o traslocación de individuos de cualquier especie 
alóctona de cangrejo dulceacuicola. Así mismo, en el Anexo se regula el Plan de 
recuperación del cangrejo de río común, cuyos objetivos pasan, entre otros, y de conformidad 
con el punto cuarto, por asegurar la supervivencia de las poblaciones existentes de 
Austropotamobius pallipes, mediante la protección y mejora de su hábitat, así como el 
establecer medidas para prevenir la extensión de la afanomicosis, evitando la introducción o 
translocación de especies alóctonas de cangrejos, portadoras del hongo Aphanomyces astaci, 
y controlar sus poblaciones donde ya estén establecidas.  
Octavo.- Que tras varias comunicaciones y puesta en conocimiento del hecho, no se ha 
observado inspección alguna, ni se ha intervenido en pos de un control y protección de esta 
especie, ni por parte del Ayuntamiento de Cañizar del Olivar, ni por parte del Departamento 
de Medio Ambiente de Aragón”.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando el 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se enviaron con fecha 18/08/10 sendos escritos 
al Departamento de Medio Ambiente y al Ayuntamiento de Cañizar del Olivar recabando 
información general sobre la cuestión planteada en la queja, y en particular de los siguientes 
extremos:  
 - Al Departamento de Medio Ambiente: actuaciones realizadas para la protección y 
recuperación del cangrejo de río común en el municipio de Cañizar del Olivar, desarrollo del 
programa de cría de cautividad y promoción de una actividad a la que se concedió el Premio 
Medio Ambiente 2006, y sobre la investigación y demás iniciativas llevadas a efecto tras la 
mortandad denunciada.  
 - Al Ayuntamiento de Cañizar del Olivar, sobre el grado de ejecución y cumplimiento 
de las previsiones contenidas en el convenio, si se ha considerado la adopción de fórmulas de 
negociación, conciliación o acuerdo entre las partes con este fin, acerca de la situación actual 
de la actividad de cría del cangrejo de río común y valoración del proyecto medioambiental y 
empresarial que se cita de cara al fomento de turismo y asentamiento de la población.  
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TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 21/12/10, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente:  
“1. Que el día 2 de Octubre de 2006, se firma el Convenio entre el Ayuntamiento de Cañizar 
del Olivar y la Entidad "Agroturismo Cañizar S.L.", para crear las instalaciones necesarias y 
desarrollar el proyecto medioambiental y empresarial para el fomento del turismo y 
asentamiento de la población mediante la creación de una granja tradicional educativa y 
mantenimiento de las instalaciones del proyecto y del polígono industrial y su entorno. Se 
firma entre el entonces Alcalde, D. y D. en representación de Agroturismo Cañizar S.L., 
sociedad limitada que entonces era inexistente, además de ser Concejal del Ayuntamiento de 
Cañizar del Olivar.  
 2. Tras salir elegida en las elecciones municipales Dª como Alcaldesa, D. , tenía 
llaves de la instalación municipal y no dejaba entrar a la entonces Alcaldesa de Cañizar del 
Olivar, llegando incluso hasta en dos ocasiones al cortar el suministro de agua al pueblo de 
Cañizar del Olivar y Estercuel y cerrando además la Astacifactoria mediante llave.  
 Ante estos acontecimientos, la Corporación decidió entrevistarse con Diputación 
Provincial de Teruel, exactamente con D. . Dicho responsable acuerda la devolución de las 
llaves y que mantendría conversaciones con Medio Ambiente del Gobierno de Aragón para 
que gestionara la Astacifactoria, por lo que en ese momento, los Forestales, se encargan de 
cambiar el candado y gestión de la Astacifactoria.  
2 Que a la vista del Convenio, se desprende según la Clausula Séptima, que las obras 
previstas en él, se firmarán addendas que lo desarrollen y en función del presupuesto 
disponible y tiempo de ejecución. A la vista de la Clausula Séptima y a los ingresos que tiene 
el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar, con una media de población de 100 habitantes, no 
tiene capacidad suficiente para hacer frente a tan enorme proyecto, si no es a través de 
subvenciones. Por ello, la Corporación, decide extinguir el Convenio suscrito 
unilateralmente, a lo que D. interpuso contencioso-administrativo, del cual en 1ª instancia se 
falló a favor del Ayuntamiento, y al interponer el recurso, se fallo en que las partes debían de 
llegar a un acuerdo.  
3 Que la Sentencia indicada de 30 de Octubre de 2008, falla que las partes deben de 
llegar a un acuerdo. A este acuerdo no se ha llegado dado que el Pleno delibera que una 
cuestión tan sumamente importante debe ser aprobada por el mismo, y que dado que al ser la 
gestión de una especie protegida, debería llevarlo un Organismo Público y no una Empresa 
Privada que obtenga lucros de ello.  
Además, existe con fecha anterior a la Sentencia, un Decreto del Gobierno de Aragón núm. 
197/2008 de 7 de octubre, por el que se acepta el acuerdo Plenario de 23 de junio de 2008, 
por el que el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar cede al Departamento de Medio Ambiente 
la gestión de la Astacifactoria, solicitando por ello el Ayuntamiento al indicado 
Departamento el pago de las facturas de la luz desde la fecha y negándose el Organismo 
indicado.  
1 Que nadie de la Corporación solicito el desempeño altruista de las actividades 
indicadas a D. a partir del 29 de noviembre de 2005.  
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 6. Que examinada por Pleno la solicitud de información del Justicia de Aragón, Dª , 
se opuso totalmente a las alegaciones sobre el cambio de candado de acceso a la 
Astacifactoria, negando que esa actuación la hubiera llevado a cabo, por lo que esa 
información se considera errónea, siendo Medio Ambiente quien cambia la llave, a través del 
forestal, y desde ese momento se hacen cargo de la Astacifactoría.  
 Por otro lado, y de la solicitud de información, alega que hay perros dentro, y no es 
sino el perro de D. , el que varias personas, entre otras el Alcalde y Concejales han visto 
dentro de la Astacifactoria, siendo una completa negligencia dado que si a las personas no se 
les deja entrar a animales, tampoco se debería dejar, por la contaminación que pudiera 
causar.  
2 Que el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar admite la existencia del Decreto del 
Gobierno de Aragón, y al ser anterior a la fecha del fallo de la Sentencia, se están 
manteniendo con el Departamento de Medio Ambiente las consiguientes actuaciones para 
que nos abonen el importe de las facturas y se hagan cargo de la gestión aceptada por el 
Decreto.  
3 Por ello, y en conclusión, la ejecución del Convenio es mínimo o prácticamente nulo, 
y sobre la situación actual de la actividad de gestión de cangrejo de rio común y la 
valoración medioambiental deberán espetar al Departamento de Medio Ambiente del 
Gobierno de Aragón, que según el Decreto indicado llevan o deberían llevar ellos la gestión, 
y no los Forestales, tal como se desprende de lo que se ve en la Astacifactoria”.  
CUARTO.-La solicitud de información se reiteró al Departamento de Medio Ambiente en 
fechas 4 de octubre y 20 de diciembre de 2010, y 1 de febrero de 2011, sin que haya sido 
atendida, lo que nos ha impedido conocer su posición sobre las cuestiones planteadas.  
QUINTO.-Si bien una de las peticiones expuestas en la queja solicita que “Se requiera, 
sugiera o recomiende al Ayuntamiento” la adopción de las medidas oportunas para la 
efectividad y ejecución de dicho convenio y la promoción de fórmulas de negociación, 
conciliación o acuerdo entre las partes, la existencia de un litigio judicial pendiente obliga a 
suspender la actuación de esta Institución en tal cuestión, atendido en mandato contenido en 
el artículo 15.2 de la Ley reguladora del Justicia de Aragón, que veta la tramitación de una 
queja si concurriese su objeto con un procedimiento judicial.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.-Sobre las obligaciones del Departamento de Medio Ambiente en la protección 
del cangrejo autóctono.  
Como se ha indicado anteriormente, el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar recibió en 2006, 
el Premio Medio Ambiente de Aragón 2006 “por su iniciativa en el proyecto de instalación 
de una astacifactoría para la cría de cangrejo autóctono en una balsa ubicada en su término 
municipal”.  
De acuerdo con el Decreto 53/2004, de 9 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se 
regula este premio, la Orden de 9 de marzo de 2006 efectúa la convocatoria para aquellas 
personas “que hayan destacado por su trayectoria o por un proyecto o actividad concreta de 
suficiente entidad en defensa de los valores ambientales y naturales en el entorno físico y 
cultural de Aragón”. La concesión del premio supone el reconocimiento de actuaciones 
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anteriores, sin que establezca ningún vínculo de la Administración concedente con los 
premiados, que simplemente ven reconocida una labor previa y se les anima a seguir en la 
misma línea.  
Sin embargo, en el caso que nos ocupa sí que puede hablarse de determinadas obligaciones en 
relación con el proyecto premiado de la astacifactoría, que no derivan de la concesión, sino de 
las circunstancias que se indican a continuación.  
Mediante Decreto 127/2006, de 9 de mayo, del Gobierno de Aragón, se establece un régimen 
de proyección para el cangrejo de río común, Austropotamobius pallipes, y se aprueba el Plan 
de Recuperación. Se trata de una especie catalogada como “en peligro de extinción” en el 
territorio aragonés, debido al riesgo objetivo de extinción de la especie en un futuro inmediato 
si los factores adversos que actúan sobre ella no son corregidos. Como indica su preámbulo, 
“La Comunidad Autónoma de Aragón tiene la responsabilidad de conservar esta especie para 
las generaciones futuras, y el mecanismo legal para lograrlo es el Plan de Recuperación, 
que, de acuerdo con lo señalado en el mencionado Decreto 49/1995, es ejecutivo y vincula 
tanto a los particulares como a las Administraciones Públicas, que en el ámbito de sus 
competencias deberán adecuar sus actuaciones a las determinaciones contenidas en el 
mismo….. En el Plan de Recuperación se realiza un análisis de la situación actual, en cuanto 
a la problemática de la especie y las actividades realizadas para su protección, se fija el 
objetivo a alcanzar, se determinan las directrices y las actuaciones para la consecución de 
dicho objetivo y se establecen los mecanismos para la necesaria cooperación entre las 
distintas Administraciones Públicas”.  
Conforme a ello, el objetivo del Plan es “conseguir núcleos poblacionales viables a largo 
plazo desde el punto de vista demográfico y genético, incrementar el número de ejemplares y 
favorecer la colonización de territorios en su área de distribución histórica o masas de agua 
artificiales consideradas apropiadas para la especie”. Para ello se señalan diversas acciones 
de conservación, y una de ellas está estrechamente vinculada a la astacifactoría de Cañizar del 
Olivar: “4. Producir juveniles de A. pallipes con fines de repoblación y manteniendo el 
correcto estado sanitario y la adecuada diversidad genética”; así, la medida de actuación 
6.2.1.1 es relativa a “favorecer la recuperación de la especie en las Áreas Sensibles mediante 
la translocación de adultos, o introducción de juveniles criados en cautividad”.  
Sobre la reproducción en cautividad y reintroducción en el medio natural, el punto 6.6 del 
Plan, si bien da prioridad a las actuaciones de conservación in situ, valora las medidas de 
conservación ex situ en los siguientes términos:  
“6.6.1. El principal objetivo de la conservación ex situ será la implementación de un 
Programa de cría o reproducción en cautividad que permita la disponibilidad de un stock 
apropiado de juveniles para la realización de introducciones y reforzamientos. Los cultivos 
podrán desarrollarse tanto en instalaciones ya existentes en Aragón adaptadas en su caso o 
en instalaciones de nueva creación”.  
La aplicación y seguimiento de las actuaciones previstas en el Plan (7.1.1.) corresponderán a 
la Dirección General del Medio Natural.  
A pesar de no hacer una cita expresa, el Decreto 197/2008, de 7 de octubre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se acepta la cesión gratuita del uso de dos fincas, acordada por el 
Ayuntamiento de Cañizar del Olivar, destinadas a la ubicación de una astacifactoria, parece 
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responder al cumplimiento de estas obligaciones impuestas en el Plan de Recuperación, pues 
su preámbulo explica que “El Departamento de Medio Ambiente, a través de la Dirección 
General de Desarrollo Sostenible y Biodiversidad, ha previsto desarrollar un programa de 
cría en cautividad de cangrejos de raza autóctona, con el objeto de disponer de stock de 
juveniles para la realización de actividades de introducción o reforzamiento, impulsar la 
educación ambiental y realizar actividades de formación.  
Con fecha 9 de febrero de 2008, el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar adoptó un Acuerdo 
por el que aprobó la cesión gratuita a la Comunidad Autónoma de Aragón del uso de dos 
fincas y de sus instalaciones, ubicadas en el Polígono Industrial “Las Ventas” de esa 
localidad, para ser destinadas al desarrollo del referido programa”.  
Conforme a ello, el Departamento de Medio Ambiente acepta la cesión de estas fincas para 
destinarlas a la ubicación de una astacifactoría con objeto de desarrollar dicho programa; el 
artículo 2 del Decreto señala las condiciones de la cesión, que son las siguientes:  
-El Departamento de Medio Ambiente queda obligado y comprometido a mantener en buen 
estado las instalaciones.  
-Dicho Departamento se hará cargo de las obras de adaptación necesarias en cada momento 
para el cumplimiento de sus fines, previa comunicación al Ayuntamiento.  
-La gestión de la astacifactoría corresponderá al Departamento de Medio Ambiente. En todo 
caso las decisiones que se tomen sobre el funcionamiento de la astafactoría deberán ser 
comunicadas al Ayuntamiento.  
-Es responsabilidad del Departamento de Medio Ambiente el dotar al terreno de los servicios 
de agua, luz, saneamiento, medidas necesarias de seguridad, etc, necesarios para la 
astacifactoría.  
Desde el Ayuntamiento de Cañizar del Olivar se ha manifestado que el convenio no se 
cumple, y que por ello reclaman del Departamento de Medio Ambiente las actuaciones 
precisas para que abonen el importe de las facturas pendientes y se hagan cargo de la gestión 
aceptada mediante el expresado Decreto.  
Dado que el Departamento de Medio Ambiente no ha contestado a las peticiones de 
información, incumpliendo la obligación de colaborar con el Justicia, no podemos conocer su 
posición al respecto.  
Segunda.- Sobre el deber legal de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “a) La actividad de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos por el conjunto de órganos integrados en el 
Gobierno de Aragón, así como por la totalidad de los entes dotados de personalidad jurídica 
dependientes del mismo”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
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Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente las siguientes 
resoluciones:  
Primera.-Sugerencia para que, dando cumplimiento a las obligaciones asumidas en el 
Decreto 197/2008, de 7 de octubre, del Gobierno de Aragón, se haga cargo de la 
astacifactoria de Cañizar del Olivar para que pueda servir eficazmente a los fines de 
repoblación previstos en el Plan de Recuperación del cangrejo de río común.  
Segunda.-Recordatorio de Deberes Legales, relativo a su deber de auxiliar a esta Institución 
en sus investigaciones, conforme a lo establecido en artículo 19 de la referida Ley 4/1985 
reguladora del Justicia de Aragón.  
Espero que en un plazo no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia 
formulada, indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.3.2 10 de marzo de 2011. Caza y pesca. Necesidad urgente de regular la caza con rehala. 
Departamento de Medio Ambiente. DGA.  
El Justicia, a raíz de varios episodios de ataques graves a personas de jaurías de perros 
durante batidas de caza denominadas “al salto”, urge al Gobierno de Aragón a introducir en 
la normativa aragonesa sobre caza, prescripciones que regulen la necesidad de obtención de 
una licencia específica para ejecutar esta modalidad de caza o bien a suprimir dicha 
modalidad. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- Desde esta Institución se han observado con preocupación las noticias 
aparecidas en prensa relativas a los ataques a personas por parte de perros pertenecientes a 
una jauría de caza en la localidad de Fuentes de Rubielos, agresiones de entidad tal que casi 
acabaron con la vida de algunos de los afectados.  
Según destacan los medios, no es la primera vez que estos lamentables hechos se han 
producido, sin que se haya estudiado alguna solución para evitarlos, como podría ser la de 
prohibir la caza con jaurías, atendido el peligro que supone para las personas que puedan 
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transitar por el monte por cualquier motivo: trabajo, paseo, recogida de setas, etc. El propio 
Ayuntamiento de Fuentes de Rubielos se ha opuesto al plan de caza presentado por la 
sociedad de cazadores que, al abrigo de la modalidad denominada “al salto”, permite las 
jaurías de perros a tal fin; al parecer, este plan de caza ha sido aprobado por el INAGA, sin 
que se haya adoptado o previsto ninguna medida al respecto.  
A la vista de todo ello, y al amparo de las facultades otorgadas por la Ley 4/1985, de 27 de 
junio, reguladora del Justicia de Aragón, se procedió a la incoación de un expediente de 
oficio con la finalidad de recabar la información precisa para conocer el asunto en su 
integridad y emitir, en su caso, el correspondiente informe.  
SEGUNDO.- En orden a la instrucción del expediente, se enviaron con fecha 18/08/10 
sendos escritos al Departamento de Medio Ambiente y al Ayuntamiento de Fuentes de 
Rubielos recabando información sobre esta cuestión y de las medidas previstas o 
materializadas para evitar que se vuelva a reproducir el problema expuesto.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 01/09/10; en ella muestra su 
preocupación por los hechos ocurridos y las actuaciones realizadas en su ámbito de 
competencia para intentar que no se repitan, que son:  
- En sesión extraordinaria y urgente celebrada por el Pleno en sesión de 20/01/10, ante “la 
alarma social causada por los ataques de perros a personas y que la reglamentación 
reguladora del aprovechamiento favorece que sucesos similares  
se vuelvan a producir”, se acordó exigir a la Sociedad de Cazadores la adopción de las 
medidas que considere pertinentes y, concretamente, la modificación del plan técnico de 
aprovechamiento de caza para la temporada 2009/2010 en el sentido de prohibir la modalidad 
“al salto”, regular las batidas para que únicamente se hagan dos al mes y establecer un 
máximo de dos perros por cazador en la caza menor. Se insta a dicha Sociedad para presentar 
la modificación a aprobación de Medio Ambiente, advirtiendo que en caso de incumplimiento 
se iniciarán los trámites para la rescisión de la adjudicación de los aprovechamientos de caza 
en el monte municipal.  
 - Por parte de la Sociedad de Cazadores, en sesión celebrada el 07/02/10 se acordó, en 
atención a los hechos ocurridos, suspender la caza del jabalí en la modalidad “al salto” 
durante el resto de temporada 2008/2009 y continuar las batidas de jabalí previstas, los días 
14 y 21 de febrero.  
 - El Pleno celebró una sesión extraordinaria en fecha 11/08/10 con el objeto de decidir 
sobre la rescisión de los contratos que rigen la adjudicación de los aprovechamientos de caza 
en los montes de utilidad pública de propiedad municipal, atendiendo a la gravedad de los 
ataques sobre dos personas por parte de perros que junto a su dueño estaban practicando la 
caza de jabalí en la precitada modalidad. Dice el acta “En ambas ocasiones la gravedad de las 
agresiones requirió sendos ingresos hospitalarios, intervenciones quirúrgicas de varias 
horas, desmembración con pérdida de partes del cuerpo y lesiones en músculos y tendones 
que por su magnitud no han permitido a día de hoy una recuperación total de los 
perjudicados”. Sin embargo, dado que la Sociedad de Cazadores había presentado un escrito 
de alegaciones en el periodo que medió entre la convocatoria de la sesión y su celebración, se 
acordó dejar el asunto sobre la mesa, difiriendo a una próxima sesión a celebrar siete días más 
tarde la resolución. En dicho escrito, la Sociedad de Cazadores comunicaba su renuncia a la 
 
 531/606 
modalidad de “al salto” para la temporada 2010/2011, y el Ayuntamiento así lo comunico a la 
sede del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (INAGA) en Teruel el 17 de agosto.  
 - En la sesión plenaria de 18 de agosto se deja constancia de la renuncia de la Sociedad 
de Cazadores a la caza “al salto”, y por ello no se acuerda la rescisión del aprovechamiento de 
caza en el monte público que se había planteado. En cambio, acuerdan dirigirse al Juzgado de 
1ª Instancia e Instrucción nº 1 de Teruel para que adopte las medidas que considere oportunas, 
y a las Cortes de Aragón instando “se proceda a una modificación en la legislación de caza, 
mediante la cual en esta Comunidad Autónoma de Aragón se suprima o limite la modalidad 
de caza de jabalí al salto”.  
CUARTO.-La respuesta del Departamento de Medio Ambiente tuvo entrada el día 06/10/10, 
y viene contenida en un informe del Director del INAGA que no aporta nuevos datos, pues se 
alude a la legislación reguladora de este Instituto, la normativa de caza que resulta de 
aplicación, la aprobación del plan técnico de caza de Fuentes de Rubielos con la inicial 
inclusión de la modalidad de caza “al salto” para el jabalí y su posterior retirada, concluyendo 
con la reproducción literal del artículo 52 de la Ley 5/2002, de 4 de abril, de caza de Aragón, 
cuyo título es “De los perros y la caza”. Acompaña copia de las solicitudes presentadas por la 
Sociedad de Cazadores y de las resoluciones dictadas por el INAGA autorizando la práctica 
de caza menor y jabalí.  
QUINTO.-Considerando que los datos disponibles precisaban ser ampliados para resolver 
con mayor precisión, con fecha 21/10/10 se remitieron nuevas solicitudes de información a 
los siguientes organismos:  
- Al Departamento de Agricultura y Alimentación, por su competencia en materia de sanidad 
animal; tras comunicar la existencia del actual expediente y sus motivos y dar cuenta de la 
existencia en Fuentes de Rubielos y en Rubielos de Mora de varias jaurías que cuentan con un 
gran número de animales, algunos pertenecientes a razas potencialmente peligrosas o 
susceptibles de tener tal consideración debido a anteriores ataques a personas, se pedía 
información sobre las siguientes cuestiones:  
-Si las jaurías de perros de caza existentes en las expresadas localidades y otras de ese entorno 
cuentan con autorización de núcleo zoológico y reúnen las condiciones establecidas a tal 
efecto en la vigente normativa.  
-Si se tiene constancia de la existencia en las mismas de animales potencialmente peligrosos y 
si cumplen los requisitos administrativos y medidas de seguridad establecidos en la Ley 
50/1999, de 23 de diciembre, sobre el régimen jurídico de la tenencia de animales 
potencialmente peligrosos y del Real Decreto 287/2002, de 22 de marzo que la desarrolla.  
-Si tras los ataques a personas se ha realizado alguna inspección o adoptado medidas de 
control sobre los animales o sus propietarios o los locales  
-En general, sobre las previsiones del Departamento para que estos hechos no vuelvan a 
producirse, tanto de actuación sobre las jaurías cuya existencia conozcan o de modificación 
normativa para evitar la existencia de un número desproporcionado de perros en un núcleo 
zoológico que, no pudiendo ser adecuadamente controlados, supongan un peligro para 
personas u otros animales (según información obtenida, en uno de los casos había más de 60).  
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-Al Departamento de Medio Ambiente se trasladó nuestra opinión, resultante de las 
averiguaciones practicadas, “que no es la modalidad de caza la causante de esta situación, 
sino la utilización abusiva de jaurías de perros para la caza del jabalí. Según se indica, se ha 
suprimido caza de jabalí “al salto”, pero entendemos que esta no implica, por sí misma, 
especial peligrosidad, pues según el borrador de reglamento de la Ley de Caza sometido a 
exposición pública por ese Departamento en 2009, dicho “salto” es una modalidad de caza 
menor (art. 48) que se practica “con o sin perro” donde “el cazador en solitario avanza por 
el terreno levantando y abatiendo las piezas a su paso”.  
Se alude a continuación que “En la normativa actualmente vigente en Aragón no se regula 
expresamente la caza con jaurías o rehalas, encontrándonos, como han informado vecinos de 
estas localidades, con cazadores que salen al monte con más de 50 perros y suponen, como 
ha quedado demostrado, un importante peligro, tanto por su elevado número, que hace 
imposible su control, como por tratarse de animales que, por su modo de vida, tienen un 
contacto muy escaso con el hombre” 
Por ello, tras comunicar la solicitud efectuada al Departamento de Agricultura, se reclamaba 
aquí “un informe manifestado su parecer sobre la necesidad de una regulación de la caza con 
jaurías o rehalas, bien en el reglamento de la Ley de Caza actualmente en trámite o en otra 
norma específica que se dicte con carácter de urgencia, atendida la preocupación existente 
en la zona donde han ocurrido los hechos que han motivado este expediente”.  
- Al Ayuntamiento de Fuentes de Rubielos, sobre la situación legal de las jaurías existentes en 
el término municipal, indicando si están constituidas como núcleo zoológico, los perros están 
controlados y cuentan con la licencia de actividad exigida por la Ley de Protección Ambiental 
de Aragón cuando se excede seis perros.  
SEXTO.-La primera respuesta provino del Ayuntamiento, comunicando que a fecha 01/12/10 
“no constan solicitudes para tales actividades y, por tanto, no se ha tramitado expediente 
administrativo alguno relacionado con esa materia”.  
SÉPTIMO.-El Departamento de Agricultura y Alimentación, mediante un informe del 
Consejero de 30/11/10, expuso los siguientes hechos:  
“1. En el ámbito territorial de la Oficina Comarcal de Agricultura y Alimentación de Mora de 
Rubielos hay registrados nueve núcleos zoológicos de perros de caza en los siguientes 
municipios:  
 - Albentosa: 2  
 - Formiche: 1  
 - Manzanera: 2  
 - La Puebla de Valverde: 1  
 - Sarrión: 2  
 - Rubielos de Mora: 1  
Todos estos núcleos zoológicos fueron autorizados en base a la normativa anterior aplicable 
antes de la entrada en vigor del Decreto 181/2009, de 20 de octubre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se regulan los núcleos zoológicos en la Comunidad Autónoma de Aragón.  
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Según la disposición transitoria primera del Decreto 181/2009, todos estos núcleos 
zoológicos deberán adaptarse antes del 12 de noviembre de 2011 a los requisitos y 
condiciones establecidas y obtener la correspondiente autorización para poder seguir 
desarrollando la actividad.  
2. En cuanto a la existencia de animales potencialmente peligrosos en esas instalaciones, los 
veterinarios colegiados responsables de la identificación mediante microchip y de la 
vacunación de dichos animales son los encargados de introducir los datos relativos a los 
mismos en el RIACA (registro de identificación de animales de compañía de Aragón) entre 
ellos si pertenecen a una raza potencialmente peligrosa, existiendo un convenio con los 
colegios veterinarios para su Ilevanza.  
Por otro lado, los propietarios de animales potencialmente peligrosos deben disponer de 
licencia administrativa municipal para su tenencia conforme el artículo 3 de la Ley 50/1999, 
de 23 de diciembre, sobre el Régimen Jurídico de la Tenencia de Animales Potencialmente 
Peligrosos.  
Mediante resolución del Director General de Alimentación se declararon 9 perros 
potencialmente peligrosos a consecuencia de los antecedentes habidos constatados en los 
informes emitidos por los Servicios Veterinarios Oficiales y por la Patrulla del Seprona, 
otorgando al propietario de dichos animales un plazo de un mes para solicitar la licencia 
administrativa para la tenencia de animales potencialmente peligrosos a partir de su 
notificación. Tal declaración se efectuó al amparo del artículo 2 del Real Decreto 287/2002, 
de 22 de marzo, por el que se desarrolla la Ley 50/1999.  
1 Con relación a los ataques producidos, se efectúo una visita de inspección y 
seguimiento por parte de los Servicios Veterinarios Oficiales de la OCA de Mora de 
Rubielos, instando al propietario de los perros de Fuentes de Rubielos, autores de la 
agresión, a la solicitud a nivel municipal de la licencia ambiental de actividades clasificadas 
y por otro lado a su correspondiente autorización y registro como núcleo zoológico para 
poder ejercer la actividad. Se procedió a la inmovilización de los animales y se le informó al 
propietario de la obligatoriedad de realizar un curso de bienestar animal para la obtención 
del carné de cuidador y manipulador de animales necesario para desarrollar la actividad de 
núcleo zoológico.  
2 En cuanto a las condiciones higiénico-sanitarias y de alimentación de los animales, se 
comprueban que son buenas y adecuadas para los animales alojados.  
Por parte de los Servicios Veterinarios Oficiales de la OCA de Mora de Rubielos se hace un 
seguimiento para el control de dichas condiciones y para un adecuado cumplimiento de los 
condicionantes de bienestar animal, poniendo en conocimiento del veterinario clínico 
responsable de la vacunación y atención sanitaria de los animales, de las actuaciones 
realizadas por los Servicios Veterinarios Oficiales de la OCA”.  
OCTAVO.-Al Departamento de Medio Ambiente se remitió un recordatorio de la solicitud 
de información en fecha 20/12/10, sin que se haya recibido respuesta.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de regular la caza con rehala.  
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Sin perjuicio de llamar la atención de las administraciones competentes sobre determinadas 
situaciones que deben corregirse conforme a la vigente normativa (corrales de perros todavía 
no habilitados como núcleo zoológico o carentes de licencia), el principal problema que aquí 
se ha detectado, al haber generado los sucesos descritos al inicio, es la falta de regulación de 
la caza con rehala. Ello permite que, cumpliendo los demás requisitos de orden 
administrativo, no haya impedimento legal para salir al monte con un número de perros muy 
superior al que una persona puede controlar, con el grave peligro que ello supone para 
personas u otros animales con que se puedan encontrar.  
En primer lugar, es preciso tener claros los términos, pues la reiteradamente citada modalidad 
“al salto” no tiene una determinación concreta. La única referencia normativa que se dispone 
(que no ha alcanzado vigencia, pues corresponde al borrador de reglamento de la Ley de Caza 
sometido a exposición pública en 2009) lo tipifica como modalidad de caza menor (art. 48) 
que se practica “con o sin perro” y en la que “el cazador en solitario avanza por el terreno 
levantando y abatiendo las piezas a su paso”. Esta definición se ajusta a la información 
contenida en la página web de la Federación Aragonesa de Caza que se refiere a ella, 
especificando igualmente la posibilidad de hacerla con o sin perro, como una de las 
modalidades practicadas, donde “El cazador en solitario avanza por el terreno levantando las 
piezas, siendo su conocimiento de los territorios, de las especies y de las reacciones de los 
animales, además de una buena preparación física, las claves de los resultados de la cacería. 
Es por definición la caza al salto con perro -"caza menor con perro"- la modalidad reina de 
las disciplinas cinegéticas, objeto también de competiciones deportivas de alto nivel”.  
Sin embargo, en las autorizaciones de planes de aprovechamientos cinegéticos expedidas por 
el INAGA se permite la modalidad de salto tanto en la caza menor (conejo, liebre, perdiz, 
paloma, etc.) como para el jabalí, que constituye una especie de caza mayor. En las 
comunicaciones del Ayuntamiento y de la Sociedad de Cazadores de Fuentes de Rubielos se 
cita la caza “al salto” identificándola con la caza mediante rehala, razón por la cual, a la vista 
de los sucesos producidos, se insta su supresión.  
Por ello, es preciso que, dando cumplimiento a la previsión contenida en el artículo 47 de la 
Ley 5/2002, de 4 de abril, de caza de Aragón, se establezcan por vía reglamentaria “las 
especificaciones sobre la utilización de métodos y modalidades cinegéticas permitidos” que 
clarifiquen este aspecto; junto a él, los demás que precisan de desarrollo reglamentario, 
cuestión sobre la que en varias ocasiones se ha llamado la atención desde esta Institución.  
La caza con rehala constituye un elemento que forma parte de la montería que, tal vez por ser 
una práctica escasamente implantada en Aragón (es más propia de las dos Castillas, 
Andalucía y Extremadura), no se ha tenido en cuenta en el mencionado borrador de 
reglamento, que únicamente regula como modalidades de caza mayor la batida, el rececho y 
las esperas o aguardos, reservando las de en mano, al salto, al paso y al ojeo para caza menor. 
Tiene, no obstante, su referencia en la página de la Federación Aragonesa de Caza, siendo la 
forma de actuar la siguiente: “En un monte o mancha de varios cientos de hectáreas se 
dispone una serie de armadas, o líneas de puestos con cazadores, que rodean y cubren el 
terreno. … Desde un extremo determinado, o desde más de uno, se procede a la suelta de las 
rehalas que, conducidas por sus respectivos perreros, batirán la mancha en diversas 
direcciones con el objeto último de que las piezas de caza en su huida traten de atravesar las 
líneas de monteros o sean avistadas por estos…”.  
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Debe hacerse notar que la falta de regulación reglamentaria de las monterías supone, de 
hecho, la prohibición de la caza con rehala. En ausencia de reglamento, las órdenes anuales 
del Departamento de Medio Ambiente aprobando los planes generales de caza para cada 
temporada establecen las modalidades, que no hacen ninguna referencia a la misma; se 
mencionan las batidas o resaques, el rececho o rastro y las esperas o aguardos, para las que sí 
se regula alguna de las condiciones a cumplir, y también la de “al salto”, prevista para el 
jabalí únicamente y de la que solo se cita el nombre, sin que conste ninguna especificación 
adicional.  
Conforme a lo expuesto, respecto de la caza con rehala únicamente caben dos opciones: su 
prohibición, dado que no está incluida entre las modalidades permitidas por las órdenes 
anuales del Departamento, o su regulación detallada, que evite situaciones como las ocurridas 
en Fuentes de Rubielos, consecuencia directa de la práctica antes citada de salir al monte con 
jaurías de mas de 50 perros que a lo largo del año tienen muy escaso contacto humano y 
resultan prácticamente imposibles de controlar, lo que crea una grave alarma social que es 
preciso atender.  
La Ley de Caza de Aragón no hace ninguna referencia a la caza con rehala; si el Gobierno de 
Aragón no opta por aplicar directamente la prohibición que se desprende del actual estado 
normativo, es necesario que proceda a su regulación. Estudiado el caso y consultada la 
legislación de otras Comunidades Autónomas relativa a esta materia, se entresacan varios 
aspectos que, junto al cumplimiento de la vigente normativa sobre animales y núcleos 
zoológicos, merecen ser tenidos en consideración de cara a una futura regulación:  
-Exigencia de licencia expresa, requisito ya necesario en la Ley de Caza de 1970; en Aragón 
sería la prevista en el artículo 36.1.b de nuestra Ley.  
-Limitación del número de animales; de acuerdo con la definición que del Diccionario de la 
Real Academia, la rehala es una “Jauría o agrupación de perros de caza mayor, cuyo número 
oscila entre 14 y 24”. La Federación Española de Caza considera idóneo un mínimo de 6 
perros y un máximo de 25, variando el número dependiendo del propietario; en Andalucía 
(artículo 13 de la Orden de 13/07/07, por la que se desarrollan determinados aspectos del 
Reglamento de Ordenación de la Caza) se fija en 24, mientras que en Navarra se distingue 
entre montería y batida en función del número de perros y de cazadores que participan, siendo 
los 25 perros el elemento diferenciador (artículo 45 de la Ley 17/2005, de 22 de diciembre, de 
Caza y Pesca de Navarra); la Ley 4/1996, de 12 de julio, de Caza, de Castilla y León entiende 
por rehala la toda agrupación compuesta por un mínimo de 20 perros y un máximo de 30. En 
Aragón habrá que determinar un número adecuado a las peculiaridades de ejercicio de tal 
modalidad en nuestra Comunidad.  
-Necesidad de que los perros estén controlados para evitar daños a personas o a otros 
animales. Los propietarios o las personas encargadas de los perros deben evitar que éstos 
transiten sin control, evitando la generación de daños o molestias a las personas o a la fauna y 
con obligación de responder de los que provoquen.  
-Prohibición del uso de perros peligrosos, bien por pertenecer a las razas así consideradas en 
los anexos del Real Decreto 287/2002, de 22 de marzo, por el que se desarrolla la Ley 
50/1999, de 23 de diciembre, sobre el régimen jurídico de la tenencia de animales 
potencialmente peligrosos, o por la circunstancia de manifestar “un carácter marcadamente 
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agresivo o que hayan protagonizado agresiones a personas o a otros animales” prevista en su 
artículo 2.2.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, sin perjuicio de efectuar el desarrollo reglamentario íntegro de la Ley 5/2002, de 4 de 
abril, de Caza de Aragón, establezca a la mayor brevedad un regulación concreta para la caza 
con rehala, bien ordenando su prohibición expresa o impidiendo su ejercicio al amparo de 
autorizaciones no específicas para ello, o dictando unas normas que la encaucen dentro de 
unos límites razonables para evitar situaciones de peligro como las que han dado origen a este 
expediente.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.3.3 23 de marzo de 2011. Biodiversidad. Control de la expansión de especies alóctonas. 
Ayuntamiento de Zaragoza 
En este sugerencia el Justicia aborda la queja recibida por un ciudadano, el cual expone su 
preocupación ante la posibilidad de que se estén contaminando las láminas de agua de la 
depuradora de Casablanca, debido a la reciente presencia de gaviotas y otras especies 
alóctonas. Instruido el expediente y conforme a la información recabada, se aprecia que 
estas especies no se encuentran alterando los parámetros normales del agua que será tratada 
para su potabilización. Sin perjuicio de lo anterior, debido a que se está produciendo la 
entrada de especies alóctonas, la Institución sugiere al Ayuntamiento de Zaragoza, que 
estudie la conveniencia de poner en funcionamiento medidas que eviten la colonización del 
espacio urbano por dichas especies no autóctonas. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 22/12/10 tuvo entrada en esta Institución una queja donde un ciudadano 
muestra su preocupación por la situación existente en los depósitos de agua de Casablanca, 
fundamentalmente en el lago construido delante del edificio de oficinas y control. Según 
indica, desde hace algunos meses, se ha establecido una colonia de gaviotas que cada vez es 
más numerosa, temiendo que este crecimiento pueda ser molesto o peligroso para los vecinos 
y la salubridad del agua.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, efectuando 
la oportuna asignación del expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 
14/01/11 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza recabando información sobre la cuestión 
planteada en la queja y, en caso de haber observado alguna situación anómala, si se ha tomado 
o hay prevista alguna medida de corrección.  
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TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 17/02/11, aportándose desde el 
Departamento de Conservación y Explotación de Infraestructuras los datos señalados a 
continuación:  
“1° - Desde que en torno al año 1.912 se construyeron las primeras instalaciones para el 
abastecimiento domiciliario de agua a la ciudad de Zaragoza en el barrio de Casablanca han 
existido con finalidades que han evolucionado a lo largo del tiempo depósitos descubiertos en 
esta zona que suponen la presencia de una lámina de agua de dimensiones apreciables. Esta 
situación ha dado lugar a la presencia en su inmediaciones de colonias de aves acuáticas de 
especies diversas sin que hasta el momento se haya apreciado una situación de peligro o de 
molestias graves para la población que reside en las inmediaciones de la zona.  
2° - Se considera que tanto la valoración de posibles riesgos o molestias como la adopción en 
su caso de medidas correctoras desborda ampliamente las competencias de este 
Departamento por lo que se remite el presente escrito a la Agencia municipal de Medio 
Ambiente y Sostenibilidad para su conocimiento y en caso de resultar procedente se adopten 
las medidas adecuadas”.  
El informe de la Agencia municipal de Medio Ambiente y Sostenibilidad aludido en el último 
párrafo se recibió el 17/03/11, y aclara las cuestiones planteadas en la queja en los siguientes 
términos:  
“Con fecha de 14 de febrero se recibe en esta Unidad comunicación desde el Gabinete de 
Educación Ambiental, en referencia a una Queja admitida a trámite en la Institución del 
Justicia de Aragón. La misma señala la preocupación de un ciudadano por la concentración 
de aves en los depósitos de agua para uso de boca de la ciudad de Zaragoza,. sitos en el 
margen derecha del Canal Imperial de Aragón frente a la planta potabilizadora municipal.  
La tarde del 15 de febrero, miembros de esta Unidad en compañía de un miembro del citado 
Gabinete se personan en el lugar y extraen las siguiente información:  
Las depósitos de agua son controlados por la empresa Aqualia con sede social en calle 
Gastón de Bearn s/n de Zaragoza. Sus instalaciones presentan una vista continua durante 
todo el día de la lámina de agua.  
El agua que contienen estos depósitos procede del embalse "La Loteta", su uso es para 
abastecer el consumo de boca de la ciudad de Zaragoza, y es agua bruta o sin tratar para su 
bombeo a la Planta Potabilizadora municipal.  
Las especies se concentran en los muros de hormigón de separación que hay entre las tres 
balsas existentes. Dos de ellos se usan para recibir y luego trasladar el agua a la planta 
potabilizadora.  
El otro, capta el agua sobrante y se utilizará como aguas lúdicas en un futuro.  
Los ejemplares observados los identificamos como:  
Gaviota Patiamarilla (Larus michahellis)  
Gaviota Reidora (Leucophaeus modestus)  
Cormoran (Phalacrocarax carbo, Linn) (muy escasos durante el día)  
Anade Real (anas platyrhynchos) (muy escasos)  
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Observamos adultos e inmaduros mezclados entre ellos, tanto de gaviota patiamarilla como 
de reidora.  
Estas aves, procedentes de toda Europa, invernan tanto en las costas como en el interior de 
la península, con una permanencia perenne en los lugares de invernada.  
La cantidad de individuos que se reúnen en este espacio acuático no es siempre el mismo. El 
emplazamiento podría ser un dormidero de las especies antes mencionadas que encuentran 
en este lugar la protección adecuada tanto climatológica como frente a depredadores. Los 
especímenes se juntan aproximadamente media hora antes del ocaso y dejan el lugar media 
hora antes del orto para realizar sus desplazamientos oportunistas en busca de alimento. 
Durante el resto del día apenas hay ejemplares.  
Durante la semana del 14 al 20 de febrero, a las 7,30 h se observa que apenas quedan 
individuos, y sobre las 18,00 ya existe un número considerable de ejemplares.  
Puestos en contacto con D. Jesús Jiménez, jefe de mantenimiento de la planta potabilizadora, 
nos informa que no se ha detectado problema alguno, que el Instituto Municipal de Salud 
Pública realiza análisis sistemáticos del agua de entrada, lo que garantiza el control 
sanitario de la misma.  
Manifiesta que no existen indicios de contaminación bacteriológica superior en los meses de 
invierno frente a los de verano.  
Cabe concluir que actualmente con la población de aves observada no existe problema 
alguno desde el punto de vista de afecciones al agua que entra en la Planta Potabilizadora, si 
bien quien ejerce el efectivo control sanitario es la analítica del Instituto Municipal de la 
Salud Pública”.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de controlar las especies alóctonas.  
El artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, prevé que 
el Justicia pueda formular a los organismos y autoridades afectados advertencias, 
recomendaciones, sugerencias y recordatorios relativos a sus deberes legales. La concreción 
de cada uno de estos actos viene contenida en el artículo 43 del Reglamento, que define la 
Sugerencia como “la resolución del Justicia dirigida a la Administración, a las Cortes de 
Aragón o a la autoridad competente, indicándoles la conveniencia de iniciar o corregir algún 
determinado tipo de actuación, en el marco de las funciones legalmente encomendadas a la 
institución”.  
En el caso que nos ocupa, el Ayuntamiento de Zaragoza ha contestado con diligencia y 
precisión a la solicitud de información formulada desde esta Institución para conocer las 
circunstancias que rondan en torno a la queja sobre la existencia de gaviotas en los depósitos 
municipales, y se considera correcto su proceder en cuanto al problema que se ha puesto de 
manifiesto.  
Sin embargo, al hilo de la situación denunciada se ha de hacer alguna consideración acerca de 
la presencia de especies animales alóctonas, como son las gaviotas en nuestra Ciudad, donde 
evidentemente se hallan fuera de su área natural de distribución, aunque de momento no se 
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pueda afirmar que causen daños al medio ambiente, a otras especies o a las actividades 
humanas y económicas.  
El problema de las especies exóticas, o alóctonas, es que, si se consiguen adaptar al nuevo 
medio que empiezan a colonizar, carecen de enemigos naturales, pues los depredadores no 
están habituados a la nueva especie, sus parásitos y enfermedades se quedan en su región de 
origen sin afectarles en su nueva área y, además, suelen ser especies muy competidoras, 
capaces de desplazar a las nativas, como puede verse en el río Ebro, donde actualmente un 
alto porcentaje de peces corresponde a especies alóctonas, bien introducidas voluntariamente 
por la mano del hombre (p.e., el siluro para la pesca) o involuntariamente por causas diversas, 
como ha sucedido con el mejillón cebra. Ello ha determinado consecuencias indeseables, 
como la extinción de especies autóctonas del rio o cuantiosos gastos de dinero público y 
privado para hacer frente a la invasión o reparar sus perjuicios.  
Las especies exóticas invasoras constituyen uno de los grandes problemas que en la 
actualidad amenazan los ecosistemas naturales y la biodiversidad existente en el planeta. El 
control o reducción de estas especies, una vez que se establecen, es muy difícil y costoso, 
resultando más sencillo y económico evitar y prevenir su introducción o asentamiento.  
De acuerdo con la información publicada en la página web del Gobierno de Aragón, “se 
reconoce que constituyen la segunda causa de pérdida de biodiversidad después de la 
pérdida de hábitats y se estima que el 40% de las extinciones animales producidas en los 
últimos cinco siglos se deben a ellas”.  
Siguiendo con esta misma fuente de información, debe recordarse que  
“Las especies exóticas invasoras pueden causar distintos problemas,  
principalmente:  
- Al medio ambiente. Pueden ocasionan la desaparición de otras especies similares 
autóctonas, tanto sea por depredación o ramoneo, o bien porque las desplacen por 
competencia, o porque les transmitan enfermedades mortales para las especies nativas (como 
es el conocido caso de los cangrejos americanos sobre el cangrejo de río común). También 
pueden hibridarse con especies autóctonas parecidas, alterando el patrimonio genético y 
amenazando la continuidad de una especie (como sucede con la malvasía canela y la 
cabeciblanca, e incluso con muchas plantas como los chopos y álamos). Por último, algunas 
exóticas pueden alterar todo un grupo de especies (por ejemplo, peces como el siluro alteran 
toda la comunidad de peces), e incluso alterar los hábitats y ecosistemas, como ocurre con el 
mejillón cebra, el jacinto de agua o incluso la azolla.  
- A la economía y las actividades humanas. Muchas especies causan graves daños sobre las 
actividades humanas y, por tanto, sobre la economía de una región o país. Dañan los bosques, 
afectan a las prácticas pesqueras y ganaderas, comprometen la calidad de las aguas, causan 
perjuicios a las industrias, etc. Muchas plagas de nuestra agricultura actual, como malas 
hierbas o invertebrados, son especies exóticas invasoras que acarrean graves daños sobre la 
producción, y su combate mediante productos químicos causa perjuicios sobre otras especies 
e incluso sobre nuestra salud. Especies como el mejillón cebra, causan graves daños en 
captaciones y conducciones de agua para industrias, abastecimientos de agua o irrigaciones, 
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mientras que otras como el jacinto de agua también dificulta tanto las captaciones como 
incluso la navegación.  
- A la salud humana y ambiental. Por último, algunas especies exóticas transmiten 
enfermedades que pueden afectar al hombre, a animales domésticos o a especies silvestres. 
Puede ser el caso del caracol manzana, el mapache u otros mamíferos”.  
Desde esa misma instancia especializada se proponen varias líneas de actuación, que se 
agrupan en tres bloques principales de medidas:  
- “Prevención. Se trata de la forma más eficaz de afrontar el problema, aunque sus éxitos no 
resulten tan espectaculares o vendibles. Se trata de evitar introducciones intencionadas, 
condicionar las actuaciones de riesgo para eliminar la posibilidad de entrada, regular su 
comercio y posesión, aumentar la vigilancia y el control sobre sus vías de entrada, promover 
un mejor acceso a la información y, por último, sensibilizar a la población.  
- Detección temprana y rápida respuesta. Se trata de desarrollar un sistema de información 
que permita tener noticia de la presencia de ejemplares de una nueva especie exótica 
invasora lo antes posible.  
- Control y mitigación. Aunque la erradicación total de todos los ejemplares de una nueva 
invasora resulta muy difícil, su control resulta más eficiente cuanto antes se inicie. Por ello, 
una vez detectada, debe analizarse el riesgo potencial y real, así como las acciones factibles 
de control, su forma de ejecución y un análisis del coste y beneficio que pueden suponer. En 
el caso de Aragón, las medidas prioritarias de control han ido dirigidas hasta la fecha, y lo 
serán probablemente en un futuro, a especies ligadas al medio acuático. Un buen ejemplo son 
los mamíferos semiacuáticos como el visón americano o el castor, los galápagos exóticos y 
peces, moluscos y crustáceos acuáticos, como los cangrejos rojo, señal y cherax, así como 
plantas acuáticas y de ribera. Ello cobra especial relevancia si afectan a espacios naturales 
protegidos o valiosos y a especies amenazadas. La efectividad de las actuaciones debe ser 
siempre evaluada, por lo que debe realizarse un seguimiento de las mismas”.  
Si bien, conforme dispone el artículo 52 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, corresponde a la Comunidad autónoma adoptar las 
medidas necesarias para garantizar la conservación de la biodiversidad que vive en estado 
silvestre, la competencia municipal en materia de protección del medio ambiente que se 
establece en el artículo 42.2.f de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de 
Aragón, justifica que, conforme a lo expuesto, tal vez sea en el momento actual, en que el 
número de ejemplares es controlable y se localizan en lugares muy concretos, cuando sea 
preciso que el Ayuntamiento estudie alguna medida de prevención, detección temprana y 
control que evite que esta situación pueda desembocar, con el incremento de los animales y su 
incidencia sobre el medio, en problemas cuya resolución sea más costosa y difícil desde las 
perspectivas social, económica y ambiental.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 




Que estudie la conveniencia de poner en marcha algún protocolo de actuación para evitar la 
colonización de espacios urbanos por animales de especies alóctonas, bien sean gaviotas, 
cotorras u otras que puedan resultar peligrosas o molestas para los ciudadanos, con especial 
énfasis en las medidas de prevención cuando el número de ejemplares sea reducido y puedan 
ser objeto de control con mayor sencillez.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.3.4 30 de marzo de 2011. Caza y Pesca. Necesidad de rectificar la exposición de motivos 
de la Orden de pesca para 2011. Departamento de Medio Ambiente. DGA. 
La Institución insta al Departamento de Medio Ambiente del Gobierno de Aragón a modificar 
la redacción de la exposición de motivos de la Orden de 16 de marzo de 2011, por la que se 
aprueba el Plan General de Pesca de Aragón, de manera que se suprima toda referencia a 
las diligencias penales iniciadas por la Fiscalía de Teruel tras la denuncia cursada por 
AEMS-Ríos con vida, relativas a la suelta de especies ícticas alóctonas. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 24/03/11 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo el 
siguiente problema:  
“Hace algunas fechas se presentó ante la Fiscalía de Aragón una denuncia por sueltas 
contra legem de ejemplares de especies ícticas alóctonas (art. 333 CP), en concreto las 
denominadas "repoblaciones" con especies alóctonas (trucha arco-iris: Oncorhynchus 
mykiss), así como con variantes genéticas no autóctonas de trucha común (Salmo trutta), de 
origen americano y centroeuropeo, respectivamente. Se hizo sobre la base del artículo 8 h), 
del Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992, del Convenio de Berna de 1979 relativo 
a la Conservación de la Vida Silvestre en Europa„ de la Directiva 2000/60/CE, "Directiva 
Marco del Agua",de la Directiva de Hábitats 1992/43/CE, y esencialmente del art.  
52.2 de la nueva Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad, que entró en vigor el día 15 de diciembre de 2007 y bajo el epígrafe "Garantía 
de conservación de especies autóctonas silvestres": Las Administraciones públicas 
competentes prohibirán la introducción de especies, subespecies o razas geográficas 
alóctonas cuando éstas sean susceptibles de competir con las especies silvestres autóctonas, 
alterar su pureza genética o los equilibrios ecológicos.  
Esa denuncia culminó con un decreto de archivo de la Fiscalía de Teruel de 01.12.2010 en el 
que, pese a no considerarse delito los hechos, si tenía ciertas dudas de ello, como se colige de 
su tenor literal.  
Sin embargo, el pasado día 17 de marzo de 2011 se publicó en el Boletín Oficial de Aragón la 
Orden de 16 de marzo de 2011, del Consejero de Medio Ambiente, por la que se aprueba el 
Plan General de Pesca de Aragón para el año 2011. Esa orden, literalmente decía en su 
Exposición de Motivos "...La presente Orden introduce como novedad una limitación estricta 
de las introducciones, repoblaciones y sueltas piscícolas, tomado en consideración las 
conclusiones de las diligencias seguidas por la Fiscalía Provincial de Teruel tras la denuncia 
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presentada por AEMS-Ríos con Vida que dieron lugar al Decreto de archivo de 1 de 
diciembre de 2010. Todo ello sin perjuicio de que se puedan reconsiderar algunas 
limitaciones en el caso de que se produzcan modificaciones normativas que pudieran 
amparar las sueltas de determinadas especies pescables, en ciertos tramos y en unas 
condiciones menos restrictivas. ...".  
Este hecho, gravísimo, supone: 1°) la vulneración del secreto de las actuaciones 
preprocesales incoadas por el Ministerio Fiscal, 2°) la vulneración de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 3°) que nunca, 
jamás, en la historia democrática reciente de España se ha señalada a nadie personalmente 
en ninguna exposición de motivos de ninguna norma como "culpable" de las modificaciones 
que introduce y 4º) el cobarde señalamiento de la Asociación denunciante como responsable 
de una prohibición impopular. Este hecho nos obliga a demandar auxilio de esa institución 
pues nuestro derecho de defensa, nuestra libertad y nuestra seguridad se han visto 
inequívocamente quebradas con este inadmisible proceder”.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión. Dado que 
los hechos que se denuncian constan publicados en el Boletín Oficial de Aragón, no es preciso 
recabar más información, procediéndose de inmediato a su estudio y resolución, con los 
fundamentos que seguidamente se exponen.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.-Las Directrices de Técnica Normativa del Gobierno de Aragón se refieren en su 
epígrafe 1.2 a la parte expositiva de las normas en los siguientes términos:  
“En los anteproyectos de ley se denomina “exposición de motivos” (la denominación 
“preámbulo” debe reservarse para la Constitución y leyes de especial relevancia 
institucional), y así se inserta, con letras mayúsculas en el centro de la línea que encabeza el 
texto. En los demás tipos de disposiciones no se titula la parte expositiva.  
Su función es explicar el objeto y finalidad de la norma, resumiendo sucintamente su 
contenido para una mejor comprensión del texto y de las novedades que introduce en la 
regulación, así como indicar las competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta y 
los aspectos más relevantes de la tramitación (consultas efectuadas, informes evacuados, 
audiencia de las entidades y sectores afectados, etc.).  
Si se trata de decreto legislativo, debe hacer referencia a la ley en virtud de la cual se ejerce 
la delegación; si es decreto ley, han de expresarse las circunstancias de extraordinaria y 
urgente necesidad que lo justifican; y si es cualquiera otra disposición de rango 
reglamentario, mencionará el mandato legal específico para su elaboración. …… En todo 
caso, deben evitarse las exhortaciones, las declaraciones didácticas, las frases laudatorias y 
otras manifestaciones análogas”.  
Junto a estos criterios de carácter práctico y otros que derivan de la regulación contenida en 
normas de superior jerarquía, la actuación administrativa, que aquí se concreta en el dictado 
de una disposición reguladora del ejercicio de la pesca durante el año 2011, debe atender a 
principios y normas superiores, que constituyen la base de nuestro Ordenamiento Jurídico y 
que, como expresa el Preámbulo de la Constitución, han de tender, entre otras finalidades, a 
“Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes”. En esta 
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línea, el artículo 62 del Estatuto de Autonomía de Aragón impone a la Administración de la 
Comunidad Autónoma la obligación de respetar “los principios de buena fe y de confianza 
legítima”.  
La alusión hecha en la exposición de motivos de la Orden de 16 de marzo de 2011, del 
Consejero de Medio Ambiente, por la que se aprueba el Plan General de Pesca de Aragón 
para el año 2011 a la denuncia ante la Fiscalía Provincial de Teruel, no resulta necesaria y no 
se compadece con las normas y principios expuestos, debido a que:  
-Es contraria al principio de convivencia, porque introduce un elemento que puede dar lugar a 
enfrentamiento de sectores sociales: en el caso concreto, entre pescadores y ecologistas, al 
asociar a estos últimos con una modificación normativa (la prohibición de efectuar 
repoblaciones con trucha arco-iris) que tal vez no resulte del agrado o conveniencia de los 
primeros. Ello ha podido comprobarse en una queja recogida recientemente, en la que unos 
pescadores hacían responsables de la prohibición “a los ecologistas”, en general, acusándoles 
de los perjuicios que sufrían por ello, e incluso se ha recogido así en algún medio de 
comunicación.  
-En el presente caso, la innovación no ha sido determinada por ninguna acción de personas o 
grupos, sino impuesta por normas de rango superior, como más adelante se detallará. Cuando 
el Gobierno o un Consejero, en ejercicio de las potestades que tienen atribuidas, dicta un acto 
administrativo, lo debe justificar en razones de legalidad o de oportunidad, sin desviar su 
responsabilidad hacia unos ciudadanos que, en definitiva, no hicieron más que ejercer el 
derecho que les confiere la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de 
acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de 
medio ambiente a “instar la revisión administrativa y judicial de los actos y omisiones 
imputables a cualquiera de las autoridades públicas que supongan vulneraciones de la 
normativa medioambiental” (artículo 1.1.c). Debe destacarse, a estos efectos, que el Decreto 
de archivo de las diligencias de investigación dictado por la Fiscalía de Teruel reconoce que 
su acción no se desviaba de las previsiones legales cuando reconoce “el objetivo e imparcial 
informe del Perito –Técnico Ambientólogo del Ministerio de Medio Ambiente, Rural y 
Marino, adscrito a la fiscalía Coordinadora de Medio ambiente, avala sin duda los 
argumentos expuestos por la parte demandante” o, más adelante, en las conclusiones, al 
referirse al presunto delito relativo a la protección de la fauna mediante introducción o 
liberación de especies no autóctonas, aclara que “requiere objetivamente de unos elementos 
que sí se entienden concurrentes, en concreto el carácter exótico e invasor de dicha especie y 
el riesgo de perturbación para especies autóctonas”, si bien no concurre el elemento 
subjetivo de lo injusto, cual es el dolo, como conciencia y voluntad de perturbar, perjudicar o 
poner en riesgo el equilibrio biológico, lo que conduce al archivo de las actuaciones.  
-La propia Orden de 16/03/11 es consciente que no es la denuncia la que motiva la 
prohibición de repoblar con especies no autóctonas, sino la mera aplicación de la normativa 
existente, al expresar a continuación, en el mismo párrafo cuarto “Todo ello sin perjuicio de 
que se puedan reconsiderar algunas limitaciones en el caso de que se produzcan 
modificaciones normativas que pudieran amparar las sueltas de determinadas especies 
pescables, en ciertos tramos y en unas condiciones menos restrictivas”.  
Realmente, la modificación que se ha introducido mediante la Orden de 16/03/11 se 
fundamenta en la obligación de dar cumplimiento a la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
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Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, que concede un plazo de tres años para aprobar y 
publicar los planes o instrumentos de gestión adaptados a los contenidos que se recogen en la 
misma. Con referencia a la cuestión que nos ocupa, el artículo 52 de la Ley 42/2007, cuyo 
título es “Garantía de conservación de especies autóctonas silvestres” dispone en su párrafo 
2: “Las Administraciones públicas competentes prohibirán la introducción de especies, 
subespecies o razas geográficas alóctonas cuando éstas sean susceptibles de competir con las 
especies silvestres autóctonas, alterar su pureza genética o los equilibrios ecológicos”.  
La Ley 42/2007, que conforme a lo dispuesto en su Disposición final segunda tiene carácter 
de legislación básica sobre protección del medio ambiente, es consecuencia de la 
incorporación del Derecho Comunitario a nuestro ordenamiento: de acuerdo con su 
Disposición final séptima, “Esta Ley incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
79/409/CEE del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conservación de las aves 
silvestres, y la Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres”.  
La Directiva 92/43/CEE, “Considerando que conviene establecer medidas complementarias 
que regulen la reintroducción de determinadas especies de fauna y de flora indígenas, así 
como la posible introducción de especies no indígenas”, establece en su artículo 22 “En la 
aplicación de las disposiciones de la presente Directiva, los Estados miembros: …. b) 
garantizarán que la introducción intencionada en la naturaleza de una especie que no sea 
autóctona de su territorio se regule de modo que no perjudique a la fauna y flora silvestres 
autóctonas ni a sus hábitats naturales en su zona de distribución natural y, si lo consideraren 
necesario, prohibirán dicha introducción. Se comunicará al comité, para su información, el 
resultado de los estudios de evaluación realizados”.  
La Ley nacional, al trasponer la Directiva, opta por la prohibición que refleja su artículo 52.2; 
la medida impuesta por la Ley básica es, precisamente, la razón que obliga al Gobierno de 
Aragón a vetar la repoblación de los ríos con especies alóctonas, y es la única justificación 
que, para explicar el fundamento de igual prohibición en la Orden anual que regula el 
ejercicio de la pesca, debe constar en su exposición de motivos.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Medio Ambiente la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que, en atención a las razones expuestas, se rectifique la Orden de 16 de marzo de 2011, del 
Consejero de Medio Ambiente, por la que se aprueba el Plan General de Pesca de Aragón 
para el año 2011, suprimiendo la referencia a la denuncia ante la Fiscalía Provincial de Teruel 
que viene contenida en su párrafo cuarto.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
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10.3.5 4 de mayo de 2011. Vallado de monte en posible colisión con la Ley de Caza. 
Necesidad de velar por la conservación de los bienes públicos. Departamento de 
Medio Ambiente. Ayuntamiento de Biel.  
La Institución media en un irregular expediente de desafección de bienes de dominio público 
y cesión con destino a una granja cinegética de ciervos, cuyo vallado no cumplía con la 
totalidad de los requisitos exigidos en la normativa sobre caza y biodiversidad. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 08/04/10 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo que, con 
motivo de la creación de un coto de caza en la localidad de Biel-Fuencalderas, se ha levantado 
un extenso vallado que, junto a terrenos de estos municipios, incluye parte de los términos 
municipales de El Frago y Agüero. Con tal motivo, varios caminos reales han quedado 
cortados, y para la habilitación de pasos alternativos se han hecho grandes destrozos en los 
montes y se ha alterado el curso de barrancos, como el de Cervera, por el que se ha abierto 
una nueva vía para sustituir a los caminos que ha interrumpido el vallado, que a pesar de todo 
resulta impracticable en algunos puntos debido a su complicada orografía. Este vallado tiene 
cada cierta distancia unas aperturas que permiten a los animales entrar al mismo, pero no salir.  
Señala que esta situación ha sido denunciada ante los organismos competentes, sin que se 
haya recibido respuesta por parte de los interesados o, cuando la ha habido, ha sido 
insuficiente y no aborda las cuestiones planteadas.  
SEGUNDO.- Examinada de la queja y la documentación adicional, se acordó admitirla a 
supervisión, asignando el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se enviaron con 
fecha 16/04/10 sendos escritos al Departamento de Medio Ambiente y al Ayuntamiento de 
Biel recabando información sobre la cuestión planteada y, en particular, de la situación legal 
del vallado y otras cuestiones desde el punto de vista de las respectivas competencias: 
afección a caminos vecinales, a montes y a otros bienes públicos, y actuaciones realizadas 
para corregir las irregularidades que se hayan detectado.  
TERCERO.-Tras efectuar un recordatorio de la anterior petición con fecha  
6 de julio, el día 4 de agosto se recibió respuesta del Ayuntamiento de Biel, de la  
que resultan los siguientes datos:  
1 La Sociedad Rústicas C. tramitó ante el Instituto Aragonés de Gestión Ambiental 
solicitud para el establecimiento de una explotación cinegética para la producción de ciervo 
con destino de venta en vivo y a la producción de carne.  
1 El Ayuntamiento de Biel, por acuerdo plenario de fecha 1 de Abril de 2005, presentó 
alegaciones contra la antedicha solicitud dado que, dentro del perímetro de la superficie que 
se pretende vallar para la explotación cinegética de referencia, discurren diversos caminos de 
titularidad municipal, y que debido a su carácter de dominio público no pueden verse 
afectados por la explotación.  
2 La Sociedad Rústicas C. solicitó la desafectación de los caminos afectados por la 
instalación y su posterior permuta por uno nuevo construido dentro de su propiedad, 
otorgándose la correspondiente escritura de permuta, con los gastos a su cargo; con esta 
premisa, la empresa empezó a construir un nuevo camino por el linde Noreste de la finca. El 
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Ayuntamiento establece determinadas condiciones para ello: anchura mínima de 4,5 metros, 
engravado con un espesor mínimo de 10 centímetros, tendrá cuneta donde lo permita el 
terreno y cumplirá las demás características que determinen el Ayuntamiento de Biel y los 
técnicos del Servicio Provincial de Medio Ambiente.  
3 El Ayuntamiento, considerando que los caminos existentes se encuentran en deficiente 
estado de conservación, transitables únicamente con vehículos todoterreno e, incluso alguno 
de ellos, originariamente de herradura, perdido por desuso al ser invadido y cubierto por la 
vegetación, estima beneficioso para los intereses públicos de Biel la apertura de un nuevo 
camino que posibilite el tráfico de personas y vehículos, con referencia expresa a la 
posibilidad de intervención de operativos contra incendios, acordó en sesión plenaria de 
06/05/05 la alteración de la calificación jurídica de los mencionados caminos, para pasar a ser 
de dominio público a patrimoniales. El acuerdo fue publicado en el B.O.P. de 25/05/05 y en el 
tablón de anuncios del Ayuntamiento de Biel; únicamente se presentó una alegación, suscrita 
por el Ayuntamiento de El Frago, que fue desestimada mediante acuerdo plenario de 
07/07/05.  
4 El Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, por resolución de fecha 18/05/05, 
autoriza a Rústicas C. la instalación de una granja cinegética destinada a la producción 
intensiva de ciervo.  
5 El Ayuntamiento procede a la tramitación de un expediente de licencia de actividad 
para explotación cinegética de ciervos, en las parcelas que se determinan. Tras resolver la 
única alegación presentada por un propietario, cuya finca fue excluida del proyecto 
atendiendo su petición, se pospone la resolución hasta contar con el informe de los Servicios 
Veterinarios de D.G.A. de Ejea de los Caballeros.  
6 El Ayuntamiento de Biel, en sesión de 14/10/05, adoptó el acuerdo de informar 
favorablemente la autorización de la actividad solicitada, remitiendo el expediente para su 
calificación a la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio.  
7 La Comisión Provincial de Ordenación del Territorio de Zaragoza, sesión de 30/11/05, 
informó favorablemente la concesión de la licencia.  
8 La licencia para la instalación de una explotación cinegética de ciervos fue concedida 
por Decreto de Alcaldía de 09/12/05.  
9 Con fecha 25/10/06 la Sociedad Rústicas C. y los Ayuntamientos de El Frago y Biel 
firmaron un acuerdo por el que la primera se comprometía a acondicionar desde el límite del 
monte de El Frago, hormigonando y adecuando los cruces de agua del barranco modificando 
el último trazado del nueva camino dando 2  
salida a las aguas y cambiando su trayectoria para evitar pendientes excesivas, dando más 
longitud para ir ganando altura. Ambos caminos serán propiedad del Ayuntamiento de Biel y 
de El Frago según sus términos municipales y de dominio público.  
1 Según se indica “En fecha indeterminada, cambia la titularidad de la finca: cesa 
Rústicas C. y pasa a ser su nuevo propietario D. E.G.A.. Posteriormente, se ha constituido en 
dicha finca un coto privado de caza, abandonándose, en principio, la idea original de 
creación de una explotación ganadera”.  
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2 Respecto a los caminos, señala que ni el anterior titular de la finca ni el actual han 
realizado el camino perimetral objeto de la permuta en las condiciones estipuladas por el 
Ayuntamiento, por lo que no se ha hecho efectivo el acuerdo municipal de permuta, al 
incumplirse las condiciones constructivas establecidas por el Ayuntamiento y el Servicio 
Provincial de Medio Ambiente en los tramos de camino que se han ejecutado.  
3 Hace constar que se desconoce la existencia de afecciones en los términos municipales 
de El Frago y Agüero, y que no ha recibido notificación de dichos Ayuntamientos en este 
sentido.  
CUARTO.-La respuesta del Departamento de Medio Ambiente se materializó en el informe 
del INAGA que, recibido el 01/09/10, se reproduce a continuación:  
“1.- ANTECEDENTES  
PRIMERO: Instalación del vallado. Con fecha 28 de diciembre de 2004 RUSTICAS C., S.L. 
solicitó autorización para la instalación de una explotación ganadera de ciervo. El proyecto 
consistía en establecer, en el término de Biel-Fencalderas, una explotación ganadera 
destinada a la cría de ciervo en régimen semiextensivo con destino a venta en vivo. Ello 
suponía el vallado de 964,5 ha con las instalaciones correspondientes en su interior.  
Debido a la magnitud de la superficie de terreno que se pretendía vallar, puesto que afectaba 
a caminos y barrancos, se abrió un plazo de información a los organismos y entidades cuyos 
intereses podían verse afectados: Ayuntamiento de Biel, Confederación Hidrográfica del 
Ebro y Servicio Provincial de Medio Ambiente de Zaragoza. Así mismo, debido a la 
naturaleza del proyecto, se informó a l Servicio de Ordenación y Sanidad Animal de la 
Dirección General de Alimentación del Departamento de Agricultura y Alimentación del 
Gobierno de Aragón  
A este respecto y en relación con el objeto de la consulta, la interrupción de barrancos y 
caminos, cabe señalar que por parte de la Confederación Hidrográfica del Ebro no se recibió 
contestación alguna, mientras que el Ayuntamiento de Biel alegó que el vallado del terreno 
afectaba las siguientes vías públicas de comunicación:  
Polígono 9002: camino viejo de la Virgen de la Sierra a El Frago, que penetra por el Sur en 
la parcela 4 del polígono 26, saliendo entre las parcelas 3 del polígono 25 y la parcela 7 del 
polígono 24. Tiene una longitud aproximada de 4200 m.  
Polígono 9003: pista forestal de la Virgen de la Sierra a El Frago, que penetra por el norte 
entre las parcelas 18 y 9 de los polígonos 27 y 29 respectivamente, discurre entre las 
parcelas 3 y 10 y abandona la finca entre las parcelas 5 y 20, todas ellas pertenecientes al 
polígono 27. Tiene una longitud aproximada de 3.300 m.  
Polígono 9004: camino de la Virgen de la Sierra a El Frago. Parte desde el polígono 9003 y 
discurre entre las parcelas 10 y 16, enlazando con el polígono 9009 en la parcela 9 y 
abandonando la finca por el sur en la parcela 13, todas ellas pertenecientes también al 
polígono 27. La longitud aproximada es de 3.200 m.  
Por este motivo el Ayuntamiento se opuso al proyecto en un principio, en tanto que podía 
suponer la obstaculización, inutilización o supresión del libre acceso y utilización de los 
caminos mencionados, expresando a la vez su disposición para estudiar las posibles 
modificaciones oportunas del proyecto encaminadas a la eliminación de tales inconvenientes.  
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Posteriormente, con fecha 10 de mayo de 2005, se recibió en el INAGA la certificación del 
Secretario del Ayuntamiento de la Villa de Biel del acuerdo de desafectación de caminos 
rústicos y posterior permuta de los mismos por terrenos propiedad de Rústicas C. Dicho 
acuerdo fue adoptado por el Ayuntamiento en sesión plenaria celebrada el día 6 de mayo de 
2005 con relación a la solicitud de Rústicas C. S.L. y hace referencia, además de los 
polígonos arriba mencionados, al Camino Viejo de la Virgen de la Sierra a El Frago, 
entonces en desuso, que discurre por la finca en cuestión entrando a través de la parcela 19 
del polígono 27 y saliendo por la parcela 17 del mismo.  
En el Acuerdo Municipal se expone el interés que podría tener la instalación de la granja 
cinegética en el término de Biel, así como la permuta de los caminos municipales por uno 
solo en el que no se interrumpa la libre circulación de personas y vehículos. Todo esto, junto 
con el hecho de que Rusticas C. sufragase los gastos de las obras, motivó que el 
Ayuntamiento iniciase la desafectación del dominio público de los mencionados caminos 
para su posterior permuta por la nueva vía.  
Por todo lo expuesto, mediante resolución de 18 de mayo de 2005 se autorizó a Rústicas C. a 
la instalación de la granja cinegética para la producción de ciervo en el término municipal 
de Biel-Fuencalderas, otorgándole un plazo para ello, el cual fue posteriormente ampliado a 
solicitud del interesado mediante sendas resoluciones de fechas 25 de mayo de 2006 y 2 de 
febrero de 2007. De esta manera quedaba establecido el día 8 de julio de 2007 como fecha 
límite de la validez de la autorización de la citada granja en caso de que no se empezase la 
actividad para la que fue proyectada, con la obligación de retirar el vallado instalado si 
transcurrido dicho plazo no se hubiera iniciado ésta.  
SEGUNDO: Ampliación del coto de caza Z-10519-P. Con fecha 18 de junio de 2007 se recibe 
solicitud de D. A.L.C. para la ampliación del coto privado colindante, Z-10519-P, con los 
terrenos correspondientes a la granja. Para ello presenta la cesión de los derechos 
cinegéticos del nuevo propietario de los terrenos,  
D. J.E.G.A., tras la venta a éste por parte de Rústicas C. S. L.  
Con dicha solicitud se inició el expediente INAGA/500102/27/2007/05268 que incluyó un 
período de información pública realizado mediante exposición por un mes del oportuno 
anuncio en el tablón de edictos del Ayuntamiento de la Villa de Biel  
y mediante publicación de un anuncio en el Boletín Oficial de Aragón número 93, de 8 de 
agosto de 2007.  
Durante el período de información pública solamente se recibieron las alegaciones 
formuladas por la Sociedad Deportiva de Cazadores Santa Ana de Biel, relativas a la 
imposibilidad de realizar un aprovechamiento cinegético de la zona debido a la existencia del 
vallado y a la afectación que a una serie de parcelas de las que dicha sociedad poseía los 
derechos cinegéticos.  
Valoradas las alegaciones, finalmente se autorizó la ampliación del acotado con los terrenos 
vallados mediante resolución de 29 de noviembre con la condición, entre otras, que a 
continuación se transcribe de forma literal:  
"5. El ejercicio de la caza en los terrenos cercados que forman parte del acotado queda 
condicionado a la realización de las modificaciones del vallado conforme las siguientes 
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indicaciones y a la previa inspección por parte del Servicio Provincial de Medio Ambiente de 
Zaragoza de la cual deberá levantarse la correspondiente Acta, de la que se remitirá copia al 
INAGA, para su constancia en el expediente.  
a) La altura de la valla se rebajará hasta 1,20 m de altura desde el nivel natural del suelo.  
b) El marco mínimo de la malla de alambre en los primeros 40 cm de altura, a contar desde 
el ras del suelo, será de 30 cm de ancho y 20 cm de alto, para lo cual se eliminarán dos 
alambres alternos, el 2° y el 4°, conforme a su situación actual.  
c) Para garantizar la consistencia de la malla, ésta podrá ser doblada sobre sí misma 
respetando las alturas y marcos mínimos citados anteriormente.  
d) Se abrirán "gateras" al menos cada 50 m de cercado, a ras de suelo sin puertas u otros 
obstáculos que las bloqueen, con unas dimensiones mínimas de 40 cm de ancho y 60 cm de 
alto. Dichas gateras serán contiguas a los postes para garantizar la consistencia de la valla y 
se podrán abrir mediante plegado sobre sí misma del paño de valla abierto.  
e) Con el fin de evitar la posible caída de las puertas existentes en el cercado, se podrá 
mantener la valla en su estado actual en tres paños de alambrada (18 m) a cada lado de éstas  
f) Así mismo la permanencia del vallado en las condiciones estipuladas anteriormente, queda 
condicionada a garantizar la libre circulación de vehículos y personas por los caminos 
municipales y servidumbres de paso o bien realizar caminos alternativos conforme a los 
compromisos adquiridos por el anterior propietario con el Ayuntamiento de Biel-
Fuencalderas. El cerramiento u obstaculización de estos caminos y servidumbres podrá 
conllevar la obligación de la retirada del vallado así como el cese de toda actividad 
cinegética.  
g) En el caso de detectarse tramos en los que se haga patente la obstaculización de la 
circulación de especies silvestres, se deberán adoptar las medidas adicionales oportunas 
encaminadas a devolver la permeabilidad al vallado pudiendo incluso, el Departamento de 
Medio Ambiente, proceder a la retirada de la valla en los tramos necesarios."  
TERCERO: Cambio de titular del coto de caza Z-10519-P. A solicitud de D. A.L.C., mediante 
resolución de fecha 16 de junio de 2009 se modifica la titularidad del coto privado de caza a 
favor de D. E.J.G.A., propietario de la mayor parte del terreno.  
2.- INFORME  
Como se puede deducir de los antecedentes expuestos, el vallado objeto de consulta fue 
instalado con la finalidad de albergar una granja cinegética, promovida por Rústicas C. S.L, 
para la producción de ciervos con destino a su venta en vivo. Durante la tramitación del 
expediente se dio audiencia a las partes interesadas, entre ellas al Ayuntamiento de la Villa 
de Biel. Éste se opuso en un principio, pero posteriormente inició el proceso de desafectación 
de los caminos afectados y permuta por terrenos de la mercantil con el fin de dar un 
recorrido alternativo a los caminos afectados. Valorado este hecho como la supresión del 
principal obstáculo para la instalación de la granja, el INAGA procedió a la autorización de 
sus instalaciones dentro de un plazo estipulado, con la consiguiente prohibición del ejercicio 
de la caza en su interior de forma permanente. Tras dos prórrogas de dicho plazo el 
promotor, del total de las instalaciones proyectadas, solamente había completado el vallado 
del perímetro externo.  
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Antes de finalizar la segunda prórroga la finca es vendida a D. E.J.G.A. El nuevo propietario 
cede al titular del coto colindante, Z-10519-P, los derechos cinegéticos que le son inherentes 
con el objeto de ampliar la superficie del mismo. A fin de dar cumplimiento a lo establecido 
en la Ley 5/2002 de Caza de Aragón, en lo que al recinto vallado se refiere, y a lo dispuesto 
por el artículo 34.6 de la Ley 4/1989 de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres, aún vigente en esas fechas, la autorización de la ampliación del 
coto supeditaba el ejercicio de la caza a las condiciones expuestas en el antecedente segundo, 
las cuales pretenden dotar al vallado de una permeabilidad suficiente que permita el libre 
tránsito de la fauna cinegética y silvestre. A estos efectos, se consideró que las aberturas 
citadas facilitaría el paso de los animales terrestres de menor talla, incluidos jabalí y zorro, 
mientras que los de mayor envergadura, como el ciervo o el corzo, podrían saltar la cerca al 
rebajar la altura del mismo a 1,20 cm, de esta forma se evitaría además riesgos de 
endogamia en las especies silvestres que discurriesen por la finca.  
No obstante lo anterior, el inicio de la actividad cinegética se condicionó al levantamiento, 
por parte del personal del Servicio Provincial de Medio Ambiente, de un acta que acredite 
que en el vallado se hayan realizado las modificaciones establecidas.  
A fecha de hoy, en la zona vallada del coto cuya titularidad ostenta actualmente D. E.J.G.A., 
no está permitido llevar a cabo ninguna actividad cinegética al no cumplir el cercado las 
condiciones indicadas lo que no ha posibilitado el levantamiento del acta preceptiva.  
Se adjunta a este informe resolución de autorización de la granja cinegética y sus prórrogas, 
plano de la superficie vallada, certificado del acuerdo plenario del Ayuntamiento de la Villa 
de Biel relativo a la desafectación de los caminos y resolución de la ampliación del coto Z-
10519-P.  
QUINTO.-Con el fin de completar la información necesaria para resolver, con fecha 16/09/10 
se envió una nueva solicitud, reiterada el 11/11/10, a las dos administraciones antes citadas y 
al Departamento de Agricultura y Alimentación, dado la puesta en funcionamiento de una 
granja cinegética precisa la supervisión de los Servicios Veterinarios oficiales, dependientes 
del mismo; tras informar de los trámites realizados hasta ese momento, la petición venía 
referida a las siguientes circunstancias:  
- Sobre la visita de comprobación e inscripción de la granja cinegética en el registro sanitario 
correspondiente de la Comunidad Autónoma  
- Si se ha realizado alguna inspección posterior para verificar que esta instalación se ajusta a 
las condiciones sanitarias y de otro orden sobre las que se concedió la licencia de actividad.  
- Si se tiene algún dato de la producción de animales, y se han concedido las autorizaciones 
que compete expedir al Departamento para la comercialización de la carne de los animales allí 
criados.  
- Si cuenta con libro de explotaciones ganaderas y registro de las piezas de caza producidas, 
entradas y salidas de animales, controles sanitarios efectuados por el titular de la explotación 
o cualquier incidencia digna de reseñarse.  
La respuesta del Departamento de Agricultura y Alimentación, recibida 01/01/11, tras aludir 
al informe favorable a la licencia de actividad de la explotación, manifiesta:  
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- Que en ningún momento se solicitó la inscripción de la explotación, por parte de la empresa 
titular, en el Registro de Explotaciones Ganaderas, por lo que no existe ninguna explotación 
en dicha ubicación.  
- Que el pasado 23 de noviembre de 2010 los servicios veterinarios oficiales de la Oficina 
Comarcal indicada se personaron en la finca donde se pretendía instalar la explotación 
cinegética, donde no se observó ninguna actividad ganadera ni cinegética; el encargado de la 
finca les informó que el actual propietario no es Rústicas C., S.A, que en su día desistió del 
proyecto presentado, y al parecer vendieron la finca.  
SEXTO.-La ampliación de información solicitada a Medio Ambiente en la fecha señalada en 
el punto anterior versaba sobre las siguientes cuestiones:  
- Si la explotación ganadera de producción de ciervo ha estado alguna vez en funcionamiento 
con esta finalidad, con referencia, en su caso, a las autorizaciones expedidas para el transporte 
en vivo de especies cinegéticas destinadas a su suelta en el medio natural o su incorporación a 
granjas cinegéticas, el traslado de crías o adultos adquiridos por la explotación, el aumento del 
número de reproductores o la introducción de nuevas especies, y cualesquiera otras propias 
del funcionamiento de una granja de estas características.  
- Si, además del vallado, se ha comprobado la efectiva realización de las demás obras 
previstas en el proyecto inicial de granja: nave de manejo, almacén, comederos, balsas, 
capturaderos, recintos para separar a los animales, etc. En caso de haberse construido, señalar 
qué medidas se van a adoptar para restaurar los terrenos a su situación anterior si, conforme a 
la información facilitada, no se van a destinar al fin para el que fueron proyectados.  
- Si, decaída la finalidad inicial de granja cinegética, considera compatible la existencia de un 
vallado en los términos señalados en el punto 5º de la Resolución de 29/11/07 del Director del 
INAGA con lo establecido en el artículo 47.5 de la Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de 
Aragón.  
- Si se ha comprobado el respeto de la obligación derivada de considerar a este terreno no 
cinegético y, consiguientemente, la prohibición de cazar en el mismo.  
- Si la eliminación de vegetación, apertura de nuevas pistas y otras actuaciones al servicio de 
la explotación cuenta con autorización expresa y se ha previsto la restauración de las zonas 
afectadas.  
- Si, en general, se ha realizado alguna inspección tendente a comprobar el cumplimiento de 
las condiciones impuestas.  
- Si se ha efectuado alguna comprobación respecto de los datos remitidos en nuestro anterior 
escrito donde se aludía, con aportación de varias fotografías, a ciertas actuaciones que 
requieren una intervención administrativa a fin de regularizarlas, en los aspectos que proceda: 
vallado, apertura de pistas, trampas para animales, cebos, etc.  
Con la misma fecha de 4 de enero se recibe respuesta, informando de las siguientes 
cuestiones:  
- La granja no llegó a estar en funcionamiento el día 08/07/07, fecha límite de la validez de la 
autorización en caso de que no se iniciarse la actividad para la que fue proyectada, por lo que 
la autorización carecía de validez a partir de la fecha indicada. Con fecha 11/08/06, Rústicas 
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C. S.L. solicitó una suelta de ciervos dentro del perímetro vallado, que fue desestimada por no 
haber completado las instalaciones proyectadas.  
- Hasta la fecha límite de validez de la autorización, establecida tras dos prórrogas, no se tiene 
constancia de que las instalaciones previstas en el proyecto de la granja se hubieran 
completado, a excepción del vallado del perímetro externo de la finca.  
- En cuanto a la compatibilidad del vallado con lo establecido en la Ley de Caza, el Director 
del INAGA, órgano competente para la resolución del expediente de ampliación del coto Z-
10519-P, consideró que con el cumplimiento de todas las condiciones impuestas en dicha 
resolución se dotaría al vallado de la suficiente permeabilidad para adecuarse a lo establecido 
en el citado artículo de la Ley de Caza de Aragón. No obstante, con el fin de asegurar la 
permeabilidad de la cerca, el vallado también se condiciona a la adopción de medidas 
adicionales en caso de detectarse tramos que obstaculicen el tránsito de especies silvestres, 
incluyendo la retirada de la valla en los tramos necesarios si así lo estimase el Departamento 
de Medio Ambiente. Contra la mencionada resolución no se ha interpuesto recurso alguno.  
- El área que se pretendía ocupar por la granja fue anexionada al coto Z-10519-P; sin embargo 
se condicionó la realización del aprovechamiento cinegético al levantamiento de un acta que 
diera fe de la adecuación del vallado a las condiciones impuestas. Por tanto no se trata de un 
terreno no cinegético, sino de un terreno cinegético en el que esta actividad queda suspendida 
en tanto no se levante la citada acta por parte del Servicio Provincial de Medio Ambiente de 
Zaragoza.  
- En relación con otras autorizaciones expresas, en el INAGA únicamente se han tramitado 
permisos para el aprovechamiento de leñas en diciembre de 2005 y de cambio de uso forestal 
de varias parcelas para destino agrícola en 2004. En este Instituto no se tiene constancia de 
ninguna otra autorización en el área afectada por el proyecto de granja cinegética.  
Respecto de los dos últimos apartados, se añaden los informes expedidos por el Servicio 
Provincial de Medio Ambiente de Zaragoza, que comunican lo siguiente:  
- Las comprobaciones sobre el cumplimiento de la prohibición de cazar en el terreno vallado 
se han realizado a la vez que se verificaba la realización de actividades cinegéticas en ese coto 
y en los cotos colindantes, no constando ninguna denuncia sobre la vulneración de dicha 
prohibición.  
- Por el Servicio Provincial se han realizado varias inspecciones para comprobar el 
cumplimiento de las condiciones impuestas en la resolución del INAGA de 29 de noviembre 
sobre la modificación del vallado, habiéndose requerido al titular del terreno cinegético para 
subsanar las deficiencias observadas.  
- Conforme a ello, una vez cumplido el plazo para dicha subsanación se realizará visita de 
inspección para comprobar su corrección.  
- No se han observado alguna de las actuaciones reseñadas en la petición de información: las 
puertas no estaban preparadas para su cierre impidiendo a la fauna la salida del recinto vallado 
ni se detectaron trampas para la captura de animales, aunque si se observó un puesto de caza 
elevado, sin que, en su día, se apreciase el empleo de atrayentes para jabalíes.  
SÉPTIMO.-De la información recibida hasta este momento resulta que sobre la finca objeto 
del vallado no ha llegado a ponerse en funcionamiento la explotación ganadera de producción 
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de ciervo proyectada y autorizada en su momento, y que dicha autorización ha decaído al no 
cumplirse las condiciones establecidas. El único elemento construido es el vallado perimetral, 
que no se ajusta a lo establecido en la Ley de Caza, al no permitir el libre tránsito de las 
especies cinegéticas, y que debe ser modificado sustancialmente para ajustarse a las 
condiciones establecidas desde el Instituto Aragonés de Medio Ambiente. En una visita 
realizada por el Asesor responsable de este expediente pudo comprobar que el vallado tiene 
una altura superior a dos metros y la malla es continua, con lo que incumple la resolución del 
INAGA y la Ley de Caza de Aragón.  
Considerando preciso completar la información, se dirigió un nuevo escrito al Ayuntamiento 
de Biel solicitando:  
- Los expedientes instruidos para el cambio de calificación jurídica de los caminos de dominio 
público afectados por el vallado para su conversión en bienes patrimoniales, y de los 
tramitados para la permuta de estos bienes con los propietarios de la granja cinegética.  
-Condiciones establecidas para la construcción del nuevo camino alternativo tendentes a 
facilitar el tránsito y su integración en el medio.  
- Si, no habiéndose cumplido la condición que justificó la permuta ni las condiciones 
constructivas del nuevo camino, se va a volver a la situación inicial, dejando expeditos los 
que fueron afectados por la valla y restaurado a su situación inicial los terrenos de monte 
afectados para la construcción del camino perimetral que venía a sustituirlos.  
La respuesta del Ayuntamiento de Biel, recibida el 09/02/11, se refiere a las siguientes 
cuestiones:  
- Licencias de actividad y de obras concedidas, previos los preceptivos informes de la 
Administración Autonómica, para el ejercicio de la actividad de explotación cinegética de 
ciervos, mediante sendos Decretos de Alcaldía de fechas 5 y 16 de diciembre de 2005, con las 
prescripciones impuestas: “No podrán cortarse caminos rurales a no ser que se desafecten o 
se permute su trazado: los vallados deberán separarse como mínimo 5 metros del eje de los 
caminos; se respetarán los accesos y servidumbres existentes y se instalarán las medidas 
necesarias para evitar riesgos o peligrosidad para las personas que accedan y transiten por 
fincas y caminos colindantes”.  
- Avatares habidos tras dichas concesiones, que son:  
“Sin embargo, la antedicha Sociedad únicamente realizó el vallado perimetral y alguna 
edificación, pero no llegó nunca a ejercer la actividad.  
Posteriormente, previa solicitud presentada en Diciembre de 2010, por Decreto de la 
Alcaldía de fecha 28 de Diciembre de 2010, ratificado por acuerdo plenario de fecha 14 de 
Enero de 2011, se autorizó el cambio de titularidad de la actividad ganadera, causando baja 
la sociedad Rústicas C., S.L. y alta D. E.G.A.  
El nuevo titular, E.G.A., ha solicitado de nuevo las autorizaciones necesarias para ampliar 
las instalaciones originarias e iniciar el ejercicio de la actividad ganadera.  
Así mismo, ha realizado actuaciones en la mejora de los caminos, pero no ha realizado todas 




- Previsiones de mejora de la situación actual: “Finalmente se informa de que el Ayuntamiento 
tiene intención de seguir adelante con el proceso de desafectación de caminos, puesto que 
persiste el objeto de la permuta acordada por el Ayuntamiento. En estos momentos se está a 
la espera de que la nueva titularidad de la finca y de la explotación realice las actuaciones 
necesarias para acondicionar los caminos tal y como se estableció en su día por la 
Diputación General de Aragón y el Ayuntamiento de Biel”.  
Se adjuntan fotocopias compulsadas del expediente de alteración de la calificación jurídica de 
los caminos afectados, de donde resulta lo siguiente:  
- El día 06/05/05 la empresa Rústicas C. S.L. se dirigió al Ayuntamiento de Biel comunicando 
la iniciación de un expediente ante el INAGA para el establecimiento de una explotación 
cinegética de ciclo cerrado para la producción de ciervo con destino a la venta en vivo y a la 
producción de carne y del levantamiento de un vallado que afectaba a varios caminos, así 
como de la apertura de un camino perimetral en su finca con el fin de mantener abierto el 
paso, con determinadas condiciones de dimensiones y construcción. Al objeto de legalizar 
esta situación, solicita del Ayuntamiento la apertura de un expediente de desafectación del 
dominio público de los caminos afectados y su permuta por el de nuevo trazado.  
- En la misma fecha se dicta Providencia de Alcaldía que “considera conveniente la permuta 
planteada y así obtener una serie de ventajas para el uso común de todos los vecinos, dado 
que su uso actual es escaso debido a su deficiente estado de conservación y no se prevé su 
acondicionamiento por los siguientes motivos” que, de forma resumida son: deficiente estado 
de conservación que los hace difícilmente transitables, el beneficio que supondría la apertura 
de un nuevo camino que posibilite el tránsito de personas y de vehículos, el provecho para los 
habitantes que derivaría de la actividad ganadera, al generar puestos de trabajo, y la ausencia 
de carga para las arcas municipales, al asumir la empresa solicitante todos los gastos. Ese 
mismo día se expide el informe de Secretaría y, con base en las consideraciones de la 
Providencia de Alcaldía, se adopta el acuerdo plenario de alteración de la calificación jurídica 
de los caminos en cuestión, que se desafectan del dominio público y quedan calificados como 
patrimoniales.  
-El expediente se somete a información pública mediante anuncio publicado en el B.O.P. de 
25/05/05 y en el tablón de edictos del Ayuntamiento. Según consta, la única alegación que se 
presenta procede del Ayuntamiento de El Frago, que se opone a la alteración por varias 
razones, desarrolladas ampliamente en el escrito: son bienes de uso y servicio público que 
unen los dos términos municipales, que actualmente no se hallan en desuso, y quedarían 
cortados en el límite del término; el mal estado actual no es razón para desprenderse de ellos, 
sino que la obligación del Ayuntamiento de Biel es mantenerlos en buenas condiciones de 
conservación; el expediente no se ha tramitado correctamente; y se da prevalencia al interés 
de un particular sobre el interés general de los vecinos de una y otra población. Las 
alegaciones son desestimadas por acuerdo plenario de 07/07/05, que decide continuar el 
expediente e inscribir los citados bienes rústicos en el Inventario de Bienes del Ayuntamiento 
y en el Registro de la Propiedad de Ejea de los Caballeros.  
- Consta un convenio suscrito en día 25/10/06 entre los Ayuntamientos de Biel y el Frago y la 
empresa Rústicas C. donde se alude a un recurso contencioso administrativo interpuesto por el 
Ayuntamiento de El Frago contra el acuerdo de desafectación de caminos. En dicho convenio 
este Ayuntamiento se obliga a desistir del recurso judicial y consiente la permuta de caminos 
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que se hallan en su término municipal por el nuevo camino, y la empresa abona a ambos 
Ayuntamientos los gastos del proceso realizados hasta ese momento y se compromete a la 
construcción de la nueva vía alternativa. No se justifican los motivos que fundamentan los 
pactos reflejados en el convenio ni el interés público que viene a satisfacer.  
- Finalmente, hay un documento referido a “Condiciones técnicas que debe de reunir una 
pista forestal a realizar en el término municipal de Biel a petición de su Ayuntamiento”, que 
detalla las relativas a anchura, cunetas, pasos de agua, volvederos, engravado y hormigonado 
en determinados tramos que deberá cumplir el camino que se construya.  
OCTAVO.-En la misma fecha de 08/02/11 se dirigió un nuevo escrito al Departamento de 
Medio Ambiente informando de la situación existente respecto del vallado y del 
incumplimiento de las condiciones pactadas con los Ayuntamientos para la permuta de los 
caminos, e instando una acción coordinada entre ambas Administraciones para que no se 
consolide la situación del vallado, ante los supuestos incumplimientos que se vienen 
observando. Se solicita información actualizada sobre estas cuestiones y de las actuaciones 
realizadas para corregir los posibles desajustes observados en la actual situación.  
La respuesta del Departamento, registrada el día 22/03/11, se materializó en un informe del 
Servicio Provincial que comunica lo siguiente:  
“Por este Servicio Provincial se envió un requerimiento al titular del terreno cinegético para 
que adaptase el vallado al condicionado establecido en la resolución por la que se autorizó 
subsanando las deficiencias observadas; así mismo se le recordó la prohibición de practicar 
el ejercicio de la caza en el recinto vallado hasta que no se corrigiese el mismo. El plazo 
otorgado para efectuar las correcciones en la malla expiraba el día 11 de diciembre de 2010.  
Con fecha 10 de diciembre de 2010 el titular del terreno solicitó al INAGA la creación, sobre 
el recinto vallado, de una explotación cinegética para la producción de ciervos en 
semilibertad con destino a venta en vivo para repoblaciones y matadero.  
Dicha explotación o granja cinegética de cría en semilibertad requiere el vallado de la 
misma para impedir que los animales producidos en ella puedan escapar al medio natural.  
La reconversión del recinto vallado, que formaba parte del coto deportivo de caza Z-10519-
D, en granja cinegética conllevó los siguientes actos administrativos:  
-Para INAGA:  
-Apertura de un expediente de reducción de superficie del coto de caza.  
-Apertura de un expediente de creación de una explotación cinegética.  
-Para el Servicio Provincial de Medio Ambiente de Zaragoza:  
-Paralización del expediente por el que se requirió la corrección del vallado hasta nueva 
resolución del INAGA sobre la explotación cinegética solicitada.  
Con relación a los caminos de titularidad pública afectados por el vallado y posibles 
soluciones, tal como expresa en su escrito, es una competencia municipal. Al no afectar a 
montes gestionados por el Gobierno de Aragón el Servicio Provincial de Medio Ambiente no 
ha impuesto ninguna condición técnica al respecto, únicamente ha prestado asesoramiento 
técnico al Ayuntamiento en virtud de la colaboración que debe existir entre administraciones.  
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Así mismo, tras conocer por su escrito que el Ayuntamiento no ha llevado a cabo la 
desafectación de los caminos públicos, ni la posterior permuta de los mismos por otras vías 
alternativas, se ha trasladado al INAGA dicha información, sobre la situación de los caminos 
públicos que pudieran verse afectados por la explotación, para que lo tengan presente en la 
resolución de autorización de la explotación cinegética”.  
NOVENO.- Se han realizado sendas consultas telefónicas en la Dirección General de 
Administración Local del Gobierno de Aragón y en el Registro de la Propiedad de Ejea de los 
Caballeros sobre la tramitación efectuada en sus respectivos ámbitos de competencia para este 
cambio de calificación jurídica de los caminos públicos y su subsiguiente permuta 
(autorización o toma de razón de  
D.G.A. e inscripción registral); en ambos casos han confirmado no haber realizado ningún 
trámite al respecto.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la situación del vallado.  
Dada la afección que los vallados suponen a la libre circulación de las especies salvajes, con 
las negativas consecuencias para su correcto desarrollo, la vigente normativa los contempla de 
una forma muy restrictiva. Así, la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y 
de la Biodiversidad, se refiere a los mismos al regular la protección de las especies en relación 
con la caza y la pesca continental, disponiendo en su artículo 62.3.f: “Los cercados y vallados 
de terrenos, cuya instalación estará sujeta a autorización administrativa, deberán construirse 
de forma tal que, en la totalidad de su perímetro, no impidan la circulación de la fauna 
silvestre no cinegética y eviten los riesgos de endogamia en las especies cinegéticas. Las 
Administraciones públicas competentes establecerán la superficie mínima que deben tener las 
unidades de gestión para permitir la instalación de estos cercados y así garantizar la libre 
circulación de la fauna silvestre no cinegética y evitar los riesgos de endogamia en las 
especies cinegéticas”.  
La Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón, es mas taxativa en esta cuestión, pues su 
artículo 47, que se ocupa de las modalidades cinegéticas y los medios, procedimientos e 
instalaciones prohibidas, establece en el párrafo 4: “Quedan prohibidos los cercados con 
mallas que no permitan el libre tránsito de las especies cinegéticas”.  
Los antecedentes expuestos muestran una actitud confusa en la actuación de los particulares 
que promueven la actividad que se desarrolla en el monte de Biel y acreditan una sucesión de 
incumplimientos de las condiciones establecidas en cada momento en las autorizaciones 
obtenidas: según la resolución del INAGA de 18/05/05, el proyecto de explotación ganadera 
de producción de ciervo contempla un área cercada de 964,5 Has. compartimentadas en 13 
recintos para el manejo de las reses y que incluye además dos naves y otras instalaciones 
accesorias. Debido a la clasificación del terreno como “no cinegético”, se prohibía la caza en 
cualquiera de sus modalidades en los recintos cercados, señalándose expresamente “3.- No se 
podrá autorizar la constitución de un coto de caza, explotación intensiva de caza u otras 
modalidades de terreno cinegético sobre los terrenos pertenecientes al recinto vallado”.  
De las instalaciones proyectadas únicamente se construyó el vallado, incumpliéndose los 
sucesivos plazos establecidos por la administración para iniciar la actividad y el compromiso 
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de construir un camino en determinadas condiciones acordado con el Ayuntamiento de Biel. 
Antes de concluir el último plazo, fijado para el día 08/07/07, hay un cambio de titularidad de 
la finca y su nuevo propietario cede los derechos cinegéticos de la misma (sin embargo, según 
la resolución del INAGA antes citada, estos no existen, puesto que se trataba de un terreno no 
cinegético, al estar destinado a granja) al titular del coto privado colindante.  
Ello hace decaer las actuaciones administrativas previas para la instalación de una granja; 
dado que se había construido un vallado incompatible con las previsiones de la Ley de Caza, 
era necesario su desmontaje parcial y ajuste a las condiciones establecidas por el INAGA en 
el acuerdo de autorización del acotado, que se citan en el antecedente cuarto. Pero, según 
refleja la documentación administrativa, y ha podido ser comprobado personalmente, el 
vallado se mantiene en las mismas condiciones, existe dentro del recinto al menos un puesto 
de caza y se han realizado cacerías en su interior, sin que tampoco se hayan cumplido las 
condiciones impuestas para el camino perimetral. En el momento actual se ha vuelto a 
solicitar autorización para crear de nuevo una granja cinegética; la solicitud se presentó el día 
10/12/10, precisamente un día antes de que concluyese el plazo otorgado por el Servicio 
Provincial de Medio Ambiente para efectuar las correcciones en la malla, lo que ha paralizado 
el expediente incoado a tal efecto.  
Respecto a la apertura de una nueva pista circundante a la finca vallada, y aunque se halle en 
montes de titularidad privada, debe recordarse que el artículo  
117.i de la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón, considera infracción “La 
realización de vías de saca, pistas, caminos o cualquier otra obra o infraestructura cuando 
no esté prevista en los correspondientes proyectos de ordenación, planes dasocráticos de 
montes o, en su caso, planes de ordenación de recursos forestales, o sin estar expresamente 
autorizada por la Administración de la Comunidad Autónoma”. En caso de haberse detectado 
una infracción, y sin perjuicio de las sanciones que procedan, el artículo 127 de la misma 
obliga al infractor a reparar el daño causado.  
Segunda.- Sobre la situación de los caminos públicos afectados.  
El Ayuntamiento de Biel ha realizado dos trámites para facilitar la instalación de la granja 
cinegética ocupando caminos públicos; en primer lugar, ha procedido a su desafectación y, 
simultáneamente, a su permuta por otro camino perimetral a la finca vallada. Trataremos en 
primer lugar de la desafectación.  
La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, siguiendo la tradición 
jurídica española, cuando define en su artículo 170 los bienes de dominio público y enumera 
alguno de ellos, señala en primer lugar los caminos, que es uno de los exponentes más claro y 
evidente de bien de dominio y uso público, utilizable por todos los ciudadanos. Esta evidencia 
hace que toda modificación de su régimen deba estar muy bien justificada, siempre en aras del 
interés público, que quedará acreditado de forma indubitada.  
El cambio de calificación jurídica de los bienes públicos mediante alteración expresa viene 
regulado en su artículo 177, donde se establece un doble orden de condiciones:  
- Materiales: la alteración requiere la instrucción de un expediente en el que se acrediten su 
oportunidad y legalidad.  
 
 558/606 
- Formales: el expediente habrá de ser resuelto por el Pleno de la Corporación, previa 
información pública por plazo de un mes; tratándose de bienes de dominio público, el acuerdo 
habrá de adoptarse por mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación. 
Hay un elemento formal, cual es la recepción que, si bien no se contempla en este precepto, es 
de aplicación supletoria por venir así previsto en el artículo 8.3 del Reglamento de Bienes de 
las Entidades Locales aprobado por Real Decreto 1372/1986, que establece: “En cualquier 
caso, la incorporación al patrimonio de la Entidad local de los bienes desafectados, incluso 
cuando procedan del deslinde de dominio público, no se entenderá efectuada hasta la 
recepción formal por el órgano competente de la Corporación de los bienes que se trate, y en 
tanto la misma no tenga lugar seguirán teniendo aquellos el carácter de dominio público”. La 
exigencia, en sus respectivos ámbitos, de un acto de recepción expresa tanto en la Ley 
33/2003, de 3 noviembre del Patrimonio de las Administraciones Públicas (art. 70) como en 
la reciente Ley 5/2011, de 10 de marzo, del Patrimonio de Aragón (art. 87) avalan la 
necesidad de mantenerlo en el régimen local.  
Examinado el cumplimiento de estas condiciones en el expediente recibido, se observa 
respecto de cada una:  
-Oportunidad del cambio de calificación jurídica: A nuestro juicio, no queda debidamente 
justificada la actuación realizada, puesto que:  
-El deficiente estado de conservación se debe, precisamente, a la falta de ejercicio de las 
competencias propias municipales en materia de conservación de caminos (art. 44.a de la Ley 
7/1999 y 6.e de la Ley de Patrimonio de las Administraciones públicas, que obliga al 
“Ejercicio diligente de las prerrogativas que la presente Ley u otras especiales otorguen a las 
Administraciones públicas, garantizando su conservación e integridad”).  
-La consideración del beneficio que produce el nuevo camino para el tránsito de personas y 
vehículos y para la extinción de incendios es relativo (al menos en las condiciones actuales), 
dada su dificultad de paso y ser externo al monte, del que se encuentra separado por una valla 
que imposibilita el acceso.  
-No se cuantifica ni detalla el beneficio general que podría derivar de la instalación ganadera.  
-Legalidad: no consta una certificación del Inventario de Bienes del Ayuntamiento o del 
Registro de la Propiedad donde consten inscritos e identificados, paso previo para la 
realización de cualquier operación sobre bienes públicos.  
-Procedimiento: no se ha seguido el establecido en la Ley, puesto que primero se ha adoptado 
el acuerdo y después se ha instruido el trámite de información pública. Además, no consta un 
acto de recepción expresa de los bienes como patrimoniales; por ello, a tenor de lo dispuesto 
en el Reglamento de Bienes, mantienen su carácter de dominio público.  
Respecto de la permuta, que parece haberse sustanciado en el mismo expediente, el 
Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón, 
aprobado por Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, establece en 
sus artículos 107 a 121 varios requisitos, que son:  
-Depuración de la situación física y jurídica del mismo, practicándose su deslinde, si fuere 
necesario, e inscribiéndose en el Registro de la Propiedad si no lo estuviera. (Artículo 107).  
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-Justificación de la alienabilidad del bien de que se trate, por ser originariamente patrimonial 
o haberse desafectado. Se acreditará mediante certificación del Inventario que acredite la 
descripción del bien y su carácter patrimonial.  
-Justificación de la oportunidad o conveniencia de la operación.  
-Valoración técnica que acredite de modo fehaciente el justo precio de los bienes objeto de 
permuta y la equivalencia de valores entre ellos. Si la diferencia de valores no es superior al 
cincuenta por ciento del que tenga el valor más alto se establecerá la contraprestación 
económica pertinente.  
-Certificado que acredite el montante de los recursos ordinarios del presupuesto de la Entidad 
local, a fin de determinar si procede autorización (si el valor del bien excede del veinticinco 
por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto anual de la Entidad) o toma de 
conocimiento del Gobierno de Aragón, que deberá ser previa a la ejecución del acuerdo de 
aprobación de la permuta.  
-Acuerdo adoptado por el órgano competente de la Corporación.  
En el presente caso, donde el objeto de la permuta no se entrega de forma simultánea (se trata 
de un camino pendiente de construir, y que deberá cumplir determinadas condiciones) podría 
hablarse de una permuta de cosa futura, prevista en el artículo 116 del Reglamento. Para ello, 
junto a los anteriormente citados “deberán establecerse los requisitos y garantías adicionales 
que aseguren el buen fin de la operación convenida, entre ellos el término para la 
consumación del contrato, el cual se entenderá no perfeccionado si no llega a ser realidad el 
bien objeto del mismo, sin perjuicio de otras cláusulas resolutorias o penales que puedan 
pactarse,” y el expediente deberá someterse a información pública por plazo no inferior a 
quince días.  
Proyectadas estas exigencias legales sobre la documentación disponible, queda reflejado el 
incumplimiento de casi todas ellas: si bien el acuerdo ha sido adoptado por el Pleno, no se ha 
depurado la situación física y jurídica de los bienes, no se puede considerar válida la 
desafectación del dominio público realizada, no consta su precio ni la equivalencia de valores 
(la mera diferencia de superficie entre los cuatro caminos que son objeto de entrega y el que 
se recibe pone de manifiesto la falta de equivalencia), no se ha autorizado o tomado razón de 
la operación por el Gobierno de Aragón y no se han cumplido las condiciones para la permuta 
de cosa futura.  
Por consiguiente, si el Ayuntamiento de Biel considera conveniente a los intereses del 
municipio desafectar bienes de dominio público y permutarlos por otros privados, deberá 
tramitar un expediente completo donde se acredite la concurrencia del interés público y se 
cumplan todos los requisitos que la vigente normativa establece a tal efecto. En el momento 
actual no cabe considerar que los caminos afectados hayan perdido su carácter demanial, por 
lo que la obligación de defensa, recuperación y mantenimiento se mantiene y debe ejercerse 
tal como viene exigido por la Ley. 
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar las siguientes SUGERENCIAS:  
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Primera.-Al Departamento de Medio Ambiente, para que en la concesión de las 
autorizaciones que sean de su competencia en materia de caza, explotaciones cinegéticas y 
protección de montes, y en relación con las cuestiones aquí tratadas, vele porque la actividad 
se ajuste estrictamente a la autorización que tiene concedida, que el beneficiario haya 
cumplido previamente las condiciones a que está obligado y los compromisos a que haya 
condicionado su propósito y que, en caso de haberse apreciado irregularidades, se proceda, en 
su caso, a incoar los correspondientes expedientes sancionadores o de adopción de medidas de 
restauración ambiental.  
Segunda.-Al Ayuntamiento de Biel-Fuencalderas, para que, si considera conveniente a los 
intereses municipales la desafección y permuta de bienes públicos, tramite los expedientes 
que acrediten el cumplimiento de los requisitos que la vigente normativa establece a tal 
efecto, ejerciendo hasta ese momento las competencias de protección, defensa y 
mantenimiento que la Ley le encomienda.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada a esa Administración, indicándome, en 
este último supuesto, las razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.3.6 11 de mayo de 2011. Colegio "J.L. Palmireno" de Alcañiz. Obligación del 
Ayuntamiento de evitar los problemas que generan las palomas. Ayuntamiento de 
Alcañiz. 
La Institución atiende una queja recibida ante el problema de salud pública que produce el 
exceso de palomas que anidan en el colegio público “Juan Lorenzo Palmireno” de Alcañiz. 
El expediente acredita el perjuicio que en esta ciudad se produce como consecuencia de las 
deyecciones de estas aves, las cuales han tratado de ser ahuyentadas mediante la 
implantación de diversos mecanismos. Vista esta situación, el Justicia recomienda al 
Ayuntamiento de Alcañiz que en uso de sus competencias, acometa las actuaciones 
conducentes a evitar el anidamiento de palomas. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 03/02/11 tuvo entrada en esta Institución una queja en la que expone el 
problema de salubridad que provoca el exceso de palomas que anidan en el Colegio Público 
“Juan Lorenzo Palmireno” de Alcañiz; como se acredita con copia de los escritos, el Consejo 
Escolar del centro ha comunicado esta circunstancia en reiteradas ocasiones al Ayuntamiento 
de la Ciudad que, aunque ha hecho alguna actuación puntual, no adopta medidas adecuadas 
para darle solución definitiva. 
SEGUNDO.- Tras admitir la queja a supervisión se procedió a enviar, con fecha 18/02/11 un 
escrito al Ayuntamiento de Alcañiz recabando información acerca de la cuestión planteada y, 
en particular, de las actuaciones municipales realizadas o previstas para eliminar o reducir al 
mínimo la incidencia del problema. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 25 de abril, y en ella hace constar, 
textualmente, lo siguiente: 
“Dadas las diversas instancias presentadas en el año 2007, por ciudadanos dónde se ponía 
de manifiesto el malestar por esta situación en diversos puntos de la Ciudad de Alcañiz, se 
 
 561/606 
procedió a solicitar presupuesto a diversas empresas del sector, valorando las distintas 
posibilidades de actuación y teniendo en cuenta las características concretas del municipio. 
Finalmente en el año, 2008, se contrató a la empresa Plaga Stop, cuyo trabajo consistía en la 
colocación de diversas jaulas en tejados de distintos edificios. Estas jaulas estaban 
distribuidas de manera uniforme por la ciudad, con la intención de controlar los posibles 
desplazamientos de la población de palomas entre las distintas zonas y de esta manera evitar 
que acabasen todas en un mismo barrio. El número total de jaulas ascendía a 12 y se 
colocaron principalmente en edificios de titularidad pública. Se adjunta estudio técnico de la 
actuación. 
El coste anual de estas actuaciones era de 4955,52 € y 6327 € para los años 2008 y 2009 
respectivamente. Para el año 2010, se propuso una modificación en el sistema de captura 
intentando mejorar el servicio, sin embargo por motivos económicos no se pudo contratar y 
por lo tanto, en el año 2010 y previsiblemente en el 2011 no se podrá realizar ningún tipo de 
actuación al respecto. 
Paralelamente, el C.E.I.P J.L. Palmireno comunicó al Ayuntamiento la situación con la que 
se encontraban y poniéndose en contacto con la empresa Plagastop (ya que había jaulas de 
captura en el propio colegio) propusieron un sistema disuasorio, que consiste en la 
colocación de varillas de acero inoxidable en el alerón del balcón interior y en el alerón bajo 
el tejado que da al patio de recreo. El coste de esta actuación en el año 2009 era de 
aproximadamente 3.000 C. 
Teniendo en cuenta la Ley Orgánica 2/2006, de 3 mayo, de Educación en su disposición 
adicional decimoquinta que en su punto 2 dice textualmente "2. La conservación, el 
mantenimiento y la vigilancia de los edificios destinados a centros públicos de educación 
infantil, de educación primaria o de educación especial, corresponderán al municipio 
respectivo. Dichos edificios no podrán destinarse a otros servicios o finalidades sin 
autorización previa de la Administración educativa correspondiente.", y, a nuestro entender, 
la actuación a realizar supera el simple mantenimiento y conservación corriente de los 
edificios, debiendo considerarse como gasto de inversión del periodo en que se ejecute. 
El problema de las palomas es un hecho común para toda la ciudad y no se puede centrar la 
actuación municipal en una ubicación concreta ya que ésta podría perjudicar sensiblemente 
al resto de los afectados”. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre el deber de conservación de edificios escolares por los Ayuntamientos. 
El problema de la suciedad provocada por las palomas en el colegio “Juan Lorenzo 
Palmireno” preocupa a la comunidad escolar desde hace tiempo; así se refleja ya en el acta del 
Consejo Escolar del centro de 24/10/08, donde se insta del Ayuntamiento, entre otras 
peticiones, a “la colocación de pinchos u otro sistema para ahuyentar a las palomas”, 
reiterándose en posteriores reuniones. 
La alusión legal efectuada por el Ayuntamiento es correcta, puesto que es actualmente la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 mayo, de Educación, la que, en la línea iniciada con el Texto 
Refundido de la Ley de Enseñanza Primaria, aprobado por Decreto 193/1967, de 2 de 
febrero, y que siguió la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del 
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Sistema Educativo, atribuye al municipio la conservación, el mantenimiento y la vigilancia de 
los edificios destinados a centros públicos de educación infantil, primaria o educación 
especial. 
Sin embargo, puede ponerse en duda que la actuación propuesta por el Colegio para evitar el 
anidamiento de palomas (que el presupuesto de la empresa define como “varillas de diámetro 
1,3 mm. que se proyectan en varios ángulos; base de poli carbonato resistente a las 
radiaciones UV; fácil fijación mediante silicona; forma una barrera prácticamente invisible y 
discreta; no se daña las aves, evitando que se posen”, valorado en 2.206 €, a los que se 
añadirán 789,96 € de la plataforma elevadora necesaria para su colocación) se pueda 
considerar como una inversión que ha de consignarse en el capítulo VI del presupuesto de la 
entidad local y no un gasto corriente del Capítulo II. 
Ante la falta de determinación legal específica del contenido de la obligación de 
mantenimiento de centros escolares, se ha concretado por la doctrina en las siguientes tareas: 
1) alumbrado y calefacción; 2) limpieza; 3) suministro de agua; 4) recogida de basuras; 5) 
reparaciones consistentes en recorrido de tejados, pintura, puertas, ventanas y cristales; 6) 
mantenimiento del edificio en condiciones normales de uso, sin incluir las reparaciones 
generales y extraordinarias, ni las de renovación, ampliación y mejora. 
La situación denunciada afecta a la limpieza y salubridad del centro. En el presupuesto antes 
citado, la empresa que lo presenta expone las razones por las que estima necesario el control 
de estas aves, al señalar: “Las aves pueden crear cuatro problemas importantes: crean 
suciedad con sus excrementos; dañan y contaminan los alimentos; llevan asociadas plagas de 
insectos y ácaros; ponen en riesgo la salud humana. Las aves están asociadas a más de 60 
enfermedades humanas, incluyendo: la salmonelosis; la ornitosis; la alveolitos alérgica; la 
criptococosis”. 
Atendidas estas razones, e invocando también la obligación establecida en el artículo 251.1 de 
la Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón, que obliga a los propietarios de 
edificaciones a mantenerlos “en adecuadas condiciones de seguridad, salubridad, ornato 
público y calidad ambiental, cultural y turística”, resulta claro que el Ayuntamiento de 
Alcañiz debe proveer lo necesario para atender el problema planteado en la queja. 
Desde nuestro punto de vista, se presentan dos alternativas para garantizar el mantenimiento 
de la limpieza y salubridad del edificio y permitir el uso de todos sus espacios sin riesgo para 
los escolares: 
- La que, según su comunicación, ha desestimado el Ayuntamiento por considerarla un gasto 
de inversión que deberá ser consignado como tal en el presupuesto, a pesar de tratarse de una 
simple actuación tendente al ahuyentado de las palomas por un método no agresivo. 
- Incrementar la dotación de limpieza, prestando atención especial a los lugares donde las 
palomas se posan y dejan su rastro de suciedad, solución que, al no atacar la raíz del 
problema, tal vez sea más costosa que la anterior, incluso a medio plazo. 
Debe advertirse además que, siendo competencia municipal el mantenimiento del centro en 
adecuadas condiciones, y dado que los riesgos expuestos no son una posibilidad remota, en 
caso de ocurrir algún problema derivado de esta circunstancia el Ayuntamiento podría incurrir 
en responsabilidad patrimonial. Existen multitud de sentencias que determinan tal 
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responsabilidad donde, tras acreditar la concurrencia de los requisitos de la doctrina general 
de la responsabilidad patrimonial, se establece un nexo causal entre el defectuoso 
mantenimiento de las instalaciones y el accidente, imponiendo a las entidades responsables 
del mantenimiento de los centros la obligación de indemnizar por los daños causados. Así lo 
expresa la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 12/02/96 cuando, el resumir 
la exposición de hechos, narra “… las Autoridades del Colegio, solicitaban la reparación de 
las numerosas deficiencias que se denunciaban, sin que la Corporación Municipal hiciera 
nada para corregirlas. Es obvio que si la Corporación Municipal hubiera vigilado la 
situación y estado en que se encontraban las instalaciones no hubieran sucedido los hechos 
con el resultado tan lamentable que ha quedado expuesto, sino que se hubieran 
convenientemente corregido”. 
Finalmente, yendo más allá de las consideraciones estrictamente legales, el entendimiento de 
la Escuela como un elemento esencial de convivencia cívica que garantiza el derecho 
fundamental a la enseñanza, que afecta y beneficia al vecindario actual y a los futuros 
ciudadanos, y que por ello debe ser especialmente apreciada y mimada por la Corporación, 
debe mover a sus responsables a intervenir para resolver el problema expuesto en la queja. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto formular al Ayuntamiento de Alcañiz la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que disponga lo necesario para, mediante la instalación de los elementos adecuados en los 
lugares de anidamiento de las palomas, la limpieza a fondo de sus restos o cualquier otra que 
considere conveniente, se resuelva el problema que ha motivado la queja aquí tratada. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
10.3.7 18 de octubre de 2011. Caza con aves de cetrería: necesidad de contemplarla en el 
Plan General para posibilitar su práctica. Recordatorio de deberes legales. 
Departamento de Agricultura, Ganadería y Montes.  
La Institución tramita una queja recibida en la que se pone de manifiesto que el Plan General 
de Caza de Aragón no contempla la modalidad de cetrería, siendo harto complicado para los 
practicantes de esta modalidad obtener las  autorizaciones pertinentes. Estudiado el fondo 
del asunto, la Institución detecta que los Planes de Caza, en cumplimiento de la Ley de Caza 
de Aragón, deberían contemplar esta modalidad de caza, por lo que urge al Gobierno de 
Aragón a subsanar esta deficiencia. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 16/12/10 tuvo entrada en esta Institución una queja exponiendo el 
problema que tienen los poseedores de aves de cetrería para cazar con ellas, dado que los 
planes de caza de los cotos no suelen hacer referencia a esta modalidad, y su falta de 
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determinación en el plan anual de aprovechamiento cinegético equivale a una prohibición de 
hecho. 
Considera que esta situación difícilmente se puede solucionar por la vía del convencimiento 
amistoso a los cazadores mayoritarios (que cazan con armas), puesto que los que practican la 
cetrería son una exigua minoría y sus peticiones son desatendidas, normalmente con 
argumentos de tan escaso fundamento como que las aves utilizadas a tal fin espantan la caza, 
siendo que el posible perjuicio que pudieran hacer es muy inferior al derivado de la caza con 
armas. 
Entiende el ciudadano que la imposibilidad práctica en la mayoría de los cotos para practicar 
esta forma de caza choca con lo dispuesto en la Ley de Caza de Aragón, que la contempla en 
su articulado como una opción legítima, e incluso con la reciente declaración de la cetrería 
como Patrimonio Inmaterial de la Humanidad por la UNESCO, en una candidatura 
impulsada, junto a otros países, por España. 
El artículo 53.2 de nuestra Ley de Caza dispone que “Reglamentariamente se regularán las 
condiciones para la utilización de estos animales con fines cinegéticos”. Estima el firmante 
de la queja que la falta de desarrollo no puede equivaler a su prohibición, sino que, hasta tanto 
se produzca, la actividad pueda llevarse a cabo dentro de unos términos razonables, y que así 
debería recogerse en los planes de caza que se remiten a la aprobación del Departamento de 
Medio Ambiente. 
SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando 
el expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 29/12/10 un escrito al 
Consejero de Medio Ambiente relativo a la cuestión planteada, las previsiones de desarrollo 
normativo de las condiciones de utilización de aves de cetrería y la posibilidad de, en el acto 
de aprobación del plan de caza por el Departamento, advertir de la necesidad de atenderla y 
fijar unas condiciones razonables para su ejercicio en los cotos de titularidad pública donde 
existiera esta demanda. 
TERCERO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 4 de marzo, 15 de abril y 9 de 
agosto de 2011, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se 
haya podido completar el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, 
dificultándose el cumplimiento del cometido asignado por el Estatuto de Autonomía de 
Aragón y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, con lo que el 
ciudadano se ve desasistido la protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la práctica de la cetrería. 
La Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón, regula de forma sucinta la cetrería en su 
artículo 53, señalando únicamente que la tenencia de aves de cetrería requerirá una 
autorización especial del Departamento responsable de medio ambiente, remitiendo al 
desarrollo reglamentario la regulación de las condiciones para utilizar estos animales con 
fines cinegéticos. 
Tal desarrollo se ha producido mediante el Decreto 245/2007, de 2 de octubre, del Gobierno 
de Aragón, por el que se regula la tenencia y uso de aves de presa en la Comunidad 
Autónoma de Aragón, que se ocupa de la cetrería en su artículo 8. Tras definirla como 
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“modalidad de caza que se practica utilizando aves de presa adiestradas al efecto, así como 
las operaciones de adiestramiento de dichas aves”, establece las condiciones para su 
ejercicio, que son: 
- El Plan General de Caza de cada temporada establecerá los periodos hábiles y las 
condiciones para su práctica.  
- Se desarrollará en terrenos cinegéticos que lo tengan así contemplado en los Planes Técnicos 
y en los Planes Anuales de Aprovechamientos Cinegéticos, 
- En época de veda se permitirán vuelos de entrenamiento para conseguir o mantener el ave en 
buen estado físico. 
- Las aves que pueden utilizarse para cetrería vienen determinadas en el anexo V del Decreto. 
- Sus poseedores deberán disponer de un permiso especial. El plan general de caza para cada 
temporada se aprueba mediante Orden del Consejero responsable de medio ambiente y 
determina, en dicho ámbito temporal, cuestiones relativas a las especies cinegéticas que no 
podrán ser objeto de caza, regulaciones y períodos hábiles de caza, limitaciones generales en 
beneficio de las especies cinegéticas y medidas preventivas, valoraciones de las especies a 
efectos de indemnizaciones por daños y modalidades de caza permitidas. 
En este último aspecto radica el problema de proscripción de la cetrería expuesto en la queja, 
pues la falta de previsión como una modalidad más de caza en la norma marco que regula su 
ejercicio supone, en la práctica, su prohibición, pues los demás instrumentos de ordenación de 
la actividad cinegética ajustarán sus determinaciones a esta norma de rango superior. 
Examinadas las órdenes por las que se aprueban los planes generales de caza de Aragón en los 
últimos años, se comprueba que no hay ninguna referencia a la cetrería; consecuentemente 
con el principio de jerarquía normativa, en los planes de rango inferior (plan comarcal o plan 
técnico de cada coto) no se podría autorizar esta forma de caza, a pesar de ser mucho menos 
agresiva que la caza tradicional con armas. 
De todo ello resulta que, mientras que la Ley de Caza de Aragón prevé la utilización de aves 
de cetrería con fines cinegéticos, la ausencia de previsión de esta modalidad en los planes 
generales de caza que aprueba anualmente el Departamento responsable de medio ambiente 
supone de hecho una prohibición, al no autorizarse expresamente su ejercicio, lo que resulta 
contrario a la previsión hecha por el legislador aragonés. 
Atendida la competencia de este Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente 
en materia de caza y para el desarrollo y aplicación de la Ley, se ha de interesar del mismo la 
consideración de la cetrería como a una modalidad más en el Plan General de Caza, de forma 
que pueda ser recogida en los otros planes de ordenación cinegética supeditados al mismo y 
se posibilite su ejercicio por los interesados que cumplan los requisitos que se establezcan. 
Segunda.- Sobre la obligación de colaborar con el Justicia de Aragón 
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “a) La actividad de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos por el conjunto de órganos integrados en el 
 
 566/606 
Gobierno de Aragón, así como por la totalidad de los entes dotados de personalidad jurídica 
dependientes del mismo”. 
La Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, concreta la obligación de 
colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 2. Las autoridades, funcionarios y todo el 
personal dependiente de la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en quien 
delegue, las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y 
organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier 
clase de documentos que permitan llevar a cabo adecuadamente la actuación investigadora. 
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto: 
Primero.- Efectuar al Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente la 
siguiente SUGERENCIA: que en el próximo Plan General de Caza que apruebe se incluya la 
modalidad de cetrería, con las condiciones y requisitos a exigir a los interesados, y procure 
que en los planes de rango inferior la tengan también en cuenta para su práctica. 
Segundo.- Formular Recordatorio de Deberes Legales a dicha entidad, relativo a su 
obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en 
artículo 19 de la referida Ley 4/1985.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
10.3.8 30 de noviembre de 2011. Limitaciones al cultivo por la existencia de una planta 
protegida. Necesidad de ajustar la restricción a su finalidad o compensar al afectado. 
Deber de notificar correctamente los recursos. Recordatorio de deberes legales. 
Departamento de Medio Ambiente.  
La Institución aborda un expediente iniciado como consecuencia de la queja recibida por la 
propietaria de una parcela agrícola sita en Villel. Según la Administración competente para 
autorizar la roturación, la presencia del arbusto denominado vulgarmente “crujido”, impide 
autorizar la puesta en cultivo del terreno, dado que se trata de una especie vegetal en peligro 
de extinción. Asimismo, la Administración actuante deniega el pago de cualquier tipo de 
compensación motivada por la imposibilidad de utilizar este terreno. Instruido el expediente, 
la Institución recomienda al Departamento de Medio Ambiente que dada la ubicación de la 
especie protegida en los linderos de la finca, busque la manera de compatibilizar la puesta en 




PRIMERO.- El día 17/06/11 tuvo entrada en esta Institución una queja en la que expone el 
siguiente problema:  
“Primero.- Con fecha 16 de enero de 2006, el Delegado Provincial del Instituto Aragonés de 
Gestión Ambiental en Teruel dictó Resolución por la que no se autorizaba a su propietaria, 
Doña ... la roturación de la parcela 177 del polígono 6, del término municipal de Villel por 
existir en el interior y márgenes de la parcela una notable población de crujiente (Vella 
pseudocytisus subesp. paul), especie catalogada "en peligro de extinción" según el Catálogo 
de Especies Amenazadas de Aragón. Exp. INAGA 440101.49/05.08281. Se aporta copia como 
documento 1.  
Segundo.- Contra dicha Resolución, Doña ... interpuso escrito de Recurso de Alzada, en 
tiempo y forma, en el que sustancialmente expone lo siguiente: Primero "que la parcela 177 
del polígono 6, está dividida en dos partes iguales, la parte "A", parte Oeste, corresponde a 
Dª ..., y que está actualmente sin cultivar, desde hace cuatro o cinco años, y su 
aprovechamiento puede considerarse para pastos; y la parte "B", parte Este, correspondiente 
a D. ...., que no ha dejado de cultivarse". Segundo que "con estos años sin cultivar, han 
aparecido entre otras, vestigios de la planta Crucífera, denominada "VELA 
PSEUDOCYSTICUS subes. Pani", conocida vulgarmente como crujiente; que no parece 
hayan pasado a fase adulta, dada la altura de dichas plantas, enumerándose en las 
alegaciones, mediante referencias al reportaje fotográfico incluido en el Informe Técnico que 
acompaña el recurso, los ejemplares de Vella pseudocytisus subesp. pani presentes en la 
parcela, así como la presencia de otros ejemplares de matorral de otras especies. Se adjuntó 
al recurso Informe Técnico sobre la finca, firmado por el Ingeniero Técnico Agrícola D. ..... 
Se aporta copia del citado informe técnico como documento 2.  
Tercero.- Con fecha 30 de mayo de 2006, el Jefe de la Unidad Técnica II de la Delegación 
Provincial del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental en Teruel emitió informe 
proponiendo que fuera desestimado el recurso de alzada interpuesto contra la citada 
resolución, como así fue finalmente por Resolución de fecha 5 de junio de 2006, del 
Presidente del Instituto Aragonés de gestión Ambiental, cuyos fundamentos jurídicos constan 
en la misma, cuya copia se aporta como documento  
Cuarto: Esta resolución ha supuesto que la propietaria no pueda utilizar su finca para nada, 
ni cultivo cerealista, ni pastos, ni arbolado, ni ninguna otra clase de actividad, más allá del 
mero paseo por la misma, lo que supone una privación completa del derecho de propiedad y 
de las prerrogativas que este reconoce a su titular.  
Quinto: Debido a esta situación, con fecha 30 de diciembre de 2010, se formuló solicitud de 
inicio de procedimiento ordinario de responsabilidad patrimonial de la administración 
pública, para que, tras los trámites que resultaran preceptivos, se resolviera indemnizar a la 
solicitante en la cantidad de 984 euros, por los daños relatados, de conformidad con los 
razonamientos y acontecimientos relatados en el cuerpo de ese escrito, aceptado se realizara 
cualquier otra proposición de cantidad que pueda esta mejor fundada en derecho. En otrosí 
se pedía, igualmente, que como era de prever la situación continuada y permanente del 
estado de la finca debido al crecimiento constante de la citada planta protegida, se 
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procediera, como solución definitiva, a la expropiación de la misma por el precio de 
mercado. Se aporta copia del escrito como documento 4.  
Sexto: Este escrito fue inadmitido por resolución de 1 de febrero de 2011, por los 
fundamentos que en él se exponen, y del que se aporta copia como documento 5.  
Séptimo: A la vista del contenido de la inadmisión se solicitó la información que se detalla en 
el documento que se aporta como número 6, y se presentó Recurso de Reposición con fecha 9 
de marzo, cuya copia se aporta como documento 7, y que todavía no ha sido respondido, si 
bien si se contestó a la información solicitada en el sentido que consta en el documento que 
se aporta como número 8.  
Octavo: A la vista de todo lo expuesto, entendemos que la Administración de la Comunidad 
Autónoma está vulnerando el artículo 33.3 de la Constitución Española, al decir en forma 
tajante que nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de 
utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de 
conformidad con lo dispuesto por las leyes en relación con el artículo 53.1 del mismo cuerpo 
legal al afirmar que los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo II, del presente 
Título, vinculan a todos los poderes públicos”.  
SEGUNDO.-La documentación que se aporta junto a la misma corresponde al expediente 
administrativo tramitado por la interesada para la obtención de una autorización de cultivo, 
que ha sido denegada por el Departamento de Medio Ambiente. Los documentos aportados, 
de acuerdo con lo expresado en el escrito de queja, son los siguientes:  
-Resolución del Delegado Provincial del INAGA en Teruel de 16/01/06 por la que deniega la 
autorización para la roturación solicitada por existir “en el interior y márgenes de la parcela 
una notable población de crujiente”, especie clasificada "en peligro de extinción" según el 
Catálogo de Especies Amenazadas de Aragón. Esta resolución recoge en uno de sus 
“resultandos” una previa del Servicio Provincial de Agricultura y Alimentación de Teruel de 
13/01/05 en la que emite informe favorable al cambio de cultivo, haciendo constar: "En la 
visita realizada a la citada finca se observa que no tiene problemas de pendiente. En la 
citada finca hace unos tres años que no se siembra, solo existen pastos. Teniendo en cuenta lo 
antes expuesto, esta Sección considera favorable el cambio de forestal a agrícola, siendo una 
mejora para las fincas citadas".  
-Recurso de Alzada contra dicha Resolución, donde se exponen los argumentos en defensa de 
su pretensión acompañados de un informe técnico que detalla la existencia de diversas plantas 
arbustivas, entre las que se halla el crujiente, en la parcela, y las circunstancias de la misma, 
rodeada de fincas de cultivo.  
-Resolución del Presidente del INAGA de 05/06/06 desestimando el recurso de alzada, por 
atender fundamentalmente a la finalidad de protección de la planta, puesto que “La totalidad 
de estos ejemplares, independiente de su tamaño, edad o madurez, así como sus propágulos, y 
semillas, se encuentran protegidos por la legislación vigente en materia de especies 
catalogadas, por haber sido incluido este taxón en el Catálogo de Especies Amenazadas de 
Aragón”. Se alude al Decreto 92/2003, por el que se establece un régimen de protección para 
el crujiente y se aprueba el Plan de Recuperación, que considera “uno de los factores de 
amenaza para la persistencia de la especie “las roturaciones para cultivar que han eliminado 
muchos ejemplares”, estableciendo como una de las directrices de actuación, el minimizar 
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los daños por acción humana en el área de distribución. En concreto, en el apartado 5.1.2.2. 
del Plan, se dispone como medida in situ para mantener o incrementar el número de 
ejemplares evitar las roturaciones de zonas nuevas y la ampliación de los campos cultivados 
en el área de distribución, por considerar esta acción una amenaza grave para la 
supervivencia de la especie”. En relación con la alegación relativa “al daño que se produce a 
los intereses de la solicitante frente a los beneficios que produce la protección de las plantas 
dispersas y en pequeña cantidad”, se remite a las consideraciones anteriores, y “a la directriz 
5.3.1. del Plan de Protección de la especie, en lo relativo al establecimiento de actuaciones 
encaminadas a conciliar los intereses de los habitantes de las zonas incluidas en el ámbito de 
aplicación del Plan con las actuaciones encaminadas a proteger el hábitat de la especie”. 
Debe anotarse que esta directriz, que lleva por título “Regulaciones,” se refiere a la regulación 
de “la carga ganadera en función del efecto del pastoreo en la planta previstos en el 
apartado 5.1.1.4”; la directriz 5.1.1.4 a que se remite figura dentro del grupo 5.1, Medidas in 
situ y su previsión en la siguiente: “Determinar el grado de alteración de hábitat y la 
capacidad de la población para responder a perturbaciones. Aislar una parte de una 
población para estudiar su evolución sin pastoreo ni pisoteo”.  
-La anterior resolución no fue recurrida, por lo que en su momento devino firme en vía 
administrativa.  
-Al considerar posteriormente, con referencia a los antecedentes expuestos, que “Esta 
resolución ha supuesto que la propietaria no pueda utilizar su finca para nada, ni cultivo 
cerealista, ni pastos, ni arbolado, ni ninguna otra clase de actividad, más allá del mero paseo 
por la misma, lo que supone una privación completa del derecho de propiedad y de las 
prerrogativas que este reconoce a su titular”, en fecha 30/12/10 la interesada se dirigió de 
nuevo a la Administración instando que, por la vía del procedimiento de responsabilidad 
patrimonial, le fuese reconocida una indemnización por las expresadas razones o se 
procediese directamente a la expropiación de la finca, manifestando que la falta de laboreo 
hace que la presencia del crujiente se incremente en la misma, y con ello las razones que 
fundamentan la denegación para poder roturarla.  
-Trasladada la reclamación a la Secretaría General Técnica del Departamento, por Resolución 
del Consejero de 01/02/11 se determinó “lnadmitir la solicitud de fecha de 30 de diciembre de 
2010 presentada por Dª. ..., para que, por este Departamento de Medio Ambiente se 
procediera a la incoación de expediente administrativo con objeto de que se reconozca el 
derecho a una indemnización por daños ocasionados al no poder utilizar su finca ni para 
cultivo cerealista, ni pastos, ni arbolado ni ninguna otra clase de actividad más allá del mero 
paseo por la misma, por carecer manifiestamente de los requisitos precisos para tramitar 
dicha solicitud”. Para justificar esta inadmisión se aportan los siguientes fundamentos de 
derecho:  
-Primero.- En uso de las facultades atribuidas por el artículo 65 del Decreto Legislativo 
2/2001, de 3 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, la contestación al escrito presentado 
corresponde al Consejero de Medio Ambiente.  
-Segundo.- El Crujiente, Vella pseudocytisus subsp. paui, es una crucífera leñosa que forma 
matas arbustivas de raíz robusta y bien desarrollada, que normalmente alcanzan 1 metro de 
altura y una cobertura de 3-4 m2. Esta especie, endémica de la Comunidad Autónoma de 
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Aragón, está calificada como "en peligro de extinción" según el Catálogo de Especies 
Amenazadas de Aragón, regulado por el Decreto 48/1995, de 28 de marzo. Según dispone el 
artículo 2 del citado Decreto, esta clasificación en la categoría de "«en peligro de extinción», 
está reservada para aquellas especies cuya supervivencia es poco probable si los factores 
causales de su actual situación siguen actuando". Por otra parte, el artículo 71.5 de la Ley 
5/2002, de Caza en Aragón, establece la obligación de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón de "asumir el pago" respecto "...de las indemnizaciones a las que haya 
lugar a favor de los perjudicados, por daños de naturaleza distinta de la agraria causados 
por especies cinegéticas, salvo que los propios perjudicados, por culpa o negligencia, hayan 
contribuido a la producción del daño" no contemplándose los daños causados por especies 
de fauna silvestre.  
-Tercero.- La legislación básica en materia de conservación de la fauna silvestre, contenida 
en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad 
establece que la catalogación de una especie, subespecie o población en la categoría de «en 
peligro de extinción» exige la elaboración por las Comunidades Autónomas de un Plan de 
Recuperación, que defina las medidas necesarias para eliminar el peligro de extinción de la 
especie considerada. Por ello, el Gobierno de Aragón, aprobado mediante Decreto 92/2003, 
de 29 de abril, el establecimiento de un régimen de protección para el Crujiente, Vella 
pseudocytisus subsp. paui aprobando el Plan de Recuperación de la especie.  
-Cuarto.- A la vista del contenido de la normativa anteriormente mencionada, al existir 
ejemplares de crujiente, Vella pseudocytisus, especie clasificada como "en peligro de 
extinción" en el Catálogo de Especies Amenazadas de Aragón, aprobado por Decreto 
mencionado, cualquier actuación de roturación encaminada a incrementar la superficie 
cultivable, o eliminar márgenes de los campos de labor existentes, supondrá la destrucción 
de ejemplares de la especie protegida y catalogada como en peligro de extinción. Además, en 
el citado Decreto 92/2003, por el que se establece un régimen de protección para el crujiente 
y se aprueba el Plan de Recuperación, se incluye, en el apartado 4, dentro del ámbito de 
aplicación del Plan, el término municipal de Villel, donde se encuentra la finca de la 
reclamante. Asimismo, en las directrices y actuaciones de dicho Plan, se considera como uno 
de los factores de amenaza para la persistencia, de la especie "las roturaciones para cultivar 
que han eliminado muchos ejemplares", estableciendo como una de las directrices de 
actuación, el minimizar los daños por acción humana en el área de distribución. En concreto, 
en el apartado 5.1.2.2. del Plan, se dispone como medida in situ para mantener o incrementar 
el número de ejemplares evitar las roturaciones de zonas nuevas y la ampliación de los 
campos cultivados en el área de distribución, por considerar esta acción una amenaza grave 
para la supervivencia de la especie. Por otra parte, no se establece en ninguna de las normas 
citadas, y que regulan el régimen de protección de la especie, aspecto alguno que distinga 
entre el grado de protección de la especie en función de su edad, densidad o localización en 
llanos, laderas, taludes o ribazos. Por lo tanto el régimen de protección es el mismo para 
todos los individuos de la especie, independientemente del estado de desarrollo que 
presenten, y de lo extenso que sea o de la densidad que tenga el rodal en el que se 
encuentran.  
-Quinto. - A su vez, el demandante no aporta pruebas fehacientes que acrediten los supuestos 
daños, restringiéndose a su propia manifestación de los mismos en la cantidad de novecientos 
ochenta y cuatro euros (984€).  
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-Sexto. - El artículo 141 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, establece que no 
serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen 
podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica 
existentes en el momento de producción de aquellos, todo ello sin perjuicio de las 
prestaciones asistenciales o económicas que las leyes pueden establecer para estos casos.  
-Séptimo. - A la vista de la normativa vigente es evidente que no existe una decisión legal que 
imponga a la Administración la obligación de indemnizar por daños de cualquier tipo 
producidos por especies de fauna silvestre en general, y que los daños ocasionados no son 
consecuencia directa ni exclusiva de una actuación u omisión administrativa, ni derivan de 
un riesgo específico creado por la Administración, por lo que no cabe su imputación al 
funcionamiento de un servicio público lo que permite concluir que no se está en presencia de 
un supuesto de responsabilidad patrimonial administrativa regulada en el Título X de la Ley 
30/1992 citada al no darse los requisitos mínimos establecidos en dicho Título.  
-Octavo.- El artículo 89.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, prevé resolver la 
inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento 
jurídico o manifiestamente carentes de fundamento.  
-Contra esta resolución de inadmisión se interpuso (a pesar de no haberse advertido de esta 
posibilidad, pues directamente se remite a la ciudadana a la vía judicial) recurso de reposición 
con fecha 09/03/11, que todavía no ha sido respondido. El recurso argumentaba las siguientes 
razones:  
-No se han atendido las dos peticiones contenidas en la solicitud, una de ellas por 
indemnización y la otra, subsidiaria, para la expropiación de la finca.  
-El Decreto 92/2003, por el que se establece un régimen de protección para el crujiente y se 
aprueba su plan de recuperación sí preveía las indemnizaciones a propietarios afectados e 
incluso la expropiación de fincas, pero no ha sido desarrollado por causa imputable a la 
Administración, y de ello no se tiene que ver perjudicado el ciudadano.  
-Finalmente, invoca el artículo 33.3 de la Constitución, que prohíbe la privación de los bienes 
de los particulares si no concurre causa de utilidad pública e interés social y con la 
correspondiente indemnización.  
TERCERO.-Tras admitir la queja a supervisión y asignar el expediente para su instrucción, 
se envió con fecha 29/06/11 un escrito al entonces Departamento de Medio Ambiente 
recabando información sobre la cuestión planteada y si, además de la información aludida, 
referida a documentos y resoluciones obrantes en el expediente administrativo, existe alguna 
otra cuestión que merezca ser tenida en cuenta para resolver.  
CUARTO.- La solicitud de información se reiteró en fechas 23 de agosto y 14 de octubre, sin 
que haya sido atendida. Por ello, la resolución se fundamenta en la documentación aportada 
junto a la queja, que salvo que haya alguna omisión, entendemos constituye el expediente 
tramitado ante el Departamento de Medio Ambiente con la expresada finalidad.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
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Primera.- Sobre la obligación de admitir a trámite las solicitudes que cumplan los 
requisitos legalmente establecidos  
Como cualquier solicitud dirigida a la administración, una reclamación de responsabilidad 
patrimonial es susceptible de ser inadmitida, pero dicha resolución no puede adoptarse 
libremente sino que, al ser habitualmente perjudicial a los derechos ciudadanos, debe ser 
excepcional y estar bien fundamentada; el criterio restrictivo para la inadmisión se apoya, 
además de en el principio constitucional de interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos, en preceptos del articulado de la Ley 30/1992 relativos a diversas fases del 
procedimiento. El artículo 89.4 permite la inadmisión únicamente en respuesta a solicitudes 
de reconocimiento de derechos no previstos en el Ordenamiento Jurídico o manifiestamente 
carentes de fundamento (es lo que aquí se alega, sin mayor explicación, en el Fundamento 8º 
de la resolución del Consejero); en el caso de disposiciones y actos nulos, la solicitud de 
revisión solo podrá ser inadmitida, según dispone el artículo 102.3 “cuando las mismas no se 
basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 62 o carezcan manifiestamente de 
fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras 
solicitudes sustancialmente iguales”; en el mismo sentido, el artículo 119 permite la 
inadmisión de un recurso, que deberá hacerse de forma motivada, cuando se funde en alguna 
de las causas previstas en el artículo 118.1 (error de hecho al dictar el acto, aparición de 
documentos esenciales con posterioridad, fundamento de la resolución en documentos o 
testimonios falsos o concurrencia de determinados delitos) o si se hubiesen desestimado en 
cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.  
El Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de 
responsabilidad patrimonial, aprobado por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, establece 
en su artículo 6.1 lo siguiente:  
“1. Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, la reclamación se dirigirá al 
órgano competente y deberá ajustarse a lo previsto en el artículo 70 de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  
En la reclamación se deberán especificar las lesiones producidas, la presunta relación de 
causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la evaluación económica de 
la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente 
se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se 
estimen oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda 
valerse el reclamante”.  
El mencionado artículo 70 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, establece unos requisitos para que 
pueda iniciarse el trámite de las solicitudes que se reciban (nombre y apellidos del interesado, 
hechos, razones y petición en que se concrete la solicitud, lugar, fecha y firma del solicitante y 
órgano al que se dirige); caso de faltar algún requisito general o específico requerido por la 
normativa aplicable, se ha de dar al interesado un plazo de diez días para que complete su 
solicitud.  
Examinada la petición de inicio de expediente de responsabilidad patrimonial formulada al 
Departamento de Medio Ambiente, se comprueba que cumple todas las exigencias generales 
de la Ley y las específicas que el Reglamento establece, solicita un derecho previsto en el 
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ordenamiento jurídico y tiene un fundamento legítimo, como más adelante se explicará. La 
inadmisión “ab initio” supone no continuar la tramitación de un expediente, sin entrar a 
conocer de la cuestión planteada, y por ello ha de interpretarse en sentido restrictivo y 
motivarse directamente, con referencia expresa a los motivos tasados en la Ley, lo que no se 
ha hecho en el presente caso. Por el contrario, los fundamentos de la resolución, 
anteriormente reproducidos, se refieren al fondo del asunto, si bien hacen una referencia 
meramente descriptiva de la situación (Fundamentos 3º y 4º, que relatan el status legal de la 
planta y las previsiones del plan de recuperación), aluden a circunstancias que pueden ser 
corregidas (falta de pruebas fehacientes que acrediten los daños, restringiéndose a la propia 
manifestación de su existencia, en el Fundamento 5º) o traen a colación normas que nada 
tienen que ver con la reclamación que se plantea, como las referidas a daños por especies 
cinegéticas contenidas en el segundo párrafo del Fundamento 2º o en el Fundamento 7º, o la 
contenida en el Fundamento 6º sobre los daños que se deriven de hechos o circunstancias que 
no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de 
la técnica de cada momento.  
La inadmisión es incompatible con una resolución sobre el fondo de la cuestión, como se ha 
producido en el presente caso, omitiéndose (artículo 7 del Reglamento) todos los “actos de 
instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en 
virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución”: práctica de la prueba (art. 9), obtención 
por el instructor de informes necesarios para resolver (art. 10), audiencia de los interesados 
(art. 11), dictamen del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma cuando proceda (art. 
12) y resolución (art. 13), a la vista de todo lo anterior. Todo ello hace que el acto 
administrativo que acuerda la inadmisión atendiendo a circunstancias de fondo haya sido 
dictado “prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido” lo 
que determina la nulidad de pleno derecho, conforme a lo establecido en el artículo 62.1.e de 
la Ley 30/1992, con las consecuencias que de ello derivan.  
Por todo ello, deberá iniciarse la instrucción del oportuno expediente de acuerdo con el 
procedimiento legalmente establecido.  
Segunda.- Sobre la limitación de roturar el terreno afectado por un plan de 
recuperación.  
La pretensión inicial de la propietaria de la parte “A” de la parcela 117 del polígono 6 de 
Villel era proceder a su roturación para el cultivo, finalidad a la que se había dedicado 
anteriormente, con la salvedad de los últimos cuatro o cinco años. Si bien se trata de una 
resolución que en su momento adquirió firmeza al no haber sido recurrida, la denegación de 
este cambio de uso plantea ciertas dudas, si consideramos lo siguiente:  
-Conforme a lo establecido en el artículo 6.3 de la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de 
Montes de Aragón, para que una superficie agrícola adquiera la condición de monte en nuestra 
Comunidad Autónoma es preciso que se trate de terrenos agrícolas abandonados, que no 
hayan sido objeto de laboreo por plazo superior a diez años y hayan adquirido signos 
inequívocos de su estado forestal. La parcela en cuestión ha estado sin cultivar, según 
declaración de la propietaria y comprobación de personal del Servicio Provincial de Teruel, 
no más de cinco años. Por tanto, no ha adquirido la condición de monte, por lo que el inicial 
permiso de roturación no era exigible.  
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-La directriz 5.1.2.2 del Plan de recuperación, sobre medidas a aplicar in situ, dice 
textualmente “Evitar la roturación de zonas nuevas y la ampliación de los campos cultivados 
en el área de distribución”, condiciones que en el presente caso no se cumplen, pues lo que se 
pretende es recuperar para el aprovechamiento agrícola una finca rústica que ha venido siendo 
cultivada hasta hace unos cinco años; no se trata de una zona nueva a roturar, y tampoco se va 
ampliar la superficie labrada fuera de los linderos de la finca, puesto que confronta (según el 
informe técnico que consta en el expediente) con un camino y, en los otros tres linderos, con 
fincas de particulares que se hallan igualmente cultivadas.  
Dado que la presencia principal de la planta protegida se halla en los márgenes de la parcela y 
en una determinada zona, se podría haber autorizado la roturación salvando estas áreas, lo que 
hubiera satisfecho igualmente el interés público de protección conjugándolo con el 
aprovechamiento agrario de la mayor parte de la finca, y hubiese sido, además, conforme con 
las normas de protección aprobadas: el Plan de recuperación, al describir la ecología de la 
especie, no la sitúa en superficies cultivables, sino “ …. en laderas y escarpes sobre un 
precipitado carbonatado blanco y poroso, con algo de yeso y muy deleznable, conocido 
localmente como “tosca”. Se ve especialmente favorecida en el fondo de barrancos, donde se 
acumula la humedad y la insolación es menor. También ocupa las lindes de cultivos, taludes 
de caminos y carreteras y forma parte de comunidades esteparias sobreexplotadas por el 
ganado”; por su parte, la ficha del Catálogo de Especies Amenazadas de Aragón, aprobado 
por Decreto 45/1995, describe su hábitat en similares términos: “Crece sobre yesos en suelos 
coluviales pobres, formando parte de un matorral gipsófilo abierto en laderas y cerros. 
También se observa en las lindes de cultivos, taludes de caminos y carreteras y, 
secundariamente, como subrupícola en barrancos de materiales evaporíticos deleznables”.  
Tercera.- Sobre la responsabilidad patrimonial de la Administración.  
Como alega la interesada, el artículo 33 de nuestra Constitución reconoce el derecho a la 
propiedad privada, de la que nadie podrá ser privado “sino por causa justificada de utilidad 
pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo 
dispuesto por las leyes”.  
La expropiación forzosa contempla el supuesto en que, decidida la colisión entre el interés 
público y el privado, en consideración a la lógica prevalencia del primero, resulta obligado 
arbitrar el procedimiento legal adecuado para promover jurídicamente la transmisión 
imperativa del derecho expropiado y, correlativamente, hacer efectiva en favor del particular 
una justa indemnización. La Ley de Expropiación Forzosa, en su artículo 1, considera tal 
“cualquier forma de privación singular de la propiedad privada o de derechos o intereses 
patrimoniales legítimos, cualesquiera que fueran las personas o entidades a que pertenezcan, 
acordada imperativamente, ya implique venta, permuta, censo, arrendamiento, ocupación 
temporal o mera cesación de su ejercicio”.  
En el presente caso, la negativa de la Administración a permitir la roturación de una parcela 
supone una privación del interés patrimonial legítimo que tiene un propietario a cultivar una 
finca agraria, haciéndole cesar en este ejercicio por razón del interés público que reviste la 
conservación de una especie amenazada en Aragón.  
Pero el beneficio que supone para la biodiversidad la conservación de una especie amenazada, 
que repercute positivamente de forma general en la comunidad humana que habita un 
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territorio, tiene ciertas cargas que no deben ser soportadas por el ciudadano especialmente 
afectado, sino que deben repartirse entre todos, y llegado este punto ha de intervenir la 
Administración competente. A tal objeto, el artículo 9 del Decreto 92/2003, dispone “Las 
actividades encaminadas al logro de la recuperación de Vella pseudocytisus subs. paui 
podrán ser declaradas de utilidad pública o interés social a todos los efectos y en particular a 
los expropiatorios, respecto de los bienes y derechos que puedan resultar afectados”; de 
forma coherente con esta previsión, la Directriz 5.1.3.1 del Plan de recuperación prevé 
“Adquirir terrenos donde la especie esté bien representada en el término municipal de Villel 
o en el de Villastar, o bien llegar a acuerdos escritos con los propietarios de los mismos, que 
garanticen la conservación de la especie y su hábitat”.  
Por ello, la solicitud de indemnización o, subsidiariamente, expropiación de la finca 
formulada por la ciudadana que no la puede volver a cultivar tiene su fundamento en estas 
normas, por lo que deberá dársele el oportuno trámite administrativo.  
Cuarta.-Sobre la obligación de comunicar los recursos administrativos.  
La Orden del Consejero de 1 de febrero de 2011 por la que se acuerda la inadmisión de la 
solicitud objeto de este expediente concluye con el ofrecimiento de recursos, que realiza en 
los siguientes términos: “Contra la presente Orden, que agota la vía administrativa, podrá 
interponer recurso contencioso administrativo en el plazo de dos meses, ante la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, plazos a contar desde el día siguiente al de la recepción de la presente Orden, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 10 y 14 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa y los artículos 54 y 58 de la Ley de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, texto refundido aprobado por 
Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de julio”.  
Esta notificación no se ajusta a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, cuyos artículos 58.2 y 89.3 disponen que las notificaciones a los interesados de las 
resoluciones que les afecten deberán contener expresamente los recursos que contra la misma 
procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos.  
De acuerdo con el artículo 116.1 de esta Ley, “Los actos administrativos que pongan fin a la 
vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo 
órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo”. En el mismo sentido se pronuncia en artículo 58 de la Ley de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, citado en la resolución, al señalar su 
párrafo 3: “Cabrá la interposición potestativa del recurso de reposición ante el mismo órgano 
que los hubiera dictado contra los actos administrativos que pongan fin a la vía 
administrativa”.  
Si bien la destinataria del acto ha interpuesto recurso de reposición contra la resolución de 
01/02/11, y con ello surte pleno efecto la notificación, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 58.3 de la Ley 30/1992, en el futuro deberá tenerse en cuenta esta obligación legal de 
informar correctamente a los ciudadanos de los recursos que pueden interponer contra los 
actos administrativos.  
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Quinta.- Sobre la obligación legal de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “La actividad de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos por el conjunto de órganos integrados en el 
Gobierno de Aragón, así como por la totalidad de los entes dotados de personalidad jurídica 
dependientes del mismo”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están 
obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.-Formular al Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente las 
siguientes Recomendaciones:  
-Que, en la resolución de recurso que tiene pendiente, admita a trámite la solicitud formulada 
por Dª .... y resuelva de acuerdo con las determinaciones del Decreto 92/2003 y demás 
normativa aplicable en esta materia.  
-Que la notificación de los recursos que debe acompañar a las resoluciones y actos 
administrativos sea completa y se informe al ciudadano de todos los que la normativa le 
permite interponer de forma inmediata.  
Segundo.- Efectuar a dicha entidad un Recordatorio del deber legal que tiene de auxiliar a 
esta Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en artículo 19 de la referida 
Ley 4/1985.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no las Recomendaciones formuladas, indicándome, en este último 
supuesto, las razones en que funde su negativa  
EL JUSTICIA DE ARAGON  
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10.4 Actividades clasificadas o peligrosas 
10.4.1 28 de enero de 2011. Obligación de notificar a los colindantes de fincas donde se 
vayan a desarrollar actividades. Derecho a obtener documentación del expediente. 
Ayuntamiento de Zaragoza.  
En el presente expediente un ciudadano pone en conocimiento de la Institución que el 
Ayuntamiento de Zaragoza no procedió a notificarle personalmente respecto de la 
tramitación del expediente de actividad clasificada, solicitada para la ampliación del 
cementerio de Torrero. Asimismo, señala el particular la improcedencia de la concesión de la 
licencia al encontrarse la parcela donde se pretendía instalar el futuro emplazamiento no 
calificada urbanísticamente para tal fin. Oídas las alegaciones de la Administración local, el 
Justicia recomienda a dicha Administración que notifique personalmente a los vecinos 
inmediatos a la parcela afectada por esta futura actividad, para cumplir con lo previsto en la 
Ley de Protección Ambiental de Aragón. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- El día 21/10/10 tuvo entrada en esta Institución una queja mostrando la 
disconformidad de un ciudadano con las licencias de actividad y de obras que el 
Ayuntamiento de Zaragoza concedió a la mercantil Servicios Especiales S.A. para tanatorio y 
crematorio en el Camino de San Antonio n° 10, Paraje Miraflores n° 149, parcelas 296 y 297.  
El firmante de la queja considera que no procedía la concesión de dichas licencias, 
fundamentándose en las siguientes razones:  
- El terreno está clasificado en el Plan General de Ordenación Urbana de Zaragoza como 
suelo no urbanizable de especial protección  
- El uso específico de tanatorio sólo cabe en aquellas zonas donde el  
P.G.O.U. de Zaragoza lo prevea. Concretamente, el Plan establece sobre esa parcela una 
“especial protección del regadío alto tradicional”, sin contemplarla como zona dotacional de 
servicios públicos en la que pueda incardinarse una actividad como la de tanatorio-crematorio, 
a la que se prevé unir cafetería, restaurante, floristería y parking para más de 180 plazas.  
- El Ayuntamiento ha obviado el procedimiento legalmente establecido para la concesión de 
este tipo de licencias al no haber cursado ninguna notificación a los propietarios colindantes, a 
pesar de que existen numerosos vecinos rodeando la parcela sobre la que se ha concedido la 
licencia de actividad, a los que no se les ha tenido en cuenta como posibles afectados por la 
construcción del tanatorio crematorio, dejándolos en la más absoluta indefensión. Según 
indica, la Policía Local informó a la Gerencia de Urbanismo que “No hay empresas ni vecinos 
colindantes que puedan verse afectados por la instalación”  
La empresa Granja M S.A.T. nº 3686 presentó escrito de alegaciones ante el Ayuntamiento 
manifestando su disconformidad con este procedimiento y solicitando la revocación de la 
licencia o licencias concedidas, así como que se le diera traslado del acuerdo de concesión y 
reseña de los recursos que procedan, sin que hubiese recibido respuesta en aquel momento.  
Más adelante, con fecha 03/12/10 presenta un nuevo escrito comunicando que su alegación ha 
sido contestada, si bien el Ayuntamiento ha desestimado la solicitud de revocación de la 
licencia. Reitera su disconformidad con esta posición, así como por la falta de notificación del 
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expediente al no considerar su parcela colindante con la prevista para llevar a cabo la 
actividad por estar separada mediante un camino ni, en consecuencia, reputarle como 
interesado a los efectos del darle traslado de la licencia, como solicitó en su momento.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando el 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 08/11/10 un escrito al 
Ayuntamiento de recabando un informe sobre la cuestión planteada y copia del expediente 
administrativo instruido para la concesión de las referidas licencias.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió en sendos informes recibidos los días 
22/12/10 y 10/01/11, de los que se da cuenta a continuación:  
1º.- El Informe del Servicio Técnico de Planeamiento y Rehabilitación, de fecha 25/11/10, 
justifica la compatibilidad urbanística de la actuación pretendida en las siguientes razones:  
“Al respecto hay que señalar que por no existir en el plan general, fuera del cementerio 
municipal, suelo reservado a actividades funerarias, el mismo plan prevé la implantación de 
ese tipo de actividades en el suelo no urbanizable mediante  
el procedimiento de autorización especial establecido en el artículo 25 de la entonces vigente 
ley 5/1999, urbanística de Aragón.  
En el artículo 6.1.12 de las normas urbanísticas del plan general aparece una relación, de 
carácter enunciativo y no limitativo, de actuaciones específicas de interés público. El uso de 
tanatorio-crematorio se incluye dentro del grupo 3.g de los enumerados en dicha relación 
(«Usos asimilables a los servicios públicos, como (...) los cementerios»).  
La actividad específica de cremación también hay que entenderla incluida dentro del grupo 
de servicios públicos. En efecto, el artículo 2.7.14 de las normas urbanísticas incluye dentro 
del grupo de servicios públicos «los destinados a la sepultura o cremación de cadáveres de 
personas y animales, así como a las actividades funerarias».  
Ese grupo de usos, 3.g, no está prohibido en el suelo específico de protección del regadío alto 
tradicional, como puede verse en el artículo 6.3.21 de las normas.  
En virtud de lo dispuesto en el capítulo 2.6 de las normas, la autorización otorgada para el 
uso principal de tanatorio-crematorio no impide que puedan implantarse en el mismo espacio 
otros usos complementarios como los indicados por el firmante de la queja (cafetería, 
restaurante, floristería y parking de vehículos) cuando acompañan al uso principal, del que 
dependen directamente”.  
2º.- La solicitud de revocación de la resolución del Consejo de Gerencia de fecha 13/04/10, 
que aceptó la ampliación de plazas de estacionamiento y concedió la licencia de obras y 
ambiental de actividad clasificada para complejo tanatorio, se resuelve por este órgano en 
sesión de 19/10/10 en sentido denegatorio, fundamentándolo en que “La acción basada en el 
artículo 105.1 de la LRJ y PAC no puede prosperar ya que la revocación de dicho precepto 
se dirige frente a actos administrativos de gravamen o desfavorables y es evidente que el acto 
de otorgamiento de una licencia es un acto favorable para el titular ya que amplía su esfera 
jurídica si bien condicionada al cumplimiento de unos requisitos jurídicos y técnicos”.  
A juicio de esta Institución, ambas cuestiones han quedado correctamente resueltas y 
explicadas, por no que no cabe hacer ningún pronunciamiento al respecto.  
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CUARTO.-Sin embargo, en la queja del ciudadano se plantea su disconformidad con otros 
dos aspectos del problema: la falta de notificación individual del expediente, que le ha 
impedido participar en el trámite de información pública, y la denegación de su solicitud para 
que le fuese trasladada la resolución del expediente. El mismo Consejo de Gerencia de 19 de 
octubre resuelve en los siguientes términos:  
“TERCERO.- La parte solicitante invoca en la alegación primera de su escrito a una 
situación de hecho respecto a la actividad otorgada, es decir, la colindancia lo que no se 
sustenta a la vista de la certificación catastral de fecha 5/10/10, ya que entre ambas 
actividades media un camino rural que imposibilita la colindancia aducida.  
Por tanto no procedía dar a la parte solicitante la notificación vecinal prevista en el artículo 
65.2 de la Ley de Protección Ambiental de Aragón, no produciéndose respecto a la Sociedad 
Agraria de Transformación, indefensión en modo alguno.  
Respecto a dicha Sociedad Agraria la normativa medioambiental en vigor en el momento de 
la tramitación de la solicitud obligaba a realizar la información pública, que se efectuó por 
anuncio en el Boletín de la Provincia de fecha 12/06/09.  
CUARTO.- Respecto a la solicitud subsidiaria contenida el punto segundo del escrito, de dar 
traslado de la resolución del Consejo de Gerencia de fecha 13/04/10, no puede admitirse ya 
que con base al punto anterior, resulta aplicable el artículo 31.1 aptdo c) de la LRJ y PAC 
que reconoce la condición de interesado al titular de intereses legítimos individuales, que 
puedan resultar afectados por la resolución siempre que se personen en el procedimiento en 
tanto no haya recaído resolución definitiva, y la Sociedad alegante no ha comparecido en el 
expediente pese al otorgamiento del trámite de información pública”.  
Entendiendo que la respuesta dada no es conforme con lo establecido en la vigente normativa 
reguladora de esta materia, se procede a dictar resolución, con los fundamentos jurídicos que 
se exponen a continuación.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Sobre la obligación de notificar los expedientes de actividad a los vecinos al 
lugar donde se desarrolle.  
El expediente para la concesión de licencias de actividades clasificadas ha de seguir el trámite 
procedimental establecido en la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de 
Aragón, siendo la información pública un elemento fundamental del mismo, ya que esta clase 
de actividades pueden tener repercusiones indeseables sobre las fincas colindantes, tales como 
ruidos, humos, vibraciones, perjuicios para la salud humana o el medio ambiente, peligro de 
explosión o radiación, etc. Su artículo 65 regula la publicación de edictos en el boletín oficial 
y en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, disponiendo que “La apertura del trámite de 
información pública se notificará personalmente a los vecinos inmediatos al lugar del 
emplazamiento propuesto, a los efectos de que puedan alegar lo que estimen oportuno”.  
La documentación aportada acredita que la publicación con carácter general a través de 
boletín y de anuncio en el tablón se ha cumplido, pero no se ha hecho notificación individual 
a ninguna persona en atención al precitado informe policial mediante el que comunica a la 
Gerencia de Urbanismo que “No hay empresas ni vecinos colindantes que puedan verse 
afectados por la instalación”.  
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La inexistencia de empresas o vecinos colindantes en el momento en que se hizo la inspección 
no justifica que no se hiciese notificación individual a los propietarios de las fincas inmediatas 
a la parcela sobre la que ha previsto levantar el complejo. Como enseña la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 18/12/79, no debe darse al término “vecinos” la aceptación gramatical 
de la normativa de régimen local, cuando se refiere a personas que habitan con otros en un 
mismo pueblo, barrio o casa, o se integran en dicho concepto, o a los españoles mayores de 
edad  
 o emancipados que residan habitualmente en un término y estén inscritos con este 
carácter en el padrón municipal, sino que debe dársele “el de propietario del edificio  
 o predio inmediato o colindante al del lugar del emplazamiento de la industria”, al 
resultar “indudable que el propietario de un terreno contiguo al emplazamiento de las 
actividades es titular, en principio, de derechos que pueden resultar directamente afectados 
por la decisión que se adopte, y no hay razón alguna para entender que el Reglamento de 
Actividades ofrece menores garantías formales a los afectados que las otorgadas por la 
legislación que regula el procedimiento administrativo en los ámbitos general y local, como 
ocurriría si al término «vecinos» se le diese el significado pretendido por los demandados, 
pues habría interesados, que por no ser vecinos no deberían ser notificados de resoluciones 
que tan directamente pueden lesionar sus derechos”. Por ello, si el interesado “acredita su 
cualidad de dueño del terreno contiguo, tendrá la condición de vecino al que personalmente 
debió notificarse el propósito de establecer la actividad, con las consecuencias que el 
incumplimiento de este trámite comporte”.  
Es por ello que, durante la tramitación del expediente previsto para la concesión de licencia 
de actividades clasificadas como molestas, peligrosas, nocivas o insalubres es indispensable 
poner en conocimiento de quienes dispongan del carácter de colindantes de la industria 
donde se pretendan desarrollar dichas actividades la totalidad de los datos que obren en él, 
al objeto de que por los mismos se pueda hacer uso de los derechos de contradicción y 
defensa que les reconoce el ordenamiento jurídico. No disminuye el derecho del ciudadano el 
hecho de que la finca “vecina” y la que sirve de soporte a la actividad estén separadas por 
un camino rural (según el interesado, no es tal, sino una servidumbre de la acequia que pasa 
por allí), ya que esta circunstancia no disminuye o altera la incidencia de la actividad sobre 
la misma; en todo caso, el trámite debería haberse realizado con las demás parcelas de 
alrededor, que lindan directamente, sin que se aprecie ningún elemento de separación.  
Sentada esta conclusión, es conveniente señalar las consecuencias jurídicas que derivan del 
defecto procedimental. La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Común, considera (artículo 
63) anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del 
ordenamiento jurídico, aclarando en el párrafo 2º que “el defecto de forma sólo determinará 
la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensables para 
alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados”. En el caso que nos ocupa, la 
falta de notificación individual pudo generar indefensión no solo al ciudadano que presenta 
la queja, sino a otros propietarios colindantes, al no habérseles dado la oportunidad de 
formular reclamaciones u observaciones en defensa de sus derechos o intereses.  
El artículo 67 de la misma Ley 30/1992 permite a la Administración convalidar los actos 
anulables, subsanando los vicios de que adolezcan. Dado que aquí la posible anulabilidad 
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viene motivada por la falta de notificación a los colindantes (directamente o mediando un 
camino o acequia, sin que esta puntualización permita distinguir grados relevantes de 
afección), la subsanación pasaría por realizar el trámite, recibiendo y resolviendo las 
alegaciones vecinales, e incorporando a la resolución dictada las prescripciones que 
procedan, si aquellas resultan aceptadas.  
Segunda.- Sobre el derecho a obtener determinada documentación de un expediente.  
El ciudadano interesado en este expediente de actividad clasificada solicitó del Ayuntamiento 
de Zaragoza, de forma subsidiaria respecto a la petición principal de revocación de la licencia, 
que se le diese traslado de la resolución del Consejo de Gerencia de 13/04/10; se le denegó 
alegando la norma contenida en el artículo  
31.1.c de la Ley 30/1992, que se refiere a “c/ Aquéllos cuyos intereses legítimos, individuales 
o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento 
en tanto no haya recaído resolución definitiva”. A juicio de esta Institución, la denegación es 
incorrecta, por las siguiente razón: de los tres supuestos que cita dicho precepto como 
justificativos de la condición de interesado, el solicitante no es, claramente, el primero de 
ellos (en este grupo están “a/ Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses 
legítimos individuales o colectivos”), pero tampoco el que se cita en la resolución de la 
Gerencia, sino el referido con la letra b: “Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan 
derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte”.  
Es indudable que el propietario de un terreno contiguo al emplazamiento de una actividad 
clasificada es titular, en principio, de derechos que pueden resultar directamente afectados por 
la decisión que se adopte. Para ostentar esta legitimación es suficiente con demostrar, como 
así se ha hecho, la titularidad de una finca próxima a aquella en que la industria va a ser 
instalada; el interés en conocer sus circunstancias se justifica en que las mayores o menores 
molestias, incomodidad o insalubridad de la industria próxima repercuten directamente sobre 
la propiedad, con lo que se cumple el supuesto legal de ser titular de derechos que puedan ser 
afectados por la resolución, y no solo de interés legítimo individual.  
Dado que la solicitud subsidiaria iba únicamente encaminada a que se le diese traslado de la 
resolución de la Gerencia de Urbanismo, entendemos que la denegación no está justificada, al 
considerar al interesado titular de un derecho afectado por la misma.  
Cabe alegar también en contra de esta denegación una norma de procedimiento general, el 
artículo 207 del Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de las 
entidades locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, que establece: 
“Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de los 
acuerdos de los órganos de gobierno y administración de las Entidades locales y de sus 
antecedentes, ….”, derecho que únicamente puede verse denegado o limitado, mediante 
resolución motivada, “ en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la 
averiguación de los delitos o la intimidad de las personas”, situaciones que evidentemente, 




Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza las SUGERENCIA:  
Que, con el fin de subsanar las deficiencias apreciadas en el expediente para la concesión de 
licencia objeto de queja, y en orden a cumplir lo establecido en el artículo 65.2 de la Ley de 
protección ambiental de Aragón, notifique personalmente a los vecinos inmediatos a la 
parcela donde se pretende levantar el tanatorio-crematorio, reciba las reclamaciones que 
presenten e incorpore a la licencia las prescripciones que pudieran resultar de su aceptación, 
dando traslado de la resolución que se adopte a todos los interesados.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.4.2 27 de octubre de 2011. Deshidratadora de Pinsoro. Necesidad de aplicar las medidas 
correctoras acordadas y otras precisas para evitar molestias a los vecinos. 
Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros.  
La Institución insta nuevamente al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros a ejercitar sus 
competencias en materia de control de actividades clasificadas. En el presente caso, se 
reiteran la sugerencias que la Institución formuló en su día respecto de las diversas 
inmisiones producidas por una deshidratadora de alfalfa cuya ubicación se encuentra 
próxima al casco urbano. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- En el año 2002 se tramitó en esta Institución un expediente debido a las 
molestias que generaba a los vecinos del núcleo rural de Pinsoro la deshidratadora de alfalfa 
instalada poco tiempo antes. 
En aquel expediente se acreditó la falta de ejercicio por parte del Ayuntamiento de Ejea de los 
Caballeros de sus competencias de vigilancia y control de la actividad, poniéndose de 
manifiesto deficiencias de diversa naturaleza: construcción de la planta e inicio de la actividad 
antes de obtener licencia, insuficiente notificación a los afectados, acta de comprobación de la 
actividad no levantada por funcionario técnico competente, comprobaciones insuficientes y 
realizadas fuera de los periodos de mayor intensidad en el proceso productivo, falta de 
cumplimiento de las medidas correctoras establecidas por acuerdo de la Comisión de 
Gobierno de 07/01/03 para implantar en seis meses, instalación de depósitos de gasoil sin 
autorización previa, generación de problemas en el suministro eléctrico al núcleo, etc. En la 
consideración jurídica sexta de la Resolución de 28/03/03 se detallan estas circunstancias, 
remitiéndonos a la misma. 
El expediente concluyó con una Sugerencia al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros 
instando la imposición de medidas correctoras para evitar los problemas de ruido, polvo en 
suspensión, circulación de vehículos pesados, etc. que evitasen las consecuencias molestas de 
esta actividad para los vecinos por encima de los límites establecidos para el suelo residencial 
en el que, desde la creación del pueblo, se ubican sus viviendas. 
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SEGUNDO.- En aquel expediente se puso de manifiesto que el principal inconveniente de 
esta industria (beneficiosa por otros muchos conceptos: cooperativa, que aprovecha un 
producto autóctono para su transformación, emplazada en el medio rural, etc.) era su 
proximidad excesiva al casco urbano, señalándose que el desarrollo de una actividad como la 
que nos ocupa es desaconsejable hacerlo en estas zonas periurbanas, dadas las molestias que 
su normal ejercicio puede causar. Ello se debe a que perjudica a los vecinos, que ven 
menoscabada su calidad de vida con las molestias derivadas de la industria, y a los 
empresarios, obligados a adoptar medidas correctoras suplementarias de las que serían 
precisas si estuviesen ubicados en áreas más alejadas de los núcleos; pero no debe olvidarse el 
clima de crispación social que generan situaciones de esta naturaleza, donde conviven vecinos 
afectados por la actividad, que exigen la implantación de medidas correctoras, con otros que 
trabajan en la misma o le venden sus productos, más proclives a tolerar una situación 
conflictiva en consideración al eventual menoscabo económico que el cierre de la instalación 
les podría suponer. 
En este sentido, se ponía de manifiesto la inadecuada regulación de esta materia en el Plan 
General de Ordenación Urbana de Ejea de los Caballeros, dado que muchas de las zonas 
industriales en los barrios rurales están contiguas a los cascos urbanos, sin que se haya 
establecido una regulación precisa de los usos, intensidades y limitaciones para ejercer las 
actividades industriales. Únicamente se establece (artículo 54) que “No se permitirá el uso 
industrial o de almacenamiento calificado en el Reglamento de Actividades Molestas, 
Insalubres, Nocivas y Peligrosas que, una vez adoptadas las medidas correctoras pertinentes, 
sean incompatibles con el uso residencial por producir molestias o ser insalubres, nocivas o 
peligrosos.” 
La construcción en suelo no urbanizable en un lugar suficientemente separado del casco 
urbano hubiese evitado las molestias que la actual fábrica produce de ruidos, humos, polvo o 
problemas de tráfico de vehículos en casco urbano, sin que hubiese supuesto ningún perjuicio 
a los promotores, dado que se trata de una actividad que aprovecha un producto agrícola del 
entorno y que, al no precisar gran cantidad de agua para su funcionamiento ni producir otros 
vertidos que los propios de los sanitarios del personal que allí trabaja, es susceptible de 
emplazarse más alejada sin un coste adicional relevante. 
TERCERO.- Las Sugerencias no fueron respondidas por el Ayuntamiento, procediéndose al 
archivo del expediente por tal motivo, y dando cuenta de ello en el Informe Anual a las Cortes 
de Aragón.  
CUARTO.- A pesar del tiempo transcurrido, parece que la actividad todavía no funciona 
correctamente desde el punto de vista ambiental en cuanto al ruido y emisión de polvo que, a 
tenor de la queja recibida, se siguen produciendo, con el consiguiente perjuicio para los 
vecinos. Según se indica en la misma, la situación no ha variado sustancialmente, en primer 
lugar debido a la incorrecta ubicación de la planta junto al suelo urbano y muy cercana a las 
viviendas, pero también porque no se han introducido las mejoras que, debido al tiempo 
transcurrido y a los avances técnicos que hayan podido producirse, se podrían haber aplicado 
para disminuir las molestias que persisten. 
Uno de los ciudadanos afectados aporta, en apoyo de sus afirmaciones, diversas mediciones 
de ruidos efectuadas por la Policía Local de Ejea donde se acredita el incumplimiento de los 
límites de ruido establecidos; junto a este problema de ruido, en dichos informes se valoran 
 
 584/606 
por los agentes otras circunstancias derivadas de la actividad muy negativas para la calidad de 
vida y la salud de los ciudadanos. Resulta gráfica la descripción que se hace en uno, fechado 
el 22/06/05, donde se afirma “Entre las 2'00 y las 2'45 horas efectuamos varias mediciones 
con el sonómetro CESVA SC2 que nos dan valores de hasta 42 decibelios cuando en la planta 
deshidratadora arrastran la pala cargadora por el suelo, en momentos puntuales y entre 34 y 
36 decibelios en momentos prolongados, causados por los chirridos estridentes del molino. Si 
a esto añadimos el fuerte olor y la fermentación de la alfalfa y la nube de polvo de las 
máquinas trabajando, y el agravante del calor que estamos padeciendo estas noches, además 
del tráfico de vehículos agrícolas que acceden al recinto, que no se puede dormir con las 
ventanas cerradas, es sencillo imaginar cómo pasa las noches la persona que ha solicitado 
nuestra presencia”. 
QUINTO.- Tras admitir la queja a supervisión, nos dirigimos al Ayuntamiento de Ejea de los 
Caballeros sobre la cuestión planteada, y en particular del grado de ejecución de las medidas 
correctoras aprobadas en su momento por el Ayuntamiento, así como de otras que pudieran 
ser precisas para evitar los problemas arriba expuestos, y las actuaciones realizadas tras la 
recepción de las diversas mediciones de ruidos de la Policía Local que han resultado 
positivas. 
SEXTO.- En la respuesta recibida, el Ayuntamiento hace constar lo siguiente: 
“Por encargo de este Ayuntamiento, la entidad EIN Navarra Consultoría y Gestión S.L. 
elaboró en marzo de 2008 un informe sobre el grado de aplicación de las medidas 
correctoras aplicadas en la S.A.T. Alfalfas de las Bardenas. A modo de resumen, el 
mencionado informe señalaba las siguientes cuestiones:  
A.- ESTADO DE APLICACIÓN DE LAS MEDIDAS CORRECTORAS: 
1- Elaboración e implantación de un sistema de gestión medioambiental: Se halla en proceso 
de implantación, conforme a norma UNE-EN-ISO 14001 con asesoramiento de INESA. 
Conclusión: cumplida parcialmente. 
2- Instalación de un sistema de control y seguimiento: integrado dentro del sistema de gestión 
que se encuentra en proceso de implantación. 
Conclusión: cumplida parcialmente. 
3- Establecer horario para ejercicio de determinadas actividades que disminuyan efectos 
aditivos de ruido (llenado de silos y carga y descarga de camiones sujetos a horario laboral 
normalizado): Horario de funcionamiento de deshidratadora: normativa de 10 a 19 horas; no 
se ha podido comprobar "in situ". Flujos entrada y salida de camiones: indistintamente por el 
día o por la noche. 
Comprobación policial: empresa en marcha a altas horas de la noche. 
Conclusión: No cumplida. 
4- Construcción pantalla acústica adecuada en la zona de playa, frente a la nave actual: 
Pantalla formada por pacas de alfalfa deshidratada apiladas (longitud, anchura de las 




5- Instalación de pantalla acústica consistente en construcción de muro frente a rampa de 
acceso del picador: Eliminada rampa de acceso a picadora. Instalación de paneles 
insonorizantes alrededor de la picadora. 
Conclusión: cumplida. 
6- Instalación de pantalla acústica mediante muro o panel independiente y adosado a la nave 
proyectada en la zona de silos de realización de gránulos: Instalación de forro interior de 
goma para reducir la generación de ruido, sustituye a la pantalla acústica que disminuye 
ruidos pero no evita su generación. Instalación panel insonorizador alrededor de los motores 
de impulsión de grano 
Instalación de un muro cortina acústico en la salida de granulado desde la tubería metálica 
hasta la tolva. Recubierto de goma de las tuberías aéreas que transportan el producto hasta 
el silo. 
Conclusión: cumplida. 
7- Recubrimiento mediante material insonorizante del silo proyectado de realización de 
gránulos: Mismas medidas que en el apartado anterior. 
Conclusión: cumplida. 
8- Evitar tráfico de vehículos por la entrada actual a la nave en horario nocturno: 
Hay puerta lateral para acceso nocturno y diurno, más alejada de las viviendas. 
Conclusión: cumplida. 
9- Realización de control periódico de maquinaria con puesta a punto de mantenimiento: 
Contratado el servicio de mantenimiento predictivo con la empresa PREDYCSA. Último 
informe en fecha 22 de junio de 2007. 
Conclusión: cumplida. 
10- Realización de control periódico de emisiones de ruidos, contemplando las condiciones 
más desfavorables: Se han realizado tres mediciones de ruido por empresas especializadas 
(dos en el año 2002 y una en el año 2003).  
Conclusión: No cumplida. 
11- Para evitar fugas: cierre completo de la nave e instalación sistema de ventilación: 
La nave se mantiene cerrada. Se abre para operaciones de carga y descarga. 
Sistema de ventilación mediante aireadas estáticas en coronación de cubierta. 
Conclusión: Cumplida. 
12- Incremento del sistema de captación de polvo (completar con sistemas de filtros de 
mangas): Instalados en el molino de la línea de granulado (fase del proceso en la que 
se generan los principales problemas de emisión de partículas). A la salida existe un ciclón 
(sistema inercial de captación de polvo) y, después del ciclón, un filtro de mangas. 
En la línea de deshidratado existen ciclones y baterías secundarias en las salidas de aire del 
picador, tromel de secado y enfriador. 
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En la fase de complementos de granulación existe un ciclón. 
Conclusión: Cumplida. 
13- Aumento de sistemas de captación de polvo (en la línea proyectada de granulado): Según 
lo expuesto en el apartado anterior. 
Conclusión: Cumplida. 
14- En la zona externa de la nave proyectada (sistema de cierre y recuperación de polvo en 
carga y descarga de silos y gránulos). Instalada una mampara para evitar dispersión de 
polvo por acción del viento. 
Conclusión: Cumplida en parte. 
15- Evitar trabajos en condiciones atmosféricas desfavorables: La empresa dice que se 
cumple pero no se ha podido comprobar la medida. 
Conclusión: Cumplida en parte. 
16- Se realizará el riego de la playa cuando existan condiciones atmosféricas desfavorables: 
Existen medios necesarios: manguera conectada a toma de agua a presión. 
Conclusión: Cumplida. 
17- Se establecerá una pantalla vegetal en el perímetro de la nave para captar polvo (planta 
adulta tipo ciprés o similar): Pantalla con chopos: no es elección adecuada por ser una 
planta caducifolia. 
Conclusión: Cumplida en parte. 
18- Continuación gestión de sistemas instalados de reducción de emisiones atmosféricas: 
Integrado en sistemas de gestión medioambiental en proceso de implantación. 
Conclusión: Cumplida en parte. 
19- Realización de control periódico de medidas correctoras así como de medición de gases y 
partículas. Integrado en sistema de gestión medioambiental en proceso de implantación. 
Conclusión: Cumplida en parte. 
20- Llevanza al día del libro de registro de emisiones: Libro completo y actualizado. 
Conclusión: Cumplida. 
Resumen del cumplimiento de las medidas correctoras: 
Cumplidas: 11 
No cumplidas: 2 
Parcialmente cumplidas: 7 
B.- EFICACIA DE LAS MEDIDAS CORRECTORAS: 
1- En materia de ruido: 
Se supera habitualmente, incluso tras la instalación de los sistemas de aislamiento acústico e 
insonorización realizados últimamente (19 de mayo, 8 de junio y 19 de junio de 2007). 
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Las mediciones que se llevan a cabo son puntuales. Con la realización de mediciones en 
continuo se podría determinar cuáles son los momentos en los que la actividad de la empresa 
supera los niveles de ruido. 
2- Partículas en suspensión: 
Emisión de partículas sólidas: Sólo en uno de los cinco focos emisores se han superado en 
alguna ocasión los límites establecidos. Concretamente se trata del foco emisor n° 2 
"Tromel" en el que se han superado los límites en dos de las seis mediciones realizadas. 
Inmisión de partículas sólidas: No se superan los límites. 
Gases de combustión: No se superan los límites. 
C.- CONCLUSIONES: 
La mayor parte de las medidas correctoras impuestas han sido aplicadas. 
No obstante, la ejecución de alguna de esas medidas resulta difícil de valorar. 
Sobre exceso de ruidos: se superan los límites incluso tras la aplicación de las medidas 
correctoras establecidas. Sería conveniente una medición en continuo. 
Sobre afección de partículas en suspensión: se cumplen, de acuerdo con las mediciones 
realizadas, los límites establecidos por la normativa vigente. Sería deseable llevar a cabo 
mediciones en continuo para comprobar si se cumple en todo momento. 
Posteriormente, con fecha II de noviembre de 2008, D. José Berlín Lambán, en nombre y 
representación de la S.A.T. n° 80 ARA-Alfalfas de las Bardenas, aportó documentación en 
este Ayuntamiento consistente en: 
1- Medición en continuo de los niveles de ruido realizada por INASIC S.L. (Ingeniería 
Industrial, Civil y Mediambiental). 
2- Acta notarial levantada por la Notaria Dña. María del Carmen Galán Bermejo, relativa a 
la existencia de diversas pantallas vegetales. 
3- Informe sobre emisión de residuos industriales, elaborado por el Organismo APPI, US 
NORCONTROL SLU, apunta hacia su cumplimiento. 
Con fecha 28 de noviembre de 2008, a fin de verificar alguno de los aspectos que constaban 
en la documentación aportada por esa empresa, la Policía Local de Ejea de los Caballeros 
realizó inspección consistente en medición de ruidos y comprobación de la existencia de 
pantallas vegetales de protección de la Industria, a fin de verificar lo señalado en la 
documentación aportada. Del informe emitido por el Jefe de la Policía Local se desprende 
que los niveles de ruido emitidos por la actividad en cuestión se hallaban dentro de los 
límites establecidos por la normativa vigente en materia de emisión de ruidos en el medio 
ambiente exterior. También se corroboraba la existencia de diversas pantallas vegetales, si 
bien de crecimiento desigual, para paliar la emisión de partículas en suspensión. 
De los informes elaborados, documentación aportada y comprobaciones realizadas se puede 
inferir que la Entidad S.A.T. n° 80 ARA-Alfalfas de las Bardenas trabaja en la línea de 
cumplimiento de las medidas correctoras establecidas por el Ayuntamiento para paliar los 
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efectos molestos o nocivos de la actividad si bien se detectan todavía algunas deficiencias 
puntuales que habrán de subsanarse”. 
SÉPTIMO.- De esta exposición se desprende que, a pesar de que las medidas para paliar el 
problema expuesto se acordaron en 2003, una buena parte todavía no han sido cumplidas, 
total o parcialmente: implantación de un sistema de gestión medioambiental y su control y 
seguimiento, horarios de funcionamiento, control periódico de emisiones de ruidos 
(únicamente se alude a tres en todos estos años, sin considerar las realizadas por la Policía 
Local), acciones para evitar la generación de polvo y su dispersión, control periódico de 
medidas correctoras y medición de gases y partículas, etc. En otras, su cumplimiento presenta 
dudas, como el uso de la puerta lateral para acceso nocturno y diurno, más alejada de las 
viviendas (se ha comprobado in situ que esta puerta no se utiliza); inspecciones realizadas 
cuando la planta está en periodo de baja actividad o parada (28 de noviembre, cuando hace 
tiempo que ha concluido la campaña del alfalfa). Y se incurre en una cierta dejación de 
competencias cuando se alude, por ejemplo, a que no se ha podido comprobar el horario de 
funcionamiento de la deshidratadora (siendo que existe un informe relativo a una 
comprobación efectuada por la Policía Local de Ejea los días 5 y 8 de marzo, en horario 
respectivo de 23:53 y 23:00 horas, fechado el 09/03/10 y dirigido a la empresa donde señala:  
“De acuerdo con la normativa autonómica, los horarios de funcionamiento de las 
deshidratadoras están marcados de 10 a 19 horas, siendo que fuera de estos horarios el 
Gobierno de Aragón no concede el derecho a percibir ayudas. Comprobado por los servicios 
policiales el incumplimiento de estos horarios, por la presente les requiero acomoden su 
actividad a los horarios legalmente establecidos desde la recepción de la presente. En caso 
de no cumplimentar con el presente requerimiento se adoptarán las medidas legales 
oportunas a que hubiere lugar”), a que sería “conveniente” o “deseable” efectuar mediciones 
continuas de ruido o de emisión de partículas, cuando es competencia suya cerciorarse del 
respeto a los límites que se establecieron en la licencia, o al informe sobre residuos 
industriales, que simplemente “apunta hacia su cumplimiento”, sin que se acredite su 
realidad. 
Si bien el informe concluye manifestando la voluntad de la empresa de aplicar las medidas 
correctoras establecidas por el Ayuntamiento para paliar los efectos molestos o nocivos de la 
actividad, no se ha aportado la documentación que acreditase estos extremos ni el 
cumplimiento de las condiciones impuestas hace ya más de ocho años, solicitada en varias 
ocasiones, ni acreditado las actuaciones realizadas desde esa instancia para que se llevasen a 
la práctica. 
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligación municipal de intervenir en el control de actividades molestas. 
Como se ha indicado antes, con fecha 28 de marzo de 2003 se remitió una resolución al 
Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros en la que se formulaban diversas Sugerencias que, 
pesar de no haber sido respondidas de forma expresa, se han ido cumpliendo en alguna 
medida. 
Estas Sugerencias se fundamentaban en consideraciones jurídicas de distinta índole que, 
resultando igualmente aplicables en el momento actual, se reiteran con su mismo contenido 
básico, al ser relativas a las molestias de actividades que repercuten en el interior del 
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domicilio, la incidencia del ruido en la seguridad y salud de los trabajadores, la necesidad de 
zonificación de usos potencialmente molestos, las licencias de apertura y de obras y el 
ejercicio de actividades clasificadas o las actuaciones institucionales y privadas en esta 
materia. 
Sin embargo, debe llamarse la atención del Ayuntamiento sobre la necesidad de intervenir 
para el cumplimiento de las medidas ordenadas, que no imposibilitan el ejercicio de la 
actividad, sino que lo reconducen dentro de los límites legalmente establecidos en materia de 
ruidos y emisiones a la atmósfera. Esta intervención resulta especialmente exigible en el 
presente caso, no solo por la obligatoriedad de ejercer realmente las competencias 
municipales, sino también por tratarse de un problema derivado de una incorrecta 
planificación pues, como ha sido reiteradamente manifestado desde esta Institución y 
reconocido por todos los afectados, haber guardado una mayor distancia para la construcción 
de la planta hubiese evitado todos los problemas generados desde su puesta en 
funcionamiento. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros la 
siguiente SUGERENCIA: 
Que, en ejercicio de las competencias de control de actividades que le confiere la vigente 
normativa, disponga lo oportuno para la plena aplicación de las medidas correctoras precisas 
para que el funcionamiento de la deshidratadora de  Pinsoro se ajuste a los límites acústicos, 
de emisiones y otros que le afecten, con el fin de evitar los actuales problemas para los 
vecinos. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
10.4.3 3 de noviembre de 2011. Actividades clasificadas. Obligación de que la licencia sea 
previa al ejercicio de la actividad. Ayuntamiento de Alagón.  
Habida cuenta de la queja recibida debido al funcionamiento de un taller de reparación de 
motos que no cuenta las preceptivas licencias, el Justicia recuerda al Ayuntamiento de 
Alagón su deber de impedir que tales actividades comiencen a funcionar hasta en tanto en 
cuanto se hayan obtenido las oportunas licencias. 
ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 18/01/11 tuvo entrada en esta Institución una queja manifestando que en 
los bajos del nº 30 de la calle Compromiso de Caspe del municipio de Alagón se ha instalado 
un taller de reparación de motocicletas desde hace aproximadamente dos meses que no cuenta 
con licencia de actividad y no esta insonorizado, generando un ruido que produce importantes 
molestias a los vecinos; este hecho lo han dado a conocer algunos afectados mediante la 
presentación de un escrito en Alcaldía solicitando información sobre los motivos que pueden 
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justificar la apertura o la instalación del vado en la puerta sin licencia, sin que hayan recibido 
contestación.  
Denuncia el presentador de la queja que esta situación no es nueva, y que el problema de los 
ruidos ya se daba anteriormente con un taller de costura emplazado en el mismo sitio, que fue 
denunciado en varias ocasiones sin que hubiese ninguna actuación municipal al respecto.  
SEGUNDO.-A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a supervisión, asignando el 
expediente para su instrucción. Con tal objeto, se envió con fecha 20/01/11 un escrito al 
Ayuntamiento de Alagón recabando información sobre la cuestión planteada, y en particular, 
si dicha actividad se encuentra en posesión de las preceptivas licencias que habiliten su 
correcto funcionamiento, las denuncias vecinales que se hayan recibido a causa de las 
molestias de esta instalación y actuaciones realizadas al respecto por el Ayuntamiento.  
TERCERO.-La respuesta del Ayuntamiento se recibió el día 3 de marzo. Contiene copia de 
las quejas y escritos vecinales, un informe de la Policía Local y el expediente de licencia de 
actividad. De esta documentación se desprende que el taller en cuestión carece de licencia 
municipal, habiéndose instruido solamente los primeros trámites encaminados a tal fin, sin 
que se hayan establecido ni evaluado medidas correctoras para evitar las molestias que siguen 
siendo denunciadas por los vecinos.  
En conversación mantenida con personal técnico del Ayuntamiento, el Asesor encargado del 
expediente de queja advirtió de la carencia de tales medidas, puesto que las únicas fuentes de 
ruido previstas en el proyecto eran la máquina de montar las ruedas y el compresor, sin 
considerar la más importante, que es el producido por las propias motos cuando se hacen las 
pruebas; ello ha de ser tenido en cuenta, ya que no queda acreditado que el local disponga de 
insonorización adecuada, y así se refleja en el informe de la Policía Local de 08/02/11 tras 
comprobar por los agentes “que si bien en ese preciso momento no se aprecia ruido 
proveniente de la actividad, sí que se escucha mantener conversación a dos personas al 
parecer sitas en ese lugar”. Se advirtió también la carencia de un sistema específico para la 
evacuación de los humos generados por el funcionamiento de los motores cuando se realizan 
las pruebas, al observar que el proyecto había previsto la ventilación solamente por puertas y 
ventanas.  
CUARTO.-En fecha 15 de abril se remitió un escrito con el fin de recabar mayor información 
sobre el estado del expediente de concesión de licencia y de las actuaciones realizadas o 
previstas por el Ayuntamiento en orden a reconducir la situación; en él se manifestaba nuestra 
opinión de que, sin perjuicio de las prescripciones que pueda proponer el INAGA en su 
informe, desde el Ayuntamiento se deben establecer medidas correctoras que eviten la 
propagación de ruidos a las viviendas colindantes, pues un cierto margen de tolerancia con un 
negocio que, en el momento actual, se halla en situación irregular, podría admitirse siempre 
que no haya terceras personas que resulten perjudicadas.  
En fecha 26 de mayo se recibió contestación del Ayuntamiento, indicando que habían tenido 
en cuenta las advertencias realizadas, al que acompañaban los informes sanitario y municipal, 
favorables a la concesión de licencia, y la acreditación de haber remitido el expediente al 
Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, INAGA, para su calificación y valoración de las 
medidas correctoras.  
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QUINTO.-Al objeto de seguir la instrucción del expediente municipal, se formularon sendas 
peticiones de información en fechas 4 de agosto y 6 de octubre. La respuesta tuvo entrada el 
26 de octubre, y viene referida a las siguientes cuestiones:  
 - Informe del INAGA de 24/05/11 en el que requiere la subsanación de las deficiencias 
apreciadas con anterioridad: consideración del ruido de las motos en su reparación como un 
foco emisor de ruidos y humo, precisando de un sistema específico de evacuación. Alude 
también a otros aspectos que, al no constituir objeto de queja, no es preciso consignar.  
 - Trasladado este informe al interesado, con fecha 22 de junio entregó en el 
Ayuntamiento un anexo al proyecto de actividad donde se contemplan los aspectos citados: 
para reducir el ruido dentro del taller se ha colocado un techo aislante con un capacidad de 
absorción superior a 60 dB(A), y la evacuación de humos se hará mediante un tubo con 
aspirador, que sube hasta 1 metro por encima del tejado más alto en un radio de 25 metros.  
 - Esta información es remitida al INAGA el día 29 de junio. El informe de la 
Comisión Técnica de Calificación se produce el 13 de septiembre en sentido favorable al 
ejercicio de la actividad, condicionado al cumplimiento de varias cautelas, entre ellas las 
relativas al ruido, en los siguientes términos (punto 2º del acuerdo): “La actividad deberá 
cumplir los valores límite de inmisión de ruido en áreas acústicas interiores establecidos en 
las ordenanzas municipales o, en su defecto, los indicados en la Ley 7/2010, de 18 de 
noviembre, de protección contra la contaminación acústica en Aragón (BOA de 3 de 
diciembre de 2010), tabla 7 del Anexo III”. Asimismo, en el punto 5º recuerda a la Alcaldía 
que “con carácter previo al comienzo de la actividad, deberá obtenerse la licencia de inicio 
de actividad, a cuyo efecto el titular de la instalación o actividad deberá presentar ante el 
ayuntamiento la correspondiente solicitud acompañada de la documentación que acredite 
que las obras o instalaciones se han ejecutado de acuerdo con lo establecido en la licencia 
ambiental de actividad clasificada”.  
 - Entre la documentación recibida consta un informe de medición de ruidos hecho por 
el SEPRONA en fecha 6 de abril y 10 de junio, con resultado negativo, al no superarse los 
límites vigentes.  
 - La Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Alagón, en sesión celebrada el 
27/10/11, acordó conceder al taller licencia ambiental de actividad y legalización de las obras 
realizadas de acondicionamiento de local. Este acuerdo recoge, entre otras, las prescripciones 
realizadas por la Comisión Técnica de Calificación, y vuelve a recordar que “En ningún caso 
podrá comenzarse la actividad antes de que se haya obtenido la licencia de inicio de 
actividad del establecimiento. Para obtener esta licencia, deberá solicitar al Ayuntamiento 
que efectúe la oportuna visita de comprobación, acompañando a la solicitud, de acuerdo con 
el artículo 72.2 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, la 
siguiente documentación: …”  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la obligatoriedad de obtener licencia previa al ejercicio de actividades.  
Las actividades sujetas a licencia ambiental de actividades clasificadas son susceptibles de 
ocasionar molestias, alterar las condiciones de salubridad, causar daños al medio ambiente o 
producir riesgos para las personas o bienes. La actual Ley 7/2006, de 22 de junio, de 
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protección ambiental de Aragón, siguiendo la pauta establecida durante largos años por el 
Reglamento de Actividades molestas, nocivas, insalubres y peligrosas, las sujeta a previa 
licencia, de forma que la Administración pueda comprobar, en el procedimiento de concesión, 
su ajuste a las normas que son de aplicación al caso concreto y que su desarrollo o puesta en 
práctica no va a producir estos perjuicios para las personas, los bienes o el medio ambiente.  
Por ello, el carácter previo de la licencia de apertura es fundamental, no solo para establecer e 
imponer medidas correctoras adecuadas y comprobar su cumplimiento, sino para determinar 
incluso la posibilidad de que determinada actividad pueda instalarse o no. Al igual que hacía 
el artículo 171 de la anterior Ley Urbanística, el artículo 234 de la vigente Ley 3/2009, de 17 
de junio, de Urbanismo de Aragón, supedita la licencia urbanística a la de actividad, al señalar 
en su párrafo 2º: “La propuesta de resolución de la solicitud de licencia ambiental de 
actividades clasificadas o licencia de apertura o funcionamiento tendrá prioridad sobre la 
correspondiente a la licencia urbanística. Si procediera denegar la primera, así se notificará 
al interesado y no será necesario resolver sobre la segunda”. Con ello pretende garantizar, 
antes de empezar las obras del inmueble o instalación donde se haya de alojar, que una 
actividad pueda llevarse a cabo en los términos previstos, dando con ello seguridad jurídica al 
promotor y evitando el eventual perjuicio económico o afección ambiental derivados de una 
obra construida o de unas excavaciones o alteraciones del entorno a las que no puede darse la 
utilidad prevista.  
En el caso que nos ocupa, el Ayuntamiento ha tramitado un expediente de actividad 
encaminado a conceder una licencia de actividad clasificada que ha sido correcto desde el 
punto de vista formal, pues se han cumplido los trámites establecidos en la Ley; pero, 
mientras tanto, se ha venido ejerciendo la actividad desde el primer momento, situación que el 
mismo Ayuntamiento conocía, tanto por la propia potestad de control que tiene como por la 
recepción de quejas ciudadanas a causa de las molestias generadas por la misma. Incluso en el 
momento actual, ya concedida la licencia, el establecimiento no estaría facultado para 
funcionar hasta que se otorgue la licencia de inicio de actividad, una vez comprobada la 
efectividad de las medidas correctoras, como expresamente advierte la Junta de Gobierno 
Local en su acuerdo de 27/10/11. Al final del proceso, todo quedará regularizado y funcionará 
correctamente, pero las quejas, molestias y gastos adicionales que se generan con esta forma 
de proceder podrían haberse evitado con la aplicación de la Ley en sus propios términos.  
No debemos olvidar que las actividades clasificadas tienen esta consideración por sus 
consecuencias molestas, insalubres, nocivas para el medio ambiente o peligrosas. Según el 
artículo 60 de la Ley 7/2006, las repercusiones generadas en cada caso pueden ser de diversa 
naturaleza:  
 - Molestas: constituyen una perturbación por los ruidos, vibraciones, humos, gases, 
olores, nieblas, polvos en suspensión o sustancias que eliminen.  
 - Insalubres: dan lugar a desprendimientos o evacuación de sustancias o productos que 
puedan resultar directa o indirectamente perjudiciales para la salud humana.  
 - Nocivas para el medio ambiente: son susceptibles de causar daños a la biodiversidad, 




 - Peligrosas: tienen por objeto fabricar, manipular, transportar, expender, almacenar o 
eliminar productos susceptibles de originar riesgos graves por explosiones, combustiones, 
radiaciones u otros de análoga naturaleza para las personas o los bienes, con arreglo a la 
legislación vigente.  
No debe desdeñarse la importancia del control administrativo previo en las actividades 
clasificadas, pues su realización al margen del mismo (o la tramitación del expediente de 
forma paralela a la ejecución material, ignorando los problemas que se van produciendo) 
puede tener consecuencias de imposible o muy difícil reparación. En este sentido, cabe 
recordar que el artículo 84 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, añadido por artículo 41.1 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, excluye del 
criterio general de libertad de establecimiento, sometiéndolas a licencia o control preventivo, 
a las actividades que afecten, entre otras circunstancias, a la protección del medio ambiente o 
la seguridad o la salud públicas, como ocurre en el caso de las actividades clasificadas.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Alagón la siguiente 
SUGERENCIA:  
Que disponga las medidas oportunas para que las actividades cuyo desarrollo precise la 
obtención de licencia ambiental de actividad clasificada no comiencen su ejercicio hasta que 
no hayan obtenido la licencia de inicio de actividad, una vez comprobada la realidad y 
eficacia de las medidas correctoras necesarias para evitar las repercusiones negativas que 
puedan generar.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.4.4 18 de noviembre de 2011. Intervención municipal en la difícil convivencia entre usos 
residencial e industrial. Recordatorio del deber legal de colaboración. Ayuntamiento 
de Barbastro.  
Esta sugerencia recoge una situación que la Institución ya abordó en un expediente instruido 
en el año 2002. La situación denunciada por los vecinos es básicamente la misma: la calle 
Campo del municipio de Barbastro se encuentra enclavada en un área predominantemente 
industrial, lo cual genera molestias a los vecinos tanto por ruido, como por la invasión de las 
vías públicas por parte de las industrias circundantes. En este escenario, el Justicia insta a la 
Administración local a velar por el cumplimiento de las normas de tráfico y a promover la 
implantación de las medidas correctoras que garanticen el bienestar de los vecinos. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.-El día 04/03/11 tuvo entrada en esta Institución una queja que reitera la 
existencia de un problema ya tratado en un expediente anterior (ref. DI-852/2010-2), el que 
padecen los vecinos de la calle Campo de Barbastro, cuyas viviendas están en un área 
predominantemente industrial, con las molestias que esto conlleva: intenso tráfico de 
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vehículos pesados e industriales, utilización del viario público como prolongación de las 
actividades que se realizan en las naves, generando suciedad por grasas y aceites, restos de 
metal, cristales, etc.  
El expediente se archivó tras la información facilitada desde el Ayuntamiento de Barbastro 
dando cuenta de la instalación de placas de prohibición de aparcar camiones en las aceras 
colindantes con las viviendas, que venía siendo cumplida con normalidad, y de la vigilancia 
policial para que no se utilizase la calle de forma continua por las industrias para realizar su 
actividad.  
Sin embargo, en la nueva queja el ciudadano manifiesta que el problema se vuelve a 
reproducir, con las consiguientes molestias para los residentes a causa del ruido, la 
contaminación atmosférica y la suciedad existente.  
SEGUNDO.-Tras admitir la queja a supervisión y asignar el expediente para su instrucción, 
se envió con fecha 17 de marzo un escrito al Ayuntamiento de Barbastro recabando 
información sobre la cuestión planteada y las actuaciones municipales realizadas o previstas 
para darle respuesta y mejorar la relación entre las actividades residencial e industrial que han 
de convivir en el área afectada.  
TERCERO.-La solicitud de información se reiteró en fechas 9 de mayo, 5 de agosto y 7 de 
octubre, sin que haya sido atendida. Ello ha supuesto que desde esta Institución no se haya 
podido completar el expediente que resulta habitual tras la recepción de quejas, habiéndose 
visto imposibilitada de cumplir el cometido que le asigna el Estatuto de Autonomía de Aragón 
y la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón.  
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Primera.- Necesidad de zonificación de usos potencialmente molestos  
La Ley 7/1998, de 16 de julio, por la que se aprueban las Directrices Generales de 
Ordenación Territorial para Aragón establece en su Directriz 91 que las políticas del suelo 
propiciarán una adecuada gestión del mismo, utilizando todos los instrumentos que permite la 
normativa urbanística, con objeto de lograr una planificación urbana de calidad y facilitar la 
idónea localización de las actividades productivas.  
La política de suelo de un municipio se concreta en el Plan General de Ordenación Urbana, 
instrumento que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 38 y siguientes de la Ley 
3/2009, de Urbanismo de Aragón, clasifica el suelo para el establecimiento del régimen 
jurídico correspondiente y define los elementos fundamentales de la estructura general 
adoptada para la ordenación urbanística del territorio. El plan general deberá, conforme a este 
mismo artículo, respetar las determinaciones vinculantes de las directrices de ordenación del 
territorio.  
Desarrollando los correspondientes preceptos de la Ley 5/1999, Urbanística de Aragón, que 
encuentran correlación en la antes citada, que ha venido a sustituirla, el Reglamento de 
desarrollo parcial dispone en su artículo 41 “El Plan General adoptará un modelo respecto de 
la ciudad y el territorio, que habrá de establecer los elementos determinantes de la estructura 
general y orgánica de los mismos, incluyendo objetivos, directrices y estrategias de 
desarrollo y, en particular, definiendo: a) La asignación a las diferentes zonas de los 
correspondientes usos globales cuya implantación se prevea y la intensidad de los mismos. ... 
 
 595/606 
c) Las necesidades de protección y mejora de la salud y la calidad de vida y, en 
consecuencia, las limitaciones y prohibiciones que resulten procedentes”.  
El planificador, a la hora de hacer una clasificación del suelo, no atenderá únicamente a la 
ubicación de los terrenos en relación con el núcleo urbano o con determinadas 
infraestructuras, sino que debe evaluar los eventuales problemas que traerá la urbanización de 
unos suelos y su posterior edificación y ocupación por nuevos residentes; junto a los 
inherentes a la creación de nuevos núcleos (vías de comunicación, acceso a los servicios 
urbanos, alejamiento de zonas inundables, etc.), deberá tener en cuenta usos que puedan llegar 
a ser contradictorios, como ocurre en el caso que nos ocupa, donde en una zona alejada del 
núcleo urbano de Barbastro conviven industrias y viviendas, lo que genera una tensión que 
podía haber sido evitada con una adecuada planificación urbanística.  
Es necesario evaluar los inconvenientes de la urbanización y anticiparse a los problemas que 
una actuación puede generar en el futuro, poniendo las medidas necesarias antes que los 
ciudadanos las padezcan o las empresas vean limitada su actividad ante la realización de 
determinadas actividades que, en un ámbito exclusivamente industrial, no generan mayor 
problema, como ocurre con el uso de las vías públicas para carga y descarga, aparcamiento de 
camiones y vehículos industriales, etc. Y, caso que los inconvenientes no puedan resolverse 
con medidas racionales desde el punto de vista urbanístico, ambiental y económico, deberá 
desestimarse la propuesta estudiada.  
Esto son consideraciones de cara al futuro. Respecto del problema actual, es preciso encarecer 
al Ayuntamiento de Barbastro la necesidad de adoptar medidas que garanticen a los vecinos la 
ausencia de molestias que no estén obligados a soportar, velando porque se cumplan las 
normas de aparcamiento, accesos, utilización de las vías y espacios públicos y se logre un 
equilibrio en la convivencia que, aunque difícil por la complejidad de modificar 
sustancialmente la situación actual, puede y debe alcanzarse.  
Segunda.- Obligación legal de colaborar con el Justicia de Aragón  
El artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 
20 de abril, encomienda al Justicia de Aragón la protección y defensa de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que en el 
ejercicio de su función podrá supervisar: “b) La actividad de los entes locales aragoneses y de 
las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes que de ellos dependan, en los 
términos que establezca la ley del Justicia”.  
Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la 
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:  
Artículo 19º-1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley están obligados 
a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.  
2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración deberán 
facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, las informaciones, asistencia y entrada a 
todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente deberán poner a su disposición los 
datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.  
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Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se llevarán a cabo 
con reserva absoluta. El Justicia podrá, no obstante, incluir su contenido en el informe anual 
a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto:  
Primero.-Formular Sugerencia al Ayuntamiento de Barbastro para que, en ejercicio de sus 
competencias en materia de ordenación de tráfico y de protección del medio ambiente, 
controle que el desarrollo de actividades industriales en la calle Campo cumpla las normas 
que le sean de aplicación y se ajuste a las licencias que tienen concedidas, de forma que se 
evite, en la medida de lo posible, molestias derivadas de las mismas a los residentes.  
Segundo.-Efectuar a dicha entidad un Recordatorio del deber legal que tiene de auxiliar a esta 
Institución en sus investigaciones, conforme a lo establecido en artículo 19 de la referida Ley 
4/1985.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGÓN  
10.5 Espacios naturales protegidos 
10.5.1 28 de octubre de 2011. Árboles del Paseo Independencia. Necesidad de coordinar 
actuaciones de servicios municipales para mejorar el mantenimiento del arbolado 
urbano. Ayuntamiento de Zaragoza.  
La Institución, debido a la preocupación ciudadana por la salud del arbolado del Paseo de la 
Independencia de Zaragoza ante la ejecución de las obras del tranvía, inicia de oficio el 
presente expediente. A la luz de los informes recibidos, se detecta la existencia de posibles 
deficiencias en el riego de algunos árboles, lo cual afectaría a su desarrollo. Debido a lo 
anterior, el Justicia recomienda al Ayuntamiento de Zaragoza que coordine el suministro de 
información s desde el área de Parques y Jardines a las empresas ejecutantes de la obras, 
para evitar el deterioro del arbolado del paseo de la Independencia. 
I.- ANTECEDENTES 
PRIMERO.- Desde esta Institución, recogiendo el sentir de muchos ciudadanos sobre la 
situación en que se encontraban diversos árboles ubicados en el Paseo de la Independencia de 
Zaragoza, afectados de manera negativa por las obras del tranvía, y teniendo en cuenta el 
valor medioambiental y paisajístico del arbolado en el espacio urbano, se dispuso la incoación 
de un expediente de oficio para recabar información sobre las previsiones municipales a este 
respecto. 
SEGUNDO.- Tras efectuar la asignación del expediente para su instrucción, se envió con 
fecha 6 de septiembre un escrito al Ayuntamiento de la Ciudad solicitando información sobre 
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la situación de los tilos ubicados en dicho Paseo y, en concreto, de las medidas adoptadas para 
garantizar su riego adecuado y su conservación. 
TERCERO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 7 de octubre, contenida en un 
informe del Servicio de Parques y Jardines donde se hace constar lo siguiente: 
“Se giró visita el pasado viernes 23 de septiembre al arbolado que fue plantado con motivo 
de las obras de renovación de infraestructuras y pavimentos del P° de Independencia, en su 
mayoría tilos, tras recibir unas quejas del estado que presentaba dicho arbolado. 
El estado que presentan la mayoría de los precitados árboles es el correspondiente al que 
debieran presentar a mediados finales de octubre, existiendo unos pocos (menos del 10%) 
que presentan un mayor deterioro y un porcentaje algo mayor que presentan un estado 
adecuado a finales de verano. 
En el suelo de los alcorques, independientemente del estado que mostrase el follaje, 
presentaba una humedad que ponía de manifiesto la existencia de riego, si bien el sistema de 
riego por goteo que se instala en el arbolado sólo produce un bulbo húmedo en la zona en 
que se encontraba el cepellón en el momento de la plantación, por lo que no suministra el 
agua suficiente y en los lugares más oportunos para una adecuada irrigación. Dicho 
problema es de difícil solución en los sistemas de riego para el arbolado lineal, puesto que 
requiere verter agua en zonas que podrían causar deterioro o deformaciones de pavimentos. 
Determinados árboles en el interior del recinto de las obras, en la plaza Aragón, presentan 
síntomas de estrés hídrico en mayor proporción que en el resto de la obra, incluso un 
ejemplar de Platanus spp. plantado hace más de 30 años. Se desconoce si el riego de dichos 
ejemplares ha sido alterado, o dañado, por la empresa ejecutora de las obras del tranvía. 
Esta Jefatura de Unidad desconoce la forma en que fueron plantados los árboles a que hace 
referencia el Justicia de Aragón en su escrito, situación que impide pronunciarse sobre si la 
planta fue enterrada en exceso (lo que ocasionaría una mayor dificultad para la respiración 
de las raíces o la captación de agua), en un terreno excesivamente compactado (los restos de 
la ciudad que aparecieron en el subsuelo fueron protegidos para evitar que el agua pudiera 
alterarlos), u otras circunstancias que pueden incrementar la facilidad de determinados 
ejemplares para sufrir un estrés hídrico en condiciones en que otros medran con cierta 
facilidad. 
Para finalizar, una observación detallada de los brotes con hojas muy deterioradas e incluso 
defoliados permite comprobar que se encuentran en buenas condiciones, no viéndose 
deshidratados o muertos. Es por ello que a juicio de esta Jefatura, los árboles podrían volver 
a brotar en unos días, en el caso de que las temperaturas siguiesen siendo elevadas para la 
fecha en la que nos encontramos, o bien que broten el próximo año de forma normal. En 
ambos casos, la pérdida de superficie foliar influirá negativamente en la salud de los árboles 
más afectados (al menos a corto plazo), puesto que se habrá reducido el tiempo en que han 
podido realizar fotosíntesis y almacenar hidratos de carbono para la siguiente temporada”. 
II.- CONSIDERACIONES 
Única.- Sobre la necesidad de coordinar actuaciones de diversas áreas municipales 
relativa a un mismo espacio. 
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Hemos de agradecer a los responsables del Servicio de Parques y Jardines la rapidez con que 
han atendido la petición de información realizada, lo que contribuye de forma importante a la 
mejora del servicio público que las Instituciones estamos obligadas a prestar a los ciudadanos. 
Igualmente, se ha de señalar que, desde el punto de vista legal, y con fundamento en la 
información que ha sido remitida, consideramos que no concurre en los hechos que se 
exponen irregularidad en la actuación de esa Administración que requiera una decisión 
supervisora del Justicia. 
No obstante, sí que es conveniente llamar la atención sobre algunos aspectos del informe 
emitido por el Servicio de Parques y Jardines, dado que se trata de cuestiones susceptibles de 
ser corregidas. Son las siguientes: 
- Se indica que “el sistema de riego por goteo que se instala en el arbolado sólo produce un 
bulbo húmedo en la zona en que se encontraba el cepellón en el momento de la plantación, 
por lo que no suministra el agua suficiente y en los lugares más oportunos para una 
adecuada irrigación”. Conocida esta deficiencia, debería procurar dársele solución en el 
futuro. 
- Respecto de determinados árboles en el interior del recinto de las obras, en la plaza Aragón, 
desde el Servicio de Parques y Jardines “Se desconoce si el riego de dichos ejemplares ha 
sido alterado, o dañado, por la empresa ejecutora de las obras del tranvía”; a este respecto, 
se encarece una mayor coordinación con el fin de procurar no solo la supervivencia, sino en 
mantenimiento del arbolado urbano en el mejor estado posible. 
- Finalmente, el informe señala “Esta Jefatura de Unidad desconoce la forma en que fueron 
plantados los árboles a que hace referencia el Justicia de Aragón en su escrito, …”. Ello 
conduce de nuevo a llamar la atención en la necesidad de controlar estos aspectos, con el fin 
de dar el tratamiento más adecuado en cada caso. 
III.- RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente 
SUGERENCIA: 
Que, en orden a mejorar la protección del arbolado y las zonas verdes urbanas, procure la 
coordinación de los otros servicios municipales o de las empresas que realizan obras públicas 
con los responsables de Parques y Jardines y les suministren la información necesaria para su 
adecuado mantenimiento, tanto durante la ejecución de las obras como con posterioridad. 
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa. 
EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
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10.5.2 2 de diciembre de 2011. Necesidad de coordinar actuaciones para evitar la 
degradación del soto de Cantalobos. Departamento de Agricultura, Ganadería y 
Medio Ambiente. DGA. Ayuntamiento de Zaragoza.  
El Justicia insta al  Gobierno de Aragón a coordinar sus actuaciones junto con las de la 
Confederación Hidrográfica del Ebro y las asociaciones de voluntarios, para minimizar los 
daños causados por la sequía y recuperar el denominado “soto de Cantalobos”. 
I.-ANTECEDENTES 
PRIMERO.- A raíz de las noticias publicadas en la prensa y de la comprobación realizada 
por personal de esta Institución, se ha tomado conciencia de la difícil situación que atraviesa 
el soto de Cantalobos debido a la falta de agua, que ha determinado la muerte de algunos 
árboles y supone un serio peligro para otros muchos si no se actúa en breve plazo.  
El soto de Cantalobos es uno de los escasos sotos, o bosques de ribera, que se conservan en 
las cercanías de la ciudad de Zaragoza, constituyendo uno de los espacios más importante de 
su cinturón verde y una joya natural, tanto por su proximidad como por su buen estado de 
conservación, al que ha contribuido de forma muy importante la actividad realizadas por 
grupos de ciudadanos, que a lo largo de los últimos años se han preocupado de limpiar, podar, 
señalizar y, en general, mejorar sustancialmente este espacio.  
La actividad agrícola que tradicionalmente se ha desarrollado en los campos circundantes al 
soto ha sido su principal fuente de vida, al beneficiarse de las escorrentías de los campos de 
cultivo, que lo han inundado periódicamente y dado vida a sus árboles y plantas. Igualmente, 
la cercanía del río Ebro ha sido fundamental para su existencia, tanto por las aportaciones de 
limos y tierra fértil que dejan las periódicas avenidas como a través del freático, que permite a 
los árboles obtener el agua necesaria para subsistir.  
Sin embargo, según han informado personas que conocen bien el soto, estas circunstancias 
han variado en los últimos años. La fuerte riada de 2003 rompió la salida de uno de los 
escorrederos que vertían sus aguas al soto, sin que se haya reconstruido desde entonces; 
además, el bajo nivel del Ebro a lo largo de todo el verano ha determinado un descenso del 
freático, con el consiguiente alejamiento de las raíces de los árboles, que se han visto privados 
de esta aportación. A ello se añade la acuciante sequía que está sufriendo, dado que no ha 
llovido ni ha recibido ninguna aportación de agua a lo largo de todo el verano. Para su 
solución se proponen actuaciones de pequeña entidad, como son el arreglo del mencionado 
escorredero y la canalización de unos 40 metros de acequia para que el soto reciba agua 
sobrante de riego, que de forma natural se va distribuyendo en su interior a través de las 
cárcavas generadas por las avenidas del río.  
A la vista de los hechos descritos, y con el fin conocer más a fondo el problema y las 
previsiones de actuación administrativa en orden a resolverlo antes de que los daños sean 
irreversibles, se ha considerado oportuno, al amparo de las facultades otorgadas por el artículo 
2.3 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, iniciar un expediente 
de oficio.  
SEGUNDO.-En orden a su instrucción, con fecha 14/09/11 se remitieron sendos escritos al 
Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente y al Ayuntamiento de Zaragoza 
recabando información acerca de las actuaciones llevadas a cabo o previsiones para este 
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entorno, al considerar necesario que se produzca una intervención coordinada entre sí y con 
otras instancias públicas o privadas, como puede ser la Confederación Hidrográfica del Ebro, 
la Comunidad de Regantes o los propietarios de fincas cercanas cuya colaboración fuese 
necesario recabar.  
TERCERO.-Tras iniciar la tramitación del expediente, se tuvo conocimiento que estos 
hechos se pusieron de manifiesto en el mes de marzo por una asociación naturalista a las 
referidas Administraciones, así como a la Confederación Hidrográfica del Ebro, encareciendo 
la urgencia en intervenir para conservar el soto tras el fuerte estrés hídrico que viene sufriendo 
en los últimos años. Ese mismo mes se mantuvo una reunión en el propio soto por 
representantes del Sindicato de Riegos de Miraflores, la Asociación Naturalista de Aragón, el 
Departamento de Medio Ambiente y el Ayuntamiento de la Ciudad; más adelante, con fecha 
11/08/11, por parte de la Unidad de Conservación del Medio Natural de la Agencia de Medio 
Ambiente y Sostenibilidad del Ayuntamiento se elabora un informe analizando la situación y 
proponiendo diversas soluciones, a las que más adelante se hará referencia. Este informe se 
envió al Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente y a la Confederación 
Hidrográfica del Ebro.  
CUARTO.-La respuesta del Ayuntamiento a nuestra solicitud se recibió el 06/10/11, y en 
ella hace constar, textualmente, lo siguiente:  
“El espacio natural cuestionado es un espacio perteneciente al dominio público hidráulico 
del río Ebro, tratándose de un espacio PORN calificado como tal por el Gobierno de Aragón. 
Por consiguiente este Ayuntamiento no detenta ni la titularidad ni la labor de gestión y 
protección que se recoge en la calificación ambiental del espacio.  
El espacio físico que ocupa el Soto es dominio público hidráulico, por lo tanto, su gestión y 
titularidad la ostenta el organismo de cuenca, la Confederación Hidrográfica del Ebro, salvo 
de titulo que acredite otra propiedad.  
El camino que separa el Soto de las huertas cuyo riego pertenece al Sindicato de Riegos de 
Miraflores es el camino de acceso a la Alfranca de titularidad del Gobierno de Aragón.  
En este contexto, el Ayuntamiento de Zaragoza interviene en el uso de sus competencias en 
materia de medio ambiente, sobre cuantas actividades y situaciones sean susceptibles de 
influir en las condiciones ambientales del municipio, con el fin de preservar de efectos 
negativos externos los elementos naturales y espacios comunitarios.  
Es por ello que detectada la situación adversa del soto por la Unidad de Conservación del 
Medio Natural a principios de agosto, se evacuó un informe por la dicha Unidad en el que se 
diagnosticaba la situación y se planteaban posibles acciones de intervención en el caso en 
que se considerara procedente.  
El Ayuntamiento de Zaragoza ha mediado entre las instituciones, administraciones y 
propietarios del Soto, toda vez que no es titular del espacio ni tiene competencias en materia 
de aguas.  
A tal efecto, en fecha 20 de septiembre de 2011 se reunió la Comisión de estudio de 
biodiversidad del Consejo Sectorial de la Agenda 21 Local, comisión de carácter consultivo 
especializado en materia medio ambiental que afecte a la biodiversidad. En esa comisión en 
la que se hicieron coincidir a las administraciones implicadas en la gestión del Río Ebro y los 
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agentes sociales pertenecientes al Consejo Sectorial se obtuvo consenso en intervenir en ese 
espacio a pesar de que el ideal ecológico es el respetar el comportamiento natural del río y 
de la vegetación que crece en sus riberas.  
Las opciones de intervención planteadas por el Ayuntamiento para ser asumidas por las 
distintas administraciones afectadas también lograron consenso del modo siguiente:  
Se extractan las posibles medidas a realizar, que obran en acta:  
1) Se propone una revisión al alza del caudal de dilución ecológico (al menos 50 m3) del 
Ebro.  
2) Se propone igualmente realizar avenidas controladas anuales, con objeto de mitigar 
periodos de sequía.  
3) - Deslindar y recuperar el dominio público hidráulico en el Soto de Cantalobos. Analizar 
la posibilidad de reequilibrar los nichos de gravas (aporte de áridos) al objeto de evitar la 
erosión remontante.  
4) Construcción de un entubamiento para prolongar una acequia hasta el Soto (más o menos 
al principio de éste) en una longitud de unos 97 metros y arreglo del escorredero de Montoya 
(recuperación de su funcionalidad).  
5) Permeabilización del camino de la Alfranca.  
6) A corto plazo: lograr llevar agua hasta el soto tal y como venía ocurriendo de modo 
histórico en que en periodos de estío el soto se mantenía con los sobrantes de aguas de riego. 
Arreglo del escorredero y alargamiento de acequia. Dotación de aguas de Canal Imperial a 
las que tiene derecho el Ayuntamiento y no se están utilizando.  
7) Imprescindible para cerrar el diagnóstico de las causas de la sequía del Soto es tener el 
estudio del freático; se va a solicitar colaboración con CHE y el Instituto Pirenaico de 
Ecología para que se informe sobre los estudios disponibles.  
Se acompaña con el presente informe el acta de la citada comisión, informe evacuado por la 
Unidad de Conservación del Medio Natural de la Agencia de Medio Ambiente y 
Sostenibilidad”.  
QUINTO.-Por su parte, el Departamento, mediante un informe del Consejero que tuvo 
entrada el día 17 de noviembre, detalla su posición en los siguientes términos:  
“En relación a la petición de información sobre previsión de actuaciones para revitalizar el 
Soto de Cantalobos, sito en el término municipal de Zaragoza, se informa que, de acuerdo 
con las inspecciones realizadas por técnicos del Departamento de Agricultura, Ganadería y 
Medio Ambiente, dicho Soto muestra a finales de verano de 2011 y principios del otoño 
síntomas de estrés hídrico, con el resultado de fuertes defoliaciones en los árboles, sobre todo 
en fresnos. Las zonas más afectadas son las más próximas a la ciudad de Zaragoza y la zona 
central del soto, coincidiendo con las situadas a mayor cota. Por el contrario, la zona menos 
afectada es la más cercana al cuarto cinturón que, además, mantiene un escorredero de 
aguas sobrantes en funcionamiento. Conviene tener presente que la parte más afectada tuvo 
en el pasado un escorredero funcional (escorredero de Montoya), gestionado por la 
comunidad de regantes, con aportes de agua del Canal Imperial, y que aportaba agua de los 
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sobrantes de riego. En el año 2002, dicho escorredero resultó afectado por una crecida sin 
ser sido reparado y, en consecuencia, llevando poco agua desde entonces.  
Defoliaciones como las observadas son naturales y frecuentes al final del verano, aunque su 
entidad tiene que ver con la intensidad de las crecidas al final de primavera. Cuando las 
crecidas primaverales son importantes, no se observan fenómenos de defoliación. De hecho, 
los expertos consultados coinciden en señalar que aunque mayores caudales circulantes por 
el Ebro podrían solucionar el problema, la existencia de crecidas puntuales grandes a finales 
de primavera y unos niveles algo mayores de caudal en verano sería el escenario ideal; si 
bien, esto obligaría a profundos cambios en la gestión de caudales de la dinámica fluvial, que 
han sufrido variaciones importantes en los últimos arios a raíz de la construcción de 
infraestructuras como el Azud de Vadorrey.  
Por otro lado, e independientemente del régimen y de la gestión de los caudales del Ebro, 
parece evidente que en los años previos a 2002 el soto se ha abastecido de retornos de riego, 
especialmente en la zona del soto más afectada. Estos retornos se debían al funcionamiento 
del ya citado escorredero y, probablemente, a una mayor intensidad de riego por parte de los 
regantes que dejaban escapar el agua sobrante al soto. En este escenario, el soto resultaba 
"regado" de manera artificial disminuyendo su dependencia de la dinámica fluvial.  
Desde un punto de vista conceptual, fijar mecanismos de riego para un soto de carácter 
natural no parece coherente, puesto que va en contra de una dinámica pseudonatural de 
desecación. En esta dinámica se apunta como causa principal factores ajenos al propio soto 
que han actuado modificando estacional o permanentemente los niveles freáticos, y con él el 
nivel de agua subterránea en las inmediaciones del cauce del río, cuyo descenso provoca a su 
vez la dificultad de acceso a este recurso por parte de las raíces de los árboles situados en las 
zonas de mayor cota.  
Todos estos factores continúan actuando e incidiendo por tanto sobre cualquier posible 
recuperación de una dinámica natural para el soto. En resumen, con el riego del soto se 
estarían tratando de establecer mecanismos de reparación de unos efectos que vienen 
motivados por actuaciones y situaciones que van a continuar produciéndose y que, 
probablemente, no sea posible revertir.  
No obstante, el Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente ha prestado su 
apoyo y asesoramiento al Ayuntamiento de Zaragoza a través de las reuniones de 
coordinación promovidas hasta la fecha por éste; y, en particular, en lo relativo a lo que 
pueda afectar a la Vía Natural Zaragoza- La Alfranca cuya gestión es competencia de este 
Departamento.  
Por el momento, el Ayuntamiento de Zaragoza baraja la posibilidad de realizar una serie de 
obras urgentes, que incluirían la construcción de un tubo y reparación del escorredero de 
Montoya. El efecto de ambas actuaciones dependerá siempre de la autorización de los 
propietarios de los terrenos y de la disponibilidad de los regantes para ceder los excedentes 
de riego. Por ello, el Ayuntamiento está gestionando la disponibilidad de caudales del Canal 
Imperial y adoptará las medidas pertinentes en cuanto a la autorización de los propietarios 




Otras cuestiones de mayor calado, como la expropiación de los terrenos afectos por el 
Dominio Público Hidráulico, o la permeabilización de la Vía Natural Zaragoza- La Alfranca 
se han barajado también como posibles, pero su elevado coste y el tiempo de ejecución han 
hecho que por el momento no se hayan concretado.  
Respecto a la Vía Natural, debe señalarse que el efecto de su construcción sobre la 
disponibilidad de agua para el soto de Canta lobos es prácticamente nulo, toda vez que esta 
agua es de origen freático, y las características constructivas de la Vía (sin grandes obras de 
infraestructura y sin profundización apreciable para su cimentación), no han supuesto 
modificaciones en las condiciones naturales de flujo subterráneo. En consecuencia, su 
permeabilización para el flujo de aguas superficiales debería estudiarse con detenimiento, ya 
que podría llegar a ser una inversión costosa que no ayude de manera apreciable a la 
solución del problema”.  
SEXTO.-A esta fecha no se tiene noticia de haberse realizado ninguna actuación material, si 
bien la situación de urgencia hídrica del soto ya ha pasado debido a las lluvias caídas en el 
último mes. Ello no supone que el problema se haya solucionado, sino simplemente que se 
dispone de un poco más tiempo para tomar medidas antes de que el próximo verano vuelva a 
repetirse, con el consiguiente deterioro del soto y de determinadas plantas, que sufren un daño 
que en ocasiones resulta irreversible.  
II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
Única.- Sobre la necesidad de intervenir para la conservación de determinados espacios 
naturales.  
En el acta de la reunión de la Comisión 21 sobre la Biodiversidad celebrada el día 20/09/11, 
en la que intervinieron personas conocedoras del tema desde muy diversas perspectivas 
(representantes de la Administración estatal, autonómica y municipal, de colegios 
profesionales, grupos ecologistas, entidades ciudadanas, etc.), se aprecia la preocupación 
general por la conservación del soto y la aportación de diversas medidas para ello. No es labor 
de esta Institución valorar las actuaciones concretas que se deben llevar a cabo, si bien 
entendemos que la postura de no intervenir por tratarse de un soto natural conduce, vista la 
situación existente, a la progresiva desaparición del mismo al habérsele privado de las vías 
por las que tradicionalmente ha recibido el agua, que incluso pudieron haber determinado su 
formación, como ocurre en otros sotos ribereños del Ebro, y que es precisa para su 
mantenimiento en verano, dada nuestra baja pluviosidad; se trata de un agua sobrante de los 
riegos, que no supone perjuicio para nadie al no detraerse al uso agrario y que, en todo caso, 
terminaría en el río por el escorredero actualmente en servicio, cercano a la parte baja del 
soto. Tampoco parece que la elevación del nivel del río o el incremento de caudal sea una 
solución inmediata y que se pueda adoptar a nivel local, dado que la regulación del río sirve a 
otros propósitos y se necesitaría un cambio del modelo de gestión, cuestión que ahora no se 
va a tratar.  
En cambio, soluciones basadas en pequeñas actuaciones, como la reparación del escorredero 
dañado en 2003 o la conducción de las aguas sobrantes al soto, pueden dar continuidad al 
mismo y mantenerlo en buen estado ecológico. Partiendo de que el medio natural se halla en 
mayor o menor medida alterado por la acción humana, la intervención puntual para que la 
naturaleza pueda seguir su curso o evitar su deterioro no debe causar extrañeza, pudiendo 
 
 604/606 
verse en diversos ámbitos: instalación de cajas-nido para los pájaros, habilitación de 
muladares para la alimentación de las aves necrófagas, cría en cautividad de quebrantahuesos 
u otras especies amenazadas, etc., algunos de ellos tan cercanos como el incremento de caudal 
del río Huerva en su tramo final con aguas del Canal Imperial.  
Las características del soto de Cantalobos reclaman sin duda una actuación decidida para su 
conservación. La página web del Ayuntamiento lo incluye entre los espacios naturales dignos 
de visitar en la Ciudad, describiéndolo en los siguientes términos: “Uno de los escasos sotos 
(o bosques de ribera) que se conservan en las orillas Ebro, resto de la vegetación original del 
río en este tramo de su curso. Destaca por su excelente conservación, a pesar de la presión 
agraria y urbana de su entorno. Cuenta con especies típicamente ribereñas: álamos, chopos, 
tamarindos, sauces, fresnos, carrizos, soporte de un rico ecosistema del que también forman 
parte numerosas especies animales como el ruiseñor bastardo, el pájaro carpintero, el pájaro 
moscón, el autillo o pequeños mamíferos. En él encuentran refugio y alimento numerosas 
especies migratorias asociadas al río como garcetas, cormoranes y martinetes”.  
En este sentido, el documento Anejo a la Memoria 11 del Plan General de Ordenación Urbana 
de Zaragoza, relativo al “medio natural, productivo agrario, paisajístico y cultural del 
término municipal de Zaragoza”, se refiere en su epígrafe  
1.3.3 a la vegetación de ribera y de las zonas húmedas, valorando su importancia ecológica 
por la reducida extensión a la que ha quedado relegada la vegetación espontánea, el contraste 
paisajístico que representan respecto a la árida Depresión del Ebro, la variedad de 
comunidades vegetales y animales en un espacio reducido, su contribución a la depuración de 
las aguas contaminadas y, especialmente, su papel en la dinámica fluvial, que frena la fuerza 
de los caudales de crecida e impide la erosión de las orillas, siendo el sistema de contención 
que menos cuidado y mantenimiento requiere. Destaca en el subepígrafe 1.3.3.5 que “A pesar 
de su estado de degradación actual, la vitalidad ecológica de los sotos y su carácter pionero 
mantienen su posibilidad de pervivir. …, la recuperación de nuestras riberas no acarrea en 
ningún caso cuantiosas inversiones. … Sería ideal poder contar con bosques ribereños 
continuos que jalonaran las orillas al menos entre el cauce y los diques de contención. Como 
primer paso hacia esa meta es preciso conservar los escasos retazos de soto que nos quedan, 
estableciendo figuras de protección que zonifiquen los usos y eliminen los impactos. La 
conservación de las riberas requiere de una política de restauración de las degradadas y una 
ordenación de las actividades a realizar en ellas”. El punto 2 de este Anejo señala los 
objetivos a conseguir, manifestando “El restablecimiento de relaciones equilibradas entre la 
ciudad y su entorno exige restaurar el espacio rural degradado y revitalizarlo ecológica, 
cultural y económicamente para satisfacer las nuevas demandas sociales de calidad de vida”. 
Conforme a esto, apunta varios objetivos, siendo el primero de ellos la conservación de “los 
espacios que por sus privilegiadas condiciones naturales constituyen documentos de la vida 
natural y de su variabilidad estructural y funcional”, como sin duda puede afirmarse del caso 
que nos ocupa.  
Por otro lado, nuestro Estatuto de Autonomía, en su artículo 71.21ª atribuye a la Comunidad 
Autónoma de Aragón la competencia exclusiva en materia de espacios naturales protegidos, 
que incluye la regulación y declaración de las figuras de protección, la delimitación, la 
planificación o la gestión de los mismos y de los hábitats protegidos situados en Aragón, 
atribuyéndole su artículo 75.3ª competencias de desarrollo legislativo y ejecución en materia 
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de protección del medio ambiente. La Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad, en su artículo 36 establece que la declaración y gestión de los 
espacios naturales protegidos corresponde a las Comunidades Autónomas en cuyo ámbito 
territorial se ubiquen. En aplicación de esta normativa, con fecha 25/06/07 se publicó en el 
Boletín Oficial de Aragón el Decreto 89/2007, de 8 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el 
que se aprueba definitivamente el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de los Sotos 
y Galachos del río Ebro (Tramo Zaragoza-Escatrón), área vinculada al LIC ES2430081 Sotos 
y Mejanas del Ebro. El Plan se apoya en los siguientes principios inspiradores:  
-Recuperar la estructura y funcionalidad del ecosistema fluvial, entendiendo como tal tanto el 
río como sus riberas.  
-La conservación de la biodiversidad.  
-Conservar un tipo de paisaje característico que se identifica con el territorio aragonés.  
-Dar cumplimiento a compromisos internacionales de conservación.  
-Contribuir al uso ecológicamente sostenible del medio.  
-Fomentar el uso recreativo y cultural.  
-Incorporar los principios de oportunidad, viabilidad y cautela derivados de la situación 
original de partida.  
-Garantizar el derecho a la participación pública en la gestión medioambiental.  
-Garantizar el derecho a las compensaciones e indemnizaciones cuando procedan.  
-Fomentar la coordinación de las administraciones implicadas y en especial al Gobierno de 
Aragón, la Confederación Hidrográfica del Ebro y los distintos municipios en las materias 
reguladas por el Plan.  
Este Plan reconoce el soto de Cantalobos como el elemento más destacable del tramo 3 de su 
ámbito (desde la desembocadura del Gállego a aguas arriba del soto de Torre Urzaiz); regula 
en su artículo 4 las relaciones interadministrativas para que se ejerciten de acuerdo con sus 
previsiones y conforme a los deberes de información mutua, colaboración, coordinación y 
respeto de los respectivos ámbitos competenciales e impone a la Administración Autonómica 
determinadas obligaciones de protección de los recursos naturales en el artículo 17, que 
ordena: “Cuando se aprecie la existencia de un factor de perturbación grave que pueda 
suponer una situación excepcional de riesgo para la conservación de flora y fauna 
catalogada o de los procesos ecológicos de los que depende, así como de elementos 
hidrológicos, geológicos o geomorfológicos de especial interés, el órgano ambiental 
competente podrá emprender, con carácter urgente, las acciones conducentes a la corrección 
de las circunstancias causantes de la situación”.  
III.-RESOLUCIÓN 
Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de las facultades 
que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del 
Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Departamento de Consejero de Agricultura, 
Ganadería y Medio Ambiente y al Ayuntamiento de Zaragoza la siguiente SUGERENCIA:  
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Que las Administraciones autonómica y local coordinen su actuación entre sí y con la 
Confederación Hidrográfica del Ebro y la participación de entidades o personas afectadas por 
esta cuestión, y sin perjuicio de ulteriores medidas de mayor calado que puedan plantearse en 
el futuro, realicen las actuaciones necesarias que eviten el deterioro del soto de Cantalobos.  
Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior a un mes me 
comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, en este último supuesto, las 
razones en que funde su negativa.  
EL JUSTICIA DE ARAGON  
 
